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INTRODUCCIÓN 
Desde antaño la doctrina procesal ha puesto en evidencia la relevancia 
así como las dificultades que importa el estudio de la prejudicialidad, 
reconociendo en ella un fenómeno complejo que cruza todo el espectro del 
proceso, enlazándose con instituciones esenciales de esta rama del derecho 
como son la jurisdicción y la competencia, el objeto del proceso y la cosa 
juzgada. 
Como fenómeno de carácter procesal, abundando en conceptos y 
clasificaciones diversas a fin de diferenciarla de otros institutos procesales 
afines, tradicionalmente los autores han abordado la problemática de la 
prejudicialidad desde una doble perspectiva o enfoque. 
Por un lado, partiendo del principio de unidad de jurisdicción, se ha 
entendido que la prejudicialidad tiene su origen en el sistema de reparto de 
competencias que establece el legislador en aras de la especialización de los 
órganos jurisdiccionales, situación o realidad orgánica que trae como 
consecuencia un aumento de las interferencias en la actividad de los órganos 
judiciales en el conocimiento de los diversos asuntos1. 
Siguiendo lo anterior, desde un punto de vista orgánico, la 
prejudicialidad ha sido entendida en general como un problema de 
«distribución del trabajo enjuiciador»2 entre los diversos órganos 
jurisdiccionales, constituyendo un mecanismo clave del sistema de 
comunicación3 y coordinación4 de la actividad de los órganos judiciales que, 
                                               
1 Y es que no deja de ser cierto, como pone de manifiesto la doctrina, que un sistema 
judicial en el que no existiese más que un tipo de órgano jurisdiccional que reuniera todas las 
competencias independientemente de su naturaleza, carecería de sentido preguntarse si el órgano 
puede resolver las diversas cuestiones que se controviertan en el contexto de un determinado 
proceso, siendo innecesaria su remisión a órgano alguno. Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, 
Derecho Procesal Penal (con ARAGONESES MARTÍNEZ, SARA; HINOJOSA SEGOVIA, 
RAFAEL; MUERZA ESPARZA, JULIO Y TOMÉ GARCÍA, JOSÉ ANTONIO), Madrid, Ed. Centro de 
Estudios Ramón Areces, 2004, p. 248. 
2 Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, Derecho Procesal Penal (con AA.VV), Ob. cit., 
p. 248. 
3 Cfr. LAHERA FORTEZA, JESÚS, «Las contradicciones entre sentencias de ordenes 
jurisdiccionales distintos», Civitas. Revista Española de Derecho del Trabajo, N° 82, 1997, p. 301. 
4 Cfr. CHIOVENDA, GIUSEPPE, Principios de Derecho Procesal Civil, trad. de J. Casais 
y Santaló, t. I, Madrid, Reus, 2000, pp. 481 y 485 a 487. Para este autor, siendo un principio 
fundamental que rige las relaciones entre los diversos órganos jurisdiccionales el que la misma 
voluntad concreta de ley sólo puede ser objeto de una sola actuación jurisdiccional, aunque los 
diferentes órganos, regularmente, se encuentran entre sí en una relación de «separación», su 
actividad puede hacer necesaria su coordinación, en especial cuando los pleitos confiados 
presenten algún nexo o relación entre sí. 
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bajo la premisa del principio de unidad de jurisdicción y de  separación o 
independencia judicial, están llamados a resolver los diversos asuntos5. 
Más allá de esta consideración orgánica, sin embargo, para la doctrina 
procesal mayoritaria la problemática de la prejudicialidad se ubica y debe ser 
abordada necesariamente en el contexto de la configuración e integración del 
objeto del proceso y las diversas decisiones incidentales que tienen lugar 
durante el mismo6. 
                                               
5 Desde esta perspectiva orgánica, partiendo de la regulación que la LECiv 2000 da a la 
prejudicialidad en el Título III, relativo a la jurisdicción y la competencia, cabe destacar la 
existencia de una corriente doctrinaria para la cual la naturaleza propia de la prejudicialidad debe 
asentarse en el doble presupuesto de la jurisdicción y de la competencia, siendo explicable sólo 
desde las reglas que determinan la competencia, engarzadas en el principio del juez natural, de 
manera tal que el mecanismo propio para hacerlas valer es la declinatoria de competencia.  
Se trata, con todo, de un sector minoritario de la doctrina española que no ha sido 
secundado mayormente por la jurisprudencia. En esta línea, cfr. BONET NAVARRO, ÁNGEL, 
«Sentencia de 29 de julio de 1999» en Cuadernos Civitas de Jurisprudencia Civil, Nº 52, 2000, 
pp. 147 y ss. En la misma línea cfr. RODRÍGUEZ RAMOS, LUIS, «Cuestión prejudicial 
devolutiva, conflicto de competencia y derecho al juez predeterminado por la ley», en Actualidad 
Jurídica Aranzadi, Nº 258, 1997, pp. 4 y 5. 
6 En España, siguiendo esta línea, cfr. por todos SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las 
cuestiones prejudiciales en el sistema procesal español, Madrid, McGraw-Hill, 1996; GIMENO 
SENDRA, VICENTE, Derecho Procesal Penal, Madrid, Colex, 2004, pp. 193 y ss.; DE LA OLIVA 
SANTOS, ANDRÉS y DIEZ-PICAZO JIMÉNEZ, IGNACIO, Derecho Procesal Civil. El proceso de 
declaración, Madrid, Ed. Centro de Estudios Ramón Areces, 2000, p. 542 y ss.; CORTÉS 
DOMÍNGUEZ, VALENTÍN, Derecho Procesal Civil. Parte general (con MORENO CATENA, 
VÍCTOR), Valencia, Tirant lo Blanch, 2004, pp. 147 y 148; REYNAL QUEROL, NÚRIA, La 
prejudicialidad en el proceso civil, Barcelona, Bosch, 2006. 
Dentro de este sector, destacan asimismo, aquellos autores que poniendo énfasis en la 
prejudicialidad como fenómeno suspensivo del proceso, enfoca su estudio desde el punto de vista 
del enjuiciamiento y las crisis procesales. En esta línea doctrinaria cfr. PÉREZ GORDO, 
ALFONSO, La prejudicialidad penal y constitucional en el proceso civil, Barcelona, Bosch, 1982, 
pp. 26 y ss.; FENECH NAVARRO, MIGUEL, Derecho Procesal Penal, t. I, Barcelona, Bosch, 
1960, pp. 455 y ss. y en «Estudio sistemático de las llamadas cuestiones prejudiciales», Revista 
Jurídica de Cataluña, año XLIII, v. XLIV, mayo/junio 1945, pp. 3 y ss.; ORTELLS RAMOS, 
MANUEL, Derecho Procesal Civil (con MASCARELL NAVARRO, MARÍA JOSÉ; CÁMARA 
RUIZ, JUAN; JUAN SÁNCHEZ, RICARDO; BONET NAVARRO, JOSÉ; CUCARELLA 
GALIANA, LUIS A.; BELLIDO PENADÉS, RAFAEL y MARTÍN PASTOR, JOSÉ), Navarra, 
Aranzadi, 2009, p. 633 y ss.; ARMENTA DEU, TERESA, Lecciones de Derecho Procesal Civil, 
Madrid-Barcelona, Marcial Pons-Ediciones Jurídicas y Sociales, 2004, pp. 249 y ss.; DE LA 
OLIVA SANTOS, ANDRÉS Y DIEZ-PICAZO JIMÉNEZ, IGNACIO, Derecho Procesal Civil, ob. 
cit., pp. 541 y ss. Para este último autor, el tratamiento de la prejudicialidad en esta sede no 
pretende su explicación simplemente por los efectos que puede producir en el proceso, sino que 
obedece más bien a una finalidad pedagógica y de sistemática en su estudio, en tanto se considera 
oportuno su consideración no sólo en la sede de la materia o institución jurídico- procesal 
correspondiente, como sería con relación al objeto procesal, según la mayoría de estos autores, 
sino también en su dimensión más procedimental que permita el examen conjunto de todos 
aquellos casos que pueden producir una alteración del curso ordinario del proceso (p. 542). 
En Italia, partiendo de la distinción entre punto, cuestión y causa prejudicial elaborada por 
MENESTRINA, siguen esta línea MENESTRINA, FRANCESCO, La pregiudiciale nel processo civile, 
Milano, Giuffrè, 1963, pp. 100 y ss.; CHIOVENDA, GIUSEPPE, Principios de Derecho Procesal 
Civil, t. II, trad. de J. Casais y Santaló, Madrid, Reus, 2000, pp. 727 y 741; CARNELLUTTI, 
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Desde esta perspectiva, la prejudicialidad se presenta  como un  
particular «fenómeno de método enjuiciador»7 y de fijación de los hechos en el 
proceso, en tanto supone la incorporación y exige la apreciación de materias o 
relaciones provenientes de las diversas ramas del ordenamiento y que resultan 
determinantes al momento de decidir sobre la petición de tutela jurídica 
solicitada por las partes. 
Con base en lo anterior, tradicionalmente el estudio de la 
prejudicialidad ha sido abordado como un fenómeno inserto dentro de la labor 
o proceso de razonamiento lógico que debe realizar el juez cuando, para arribar 
a la decisión sobre el asunto de fondo, se suscita o plantea una cuestión o un 
antecedente lógico-jurídico que requiere ser resuelto o tenido en cuenta, en 
forma previa a la decisión del asunto de fondo, planteando cuestiones 
fundamentales en el ámbito de la identificación, delimitación y límites del 
objeto del proceso. 
Fuera de lo anterior, sin embargo, y ya saliéndonos del plano procesal, 
durante el curso de la investigación fue posible constatar la importancia que 
los autores han puesto en un segundo y fundamental aspecto de la 
prejudicialidad, aunque no siempre ha sido considerado y desarrollado por la 
doctrina procesal en toda su dimensión. 
Al efecto, se ha entendido que no es una razón exclusivamente procesal 
la que asiste a la aparición de esta compleja problemática sino, esencialmente, 
la naturaleza sustantiva que subyace tras la materia prejudicial que resulta 
controvertida en el contexto de un proceso, constituyendo claro reflejo de la 
interrelación que existe entre las diversas materias, instituciones, relaciones o 
                                                                                                                                
FRANCESCO, «In tema di accertamento incidentale», en Riv. Dir. Proc., II, 1943, pp. 17-22; 
DENTI, VITTORIO, «Questioni pregiudiziali», en Novissimo Digesto italiano, XIV, Torino, 
Editrice Torinese, 1967, pp. 676 y ss.; MENCHINI, SERGIO, I limiti oggettivi del giudicato civile, 
Milano, 1987, pp. 87 y ss.; MONTESANO, LUIGI, «Questioni e cause pregiudiziali nella 
cognizione ordinaria del Codice di Procedura Civile», en Riv. Dir. Proc., XLIII, fasc. 2, 1988, pp. 
299-343; SATTA, SALVATORE, «Accertamenti incidentali e principi generali del diritto», en Foro 
It., I, 1947, pp. 29 y ss.; también en «Nuove  riflessioni in tema di accertamenti incidentali», en 
Foro It., I, 1948, pp. 64 y ss.; en «Accertamento incidentale» en Enciclopedia del Diritto, 1958, t. 
I, pp. 243 y ss. y en Manual de Derecho Procesal Civil, v. I, trad. de S. Sentís Melendo y F. De la 
Rúa, Buenos Aires, Ediciones Jurídicas Europa-América, 1971, pp. 45-47; PROTO PISANI, 
ANDREA, «Note problematiche e no sui limiti oggettivi del giudicato», en Foro It., I, 1987, pp. 446 
y ss., y en Lezioni di Diritto processuale civile, Napoli, Casa Editrice Dott. Eugenio Jovene, 1999, 
pp. 353-393; TARUFFO, MICHELE, «“Collateral estoppel” e giudicato sulle questioni», II, en Riv. 
Dir. Proc., v. XXVII, 1972, pp. 272; RECCHIONI, STEFANO, Pregiudizialità processuale e 
dipendenza sostanziale nella cognizione ordinaria, CEDAM, 1999, pp. 117 y ss. y ZUCCONI 
GALLI FONSECA, ELENA, Pregiudizialità’ e rinvio (Contributo allo studio dei limiti soggettivi 
dell’accertamento), Bologna, 2006. 
7 Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, ob. cit., p. 248. 
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situaciones jurídicas provenientes de las diversas ramas en que se divide el 
ordenamiento jurídico8. 
Desde esta perspectiva, la prejudicialidad constituye, por decirlo de un 
modo, un fenómeno extra-procesal, de naturaleza material o sustantiva, que 
viene dado por la realidad de la existencia de vínculos o nexos jurídicos entre 
las diversas materias, derechos, situaciones y relaciones jurídicas regladas por 
el derecho sustantivo y que encuentra su explicación en la propia estructura de 
las normas materiales, las que al regular determinadas consecuencias jurídicas 
toman como presupuesto de hecho a su vez, la existencia o inexistencia de 
otras relaciones o consecuencias jurídicas. 
Conforme a ello, la prejudicialidad constituye en esencia un vínculo de 
dependencia, subordinación o condicionamiento entre materias sustantivas, 
que cobra relevancia procesal cuando dichas materias o asuntos resultan 
controvertidos en el marco de un determinado proceso, generando en el plano 
procesal importantes consecuencias. 
Esta consideración de la naturaleza esencialmente material del nexo de 
prejudicialidad ha llevado a la doctrina a entender, en definitiva, que la 
prejudicialidad no se resuelve ni constituye sólo una relación procesal de 
antecedencia lógico-cronológica o de pasos lógicos que debe realizar el juez en 
forma previa para arribar a la sentencia sobre el fondo y su dinámica en el 
proceso, sino que viene dada por los vínculos jurídicos que el propio derecho 
sustantivo establece entre las diversas materias o relaciones jurídicas, lo cual 
exige su decisión en forma coherente9. 
                                               
8 Como ya señalaba SENÉS, «sin riesgo de caer en exageraciones puede afirmarse que las 
cuestiones prejudiciales son un prisma a través del cual revierte el Derecho procesal todo, además 
de evidenciar sobremanera la intensa e inescindible relación que mantiene con el Derecho 
sustantivo o material (…). Gráfica —y sin duda, exacerbadamente—, podría decirse que el tema 
de la prejudicialidad es procesal en la forma y sustantivo en esencia».  
En su opinión, la «razón de ser última de las cuestiones prejudiciales no es procesal sino 
sustantiva; hunde sus raíces en una determinada modalidad del proceso normativo, según el cual, 
el legislador al regular determinadas instituciones o relaciones jurídicas se vale de conceptos, e 
incluso de otras tantas relaciones jurídicas, forjados en otros sectores del Ordenamiento. Así pues, 
las cuestiones prejudiciales reflejan la interrelación de elementos provenientes de diversas ramas 
del Ordenamiento jurídico, las cuales, a su vez, están en la en la base de la especialización de los 
Juzgados y Tribunales que integran la organización jurisdiccional del Estado». Cfr. SENÉS 
MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal español, ob. cit., p. XIX 
y 2. 
9 Cfr. por todos ALLORIO, ENRICO, La cosa giudicata rispetto ai terzi, Milano, Giuffrè, 
1992, pp. 70 y ss.; RECCHIONI, STEFANO, Pregiudizialità processuale e dipendenza sostanziale 
nella cognizione ordinaria, ob. cit., p. 118 y ss. y ZUCCONI GALLI FONSECA, ELENA, 
Pregiudizialità’ e rinvio, ob. cit., pp. 1-44 y 101-154.  
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A nuestro modo de ver, esta consideración sustantiva del vínculo de 
dependencia entre materias constituye el elemento central y crucial al 
momento de definir la prejudicialidad así como de entender el fundamento y 
finalidad que subyace tras ella como fenómeno procesal. 
Partiendo de esta doble naturaleza, sustantiva y procesal, que subyace 
tras este instituto, en nuestro concepto la prejudicialidad constituye un 
fenómeno general y  sistémico, una especie de un punto de intersección a 
través del cual el Derecho sustantivo y procesal se conectan, relacionan y 
vinculan y cuya aparición en el plano procesal responde, en último término, a 
la necesidad de coherencia de la labor enjuiciadora de los órganos 
jurisdiccionales que bajo la premisa de la unidad de jurisdicción y de 
independencia judicial, están llamados a resolver los asuntos, siempre 
complejos, sometidos a su conocimiento. 
En el contexto del proceso, la presencia de un vínculo o nexo de 
prejudicialidad o dependencia entre materias sustantivas conlleva un 
imperativo ineludible —impuesto por la propia naturaleza jurídico-material 
que supone el nexo de prejudicialidad— como es la necesidad de que las 
sentencias que se dicten en procesos prejudicialmente conexos respondan a un 
criterio de coherencia, evitando el pronunciamiento de resoluciones 
contradictorias. 
Con dicha finalidad, el ordenamiento procesal debe arbitrar los medios 
o mecanismos procesales adecuados en orden a preservar la coherencia de las 
decisiones judiciales, conjugando los diversos intereses y valores en juego 
como son la necesidad de celeridad de los procesos, el derecho de defensa de 
las partes, la independencia judicial, etc. 
De este modo, puede decirse, sin temor a incurrir en una exageración, 
que la eficacia y coherencia del sistema sustantivo y procesal en su conjunto 
dependerá, en mayor o menor medida, de la forma cómo cada ordenamiento 
jurídico resuelva y conjugue, a través de este instituto, las finalidades antes 
señaladas, dando cumplida respuesta a la exigencia de que los conflictos no 
sólo sean resueltos con celeridad, evitando constantes y sucesivas 
suspensiones, sino también de forma definitiva, armónica y coherente, en 
conformidad a los principios que informan los diversos procedimientos. 
Partiendo de esta base, y sin apartarnos de la concepción que 
tradicionalmente la doctrina procesal ha sostenido sobre este instituto, nuestro 
interés en las páginas siguientes es abordar el estudio de la prejudicialidad y 
sus diversas connotaciones en el proceso civil declarativo, pero desde una 
perspectiva diferente, esto es, como instrumento para la coherencia de las 
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resoluciones judiciales que se pronuncien o resuelvan sobre materias 
prejudicialmente conexas. 
Desde un punto de vista metodológico, hemos optado por un estudio y 
análisis de derecho comparado de esta materia entre los ordenamientos español 
y chileno, en tanto se trata de nuestro país de origen, señalando desde ya, con 
todo, que el eje central de nuestro trabajo está enfocado esencialmente en el 
estudio del sistema chileno, tomando como punto de partida el desarrollo 
legislativo, doctrinario y jurisprudencial que esta materia ha tenido en el 
ordenamiento español, complementado en algunos aspectos con el estudio de 
la doctrina italiana. De allí que es posible que muchos aspectos de la 
prejudicialidad en el Derecho español no sean abordados ni desarrollados en 
forma exhaustiva, sino sólo a los efectos de tener en cuenta la situación general 
vigente y los problemas que se presentan en dicho país para luego contrastarlos 
con lo que ocurre en el Derecho chileno. 
Se trata por tanto, de un examen del sistema chileno tomando como 
referencia el español, el cual ha resultado sin duda esencial a los efectos de 
poder abordar y sistematizar el estudio de un tema prácticamente desconocido 
y escasamente regulado en el Derecho chileno y que ha sido objeto de exigua 
atención y desarrollo tanto a nivel doctrinario como de la jurisprudencia. 
Sobre el punto, cabe destacar que la elección de este estudio comparado 
es lo que precisamente ha influido en nuestra inquietud en el examen de esta 
problemática en el contexto del proceso civil y no del proceso penal.  
Ello, por cuanto tras la profunda reforma al proceso penal realizada en 
el ordenamiento chileno en el año 2000 con la entrada en vigencia del Nuevo 
Código Procesal penal, en estos momentos se encuentra en tramitación 
legislativa ante el Congreso Nacional chileno un proyecto de ley con el que se 
pretende establecer un Nuevo Código Procesal Civil, proyecto que se 
encuentra ya en segundo trámite legislativo ante el Senado de la República. 
De allí que el examen de la experiencia española en este contexto 
reviste gran interés como punto de partida y obligada referencia a los efectos 
de elaborar una sólida propuesta de reforma al escaso, y a veces confuso, 
régimen de prejudicialidad vigente en Chile, en tanto, con la vigencia de la 
LECiv 2000, se trata de un ámbito que ha sido objeto de importantes 
innovaciones y en el que se contempla, prácticamente por primera vez, una 
regulación sistemática y tendencialmente completa de la prejudicialidad en el 
proceso civil. 
Dicho lo anterior, y a efectos de una adecuada delimitación de lo que 
constituye el objeto de nuestra investigación, señalar en primer lugar que 
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abordamos el estudio de la prejudicialidad en dichos ordenamientos pero sólo 
en el contexto del proceso civil declarativo. 
Dejamos fuera, por tanto, el estudio e incidencia de esta problemática 
en el proceso de ejecución. La razón de la exclusión de este tema se debe, 
principalmente, a la necesidad de evitar una excesiva y aún mayor extensión de 
este trabajo, pero sin tomar posición respecto a la conocida discusión 
doctrinaria relativa a la posibilidad de que en este ámbito puedan presentarse 
verdaderamente o no problemas de prejudicialidad10. 
Del mismo modo, y  si bien nos referiremos en general a las cuestiones 
prejudiciales de cualquier naturaleza que puedan suscitarse dentro del contexto 
de un proceso civil, excluimos del objeto de la investigación la denominada 
cuestión prejudicial de carácter constitucional así como la de Derecho 
comunitario existente en el derecho español. La razón de esta exclusión, sin 
embargo, obedece a un motivo diferente y radica, según justificaremos 
oportunamente, en que ellas no participan de la naturaleza de la 
prejudicialidad. 
Delimitado el objeto de este trabajo en la forma antes señalada, hemos 
estructurado la investigación a través de la formulación de tres interrogantes 
básicas, que constituirán los ejes centrales a través de los cuales 
desarrollaremos su contenido, a saber: cuál es el estado general de la cuestión, 
lo que, en otros términos, pasa por determinar qué es o qué se entiende por 
prejudicialidad; cuáles son los problemas que suscita o que hay detrás ella y, 
finalmente, cuáles son las posibles soluciones a dichos problemas. 
A modo de marco teórico general que nos permita luego abordar el 
examen de la prejudicialidad en el Derecho positivo chileno, la Primera Parte 
del trabajo, dividida en cuatro capítulos, está dedicada al examen y desarrollo 
íntegro de las dos primeras interrogantes. 
Comenzando en el Capítulo Primero con unas breves consideraciones 
en torno al origen y evolución del concepto de prejudicialidad, en el Capítulo 
Segundo entramos de lleno a la revisión de lo que la doctrina española e 
italiana ha entendido tradicionalmente y entiende en la actualidad por 
prejudicialidad, desglosando cada uno de los elementos configuradores a partir 
                                               
10 Dentro de las posturas que niegan la existencia de prejudicialidad en este ámbito, cfr. 
GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, Las cuestiones prejudiciales penales en el proceso civil, 
Madrid, La Ley, 2002, p. 220. En contra, partiendo de un concepto más amplio de prejudicialidad, 
cfr.  REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 38-40 y 214-
236.  
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de los cuales se define este instituto y el correspondiente examen del debate 
doctrinario que se ha dado a su respecto.  
Concluimos este capítulo segundo con un apartado relativo al  concepto 
de lo que nosotros entendemos por prejudicialidad, poniendo énfasis en su 
fundamento o finalidad esencial como instrumento para la coherencia de las 
resoluciones judiciales, y a partir del cual desarrollaremos el resto de la 
investigación. 
En el Capítulo Tercero se pasa breve revista a las diversas 
clasificaciones doctrinarias así como los modelos o sistemas de ordenación de 
la prejudicialidad. 
El Capítulo Cuarto, finalmente, con referencia principalmente a lo que 
ocurre en el Derecho español, se dedica al examen de la segunda interrogante 
consistente en determinar los principales problemas que hay detrás de la 
prejudicialidad, centrando nuestro estudio en los fundamentos y funciones de 
su régimen en dicho ordenamiento. 
Tomando como punto de partida el doble enfoque de la prejudicialidad 
como fenómeno procesal anteriormente apuntado, en el apartado primero se 
analizan los problemas que suscita la prejudicialidad desde el punto de vista de 
la jurisdicción y el sistema de atribución de competencia, examinando sus 
consecuencias con relación al ámbito competencial de los diversos órdenes 
jurisdiccionales, los sistemas de ordenación de la prejudicialidad y el 
conocimiento de la misma en función de su naturaleza. 
En el apartado segundo, y final, se estudian los problemas que suscita la 
prejudicialidad desde el punto de vista de la formación e integración del objeto 
del proceso, poniendo énfasis en la forma como la materia prejudicial pasa a 
integrar e influye en el objeto del proceso; la diferenciación de esta institución 
con otras afines; el fenómeno de conexión entre objetos procesales y su 
consideración como método de fijación de los hechos en el proceso. 
Concluiremos, finalmente, con el examen de la eficacia de la resolución de la 
materia prejudicial, su relación con la cosa juzgada y la vinculación entre 
sentencias dictadas por órdenes jurisdiccionales diversos. 
La Segunda Parte de este trabajo, y que constituye el objeto central de 
nuestra investigación, se dedica al estudio de la prejudicialidad en el Derecho 
chileno a partir del examen de la tercera interrogante planteada relativa a los 
instrumentos de solución a los problemas de la prejudicialidad, ya 
identificados en los capítulos precedentes. 
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A efecto de contextualizar debidamente el estudio de esta materia en el 
Derecho chileno, en el Capítulo Primero realizamos unas breves 
consideraciones en torno a la estructura y organización del sistema judicial 
vigente en Chile así como el fundamento y modelo de ordenación de la 
prejudicialidad adoptado por el legislador. 
En el Capítulo Segundo, se examina el régimen de prejudicialidad 
vigente en el proceso civil chileno profundizando en el estudio del sistema 
devolutivo y no devolutivo de prejudicialidad como primer instrumento para el 
tratamiento y solución de los problemas que ésta genera en el contexto del 
proceso civil declarativo. 
Así, partiendo de la distinción entre cuestiones prejudiciales devolutivas 
y no devolutivas, se examina en cada caso, las cuestiones prejudiciales penales 
y civiles en sentido amplio, que pueden suscitarse durante el curso de un 
proceso civil, sus requisitos y procedencia de la suspensión como instrumento 
para su tratamiento. 
En el Capítulo Tercero y final, se revisan los demás instrumentos para 
dar solución a los problemas de la prejudicialidad, comenzado por el examen 
de la acumulación de pretensiones y procesos y el efecto positivo o prejudicial 
de la cosa juzgada como instrumentos preventivos para su tratamiento. 
Finalmente, se estudia la revisión de sentencias firmes así como otros 
mecanismos que, aunque no especialmente previstos, eventualmente pueden 
ser utilizados como instrumentos represivos o correctivos para el tratamiento 
de la prejudicialidad. 
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 PRIMERA PARTE. EL ESTADO DE LA CUESTIÓN. MARCO 
TEÓRICO Y PROBLEMAS QUE HAY DETRÁS DE LO QUE SE 
ENTIENDE POR PREJUDICIALIDAD. 
 CAPÍTULO PRIMERO. CONSIDERACIONES PREVIAS EN TORNO 
AL ORIGEN Y EVOLUCIÓN DEL CONCEPTO DE 
PREJUDICIALIDAD. 
Ciertamente, la prejudicialidad constituye un fenómeno que no es 
nuevo ni atribuible exclusivamente al actual sistema jurídico vigente.  
Por el contrario, se trata de una problemática cuyos orígenes y diversas 
manifestaciones se remontan ya a la época del Derecho romano donde el tema 
del praeiudicium fue objeto de una especial regulación —si bien bajo el 
contexto de un régimen procesal y de atribución de competencias diferente al 
que rige en la actualidad— reproduciéndose, en lo esencial, hasta nuestros 
días. 
En razón de lo anterior, no es una casualidad que, en su mayoría, los 
textos doctrinarios que abordan el tema de la prejudicialidad dediquen un 
completo apartado al estudio de la prejudicialidad en el Derecho romano y su 
evolución hasta nuestros días11. 
Sobre la materia y sin ser nuestro objetivo abordar el estudio de esta 
materia desde un punto de vista histórico12 sólo destacar, brevemente, que si 
                                               
11 Sobre la materia cfr. MENESTRINA, FRANCESCO, La pregiudiciale nel processo civile, 
ob. cit., pp. 1 y ss.; MANZINI, VICENZO, Le questioni pregiudiziali di diritto civile, commerciale 
ed amministrativo nel processo penale, Firenze, Fratelli Cammelli, 1899, pp. 13 y ss. y 
RECCHIONI, STEFANO, Pregiudizialità processuale e dipendenza sostanziale nella cognizione 
ordinaria, ob. cit., pp. 3-55.  
Sobre el significado y evolución del termino Praeiudicium en el Derecho romano cfr. 
TRIANTAPHYLLOPOULOS, JEAN, «Praeiudicium», en Labeo, VIII, 1962, pp. 73-97 y 220-240; 
DE MARINI AVONZO, FRANCA, «Praeiudicium», en Novissimo Digesto italiano, XIII, Torino, 
Editrice Torinese, 1966, pp. 540-543; MARRONE, MATEO, «Praeiudicium», en Labeo, XXIV, 1, 
1978, pp. 74-85 y también en «L’efficacia pregiudiziale della sentenza nel processo civile 
romano», en Annali del Seminario Giuridico della Università di Palermo, v. XXIV, Palermo, pp. 5 
y ss. En España, cfr. PÉREZ GORDO, ALFONSO, La prejudicialidad penal y constitucional en el 
proceso civil, ob. cit., pp. 15 y ss.; SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en 
el sistema procesal español, ob. cit., pp. XXII y ss. y VALBUENA GONZÁLEZ, FÉLIX, Las 
cuestiones prejudiciales en el proceso penal, Valladolid, Lex Nova, 2004, pp. 30 y ss. 
12 Sobre la materia, nos remitimos al estudio efectuado sobre la prejudicialidad en el 
Derecho romano en el Trabajo de Investigación titulado «Las cuestiones prejudiciales en el 
proceso civil español» realizado durante el curso de los estudios de doctorado, el cual fue 
defendido en la Universitàt de Valencia en sesión pública con fecha 20 de septiembre de 2006 ante 
un Tribunal formado por los Profesores Doctores María José Mascarell Navarro, Ricardo Juan 
Sánchez y Alicia Armengot Vilaplana, y el cual —atendida la actual extensión de la tesis 
doctoral— no hemos incluido. 
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bien la voz praeiudicium tuvo diversos significados13 y un ámbito de 
aplicación mucho más amplio y genérico que en la actualidad14, desde un 
punto de vista jurídico, a juicio de la doctrina, este vocablo decía relación 
precisamente con la idea de conexión y vinculación entre procesos y sentencias 
así como la influencia que una sentencia puede tener en un juicio futuro. 
Con base en el estudio de las fuentes romanas y su evolución hasta la 
actualidad, en opinión de MENESTRINA —quien tiene el mérito de haber 
elaborado un completo marco conceptual sobre la prejudicialidad y sobre cuya 
base la doctrina moderna ha delineado los perfiles actuales de esta 
institución— el vocablo se relaciona inicialmente con la idea de vinculación 
entre procesos y sentencias que, precediendo a otros, ejercen sobre su curso o 
decisión una cierta influencia. 
Para este autor, dicha influencia o conexión puede tener diversos 
grados. Desde el más débil, en que no se encuentra más que una afinidad del 
caso en cuestión o de una pretensión por la que la decisión de una causa puede 
servir, simplemente, de modelo para la decisión de otra, hasta el punto más 
fuerte, en el que el resultado del proceso anterior va a influir de tal modo en el 
resultado del segundo, que pasa a formar parte integrante y determinante del 
éxito de la litis. 
En el primer caso, se trata sólo de una simple influencia moral de la 
sentencia que no vincula al juez posterior, si bien en la práctica, señala este 
autor, en la mayoría de los casos se atiene de hecho. En consecuencia, sólo el 
segundo supuesto corresponde al sentido estricto del término en estudio 
                                                                                                                                
En el Capítulo Primero de la Parte Primera de dicho trabajo, examinamos desde un punto 
de vista histórico los orígenes de la prejudicialidad en el Derecho Romano, el contexto bajo el cual 
se reguló su régimen y los distintos factores que influyeron en el mismo para luego estudiar la 
forma cómo dicha regulación fue recepcionada por ordenamiento español hasta llegar al régimen 
vigente en la actualidad. 
13 Atendiendo a la época y la naturaleza de las fuentes romanas en que aparece citado este 
vocablo, según señala MENESTRINA, pocas palabras tuvieron en Derecho Romano, tan gran 
variedad de significados como la voz praejudicium. Cfr. MENESTRINA, FRANCESCO, La 
pregiudiciale nel processo civile, ob. cit., pp. 1 y ss.  
En lo que respecta a las fuentes no jurídicas, conforme apunta la doctrina, el término 
aparece por primera vez en las obras de Cicerón, César y Publicio Siro, prevaleciendo en ellas el 
sentido de hecho o juicio precedente que, si bien no era vinculante, podía influir a la hora de dictar 
sentencia, pudiendo servir de presunción o medio prueba. Cfr. TRIANTAPHYLLOPOULOS, 
JEAN, «Praeiudicium», ob. cit. pp. 82 y ss. 
Posteriormente, ya en el tardío Derecho Romano y durante el transcurso de la Edad 
Media, la voz praeiudicium pasó del lenguaje jurídico al común, adquiriendo el significado de 
daño o perjuicio, ya sea jurídico, patrimonial o moral. Cfr. TRIANTAPHYLLOPOULOS, JEAN, 
ob. cit., pp. 88 y 89 y MENESTRINA, FRANCESCO, ob. cit. p. 4. En la misma línea, cfr. PÉREZ 
GORDO, ALFONSO, Prejudicialidad penal y constitucional en el proceso civil, ob. cit., p. 22. 
14 Cfr. DE MARINI AVONZO, FRANCA, «Praeiudicium», ob. cit., p. 541. 
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correspondiendo al mayor grado de influencia entre procesos y sentencias que 
versan sobre materias conexas15. 
Siguiendo lo anterior, para la doctrina, sobre la base de este efecto 
condicionado que generaba la sujeción a lo decidido en un proceso previo en 
virtud de su conexión lógica, en el Derecho romano el término evolucionó 
pasando desde la consideración de una decisión como prejudicial respecto de 
otra (est praejudicium)16, a entender que la misma hace preaeiudicium (facit 
                                               
15 Al respecto, señala este autor que «(…) Tanto il processo quanto la sentenza che alo 
stesso poneva fine chiamavansi judicium; praejudicia dunque dovevano essere processi e sentenze 
che, precedendo altri processi, esercitavano sull’andamento o sulla definizione degli stessi una 
certa influenza. Ma la connessione tra il processo precedente e il susseguente può avere diversi 
gradi, a cominciare dal più blando in cui non trattasi che d’un’affinità di fattispecie o di pretesa 
per la quale la decisione d’una causa può servire semplicemente di modello a quella d’un’altra, 
su su, fino all’innestarsi dei resultati dell’anteriore processo nel materiale del secondo, sì da farne 
parte integrante e determinatrice dell’esito della lite». Cfr. MENESTRINA, FRANCESCO, ob. cit. 
p. 1. 
En España, en esta línea, según PÉREZ GORDO se llama praeiudicium, por una parte, a 
la cuestión, «que constituyendo antecedente lógico de una causa o litis y de su decisión, da lugar a 
una resolución incidental». Por otro, se refiere, en general, «a la influencia que una decisión 
judicial puede tener en una controversia futura». Cfr. PÉREZ GORDO, ALFONSO, Prejudicialidad 
penal y constitucional en el proceso civil, ob. cit., p. 15. 
16 Con ello, la doctrina se esta refiriendo en esencia a las denominadas formulae 
praejudiciales, actiones praejudiciales o simplemente praejiudicia del Derecho romano, fórmulas 
provistas sólo de intentio cuya finalidad era la simple constatación acerca de la existencia de un 
supuesto jurídico o de hecho del que dependía la decisión de un litigio en curso o futuro. Cfr. DE 
SAVIGNY, M. F. C., Sistema del Derecho Romano actual, trad. del alemán por M. Ch, Guenoux y 
al cast. por J. Mesía y M. Poley, Madrid, 1879, t. IV, p. 51 y MURGA GENER, JOSÉ LUIS, 
Derecho Romano Clásico. II. El proceso, Zaragoza, Ed. Universidad de Zaragoza, 1983, p. 182. 
En definitiva, se traba de verdaderos juicios preparatorios destinados a dilucidar un punto 
o cuestión específica. En cuanto a su contenido, se distinguían principalmente dos clases. Por un 
lado, las denominadas cuestiones de estado tendientes a determinar si una persona es o no liberto 
respecto de otra (praejudicium de libetinitate o an libertus sit (G., 4, 44)); si es o no hija de otra 
(praejudicium an filius o de partu agnosendo (C., 8, 46, 9)) y, finalmente, las destinadas a 
determinar la condición de esclavo (praejudicium an liber sit (I. 4, 6, 13)). 
Atendida la importancia que las cuestiones de estado tienen en el Derecho romano, en 
opinión de la doctrina, éstas constituían el único caso de prejudicialidad devolutiva en el proceso 
penal romano. De este modo, el juez penal debía suspender el juicio hasta que la cuestión 
prejudicial sea resuelta por el órgano civil competente, posibilitando así que una materia de tanto 
interés y complejidad sea decidida con efecto de cosa juzgada. Cfr. MANZINI, VICENZO, Le 
questioni pregiudiziali di diritto civile, commerciale ed amministrativo nel processo penale, ob. 
cit., pp. 14 y 21 y ss. 
De otro, estaban las formulas relativas a las causas pecuniarias o patrimoniales destinadas 
a precisar la cuantía de la dote (praejudicium quanta dos sit (G. 4, 44)) o la cuantía del objeto 
litigioso (praejudicium an res mayor (Paulo 5, 9, 1)) y la destinada a examinar la declaración del 
acreedor acerca de la cuantía de la deuda y el número de avalistas que la garantizan (praejudicium 
sit ex lege Cicereiae (G., 3, 123)). Respecto de éste último, cfr. el extenso estudio realizado por 
TRIANTAPHYLLOPOULOS, JEAN, «Praeiudicium Legis Cicereiae», en Labeo, X, 1964, pp. 25-
37 y 171-219. 
En lo que respecta a la naturaleza y eficacia de estas acciones, no existe consenso en la 
doctrina romanista. Para algunos autores, las actiones praejudiciales no tienen el carácter de 
acciones propiamente tales, sino que se trata de cuestiones meramente incidentales que carecen de 
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praeiudicium)17, vinculando a un juez de un proceso posterior en el que sea 
objeto de conocimiento una cuestión ya decidida en aquella sentencia18. 
En opinión de ALLORIO, por su parte, quien como veremos sentó las 
bases de la moderna noción sustancial de prejudicialidad, originalmente el 
término praeiudicium indicaba una exigencia lógica y un requisito cronológico 
en virtud del cual era necesario que una determinada relación o cuestión fuese 
decidida en forma previa antes de pronunciarse sobre otra relación. 
De esta forma, la voz praeiudicium expresaba un orden o prioridad no 
modificable de juicios cuya razón de ser estaba en la necesidad de coherencia 
entre la decisión judicial sobre la relación dependiente con la de la relación 
prejudicial, exigencia que, a su juicio, pervive en la actualidad y se manifiesta 
principalmente en la necesidad de dar eficacia a la sentencia que decide la 
relación prejudicial 19. 
                                                                                                                                
autonomía procesal. En esta línea, cfr. TRIANTAPHYLLOPOULOS, JEAN, «Praeiudicium Legis 
Cicereiae», ob. cit., p. 23 y ss. y MARRONE, MATTEO, L’efficacia pregiudiziale della sentenza 
nel processo civile Romano, ob. cit., pp. 365 y ss. Para otra parte de la doctrina, por el contrario, 
gozan de autonomía e independencia respecto de la cuestión principal, gozando la sentencia que se 
dicte de eficacia absoluta o erga omnes. Cfr. DE MARINI AVONZO, FRANCA, «Praeiudicium», 
ob. cit., p. 541. Mayores antecedentes de este debate en VALBUENA GONZÁLEZ, FÉLIX, Las 
cuestiones prejudiciales en el proceso penal, ob. cit., pp. 38 y ss.  
Con todo, para la doctrina lo cierto es que estas acciones posteriormente evolucionaron 
adquiriendo carácter procesal autónomo constituyendo la base de la actual demanda de declaración 
incidental regulada en el Derecho italiano. Cfr. RECCHIONI, STEFANO, Pregiudizialità 
processuale e dipendenza sostanziale nella cognizione ordinaria, ob. cit., p. 16. 
Finalmente, la doctrina destaca que en la época del derecho justinianeo se limitó el 
contenido de las acciones prejudiciales quedando reducidas prácticamente a las cuestiones de 
estado. Cfr. MENESTRINA, FRANCESCO, La pregiudiciale nel processo civile, ob. cit. p. 3.  
17 Cfr. MENESTRINA, FRANCESCO, ob. cit. p. 4 y SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las 
cuestiones prejudiciales en el sistema procesal español, ob. cit., p. XIII. 
18 En este caso, no se trata ya, como en el caso de las actiones praejudiciales, de un juicio 
preparatorio en el que debe constatarse la existencia de un supuesto de hecho o punto necesario 
para la decisión sobre el objeto procesal, sino de procesos que tratan sobre objetos procesales 
independientes, pero conexos entre sí, al versar sobre una misma materia o relación jurídica. La 
influencia, en consecuencia, es de carácter jurídico, pasando la decisión de uno de los procesos a 
ser parte integrante y determinante del éxito de otro ulterior que se tramita. Cfr. MENESTRINA, 
FRANCESCO, ob. cit. p. 4. 
En este sentido, según pone de relieve la doctrina, se dice que la sentencia hace 
praejudicium o tiene eficacia prejudicial cuando vincula al juez de un proceso posterior en el que 
sea de nuevo objeto de conocimiento una cuestión decidida en aquella sentencia, equiparándose al 
actual efecto de cosa juzgada material. Cfr. VALBUENA GONZÁLEZ, FÉLIX, Las cuestiones 
prejudiciales en el proceso penal, ob. cit., pp. 44 y 45. 
19 Cfr. ALLORIO, ENRICO, La cosa giudicata rispetto ai terzi, ob. cit., pp. 75 y 76. A 
juicio de este autor, si bien en la actualidad tanto esta necesidad de prioridad temporal o 
cronológica como de coherencia de los pronunciamientos se sienten probablemente con menor 
intensidad o en forma diferente que en la época del Derecho romano, sin duda esta exigencia de 
coherencia sigue existiendo. Prueba de ello son las numerosas excepciones que existen al principio 
de conocimiento incidental de la relación prejudicial así como la existencia de un instituto de 
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Partiendo de lo anterior, con la finalidad de hacer valer este orden o 
prioridad entre los procesos antes señalada y de evitar el riesgo de 
praeiudicium, durante la vigencia del ordo iudiciorum20, el Derecho romano 
contempló principalmente dos instrumentos que constituyen, sin duda, un 
germen de los medios procesales que en la actualidad contemplan los 
ordenamientos jurídicos para dar solución a los problemas de la 
prejudicialidad. 
Nos referimos a la denominada exceptio praeiudicii21 y el decreto de 
prejudicialidad o denegatio actionis22. 
                                                                                                                                
carácter general que está destinado precisamente a lograr una valoración coherente de las dos 
relaciones, como son las cuestiones incidentales. 
20 Sobre las etapas y características del procedimiento civil romano, cfr. MURGA 
GENER, JOSÉ LUIS, Derecho Romano Clásico, ob. cit., pp. 58 y ss.; TORRENT, ARMANDO, 
Manual de Derecho Privado Romano, Madrid, Edisofer, 2002, pp. 111 y ss. y SCIALOJA, 
VITTORIO, Procedimiento civil Romano. Ejercicio y defensa de los derechos, trad. de S. Sentís 
Melendo y M. Ayerra Redín, Buenos Aires, Ediciones Jurídicas Europa-América, 1954, pp. 160 y 
ss. 
21 Según señala la doctrina, esta excepción era admitida cuando se halla en cuestión un 
posible proceso principal futuro y se funda en que el actor en lugar de iniciar el proceso más 
importante, incoó el menor. En definitiva, se trataba de una forma de defensa del demandado de 
carácter material o de fondo y no de carácter procesal, a través de la cual se pretendía forzar al 
actor a iniciar primeramente el juicio mayor. Cfr. VON BÜLOW, Oskar, La teoría de las 
excepciones procesales y presupuestos procesales, trad. de M. A. Rosas Lichtschein, Buenos 
Aires, Ediciones Jurídicas Europa- América, 1964, pp. 167-169.  
En definitiva, para este autor, a través de la exceptio praeiudicii, cuya naturaleza era 
esencialmente material y no procesal —como la doctrina venía entendiendo— se regulaba la 
concurrencia de acciones y a través de la denegatio actionis, la concurrencia de procesos conexos. 
A su juicio, esta excepción tenía, además, aplicación limitada sólo a tres tipos determinados de 
asuntos judiciales: los procesos sobre herencia, los relativos a la propiedad inmobiliaria y, 
finalmente, a los procesos criminales, no existiendo por tanto en el derecho romano una excepción 
genérica de prejudicialidad (ob. cit. pp. 168, 169 y 205 y 206).  
En contra, Cfr. ALLORIO, ENRICO, La cosa giudicata rispetto ai terzi, ob. cit., p. 75, para 
quien la excepción habría tenido una aplicación general para todo tipo de procesos y tenía por 
objeto, también, regular la concurrencia de procesos conexos. 
Cualquiera sea la posición al respecto, se comprenden dentro de este mecanismo, sea 
como manifestaciones particulares del mismo o como únicos supuestos de procedencia, tres tipos 
de excepciones. 
Por un lado, la denominada exceptio quod praejudicium hereditati non fiat (G., 4, 133; D. 
44, 1, 13 (Iul. 50 dig); D., 5, 3, 25, 17 (Ulp. 25 ad. Ed); D. 10, 2, 1, 1, 1 (G. 7 ad. ed. prov.); C. 3, 
31) concedida al poseedor de una herencia con el objeto hacer valer la preferencia de la acción de 
petición de herencia frente a la acción reivindicatoria entablada por otro heredero respecto de un 
determinado bien de la masa hereditaria, forzando a iniciar la primera. Según señala la doctrina, 
con esta excepción se consigue evitar la influencia que tendría la sentencia recaída en el juicio de 
reivindicación respecto de la petición de herencia posterior. Cfr. MURGA GENER, JOSÉ LUIS, 
Derecho Romano Clásico, ob. cit., pp. 206 y 208. 
En segundo lugar, se contempla la denominada exceptio quod praejudicium praedio non 
fiat (D. 44, 1, 16 y 18 (Afric. 9) que tiene por objeto hacer valer la preferencia de la acción 
reivindicatoria respecto de un inmueble frente a otras acciones menores, como la de servidumbre o 
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Estos mecanismos estaban destinados esencialmente a evitar respecto 
de un proceso futuro, que una determinada materia fuera prejuzgada a 
propósito de un juicio en el que se discute una cuestión menor, así como a 
obtener —en forma muy similar a lo que ocurre hoy en día— la ordenación o 
coordinación entre procesos conexos pendientes mediante la suspensión del 
proceso menor en espera de la decisión del asunto principal. 
Posteriormente, durante la vigencia del procedimiento cognitorio o 
extra ordinem vigente durante la época del Bajo Imperio, a juicio de la 
doctrina se asiste a una parcial racionalización del instituto de la 
prejudicialidad. 
Por una parte, se comienza a elaborar una completa teoría de la cosa 
juzgada y de sus límites, particularmente en lo relativo a los límites subjetivos 
«los que son considerados bajo el aspecto de la eficacia prejudicial de la 
sentencia, que sólo causa efectos respecto de las partes, ya que allis non 
praejudicia»23. Desde esta perspectiva, la doctrina italiana destaca la doble 
función, positiva y negativa, de la cosa juzgada existente en las fuentes 
romanas y el carácter esencialmente material que éstas atribuían al vínculo de 
                                                                                                                                
de división de la cosa común, a fin de que la cuestión de propiedad sea resuelta en vía principal y 
no prejuzgada en un proceso diverso.  
En opinión de la doctrina, el mismo principio aplicable respecto de la acción de petición 
de herencia lo es en este caso. Mediante la suspensión del proceso en virtud de la exceptio 
prejudiciales, se impide que un decisión dictada en una cuestión secundaria, acaso sin la detención 
que es de desear, implique, en virtud de la autoridad de la cosa juzgada, la decisión de una cuestión 
mucho más importante. En este caso, se busca impedir que, con ocasión de la acción confesoria, la 
cuestión mucho más importante de la propiedad se encuentre decidida, como simple legitimación 
de la demanda, e investida de autoridad de cosa juzgada. Cfr. DE SAVIGNY, M. F. C., Sistema 
del Derecho Romano actual, t. V, ob. cit., pp. 274 y 275. 
Finalmente, se contempla la denominada exceptio quod in reum capitis praejudicium non 
fiat (C. de Inventione II, 20, 59 y 60) a través de la cual se pretendía hacer la valer por el 
demandado la prioridad o preferencia del proceso penal sobre uno civil incoado en forma previa. 
Cfr. VON BÜLOW, OSKAR, La teoría de las excepciones procesales y presupuestos procesales, 
ob. cit., pp. 173 a 180. 
22 Según señala la doctrina, el decreto de prejudicialidad fue un mecanismo regulador del 
orden sucesivo de varios procesos conexos y pendientes, a cargo del pretor, y que tiene por objeto 
apartar el peligro de prejuzgar. La denegatio es decretada por el magistratus en la etapa in iure del 
procedimiento civil cuando dos procesos íntimamente conexos se hallan pendientes ante el tribunal 
y procede siempre en aquellos casos en que no esté prevista una exceptio praeiudicii. En estos 
casos, el pretor o bien deniega la acción interpuesta o suspende de oficio el proceso menos 
importante hasta que la causa principal sea resuelta. Cfr. VON BÜLOW, OSKAR, ob. cit., pp. 156 y 
158.  
Como es posible observar, se trata de un mecanismo muy similar a la actual suspensión 
del proceso por parte del tribunal que conoce de un asunto en espera que el tribunal competente 
ratione materiae decida la materia prejudicial. 
23 Cfr. PÉREZ GORDO, ALFONSO, La prejudicialidad penal y constitucional en el 
proceso civil, ob. cit., p. 20 y MARRONE, MATTEO, L’efficacia pregiudiziale della sentenza nel 
processo civile Romano, ob. cit., pp. 405 y ss. 
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prejudicialidad entre sentencias, noción que fue tomada y desarrollada 
posteriormente por la doctrina alemana24.  
De otro lado, frente a la unificación de los procedimientos y de la 
estructura judicial característica de esta época, el problema de las relaciones 
entre las diversas cuestiones prejudiciales fue perdiendo relevancia cediendo a 
favor del conocimiento incidental del asunto durante el curso del proceso. De 
esta forma, aparece un «nuevo significado del praejudicium, que se caracteriza 
por un pronunciamiento incidental necesario y que viene dado, sin formalidad, 
en el curso del pleito»25.  
En lo que respecta a la evolución posterior del término, ya en el tardío 
Derecho Romano y durante el transcurso de la Edad Media la voz 
praeiudicium pasó del lenguaje jurídico al común, adquiriendo el significado 
de daño o perjuicio, ya sea jurídico, patrimonial o moral26.  
Fuera de lo anterior, según señala la doctrina, fue durante la Edad 
Media, asimismo, que el término sufrió mayores cambios quedando inserto —
bajo la concepción y metodología canónica y civilista del proceso vigentes en 
la época— dentro de la estructura dialéctica del proceso y del razonamiento 
lógico del juez para arribar a la sentencia. Desde esta perspectiva, la 
prejudicialidad fue considerada, en la concepción canónica, como un 
impedimento, óbice o prohibición para entrar al juzgamiento o examen de la 
cuestión principal mientras no fuera resuelta la cuestión en forma previa o 
bien, en la concepción civilista, como una cuestión accesoria o incidental al 
juicio principal27.  
                                               
24 Cfr. RECCHIONI, STEFANO, Pregiudizialità processuale e dipendenza sostanziale 
nella cognizione ordinaria, ob. cit., pp. 16-19. Para este autor «no pare essersi lontano dal vero, 
dunque, affermando che già nella pandettistica tedesca, in relazione a quanto riscontrato nelle 
fonti romantiche, si parla de di pregiudizialità nel senso moderno del termine, con riferimento, 
cioè, all’influenza che una decisione può avere su di un’altra in virtù del nesso sostanziale di 
dipendenza fra le stesse. Il continuum temporale e sistematico del concetto appare innegabile».  
A su juicio, de lo anterior es posible afirmar por un lado «come, in realtà, l’analisi del 
Menestrina sia sotto più profili decisamente parziale ed insufficiente a dar compiuto conto 
dell’incidenza che la teoria romana della pregiudizialità, mediata naturalmente —sotto più 
aspetti— dall’elaborazione della pandettistica tedesca, ha avuto per il successivo sviluppo del 
fenomeno; dall’altro, pare legittimare l’analisi del tema de la pregiudizialità processuale con una 
visione a tutto campo, senza espungerne aprioristicamente situazioni o fattispecie sulla base di un 
preimpostato concetto» (p.19). 
25 Cfr. PÉREZ GORDO, ALFONSO, La prejudicialidad penal y constitucional en el 
proceso civil, ob. cit., p. 21. 
26 Cfr. TRIANTAPHYLLOPOULOS, JEAN, «Praeiudicium Legis Cicereiae», ob. cit., pp. 
88 y 89 y MENESTRINA, FRANCESCO, La pregiudiciale nel processo civile, ob. cit. p. 4. En la 
misma línea, cfr. PÉREZ GORDO, ALFONSO, ob. cit., p. 22. 
27 Cfr. RECCHIONI, STEFANO, ob. cit., pp. 25-29. 
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Precisamente esta noción medieval de prejudicialidad es la que influyó 
mayormente en el desarrollo posterior de la teoría de la prejudicialidad de 
MENESTRINA, particularmente en lo relativo al vínculo o nexo lógico de la 
cuestión prejudicial con la cuestión de fondo. 
Conforme a lo expuesto, cabe destacar la relevancia e influencia que las 
fuentes romanas y su evolución posterior han tenido en la configuración y 
delimitación conceptual de este instituto en la actualidad así como, finalmente, 
en la regulación que los ordenamientos inspirados en el sistema europeo 
continental de origen latino han dado al tema de la prejudicialidad y los 
instrumentos de solución a los problemas que ésta suscita28.  
Desde un punto de vista teórico, de este breve análisis sobre el 
praeiudicium y su evolución, sólo queremos poner de relieve que la 
prejudicialidad así como toda la problemática que hay detrás de ella se 
comenzó a perfilar ya desde dicha época sobre la base de ciertos elementos 
distintivos que han sido tomados y desarrollados por la doctrina científica para 
la elaboración de una completa teoría sobre la prejudicialidad.  
                                               
28 Si bien en el caso de España, pasando por la recepción del derecho romano canónico 
hasta la codificación, la regulación de la prejudicialidad fue tardía y no llegó sino hasta el siglo 
XIX —y puede decirse que, por primera vez, con la publicación de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal— la influencia del Derecho romano es notoria en la regulación de algunos instrumentos 
de solución a la prejudicialidad como son el sistema devolutivo y la preferencia o prioridad de 
determinados procesos tomada del Derecho francés, o en la propia recepción que en el derecho 
español han tenido las actiones praeiudiciales antes vistas.  
A juicio de la doctrina, la importancia de estas acciones subsiste hasta nuestros días, 
constituyendo el precedente y punto de partida de las acciones meramente declarativas y la acción 
de jactancia. Al respecto, se sostiene que es «manifiesta la finalidad preventiva de tales acciones 
en cuanto tratan de suprimir y evitar el estado o situación de incertidumbre, inseguridad y riesgo 
de los derechos y, por tales razones, han dado base para que nuestra doctrina y jurisprudencia 
reconozca, admitan y declaren su conveniencia efectiva, su utilidad práctica y su vigencia 
jurídica». Cfr. MUÑOZ ROJAS, TOMÁS, «Perfiles de la prejudicialidad y de otros institutos 
procesales afines», Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad de Granada, 1984, pp. 
55 y 56. 
En Italia, a diferencia de MENESTRINA quien vio una tratamiento confuso y poco técnico 
de la prejudicialidad en las diferentes épocas del derecho romano, para una parte de la doctrina en 
dicha época y en particular en el ordenamiento romano clásico, ya estaban presente claros aspectos 
de la prejudicialidad que fueron luego tomados en la etapa de la codificación, como son el orden 
cronológico entre diversos procesos y la suspensión del proceso como mecanismo de coordinación 
así como la noción de acción prejudicial, origen histórico de la moderna demanda de declaración 
incidental. Fuera de ello, uno de los aspectos que ha tenido mayor influencia es en el tema de la 
eficacia normativa o prejudicial de la sentencia que fue recogida por las fuentes romanas, pero 
completamente ignorada por Menestrina en su estudio. Cfr. RECCHIONI, STEFANO, ob. cit., pp. 
16 y 19. En esta línea respecto de las actiones praeiudiciales como antecedente histórico de las 
acciones declarativas, cfr. CHIOVENDA, GIUSSEPE, Principios de Derecho Procesal Civil, t. I, 
ob. cit., pp. 216 y 217. 
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En dicha elaboración, la configuración de este instituto ha evolucionado 
desde la noción esencialmente procesal de prejudicialidad construida por 
MENESTRINA, como simple vinculación lógico-jurídica entre decisiones 
judiciales y que dio lugar a su clásica distinción entre punto, cuestión y causa 
prejudicial29, a la noción de prejudicialidad sustancial o prejudicialidad-
dependencia, entendida como vínculo o nexo entre relaciones jurídicas, 
seguido en forma mayoritaria por la doctrina italiana en la actualidad y cuyo 
fundamento esencial se encuentra en la necesidad de preservar la coherencia 
entre pronunciamientos judiciales30. 
Partiendo de este examen, en el capítulo segundo de esta parte primera 
pasaremos revista, con principal referencia a la doctrina italiana y española, a 
las diversas concepciones doctrinarias acerca de la prejudicialidad y los 
elementos o presupuestos que las distingue de otras instituciones —dando 
cuenta, en cada caso, de los principales problemas y divergencias en los que se 
centra el eje de la discusión doctrinaria— para luego arribar al concepto de lo 
que, en nuestra opinión, constituye la prejudicialidad y sobre la base del cual 
desarrollaremos nuestra investigación. 
Concluido dicho análisis, en el capítulo tercero abordaremos 
brevemente las principales clasificaciones doctrinarias de la prejudicialidad así 
como los sistemas de ordenación de la misma, para luego entrar al estudio, en 
el capítulo cuarto, de los principales problemas que genera la prejudicialidad 
tanto desde el punto de vista de la organización y atribución de competencia de 
los órganos jurisdiccionales como del objeto del proceso. 
                                               
29 Cfr. MENESTRINA, FRANCESCO, La pregiudiciale nel processo civile, ob. cit., pp. 
151-214, noción procesal y clasificación seguida principalmente por CHIOVENDA, GIUSEPPE, 
Principios de Derecho Procesal Civil, t. II, ob. cit., pp. 727 y ss. y 742, en su estudio del 
tratamiento de la prejudicialidad en el derecho italiano y en particular del denominado 
accertamenti incidentali regulado en el actual art. 34 del Codice di Procedura Civile. 
30 Cfr. ALLORIO, ENRICO, La cosa giudicata rispetto ai terzi, ob. cit., pp. 70 y ss. En 
esta línea doctrinaria cfr.; MENCHINI, SERGIO, I limiti oggettivi del giudicato civile, ob. cit., pp. 
140 y ss.; DENTI, VITTORIO, «Questioni pregiudiziali», ob. cit., pp. 676 y ss.; PROTO PISANI, 
ANDREA, «Note problematiche e no sui limiti oggettivi del giudicato», ob. cit., pp. 446 y ss., y en 
Lezioni di Diritto processuale civile, ob. cit., pp. 353-393; TARUFFO, MICHELE, «“Collateral 
estoppel” e giudicato sulle questioni», II, ob. cit., pp. 272-300 y también en La motivazione della 
sentenza civile, Padova, 1975, pp. 272-274 y «La fisionomia della sentenza in Italia», en AA.VV., 
Materiali per un corso di analisi della giurisprudenza, a cura di Bessone e Guatini, Padova, 
Cedam, 1994, pp. 243 y ss.; RECCHIONI, STEFANO, Pregiudizialità processuale e dipendenza 
sostanziale nella cognizione ordinaria, ob. cit., pp. 3 y ss. y ZUCCONI GALLI FONSECA, 
ELENA, Pregiudizialità’ e rinvio, ob. cit., p. 1 y ss. 
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 CAPITULO SEGUNDO. QUÉ ES O QUÉ SE ENTIENDE POR 
PREJUDICIALIDAD. LA PREJUDICIALIDAD EN LA DOCTRINA 
CIENTÍFICA. 
I. CONCEPCIÓN TRADICIONAL DE LA PREJUDICIALIDAD Y 
SUS ELEMENTOS CONFIGURADORES. 
Partiendo de distintos enfoques, la doctrina científica ha sostenido 
diversas interpretaciones sobre lo que debe entenderse por cuestión prejudicial 
y sus elementos configuradores. 
Así, en un sentido amplio, se ha entendido que reviste el carácter de 
prejudicial toda cuestión jurídica cuya resolución influye o constituye un 
presupuesto para la decisión de la controversia principal sometida a juicio31. 
En sentido más limitado, otro sector doctrinario entiende por cuestión 
prejudicial aquella que se funda en una relación sustancial independiente de la 
que motiva el juicio y que debe ser decidida previamente por jueces de distinta 
jurisdicción32. 
Para otros autores la materia prejudicial es aquella que sobreviene 
durante el curso del litigio y que exige un pronunciamiento distinto al que se 
contiene en el fallo principal influyendo sobre éste33; o aquella materia 
sustancial que requiriendo por mandato legal un proceso autónomo, debe ser 
resuelta previamente en proceso separado y con valor de cosa juzgada ante el 
mismo tribunal u otro distinto34. 
Finalmente, apartándose de las concepciones tradicionales sobre la 
materia, para otros autores es prejudicial toda controversia que se plantea 
dentro de un proceso que no integra la cuestión principal —entendiendo por 
ésta el petitum—, siempre que tenga la entidad suficiente para constituir objeto 
de un proceso autónomo o independiente y ser decidida con efecto de cosa 
juzgada35. 
                                               
31 En este sentido Cfr. MENESTRINA, FRANCESCO, La pregiudiciale nel processo civile, 
ob. cit., pp. 103-109; MANZINI, VICENZO, Tratado de Derecho Procesal Penal, t. I, trad. de S. 
Sentís Melendo y M. Ayerra Redín, Buenos Aires, Ediciones Jurídicas Europa-América, 1954, p. 
341. 
32 Cfr. ALSINA, HUGO, Las cuestiones prejudiciales en el proceso civil, Buenos Aires, 
Ediciones Jurídicas Europa- América, 1959, p. 66. 
33 Cfr. GUASP, JAIME, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil, v. I, Madrid, 
Aguilar, 1947, p. 992. 
34 Cfr. DEVIS ECHANDÍA, HERNANDO, «De la prejudicialidad. Influencia del proceso 
penal en el civil y viceversa», RDP, Nº 4, 1963, p. 635. 
35 Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 
31-72. 
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Como es posible observar, la doctrina acude a distintos criterios para 
conceptualizar la materia prejudicial atendiendo en algunos casos a su 
naturaleza y conexión con la cuestión principal o, en otros, al tribunal que debe 
resolver la controversia prejudicial y la eficacia de su resolución. 
En Italia, la doctrina da cuenta, asimismo, de esta diversidad de 
criterios para definir lo que es o debe entenderse por prejudicialidad derivando 
—particularmente con motivo del estudio acerca de la naturaleza y aplicación 
del art. 34 del Codice de Procedura Civile— diversas nociones de este 
instituto.  Así, siguiendo la distinción entre punto, cuestión y causa prejudicial, 
se habla de prejudicialidad «procesal» y «sustancial o dependencia»36; 
prejudicialidad de «merito» y de «rito o procesal»37; prejudicialidad «lógica» y 
«técnica»38; prejudicialidad «interna» y «externa»39 categorías a partir de las 
cuales algunos autores restringen el concepto o bien consideran que todos ellos 
forman parte de un fenómeno de carácter más amplio y general. 
De allí que, más allá de estas concepciones doctrinarias, nuestro interés 
en las páginas siguientes se centrará en examinar en detalle los elementos 
configuradores de las cuestiones prejudiciales a través de los cuales, a juicio de 
la doctrina, se perfila este instituto, para luego arribar al concepto de lo que, en 
nuestra opinión, constituye la prejudicialidad tanto en general como en el 
proceso civil en particular. 
Ciertamente ha sido la doctrina italiana —a partir del estudio realizado 
por MENESTRINA y su examen de este instituto en el Derecho romano y su 
evolución hasta la actualidad— la que ha dedicado mayormente sus esfuerzos 
a la creación y desarrollo de un marco teórico y conceptual del fenómeno de la 
prejudicialidad y su distinción con otras instituciones afines, examen que ha 
                                               
36 Cfr. por todos ALLORIO, ENRICO, La cosa giudicata rispetto ai terzi, ob. cit., pp. 70 y 
ss.; RECCHIONI, STEFANO, Pregiudizialità processuale e dipendenza sostanziale nella cognizione 
ordinaria, ob. cit., p. 1 y ss. y ZUCCONI GALLI FONSECA, ELENA, Pregiudizialità’ e rinvio, ob. 
cit., pp. 1 y ss. 
37 Cfr. MONTESANO, LUIGI, «Questioni e cause pregiudiziali nella cognizione ordinaria 
del Codice di Procedura Civile», ob. cit., pp. 299-303. 
38 Cfr. SATTA, SALVATORE, en «Accertamento incidentale», ob. cit., pp. 243 y ss., y 
también en «Accertamenti incidentali e principi generali del diritto», ob. cit., pp. 29 y ss.; «Nuove 
riflessioni in tema di accertamenti incidentali», ob. cit., pp. 64 y ss.; y en Manual de Derecho 
Procesal Civil, v. I, ob. cit. pp. 45-47; PROTO PISANI, ANDREA, Lezioni di Diritto processuale 
civile, ob. cit., pp. 353-393 y MENCHINI, SERGIO, I limiti oggettivi del giudicato civile, ob. cit., 
pp. 85 y ss. 
39 Sobre esta distinción con relación a la suspensión del proceso civil en Italia cfr. 
VOLPINO, DIEGO, «L’economia della sospensione necessaria per pregiudizialità civile tra celerità 
dei giudizi ed uniformità delle decisioni», en Riv. Trim. Dir. Proc. Civ., Nº 4, 2004, pp. 1459-
1488. 
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sido secundado y desarrollado por la doctrina española a fin de abordar el 
estudio de esta institución en el derecho español. 
1. Elemento cronológico o temporal. Toda cuestión prejudicial es 
previa pero no toda cuestión previa es prejudicial. 
En términos generales, siguiendo lo señalado por MENESTRINA, 
existe consenso prácticamente absoluto en la doctrina en aceptar el criterio 
temporal o cronológico como uno de los elementos definidores de la 
prejudicialidad en tanto necesariamente la cuestión prejudicial debe ser 
resuelta con anterioridad a la cuestión principal, idea que por lo demás deriva 
de la propia etimología del término. 
De ahí que, según MENESTRINA, nada mejor que el prefijo prae para 
definir la esencia de la prejudicialidad40. 
Con todo, siguiendo lo señalado por dicho autor, la doctrina es también 
coincidente advertir que no es sólo el elemento cronológico lo que define en 
esencia la prejudicialidad.  
Siendo evidente que todo lo prejudicial es siempre previo, gozando de 
prioridad temporal, tomar como punto de partida sólo el elemento cronológico 
conduce, sin embargo, a una extensión excesiva del campo de la 
prejudicialidad concepto que incluiría, de este modo, todo aquello que se 
encuentra antes de dictar sentencia. 
En razón de lo anterior, a juicio de la doctrina, por tanto, la 
prejudicialidad cronológica no basta como criterio para definir este instituto 
pues no resulta racional sostener que toda cuestión que deba ser resuelta 
durante el curso del proceso en forma previa al pronunciamiento sobre el 
                                               
40 Cfr. MENESTRINA, FRANCESCO, La pregiudiciale nel processo civile, ob. cit., pp. 97 
y 98, quien, desde este punto de vista, la denomina como prejudicialidad cronológica. 
En España en esta línea cfr. por todos AGUILERA DE PAZ, ENRIQUE, Tratado de las 
Cuestiones Prejudiciales y Previas en el procedimiento penal, Hijos de Reus, Madrid, 1904, pp. 
27 y ss.; GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, t. I, 
Barcelona, Bosch, 1947, p. 136; SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el 
sistema procesal español, ob. cit., p. 3; VALBUENA GONZÁLEZ, FÉLIX, Las cuestiones 
prejudiciales en el proceso penal, ob. cit., p. 228; MARÍN PAGEO, ENCARNACIÓN, «La 
prejudicialidad civil en el proceso civil declarativo», en RDP, Nº 1, 1989, pp. 49 y 50; DE LA 
OLIVA SANTOS, ANDRÉS Y DIEZ-PICAZO JIMÉNEZ, IGNACIO, Derecho Procesal Civil, ob. 
cit., pp. 543; GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, Las cuestiones prejudiciales penales en el 
proceso civil, ob. cit., p. 19 y REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, 
ob. cit., pp. 44 y 45. 
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fondo reviste el carácter de prejudicial, abarcando con ello las cosas más 
heterogéneas41. 
De esta forma, constituyendo el elemento cronológico un rasgo 
característico de la prejudicialidad para la doctrina resulta, sin embargo, 
insuficiente a la hora de definir esta problemática e impide diferenciarla de 
otros institutos afines, como ocurre con las cuestiones previas. 
2. El nexo lógico o dependencia racional con la cuestión de fondo. De 
la prejudicialidad procesal a la prejudicialidad prejudicialidad-
dependencia o sustantiva. 
Siendo insuficiente el elemento cronológico para definir la 
prejudicialidad, y a fin de restringir su concepto, la doctrina atiende a un 
segundo elemento o presupuesto consistente en la vinculación lógica o 
dependencia racional de la materia prejudicial con la cuestión principal. 
Es mérito de MENESTRINA, nuevamente, la elaboración de una 
completa teoría sobre esta materia cuyo punto de partida es la distinción entre 
lo que debe entenderse por vinculación lógica y jurídica. 
Con base en el estudio de las fuentes romanas y la evolución que el 
término preaeiudicium sufrió con posterioridad, antes examinada, para este 
autor la prejudicialidad constituye un fenómeno de carácter exclusivamente  
procesal que nace desvinculado del condicionamiento de carácter sustantivo 
que lleva envuelta la relación jurídica objeto del proceso. 
Desde esta perspectiva, a su juicio, el estudio y elaboración de una 
teoría de la prejudicialidad debe realizarse necesariamente desde el punto de 
vista del proceso lógico que debe realizar el juez al decidir un asunto —proceso 
cuya finalidad esencial, siguiendo la tendencia vigente en la época, entiende 
referido a la subsunción de un hecho en una norma jurídica abstracta—  
debiendo ponerse especial atención en las diversas formas en que este 
fenómeno se manifiesta en el proceso. 
A su juicio, atendiendo a la actividad mental del sujeto que enjuicia, la 
prejudicialidad no constituye más que un raciocinio previo que el juez debe 
realizar respecto de una cuestión jurídica para poder arribar a la decisión del 
asunto principal. La cuestión jurídica constituye el precedente de la conclusión 
final y lo prejudicial el raciocinio que el juez debe realizar para llegar a ella. 
                                               
41 Cfr. MENESTRINA, FRANCESCO, ob. cit., pp. 97 y 98. En esta línea, SENÉS 
MOTILLA, CARMEN, ob. cit., pp. 2 y 3; MARÍN PAGEO, ENCARNACIÓN, ob. cit., p. 50 y 
REYNAL QUEROL, NÚRIA, ob. cit., pp. 44 y 45. 
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Como cuestión jurídica o cuestión de raciocinio, lo importante es que ella debe 
naturalmente preceder al juicio final. 
Siguiendo lo anterior, para este autor la prejudicialidad supone la 
existencia de un nexo o vínculo que une dos cuestiones y que consiste en el 
condicionamiento lógico-cronológico que la solución de una cuestión produce 
en la decisión de otra de manera tal que su resolución previa resulta necesaria 
para arribar a la decisión de esta última. 
La prejudicialidad lógica, de esta manera, existe cuando entre los 
diversos juicios existe un nexo de dependencia lógica— que se eleva a una 
relación de prejudicialidad— denotando el grado de influencia de un juicio en 
la producción de otro. Desde esta perspectiva, la dependencia lógica no 
constituye en sí misma el fenómeno de la prejudicialidad sino que un 
presupuesto de la misma, y donde el orden cronológico en la decisión del 
asunto no sería más que un efecto o consecuencia de dicha dependencia. 
En resumen, desde un punto de vista lógico para este autor la 
prejudicialidad se encuadra dentro del razonamiento lógico o silogístico que el 
juez debe realizar para arribar a la decisión del asunto principal donde el 
componente lógico del fenómeno consiste en el condicionamiento lógico-
cronológico que la solución de una cuestión jurídica determinada produce en la 
decisión final del asunto sometido al conocimiento del juez42. 
                                               
42 Cfr. MENESTRINA, FRANCESCO, Ídem, pp. 9 y 10 y 100-103. En este sentido, sobre la 
consideración del elemento lógico en el proceso y de las cuestiones prejudiciales enmarcadas 
dentro del razonamiento del juez para arribar a la sentencia definitiva, cfr. CHIOVENDA, 
GIUSEPPE, Instituciones de Derecho procesal civil, trad. de E. Gómez Orbaneja, v. I, Madrid, Ed. 
Revista de Derecho Privado, 1936, pp. 420-437 y en Principios de Derecho procesal civil, t. II, ob. 
cit., pp. 727 y ss. Para este autor, el «juez, antes de afrontar y decidir la cuestión final o principal 
(…) se encuentra frente a una a una serie más o menos larga de puntos que son el antecedente 
lógico de la cuestión final (puntos prejudiciales) y que si son atacados dan lugar a cuestiones 
(cuestiones prejudiciales)» (Instituciones, ob. cit., p. 420).  
En la misma línea, para  CALAMANDREI, PIERO, Instituciones de Derecho procesal 
civil, v. I, trad. de S. Sentís Melendo, Buenos Aires, Ediciones Jurídicas Europa-América, 1962, 
pp. 301-303, «el camino lógico que el juez debe recorrer para poder llegar a concluir si la demanda 
es fundada, se puede esquematizar en un silogismo o en una serie de silogismos concatenados, en 
el curso de los cuales, antes de llegar a la conclusión final, deberá detenerse a considerar y a 
resolver, como en otras tantas etapas de su razonamiento, todas las “cuestiones” controvertidas de 
hecho y de derecho, que se presentan en la construcción de las premisas. Decidir la “causa” quiere 
decir decidir si existe la acción, y por consiguiente, si el actor tiene derecho o no tiene derecho a 
obtener la providencia jurisdiccional pedida; pero al juicio sobre esta cuestión final no s puede 
llegar si antes no han sido eliminadas todas las cuestiones que constituyen el antecedente lógico de 
la decisión final y que se llaman “cuestiones prejudiciales” (…) porque deben ser juzgadas antes 
de que se pueda decidir sobre la acción» (pp. 302 y 303).  
En lo que respecta el concepto lógico de prejudicialidad, para la doctrina italiana esta 
noción expresa simplemente la necesidad o existencia de una prioridad lógica de una decisión 
respecto de otra. Cfr. ALLORIO, ENRICO, La cosa giudicata rispetto ai terzi, ob. cit., p. 70. En 
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A fin de dar el contexto general en que se enmarca la teoría de 
MENESTRINA y que se desarrollará con más detalle en los apartados 
siguientes, cabe destacar que a fin de acotar o restringir este concepto, este 
autor agrega un segundo requisito consistente en que la materia prejudicial 
debe tener la misma naturaleza sustantiva de la cuestión principal —con lo 
cual excluye, por tanto, las cuestiones de naturaleza meramente procesal— sea 
que dicha materia pueda o no constituir objeto autónomo de un proceso. 
Así, al concepto de prejudicialidad lógica se suma el de prejudicialidad 
jurídica, de manera tal que tendrá carácter prejudicial todo antecedente lógico-
jurídico, es decir, de carácter sustantivo, cuya decisión condicione o influya en 
la solución del asunto principal. 
Al efecto, este autor distingue dentro de la prejudicialidad jurídica una 
amplia variedad de asuntos, incluyendo en ella tanto las controversias relativas 
a relaciones jurídicas, derechos subjetivos y pretensiones como aquellas 
relativas a hechos jurídicos, en las cuales se incluyen los estados de derecho y, 
en general, cualquier acontecimiento susceptible de valoración jurídica, sean 
estos o no susceptible de constituir objeto de un proceso independiente. 
A partir de lo anterior, tomando en consideración la forma y el efecto 
con que debe ser decidido un asunto prejudicial durante el curso de un proceso, 
realiza su clásica distinción, ampliamente seguida por la doctrina italiana, entre 
punto, cuestión y causa prejudicial, que examinaremos más adelante43. 
Profundizando en la teoría elaborada por MENESTRINA, pero al 
mismo tiempo en forma crítica a ella, la doctrina italiana moderna ha dado un  
paso más en la configuración de este instituto particularmente en lo relativo a 
la naturaleza de esta vinculación lógica entre materias. 
Tomando como base el nexo lógico o dependencia racional entre 
materias como presupuesto de la prejudicialidad, un sector importante de la 
doctrina italiana ha criticado el concepto de prejudicialidad elaborado por este 
autor insertado, como fenómeno de carácter exclusivamente procesal, en el 
contexto de la labor mental del juez que debe decidir un asunto, concepto que 
se encontraría superado44. 
                                                                                                                                
esta línea, cfr. MANZINI, VICENZO, Tratado de Derecho Procesal Penal, ob. cit., p. 342; 
LIEBMAN, ENRICO TULIO, Tratado de Derecho procesal Civil, trad. de S. Sentís Melendo, 
Buenos Aires, Ed. Jurídicas Europa-América, 1980, p. 127-128. 
43 Cfr. MENESTRINA, FRANCESCO, La pregiudiciale nel processo civile, ob. cit., pp. 
103-109 y 137 y ss. 
44 Cfr. RECCHIONI, STEFANO, ob. cit., p. 41. Sobre la materia, a partir de la teoría 
elaborada por Menestrina, este autor realiza un extenso análisis crítico de la prejudicialidad 
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Como punto de partida, se critica en primer lugar la amplitud del 
concepto de prejudicialidad lógica a partir del cual crea la noción más 
restringida de prejudicialidad jurídica, considerando que dicho vínculo de 
dependencia no consiste en la mera influencia o relevancia genérica que la 
decisión de un asunto tiene en la decisión de otro. 
A propósito del estudio de la motivación de la sentencia civil y el perfil 
lógico-racional del razonamiento judicial, para TARUFFO dicha concepción 
es extremadamente genérica comprendiendo en ella cualquier cosa que oscila 
entre el concepto de mera dependencia y aquello que es accesorio a la cuestión 
principal, faltando una definición clara de la relación con base a la cual una 
cuestión puede definirse como prejudicial respecto de otra. 
Desde esta perspectiva, a su juicio la prejudicialidad se enmarca dentro 
de la fase de justificación que valida la racionalidad del procedimiento 
decisorio del juez —y no en el contexto de decisión o de subsunción del hecho 
en la norma— y constituye un criterio de ordenación entre las diversas 
cuestiones que integran un asunto conforme al cual puede decirse que una 
cuestión es prejudicial respecto de otra cuando la solución de la primera es 
idónea para determinar o condicionar la solución de la cuestión lógicamente 
sucesiva o dependiente45.  
Llevando lo anterior al campo de la prejudicialidad, a su juicio la 
eficacia condicionante de la cuestión prejudicial no desciende, por tanto, de 
una mera relevancia genérica en la decisión de la cuestión dependiente sino 
que es necesario que la cuestión prejudicial deba ser decidida antes que la 
                                                                                                                                
procesal y el perfil lógico-jurídico de la misma y su evolución desde el derecho romano hasta la 
actualidad, ob. cit., pp. 3-54; TARUFFO, MICHELE, «“Collateral estoppel” e giudicato sulle 
questioni», II, ob. cit., pp. 272 y ss. y La motivazione della sentenza civile, ob. cit., pp. 272 y 273; 
DENTI, VITTORIO, «Questioni pregiudiziali», ob. cit., pp. 676 y ss. 
45 Para TARUFFO, en el contexto de las condiciones de racionalidad del contexto global de 
la decisión, cuando la decisión de una cuestión prejudicial condiciona directamente la decisión de 
la cuestión dependiente, es decir, cuando la cuestión dependiente desciende directamente de la 
solución de la cuestión prejudicial, en este caso existe un vínculo de implicación o relación causal 
entre enunciados inherentes donde la decisión de la cuestión prejudicial está justificada también 
por la decisión de la cuestión dependiente.  
En caso contrario, esto es cuando la decisión de la cuestión prejudicial no determina 
directamente la decisión de la cuestión dependiente, desde un punto de vista lógico, la solución de 
la segunda es autónoma respecto de la primera. Se trata aquí de los casos en que aun siendo 
potencialmente idónea para condicionar la decisión de la cuestión dependiente, la solución que da 
el juez al caso concreto no produce dicho efecto. En este caso, la única condición de racionalidad 
del contexto de justificación esta constituido por la necesidad de no contradicción o compatibilidad 
entre los enunciados. Es decir, es suficiente que los términos en que es planteada y resuelta la 
cuestión la cuestión dependiente no sean incompatibles con los de la cuestión prejudicial. Cfr. 
TARUFFO, MICHELE, La motivazione della sentenza civile, ob. cit., pp. 272 y 273. 
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cuestión prejuzgada y que su solución sea potencialmente idónea para definir 
también esta última46. 
Esta posición ha sido seguida posteriormente por parte importante de la 
doctrina italiana para la cual la principal característica de la prejudicialidad 
procesal—y que determina la necesidad de decisión previa de la misma—
radica en la potencial idoneidad de dicha decisión para determinar o definir la 
solución de la relación dependiente, a lo cual se agrega, asimismo, su 
idoneidad para constituir objeto autónomo de un proceso, aspecto que 
desarrollaremos más adelante47. 
Delimitada la prejudicialidad procesal en forma antes señalada, la 
doctrina italiana da un segundo paso para la elaboración de un concepto 
moderno de prejudicialidad consistente en reconocer que la prejudicialidad no 
es un fenómeno de carácter exclusivamente procesal sino esencialmente 
sustantivo, inserto en el vasto campo de la conexión entre relaciones jurídicas 
reguladas por el derecho sustantivo o material48. 
Surge así el concepto de prejudicialidad sustancial a través del cual se 
pone de relieve la forma como los diversos vínculos o nexos entre relaciones 
jurídicas sustantivas se manifiestan en el proceso cuando éstas son 
controvertidas por las partes y su importancia en la delimitación y alcance 
objetivo y subjetivo del objeto del proceso, especialmente cuando éste esta 
constituido por una relación jurídica compleja. 
El punto de partida de esta tesis se encuentra en la construcción 
realizada por ALLORIO para justificar el efecto reflejo de la cosa juzgada 
frente a terceros, efecto que tendría su fundamento precisamente en la 
existencia de un nexo jurídico —que califica como nexo de prejudicialidad-
                                               
46 Ob. cit., p. 273, nota 121. Del mismo autor, cfr. también «“Collateral estoppel” e 
giudicato sulle questioni», II, ob. cit., pp. 283 y ss.  
En esta línea, cfr. RECCHIONI, STEFANO, Pregiudizialità processuale e dipendenza 
sostanziale nella cognizione ordinaria, ob. cit., p. 9. Para este autor, si bien el aspecto lógico tiene 
gran relevancia en el estudio del este fenómeno, en su opinión de esta concepción emerge un 
concepto de prejudicialidad extremadamente amplio, inserto exclusivamente en la labor mental del 
juez para llegar a la decisión de la controversia, y comprensivo de fenómenos jurídicos muy 
heterogéneos. 
47 Cfr. DENTI, VITTORIO, «Questioni pregiudiziali», ob. cit., pp. 675, quien a partir de 
esta aportación de ha sostenido una revisión crítica del concepto tradicional de prejudicialidad. En 
esta línea, cfr. por todos, RECCHIONI, STEFANO, ob. cit., pp. 38 y 39. 
48 Cfr. por todos ALLORIO, ENRICO, La cosa giudicata rispetto ai terzi, ob. cit., pp. 69-
112; PROTO PISANI, ANDREA, Lezioni di Diritto processuale civile, ob. cit., pp. 353-361 y en 
«Intervento», en Pregiudizialità e connessione, Rimini, 1989, p. 201 y ss., quien sigue la 
distinción de SATTA entre prejudicialidad lógica y técnica; RECCHIONI, STEFANO, ob. cit., pp. 
49-64; ZUCCONI GALLI FONSECA, ELENA, Pregiudizialità’ e rinvio, ob. cit., pp. 1-44. 
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dependencia o de subordinación— entre la relación jurídica que se discute en 
un proceso con aquella de la que es titular un tercero que no ha sido parte del 
proceso, nexo que deriva de la propia regulación establecida por el derecho 
sustantivo49. 
Para este autor, teniendo presente que las relaciones jurídicas regladas 
por el derecho sustantivo no tienen vida independiente ni aislada sino que, por 
el contrario, entre ellas existen interferencias, conexiones o nexos diversos, la 
prejudicialidad constituye un nexo jurídico entre relaciones jurídicas cuya 
explicación se encuentra en la propia estructura  y la forma como funciona una 
norma jurídica. 
A diferencia de los nexos fácticos o de hecho entre relaciones —caso en 
el cual la norma, al establecer el supuesto de hecho en abstracto al cual anuda 
determinadas consecuencias jurídicas, toma en consideración determinados 
hechos materiales que constituyen el supuesto de hecho de otra relación50—, 
en el caso de la prejudicialidad lo tomado en consideración como supuesto de 
hecho de la norma son unos determinados efectos jurídicos a los cuales se 
anudan otros efectos jurídicos. Dicho en otros términos, los efectos jurídicos 
de la norma son asignados en forma directa a otros efectos jurídicos.  
En tales casos, para este autor, se afirma que un efecto o relación 
jurídica es prejudicial respecto de otro efecto o relación jurídica la que pasa a 
                                               
49 Cfr. ALLORIO, ENRICO, La cosa giudicata rispetto ai terzi, ob. cit., pp. 69-72, quien 
basó su teoría principalmente en la doctrina alemana y el pensamiento de Betti y Carnelutti, a 
quienes dedica la obra. Sobre la contribución,  influencia y vigencia de esta obra en la actualidad 
cfr. TROCKER, NICOLÒ, «Enrico Allorio e la dottrina della riflessione della cosa giudicata 
rispetto ai terzi», en Riv. Dir. Proc., 2001, pp. 339-375. 
Con todo, cabe destacar, tal como señala la doctrina, que esta noción sustancial de la 
prejudicialidad ya estaba presente en la doctrina de CHIOVENDA en su estudio sobre las cuestiones 
prejudiciales en las que incluye particulares situaciones de prejudicialidad dependencia. Cfr. 
RECCHIONI, STEFANO, ob. cit., p. 63.  
En efecto, a partir de la idoneidad para constituir objeto de un proceso autónomo como 
requisito de la prejudicialidad, CHIOVENDA realiza una revisión casuística de los casos que a su 
juicio constituyen supuestos de prejudicialidad, dentro de los cuales incluye, por ejemplo, la 
cuestión relativa a la existencia de una relación jurídica condición de la primera, como ocurre en el 
caso de subarrendamiento respecto del arriendo o entre las obligaciones de garantía y la principal, 
etc. Cfr. CHIOVENDA, GIUSEPPE, Instituciones de Derecho procesal civil, v. I, ob. cit., pp. 421-
427 y en Principios de Derecho Procesal Civil, t. II, ob. cit., pp. 733-741. 
50 En este caso, cuando las relaciones conexas son debatidas en juicio, para este autor el 
nexo fáctico se traduce en el plano procesal en la existencia de elementos de hecho comunes o 
coincidentes entre dos o más procesos que da lugar al fenómeno de la conexión de causas cuya 
solución el ordenamiento resuelve esencialmente a través del mecanismo de la acumulación de 
procesos. Este nexo, sin embargo, no tiene influencia en materia de eficacia de la sentencia 
respecto de terceros en la cual sólo tienen relevancia los nexos jurídicos. Cfr. ALLORIO, ENRICO, 
La cosa giudicata rispetto ai terzi, ob. cit., pp. 70 y 71. 
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ser dependiente de la primera, pudiendo hablarse de relación condicionante y 
relación condicionada. 
Conforme a lo anterior, en su opinión prejudicialidad y dependencia son 
términos inversos y correlativos, pudiendo definirse la relación jurídica 
prejudicial como aquella que en su conjunto hace parte del supuesto de otra 
relación jurídica. Esta relación de prejudicialidad, en su concepto, puede ser 
tanto positiva como negativa. En el primer caso, ello será así cuando la norma 
tome como supuesto de hecho la existencia de otra relación. Será negativa, por 
el contrario, cuando la relación jurídica este condicionada por la inexistencia 
de otra relación jurídica51. 
De todo lo expuesto, para ALLORIO es posible evidenciar que tras el 
concepto procesal de prejudicialidad se esconde una noción esencialmente 
sustancial de la misma, la que llevada al plano procesal, genera como cuestión 
fundamental la determinación de la eficacia o influencia que la declaración 
judicial sobre la relación prejudicial tiene o puede tener respecto de la relación 
dependiente, sea entre las mismas partes o respecto de terceros, y tras lo cual, 
en definitiva, lo que esta en juego es la exigencia de coherencia de las 
decisiones sobre las relaciones dependientes. 
En términos muy resumidos, para este autor la existencia de un vínculo 
de prejudicialidad sustancial o prejudicialidad-dependencia entre relaciones 
jurídicas es precisamente lo que lleva a afirmar la necesidad —por una razón 
de coherencia— de dar eficacia a la decisión de la cuestión prejudicial respecto 
de la relación condicionada y lo que justifica, asimismo, la influencia que una 
sentencia dictada entre partes puede tener respecto de un tercero cuando éste es 
titular de una relación jurídica dependiente de la debatida en juicio. En este 
último caso, a su juicio dicha eficacia no es un efecto reflejo de la sentencia 
sino de la cosa juzgada. 
Desde esta perspectiva, para este autor la prejudicialidad constituye el 
único principio que rige el ámbito de la eficacia refleja de la sentencia frente a 
terceros y lo que permite explicar de manera sistemática dicho fenómeno.  
La principal característica que presenta este vínculo —y que lo hace 
diferente del nexo de coordinación necesaria entre relaciones independientes 
                                               
51 Ídem, pp. 71 y 72. Para este autor, partiendo de la base de que la prejudicialidad como 
concepto sólo es relevante con relación a la decisión final del proceso sobre la existencia o 
modalidad de una relación jurídica debatida— constituyendo la sentencia, por tanto, el único 
referente que debe considerarse para decir que otra decisión le es prejudicial—la decisión sobre 
otra relación jurídica sólo puede ser preliminar a la decisión final porque dicha relación es 
prejudicial a la que se discute en el proceso (p. 71). 
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de carácter concurrente en virtud del cual se justifica la extensión de la cosa 
juzgada a terceros— consiste en que el nexo de dependencia es preexistente a 
la eventual sentencia que decida sobre las relaciones jurídicas dependientes y 
por tanto la normas que establecen la eficacia refleja de la sentencia son el 
simple desarrollo lógico y consecuencial de las normas de prejudicialidad ya 
existentes. 
Más aún, para que se produzca el efecto reflejo de la cosa juzgada no es 
necesario que exista una norma jurídica específica que la establezca en tanto 
ella constituye la manifestación propia de los cambios que sufre la relación 
dependiente cuando la relación condicionante o prejudicial es modificada. 
Ciertamente, para este autor los ordenamientos son libres para reconocer o 
negar la eficacia refleja. Pero en este último caso, para que ello ocurra, es 
imprescindible que exista norma expresa que así lo disponga en tanto dicha 
eficacia es el fenómeno natural y usual cuya aparición obedece a las exigencias 
de la lógica52. 
Con base en la teoría de ALLORIO antes expuesta, sólo destacar por 
ahora, que a partir de ella la doctrina procesal italiana suma al concepto de 
prejudicialidad procesal de MENESTRINA la noción de prejudicialidad 
sustancial en virtud de la cual se reconoce que el vínculo de dependencia 
lógica entre cuestiones tiene su origen esencialmente en los nexos jurídicos 
que existen entre las diversas relaciones normadas por el derecho sustantivo, 
nexos que se manifiestan con importantes consecuencias en el plano procesal 
cuando dichas relaciones son discutidas o controvertidas en el marco de un 
proceso. 
En términos de RECCHIONI, esta noción pasa por entender, en 
definitiva, que el fenómeno procesal de la prejudicialidad no se resuelve con la 
mera relación procesal de antecedencia lógico-cronológica entre dos 
cuestiones insertada, desde el punto de vista del objeto del proceso, en el 
razonamiento o labor mental del juez para arribar a la decisión de un asunto y 
su dinámica procesal durante el curso de un proceso.  
Por el contrario, en la configuración de la prejudicialidad no es  posible 
prescindir o ignorar, a su juicio, los estrechos vínculos que la ley sustantiva 
                                               
52 Ibídem, pp. 73-118. Para este autor, siguiendo en esencia la teoría material de la cosa 
juzgada, atendido que el nexo de prejudicialidad sustancial puede existir o establecerse no sólo 
entre relaciones entre las mismas partes sino también entre relaciones jurídicas subjetivas 
diferentes, la relación dependiente puede verse afectada por una relación prejudicial aun cuando 
los sujetos de ambas no coincidan. Esto es lo que explica que la cosa juzgada entre partes pueda 
beneficiar o perjudicar a terceros, lo que ocurre porque el tercero es titular de una relación 
dependiente (p. 74). 
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imprime o da a las situaciones jurídicas subjetivas o a las relaciones jurídicas 
que se discuten en juicio y su estrecha conexión con temas tan relevantes como 
son el alcance o límites objetivos de la cosa juzgada así como la eficacia de la 
sentencia, profundamente ligados a la teoría de la prejudicialidad53. 
Partiendo de esta distinción, para este autor, sin embargo, si bien las 
nociones de prejudicialidad procesal y sustantiva no pueden ser completamente 
asimiladas, tampoco son excluyentes entre sí, siendo posible integrarlas en un 
sistema armónico. Desde esta perspectiva, entiende que ambos conceptos 
interaccionan pudiendo sostenerse que la conexión entre relaciones jurídicas 
impresa por el derecho sustancial se traspasa al proceso dando lugar a un nexo 
entre diferentes objetos de decisión judicial y sus respectivos efectos.  
Según lo anterior, en su opinión la prejudicialidad se manifiesta en el 
plano procesal desde el punto de vista del objeto del proceso, como un nexo 
entre diferentes objetos de decisión judicial donde la discusión principal se 
centra en determinar los efectos con que la cuestión prejudicial es o debe ser 
decidida durante el curso de un proceso y donde pugnan las conocidas tesis 
restrictivas que limitan la eficacia de la cosa juzgada sólo a la cuestión 
principal y las extensivas que incluyen en lo juzgado todo cuanto ha sido 
objeto de decisión por parte del juez para arribar a la sentencia.  
Por otro lado, la prejudicialidad actúa, asimismo, como el principal 
criterio para la identificación del alcance objetivo de lo juzgado, tanto como 
elemento integrante de la cuestión relativa al derecho o relación jurídica objeto 
del proceso principal así como criterio conceptual para determinar la eficacia 
que la decisión judicial sobre un derecho o relación jurídica prejudicial tiene 
en un juicio sucesivo sobre una relación dependiente54. 
                                               
53 RECCHIONI, STEFANO, ob. cit., p. 10. Al efecto, señala este autor que «In verità (…), 
se l’aspetto logico ha rilevante importanza nello studio del fenomeno, le conclusioni che devono 
trarsi in ordine ad un moderno concetto di pregiudizialità —e ciò sotto tutti i profili di indagini 
del tema storico, logico e giuridico— sono ben differenti da quelle prospettate da Menestrina, e 
portano al risultato, lo si deve anticipare, che il fenomeno processuale della pregiudizialità non si 
risolva nel mero rapporto processuale di antecedenza logico-cronologica di due questioni, non 
potendosi prescindere dagli stretti collegamenti che il diritto sostanziale imprime alle situazioni 
giuridiche soggettive o ai rapporti giuridici e, soprattutto, coinvolgendo temi diversi, quali, per 
citare solo due esempi, la portata oggettiva del giudicato civile e l’efficacia della sentenza, 
profondamente incisi dalla teoria della pregiudizialità». 
En opinión de este autor, esta es la principal crítica que se puede hacer al concepto de 
prejudicialidad elaborado por Menestrina, en tanto deja fuera las relaciones de condicionamiento o 
subordinación que derivan del carácter sustantivo propio de la relación jurídica que es objeto del 
proceso. 
54 Ídem, pp. 118-129 y 129-168. En esta línea, cfr. PROTO PISANI, ANDREA, Lezioni di 
Diritto processuale civile, ob. cit., p. 353 y en «Intervento», ob. cit., p. 201 y ss. para quien 
prejudicialidad procesal y sustancial no son términos contrapuestos. 
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Siguiendo lo anterior, y dando un paso más en la configuración de la 
prejudicialidad sustantiva y la forma cómo ésta integra y afecta la 
conformación del objeto del proceso, entra en juego aquí la distinción 
formulada por SATTA entre prejudicialidad lógica y técnica, seguida por parte 
importante de la doctrina italiana, y que este autor efectúa particularmente a 
los efectos de determinar la eficacia con que debe ser decidida una cuestión 
prejudicial. 
Para este autor, el nexo de dependencia entre relaciones jurídicas, por 
un lado, puede versar o coincidir con los propios hechos constitutivos en los 
que el actor fundamenta su petición y hace derivar su derecho alegado en 
juicio. En este caso, se trata a su juicio de cuestiones prejudiciales en sentido 
lógico donde el nexo de dependencia trascurre respecto de la misma relación 
jurídica debatida en el juicio existiendo una relación entre el todo y la parte. En 
otros términos, la cuestión prejudicial forma parte de la causa de pedir del 
derecho solicitado por el actor en su petitum, constituyendo un antecedente 
lógico que el juez debe resolver en forma previa a efectos de pronunciarse 
sobre la tutela solicitada. 
Siguiendo este criterio, cuestión prejudicial en un sentido lógico es, por 
ejemplo, la relativa a la existencia o validez de un contrato cuyo cumplimiento 
se pide; o cuando se reclama el pago de un alquiler y se cuestiona la existencia 
del arrendamiento; o cuando en una demanda de alimentos hecha valer por o 
contra el hijo se cuestiona el estado o status de hijo55.  
Por otro lado, lo que para SATTA constituye la prejudicialidad técnica, 
el vínculo de dependencia puede versar sobre una relación o situación jurídica 
diversa e independiente del hecho constitutivo hecho valer en juicio, pero que 
sin embargo, se presenta como presupuesto lógico-jurídico de aquel. En este 
caso, la cuestión prejudicial no forma parte o no afecta la causa de pedir de la 
pretensión pero tiene la aptitud de excluir la consecuencia jurídica perseguida 
                                               
55 SATTA, SALVATORE, Manual de Derecho procesal civil, v. I, ob. cit., pp. 44-46. 
También en «Accertamento incidentale», ob. cit., pp. 243-246; «Accertamenti incidentali e 
principi generali del diritto», ob. cit., pp. 29 y ss. y en «Nuove riflessioni in tema di accertamenti 
incidentali», ob. cit., pp. 64 y ss. 
Esta distinción es seguida en Italia principalmente por MENCHINI, SERGIO, I limiti 
oggettivi del giudicato civile, ob. cit., ob. cit., p. 140 y ss. y PROTO PISANI, ANDREA, ob. cit., pp. 
353 y 354. Para este último autor, desde esta perspectiva, la prejudicialidad lógica se manifiesta 
siempre en el ámbito interno de la relación jurídica estando en estrecha relación con el tema del 
límite objetivo de lo juzgado. A su juicio, en este caso más que una situación de conexión entre 
relaciones existe una relación de continencia. 
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por el actor. Tal es el caso, por ejemplo, cuando demandado un deudor por el 
heredero del acreedor, se cuestiona o discuta la calidad de heredero56. 
Como es posible observar, la tendencia actual en Italia va dirigida a la 
construcción de una teoría unitaria de la prejudicialidad insertada dentro del 
estudio del objeto del proceso y la cosa juzgada y sus límites tanto objetivos 
como subjetivos. 
En lo que respecta a España, es posible observar con meridiana claridad 
la notoria influencia, si bien con ciertos matices, que la elaboración conceptual 
de MENESTRINA ha tenido y mantiene en la actualidad. 
En efecto, parte mayoritaria de la doctrina española sigue en lo esencial 
la concepción procesal de este instituto enmarcando el estudio de la 
prejudicialidad principalmente, como se ha visto, dentro del contexto del 
objeto del proceso y la labor mental que debe realizar el juez para llegar a la 
sentencia57. Desde esta perspectiva, el vínculo lógico o dependencia racional 
como presupuesto de la prejudicialidad es entendido mayormente como la 
influencia o efecto que la decisión de la cuestión prejudicial tiene en la 
decisión sobre el fondo del asunto, vinculación que hace necesaria su decisión 
en forma previa. 
Ahora bien, alejándose de la concepción de dicho autor, la doctrina 
española ha recogido asimismo, la evolución que ha tenido la prejudicialidad 
                                               
56 Cfr. SATTA, SALVATORE, v. I, ob. cit., p. 45. Profundizando en esta distinción, la 
doctrina entiende en estos casos que el nexo de prejudicialidad-dependencia transcurre entre 
relaciones jurídicas diversas, donde la existencia de una depende de la existencia o inexistencia de 
la otra, dando siempre lugar a un fenómeno de conexión entre objetos procesales. Es en este 
sentido, en su opinión, es que se dice que una relación jurídica es prejudicial respecto de otra y que 
ésta última es dependiente de la primera, pudiendo hablarse de relación condicionante y relación 
condicionada. Cfr. PROTO PISANI, ANDREA, Ídem, pp. 354 y 355. 
57 Al efecto, se ha entendido que siendo «el enjuiciamiento jurisdiccional una serie 
concatenada de juicios lógicos, cada uno apoyado en el anterior, la existencia de cuestiones 
prejudiciales es inherente al mismo. Es así como el acercamiento a la prejudicialidad se convierte 
en un tema complejo». Cfr. MARÍN PAGEO, ENCARNACIÓN, «La prejudicialidad civil en el 
proceso civil declarativo», ob. cit., p. 48. En esta línea, la doctrina concibe la prejudicialidad como 
«todo juicio que debe formarse el juez, con carácter previo, para poder formular el juicio definitivo 
sobre la cuestión que se decide en el asunto principal». Cfr. LAHERA CORTEZA, JESÚS, «Las 
contradicciones entre sentencias de órdenes jurisdiccionales distintos», ob. cit., p. 302.  
Para otros autores, siguiendo la concepción canónica de prejudicialidad antes vista como 
impedimento u óbice para decidir el asunto principal, define la prejudicialidad como «un juicio 
previo a la resolución que se pretende, de tal forma que tan sólo le es posible al juez dictar 
sentencia una vez se haya resuelto previamente la cuestión jurídica suscitada, y así tal cuestión 
deviene determinante para dictar sentencia en el juicio principal». Cfr. CHECA MARTÍNEZ, 
JOAQUÍN, «La prejudicialidad», en Estudios sobre derecho procesal (con DÍEZ-PICAZO 
GIMÉNEZ, IGNACIO y MARTÍNEZ SALAMANCAS I SÁNCHEZ, JULIÁN (Dirs.), Madrid, 
McGraw-Hill, 1996, p. 419. 
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lógica antes vista en el sentido de entender que la influencia de la cuestión 
prejudicial sobre la cuestión de fondo no es de cualquier tipo, sino que consiste 
en su idoneidad para condicionar o determinar el contenido mismo de la 
respuesta jurisdiccional sobre el objeto de un proceso pendiente.  
Esta dependencia o condicionamiento jurídico es lo que hace necesario, 
por tanto, que la cuestión sea decidida en forma previa a la cuestión principal, 
pero no a efectos de que el juez pueda entrar a conocer sobre el fondo del 
asunto, sino a efectos de conceder o denegar la tutela judicial solicitada58. 
Conforme a lo anterior, para una parte mayoritaria de la doctrina lo que 
caracteriza este instituto y lo distingue de otras cuestiones afines es 
esencialmente su dependencia racional o vinculación con el fondo del asunto 
en tanto se trata de una cuestión que condiciona o determina el contenido 
mismo y el sentido de la sentencia que se dicte concediendo o denegando la 
tutela solicitada. 
Desde un punto de vista lógico, por tanto, siguiendo mayormente la 
concepción o noción procesal de este instituto, para la doctrina española la 
prejudicialidad se presenta como un antecedente lógico-cronológico que 
condiciona la decisión sobre el fondo del asunto. 
                                               
58 Cfr. por todos AGUILERA DE PAZ, ENRIQUE, Tratado de las Cuestiones Prejudiciales 
y Previas en el procedimiento penal, ob. cit., pp. 29; GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Comentarios 
a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, t. II, v. I, Barcelona, Bosch, 1951, pp. 136 y ss.; PÉREZ 
GORDO, ALFONSO, La prejudicialidad penal y constitucional en el proceso civil, ob. cit., pp. 27; 
FENECH NAVARRO, MIGUEL, El Proceso Penal, Madrid, Agesa, 4ª Ed., 1982, p. 389-391 y en 
«Estudio sistemático de las llamadas cuestiones prejudiciales», ob. cit., p. 4; SENÉS MOTILLA, 
CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal español, ob. cit., pp. 19 y ss.; 
VALBUENA GONZÁLEZ, FÉLIX, Las cuestiones prejudiciales en el proceso penal, ob. cit., pp. 
244 y ss.; ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV.), ob. cit., pp. 635 
y 636; DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS Y DIEZ-PICAZO JIMÉNEZ, IGNACIO, Derecho 
Procesal Civil, ob. cit., pp. 543; GIMENO SENDRA, VICENTE, Derecho Procesal Civil. I. El 
proceso de declaración. Parte general, Madrid, Colex, 2004, p. 132; GARBERÍ LLOBREGAT, 
JOSÉ, «De las cuestiones prejudiciales», en Los procesos civiles. Comentarios a la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (con TORRES FERNÁNDEZ DE SEVILLA, JOSÉ MARÍA; DURO 
VENTURA, CESÁREO y CASERO LINARES, LUIS, t. I, Barcelona, Bosch, 2001, p. 629; 
GONZÁLEZ GRANDA, PIEDAD, «De las cuestiones prejudiciales» en Comentarios a la Nueva 
Ley de Enjuiciamiento Civil (con NAVARRETE LORCA, ANTONIO y GUILARTE GUTIÉRREZ, 
VICENTE), t. I, Valladolid, Lex nova, 2000, pp. 466; MUERZA ESPARZA, JULIO, «De las 
cuestiones prejudiciales», en Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil (con CORDÓN 
MORENO, FAUSTINO; ARMENTA DEU, TERESA Y TAPIA FERNÁNDEZ, ISABEL), v. I, Navarra, 
Aranzadi, 2001, p. 404; GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, Las cuestiones prejudiciales penales 
en el proceso civil, ob. cit., p. 219 y REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso 
civil, ob. cit., pp. 45-49, quien comparte esta influencia sobre el fondo del asunto pero como 
criterio aplicable sólo respecto de las cuestiones prejudiciales devolutivas. 
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No obstante lo anterior, cabe destacar, que en esta construcción de la 
prejudicialidad lógica la doctrina española no excluye la consideración de la 
naturaleza sustantiva que hay detrás del vínculo de prejudicialidad.  
Por el contrario, si bien la doctrina no ha integrado este nexo en los 
términos y con la sistematicidad que plantea la doctrina italiana, a partir de la 
consideración de la prejudicialidad jurídica, que examinaremos en el siguiente 
apartado, y principalmente del estudio del alcance y eficacia de la sentencia 
respecto de terceros y la consideración de la sentencia judicial como hecho 
jurídico59, ha puesto de relieve el origen esencialmente jurídico-material del 
nexo lógico que supone la prejudicialidad y que viene dado por la propia 
configuración de las normas de derecho sustantivo que reglan las relaciones 
jurídicas. 
Desde esta perspectiva, para SENÉS, evidenciando la «intensa e 
inescindible relación» que existe entre el derecho sustantivo y procesal, en 
último término es el carácter sustantivo que subyace en la materia prejudicial 
la que asiste a la aparición de esta compleja problemática en el contexto del 
proceso, constituyendo claro reflejo «de la yuxtaposición de materias, 
relaciones e instituciones jurídicas pertenecientes a diversas ramas del 
Ordenamiento jurídico»60. 
                                               
59 Como veremos al examinar la eficacia de la prejudicialidad, la doctrina española 
mayoritariamente —aunque con matices en cuanto a su naturaleza— atiende a la consideración de 
la sentencia como hecho jurídico y la existencia de un nexo de prejudicialidad entre relaciones 
jurídicas regladas por el derecho sustantivo como fundamento de la denominada eficacia refleja o 
colateral de la sentencia respecto de terceros.  
Sobre la materia, cfr. por todos, GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Derecho Procesal Civil 
(con HERCE QUEMADA, VICENTE), v. I, Madrid, Artes Gráficas y Ediciones, 1985, pp. 455 y 
ss.; GUASP DELGADO, JAIME, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil, v. I, Madrid, 
Aguilar, 1947, p. 925 y ss.; FONT SERRA, EDUARDO, «La oposición de tercero a la cosa 
juzgada», en Revista Jurídica de Cataluña, Nº 3, 1980, pp. 117-137; SERRA DOMÍNGUEZ, 
MANUEL, «Comentarios al art. 1252 del CC», en ALBADALEJO, MANUEL (DIR.), Comentarios al 
Código Civil y compilaciones forales, t. XVI, v. 2º, Madrid, Edersa, pp. 696-780; GONZÁLEZ 
MONTES, JOSÉ LUIS, «Distinción entre la cosa juzgada y otros efectos de la sentencia», en 
Efectos jurídicos del proceso (cosa juzgada, costas e intereses, impugnaciones y jura de cuentas), 
Cuadernos de Derecho Judicial Nº 25, CGPJ, XXV, Madrid, 1995, p. 133 y ss.; ORTELLS 
RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV.), ob. cit., pp. 448 y 449; ROSENDE 
VILLAR, CECILIA, «Eficacia directa y refleja de la sentencia», en Revista de Derecho Procesal, 
Nº 1-3, 2002, pp. 439-480 y en «Efectos directos y reflejos de la sentencia», en Revista Chilena de 
Derecho, vol. 28, Nº 3, 2001, pp. 489-507 y GRANDE SEARA, PABLO, La extensión subjetiva de 
la cosa juzgada en el proceso civil, Valencia, Tirant Lo Blanch, 2008, pp. 26, 56-64 y 96-103. 
60 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal 
español, ob. cit., p. XIX y 2. A juicio de esta autora, la «razón de ser última de las cuestiones 
prejudiciales no es procesal sino sustantiva; hunde sus raíces en una determinada modalidad del 
proceso normativo, según el cual, el legislador al regular determinadas instituciones o relaciones 
jurídicas se vale de conceptos, e incluso de otras tantas relaciones jurídicas, forjados en otros 
sectores del Ordenamiento. Así pues, las cuestiones prejudiciales reflejan la interrelación de 
  35 
Por otra parte, ha sido principalmente GÓMEZ quien, a propósito del 
estudio de la acción civil ex delicto y la vinculación entre sentencias dictadas 
por órdenes jurisdiccionales diversos, ha llevado al campo de la prejudicialidad 
la consideración de la sentencia como hecho jurídico como fenómeno que 
explica no sólo los efectos colaterales y los reflejos de la sentencia respecto de 
terceros61 sino también la eficacia prejudicial que la sentencia penal o civil 
pueden tener respecto de un proceso pendiente y la vinculación del juez a la 
misma como un efecto distinto de la cosa juzgada. 
Sobre el punto, examinando lo dispuesto en los art. 114 y 362 LECrim 
de 1881 que establecían la preferencia del proceso penal para la averiguación 
del hecho punible, en un intento de dilucidar más allá de la literalidad de la 
norma los supuestos que autorizan la suspensión del proceso civil y la 
vinculación del juez civil a la sentencia penal, este autor establece una clara 
distinción entre la acción civil ex delicto de los supuestos de prejudicialidad62. 
En este último caso, sostiene que una sentencia penal puede 
considerarse  prejudicial respecto del fallo civil cuando una norma legal toma 
como supuesto de un determinado efecto civil no el hecho punible en sí 
mismo, sino la condena contenida en la sentencia, caso en el cual la sentencia  
penal es tomada por el ordenamiento jurídico privado como hecho. Asimismo, 
dentro de estos supuestos se presenta también el problema de la vinculación 
cuando la norma civil toma en consideración no la condena misma sino la 
calificación jurídico-penal de un hecho como delito. 
En opinión de este autor, en todos estos casos en que la sentencia penal 
es considerada como supuesto de hecho de la norma civil, la sentencia 
«produce un efecto civil no porque lo declare o esté implícito en ella el 
                                                                                                                                
elementos provenientes de diversas ramas del Ordenamiento jurídico, las cuales, a su vez, están en 
la en la base de la especialización de los Juzgados y Tribunales que integran la organización 
jurisdiccional del Estado». 
61 Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Derecho Procesal Civil (con HERCE 
QUEMADA, VICENTE), v. I, ob., cit., pp. 455 y ss. 
62 A su juicio, atendida la independencia entre la acción civil y penal y que la única 
declaración que contiene la sentencia penal en su parte dispositiva es la responsabilidad criminal 
de un persona por un determinado hecho, en este caso no existe un vínculo de prejudicialidad sino 
sólo de conexión. La vinculación del juez civil a la sentencia penal en este caso, dice relación 
exclusivamente con la existencia del hecho contenida en la sentencia y la razón de la suspensión, 
por tanto, no se encuentra en la necesidad de evitar fallos contradictorios sino en la de evitar la 
simultaneidad de procedimientos sobre un mismo hecho. Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, 
Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, t. II, v. I, ob. cit., pp. 633-635 y 670. Desde 
este punto de vista, para este autor «lo único respecto a lo cual podría hablarse —por extensión— 
de determinación prejudicial, y en su caso de vinculación, será, bien la declaración del hecho 
mismo en la motivación del fallo represivo, bien la valoración del hecho conforme a conceptos 
posiblemente comunes: por ej., culpabilidad» (p. 670). 
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propósito de producirlo, sino por disposición independiente de la ley». De este 
modo, «los hechos mismos en virtud de los cuales se declara el delito y la 
condena no entran en consideración». La condición de hecho de la norma civil 
es «el hecho mismo de la condena, que la sentencia prueba en cuanto se prueba 
a sí misma». Conforme a ello, para este autor, la vinculación del juez civil al 
pronunciamiento penal no es un efecto de la cosa juzgada sino que la 
consecuencia de haberse verificado el supuesto de hecho contemplado por la 
norma civil63. 
En sentido inverso, finalmente, este vínculo sustantivo de 
prejudicialidad se presenta también en el proceso penal cuando la norma penal 
toma en consideración para definir el delito o como condición del mismo una 
determinada relación jurídica de derecho privado, como puede ser la 
determinación de la propiedad sobre un bien, una relación de parentesco, etc.64. 
Partiendo de lo anterior, bajo la vigencia de la LECiv 2000, la doctrina 
española ha profundizado en esta consideración de la sentencia judicial como 
hecho particularmente a efectos de definir los supuestos de prejudicialidad 
penal en el proceso civil y en especial la determinación de la influencia 
decisiva de la cuestión penal que la nueva ley ha establecido como requisito a 
efectos de decretar la suspensión del proceso civil, en conformidad a lo 
dispuesto en el art. 40.2 LECiv 200065. 
                                               
63 Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, «Eficacia de la sentencia penal en el proceso 
civil», en RDP, Nº 2, 1946, p. 212 y en Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, t. II, v. 
I, ob. cit., p. 670.  
En esta línea, para CARRERAS, refiriéndose extensamente sobre la materia las normas 
procesales civiles no regulan como supuesto de hecho «la existencia o inexistencia de delitos, sino 
en todo caso de condenas y la participación de un sujeto en un delito, cuestiones que son tomadas 
por la norma sustantiva de derecho privado como presupuesto de hecho, independientemente de 
los hechos anteriores que hayan sido estimados como ciertos y valorados jurídicamente por el 
Tribunal penal sentenciador». Conforme a lo anterior, a su juicio la correcta interpretación y 
sentido del art. 362 es sostener que habrá prejudicialidad penal suspensiva «cuando los hechos 
constitutivos de la acción, o los impeditivos, extintivos o excluyentes de la misma, alegados por 
ambas partes, y que haya de tener en cuenta ineludiblemente al momento de fallar, tengan una 
trascendencia penal». Cfr. CARRERAS LLASANA, JORGE, «Preceptos procesales penales en las 
leyes civiles», en Estudios de Derecho Procesal  (con FENECH, MIGUEL),  Barcelona, Bosch, 
1962, p. 767. 
64 Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, «Eficacia de la sentencia penal en el proceso 
civil», ob. cit., p. 208. 
65 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal 
español, ob. cit., p. 109; GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, Las cuestiones prejudiciales penales 
en el proceso civil, ob. cit., p. 64; ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con 
AA.VV), ob. cit., pp. 639-640. JUAN SÁNCHEZ, RICARDO, La responsabilidad civil en el 
proceso penal, Madrid, La Ley, 2004, p. 88.  
  37 
Junto a lo anterior, recientemente, a propósito del estudio de la eficacia 
refleja de la sentencia y los límites subjetivos de la cosa juzgada en el proceso 
civil español, la doctrina ha ahondado asimismo en la consideración de la 
sentencia judicial como hecho jurídico y la eficacia, indirecta, colateral o 
refleja de la sentencia —hasta ahora escasamente desarrollada por la doctrina 
española— colocando como eje y fundamento esencial de dicho fenómeno la 
existencia de un vínculo prejudicialidad o dependencia, caracterizado por la 
conexión sustantiva entre las diversas relaciones o situaciones jurídicas 
regladas por el derecho. 
A juicio de GRANDE, dichos efectos indirectos se producen en el 
plano procesal cuando los efectos jurídico-materiales directos de una sentencia 
que decide sobre una relación prejudicial, esto es, sus efectos declarativos, 
constitutivos o de condena, forman parte del supuesto de hecho de la norma 
que rige la relación dependiente «tomándolos como hechos constitutivos, 
modificativos o extintivos, y extrayendo de ellos ciertas consecuencias 
jurídicas para los titulares de la relación jurídica que es objeto de regulación, 
hayan sido parte en aquel proceso o hayan sido terceros». 
Según veremos al tratar la eficacia de la prejudicialidad, para este autor 
es precisamente la existencia de un vínculo o nexo sustantivo de 
prejudicialidad lo que justifica la eficacia refleja de la sentencia y su 
repercusión en la esfera jurídica de terceros como una cuestión distinta de la 
del efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada material y que, por tanto, 
no se encuentra sujeta a sus límites66. 
                                               
66 Cfr. GRANDE SEARA, PABLO, La extensión subjetiva de la cosa juzgada en el 
proceso civil, ob. cit., pp. 59 y 60 y 63-64 y 102. 
En esta línea, se manifestaba asimismo Rosende, a propósito del examen de la eficacia 
refleja de la sentencia en el proceso civil. A su juicio, poniendo de relieve las diversas 
manifestaciones de la prejudicialidad en el curso de un proceso como parte de un mismo 
fenómeno, este concepto se refiere «tanto al fenómeno de un antecedente lógico de la cuestión 
principal objeto de un proceso, que ha sido previamente resuelto en otro terminado ya por 
sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada (que es al que nosotros nos referimos y en el que 
distinguimos dos categorías), como aquellos supuestos en los que en un proceso una o varias 
cuestiones deben ser decididas lógicamente antes que la cuestión principal objeto del mismo, a 
efectos de centrar el debate. Ambas tienen en común una conexión entre distintas relaciones 
jurídicas. Así, mientras en el primer caso se parte de un proceso ya resuelto y se analiza su eficacia 
en el juicio ulterior, el segundo trata de la decisión de cuestiones previas y anteriores que no son 
objeto principal del proceso, aunque sí podrían serlo de otro distinto (…). La eficacia que tiene el 
primer proceso, una vez resuelto, en el segundo juicio será de cosa juzgada positiva o prejudicial, 
si concurre la identidad de partes o la prejudicialidad derivada del hecho jurídico de la sentencia, 
en los demás casos». Cfr. ROSENDE VILLAR, CECILIA, «Eficacia directa y refleja de la 
sentencia», ob. cit., pp. 455-456. 
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Ahora bien, entendido el vínculo lógico de prejudicialidad y su 
consideración sustantiva en la forma antes descrita, cabe destacar, sin 
embargo, que ha sido precisamente la determinación de dicho vínculo lo que 
mayor controversia y confusión ha suscitado en la doctrina. 
El problema se ha generado principalmente en razón de los términos 
utilizados por la LECiv 2000 a efectos de dar tratamiento devolutivo a los 
supuestos de prejudicialidad penal en el proceso civil.  
Al efecto, el art. 40.2 LECiv establece dentro de los requisitos para que 
proceda la suspensión del proceso civil por prejudicialidad penal, la 
«influencia decisiva» de la decisión del juez penal en la resolución sobre el 
asunto civil, el cual, a juicio de la doctrina, es el más difícil de precisar67. 
El punto a determinar es cuándo una cuestión penal tiene influencia 
decisiva sobre la decisión de un asunto civil, pues si tal como sostiene la 
doctrina mayoritaria toda cuestión prejudicial, por definición, tiene la 
capacidad de incidir en el contenido o sentido de la sentencia que se dicte —
precisamente por su vinculación de carácter lógico-jurídico con la cuestión de 
fondo— con este requisito se estaría confundiendo la influencia decisiva con la 
prejudicialidad misma. 
Al efecto, en términos generales la doctrina ha entendido que la 
cuestión penal tiene influencia decisiva en la decisión del asunto civil, y por 
tanto deviene en devolutiva, cuando lo tomando en consideración por la norma 
civil es precisamente la condena misma contenida en la sentencia o la 
calificación jurídico penal de unos hechos como delito, es decir, en los casos 
en que la sentencia penal actúa como supuesto de hecho de la norma jurídica68.  
                                               
67 Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., p. 
639; REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., p. 162 y 
GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, Las cuestiones prejudiciales penales en el proceso civil, ob. 
cit., p. 60. 
Respecto de la prejudicialidad civil, salvo el término «necesaria» que utiliza el art. 43, 
nada dice la LECiv como tampoco respecto de la prejudicialidad administrativa o social. El art. 
10.2 LOPJ, en cambio, atiende a este elemento para determinar la suspensión del proceso, 
estableciendo que «No obstante, la existencia de una cuestión prejudicial penal de la que no pueda 
prescindirse para la debida decisión o que condicione directamente el contenido de ésta 
determinará la suspensión del procedimiento mientras aquélla no sea resuelta por los órganos 
penales a quienes corresponda, salvo las excepciones que la ley establece». 
68 En esta línea, cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, ob. cit., pp. 639-640. Cfr. SENÉS 
MOTILLA, CARMEN, ob. cit., p. 109; GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, ob. cit., p. 64; JUAN 
SÁNCHEZ, RICARDO, La responsabilidad civil en el proceso penal, ob. cit., p. 88. Entre la 
jurisprudencia, Cfr. SAP de Madrid (Sección 10ª) de 22 de noviembre de 2005, FJ 3º, ponente 
Illescas Rus, Vicente (JUR 129705/2006), en la que se sostiene que «el fundamento de la 
interrupción del proceso (…) se encuentra en que un determinado efecto civil puede depender de la 
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De forma más genérica, para otros la decisión del tribunal penal será 
decisiva cuando el hecho enjuiciado tenga influencia decisiva en el proceso 
civil69 o en general cuando la calificación de un hecho relevante del proceso 
civil como delito o la cuestión penal sea decisiva o fundamental en la 
determinación del contenido o sentido de la sentencia que debe dictar el juez 
civil70. 
En sentido inverso, se ha entendido que no existe influencia decisiva 
cuando los hechos o la valoración del juez penal no sean fundamentales para la 
tutela que se ha de otorgar en el proceso civil71 o, cuando lo sea, el juez civil 
pueda resolver con base a otras alegaciones y elementos probatorios que 
consten en el proceso72. 
Para otro sector, en cambio, la expresión utilizada por el legislador es 
técnicamente impropia e incorrecta pues no tiene en cuenta una cuestión básica 
de concepto en tanto justamente la existencia de un nexo necesario e ineludible 
es lo que constituye siempre la esencia de la prejudicialidad, de manera tal que 
sin ligazón no puede hablarse propiamente de prejudicialidad en sentido 
                                                                                                                                
condena penal tomada como hecho jurídico o bien de un hecho que puede ser, a la vez delito y 
supuesto de una norma civil, siendo este el motivo por el que la ley no quiere que se trate al mismo 
tiempo el mismo hecho en dos procesos distintos y da preferencia al proceso penal». 
69 Cfr. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, ob. cit., p. 62. 
70 Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS y DIEZ-PICAZO JIMÉNEZ, IGNACIO, 
Derecho Procesal Civil, ob. cit., pp. 546 y 547; JUAN SÁNCHEZ, RICARDO, ob. cit., p. 89; 
GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, ob. cit., pp. 62-64 y REYNAL QUEROL, NÚRIA, ob. cit., p. 
162-170. 
71 El requisito relativo a la influencia decisiva de la cuestión penal respecto del asunto 
civil ha sido recogido por la jurisprudencia española, existiendo numerosas sentencias 
pronunciadas en dicho sentido. Con todo, una gran mayoría de ellas limita la determinación de la 
influencia decisiva basándose en la simple constatación de identidad de los hechos objeto del 
proceso civil y penal, sin argumentar mayormente sobre la forma como la valoración del tribunal 
penal puede influir o no en la decisión del objeto civil. Sobre la materia, cfr. SAP de Madrid 
(Sección 28ª) de 1 de febrero de 2007, FJ3º, ponente Plaza González, Gregorio (AC 870/2007); 
SAP de Castellón (Sección 3ª) de 22 de diciembre de 2008, FJ 3º y 4º, ponente Boldó Roda, 
Carmen (AC 204/2009); SAP de Madrid (Sección 14ª) de 31 de julio de 2008, FJ 2º, ponente 
García de Ceca, Paloma (AC 1927/2008) y SAP de Castellón (Sec. 1ª), de 31 de julio de 2007, FJ 
3, ponente Garrido Sancho, Pedro (JUR 335857/2007). 
72 Cfr. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, ob. cit., pp. 63-64. Como ejemplo, señala este 
autor, cuando el hecho de apariencia delictiva sea alegado por una de las partes junto con otros 
muchos, como indicios de la mala fe de la contraria. En tal caso, es posible que el juez pueda 
llegar a la convicción de la existencia de dicha mala fe teniendo en cuenta los demás indicios, sin 
que una convicción diferente del juez penal pueda cambiar su decisión. En la misma línea, cfr. 
PÉREZ GORDO, ALFONSO, Prejudicialidad penal y constitucional en el proceso civil, ob. cit., p. 
75; BELLÓN, C., «Matices de prejudicialidad en el proceso civil», ob., cit., p. 6; SÁNCHEZ DE 
LA PARRA Y SEPTIÉN, PEDRO, Las cuestiones prejudiciales en el orden jurisdiccional penal, 
civil, contencioso y social, Granada, Comares, 1996, p. 94. Tal sería el caso, también, en que pese 
a tener la valoración penal influencia decisiva, la acción penal o la civil mismas se encuentren 
prescritas. 
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estricto. Por esta razón, se trata de una expresión vacía e infecunda que sólo 
sirve para deslindar lo que es objeto de una cuestión prejudicial frente a los 
denominados puntos prejudiciales73.  
En razón de lo anterior, se ha sostenido que la exigencia de esta  
influencia decisiva es absurda en el proceso civil por cuanto de no existir, no 
es que la cuestión no deba ser tratada de forma devolutiva sino que «deja de 
ser una cuestión prejudicial propiamente dicha para convertirse en un 
elemento más objeto de enjuiciamiento, de los que no depende la estimación o 
desestimación de la pretensión sino su concreto alcance una vez decidido su 
fundamento o no conforme a derecho»74. 
Con motivo de esta confusa interpretación del elemento lógico de la 
prejudicialidad, en una obra española de reciente aparición la prof. REYNAL 
ha sostenido una interpretación diversa de este elemento. 
A juicio de esta autora, la vinculación lógica de la materia prejudicial 
con la cuestión de fondo y, en consecuencia, la relevancia o carácter 
imprescindible de la materia prejudicial no es algo que define necesariamente 
la prejudicialidad sino que sólo determina el régimen devolutivo o no 
devolutivo de la misma y por ende, si ésta va a ser resuelta por el mismo 
órgano jurisdiccional u otro diferente. Prueba de ello son los propios arts. 42.2 
y 43 LECiv 2000 y 10.2 LOPJ que atienen precisamente a este elemento para 
determinar el carácter devolutivo de una cuestión prejudicial. 
Partiendo de un concepto de prejudicialidad distinto al sostenido por la 
doctrina mayoritaria —en tanto entiende por tal toda controversia que esté 
fuera del petitum susceptible de constituir objeto autónomo de un proceso—
sostiene que la prejudicialidad no supone siempre la existencia de un vínculo o 
nexo de naturaleza lógica con la cuestión de fondo, siendo perfectamente 
posible que la decisión de la cuestión prejudicial no tenga influencia alguna en 
la decisión sobre el fondo del asunto donde se suscita.  
Esta influencia o relevancia sobre la cuestión de fondo del asunto sólo 
se predica respecto de una categoría específica de cuestiones prejudiciales 
como son las devolutivas, siendo éstas las únicas que condicionan el sentido de 
la resolución de la cuestión principal en el sentido sostenido por la doctrina 
mayoritaria. Las cuestiones prejudiciales no relevantes, por el contrario, 
                                               
73 Cfr. GONZÁLEZ GRANDA, PIEDAD, «De las cuestiones prejudiciales», en 
Comentarios a la Nueva Ley de Enjuiciamiento Civil (con AA.VV.), t. I, ob. cit., pp. 494-495, 
74 Cfr. GARBERÍ LLOBREGAT, JOSÉ, «De las cuestiones prejudiciales» en Los procesos 
civiles. Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil (con AA.VV.), t. I, ob. cit., p. 642. 
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carecen de dicha influencia y normalmente, serán tratadas conforme al sistema 
no devolutivo. 
De este modo, para esta autora la trascendencia o carácter 
imprescindible de la materia prejudicial —que la doctrina mayoritaria sostiene 
como elemento definitorio  de la prejudicialidad— sólo determina la 
posibilidad de suspensión del proceso para que la cuestión prejudicial sea 
decidida por el órgano competente, pero no define en sí misma la 
prejudicialidad.  
A su juicio, esta distinción es útil a los efectos de poder diferenciar en 
el ordenamiento español los diversos tipos de cuestiones prejudiciales evitando 
confundir —como ocurre con la concepción tradicional antes vista— el género 
con la especie, y encuentra su fundamento en la propia regulación que el 
legislador español ha dado a las cuestiones prejudiciales donde esta influencia 
o relevancia sólo se exige o es tenida en cuenta al momento de dar a la 
cuestión tratamiento devolutivo75. 
Según lo anterior, vemos que lo que para una parte mayoritaria de la 
doctrina constituye prejudicialidad propiamente tal, para esta autora sólo es 
una categoría dentro de otra más amplia dentro de la que cual incluye, ciertas 
cuestiones de carácter procesal que puedan dar lugar a un proceso autónomo, 
las que tendrían carácter no devolutivo, y a las que luego nos referiremos. 
Examinada la prejudicialidad lógica en los términos antes expuestos y 
siendo ésta el principal criterio que a juicio de la doctrina mayoritaria distingue 
la prejudicialidad, en concepto de este sector la sola consideración de este 
elemento tampoco resulta suficiente o definitorio de este fenómeno. 
3. El nexo jurídico. La igual naturaleza de la materia prejudicial con 
la cuestión de fondo y la exclusión de las cuestiones procesales. 
Considerando necesario restringir aún más el término en estudio, 
MENESTRINA suma al criterio cronológico y lógico el concepto de 
prejudicialidad jurídica. 
                                               
75 Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 
41-49 y 89 a 96.  
En lo que respecta a las cuestiones devolutivas, en opinión de esta autora la relevancia o 
trascendencia de la materia prejudicial puede presentarse de dos modos. Por una parte, puede 
tratarse de una trascendencia lógica y jurídica en virtud de la cual la resolución de la cuestión 
prejudicial es imprescindible, de manera tal que sin ella no es posible resolver sobre el fondo.  Por 
otro lado, la trascendencia puede ser sólo jurídica, caso en el cual, la cuestión principal puede ser 
resuelta sin tener en cuenta la prejudicial (pp. 90 y 91). 
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A juicio de este autor, para que la materia revista carácter prejudicial no 
basta la simple dependencia lógica o racional con la cuestión de fondo sino que 
es necesario que entre ambas cuestiones exista un nexo jurídico caracterizado 
por la igual naturaleza sustantiva de la materia o juicio prejudicial con la 
materia objeto del juicio principal. De esta forma, la prejudicialidad jurídica 
presupone la prejudicialidad lógica, pero no viceversa. Dicho en otros 
términos, la prejudicialidad jurídica es una especie dentro del género más 
amplio constituido por la prejudicialidad lógica, caracterizada por la igual 
naturaleza sustantiva de la materia prejudicial76. 
Conforme a lo anterior, en su opinión constituye cuestión prejudicial 
toda controversia que siendo antecedente lógico de la sentencia, esto es, siendo 
lógicamente prejudicial, tiene la misma naturaleza jurídica sustantiva que el 
objeto principal del litigio, aunque no sean susceptibles de ser objeto de un 
proceso jurisdiccional autónomo. Las cuestiones de índole procesal, por tanto, 
si bien constituyen antecedente lógico de la sentencia, no serían cuestiones 
prejudiciales en un sentido estricto77. 
Siguiendo este criterio, MENESTRINA distingue dentro de la 
prejudicialidad jurídica una amplia variedad de controversias incluyendo 
dentro de ella tanto las cuestiones relativas a relaciones jurídicas, derechos 
subjetivos y pretensiones como aquellas relativas a hechos jurídicos, en las 
cuales se incluyen los estados de derecho y, en general, cualquier 
acontecimiento susceptible de valoración jurídica, aun cuando, por sí mismas, 
no puedan ser objeto de un proceso independiente78. 
Desde esta perspectiva, atendiendo principalmente a la forma como se 
presenta un asunto prejudicial durante el curso de un proceso y los efectos con 
que debe ser decidido, para este autor la prejudicialidad puede manifestarse 
diversas formas, entrando en juego aquí la clásica distinción formulada por 
este autor entre punto, cuestión y causa prejudicial. 
                                               
76 Al efecto, señala este autor que «la pregiudicialità giuridica nasce dall’unirsi di un 
nuovo elemento alla pregiudicilità logica: e il nuovo elemento è l’eguale natura del giudizio 
pregiudiciale e del finale. Da ciò segue tutto quello che è giuridicamente pregiudiciale è tale 
anche logicamente, ma non viceversa». Cfr. MENESTRINA, FRANCESCO, La pregiudiciale nel 
processo civile, ob. cit., pp. 103. 
Para ALLORIO, ENRICO, La cosa giudicata rispetto ai terzi, ob. cit., p. 71, el concepto 
lógico de prejudicialidad al ser aplicado al proceso debe sufrir inevitablemente una limitación 
razonable. Desde este punto de vista, el concepto jurídico de prejudicialidad es técnicamente 
restringido y no genérico como el concepto lógico. 
77 Cfr. MENESTRINA, FRANCESCO, ob. cit., pp. 53 y ss. y 103 a 107. 
78 Ídem, pp. 103 a 107. 
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Siguiendo esta clasificación, por punto prejudicial se entiende aquel 
antecedente lógico a la decisión sobre el fondo pero respecto del cual no se 
plantea controversia, sea porque las partes no la han planteado, el juez lo ha 
deducido de sus alegaciones o bien porque la controversia ya ha sido resuelta 
por sentencia previa. 
Cuestión prejudicial es el punto o antecedente lógico respecto del cual 
se plantea controversia por las partes, constituyendo su único fin la fijación del 
mismo dentro del ámbito de proceso pendiente. Es decir, la cuestión en este 
caso es decidida a los solos efectos prejudiciales dentro del mismo proceso en 
que se suscita. 
Cuando un determinado punto prejudicial controvertido necesita salir 
del ámbito del proceso principal requiriendo su resolución en un proceso 
autónomo ante el mismo u otro tribunal y con eficacia de cosa juzgada, para 
este autor nos encontramos frente a la denominada causa prejudicial. En este 
caso, el proceso principal se suspende en espera de la resolución de la causa 
prejudicial79. 
Como es posible observar, con base al elemento lógico-jurídico, 
MENESTRINA pone énfasis esencialmente en las diversas formas como un 
antecedente lógico puede manifestarse durante el curso de un proceso e incide 
en el razonamiento del juez para arribar a la sentencia definitiva, incluyendo 
dentro de la noción de prejudicialidad jurídica, y con independencia de su 
autonomía, una amplia variedad de controversias. 
Dejando de lado por un momento esta amplitud del concepto de 
prejudicialidad y el tema relativo a la autonomía de la materia prejudicial 
negado por este autor, cabe destacar un doble aspecto en el que la noción de 
prejudicialidad jurídica, como elemento definitorio de la prejudicialidad, ha 
tenido relevancia. 
Por un lado, cabe hacer presente que esta clasificación entre punto, 
cuestión y causa prejudicial, seguida mayoritariamente por la doctrina italiana 
y considerada asimismo por la doctrina española, tiene su fundamento y 
sentido en el tratamiento procesal que el ordenamiento italiano da a la 
prejudicialidad y en particular el denominado accertamenti incidentali 
regulado en el art. 34 del Codice de Procedura Civile —tomado del derecho 
francés e inspirado en la doctrina de CHIOVENDA— en virtud del cual el juez 
que debe resolver un asunto prejudicial lo remite, sea por disposición de la ley 
                                               
79 Ibídem, pp. 137-150 y 151-214. 
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o solicitud de las partes, al tribunal competente para que sea resuelto con 
efecto de cosa juzgada como objeto de un proceso independiente. 
Desde esta perspectiva, la principal importancia de esta clasificación 
radica en que con base a ella y la denominada declaración de certeza incidental 
en Italia del art. 34, la doctrina italiana tradicional, con base en el estudio de 
CHIOVENDA, ha sostenido como principio fundamental y regla general el 
conocimiento incidenter tantum de todas las cuestiones o antecedentes lógicos 
a la sentencia y la reducción de la cosa juzgada, por tanto, sólo a lo dispositivo 
de fallo. La regla general, por tanto, es que las cuestiones prejudiciales son 
decididas incidenter tantum durante el curso del proceso. Sólo 
excepcionalmente, por disposición de la ley o solicitud de las partes, una 
cuestión prejudicial debe ser remitida ante el tribunal competente para ser 
decidida con efecto de cosa juzgada, caso en el cual se transforma en causa 
prejudicial80.  
Esta tesis, con todo, ha sido objeto de revisión crítica principalmente en 
razón de la dificultad que ha encontrado la doctrina italiana para la aplicación 
de esta norma y la determinación de qué tipos de asuntos pueden ser objeto de 
una demanda de declaración incidental del art. 34 del Codice de Procedura 
Civile, así como en lo relativo a la limitación de la cosa juzgada a lo 
dispositivo de fallo, cobrando importancia en esta materia la distinción 
formulada por SATTA, antes vista, entre prejudicialidad lógica y 
prejudicialidad técnica81.  
Por otra parte, la principal importancia de esta noción de prejudicialidad 
jurídica radica en que a partir de ella la doctrina mayoritaria, tanto italiana 
como española, ha descartado la consideración como cuestión prejudicial de 
las cuestiones de carácter meramente procesal. 
                                               
80 Sobre esta clasificación y el accertameni incidentali en Italia, cfr. CHIOVENDA, 
GIUSEPPE, Instituciones de Derecho procesal civil, v. I, ob. cit., pp. 431-437 y en Principios de 
Derecho procesal civil, t. II, ob. cit., pp. 727-756 y CALAMANDREI, PIERO, Instituciones de 
Derecho procesal civil, v. I, trad. de S. Sentís Melendo, Buenos Aires, Ediciones Jurídicas Europa-
América, 1962, pp. 301-303. 
81 Una revisión crítica de esta doctrina, cfr. CARNELUTTI, FRANCESCO, «In tema di 
accertamento incidentale», en Riv. Dir. Proc., v. II, 1943, pp. 17-22; MONTESANO, LUIGI, «In 
tema di accertamento incidentale e di limiti del giudicato», en Riv. Dir. Proc., v. I, 1951, p. 331 y 
ss. y «Questioni e causa pregiudiziali nella cognizione ordinaria del Codice di Procedura Civile», 
ob. cit., pp. 299-343; SATTA, SALVATORE, «Accertamento incidentale», ob. cit., pp. 243-246; 
«Accertamenti incidentali e principi generali del diritto», ob. cit.,  pp. 29 y ss.; «Nuove  riflessioni 
in tema di accertamenti incidentali», ob. cit., pp. 64 y ss. y en Manual de Derecho Procesal Civil, 
v. I, ob. cit., pp. 45-47; DENTI, VITTORIO, «Questioni pregiudiziali», pp. 676 y ss.; TARUFFO, 
MICHELE, «“Collateral estoppel” e giudicato sulle questioni», II, ob. cit., pp. 651 y RECCHIONI, 
STEFANO, Pregiudizialità processuale e dipendenza sostanziale nella cognizione ordinaria, ob. 
cit., pp. 287-373 y ss. 
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Si bien para algunos autores es posible que la cuestión prejudicial afecte 
los presupuestos de la relación jurídica procesal y de la acción82, siguiendo lo 
señalado por MENESTRINA, para un sector mayoritario de la doctrina la 
naturaleza sustantiva o material de la materia prejudicial y su conexión lógica 
con la cuestión de fondo excluye por definición las cuestiones previas o de 
carácter procesal del concepto de prejudicialidad83. 
En España, desde esta perspectiva, a juicio de GÓMEZ las cuestiones 
previas, en tanto  se refieren a los presupuestos procesales y a las condiciones 
formales de admisibilidad del procedimiento, no constituyen un presupuesto de 
la resolución sobre el fondo del asunto determinando su contenido, como 
ocurre con la prejudicialidad, sino que condicionan sólo la posibilidad del 
juicio y la sentencia como actos procesales, independientemente de su 
contenido. 
Asimismo, una segunda diferencia estriba, a su juicio, no sólo en que 
las cuestiones prejudiciales no dependen de que sean alegadas por las partes o, 
a falta de ello, por el juez, pudiendo surgir en el proceso «per se, en virtud de 
su ligazón jurídico-sustantiva con la cuestión de fondo», sino en que las 
cuestiones previas sólo pueden ser decididas durante el curso del juicio por el 
juez competente y nunca por otro juez como objeto autónomo de un proceso, 
como ocurre en las prejudiciales84. 
                                               
82 En este sentido, para CHIOVENDA, la cuestión puede afectar la relación procesal cuando 
lo que se discute es la capacidad de una parte en el pleito, el parentesco del juez con una parte, la 
nulidad de un mandato para obrar, la calidad de acreedor en la acción pauliana, etc. Se trata en estos 
casos de cuestiones relativas a relaciones sustanciales que se presentan como prejudiciales a la 
cuestión sobre existencia de una relación procesal regular. Cfr. CHIOVENDA, GIUSEPPE, Principios 
de Derecho Procesal Civil, t. II, ob. cit., pp. 740 y 741. En esta línea, como veremos enseguida, cfr. 
REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 65 . 
83 En Italia, siguiendo a Menestrina cfr. por todos MANZINI, VICENZO, Tratado de 
Derecho Procesal Penal, t. I, ob. cit., p. 342, quien distingue las cuestiones prejudiciales de las 
previas o preliminares, las que se encuentran en conexión únicamente por vía de una relación formal 
o colateral y son independientes del mérito y ALLORIO, ENRICO, La cosa giudicata rispetto ai terzi, 
ob. cit., pp. 68 y ss. 
En España, en este sentido cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Comentarios a la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, t. I, ob. cit., p. 137; SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones 
prejudiciales en el sistema procesal español, ob. cit. pp. 9-12; ORTELLS RAMOS, MANUEL, 
Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., pp. 635-636; VALBUENA GONZÁLEZ, FÉLIX, Las 
cuestiones prejudiciales en el proceso penal, ob. cit., p. 234 y GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, 
Las cuestiones prejudiciales penales en el proceso civil, ob. cit., p. 23 y 24. En la misma línea, cfr. 
el extenso análisis que efectúa AGUILERA DE PAZ, ENRIQUE, Tratado de las Cuestiones 
Prejudiciales y Previas en el procedimiento penal, ob. cit., pp. 29 y ss.  
84 Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
t. I, ob. cit., p. 137. 
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Para SENÉS, esta diferenciación resulta de utilidad a los efectos de 
evidenciar, en definitiva, las diversas consecuencias que derivan de la irregular 
constitución de la relación jurídico-procesal y de la ausencia de los 
presupuestos que condicionan la tutela jurisdiccional.  
A su juicio, es posible admitir que una cuestión prejudicial pueda 
conectarse con cuestiones relativas a la relación jurídico-procesal, pero ello no 
afecta la conceptualización genérica de las mismas como controversia surgida 
sobre una materia ligada al fondo del asunto, en tanto, finalmente, todas ellas 
toman como punto de partida la consideración retrospectiva del enjuiciamiento 
jurisdiccional y afectan al acto final que es la sentencia. Con todo, atendido su 
carácter manifiestamente excepcional, no comparte la idea de hacer doctrina 
general sobre la materia estableciendo una distinción entre cuestiones 
prejudiciales materiales, por un lado, y formales o procesales, por otro85. 
Conforme a lo expuesto, atendido su carácter esencialmente procesal y 
no sustantivo así como la imposibilidad de constituir por sí mismas objeto 
autónomo de un proceso, la generalidad de la doctrina excluye las cuestiones 
procesales o previas del concepto de prejudicialidad. 
En contra de esta postura, se manifiesta la prof. REYNAL. Partiendo de 
una noción más amplia de prejudicialidad que comprende toda controversia 
que este fuera del petitum o cuestión principal del pleito, para esta autora si 
bien entre cuestiones prejudiciales y presupuestos procesales existen 
diferencias sustanciales que impiden que estas figuras puedan ser asimiladas, 
es perfectamente posible que en el proceso civil se puedan plantear cuestiones 
relativas a aspectos procesales del proceso que puedan tener la consideración 
de prejudiciales. Ello será así en la medida que dichas cuestiones tengan 
aptitud suficiente para ser objeto de un proceso independiente y decididas con 
efecto de cosa juzgada.  
                                               
85 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal 
español, ob. cit., pp. 11-12.  
En el contexto del proceso penal, el Tribunal Supremo español ha diferenciado 
expresamente ambas instituciones, si bien, debido a la parquedad de la regulación de las cuestiones 
prejudiciales, ha sido necesario asimilarlas en su tramitación. Al efecto, en STS (Sala Segunda) de 
1 de febrero de 1973, Ponente Díaz Palos, Fernando (RJ 590/1973), ha sostenido que la cuestión 
prejudicial «(…) es esencialmente de carácter sustantivo y no procesal, supone una cuestión de 
derecho material íntimamente ligada a la cuestión penal, que debe ser resuelta, bien por la 
jurisdicción competente o por la propia punitiva, como antecedente o presupuesto del fallo penal». 
En tanto, las cuestiones previas «(…) son de naturaleza genuinamente procesal y suponen un óbice 
que no afecta, ni al sí, ni al contenido de la pretensión penal y su accesoria reparatoria, sino tan 
sólo al “iter” por el que se llega en el presupuesto del proceso a la cuestión penal de la sentencia». 
En la misma línea STS (Sala Segunda) de 25 de marzo de 1994, ponente Martínez-Pereda 
Rodríguez, José Manuel (RJ 2588/1994). 
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Si bien por regla general esta idoneidad para ser objeto autónomo de un 
proceso no concurre respecto de las cuestiones procesales, existen casos en que 
indirectamente dicho requisito sí concurre. Al efecto, pone como ejemplo el 
caso en que se suscite la falsedad  del documento en virtud del cual se acredita 
el poder del procurador en un juicio.  
En este caso, la cuestión prejudicial no versa sobre la suficiencia o 
verificación del poder del procurador pero la decisión sobre la falsedad del 
documento con el cual se pretende acreditarla afecta finalmente a este 
presupuesto procesal. A su juicio, en la medida que la falsedad del documento 
constituye una controversia que no forma parte de la cuestión principal y 
puede plantearse en un proceso penal independiente, reúne los requisitos para 
tener el carácter de prejudicial86. 
4. La autonomía de la materia prejudicial. 
El principal rasgo distintivo que la doctrina asigna a la materia 
prejudicial es su vinculación lógico- jurídica con la cuestión de fondo, 
pudiendo ser, en cuanto a su contenido, según se examinará, de similar o 
diversa naturaleza jurídico-material. 
Esto nos lleva a un cuarto elemento delimitador de la prejudicialidad 
elaborado por la doctrina consistente en que la materia sobre la que versa la 
controversia debe ser susceptible, por sí misma, de configurar el objeto de un 
proceso autónomo o independiente y ser resuelta con efecto de cosa juzgada. 
Este carácter es negado por MENESTRINA como elemento distintivo 
de la prejudicialidad. Al efecto, este autor distingue dentro de la 
prejudicialidad tanto las controversias relativas a relaciones jurídicas, derechos 
subjetivos y pretensiones como aquellas relativas a hechos jurídicos, en las 
cuales se incluyen los estados de derecho y, en general, cualquier 
acontecimiento susceptible de valoración jurídica. 
A su juicio, atendiendo a la actividad mental del sujeto que enjuicia y a 
su proximidad al concepto de prejudicialidad lógica y siendo lo determinante 
de la prejudicialidad la subsunción de un hecho en una norma jurídica 
abstracta, esta segunda categoría integra la noción de prejudicialidad aún 
cuando los hechos no sean susceptibles de generar un proceso autónomo. En 
definitiva, lo anterior dependerá, a su juicio, de que el ordenamiento admita la 
                                               
86 Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 59-
68. 
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mera declaración de hechos con relevancia jurídica y la medida en que lo 
permita cuestión87. 
Tomando como punto de partida el nexo lógico-jurídico entre materias 
como presupuesto de la prejudicialidad, un sector importante de la doctrina 
italiana se ha apartado de esta concepción sostenida por MENESTRINA 
considerando que una característica esencial de la prejudicialidad procesal y 
que la distingue de otros institutos o figuras afines, es precisamente su 
idoneidad para constituir objeto autónomo de un proceso88. 
En esta línea, a propósito de la demanda de declaración incidental y el 
examen de la eficacia con que es o debe ser decidida una cuestión prejudicial 
durante el curso de un proceso, para CHIOVENDA, tomando como referencia 
la clasificación elaborada por MENESTRINA entre punto, cuestión y causa 
prejudicial, sólo puede considerarse como cuestiones prejudiciales cuya 
decisión es realizada incidenter tantum dentro de un proceso aquellas que sean 
idóneas para ser objeto de un proceso autónomo y ser decididas en éste con 
efecto de cosa juzgada «puesto que sólo respecto a éstas puede tener 
importancia el decir que cuando estas cuestiones se presentan como 
prejudiciales en un juicio que tiene otro objeto, se resuelven sin efecto de cosa 
juzgada».  
En definitiva, para este autor, no cualquier punto prejudicial 
controvertido en un proceso es susceptible de generar una cuestión prejudicial 
ni menos aún una causa prejudicial, siendo indispensable para que ello ocurra 
que el mismo pueda constituir el objeto principal o el antecedente lógico de 
otros pleitos futuros89. 
                                               
87 Cfr. MENESTRINA, FRANCESCO, La pregiudiciale nel processo civile, ob. cit., pp. 103 
a 107. 
88 Cfr. DENTI, VITTORIO, «Questioni pregiudiziali», ob. cit., pp. 675-677, quien 
siguiendo la aportación de TARUFFO sobre la materia, ha sostenido una revisión crítica del 
concepto tradicional de prejudicialidad sosteniendo su autonomía e idoneidad para definir la 
decisión de la cuestión dependiente. En esta línea, cfr. CHIOVENDA, GIUSEPPE, Instituciones de 
Derecho procesal civil, v. I, ob. cit., pp. 421 y ss. y en Principios de Derecho Procesal Civil, t. II, 
ob. cit., pp. 733 y ss.; CARNELUTTI, FRANCESCO, «In tema di accertamento incidentale», ob. cit., 
pp. 17-22;  LIEBMAN, ENRICO TULIO, «Sulla sospensione propia ed “impropia” del proceso 
civile», en Riv. Dir. Proc., 1958, pp. 155-163; TARUFFO, MICHELE, «“Collateral estoppel” e 
giudicato sulle questioni», II, ob. cit., pp. 272 y ss.; RECCHIONI, STEFANO, Pregiudizialità 
processuale e dipendenza sostanziale nella cognizione ordinaria, ob. cit., pp. 38 y 39. 
89 Cfr. CHIOVENDA, GIUSEPPE, Instituciones de Derecho Procesal Civil, v. I, ob. cit., 
pp. 421-427 y en Principios de Derecho Procesal Civil, t. II, ob. cit., pp. 733-741. A partir de la 
idoneidad para constituir objeto de un proceso autónomo como requisito de la prejudicialidad, este 
autor realiza una revisión casuística de los casos que a su juicio constituyen supuestos de 
prejudicialidad. Desde esta perspectiva, a su juicio, por su propia naturaleza tendrán el carácter de 
prejudicial las cuestiones relativas a un estado o condición jurídica, como ocurre con el estado 
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En España, esta postura ha sido seguida, asimismo, en forma 
mayoritaria por la doctrina. Al efecto, tomando también, como referencia la 
clasificación elaborada por MENESTRINA, parte mayoritaria de los autores 
afirma el carácter autónomo de la materia prejudicial como requisito esencial 
de la prejudicialidad considerando necesario que la cuestión prejudicial en sí 
misma pueda generar, a lo menos potencialmente, un proceso jurisdiccional 
diferenciado y ser decidida con efecto de cosa juzgada90.  
En esta línea, se sostiene que si bien el planteamiento de una cuestión 
prejudicial condiciona la decisión del objeto principal, debiendo ser resuelta 
con anterioridad al mismo, la doctrina advierte que no constituye una materia 
accesoria al juicio principal, sino que tiene un carácter jurídico sustantivo y 
primario cuya decisión supedita “principaliter” o “incidenter tantum”, la 
realización y el alcance de la tutela jurisdiccional concreta91. 
En definitiva, lo relevante es que el asunto que se presenta como 
prejudicial en un proceso sea susceptible de tutela jurisdiccional y de decisión 
con efecto de cosa juzgada en otro proceso independiente.  
Desde esta perspectiva, para la doctrina, pese a la dificultad que puede 
entrañar la determinación de la idoneidad de un asunto para ser objeto 
                                                                                                                                
civil; las cuestiones relativas a la existencia de una relación jurídica compleja; la cuestión sobre la 
existencia de una relación jurídica con obligaciones a plazo; la cuestión que se plantea sobre la 
existencia de una relación jurídica condición de la principal y la cuestión relativa al a existencia de 
una relación jurídica incompatible con la principal, como ocurre en aquellos casos en que en una 
acción reivindicatoria el demandado afirma su calidad de dueño de la cosa. 
En opinión de la doctrina italiana, en esta enumeración este autor ya ponía de manifiesto 
la naturaleza esencialmente sustantiva del vínculo de prejudicialidad al incluir en ella la existencia 
de relaciones condicionantes. Cfr. RECCHIONI, STEFANO, ob. cit., p. 63. 
90 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal 
español, ob. cit., pp. 22 y 23. En la misma línea cfr. SÁNCHEZ DE LA PARRA Y SEPTIÉN, 
PEDRO, Las cuestiones prejudiciales en el orden jurisdiccional penal, civil, contencioso y social, 
ob. cit., pp. 5 y ss.; GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, t. I, ob. cit., pp. 136 y ss.; ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con 
AA.VV), ob. cit., p. 635; DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS y DIEZ-PICAZO JIMÉNEZ, 
IGNACIO, Derecho Procesal Civil, ob. cit., p. 543; GIMENO SENDRA, VICENTE, Derecho 
Procesal Penal, ob. cit., p. 193; MONTERO AROCA, JUAN, El nuevo proceso civil (Ley 1/2000), 
(con GÓMEZ COLOMER, JUAN LUIS; MONTÓN REDONDO, ALBERTO y BARONA VILAR, 
SILVIA), Valencia, Tirant lo Blanch, 2001, p. 243; GARBERÍ LLOBREGAT, JOSÉ, «De las 
cuestiones prejudiciales» en Los procesos civiles. Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil 
(con AA.VV.), t. I, ob. cit., p. 250 y 251; GONZÁLEZ MONTES, JOSÉ LUIS, Instituciones de 
Derecho Procesal. Parte general, t. I, Granada, Ediciones Tat, 1989, p. 159; MARÍN PAGEO, 
ENCARNACIÓN, «La prejudicialidad civil en el proceso civil declarativo», ob. cit., pp. 52-54; 
MUÑOZ ROJAS, TOMÁS, «Perfiles de la prejudicialidad y de otros institutos procesales afines», 
ob. cit., p. 63 y ss.; VALBUENA GONZÁLEZ, FÉLIX, Las cuestiones prejudiciales en el proceso 
penal, ob. cit., pp. 250 y ss. y REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, 
ob. cit., pp. 49-71. 
91 Cfr. MUÑOZ ROJAS, TOMÁS, ob. cit., p. 63. 
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autónomo de un proceso, se trata de un requisito que ha sido mayormente 
adoptado por el propio legislador español al regular las cuestiones 
prejudiciales y que resulta fundamental no sólo para reducir la excesiva 
amplitud, que de otra forma, tendría este fenómeno, sino también para 
determinar cuándo una cuestión que es decidida incidenter tantum dentro del 
proceso tiene carácter prejudicial92.  
Conforme a lo expuesto, para parte mayoritaria de los autores el 
carácter potencialmente autónomo de la materia prejudicial constituye un 
requisito esencial y definitorio de la prejudicialidad a partir del cual se extraen 
una serie de consecuencias: 
1. En primer lugar, la exigencia de este requisito permite excluir del 
concepto de prejudicialidad la simple aplicación de conceptos o definiciones 
contenidos en normas jurídicas de otras ramas del derecho que permiten 
determinar el contenido de otra norma, los que nunca podrán revestir dicho 
carácter, pues, por sí mismos, no pueden constituir el objeto de un proceso 
independiente.  
Para la doctrina, así ocurre, por ejemplo, con la determinación de si una 
cosa es mueble o inmueble; divisible o indivisible; comerciable o 
incomerciable, etc.; o la determinación de la mayoría de edad de un sujeto o el 
carácter mercantil o civil de una sociedad, etc., no constituyen una cuestión 
prejudicial en tanto su decisión, por regla general, no puede ser objeto de un 
proceso declarativo autónomo o independiente.  
                                               
92 Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, ob. cit., pp. 50-52. Siguiendo este criterio, para esta 
autora «No es suficiente con que la cuestión prejudicial no configure la cuestión principal del 
proceso, sino que, además, es necesario que, por sí misma, tenga entidad suficiente para ser 
susceptible de una declaración jurisdiccional independiente, es decir, pueda ser resulta con eficacia 
de cosa juzgada». Esto significa a su juicio que es necesario «que la integren elementos jurídicos 
que sean cuestionables y que por sí mismos puedan dirimirse con la eficacia mencionada en un 
litigio civil, penal, administrativo o laboral, así como también en un proceso constitucional y ante 
un tribunal internacional (…). Por consiguiente, la determinación de lo que puede llegar a ser 
cuestión prejudicial pasa por establecer aquellos elementos que despliegan cosa juzgada en cada 
uno de los ámbitos mencionados, puesto que, precisamente los aspectos que en estas sedes puedan 
desprender la eficacia mencionada son los que planteados en un proceso civil sin formar parte de 
la cuestión principal pueden constituir una cuestión prejudicial». 
En esta línea, Cfr. MARÍN PAGEO, ENCARNACIÓN, ob. cit., pp. 52-53. Para esta autora 
«si una cuestión de carácter sustantivo no puede ser objeto de un juicio autónomo, si nunca puede 
ser enjuiciada por un órgano jurisdiccional con el carácter de principal, siempre la resolución que 
se dicte sobre ella será incidenter tantum. Nunca podrá tener efecto de cosa juzgada». En su 
concepto es «útil denominar a una cuestión que puede ser objeto de un juicio autónomo como 
prejudicial, ya que indica que pudiendo gozar de efectos de cosa juzgada, si es resulta por el Juez 
que está conociendo del asunto principal, su resolución solamente tiene efectos incidenter tantum. 
En cambio, la cuestión que no es susceptible de ser objeto de un proceso independiente carece de 
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Se trata en definitiva de meros puntos prejudiciales cuyo sentido y 
alcance el juez debe verificar, con aplicación de las normas sustantivas que 
corresponda, en forma previa a la decisión del asunto principal93. 
2. En segundo lugar, este criterio de la autonomía de la materia prejudicial 
permite excluir del concepto de prejudicialidad la simple determinación de 
hechos jurídicos introducidos por las partes como fundamento de sus 
pretensiones o defensas. 
En palabras de CHIOVENDA, salvo casos excepcionales, como ocurre 
en Italia con la declaración de falsedad de un documento, «los hechos 
jurídicos, que tienen importancia sólo en cuanto sirven a la formación y a la 
aplicación de una voluntad de ley, son declarados por el juez como premisa del 
silogismo que conduce a la declaración de esta voluntad; y por sí solos no 
pueden ser objeto principal de una declaración»94.  
En definitiva, la cuestión forma parte de un principio de carácter 
general conforme al cual los hechos, por sí mismos,  o dicho en otros términos,  
la determinación de su existencia o inexistencia, no puede ser objeto de un 
proceso autónomo o independiente sino en la medida que formen parte del 
contenido fáctico o presupuesto de hecho de una norma jurídica que debe ser 
probado en el proceso a efectos de que el juez pueda anudar las consecuencias 
jurídicas previstas por la misma. 
En esta línea, para la doctrina española, a propósito de la acción civil ex 
delicto y la vinculación del juez civil a la sentencia penal, ha sostenido que  
por «sí mismos, los hechos no son objeto de pronunciamiento judicial; no 
existe en nuestro ordenamiento procesal una pretensión mero declarativa de la 
existencia o inexistencia de hechos. Aún menos en el contexto del proceso 
penal que no puede entenderse preordenado a formular meras declaraciones ya 
de hechos, de derechos o situaciones jurídicas, sino a determinar si procede 
aplicar o no el ius puniendi estatal». Desde esta perspectiva, en la medida que 
«sólo puede pasar en eficacia de cosa juzgada aquello que por sí mismo puede 
constituir un objeto procesal autónomo (…) la declaración de existencia o no 
                                                                                                                                
sentido calificarla como prejudicial. Siempre por fuerza, su resolución, será con efectos para el 
caso concreto». 
93 Cfr. CHIOVENDA, GIUSEPPE, Instituciones de Derecho Procesal Civil, v. I, ob. cit., 
pp. 422 y 423 y en Principios de Derecho Procesal Civil, t. II, ob. cit., pp. 734 y 735. En esta 
línea, cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, t. I, 
ob. cit., p. 142; ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., p. 
636; REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 58 y 59. 
94 Cfr. CHIOVENDA, GIUSEPPE, Instituciones, v. I, ob. cit., pp. 422. 
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de los hechos (…) sólo adquirirán el valor de cosa juzgada en la medida que se 
integren en una situación jurídica o de derecho»95. 
Para REYNAL, por su parte, no obstante las similitudes que puede 
existir entre la prejudicialidad y la cuestión relativa a la existencia de los 
hechos introducidos por las partes en el juicio, ambas no pueden ser asimiladas 
en tanto como regla general, los hechos por sí mismos no pueden «ser objeto 
de un proceso y, consiguientemente, tampoco es susceptible de desplegar 
eficacia de cosa juzgada».  
Con todo, a su juicio se trata de figuras que «se sirven la una de la otra» 
en la medida que el problema que supone la cuestión prejudicial se encuentra 
«delimitado y fundamentado en una base fáctica. Sin embargo, estos hechos no 
son propiamente la cuestión prejudicial entendida como  thema decidendi que 
puede desencadenar un proceso independiente. Simplemente configuran el 
objeto con referencia al cual se suscita el tema prejudicial»96. 
Siguiendo lo anterior, y salvo que la ley establezca una norma en 
contrario, en la medida que la declaración de existencia o inexistencia de un 
hecho no puede ser objeto de un proceso autónomo, la simple determinación 
de un hecho jurídico cuya verificación previa resulta necesaria durante el curso 
de un proceso no constituye una cuestión prejudicial.  
Cuestión diferente es si el hecho en sí mismo está siendo conocido al 
mismo tiempo por dos tribunales distintos, caso en el cual existe un factor de 
conexión o nexo de hecho entre ambos procesos que puede dar lugar a la 
suspensión o la acumulación de procesos, pero no constituye una cuestión 
prejudicial97. 
Desde esta perspectiva, para la doctrina italiana lo anterior se explica de 
mejor forma teniendo presente el carácter jurídico y no meramente fáctico que 
supone nexo de prejudicialidad. 
                                               
95 Cfr. JUAN SÁNCHEZ, RICARDO, La responsabilidad civil en el proceso penal, ob. cit., 
pp. 442 y 443. 
96 Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., p. 71 
y 72. 
97 Así ocurre «cuando durante el curso de un proceso civil aparece algún hecho en el cual 
puede sospecharse un delito (…). Aquí se tiene un hecho que no podría por sí solo constituir 
objeto principal de un juicio civil; pero puesto que puede tener importancia en otro juicio (penal) y 
la ley no encuentra inconveniente a que este hecho sea objeto de dos juicios distintos, obliga al 
juez civil a detenerse en este punto de sus razonamientos». Cfr. CHIOVENDA, GIUSEPPE, Ídem, p. 
422. 
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Atendiendo a la noción de prejudicialidad sustancial o prejudicialidad-
dependencia, esta exclusión resulta del todo lógica en la medida que para este 
sector la prejudicialidad supone siempre un nexo jurídico entre derechos o 
relaciones jurídicas y no meramente fáctico, cuya explicación se encuentra en 
la estructura misma de las normas jurídicas. 
Así, en los términos señalados por ALLORIO, cuando una norma 
jurídica toma como supuesto de hecho para su aplicación la existencia de 
hechos materiales que constituyen el supuesto de hecho de otra, se esta en 
presencia de un nexo fáctico entre relaciones. Dicho nexo se traduce en el 
plano procesal en la existencia de elementos de hecho comunes o coincidentes 
entre dos o más procesos que da lugar al fenómeno de la conexión de causas y 
cuya solución se resuelve por los ordenamientos esencialmente a través del 
mecanismo de la acumulación de procesos, pero no constituye un fenómeno de 
prejudicialidad. 
La prejudicialidad, en cambio, supone siempre la existencia de un nexo 
jurídico entre relaciones jurídicas regladas por el derecho sustantivo donde lo 
tomado en consideración como supuesto de hecho de la norma no son unos 
hechos materiales sino determinados efectos jurídicos a los cuales se anudan 
otros efectos98. 
Conforme a lo expuesto, sea que se atienda al carácter sustantivo del 
vínculo de prejudicialidad o a la autonomía de la materia prejudicial, para la 
doctrina la simple determinación o verificación previa de la existencia o 
inexistencia de hechos materiales durante el curso de un proceso queda fuera 
del concepto de prejudicialidad. En caso que los mismos hechos estén siendo 
conocidos por tribunales diferentes, existe un nexo fáctico que puede 
determinar la suspensión o acumulación del proceso, pero no puede hablarse 
de prejudicialidad. 
Esto es lo que ocurre esencialmente en los casos de acción civil 
derivada del hecho punible. En estos casos, por razones de conveniencia o de 
economía procesal, cada ordenamiento puede estimar más ventajoso o no que 
la determinación del hecho en sí misma sea realizada bajo la técnica del 
proceso penal estableciendo la vinculación del juez civil  a dicha declaración. 
                                               
98 Cfr. ALLORIO, ENRICO, La cosa giudicata rispetto ai terzi, ob. cit., pp. 69-72. En esta 
línea, cfr. RECCHIONI, STEFANO, ob. cit., p. 10, 118-129 y 129-168; SATTA, SALVATORE, 
Manual de Derecho procesal civil, v. I, ob. cit., pp. 44-47 y «Accertamento incidentale», ob. cit., 
pp. 243 y ss.; PROTO PISANI, ANDREA, Lezioni di Diritto processuale civile, ob. cit., p. 353. 
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En definitiva, como examinaremos con detalle más adelante, este tema 
dice relación con la forma como un asunto o cuestión prejudicial pasa a 
integrar el objeto del proceso y su relación y diferencias con los hechos en que 
las partes fundan sus pretensiones y defensas. 
3. Estrechamente relacionado con lo anterior, una tercera cuestión que se 
deriva del carácter autónomo de la materia prejudicial es la concerniente a las 
cuestiones de derecho y la determinación de si una controversia de este tipo 
puede considerarse o no como cuestión prejudicial. 
En principio, al igual que ocurre con los hechos materiales, la discusión 
sobre la validez, aplicación o interpretación de una norma jurídica no puede 
considerarse dentro del concepto de prejudicialidad en tanto, por regla general, 
una declaración de esa naturaleza  no puede ser objeto de un proceso autónomo 
o independiente. 
Con todo, para la doctrina existen dos casos específicos de 
prejudicialidad que harían excepción a esta regla, constituyendo, asimismo un 
claro supuesto de prejudicialidad homogénea que puede suscitarse en el 
proceso civil.  
Se trata de los procesos constitucionales en los que se discute acerca de 
la constitucionalidad de una determinada norma jurídica que debe ser aplicada 
por un juez a un caso concreto y los supuestos de prejudicialidad Comunitaria 
que los jueces nacionales pueden promover ente el TJUE a fin de que resuelva 
sobre la validez o interpretación de una norma comunitaria. 
La particularidad de estos supuestos consiste en que el antecedente 
lógico-jurídico que debe ser resuelto en forma previa y que condiciona el 
contenido de la decisión sobre el objeto principal no es una cuestión fáctica 
relativa a la decisión sobre una determinada relación, derecho o situación 
jurídica sino la constitucionalidad, validez o interpretación de una determinada 
norma jurídica aplicable a un caso concreto, la que constituye, precisamente, el 
objeto procesal de un proceso autónomo o diferenciado. 
En España, el fundamento de estas cuestiones se encuentra en la propia 
Constitución Española, formando parte del sistema de control de 
constitucionalidad de las normas internas y supranacionales. 
La prejudicialidad constitucional, regulada en los arts. 163 CE, 35 
LOTC y 5.2 LOPJ, es aquella que debe ser planteada por los tribunales 
ordinarios ante el Tribunal Constitucional, cuando estimen que una 
determinada norma jurídica con rango de ley, aplicable al caso y de cuya 
validez dependa el fallo, adolece de un vicio de constitucionalidad. 
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El principal rasgo distintivo de esta cuestión es su carácter homogéneo 
respecto de la cuestión que es objeto del proceso y su devolutividad absoluta, 
pues siempre deberá ser resuelta por el TC. El pronunciamiento del Tribunal 
Constitucional es vinculante para el juez que conoce del objeto principal, quién 
no podrá desconocer, en su sentencia, la constitucionalidad de la norma, en 
caso que el TC haya declarado su conformidad con la Constitución, o bien, no 
podrá aplicarla, en caso que se haya estimado la inconstitucionalidad99. 
La cuestión prejudicial sobre Derecho Comunitario Europeo, por su 
parte, prevista en el art. 267 TFUE, es aquella propuesta por el juez español 
ante el TJUE (o el Tribunal de Primera Instancia, en algunos supuestos), 
cuando con ocasión del conocimiento de un proceso, cuestiona la validez o 
interpretación de una norma comunitaria cuya aplicación condiciona el 
contenido del pronunciamiento. Al igual que en el caso anterior, el 
pronunciamiento del TJUE vinculará al juez, el que deberá ceñirse a la 
interpretación efectuada o no aplicar la norma declarada nula100. 
En ambos casos, la principal característica de este tipo de cuestiones  
dice relación con la especialidad del objeto sobre el que versa la materia 
prejudicial: la validez o interpretación de una determinada norma jurídica 
desde el punto de vista de su constitucionalidad o adecuación al derecho 
comunitario. En consecuencia, tanto el TC como el TJUE, tienen prohibida 
toda valoración, fijación y pronunciamiento acerca de los hechos que integran 
el objeto procesal en el cual se suscita la cuestión.  
                                               
99 Sobre la cuestión de inconstitucionalidad en España cfr. LÓPEZ ULLA, JUAN MANUEL, 
La cuestión de inconstitucionalidad en el derecho español, Madrid, Marcial Pons, 2000; 
BALAGUE CALLEJÓN, MARÍA LUISA, El recurso de inconstitucionalidad, Madrid, Centro de 
Estudios Políticos y Constitucionales, 2001; CORZO SOSA, EDGAR, La cuestión de 
inconstitucionalidad, Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 1998. 
100 Un extenso estudio sobre esta materia puede consultarse en JIMENO BULNES, MAR, 
La cuestión prejudicial del artículo 177 TCE, Madrid, Tecnos, 1996 y VILLAGÓMEZ 
CEBRIÁN, MARCO, La cuestión prejudicial en el derecho comunitario europeo, Madrid, Tecnos, 
1994. 
En Italia, sobre la materia cfr. BIAVATI, PAOLO, Accertamento dei fatti e tecniche 
probatorie nel processo comunitario, Milano, 1992 y «La Corte di giustizia delle Comunità 
europee e le questioni pregiudiziali in materia di giustizia e sicurezza: verso un modello 
alternativo?», en CARPI, F. y LUPOI, M.A (DIRS.), Essays on transnational and comparative 
civil procedure, Torino, 2001; BRIGUGLIO, A., Pregiudiziale comunitaria e processo civile, 
Padova, 1996 y I limiti soggettivi e oggettivi dell’obbligo di rinvio pregiudiziale comunitario, en 
Int’l Lis, 2003, nº 3-4, p. 119 ss.; TRISORIO LIUZZI, G., Processo civile italiano e rinvio 
pregiudiziale alla Corte di giustizia della Comunità europea, in Riv. Dir. Proc., 2003, p. 727 ss.; 
SANTA MARIA, A., Il rinvio pregiudiziale nella nuova disciplina a seguito del trattato di Nizza, 
en Dir. comm. internaz., 2003, p. 367 ss.; GORI, P., L'efficacia "ultra partes" delle decisioni 
pregiudiziali nel diritto comunitario, in Giur. it., 1963, IV, c. 92 ss. y MASTROIANNI, Rinvio 
pregiudiziale e sospensione del processo civile: la Cassazione è “più realista del re” ?, en Dir. 
Un. eur., 2000, p. 91 ss. 
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Para la doctrina española, principalmente en razón de la autonomía con 
que tienen lugar el proceso constitucional o comunitario en el que se ventila 
este tipo de asuntos, tanto la cuestión de constitucionalidad como las 
cuestiones prejudiciales comunitarias entran dentro del concepto de 
prejudicialidad. 
En esta línea, para MARÍN si bien estas cuestiones, ab initio, no pueden 
dar lugar a procesos autónomos «el proceso que tiene lugar para su 
conocimiento, acontece, si cabe, con mayor autonomía respecto del proceso 
principal que en muchos otros supuestos». En su opinión «verdaderamente, 
aunque no tienen autonomía inicial, bien puede decirse que su autonomía es 
mayor que la de las prejudiciales»101. 
En la misma línea, para otros autores estos supuestos son expresivos de 
la autonomía potencial de ambos objetos prejudiciales102, siendo posible 
distinguir o hablar en razón de ello de cuestiones prejudiciales de hecho y 
cuestiones prejudiciales de derecho103. 
Por nuestra parte, según se ha planteado al inicio de este trabajo y 
justificaremos al dar nuestro concepto de prejudicialidad, hemos excluido el 
examen de estas cuestiones del objeto de nuestra investigación, razón por la 
cual no nos extenderemos en el estudio de la mismas.  
La razón de esta exclusión, sin embargo, no sólo se debe a una 
necesidad de acotar el objeto de nuestro estudio sino por cuanto, en nuestro 
concepto y a diferencia de lo que en general sostiene la doctrina, en razón de 
                                               
101 Cfr. MARÍN PAGEO, ENCARNACIÓN, «La prejudicialidad civil en el proceso civil 
declarativo», ob. cit., pp. 53 y 54 y cita nº 18. A su juicio, este tipo de cuestiones presenta mayor 
autonomía que las propias prejudiciales por cuanto «al proceso constitucional iniciado a través de 
la cuestión de inconstitucionalidad, en nada afectan las vicisitudes del proceso principal, en 
cambio, de las cuestiones prejudiciales civiles en el proceso penal cuando son conocidas por el 
Juez penal, a efectos solo de la represión, nunca se ha dudado de su carácter de prejudiciales y, en 
cambio, pueden verse afectadas por el sobreseimiento de dicho proceso». 
102 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal 
español, ob. cit., p. 23. 
103 Cfr. GARBERÍ LLOBREGAT, JOSÉ, «De las cuestiones prejudiciales» en Los 
procesos civiles. Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil (con AA.VV.), t. I, ob. cit., p. 632. 
En esta línea, sosteniendo el carácter prejudicial de este tipo de cuestiones, cfr. por todos, 
ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., pp. 644-647; 
REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 25 y 52; GÓMEZ 
COLOMER, JUAN LUIS, Derecho Jurisdiccional II. Proceso civil, (con MONTERO AROCA, 
JUAN; MONTÓN REDONDO, ALBERTO y BARONA VILAR, SILVIA), Valencia, Tirant lo Blanch, 
2009, pp. 37 y 38 y DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS y DIEZ-PICAZO JIMÉNEZ, IGNACIO, 
Derecho Procesal Civil, ob. cit., pp. 551-556. Para estos últimos autores, la cuestión de 
inconstitucionalidad «es una verdadera cuestión prejudicial, puesto que, una vez planteada en la 
forma que se dirá, el Juzgado o Tribunal suspende el fallo hasta que recaiga la sentencia del TC» 
(p. 552). 
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fundamento y finalidad que persigue este tipo de cuestiones, la prejudicialidad 
constitucional y comunitaria no caben dentro de la noción de lo que 
entendemos por prejudicialidad. 
4. Finalmente, queda por destacar una última cuestión a que da lugar el 
tema de la autonomía de la materia prejudicial — y a la que nos referiremos al 
examinar la prejudicialidad con relación al objeto del proceso— y que dice 
relación con la discusión que existe en doctrina sobre si la integración de la 
materia prejudicial en el objeto del proceso, supone una concurrencia o 
pluralidad de objetos procesales o bien se trata de un objeto procesal único, 
integrado por elementos heterogéneos. 
Al respecto, sólo adelantaremos por el momento que, a diferencia de lo 
que ocurre con los supuestos de conexión de la acción penal con la civil 
derivada del hecho punible, para un sector de la doctrina el carácter 
potencialmente autónomo de la materia prejudicial no conlleva la existencia de 
una pluralidad de objetos procesales104. Para otro sector, en cambio, se trataría 
de una pluralidad de pretensiones105. 
La distinción reviste gran importancia no sólo a los efectos de 
esclarecer los elementos identificadores del objeto prejudicial, sino que 
también respecto de la eficacia de su resolución y la posible extensión de los 
efectos de la cosa juzgada106. 
5. Carácter controvertido de la materia prejudicial. 
Partiendo de la clasificación formulada por MENESTRINA entre 
punto, cuestión y causa prejudicial, la doctrina agrega un nuevo requisito a la 
materia prejudicial, esencialmente vinculado con su carácter autónomo. 
Dicho requisito, consiste en la necesidad de que la cuestión que se 
suscita en el proceso y de cuya resolución depende la decisión sobre el objeto 
del proceso, tenga el carácter de controvertida. 
En este sentido,  a juicio de ORTELLS  para que una cuestión o tema 
adquiera el carácter de prejudicial «es necesario que las partes hagan de los 
                                               
104 En esta línea, cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, La conexión en el proceso 
penal, Pamplona, Ediciones Universidad de Navarra, 1972, p. 209 y CORTÉS DOMÍNGUEZ, 
VALENTÍN, Derecho Procesal Civil. Parte general (con MORENO CATENA, VÍCTOR), ob. cit., 
pp. 147 y 148. 
105 En este sentido, cfr. FENECH NAVARRO, MIGUEL, «Estudio sistemático de las 
llamadas cuestiones prejudiciales», ob. cit. p. 5. 
106 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal 
español, ob. cit., pp. 24 y 25. 
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mismos tema controvertido en el proceso cuya sentencia condicionan o que el 
tribunal los considere dudosos. En caso contrario, estos es, si no existe 
controversia o duda «no hay cuestión prejudicial, sino simple tema o punto 
prejudicial, al que se atenderá en la resolución sobre el objeto del proceso»107. 
En la misma línea, para SENÉS la propia denominación de «cuestión» 
prejudicial exige que algún elemento normativo —precisamente el 
prejudicial— resulte controvertido en el proceso. De no ser así, el tribunal 
partirá de dichos hechos como cuestión indiscutible. 
Partiendo de esta base, resulta, a su juicio, relevante distinguir la 
ubicación temporal de dicha controversia, pues procesalmente no es 
indiferente que la materia prejudicial hubiera sido cuestionada en el pasado, 
que lo sea actualmente o, incluso, que se plantee judicialmente con 
posterioridad a la resolución del proceso108. 
Estas hipótesis, que la autora califica como controversia pretérita, actual 
y futura de la materia prejudicial, dan cuenta de una de las mayores 
problemáticas que presenta la prejudicialidad como es, por un lado, la 
vinculación entre pronunciamientos dictados por tribunales pertenecientes a 
órdenes jurisdiccionales diversos y la posible extensión de los efectos de la 
cosa juzgada material y, de otro, la posibilidad de pronunciamientos 
contradictorios y los medios existentes para evitarlos o corregirlos. 
6. Heterogeneidad v/s homogeneidad de la materia prejudicial. 
La literatura científica recurre a un sexto criterio definitorio de la 
materia prejudicial en virtud del cual se atiende a la naturaleza homogénea o 
heterogénea de la cuestión prejudicial respecto de la principal. 
El tema pasa por dilucidar si la diversa naturaleza de la materia 
prejudicial y del objeto del proceso define la cuestión prejudicial, 
constituyendo un elemento distintivo de ésta o, por el contrario, es indiferente 
cuál sea el sector del ordenamiento jurídico que regula su contenido. 
Sobre el punto, no existe consenso en la literatura científica. En España, 
probablemente en atención  a que hasta la publicación de la LECiv 2000 el 
ordenamiento español no contenía una previsión general de supuestos de 
prejudicialidad homogénea109, para una parte importante de la doctrina 
                                               
107 Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, ob. cit., p. 636. 
108 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, ob. cit., pp. 26 y ss. 
109 Sólo era posible mencionar algunos supuestos específicos de prejudicialidad 
homogénea en el ámbito civil, como el contenido a propósito del juicio ejecutivo, en el art. 13 de 
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española la prejudicialidad constituye esencialmente un fenómeno de conexión 
entre materias jurídicamente heterogéneas110. 
A juicio de GÓMEZ, este fenómeno se presenta cuando el legislador, a 
los efectos de la aplicación de la ley sustantiva en el respectivo proceso, sea 
este civil, penal, administrativo o laboral, ha tenido en cuenta relaciones 
jurídicas pertenecientes a otras ramas del derecho, cuya resolución en forma 
previa, es imprescindible para el otorgamiento de la tutela jurídica 
concretamente solicitada. De este modo, lo característico es que su contenido 
esté regulado por un ordenamiento jurídico distinto del que regula el asunto 
principal, de suerte que de plantearse aisladamente, su decisión competería a 
un juez o a un órgano diferente111. 
De esta forma, para este sector doctrinario las cuestiones que siendo 
antecedentes lógico jurídico del asunto principal, versan, sin embargo, sobre 
una materia o relación jurídica de igual naturaleza al objeto del proceso, no 
tienen carácter prejudicial. 
Particularmente en lo que respecta al proceso civil, se considera que en 
un proceso de esta naturaleza no puede surgir una verdadera cuestión 
prejudicial civil, pues cuando para decidir sobre una pretensión debe decidirse 
antes de modo lógico sobre otra cuestión civil, ello no ofrece problemas, pues 
el tribunal tendrá competencia para ello. En este caso, no se trata de una 
                                                                                                                                
la Ley de Represión de la Usura de 1908, en virtud del cual se establece la suspensión del juicio 
después de verificado el embargo, por el ejercicio de la acción de nulidad del préstamo y para el 
proceso declarativo, en el art. 4 de la Ley del Registro Civil de 1957 relativo a la inexactitud de un 
asiento. Sobre este último supuesto, Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el 
proceso civil, ob. cit., pp. 307-315. 
La LECrim, por su parte, se refiere únicamente en su art. 3, a las cuestiones prejudiciales 
civiles y administrativas, lo que ha llevó a sostener la improcedencia absoluta de cuestiones 
homogéneas en el ámbito penal, las que son resueltas, en general, a través de las normas sobre 
concurso de acciones. Al efecto, el Tribunal Constitucional ha considerado que al no contemplar la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal supuestos de prejudicialidad homogénea, la resolución del juez 
penal que motivadamente rechace la suspensión del proceso en razón de no apreciar la 
concurrencia de un supuesto de prejudicialidad legalmente previsto no incurre en infracción 
constitucional. Cfr. STC 176/1991, 19 septiembre, FJ 4°. 
110 En este sentido cfr. AGUILERA DE PAZ, ENRIQUE, Tratado de las Cuestiones 
Prejudiciales y Previas en el procedimiento penal, ob. cit., pp. 30 y ss.; GÓMEZ ORBANEJA, 
EMILIO, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, t. I, ob. cit., pp. 136 y ss.; SENÉS 
MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal español, ob. cit., pp. 19 
y ss.; GONZÁLEZ GRANDA, PIEDAD, «De las cuestiones prejudiciales», en Comentarios a la 
Nueva Ley de Enjuiciamiento Civil (con AA.VV.), t. I, ob. cit., p. 518; VALBUENA GONZÁLEZ, 
FÉLIX, Las cuestiones prejudiciales en el proceso penal, ob. cit., pp. 244 y ss.; GÓMEZ 
COLOMER, JUAN LUIS, El Nuevo Proceso Civil (con AA.VV.), ob. cit., p. 132 y en Derecho 
Jurisdiccional II. Proceso civil, ob. cit., pp. 34 y 35.nEn Italia, cfr. por todos MANZINI, VICENZO, 
Tratado de Derecho Procesal Penal, t. I., ob. cit., p. 340. 
111 Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, t. I, ob. cit., p. 136. 
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cuestión prejudicial propiamente tal, sino de cuestiones incidentales relativas 
al objeto del proceso, que da lugar a un incidente112. 
En esta línea, para SENÉS, la conceptualización de las cuestiones 
prejudiciales homogéneas supone la yuxtaposición de éstas con las cuestiones 
incidentales. A su juicio, aún cuando se admitiera su existencia como categoría 
jurídica diferenciada de los incidentes, habría que admitir que su planteamiento 
sólo resultaría problemático cuando, por razón de la materia o de la persona, la 
cuestión deba ser resueltas por un juez o tribunal diverso del mismo orden 
jurisdiccional113, es decir, cuando su decisión corresponde a la competencia de 
otro tribunal. 
Con todo, teniendo en consideración que a la época de publicación de 
esta monografía se encontraba aún en vigencia la Ley de Enjuiciamiento Civil 
de 1881, por lo que no existía regulación legal de este supuesto, esta autora 
reconoce la realidad jurídica atinente a la pendencia simultánea de procesos de 
igual naturaleza ligados entre sí por un vínculo prejudicial, siendo partidaria, 
en estos casos, por la regulación de una causa legal de suspensión114. 
En definitiva, para este sector doctrinario, las cuestiones homogéneas 
son esencialmente asimiladas a las cuestiones incidentales en razón de su 
afinidad y la dificultad que ofrecen a los efectos de distinguirlas claramente 
entre sí, en tanto ambas han de tener una relación directa, próxima y 
condicionante con el contenido propio y principal del proceso en el que se 
promuevan o susciten y por consiguiente con el de la sentencia que en éste se 
dicte115. 
Para otro sector de la doctrina española, por el contrario, el carácter 
homogéneo o heterogéneo de la materia prejudicial, si bien puede condicionar 
su tratamiento, no altera la naturaleza prejudicial de la cuestión116. Desde esta 
                                               
112 Cfr. GÓMEZ COLOMER, JUAN LUIS, El Nuevo Proceso Civil (con AA.VV.), ob. cit., 
p. 132 y en Derecho Jurisdiccional II. Proceso civil, ob. cit., pp. 34 y 35. 
113 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal 
español, ob. cit., p. 21. En la misma línea,  MUÑOZ ROJAS, TOMÁS, «Anotaciones en torno a la 
cosa juzgada penal», en RDPI, Nº 4, 1970, p. 867. En el mismo sentido respecto del proceso penal 
VALBUENA GONZÁLEZ, FÉLIX, Las cuestiones prejudiciales en el proceso penal, ob. cit., pp. 
244 y ss. 
114 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, ob. cit., p. 21. 
115 Cfr. MUÑOZ ROJAS, TOMÁS, «Perfiles de la prejudicialidad y de otros institutos 
procesales afines», p. 61. 
116 Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., p. 
636, para quien prueba de ello es precisamente la regulación expresa que el art. 43 de la LECiv 
2000 ha dado a las cuestiones homogéneas en el proceso civil.  
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perspectiva, para REYNAL, en la medida que la cuestión que se suscita en el 
proceso pueda decidirse con efecto de cosa juzgada como objeto de un proceso 
autónomo, la igual o diversa naturaleza jurisdiccional del tema o materia a que 
se refiere la cuestión resulta irrelevante117. 
En opinión de este sector, la ausencia de regulación de la 
prejudicialidad homogénea bajo la ley anterior no implica que estas cuestiones 
no existieran o no se plantearan en la práctica118. Lo que ocurría bajo la 
vigencia de la LECiv de 1881 es que ésta más allá de no prever supuestos de 
prejudicialidad homogénea en sentido estricto, lo que no regulaba era la 
suspensión del proceso civil en estos supuestos. De esta forma, los supuestos 
de prejudicialidad homogénea que podían suscitarse seguían la suerte de las 
cuestiones incidentales en su tramitación o bien, finalmente, eran solucionados 
de acuerdo al mecanismo de la acumulación, en los casos en que fuera 
legalmente procedente119. 
                                                                                                                                
En el mismo sentido GIMENO SENDRA, VICENTE, Derecho Procesal Penal, ob. cit., p. 
196; GONZÁLEZ MONTES, JOSÉ LUIS, «Distinción entre la cosa juzgada y otros efectos de la 
sentencia», ob. cit., p. 130 y en Instituciones de derecho procesal. Parte General, t. I, p. 161; 
MARÍN PAGEO, ENCARNACIÓN, «La prejudicialidad civil en el proceso civil declarativo», ob. 
cit., pp. 61 y ss.; DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, Objeto del proceso y cosa juzgada en el 
proceso civil, Navarra, Aranzadi, 2005, p. 86; REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en 
el proceso civil, ob. cit., pp. 76-79. 
En esta línea, GUASP, JAIME, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil, v. I, ob. cit., 
pp. 957 y 958, distingue entre cuestiones prejudiciales de jurisdicción, entendiendo por tales 
aquellas de naturaleza distinta de lo civil cuya resolución es necesaria para la decisión del asunto y 
las cuestiones prejudiciales de competencia, las cuales no tienen diversa naturaleza jurisdiccional. 
Por su parte, PRIETO CASTRO Y FERRÁNDIZ, LEONARDO, Tratado de Derecho 
procesal Civil: Proceso declarativo. Proceso de Ejecución, t. II, Pamplona, Aranzadi, 1985, p. 
359, incluyendo esta materia dentro de las cuestiones incidentales, distingue entre cuestiones 
prejudiciales excluyentes heterogéneas, cuya resolución corresponde a un tribunal de distinto 
orden jurisdiccional y las cuestiones homogéneas que se presentan en el proceso civil para ser 
resueltas por el mismo tribunal. Respecto de éstas últimas sólo tienen el carácter de prejudiciales 
en sentido estricto, las cuestiones incidentales de previo pronunciamiento. 
117 Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, ob. cit., pp. 76 y 77. 
118 Cfr. GONZÁLEZ MONTES, «Distinción entre la cosa juzgada y otros efectos de la 
sentencia», ob. cit., p. 161. 
119 Durante la vigencia de la LECiv 1881, según señala la doctrina, entre las cuestiones 
incidentales en sentido amplio, entendidas como aquellas que son alegadas mediante excepciones 
y no requieren de un pronunciamiento separado y específico y las cuestiones incidentales en 
sentido estricto, cuya resolución requiere un procedimiento, aunque sea incidental, podían 
perfectamente presentarse cuestiones prejudiciales de carácter civil que, siendo antecedente lógico 
necesario de la sentencia, fueran susceptibles de ser objeto de un juicio autónomo.  
Ejemplo de lo anterior, es la cuestión incidental en sentido amplio que versa sobre un 
hecho impeditivo de la acción ejercitada. El problema surgía en la medida que dicho hecho 
alegado como excepción y resuelto incidenter tantum por el tribunal, podía oponerse también 
como fundamento de la acción reconvencional. Incoado un proceso posterior en el que la acción se 
funda en el mismo hecho alegado como excepción, la resolución podía ser contradictoria o diversa 
a aquella que conoció el hecho como excepción. De esta forma, los supuestos de prejudicialidad 
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Bajo este contexto, en opinión de la doctrina, la publicación de la 
LECiv 2000, no sólo vino a reconocer la realidad de la prejudicialidad 
homogénea y la posible pendencia de procesos civiles unidos por un vínculo 
prejudicial, sino que además, mediante una regulación que pudiera «parecer 
excesivamente audaz, permite la suspensión del proceso que se considere 
afectado prejudicialmente, cumpliéndose los requisitos legales»120. 
Para ORTELLS, la especialidad que presenta este tipo de 
prejudicialidad en el proceso civil, conforme a la nueva regulación, consiste en 
que, además de la suspensión, la ley contempla otros instrumentos a los efectos 
obtener la resolución de la materia prejudicial, evitando de este modo, el 
inconveniente de la contradicción de pronunciamientos. De esta forma, la 
cuestión prejudicial puede ser planteada en el proceso civil 1º) por 
acumulación por parte del actor en la demanda, de la materia prejudicial; 2º) 
por reconvención del demandado; 3º) por acumulación de los procesos 
iniciados en forma separada; 4º) finalmente, en caso que no se cumplan los 
requisitos de la acumulación, mediante la solicitud de suspensión del proceso, 
en espera de la decisión sobre la materia prejudicial121. 
Partiendo de lo expuesto precedentemente, en la actualidad en España, 
a lo menos en lo que respecta al proceso civil, cuya regulación tiene carácter 
supletorio, la controversia antes señalada acerca de la prejudicialidad 
homogénea ha perdido, en gran medida su vigencia. En definitiva, el legislador 
ha venido a ratificar que la materia prejudicial, en tanto antecedente lógico-
                                                                                                                                
homogénea que podían suscitarse seguían la suerte de las cuestiones incidentales en su tramitación 
o bien, finalmente, eran solucionados de acuerdo al mecanismo de la acumulación, en los casos en 
que fuera legalmente procedente. Cfr. MARÍN PAGEO, ENCARNACIÓN, «La prejudicialidad civil 
en el proceso civil declarativo», ob. cit., pp. 61 y ss. 
120 Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, Objeto del proceso y cosa juzgada en el 
proceso civil, ob. cit., p. 86. 
Sobre la materia, cabe destacar que la LECiv 2000, recogiendo el planteamiento 
formulado por los PROFESORES DE DERECHO PROCESAL, Corrección y actualización de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, t. I, Madrid, Tecnos, 1972, pp. 214 y 215, reguló expresamente, y por 
primera vez, tanto la prejudicialidad civil en el proceso civil, estableciendo la posibilidad de 
suspensión del mismo en caso de que no proceda la acumulación de procesos o uno de los 
procesos se encuentra próximo a su terminación (art. 43), así como los demás supuestos de 
prejudicialidad no penal que puedan suscitarse en un proceso de esta naturaleza (art. 42), los que 
en el ordenamiento español corresponden a asuntos correspondientes a los órdenes jurisdiccionales 
contencioso-administrativo y social. 
Con esto se vino a suplir uno de los principales vacíos de la LECiv de 1881, que no 
preveía en absoluto la posibilidad de prejudicialidad administrativa o social en el proceso civil y se 
da soporte legal, al regular la prejudicialidad civil, a la discutida naturaleza de la prejudicialidad 
homogénea. 
121 Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., p. 
643. 
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jurídico necesario del pronunciamiento jurisdiccional, cuyo contenido 
condiciona, no pierde su carácter en función de la igual o diversa naturaleza 
respecto de la cuestión de fondo, independientemente de que la ley establezca 
un determinado tratamiento, estableciendo o no la suspensión del proceso en 
que ella se suscita122. 
De otro lado, se considera que la nueva regulación, al dar un trato 
diferenciado a la prejudicialidad de las cuestiones incidentales, pone de relieve 
la relación de dependencia o de subsidiaridad de la materia prejudicial con la 
cuestión de fondo, en contraste con el carácter meramente complementario de 
las cuestiones incidentales123. 
No obstante lo anterior, según veremos al examinar los problemas que 
suscita la prejudicialidad en función de su naturaleza, pese al reconocimiento 
expreso que la LECiv 2000 ha dado a la prejudicialidad homogénea, parte de 
la doctrina sigue sosteniendo la incompatibilidad de la prejudicialidad 
homogénea como categoría independiente de las cuestiones incidentales 
reguladas en los arts. 387 y ss. LECiv 2000. 
7. Eficacia de la prejudicialidad. Prejudicialidad, cosa juzgada y 
eficacia indirecta o refleja de la sentencia. 
Finalmente, un último elemento a tener en consideración a los efectos 
de la determinación del concepto y configuración de la prejudicialidad dice 
relación con la forma como este instituto se relaciona en general con la cosa 
juzgada y su efecto positivo o prejudicial y en particular, con sus límites tanto 
objetivos como subjetivos. 
Como se ha dicho, parte mayoritaria de la doctrina inserta el estudio de 
este instituto con relación al objeto del proceso civil y la importancia que la 
prejudicialidad tiene tanto con relación a la labor mental del juez cuando 
durante el curso se presenta un antecedente lógico-jurídico que condiciona la 
decisión del asunto principal, así como en la determinación del contenido y 
                                               
122 En esta línea, la doctrina entiende que al recoger la nueva LECiv 2000 en su art. 43 los 
supuesto de prejudicialidad civil en el proceso civil, «se ha dado un paso adelante en el 
reconocimiento de la prejudicialidad homogénea». Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, La 
prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., p. 78. En su opinión, la circunstancia de que 
normalmente este tipo de cuestiones sean resueltas por el mismo tribunal que conoce del asunto no 
les quita el carácter de prejudicial en tanto ello tiene que ver con los sistemas de resolución de las 
cuestiones prejudiciales pero «no es un elemento a tener en cuenta en la configuración de la 
prejudicialidad».  
123 Cfr. GARBERÍ LLOBREGAT, JOSÉ, «De las cuestiones prejudiciales» en Los 
procesos civiles. Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil (con AA.VV.), t. I, ob. cit., p. 634. 
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límites del objeto del proceso, y por tanto de la cosa juzgada, y su eficacia 
vinculante respecto de procesos posteriores124. 
En lo que respecta a los límites objetivos del proceso, un punto esencial 
en el estudio de esta materia pasa por determinar, por un lado, la eficacia con 
que es o debe ser decidida una cuestión prejudicial planteada durante el curso 
del proceso, esto es, si la decisión de la cuestión queda cubierta por la cosa 
juzgada de la sentencia que resuelve el asunto principal cuyo contenido 
condiciona o por el contrario, ésta es decidida incidenter tantum, es decir, a los 
sólo efectos de la decisión del asunto objeto del proceso y por tanto, sin 
carácter vinculante respecto de un proceso posterior. 
Principalmente en razón del derecho de defensa y del control del objeto 
del proceso por las partes, la tendencia general en los ordenamientos regidos 
por el sistema europeo continental ha sido la de restringir la eficacia de la cosa 
juzgada a la parte dispositiva de la sentencia, negando dicho efecto a los 
pronunciamientos meramente lógicos o prejudiciales que se realizan en forma 
previa a efectos de decidir el asunto de fondo.  
El problema principal que suscita esta opción legislativa, como veremos 
más adelante, es que el mismo asunto prejudicial, en tanto sólo fue resuelto de 
manera instrumental o de paso a los efectos de poder decidir el asunto 
principal, puede volver a ser discutido posteriormente, pero ahora como objeto 
de un proceso principal o autónomo, pudiendo existir contradicción entre las 
resoluciones  judiciales que se pronuncian sobre el mismo. Esta situación, ha 
dado lugar a no pocos problemas en razón de lo cual la doctrina ha venido 
sosteniendo, para ciertos supuestos de prejudicialidad y siempre con resguardo 
del derecho de defensa de las partes, la necesidad de revisión de esta regla. 
                                               
124 Cfr. por todos, MENESTRINA, FRANCESCO, La pregiudiciale nel processo civile, ob. 
cit., pp. 100 y ss.; CHIOVENDA, GIUSEPPE, Principios de Derecho Procesal Civil, t. II, ob. cit., 
pp. 727 y 741; CARNELUTTI, FRANCESCO, «In tema di accertamento incidentale», ob. cit., pp. 
17-22; DENTI, VITTORIO, «Questioni pregiudiziali», pp. 676 y ss.; MENCHINI, SERGIO, I limiti 
oggettivi del giudicato civile, ob. cit., pp. 87 y ss.; MONTESANO, LUIGI, «Questioni e cause 
pregiudiziali nella cognizione ordinaria del Codice di Procedura Civile», ob. cit., pp. 299-343; 
SATTA, SALVATORE, «Accertamento incidentale» ob. cit., pp. 243 y ss. y en Manual de Derecho 
Procesal Civil, v. I, ob. cit., pp. 45-47; PROTO PISANI, ANDREA, «Note problematiche e no sui 
limiti oggettivi del giudicato», ob. cit., pp. 446 y ss., y en Lezioni di Diritto processuale civile, ob. 
cit., pp. 353-393; TARUFFO, MICHELE, «“Collateral estoppel” e giudicato sulle questioni», II, ob. 
cit., pp. 272; RECCHIONI, STEFANO, Pregiudizialità processuale e dipendenza sostanziale nella 
cognizione ordinaria, ob. cit., pp. 117 y ss.; SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones 
prejudiciales en el sistema procesal español, ob. cit., pp. 43 y 44; GIMENO SENDRA, VICENTE, 
Derecho Procesal Penal, ob. cit., pp. 193 y ss.; DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS y DIEZ-
PICAZO JIMÉNEZ, IGNACIO, Derecho Procesal Civil, ob. cit., p. 542 y CORTÉS DOMÍNGUEZ, 
VALENTÍN, Derecho Procesal Civil. Parte general (con MORENO CATENA, VÍCTOR), ob. cit., 
pp. 147 y 148. 
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Fuera de lo anterior, un punto central en el que la doctrina ha centrado 
su examen dice relación con la eficacia o efecto vinculante de la sentencia que 
decide un asunto que se suscita como prejudicial en un proceso diverso y la 
naturaleza, forma y límites con que dicha eficacia opera respecto de dicho 
proceso, particularmente cuando las partes que han intervenido son diferentes 
o bien se trata de procesos de naturaleza diversa. 
El punto de partida de la cuestión tiene que ver precisamente con la 
constatación del carácter esencialmente material que subyace tras la aparición 
de un nexo de prejudicialidad-dependencia en el marco de un proceso civil el 
cual, para un sector importante de la doctrina, responde fundamentalmente a la 
existencia de interconexión o vínculos jurídicos entre las diversas materias, 
instituciones o relaciones jurídicas reguladas por las distintas ramas del 
ordenamiento jurídico o bien tiene que ver con los casos en que la sentencia 
judicial es tomada como supuesto de hecho de la norma jurídica, y cuya 
explicación se encuentra en la estructura misma de las normas jurídicas125. 
Siguiendo lo anterior, fuera de la importancia que la presencia y 
tratamiento de un vínculo de esta  naturaleza supone en el iter lógico que debe 
realizar el juez en su razonamiento para arribar a la decisión sobre el fondo, en 
el plano procesal, la prejudicialidad se conecta precisamente con el tema 
fundamental relativo a la eficacia que tiene o debiera tener la sentencia que 
decide, entre partes, sobre una materia o relación jurídica condicionante 
respecto de un proceso—sea de igual o diversa naturaleza y entre las mismas 
                                               
125 Como se ha examinado, la base de esta noción de la prejudicialidad dependencia, 
seguida en la actualidad por un amplio sector de la doctrina italiana, se encuentra en la 
construcción realizada por ALLORIO para justificar el efecto reflejo de la cosa juzgada frente a 
terceros, si bien esta noción ya estaba presente en la doctrina de CHIOVENDA quien, a partir del 
examen de la idoneidad de la cuestión para constituir objeto de un proceso autónomo como 
requisito de la prejudicialidad, realiza una revisión casuística de los casos que a su juicio 
constituyen supuestos de prejudicialidad dentro de los cuales incluye la existencia de relaciones 
jurídicas condicionadas. Cfr. CHIOVENDA, GIUSEPPE, Instituciones de Derecho procesal civil, v. 
I, ob. cit., pp. 421-427 y en Principios de Derecho Procesal Civil, t. II, ob. cit., pp. 733-741.  
Para ALLORIO, teniendo presente que las relaciones jurídicas regladas por el derecho 
sustantivo no tienen vida independiente ni aislada sino que, por el contrario, entre ellas existen 
interferencias, conexiones o nexos diversos, la prejudicialidad constituye un nexo jurídico entre 
relaciones jurídicas cuya explicación se encuentra en la propia estructura y la forma como 
funciona una norma jurídica. Cfr. ALLORIO, ENRICO, La cosa giudicata rispetto ai terzi, ob. cit., 
pp. 69-72, quien basó su teoría principalmente en la doctrina alemana y el pensamiento de Betti y 
Carnelutti, a quienes dedica la obra. En esta línea doctrinaria, cfr. por todos, MENCHINI, SERGIO, 
I limiti oggettivi del giudicato civile, ob. cit.,  pp. 140 y ss.; DENTI, Vittorio, «Questioni 
pregiudiziali», ob. cit., pp. 676 y ss.; PROTO PISANI, ANDREA, «Note problematiche e no sui 
limiti oggettivi del giudicato», ob. cit., pp. 446 y ss., y en Lezioni di Diritto processuale civile, ob. 
cit., pp. 353-393; RECCHIONI, STEFANO, Pregiudizialità processuale e dipendenza sostanziale 
nella cognizione ordinaria, ob. cit., pp. 3 y ss. y ZUCCONI GALLI FONSECA, ELENA, 
Pregiudizialità’ e rinvio, ob. cit., p. 1 y ss. 
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partes o terceros— que tenga por objeto una materia o relación jurídica 
dependiente o condicionada y donde lo que está en juego, en definitiva, es la 
coherencia de los pronunciamientos que se dicten sobre materias 
prejudicialmente conexas126. 
Siendo evidente así, la estrecha relación que existe entre la 
prejudicialidad y la cosa juzgada material, particularmente en su aspecto 
positivo o prejudicial, la doctrina procesal ha venido evidenciando cómo, en 
razón de su carácter esencialmente sustantivo o material, la presencia de un 
vínculo de prejudicialidad en el proceso genera unas consecuencias o efectos 
que sólo reciben tratamiento parcial a través del instituto de la cosa juzgada y 
su eficacia directa respecto de las partes, constituyendo un fenómeno conexo, 
pero más amplio y diverso y que, por tanto, no puede ser asimilado 
completamente con ella ni sus límites. 
Conforme a ello, la doctrina, si bien de manera indirecta en algunos 
casos,  ha venido relacionando e identificando el tema de la prejudicialidad 
sustancial con la denominada eficacia indirecta o refleja de la sentencia así 
como con la vinculación entre sentencias dictadas por órdenes jurisdiccionales 
diversos. Sin adentrarnos en detalle en un debate de suyo complejo y que 
excedería con creces el objeto de nuestro estudio, lo que nos interesa poner de 
relieve es la estrecha relación e importancia de este debate en la configuración 
y límites de la prejudicialidad. 
Como es sabido, la cuestión relativa a la autoridad o eficacia de la cosa 
juzgada o de la sentencia judicial respecto de terceros es un tema que ha sido 
objeto de arduo debate por la doctrina científica en orden a justificar e 
identificar la naturaleza y la extensión de dichos efectos como una cuestión 
inherente y propia de la cosa juzgada material que emana de la sentencia como 
acto jurisdiccional que pone fin al proceso o bien como una cuestión diferente 
a ella. 
En términos muy simplificados, el eje de la discusión doctrinaria sobre 
esta materia ha girado en torno a la suficiencia o insuficiencia de la cosa 
juzgada material, particularmente en su aspecto positivo, como instituto idóneo 
o adecuado para explicar en su totalidad los diversos efectos y la repercusión 
                                               
126 Cfr. ALLORIO, ENRICO, ob. cit., pp. 73-112. En opinión de este autor, la existencia de 
un vínculo de prejudicialidad sustancial o prejudicialidad-dependencia entre relaciones jurídicas es 
precisamente lo que lleva a afirmar la necesidad —por una razón de coherencia— de dar eficacia a 
la decisión de la cuestión prejudicial respecto de la relación condicionada y lo que justifica, 
asimismo, la influencia que una sentencia dictada entre partes puede tener respecto de un tercero 
cuando éste es titular de una relación jurídica dependiente. 
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prejudicial que puede tener una sentencia judicial tanto respecto de las partes 
como en la esfera jurídica de terceros que no han intervenido en el proceso. 
Sobre la materia, entran en juego aquí las conocidas teorías y 
aportaciones científicas —elaboradas principalmente por la doctrina 
alemana127 y seguidas mayormente, si bien con diversos matices y según el 
prisma de las teorías materiales o procesales de la cosa juzgada vigentes, por la 
doctrina italiana y española—en torno a la posibilidad y necesidad o no de 
diferenciar entre autoridad y eficacia de la sentencia y la distinción entre los 
denominados efectos internos, o directos que ésta está llamada a desplegar 
cuando opera como acto jurídico —dentro de los cuales estarían la cosa 
juzgada material y los efectos declarativos, constitutivos y de condena— de 
aquellos externos, indirectos o accesorios, reflejos o colaterales respecto de 
terceros. 
Pues bien, en este último caso, dicha eficacia indirecta o refleja se 
verifica, para algunos autores, cuando la sentencia judicial es considerada por 
la norma sustantiva como supuesto de hecho al cual anuda ciertas 
consecuencias jurídicas o bien —para otros— en la existencia de un vínculo de 
prejudicialidad-dependencia128, y se caracteriza, en lo esencial, por su carácter 
                                               
127 Como es sabido, el tema de la eficacia refleja de la sentencia y la sentencia como 
hecho jurídico tiene su origen en la doctrina alemana en la obra de JHERING, RUDOLF, 
Gesammelte Aufsätze aus den Jahrbüchern für die Dogmatik des heutigen römischen und 
deutschen Privatrechts, v. 2, Aalen Scientia, 1961, pp. 79 y ss., relativa a la eficacia refleja de los 
actos jurídicos, la cual fue adaptada y desarrollada fundamentalmente en el plano procesal por 
WACH, ADOLF, Manual de derecho procesal civil, trad. de T. A. Banzha, v. II, Buenos Aires, 
Ediciones Jurídicas Europa- América, 1977, pp. 418-429 y seguida en forma mayoritaria por 
autores como ROSENBERG, LEO, Tratado de derecho procesal civil, trad. de A. Romera Vera, t. 
II, Buenos Aires, Ediciones Jurídicas Europa- América, 1955, pp. 444 y ss. y GOLDSCHMIDT, 
JAMES, Derecho Procesal civil, trad. de L. Prieto-Castro, Barcelona, Labor, 1936, pp. 395 y ss. 
128 Cfr. ALLORIO, ENRICO, ídem, pp. 69-74 y 113. Si bien la doctrina italiana atiende 
esencialmente a la consideración de la sentencia como hecho jurídico para justificar este efecto, 
para ALLORIO —sin negar esta consideración de la sentencia como hecho pero tampoco sin 
hacerse cargo de ella— la eficacia refleja encuentra su fundamento en la existencia de un nexo 
jurídico de prejudicialidad-dependencia o de subordinación entre la relación jurídica que se discute 
en un proceso con aquella de la que es titular un tercero que no ha sido parte del proceso, nexo que 
deriva de la propia regulación establecida por el derecho sustantivo.  
En su opinión, atendido que el nexo de prejudicialidad sustancial puede existir o 
establecerse no sólo entre relaciones entre las mismas partes sino también entre relaciones 
jurídicas subjetivas diferentes, la relación dependiente puede verse afectada por una relación 
prejudicial aun cuando los sujetos de ambas no coincidan. Esto es lo que explica que la cosa 
juzgada entre partes pueda beneficiar o perjudicar a terceros, lo que ocurre porque el tercero es 
titular de una relación dependiente. 
Desde esta perspectiva, la existencia de un vínculo de prejudicialidad sustancial o 
prejudicialidad-dependencia entre relaciones jurídicas es precisamente lo que lleva a afirmar la 
necesidad —por una razón de coherencia— de dar eficacia a la decisión de la cuestión prejudicial 
respecto de la relación condicionada y lo que justifica, asimismo, la influencia que una sentencia 
dictada entre partes puede tener respecto de un tercero cuando éste es titular de una relación 
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involuntario y automático, en tanto tienen su causa inmediata en la propia 
regulación y estructura de las normas jurídicas sustantivas, y la ausencia o la 
no aplicación de los límites tanto objetivos como subjetivos que rigen la cosa 
juzgada.  
Los matices entre las diversas posturas que aceptan la eficacia refleja, 
como es sabido, giran en lo esencial en torno al fundamento y naturaleza de 
dicha eficacia, considerándola en algunos casos, como un efecto reflejo o de 
extensión de la cosa juzgada respecto de terceros, y en otros, como un efecto 
de la sentencia diverso de la cosa juzgada129. 
                                                                                                                                
jurídica dependiente de la debatida en juicio, influencia que a juicio de este autor es un efecto 
reflejo de la cosa juzgada que emana de la sentencia.  
Conforme a ello, para este autor el único principio que rige el ámbito de la eficacia de la 
sentencia frente a terceros y que es capaz de explicar de forma sistemática los fenómenos que ella 
produce es el principio de la prejudicialidad, el que constituiría la explicación normal de la 
autoridad o eficacia refleja de la cosa juzgada frente a terceros (pp. 113). 
129 En Italia, el primer y principal exponente de esta teoría fue CALAMANDREI, PIERO, 
«Appunti sulla sentenza come fatto giuridico», en Riv. Dir. Proc. Civ., IX, 1932, I, pp. 15 y ss. 
quien, distinguiendo entre efectos internos y externos de la sentencia, profundiza en la 
consideración de la sentencia como hecho jurídico y los efectos externos o colaterales que ella 
produce cuando es tomada por la ley como supuesto de hecho de la norma de la cual se derivan las 
consecuencias jurídicas buscadas por ésta.  
Cabe destacar, con todo, la diversa recepción que tuvo esta teoría en el resto de la 
doctrina italiana la que, inicialmente, no aceptó la consideración de la sentencia como hecho 
jurídico como fundamento de la misma e incluso negó la existencia de dicha eficacia como una 
categoría diferenciada. Entre los autores que negaron tanto la existencia de dicha eficacia como su 
fundamento en la consideración de la sentencia como hecho jurídico, cfr. SATTA, SALVATORE, 
«Gli effetti secondari de la sentenza», en Riv. Dir. Proc. Civ., XI, I, 1934, pp. 251-272, en 
particular, pp. 255-258. 
En otros casos, la doctrina aceptó la existencia de la eficacia refleja pero con diferencias 
tanto en su fundamento como en cuanto a su naturaleza según la teoría material o procesal seguida 
respecto de la cosa juzgada. Sin duda, la principal obra que destaca en esta materia es la de 
LIEBMAN, ENRICO TULIO, Efficacia ed autorità della sentenza (ed altri scritti sulla cosa 
giudicata), Milano, Giuffrè, 1983, pp. 99 y ss. y en Tratado de Derecho procesal Civil, ob. cit., pp. 
587 y ss. y su clásica distinción entre autoridad y eficacia de la sentencia que explicaría los efectos 
reflejos de la sentencia, si bien de carácter accesorio o secundario, como algo diverso de la cosa 
juzgada. 
En contra de esta posición, junto a la críticas formulada por la doctrina a la teoría de 
LIEBMAN hoy mayormente superadas (cfr. CARNELUTTI, FRANCESCO, «Efficacia, autorità e 
inmutabilità della sentenza», en Riv. Dir. Proc. Civ., XIII, 1935, pp. 205-214), en general para los 
seguidores de la teoría material de la cosa juzgada la eficacia refleja es considerada como un caso 
de extensión de la cosa juzgada respecto de terceros o bien como un efecto reflejo de la misma, 
entendiendo que la distinción de estos efectos de la sentencia como algo distinto de la cosa juzgada 
obedece simplemente a la necesidad de salvar los problemas que generan las teorías procesales de 
la cosa juzgada y la limitación de su autoridad sólo a las partes. Entre estas posturas, destaca la 
propia posición sostenida por ALLORIO para quien la eficacia refleja es un efecto propio de la cosa 
juzgada y no de la sentencia, cuyo fundamento se encuentra en la existencia de un vínculo o nexo 
de prejudicialidad entre las relaciones sustantivas. En otros términos, para este autor, en supuestos 
de prejudicialidad, la cosa juzgada de la sentencia no se extiende de forma directa respecto de 
terceros sino que produce efectos reflejos e indirectos en la medida que la sentencia, al regular la 
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En España, en línea similar —si bien, asimismo, con diversos matices 
en cuanto a su naturaleza—, la doctrina ha aceptado mayormente la teoría de la 
eficacia refleja de la sentencia, atendiendo para ello principalmente a la 
distinción de los efectos directos que produce la sentencia judicial como acto, 
de los indirectos, colaterales o reflejos que produce como hecho jurídico130. 
Desde esta perspectiva, la extensión a terceros de la eficacia refleja de 
la sentencia131, para algunos, o de la cosa juzgada132, según otros, se explica en 
razón de la propia estructura de las normas jurídicas, las que en ciertas 
ocasiones toman en consideración la sentencia como supuesto de hecho de la 
norma al cual anudan determinadas consecuencias jurídicas o la convierten en 
presupuesto de una relación jurídica133, situación que, a juicio de la doctrina 
más reciente, se presenta precisamente cuando existe un vínculo o nexo de 
                                                                                                                                
relación entre las partes,  influye sobre la relación de la que es titular el tercero. Cfr. ALLORIO, 
ENRICO, La cosa giudicata rispetto ai terzi, ob. cit., pp. 69-74 y 107-112.  
En la actualidad, la doctrina italiana, fundamentalmente por influencia de la teoría de 
LIEBMAN, acepta mayormente la existencia de esta eficacia respecto de terceros como un efecto 
diverso de la cosa juzgada material y cuyo fundamento se encuentra esencialmente en el carácter 
dependiente o condicionado de la relación jurídica de la que el tercero es titular.  Cfr. por todos 
PROTO PISANI, ANDREA, «Appunti sui rapporti tra i limiti soggettivi di efficacia della sentenza 
civile e la garanzia costituzionale del diritto di difesa», en Riv. Dir. Proc. Civ., 1971, pp. 1217-
1266 y en Opposizione di terzo ordinaria, Napoli, Casa Editrice Dott. Eugenio Jovene, 1965, pp. 
77 y ss. y CARPI, FEDERICO, L’efficacia ‘ultra partes’ della sentenza civile, Milano, Giuffrè, 
1974, pp. 230 y ss.  
Sobre las diversas posturas y evolución de la doctrina alemana, italiana y española en esta 
materia, cfr. ampliamente ROSENDE VILLAR, CECILIA, «Eficacia directa y refleja de la 
sentencia», ob. cit., pp. 439-480. 
130 Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Derecho Procesal Civil (con HERCE 
QUEMADA, Vicente), v. I, ob. cit., pp. 455 y ss. y en Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, t. II, v. I, ob. cit., pp. 633-635 y 670.; GUASP DELGADO, JAIME, Comentarios a la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, v. I, ob. cit., p. 925 y ss.; FONT SERRA, EDUARDO, «La oposición de 
tercero a la cosa juzgada», ob. cit., pp. 117-137; GONZÁLEZ MONTES, JOSÉ LUIS, «Distinción 
entre la cosa juzgada y otros efectos de la sentencia», ob. cit., p. 133 y ss.; ORTELLS RAMOS, 
MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV.), ob. cit., pp. 448 y 449; ROSENDE VILLAR, 
CECILIA, «Eficacia directa y refleja de la sentencia», ob. cit., pp. 439-480 y GRANDE SEARA, 
PABLO, La extensión subjetiva de la cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., pp. 26, 56-64 y 96-
103. 
131 Cfr. FONT SERRA, EDUARDO, ob. cit., pp. 117-126; ROSENDE VILLAR, CECILIA, 
ob. cit., pp. 439-480; GRANDE SEARA, PABLO, ob. cit., pp. 26, 56-64 y 96-103 y ORTELLS 
RAMOS, MANUEL, ob. cit., pp. 448 y 449. Para este último autor, con todo «hablar en estos casos 
de efectos de la sentencia, aunque se les adjetive de secundarios, induce a confusión. En realidad 
estos efectos no derivan de la sentencia, sino de la norma jurídica de cuyo supuesto de hecho la 
sentencia forma parte, como único elemento o concurriendo con otros elementos» (p. 449). 
132 Para otros autores, estos efectos son propios de la cosa juzgada positiva o prejudicial. 
Cfr. SERRA DOMÍNGUEZ, MANUEL, «Comentarios al art. 1252 del CC», ob. cit., pp. 756 y 757. 
En la misma línea, considerando esta eficacia como un efecto inherente de la cosa juzgada, cfr. 
MONTERO AROCA, JUAN, El nuevo proceso civil (Ley 1/2000), (con AA.VV), ob. cit., p. 95 . 
133 Cfr. ROSENDE VILLAR, CECILIA, «Eficacia directa y refleja de la sentencia», ob. 
cit., pp. 453. 
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prejudicialidad sustantiva o prejudicialidad-dependencia entre las relaciones 
jurídicas discutidas en el proceso134. 
Asimismo, para otros autores, esta consideración de la sentencia 
judicial como hecho jurídico es lo que justifica o explica, la vinculación entre 
sentencias dictadas por órdenes jurisdiccionales diversos como una cuestión 
distinta de la cosa juzgada material135. 
                                               
134 En esta línea, Cfr. ROSENDE VILLAR, CECILIA, ob. cit., pp. 451 y ss., y GRANDE 
SEARA, PABLO, La extensión subjetiva de la cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., pp. 26, 56-
64 y 96-103.  
Estos dos autores, profundizando sobre la naturaleza y fundamento de dicha eficacia, 
sostienen como fundamento o explicación de la consideración de la sentencia judicial como hecho 
jurídico y sus efectos reflejos en la existencia de nexo de prejudicialidad entre relaciones jurídicas 
regladas por el derecho sustantivo.  
Para Rosende, la eficacia refleja de la sentencia afecta a un tercero cuando «la relación 
jurídica decidida en el proceso ajeno es prejudicial de su propia relación-jurídica dependiente de 
aquella; en otras palabras, la sentencia es un hecho jurídico presupuesto de su derecho —u 
obligación—, de modo que despliega para el tercero una eficacia refleja. Es pues, en todo caso, la 
sentencia dictada entre las partes en cuanto hecho jurídico, y no la autoridad de cosa juzgada, lo 
que tiene eficacia frente a terceros, salvo los supuestos legalmente consagrados de extensión de 
aquella» (pp. 451-452). Por su parte, para Grande, la eficacia refleja tiene como fundamento la 
existencia de un vínculo prejudicialidad o dependencia, caracterizado por la conexión sustantiva 
entre las diversas relaciones o situaciones jurídicas regladas por el derecho. Dichos efectos 
indirectos se producen en el plano procesal cuando los efectos jurídico-materiales directos de una 
sentencia que decide sobre una relación prejudicial, esto es, sus efectos declarativos, constitutivos 
o de condena, forman parte del supuesto de hecho de la norma que rige la relación dependiente 
«tomándolos como hechos constitutivos, modificativos o extintivos, y extrayendo de ellos ciertas 
consecuencias jurídicas para los titulares de la relación jurídica que es objeto de regulación, hayan 
sido parte en aquel proceso o hayan sido terceros» (pp. 50 y 60). 
135 Debido a la parquedad y ambigüedad con que este tema es regulado por el 
ordenamiento positivo español y la negación que, tradicionalmente, se ha sostenido de la 
existencia de un efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada penal, el tema de los efectos de la 
sentencia penal en el proceso civil y viceversa ha sido objeto de un arduo debate por la doctrina 
española principalmente en torno a la naturaleza de dicha vinculación. 
Sobre la materia, ha sido principalmente GÓMEZ ORBANEJA, quien ha sostenido la 
consideración de la sentencia judicial como hecho jurídico como fundamento o explicación no sólo 
de la eficacia refleja de la sentencia respecto de terceros sino que la ha llevado también al campo 
de la prejudicialidad como explicación de la vinculación entre sentencias dictadas por órdenes 
jurisdiccionales diversos y la eficacia prejudicial que la sentencia penal o civil pueden tener 
respecto de un proceso pendiente  de diversa naturaleza como un efecto distinto de la cosa juzgada.  
Al efecto, sostiene que una sentencia penal puede considerarse  prejudicial respecto del 
fallo civil cuando una norma legal toma como supuesto de un determinado efecto civil no el hecho 
punible en sí mismo, sino la condena contenida en la sentencia, caso en el cual la sentencia  penal 
es tomada por el ordenamiento jurídico privado como hecho. Asimismo, dentro de estos supuestos 
se presenta también el problema de la vinculación cuando la norma civil toma en consideración no 
la condena misma sino la calificación jurídico penal de un hecho como delito.  A su juicio, en 
estos casos la vinculación del juez civil al pronunciamiento penal no es un efecto de la cosa 
juzgada sino que la consecuencia de haberse verificado el supuesto de hecho contemplado por la 
norma civil Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, «Eficacia de la sentencia penal en el proceso 
civil», ob. cit., p. 212 y en Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, t. II, v. I, ob. cit., pp. 
633-635 y 670. 
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Conforme a lo expuesto, si bien la doctrina española no ha integrado el 
carácter material del nexo de prejudicialidad en los términos y con la 
sistematicidad que plantea la doctrina italiana, a partir de la consideración de la 
prejudicialidad jurídica antes examinada y principalmente del estudio de la 
eficacia refleja de la sentencia y la consideración de la sentencia judicial como 
hecho jurídico, ha puesto de relieve las particulares consecuencias que el 
origen y carácter esencialmente sustantivo del nexo de prejudicialidad produce 
en el proceso no sólo como antecedente lógico que debe ser resuelto por el 
juez en forma previa, sino particularmente en lo relativo a la eficacia de la 
sentencia que decide un asunto que se suscita como prejudicial en otro 
proceso. 
Con los matices antes vistos, en definitiva la doctrina pone la 
prejudicialidad como eje central y fundamento de la denominada eficacia 
refleja de la sentencia frente a terceros y su fuerza vinculante respecto de 
procesos de naturaleza diversa como algo, que si bien no siempre es 
incompatible, va más allá de la cosa juzgada material de la sentencia y sus 
límites. 
Como consecuencia de lo anterior, los autores realizan una clara 
distinción entre la prejudicialidad —y la eficacia refleja a que ella da lugar 
como efecto de la sentencia que decide respecto de relaciones jurídicas 
dependientes o condicionadas— respecto de la eficacia positiva o prejudicial 
de la cosa juzgada material y sus límites, los que no serían aplicables136.  
                                                                                                                                
En sentido inverso, este vínculo de prejudicialidad se presenta también en el proceso 
penal cuando la norma penal toma en consideración para definir el delito o como condición del 
mismo una determinada relación jurídica de derecho privado, como puede ser a determinación de 
la propiedad sobre un bien, una relación de parentesco, etc. Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, 
«Eficacia de la sentencia penal en el proceso civil», ob. cit., p. 208. En esta línea, cfr. asimismo, 
GONZÁLEZ MONTES, JOSÉ LUIS, «Distinción entre la cosa juzgada y otros efectos de la 
sentencia», ob. cit., pp. 113 y ss., quien, distinguiendo entre eficacia refleja y cosa juzgada 
positiva, sostiene la consideración de la sentencia judicial como hecho jurídico para explicar la 
eficacia o carácter vinculante entre sentencias civiles y penales, como ocurre en materia concursal. 
Partiendo de lo anterior, bajo la vigencia de la LECiv 2000, la doctrina española ha 
profundizado en esta consideración de la sentencia judicial como hecho particularmente a efectos 
de definir los supuestos de prejudicialidad penal en el proceso civil y en especial la determinación 
de la influencia decisiva de la cuestión penal que la nueva ley ha establecido como requisito a 
efectos de decretar la suspensión del proceso civil, en conformidad a lo dispuesto en el art. 40.2 
LECiv 2000. Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema 
procesal español, ob. cit., p. 109; GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, Las cuestiones 
prejudiciales penales en el proceso civil, ob. cit., p. 64; ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho 
Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., pp. 639-640 y JUAN SÁNCHEZ, RICARDO, La 
responsabilidad civil en el proceso penal, ob. cit., p. 88. 
136 Para la doctrina española, con la entrada en vigencia de la LECiv 2000, esta distinción 
se ha hecho insoslayable en la medida que el actual art. 222 exige necesariamente para la 
aplicación de la cosa juzgada positiva que exista identidad de partes o se trate de casos de 
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En lo esencial, para este sector ciertamente entre ambos institutos existe 
una estrecha relación en la medida que la cosa juzgada positiva ha sido, 
tradicionalmente, el mecanismo a través del cual se venía haciendo valer la 
prejudicialidad en el proceso civil y los dos dicen relación, en definitiva, con la 
repercusión prejudicial que lo decidido en un proceso tiene respecto de otro. 
En otros términos, el mismo vínculo de prejudicialidad-dependencia que 
fundamenta la eficacia refleja es el que exige la eficacia positiva o prejudicial 
de la cosa juzgada137. 
                                                                                                                                
extensión legal, de manera tal que nunca, por tanto, podrá hablarse de extensión de la cosa juzgada 
positiva respecto de terceros, tal como se venía aceptando en la práctica e incluso fue admitido por 
el propio TC español (STC 171/1991, STC 58/1988 y STC 207/1989). Un examen crítico de la 
jurisprudencia española sobre este requisito y su interpretación, Cfr. TAPIA FERNÁNDEZ, 
ISABEL, El objeto del proceso. Alegaciones. Sentencia. Cosa juzgada, Madrid, La Ley, 2000, pp. 
214-215 y en La cosa juzgada (Estudio de jurisprudencia civil), Madrid, Dykinson, 2010, pp. 249-
260. 
De lo anterior se colige, a juicio de este sector, la necesidad de «admitir que frente al 
tercero se produce una prejudicialidad derivada, no ya de la cosa juzgada —que ahora 
expresamente se restringe en todas sus facetas a las partes del proceso y a los supuestos legales de 
extensión de la cosa juzgada— sino de la sentencia como hecho jurídico; es decir, se aducirá la 
eficacia refleja de la sentencia con respecto al tercero». Cfr. ROSENDE VILLAR, CECILIA, ob. 
cit., pp. 453 y 454. En la misma línea, para GRANDE, esta norma  importa «que ya no se podrá 
seguir manteniendo la extensión de tal efecto a terceros titulares de una relación jurídica conexa o 
dependiente de la juzgada bajo el disfraz de una pretendida ‘eficacia refleja de la cosa juzgada’ 
(…). Por tanto, cuando la relación o situación la situación jurídica deducida en el nuevo proceso 
sea dependiente de la decidida, pero alguno de sus titulares haya sido un tercero en el proceso 
anterior, la sentencia firme precedente podrá proyectar su eficacia refleja sobre ese nuevo proceso 
(que en su caso, se podrá ver reforzada por los efectos de la preclusión), pero no su efecto positivo 
de cosa juzgada material, propiamente dicho». Cfr. GRANDE SEARA, PABLO, La extensión 
subjetiva de la cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., pp. 101. 
137 Cfr. GRANDE SEARA, PABLO, ob. cit., pp. 59 y 60. Desde esta perspectiva, para este 
autor  «la eficacia positiva de cosa juzgada material va siempre acompañada de la eficacia  refleja, 
constituyendo un refuerzo para ésta (…) ya que vincula al juez a atenerse a lo decidido en el 
proceso anterior (…). Es decir, el juez debe tener como cierto e indiscutible el “hecho” constituido 
por la eficacia refleja de la sentencia dictada sobre la relación prejudicial y aplicar las 
consecuencias jurídicas que la norma jurídica vincula al mismo. Pero la eficacia refleja también 
puede operar sin la eficacia positiva de la cosa juzgada material, aunque, en este caso, la parte a la 
que perjudique todavía tiene la posibilidad de enervarla o desvirtuarla  como a cualquier otro 
hecho aportado por la parte contraria». En la misma línea, cfr. ROSENDE VILLAR, CECILIA, ob. 
cit., pp. 453. 
Siendo esto efectivo, a juicio DE LA OLIVA cabe hacer presente, sin embargo, que la 
prejudicialidad no cubre todos los supuestos en que puede operar la eficacia positiva o prejudicial 
de la cosa juzgada, la que tendría, por tanto, un ámbito de aplicación más amplio. 
A juicio de este autor, no siempre lo decidido por una sentencia actúa o constituye un 
antecedente lógico o necesario de lo que debe ser decidido en otro proceso sino que puede ocurrir, 
asimismo, que lo decidido con firmeza en la sentencia sea una parte idéntica, aunque sólo 
parcialmente, de lo que se debe decidir en otro proceso. En otros términos, entre lo decidido por la 
sentencia y el proceso posterior no existe un nexo o relación de prejudicialidad sino de identidad 
parcial entre los objetos y donde «en el segundo proceso reaparece, junto con otros elementos, lo 
mismo que ya fue juzgado».  
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 Fuera de lo anterior, si embargo, entre ambas existen diferencias 
esenciales que impiden puedan ser asimiladas.  
Para GRANDE, aparte de la diversa naturaleza sustantiva y procesal de 
las fuente de la que emanan, esto es, de la sentencia judicial como hecho y 
como acto y la forma como cada una opera en el proceso y pueden hacerse 
valer por las partes, la principal diferencia dice relación con su extensión o 
ámbito de aplicación, en tanto el límite de la identidad tanto objetiva como 
subjetiva que exige la cosa juzgada no opera cuando se trata de la eficacia 
refleja138. 
En resumen, para quienes aceptan la teoría de la eficacia refleja de la 
sentencia, la presencia de un vínculo o nexo de prejudicialidad o dependencia 
entre la relación jurídica resuelta por una sentencia firme y un proceso 
posterior queda cubierto o es resuelto a través de la cosa juzgada en su aspecto 
positivo o prejudicial en la medida que exista la identidad de partes y se 
cumplen los demás requisitos que el ordenamiento exige para que ella opere. 
                                                                                                                                
A su juicio, por tanto, «para que opere la función positiva de la cosa juzgada, la singular 
entidad de ésta tiene que ser, bien la de una parte de lo que se ha de juzgar, bien la de un pre-juicio 
jurídico (…) que precisamente resulta fundamento insoslayable de la sentencia debida sobre el 
objeto del segundo proceso. En este último caso, la res iudicata ha de ser un paso lógicamente 
ineludible para el juicio sobre el objeto del segundo proceso.  
Si lo juzgado reaparece como parte, la fuerza positiva o vinculante consiste en resolver en 
el mismo sentido y evitar toda contradicción en lo que es igual. Cuando, en cambio, los juzgado es 
antecedente necesario o prius jurídico-material de lo que se ha de juzgar, la fuerza positiva exige 
que resulte determinante de ese juicio». Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, Objeto del 
proceso y cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., pp. 264-267. 
Sobre la materia, cabe destacar, sin embargo, que pese a la novedad que significó la 
LECiv 2000 al regular por primera vez en su art. 222 la cosa juzgada positiva o prejudicial, parte 
de la doctrina considera que la norma sigue siendo imprecisa en torno a los casos y la forma como 
lo decidido por una sentencia constituye antecedente lógico de lo discutido en otro proceso. Cfr. 
TAPIA FERNÁNDEZ, ISABEL, El objeto del proceso. Alegaciones. Sentencia. Cosa juzgada, ob. 
cit., pp. 207-215 y en La cosa juzgada (Estudio de jurisprudencia civil), ob. cit.,  pp. 226-249. 
138 Cfr. GRANDE SEARA, PABLO, La extensión subjetiva de la cosa juzgada en el 
proceso civil, ob. cit., pp. 59-60, 63-64 y 102 y ROSENDE VILLAR, CECILIA, «Eficacia directa y 
refleja de la sentencia», ob. cit., pp. 451 y ss., quienes sostienen la no aplicación de los límites 
subjetivos de la cosa juzgada. 
En esta línea, pero en forma más amplia, para GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Derecho 
Procesal Civil (con HERCE QUEMADA, VICENTE), v. I, ob. cit., pp. 455 y 456, «A diferencia de 
la cosa juzgada, estos efectos colaterales (incluyendo los que suelen llamarse más precisamente 
reflejos) no tienen nada que ver con lo que la sentencia es conceptualmente. La sentencia los 
produce, pudiéramos decir, como «por añadidura». Consecuentemente, en cuanto a su contenido, 
el efecto colateral no tiene por qué coincidir con lo que haya sido el objeto de la declaración 
jurisdiccional vinculante, ni siquiera con sus premisas. Por otro lado, en cuanto a su extensión, no 
estando delimitado por el objeto, y quedando por fuera de la vinculación de la cosa juzgada, ni los 
límites objetivos ni los subjetivos de ésta operan. Precisamente la distinta extensión subjetiva del 
efecto colateral es lo que lo distingue en último término, en los casos límite, de la cosa juzgada 
propiamente tal».  
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Cuando dichos requisitos no se cumplen, en particular porque las partes de los 
procesos no coinciden, opera entonces la eficacia refleja de la sentencia 
respecto de los terceros titulares de la relación dependiente o condicionada. 
Con todo, para la doctrina dicha eficacia refleja no significa que la 
relación del tercero quede juzgada por la sentencia dictada entre partes, sino 
que importa sólo la vinculación a los términos en que fue resuelta la relación 
condicionante, la que no se podrá desconocer o modificar.  
De allí que la característica principal que presenta este tipo de eficacia 
es que el tercero siempre tiene la posibilidad de defenderse tanto en lo relativo 
a la propia relación jurídica dependiente de la que es titular, como a efectos de 
enervar, contradecir o desvirtuar los efectos de la sentencia que se pretende 
hacer valer como hecho jurídico, pudiendo alegar incluso la existencia de cosa 
juzgada fraudulenta. Asimismo, tampoco procede en su contra la solicitud de 
ejecución de la sentencia dictada entre partes139. 
Dicho lo anterior, y según veremos al examinar la cosa juzgada en el 
ordenamiento chileno, no se puede dejar de tener en consideración, sin 
embargo, los problemas que en la práctica genera la interpretación y aplicación 
de una figura de creación esencialmente doctrinaria que, por regla general, los 
ordenamientos procesales no reconocen o regulan en forma expresa o general 
como categoría diferenciada.  
Desde esta perspectiva, sin duda, se trata de una de las materias que 
mayor controversia genera en la doctrina tanto en lo relativo a los casos y los 
tipos de terceros a quienes afecta, así como, principalmente, en lo relativo a la 
posible vulneración del derecho de defensa del tercero respecto del cual, pese a 
no haber intervenido en el juicio, se pretende su aplicación. 
No por ello, sin embargo, creemos que pueda afirmarse que este tipo de 
eficacia no existe. Al contrario, ella no constituye sino una manifestación de la 
prejudicialidad como fenómeno sustantivo que se deduce de la propia 
regulación y la interrelación que el derecho sustantivo imprime entre las 
diversas situaciones y relaciones jurídicas que resultan controvertidas en un 
proceso —tal como ocurre en el caso de las obligaciones solidarias o en la 
acción reivindicatoria contra terceros adquirentes derivada de la declaración de 
nulidad de un contrato y un sinnúmero de otras situaciones— que vienen 
poniendo en evidencia no sólo la necesidad de reconocimiento de esta realidad, 
sino que ha llevado a la doctrina más reciente a poner en entredicho, en aras de 
                                               
139 Cfr. por todos, ROSENDE VILLAR, CECILIA, ob. cit., pp. 456-458. 
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la estabilidad de los pronunciamientos firmes, los  propios límites subjetivos 
de la cosa juzgada y el principio de la res iudicata inter partes140. 
II. NUESTRO CONCEPTO. LA PREJUDICIALIDAD COMO 
INSTRUMENTO PARA LA COHERENCIA DE 
RESOLUCIONES JUDICIALES. 
Tomando como punto de partida lo expuesto hasta el momento sobre la 
evolución y el estado actual del debate doctrinal sobre la materia objeto de 
nuestro estudio, creemos estar en condiciones de aproximar un concepto de 
prejudicialidad, sus elementos esenciales y distintivos así como la finalidad 
última, que en nuestra opinión, subyace tras este instituto.  
Con base en esta noción y enfoque de la prejudicialidad, abordaremos 
en los capítulos siguientes el examen de los problemas que ella suscita para 
luego estudiar la forma como se presenta y regula la prejudicialidad en el 
ordenamiento chileno y los medios o instrumentos a través de los cuales este 
ordenamiento da solución a los mismos. 
Al efecto, siguiendo principalmente lo sostenido por la doctrina italiana 
y parte de la doctrina española antes vista (supra, Parte I, cap. 2º, I. 2), a 
nuestro juicio, el estudio de la prejudicialidad debe ser abordado 
necesariamente tomando en consideración la doble naturaleza, sustantiva y 
procesal, que subyace tras este fenómeno, pudiendo sostenerse que la 
prejudicialidad constituye el punto de intersección a través del cual el Derecho 
sustantivo y procesal se conectan y vinculan. 
                                               
140 Sobre la materia, conocida es la obra del prof. NIEVA, para quien la necesaria 
estabilidad de los pronunciamientos judiciales hace preciso «declarar la ruptura del dogma de que 
la cosa juzgada solamente tiene efecto entre las partes. Pero no porque no produzca efecto entre las 
partes, que obviamente los produce. Sino porque también existen otros muchos casos en que las 
partes no son las mismas ni por asomo, y sin embrago, la cosa juzgada también despliega sus 
efectos».  
A su juicio, la propia realidad, manifestada en las numerosas excepciones contempladas 
por el ordenamiento, pone en evidencia lo anterior en razón de lo cual se pregunta «si no son ya 
demasiadas las excepciones —todas ellas reconocidas por la doctrina— como para seguir 
exigiendo el easdem personas para obtener la operatividad de la cosa juzgada. O valdría más 
aceptar que dicha regla es superflua, o directamente falsa, como mantuvo ya ALLORIO en 1935. O 
hablar de la «innegable posibilidad de que la cosa juzgada afecte a personas que no hayan litigado 
en el proceso», como enseña SERRA DOMÍNGUEZ. O indicar más matizadamente, como hizo 
LIEBMAN, que la restricción de los efectos de la sentencia a las partes podía ser lógica cuando el 
proceso era una actividad privada con fundamento en un contrato o cuasicontrato, peor no en la 
actualidad. Ni siquiera autores que niegan que estos efectos sean de la cosa juzgada, sino más bien 
de la sentencia como hecho jurídico, se atreven a negar que estos efectos existan». Cfr. NIEVA 
FENOLL, JORDI, La cosa juzgada, Barcelona, Atelier, 2006, pp. 204-207. 
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Y es que, en último término, es el carácter sustantivo que subyace en la 
materia prejudicial la que asiste a la aparición de esta compleja problemática 
en el contexto del proceso, constituyendo claro reflejo de la interrelación o 
conexión que el derecho sustantivo imprime entre las diversas materias y 
relaciones jurídicas reguladas por las distintas ramas del ordenamiento 
jurídico, interrelación que está, a su vez, tal como señala la doctrina en la base 
misma «de la especialización de los Tribunales y Juzgados que integran la 
organización jurisdiccional del Estado»141. 
Desde esta perspectiva, la prejudicialidad no es sino un vínculo jurídico 
de dependencia, subordinación o condicionamiento entre los diversos 
derechos, situaciones o relaciones jurídicas regladas por el ordenamiento 
sustantivo cuya explicación se encuentra, como se ha visto, en la estructura 
propia de las normas jurídicas. 
En el plano procesal, a nuestro juicio, este vínculo de dependencia se 
presenta o manifiesta como un antecedente lógico-jurídico controvertido que, 
pudiendo por sí mismo, constituir objeto autónomo de un proceso, debe ser 
resuelto o tenido en consideración por el juez —en caso que ya exista 
sentencia firme— en forma previa a la decisión del fondo del asunto en tanto 
su decisión condiciona o determina, a lo menos potencialmente, el sentido de 
la sentencia que debe dictarse concediendo o denegando la tutela jurídica 
solicitada. 
Según lo anterior, en lo esencial, no nos apartamos sino que seguimos 
la concepción que tradicionalmente ha sostenido la doctrina procesal sobre este 
instituto, en virtud de la cual la prejudicialidad se define en función del vínculo 
de transcendencia o imprescindibilidad que une a la materia prejudicial con la 
cuestión de fondo en razón de su vinculación lógico-jurídica con la misma y 
cuya característica principal y que permite diferenciar este instituto de otro tipo 
de cuestiones, es su idoneidad para constituir objeto de un proceso autónomo o 
independiente. 
Con todo, consideramos asimismo, que dicho nexo jurídico o 
dependencia racional entre materias que se discuten en un proceso no es sólo 
de carácter procesal —inserto exclusivamente dentro de la labor mental del 
juez y el razonamiento lógico que debe realizar para arribar a la decisión sobre 
                                               
141 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal 
español, ob. cit., p. 2. Tal como señala esta autora, siendo el tema de la prejudicialidad «procesal 
en la forma y sustantivo en esencia (…), no tenemos por menos que reafirmar su obligada 
consideración por el procesalista a la vista de la entidad y variedad de implicaciones procesales 
que lleva consigo» (p. XIX). 
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el fondo del asunto—, sino también y esencialmente sustantivo, es decir, viene 
dado por la propia configuración y estructura de la normas jurídicas que el juez 
debe aplicar a efectos de decidir sobre la tutela jurídica solicitada y cuya 
importancia principal dice relación con la eficacia y coherencia en la decisión 
de las materias prejudicialmente vinculadas. 
En nuestro concepto, esta doble naturaleza —sustantiva y procesal— de 
la prejudicialidad tiene importantes consecuencias respecto de la configuración 
y delimitación de este instituto y la finalidad propia que se persigue con la 
regulación y tratamiento de este fenómeno en el plano procesal: 
1. Así, en primer lugar, esta consideración de la prejudicialidad pone de 
relieve, en nuestra opinión, la existencia de un fenómeno de carácter general 
que, en el contexto del proceso, no se reduce, tal como pone de manifiesto la 
doctrina, a la existencia de las denominadas cuestiones prejudiciales, sino que 
cruza todo el espectro procesal enlazándose con instituciones básicas de esta 
rama del Derecho en las que está presente dicho vínculo, como son la 
acumulación de autos y la cosa juzgada142. 
Sin embargo, y a diferencia de lo que sostiene este sector doctrinario 
que ve las cuestiones prejudiciales o la función prejudicial de la cosa juzgada 
como formas de manifestación de la prejudicialidad, para nosotros se trata de 
mecanismos o medios procesales —y desde luego, no los únicos— a través de 
los cuales se da tratamiento a la prejudicialidad y cuya finalidad esencial, es la 
coherencia de las decisiones jurisdiccionales que resuelvan sobre materias 
unidas por un vínculo prejudicial. 
Dicho en otros términos, la prejudicialidad como nexo jurídico de 
dependencia entre materias sustantivas se traduce en el proceso en la presencia 
de un vínculo o antecedente lógico-jurídico controvertido y potencialmente 
autónomo —o ya resuelto por sentencia firme— que condiciona el sentido de 
                                               
142 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, ob. cit., p. 1. Para esta autora, «ciertamente los 
perfiles de la prejudicialidad no son privativos de las cuestiones que hoy nos ocupan; en concreto, 
desde la singular perspectiva de la relación entre procesos, el vínculo prejudicial está presente en 
otras instituciones procesales, tales como la acumulación de autos, la cosa juzgada, la sucesión 
temporal de procesos sumarios y plenarios…Sucede no obstante, que de entre otras posibles 
manifestaciones las cuestiones prejudiciales constituyen, a nuestro juicio, el exponente más 
significativo del fenómeno (sic) prejudicial debido a la incidencia que el planteamiento de la 
cuestión tiene en el proceso en curso».  
A su juicio, y teniendo presente que para esta autora, en consonancia con la regulación de 
la LECiv de 1881, la prejudicialidad supone esencialmente una conexión entre materias 
heterogéneas, la «necesidad de conjugar materias de distinta naturaleza y principios procesales 
diversos a efectos del enjuiciamiento de un objeto procesal, confiere a las cuestiones prejudiciales 
un virtual dinamismo, y por ende, una singular importancia frente a otras instituciones procesales 
que albergan resquicios de prejudicialidad». 
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la sentencia que debe pronunciarse sobre el fondo del asunto que es objeto de 
un determinado proceso.  
Como tal, el ordenamiento procesal debe darle debido tratamiento 
arbitrando los medios o mecanismos procesales necesarios que permitan tanto 
su enjuiciamiento previo o su consideración en forma coherente por el juez que 
debe resolver el asunto, así como corregir la posible contradicción entre 
decisiones judiciales cuando los demás mecanismos no han operado.  
En el proceso civil, según el vínculo de prejudicialidad sea entre 
materias homogéneas o heterogéneas; el momento procesal en que se surge o 
se controvierte la cuestión prejudicial y según si el vínculo ha sido o no 
resuelto en forma previa por sentencia firme, dichos instrumentos son diversos 
pudiendo operar en forma tanto preventiva como represiva.  
Como mecanismos preventivos especialmente previstos por el 
ordenamiento procesal con dicho objeto, se encuentran principalmente la 
acumulación de pretensiones; la ampliación de la demanda y la reconvención 
del demandado; la acumulación de procesos; el tratamiento devolutivo y no 
devolutivo de la materia prejudicial que se articula a través del mecanismo de 
la suspensión del proceso civil; la eficacia positiva o prejudicial de la cosa 
juzgada y la vinculación entre sentencias dictadas por órdenes jurisdiccionales 
diversos (como se contempla en España para ciertos supuestos en el art. 116 
LECrim). 
Fuera de ello, existen, asimismo, otros instrumentos que aun no estando 
especialmente previstos por los ordenamientos, permiten igualmente dar 
tratamiento a la prejudicialidad o eventualmente corregir los problemas a que 
ella puede dar lugar cuando no han operado los demás mecanismos. Tal es el 
caso, por ejemplo, de la denominada eficacia refleja o indirecta de la sentencia 
antes vista, de creación esencialmente doctrinaria y a través de la cual, como se 
ha visto, la doctrina científica justifica los efectos prejudiciales que la 
sentencia judicial considerada como hecho jurídico, puede producir en la 
esfera tanto de las partes como respecto de terceros titulares de relaciones 
jurídicas dependientes o condicionadas.  
A nuestro modo de ver, si bien la prejudicialidad constituye 
precisamente el fundamento de la eficacia refleja o colateral de la sentencia y 
explica la repercusión que ésta puede tener en la esfera jurídica de terceros que 
no han intervenido en el juicio, al mismo tiempo ella actúa, en el plano 
procesal, como un instrumento para el tratamiento de la prejudicialidad 
necesario y ordenado, precisamente cuando no operan otros remedios, como la 
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eficacia positiva de la cosa juzgada, a la coherencia de las sentencias que 
resuelvan sobre asuntos dependientes o condicionados.  
Como medios represivos a través de los cuales se busca corregir una 
eventual contradicción entre sentencias judiciales, se encuentra, 
principalmente, la revisión de sentencias firmes así como otros instrumentos, 
que aunque no previstos, se han utilizado con dicho fin como ocurre, en el caso 
de España, por ejemplo, con el recurso de amparo, mediante el cual el Tribunal 
Constitucional ha tenido la ocasión de pronunciarse acerca de la infracción del 
régimen de prejudicialidad y sus consecuencias respecto del derecho a la tutela 
judicial efectiva o bien el nuevo incidente de nulidad de actuaciones (art. 241.1 
LOPJ)143. En Chile, un mecanismo similar es el denominado Recurso de 
Protección de garantías constitucionales reglado en el art. 21 de la CPR. 
Todos estos institutos procesales no son sino medios o mecanismos a 
través de los cuales las partes pueden introducir en el proceso la existencia de 
un vínculo o nexo de prejudicialidad entre materias o relaciones jurídicas a fin 
de que sea decidido con efecto de cosa juzgada como parte del objeto del 
proceso o bien permiten su tratamiento y decisión previa al fondo cuando la 
cuestión surge fuera del asunto principal. De esta forma, para nosotros, la 
                                               
143 Tal como da cuenta la doctrina, en materia civil, el ordenamiento español no 
contempla mecanismos específicos ni tampoco establecía, hasta la reforma del año 2007, cauces 
rescisorios de carácter general que permitan corregir una eventual contradicción entre sentencias 
firmes, por lo cual el recurso de amparo ante el TC se trasformó en el único instrumento para  dar 
solución a dicho problema. Con la reforma de la LO 6/2007, junto con acotar la procedencia del 
amparo a supuestos de infracción de libertades y garantías fundamentales con «especial 
trascendencia constitucional», el legislador introdujo el incidente de nulidad de actuaciones como 
instrumento para la tutela de garantías fundamentales por los tribunales ordinarios (art. 241.1 
LOPJ). Si bien no es un instrumento especialmente previsto, ciertamente podría ser utilizado como 
un cauce idóneo para dar solución al problema de la contradicción entre sentencias que genera el 
sistema devolutivo en España. Sin embargo, la doctrina ha comenzado a poner en duda la eficacia 
de este medio y la escasa aplicación que ha tenido en la práctica.  
Sobre la materia, cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el 
sistema procesal español, ob. cit., pp. 49-51; GARBERÍ LLOBREGAT, JOSÉ, «De las cuestiones 
prejudiciales» en Los procesos civiles. Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil (con 
AA.VV.), ob. cit., p. 653; GONZÁLEZ GRANDA, PIEDAD, «De las cuestiones prejudiciales» t. I, 
p. 492; VALLESPÍN PÉREZ, DAVID, La revisión de la sentencia firme en el proceso civil, 
Barcelona, Atelier, 2002, pp. 40-48; NIEVA FENOLL, JORDI, La cosa juzgada, ob. cit., p. 280-
286; REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 121-123; 
SIGÜENZA LÓPEZ, JULIO, La revisión de sentencias firmes en el proceso civil,  Pamplona, 
Aranzadi, 2007, pp. 81-83; CASTILLO RODRÍGUEZ, LUZ, «El nuevo incidente de nulidad de 
actuaciones», en Actualidad Civil, Nº 8, Abr. 2008, t. 1, La ley, pp. 1-10; DOIG DÍAZ, YOLANDA, 
«Análisis del nuevo incidente de nulidad de actuaciones en la Ley Orgánica 6/2007 de reforma del 
art. 241 LOPJ», en Diario La ley, Feb. 2008, Año XXIX, pp. 1-18 y AGUILERA MORALES, 
MAIRÉN, «El incidente de  nulidad de actuaciones ex art. 214 LOPJ: Una mala solución para un 
gran problema», en Revista General de Derecho Procesal, Nº 31, Iustel, 2013, pp. 1-21. 
Volveremos sobre esta materia al examinar los problemas que genera el conocimiento incidenter 
tantum de la materia prejudicial. 
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prejudicialidad, no se define en función de su carácter ajeno al petitum o el 
objeto del proceso, característica propia de las cuestiones prejudiciales pero no 
de la prejudicialidad como fenómeno de carácter general. 
En caso que la materia prejudicial haya sido resuelta por sentencia 
firme, estos mecanismos determinan la eficacia o vinculación a la sentencia 
judicial que ha resuelto el asunto prejudicial o bien, permiten corregir la 
eventual contradicción que pueda existir entre sentencias dictadas sobre 
objetos procesales prejudicialmente conexos. 
Como veremos, todos estos instrumentos a través de los cuales el 
ordenamiento da tratamiento a la prejudicialidad, tal como ocurre por ejemplo, 
con el sistema devolutivo y no devolutivo, entran dentro de la libertad 
configuradora del legislador y, por tanto, constituyen opciones de política 
legislativa para conciliar los diversos principios en juego, de manera tal que su 
eficacia dependerá de la preeminencia o prioridad que el legislador asigne a 
dichos valores así como de las limitaciones propias de su regulación procesal. 
Con base en lo expuesto, desde la perspectiva del proceso la 
prejudicialidad se presenta, a nuestro entender, como un instituto abocado 
tendencialmente a evitar la contradicción entre resoluciones judiciales cuando 
existe yuxtaposición de materias sustantivas que inciden en la resolución de un 
mismo asunto. 
Lo que busca el ordenamiento a través de su tratamiento es conciliar  la 
necesidad de coherencia entre sentencias que resuelven asuntos 
sustantivamente dependientes o condicionados con  los principios que 
informan los diversos procedimientos, la necesidad de celeridad de los 
mismos, el derecho de defensa de las partes así como la libertad o 
independencia de  los diversos órdenes jurisdiccionales para la decisión de los 
asuntos que les están atribuidos.  
Asimismo, esta necesidad o exigencia de coherencia se relaciona, en 
último término, con la eficacia que cada ordenamiento otorga a la decisión de 
la materia prejudicial respecto del asunto condicionado, cuestión que 
dependerá de los principios y valores en juego que el legislador considere 
necesario dar prioridad o mayor protección. 
2. Relacionado y siguiendo con lo señalado en el punto anterior, hemos 
sostenido que, desde el punto de vista del proceso, la prejudicialidad se 
presenta como un instituto abocado a preservar la coherencia de las sentencias 
que se pronuncien sobre asuntos prejudicialmente dependientes o conexos. 
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De allí que frente a cuestiones que no afecten dichos valores estimamos 
no puede hablarse de prejudicialidad.  
Así ocurre, en nuestro concepto, con la denominada prejudicialidad 
constitucional —regulada en España en los arts. 163 CE, 35 LOTC y 5.2 
LOPJ, y en el caso de Chile en el art. 93 n° 6 de la CPR— y con la 
prejudicialidad sobre Derecho Comunitario Europeo, prevista en el art. 267 
TFUE. 
Parte mayoritaria de la doctrina española144 y cierta parte de la 
chilena145, consideran la prejudicialidad constitucional y en el caso de España, 
la comunitaria, como supuestos especiales de prejudicialidad homogénea cuya 
característica particular es que versan sobre la constitucionalidad o bien sobre 
la validez o interpretación de una norma jurídica aplicable a un caso concreto 
—la que constituye, precisamente, el objeto procesal de un proceso autónomo 
o diferenciado— y su devolutividad es absoluta, en tanto siempre deberá ser 
resuelta por el Tribunal Constitucional  o bien el TJUE. 
En nuestro concepto, sin embargo, no obstante las similitudes que este 
tipo de cuestiones presentan con los elementos de la prejudicialidad, ellas no 
pertenecen a esta categoría. 
Al respecto, aun en el evento de admitir que la prejudicialidad pueda 
versar sobre una cuestión de derecho y no de carácter fáctico, y que la 
autonomía del proceso que da lugar la prejudicialidad constitucional y 
comunitaria permite considerarlas válidamente como tales, el fundamento y la 
diversa finalidad que se persigue a través de ellas las excluye de la noción de 
lo que entendemos por prejudicialidad. 
A nuestro modo de ver, si bien este tipo de prejudicialidad se presenta 
en el proceso como una cuestión controvertida susceptible de constituir objeto 
                                               
144 En esta línea, sosteniendo el carácter prejudicial de este tipo de cuestiones, cfr. por 
todos, SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal español, 
ob. cit., p. 23; MARÍN PAGEO, ENCARNACIÓN, «La prejudicialidad civil en el proceso civil 
declarativo», ob. cit., pp. 53 y 54 y cita nº 18; GARBERÍ LLOBREGAT, JOSÉ, «De las cuestiones 
prejudiciales» en Los procesos civiles. Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil (con 
AA.VV.), t. I, ob. cit., p. 632; ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con 
AA.VV), ob. cit., pp. 644-647; REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso 
civil, ob. cit., pp. 25 y 52; GÓMEZ COLOMER, JUAN LUIS, Derecho Jurisdiccional II. Proceso 
civil, (con AA.VV.), pp. 37 y 38 y DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS y DIEZ-PICAZO JIMÉNEZ, 
IGNACIO, Derecho Procesal Civil, ob. cit., pp. 551-556.  
145 En Chile, para ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, Curso de derecho procesal civil. Los 
presupuestos procesales relativos al órgano jurisdiccional, t. II, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 
2009, pp. 41 y 42, se trata de una categoría especial de prejudicialidad que incide en el 
«componente jurídico del objeto del proceso». 
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de un proceso autónomo y que requiere ser resuelta en forma previa, en estos 
casos —atendida la particularidad propia de su objeto— no existe 
verdaderamente ningún vínculo jurídico de dependencia entre materias o 
relaciones sustantivas que exija su decisión en forma coherente ni existe, por 
tanto, riesgo de contradicción entre sentencias o pronunciamientos judiciales. 
Dicho de otro modo, en estos casos puede hablarse de prejudicialidad procesal 
pero no sustantiva. 
En España —de la misma forma que ocurre en Chile— el fundamento 
de estas cuestiones se encuentra en la propia Constitución, formando parte del 
sistema de control de constitucionalidad de las normas internas y 
supranacionales.  
De este modo, se trata de mecanismos destinados esencialmente a 
garantizar la supremacía constitucional o bien la correcta aplicación o 
interpretación de las normas comunitarias y no de medios propios para el 
tratamiento y solución de los problemas a que puede dar lugar la 
prejudicialidad en el sentido que entendemos este tipo de vínculo. 
Siguiendo esta línea, a nuestro juicio este mismo criterio nos permite 
sostener la exclusión de un segundo tipo de asuntos del concepto de 
prejudicialidad, como son las cuestiones de carácter procesal. 
En nuestro concepto, las cuestiones de carácter procesal, que vendrían 
ser todas aquellas que dicen relación con los presupuestos y debida 
constitución de la relación jurídico-procesal –como son la competencia e 
imparcialidad del tribunal, la capacidad y representación de las partes y en 
general cualquier cuestión que afecte la validez del proceso—, no caben ni 
deben ser consideradas dentro de la prejudicialidad, aun cuando deban ser 
resueltas en forma previa a la decisión sobre el fondo. 
En lo esencial, siguiendo la concepción tradicional de la prejudicialidad 
que define este instituto en función de la relevancia o trascendencia de la 
cuestión prejudicial sobre la decisión del fondo del asunto, consideramos que 
las cuestiones de carácter procesal quedan excluidas por definición de esta 
categoría.  
Ello, por cuanto éstas afectan al «sí» de la sentencia pero no al «sí» de 
la estimación de la pretensión, de manera tal que, en caso de acogerse, impiden 
que el juez pueda entrar al conocimiento sobre el fondo del asunto, caso en el 
cual la cuestión de fondo queda imprejuzgada dictándose una sentencia 
absolutoria de la instancia.  
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Por tanto, a diferencia de la prejudicialidad, no existe vinculación 
jurídica con el fondo del asunto que condicione o determine el sentido de la 
sentencia que debe dictarse y además, por regla general, este tipo de cuestiones 
siempre surgen y deben ser decididas dentro del proceso en el que se suscitan  
nunca por un juez diferente. 
Fuera de lo anterior, sin embargo, aún en el supuesto bastante 
excepcional que una cuestión de esta naturaleza esté siendo discutida ante un 
tribunal diverso —como en el ejemplo señalado por la doctrina consistente en 
la falsedad de la escritura pública donde consta la representación judicial de 
una de las partes—y que en estos casos, tal como sostiene este sector, pudiera 
aceptarse que se trata de una cuestión prejudicial de tratamiento no 
devolutivo146, a nuestro juicio, al igual que ocurre con la prejudicialidad 
constitucional y comunitaria, atendido el diverso fundamento y finalidad que 
se persigue en estos casos, tampoco puede hablarse de prejudicialidad en el 
sentido que venimos entendiendo. 
Siguiendo el criterio antes sostenido, al no condicionar las cuestiones de 
carácter procesal el sentido de la sentencia no existe nexo lógico-jurídico con 
la cuestión de fondo que haga temer que existe riesgo de contradicción entre 
las sentencias que se lleguen a dictar sobre la materia sustantiva que se está 
discutiendo y por tanto no se cumple con la finalidad propia que predicamos 
respecto de la prejudicialidad. En otros términos, y al igual que en el caso 
anterior, en estos casos sólo existe prejudicialidad procesal pero no sustantiva. 
Con todo, y a diferencia de lo que sostiene este sector doctrinario en 
cuanto al carácter no devolutivo de este tipo de cuestiones, en nuestro caso no 
damos por cierta o supuesta la no suspensión del proceso civil en el cual se 
suscite un asunto de esta naturaleza. Por el contrario, estimamos junto con la 
doctrina, que es innegable la relevancia que la decisión del juez penal puede 
tener respecto del proceso civil sobre una cuestión que —de ser cierta— le 
impediría entrar siquiera a conocer sobre el fondo del asunto debatido, 
quedando la cuestión de fondo imprejuzgada (absolutio ab instancia)147.  
Sin duda, el ordenamiento jurídico debiera considerar cauces o 
instrumentos adecuados para resolver dicha problemática, como la suspensión 
                                               
146 Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 41-
49 y 89-97. Para esta autora, el ejemplo en cuestión constituye un supuesto de prejudicialidad no 
devolutiva en tanto no existe trascendencia o relevancia respecto de la cuestión de fondo. 
147 En este sentido Cfr. MONTERO AROCA, JUAN, Comentarios a la Ley de 
Procedimiento Laboral, t. I, Madrid, Civitas, 1993, p. 593. 
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del proceso, pero en este caso será no ya para evitar el pronunciamiento de 
sentencias de fondo contradictorias, sino por otras razones diversas148. 
3. Finalmente, una última consideración respecto al concepto o noción de 
lo que entendemos por prejudicialidad dice relación con el elemento lógico o 
dependencia racional entre materias que ella supone. 
a)  Siguiendo la concepción tradicional de la prejudicialidad, este instituto 
se define precisamente en función de la conexión lógico-jurídica de la materia 
prejudicial con la cuestión de fondo, esto es, su idoneidad, a lo menos 
potencial, para condicionar o determinar el contenido de la sentencia sobre el 
fondo del asunto.  
Dicha relevancia o influencia en la concesión o denegación de la tutela 
jurídica solicitada es lo que determina la necesidad de su consideración o 
enjuiciamiento previo por parte del juez que conoce del objeto principal del 
proceso. De no existir dicha vinculación con la cuestión de fondo, tal como 
ocurre con las cuestiones procesales, no cabría hablar de prejudicialidad en el 
sentido que hemos venido hablando, sino de una simple cuestión incidental, 
accesoria o de otra naturaleza. 
Junto a lo anterior, por nuestra parte adherimos asimismo, a la 
concepción material de la prejudicialidad-dependencia conforme a la cual el 
fundamento último de este vínculo se encuentra en el nexo jurídico que el 
                                               
148 Tal como señala la doctrina «una sentencia meramente procesal que no resuelve el 
fondo de la controversia es un fracaso del ordenamiento procesal». Cfr. DIEZ-PICAZO 
GIMÉNEZ, IGNACIO, en Derecho Procesal Civil. El proceso de declaración (con DE LA OLIVA 
SANTOS, ANDRÉS), ob. cit., p. 35. De allí que en España, la LECiv 2000, tal como se señala en la 
Exposición de Motivos, establece una serie de mecanismos de control de los presupuestos 
procesales  pues no existe «nada más ineficaz que un proceso con sentencia absolutoria de la 
instancia».  
Con anterioridad a la LECiv 2000, no existiendo en el ordenamiento español otro cauce 
rescisorio expresamente contemplado, tanto la doctrina como la jurisprudencia venían 
coincidiendo en que el tratamiento de este tipo de cuestiones podría perfectamente encuadrarse en 
los supuestos contemplados en el art. 10.2 LOPJ, norma que distingue precisamente entre la 
existencia de una cuestión prejudicial penal «que condicione directamente el contenido» del fallo 
de aquellas respecto de las cuales «no pueda prescindirse para la debida decisión», en las cuales 
quedarían comprendidas las cuestiones de carácter procesal como la que acabamos de examinar. 
Con todo, la conveniencia del tratamiento de este tipo de cuestiones en sede de prejudicialidad, no 
afecta, en opinión de este sector, la conceptualización genérica de la prejudicialidad como 
controversia ligada a la cuestión de fondo ni tampoco puede llevar a hacer teoría general sobre 
supuestos manifiestamente excepcionales como los examinados. Cfr. SENÉS MOTILLA, 
CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal español, ob. cit. pp. 119.  
En esta línea, ya el TS venía distinguiendo entre ambos tipos de cuestiones, si bien, 
debido a la parquedad de la regulación fue necesario asimilarlas en su tramitación a los supuestos 
de prejudicialidad. Cfr. STS (Sala Segunda) de 1 de febrero de 1973, Ponente Díaz Palos, 
Fernando (RJ 590/1973) y STS (Sala Segunda) de 25 de marzo de 1994, ponente Martínez-Pereda 
Rodríguez, José Manuel (RJ 2588/1994). 
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propio derecho sustantivo imprime en la regulación de las diversas materias y 
relaciones jurídicas y cuya explicación se encuentra en la estructura propia de 
las normas jurídicas, las que efectos de establecer determinadas consecuencias 
jurídicas, toman como prepuesto de hecho de la norma, otras relaciones o 
efectos jurídicos.  
Se trata en definitiva, de un vínculo esencialmente de carácter 
sustantivo que adquiere relevancia procesal cuando dichas materias o 
relaciones conexas resultan controvertidas en un proceso y cuya principal 
importancia con relación al objeto del proceso, tal como señala la doctrina, 
dice relación con la forma como dicho nexo actúa en la identificación del 
alcance objetivo de lo juzgado y la eficacia que la decisión judicial sobre un 
derecho o relación jurídica prejudicial tiene en un juicio sucesivo sobre una 
relación dependiente149. 
Siguiendo lo anterior, en el plano procesal este vínculo de dependencia 
de carácter sustantivo se presenta como un antecedente lógico-jurídico cuya 
relevancia o influencia, tal como señala TARUFFO, viene dada por la 
idoneidad de la solución de la cuestión prejudicial para determinar o definir, a 
lo menos potencialmente, la solución de la cuestión dependiente150, esto es, la 
decisión del asunto principal objeto del proceso. 
Desde el punto de vista de la motivación de la sentencia, en el contexto 
de las condiciones de racionalidad del contexto global de la decisión, para este 
                                               
149 Cfr. RECCHIONI, STEFANO, Pregiudizialità processuale e dipendenza sostanziale 
nella cognizione ordinaria, ob. cit., pp. 118-129 y 129-168. En esta línea, cfr. PROTO PISANI, 
ANDREA, Lezioni di Diritto processuale civile, ob. cit., p. 353 y en «Intervento», ob. cit., p. 201 y 
ss. para quien prejudicialidad procesal y sustancial no son términos contrapuestos. 
150 Cfr. TARUFFO, MICHELE, La motivazione della sentenza civile, ob. cit., pp. 272 y 
273. Como hemos visto, para este autor, la prejudicialidad se enmarca dentro de la fase de 
justificación que valida la racionalidad del procedimiento decisorio del juez —y no en el contexto 
de decisión o de subsunción del hecho en la norma— y constituye un criterio de ordenación entre 
las diversas cuestiones que integran un asunto conforme al cual puede decirse que una cuestión es 
prejudicial respecto de otra cuando la solución de la primera es idónea para determinar o 
condicionar la solución de la cuestión lógicamente sucesiva o dependiente.  
Llevando lo anterior al campo de la prejudicialidad, a su juicio la eficacia condicionante 
de la cuestión prejudicial no desciende, por tanto, de una mera relevancia genérica en la decisión 
de la cuestión dependiente sino que es necesario que la cuestión prejudicial deba ser decidida antes 
que la cuestión prejuzgada y que su solución sea potencialmente idónea para definir también esta 
última. Del mismo autor, cfr. también «“Collateral estoppel” e giudicato sulle questioni», II, ob. 
cit., pp. 283 y ss. En esta línea, cfr. RECCHIONI, STEFANO, ob. cit., p. 9. Para este autor, si bien el 
aspecto lógico tiene gran relevancia en el estudio del este fenómeno, en su opinión de esta 
concepción emerge un concepto de prejudicialidad extremadamente amplio, inserto 
exclusivamente en la labor mental del juez para llegar a la decisión de la controversia, y 
comprensivo de fenómenos jurídicos muy heterogéneos. 
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autor esta consideración de la relevancia o eficacia condicionante tiene 
consecuencias diversas. 
Cuando la decisión de una cuestión prejudicial condiciona directamente 
la decisión de la cuestión dependiente, es decir, cuando la cuestión dependiente 
desciende directamente de la solución de la cuestión prejudicial, en este caso 
existe un vínculo de implicación o relación causal entre enunciados inherentes 
donde la decisión de la cuestión prejudicial está justificada también por la 
decisión de la cuestión dependiente. 
En caso contrario, esto es cuando la decisión de la cuestión prejudicial 
no determina directamente la decisión de la cuestión dependiente, desde un 
punto de vista lógico, la solución de la segunda es autónoma respecto de la 
primera. Se trata aquí de los casos en que aun siendo potencialmente idónea 
para condicionar la decisión de la cuestión dependiente, la solución que da el 
juez al caso concreto no produce dicho efecto.  
En este caso, la única condición de racionalidad del contexto de 
justificación esta constituido por la necesidad de no contradicción o 
compatibilidad entre los enunciados. Es decir, es suficiente que los términos en 
que es planteada y resuelta la cuestión la cuestión dependiente no sean 
incompatibles con los de la cuestión prejudicial151.  
Siguiendo lo anterior, desde el punto de vista del razonamiento lógico 
que debe realizar el juez para arribar a la decisión del asunto principal, en 
nuestro concepto, la relevancia o influencia de la decisión de un asunto 
prejudicial sobre la cuestión de fondo debe ser considerada por el juez 
atendiendo a su idoneidad potencial para definir o determinar la solución de la 
cuestión principal, pudiendo ocurrir que la decisión del asunto principal 
dependa directamente de la solución de la materia prejudicial o bien que pueda 
ser decidido en forma autónoma pero compatible con la decisión del asunto 
condicionante o prejudicial.  
Para la doctrina española, una consideración similar de la relevancia o 
trascendencia de la materia prejudicial respecto de la cuestión de fondo —
aunque aplicable sólo a las cuestiones prejudiciales devolutivas— es graficada 
sosteniendo que dicha trascendencia de la cuestión prejudicial puede ser 
lógico-jurídica o solamente jurídica. 
                                               
151 Cfr. TARUFFO, MICHELE, La motivazione della sentenza civile, ob. cit., pp. 272 y 
273. 
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Al efecto, para REYNAL, existe relevancia lógico-jurídica cuando el 
juez civil debe partir necesariamente de la decisión de la cuestión prejudicial 
sin la cual «no existe ni siquiera posibilidad lógica de solucionar la cuestión 
principal. Esta es la conexión que se establece, por ejemplo, entre la petición 
de alimentos y la determinación de la filiación de alimentista (…). Sin resolver 
previamente esta cuestión no es posible, ni desde el punto de vista lógico ni 
desde el jurídico, tomar una decisión sobre la cuestión principal». 
Por su parte, existirá trascendencia sólo jurídica cuando «lógicamente la 
cuestión principal del pleito puede ser resuelta sin tener en cuenta la cuestión 
prejudicial, pero jurídicamente el órgano judicial sí que necesita tener resuelta 
esta última para decidir la primera». Tal sería el caso para esta autora, de un 
juicio de desahucio y resolución del contrato de arrendamiento en el que se 
presenta como prejudicial el tema de acceso a la propiedad de las fincas 
arrendadas. 
Ciertamente, tal como señala esta autora, el principal problema que se 
presenta a este respecto consiste en determinar en la práctica los casos en que 
esta relevancia o trascendencia se presenta152.  
Por nosotros, al efecto resulta de gran utilidad en esta materia la 
distinción realizada por SATTA entre prejudicialidad lógica y técnica, 
atendiendo a si la cuestión prejudicial coincide con la propia causa de pedir en 
virtud de la cual se fundamenta el derecho pedido en juicio, es decir, dice 
relación con la propia relación jurídica debatida en juicio, o bien dice relación 
con situaciones o relaciones jurídicas independientes pero conexas con la 
hecha valer y que de ser acogidas, tienen eficacia extintiva, modificativa o 
excluyente del derecho pedido en juicio153.  
Tratándose de prejudicialidad penal, el principal criterio para 
determinar la relevancia de la materia prejudicial pasa por atender a los casos 
en que la condena misma  o la calificación o valoración jurídico-penal de unos 
                                               
152 REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 90-92. 
A su juicio, en términos generales esta relevancia se presenta cuando la cuestión perjudicial afecta 
alguno de los elementos identificadores del proceso civil,  esto es, cuando va referida a los hechos 
que individualizan la pretensión o a su fundamento, o, también, cuando dice relación con un medio 
de prueba. 
153 Cfr. SATTA, SALVATORE, Manual de Derecho procesal civil, v. I, ob. cit., pp. 44-46. 
También en «accertamento incidentale», ob. cit., pp. 243-246; «Accertamenti incidentali e principi 
generali del diritto», ob. cit., pp. 29 y ss. y en «Nuove  riflessioni in tema di accertamenti 
incidentali», ob. cit., pp. 64 y ss. En la misma línea, Cfr. MENCHINI, SERGIO, I limiti oggettivi del 
giudicato civile, ob. cit., ob. cit., p. 140 y ss. y PROTO PISANI, ANDREA, Lezioni di Diritto 
processuale civile, ob. cit., pp. 353 y ss. 
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hechos son considerados por la norma civil como presupuesto de hecho, caso 
en el cual la sentencia penal actúa como hecho jurídico. 
b) Dicho lo anterior, sólo destacar una última cuestión relacionada con la 
relevancia de la materia prejudicial como elemento definitorio de la 
prejudicialidad. 
Como hemos examinado, una parte de la doctrina española ha sostenido 
una interpretación diferente de este elemento, entendiendo que la 
prejudicialidad no supone siempre la existencia de un vínculo o nexo de 
naturaleza lógica con la cuestión de fondo, siendo perfectamente posible que la 
decisión de la cuestión prejudicial no tenga influencia alguna en la decisión 
sobre el fondo del asunto donde se suscita. 
A juicio de este sector, esta influencia o relevancia sobre la cuestión de 
fondo sólo se predica respecto de una categoría específica de cuestiones 
prejudiciales como son las devolutivas, únicas en las que es posible apreciar la 
existencia de un vínculo de carácter lógico entre la materia prejudicial y la 
cuestión de fondo. Las cuestiones prejudiciales no relevantes, por tanto, 
carecen de dicha influencia y normalmente, serán tratadas conforme al sistema 
no devolutivo. 
En definitiva, conforme postura, la conexión lógica o relevancia de la 
decisión de la cuestión prejudicial no es algo que defina necesariamente la 
prejudicialidad sino que incide en su tratamiento, esto es, en la devolutividad o 
no devolutividad de la cuestión prejudicial y la posibilidad de suspensión del 
proceso para que sea decidida por el órgano competente154. 
La razón principal de esta interpretación viene dada por la propia 
regulación que el ordenamiento español da a las cuestiones prejudiciales en la 
que, a efectos de determinar su tratamiento devolutivo, el legislador recurre, 
particularmente cuando se trata de cuestiones prejudiciales penales en el 
proceso civil,  a expresiones como la «influencia decisiva» de la cuestión (art. 
40.2 LECiv 2000) o la existencia de una cuestión prejudicial penal «que 
condicione directamente el contenido» o de la que «no pueda prescindirse para 
la debida decisión» (10.2 LOPJ). Este tipo de expresiones también son 
utilizadas por el legislador chileno en el art. 167 CPC, donde, a efectos de 
determinar la suspensión del proceso civil por prejudicialidad penal,  habla de 
la «influencia notoria» de la cuestión penal en la sentencia que se debe dictar 
en el proceso civil. 
                                               
154 Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, ob. cit., pp. 41-49 y 89-97. 
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Sin dejar de destacar lo novedoso de esta interpretación, 
particularmente en lo que respecta a considerar la relevancia como criterio para 
la devolutividad de la prejudicialidad, no compartimos, con todo, dicha 
postura.  
Sobre el punto, cabe señalar que, ciertamente, tal como ha puesto de 
manifiesto este sector doctrinario, las expresiones utilizadas por el legislador 
español, así como el chileno, al establecer como requisito para la suspensión 
del proceso civil por prejudicialidad penal, la «influencia decisiva» o la 
«influencia notoria», o la necesidad de que la cuestión «condicione» el 
contenido de la sentencia, etc., resultan confusas y de las mismas pareciera 
que, a contrario sensu, existen cuestiones prejudiciales que no tienen dicha 
influencia en la decisión del asunto principal, las cuales tendrían tratamiento 
no devolutivo. 
Por nuestra parte, sin embargo, llegamos a una conclusión diversa 
considerando que la utilización de este tipo de expresiones no importa una 
negación del elemento lógico como parámetro definitorio de la prejudicialidad 
sino más bien una reafirmación del mismo y de la forma cómo debe ser 
aplicado, cuya explicación se encuentra en la particularidad que presenta la 
prejudicialidad penal en el proceso civil. 
Constituyendo la relevancia o influencia de la materia prejudicial —
consistente en su idoneidad para determinar, a lo menos potencialmente, la 
solución del asunto objeto del proceso principal— una característica o 
elemento inherente a la existencia misma de la prejudicialidad, la presencia de 
un vínculo prejudicial de dependencia en el proceso civil exige, por una 
necesidad lógica, su decisión  o consideración en forma previa a la decisión del 
asunto de fondo. 
Dicho en otros términos, en tanto relevante o imprescindible, este 
vínculo debe ser necesariamente resuelto o tenido en consideración por el juez 
—en este último caso, ello ocurrirá cuando ya exista una sentencia judicial 
firme sobre la cuestión— en la medida que de su decisión depende el 
contenido mismo de la sentencia de fondo que debe dictar el juez y por tanto 
no puede quedar imprejuzgado. 
Ahora bien, según se examinará más adelante, el carácter devolutivo o 
no devolutivo de la cuestión prejudicial y por tanto, la decisión sobre qué 
tribunal y con qué efectos debe resolverla, es un asunto de política legislativa 
que queda comprendido en la esfera o ámbito de discrecionalidad del 
legislador y obedece a razones diversas. 
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Dichas razones tienen que ver, esencialmente con un tema de 
coherencia y la prioridad o importancia que cada ordenamiento atribuye a que 
la decisión de los diversos asuntos prejudiciales o conexos que pueden 
suscitarse en un proceso sea o no realizada en forma definitiva y los efectos 
que ello puede tener con relación al derecho de la defensa de las partes, por un 
lado, así como la necesidad de celeridad de los procesos y de evitar dilaciones 
indebidas.  
Asimismo, tiene que ver con la eventual preferencia que se asigne a un 
determinado orden jurisdiccional sobre otro, caso en el cual el legislador 
considera que la decisión de una determinada materia prejudicial debe 
realizarse con la técnica y bajo los principios que rigen un determinado 
proceso, sea este civil o penal. 
Siguiendo lo anterior, existiendo una cuestión prejudicial de cuya 
decisión el juez —ya sea desde un punto de vista lógico-jurídico o 
simplemente jurídico— no puede prescindir para la decisión del asunto 
principal, el ordenamiento procesal debe regular los cauces necesarios para que 
dicha decisión pueda ser realizada, determinando el tribunal y la eficacia con 
que ella tendrá lugar o bien estableciendo la vinculación a la  misma en caso 
que ya exista una sentencia firme sobre el asunto. 
Cuando la cuestión se presenta durante el curso del proceso sin formar 
parte de su objeto y no existe sentencia firme previa y vinculante que la 
resuelva, la resolución del asunto prejudicial puede realizarse esencialmente de 
dos modos y con diversa eficacia según el caso.  
En primer lugar, la decisión de la cuestión puede ser realizada por el 
propio juez que conoce del asunto principal, caso en el cual, según la 
naturaleza del asunto y lo determine cada ordenamiento, la decisión podrá ser 
incidenter tantum, es decir, el juez la resolverá por sí mismo —con aplicación 
de las normas sustantivas que corresponda— a los solos efectos prejudiciales o 
de la decisión del asunto principal, y por tanto, sin efectos más allá del proceso 
en que se decide, tal como ocurre en España, por regla general (arts. 10 LOPJ 
y 40 a 43 LECiv 2000)155. El problema que se presenta en estos casos, es que 
                                               
155 El ordenamiento español, dicha materia se encuentra regulada, de forma general, en el 
art. 10.1 LOPJ en virtud del cual «A los solos efectos prejudiciales, cada orden jurisdiccional 
podrá conocer de asuntos que no le estén atribuidos privativamente». De esta forma, toda cuestión 
prejudicial que se plantee en el proceso civil deberá ser conocida por el juez civil incidenter 
tamtum, es decir, a los solos efectos prejudiciales, y su resolución no producirá efectos fuera del 
proceso. 
Al efecto, el art. 42.1 y 2, dispone respecto de las cuestiones prejudiciales no penales, que 
«A los solos efectos prejudiciales, los tribunales civiles podrán conocer de asuntos que estén 
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el asunto puede volver a ser discutido posteriormente como objeto de un 
proceso autónomo pudiendo existir contradicción entre sentencias. En el caso 
de Chile, en cambio, la situación es diversa, en tanto el conocimiento 
incidental no supone una restricción de los efectos de cosa juzgada. 
Asimismo, la decisión del asunto prejudicial podrá ser realizada por el 
propio juez que conoce del asunto principal con eficacia de cosa juzgada 
cuando las propias partes del proceso así lo solicitan o lo dispone la ley, 
introduciendo la cuestión a través de alguno de los mecanismos procesales que 
permiten su decisión con dicha eficacia.  
Así ocurre, por ejemplo, cuando la materia o relación prejudicial se 
hace valer a través de la acumulación de acciones o de procesos; o mediante la 
ampliación de la demanda o la reconvención del demandado —que no son  
sino un supuesto de acumulación sobrevenida de pretensiones—156, o bien, en 
el caso de Italia, a través de la demanda de declaración incidental del art. 34 
del Codice di Procedura Civile, antes vista, si bien en este caso, cuando el juez 
no tiene competencia para resolver el asunto, debe remitirla al tribunal 
competente ratione materiae157. 
                                                                                                                                
atribuidos a los tribunales de los órdenes contencioso-administrativo y social», estableciendo, acto 
seguido, que dicha decisión «no surtirá efecto fuera del proceso en que se produzca». 
En ordenamiento chileno, particularmente tratándose de prejudicialidad heterogénea no 
penal, la regla es la inversa, en tanto no existe norma alguna que permita el conocimiento, ni a los 
solos efectos prejudiciales, de materias que no pertenecen a la órbita de competencia del respectivo 
tribunal. Sin embargo, el legislador tampoco contempla la suspensión del proceso civil a efectos de 
remitir el conocimiento del asunto ante el tribunal competente ratione materiae. En estos casos, 
como veremos, al juez civil sólo le queda decidir el asunto bajo la óptica de las normas civiles y 
los principios que rigen el proceso civil. Tratándose de cuestiones homogéneas, en la medida que 
la decisión de la cuestión se realice por sentencia interlocutoria firme, queda cubierta por la cosa 
juzgada. 
156 Sobre este punto, en España cabe destacar el tratamiento que la LECiv da a las 
excepciones de compensación y la nulidad absoluta del negocio jurídico, las que son asimiladas a 
la reconvención a efectos de que sean decididas con efecto de cosa juzgada.  
De este modo, se impide que puedan ser aducidas con posterioridad como objeto de un 
proceso principal, con el consiguiente riesgo de contradicción de las sentencias que resuelvan 
sobre las mismas. Ampliamente sobre la materia cfr. RICHARD GONZÁLEZ, MANUEL, 
Reconvención y excepciones reconvencionales en la LEC 1/2000, Madrid, Civitas, 2002. Sobre la 
situación y problemas que generaba el tratamiento de la excepción de compensación con 
anterioridad a la LECiv 2000, cfr. TAPIA FERNÁNDEZ, ISABEL, La compensación en el proceso 
civil, Madrid, Trivium, 1988. 
157 En España, la LECiv, en su art. 42.3 y 43, contempla un mecanismo similar para el 
tratamiento de la prejudicialidad no penal y de la civil en el proceso civil, aunque en estos casos el 
juez debe remitir el asunto ante el tribual competente. Al efecto, dichas normas contemplan la 
posibilidad de suspensión del proceso —siempre que lo disponga la ley o lo pidan las partes de 
común acuerdo, cuando se trata de cuestiones no penales o por petición de ambas o de una de ellas 
oyendo a la contraria, cuando se trata de prejudicialidad civil— a efectos de que la cuestión sea 
decidida por el tribunal que corresponda. En caso de no solicitarse la suspensión, el conocimiento 
de la cuestión será realizada por el juez civil a los solos efectos prejudiciales. 
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Por último, existe una tercera posibilidad y es que la materia 
prejudicial, en la medida que el ordenamiento lo permita, sea objeto de simple 
verificación, valoración o decisión por el juez que conoce con aplicación de las 
normas civiles que corresponda y conforme a los principios propios que rigen 
el proceso civil. En ciertos casos, siendo necesaria su decisión o consideración 
en razón de su dependencia lógica con el asunto principal, puede ser que al 
legislador le baste con su verificación o valoración por el propio juez civil 
conforme a las normas civiles sustantivas que sean aplicables y no sea 
necesaria la decisión del juez competente ratione materiae. 
Finalmente, un segundo modo en que puede tener lugar dicha decisión 
se presenta cuando el legislador considera que la materia prejudicial debe ser 
decidida necesariamente por el tribunal competente ratione materiae como 
objeto de un proceso autónomo y, por tanto, con efecto de cosa juzgada, caso 
en el cual la cuestión deviene en devolutiva. 
Tratándose de cuestiones prejudiciales penales, tanto en el 
ordenamiento español como en el chileno, esta regla es absoluta en la medida 
que un juez civil nunca podrá, ni a los solos efectos prejudiciales, es decir, con 
aplicación de las normas sustantivas penales que corresponda, decidir un 
asunto de esta naturaleza y por tanto, necesariamente deberá suspender el 
proceso en espera que la cuestión penal sea decidida por el juez penal 
competente158. 
                                               
158 El ordenamiento español, dicha materia se encuentra regulada, de forma general, en el 
art. 10.2 LOPJ en virtud del cual la existencia de una cuestión prejudicial penal de la cual no pueda 
«prescindirse para la debida decisión o que condicione directamente el contenido de ésta», 
determinará la suspensión del procedimiento mientras no sea decidida por los órganos penales 
correspondientes. Por su parte, los arts. 111 y 114 LECrim, disposiciones que, tradicionalmente, se 
ha entendido consagran en el ordenamiento español el principio de le criminel tient le civil en état, 
regulan el ejercicio de la acciones penal y civil estableciendo la no iniciación o la suspensión del 
proceso civil iniciado en espera de la decisión del juicio criminal promovido para la averiguación 
del hecho punible.  
Con todo, con la entrada en vigencia de la nueva LECiv 2000, la regulación tradicional de 
esta materia contenida en los artículos antes señalados ha sido modificada al punto que cierta parte 
de la doctrina ha llegado a sostener la derogación tácita de las normas contenidas en la LECrim. 
Ello por cuanto la nueva ley pareciera apartarse de la regla de la preferencia de la jurisdicción 
penal que consagraba la antigua LECiv 1881 (art. 362) y los arts. 111 y 114 LECrim, 
estableciendo como norma general la no devolutividad de la cuestión y la no suspensión del 
proceso civil por prejudicialidad penal (arts. 40 y 41 referidos al proceso civil de declaración; art. 
514.4 referido a la revisión y art. 569 que regula la prejudicialidad penal en el proceso de 
ejecución).  
En esta línea, por la derogación tácita,  cfr. DE LLERA SUÁREZ-BARCENA, EMILIO, 
«Prejudicialidad penal en el proceso civil y prejudicialidad civil en el proceso penal», en Estudios 
Jurídicos. Ministerio Fiscal, Nº 2, 2002, pp. 354 y 355;  GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, Las 
cuestiones prejudiciales en el proceso civil, ob. cit., pp. 48-50, 71, 54 y 61; ORTELLS RAMOS, 
MANUEL, en Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., pp. 638 y 640 y REYNAL QUEROL, 
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Cuando en el proceso civil se presenta una cuestión prejudicial penal, 
en nuestro concepto, siguiendo lo señalado por la doctrina, la relevancia o 
idoneidad de la cuestión para determinar, a lo menos potencialmente, el 
sentido de la sentencia civil sobre el fondo, se presenta o identifica, por regla 
general, con todos aquellas hipótesis normativas en que la sentencia penal 
actúa como supuesto de hecho de la norma civil que debe aplicar el juez en 
tanto exige la existencia de una condena o una valoración jurídico-penal de los 
hechos a la cual se anudan ciertas consecuencias civiles159. 
En estos casos, en tanto la decisión de la cuestión penal requiere del 
pronunciamiento de una sentencia penal que, por aplicación de las normas 
relativas a la jurisdicción en razón de la materia en España —y en el caso de 
Chile, por reglas de la competencia absoluta en razón de la materia— sólo 
puede ser dictada por un tribunal correspondiente a dicho orden jurisdiccional, 
la cuestión deviene en devolutiva en forma absoluta y el juez civil deberá 
necesariamente suspender el proceso en espera de dicha decisión160. 
                                                                                                                                
NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 144 a 153, quien la sostiene sólo 
parcialmente en lo que respecta a los supuestos de prejudicialidad que digan relación con delitos 
públicos y semipúblicos y no los privados en tanto el art. 40.1.2 LECiv los excluye de su ámbito 
de aplicación. En sentido contrario, JUAN SÁNCHEZ, RICARDO, La responsabilidad civil en el 
proceso penal, ob. cit., pp. 86-90 y GONZÁLEZ GRANDA, PIEDAD, «De las cuestiones 
prejudiciales», en Comentarios a la Nueva Ley de Enjuiciamiento Civil, (con AA.VV.), t. I, ob. 
cit., pp. 485 y 486. 
159 En esta línea, cfr. Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, «Eficacia de la sentencia penal 
en el proceso civil», ob. cit., p. 212 y en Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, t. II, v. 
I, ob. cit., pp. 633-635 y 670; ORTELLS RAMOS, MANUEL, ob. cit., pp. 639-640. Cfr. SENÉS 
MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal español, ob. cit., p. 109; 
GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, Las cuestiones prejudiciales penales en el proceso civil, ob. 
cit., p. 64; JUAN SÁNCHEZ, RICARDO, La responsabilidad civil en el proceso penal, ob. cit., p. 
88. Entre la jurisprudencia, cfr. SAP de Madrid (Sección 10ª) de 22 de noviembre de 2005, FJ 3º, 
ponente Illescas Rus, Vicente (JUR 129705/2006), en la que se sostiene que «el fundamento de la 
interrupción del proceso (…) se encuentra en que un determinado efecto civil puede depender de la 
condena penal tomada como hecho jurídico o bien de un hecho que puede ser, a la vez delito y 
supuesto de una norma civil, siendo este el motivo por el que la ley no quiere que se trate al mismo 
tiempo el mismo hecho en dos procesos distintos y da preferencia al proceso penal». 
Cuando la decisión del objeto del proceso civil requiere de la determinación sobre la 
existencia o inexistencia de unos hechos con relevancia penal —como ocurre en la acción civil ex 
delicto, en nuestro concepto no se está en presencia de un problema de prejudicialidad sino en un 
caso de conexión simple. La suspensión del proceso civil en estos casos obedece a la necesidad de 
evitar, esencialmente por una razón de economía procesal, que unos mismos hechos, que deben ser 
abordados desde ópticas distintas, sean simultáneamente fijados por dos tribunales diversos en 
razón de lo cual, por regla general, los ordenamientos dan preferencia al orden jurisdiccional 
penal. 
160 En España, no obstante establecer la LECiv 2000 la posibilidad de que el tribunal civil 
no suspenda el proceso devolviendo el conocimiento de la cuestión prejudicial al tribunal penal 
competente, evidentemente ello no quiere decir, a nuestro juicio, que el juez civil, valorando los 
hechos conforme a las normas penales aplicables, pueda determinar el hecho punible y la 
participación de un determinado sujeto aplicando una determinada pena o absolviéndole de 
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El carácter devolutivo de la cuestión, por tanto, deviene no porque la 
cuestión en sí misma sea relevante o imprescindible —que, en tanto 
prejudicial, siempre lo es— sino porque, por una razón orgánica o 
competencial, la decisión de la cuestión condicionante depende del dictado de 
una sentencia penal que sólo puede efectuar un tribunal de dicho orden 
jurisdiccional y no por el juez civil. 
De esta forma, atendido que lo tomado en consideración por la norma 
sustantiva civil es la existencia de una condena o una valoración jurídico-penal 
respecto de los mismos que sólo puede ser realizada por un tribunal de dicho 
orden jurisdiccional, el juez civil nunca, por sí mismo —salvo que la ley 
disponga lo contrario— podrá resolver una cuestión de esta naturaleza  ni a los 
solos efectos prejudiciales.  
Tratándose de cuestiones prejudiciales no penales, en cambio, a menos 
en el caso de España (art. 42 LECiv 2000) el juez civil puede decidirlas por sí 
mismo, sin efectos más allá del proceso en el que se dictan y, por tanto, lo que 
habrá que determinar es la necesidad o no, en orden al principio de coherencia, 
que la decisión de la cuestión se realice con efectos de cosa juzgada o, por el 
contrario, basta con que sea decidida incidenter tantum, a los solos efectos de 
resolver sobre la cuestión de fondo. 
En razón de lo anterior, no cabe, a nuestro juicio, confundir la 
influencia decisiva de la cuestión prejudicial a que alude el art. 40 LECiv 2000 
y el art. 10 LOPJ, o la influencia notoria a que se refiere el art. 167 CPC 
chileno, con la prejudicialidad misma. 
Dicha influencia decisiva o notoria, es un criterio utilizado por la ley 
exclusivamente respecto de las cuestiones prejudiciales penales (nada dice, por 
                                                                                                                                
responsabilidad penal. En otros términos, nunca un juez civil podrá prejudicialmente anudar 
consecuencias penales a un hecho, condenando o absolviendo a un sujeto por un delito, a fin de 
poder resolver sobre el objeto de un proceso civil para cuya decisión era necesaria dicha 
declaración de relevancia penal.  
Tal como señala la doctrina, nunca el juez no penal podría realizar una calificación penal 
de los hechos y aplicar una sanción penal derivando consecuencias punitivas de dicho 
conocimiento. Cfr. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, Las cuestiones prejudiciales penales en el 
proceso civil, ob. cit., p. 41. No existe en el ordenamiento español ninguna norma que autorice a 
ningún órgano judicial no perteneciente al orden penal para pronunciarse sobre una cuestión de 
este orden, ni siquiera a los solos efectos prejudiciales. Cfr. GARBERÍ LLOBREGAT, JOSÉ, «De 
las cuestiones prejudiciales» en Los procesos civiles. Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento 
Civil (con AA.VV.), t. I, ob. cit., pp. 636 y 651. En la misma línea, respecto de la prejudicialidad 
penal en el proceso laboral, que en el ordenamiento español, con el excepción de la falsedad 
documental, tiene carácter no devolutivo en conformidad al art. 4 y 86.1 del Texto Refundido de la 
Ley de Procedimiento Laboral (TRLPL), cfr. VALLE MUÑOZ, FRANCISCO, La prejudicialidad 
penal en el proceso del trabajo, Tirant lo Blanch, Valencia, 2007, pp. 42, 47 y 48. 
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ejemplo, el legislador español para las civiles, a salvo el término «necesaria» 
que utiliza el art. 43, ni administrativas o sociales ni tampoco lo hace el 
legislador chileno), a los efectos de reafirmar el carácter devolutivo absoluto 
que tiene este tipo de cuestiones cuando su decisión sólo puede realizarse por 
medio de un pronunciamiento penal, y que tiene que ver con la particularidad 
propia que presenta la prejudicialidad penal desde un punto de vista orgánico u 
organizacional y la preferencia que históricamente los ordenamientos 
atribuyen al orden penal. 
De esta forma, consideramos que cuando el legislador español o chileno 
habla de «influencia decisiva» o «influencia notoria» se esta refiriendo, por un 
lado, al carácter imprescindible o relevante no de la cuestión prejudicial en sí 
misma considerada —que siempre lo es—, sino del propio pronunciamiento 
penal en tanto sólo a través de éste se puede dar por cumplido o verificado el 
supuesto de hecho que exige la norma civil que debe aplicar el juez. 
Asimismo, la exigencia de este requisito tiene que ver, en nuestro 
concepto, con la necesidad de evitar que la presencia de cualquier cuestión de 
carácter penal o la simple coincidencia de hechos, como ocurre en la acción 
civil ex delicto, suponga necesariamente, y en forma injustificada, la 
suspensión del proceso civil en que ella se suscita. 
Tal fue, precisamente, el problema que se produjo en España bajo la 
vigencia de la LECiv 1881 y que vino a ser corregido por la nueva regulación 
contenida en los arts. 40 a 43 de la LECiv 2000 estableciendo, como regla 
general, la no suspensión del proceso civil por prejudicialidad penal con el fin 
de evitar indebidas paralizaciones o retrasos de los procesos civiles.  
Con ello, se quiso poner de relieve, en definitiva, que la suspensión del 
proceso civil por prejudicialidad penal no es ni puede ser automática siendo 
necesario, tal como se expresa en la Exposición de Motivos, algo más que una 
querella admitida o una denuncia no archivada para que la prejudicialidad 
penal incida en el proceso civil161. 
                                               
161 Al efecto, tal como señala la doctrina, pese a que el art. 362 LECiv 1881, tenía un 
sentido claramente restrictivo de la suspensión del proceso civil, exigiendo por una parte, la 
necesidad de relevancia del pronunciamiento penal y estableciendo, por otra, la suspensión del 
fallo del pleito hasta la terminación del procedimiento criminal, la práctica judicial sin embargo, 
fue dando una aplicación preferente a la norma del art. 114.I LECrim, de suyo, mucho menos 
restrictiva que la contenida en el art. 362, extrapolando, «injustificadamente los términos de aquél, 
hasta el punto de haber propiciado suspensiones injustificadas de los procesos penales en curso». 
Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal español, ob. 
cit., p. 115.  
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Conforme a lo expuesto, la presencia de una cuestión de carácter penal 
en el proceso civil exige, en lo esencial, la correcta apreciación por parte del 
juez civil de dos aspectos. 
En primer lugar, el juez debe determinar si de la solución de dicha 
cuestión depende o no el contenido de la sentencia civil sobre el fondo y por 
tanto resulta imprescindible para poder pronunciarse sobre la tutela civil 
solicitada, es decir, es necesario determinar su carácter prejudicial.  
En el caso, por ejemplo, de la alegación de falsedad de un documento 
aportado al proceso, la declaración acerca de la falsedad o veracidad del 
documento será prejudicial o relevante cuando éste sea decisivo para poder 
resolver sobre el fondo del asunto, por ejemplo, porque ha sido otorgado por 
vía de solemnidad y por tanto, de declararse falso desaparece el acto o contrato 
cuyo cumplimiento se solicita. En este caso, de la solución o respuesta que se 
de a la cuestión relativa a su veracidad, depende en definitiva la concesión o 
denegación de la tutela solicitada y por tanto, resulta imprescindible para poder 
pronunciar sentencia sobre el fondo. Lo mismo ocurre cuando para configurar 
una causal de indignidad o desheredamiento, el juez civil requiere determinar 
la existencia de la muerte o de atentados graves en contra de la vida del 
testador o causante y la participación que en ellos ha tenido el heredero. 
En caso que el juez civil pueda simplemente prescindir de la decisión 
sobre la falsedad o los atentados contra el causante—sea por el mismo o por 
otro juez— y dictar sentencia resolviendo sobre la tutela solicitada con base en 
los demás hechos, alegaciones y medios de prueba que constan en el proceso, 
quiere decir, en nuestra opinión, que la cuestión no es prejudicial sino que se 
encuentra en una relación de conexión simple o de accesoriedad que no hace 
necesaria su decisión en forma previa. 
                                                                                                                                
De esta forma se fue cristalizando la práctica jurisprudencial, fundada en el art. 114.I 
LECrim, de suspender los procesos civiles por la simple coincidencia de los hechos. Con todo, 
dicha posición fue matizada a lo largo del tiempo por el Tribunal Supremo a favor de una tesis de 
aplicación más restrictiva del art. 114.I. LECrim que lo llevó a establecer importantes limitaciones 
a su aplicación similares, finalmente, a las exigidas por el art. 362 a los efectos de decretar la 
suspensión del proceso civil. Sobre el punto, cfr. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, Las 
cuestiones prejudiciales penales en el proceso civil, ob. cit., p. 71. Sistematizando la jurisprudencia 
sobre la materia, menciona el autor dentro de los principales criterios exigidos por el TS a los 
efectos de limitar la aplicación de este precepto, los siguientes: 1. La identidad del hecho civil y 
penal ha de ser total y absoluta; 2. El hecho objeto del proceso penal debe ser determinante por sí 
solo de la sentencia civil y 3. La suspensión no se producirá cuando el juez pueda decidir sobre el 
objeto del juicio con base en otros elementos probatorios determinantes por sí solos de la 
resolución del contrato. 
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Determinado el carácter prejudicial, el juez civil debe, en segundo 
lugar, determinar si la decisión de la cuestión — en este caso la falsedad del 
documento o los atentados contra el causante— debe necesariamente 
resolverse mediante sentencia penal y por tanto debe darle tratamiento 
devolutivo, o, por el contrario, puede resolverla, por sí mismo, con 
prescindencia de dicho pronunciamiento penal y sin necesidad de suspender el 
proceso. 
El punto a determinar, en estos casos, en consecuencia, es si la decisión 
de la cuestión prejudicial requiere necesariamente de un pronunciamiento 
penal o, por el contrario, podría ser resuelta por el propio juez civil con 
independencia del mismo.  
Por regla general, en la medida que la propia norma civil establezca 
como supuesto de hecho la existencia de una condena penal o bien exija la 
valoración jurídico-penal de unos hechos, la cuestión será devolutiva pero no 
porque es una cuestión relevante —que, insistimos, siempre lo es— sino 
porque el ordenamiento no permite, a diferencia de lo que ocurre en el caso de 
España con las cuestiones prejudiciales civiles y no penales, que sea el propio 
juez civil el que efectúe dicha declaración o valoración por vía no devolutiva. 
Lo anterior no viene sino a confirmar la regla relativa a que 
prejudicialidad penal tiene siempre tratamiento devolutivo. Lo que hace 
imprescindible el pronunciamiento del juez penal no es la relevancia de la 
cuestión prejudicial sino que su decisión, por una razón orgánica, sólo se 
puede obtener mediante una sentencia penal y por tanto nunca podrá ser 
resuelta por el juez civil en vía no devolutiva con aplicación de normas penales 
sustantivas. 
Fuera de lo anterior, existen casos, sin embargo en que, pese a la 
relevancia que pueda tener el pronunciamiento penal, éste no resulta 
imprescindible a efectos de poder resolver la cuestión prejudicial y por tanto, 
decidir sobre el fondo del asunto.  
Según la regulación que determine cada ordenamiento, se trata de  
aquellos casos en que la ley permite que sea el propio juez civil el que resuelva 
o valore la cuestión o relación jurídica prejudicial de cuya solución depende la 
decisión sobre el fondo del asunto, pero desde la perspectiva exclusivamente 
civil y con aplicación de los principios propios de este tipo de procesos.  
Cabe destacar, que no nos referimos con estos supuestos a la simple 
coincidencia de hechos que pueda existir entre procesos civiles y penales, 
como ocurre en la acción civil ex delicto, sino a casos en que, existiendo 
hechos comunes, la condena o la valoración jurídico penal de los mismos 
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como delito puede tener incidencia en un proceso civil y no obstante ello, la 
ley permite al juez civil prescindir del pronunciamiento penal. 
En estos casos, frente al principio de coherencia, el legislador da 
prioridad a otros valores, como son la celeridad de los procesos y su no 
paralización o dilación excesiva o bien da prioridad al principio de 
independencia de los órdenes jurisdiccionales, permitiendo al juez civil decidir 
el asunto sin necesidad de esperar el pronunciamiento del juez penal.  
La cuestión, en estos supuestos, sigue siendo tan prejudicial como antes 
pero no tendrá tratamiento devolutivo y podrá ser resuelta incidentalmente —
con o sin efecto de cosa juzgada según lo determine cada ordenamiento— por 
el propio juez civil que conoce del asunto, pero sólo desde la perspectiva civil 
y no con aplicación de las normas penales que corresponda en tanto dicha 
posibilidad le esta vedada. 
En Chile, así sucede, por ejemplo, en el caso de la declaración de 
falsedad de un documento que sea decisivo para decidir el asunto del fondo. A 
diferencia de lo que ocurre en España, este ordenamiento permite la 
declaración de falsedad de un documento tanto por el propio juez civil —en 
forma incidental (pero con eficacia de cosa juzgada) y desde una perspectiva 
estrictamente civil— cuando durante el curso del mismo se impugna un 
documento como falso, como también mediante el inicio de un proceso civil 
autónomo donde la cuestión relativa a la falsedad se discute como objeto 
principal de dicho proceso. Asimismo, dicha declaración puede ser efectuada 
por un juez penal conociendo de un delito de falsedad documental.  
De esta forma, suscitándose durante el curso de un proceso civil la 
posible falsedad de un documento decisivo el juez civil está obligado a 
resolver sobre ella. El tema se complica en caso que exista un proceso penal 
pendiente en el que se este discutiendo el mismo asunto pues el ordenamiento 
permite que sea el propio juez civil el que, desde una perspectiva civil, declare 
la veracidad o falsedad del documento sin esperar a la decisión del juez penal y 
dicha declaración será con eficacia de cosa juzgada, por lo que el 
pronunciamiento penal no le es imprescindible. 
Si el tema relativo la falsedad no se ha planteado en el proceso civil y 
existe un proceso penal en curso en el que se este discutiendo sobre un delito 
de falsedad, la cuestión es diferente. En la medida que el juez civil considere 
que se trata de un documento decisivo deberá suspender el curso del proceso 
en espera de dicha decisión la cual, además por norma expresa, le vincula con 
eficacia de cosa juzgada. En este caso, el pronunciamiento penal sobre la 
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falsedad resulta imprescindible para el juez civil y por tanto, la cuestión 
deviene en devolutiva. 
Sin embargo, esta situación ha generado en la práctica no pocos 
problemas y la jurisprudencia ha sido vacilante optando en algunos casos por 
el resguardo del principio de independencia de los órdenes jurisdiccionales o, 
en otros, por la prevalencia de la decisión del orden penal. 
En España, un caso similar ocurre con la prejudicialidad penal en 
materia laboral (arts. 4 y 86 TRLPL). En estos casos, no obstante la relevancia 
o influencia que pueda tener el pronunciamiento penal, la regla general en este 
ámbito es que la prejudicialidad penal no suspende el curso del proceso laboral 
y por tanto, tiene siempre tratamiento no devolutivo La única excepción a 
dicha regla son los casos de falsedad documental, situación que en España, 
como veremos, obedece esencialmente a que en dicho ordenamiento la única 
vía procesal para obtener dicha declaración es a través de un proceso penal162.  
Lo anterior no significa, con todo, que el juez laboral debe o puede 
simplemente prescindir de la decisión de la cuestión. En este evento, tal como 
señala la doctrina, lo que ocurre es que el juez laboral deberá resolver 
incidentalmente la cuestión por sí mismo bajo la óptica y con aplicación de las 
normas laborales que corresponda163.  
                                               
162 Para un sector importante de la doctrina española, sin embargo, atendido que para el 
juez laboral le es indiferente la calificación que pueda realizar el juez penal de los hechos como 
delito, en materia laboral no existen supuestos de prejudicialidad penal propiamente tal sino la 
simple valoración de unos mismos hechos desde perspectivas diferentes que obedece al principio 
de independencia de los diversos órdenes jurisdiccionales en sus respectivas orbitas de 
competencia. Cfr. por todos, MONTERO AROCA, JUAN; IGLESIA CABERO, MANUEL.; MARÍN 
CORREA, JOSÉ MARÍA y SAMPEDRO CORRAL, M., Comentarios a la Ley de Procedimiento 
Laboral, t. I, Madrid, Civitas, 1993, pp. 590 y ss. y CONDE MARTIN DE HIJAS, VICENTE, 
«Ámbito del orden social de la jurisdicción», en BORRAJO DACRUZ, EFRÉN (DIR.), 
Comentarios a las leyes laborales. La nueva Ley de Procedimiento Laboral, t. XIII, v. 1º, Madrid, 
Edersa, 1982, pp. 98 y ss. 
Siguiendo lo anterior, y salvo que existan casos en que la norma sustantiva laboral 
considere como supuesto de hecho la existencia una condena penal o la valoración jurídico-penal 
de unos hechos como delito, en nuestro concepto ello es efectivo, tratándose de casos más bien 
asimilables a lo que ocurre en la acción civil ex delicto, en tanto existe una simple coincidencia de 
hechos penalmente relevantes cuya determinación es necesaria para el juez laboral a efectos de 
decidir, por ejemplo, sobre un el incumplimiento de un contrato laboral o calificar un despido, y no 
de prejudicialidad propiamente tal. 
163 Sobre la materia, cfr. ampliamente VALLE MUÑOZ, FRANCISCO, La prejudicialidad 
penal en el proceso del trabajo, ob. cit., pp. 42, 47 y 48. A juicio de este autor, en estos casos el 
«juez laboral no está decidiendo sobre delitos o faltas, sino que extrae del caso (sin remitir la 
cuestión al juez penal), las consecuencias laborales acerca de hechos, autoría y participación. La 
no remisión de la cuestión penal a un órgano de este orden jurisdiccional no supone que el juez 
laboral resuelva realmente sobre esa cuestión por tratarse de un enjuiciamiento limitado a la 
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En definitiva, los supuestos antes señalados dan cuenta de las diversas 
opciones que puede tomar el legislador para el tratamiento de la 
prejudicialidad y la mayor o menor prioridad de un determinado orden 
jurisdiccional para la decisión de un mismo asunto particularmente cuando la 
cuestión—desde el punto de vista de la competencia e independencia de los 
diversos órdenes jurisdiccionales— puede ser abordada desde ópticas 
diferentes.  
Cuestión diferente, tal como lo ha sostenido la doctrina española 
respecto de la prejudicialidad penal no suspensiva en materia laboral, son los 
cuestionamientos que, desde la perspectiva del principio de coherencia, del 
non bis in ídem y del principio de presunción de inocencia, puedan hacerse 
cuando la decisión de la cuestión, no obstante realizarse por cada tribunal 
desde sus respectivas ópticas y ámbito de competencia, sea realizada en forma 
diversa o contradictoria164. En el ejemplo antes dado sobre la falsedad, sin 
duda, si el juez civil declara que el documento es verdadero y el juez penal 
determina la existencia de un delito de falsedad, el principio de coherencia 
estaría en entredicho y el ordenamiento debiera arbitrar medios para dar 
solución a dicha problemática. 
Con todo, lo que no puede cuestionarse en nuestro concepto, es la 
vinculación lógica de la cuestión con el asunto de fondo. Lo que resulta 
prescindible aquí es el pronunciamiento penal pero no la decisión de la 
cuestión prejudicial, la que deberá siempre resuelta, en este caso, por vía no 
devolutiva por el propio juez que conoce del asunto. En otros términos, la 
cuestión prejudicial no deja por ello de ser relevante y necesaria para decidir 
sobre el fondo del asunto. Sólo es el pronunciamiento penal el que pierde 
dicho carácter. 
En conclusión, conforme a lo expuesto, sostenemos la existencia del 
vínculo lógico o de dependencia racional entre materia sustantivas como 
elemento definitorio de la prejudicialidad el cual no cabe confundir con la 
relevancia o carácter imprescindible que pueda tener un determinado 
                                                                                                                                
dimensión fáctica: el juez laboral se limitará a pronunciarse sobre la existencia de unos hechos, 
calificándolos jurídicamente sólo desde un punto de vista laboral». 
En caso que la cuestión prejudicial sea resuelta por el juez laboral y posteriormente se 
inicie un proceso penal en el que se discuta como objeto principal y resulte una contradicción entre 
ambas decisiones, la ley laboral «asume la contradicción y no ofrece un cauce para lograr la 
unidad de tratamiento de una misma cuestión, salvo el recurso de revisión previsto en el art. 86.3 y 
234 del TRLPL para supuestos concretos» (pp. 47 y 48). 
164 Cfr. VALLE MUÑOZ, FRANCISCO, ob. cit., pp. 60-68. 
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pronunciamiento penal como criterio para determinar el tratamiento devolutivo 
de la cuestión. 
En términos generales, sostener la relevancia como criterio aplicable 
exclusivamente a las cuestiones devolutivas no sólo importaría reducir 
extremadamente los supuestos de prejudicialidad no devolutiva, la que pasaría 
a ser una categoría de escaso interés práctico, sino que, además, resta toda 
utilidad a la distinción que se ha venido haciendo entre prejudicialidad 
propiamente tal y las cuestiones previas o presupuestos procesales, antes vista, 
y no toma en consideración el fundamento último de la prejudicialidad como 
instrumento para la coherencia de las resoluciones judiciales que se pronuncien 
sobre asuntos unidos por un vínculo o nexo de prejudicialidad-dependencia. 
Por otro lado, reducir la prejudicialidad devolutiva sólo a aquellas 
cuestiones que condicionan el contenido de la sentencia no explicaría, en 
función exclusivamente de dicha relevancia, por qué, no obstante existir una 
cuestión relevante para decidir la cuestión de fondo, en ciertos casos, los 
ordenamientos, tal como ocurre en España en materia laboral, optan por dar a 
la cuestión tratamiento no devolutivo. 
 CAPÍTULO TERCERO. CLASES Y MODELOS DE ORDENACIÓN DE 
LA PREJUDICIALIDAD. 
Delimitados los elementos configuradores de la prejudicialidad y 
habiendo tomado posición en los términos antes descritos en torno a lo que 
entendemos por ella, en las páginas siguientes, a fin de concluir con el estudio 
del marco y delimitación teórica de este instituto, examinaremos brevemente, 
las principales clasificaciones existentes en la doctrina, para luego abordar los 
sistemas de ordenación de la prejudicialidad. 
I. CLASIFICACIÓN DE LAS CUESTIONES PREJUDICIALES. 
Atendiendo a diversos criterios, son múltiples las clasificaciones 
elaboradas por la literatura jurídica sobre las cuestiones prejudiciales. No 
obstante, centraremos nuestro análisis, principalmente, en aquellas respecto de 
las cuales existe mayor consenso doctrinario tanto en razón de su claridad 
como de su utilidad práctica para entender el fenómeno de la prejudicialidad. 
1. En función de su contenido y naturaleza. 
Según el orden o ámbito jurídico material al que pertenezca la materia 
prejudicial, la doctrina distingue las cuestiones prejudiciales civiles, penales, 
administrativas, laborales y constitucionales, pudiendo suscitarse en cualquiera 
de los órdenes jurisdiccionales existentes. 
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La distinción adquiere relevancia en función de la similar o diferente 
naturaleza del objeto del proceso principal y de la cuestión prejudicial que en 
él se plantea. Utilizando una diversa denominación, se habla así de cuestiones 
prejudiciales de la misma naturaleza que la cuestión principal y de cuestiones 
prejudiciales de distinta naturaleza que la cuestión principal165; cuestiones 
prejudiciales homogéneas y cuestiones prejudiciales heterogéneas166, o bien, 
de cuestión prejudicial de jurisdicción y cuestión prejudicial de 
competencia167. 
Aunque parte mayoritaria de la doctrina efectúa esta distinción, es 
discutida la naturaleza de la prejudicialidad homogénea como cuestión 
prejudicial en sentido estricto, asimilándose por muchos autores, 
especialmente con referencia al proceso penal, a la categoría de las cuestiones 
incidentales (supra, Parte I, cap. 2º, I. 6). 
2. En función del tribunal llamado a conocer de ellas y los efectos de 
su resolución. 
Pasamos a examinar, enseguida, la principal clasificación de las 
cuestiones prejudiciales, contenida en la mayoría de los textos doctrinarios, y a 
partir de la cual se estructuran los diversos sistemas de ordenación de la 
prejudicialidad. 
Atendiendo al tribunal y el modo cómo éste debe resolver la materia 
prejudicial y los efectos que están llamada a producir en el proceso, la doctrina 
                                               
165 Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS y DIEZ-PICAZO JIMÉNEZ, IGNACIO, en 
Derecho Procesal Civil. El proceso de declaración, ob. cit., p. 543; GARBERÍ LLOBREGAT, 
JOSÉ, «De las cuestiones prejudiciales» en Los procesos civiles. Comentarios a la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (con AA.VV.), t. I, ob. cit., p. 631. 
166 En este sentido cfr. PRIETO CASTRO Y FERRÁNDIZ, LEONARDO, Tratado de 
Derecho procesal Civil: Proceso declarativo. Proceso de Ejecución, t. II, ob. cit., p. 359, quien, 
habla de «cuestiones prejudiciales excluyentes heterogéneas» y «prejudiciales homogéneas», 
ambas incluidas dentro de la categoría de los incidentes. En la misma línea JIMÉNEZ ASENJO, 
E., «Las cuestiones prejudiciales en materia civil», en Revista Jurídica de, 1951, p. 243; PÉREZ 
GORDO, ALFONSO, Prejudicialidad penal y constitucional en el proceso civil, ob. cit., p. 32; 
ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV.), ob. cit., p. 636. Para este 
autor, son homogéneas cuando el asunto en el que consiste la cuestión prejudicial corresponde a la 
competencia genérica del mismo orden jurisdiccional en cuyo proceso se plantea la cuestión y 
heterogéneas, cuando corresponde a la competencia de otro orden jurisdiccional; GIMENO 
SENDRA, VICENTE, Derecho Procesal Penal, ob. cit., p. 195; GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ 
LUIS, Las cuestiones prejudiciales penales en el proceso civil, ob. cit., p. 27. 
167 Cfr. GUASP, JAIME, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil, v. I, ob. cit., p. 
983. 
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distingue entre las denominadas cuestiones prejudiciales devolutivas y las no 
devolutivas168. 
A) Cuestiones prejudiciales no devolutivas. 
Las cuestiones prejudiciales no devolutivas son aquellas cuyo 
conocimiento y resolución corresponde al tribunal que está conociendo del 
proceso principal en el cual se plantea la materia prejudicial, sin que sea 
necesario su formulación o remisión ante otro tribunal.  
De esta forma, el planteamiento de la cuestión prejudicial no genera una 
paralización o suspensión del proceso principal —crisis procesal en los 
términos antes vistos— razón por la cual reciben también la denominación de 
cuestiones no suspensivas169, no excluyentes170, o no transferibles171. 
En lo que respecta a la eficacia de su resolución, en tanto la materia 
prejudicial es decidida por el juez del proceso como un antecedente lógico-
jurídico del asunto principal, por regla general, su resolución se produce 
incidenter tantum, esto es, a los solos efectos de posibilitar el dictado de la 
sentencia y en consecuencia, no produce los efectos de la cosa juzgada. 
Este conocimiento circunstancial de la materia prejudicial es 
reconocido por el ordenamiento español al establecer que la cuestión será 
decidida «a los solos efectos prejudiciales» (art. 10. 1 LOPJ y 42 LECiv), 
«para los solos efectos de la represión» (art. 3 LECrim) o «a los solos efectos 
del enjuiciamiento constitucional» (art. 3 LOTC), limitando sus efectos sólo al 
proceso concreto de ese orden jurisdiccional. 
                                               
168 Entre otros cfr. MANZINI, VICENZO, Tratado de Derecho procesal Penal, t. I, ob. cit., 
pp. 370 y ss.; FENECH NAVARRO, MIGUEL, «Estudio sistemático de las llamadas cuestiones 
prejudiciales», ob. cit. pp. 13 y ss.; PÉREZ GORDO, ALFONSO, Prejudicialidad penal y 
constitucional en el proceso civil, ob. cit., p. 32; SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones 
prejudiciales en el sistema procesal español, ob. cit., pp. 39 y ss.; ORTELLS RAMOS, MANUEL, 
Derecho Procesal Civil (con AA.VV.), ob. cit., pp. 637-637; DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS y 
DIEZ-PICAZO JIMÉNEZ, IGNACIO, Derecho Procesal Civil, ob. cit., pp. 543 y 544; GARBERÍ 
LLOBREGAT, JOSÉ, «De las cuestiones prejudiciales» en Los procesos civiles. Comentarios a la 
Ley de Enjuiciamiento Civil (con AA.VV.), t. I, ob. cit., p. 632; GIMENO SENDRA, VICENTE, 
Derecho Procesal Penal, ob. cit., p. 196; GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, Las cuestiones 
prejudiciales penales en el proceso civil, ob. cit., pp. 25 y ss. 
169 En esta línea cfr. RODRÍGUEZ RAMOS, LUIS, «Cuestión prejudicial devolutiva, 
conflicto de competencia y derecho al juez predeterminado por la ley», ob. cit., pp. 1 y ss. 
170 En este sentido cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO Y HERCE QUEMADA, VICENTE, 
Derecho Procesal Penal, Madrid, Artes Gráficas, 1986, pp. 103 y ss. 
171 Cfr. MUÑOZ ROJAS, TOMÁS, «Perfiles de la prejudicialidad y de otros institutos 
procesales afines», ob. cit., pp. 62 y ss. 
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En lo esencial, la razón por la cual se priva a la resolución de la materia 
prejudicial de la eficacia de la cosa juzgada tiene fundamento en el principio 
de la seguridad jurídica procesal y estriba, a juicio de la doctrina, en la 
necesidad de salvaguardar la delimitación por las partes del objeto del proceso 
y las atribuciones de los órdenes jurisdiccionales172. 
Como consecuencia de lo anterior, es posible que la materia prejudicial 
sea nuevamente ventilada como objeto de un proceso posterior, existiendo el 
riesgo de que la sentencia que la resuelve, ahora con efecto de cosa juzgada, 
sea contradictoria con aquélla en que fue decidida como antecedente para 
decidir la cuestión principal.  
Sobre los conflictos que plantea esta situación y la forma cómo han sido 
abordados por el ordenamiento español, volveremos más adelante a fin de 
contrastar dicha situación con lo que ocurre en el ordenamiento chileno donde 
la regla es diversa, en tanto no existe norma alguna que permita a los órganos 
jurisdiccionales, ni aún a los solos efectos prejudiciales, el conocimiento de 
materias que no les están expresamente atribuidas. 
B) Cuestiones prejudiciales devolutivas. 
Las cuestiones prejudiciales devolutivas, suspensivas o excluyentes, 
según la denominación antes apuntada, son aquéllas cuyo conocimiento 
corresponde al tribunal del orden jurisdiccional que, de haber sido planteada en 
vía principal como objeto de un proceso independiente y en el procedimiento 
adecuado, sería competente para su resolución. 
Planteada una cuestión de este tipo, el tribunal que conoce del asunto 
principal debe remitir su conocimiento al tribunal competente ratione 
materiae, suspendiendo en tanto el proceso en espera de su decisión. De este 
modo la resolución de la materia prejudicial se produce en vía principal 
(principaliter) y con eficacia de cosa juzgada, de manera tal que, no siendo 
posible volver a plantearla en un proceso posterior, se evita el riesgo de 
sentencias contradictorias sobre unos mismos hechos. 
                                               
172 En este sentido, la doctrina española entiende que al no ejercitarse los derechos que 
suponen las cuestiones prejudiciales y al no resolverse conforme a las normas procesales 
correspondientes al orden jurídico concreto al que pertenecen, es imprescindible que no pasen en 
autoridad de cosa juzgada, pues ello comportaría una clara indefensión. Cfr. GONZÁLEZ 
GRANDA, PIEDAD, «De las cuestiones prejudiciales» en Comentarios a la Nueva Ley de 
Enjuiciamiento Civil (con AA.VV.), t. I, ob. cit., pp. 489 y 490; CORTÉS DOMÍNGUEZ, 
VALENTÍN, Derecho Procesal Civil. Parte General (con MORENO CATENA, VÍCTOR), ob. cit., p. 
340, y SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal español, 
ob. cit., p. 42. 
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Al respecto, la doctrina clasifica las cuestiones devolutivas, a su vez, en 
absolutas y relativas. Son absolutas, aquellas cuya remisión al tribunal 
competente y la consiguiente suspensión del proceso, es obligatoria para el 
juez que conoce del asunto principal. Son relativas, por el contrario, cuando su 
remisión es facultativa para el tribunal173. 
El problema que se presenta en este caso, y que también será abordado 
en los capítulos siguientes, es el de la vinculación entre sentencias dictadas por 
tribunales pertenecientes a órdenes jurisdiccionales diversos particularmente 
en lo relativo a su naturaleza, cuestión que en la doctrina española ha sido 
objeto de arduo debate. En el ordenamiento chileno, por el contrario, dicho 
debate no ha tenido cabida ni ha sido mayormente cuestionado por la doctrina 
atendido que la propia ley, al menos en lo que respecta a la eficacia entre 
sentencias civiles y penales, establece expresamente dicha vinculación como 
una efecto de la cosa juzgada. 
3. Otras clasificaciones. 
Finalmente, mencionaremos someramente y sólo a efectos ilustrativos, 
otras clasificaciones de elaboración doctrinaria. 
En primer lugar, atendiendo al carácter controvertido y el efecto 
vinculante de la decisión, se distingue entre punto, cuestión y causa 
prejudicial, según la terminología acuñada por MENESTRINA ya examinada 
anteriormente174. 
De otro lado, a propósito del proceso penal, FENECH175 distingue entre 
cuestiones prejudiciales internas y externas, según si la cuestión surge y ha 
sido provocada o no por necesidades del mismo proceso penal. 
Enseguida, otro sector doctrinario diferencia entre las denominadas 
cuestiones prejudiciales al juicio o la sentencia y las prejudiciales a la 
                                               
173 Cfr. PÉREZ GORDO, ALFONSO, Prejudicialidad penal y constitucional en el proceso 
civil, ob. cit., p. 31; DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS y DIEZ-PICAZO GIMÉNEZ, IGNACIO, 
Derecho Procesal Civil. El proceso de declaración, ob. cit., p. 543; FENECH NAVARRO, 
MIGUEL, «Estudio sistemático de las llamadas cuestiones prejudiciales», ob. cit., p. 14. 
174 Cfr. MENESTRINA, FRANCESCO, La pregiudiciale nel processo civile, ob. cit., pp. 
139 y 140 y 151 y 152. Para SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el 
sistema procesal español, ob. cit., pp. 40 y 41, frente la distinción entre cuestiones y causas 
prejudiciales, que se define tomando en cuenta el efecto vinculante de la decisión sobre la materia 
prejudicial, considera más apropiada la contraposición entre cuestiones devolutivas y no 
devolutivas en tanto dicho criterio atiende a la consideración meramente orgánica del juez llamado 
a resolver la controversia, sin prejuzgar necesariamente el efecto de la decisión dictada por el juez 
materialmente competente. 
175 Cfr. FENECH NAVARRO, MIGUEL, El Proceso Penal, ob. cit., p. 389-391. 
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acción176. Las primeras son aquellas que, interpuestas como excepción previa, 
suspenden el pronunciamiento. Las segundas, son aquellas que impiden el 
trámite del nuevo juicio. 
Para MUÑOZ177, en tanto las primeras supeditan el contenido y el 
sentido del enjuiciamiento y de la decisión, configurando el objeto de proceso, 
son verdaderas cuestiones prejudiciales. Las cuestiones prejudiciales a la 
acción, en cambio, corresponden a presupuestos de perseguibilidad, 
procedibilidad o accionabilidad procesal, afectando la validez del proceso. 
Finalmente, una última clasificación distingue entre cuestiones 
prejudiciales de hecho y de derecho178. En las primeras, el objeto de la 
controversia es la definición judicial de un elemento fáctico de la pretensión, 
como ocurre por ejemplo, con la determinación acerca de si una persona es o 
no dueña de la cosa que reivindica. En las segundas, el conflicto prejudicial 
versa sobre la nulidad de una norma jurídica, bien por inconstitucionalidad en 
el caso de las leyes, o bien por legalidad, en el caso de los reglamentos. 
II. LOS MODELOS DE ORDENACIÓN DE LA 
PREJUDICIALIDAD. 
Según apunta la literatura científica, diversos son los sistemas 
propuestos por la doctrina y adoptados por los ordenamientos para el 
tratamiento de la prejudicialidad y en particular de las cuestiones prejudiciales, 
pudiendo distinguirse principalmente dos tipos: los sistemas de prejudicialidad 
absoluta y los sistemas de prejudicialidad relativos179. 
Dichos modelos de prejudicialidad responden a una categoría más 
amplia de clasificación de las cuestiones prejudiciales ya vista 
precedentemente, que distingue, atendiendo a los efectos procesales que 
                                               
176 En este sentido cfr. DEVIS ECHANDÍA, HERNANDO, «De la prejudicialidad. 
Influencia del proceso penal en el civil y viceversa», ob. cit., p. 61; ALSINA, HUGO, Las 
cuestiones prejudiciales en el proceso civil, ob. cit., p. 73. 
177 Cfr. MUÑOZ ROJAS, TOMÁS, «Perfiles de la prejudicialidad y de otros institutos 
procesales afines», ob. cit., pp. 60 y ss. 
178 Cfr. GARBERÍ LLOBREGAT, JOSÉ, «De las cuestiones prejudiciales» en Los 
procesos civiles. Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil (con AA.VV.), t. I, ob. cit., p. 632. 
179 En este sentido cfr. AGUILERA DE PAZ, ENRIQUE, Tratado de las Cuestiones 
Prejudiciales y Previas en el procedimiento penal, ob. cit., pp. 41 y ss.; ALSINA, HUGO, Las 
cuestiones prejudiciales en el proceso civil, ob. cit., pp. 71 y ss.; FENECH NAVARRO, MIGUEL, 
Derecho Procesal Penal, t. I, ob. cit., pp. 456 y ss. y en «Estudio sistemático de las llamadas 
cuestiones prejudiciales», ob. cit. pp. 6 y ss.; PÉREZ GORDO, ALFONSO, Prejudicialidad penal y 
constitucional en el proceso civil, ob. cit., pp. 28 y ss.; SÁNCHEZ DE LA PARRA Y SEPTIÉN, 
PEDRO, Las cuestiones prejudiciales en el orden jurisdiccional penal, civil, contencioso y social, 
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produce su planteamiento en el proceso principal, entre cuestiones 
prejudiciales devolutivas y no devolutivas. 
                                                                                                                                
ob. cit., pp. 10 y ss.; VALBUENA GONZÁLEZ, FÉLIX, Las cuestiones prejudiciales penales en el 
proceso penal, ob. cit., pp. 283 y ss. 
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1. Sistemas de prejudicialidad absoluta. 
El sistema de prejudicialidad absoluta, presenta dos variantes. La 
primera de ellas, denominada por la doctrina como sistema de predominio de 
la jurisdicción penal180, se caracteriza por atribuir al juez penal, en forma 
obligatoria y sin excepción, el conocimiento y resolución de toda cuestión 
prejudicial que se presente en el proceso penal, sin necesidad de remitirla al 
órgano competente según la naturaleza del asunto. 
De este modo, las cuestiones prejudiciales revisten siempre el carácter 
de no devolutivas o no excluyentes, entendiéndose que el juez penal llamado a 
resolver sobre la pretensión punitiva, debe tener la facultad de decidir todas las 
cuestiones incidentales que se presenten y que se relacionen directamente con 
la cuestión de fondo, aún cuando en razón de la materia, la competencia para 
fallar sobre las mismas corresponda a un órgano jurisdiccional de orden 
diverso181. 
Este sistema, se funda en el principio de colaboración jurisdiccional y 
de la unidad de la jurisdicción, entendiendo que cualquiera sea el juez y la 
competencia, siempre es la misma función jurisdiccional la que actúa182. Con 
todo, como contrapartida de lo anterior, el pronunciamiento del juez penal 
sobre la materia prejudicial se lleva a cabo incidenter tantum, con la sola 
finalidad de resolver el objeto principal del proceso, y sin adquirir en 
consecuencia, autoridad de cosa juzgada. 
Dentro de las principales ventajas del modelo descrito se encuentra la 
celeridad del pronunciamiento penal, toda vez que el proceso no debe ser 
suspendido en espera de la resolución de la materia prejudicial por el órgano 
competente. Entre las desventajas, se apunta la posible contradicción del 
pronunciamiento en vía penal con la sentencia que se dicte en vía principal 
resolviendo la materia prejudicial. 
La segunda variante del sistema de prejudicialidad absoluta, también 
denominado de la separación jurisdiccional absoluta183 o de prejudicialidad 
extrapenal184, se caracteriza por atribuir el conocimiento y resolución de la 
                                               
180 Cfr. FENECH NAVARRO, MIGUEL, «Estudio sistemático de las llamadas cuestiones 
prejudiciales», ob. cit., p. 6. 
181 Cfr. AGUILERA DE PAZ, ENRIQUE, Tratado de las Cuestiones Prejudiciales y 
Previas en el procedimiento penal, ob. cit., p. 43. 
182 Cfr. VALBUENA GONZÁLEZ, FÉLIX, ob. cit., p. 309. 
183 Cfr. FENECH NAVARRO, MIGUEL, ob. cit., p. 6. 
184 Cfr. VALBUENA GONZÁLEZ, FÉLIX, ob. cit., p. 313. 
  109 
cuestión prejudicial, sin excepción alguna, al órgano jurisdiccional competente 
en razón de la naturaleza del asunto. 
De esta forma, las cuestiones prejudiciales son siempre de carácter 
devolutivas o excluyentes, debiendo el juez suspender el curso del proceso 
penal y remitir el asunto al tribunal que debe decidir principaliter la materia 
prejudicial, reanudándose una vez que ésta haya sido resuelta por sentencia 
firme. 
Fundado en el principio de independencia jurisdiccional y de respeto 
del ámbito competencial de los diversos órdenes jurisdiccionales, este modelo 
presenta como principal ventaja la de evitar eventuales pronunciamiento 
contradictorios sobre la materia prejudicial, atendido que esta será siempre 
resuelta por el tribunal competente ratione materiae en forma definitiva, 
pasando dicha decisión en autoridad de cosa juzgada. 
Dentro de los inconvenientes, se apuntan principalmente la dilación del 
proceso con motivo de la suspensión del mismo mientras la cuestión 
prejudicial no sea resuelta y la posible vulneración, tratándose del proceso 
penal, del principio de presunción de inocencia y el derecho de defensa del 
inculpado, quién se verá compelido a probar su derecho en el proceso civil, 
administrativo o laboral según las regla sobre carga de la prueba que rige en 
este proceso185. 
Este sistema de prejudicialidad conduce, adicionalmente, a una 
problemática no menor consistente en la vinculación del juez a la sentencia 
dictada por el tribunal del orden jurisdiccional correspondiente resolviendo la 
cuestión prejudicial y la posible extensión de la cosa juzgada civil y su efecto 
positivo al proceso penal y viceversa. 
2. Sistemas de prejudicialidad relativa. 
El sistema de prejudicialidad relativa, también denominado mixto o 
ecléctico o de separación jurisdiccional relativa o parcial, surge con la 
finalidad de suplir los inconvenientes de los sistemas absolutos, entendiéndose 
necesario no establecer ni la sumisión de toda pretensión prejudicial no 
punitiva a la jurisdicción penal, ni que, por el contrario, toda pretensión no 
punitiva se resuelva por las jurisdicciones no penales186. 
                                               
185 Ídem, p. 318. 
186 En este sentido cfr. AGUILERA DE PAZ, ENRIQUE, ob. cit., p. 48; FENECH 
NAVARRO, MIGUEL, «Estudio sistemático de las llamadas cuestiones prejudiciales», ob. cit., pp. 
6 y ss. y PÉREZ GORDO, ALFONSO, ob. cit., pp. 28 y ss. 
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En lo esencial, este modelo no importa una nueva categoría de 
cuestiones prejudiciales sino que se caracteriza por combinar los supuestos de 
prejudicialidad devolutiva y no devolutiva atendiendo a la materia objeto de a 
cuestión prejudicial y su trascendencia en el proceso respectivo187.  
De acuerdo a este sistema, el juez es competente, por regla general, para 
conocer y resolver a los solos efectos prejudiciales o de la represión, las 
cuestiones prejudiciales que se presenten en el proceso. Sólo 
excepcionalmente, debe o puede someter la decisión al órgano jurisdiccional 
competente ratione materiae188. 
Atendiendo a si la remisión de la cuestión prejudicial al juez 
competente se encuentra determinada en forma preceptiva por el legislador o 
es discrecional para el juez, se distinguen, a su vez, el sistema de 
prejudicialidad relativa obligatoria189 o de reenvío parcial obligatorio190 y el 
sistema de prejudicialidad relativa facultativa191 denominada también de 
reenvío parcial facultativo192. 
En el primer caso, el juez debe limitarse a constatar la existencia de la 
materia calificada por el legislador como prejudicial, debiendo remitir el 
asunto al tribunal competente y suspender el proceso hasta su completa 
resolución. En el segundo evento, el juez es libre de determinar el reenvío de la 
materia prejudicial al juez competente y se encuentra facultado para resolverla 
en caso de que ésta no sea decidida por el tribunal competente que conozca de 
ella por vía principal. 
En líneas muy generales estos son, pues, los principales sistemas de 
prejudicialidad descritos por la doctrina.  
Con ello, damos por finalizado el examen de la primera interrogante 
planteada, centrándonos, a continuación, en el examen y estudio de los 
principales problemas de la prejudicialidad. 
                                               
187 Cfr. VALBUENA GONZÁLEZ, FÉLIX, ob. cit., p. 319. 
188 Cfr. AGUILERA DE PAZ, ENRIQUE, ob. cit., p. 48. 
189 Cfr. FENECH NAVARRO, MIGUEL, ob. cit., p. 6. 
190 Cfr. PÉREZ GORDO, ALFONSO, ob. cit., p. 29. 
191 Cfr. ALSINA, HUGO, Las cuestiones prejudiciales en el proceso civil, ob. cit., p. 74 y 
FENECH NAVARRO, MIGUEL, ob. cit., p. 6. 
192 Cfr. PÉREZ GORDO, ALFONSO, ob. cit., p. 29. 
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 CAPÍTULO CUARTO. PROBLEMAS QUE HAY DETRÁS DE LO QUE 
SE ENTIENDE POR PREJUDICIALIDAD. FUNDAMENTO Y 
FUNCIONES DE SU RÉGIMEN. 
Partiendo de estos elementos distintivos a partir de los cuales se define 
y configura el instituto de la prejudicialidad en general, y de las cuestiones 
prejudiciales, en particular, hemos visto que la prejudicialidad constituye un 
fenómeno de carácter esencialmente jurídico-material en cuanto a su 
naturaleza, pero también de carácter procesal en cuanto a sus consecuencias y 
efectos. 
Como fenómeno sustantivo, su base u origen se encuentra en la propia 
estructura de las normas jurídicas y los diversos vínculos o nexos jurídicos que 
el derecho sustantivo establece entre las diversas materias, instituciones y 
relaciones jurídicas regladas por las distintas ramas en que se divide el 
ordenamiento jurídico. 
En el plano procesal, cuando dichas materias sustantivas resultan 
controvertidas en un proceso, la presencia de nexo de prejudicialidad-
dependencia tiene importantes repercusiones tanto desde un punto de vista 
orgánico u organizacional, como desde la perspectiva del objeto del proceso 
que debe ser resuelto por el juez, y se conecta con el tema fundamental relativo 
a la eficacia y efectos que la decisión sobre un asunto condicionante produce 
respecto del asunto dependiente o condicionado y tras la cual, en último 
término, lo que subyace como cuestión latente es la coherencia de las 
resoluciones judiciales cuando existe yuxtaposición de materias sustantivas 
que condicionan  la resolución de un asunto. 
Desde una perspectiva orgánica, siendo la naturaleza de la norma 
sustantiva que regula el conflicto la que determina en el ordenamiento español 
la competencia genérica —o la absoluta en el caso del ordenamiento chileno— 
de cada orden jurisdiccional, la prejudicialidad encuentra su origen en el 
propio sistema de reparto de competencias que establece el legislador en aras 
de la especialización de los órganos jurisdiccionales que, bajo el principio de 
unidad de jurisdicción y de independencia, están llamados a resolver de los 
asuntos sometidos a su conocimiento. 
En este ámbito, la prejudicialidad se presenta, en consecuencia, tal 
como señala la doctrina, como un problema de «distribución del trabajo 
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enjuiciador»193 entre los diversos órganos jurisdiccionales en la resolución de 
las diversas materias que pueden resultar controvertidas en el ámbito de sus 
respectivas competencias, constituyendo un mecanismo clave del sistema de 
comunicación194 y coordinación195 en el ejercicio de la actividad jurisdiccional. 
Las dificultades que puede dar lugar este instituto dicen relación así, 
principalmente, con la extensión y la diversificación de las competencias 
genéricas y objetivas entre los diversos órganos jurisdiccionales y donde la 
cuestión pasa por determinar, en términos generales, a qué tribunal 
corresponde el conocimiento y decisión de la materia prejudicial; la forma 
cómo ésta pasa a integrar el ámbito competencial de dichos órganos y las 
consecuencias que derivan tanto de la aplicación como de la infracción del 
régimen de prejudicialidad. Asimismo, desde el punto de vista de la 
competencia objetiva, nos referiremos brevemente a los problemas que desde 
esta perspectiva suscita la prejudicialidad homogénea en el proceso civil. 
La prejudicialidad, sin embargo, no constituye una cuestión meramente 
orgánica sino esencialmente funcional cuyo estudio atañe principalmente, al 
objeto del proceso, su integración y límites, ámbito en el cual genera una serie 
de efectos y problemas que dicen relación tanto con su tratamiento y dinámica 
durante el curso del proceso así como con los efectos y  eficacia de la decisión 
de la materia prejudicial. 
Por un lado, en la medida que la presencia de un nexo sustantivo de 
dependencia supone la incorporación y exige la apreciación de materias, 
instituciones o relaciones provenientes de las diversas ramas del ordenamiento, 
la prejudicialidad se inserta en el contexto de la labor o razonamiento jurídico 
que debe realizar el juez cuando durante el curso del proceso se presenta un 
antecedente lógico-jurídico —potencialmente autónomo y controvertido—, 
que requiere ser resuelto en forma previa  para poder arribar a la solución 
sobre la cuestión de fondo. 
Desde esta perspectiva, la prejudicialidad se presenta, es esencia, tal 
como señala DE LA OLIVA, como «un fenómeno de método enjuiciador» en 
el que juega un papel relevante «el carácter no problemático, o más o menos 
problemático del uso o del recurso a conceptos e instituciones jurídicos propios 
                                               
193 Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, Derecho Procesal Penal (con AA.VV.), ob. 
cit., p. 248. 
194 Cfr. LAHERA FORTEZA, JESÚS, «Las contradicciones entre sentencias de órdenes 
jurisdiccionales distintos», ob. cit., p. 301. 
195 Cfr. CHIOVENDA, GIUSEPPE, Principios de Derecho Procesal Civil, t. I, ob. cit., pp. 
481 y 485 a 487. 
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de una rama del ordenamiento jurídico distinta de la correspondiente al orden 
jurisdiccional de que se trate»196. 
Esta consideración de la prejudicialidad como método de 
enjuiciamiento y de fijación de los hechos en el proceso hace necesario 
examinar el momento y la forma cómo la materia prejudicial pasa a integrar el 
objeto del proceso y es considerada por la sentencia que decide sobre el fondo 
del asunto; su repercusión respecto a la configuración y delimitación del 
mismo; la diferencia que presenta con otras figuras afines, como las cuestiones 
de hecho, las pretensiones y excepciones de las partes y los medios de prueba 
y, en último término, la cuestión relativa a la eficacia o efectos con que la 
cuestión es decidida en el marco del proceso. 
Por otro lado, una situación particular se presenta cuando existen dos o 
más procesos pendientes en los que se estén debatiendo materias 
prejudicialmente conexas, caso en el cual la prejudicialidad se presenta como 
un factor de conexión cualificado entre objetos procesales que hace preciso 
analizar los rasgos característicos y diferencias que presenta este tipo de 
conexión respecto de otros vínculos análogos, como el nexo por accesoriedad, 
y los instrumentos que el legislador establece para su tratamiento. 
Junto a lo anterior, y sin duda una de las cuestiones más complejas a 
que da lugar la prejudicialidad desde la perspectiva del objeto del proceso, es 
la concerniente a los efectos y eficacia de la decisión de la materia prejudicial, 
lo que supone entrar en el tema de los pronunciamientos incidenter tantum, de 
la cosa juzgada, la eficacia refleja de la sentencia y el posible efecto vinculante 
entre sentencias dictadas por órdenes jurisdiccionales diversos. 
                                               
196 Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, « Derecho Procesal Penal (con AA.VV.), ob. 
cit., p. 248.  
Desde esta perspectiva, siendo la naturaleza de la norma sustantiva la que determina en la 
jurisdicción y competencia de los tribunales, dicha determinación, sin embargo, tampoco resulta 
clara en todos los casos. Este criterio sólo sería exacto y su aplicación mecánica, si, tal como pone 
de manifiesto la doctrina, el verdadero carácter de un determinado precepto pudiera determinarse 
en función del cuerpo normativo en el que se encuentra ubicado, lo que no siempre sucede. De otro 
lado, aún correspondiendo a un determinado ámbito, es perfectamente posible que estén destinadas 
a operar o generen consecuencias en otro diverso. Cfr. GUTIÉRREZ DE CABIEDES, EDUARDO, 
«La incompetencia de jurisdicción», en Estudios de Derecho Procesal, Pamplona, Ediciones 
Universidad de Navarra, 1974, ob. cit., p. 197.  
Para la doctrina, un claro ejemplo de lo anterior se presenta en el ámbito penal, donde 
cada día es más frecuente encontrar tipos penales que deben ser integrados a través de la 
valoración jurídica de normas correspondientes a otros sectores del ordenamiento, particularmente 
el civil y el administrativo. La existencia de concursos de leyes constituye un fenómeno expansivo, 
asistiéndose a una verdadera invasión del Derecho Administrativo, Civil y Mercantil, por el 
Derecho Penal. Cfr. GIMENO SENDRA, VICENTE, «Cuestiones prejudiciales devolutivas y non 
bis in ídem en el proceso penal», ob. cit., pp. 4, 5 y 15. 
  114 
La prejudicialidad se presenta así como un complejo entramado que 
cruza todo el espectro procesal enlazándose con instituciones básicas de esta 
rama del derecho como son la jurisdicción, la competencia, los principios que 
rigen los diversos procedimientos, el objeto del proceso y sus límites y la cosa 
juzgada lo cual no viene sino a reafirmar la amplitud y dificultad que presenta 
el estudio de esta institución, así como la diversidad de factores que influyen 
en su aparición y tratamiento en el contexto del proceso, pero también y 
principalmente, la finalidad que subyace tras este instituto como instrumento 
para la coherencia de las resoluciones judiciales. 
Partiendo desde la doble perspectiva antes anotada, pasamos a examinar 
los problemas que genera la prejudicialidad en cada uno de estos ámbitos. 
I. PREJUDICIALIDAD, JURISDICCIÓN Y SISTEMA DE 
REPARTO DE COMPETENCIA DE LOS ÓRGANOS 
JURISDICCIONALES. 
Probablemente, como señala la doctrina, la problemática de la 
prejudicialidad no tendría mayor trascendencia desde el punto de vista de la 
organización judicial de existir un solo órgano jurisdiccional al que 
correspondiera conocer y decidir las diversas pretensiones de tutela judicial, 
independientemente de su naturaleza197. 
Lo cierto, sin embargo, es que la complejidad y dinamismo de las 
diversas materias que integran un ordenamiento jurídico exige el 
establecimiento de una organización judicial idónea para el ejercicio de la 
potestad jurisdiccional a fin de dar una adecuada respuesta a los conflictos que 
se susciten, y para lo cual los ordenamientos recurren normalmente a una 
técnica de atribución de competencia tendiente a la especialización de los 
órganos jurisdiccionales en función de la naturaleza de las diversas materias en 
que divide o parcela el ordenamiento jurídico sustantivo. 
Tanto la organización judicial española como la chilena, son expresión 
de lo anterior. 
                                               
197 Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, Derecho Procesal Penal (con AA.VV.), ob. 
cit., p. 248. Siendo cierto que este argumento resulta válido para la mayoría de los problemas que 
suscita la prejudicialidad, no puede dejar de tenerse en cuenta, sin embargo, que aún en el caso que 
existiese un solo tribunal que detentará todas las competencias, la existencia de un vínculo 
prejudicial entre materias homogéneas o heterogéneas podría generar, igualmente, problemas de 
diversa índole. Piénsese, por ejemplo, los casos en que el tribunal deba resolver acerca de una 
determinada materia, existiendo cuestiones condicionantes de dicha resolución y su contenido que 
no hubieran sido propuestas o planteadas por las partes. 
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En efecto, si bien ambos ordenamientos optan, como línea de principio, 
por una organización judicial unitaria, la configuración legal de la misma 
obedece a criterios de especialización, existiendo diversas clases u órdenes 
jurisdiccionales dentro de los cuales, corresponde a cada órgano en forma 
exclusiva, el conocimiento de los asuntos que en función de la materia, les han 
sido atribuidos legalmente198. 
Así, la existencia de órganos especializados en función de la materia, 
como de tribunales especiales es una realidad en ambos ordenamientos, lo cual 
no rompe ni se contrapone, sin embargo, con el principio de unidad de 
jurisdicción, el cual no es excluyente sino, por el contrario, permite la 
diversidad199. 
                                               
198 Conforme sostiene la doctrina, la Constitución Española (art. 117), partiendo del 
principio de unidad de jurisdicción en virtud del cual se consagra la uniformidad del estatuto 
personal de los titulares de los juzgados y tribunales y su sumisión a un mismo régimen de 
autogobierno, opta, en línea de principio, por una organización judicial unitaria, correspondiendo 
al legislador ordinario configurar su estructura y determinar los asuntos respecto de los cuales cada 
órgano podrá ejercer su potestad. Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal. 
Introducción (con JUAN SÁNCHEZ, RICARDO y CÁMARA RUIZ, JUAN), Madrid, Edisofer, 
2006, pp. 57 y ss. 
En cumplimiento de dicho mandato constitucional, para la configuración de la 
organización judicial española el legislador recurre a la especialización de los órganos 
jurisdiccionales en función de la naturaleza de las diversas materias en que divide el ordenamiento 
jurídico sustantivo. Así, en razón de la materia, la ley contempla la existencia de cuatro órdenes 
jurisdiccionales: civil, penal, social y contencioso- administrativo, y el ejercicio de la potestad 
jurisdiccional en cada uno de dichos ámbitos es lo que se denomina o conoce como competencia 
genérica. Estos órdenes corresponden a la denominada jurisdicción ordinaria, en contraposición a 
los tribunales especiales constitucionalmente previstos, como el Tribunal del Jurado, el Tribunal 
de Cuentas y la Jurisdicción Militar. 
En el ordenamiento chileno, si bien no se contempla la existencia de órdenes 
jurisdiccionales, la competencia absoluta de los tribunales ordinarios y especiales está establecida 
principalmente en función de la materia, esto es, según la naturaleza del asunto sometido a su 
conocimiento, como primer elemento que permite determinar la naturaleza y jerarquía del tribunal 
llamado a conocer del asunto. 
199 Para la doctrina española, «si con la unidad se persigue uniformar el grado de 
independencia de los titulares de los órganos jurisdiccionales, se deduce que ese principio no 
excluye configurar clases de tribunales diferentes sólo por la diferente extensión de sus respectivas 
competencias por razón de la materia». Ello siempre y cuando, «en la diversificación de los 
estatutos del personal jurisdiccional», el legislador introduzca «en él suficientes garantías de la 
independencia». Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal. Introducción (con 
AA.VV), ob. cit., p. 61 y 65. En el mismo sentido, cfr. ASENCIO MELLADO, JOSÉ MARÍA, 
Introducción al Derecho Procesal, Valencia, Tirant lo Blanch, 2002, p. 65.  
En el caso de chile, sin embargo, el principio de unidad de jurisdicción tiene un sentido 
diverso, siendo tomando, esencialmente, desde un punto de vista funcional y no orgánico. Desde 
esta perspectiva, dicho principio se manifiesta en el carácter único, indivisible e improrrogable de 
la jurisdicción como poder estatal, el cual permite, no obstante el establecimiento de tribunales 
especiales o especializados en función de la materia. Según tendremos oportunidad de examinar, 
tanto desde un punto de vista orgánico, esto es, como garantía de la independencia de los jueces 
que integran los diversos órganos jurisdiccional tribunales, así como funcional, el principio de 
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En este contexto, tanto como los diversos sectores del ordenamiento no 
constituyen compartimentos cerrados ni impermeables, sino esencialmente 
cambiantes, complejos y dinámicos, dicha característica se verá reflejada 
necesariamente en la actividad jurisdiccional de los órganos llamados a 
resolver los conflictos que se susciten. 
En efecto, siendo la naturaleza de la norma sustantiva que regula el 
conflicto la que determina tanto en el ordenamiento español como el chileno, 
la competencia genérica (o absoluta, en el caso de Chile) de los diversos 
órdenes jurisdiccionales, la posibilidad de interferencias entre los ámbitos 
competenciales de los diversos órdenes y de dualidad de vías jurisdiccionales 
en razón de la conexión de las materias es alta y tiene su origen, en definitiva, 
en el propio sistema de reparto de competencias establecido por el legislador 
en aras de la especialización de los tribunales. 
En el caso de Chile, esta situación se presenta con particular fuerza en 
razón de la creciente desfragmentación de que ha venido siendo objeto la 
organización judicial chilena mediante la creación de una diversidad de 
judicaturas especiales establecidas, en su mayoría, fuera de la estructura del 
Poder Judicial, así como la proliferación de procedimientos especiales 
establecidos para el conocimiento de materias específicas (más detalles, infra, 
Parte II, cap. 1º). 
Desde esta perspectiva, en nuestro concepto, la prejudicialidad no tiene 
por objeto, sin embargo, resolver o dar solución a esta realidad orgánica de 
pluralidad de tribunales ni evitar, impedir o reducir las interferencias entre los 
ámbitos competenciales de los diversos órdenes jurisdiccionales y la dualidad 
de vías jurisdiccionales en razón de la conexión de las materias en tanto ellas 
derivan, en definitiva, del carácter esencialmente dinámico de las diversas 
parcelas en que se divide el ordenamiento sustantivo y se encuentra en la base 
misma de la organización judicial y el sistema de reparto de competencia de 
los diversos órganos jurisdiccionales entregado, por mandato constitucional, a 
la decisión del legislador.  
En tanto inevitables, un adecuado régimen de prejudicialidad debiera 
tener por objeto dar salida o solución a dichas interferencias a través de una 
adecuada comunicación y coordinación en la labor de los diversos órganos 
jurisdiccionales así como un correcto tratamiento de los problemas que ellas 
suscitan, estableciendo mecanismos adecuados que permitan una decisión 
                                                                                                                                
unidad de jurisdicción, sin embargo, está lejos de cumplirse en el ordenamiento chileno, cuestión 
que incide con especial relevancia en materia de prejudicialidad. 
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coherente de los asuntos que eviten, al mismo tiempo, el denominado 
fenómeno de peregrinaje ante diversas jurisdicciones así como excesivas 
dilaciones la tramitación de los procesos. 
En definitiva, en palabras de CHIOVENDA, siendo un principio 
fundamental que rige las relaciones entre los diversos órganos jurisdiccionales 
el que la misma voluntad concreta de ley sólo puede ser objeto de una sola 
actuación jurisdiccional, aunque los diferentes órganos, regularmente, se 
encuentran entre sí en una relación de «separación», su actividad puede hacer 
necesaria su coordinación, en especial cuando los pleitos confiados presenten 
algún nexo o relación entre sí200. 
Partiendo de estas consideraciones, entramos al examen de los 
problemas que genera la prejudicialidad desde una perspectiva orgánica, la que 
pasa por dilucidar, a nuestro juicio, tres órdenes de cuestiones. 
En primer lugar, es preciso determinar de qué manera la materia 
prejudicial pasa a integrar o engrosar el ámbito competencial de los diversos 
órganos jurisdiccionales, lo que, en otros términos, pasa por explicar cómo una 
determinada materia ajena al orden jurisdiccional o la competencia objetiva del 
tribunal que está conociendo del asunto puede llegar a ser resuelta por éste, no 
obstante formar parte de la competencia genérica (o absoluta en el caso de 
Chile) u objetiva exclusiva de otro órgano jurisdiccional. 
En otros términos, se trata de saber si el régimen de la prejudicialidad y 
su infracción, debe ser estudiado en el contexto de las normas que regulan los 
conflictos de competencia, o, por el contrario, se trata de una cuestión distinta. 
De la respuesta a esta interrogante dependerá, no sólo la determinación de las 
vías procesales y el procedimiento a través del cual debe plantearse la 
admisión o inadmisión de una cuestión prejudicial, sino también, de los 
eventuales derechos y garantías de las partes del proceso que puedan verse 
conculcados. 
En segundo lugar, examinaremos las razones que llevan al legislador a 
preservar la decisión de la materia prejudicial por el tribunal competente a 
través del procedimiento adecuado, o por el contrario, permite que ésta sea 
resuelta por el órgano que debe decidir sobre el objeto principal del proceso en 
el cual se plantea la cuestión.  
                                               
200 Cfr. CHIOVENDA, GIUSEPPE, Principios de Derecho Procesal Civil, t. I, ob. cit., pp. 
481 y 485 a 487. 
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Esto nos lleva al examen de los modelos o sistemas de ordenación de la 
prejudicialidad antes vistos, pero ahora con referencia a la situación vigente en 
España que nos permita contratar posteriormente lo que ocurre en el 
ordenamiento chileno, poniendo especial atención a las ventajas, desventajas y 
dificultades que genera su aplicación y  el problema de las resoluciones 
contradictorias a que pueden dar lugar. Finalmente, como tercera cuestión, 
abordaremos desde esta perspectiva, los problemas que genera la 
prejudicialidad homogénea. 
1. Primer problema: cuestiones prejudiciales y ámbito competencial 
de los diversos órdenes jurisdiccionales. 
Las dificultades en este ámbito se presentan cuando la cuestión 
prejudicial tiene el carácter de no devolutiva y adquiere mayor fuerza 
tratándose de cuestiones prejudiciales heterogéneas, pues se trata, además, de 
una materia de naturaleza completamente diversa respecto de la que el tribunal  
es genéricamente competente. 
Según lo determine la regulación de cada ordenamiento jurídico, el 
conocimiento y eficacia de la decisión de la materia prejudicial en vía no 
devolutiva puede ser incidenter tantum, es decir, a los solos efectos de 
pronunciarse sobre el objeto principal o bien con efecto de cosa juzgada. 
En España, el conocimiento instrumental de la materia prejudicial es 
reconocido por el ordenamiento español al establecer que «a los solos efectos 
prejudiciales» (art. 10. 1 LOPJ y 42 LECiv), «para los solos efectos de la 
represión» (art. 4 LECrim) o «a los solos efectos del enjuiciamiento 
constitucional» (art. 3 LOTC), cada orden jurisdiccional podrá conocer de 
asuntos que no le estén atribuidos privativamente. En el mismo sentido se 
establece para los procesos laborales y contencioso-administrativo en los arts. 
4.1 TRLPL y 4.1, apartado 2° LJCA, respectivamente.  
En el ordenamiento chileno, por el contrario, no existe una norma de 
similar naturaleza y amplitud de manera tal que la regla general es la 
prohibición de los órganos jurisdiccionales de avocarse, ni a los solos efectos 
prejudiciales, al conocimiento de asuntos que no les estén atribuidos 
expresamente (arts. 4 y 8 del COT). 
Desde esta perspectiva, el principal problema que suscita el tratamiento 
no devolutivo, tal como ha puesto de manifiesto la doctrina, es determinar si 
dicho conocimiento engrosa o no «el ámbito competencial prototípico del 
órgano jurisdiccional», suponiendo el diferimiento de su resolución a un 
tribunal del mismo o diverso orden jurisdiccional, una especie de prórroga de 
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la jurisdicción o de la competencia por parte del juez que conoce del 
proceso201. 
La cuestión no tiene una importancia meramente teórica sino que 
resulta determinante a los efectos de identificar las vías procesalmente idóneas 
para plantear una cuestión prejudicial excluyente —y las consecuencias que su 
elección conlleva— así como las garantías que, eventualmente, pueden verse 
conculcadas frente a la inobservancia o infracción del régimen de devolutivo o 
devolutivo de la  prejudicialidad. 
A) Cuestiones prejudiciales y extensión del ámbito competencial de los 
diversos órdenes jurisdiccionales. La declinatoria de competencia. 
En España, para un sector minoritario de la doctrina la naturaleza 
propia de la prejudicialidad debe asentarse en el doble presupuesto de la 
jurisdicción y de la competencia objetiva, siendo explicable sólo desde las 
reglas que determinan la competencia, engarzadas con el principio del juez 
predeterminado por la ley202. 
Desde este punto de vista, la vía idónea para impugnar la admisión o 
inadmisión de una cuestión prejudicial, solicitando la remisión del asunto ante 
el tribunal competente en razón de la materia, es precisamente la declinatoria 
de competencia.  
A propósito del proceso penal, se señala así que las cuestiones 
prejudiciales tienen que ver con el principio de legalidad y también con la 
determinación de su improrrogable competencia material, cuando surjan 
problemas regulados en normas no penales, extendiéndose o prorrogándose la 
competencia y jurisdicción del juez penal en algunos supuestos y en otros no. 
                                               
201 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal 
español, ob. cit., p. 44. 
202 Al respecto, si bien no se desconoce el influjo que tiene sobre el objeto del proceso, se 
estima que la cuestión prejudicial no se engloba en éste. Lo relevante es preguntarse el porqué se 
da el fenómeno de la suspensión o paralización del procedimiento, y ello sólo se explica 
analizando la prejudicialidad desde el punto de vista de la jurisdicción y la competencia genérica. 
En efecto, «porque del juez se predica la competencia para conocer de lo prejudicial, o porque se 
deniega esta facultad, es por lo que el proceso se suspende o no se suspende, influye la materia 
prejudicial en el objeto del proceso, y en su caso, debe tenerse en cuenta por éste al decidir el 
asunto sometido a su conocimiento». De allí que, siendo una materia relacionada con el 
presupuesto de la jurisdicción y la competencia, la LECiv 2000 regule este tema precisamente al 
tratar de estas materias. Cfr. BONET NAVARRO, ÁNGEL, «Sentencia de 29 de julio de 1999» ob. 
cit., pp. 147-150. En la misma línea, aunque con matices, RODRÍGUEZ RAMOS, LUIS, «Cuestión 
prejudicial devolutiva, conflicto de competencia y derecho al juez predeterminado por la ley», ob. 
cit., pp. 4 y 5. 
  120 
Para este sector, siendo evidente que lo que se discute es la competencia 
o jurisdicción entre uno y otro órgano, las cuestiones prejudiciales constituyen 
peculiares normas reguladoras de conflictos de competencia entre órganos de 
distintos órdenes jurisdiccionales.  
Las consecuencias de lo anterior serían, a juicio de unos, que el tribunal 
debe abstenerse a favor del tribunal realmente competente para resolverla203.  
Para otros, lo que ocurre es que se suspende temporalmente su 
competencia para conocer del asunto que sí le corresponde, mientras no se 
resuelva la cuestión prejudicial por el otro tribunal. La paralización o 
suspensión del proceso, por tanto, es consecuencia de que el tribunal ve 
suspendida su competencia, no para dejar de conocer el asunto prejudicial, sino 
el que le es propio204. 
En ambos casos, el resultado respecto de las garantías afectadas para 
esta postura, es el mismo.  
Antes que la afectación del derecho a la tutela judicial efectiva como 
resultado de la existencia de sentencias contradictorias, la garantía conculcada 
es el derecho al juez predeterminado por la ley, en tanto supone que se 
respeten los criterios de competencia entre los distintos órdenes de la 
jurisdicción ordinaria, incluyendo la competencia por razón de la materia205. 
                                               
203 Cfr. RODRÍGUEZ RAMOS, LUIS, ob. cit., pp. 4 y 5. 
204 Cfr. BONET NAVARRO, ÁNGEL, ob. cit., pp.147 y ss. 
205 Ídem, p. 150 y RODRÍGUEZ RAMOS, LUIS, Ídem, p. 5. En forma minoritaria, la 
jurisprudencia ha hecho eco de esta postura asimilando las cuestiones prejudiciales a los conflictos 
de competencia. En esta línea, el Tribunal Supremo ha afirmado que «las cuestiones prejudiciales 
son cuestiones de competencia por razón de la materia pues lo que pide el que las propone es que 
el Tribunal decline su jurisdicción hasta que la Civil o la Contenciosa-Administrativa resuelvan las 
cuestión básica y preliminar o hasta que transcurra el plazo que se haya concedido para el ejercicio 
de las correspondientes acciones». Cfr. STS (Sala Segunda), de 27 de enero de 1965, ponente 
García Obeso, Jesús (RJ 84/1965). Por su parte, en STS (Sala Primera) de 29 de julio de 1999, 
Ponente Gullón Ballesteros, Antonio (RJ 6582/1999), el TS consideró que, al amparo del art. 
1692.1 de la antigua LECiv, el motivo casacional adecuado para la denuncia de la falta de 
suspensión del proceso civil por prejudicialidad penal que no fue apreciada en la segunda 
instancia, es el «Abuso, exceso o defecto en el ejercicio de la jurisdicción». Al efecto, procedió a 
casar la sentencia dictada por el Tribunal de Apelación en razón de que, teniendo noticia de la 
existencia de un supuesto delito de robo simulado que motivaba la no cobertura del siniestro por la 
Aseguradora, no suspendió el fallo del pleito ni denunció los hechos, procediendo a desestimar la 
demanda sólo en razón de su existencia y sin esperar el pronunciamiento del tribunal del orden 
penal, cuya causa se debió haber ordenado formar. 
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B) Diferenciación de la materia prejudicial respecto de los conflictos 
de competencia. 
Por el contrario, para un sector mayoritario de la doctrina española, así 
como la jurisprudencia mayoritaria del Tribunal Supremo y Tribunal 
Constitucional, la materia prejudicial no engrosa ni importa una extensión del 
ámbito competencial propio de cada orden jurisdiccional diferenciando, 
claramente, en consecuencia, las cuestiones prejudiciales de los conflictos de 
competencia206. 
Así, en primer término, partiendo de la consideración de que tanto las 
cuestiones sobre jurisdicción y competencia, así como las relativas al tipo de 
proceso que se ha de seguir, se suscitan en el momento inicial del proceso207, 
se señala que el conocimiento de la materia prejudicial, por el contrario «no es 
apriorístico, esto es, fruto de una extensión competencial, sino meramente 
circunstancial, condicionado y determinado a posteriori en función del objeto 
del proceso», constituyendo su planteamiento, en último término, una 
incidencia más del proceso. Y precisamente, «porque su conocimiento no 
engrosa el ámbito competencial prototípico del órgano jurisdiccional, ni 
inversamente, el diferimiento de su resolución a un tribunal de diverso orden 
jurisdiccional tiene repercusiones en el propio ámbito», no es procedente la 
declinatoria de jurisdicción para proponer cuestiones prejudiciales 
excluyentes208. 
De esta forma, a diferencia de los conflictos de competencia, los que 
surgen desde el principio y con claridad, cuando se discute a qué orden 
jurisdiccional corresponde el conocimiento de una materia, la cuestión 
prejudicial, en cambio, surge a lo largo del proceso, cuando con ocasión del 
examen de lo que constituye su objeto principal, se plantea controversia sobre 
                                               
206 En definitiva, para la doctrina la sede idónea para abordar la prejudicialidad es con 
relación al objeto del proceso en cuanto ellas han de ser juzgadas y decididas por el tribunal, y no 
en el contexto de la jurisdicción por razón del objeto o competencia genérica. En este sentido cfr. 
por todos SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal 
español, ob. cit., pp. 43 y 44; GIMENO SENDRA, VICENTE, Derecho Procesal Penal, ob. cit., pp. 
193 y ss.; DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS y DIEZ-PICAZO JIMÉNEZ, IGNACIO, Derecho 
Procesal Civil, ob. cit., p. 542 y CORTÉS DOMÍNGUEZ, VALENTÍN, Derecho Procesal Civil. 
Parte general (con MORENO CATENA, VÍCTOR), ob. cit., pp. 147 y 148. 
207 DIEZ-PICAZO GIMÉNEZ, IGNACIO, Derecho Procesal Civil. El proceso de 
declaración (con DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS), ob. cit., p. 61. 
208 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal 
español, ob. cit., pp. 43 y 44. 
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un elemento o cuestión cuyo conocimiento corresponde, en principio, a otro 
orden jurisdiccional209. 
Siguiendo lo anterior, en definitiva, para la doctrina española, en la 
medida que el  pronunciamiento sobre estas materias se realiza con fines 
meramente instrumentales, y por tanto no se ven alcanzadas por la cosa 
juzgada, ellas no plantean problemas de competencia o jurisdicción «puesto 
que el juez —aun incompetente— las resuelve “a los solos efectos 
prejudiciales”»210, esto es, a los solos efectos de la decisión del objeto principal 
del proceso. 
Con base en lo anterior, el Tribunal Supremo español, ha declarado que 
la regulación de las cuestiones prejudiciales y su infracción no pueden ser 
asimiladas al régimen de las cuestiones de competencia211.  
Por su parte, el Tribunal Constitucional ha considerado que la 
infracción de los preceptos de la legalidad ordinaria relativos a las cuestiones 
prejudiciales no vulnera el derecho al juez legal o predeterminado por la ley, 
entendiendo que la vulneración de las normas que disciplinan las cuestiones 
prejudiciales no es idónea para plantear conflicto de jurisdicción o 
competencia alguno, ni para que las partes recurran en amparo denunciando 
una supuesta infracción de dicha garantía212.  
A juicio del TC, en definitiva, la infracción del régimen de 
prejudicialidad debe ser reconducido a una vulneración del derecho a la tutela 
judicial efectiva, entendida como derecho a la obtención de una resolución 
                                               
209 Cfr. CABEDO NEBOT, RICARD, «Jurisdicción y competencia. Conflictos», en 
CABEDO NEBOT, RICARD (Coord.), Jurisdicción, competencia y organización del Poder 
Judicial. Comentarios y Jurisprudencia, Madrid, Edersa, 1996, pp. 23 y ss. 
210 Cfr. TAPIA FERNÁNDEZ, ISABEL, La cosa juzgada (Estudio de jurisprudencia civil), 
ob. cit., p. 174. 
211 Cfr. STS (Sala Segunda) de 1 de febrero de 1973, ponente Díaz Palos, Fernando (RJ 
590/1973). Al efecto, considerando que, en tanto la declinatoria de jurisdicción supone la 
transmisión de la competencia la juez o tribunal a quien legalmente corresponda en el mismo 
orden y grado jurisdiccional, «la cuestión prejudicial no es sino un medio que la Ley otorga de 
paralizar un procedimiento penal mientras la jurisdicción civil o contencioso-administrativa se 
pronuncia sobre ella, de modo que una vez resuelta o transcurrido el plazo de suspensión y alzada 
ésta, recobra el Tribunal Penal sus plenas facultades para proseguir su interrumpida actuación, con 
lo que dicho se está que no declina la competencia sino que la mantiene». En el mismo sentido 
STS (Sala Segunda) de 29 de marzo de 1950, ponente González Naharro, Francisco (RJ 506/1950) 
y STS (Sala Segunda) de 2 de enero de 1951, ponente González Naharro, Francisco (RJ 9/1951), 
entre otras. 
212 Cfr. STC 2002/170, 30 septiembre, FJ 2°. 
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judicial fundada, cuando el tribunal de manera inmotivada o arbitraria no da 
correcta aplicación al régimen de prejudicialidad213. 
Lo mismo puede decirse en lo que respecta al régimen de impugnación 
de la admisibilidad de una cuestión prejudicial cuando tiene lugar en la 
sentencia definitiva, en cuyo caso debe encausarse a través de los recursos que 
proceden contra ésta. 
En el proceso civil, en cuanto a las causales de procedencia del recurso 
extraordinario por infracción procesal en las cuales debe incardinarse la 
alegación de infracción de las normas de la prejudicialidad, la doctrina ha 
entendido que no procede la alegación amparada en el motivo n° 1 del art. 
469.1 LECiv, relativo a la infracción de las normas sobre jurisdicción por 
razón del objeto, sino en el n° 3, relativo a la infracción de normas legales de 
las normas que rigen los actos y garantías del proceso cuando la infracción 
hubiere podido producir indefensión214. 
Tratándose de la resolución de la cuestión prejudicial, se considera que 
el motivo de infracción procesal adecuado para su impugnación es el motivo 
2° del art. 469, debiendo fundarse en la insuficiencia o falta de motivación de 
la sentencia, al faltar los elementos que le debía haber suministrado otro 
tribunal al resolver la cuestión prejudicial215. 
Con base en lo expuesto, la doctrina española pone énfasis en la 
necesidad de diferenciar ambos supuestos y la importancia que ello tiene 
                                               
213 STC 166/1995, 20 noviembre, FJ 1°. En este sentido el TC ha estimado que «es 
competencia exclusiva de los órganos jurisdiccionales ordinarios, ex art. 117.3 de la Constitución, 
apreciar la efectiva concurrencia, en cada caso, de la relación de dependencia material a que alude 
el precepto. Apreciación que únicamente podrá ser objeto de revisión en vía de amparo si la misma 
resulta inmotivada o manifiestamente irrazonable o arbitraria, pues, en tal supuesto, se habría 
incurrido en infracción del derecho a la tutela judicial efectiva, que como es bien sabido, se define 
en nuestra jurisprudencia como derecho a la obtención de una resolución judicial fundada, sin 
incluirse en él derecho alguno al acierto (por todas, STC 148/1994 (RTC 1994\ 148))». En este 
sentido, cfr. GIMENO SENDRA, VICENTE, «Cuestiones prejudiciales devolutivas y non bis in 
ídem en el proceso penal», ob. cit., p. 6. 
214 Al efecto, estima la doctrina que los supuestos de suspensión establecidos en los 
apartados 2 a 6 del art. 40 LECiv no afectan en modo alguno a la jurisdicción y competencia del 
tribunal que conoció en la instancia. Se trata, por el contrario, de una infracción procesal que 
genera indefensión porque, de haberse suspendido el proceso, el resultado del mismo pudiera 
haber sido otro. De allí que, en caso de estimarse el recurso, la Sala que conozca del mismo no 
debe casar la sentencia impugnada y dejar a salvo el derecho de las partes a ejercitar las 
pretensiones ante quien corresponda, sino que debe ordenar una retroacción de actuaciones hasta el 
momento en que debieron suspenderse, en espera del pronunciamiento del juez penal que pudiera 
incidir en el fallo civil. Cfr. LÓPEZ SÁNCHEZ, JAVIER, Los Recursos Extraordinarios por 
Infracción Procesal y de Casación, Navarra, Aranzadi, 2004, p. 53. 
215 En este sentido, SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el 
sistema procesal español, ob. cit., p. 72. 
  124 
principalmente en razón de las consecuencias que podría conllevar la 
consideración de la prejudicialidad como una extensión del ámbito 
competencial de los órganos jurisdiccionales. 
Un caso paradigmático en el sentido que venimos hablando, se 
encuentra en la STS (Sala Tercera) de 26 de octubre de 1998216, la que da 
cuenta de los problemas que generó, bajo la vigencia de la antigua LECiv de 
1881, el tratamiento de la prejudicialidad como una cuestión de competencia.  
En lo esencial, el litigio se originó en la solicitud ante la autoridad 
administrativa de una empleada de correos, ligada con la administración por un 
contrato laboral de jornada reducida, para que se le admitiera como funcionaria 
en una determinada escala del personal de la Administración y para lo cual, 
previamente, solicita se le reconozca la ampliación de la jornada laboral. 
Acogida la solicitud por el orden contencioso-administrativo, el TS 
revoca la sentencia declarando la incompetencia de dicho orden para 
pronunciarse sobre la ampliación de jornada por ser propia del orden social, 
con lo cual la petición de ingreso al cuerpo de funcionarios fue desestimada. 
Sobre el punto, el TS considera que no se trata de una simple pretensión 
de ingreso en un determinado cuerpo de funcionarios, sino de la existencia de 
un objeto procesal doble compuesto por dos pretensiones sustantivas 
autónomas de carácter constitutivo, atribuidas a la jurisdicción de dos órdenes 
jurisdiccionales distintos y respecto de las cuales, la primera era la principal. 
A su juicio,  esta sustantividad y autonomía de las peticiones deducidas 
se contrapone al carácter meramente incidental que tienen las cuestiones 
prejudiciales.  
La cuestión prejudicial «como criterio de ampliación del ámbito de 
conocimiento de un determinado orden jurisdiccional tiene como base de 
sustentación el carácter incidental de la cuestión y por ello no puede 
extenderse a los casos en los que de lo que se trata es de su pretensión 
sustantiva, independientemente de que su hipotético éxito, como es aquí el 
caso, pueda servir de presupuesto fáctico para una pretensión diferenciada de 
distinto signo (en este caso la de acceder a la condición funcionarial, una vez 
obtenido el cambio de jornada)»217. 
                                               
216 Ponente Conde Martín de Hijas, Vicente (RJ 9039/1998). 
217 Al efecto, ahondando sobre la naturaleza e incidencia de las cuestiones prejudiciales 
respecto del objeto del proceso, afirma que: «Dada la sustantividad de las dos pretensiones y su 
auténtico carácter de tales, no es correcto degradar el significado procesal de la primera, 
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Con base en lo anterior,  el TS considera, finalmente, que la sentencia 
apelada, al desconocer la existencia de dos pretensiones diferenciadas y 
resuelto como si existiese una sola, se ha excedido en el ejercicio de su 
jurisdicción. 
En nuestro concepto, y más allá de lo acertado o desacertado de la 
calificación de lo que constituye una cuestión prejudicial y su autonomía, tema 
sobre el que volveremos a propósito de esta sentencia, la cuestión clave en este 
caso —y que de la lectura de la sentencia no queda suficientemente clara— es 
determinar si el petitum planteado por la actora efectivamente contenía dos 
peticiones de tutela diferenciada o bien sólo una, condicionada por la 
existencia de una cuestión prejudicial de carácter laboral.  
De haberse planteado las dos cuestiones como parte del petitum, a 
nuestro juicio, aún existiendo prejudicialidad, ciertamente procedía la 
declaración de incompetencia en tanto se trata de una acumulación-sucesiva de 
pretensiones heterogéneas que no está permitida por el ordenamiento español 
por faltar un presupuesto esencial como es la jurisdicción en razón de la 
materia. 
En este caso, por tanto, la acumulación inicial-sucesiva de pretensiones 
no puede operar como instrumento para el tratamiento de la prejudicialidad. 
Si se considera, en cambio, que el petitum sólo contiene la pretensión 
concreta dirigida al orden competente de admisión en un determinado cuerpo 
de funcionarios pero condicionada por una cuestión prejudicial de carácter 
laboral que está fuera del objeto principal del pleito, lo que procedía, en 
nuestro concepto, es su decisión previa, a los solos efectos prejudiciales, por el 
orden contencioso y no la declaración de incompetencia del mismo. 
                                                                                                                                
devaluándolo al de una mera cuestión incidental o prejudicial de la segunda, que es, en su caso, la 
base jurídica para que la jurisdicción de este orden pueda extenderse a su conocimiento (…). 
Evidentemente no es lo mismo una cuestión prejudicial, cuyo carácter es necesariamente 
incidental de otra sustantiva, que una auténtica pretensión diferenciada, sustantiva en sí misma. El 
carácter incidental atribuido en la ley a las cuestiones prejudiciales, a los efectos de la regulación 
de los ámbitos de los distintos órdenes jurisdiccionales, lo evidencia el relativismo de la eficacia 
de la sentencia dictada por el órgano del orden que conoce con carácter prejudicial, y su exclusiva 
restricción al proceso en que se dicte. El artículo 4.2 de nuestra Ley Jurisdiccional deja claro que la 
decisión que se pronuncie no producirá efecto fuera del proceso a que se dicte, y podrá ser 
revisada por la jurisdicción competente». 
A juicio del TS, «Descendiendo de esa caracterización jurídica genérica de la cuestión 
prejudicial a la de la pretensión que nos ocupa, comprobamos que su funcionalidad real no se 
adecua al relativismo de la cuestión incidental, pues siendo, como es, una pretensión constitutiva, 
llamada a transformar la realidad jurídica a la que se refiere, su éxito en el orden jurisdiccional al 
que se ha acudido no hace concebible la posibilidad de que la decisión pronunciada en él pueda ser 
revisada en el otro al que primariamente corresponde el conocimiento del asunto».
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Analizando el fallo en comento, para la doctrina esto fue precisamente 
lo que ocurrió en el caso examinado.  
Aquí no se pedía al Tribunal Contencioso-Administrativo la resolución 
sobre la ampliación de jornada con la profundidad y eficacia que 
correspondería hacerlo al orden competente, sino a los solos efectos de 
resolver la cuestión respecto de la cual sí tenía competencia para resolver con 
carácter autónomo, como es la relativa al ingreso a la escala o cuerpo de 
funcionarios.  
Sin embargo, declarada la incompetencia del orden contencioso con 
base en un inadecuado examen de la competencia incidenter tantum que le 
asistía, el Tribunal procedió a desestimar la pretensión de fondo en razón, 
precisamente, de no existir pronunciamiento jurisdiccional por parte del 
tribunal competente, sobre un presupuesto esencial de la misma. 
En definitiva, a juicio de la doctrina,  este fallo pone de manifiesto 
cómo una declaración injustificada de incompetencia, fundada en un incorrecto 
manejo del régimen de prejudicialidad, puede suponer una quiebra del 
adecuado y constitucional ejercicio de la potestad jurisdiccional, como 
asimismo del derecho del justiciable a obtener una tutela judicial efectiva, 
«viéndose compelido a agotar todas las instancias de un orden jurisdiccional 
para, finalmente, recibir una sentencia declarativa de falta de jurisdicción para 
decidir una cuestión prejudicial»218. 
Por nuestra parte, coincidimos mayormente con la doctrina española en 
este punto. Como instrumento dirigido tendencialmente a evitar la 
contradicción entre decisiones judiciales, en nuestro concepto la 
prejudicialidad no tiene que ver con una cuestión o problema de carácter 
orgánico u organizacional sino esencialmente funcional en razón de lo cual la 
infracción del régimen devolutivo o no devolutivo no puede ser reconducido a 
una simple cuestión de competencia. 
Tratándose de prejudicialidad no devolutiva, es evidente que lo 
discutido no es a qué orden jurisdiccional corresponde el conocimiento de la 
cuestión. Por el contrario, surgida la cuestión, se sabe de antemano que su 
decisión, de haber sido planteada como objeto de un proceso principal, 
corresponde originariamente a otro órgano jurisdiccional. 
                                               
218 Cfr. QUINTANA LÓPEZ, TOMÁS, «Prejudicialidad y tutela judicial efectiva», Civitas. 
Revista Española de Derecho Administrativo, Nº 103, 1999, pp. 419 y 422. 
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En España, este es el sentido, a nuestro entender, de la expresión que 
utiliza la LOPJ al establecer que «a los solos efectos prejudiciales, cada orden 
jurisdiccional podrá conocer de asuntos que no le estén atribuidos 
privativamente». Esto es, dando por supuesto que la materia corresponde al 
ámbito competencial de otro tribunal en forma exclusiva, su conocimiento no 
genera un conflicto de competencias cuando un órgano distinto, a los solos 
efectos de decidir sobre una materia respecto de la cual sí es competente, se 
pronuncia sobre ella. 
Lo que ocurre es que, la ley, por razones diversas, en ciertos casos opta 
por su remisión al tribunal competente ratione materiae, ordenando la 
suspensión del proceso principal, en tanto no sea decidida. En este caso, si el 
tribunal decide sobre el fondo del asunto sin esperar la decisión de tribunal 
competente ratione materiae, no hay un tema de incompetencia sino de 
motivación de la sentencia en tanto ha dejado de tener en cuenta un 
pronunciamiento que le era imprescindible.  
En otros casos, permite que la materia sea decidida por el propio órgano 
ante el cual se plantea, con lo cual, a nuestro entender, la ley no sólo busca que 
no se suscite un conflicto de competencias, sino que precisamente lo evita o 
previene.  
En definitiva, la importancia de esta consideración de la atribución 
competencial para la decisión de la materia prejudicial, radica en entender, en 
nuestro concepto, que lo que persigue la ley es impedir que la materia 
prejudicial y a remolque de ello, el objeto principal del pleito, deje de ser 
resuelta, precisamente, a causa de un conflicto de competencias que 
normalmente podría suscitarse, atendida la configuración de la organización 
judicial vigente. Y atendiendo a diversos factores, que ya tendremos ocasión 
de examinar, permite que sea conocida por un tribunal que no es el 
genéricamente competente, o bien ordena su remisión al que sí lo es. 
De esta forma, el tribunal ante el cual se plantea la cuestión sólo tiene 
dos posibilidades. O la resuelve por sí mismo, en los casos y con la eficacia 
que la ley lo permita, o bien suspende el proceso principal en espera que sea 
resuelta por el tribunal competente.  
Lo que no puede hacer, sin embargo, a partir de su declaración de 
incompetencia para resolver la materia prejudicial, es dejar imprejuzgado el 
pleito principal o bien resolverlo sin tener en cuenta el pronunciamiento del 
tribunal competente, menoscabando de esta forma la motivación del 
pronunciamiento jurisdiccional. 
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Este debiera ser, asimismo, el criterio aplicable en el ordenamiento 
chileno. Con todo, debido a las particularidades y deficiencias que presenta, en 
general, el régimen de prejudicialidad en este ordenamiento y, en particular, el 
sistema no devolutivo, unido a la insuficiencia de los medios de impugnación 
existentes para un adecuado control de su infracción, la jurisprudencia ha 
reconducido el tratamiento de esta cuestión a un vicio de incompetencia. 
2. Segundo problema: Qué tribunal y de qué forma resuelve la 
materia prejudicial. La elección del sistema de ordenación de la 
prejudicialidad. 
Hemos visto que la forma como la materia prejudicial integra el ámbito 
competencial de los diversos órganos jurisdiccional no se reduce a una 
cuestión meramente orgánica sino que esencialmente funcional.  
Lo anterior, sitúa la problemática de la prejudicialidad en el contexto 
más amplio y complejo de las relaciones y debida coordinación que, bajo la 
óptica del principio de unidad jurisdiccional y de especialización de los 
tribunales en función de la naturaleza de los asuntos sometidos a su 
conocimiento, debe existir entre los diversos órdenes jurisdiccionales, como 
también el de la coherencia de las decisiones judiciales. 
Desde una perspectiva orgánica, partiendo precisamente de la estructura 
y configuración de la organización judicial predeterminada por cada 
ordenamiento jurídico y la delimitación de sus competencias, el planteamiento 
o presencia de un nexo de prejudicialidad en el proceso, particularmente 
cuando se presenta entre materias o relaciones jurídicas heterogéneas, de 
alguna manera viene a alterar el régimen originariamente pensado por el 
legislador para la resolución de los asuntos, repercutiendo en los procesos en 
los cuales se suscita y en la decisión de los mismos. 
Frente a ello, cada ordenamiento debe decidir y configurar el 
tratamiento de la materia prejudicial, lo que pasa por resolver no sólo la 
cuestión relativa al órgano al cual corresponderá su decisión, sino también los 
efectos con que ella será resuelta y, en último término, el grado de vinculación 
y de influencia que tendrá la decisión de la materia prejudicial para el juez que 
conoce del proceso en que ella incide, temas estos dos últimos que, por una 
mejor sistemática, abordaremos con detalle al tratar la prejudicialidad con 
relación al objeto del proceso. 
Lo anterior nos conduce a los diversos sistemas de ordenación de la 
prejudicialidad, anteriormente examinados (supra, Parte I, cap. 3º, II), a través 
de los cuales los sistemas jurídicos tradicionalmente, mediante el sistema 
devolutivo y no devolutivo, han abordado dicha problemática. 
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A partir de dichos modelos, el paso siguiente consiste en examinar el 
fundamento o las razones con base a las cuales los ordenamientos adoptan un 
determinado modelo para el tratamiento de la prejudicialidad y las ventajas y 
los problemas que derivan de una u otra opción, para lo cual tomaremos como 
referencia la regulación contenida en el ordenamiento español, para luego 
contrastarla con lo que ocurre en el ordenamiento chileno. 
Al respecto, más allá de la posible adecuación de un determinado 
sistema a los modelos de prejudicialidad antes analizados219, veremos que la 
adopción de uno u otro régimen no es un elemento definitorio de la 
prejudicialidad sino un tema de política legislativa a partir del cual cada 
ordenamiento, según la regulación que considere más idónea en función de los 
principios y las garantías constitucionales en juego, decide la ordenación y el 
tratamiento de la materia prejudicial, dando preferencia a uno u otro órgano 
jurisdiccional para su resolución. 
Lo anterior, hace necesario examinar las razones que llevan a adoptar 
uno u otro sistema así como las consecuencias que derivan de dicha decisión. 
A) Los sistemas de ordenación de la prejudicialidad como opciones de 
política legislativa. 
Una parte de la doctrina española define o bien, da mayor 
preponderancia al momento de definir la materia prejudicial, en función de su 
naturaleza y el diverso tribunal al cual corresponde conocer y resolver la 
misma, debate que se enlaza esencialmente con la cuestionada naturaleza de la 
prejudicialidad homogénea220. 
                                               
219 Al respecto, la doctrina ha evidenciado la escasa aplicación de los modelos de 
prejudicialidad analizados, ninguno de los cuales es seguido en forma estricta por los 
ordenamientos positivos preocupados, probablemente, más de la aplicación y solución de los 
problemas prácticos que suscita el instituto de la prejudicialidad que de su construcción teórica. En 
este sentido, cfr. VALBUENA GONZÁLEZ, FÉLIX, Las cuestiones prejudiciales penales en el 
proceso penal, ob. cit., p. 322. 
220 Supra, Parte I, cap. 1º, II. 6. En esta línea, para Alsina el concepto de cuestión 
prejudicial se limita a las que por disposición de la ley, deben ser resueltas previamente por otros 
jueces de distinta jurisdicción. Cfr. ALSINA, HUGO, Las cuestiones prejudiciales en el proceso 
civil, ob. cit. p. 66.  
En línea similar, respecto de la prejudicialidad devolutiva en el proceso penal, De La 
Oliva sostenía en su época que la terminología utilizada para las cuestiones prejudiciales no 
devolutivas es incorrecta. En su opinión, cuando la resolución de la materia prejudicial 
corresponde al propio juez penal, «no existe en tales casos cuestión prejudicial alguna: no hay 
puntos a resolver por otro órgano antes de la resolución penal, con o sin vinculación a la decisión 
no penal por parte del tribunal penal». Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, La conexión en el 
proceso penal, ob. cit., pp. 217 y 218. Sosteniendo el carácter esencialmente heterogéneo de la 
prejudicialidad, cfr. por todos GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Comentarios a la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, t. I, ob. cit., p. 136 y GÓMEZ COLOMER, JUAN LUIS, El Nuevo 
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Para un sector mayoritario, en cambio, el debate sobre el juez que debe 
resolver una cuestión prejudicial, en el que se barajan argumentos muchas 
veces irreconciliables en torno de la coherencia de las resoluciones v/s la 
celeridad y unidad de los procesos, es irrelevante y se sitúa fuera del ámbito 
conceptual de la materia prejudicial en tanto, si bien puede condicionar su 
tratamiento, no define ni condiciona el carácter prejudicial de la cuestión221.  
Desde esta perspectiva, para SENÉS, «el eventual reenvío a un juez o 
tribunal diverso y el efecto de cosa juzgada de su resolución no constituyen 
fines procesales en sí mismos, ni por consiguiente, definen conceptualmente la 
cuestión prejudicial; son consecuencias procesales derivadas de la materia 
sobre la que versa la cuestión, y a remolque de ella, de los diversos principios 
que informan el proceso penal y los procesos no penales». 
Se trata en definitiva, en palabras de dicha autora, «de opciones por las 
que decanta el legislador procesal tomando en cuenta los diversos intereses en 
juego, bien con carácter absoluto —para todo tipo de procesos, bien 
relativamente— para materias o procesos concretos», lo que no se opone de 
modo alguno, a que la elección del sistema «responda a rigurosos criterios de 
técnica jurídica»222. 
Partiendo de la escindibilidad entre materia prejudicial y órgano 
resolutorio antes anotada, parte mayoritaria de la doctrina española considera 
que la decisión del tribunal que debe conocer de la cuestión prejudicial no 
define, por tanto, el instituto de la prejudicialidad sino que forma parte del 
ámbito o esfera de libertad del legislador. 
Así como la organización judicial está entregada por la Constitución 
Española al legislador, el que, dentro de los límites constitucionales, goza de 
                                                                                                                                
Proceso Civil (con AA.VV.), ob. cit., p. 132 y en Derecho Jurisdiccional II. Proceso civil, ob. cit., 
p. 38. 
221 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal 
español, ob. cit., pp. 53-56; ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), 
ob. cit., p. 636, para quien prueba de ello es precisamente la regulación expresa que el art. 43 de la 
LECiv 2000 ha dado a las cuestiones homogéneas en el proceso civil. En esta línea, cfr. por todos, 
GUASP, JAIME, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil, v. I, ob. cit., pp. 957 y 958; 
PRIETO CASTRO Y FERRÁNDIZ, LEONARDO, Tratado de Derecho procesal Civil, ob. cit., p. 
359GIMENO SENDRA, VICENTE, Derecho Procesal Penal, ob. cit., p. 196; GONZÁLEZ 
MONTES, JOSÉ LUIS, «Distinción entre la cosa juzgada y otros efectos de la sentencia», ob. cit., p. 
130 y en Instituciones de derecho procesal. Parte General, t. I, p. 161; DE LA OLIVA SANTOS, 
ANDRÉS, Objeto del proceso y cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., p. 86 y REYNAL 
QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 76-79. 
222 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, ob. cit., pp. 53 y 55. Cabe destacar que esta autora 
llega a esta conclusión no obstante considerar discutible la naturaleza de la prejudicialidad 
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libertad para determinar su estructura, los diversos tipos de tribunales y la 
competencia para el conocimiento de los distintos asuntos, en materia de 
prejudicialidad, la Carta Fundamental no impone ningún sistema para la 
ordenación y tratamiento de la misma223. 
De esta forma, la determinación y elección del régimen y sistema de 
ordenación de la prejudicialidad constituye una materia de legalidad ordinaria, 
en función de la importancia que se atribuya a la resolución de determinadas 
materias por el mismo o diverso órgano jurisdiccional, los diversos principios 
que informan los procedimientos y las garantías constitucionales en juego. 
Partiendo de esta base, y de forma similar a lo que ocurre en el 
ordenamiento chileno, el legislador español, sin adherir a ninguno de los 
modelos de ordenación antes vistos en forma absoluta, ha establecido un 
régimen de prejudicialidad basado en una combinación o yuxtaposición de los 
criterios de devolutividad y no devolutividad224. 
A partir de aquí, sin embargo, entre ambos ordenamientos es posible 
advertir diferencias fundamentales que pasan en lo esencial por la diversa 
primacía que cada uno de ellos ha dado a la aplicación del sistema devolutivo 
o no devolutivo para la decisión de la materia prejudicial y de lo cual se 
derivan, asimismo, diferencias sustanciales en el tratamiento de la 
prejudicialidad. 
                                                                                                                                
homogénea como categoría diferenciada en tanto ella no era reconocida por la LECiv 1881 vigente 
a la fecha de publicación de la obra. 
223 En este sentido cfr. GARBERÍ LLOBREGAT, JOSÉ, «De las cuestiones prejudiciales» 
en Los procesos civiles. Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil (con AA.VV.), t. I, ob. cit., 
p. 655; GIMENO SENDRA, VICENTE, «Cuestiones prejudiciales devolutivas y non bis in ídem en 
el proceso penal», ob. cit., pp. 5 y 6. Sobre la potestad y ámbito de libertad de configuración del 
legislador en España, cfr. SANTAMARÍA PASTOR, JUAN ALFONSO, Fundamentos de Derecho 
Administrativo, t. I, Madrid, Ed. Centro de Estudios Ramón Areces, 1988, pp. 455 y ss. 
224 En lo que respecta al proceso civil, del mismo modo que ocurre con la regulación 
general del art. 10 LOPJ, para la doctrina los arts. 40 a 43 de la LECiv «no decantan por ninguno 
de los sistemas de prejudicialidad existentes en forma absoluta confiriendo la decisión de la 
cuestión a uno u otro órgano jurisdiccional en forma privativa, sino que ha optado por un camino 
intermedio, conjugando una y otra orientación, principalmente, en función de la materia —penal o 
no penal—, sobre la que versa la cuestión prejudicial y del acuerdo de las partes». Cfr. GARBERÍ 
LLOBREGAT, JOSÉ, «Cuestiones Prejudiciales» en Los procesos civiles. Comentarios a la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (con AA.VV.), ob. cit., p. 635.  
Esta dualidad de sistemas ha sido reconocida por el TC español el cual, tal como señala la 
doctrina «no se ha manifestado a favor únicamente de uno de estos sistemas para resolver las 
cuestiones prejudiciales aparecidas en un proceso. Se muestra partidario de combinar ambos 
criterios, si bien es verdad que da primacía a la no devolutividad respecto de la aplicación del 
régimen no devolutivo». Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, 
ob. cit., p. 108. 
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En el caso de España, este ordenamiento establece una clara 
preeminencia del sistema no devolutivo como criterio general para el 
tratamiento de la prejudicialidad, el que ha sido reconocido por el TC español 
desde el punto de vista de su legitimidad constitucional en diversas 
sentencias225. 
De esta forma, por regla general, el ordenamiento permite a los órganos 
jurisdiccionales conocer de materias que no les están expresamente atribuidas. 
En contrapartida de lo anterior, el legislador limita la eficacia de dicha decisión 
la que será efectuada a los solos efectos prejudiciales o de la represión y por 
tanto, sin autoridad de cosa juzgada226.  
En el ordenamiento chileno, en cambio, la regla general es la inversa en 
tanto no existe norma alguna que permita a los Tribunales, ni a los solos 
efectos prejudiciales, el conocimiento de materias que no les estén 
expresamente atribuidas (arts. 1, 8 y 108 COT), aunque tampoco establece la 
devolutividad absoluta de toda cuestión que, estando fuera de su órbita de 
competencia, se suscite en el proceso. La única excepción a esta regla son las 
cuestiones prejudiciales civiles que se susciten en un proceso penal las que, por 
regla general, tienen carácter no devolutivo y por tanto deben ser conocidas y 
resultas por dicho orden jurisdiccional (art. 173 COT). En este caso, sin 
                                               
225 Cfr. STC 30/1996, 27 febrero, FJ 5°. En el mismo sentido STC 24/1984, 23 febrero, FJ 
1º; STC 158/1985, 26 diciembre, FJ 2°; STC 171/1994, 7 junio, FJ 4°; STC 50/1996, 26 marzo, FJ 
3°; STC 59/1996, 4 abril, FJ 2°; 102/1996, 11 junio, FJ 3°; STC 190/1999, 25 octubre, FJ 4°; 
278/2000, 27 noviembre, FJ 6° y STC 170/2002, 30 septiembre, FJ 2°. 
226 Esta regla se encuentra establecida para todo tipo de procesos, en el art. 10.1 LOPJ, en 
virtud del cual se dispone que cada orden jurisdiccional puede conocer, a los solos efectos 
prejudiciales, de materias que no les estén atribuidas expresamente. En la misma línea se dispone 
para los procesos penales (art. 3 LECrim), civiles (art. 42 y 43 LECiv 2000), laborales (art. 4 y 86 
TRLPL) y contencioso-administrativos (art. 4.1 LJCA). Este tipo de cuestiones prejudiciales 
pueden y deben ser resueltas por cada orden jurisdiccional, pero es realizada incidenter tantum y 
por tanto carece de fuerza de cosa juzgada. 
La excepción a dicha regla la constituyen las cuestiones prejudiciales penales(art. 10.2 
LOPJ), las que revisten siempre el carácter de devolutivas en la medida que se cumplan los 
requisitos que establece la ley (art. 40 LECiv). Esta regla, consagrada en el art. 10.2 LOPJ, 
constituye una aplicación del denominado principio de preferencia o prioridad de la jurisdicción 
penal consagrado en términos más genéricos en el art. 114 LECrim. Como contraexcepción a la 
regla anterior, en función de la celeridad del proceso laboral, los arts. 4 y 86 TRLPL establecen 
por regla general, la no suspensión del proceso por prejudicialidad penal, salvo que se trata de un 
supuesto de falsedad documental que pueda ser de notoria influencia en el pleito. 
En el proceso penal, por su parte, el art. 3 LECrim permite a los Tribunales del orden 
Penal conocer de las cuestiones prejudiciales civiles o administrativas «cuando tales cuestiones 
aparezcan tan íntimamente ligadas al hecho punible que sea racionalmente imposible su 
separación». La excepción a esta regla, son las cuestiones civiles relativas al estado civil (art. 6 
LECrim) y aquellas que sean determinantes de la culpabilidad o inocencia del acusado (art. 4 
LECrim). 
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embargo, la ley no limita la eficacia de la decisión de la cuestión que realice el 
juez penal de  manera tal que esta queda cubierta por la cosa juzgada. 
Como es posible observar, ambos ordenamientos parten de sistemas 
contrapuestos para el ordenamiento o tratamiento de la prejudicialidad 
situación que sin duda, explica en gran medida las diversas consecuencias y la 
distinta perspectiva desde la cual se plantean los problemas que genera el 
tratamiento de la prejudicialidad en cada uno de ellos. 
De allí que, a los efectos de abordar el estudio de esta materia en el 
ordenamiento chileno resulta interesante analizar, aunque sea brevemente, las 
razones que han llevado al legislador español a la adopción del modelo antes 
expuesto  como el sistema más idóneo, desde la perspectiva de los diversos 
principios y garantías en juego, para el tratamiento de la prejudicialidad, así 
como las ventajas, desventajas y los problemas que la aplicación del mismo ha 
generado en la práctica. 
Antes de entrar a dicho examen, sin embargo, cabe hacer presente una 
cuestión adicional con relación a las implicaciones que derivan de esta 
consideración del sistema de prejudicialidad como opción de política 
legislativa. 
Por un lado, entrando los sistemas de ordenación de la prejudicialidad 
dentro de las potestades de configuración del legislador, en la medida que el 
contenido normativo del régimen de prejudicialidad establecido por éste como 
el más conveniente o idóneo para su tratamiento, se ciña al mandato 
constitucional y cumpla con sus límites, dicho sistema adquiere legitimidad 
constitucional. Así lo ha reconocido el TC español respecto del sistema no 
devolutivo como regla de aplicación prevalente en el ordenamiento español, y 
lo ha hecho asimismo, respecto del sistema devolutivo, como se verá 
enseguida. 
El problema se presenta, cuando con motivo no de la infracción, sino 
que de la propia aplicación de dicho régimen o sistema, se produce una 
vulneración de los derechos de los justiciables, como puede ser una excesiva 
dilación de los procesos, en el caso de sistema devolutivo; o bien una  
contradicción entre sentencias judiciales, cuestión que es precisamente uno de 
los mayores inconvenientes que genera el sistema no devolutivo en el derecho 
español, lo que hace necesario examinar la existencia e idoneidad de los 
instrumentos que contempla el ordenamiento para corregir dicha discrepancia, 
tema sobre el que volveremos en las páginas siguientes. 
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Fuera de lo anterior, una segunda cuestión en la que ha incidido la 
doctrina dice relación con la aplicación o ejercicio obligatorio del sistema de 
prejudicialidad adoptado por el legislador en los casos legalmente previstos. 
Al respecto, se ha hecho presente que si bien el legislador es libre para 
decantarse por uno u otro sistema para el tratamiento de la prejudicialidad, lo 
que «no es concebible —y de serlo sería radicalmente censurable— es una 
habilitación genérica —una especie de norma procesal en blanco— para que el 
órgano jurisdiccional discrecionalmente decida sobre el reenvío de una 
cuestión prejudicial (…), o en otro caso, confirme el conocimiento 
instrumental de la cuestión planteada»227. 
En definitiva, para la doctrina la aplicación del sistema no devolutivo 
en España es una atribución «cuyo ejercicio es debido en el supuesto legal»228 
y no una «especie de facultativa prejudicialidad no devolutiva»229. 
De allí que la expresión «podrá conocer» utilizada en el art. 10.1 de la 
LOPJ no puede ser entendida como una facultad del órgano jurisdiccional para 
remitir en forma discrecional el conocimiento de la materia prejudicial a un 
órgano diverso.  
En estos casos, por tanto, so pena de menoscabar los fundamentos del 
pronunciamiento jurisdiccional, suscitada una cuestión prejudicial, el tribunal 
se encuentra facultado y obligado, al mismo tiempo,  a resolverla por sí mismo 
de manera instrumental a la decisión del objeto principal del pleito. Con todo, 
existiendo norma expresa que excluya su competencia para la resolución de la 
materia prejudicial, debe remitir de forma preceptiva su conocimiento al 
tribunal competente. 
En el ordenamiento chileno, este es uno de los principales problemas 
que ha suscitado la aplicación del sistema devolutivo en el proceso civil por 
prejudicialidad penal. El art. 167 CPC contempla una norma similar a la 
española, pero que ha sido interpretada por los tribunales superiores, sin 
embargo, como una atribución discrecional en manos de los jueces civiles 
considerando, por tanto, que su infracción carece de sanción. 
                                               
227 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal 
español, ob. cit., p. 94. En opinión de esta autora, «admitir tal posibilidad sería tanto como situarse 
en las antípodas de la seguridad jurídica, tanto más importante en el contexto delimitador de las 
competencias jurisdiccionales que en cualquier otra institución jurídica». 
228 Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV.), ob. cit., p. 
638. 
229 Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, Derecho Procesal Penal (con AA.VV.), ob. 
cit., p. 252. 
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Partiendo de lo anterior, examinaremos a continuación las razones que 
han motivado el establecimiento de uno u otro sistema, sus principales ventajas 
y desventajas, así como los problemas que genera su aplicación. 
B) Criterios para la determinación del carácter devolutivo o no 
devolutivo de la materia prejudicial. 
a) La tradicional preferencia o prioridad del orden penal. 
Al igual que la mayoría de los ordenamientos jurídicos europeos, bajo 
el conocido axioma «le criminel tient le civil en état», el ordenamiento español 
ha consagrado históricamente, la preferencia y exclusividad del orden penal 
sobre las demás jurisdicciones para el conocimiento de los hechos en 
apariencia delictivos, prioridad que es posible observar, asimismo, en el 
ordenamiento chileno230. 
La aplicación de este principio en el derecho español se presenta de 
diversas formas, manifestándose no sólo la exclusividad del orden penal para 
el conocimiento de los asuntos penales; el ejercicio acumulado de la pretensión 
civil en el proceso penal y los efectos que la pendencia de un proceso penal 
produce respecto del proceso civil en el que se ejerce una acción civil ex 
delicto, impidiendo el inicio de dicha acción o su suspensión hasta que se dicte 
sentencia penal sobre los hechos (arts. 11 y 114 LECrim), sino también 
particularmente en materia de prejudicialidad penal. 
En este ámbito, expresión de dicha preferencia es la devolutividad 
absoluta de las cuestiones prejudiciales penales que se susciten en procesos no 
penales (art. 10.2 LOPJ); y a la inversa, en el carácter no devolutivo de las 
cuestiones prejudiciales civiles y administrativas que se susciten durante el 
curso de un proceso penal, las que, salvo ciertas excepciones (arts. 4 y 6 
LECrim), pueden ser conocidas y decididas, si bien a los solos efectos de la 
represión, por el juez penal (art. 3 LECrim). Asimismo, en último término, se 
manifiesta en la vinculación de los jueces no penales a la sentencia penal en 
                                               
230 Tradicionalmente, se ha entendido que los arts. 111 y 114 LECrim consagran en el 
ordenamiento español el principio de le criminel tient le civil en état de forma general respecto de 
la acción civil ex delicto, regulando el ejercicio de las acciones penal y civil y estableciendo la no 
iniciación o la suspensión del proceso civil iniciado en espera de la decisión del juicio criminal 
promovido para la averiguación del hecho punible.  
El art. 10.2 LOPJ, por su parte, viene a reafirmar dicho principio en materia de 
prejudicialidad, estableciendo una excepción absoluta a la regla de no devolutividad de las 
cuestiones prejudiciales cuando se trate de cuestiones penales, si bien bajo la vigencia de la LECiv 
2000, la suspensión del proceso civil por prejudicialidad penal es más exigente y por tanto, no 
opera con la automaticidad con la que se venía decretando bajo la LECiv 1881. 
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los supuestos regulados en el art. 116 LECrim, vinculación o eficacia de la 
que, salvo excepciones, carece la sentencia civil respecto del proceso penal231. 
En lo que respecta al fundamento de dicho principio, la doctrina ha 
abundado en diversas razones que justificarían o explicarían esta preferencia o 
prioridad de la jurisdicción penal, las que, fuera de las razones históricas232, 
dicen relación, esencialmente, con la relevancia de los bienes jurídicos 
                                               
231 Como veremos, la vinculación del juez civil a la sentencia penal, así como la ausencia 
de eficacia de la sentencia civil respecto del proceso penal, deriva, precisamente, de la aplicación y 
consideración de este principio. Sobre la materia, Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, 
Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, t. II, v. I, ob. cit., pp. 708 y 709. 
232 Para la doctrina, los múltiples factores y las razones históricas que han influido y 
contribuido a la hegemonía de la jurisdicción penal en el ordenamiento español en general, así 
como en materia de prejudicialidad, son de tres tipos: sustantivas, orgánicas y de carácter procesal. 
Cfr. GIMENO SENDRA, VICENTE, «Cuestiones prejudiciales devolutivas y non bis in ídem en el 
proceso penal», ob. cit., pp. 2 y ss. 
Desde un punto de vista sustantivo o de derecho material, a juicio de este autor dicha 
prioridad encontraba y encuentra fundamento en la relevancia de los bienes jurídicos protegidos 
por las normas penales cuya infracción, al comprometer el interés público, aconseja su 
determinación mediante un proceso que se mantenga ajeno a la autonomía de la voluntad de las 
partes. A lo anterior, se suma la escasa relevancia y la simplicidad que presentaban las cuestiones 
prejudiciales civiles y administrativas que podían presentarse en el proceso penal debida, 
principalmente, a que la existencia de tipos penales imperfectos —cuya integración precisaba la 
valoración a través de normas no penales— era excepcional. 
Al respecto, apunta este autor que, básicamente, los tipos penales imperfectos se reducían 
al depósito en la apropiación indebida, a la ajeneidad de la cosa en los hurtos y robos, a las 
cuestiones de estado civil en los delitos de bigamia y suposición de parto y a la cualidad de 
funcionario o de autoridad en los delitos cometidos por dichos servidores públicos. 
Desde un punto de vista orgánico, un segundo factor que influyó en dicha preferencia fue, 
a su juicio, la natural desconfianza del legislador de la solución que los tribunales admirativos de 
la época dictaban respecto  de las cuestiones prejudiciales administrativas. Ello, en definitiva, por 
cuanto dichos tribunales realmente no existían sino que formaban parte del sistema de jurisdicción 
retenida  imperante en el s. XIX solventado por el propio Poder Ejecutivo. 
De este modo, en un sistema procesal en que las cuestiones prejudiciales administrativas 
no eran decididas por verdaderos tribunales, era natural que la jurisdicción penal y civil, en tanto 
constituían la única jurisdicción ordinaria, fueran las competentes para conocer de las escasas 
cuestiones civiles y administrativas que podían presentarse en el proceso penal (p. 2). 
Finalmente, desde un punto de vista procesal, la preferencia y exclusividad de la 
jurisdicción penal encontraba fundamento, según este autor, en las propias características del 
proceso penal que, informado por los principios de oficialidad, investigación, oralidad, publicidad 
y libre valoración de la prueba, se mostraba mucho más adecuado que el civil o el entonces 
inexistente procedimiento administrativo, para impartir con prontitud una justicia material. 
En lo respecta a la resolución de cuestiones prejudiciales civiles de cuya solución podía 
depender la aplicación del ius puniendi estatal, a su juicio, otorgarles el tratamiento de devolutivas 
y excluyentes habría importado dejar la determinación de la culpabilidad o inocencia del acusado 
en poder de las partes, lo que, sin duda, habría sido una temeridad del legislador de la época.  
La única excepción a dicha preferencia, prevista en el art. 5 LECrim para las cuestiones 
referentes a la validez de un matrimonio o a la supresión de estado civil, no era mayor causa de 
asombro, pues en dicho procesos siempre debía ser parte el Ministerio Fiscal y, además, regía en 
ellos el principio de libre valoración de la prueba. De este modo, –concluye— en tanto en dichos 
procesos era posible descubrir la verdad material «las Sentencias en ellos recaídas, podían servir 
de base o vincular prejudicialmente a los Tribunales de lo Penal» (p. 3).  
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involucrados, las mayores garantías que ofrece el proceso penal y la necesidad 
de evitar dilaciones excesivas de este tipo de procesos233. 
En la actualidad, sin embargo, y particularmente en lo que se refiere a la 
aplicación de este principio en materia de prejudicialidad penal, la doctrina 
discrepa en torno a las razones que llevan a la suspensión del proceso civil por 
prejudicialidad penal y pone en evidencia, asimismo, la escasa vigencia que en 
la actualidad, tienen muchos de dichos argumentos como fundamento para el 
tratamiento no devolutivo de la prejudicialidad. 
En términos muy sintéticos, la doctrina ha venido proponiendo la 
reformulación o  replanteamiento de este principio con base a las siguientes 
consideraciones: 
1. En primer lugar, opinión de GONZÁLEZ la aplicación de este principio 
sólo expresa la razón por la cual una determinada conducta en apariencia 
delictiva debe ser necesariamente investigada y enjuiciada por los órganos 
penales, pero no explica por sí mismo la necesaria suspensión del proceso no 
penal a la espera de que el orden penal dicte sentencia.  
Ello, más aún si se tiene en consideración que un juez del orden civil, 
social o administrativo nunca podría realizar una calificación jurídico-penal de 
los hechos y aplicar una sanción penal, sino que conocería de los mismos a los 
solos efectos prejudiciales, para poder dictar la sentencia decidiendo el objeto 
principal del pleito. En este supuesto, por tanto, no existe afectación del 
principio de oficialidad, en tanto el proceso penal debe ser igualmente incoado, 
                                               
233 En esta línea, para la doctrina española la prioridad de la jurisdicción penal se funda en 
la mayor categoría de los intereses que se ventilan en el proceso penal, el que presenta mayores 
garantías para el descubrimiento de la verdad objetiva, siendo necesario que los intereses privados 
no se anticipen a la justicia penal. Cfr. GUASP, JAIME, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, v. I, ob. cit., p. 958. En la misma línea, cfr. PÉREZ GORDO, ALFONSO, La prejudicialidad 
penal y constitucional en el proceso civil, ob. cit., p. 42. 
Asimismo, se ha señalado que el ordenamiento español ha privilegiado implícitamente la 
prioridad de la justicia penal frente a los otros órdenes jurisdiccionales, negando la subordinación 
de esa justicia a la declaración de los jueces de otra clase y a poner por modo indirecto trabas al 
convencimiento libre e “inmediato” del juez penal. Del mismo modo, se evita indirectamente 
dilaciones indebidas en la acción de la justicia represiva. Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, 
Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, t. I, ob. cit., p. 200. Más recientemente, para 
otros autores, el respaldo a la preferencia del proceso penal se justifica esencialmente en «el mayor 
rigor que se exige en un proceso penal para declarar probado un hecho y consiguientemente, la 
mayor fiabilidad del enjuiciamiento penal de que esta circunstancias  se desprende». Cfr. 
REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 143 y 144. 
Sobre el fundamento, aplicación y vigencia de este principio en Italia, cfr. CHIOVENDA, 
GIUSSEPE, Principios de Derecho Procesal Civil, t. I, ob. cit., p. 418 y  CARPI, FEDERICO y 
TARUFFO, MICHELE, Commentario breve al Codice di Procedura Civile, Padua, 1994, p. 635. 
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ni tampoco de las garantías del imputado, pues de dicho conocimiento no 
podrían derivar consecuencias punitivas. 
De esta forma, la única razón que vendría a explicar la suspensión del 
proceso no penal, a su juicio, es la extrapolación de los efectos o resultados del 
proceso penal al proceso no penal, respecto del cual es prejudicial234. 
2.  Por otro lado, en el contexto de la actual configuración de la 
organización judicial española basada en un sistema unitario pero 
especializado en función de la materia, para GIMENO los argumentos 
históricos en que se fundaba la preferencia del orden penal han perdido en gran 
medida su peso y vigencia. 
 En efecto, a diferencia de lo que ocurría antes, en la actualidad todos los 
órganos jurisdiccionales integrantes de los diversos órdenes jurisdiccionales 
así como sus titulares, se rigen por un sistema unitario de autogobierno y un 
mismo estatuto, ostentando el mismo grado de independencia. A lo anterior se 
une las profundas reformas de que ha sido objeto en el orden administrativo, 
así como la existencia de buenos códigos procesales, lo que hace decaer el 
argumento funcional en cuanto a la mayor rapidez e idoneidad del proceso 
penal para la averiguación de la verdad material. 
En definitiva, para este autor, de lo expuesto surge como interrogante si 
la preeminencia del orden penal debe ser planteada en términos absolutos y si 
se justifica realmente en el contexto actual que el orden penal pueda siempre 
conocer de cuestiones prejudiciales no penales pero, a la inversa, planteada una 
cuestión prejudicial penal ante otro orden jurisdiccional, deba provocar, 
necesariamente, la suspensión de mismo235. 
En línea similar, pero desde la perspectiva de la cosa juzgada y los 
efectos vinculantes entre sentencias dictadas por tribunales de diversos órdenes 
jurisdiccionales, para un  sector de la doctrina ya no es posible seguir 
sosteniendo la  vinculación de los tribunales no penales a la sentencia penal 
                                               
234 Cfr. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, Las cuestiones prejudiciales penales en el 
proceso civil, ob. cit., p. 41. 
235 Cfr. GIMENO SENDRA, VICENTE, «Cuestiones prejudiciales devolutivas y non bis in 
ídem en el proceso penal», ob. cit., pp. 6 y 15. En lo que respecta a las cuestiones prejudiciales no 
penales, y particularmente las administrativas, a juicio de este autor, si bien ya no son aplicables 
los argumentos que justificaban el conocimiento preferente por parte del orden penal de este tipo 
de cuestiones, ello debe no debe llevar, sin embargo, a establecer una especie de monopolio de la 
competencia de los tribunales contencioso-administrativos para su conocimiento, pues en tanto no 
se eviten los concursos de leyes y se despenalicen determinados tipos penales, los procesos penales 
se verán sometidos a continuas suspensiones y dilaciones y se aumentará el riesgo de infracción 
del principio non bis in ídem. 
  139 
fundada en la preferencia de este orden y negar, por el contrario, la eficacia 
inversa de la sentencia civil respecto del orden penal.  
Para  NIEVA, el problema de la cosa juzgada constituye una cuestión 
única aplicable para toda la jurisdicción. De este modo, siendo cierto que cada 
orden jurisdiccional ejercita su función en la parcela que se le atribuye por la 
ley y en cada orden se establecen determinados principios, «no se puede tratar 
a la jurisdicción civil como si no fuera jurisdicción cuando nos hallamos ante 
un tribunal penal, ni resulta en absoluto adecuado que el orden penal sea 
considerado como una jurisdicción preponderante puesto que sus fallos son tan 
jurisdiccionales como los de cualquier otra jurisdicción». 
De acuerdo con ello, lo que en la actualidad debe cuestionarse 
verdaderamente, es si para obtener la estabilidad de los pronunciamientos que 
reclama la cosa juzgada, es necesario que los jueces de órdenes distintos se 
vean obligados a seguir un determinado pronunciamiento, o por el contrario es 
posible mantenerla dejándoles en libertad de decidir en contra de dichas 
decisiones236. 
3. Desde otra perspectiva, la doctrina advierte, asimismo, que la sola 
vigencia de este principio no impide de forma absoluta la existencia de 
sentencias contradictorias, por lo que la suspensión del proceso necesariamente 
debe relacionarse con el tema de la vinculación al fallo penal. 
Para DE LA OLIVA, ello es así por cuanto no es efectivo que antes que 
la calificación jurídico penal de los hechos, lo que importa al proceso no penal 
es la cuestión de su certeza. A su juicio, «la pendencia de un proceso penal 
sobre hechos relevantes de un proceso civil no elimina ni atenúa en éste la 
vigencia del principio dispositivo y su corolario, el de aportación de parte, ni 
modifica el régimen jurídico de la fijación formal de los hechos como ciertos 
(…); es perfectamente posible que ya, ab initio, en ambos procesos, la cuestión 
de certeza de los hechos no presente la menor duda».  
En consecuencia, resulta innegable, a su juicio, que la suspensión de la 
tramitación del proceso seguido ante «un determinado orden jurisdiccional, 
debe relacionarse estrechamente con la fuerza vinculante para ese proceso, de 
la decisión que se puede producir en el que se siga ante otra rama de la 
jurisdicción»237. 
                                               
236 Cfr. NIEVA FENOLL, JORDI, La cosa juzgada, ob. cit., pp. 228 a 230. 
237 Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, en Derecho procesal Civil (con 
FERNÁNDEZ–BALLESTEROS LÓPEZ, MIGUEL ÁNGEL), t. II, Madrid, Ed. Centro de Estudios 
Ramón Areces, 1997, p. 628. En esta línea, para SENÉS, resulta claro que la vigencia de este 
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En razón de lo anterior, a juicio se SENÉS, la prioridad de la 
jurisdicción penal debe ser entendida como un «principio tendencialmente 
abocado a evitar divergencias entre los pronunciamientos judiciales de carácter 
fáctico, si bien tales divergencias no pueden obviarse absolutamente» 
fundamentalmente en razón de los «principios que disciplinan la práctica de la 
prueba en los procesos civil y penal, así como por la posibilidad de que éste 
último quede suspendido indefinidamente»238. 
4. Por las razones expuestas, tratándose de cuestiones comunes a ambos 
procesos cuya influencia es decisiva para la concesión de la tutela jurídica 
solicitada en el proceso no penal, a juicio de la doctrina no se trata de decidir a 
priori qué orden jurisdiccional es superior o tiene preferencia, pues ambos 
procesos, en virtud del principio de unidad jurisdiccional, se encuentran en un 
plano de igualdad, sino de establecer ciertos parámetros que permitan evitar en 
última instancia, sentencias contradictorias o antagónicas.  
De esta manera, la suspensión del proceso obedece a una «opción de 
política legislativa, donde lo deseado por el legislador es que lo decidido por 
los órganos penales en un proceso autónomo cuyo objeto es prejudicial 
respecto de otro, vincule en el proceso no penal y la única manera de 
conseguirlo es mediante la suspensión»239. 
5. Fuera de lo anterior, la doctrina destaca, finalmente, la innovación que 
en esta materia ha introducido la LECiv 2000, al establecer, como norma 
general la no devolutividad de la cuestión penal y la no suspensión del proceso 
civil por prejudicialidad penal (arts. 40 y 41 referidos al proceso civil de 
declaración; art. 514.4 referido a la revisión y art. 569 que regula la 
prejudicialidad penal en el proceso de ejecución). 
Con ello, a juicio de un sector, la nueva ley se ha apartado 
definitivamente del principio de preferencia de la jurisdicción penal en materia 
de prejudicialidad, con lo cual los arts. 111 y 114 LECrim, que como se ha 
                                                                                                                                
principio «no obvia radicalmente pronunciamientos contradictorios sobre los mismos hechos, entre 
otras razones, porque el proceso civil seguirá tan sujeto al principio dispositivo después de la 
sentencia penal, como lo estuvo antes de que recayera la suspensión procedimental». Cfr. SENÉS 
MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal español, ob. cit., p. 108. 
238 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, ob. cit., pp. 108 y 109. 
239 Cfr. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, Las cuestiones prejudiciales penales en el 
proceso civil, ob. cit. pp. 42 a 50. Para este autor, esta es la misma razón que fundamenta la 
«suspensión del proceso civil seguido por responsabilidad civil derivada del hecho punible, sólo 
que en este caso la ley parte de la hipótesis de que se ha cometido un hecho con carácter delictivo, 
pues ya hay un proceso penal en tramitación. De allí que el legislador prohíbe su inicio, o bien, si 
ya ha sido iniciado, ordena su suspensión». 
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visto, consagran de manera general dicho principio, se encontrarían 
tácitamente derogados240. 
La afirmación de la derogación tácita de estas disposiciones de la 
LECrim ha generado, sin duda, discrepancias entre los autores referidas 
esencialmente al hecho de que dichas normas regulan la preferencia del orden 
penal en materia de acción civil ex delicto y no en materia de prejudicialidad, 
de manera tal que ambas regulaciones operarían en ámbitos diferentes y por 
tanto, al menos en lo que se refiere al ejercicio de la acción penal derivada del 
hecho punible, siguen vigentes241.  
Con todo, más allá de este debate, para la doctrina, la importancia de 
esta nueva regulación es que viene a sentar, en definitiva, que la 
prejudicialidad penal no genera siempre y en forma automática la suspensión 
                                               
240 En este sentido se pronuncia GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, ob. cit., pp. 48-50, 
71, 54 y 61, para quien si bien los arts. 111 y 114 LECrim regulan el régimen de la denominada 
acción civil ex delicto, tienen, sin embargo, estrecha relación con los supuestos de prejudicialidad 
en el proceso civil. A su juicio, se trata de regulaciones que operan en ámbitos diversos pero que, 
sin embargo, comparten el mismo fundamento que justifica la suspensión del proceso civil y que 
no es otro que la necesidad de un juicio de hecho único para ambos procesos y en último término 
la coherencia de las resoluciones que recaigan sobre los mismos. 
Por su parte, para ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), 
ob. cit. 638 y 640, el régimen establecido por el art. 40.2 LECiv regula los mismos supuestos 
contemplados en los arts. 111 y 114 LECrim, haciendo depender la suspensión del proceso civil, 
con todo, al requisito adicional de la apreciación de la influencia decisiva por el tribunal civil. Con 
ello, se deroga la norma que impone la suspensión por la simple constatación de la coincidencia de 
los hechos. En esta misma línea, REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso 
civil, ob. cit., pp. 144 a 153, sostiene la derogación tácita del art. 114 LECrim, si bien sólo 
parcialmente en lo que respecta a los supuestos de prejudicialidad que digan relación con delitos 
públicos y semipúblicos. Respecto a los delitos de carácter privado, el art. 114 LECrim mantendría 
su vigencia en tanto el art. 40.1.2 LECiv los excluye de su ámbito de aplicación. En sentido 
similar, cfr. DE LLERA SUÁREZ-BARCENA, EMILIO, «Prejudicialidad penal en el proceso civil 
y prejudicialidad civil en el proceso penal», ob. cit., pp. 354 y 355 
241 En esta línea, para JUAN SÁNCHEZ, RICARDO, La responsabilidad civil en el 
proceso penal, ob. cit., pp. 86-90, si bien los arts. 111 y 114 LECrim y 40.2 LECiv parten del 
mismo supuesto de hecho, regulan fenómenos distintos. Las normas de la LECrim, a su juicio, 
siguen vigentes en tanto se refieren exclusivamente a la responsabilidad civil derivada del hecho 
punible cuyos supuestos no dan lugar a una verdadera cuestión de prejudicialidad penal en el 
proceso civil. Ello, por cuanto para la decisión del objeto del proceso civil no interesa la 
consideración penal de los hechos ni su valoración desde el punto de vista penal, no importando su 
calificación jurídica como delito o falta. De este modo, se trata de una materia donde la decisión 
del juez penal no condiciona la resolución del juez civil y por tanto, la suspensión del proceso civil 
obedece a razones diversas, como la mera conveniencia.  
Para otro sector doctrinario, la innovación introducida por la LECiv 2000 es dudosa, no 
sólo porque los términos del art. 40 no difieren mayormente de los contenidos en el art. 362 de la 
LECiv de 1881 y los arts. 111 y 144 LECrim, estableciendo requisitos para la procedencia de la 
suspensión, sino además porque dicha norma nunca supuso la consagración absoluta del principio 
le criminel tient le civil en état. Cfr. GONZÁLEZ GRANDA, PIEDAD, «De las cuestiones 
prejudiciales», en Comentarios a la Nueva Ley de Enjuiciamiento Civil, ob. cit., pp. 485 y 486. 
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del proceso civil, siendo necesario algo más que la mera coincidencia de 
hechos para que la cuestión deba ser derivada al orden penal.  
Al efecto, el art. 40.2 LECiv 2000 ha intentado dar solución a los 
problemas que suscitaba la aplicación del art. 362 LECiv 1881, recogiendo los 
argumentos planteados por la doctrina científica que criticaba la preeminencia 
—a veces injustificada— que se quiso dar al art. 114.I LECrim sobre el art. 
362 LECiv 1881 y que dio lugar a suspensiones injustificadas de los procesos 
civiles242.  
Con dicho objeto, la LECiv 2000 consagra una distinción fundamental 
entre los simples hechos de apariencia delictiva y la prejudicialidad penal 
exigiendo, para que se produzca la suspensión del proceso civil, la existencia 
de hechos coincidentes con trascendencia penal que tengan influencia decisiva 
en la decisión del juicio civil243.  
En definitiva, la ley pone énfasis en la correcta apreciación de la 
existencia de un vínculo de prejudicialidad y el carácter imprescindible del 
pronunciamiento penal, evitando con ello la suspensión y dilación indebida de 
los procesos civiles que se venia produciendo bajo la ley anterior244. 
b) La prevalencia del sistema devolutivo o no devolutivo para el 
tratamiento de la prejudicialidad. Ventajas y desventajas. 
Dejando a un lado los supuestos de prejudicialidad penal —en los que, 
como se ha visto, el principio de preferencia del orden penal ha venido 
perdiendo el valor y el sentido con que fue utilizado tradicionalmente— nos 
referiremos a continuación al sistema o modelo vigente en el ordenamiento 
español para el tratamiento de los demás supuestos de prejudicialidad y los 
motivos que han llevado a dicha definición.  
                                               
242 La LECiv 2000 recogió en este punto la propuesta  de los PROFESORES DE 
DERECHO PROCESAL, Corrección y actualización de la Ley de Enjuiciamiento Civil, ob. cit., 
pp. 213-214, que contemplaba la prejudicialidad penal en su art. 69. 
243 Con esta exigencia, para DE LA OLIVA se intenta poner fin a la práctica judicial, 
bastante habitual, de suspender la tramitación de los procesos civiles por la simple circunstancia de 
que alguno de los hechos alegados pudiera tener –de ser cierto- relevancia penal, aún cuando su 
calificación sea indiferente para la decisión del pleito y en consecuencia no haya propiamente 
prejudicialidad penal. Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS Derecho Procesal Civil (con DIEZ-
PICAZO JIMÉNEZ, IGNACIO), ob. cit., pp. 546 y 547. 
244 Sobre el punto, cabe recordar, con todo, el debate que el requisito de la «influencia 
decisiva» contemplado en el art. 40 ha generado en la doctrina española, particularmente en 
atención a que dicha exigencia se confunde con el elemento lógico-jurídico en virtud del cual se 
define la prejudicialidad. Sobre la materia, nos remitimos al análisis y nuestra postura sobre este 
tema. Supra, Parte I, cap. 1º, II. 2 y III. 
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El legislador español ha optado en esta materia por una combinación de 
ambos sistemas pero en el que existe una preeminencia del sistema no 
devolutivo de prejudicialidad de manera tal que, como regla general, todos los 
órdenes jurisdiccionales, a los solos efectos prejudiciales o de la represión, 
tienen competencia para conocer de asuntos que no les estén expresamente 
atribuidos. 
Dicho sistema, ha sido reconocido por el TC español, el que, 
reconociendo desde el punto de vista constitucional, las potestades de 
configuración del legislador, en línea de principio, ha sostenido la legitimidad 
constitucional del instituto de la prejudicialidad no devolutiva como criterio de 
ordenación de la prejudicialidad cuando dicho conocimiento resulta 
instrumental a los efectos de decidir sobre la cuestión de fondo245. 
Siguiendo lo anterior, cabe tener presente, tal como señala la doctrina, 
que en España el sistema no devolutivo supone y va siempre unido a la 
eficacia incidenter tantum —y por tanto sin autoridad de cosa juzgada— del 
pronunciamiento jurisdiccional sobre la cuestión prejudicial y que, al contrario, 
el sistema devolutivo no necesariamente lleva aparejada la vinculación del juez 
civil a la sentencia dictada por el tribunal competente ratione materiae246. 
Sobre el punto, a nuestro juicio es preciso destacar, sin embargo, que la 
eficacia incidenter tantum  no es realmente consecuencia de la aplicación del 
sistema no devolutivo sino que tiene su origen en la reducción del ámbito 
objetivo de la cosa juzgada, tradicionalmente sostenida por la doctrina 
española, a la parte dispositiva de la sentencia y por tanto, en la negación de 
dicha eficacia respecto de todos los pronunciamientos lógicamente previos que 
debe realizar el juez a afectos de arribar a la solución sobre el fondo del 
asunto. En Chile, sin embargo, partiendo de una noción diferente de la cosa 
juzgada, no existe una restricción como aquella, siendo posible apreciar una 
tendencia inversa. 
                                               
245 Cfr. STC 30/1996, 27 febrero, FJ 5°. Al efecto, señala el TC que «hemos sostenido la 
legitimidad desde la perspectiva constitucional del instituto de la prejudicialidad no devolutiva 
«como vía para permitir el conocimiento en su integridad de asuntos complejos (en los que se 
entrecruzan instituciones integradas en sectores del ordenamiento cuyo conocimiento ha sido 
legalmente atribuido a órdenes jurisdiccionales diversos) por un solo orden jurisdiccional, cuando 
el conocimiento de estas cuestiones resulta instrumental para resolver sobre la pretensión 
concretamente ejercitada, y a los solos efectos del propio proceso» (STC 171/1994). 
En el mismo sentido STC 24/1984, 23 febrero, FJ 1º; STC 158/1985, 26 diciembre, FJ 2°; 
STC 171/1994, 7 junio, FJ 4°; STC 50/1996, 26 marzo, FJ 3°; STC 59/1996, 4 abril, FJ 2°; 
102/1996, 11 junio, FJ 3°; STC 190/1999, 25 octubre, FJ 4°; 278/2000, 27 noviembre, FJ 6° y STC 
170/2002, 30 septiembre, FJ 2°. 
246 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal 
español, ob. cit., pp. 40 y 41. 
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Del mismo modo, el tema relativo al vinculación del juez a la sentencia 
firme que decide un asunto que se suscita como prejudicial en otro proceso no 
es consecuencia del sistema devolutivo, sino que dependerá, en definitiva, de 
la regulación que cada ordenamiento establezca  en materia de cosa juzgada y 
de sujeción de los jueces a la sentencias dictadas por órdenes jurisdiccionales 
diversos. Dicha eficacia, como es sabido, ha sido objeto de arduo debate en 
España pero no así en el ordenamiento chileno, en el cual, como se verá, el 
legislador atribuye a la sentencia penal expresa eficacia de cosa juzgada 
respecto del proceso civil. 
Volveremos más adelante sobre este tema. Por el momento, sólo nos 
parece necesario incidir en que pese a la estrecha relación que existe entre los 
sistemas de ordenación o tratamiento de la prejudicialidad y la eficacia de la 
decisión de la materia prejudicial y la vinculación a la misma, se trata 
realmente de cuestiones diferentes y que, por tanto, pueden ser resueltas de 
forma diversa por los ordenamientos, como ocurre, en el sistema chileno. 
Dicho lo anterior, y tomando como punto de partida esta conexión que 
existe en España entre sistema no devolutivo y conocimiento incidental, para 
la doctrina las razones de oportunidad de la opción del legislador español por 
este sistema como el más adecuado o conveniente para el tratamiento de la 
prejudicialidad en el ordenamiento español, se enlazan principalmente con la 
vigencia y  respeto de los principios constitucionales de unidad de jurisdicción, 
de independencia judicial y de sumisión de los jueces al ordenamiento jurídico, 
así como el principio de celeridad de los procesos y la garantía constitucional 
de la tutela judicial efectiva.  
En lo esencial, y de forma muy resumida, se ha entendido que, a 
diferencia del sistema devolutivo, el no devolutivo reconoce de mejor forma la 
potestad jurisdiccional que poseen todos los tribunales, que bajo un mismo 
estatuto y sistema de autogobierno y con iguales garantías de independencia 
respecto de sus titulares, integran el Poder Judicial, salvaguardando la unidad 
del enjuiciamiento jurisdiccional y la autoridad de las resoluciones judiciales 
que pronuncien, aunque versen sobre materias no atribuidas expresamente. 
Al mismo tiempo, se considera que dicho sistema permite un 
enjuiciamiento más rápido, completo e integral del conflicto sometido a la 
decisión del tribunal, sin sujeción o vinculación a lo decidido previamente por 
otro órgano jurisdiccional, con lo cual se garantiza de mejor forma tanto la 
independencia y libertad de los jueces para valorar los diversos asuntos desde 
sus respectivas ópticas, como la sumisión o subordinación exclusiva de los 
tribunales a la Constitución y el ordenamiento jurídico. 
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Finalmente, se estima que este sistema, al evitar la suspensión del 
proceso y el reenvío del asunto al tribunal competente, resguarda de mejor 
forma la garantía constitucional de un proceso sin dilaciones indebidas 
repercutiendo, finalmente, en una justicia más rápida, con menores costos y 
que permite alcanzar una decisión sobre el fondo del asunto más pronta, 
satisfaciendo con ello parte del contenido esencial del derecho a la tutela 
judicial efectiva. 
Como contrapartida de lo anterior, el principal inconveniente que 
presenta este sistema es la posibilidad de que se dicten resoluciones 
contradictorias sobre un mismo asunto, problema que, hasta la fecha, no ha 
encontrado una solución adecuada en el ordenamiento español debido, 
principalmente, a la ausencia de instrumentos idóneos que permitan corregir 
dicha contradicción, lo que ha venido a ser suplido en parte por el TC español 
a través del recurso de amparo. 
El problema radica, en definitiva, en que al limitar la ley el 
conocimiento de la materia prejudicial en vía no devolutiva a los solos efectos 
prejudiciales o de la represión, dicho pronunciamiento carece de autoridad de 
cosa juzgada, siendo perfectamente posible, en consecuencia, que el mismo 
asunto sea conocido y decidido posteriormente, pero ahora como objeto de un 
proceso autónomo o independiente, de manera diferente a la decisión 
incidental del mismo247. 
En lo que respecta al sistema devolutivo, se trata de supuestos en los 
que el legislador ha optado, principalmente en función de la importancia de los 
intereses comprometidos, por que la materia prejudicial sea decidida por el 
tribunal competente ratione materiae, y por tanto, el tribunal que está 
conociendo proceso en el que se suscita la cuestión, debe remitir el asunto ante 
dicho tribunal y suspender el curso del proceso hasta que se dicte sentencia 
firme. En estos casos, por tanto, la materia prejudicial es conocida en toda su 
                                               
247 Sobre el sistema devolutivo en España, sus fundamentos e inconvenientes cfr. por 
todos ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., p. 637; 
GIMENO SENDRA, VICENTE, «Cuestiones prejudiciales devolutivas y non bis in ídem en el 
proceso penal», ob. cit., pp. 5 y 6; SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el 
sistema procesal español, ob. cit., pp. 54 y 55 y REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad 
en el proceso civil, ob. cit., pp. 107-123 y en «Los sistemas devolutivo y no devolutivo de 
resolución de cuestiones prejudiciales en el proceso civil desde el punto de vista de los principios y 
garantías constitucionales», en Revista Justicia, 2006, Nº 1-2, pp. 217-242. En cuanto a la doctrina 
sostenida por el TC en esta materia, cfr. por todas, STC 30/1996, 27 febrero, FJ 5°; STC 24/1984, 
23 febrero, FJ 1º; STC 158/1985, 26 diciembre, FJ 2°; STC 171/1994, 7 junio, FJ 4°; STC 
50/1996, 26 marzo, FJ 3°; STC 59/1996, 4 abril, FJ 2°; 102/1996, 11 junio, FJ 3°; STC 190/1999, 
25 octubre, FJ 4°; 278/2000, 27 noviembre, FJ 6° y STC 170/2002, 30 septiembre, FJ 2°. 
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amplitud y resuelta en vía principal, como objeto de un proceso autónomo y 
con eficacia de cosa juzgada248. 
Entre sus desventajas, para la doctrina española este sistema se presenta 
como un mecanismo que resguarda en menor medida los valores antes 
señalados en tanto la necesaria suspensión del proceso en que se suscita la 
materia prejudicial no sólo importa una mayor dilación y coste de los procesos, 
sino que acota la libertad del juez para decidir el asunto sometido a su 
conocimiento e impone la espera y sujeción a lo decidido por el tribunal 
competente ratione materiae249. Adicionalmente, en lo que respecta a la 
prejudicialidad devolutiva en el proceso penal, se señala asimismo, la posible 
vulneración del principio de presunción de inocencia y el derecho de defensa 
del inculpado, quién se verá compelido a probar su derecho en el proceso civil, 
administrativo o laboral, según la regla de carga de la prueba que rige en 
dichos procesos250. 
Fuera de lo anterior, sin duda la principal virtud que presenta este 
sistema y que es reconocido por la generalidad de los autores, es que mediante 
su aplicación, junto con las mayores garantías que reviste el conocimiento de 
la cuestión por el juez competente, se evita el dictado de resoluciones 
contradictorias sobre un mismo asunto251. Ello por cuanto, al ser decidida la 
                                               
248 A juicio de CHIOVENDA, a propósito del procedimiento de declaración incidental del 
art. 34 del Codice di Procedura Civile antes comentado, la razón por la cual «la ley o las partes 
puede requerir que un punto prejudicial sea objeto, antes que de un simple conocimiento, de una 
verdadera declaración, es una razón de conveniencia». Partiendo de diferentes puntos de vista, 
«pueden encontrar conveniente que, con ocasión del pleito principal, sea declarado un punto 
prejudicial una vez para siempre, con efectos que trasciendan al pleito en curso». En definitiva, 
concluye, recordando la multiplicidad de las jurisdicciones y de las competencias «se comprenderá 
fácilmente que la ley, según la importancia que da al punto prejudicial y según la naturaleza del 
juez a quien se presenta, puede tratar la prejudicialidad de las más diferentes maneras». 
CHIOVENDA, GIUSEPPE, Principios de Derecho Procesal Civil, t. II, ob. cit., p. 733. 
249 Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 
108 y 110-111. 
250 Cfr. VALBUENA GONZÁLEZ, FÉLIX, Las cuestiones prejudiciales penales en el 
proceso penal, ob. cit., p. 318. 
251 En esta línea, cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el 
sistema procesal español, ob. cit., p. 55; ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil 
(con AA.VV), ob. cit., pp. 637 y 638 y REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el 
proceso civil, ob. cit., p. 115, para quien ello no significa «que, como consecuencia de la 
aplicación del régimen devolutivo, entre ambas resoluciones no puedan existir divergencias, es 
decir, simples discrepancias que no llegan a ser antagónicas». 
Sobre el fundamento y ventajas de este sistema, Ortells pone de manifiesto que éste se 
basa en definitiva «en los mismos criterios que justifican la atribución de asuntos a los diferentes 
poderes del Estado,  (cuando la cuestión prejudicial es un asunto sobre el que hubiere de recaer un 
acto de la Administración), o a los diferentes tribunales –especiales, de distintos órdenes 
jurisdiccionales, con distinta competencia objetiva — (cuando la cuestión judicial es un asunto 
jurisdiccional). En virtud de aquellos criterios los asuntos, según su naturaleza, se atribuyen a 
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cuestión prejudicial condicionante en forma definitiva, el juez que conoce de la 
cuestión condicionada no podrá decidirla por sí mismo sino que—según lo 
determine cada ordenamiento—  deberá partir de la solución dada por el juez 
competente, al mismo tiempo que no es posible su planteamiento en un 
proceso posterior sin que con ello se vulnere la cosa juzgada. 
Examinadas así las principales razones, ventajas y desventajas que 
presenta la adopción de uno u otro sistema, en el apartado siguiente 
revisaremos, brevemente, las dificultades que ha generado en España la 
utilización de estos mecanismos de ordenación y en particular, la aplicación 
preferente del sistema no devolutivo.  
C) Problemas que genera la adopción de un determinado sistema de 
ordenación de la prejudicialidad y su infracción. 
Constituyendo los sistemas de ordenación de la prejudicialidad un tema 
de política legislativa, entrando dentro del ámbito de la libertad configuradora 
del legislador, la adopción y aplicación de uno u otro modelo conlleva ventajas 
y desventajas e implican, en definitiva, la prevalencia de ciertos principios y 
valores constitucionalmente relevantes, en sacrificio de otros.  
El problema se presenta, cuando con motivo no de la infracción, sino 
que de la propia aplicación de dicho régimen o sistema, se produce una 
vulneración de los derechos de los justiciables, como puede ser una excesiva 
dilación de los procesos, en el caso de sistema devolutivo; o bien una  
contradicción entre resoluciones judiciales sobre la materia o cuestión 
prejudicial, como ocurre con el sistema no devolutivo. 
En España, este es el principal problema que suscita la aplicación 
preferente del sistema devolutivo, contradicción que es consecuencia, en 
definitiva, de la inescindible relación que existe en este ordenamiento entre 
este sistema con la eficacia incidenter tantum —y por tanto sin autoridad de 
cosa juzgada— de los pronunciamientos jurisdiccionales lógicamente previos a 
la decisión sobre el fondo del asunto y la tradicional reducción de la cosa 
juzgada a la parte dispositiva de la sentencia. 
En estos casos, ciertamente no puede decirse que se trate de un efecto 
no previsto o no deseado por el legislador. Por el contrario, se trata de la 
                                                                                                                                
órganos distintos y son tratados en procedimientos inspirados por principios diferentes. Es 
coherente que esta ordenación se respete, aunque el asunto deba ser resulto también con finalidad 
prejudicial. Por otra parte, esta solución permite evitar contradicciones entre la resolución del 
tribunal sobre el objeto prejuzgado y la resolución con eficacia de cosa juzgada del tribunal que 
tiene atribuido el conocimiento ordinario sobre la cuestión prejudicial» (ob. cit., p. 637). 
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conveniencia o inconveniencia de asumir un riesgo en favor de alguno de los 
diversos intereses y principios en juego, sacrificando otros. La ley, ponderando 
los diversos intereses en juego, esto es, entre celeridad y coherencia, opta en 
ciertos casos por la primera, aún cuando de ello puedan derivar 
contradicciones, lo que no quiere decir, sin embargo, que la ley no deba 
contemplar instrumentos o cauces para corregir dicha contradicción. 
Desde nuestra perspectiva, el problema de la contradicción entre 
sentencia o resoluciones judiciales en supuestos de prejudicialidad, sin 
embargo, constituye una cuestión de carácter más general que no sólo tiene 
que ver con los inconvenientes propios que puede conllevar la adopción de un 
determinado sistema de prejudicialidad como opción de política legislativa, 
sino que engloba también aquellas contradicciones que puedan resultar de la 
propia infracción del régimen de prejudicialidad previsto por el legislador. 
Desde luego, adoptado un determinado régimen de prejudicialidad, el 
legislador debe o debiera contemplar los mecanismos y medios de 
impugnación idóneos a los efectos de hacer valer tanto la infracción de las 
normas que disciplinan la prejudicialidad, la que debe ser solventada a través 
de los medios de impugnación y sistema recursivo que corresponda, así como 
corregir la contradicción entre resoluciones judiciales que puede tener lugar 
con motivo tanto de dicha infracción, así como de la aplicación propia del 
régimen legalmente establecido. 
Se trata si duda de dos situaciones diversas, particularmente en cuanto 
al tratamiento de que han sido objeto en el ordenamiento español, pero iguales 
en cuanto a su necesidad de solución, y donde la principal dificultad ha 
consistido en determinar —frente al principio de independencia judicial y de 
libertad de los jueces para decidir los asuntos que les están atribuidos desde sus 
respectivas ópticas—, cuándo dicha contradicción adquiere relevancia 
constitucional y, por tanto, permite la intervención del TC. 
En España, tal como da cuenta la doctrina, el problema que se presenta 
particularmente en el proceso civil, es que el ordenamiento español no 
contempla mecanismos específicos ni tampoco establecía, hasta la reforma del 
año 2007, cauces rescisorios de carácter general que permitan corregir una 
eventual contradicción entre sentencias firmes252. 
                                               
252 Sobre la materia, cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el 
sistema procesal español, ob. cit., pp. 49-51; GARBERÍ LLOBREGAT, JOSÉ, «De las cuestiones 
prejudiciales» en Los procesos civiles. Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil (con 
AA.VV.), ob. cit., p. 653; GONZÁLEZ GRANDA, PIEDAD, «De las cuestiones prejudiciales» t. I, 
p. 492; VALLESPÍN PÉREZ, DAVID, La revisión de la sentencia firme en el proceso civil, ob. cit., 
  149 
En razón de lo anterior, el recurso de amparo ante el TC pasó a ser el 
único mecanismo en manos de los justiciables para poder tutelar sus derechos 
cuando dicha contradicción importa una infracción de garantías fundamentales, 
siendo admitido por el propio TC, en ausencia de otros instrumentos, como 
medio rescisorio para abordar esta problemática —aunque sólo de forma 
parcial— al tiempo que ha instado al legislador a establecer instrumentos que 
permitan darle solución253. 
En términos muy generales, y sin entrar en un debate de suyo complejo 
y que ha sido objeto de arduo debate por la doctrina así como de una nutrida 
jurisprudencia por  parte del TC, nos referiremos brevemente a la forma como 
ha sido abordada y se ha intentado dar solución a esta cuestión. 
En el ordenamiento español, aparte del sistema de recursos ordinarios y 
extraordinarios procedentes en cada instancia, antes vistos, para la 
impugnación de la admisibilidad o la resolución de una cuestión prejudicial, 
los que en definitiva operan como medios preventivos254, el tema de la 
                                                                                                                                
pp. 40- 48; DESDENTADO BONETE, AURELIO, «Sobre las difíciles relaciones entre el recurso de 
casación para la unificación de la doctrina y el recurso de amparo y sobre los problemas de 
prejudicialidad administrativa en el proceso social. Una reflexión crítica y una propuesta. De 
nuevo el caso Galerías», Civitas, Revista Española de Derecho del Trabajo, Nº 78, 1996, p. 694; 
NIEVA FENOLL, JORDI, La cosa juzgada, ob. cit., p. 280-286; REYNAL QUEROL, NÚRIA, La 
prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 121-123; SIGÜENZA LÓPEZ, JULIO, La revisión 
de sentencias firmes en el proceso civil,  ob. cit., pp. 81-83 ; AGUILERA MORALES, MAIRÉN, 
«El incidente de  nulidad de actuaciones ex art. 214 LOPJ: Una mala solución para un gran 
problema», ob. cit., pp. 1-21; CASTILLO RODRÍGUEZ, LUZ, «El nuevo incidente de nulidad de 
actuaciones», ob. cit., pp. 1-10 y DOIG DÍAZ, YOLANDA, «Análisis del nuevo incidente de nulidad 
de actuaciones en la Ley Orgánica 6/2007 de reforma del art. 241 LOPJ», ob. cit., pp. 1-18. 
Al efecto, se considera que, por sus propias características y finalidad, ni la casación o el 
recurso extraordinario por infracción procesal así como tampoco la revisión civil —la que a 
diferencia de la revisión en materia laboral (art. 86.3 TRLPL), no contempla entre sus causales la 
contradicción entre sentencias— son remedios previstos ni adecuados para abordar esta 
problemática.  
253 Cfr. STC 62/1984 de 21 de mayo, 158/1985 de 26 de noviembre y 367/1993, de 13 de 
diciembre 
254 Como se ha visto, sobre la materia el TS ha sostenido que la infracción del régimen de 
prejudicialidad no puede ser asimilado a las cuestiones de competencia, por lo cual la declinatoria 
de jurisdicción no es procedente. Cfr. STS (Sala Segunda) de 1 de febrero de 1973, ponente Díaz 
Palos, Fernando (RJ 590/1973); STS (Sala Segunda) de 29 de marzo de 1950, ponente González 
Naharro, Francisco (RJ 506/1950) y STS (Sala Segunda) de 2 de enero de 1951, ponente González 
Naharro, Francisco (RJ 9/1951), entre otras. 
En cuanto a las causales de procedencia del recurso extraordinario por infracción procesal 
en las cuales debe incardinarse la alegación de infracción de las normas de la prejudicialidad, la 
doctrina ha entendido que no procede la alegación amparada en el motivo n° 1 del art. 469.1 
LECiv, relativo a la infracción de las normas sobre jurisdicción por razón del objeto, sino en el N° 
3, relativo a la infracción de normas legales de las normas que rigen los actos y garantías del 
proceso cuando la infracción hubiere podido producir indefensión en tanto, de haberse suspendido 
el proceso, el resultado pudiera haber sido otro. De allí que, en caso de estimarse el recurso, la Sala 
que conozca del mismo no debe casar la sentencia impugnada y dejar a salvo el derecho de las 
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contradicción entre resoluciones judiciales ha sido abordada por el TC, en 
primer lugar con motivo de la infracción del régimen de prejudicialidad 
legalmente previsto, considerando que la contradicción que derive de un 
apartamiento arbitrario de dicho sistema de ordenación adquiere relevancia 
constitucional al afectar los derechos y garantías de los justiciables. 
Sobre el punto, el TC ha establecido, como regla de principio, por un 
lado, que la infracción de los preceptos de la legalidad ordinaria relativos a las 
cuestiones prejudiciales no puede ser asimilado al régimen de las cuestiones de 
competencia, y por tanto, en lo que respecta a su trascendencia constitucional, 
no importa una vulneración al derecho al juez legal o predeterminado por la 
ley, entendiendo que la vulneración de dichas normas no es idónea para 
plantear conflicto de jurisdicción o competencia alguno, ni para que las partes 
recurran en amparo denunciando una supuesta infracción de dicha garantía255.  
Acto seguido, ha reconducido dicha infracción a una vulneración del 
derecho a la tutela judicial efectiva, entendida como derecho a la obtención de 
una resolución judicial fundada, la que se producirá cuando el tribunal de 
manera inmotivada, irrazonable o arbitraria no da correcta aplicación al 
régimen de prejudicialidad previsto por el legislador y de ello se deriva una 
contradicción entre resoluciones judiciales256. 
Siguiendo lo anterior, la contravención del régimen de prejudicialidad 
se producirá y adquiere relevancia constitucional, por tanto, en todos aquellos 
casos en que el tribunal se aparta del mismo de forma arbitraria, irrazonable o 
inmotivada del régimen legalmente previsto.  
                                                                                                                                
partes a ejercitar las pretensiones ante quien corresponda, sino que debe ordenar una retroacción de 
actuaciones hasta el momento en que debieron suspenderse, en espera del pronunciamiento del 
juez penal que pudiera incidir en el fallo civil. Cfr. LÓPEZ SÁNCHEZ, JAVIER, Los Recursos 
Extraordinarios por Infracción Procesal y de Casación, ob. cit., p. 53. 
Tratándose de la resolución de la cuestión prejudicial, se considera que el motivo de 
infracción procesal adecuado para su impugnación es el motivo 2° del art. 469, debiendo fundarse 
en la insuficiencia o falta de motivación de la sentencia, al faltar los elementos que le debía haber 
suministrado otro tribunal al resolver la cuestión prejudicial En este sentido, SENÉS MOTILLA, 
CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal español, ob. cit., p. 72. 
255 Cfr. STC 2002/170, 30 septiembre, FJ 2°. 
256 Cfr. STC 166/1995, 20 noviembre, FJ 1°. En este sentido el TC ha estimado que «es 
competencia exclusiva de los órganos jurisdiccionales ordinarios, ex art. 117.3 de la Constitución, 
apreciar la efectiva concurrencia, en cada caso, de la relación de dependencia material a que alude 
el precepto. Apreciación que únicamente podrá ser objeto de revisión en vía de amparo si la misma 
resulta inmotivada o manifiestamente irrazonable o arbitraria, pues, en tal supuesto, se habría 
incurrido en infracción del derecho a la tutela judicial efectiva, que como es bien sabido, se define 
en nuestra jurisprudencia como derecho a la obtención de una resolución judicial fundada, sin 
incluirse en él derecho alguno al acierto (por todas, STC 148/1994 (RTC 1994\ 148))». En este 
sentido, cfr. GIMENO SENDRA, VICENTE, «Cuestiones prejudiciales devolutivas y non bis in 
ídem en el proceso penal», ob. cit., p. 6. 
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Ello ocurrirá, en definitiva, cuando estableciendo el legislador la 
aplicación preceptiva del sistema devolutivo, el tribunal no suspenda el curso 
del proceso y resuelva el asunto por sí mismo sin esperar la sentencia del 
tribunal competente, resultando de ello una contradicción entre las 
resoluciones que deciden sobre la materia prejudicial; o bien, cuando no 
existiendo norma que le obligue a diferir el asunto, el tribunal de forma 
infundada suspenda igualmente su curso remitiendo su conocimiento ante el 
tribunal competente, pudiendo afectar con ello, por ejemplo el derecho a un 
proceso sin dilaciones indebidas257. 
Desde esta perspectiva, el TC ha reconocido la legitimidad 
constitucional del sistema devolutivo para el tratamiento de la prejudicialidad 
y en particular su previsión como instrumento tendiente a evitar el 
pronunciamiento contradictorio de sentencias. En los casos fallados, se trató de 
cuestiones que no fueron reenviadas por el tribunal que conocía del juicio 
principal, fallando el asunto sin esperar su resolución por parte del tribunal 
competente o bien sin tener en cuenta dicha decisión258. 
De esta forma, en la medida que la contradicción entre resoluciones 
judiciales derive de un apartamiento arbitrario del régimen de prejudicialidad 
                                               
257 Al respecto, la doctrina sostiene que en tanto la suspensión del proceso supone 
necesariamente  una prolongación temporal del litigio, en la medida  que ella se encuentre 
justificada y fundada «la mayor extensión del proceso que deriva de ellos es constitucionalmente 
admitida. Ahora bien, si resulta que esta extralimitación temporal tiene lugar sin que exista aquella 
justificación, debe concluirse la vulneración del art. 24 CE por tratarse de una dilación indebida». 
Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., p. 111. 
258 Así, STC 30/1996, 26 febrero, FJ 5º, razonando sobre  la posibilidad de contradicción 
de sentencias, ha entendido constitucionalmente legítimo «que el ordenamiento jurídico 
establezca, en algunos supuestos, a través de la prejudicialidad devolutiva, la primacía o la 
competencia específica de una jurisdicción sobre otra, para evitar que aquel efecto, indeseado 
desde la perspectiva constitucional, llegue a producirse». 
«Cuando el ordenamiento jurídico impone la necesidad de deferir al conocimiento de otro 
orden jurisdiccional una cuestión prejudicial, máxime cuando del conocimiento de esta cuestión 
por el Tribunal competente pueda derivarse la limitación del derecho a la libertad, el apartamiento 
arbitrario de esta previsión legal del que resulte una contradicción entre dos resoluciones 
judiciales, de forma que unos mismos hechos existan y dejen de existir respectivamente en cada 
una de ellas, incurre en vulneración del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, por 
cuanto la resolución judicial así adoptada no puede considerarse como una resolución razonada 
fundada en Derecho y no arbitraria, contenidos estos esenciales del derecho fundamental 
reconocido en el art. 24.1 CE». 
En el mismo sentido, en STC 59/1996, 15 abril, FJ 1°, el Tribunal afirma que «la garantía 
del art. 24.1 CE relativa a la obtención de una respuesta jurídica «fundada, motivada y razonable» 
(por todas, STC 324/1994 [RTC 1994\ 324]) podría quebrar, por una parte, si una resolución 
judicial contradice en el objeto procesal coincidente, lo dispuesto por otra que ha alcanzado 
firmeza, y lo hace debido a la inaplicación arbitraria, patentemente errónea o manifiestamente 
irrazonable de una norma del ordenamiento jurídico que imponía la primacía o la competencia 
específica de la primera jurisdicción». 
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legalmente previsto, en ausencia de otros instrumentos,  el recurso de amparo, 
con sus limitaciones propias, ha operado como un mecanismo correctivo o 
represivo de dicha situación. 
Aparte de estos casos, sin embargo, y en lo que respecta a la 
contradicción entre resoluciones judiciales que deriva no ya de la infracción 
sino de la propia aplicación del régimen no devolutivo como sistema 
preferente para la ordenación de la prejudicialidad en el ordenamiento español, 
el TC ha considerado que,  no existiendo en estos casos la necesidad de deferir 
el asunto a otro orden jurisdiccional, las posibles contradicciones que puedan 
suscitarse entre las resoluciones dictadas por órdenes diversos, carecen de 
relevancia constitucional. 
Funda lo anterior, en la libertad e independencia de los órganos 
judiciales de distintos órdenes jurisdiccionales para decidir los asuntos 
atribuidos a su conocimiento, valorando unos mismos hechos desde 
perspectivas jurídicas diferentes, en conformidad al sistema de reparto de 
competencias establecido por el legislador, lo que se condice, en definitiva,  
con la doctrina sistemáticamente sostenida por el TC en orden a reconocer a 
cada orden jurisdiccional la absoluta libertad de valoración y calificación 
jurídica de los hechos sometidos a su conocimiento259. 
                                               
259 Cfr. STC 30/1996, 26 febrero, FJ 3° y 5º. Al efecto, sostiene el TC que «el necesario 
respeto al principio de independencia judicial resta, como regla general, relevancia constitucional a 
estas posible contradicciones entre resoluciones dictadas por Tribunal integrados en órdenes 
distintos, sin que sea misión de este Tribunal el establecer unificación alguna al respecto (…). Por 
ello, sin dejar de reconocer los inconvenientes que puedan derivarse de la posibilidad de que se 
produzcan sobre los mismos intereses sentencias contradictorias, en cierta medida, a causa de una 
determinada interpretación judicial de un sistema legal que establece la concurrencia de dos 
órdenes jurisdiccionales distintos, hemos sostenido la legitimidad desde la perspectiva 
constitucional del instituto de la prejudicialidad no devolutiva». 
Así pues, «no existiendo norma legal alguna que establezca la necesidad de deferir a un 
concreto orden jurisdiccional el conocimiento de una cuestión prejudicial, «corresponde a cada 
uno de ellos, en el ejercicio independiente de la potestad que les confiere el art. 117.3 CE, decidir 
si se han cumplido o no los presupuestos de las pretensiones que ante ellos se ejercitan». Como 
regla general, carece, pues, de relevancia constitucional «que puedan producirse resultados 
contradictorios entre resoluciones de órganos judiciales de distintos órdenes, cuando esta 
contradicción tiene como soporte el haber abordado, bajo ópticas distintas, unos mismos hechos 
sometidos al conocimiento judicial, pues, en estos casos, los resultados contradictorios son 
consecuencia de los criterios informadores del reparto de competencias llevado a cabo por el 
legislador entre los diversos órdenes jurisdiccionales». 
Por su parte, en STC 182/1994, 20 junio, FJ 3°, señala que «(…) este Tribunal ya ha 
tenido ocasión de sostener la legitimidad constitucional del conocimiento prejudicial de cuestiones 
inicialmente atribuidas a otros órdenes jurisdiccionales, y de afirmar, en consecuencia, que ni el 
art. 14 ni el 24.1 CE imponen a los Jueces y Tribunales la observancia de una absoluta 
homogeneidad en la interpretación del Derecho que, aunque deseable, no ha sido procurada por el 
legislador, articulando los cauces procesales adecuados». En el mismo sentido cfr. STC 158/1985, 
26 noviembre, FJ 2°; STC 70/1989, 20 abril, FJ 1° y STC 116/1989, 22 junio, FJ 1°. 
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El único caso en que ha concedido la tutela solicitada con motivo de la 
contradicción entre sentencias en supuestos de prejudicialidad no devolutiva, 
ha sido cuando la materia prejudicial ya ha sido resuelta por el tribunal 
competente ratione materiae, pues ha entendido, en dichos casos, que la 
materia pierde el carácter de «controvertida» o «cuestionable», sosteniendo la 
vinculación del tribunal que conoce del proceso principal a la sentencia dictada 
por el juez del orden jurisdiccional competente resolviendo la cuestión 
prejudicial260. 
Asimismo, pero entrando en un tema que en nuestro concepto no dice 
relación con supuestos de prejudicialidad propiamente tal sino  más bien con 
hipótesis de conexión simple de hechos entre procesos seguidos ante tribunales 
de diverso orden jurisdiccional, el TC, apartándose de la postura antes 
señalada, ha sostenido, con abierta discrepancia de la doctrina, que la 
contradicción entre sentencias de las que derive que unos hechos existieron y 
dejaron de existir al mismo tiempo, adquiere relevancia constitucional y por 
tanto debe ser corregida.  
Paradigmática, en este sentido es la STC 158/1985, en la que 
resolviendo sobre una posible contradicción entre sentencias dictadas por 
tribunales del orden laboral y contencioso-administrativo, el TC reconoce el 
derecho de la recurrente a que el Tribunal Central de Trabajo tome en 
consideración en su sentencia la dictada anteriormente por la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, aceptando los hechos declarados probados en 
ella, o razonando su discrepancia261. 
                                               
260 Así se resolvió en STC 182/1994, 20 de junio, FJ 3°. Considerando que el 
conocimiento incidental de una cuestión prejudicial requiere que ésta tenga el carácter de litigiosa, 
cuando la materia prejudicial ha sido resuelta previamente por sentencia firme, pierde dicho 
carácter, no siendo posible desconocer el contenido de la sentencia que decide sobre la misma, 
siempre que el tribunal haya tenido conocimiento de dicha resolución. En este caso, considera que 
no se afecta la libertad interpretativa de los órganos jurisdiccionales, sino que se trata de 
salvaguardar la eficacia y la intangibilidad de lo decidido en resolución judicial firme. En el 
mismo sentido STC 278/2000, 27 noviembre, FJ 6°, STC 190/1999, 25 octubre, FJ 4° y STC 
147/2002, 15 julio, FJ 2°. 
261 STC 158/1985, 26 noviembre, FJ 2°. En el caso concreto, con ocasión de un accidente 
con resultados mortales en la Empresa recurrente, ésta fue sancionada por vía administrativa, 
resolución que fue anulada por el Orden contencioso-Administrativo declarando que no habían 
existido tales infracciones, y que el accidente había sido fortuito e imprevisible. Paralelamente, la 
misma Administración impuso a la Empresa el recargo del 30% de las prestaciones causadas por 
los dos fallecidos. Recurridas estas resoluciones ante la jurisdicción laboral, esta las confirmó, 
resolución que fue a su vez confirmada por el Tribunal Central de Trabajo afirmando que las 
infracciones existieron.  
Sobre la materia, considera el TC que « (…) si todo lo dicho es cierto, y si el respeto a la 
independencia de cada órgano judicial es principio básico de nuestro ordenamiento jurídico, no es 
menos cierto que unos mismos hechos no pueden existir y dejar de existir para los órganos del 
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Se trata, sin embargo, de casos en que la posible contradicción deriva  
de la fijación de unos determinados hechos en el proceso y no de una diversa 
valoración o calificación jurídica de los mismos, valoración, que en definitiva, 
es lo que supone, a nuestro juicio, la apreciación de un vínculo o nexo de 
prejudicialidad en tanto se trata de decidir una materia o relación jurídica 
condicionante de otra. 
De todo lo expuesto, vemos que el TC, partiendo de una u otra 
perspectiva, resuelve el conflicto que suscita la contradicción de sentencias en 
los supuestos de prejudicialidad devolutiva e incluso cuando se trata de 
contradicción en la fijación de los hechos realizada por dos tribunales 
diferentes. Con todo, en lo que respecta a la prejudicialidad no devolutiva, el 
conflicto queda latente, pues, como se ha visto, se trata de una cuestión de 
opción legislativa —más que de independencia de los tribunales, que es sólo la 
consecuencia—, y que el TC se encuentra obligado a respetar.  
En definitiva, el control que puede ejercer el Tribunal a través del 
amparo, en virtud del principio de deferencia razonada, es acotado y 
restringido, no siendo su función, además, unificar la doctrina de los 
tribunales262, razón por la cual tanto el propio Tribunal como la doctrina, han 
                                                                                                                                
Estado (STC núm. 77/1983, de 3 de octubre), y que esta negación del principio de contradicción 
vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva consagrado en el art. 24-1 de la Constitución 
Española (…). No se oculta a este Tribunal Constitucional la dificultad que ofrece arbitrar medios 
para resolver contradicciones entre resoluciones judiciales como las aquí denunciadas, teniendo en 
cuenta la ya recordada independencia de los órganos jurisdiccionales. Sería, sin duda, de desear 
que el legislador previese este tipo de conflictos, estableciendo mecanismos para su solución 
dentro de la justicia ordinaria. Pero mientras esto no ocurra, y no haya otra vía más que la del 
recurso de amparo para garantizar el derecho vulnerado, este Tribunal ha de buscar los medios de 
asegurar ese derecho, que, de otro modo, quedaría sin protección».  
Cuando dicha situación se produce, la necesidad de arbitrar medios para evitar 
contradicciones entre decisiones judiciales supone,  a juicio del TC «que si existe una resolución 
firme dictada en un orden jurisdiccional, otros órganos judiciales que conozcan del mismo asunto 
deberán también asumir como ciertos los hechos declarados tales por la primera resolución, o 
justificar la distinta apreciación que hacen de los mismos. Conviene insistir en que esta situación 
no supone la primacía o la competencia específica de una jurisdicción, que sólo se produciría 
cuando así lo determine el ordenamiento jurídico, como ocurrirá, por ejemplo, cuando una 
decisión tenga carácter prejudicial respecto a otra. Fuera de esos casos, lo que cuenta es que el 
Estado, a través de uno de sus órganos jurisdiccionales, ha declarado la existencia o inexistencia de 
unos hechos, y no cabe, por las razones expresadas anteriormente, que otro órgano jurisdiccional 
del mismo Estado desconozca dicha declaración». 
Sobre las críticas a esta doctrina del TC, cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, Derecho 
Procesal Penal (con AA.VV.), ob. cit., pp. 569 y 570 y SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las 
cuestiones prejudiciales en el sistema procesal español, ob. cit., pp. 31, 47 y 49. 
262 Conforme señala la doctrina, dicho principio importa que dentro del marco general de 
los principios sustantivos, procedimentales y competenciales de la Constitución, el legislador 
puede actuar con entera libertad, libertad que no es equiparable a una simple discrecionalidad 
administrativa o la mera ejecución de la Constitución, sino que supone un ámbito más amplio de 
libertad política de configuración de contenidos normativos. Entendido en estos términos, este 
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venido pidiendo con reiteración, la regulación de instrumentos o causes 
rescisorios adecuados que permitan superar estas potenciales divergencias y 
dar salida a este problema. 
Para un sector de la literatura científica, éstas pasarían, o bien por 
permitir una interpretación extensiva de los motivos de revisión actualmente 
vigente o bien, por introducir una nueva causal que permita la rescisión de 
sentencias firmes contradictorias, como ocurre en materia laboral263.  
En contra de introducir un nuevo motivo de revisión por entender que 
ésta sólo permite corregir discrepancias fácticas pero no de carácter jurídico, 
para otro sector, en los casos en que no opere el incidente de nulidad de 
actuaciones, la solución pasa por establecer un recurso de casación para la 
unificación de doctrina que permita homogeneizar los criterios del TS en caso 
de contradicción264. 
Finalmente, para otros autores, atendido que los actuales mecanismos y 
en particular el recurso de amparo, no permiten  que el tribunal que conoce del 
asunto pueda decidir inmediatamente y en forma definitiva sobre el fondo del 
asunto, se sostiene que «la única solución razonable ante la existencia de dos 
sentencias contradictorias, teniendo en cuenta que se debe repetir en parte el 
proceso, es abrir un procedimiento declarativo ordinario en el que se analice 
monográficamente la contradictoriedad de las sentencias en litigio, 
determinando los puntos de discrepancia entre ambas resoluciones, y 
resolviendo dichos puntos de forma única, tomando en consideración el 
material que ya se halle en el proceso»265. 
Sobre el punto, cabe tener presente, que probablemente en atención a 
esta demanda frente la ausencia de instrumentos rescisorios de carácter general 
así como una forma de descargar el trabajo del TC, la reforma operada el año 
                                                                                                                                
principio importa un límite a las potestades de control constitucional ejercidas por el TC, el que 
debe respetar las opciones que toma el legislador dentro de los límites constitucionales. En otros 
términos, el control del TC no puede implicar una sustitución del juicio de oportunidad política 
concretado en la ley, en tanto dicho juicio es competencia exclusiva de los órganos legislativos en 
virtud de su libertad de configuración normativa. Cfr. GARCÍA DE ENTERRÍA, EDUARDO Y 
FERNÁNDEZ, TOMÁS-RAMÓN, Curso de Derecho Administrativo, t. I, Madrid, Civitas, 1982, pp. 
131 y 152. 
263 En esta línea, cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, ob. cit., p. 51; GONZÁLEZ 
GRANDA, PIEDAD, ob. cit., p. 492; REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso 
civil, ob. cit., pp. 121-122 y VALLESPÍN PÉREZ, DAVID, La revisión de la sentencia firme en el 
proceso civil, ob. cit., pp. 40- 48. 
264 Cfr. SIGÜENZA LÓPEZ, JULIO, La revisión de sentencias firmes en el proceso civil,  
ob. cit., pp. 81-83. 
265 Cfr. NIEVA FENOLL, JORDI, La cosa juzgada, ob. cit., p. 280-286. 
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2007 por la LO 6/2007, introdujo el denominado incidente de nulidad de 
actuaciones (art. 241.1 LOPJ) como cauce para la tutela de derechos 
fundamentales del art. 53.2 CE por parte de los tribunales ordinarios266. 
Al mismo tiempo, sin embargo, dicha reforma ha restringido 
notablemente la utilización del amparo ante el TC al establecer que éste sólo 
podrá entrar al conocimiento de infracciones o violaciones a las libertades y 
derechos fundamentales que consagra el art. 53.2 CE cuando revistan «especial 
trascendencia constitucional». 
Desde esta perspectiva, y particularmente frente a esta restricción del 
amparo, el incidente de nulidad de actuaciones se erige como un nuevo 
mecanismo que, aunque no especialmente previsto, es idóneo para hacer valer 
una eventual contradicción entre sentencias firmes y dar solución al problema 
que genera la prejudicialidad no devolutiva en el ordenamiento español, si bien 
la propia doctrina ya ha venido poniendo en duda la eficacia de este medio y su 
escasa aplicación práctica267. 
3. Tercer problema: Conocimiento de la materia prejudicial en 
función de su naturaleza. La prejudicialidad civil en el proceso 
civil. 
Finalmente, pasamos brevemente al examen, desde el punto de vista del 
sistema de reparto o atribución de competencias, de la problemática que 
suscita la prejudicialidad civil en el proceso civil y que dice relación, 
principalmente, con su diferenciación respecto de las cuestiones incidentales 
así como las que derivan de la diversificación de las competencias objetivas 
entre los diversos los órganos jurisdiccionales y los procedimientos aplicables. 
Una parte de la doctrina española, como se ha visto y no obstante el 
reconocimiento expreso contenido en la LECiv 2000, niega el carácter 
prejudicial a aquellas cuestiones que constituyendo antecedente lógico- 
jurídico necesario para la decisión de la cuestión principal, participan, sin 
embargo, de la misma naturaleza jurídico sustantiva del objeto principal 
(supra, Parte I, cap. 1º, II. 6). 
                                               
266 Al efecto, el texto establece que «No se admitirán con carácter general incidentes de 
nulidad de actuaciones. Sin embargo, excepcionalmente, quienes sean parte legítima o hubieran 
debido serlo podrán pedir por escrito que se declare la nulidad de actuaciones fundada en cualquier 
vulneración de un derecho fundamental de los referidos en el artículo 53.2 de la Constitución, 
siempre que no haya podido denunciarse antes de recaer resolución que ponga fin al proceso y 
siempre que dicha resolución no sea susceptible de recurso ordinario ni extraordinario». 
267 Sobre la materia, cfr. AGUILERA MORALES, MAIRÉN, «El incidente de  nulidad de 
actuaciones ex art. 214 LOPJ: Una mala solución para un gran problema», ob. cit., pp. 1-21. 
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Particularmente en lo que respecta al proceso civil, la principal razón 
aducida es que, perteneciendo la materia prejudicial al ámbito de la 
competencia genérica del tribunal, se trata más bien de cuestiones incidentales 
a resolver por el juez que conoce del proceso principal del pleito y para lo cual 
tendría competencia268. 
En contra de esta posición, para otro sector doctrinario la 
prejudicialidad homogénea constituye una realidad en el proceso civil que va 
mucho más allá de su mera diferenciación con las cuestiones incidentales — 
categoría que por lo demás no se contrapone con la existencia de un vínculo 
prejudicial de esta naturaleza—, sino que importa admitir, asimismo, los 
problemas que pueden plantearse frente a la pendencia simultánea de procesos 
civiles en los que la misma materia prejudicial esté siendo objeto de 
conocimiento, incidental y principal, al mismo tiempo, o bien cuando la 
cuestión decidida incidentalmente en un proceso se plantea como objeto de un 
proceso principal posterior. 
En lo que respecta al primer aspecto, junto con poner en evidencia la 
diferente naturaleza del vínculo o relación de dependencia que supone la 
prejudicialidad con el carácter meramente complementario de las cuestiones 
incidentales con la cuestión principal269, para la doctrina más reciente entre 
cuestiones homogéneas e incidentes no existe realmente incompatibilidad.  
En esta línea, para REYNAL, en tanto los incidentes constituyen un 
procedimiento específico para el tratamiento o decisión de materias distintas, 
pero relacionadas con la cuestión principal y que deben ser resueltas por el 
mismo juez que conoce del proceso en forma previa a la decisión sobre el 
                                               
268 En este sentido cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el 
sistema procesal español, ob. cit., p. 21 y MUÑOZ ROJAS, TOMÁS, «Anotaciones en torno a la 
cosa juzgada penal», ob. cit., p. 867. En el mismo sentido respecto del proceso penal VALBUENA 
GONZÁLEZ, FÉLIX, Las cuestiones prejudiciales en el proceso penal, ob. cit., pp. 244 y ss. y 
GÓMEZ COLOMER, JUAN LUIS, El Nuevo Proceso Civil (con AA.VV.), ob. cit., p. 132 y en 
Derecho Jurisdiccional II. Proceso civil, ob. cit., pp. 34. Para este último autor, en «un proceso 
civil no puede surgir una verdadera cuestión prejudicial civil, pues cuando para decidir sobre una 
pretensión debe decidirse antes de modo lógico sobre otra cuestión civil, ello no ofrecerá 
problemas, pues el tribunal civil tendrá competencia. En este caso, estaremos ante una cuestión 
incidental relativa al objeto del proceso que dará lugar a un incidente (arts. 387 y ss. LEC). A pesar 
de lo anterior, el art. 43 LEC se refiere a la que llama prejudicialidad civil, si bien debe tenerse en 
cuenta que no existe realmente tal». 
269 Cfr. GARBERÍ LLOBREGAT, JOSÉ, «De las cuestiones prejudiciales» en Los 
procesos civiles. Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil (con AA.VV.), t. I, ob. cit., p. 634. 
Para otros autores, la principal diferencia, con todo, está en la diversa tramitación que recibe este 
tipo de cuestiones. Mientras que las incidentales se tramitan a través de un procedimiento 
incidental que debe ser objeto de una resolución específica en forma previa a la cuestión principal, 
las cuestiones prejudiciales se resuelven junto con el pronunciamiento de la cuestión principal. Cfr. 
MÁLAGA DIÉGUEZ, FRANCISCO, La litispendencia, Bosch, Barcelona, 1999, pp. 96, 97 y 101. 
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objeto, es perfectamente posible que la materia a decidir, es decir, la cuestión 
incidental, sea precisamente una cuestión de carácter prejudicial homogénea. 
Siguiendo lo anterior, a su juicio, los incidentes no constituyen sino un 
posible instrumento o mecanismo para la resolución de cuestiones 
prejudiciales civiles durante el curso del proceso civil «pero no el único, ya 
que éstas no forzosamente deben sustanciarse en una resolución específica sino 
que también pueden resolverse en el mismo pronunciamiento, si bien con 
carácter previo, que la cuestión principal». 
En definitiva, si bien el carácter homogéneo de la materia prejudicial 
puede dificultar, en ciertos casos, la distinción entre la prejudicialidad y las 
cuestiones que de ordinario entran en la competencia del juez civil, para esta 
autora esta interpretación permite salvar dicha incompatibilidad sin necesidad 
de negar la prejudicialidad homogénea como categoría diferenciada270. 
Fuera de lo anterior, y aun siendo cierto que desde el punto de vista de 
la competencia objetiva del juez civil, la resolución de la materia prejudicial 
civil no ofrece mayores problemas en tanto, por regla general, éste tiene 
competencia para pronunciarse tanto respecto de la cuestión principal como 
respecto de todas aquellas de la misma naturaleza que se susciten durante la 
tramitación del proceso como antecedente lógico-jurídico del fallo, una 
realidad diferente se impone cuando existe un proceso pendiente o se inicia 
uno posterior en el que la materia prejudicial resulte controvertida, pero ahora 
como objeto principal del pleito. 
En estos casos, la base del problema se encuentra, nuevamente, en la 
limitada eficacia de la decisión incidental de la materia prejudicial así como en 
la propia diversificación de las competencias objetivas entre los diversos los 
órganos jurisdiccionales y los procedimientos aplicables que permite, en 
definitiva la existencia de una dualidad de vías jurisdiccionales para el 
conocimiento de un mismo asunto e impide muchas veces, al mismo tiempo, la 
utilización de mecanismos que permitirían corregir esta situación. 
Por un lado, decidida la cuestión civil por el propio juez que conoce del 
asunto principal, en el caso de España, esta resolución será realizada incidenter 
tantum, es decir, con la sola finalidad de resolver sobre el fondo del asunto, por 
lo cual es perfectamente posible que la cuestión vuelva a ser planteada como 
objeto de un proceso posterior, con el consiguiente riesgo de contradicción. 
                                               
270 Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., p. 82 
y en general, pp. 80-83. 
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Se presenta aquí, por tanto, el problema propio que genera la 
prejudicialidad no devolutiva antes examinada y que, como se ha visto, carece 
en el ordenamiento español de medios correctivos o represivos de solución, si 
bien la LECiv 2000 ha contemplado ciertos remedios específicos con el objeto 
de evitar dicha contradicción se produzca, como ocurre la regulación de las 
excepciones de compensación y de nulidad del negocio jurídico en que se 
funde la demanda271.  
Por otra parte, puede ocurrir también, que durante el curso del proceso 
en el que se ha suscitado o planteado una cuestión prejudicial civil, se esté 
tramitando, en forma paralela, un proceso diferente en el cual el asunto 
prejudicial esté siendo debatido como objeto principal del pleito272. 
Tradicionalmente, el mecanismo propio para resolver o dar tratamiento 
a este problema en los ordenamientos ha sido la acumulación de procesos. No 
obstante, como todo instrumento procesal, la acumulación está sujeta a unos 
requisitos y limitaciones propias que impiden que pueda operar en todos los 
casos. 
                                               
271 Bajo la vigencia de la LECiv de 18881, la doctrina venía poniendo de manifiesto los 
problemas que generaba esta situación. Para MARÍN, entre las cuestiones incidentales en sentido 
amplio, entendidas como aquellas que son alegadas mediante excepciones y no requieren de un 
pronunciamiento separado y específico y las cuestiones incidentales en sentido estricto, cuya 
resolución requiere un procedimiento, aunque sea incidental, podían perfectamente presentarse 
cuestiones prejudiciales de carácter civil que, siendo antecedente lógico necesario de la sentencia, 
fueran susceptibles de ser objeto de un juicio autónomo. Ejemplo de lo anterior, es la cuestión 
incidental en sentido amplio que versa sobre un hecho impeditivo de la acción ejercitada. El 
problema surgía en la medida que dicho hecho alegado como excepción y resuelto incidenter 
tantum por el tribunal, podía oponerse también como fundamento de la acción reconvencional. 
Incoado un proceso posterior en el que la acción se funda en el mismo hecho alegado como 
excepción, la resolución podía ser contradictoria o diversa a aquella que conoció el hecho como 
excepción.  
No obstante, a juicio de esta autora, la suspensión, en estos casos, no es viable por dos 
razones. Por un lado, porque si ella fuera posible, el libre derecho de acudir a los Tribunales se 
vería cercenado por el miedo a que, con motivo de la acción ejercitada, pudieran enjuiciarse otras, 
de cuantía superior, que al actor no le interese que sean discutidas en juicio. De otro lado, porque 
el demandado podría retrasar el inicio o el curso del proceso prejudicial con la finalidad de dilatar 
la marcha del juicio principal. Cfr. MARÍN PAGEO, ENCARNACIÓN, «La prejudicialidad civil en 
el proceso civil declarativo», ob. cit., pp. 61 y ss. 
Estas aprensiones, han sido resueltas preventivamente por la LECiv 2000, al menos en lo 
que respecta a las excepciones compensación y nulidad del negocio, reguladas en el art. 408, y a la 
cuales se les ha dado un tratamiento procesal especial estableciendo que su decisión tendrá fuerza 
de cosa juzgada, con lo cual se evita que sean discutidas en un proceso posterior. 
272 Para la doctrina, estos supuestos de prejudicialidad se presentan en aquellos casos 
donde un determinado conjunto de pretensiones que podían y deberían haber sido ejercitadas de 
manera acumulada por su carácter subordinado o dependiente, son por el contrario, interpuestas 
por el actor en forma sucesiva, pudiendo corresponder su enjuiciamiento al mismo o diferente 
órgano jurisdiccional. Cfr. GARBERÍ LLOBREGAT, JOSÉ, «Cuestiones Prejudiciales», en Los 
procesos civiles. Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil (con AA.VV.), t. I, ob. cit., p. 658. 
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Tratándose del ordenamiento español, cabe tener presente, además, que 
la acumulación ha sido objeto de una regulación más restrictiva por parte de la 
LECiv 2000, estableciendo su improcedencia cuando no se justifique que,  
mediante la acumulación de acciones, la ampliación de la demanda o la 
reconvención, no pudo promoverse un único proceso (art. 78.2). En Chile, el 
actual Código de Procedimiento Civil no contempla una limitación de esta 
naturaleza, pero sí lo hace el Proyecto de Ley en el que se establece un Nuevo 
Código Procesal Civil, en actual discusión en el Parlamento. 
De allí, por tanto, que la pendencia simultánea de procesos civiles 
unidos prejudicialmente puede dar lugar a una contradicción entre resoluciones 
judiciales, principalmente, cuando no existen o no proceden remedios 
procesales que permitan prevenir dicha situación.  
Esta realidad, en definitiva, es la que ha venido a ser reconocida por el 
art. 43 LECiv 2000 al regular la posibilidad de suspensión del proceso civil por 
prejudicialidad civil cuando, existiendo dos o más procesos pendientes ante el 
mismo o diverso tribunal, no fuere posible la acumulación de procesos273. 
De esta forma, la suspensión del proceso civil se erige como un nuevo 
mecanismo para hacer valer la prejudicialidad civil en el proceso civil, lo que 
ha permitido superar, en parte, los problemas que, frente a la ausencia de una 
herramienta como ésta, se generaron bajo la vigencia de la LECiv 1881, y que 
fueron solventados por la jurisprudencia mediante una labor interpretativa que 
llevó a utilizar, en los casos en que no era procedente la acumulación, otros 
mecanismos no previstos, como la denominada litispendencia impropia o por 
prejudicialidad274. 
                                               
273 Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, Objeto del proceso y cosa juzgada en el 
proceso civil, ob. cit., p. 86, para quien la nueva ley no sólo ha venido a reconocer la realidad de la 
posible pendencia de procesos civiles unidos por un vínculo prejudicial, sino que además, 
mediante una regulación que pudiera parecer excesivamente audaz, permite la suspensión del 
proceso que se considere afectado prejudicialmente, cumpliéndose los requisitos legales. 
274 Según señala la doctrina española, frente la ausencia de reconocimiento expreso de la 
prejudicialidad homogénea y la suspensión del proceso bajo la antigua ley, la rígida exigencia de 
la triple identidad necesaria para la procedencia de la excepción de litispendencia, fue siendo 
interpretada y aplicada de forma cada vez más flexible por la jurisprudencia a los efectos de poder 
incorporar supuestos de conexión entre objetos procesales que, si bien no cumplían con dicho 
requisito, se asimilaron con la finalidad de evitar el riesgo de contradicción entre 
pronunciamientos. Surgió así, la denominada litispendencia impropia o por prejudicialidad.  Cfr. 
BARQUERO SORIANO, ÁNGEL, «Excepción de litispendencia y cuestión prejudicial civil en la 
LEC 1/2000», en RDP, Nº 1-3, 2002, pp. 104 y ss. Sobre la materia, cfr. GIMENO SENDRA, 
VICENTE, Derecho Procesal Civil, ob. cit., p. 220; MUÑOZ GONZÁLEZ, LUIS, «Litispendencia» 
en Tribunales de Justicia, Nº 6, 2003, pp. 46-51 y MÁLAGA DIÉGUEZ, FRANCISCO, La 
litispendencia, ob. cit., pp. 553 y ss. 
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De lo expuesto, se pone de relieve, a nuestro juicio, que el conflicto 
prejudicial homogéneo es una realidad que, si bien menor en número, suscita o 
puede suscitar las mismas dificultades que se han venido analizando pues, aún 
cuando se trate de órganos integrantes de un mismo orden jurisdiccional, la 
necesidad de coordinación y coherencia no difiere en sentido alguno ya que la 
materia sigue siendo tan prejudicial como en los demás casos, lo que hace 
necesario una decisión coherente sobre su objeto. 
Tal como señala la doctrina, con la finalidad de resolver 
preventivamente los posibles riesgos de contradicción entre resoluciones 
judiciales que puede dar lugar la presencia de un vínculo de esta naturaleza, el 
proceso civil prevé una serie de instrumentos tendencialmente dirigidos a que, 
ya desde los inicios del proceso, los supuestos de prejudicialidad homogénea 
sean resueltos de manera armónica. 
En este contexto se enmarca la acumulación inicial de pretensiones así 
como la sobrevenida que realicen las partes a través de la ampliación de la 
demanda o la reconvención, las que, en nuestra opinión, constituyen uno de los 
principales instrumentos en manos de las partes para hacer valer una materia o 
relación prejudicial condicionante y obtener que sea decidida con efecto de 
cosa juzgada.  
Atendido su carácter esencialmente voluntario —si bien esta 
voluntariedad en el ordenamiento español ha quedado en entredicho con el 
nuevo art. 78.3 LECiv 2000—, de no producirse dicha acumulación y de ello 
resulte la existencia de procesos paralelos o sucesivos en los que se debata 
sobre el mismo asunto, los instrumentos propios para prevenir o evitar una 
posible contradicción entre resoluciones judiciales son la acumulación de 
procesos y, en caso de no ser ésta procedente o no haberse solicitado, la 
suspensión del proceso civil como principal herramienta del sistema devolutivo 
de prejudicialidad275. 
Cuestión diferente, por tanto, teniendo presente las limitaciones propias 
que impone su regulación procesal así como las que determina la vigencia del 
principio dispositivo en el proceso civil, es si dichos instrumentos permiten dar 
solución y en qué medida al problema planteado, tema que será objeto de 
nuestra atención al tratar la regulación de la prejudicialidad en el ordenamiento 
chileno. 
                                               
275 Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV.), ob. cit., p. 
643. 
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II. PREJUDICIALIDAD Y OBJETO DEL PROCESO. 
COHERENCIA DE LAS RESOLUCIONES ENTRE PROCESOS 
CON OBJETOS CONEXOS. 
En esta parte, el examen de la prejudicialidad se realiza a partir de un 
prisma distinto: el de su integración en el objeto del proceso cuyo contenido 
condiciona. 
La prejudicialidad, como hemos visto, no constituye sólo un tema de 
distribución del trabajo enjuiciador, sino también un método de enjuiciamiento 
y de fijación de los hechos en el proceso, en tanto supone la incorporación y 
exige la apreciación de materias o relaciones provenientes de las diversas 
ramas del ordenamiento —las que pueden estar decididas previamente por 
sentencia firme o no — y que resultan determinantes al momento de decidir 
sobre la petición de tutela jurídica solicitada por las partes. 
Desde esta perspectiva, en el plano procesal, la prejudicialidad se 
inserta, primordialmente, dentro de la labor o proceso de razonamiento lógico 
que debe realizar el juez cuando, para arribar a la decisión sobre el asunto de 
fondo, se suscita o plantea una cuestión o antecedente lógico-jurídico que 
requiere ser resuelto o tenido en cuenta, en forma previa a la decisión del 
asunto de fondo, planteando cuestiones fundamentales en el ámbito de la 
identificación, delimitación y límites del objeto del proceso, y en particular, en 
lo que respecta a los efectos y eficacia de la resolución que decide sobre la 
cuestión prejudicial. 
Fuera de lo anterior, sin embargo, y partiendo de la naturaleza 
esencialmente sustantiva que hay detrás de la presencia de un vínculo de este 
carácter en el proceso, la prejudicialidad se conecta, asimismo, con la cuestión 
fundamental relativa a los efectos y eficacia que la decisión jurisdiccional 
sobre una materia o relación jurídica condicionante produce respecto de un 
proceso en el que está siendo discutida una materia o relación jurídica 
condicionada o dependiente de aquella, sea entre las mismas parte o terceros, y 
tras lo cual lo que subyace, en definitiva, es un tema de coherencia entre las 
decisiones judiciales. 
De esta forma, la necesidad de celeridad de los procesos y de 
coordinación entre los órdenes jurisdiccionales, que bajo la premisa de la 
unidad de jurisdicción y de independencia judicial, están llamados a resolver 
los asuntos que se les planteen, debe cohonestarse con un imperativo 
ineludible—impuesto por la propia naturaleza jurídico-material que supone el 
nexo de prejudicialidad— como es la necesidad de que las sentencias que se 
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dicten en procesos prejudicialmente conexos, respondan a un criterio de 
coherencia evitando el pronunciamiento de resoluciones contradictorias.  
En definitiva, siendo la jurisdicción única, aunque su ejercicio 
corresponda a diversos órganos jurisdiccionales especializados en función de 
la materia, la decisión de los asuntos debiera responder a la misma premisa, 
debiendo resolverse del mismo modo aquello que —parcialmente— es lo 
mismo. 
A nuestro modo de ver, frente a esta realidad de diversidad de órganos 
jurisdiccionales y de dualidad de vías y de procedimientos aplicables, desde la 
perspectiva del Derecho procesal, la prejudicialidad es un instituto abocado 
tendencialmente a asegurar la vigencia de dicho principio, lo que dependerá, 
finalmente, de los diversos principios y valores a los que cada ordenamiento de 
prioridad así como de la eficacia y limitaciones propias de los instrumentos 
que el ordenamiento procesal contemple para su tratamiento. 
Partiendo de lo anterior, esta consideración de la prejudicialidad desde 
el punto de vista del objeto del proceso hace surgir una serie de dificultades a 
cuyo examen dedicaremos los apartados siguientes. 
1. Primer problema: Prejudicialidad y formación y delimitación del 
objeto del proceso civil de declaración. 
Sin duda, la necesidad e importancia de la identificación y delimitación 
precisa del objeto del proceso y su contenido para la aplicación y la 
determinación de los efectos de una gran cantidad de materias e instituciones 
procesales, es una cuestión respecto de la cual existe amplio consenso en la 
doctrina276, importancia que se proyecta asimismo en materia de 
prejudicialidad. 
                                               
276 Ciertamente, se trata de una materia compleja sobre la que existe una abundante 
bibliografía. A modo de referencia y en lo que respecta al derecho español cfr. entre otros GUASP, 
JAIME, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil, v. I, Madrid, Aguilar, 1947 ; BERZOSA 
FRANCOS, MARÍA VICTORIA, Demanda, «causa petendi» y objeto del proceso, Córdoba, 
Ediciones El Almendro, 1984; ARMENTA DEU, TERESA, La acumulación de autos: Reunión de 
procesos conexos, Madrid, Montecorvo, 1ª Ed., 1983 y con 2ª Ed. en 1997; DE PADURA 
BALLESTEROS, MARÍA TERESA, Omisión de pronunciamiento y desestimación tácita. Términos 
de comparación para discernir la congruencia, Madrid, McGraw-Hill, 1998 y Fundamentación de 
la sentencia, preclusión y cosa juzgada, Valencia, Tirant lo Blanch, 2002; TAPIA FERNÁNDEZ, 
ISABEL, La compensación en el proceso civil, ob. cit. y El objeto del proceso. Alegaciones. 
Sentencia. Cosa juzgada, ob. cit.; DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, Sobre el derecho a la tutela 
jurisdiccional: la persona ante la Administración de Justicia: derechos básicos, Bosch, Barcelona, 
1980 y Derecho procesal civil (con DÍEZ-PICAZO GIMÉNEZ, IGNACIO), ob. cit., pp. 41 a 59, y 
más recientemente en Objeto del proceso y cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., pp. 23-88; 
ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., pp. 243-274. Las 
aportaciones originarias de este autor sobre la materia pueden ser confrontadas en Derecho 
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Desde esta perspectiva, conocidas son, sin embargo, las significativas 
divergencias existentes entre los autores sobre esta materia, las que se originan 
esencialmente  en razón del diverso concepto que se sigue respecto de lo que 
debe entenderse por objeto del proceso y su contenido, materia que ha estado 
notablemente influenciada por las diversas teorías relativas a la acción277. 
Sin entrar en el fondo y detalle de una larga polémica, sobre el cual se 
ha escrito una abundante bibliografía y existen hasta el día de hoy posiciones 
discrepantes, cabe destacar sin embargo, que aun aquellos autores que 
sostienen posiciones contrarias en esta materia convienen en situar la teoría del 
objeto del proceso en un plano diferente.  
Ello, por cuanto, cualquiera sea la postura que se sostenga respecto a su 
contenido o núcleo esencial —esto es la acción o la pretensión—de lo que se 
trata en este caso es de identificar «los elementos singularizadores de este 
núcleo o esencia en que el objeto litigioso consiste»278 y sobre los cuales, en la 
                                                                                                                                
Jurisdiccional II-1, Proceso Civil (con MONTERO AROCA, JUAN y GÓMEZ COLOMER, JUAN- 
LUIS), Barcelona, Bosch, 1994, pp. 87-119 y en Derecho Jurisdiccional I-1, (con MONTERO 
AROCA, JUAN y GÓMEZ COLOMER, JUAN-LUIS), Barcelona, Bosch, 1989, pp. 137-155. 
277 Un estudio sobre las diversas teorías de la acción y su evolución puede consultarse en 
MONTERO AROCA, JUAN y ORTELLS RAMOS, MANUEL, «La acción (Un intento de 
aclaración conceptual)», Comunicación redactada por los autores como informe a la Ponencia 1ª, 
“Acción, pretensión y defensa”, del XII Congreso Mexicano de Derecho Procesal; 24 al 27 de 
septiembre de 1989, Tampico, Tamaulipas. Publicada en Temas Procesales, Nº 1, México, 1990, 
pp. 5-35. 
En España, siguiendo la teoría de la acción como contenido del objeto del proceso, cfr. 
DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, Objeto del proceso y cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., 
pp. 26, 27 y 29 y en Sobre el derecho a la tutela jurisdiccional: la persona ante la Administración 
de Justicia: derechos básicos, ob. cit., p. 71. En el mismo sentido en otras obras del autor, cfr. 
Derecho procesal: Introducción (con DÍEZ-PICAZO GIMÉNEZ, IGNACIO y VEGAS TORRES, 
JAIME), Madrid, Ed. Centro de Estudios Ramón Areces, 2004 y en Derecho procesal Civil (con 
FERNÁNDEZ – BALLESTEROS LÓPEZ, MIGUEL ÁNGEL), t. I, ob. cit., pp. 171 y ss. Entre otros 
autores que siguen esta línea cfr. DE PADURA BALLESTEROS, MARÍA TERESA, Omisión de 
pronunciamiento y desestimación tácita. Términos de comparación para discernir la congruencia, 
ob. cit., p. 221; TAPIA FERNÁNDEZ, ISABEL, La compensación en el proceso civil, ob. cit., p. 7 
y ARMENTA DEU, TERESA, La acumulación de autos: Reunión de procesos conexos, 1983, ob. 
cit., p. 165 y GASCÓN INCHAUSTI, FERNANDO, La acumulación de acciones y de procesos en el 
proceso civil, ob. cit., p. 11. Siguiendo la teoría de la pretensión como objeto del proceso civil, cfr. 
por todos ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., p. 248; 
MONTERO AROCA, JUAN, El nuevo proceso civil (con AA.VV.), ob. cit., pp. 217 y ss.; 
GIMENO SENDRA, VICENTE, Derecho Procesal Civil, t. I, ob. cit., pp. 205 y ss.; GUASP, JAIME 
y ARAGONESES, PEDRO, Derecho procesal Civil, t. I, ob. cit., pp. 231 y ss.; CORTÉS 
DOMÍNGUEZ, VALENTÍN, Derecho Procesal Civil. Parte general (con MORENO CATENA, 
VÍCTOR), ob. cit., pp. 142 y ss. 
278 Cfr. BERZOSA FRANCOS, MARÍA VICTORIA, Demanda, «causa petendi» y objeto 
del proceso, ob. cit., pp. 17-22.  
En ésta línea, para DE LA OLIVA, «las cuestiones problemáticas sobre el objeto procesal 
no dependen de suscribir la tesis de la acción en sentido concreto o la contraria». Por el contrario, 
la interrelación entre estas materias, no sólo no es necesaria, sino que además, «confunde y 
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actualidad, existe coincidencia en la doctrina al menos respecto de dos de estos 
elementos: el petitum y la causa petendi279. 
Conforme a lo expuesto, el tema del objeto del proceso y su relación 
con las teorías de la acción, corren, por decirlo de algún modo, por carriles 
paralelos y por tanto una no supone a la otra ni se excluyen recíprocamente280. 
                                                                                                                                
complica o, como mínimo, retrasa el tratamiento técnico-jurídico del objeto del proceso civil». En 
definitiva, para este autor, la reflexión sobre el tema del objeto del proceso y su precisa 
identificación va más allá del tratamiento de estos temas pues, aún «quien haya decidido prescindir 
de cualquier concepto de acción no se encontrará con interrogantes distintos sobre el objeto del 
proceso ni se ahorrará tener de afrontar ninguno de ellos». Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, 
Objeto del proceso y cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., pp. 27 y 28. 
Para ORTELLS, por su parte, si bien es cierto que la teoría del objeto del proceso 
«presenta puntos de contacto con la teoría de la acción (…) es muy importante destacar que se 
sitúa en una perspectiva diferente a ésta».  La teoría del objeto del proceso, a su juicio, dice 
relación con una función de identificación del proceso, cuestión que resulta de suma relevancia a 
los efectos de aplicar y determinar una serie de materias tan importantes como la jurisdicción y 
competencia, el procedimiento, la modificación de la demanda y la contestación y el principio de 
congruencia, entre otros. Fuera de lo anterior, la determinación del contenido preciso del proceso 
es particularmente relevante cuando se trata de su comparación con otro u otros objetos procesales 
a efectos de determinar la existencia de identidad o conexión, y por tanto, la procedencia de 
instituciones tan relevantes como la acumulación, litispendencia, la suspensión o cosa juzgada.  
Esta función de identificación del proceso es relevante, en consecuencia, en la medida que 
sólo una vez determinado el objeto singular de un proceso, podrá determinarse luego si existe 
pluralidad de objetos y conexión entre algunos de sus elementos. Cfr. ORTELLS RAMOS, 
MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., pp. 244-246. 
279 En lo que respecta a los sujetos, como es sabido, para algunos autores se trata de un 
elemento que forma parte del objeto del proceso y sus elementos delimitadores. En esta línea, cfr. 
TAPIA FERNÁNDEZ, ISABEL, El objeto del proceso. Alegaciones. Sentencia. Cosa juzgada, ob. 
cit., pp. 17-18; DE PADURA BALLESTEROS, MARÍA TERESA, Omisión de pronunciamiento y 
desestimación tácita. Términos de comparación para discernir la congruencia, ob. cit., p. 221. 
Para otros autores, en cambio el elemento subjetivo del proceso no integra ni forma parte del 
objeto del proceso, sino sólo «refiere este objeto a una personas concretas», es decir «delimita a 
qué personas hace referencia el proceso y en su día la resolución jurisdiccional, pero (…) no es 
elemento esencial del objeto debatido, ni forma parte de él, únicamente le personaliza indicando 
quienes por tener una determinada relación con este objeto comparecen como actor o demandado». 
Cfr. BERZOSA FRANCOS, MARÍA, Demanda, «causa petendi» y cosa juzgada, ob. cit., pp. 28 y 
164. 
280 Sobre la materia, cabe destacar que la LECiv 2000 se ha mantenido al margen de las 
discusiones doctrinarias existentes, abordando el objeto del proceso desde un punto de vista 
netamente práctico. Así, con el objeto de simplificar el lenguaje utilizado, tal como se señala en la 
exposición de motivos, «se elude hasta la apariencia de doctrinarismo y, por ello «no se considera 
inconveniente, sino todo lo contrario, mantener diversidades expresivas para las mismas 
realidades, cuando tal fenómeno ha sido acogido tanto en el lenguaje común como en el jurídico». 
De esta manera, a modo de ejemplo «se siguen utilizando los términos «juicio» y «proceso» como 
sinónimos y se emplea en algunos casos los vocablos «pretensión» o «pretensiones» y, en otros, el 
de «acción» o «acciones», como aparecían en la Ley de 1881 y en la jurisprudencia y doctrina 
posteriores, durante más de un siglo, sin que ello originara problema alguno». 
En lo que respecta al objeto del proceso civil, por su parte, sin dejar de tomar en 
consideración «las polémicas doctrinales y las distintas teorías y posiciones acogidas en la 
jurisprudencia y en los trabajos científicos» acerca de esta materia, se hace presente que en la 
nueva regulación la materia es tratada en diversos lugares, pero con el exclusivo propósito de 
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Desde esta perspectiva, a nuestro entender, siguiendo lo señalado por la 
doctrina, para la identificación del objeto del proceso basta con atender, por 
tanto, al tema o asunto jurídico fundamental que se discute en el pleito, 
constituido o conformado por la concreta petición de actuación jurisdiccional 
(declarativa, constitutiva o de condena) respecto de un bien jurídico281 y los 
hechos jurídicamente relevantes282 que sirven para individualizar y delimitar la 
concreta tutela solicitada283, según sea el tipo de acción ejercida284. 
                                                                                                                                
«resolver problemas reales, que la ley de 1881 no resolvía ni facilitaba resolver». Los criterios que 
inspiran la nueva regulación son, así, por un lado «la necesidad de seguridad jurídica» y por otro, 
«la escasa justificación de someter a los mismos justiciables a diferentes procesos y de provocar la 
correspondiente actividad de los órganos jurisdiccionales, cuando la cuestión o asunto litigioso 
razonablemente puede zanjarse en uno solo». Cfr. Exposición de Motivos Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil, título IV, párrafo quinto y título VIII, párrafo primero y ss.  
Con estas palabras se reafirma, a juicio de la doctrina «el consciente designio de no 
convertir un texto legal en sede de la consagración (o de la desautorización) de teorías o criterios 
doctrinales». Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, Derecho procesal civil. El proceso de 
declaración (con DIEZ-PICAZO GIMÉNEZ, IGNACIO), ob. cit., p. 57 y 58. 
281 Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, ob. cit., pp. 244, 249-251. En esta línea, para 
BERZOSA FRANCOS, MARÍA, ob. cit., p. 27, el petitum dice relación con el bien jurídico cuya 
protección o concesión se solicita del juzgador. 
282 Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, «Preclusión de alegaciones y peticiones en la 
primera instancia», en Los procesos declarativos, Cuadernos de Derecho Judicial, VI- 2000, pp. 26 
y 27. Para este autor, una posición equilibrada frente a la discusión de si integra o no la causa de 
pedir la calificación jurídica de los hechos, es sostener que se trata de «hechos concretos 
jurídicamente calificables (pero cualquiera sea el punto de vista jurídico desde el que puedan ser 
calificados)». 
283 Para BERZOSA FRANCOS, MARÍA, Ídem, p. 164, los hechos identificadores de la 
pretensión son «el conjunto de acaecimientos fácticos que delimitan la petición, que la distinguen 
de las demás, que hacen que esa petición, que ese objeto litigioso sea ese y no otro, perfectamente 
diferenciable aún de aquellos que guardan con él muchas semejanzas, y que incluso implican la 
misma solicitud referida a hechos diversos». En la misma línea, cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, 
ob. cit., 28 y ss. 
284 A juicio de la doctrina, la distinción entre el tipo de acciones y el tipo de derecho 
debatido es relevante por cuanto en la medida que la causa de pedir «venga integrada por uno u 
otros elementos fácticos, es a éstos a los que hay que referir la constante necesidad de una total 
similitud y aquí si tiene incidencia el tipo de derecho debatido». Cfr. BERZOSA FRANCOS, 
MARÍA, Ibídem, p. 165. Para esta autora, tratándose de pretensiones de condena o declarativas 
fundadas en derechos absolutos, la causa de pedir queda suficientemente identificada mediante la 
petición de entrega del respectivo bien o la petición de declaración del derecho absoluto de que se 
trate, sin que sea necesario narrar el hecho constitutivo que ha dado origen al derecho. Así, es 
indiferente, por ejemplo, que la propiedad se alegue en virtud de diversos títulos, por ejemplo un 
testamento y un contrato de cesión de derechos, o una donación o compraventa. En el caso de 
acciones de condena o declarativas basadas en derechos personales, en cambio, es necesario, para 
que la causa de pedir quede individualizada, la narración del conjunto de los hechos que le han 
dado a la relación obligacional. Finalmente, tratándose de acciones constitutiva, se requiere del 
mismo modo la narración de aquellos hechos en virtud de los cuales se efectúa la petición (pp. 
166-176).  
En el mismo sentido cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, Ídem, pp. 29 a 32. Señala este 
autor, que en las pretensiones basadas en derechos reales, la causa de pedir se integra por la 
alegación de la titularidad actual del derecho real y la alegación del contenido del mismo. En las 
pretensiones declarativas negativas, como ocurre con la inexistencia y la nulidad, la causa de pedir 
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Conforme a ello, a los efectos de la precisa individualización o 
identificación del objeto del proceso no es necesario atender ni al elemento 
subjetivo ni a los hechos constitutivos que conducen a la estimación o 
denegación de la tutela solicitada285, lo que no significa, sin embargo, negar la 
importancia e influencia determinante que estos elementos tienen 
particularmente cuando se está en presencia de un nexo de prejudicialidad.  
Partiendo de lo anterior, en materia de prejudicialidad sin duda la 
delimitación del objeto del proceso civil resulta relevante e imprescindible 
desde diversas perspectivas. Así, por una parte, sólo una vez determinado el 
asunto jurídico fundamental que se discute en el proceso, será posible 
identificar cuándo una determinada materia que surge o se plantea durante su 
curso, tiene el carácter de previa o prejudicial a su decisión. Para un sector de 
la doctrina, como veremos enseguida, esta diferenciación con la cuestión de 
fondo constituye un elemento definitorio de la prejudicialidad. 
Asimismo, sólo una vez precisado el objeto principal del proceso será 
posible determinar el alcance y la forma cómo el vínculo o nexo prejudicial 
entre materias o relaciones jurídicas influye o incide sobre sus elementos 
configuradores, condicionando el contenido de la sentencia que se dicte sobre 
el fondo del asunto. 
Finalmente, y ya desde el punto de vista de las relaciones y 
comparación entre objetos procesales, la delimitación del objeto del proceso 
resulta esencial a los efectos de apreciar y  determinar la existencia de 
                                                                                                                                
puede fundarse en diferentes hechos siendo perfectamente posible la «concurrencia de varias 
causas de nulidad de una misma relación o de un mismo negocio jurídico, por lo que no cabe 
excluir la posibilidad de examen de cada una, incluso en procesos simultáneos o sucesivos». Por 
último, sostiene que en el caso de pretensiones constitutivas, «la causa de pedir está integrada por 
el conjunto de hechos al que legalmente se vincula el efecto constitutivo». Del mismo autor, cfr. 
ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Jurisdiccional, (con AA.VV), t. II, 1°, ob. cit., pp. 96 a 
101. En lo que respecta a los derechos reales, cfr. VALPUESTA FERNÁNDEZ, MARÍA, Acción 
reivindicatoria, titularidad dominical y prueba (estudio jurisprudencial), Valencia, Tirant lo 
Blanch, 1993, pp. 100-105. 
285 Para la doctrina, los hechos constitutivos son el «conjunto de hechos necesarios y 
suficientes, que, si son alegados y probados, conducen a la estimación de la pretensión». Por tanto,  
no forman parte de la causa de pedir sino que sirven para fundar o motivar una pretensión ya 
individualizada, conduciendo a su estimación o denegación por parte del tribunal. Cfr. ORTELLS 
RAMOS, MANUEL, «Preclusión de alegaciones y peticiones en la primera instancia», ob. cit., p. 
28. En opinión de BERZOSA FRANCOS, MARÍA, Ídem, p. 164. se trata de acaecimientos 
alegados por el actor y en su caso por el demandado que motivan o fundamentan la pretensión pero 
no individualizan; constituyen razones en base a las cuales la solicitud será estimada, pero no 
integran la causa de pedir», sin perjuicio que sea posible que un mismo elemento fáctico sea 
«individualizador y motivador de la petición que se efectúa, porque en el plano de la vida real es 
muy difícil en ocasiones señalar hasta dónde llegan unos hechos y donde empiezan otros». Con 
todo —concluye esta autora— sólo los acaecimientos que individualizan la pretensión constituyen 
elemento causal del proceso. 
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pluralidad de procesos y de conexión o identidad entre algunos de sus 
elementos, permitiendo la aplicación de una serie de mecanismos procesales 
para dar tratamiento a dicha conexión, evitando el dictado de sentencias 
contradictorias. En el caso de la prejudicialidad, apreciada la existencia de un 
vínculo o nexo de dependencia entre dos o más objetos procesales, los 
instrumentos propios en orden a la decisión coherente de la materia prejudicial 
son la acumulación de acciones y procesos, la suspensión del proceso civil y el 
efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada. 
Dicho lo anterior, examinaremos a continuación las principales 
dificultades que genera la prejudicialidad en este ámbito. 
A) Diferenciación de la materia prejudicial respecto del objeto 
principal. 
Tal como señala la doctrina, cuando una cuestión prejudicial surge o se 
plantea por las partes durante el curso del proceso, la presencia de un nexo de 
esta naturaleza hace necesario, como cuestión preliminar, la identificación y 
delimitación de lo que constituye el objeto principal del proceso y respecto del 
cual la cuestión planteada se presenta como prejudicial286. 
Desde esta perspectiva, en términos generales, aunque con matices 
según el concepto que se siga de prejudicialidad, la doctrina define las 
cuestiones prejudiciales en función de su diferenciación respecto del asunto 
principal que se discute en el proceso. 
En este sentido, se señala así que las cuestiones prejudiciales no deben 
ni pueden ser confundidas con aquellas que, en cada caso, constituyan el 
objeto litigioso principal del proceso civil (o penal) en el cual se 
manifiestan287. 
                                               
286 En esta línea, se señala que el «fenómeno de la prejudicialidad implica la existencia de 
una cuestión prejudicial y de una cuestión principal, dado que un asunto no es prejudicial en sí 
mismo, sino que es prejudicial con relación a otro. Es decir, para que una determinada cuestión 
pueda ser calificada de prejudicial debe haber otra, la cuestión principal, a la cual vaya referida, 
dado que la prejudicialidad precisamente describe la relación entre ambas. Esta relación se 
caracteriza por respetar la existencia autónoma de las dos cuestiones». Cfr. REYNAL QUEROL, 
NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., p. 32. 
287 Cfr. GARBERÍ LLOBREGAT, JOSÉ, «De las cuestiones prejudiciales» en Los 
procesos civiles. Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil (con AA.VV.), t. I, ob. cit., p. 632-
633, para quien el objeto o asunto principal del proceso se relaciona con la decisión final del juez 
respecto de la relación jurídica material deducida en juicio.  
En el mismo se sentido se pronuncia este autor respecto del proceso penal, poniendo de 
relieve además, que la aparición de una cuestión prejudicial no importa un doble enjuiciamiento, ni 
infringe el principio de non bis in ídem, pues no poseen el mismo objeto. Una y otra no 
constituyen un «ídem» si bien, el objeto de la cuestión prejudicial, una vez decidido, pasa a 
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Por el contrario, mediante su pronunciamiento, lo único que acontece es 
que queda definido uno de los tantos elementos o hechos que integran el objeto 
procesal, pero no lo decide ni prejuzga. De este modo, principalmente desde la 
perspectiva funcional de la prejudicialidad respecto del objeto del proceso 
como hecho jurídico, la relevancia de la materia prejudicial consiste en que 
ella interesa al juez que conoce del juicio principal en cuanto constituye un 
antecedente lógico-jurídico del pronunciamiento jurisdiccional sobre el 
fondo288. Una vez valorada, con arreglo al derecho material que le es propio, 
viene a integrar el objeto procesal que es enjuiciado por vía principal, 
condicionando su contenido289. 
Desde esta perspectiva, y a los efectos de la delimitación de lo que 
constituye el objeto principal del proceso que permita luego definir y delimitar 
la cuestión o asunto prejudicial, un sector de la doctrina identifica la cuestión 
principal no con el objeto del proceso civil, sino sólo con uno de sus 
elementos, el petitum, definiendo la prejudicialidad —por exclusión— como 
todo problema que surge en el litigio pero que no integra la cuestión principal, 
cualquiera sea su naturaleza e independientemente que condicione o no el 
sentido de la resolución sobre el fondo. De este modo, toda cuestión que forme 
parte del petitum, por trascendente que sea, queda fuera del ámbito de la 
prejudicialidad por cuanto queda integrada en la cuestión principal del 
pleito290. 
                                                                                                                                
integrar y formar parte del objeto procesal principal como uno de sus elementos integrantes. Cfr. 
GARBERÍ LLOBREGAT, JOSÉ, «Cuestiones Prejudiciales» en Los procesos penales. 
Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal (con GIMENO SENDRA, VICENTE y CONDE-
PUMPIDO TOURÓN, CÁNDIDO), t. I, Barcelona, Bosch, 2000, pp. 69-71. Un estudio extenso 
sobre la materia se puede consultar en GARBERÍ LLOBREGAT, JOSÉ, «Principio “non bis in 
ídem” y cuestiones de prejudicialidad», en Las fronteras del código penal y el derecho 
administrativo sancionador, CGPJ, Madrid, 1997, pp. 81-122. 
No obstante ello, para este autor, estas consideraciones elementales en torno a la 
delimitación del objeto procesal, cobran relevancia frente al actual estado de la regulación penal 
material, en la que se encuentran tipificadas como delitos conductas que en el pasado sólo eran 
ilícitos civiles, o participan, en la actualidad, de ambos caracteres. De este modo, muchas veces la 
controversia sobre una materia civil prejudicial al enjuiciamiento del tipo penal, ha pasado a 
convertirse «por arte de una excesivamente intervencionista política criminal, en el objeto 
principal de un proceso penal». Así ocurre por ejemplo, con el delito de adopción de acuerdos 
sociales abusivos del art. 291 CP, donde el objeto del proceso penal seguido para el castigo de este 
delito, a su juicio coincide «milimétricamente con el objeto del proceso civil destinado a calificar 
el carácter abusivo del acuerdo social» (p. 69). 
288 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal 
español, ob. cit., p. 63. 
289 Cfr. GIMENO SENDRA, VICENTE, Derecho Procesal Penal, ob. cit., p. 194. 
290 Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 
32-40. Como se ha visto, para esta autora la relevancia de la materia prejudicial no es un elemento 
definitorio de este fenómeno sino que determina el tratamiento devolutivo de la misma. Desde esta 
perspectiva, por tanto, toda cuestión potencialmente autónoma que no forme parte de la cuestión 
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A nuestro modo de ver —y partiendo de un concepto de prejudicialidad 
diverso, aunque parcialmente coincidente al sostenido por este sector 
doctrinario— es posible afirmar que, por regla general, la prejudicialidad se 
presenta o surge en el proceso civil como una cuestión que está o queda fuera 
del asunto jurídico fundamental que se discute en el proceso y más 
concretamente del petitum, debiendo ser decidida en forma previa a éste, sea 
por el propio juez que conoce del asunto o por otro tribunal sea del mismo 
orden jurisdiccional u otro diverso. 
Con todo, a nuestro juicio, constituyendo dicha exclusión una 
característica propia de las cuestiones prejudiciales en sentido estricto y como 
fenómeno procesal, no define ni excluye la prejudicialidad como fenómeno de 
carácter sustantivo o material, en tanto nexo-jurídico entre materias o 
relaciones jurídicas sustantivas, ni suprime la necesidad de que dicho vínculo 
sea decidido de manera coherente. 
 Particularmente cuando se trata de la prejudicialidad civil en el proceso 
civil, desde nuestra perspectiva, tomando como ejemplo lo señalado por este 
sector291, la circunstancia que en un mismo petitum se planteen dos o más 
pretensiones unidas lógicamente entre sí siendo necesario por tanto, la decisión 
previa de una de ellas respecto de la otra, ello no excluye la prejudicialidad —
pues sigue tratándose de cuestiones que condicionan o determinan el sentido 
de la sentencia de fondo— sino que lo que varía es su tratamiento. 
En este caso, lo que ocurre es que la materia o relación jurídica 
prejudicial o condicionante ha sido planteada desde los inicios del proceso 
mediante el mecanismo de la acumulación inicial de pretensiones, instrumento 
que constituye una de las principales herramientas en manos de las partes para 
introducir en el proceso materias o relaciones prejudicialmente conexas, 
particularmente, si lo que se quiere, finalmente, es que la cuestión sea resuelta 
con carácter definitivo y efecto de cosa juzgada. 
                                                                                                                                
principal, tiene el carácter de prejudicial, sea o no relevante para la decisión del asunto de fondo. A 
su juicio, no obstante la equivalencia entre cuestión principal y objeto del proceso, esta 
identificación de la cuestión principal con el petitum permite de mejor forma atender al thema 
decidendi o asunto jurídico fundamental que se debate en el proceso, concretado en las peticiones 
que el juez debe responder y ofrece la ventaja, al mismo tiempo, de soslayar las divergencias 
doctrinarias existentes en torno al contenido del objeto del proceso (p. 35). 
291 Al efecto, para REYNAL, cuando en el proceso civil se solicita, por ejemplo, la 
declaración de una servidumbre y al mismo tiempo que se declare que el actor es propietario de la 
finca afectada, a su juicio, se tata de una cuestión principal integrada por dos peticiones unidas 
lógicamente entre sí. Siendo indudable la trascendencia que una petición ejerce sobre la otra, no 
obstante, al quedar ambas comprendidas dentro del objeto del proceso y la cuestión principal no 
puede hablarse de prejudicialidad. Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, ob. cit., p. 49. 
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En el caso de España, bajo la vigencia de la LECiv 2000, la 
acumulación inicial de pretensiones ha adquirido una importancia mayor, 
considerando la limitaciones que la nueva ley ha impuesto para la procedencia 
de la acumulación de procesos al establecer la imposibilidad de obtener una 
posterior acumulación cuando las pretensiones pudieron haberse acumulado 
inicialmente o en forma sobrevenida (art. 78.2)292. 
Desde esta perspectiva, cabe destacar, asimismo, la amplia cabida y  
utilización que tiene la acumulación inicial para el tratamiento de la 
prejudicialidad homogénea, particularmente, a través del mecanismo de la 
acumulación sucesiva o accesoria293. Pese a los problemas que este tipo de 
acumulación genera294, tanto en España como en Chile, ha venido siendo 
                                               
292 Sobre la materia cfr. GASCÓN INCHAUSTI, FERNANDO, La acumulación de 
acciones y de procesos en el proceso civil, ob. cit., p. 133 y ss. Al respecto, debe tenerse en 
consideración, asimismo, lo dispuesto en el apartado 3 del art. 78, que establece una verdadera 
presunción a la posibilidad de haber procedido a la acumulación de acciones, situación que se 
entiende que ocurre cuando los procesos cuya acumulación se pretende han sido promovidos por el 
mismo demandante o demandado reconviniente, solo o en litisconsorcio. 
Siguiendo lo anterior, por tanto, y si bien a primera vista pareciera que frente a una 
cuestión prejudicial la solución que procede es la acumulación de procesos, para la doctrina lo 
cierto es que la realidad es muy distinta. Y es que en efecto, junto con la norma general de 
preclusión contemplada en el articulo 400 LECiv y la especial de preclusión de este art. 78, las 
posibilidades de acumulación de procesos quedan reducidas básicamente a los supuestos de 
pluralidad de partes o cuando se presenten hechos nuevos posteriores a la incoación del primer 
proceso, o bien hechos o cuestiones desconocidas la momento de iniciar el respectivo proceso. 
CFR. DE PADURA BALLESTEROS, MARÍA TERESA, Fundamentación de la sentencia, 
preclusión y cosa juzgada, ob. cit., pp. 88. 
293 Para la doctrina, la particularidad que presenta este tipo de acumulación es que la 
estimación de la pretensión principal resulta esencial a los efectos de que pueda tomar vida la 
pretensión o pretensiones acumuladas a la principal. CHIOVENDA, GIUSEPPE, Principios de 
Derecho procesal civil, t. II, ob. cit., p. 699. 
En el plano práctico, son múltiples los casos en que el vínculo por prejudicialidad se 
puede presentar, como ocurre, por ejemplo, con la acción de restitución de la cosa enajenada 
acumulada con la de rescisión de la enajenación; la acción de nulidad del testamento acumulada 
con la de petición de herencia (ob. cit., pp. 699 y 700); así como las acciones de parentesco y las 
acumuladas de alimentos o sucesorias y en general en todos aquellos supuestos de acciones 
restitutorias que se acumulan a una acción declarativa o constitutiva, como son las de nulidad 
absoluta, la de simulación y la de resolución de contrato, siempre y cuando se trate de «acciones 
distintas y autónomas y no de declaraciones accesorias de una misma y única acción». Cfr. 
ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La acumulación inicial de acciones en el Derecho Procesal 
español, Barcelona, Cedecs, 1999, pp. 315 y 316. 
294 Tal como señala la doctrina, uno de los principales problemas que plantea la 
admisibilidad de este tipo de acumulación dice relación con la perpetuatio iurisdictionis como 
efecto procesal de la litispendencia, por cuanto en estos casos la segunda acción no existe en el 
momento de presentación de la demanda, y por tanto, en estricto rigor, «debería proponerse sólo 
después de ser cosa juzgada la sentencia que estima la primera acción». Cfr. CHIOVENDA, 
GIUSEPPE, t. II, ob. cit., p. 700. En definitiva, la problemática que presenta este tipo de 
acumulación es que nos encontramos en estos casos «ante la realidad de que un actor está pidiendo 
tutela jurisdiccional respecto de acciones cuyos hechos constitutivos, al momento de su 
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admitida por la doctrina y la jurisprudencia a efectos de permitir la decisión 
coherente de este tipo de pretensiones, particularmente cuando las partes de las 
relaciones prejudicialmente vinculadas no son coincidentes295. 
                                                                                                                                
afirmación, ciertamente no existen, sino que dependen del acaecimiento de una condición: que se 
admita la principal» Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, ob. cit., pp. 319 y 321. 
Por otro lado, desde el punto de vista del deber de congruencia y exhaustividad, se plantea 
como cuestión qué ocurre cuando la pretensión principal ha sido desestimada, pues en este caso la 
pretensión sucesiva no llega a existir, por lo que surge como interrogante si el tribunal debe o no 
pronunciarse sobre ella. Al respecto, para un sector de la doctrina, la desestimación de la 
pretensión principal exime al tribunal del pronunciamiento sobre las demás «las que quedan 
implícitamente rechazadas». Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con 
AA.VV), ob. cit., p. 443. Coincidiendo con lo anterior, para otro sector, esta acumulación exime 
del pronunciamiento pues resulta evidente por la propia naturaleza de las cosas que la pretensión 
condicionada no tiene sentido. Con todo, la desestimación  de la pretensión principal «no importa 
una desestimación tácita de la condicionada», sino que «hace innecesario el pronunciamiento sobre 
la condicionada, que, en estrictos términos, no llega a ser juzgada». Lo que no puede hacer el 
tribunal, sin incurrir en incongruencia, es resolver sobre la segunda pretensión sin resolver la 
principal o bien acogerla, no obstante haber desestimado la principal. Cfr. DE PADURA 
BALLESTEROS, MARÍA TERESA, Omisión de pronunciamiento y desestimación tácita, ob. cit., p. 
231. 
Por nuestra parte, no está demás señalar la improcedencia de la acumulación inicial y 
sucesiva para el tratamiento de la prejudicialidad heterogénea en tanto faltaría un presupuesto 
esencial para que el tribunal pueda conocer de la pretensión como es la jurisdicción en razón de la 
materia. Con motivo de lo anterior, veremos que un sector de la doctrina española viene 
sosteniendo la necesidad, en ciertos casos, de permitir la acumulación de este tipo de pretensiones. 
295 En España, particularmente interesante resulta la SAP de Baleares (Sección 5ª) de 17 
de octubre de 2002 FJ 8º, ponente Ramón Homar, Mateo (EDJ 97878/2002), en la que se resolvió 
un proceso acumulado en el cual se plantearon diversas acciones vinculadas prejudicialmente en 
conjunto con otras pretensiones accesorias a las mismas.  
En primer lugar, se presentó por el actor una demanda inicial de nulidad de constitución 
de una sociedad en razón de un conflicto sucesorio entre las partes. La parte demandada interpuso 
demanda reconvencional fundada en la validez de una disposición testamentaria, solicitando la 
nulidad de una escritura de aceptación de herencia y su reflejo en el Registro de Propiedad. Por su 
parte, la demandante amplió la demanda solicitando la entrega de la posesión de heredero, la 
nulidad parcial de los testamentos y la nulidad absoluta de la escritura de aceptación de herencia. 
Finalmente, se acumularon a este proceso cuatro demandas sobre nulidad de acuerdos societarios, 
una demanda relativa a los bienes de la herencia y otra relativa a una cuenta bancaria. Con el fin de 
evitar posibles sentencias contradictorias, el tribunal estimó procedente la acumulación de 
acciones considerando que todas ellas tienen relación con la controversia sucesoria entre las partes, 
en tanto la nulidad de la disposición testamentaria alegada es el elemento fundamental sobre el que 
la actora funda sus pretensiones, del mismo modo que la actora reconvencional la funda en su 
validez. 
Como es posible observar, inicialmente la cuestión prejudicial consistente en la validez de 
una determinada disposición testamentaria, no fue planteada como cuestión autónoma en la 
demanda sino sólo como fundamento de la pretensión principal. De no haberse suscitado 
controversia respecto de la cuestión posteriormente, a través de la reconvención y la ampliación de 
la demanda, dos son las posibilidades. O bien, la materia prejudicial habría sido decidida a los 
solos efectos del proceso principal (esto es, la demanda de nulidad de constitución de la sociedad), 
y por tanto, podría haber sido planteada perfectamente con posterioridad como objeto principal de 
un juicio; o bien, las partes, tendrían que iniciar un segundo proceso y solicitar la suspensión del 
primero en espera de la decisión definitiva de la cuestión. La suspensión sería la única posibilidad 
en este caso, pues al no acumular inicialmente o en forma sobrevenida las pretensiones, no cabría 
posteriormente pedir la acumulación de procesos.  
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En estos casos, por tanto, no habiendo conocimiento incidenter tantum 
ni posibilidad de que se inicie un proceso posterior donde la cuestión sea 
nuevamente debatida, los posibles problemas que puede suscitar la 
prejudicialidad y el riesgo de contradicción entre resoluciones han sido 
preventivamente solucionados por un instrumento contemplado por el 
ordenamiento precisamente con dicho objeto, como es la acumulación. 
Por el contrario, y en tanto la acumulación de pretensiones es 
esencialmente voluntaria, será de normal ocurrencia que la materia prejudicial 
no sea planteada como objeto principal del pleito en el que influye 
perjudicialmente sino que se suscite durante el curso de éste —pudiendo ser 
planteada al mismo tiempo en un proceso sucesivo o posterior— lo que hace 
necesario, por un lado, identificar la materia prejudicial y por otro, determinar 
su tratamiento devolutivo o no devolutivo, o en su caso, la aplicación de 
acumulación del procesos o la suspensión del proceso civil. 
En este contexto, a nuestro juicio el criterio de exclusión del petitum 
utilizado por la doctrina para definir este instituto, resulta útil, por tanto, sólo 
en función de la identificación de una de las principales formas en que se 
manifiesta o puede surgir la prejudicialidad en el proceso civil, como son las 
cuestiones prejudiciales, y la aplicación de los instrumentos que permiten su 
tratamiento en el proceso cuando la materia prejudicial surge durante su 
tramitación, pero deja intacto el contenido y consecuencias del nexo jurídico 
de dependencia que supone por esencia la prejudicialidad. Dicho en otros 
términos, una determinada materia o relación jurídica condicionante lo es por 
sí misma, independientemente del momento y la forma como haya sido 
planteada en el proceso y del tratamiento que se le de, y será necesario 
resolverla en forma previa para poder decidir la relación condicionada o 
dependiente. 
Por otro lado, sin embargo, y en función del concepto que seguimos de 
prejudicialidad, dicho criterio, en conjunto con la autonomía de la materia 
prejudicial, no resulta suficiente para la determinación de la aparición de este 
                                                                                                                                
De allí vemos la importancia que puede tener una correcta utilización de la acumulación 
de pretensiones como instrumento de coherencia, en tanto, claramente, no sólo se previene una 
excesiva dilación de los procesos sino, también, el posible riesgo de contradicción de 
pronunciamientos. Sobre la materia, cfr. asimismo, STS (Sala Primera) de 21 de diciembre de 
2004, FJ 2º, Ponente González Poveda, Pedro (RJ 8142/2004); STS (Sala Primera) de 2 de julio de 
2004, FJ 2º, ponente Ferrándiz Gabriel, José Ramón (RJ 5452/2004); STS (Sala Primera) de 14 de 
julio de 1994, FJ 1º, ponente Almagro Nosete, José (RJ 6396/1994); STS (Sala Primera) de 6 de 
noviembre de 1998, FJ 5º, ponente Morales Morales, Francisco (RJ 8166/1998) y STS (Sala 
Primera) de 15 de diciembre de 2003, FJ 2º, ponente Marín Castán, Francisco (RJ 74/2004), entre 
otras. 
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fenómeno del proceso en tanto no toda cuestión que quede fuera del petitum 
tiene el carácter de prejudicial en el sentido que venimos entendiendo, sino 
sólo aquellas de cuya solución dependa el contenido de la sentencia que debe 
decidir sobre la materia o relación jurídica dependiente o condicionada.  
De esta forma, si la finalidad última de la prejudicialidad, como hemos 
sostenido, es la coherencia de las resoluciones que se dicten sobre asuntos 
parcialmente coincidentes, entendemos que cualquier otra cuestión que se 
suscite en el proceso que no esté en relación de antecedencia lógico-jurídica 
con la cuestión de fondo —como ocurre con las cuestiones procesales—, no 
cumple dicha finalidad y por tanto, en nuestro concepto, no es una cuestión 
prejudicial. 
Finalmente, el criterio del petitum si bien sirve para delimitar lo que 
constituye el asunto jurídico fundamental que se discute como objeto principal 
del pleito a efectos de identificar aquellas materias que son prejudiciales al 
mismo, resulta insuficiente al momento de establecer la forma cómo el nexo 
lógico-jurídico entre la materia prejudicial y la relación jurídica principal que 
se discute en el proceso se concreta e influye sobre el objeto del proceso, 
condicionando el contenido de la sentencia que se dicte sobre la tutela jurídica 
solicitada. 
B) Integración e influencia de la materia prejudicial en el objeto del 
proceso. 
Precisado lo anterior, probablemente, una de las cuestiones que más 
dificultades ha generado en la doctrina ha sido la de determinar la forma cómo, 
en función de su autonomía y vinculación lógico-jurídica con la cuestión de 
fondo, las cuestiones prejudiciales pasan a integrar el objeto del proceso y la 
sentencia misma que se dicte sobre el fondo del asunto, distinguiéndose, 
asimismo, de otros asuntos de naturaleza similar, como las cuestiones de 
hecho, las pretensiones y excepciones materiales alegadas por las partes, los 
medios de prueba, etc. 
a) Objeto procesal único con contenido heterogéneo v/s pluralidad de 
objetos procesales. 
Partiendo de la autonomía de la materia prejudicial como elemento 
definitorio y característico de este fenómeno, una primera cuestión en la que la 
doctrina ha centrado su atención, consiste en determinar si la presencia de una 
cuestión de esta naturaleza en el proceso genera una concurrencia o pluralidad 
de objetos procesales, o bien se trata de un solo objeto procesal complejo,  
integrado por elementos heterogéneos o no, que predeterminan el contenido de 
la sentencia. 
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Sobre la materia, no existe coincidencia en la doctrina, si bien de forma 
mayoritaria la tendencia es la de considerar, la existencia de un objeto procesal 
único, pero de carácter complejo, lo que no significa poner en entredicho la 
autonomía de la materia prejudicial. 
En el contexto del proceso penal, para un sector de la doctrina la 
prejudicialidad no devolutiva da lugar a una hipótesis pluralidad de 
pretensiones —la prejudicial y la punitiva—, que exige su tratamiento 
conjunto296. En la misma línea, otro sector considera que el objeto, único o 
múltiple, del proceso penal está integrado, necesariamente, por una o varias 
pretensiones punitivas y, eventualmente, por la pretensión reparatoria y la 
pretensión prejudicial297. 
En sentido contrario, otra parte de la doctrina estima que, a diferencia 
de lo que ocurre con los supuestos de conexión de la acción penal con la civil 
derivada del hecho punible, el carácter potencialmente autónomo de la materia 
prejudicial en el proceso penal no conlleva la existencia de una pluralidad de 
objetos procesales. 
Para DE LA OLIVA, en este caso sólo hay un objeto procesal cuyo 
complejo histórico-fáctico no puede ser enjuiciado exclusivamente a partir de 
las normas sustantivas penales, ya que estas mismas presuponen una 
valoración jurídica de índole no penal respecto a algún aspecto del supuesto de 
hecho. La conexión reside en consecuencia, no entre objetos heterogéneos, 
sino en elementos heterogéneos de un mismo objeto procesal, y en el enlace 
posterior que el legislador establece entre dos procesos de diversa 
naturaleza298. 
Partiendo de lo anterior, pero en un sentido amplio aplicable también al 
proceso civil y en general para las cuestiones tanto devolutivas como las no 
devolutivas, para SENÉS, la respuesta a esta interrogante es relevante a los 
                                               
296 Cfr. FENECH NAVARRO, MIGUEL, «Estudio sistemático de las llamadas cuestiones 
prejudiciales», ob. cit. pp. 5 y 25. Para este autor, distinguiendo entre pluralidad paralela y 
perpendicular, entiende que esta última se produce cuando, además del objeto necesario, existe una 
pretensión no punitiva que determina la prioridad de su resolución respecto a la punitiva y que no 
sería otra que la pretensión prejudicial. A su juicio, el principal efecto de la deducción de una 
pretensión prejudicial no devolutiva en el proceso penal, consiste en la producción de una hipótesis 
de pluralidad de pretensiones que exige el tratamiento procesal conjunto de la punitiva y la 
prejudicial. 
297 Cfr. MUÑOZ ROJAS, TOMÁS, «Anotaciones en torno a la cosa juzgada penal», ob. 
cit., p. 823. Para este autor, con todo, en cuanto a sus elementos integrantes, las cuestiones 
prejudiciales no devolutivas forman parte de su objeto en cuanto han de ser juzgadas y decididas 
por el tribunal penal. 
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efectos de determinar los elementos identificadores del hipotético objeto 
prejudicial y los efectos de su resolución. 
Desde esta perspectiva, a su juicio la autonomía de la materia 
prejudicial es un requisito que en lo esencial tiene por objeto evitar el 
desbordamiento de lo que constituye su concepto, pero no da lugar a una 
conexión de varios objetos procesales. De esta forma, negando que sea posible 
hablar de “pretensión” prejudicial, sostiene la existencia de un objeto procesal 
único, más aún cuando se considera que en las cuestiones no devolutivas no 
existe una incoación formal de un proceso independiente. A su juicio, esta 
unidad objetiva no se contrapone con el pronunciamiento incidenter tantum 
que resuelve las cuestiones no devolutivas sin efecto de cosa juzgada, en tanto 
la materia prejudicial tiene la simple consideración de mero hecho, siéndole 
aplicable los límites objetivos de la cosa juzgada.  
Asimismo, desde la perspectiva de la delimitación del objeto del 
proceso sostiene la distinción de las cuestiones prejudiciales como antecedente 
lógico-jurídico del enjuiciamiento respecto de la acumulación de acciones, en 
tanto la sola necesidad de resolver una cuestión prejudicial en forma previa al 
fallo no puede implicar ni supone el ejercicio de una acción299. 
Finalmente, particularmente cuando se trata de prejudicialidad 
heterogénea, otros autores consideran que cuando en virtud de la 
prejudicialidad se excluye o se integra en el proceso una materia distinta de la 
principal, ella no llega verdaderamente a convertirse en auténtico objeto del 
proceso, pues inicialmente supone que la materia debe ser accidental surgiendo 
como una incidencia que acontece durante el curso del proceso. De ahí que se 
permita al tribunal entrar a aplicar normas materiales ajenas a la cuestión 
principal para decidirlas. Sin embargo, de considerarse que se trata de una 
adición de objetos principales heterogéneos por razón de la materia, se estaría 
en presencia de un exceso en el ejercicio de la jurisdicción300. 
                                                                                                                                
298 Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, La conexión en el proceso penal, ob. cit., p. 
209. 
299 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal 
español, ob. cit., pp. 24 a 26. En línea similar, para otro sector de la doctrina, las cuestiones 
prejudiciales, en tanto antecedente-lógico que debe ser resuelto por el juez para dictar sentencia, 
no suponen «una ampliación del objeto, ni un objeto dual o plural, pues en esos casos resuelve a 
los solos efectos lógicos de poder enjuiciar la realidad o el objeto procesal que se le propone y que 
contiene la cuestión procesal». Cfr. CORTÉS DOMÍNGUEZ, VALENTÍN, Derecho Procesal Civil. 
Parte general (con MORENO CATENA, VÍCTOR), ob. cit., pp. 147 y 148. 
300 Cfr. BONET NAVARRO, ÁNGEL, «Sentencia de 29 de julio de 1999», ob. cit., p. 148. 
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En nuestro concepto, coincidimos con la doctrina en este punto, 
considerando que la sola autonomía de la materia sobre la que versa la cuestión 
prejudicial no da lugar a una pluralidad de objetos procesales. Para que ello se 
produzca es necesario que la materia prejudicial se plantee en el proceso a 
través de algún de los instrumentos procesales que permitan su tratamiento 
como objeto principal de un proceso, como la acumulación de acciones. 
Tratándose de supuestos de prejudicialidad heterogénea, sin embargo, 
evidentemente ello no será posible pues dada la actual configuración y carácter 
improrrogable del régimen de jurisdicción por razón del objeto en España301 —
y de la competencia absoluta en el caso de Chile—, no es posible el 
tratamiento de la materia prejudicial como objeto procesal diferenciado, ni por 
tanto, su acumulación a efectos que sea decidido por el tribunal que conoce del 
asunto principal con efecto de cosa juzgada. Ello, simplemente, porque falta un 
presupuesto esencial como es la jurisdicción por razón de la materia, a efectos 
de que el tribunal competente para conocer del asunto principal, pueda decidir 
la materia prejudicial con efectos de cosa juzgada302. 
Sobre el punto, cabe destacar lo sostenido por algunos autores y cierta 
jurisprudencia, que se muestran partidarias, de lege ferenda, de establecer la 
procedencia de la acumulación en estos supuestos, pues no son pocos los casos 
en que se plantean acciones o pretensiones que «pertenecen a la competencia 
de órdenes jurisdiccionales distintos, pero tienen una clara conexión objetiva 
consistente en su unidad de causa de pedir». Impedir la acumulación de 
acciones en estos supuestos «aboca a la división de la continencia de la causa 
que siempre se ha tratado de evitar a través del instituto de la acumulación»303. 
                                               
301 Sobre el punto, al jurisprudencia es expresa en señalar que «no es posible derogar la 
competencia por razón de la materia, aunque se intente por el vehículo procesal de la acumulación 
de acciones, toda vez que sólo puede derogarse la competencia por razón de la persona o del lugar 
(«ratione personae vel loci»), y en consecuencia, un órgano jurisdiccional no puede entender, por 
razón de acumulación, de lo que no podría conocer nunca por razón de la materia si se hubiese 
ejercitado la acción por separado». STS (Sala Primera) de 20 de febrero de 1986, ponente 
Fernández Rodríguez, Antonio (RJ 688/1986). 
302 A menudo, sin embargo, para la doctrina el problema básico será previo y consistirá en 
determinar ante cuál orden jurisdiccional deben tramitarse las acciones, cuestión que 
evidentemente «se puede acabar proyectando sobre la acumulación». Cfr. GASCÓN INCHAUSTI, 
FERNANDO, La acumulación de acciones y de procesos en el proceso civil, ob. cit., p. 31. 
303 Cfr. DIEZ-PICAZO GIMÉNEZ, IGNACIO, «La acumulación de acciones en el proceso 
civil» en El objeto del proceso civil, Cuadernos de Derecho Judicial Nº 23, CGPJ, 1996, versión 
electrónica, número 13 A, del apartado II titulado “Requisito de la acumulación de acciones”. 
Un caso paradigmático en este sentido es el contenido en STS (Sala Tercera de 26 de 
octubre de 1998, Ponente Conde Martín de Hijas, Vicente (RJ 9039/1998), anteriormente 
examinado (supra, Parte I, cap. 4º, I, 1). En líneas generales, el proceso se originó en la petición de 
una empleada de correos ante la autoridad administrativa a fin de que se le admitiera como 
funcionaria en una determinada escala funcionarial, para lo cual, previamente, solicita se le 
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reconozca la ampliación de su jornada laboral. Acogida la solicitud por el orden contencioso-
administrativo, el TS revoca la sentencia declarando la incompetencia de dicho orden para 
pronunciarse sobre dicha ampliación de jornada por ser propia del orden social, con lo cual la 
petición de ingreso a la escala funcionarial quedó imprejuzgada. 
Sobre el punto, el TS considera que no se trata de una simple pretensión de ingreso en una 
determinada escala funcionarial sino de la existencia de un objeto procesal doble compuesto por 
dos pretensiones sustantivas autónomas de carácter constitutivo, atribuidas a la jurisdicción de dos 
órdenes jurisdiccionales distintos y respecto de las cuales, la primera era la principal. 
Al efecto, estimó que la sustantividad y autonomía de las pretensiones deducidas se 
contrapone al carácter meramente incidental que tienen las cuestiones prejudiciales respecto de 
otra sustantiva. La cuestión prejudicial no constituye una pretensión diferenciada y por lo mismo, 
la eficacia de su decisión se restringe exclusivamente al proceso en que se dicte. Por otro lado, en 
tanto la prejudicialidad tiene carácter incidental, considera el TS que constituye un criterio de 
ampliación del ámbito de conocimiento de un determinado orden jurisdiccional. Por ello no puede 
extenderse a los casos en lo que de lo que se trata es de una pretensión sustantiva, 
independientemente de que su hipotético éxito, pueda servir de presupuesto fáctico para una 
pretensión diferenciada de distinto signo.  
En definitiva, para el TS el carácter autónomo y sustantivo de las materias debatidas 
impide «degradar» el significado procesal de la primera pretensión, a su juicio, principal, 
«devaluándolo» al de una mera cuestión incidental o prejudicial de la segunda. De allí que el 
tribunal no podía decidir, en un solo proceso y como un objeto procesal único, dos pretensiones 
diferenciadas.  
En nuestro concepto, la cuestión clave en este caso es determinar si el petitum planteado 
por la actora efectivamente contenía dos peticiones de tutela diferenciada o bien sólo una, 
condicionada por la existencia de una cuestión prejudicial de carácter laboral, cuestión que no 
queda clara de la sentencia. De haberse planteado las dos cuestiones como parte del petitum, a 
nuestro juicio, aún existiendo prejudicialidad, ciertamente procedía la declaración de 
incompetencia en tanto se trata de una acumulación-sucesiva de materias heterogéneas que no está 
permitida por el ordenamiento español por faltar un presupuesto esencial como es la jurisdicción 
en razón de la materia. Si se considera, en cambio, que el petitum sólo contiene la pretensión 
concreta dirigida al orden competente de admisión en una determinada escala pero condicionada 
por una cuestión prejudicial de carácter laboral, lo que procedía, en nuestro concepto, es su 
decisión previa, a los solos efectos prejudiciales, por el orden contencioso. 
Lo que no puede sostenerse, a nuestro juicio, es la inexistencia de prejudicialidad fundada 
en el carácter autónomo y no meramente incidental de la cuestión planteada, pues precisamente 
dicha autonomía potencial es lo que define e identifica la prejudicialidad de otras cuestiones de 
naturaleza similar. Esta autonomía, sin embargo, no transforma por sí misma a la cuestión 
prejudicial en un objeto procesal diferenciado. Para que ello ocurra, debe ser introducida por las 
partes como tal a través de alguno de los mecanismos que la ley contempla con dicho fin, como la 
acumulación de pretensiones. De no hacerlo, la cuestión constituye un simple antecedente lógico 
que debe ser resuelto previamente por el juez para decidir sobre el fondo.  
En definitiva, yendo más allá del caso concreto fallado, esta asimilación que hace el TS 
entre las cuestiones prejudiciales con las meramente accesorias o incidentales al objeto del proceso 
y la negación de su autonomía, importa desconocer que el objeto principal del pleito pueda verse 
condicionado por la decisión de otra materia sustantiva susceptible de ser objeto de un proceso 
independiente, y que el legislador español, con fines instrumentales,  permite precisamente que sea 
resuelta por dicho tribunal, sin eficacia de cosa juzgada, a efectos de poder resolver sobre la tutela 
principal solicitada. Dicho lo anterior, cabe reconocer sin embargo, las dificultades propias que 
suscita el planteamiento pretensiones o cuestiones conexas sucesivas, más cuando se trata de 
materias heterogéneas. 
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b) Cuestiones prejudiciales, cuestiones de hecho y pretensiones y 
defensas de las partes. 
La importancia de la materia prejudicial en la delimitación del objeto 
del proceso hace necesario determinar una segunda cuestión consistente en si, 
encontrándose relacionada con la res in iudicio deducta, puede ser asimilada a 
una simple cuestión de hecho o a la base fáctica aportada por las partes como 
fundamento de sus respectivas las pretensiones y defensas. 
Desde la óptica del proceso civil, en términos generales la doctrina es 
coincidente en sostener que se trata de cuestiones diferentes, pero que sin 
embargo, están en estrecha relación. 
En lo que respecta a las cuestiones de hecho aportadas por las partes y 
su declaración de existencia o inexistencia, ya nos hemos referido a este tema 
por lo que no remitimos a lo señalado anteriormente (supra, Parte I, cap. 2º, II. 
4).  
Al respecto, sólo insistir en que la propia naturaleza y autonomía de la 
materia prejudicial impide su asimilación a cuestiones de esta naturaleza por 
cuanto, aparte de que la prejudicialidad supone la decisión sobre materias o 
relaciones jurídicas conexas requiriendo de una valoración o calificación 
jurídica de los hechos por el mismo o diferente tribunal  —de allí su distinción, 
por ejemplo, con la acción civil ex delicto—, la sola declaración acerca de la 
existencia o inexistencia de un hecho no es susceptible de ser objeto de un 
proceso autónomo. 
En esta línea, en España cabe destacar, sin embargo, la especialidad que 
supone la cuestión relativa a la falsedad de un documento y la posibilidad de 
que ésta pueda revestir en el proceso civil carácter prejudicial.  
Ello, porque lo que se estaría solicitando en definitiva, tal como señala 
la doctrina, es una declaración mero declarativa previa acerca de la existencia 
y trascendencia jurídica de un hecho –—la divergencia entre lo documentado y 
la realidad de lo acontecido304— de la cual depende el contenido de la 
resolución que ha de ser dictada en el proceso principal. Dicha declaración, no 
obstante, pareciera estar excluida, al tenor de lo dispuesto en el art. 5.1 LECiv 
2000305, de la tutela meramente declarativa en el proceso civil306 de modo que 
                                               
304 Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, «Objeto, eficacia jurídica e impugnación del 
documento notarial», Revista Crítica de Derecho Inmobiliario, N° 684, Madrid, 2004, p. 1936. 
305 Conforme a dicha disposición legal, se podrá pretender «de los tribunales la condena a 
determinada prestación, la declaración de la existencia de derechos y de situaciones jurídicas, la 
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difícilmente podría iniciarse un proceso civil con el sólo objeto de declarar la 
falsedad de un documento, cuestión que debiera discutirse, necesariamente, 
dentro del mismo proceso en el que han sido aportados. En materia de 
documentos públicos, sin embargo, el problema que se presenta es que el 
ordenamiento español no contempla ningún procedimiento específico de 
impugnación de su valor probatorio legal dentro del proceso307. 
Siguiendo lo anterior, excluida la posibilidad de iniciar un proceso civil 
autónomo en el que se impugne la autenticidad de un documento, sea este 
público o privado, dicha declaración de falsedad sólo podrá ser objeto de un 
proceso autónomo de carácter penal seguido por alguno de los delitos de 
falsedad regulados en el Código Penal, supuesto al que se refiere el art. 40.4 
LECiv, surgiendo el tema, en consecuencia, de la relevancia y alcance que 
tiene para el juez civil la declaración de la responsabilidad penal por falsedad, 
a los efectos de tener el documento como falso. A juicio de un sector de la 
doctrina, este supuesto de falsedad documental, constituye además, la única vía 
que pueden utilizar las partes en el proceso civil para impugnar el valor 
                                                                                                                                
constitución, modificación o extinción de estas últimas, la ejecución, la adopción de medidas 
cautelares y cualquier otra clase de tutela que esté expresamente prevista por la ley» 
306 Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV.), ob. cit., p. 
52. A diferencia de lo que ocurre en el ordenamiento italiano (arts. 221-227 CPC), el cual, a juicio 
de este autor utiliza una técnica jurídica que simboliza una mayor protección del valor probatorio 
legal de los documentos, en tanto contempla la posibilidad de obtener una declaración de la 
falsedad del documento mediante un proceso civil autónomo o a través de una cuestión incidental 
inserta dentro del propio proceso civil en el que el documento ha sido aportado. Cfr. ORTELLS 
RAMOS, MANUEL, «Objeto, eficacia jurídica e impugnación del documento notarial», ob. cit., p. 
1937. 
307 Para un sector de la doctrina, a diferencia de los documentos privados o los públicos 
de carácter administrativo cuya autenticidad puede ser impugnada mediante el cotejo o cualquier 
otro medio de prueba dentro del proceso civil, tratándose de documentos públicos aportados en su 
original, el ordenamiento español, al igual que ocurría durante la vigencia de la LECiv 1881, no 
contempla ningún procedimiento específico de impugnación de su valor probatorio legal. Cfr. 
ORTELLS RAMOS, MANUEL, ob. cit., p. 1937. Más aún, a juicio de otros autores, dichos 
documentos no pueden ser impugnados dentro del proceso civil en los aspectos que cubre la fe 
pública, la que vincula al juez sin que sea posible admitir prueba en contrario. En esta línea, cfr. 
En este sentido, MONTERO AROCA, JUAN, «La justificación y la prueba de la existencia y de la 
suficiencia de la representación en el proceso», Diario La Ley, 27 de marzo de 2003, Año XXIV, 
apartado V, 2, B.  
Contrariamente, pero sin señalar cómo, para otra parte de la doctrina la impugnación de 
los documentos públicos y privados debe hacerse, «es lógico, en el mismo proceso en el que el 
documento es aportado, pero nada impide que la parte perjudicada por el documento plantee la 
cuestión de la falsedad del mismo en el proceso penal: en estos casos, se trataría de una cuestión 
prejudicial penal en el proceso civil, que resuelta en el proceso penal produce efectos en el civil, 
no tanto por la fuerza de cosa juzgada como por la propia fuerza probatoria de la sentencia penal». 
Cfr. CORTÉS DOMÍNGUEZ, VALENTÍN, Derecho Procesal Civil. Parte general (con MORENO 
CATENA, VÍCTOR), ob. cit., p. 270. 
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probatorio legal de un documento público, si bien sólo restringida a la 
declaración de la posible existencia de un delito de falsedad308. 
En el ordenamiento chileno, en cambio, la situación es diametralmente 
diferente en tanto la falsedad documental puede ser declarada tanto por el juez 
civil, por vía incidental o por vía principal como objeto de un proceso 
autónomo, y también por el juez penal conociendo de alguno de los delitos de 
falsedad tipificados en el CP. El problema se presenta, por tanto, en la forma 
cómo se coordinan en este ordenamiento los diversos pronunciamientos 
jurisdiccionales que pueden tener lugar respecto de la veracidad del 
documento, particularmente cuando ésta es apreciada y declarada por los 
jueces civil y penal desde sus respectivas ópticas de competencia. 
Dicho lo anterior, y en lo que respecta a las pretensiones y defensas de 
las partes y su relación con la prejudicialidad, para la doctrina ciertamente 
tanto el demandante como el demandado pueden hacer valer a través de ellas 
cuestiones de carácter prejudicial309. Junto con ello, la propia ley atiende a la 
                                               
308 Cfr. MONTERO AROCA, JUAN, «La justificación y la prueba de la existencia y de la 
suficiencia de la representación en el proceso», ob. cit., apartado V, 2, B. En esta línea, GIMENO 
SENDRA, VICENTE y MORENILLA ALLARD, PABLO, Derecho procesal civil. I El proceso de 
declaración, Madrid, Colex, 2007, p. 462. 
Para ORTELLS, sin embargo, aceptar la vía penal como única posibilidad para impugnar el 
valor probatorio de un documento público puede traer consecuencias. A su juicio, el proceso penal 
que finalice con una sentencia de condena por falsedad es un instrumento insuficiente que «no es, 
ni puede ser, el único modo de impugnar el valor probatorio legal del documento público». Ello, 
por cuanto bastaría con la muerte, por ejemplo, del federatario o una incapacidad que diera lugar a 
una suspensión indefinida del proceso penal para que el valor probatorio legal del documento no 
pudiera ser excluido. Por esta razón, no estableciendo la ley un procedimiento específico, concluye 
que, salvo que proceda la aplicación del art. 40.4 y 5 LECiv y aun en este caso, cuando el proceso 
penal termine sin un pronunciamiento de condena, pero que no niegue la divergencia objetiva entre 
lo documentado y lo acontecido, el modo de impugnación habrá de consistir en alegar y probar 
dicha divergencia mediante cualquier medio de prueba admisible. Cfr. ORTELLS RAMOS, 
MANUEL, Ídem, p. 1939-1940. 
309 Dentro de dichas pretensiones o defensas, para la doctrina es factible que el actor 
introduzca una cuestión prejudicial junto con su demanda, lo que ocurrirá por ejemplo, cuando 
solicita una «declaración de una servidumbre presuponiendo que el actor es propietario de la finca 
afectada pero sin pedir un pronunciamiento explícito sobre este extremo. El problema de la 
propiedad se erige en este caso como cuestión prejudicial en la medida en que no integra las 
cuestión principal del litigio y es un tema susceptible de ser resuelto en otro proceso con efecto de 
cosa juzgada». En el caso del demandado, a través de una cuestión prejudicial, éste puede 
controvertir o matizar la concurrencia de «los hechos constitutivos esgrimidos por el actor o (...) 
desvirtuar la eficacia de medios de prueba que se relacionen con ellos». Cfr. REYNAL QUEROL, 
NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 69-70. Asimismo, puede oponer 
excepciones materiales relativas a la misma situación o relación jurídica alegada por el actor o a 
una distinta, pero de naturaleza homogénea, por ejemplo la nulidad del negocio o compensación. 
También, su oposición puede traducirse en la proposición de cuestiones prejudiciales que, en 
principio, deban ser resueltas por otro órgano perteneciente a un distinto orden jurisdiccional. Cfr. 
DE PADURA BALLESTEROS, MARÍA TERESA, Fundamentación de la sentencia, preclusión y 
cosa juzgada, ob. cit., pp. 139 a 142. 
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consideración de los hechos relevantes del proceso civil a efectos de 
determinar la procedencia de la suspensión del proceso penal310. 
Con todo, y particularmente en lo que respecta a las excepciones 
materiales del demandado, parte de la doctrina entiende, sin embargo, que la 
cuestión prejudicial suscitada por el éste si bien constituye una defensa frente a 
la tutela solicitada por el actor, no constituye, o al menos no siempre, una 
excepción material. En el caso de la prejudicialidad, su principal finalidad, 
antes que a hacer valer hechos extintivos, impeditivos o excluyentes, es que se 
preordena a controvertir los hechos constitutivos esgrimidos por el actor como 
fundamento de su pretensión, o a desvirtuar la eficacia de determinados 
medios de prueba.  
De esta forma, la cuestión prejudicial no engrosa necesariamente la 
base fáctica del proceso, sino que la controvierte, si bien no puede excluirse 
radicalmente la posibilidad de que la cuestión se conecte con la alegación por 
parte del demandado de hechos impeditivos o extintivos311. 
Finalmente, para la doctrina, distinta es la situación en lo que respecta 
al proceso penal.  
En razón de los principios que lo rigen y la indisponibilidad de su 
objeto, se entiende que lo que es «antecedente lógico-jurídico de la declaración 
sobre la infracción criminal o de la medida de la responsabilidad, no puede 
constituir, en modo alguno, una excepción en el sentido del derecho privado, o 
sea, un derecho potestativo del inculpado frente a la acción que contra él se 
ejercita»312. 
                                               
310 Este es el sentido del supuesto de prejudicialidad penal contemplado en el art. 40.2 
LECiv. Tal como pone de manifiesto la doctrina, dicho precepto exige una constatación por parte 
del tribunal civil, consistente en que sean «objeto de proceso penal hechos relevantes en el proceso 
civil a título de constitutivos de la pretensión o de impeditivos, extintivos o excluyentes, es decir, 
de fundamento de las defensas del demandado». Luego, como segunda cuestión, deberá apreciar la 
influencia decisiva de la decisión penal en la resolución de la cuestión civil. Cfr. ORTELLS 
RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV.), ob. cit., p. 639. 
311 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal 
español, ob. cit., pp. 15 y 16. 
312 Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, t. I, ob. cit., p. 204. De lo anterior se sigue, en opinión de Senés, que la cuestión 
prejudicial puede ser planteada tanto a instancias del procesado como de oficio, por el órgano 
jurisdiccional, y su prueba, en tanto no rige la noción de carga de la prueba en el sentido civil, no 
es, en consecuencia, carga exclusiva del acusado. Finalmente, la materia prejudicial pasa a 
engrosar el ámbito de aplicación del principio in dubio pro reo, de manera tal, que frente a la duda, 
el tribunal debe resolver en su favor. Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, ob. cit., p. 14. 
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c) Identificación e influencia del nexo de prejudicialidad. 
Siendo indudable la estrecha relación que existe entre la prejudicialidad 
y las pretensiones y defensas de las partes, particularmente frente a la vigencia 
del principio dispositivo y de aportación de parte que rige en el proceso civil, a 
nuestro juicio, más que intentar establecer una distinción o diferenciación entre 
las mismas la cuestión pasa por determinar la forma como el vínculo o nexo de 
prejudicialidad se concreta o manifiesta respecto de los elementos que 
configuran el objeto del proceso. 
Como se ha visto, dando un paso más en la configuración de la 
prejudicialidad sustantiva y la forma cómo ésta integra y afecta la 
conformación del objeto del proceso, para la doctrina, siguiendo la distinción 
formulada por SATTA entre prejudicialidad lógica y técnica313 antes vista, el 
punto de partida pasa por la esencial consideración del nexo de prejudicialidad 
como la alegación o presencia durante el curso del proceso, de una materia o 
relación jurídica que se encuentra en relación de subordinación o dependencia 
con la relación jurídica que se discute como objeto principal del pleito. 
En el plano procesal, este nexo de dependencia es lo que se traduce en 
el proceso como un antecedente lógico-jurídico cuya decisión previa interesa 
al juez en tanto sin ella no podrá arribar a la sentencia definitiva que resuelva 
sobre el fondo del asunto. 
Desde la perspectiva del objeto del proceso, este nexo de dependencia 
puede manifestarse de dos formas. Por un lado —en lo que SATTA denomina 
como prejudicialidad lógica— dicho nexo puede estar referido en forma 
exclusiva a la propia relación jurídica que se discute como objeto principal del 
pleito, versando o coincidiendo con los hechos en los que el actor funda su 
pretensión y hace derivar el derecho alegado en juicio314. 
                                               
313 Cfr. SATTA, SALVATORE, Manual de Derecho procesal civil, v. I, ob. cit., pp. 44-46. 
También en «accertamento incidentale», ob. cit., pp. 243-246; «Accertamenti incidentali e principi 
generali del diritto», ob. cit., pp. 29 y ss. y en «Nuove riflessioni in tema di accertamenti 
incidentali», ob. cit., pp. 64 y ss. Esta distinción es seguida en Italia principalmente por 
MENCHINI, SERGIO, I limiti oggettivi del giudicato civile, ob. cit., ob. cit., p. 140 y ss. y PROTO 
PISANI, ANDREA, Lezioni di Diritto processuale civile, ob. cit., pp. 353 y ss. 
314 Cfr. SATTA, SALVATORE, Manual de Derecho procesal civil, v. I, ob. cit., p. 45. Para 
este autor, existen cuestiones que el juez debe «por su naturaleza o por su relación con la cuestión 
principal, conocer con eficacia de cosa juzgada, o que quedan precluidas del juicio como 
consecuencia del pronunciamiento del juez». Si bien estas cuestiones se encuentran vinculadas 
desde un punto de vista lógico a la cuestión principal, no son cuestiones prejudiciales en sentido 
estricto porque «están sin duda comprendidas en el objeto del juicio» y, en términos generales, 
ellas «atañen siempre al hecho constitutivo del derecho que se hace valer». En definitiva, estas 
cuestiones se deducen siempre en «relación a la determinada pretensión que se hace valer». 
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Dicho de otro modo, en estos casos, el nexo de prejudicialidad coincide 
o forma parte de la causa de pedir en la que el actor fundamenta su petitum, 
constituyendo un antecedente lógico que el juez debe resolver en forma previa 
a efectos de pronunciarse sobre la tutela solicitada. Desde esta perspectiva, 
para la doctrina la prejudicialidad lógica se manifiesta siempre en el ámbito 
interno de la relación jurídica estando en estrecha relación con el tema del 
límite objetivo de lo juzgado315. 
Siguiendo este criterio, cuestión prejudicial en un sentido lógico es, por 
ejemplo, la relativa a la existencia o validez de un contrato cuyo cumplimiento 
se pide; o cuando se reclama el pago de un alquiler y se cuestiona la existencia 
del arrendamiento; o cuando en una demanda de alimentos hecha valer por o 
contra el hijo se cuestiona el estado o status de hijo316.  
Por otro lado— lo que para SATTA constituye la denominada 
prejudicialidad técnica— el nexo de dependencia puede versar o viene referido 
a una relación o situación jurídica diversa e independiente del hecho 
constitutivo hecho valer en juicio, pero que sin embargo, se presenta como 
presupuesto lógico-jurídico de aquel. En este caso, la cuestión prejudicial no 
forma parte o no afecta la causa de pedir de la pretensión pero tiene la aptitud 
de excluir la consecuencia jurídica perseguida por el actor.  
Tal es el caso, por ejemplo, cuando demandado un deudor por el 
heredero del acreedor, se cuestiona o discuta la calidad de heredero317 y en 
general, todas aquellas hipótesis en que un derecho o relación jurídica actúa 
como elemento o hecho constitutivo, modificativo, impeditivo o extintivo de 
una cuestión de la que se deriva, como efecto jurídico, un diverso derecho o 
relación318. 
Conforme a esta distinción, el nexo lógico-jurídico entre la materia 
prejudicial y la relación jurídica principal que se discute en el proceso se 
manifiesta o concreta con referencia a los hechos jurídicamente relevantes en 
que se funda y delimita el petitum, esto es, la causa de pedir, así como también, 
                                               
315 Cfr. PROTO PISANI, ANDREA, ob. cit., pp. 353 y 354. A su juicio, en este caso más 
que una situación de conexión entre relaciones existe una relación de continencia.  
316 Cfr. SATTA, SALVATORE, v. I, ob. cit., p. 45. 
317 Ídem, pp. 44-46. 
318 Cfr. PROTO PISANI, ANDREA, ob. cit., pp. 354 y 355. Para este autor, en estos casos 
el nexo de prejudicialidad-dependencia transcurre entre relaciones jurídicas diversas, donde la 
existencia de una depende de la existencia o inexistencia de la otra, dando siempre lugar a un 
fenómeno de conexión entre objetos procesales. Es en este sentido, en su opinión, que se dice que 
una relación jurídica es prejudicial respecto de otra y que ésta última es dependiente de la primera, 
pudiendo hablarse de relación condicionante y relación condicionada. 
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respecto de los hechos constitutivos de la misma y de cuya alegación y prueba 
depende la estimación o denegación de la tutela solicitada. 
De este modo, y a efectos de determinar la influencia de la materia 
prejudicial en el objeto del proceso, el elemento esencial al que habrá que 
atender será, por un lado, y según la naturaleza o tipo de tutela solicitada, los 
hechos relevantes que integran la causa de pedir, delimitando o configurando 
la pretensión alegada. Pero principalmente, y atendido que por definición la 
materia prejudicial condiciona el sentido de la sentencia de fondo, habrá que 
atender, del mismo modo, a los hechos constitutivos de la pretensión y los 
hechos impeditivos, modificativos o extintivos que alegue el demandado en su 
defensa como fundamento de la absolución. 
En lo que respecta al elemento subjetivo del proceso, sólo destacar que, 
de la misma forma que éste sirve para identificar el objeto del proceso sólo con 
relación a las personas que afecta lo decido en el mismo319, en materia de 
prejudicialidad la identidad o diversidad de los sujetos que intervienen en el 
proceso principal con los posibles titulares de la relación prejudicial que se 
hace valer en el proceso, es irrelevante para identificar o determinar la 
existencia de prejudicialidad propiamente tal.  
En lo concerniente a la extensión de sus efectos y las personas a las que 
puede afectar su decisión, el límite subjetivo de la identidad de partes tendrá 
aplicación en materia de prejudicialidad cuando viene impuesto por algunos de 
los mecanismos que permiten darle tratamiento, como ocurre cuando lo que se 
quiere es hacer valer el efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada, o 
algunos de los instrumentos que permiten anticipar dicha eficacia como son la 
acumulación del procesos y la suspensión. Con todo, según se ha visto (supra, 
Parte I, Cap. 2º, I. 7), la eficacia y repercusión prejudicial de la sentencia que 
decide un asunto que se suscita como prejudicial en otro proceso, es algo que 
va más allá de los límites de la cosa juzgada, entrando en juego aquí la 
consideración de la sentencia como hecho jurídico y sus posible eficacia 
indirecta, refleja o colateral. 
Esta consideración del nexo de prejudicialidad hace necesaria su 
distinción, finalmente, con otro tipo de vínculos o nexos entre materias 
sustantivas, que si bien presentan similitudes, a nuestro juicio no constituyen 
supuestos de prejudicialidad en el sentido que venimos entendiendo, como 
ocurre con los supuestos de conexión por accesoriedad.  
                                               
319 Cfr. BERZOSA FRANCOS, MARÍA, Demanda, «causa petendi» y cosa juzgada, ob. 
cit., pp. 28 y 164. 
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En el nexo de accesoriedad, tal como señala la doctrina, se trata de 
pretensiones que no obstante ser autónomas, una de ellas (la accesoria) se 
encuentra subordinada o vinculada por el título de la otra (principal). Es decir, 
su título o fundamento está en la pretensión que constituye el objeto de la 
demanda principal, de manera tal que su decisión depende de la decisión de la 
principal320. 
Así, existe relación de accesoriedad, por ejemplo, entre aquellas 
pretensiones en virtud de las cuales se solicita el cumplimiento de la 
obligación principal más los intereses, o bien la entrega de una cosa y los 
frutos producidos y percibidos321. En este último caso, tratándose de la 
reivindicación de un bien raíz, sería también accesoria la solicitud de que se 
declare la posterior nulidad y subsiguiente cancelación de la inscripción del 
inmueble en el Registro de la Propiedad322.  
En una categoría particular de conexión por accesoriedad, se 
encuentran, asimismo, las denominadas obligaciones de garantía. Tal es el 
caso, por ejemplo, de las demandas que se presentan contra el deudor principal 
y su fiador simple, donde la obligación del fiador es accesoria respecto de la 
del deudor y por tanto, deberá ser admitida siempre que lo haya sido la 
principal323. 
Conforme a lo anterior, la accesoriedad supone una categoría de 
conexión suficiente para justificar, por ejemplo, la acumulación de 
pretensiones, entre las que existe un vínculo de dependencia o subordinación. 
                                               
320 Sobre la materia, cfr. LIEBMAN, ENRICO TULIO, Tratado de Derecho procesal Civil, 
ob. cit., p. 145. Para SATTA, la accesoriedad supone la existencia de «una relación de carácter 
sustancial, por la cual la pretensión que constituye el objeto de la demanda accesoria, aún siendo 
autónoma tiene su título en la pretensión que constituye el objeto de la demanda principal, de cuyo 
acogimiento depende». Cfr. SATTA, SALVATORE, Manual de derecho procesal civil, ob. cit., p. 
40. 
321 Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., p. 
265 y DE PADURA BALLESTEROS, MARÍA TERESA, Omisión de pronunciamiento y 
desestimación tácita, ob. cit., p. 234. En Italia, de acuerdo a lo establecido en el art. 10 con 
relación al art. 31 del Códice di Procedura Civile, son ejemplos de cause accesorie o accesoriedad, 
los intereses, las costas y los daños, pudiendo proponerse la acción accesoria ante el juez 
territorialmente competente para la causa principal. En opinión de SATTA, la demanda de 
restitución de una cosa por anulación, resolución, rescisión de contrato, etc., más que accesoria 
sería de carácter consecuencial. Cfr. SATTA, SALVATORE, ob. cit., p. 40. 
322 Cfr. MONTERO AROCA, JUAN, El nuevo proceso civil (con AA.VV), ob. cit., p. 235. 
323 La doctrina italiana habla en este caso de «conexión por garantía», entendiendo que es 
aquella que «tiene su fundamento en una obligación legal o contractual relativa a la acción 
propuesta contra el garantido». Aparte de la fianza, tal es el caso de la garantía por evicción, la del 
coobligado solidario, la del contratista hacia el subcontratista. Cfr. SATTA, SALVATORE, ob. cit., 
p. 41. En el mismo sentido cfr. LIEBMAN, ENRICO TULIO, Tratado de Derecho procesal Civil, ob. 
cit., p. 145 y 146. 
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Con todo, este tipo de conexión difiere en algunos puntos esenciales con la 
conexión por prejudicialidad, diferencias que, sin ánimo de establecer de 
manera definitiva, estimamos necesario destacar. 
Así, como primera cuestión, la doctrina destaca que, normalmente, este 
tipo de pretensiones dicen relación con elementos que vienen a completar el 
contenido de la relación obligacional o que tienen por objeto estimular su 
cumplimiento, tratándose, en cualquier caso de elementos que «complementan, 
modalizan y cualifican la prestación debida»324 o bien con declaraciones 
consecuenciales o derivadas de la estimación de la pretensión principal 
deducida en el pleito325. 
Se trata, en otros términos, de cuestiones que si bien tienen autonomía, 
existen, nacen y se extinguen en función de otra principal. La relación entre 
ellas es siempre en una sola dirección de manera tal que, siguiendo el conocido 
aforismo, lo accesorio seguirá siempre la suerte de lo principal, y nunca al 
revés.  
A diferencia de lo que ocurre en la prejudicialidad, la accesoriedad 
supone, de este modo, la existencia de pretensiones autónomas pero de carácter 
secundario, que vienen a complementar la pretensión que es objeto principal 
del pleito, sin alterar sustancialmente su objeto326. 
                                               
324 Con la bibliografía citada, cfr. VATTIER FUENZALIDA, CARLOS, «Contribución al 
estudio de las obligaciones accesorias», en Revista de Derecho Privado, 1980, enero-diciembre, p. 
34 y 38-39. Se refiere a este autor a las denominadas obligaciones accesorias, entendiendo por tal 
aquella que presupone «otra principal, de la que depende y en función de la que se justifica, 
tendiendo a asegurarla o a completar sus efectos». Sostiene este autor que las obligaciones 
accesorias suponen una pluralidad de prestaciones entre las que existe una relación vertical y 
jerarquizada de subordinación y dependencia respecto de la principal. Con todo, tal como se 
encarga de precisar, la accesoriedad no es una cuestión que deba ser calificada a priori, lo que 
quiere decir que «es porque algo sigue la suerte de otra cosa que ese algo es accesorio y no porque 
esto sea accesorio que deba seguir la suerte de lo principal». 
325 En esta línea, en materia de nulidad y rescisión de contratos, cfr. STS (Sala Primera) 
de 3 de octubre de 2002 donde el TS resuelve sobre una acción de reclamación de cantidades 
adeudadas con base a la cual, partiendo de dicho elemento común de conexión, se solicita tanto el 
pago de esas cantidades como la ineficacia de las transmisiones patrimoniales hechas en perjuicio 
de la demandante. 
326 En este sentido, para la doctrina se trata de «pretensiones de carácter accesorio e 
instrumental, que se hacen como complemento y en función de la pretensión ya ejercitada», sin 
modificar el objeto del proceso. Cfr. BERZOSA FRANCOS, MARÍA, Demanda, «causa petendi» y 
cosa juzgada, ob. cit., pp. 109 y 110. De allí que, precisamente por no constituir una alteración o 
modificación sustancial de las pretensiones de las partes, ni de sus fundamentos, en el 
ordenamiento español se ha entendido que algunas de estas cuestiones pueden ser planteadas por 
las partes en la audiencia previa al juicio oral, dentro de las denominadas alegaciones 
complementarias y/o aclaratorias, en conformidad a lo establecido en el art. 426.3 LECiv, las que 
requerirán con todo de la previa aceptación por la parte contraria. En este sentido, cfr. ORTELLS 
RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., p. 334. Para este autor, el art. 
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Por otro lado, tal como señala CHIOVENDA, en la conexión por 
accesoriedad existe dependencia lógica entre las pretensiones, pero no 
sucesión cronológica327. De este modo, y a diferencia de la prejudicialidad, 
particularmente cuando se hace valer a través de una acumulación sucesiva de 
pretensiones antes vista, en la accesoriedad las acciones existen 
simultáneamente al momento de interponer la demanda, pudiendo las partes 
deducirlas conjuntamente de forma acumulada, o bien con posterioridad a la 
sentencia que resuelve sobre el objeto principal del pleito328. 
Vemos así, que en la conexión por accesoriedad existe un estrecho 
vínculo entre las pretensiones, las que compartirán unos mismos hechos en 
virtud de los cuales se funda la relación que les ha dado origen. Así por 
ejemplo, el contenido de la obligación de garantía que tiene el fiador, es el 
                                                                                                                                
426.3 LECiv comprende las hipótesis de extensión o ampliación de las pretensiones por vía de 
«conexión o deducción», citando como ejemplos la petición de nulidad del asiento registral a que 
hubiera dado lugar la trasmisión cuya nulidad se ha pedido en la demanda; o la petición de 
especificar los bienes con carácter común cuando se ha pedido en la demanda la división de todos 
los bienes comunes entre las partes. Sobre la materia, cfr. asimismo, HURTADO YELO, JUAN 
JOSÉ, «Las alegaciones complementarias del artículo 426.1 LECiv, límites y objeto», en Aranzadi 
Civil, 2008, pp. 15-29.  
En lo que respecta a la jurisprudencia, en esta línea, cfr. SAP de Valencia (Sección 
Octava) de 18 de diciembre de 2006, FJ 2º, ponente Vives Reus, Enrique Emilio (JUR 
234937/2006); SAP de A Coruña (Sección Quinta) de 22 de marzo de 2007, FJ 2º, ponente 
Tasende Calvo, Julio (JUR 290647/2007) y SAP de Cádiz (Sección Quinta) de 20 de febrero de 
2007, FJ 4º, ponente Sanabria Parejo, Ángel (JUR 17 4951). 
Entendemos que queda excluida de estas posibles hipótesis de alegaciones o peticiones 
accesorias o complementarias la fianza, toda vez que se trataría en este caso de traer al proceso a 
un tercero ajeno al juicio, que no fue demandado inicialmente, en virtud de una obligación que, si 
bien conexa, es completamente diversa a la que se debate en el juicio, constituyendo por tanto, a 
nuestro juicio, la adición de una pretensión distinta que viene a alterar el objeto del proceso en el 
que se plantea. En este sentido cfr. CORDÓN MORENO, FAUSTINO, «Aspectos procesales de la 
fianza», en Constitución, derecho y proceso. Estudios en memoria de los profesores Vicente Herce 
Quemada y Ángel Duque Barraguéz, Zaragoza, Institución Fernando el Católico, 1983, pp. 363 y 
ss. 
327 Cfr. CHIOVENDA, GIUSEPPE, Principios de Derecho procesal civil, t. II, ob. cit., pp. 
699 y 700. A juicio de este autor, en algunos casos la acumulación sucesiva o condicional es solo 
aparente, «como cuando con la acción de mera declaración positiva o negativa se acumula la 
acción relativa a la relación declarada (ejemplo: acción de simulación de una enajenación y acción 
para restitución de la cosa enajenada». Análogamente «no es sucesiva la acumulación de la acción 
principal y accesoria (…). Puesto que en estos casos la segunda acción existe simultáneamente a la 
primera». 
328 Tal como señala la doctrina a propósito, por ejemplo, de la fianza, la obligación del 
fiador existe desde que se perfecciona en contrato de fianza y «está sometida a sus propias 
vicisitudes, aunque en todo momento, como obligación accesoria que se acomodada a la situación 
en que se encuentre la obligación principal». Lo que ocurre en estos casos, es que la exigibilidad 
de la obligación del fiador, esto es, el hecho constitutivo de la pretensión, depende de que la 
obligación haya sido incumplida por el deudor principal. En otros términos, el incumplimiento de 
la obligación no es el presupuesto de existencia de la obligación del fiador sino el hecho del cual 
depende su exigibilidad. Cfr. CORDÓN MORENO, FAUSTINO, «Aspectos procesales de la 
fianza», ob. cit., p. 371 y 372. 
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mismo que el de la obligación garantizada. Lo mismo puede decirse respecto 
de la obligación de restituir los frutos percibidos, o la de pagar intereses 
moratorios.  
Con todo, tal como señala la doctrina esta relación de subordinación no 
supone necesariamente condicionamiento. En otros términos, si bien se trata de 
pretensiones subordinadas desde un punto de vista sustantivo en tanto nacen y 
se extinguen conjuntamente con la obligación principal a la que acceden, la 
relación entre dichas pretensiones puede ser o no de condicionamiento, lo que 
dependerá, en definitiva, de los términos en que resulte planteado el debate 
entre las partes y por tanto, el deber de congruencia variará según los casos329. 
De esta forma, para que pueda existir pronunciamiento respecto de la 
pretensión accesoria, es necesario o bien que no se discuta la existencia y 
validez de la obligación principal (caso en el cual no hay condicionamiento 
alguno) o bien que ésta haya sido declarada. Con todo, establecida la 
existencia de la cuestión principal como presupuesto de la accesoria, el 
contenido de la sentencia que decida sobre ella no se encuentra condicionado 
en manera alguna por lo resuelto respecto de la obligación principal, de manera 
tal que, aun siendo estimada la pretensión principal, es posible que sea 
rechazada la accesoria330. 
Sentado lo anterior e identificada en los términos antes descritos la 
forma como el nexo de prejudicialidad se manifiesta en el proceso, no 
podemos dejar de considerar, con todo, las dificultades que pueden plantearse 
en torno a lo que se debe tener en cuenta para la determinación o configuración 
del petitum y el fundamento de la misma, particularmente cuando se trata de la 
prejudicialidad civil en el proceso civil, teniendo presente, además, la norma 
de preclusión contenida en el art. 400 LECiv 2000: 
                                               
329 Cfr. DE PADURA BALLESTEROS, MARÍA TERESA, Fundamentación de la 
sentencia, preclusión y cosa juzgada, ob. cit., pp. 109-112 y en  Omisión de pronunciamiento y 
desestimación tácita, ob. cit., pp. 234-237. Así, sostiene esta autora, que si, frente a una petición 
de intereses moratorios, el demandado se defiende alegando la nulidad del contrato principal y se 
estima esa excepción, por la propia naturaleza de las cosas, no pueden devengarse intereses, no 
siendo necesario que el tribunal se pronuncie expresa ni tácitamente sobre la petición (absorción). 
Por el contrario, cuando el demandado se limita a defenderse alegando el pago del precio, no hay 
condicionamiento alguno y el tribunal deberá pronunciarse respecto de la petición de intereses y de 
no hacerlo incurriría en incongruencia por omisión. 
330 Cfr. CORDÓN MORENO, FAUSTINO, «Aspectos procesales de la fianza», ob. cit., p. 
379. 
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1. Tomando el ejemplo que señala DE PADURA331, de una pretensión de 
condena fundada en un derecho absoluto, como la acción reivindicatoria en la 
que se pide la restitución del bien X o el ejemplo que señala REYNAL332 de 
una pretensión mero declarativa de un derecho de servidumbre sobre el predio 
X, resulta claro, en ambos casos, que las pretensiones se encuentran 
plenamente identificadas: la entrega del bien X fundada en el derecho de 
dominio, por un lado, y la declaración de un derecho real de servidumbre del 
predio sirviente A a favor del predio dominante B, por otro, cualquiera sea el 
hecho constitutivo que ha dado nacimiento al derecho. 
El presupuesto de hecho básico de la norma de la norma civil, en ambos 
casos, es que tanto quien reivindica como quien solicita la declaración del 
derecho de servidumbre sean dueños del bien reivindicado y del predio 
dominante, respectivamente. Por tanto, si no quieren ver desestimada su 
pretensión, deberán probar su calidad de dueño, alegando los hechos 
constitutivos que han dado nacimiento al derecho en que se fundan sus 
pretensiones.  
Lo mismo ocurre, en el ejemplo señalado por DE LA OLIVA333 de una 
petición de condena al pago del precio de una compraventa. Identificada la 
pretensión de condena a pagar la suma X por la compraventa celebrada el día 
Z, el actor deberá alegar y probar asimismo, como hecho constitutivo de la 
pretensión, los hechos que han dado nacimiento a la obligación, es decir la 
existencia del contrato de compraventa. 
2. En los ejemplos antes señalados, si desde el inicio del proceso la 
cuestión de la titularidad del bien o la existencia del contrato ha sido 
incorporada en el petitum por el actor o solicitada en forma expresa la 
declaración de dominio o de existencia del contrato, la cuestión entra dentro 
del objeto del proceso, debiendo ser resuelta por el juez con efecto de cosa 
juzgada como objeto principal del pleito.  
En este caso, a nuestro juicio hay prejudicialidad en tanto la cuestión 
condiciona el sentido de la sentencia que se dicte sobre el fondo, pero la 
cuestión ha sido resuelta desde el inicio del proceso mediante la acumulación 
inicial-sucesiva de pretensiones. 
                                               
331 Cfr. DE PADURA BALLESTEROS, MARÍA TERESA, Fundamentación de la 
sentencia, preclusión y cosa juzgada, ob. cit., p. 106. 
332 Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 
49 y 260. 
333 Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS Y DIEZ-PICAZO GIMÉNEZ, IGNACIO, 
Derecho Procesal Civil. El proceso de declaración, ob. cit., p. 506. 
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El problema se presentará, cuando el actor, por ejemplo, dando por 
supuesta la propiedad o la existencia del contrato, no la alega expresamente y 
luego es cuestionada por el demandado en la contestación de la demanda o 
bien, que desde el inicio, ninguna de las partes haya puesto en cuestión la 
titularidad del bien o el contrato. En ambos casos, no formando parte del 
petitum expreso, la calidad de dueño de la cosa o del predio sirviente y la 
existencia del contrato, respectivamente, quedan fuera por tanto del objeto 
principal del pleito, y por tanto, su conocimiento se efectuará incidenter 
tantum. 
La doctrina, se divide en cuanto a la actitud que debiera asumir el juez 
en este caso, e incluso respecto de los efectos de la eventual resolución sobre la 
cuestión. 
Sobre el punto, inicialmente, DE LA OLIVA sostenía que, solicitado en 
un juicio el pago del precio de una compraventa, para dictar sentencia 
condenatoria sobre esa reclamación se parte de la base o se da por sentado que 
el contrato existe o es válido, salvo que el actor lo pida expresamente o el 
demandado lo cuestione. Con todo, no habría cosa juzgada sobre dichos 
puntos, por mucho que se trate de un antecedente de la existencia de un 
derecho y de una acción del vendedor, porque la validez o nulidad del contrato 
no se habrían cuestionado en el proceso y, consiguientemente, no se habría 
debatido ni resuelto o juzgado al respecto. De este modo, sólo pasa en 
autoridad de cosa juzgada la parte de la sentencia que sin más condene a pagar 
el precio334.  
Posteriormente, rectificando su opinión, este autor sostiene que el juez 
puede y debe pronunciarse sobre todos los antecedentes lógicos necesarios 
para el fallo, aunque no haya alegación expresa de las partes y dicho 
pronunciamiento no es incidenter tantum sino que pasa en autoridad de cosa 
juzgada. Si la validez o existencia del derecho se da por sentada, es porque 
voluntariamente, el litigante a quien perjudica el negocio no ha hecho cuestión 
sobre el mismo335. 
                                               
334 Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, Sobre la cosa juzgada (civil, contencioso-
administrativa y penal, con examen de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional), ob. cit., p. 
59. 
335 Textualmente sostiene el autor que «resulta incuestionable, sin embargo, que la 
condena o absolución requieren establecer jurisdiccionalmente si existe y es válida y eficaz, o no, 
una determinada relación jurídica; si se llevó a cabo, con los requisitos exigidos para su validez y 
eficacia, un negocio jurídico; si alguien es titular o no, de un derecho, etc. Y para establecer todo 
eso —imprescindible, básico o fundamental para la decisión— muchas veces se juzga, no 
incidenter tantum (incidentalmente) ni a los solos efectos prejudiciales, sino de forma directa, 
tomando la materia u objeto de ese juicio como elemento inmediatamente causal de la decisión, 
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En contra  lo anterior, a propósito del examen del deber de congruencia 
de la sentencia, para DE PADURA, cuando se dice que un pronunciamiento es 
absolutamente necesario, es porque normalmente dice relación con los hechos 
constitutivos de las pretensiones y por tanto forman parte de la causa petendi. 
De allí que haya que distinguir, previamente entre las cuestiones que dicen 
relación con la existencia de la relación, de aquellas que dicen relación con su 
validez o eficacia, que normalmente son cuestiones que corresponde alegar al 
demandado. 
En lo que respecta a la existencia del derecho o relación, si la parte 
actora no ha alegado dichos hechos el juez no podrá pronunciarse sobre los 
mismos ni siquiera a los solos efectos prejudiciales, sino que lo que procederá 
es desestimar la demanda por falta de alegación y prueba de la causa petendi.  
Así, tomando como ejemplo el primero de los señalados, relativo a la 
restitución de un bien mediante acción reivindicatoria, a su juicio no es 
efectivo que toda acción de condena entrañe implícitamente el ejercicio de otra 
mero declarativa de dominio. Lo que ocurre en este caso, es que si el actor pide 
la restitución del inmueble, lo hace porque y antes que todo, afirma que es 
dueño del mismo. La titularidad de la propiedad, de este modo, forma parte de 
la causa petendi expresa, es decir, forma parte del fundamento de su 
pretensión y por tanto, tiene la carga de alegarla y probarla si no quiere ver 
desestimada la tutela solicitada. En otros términos, la propiedad forma parte 
del supuesto de hecho de la norma en que el actor basa su pretensión. Si no 
alega y prueba que es dueño, el juez deberá desestimar la pretensión de entrega 
del inmueble reclamado336. 
Lo mismo ocurre cuando se trata de la condena al pago del precio de 
una compraventa. Al efecto, se pregunta la autora si de verdad es posible que 
el órgano jurisdiccional pueda condenar al demandado sin que el actor haya 
alegado la existencia de la obligación. A su juicio, ello no es posible porque 
para que el juez pueda aplicar la norma que invoca el demandante es 
absolutamente imprescindible que éste alegue y pruebe su supuesto de hecho. 
                                                                                                                                
del fallo y tras la correspondiente controversia de las partes sobre esos puntos. Y, en segundo 
lugar, siempre habrá sido posible la contradicción entre las partes. Si la validez de la compraventa 
o de cualquier contrato (por volver sobre los anteriores ejemplo) se da por sentada será porque, 
voluntariamente, el litigante a quien perjudica el negocio no ha hecho cuestión de su validez o 
eficacia». Sostener lo contrario, a juicio de este autor, «vendría a propugnar la exclusión de la cosa 
juzgada de cualesquiera elementos no controvertidos en un proceso, aunque constituyesen 
fundamentos de la sentencia». Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS Y DIEZ-PICAZO 
GIMÉNEZ, IGNACIO, Derecho Procesal Civil. El proceso de declaración, ob. cit., p. 506. 
336 Cfr. DE PADURA BALLESTEROS, MARÍA TERESA, Fundamentación de la 
sentencia, preclusión y cosa juzgada, ob. cit., p. 105-106. 
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En definitiva, que la existencia de la obligación sea un antecedente lógico 
necesario para decidir la cuestión principal no significa, en su opinión, que el 
juez pueda o deba pronunciarse incidenter tantum sobre dicha existencia, 
aunque el actor no la haya alegado. Lo que significa, termina concluyendo «es 
que el actor debe apoyar su petitum en la causa petendi, so pena de encontrarse 
con una sentencia desestimatoria»337. 
La situación anterior no varía, a su juicio, cuando a falta de alegación 
expresa del actor, es el demandado el que cuestiona la existencia del derecho o 
la obligación. Obviamente, el demandado puede negar y probar los hechos 
constitutivos alegados por el actor, pero mientras esta alegación no tenga lugar, 
el demandado no tiene interés alguno en negar nada, precisamente, porque la 
carga de alegación y prueba de los hechos constitutivos corresponde al actor. 
De este modo, la sentencia seguirá siendo desestimatoria. Por el contrario, si el 
actor alega y prueba los hechos constitutivos habrá «una alegación, un juicio y 
un pronunciamiento —directo y causal del fallo— que, aunque sito en la 
fundamentación de la sentencia, pasa en autoridad de cosa juzgada»338. 
3. Siguiendo la línea argumental antes señalada, lo mismo ocurriría con el 
ejemplo tomado por REYNAL339 del proceso civil en el cual se solicita la 
declaración de una servidumbre, en el cual, dando por supuesto el actor su 
derecho de propiedad, el demandado cuestiona su adquisición por usucapión.  
Y agrega esta autora un segundo proceso en el cual, al mismo tiempo, 
se discute la declaración de propiedad pero fundada en la existencia de una 
compraventa. 
De haber sido solicitada la declaración de dominio en el petitum, lo que 
procedería es la alegación de litispendencia excluyendo el segundo proceso por 
coincidencia en la causa de pedir. En este caso, sin embargo, siendo evidente 
la trascendencia que la titularidad del bien ejerce sobre la cuestión principal, 
ésta no ha quedado comprendida ni dentro del petitum, como cuestión 
principal, ni de la causa petendi, ni como alegación expresa de los hechos 
constitutivos en que el actor funda su pretensión. 
En nuestro concepto, y dejando de lado por un momento el debate 
acerca de los efectos que debe tener la decisión de la materia prejudicial, 
siguiendo lo señalado por DE PADURA, en este caso consideramos que no es 
                                               
337 Cfr. DE PADURA BALLESTEROS, MARÍA TERESA, ob. cit., pp. 123-130. 
338 Ídem, pp. 126-128. 
339 Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., p. 
260. 
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necesario, cuestión que ocurre con frecuencia en la práctica en tanto la 
acumulación inicial es esencialmente voluntaria, que el actor siempre 
introduzca una pretensión mero declarativa de dominio o de existencia de la 
obligación.  
Pero a lo menos, lo que sí debe hacer es afirmar su derecho de 
propiedad en el que funda la pretensión, probando los hechos constitutivos que 
le dieron nacimiento; de lo contrario, el juez no podrá estimar la pretensión. 
Sólo cuando el actor alegue debidamente dichos hechos, cobrará virtualidad la 
alegación del demandado que cuestione los mismos, caso en el cual la cuestión 
devendrá controvertida dando lugar a una cuestión prejudicial propiamente tal. 
Con lo anterior, y sin intención de terciar en un debate doctrinal de suyo 
complejo, sólo queremos poner de relieve que, en la medida que la materia 
prejudicial, por esencia, es una cuestión que afecta el contenido o sentido de la 
sentencia, en el marco del proceso civil es necesario no sólo que las 
pretensiones estén debidamente identificadas sino también, que los hechos 
constitutivos de las mismas sobre los cuales, precisamente, incide con más 
frecuencia la prejudicialidad, hayan sido debidamente introducidos al debate 
por la parte a quien le incumbe probarlos340. 
C) La conexión entre objetos procesales. Prejudicialidad, acumulación 
de autos y litispendencia. 
Por último, nos referiremos, brevemente, a los problemas que suscita la 
presencia y tratamiento de un nexo de prejudicialidad desde la perspectiva de 
la comparación entre objetos procesales diversos.  
Las dificultades en este ámbito, por un lado, son comunes y no difieren 
mayormente de los problemas propios que conlleva la delimitación del 
                                               
340 Retomando el caso anterior de la servidumbre, en caso que exista un segundo proceso 
en el que se esté cuestionando igualmente la titularidad del bien, pero ahora en razón de una 
compraventa, consideramos que si bien la solución puede pasar por aplicar como criterio 
interpretativo la norma del art. 400 LECiv a efectos de decretar la suspensión del proceso según 
propone REYNAL QUEROL, NÚRIA, ob. cit., pp. 260-262, puede llegarse a la misma conclusión 
de la suspensión del proceso por otra vía. 
Aunque hubiese sido el demando el que ha cuestionado la titularidad del bien, 
entendemos que dicha alegación no puede tener la virtualidad de una cuestión prejudicial porque, 
en definitiva, el demandado no puede negar una calidad que ni siquiera el propio actor se ha 
preocupado de afirmar. En consecuencia, no estando en el debate los hechos constitutivos del actor 
en el primer proceso, lo que debiera proceder es la desestimación de su pretensión y así sería si no 
existiera otro proceso en tramitación. Pero como existe un segundo proceso donde dichos hechos sí 
que están siendo discutidos como objeto de un proceso principal, el juez del primer proceso 
necesita de la decisión que se dicte en el segundo proceso a efectos de conceder o denegar la tutela 
solicitada. De allí, que procederá la suspensión por aplicación directa del art. 43 LECiv, siempre 
que no fuere procedente la acumulación de procesos. 
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contenido singular de cada proceso antes vistas, que permita luego su 
comparación con otros a efectos de determinar si existe pluralidad de objetos 
procesales y conexión entre algunos de sus elementos, permitiendo con ello, 
finalmente, la aplicación de los instrumentos para el tratamiento de la 
prejudicialidad, como son la acumulación de procesos, la suspensión y la 
eficacia positiva de la cosa juzgada. 
Conforme a lo anterior, el examen y procedencia de estos mecanismos 
como instrumentos de coherencia exige, como primera cuestión, la 
determinación del contenido singular de cada proceso, y solamente, una vez 
determinado dicho contenido, procede su comparación con otro objeto 
procesal a los efectos de determinar la existencia de conexión que haga 
procedente su acumulación, suspensión o vinculación341. 
                                               
341 Desde esta perspectiva, se considera que la determinación del contenido preciso del 
proceso es particularmente relevante cuando se trata de su comparación con otro u otros objetos 
procesales a efectos de determinar la existencia de identidad o conexión, y por tanto, la 
procedencia de instituciones tan relevantes como la acumulación, litispendencia, la suspensión o 
cosa juzgada.  Esta función de identificación del proceso es relevante, en consecuencia, en la 
medida que sólo una vez determinado el objeto singular de un proceso, podrá determinarse luego 
si existe pluralidad de objetos y conexión entre algunos de sus elementos. Cfr. ORTELLS 
RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., pp. 244-246. 
Para un sector de la doctrina, la aplicación de estos instrumentos y en particular la 
acumulación de acciones debe hacerse necesariamente desde la perspectiva de la teoría del 
proceso, pues es evidente que «sin la elaboración dogmática de los elementos identificadores del 
objeto del proceso —y por problemática que pueda resultar la delimitación de alguno de ellos, 
como es notoriamente el caso de la causa de pedir—, la acumulación de acciones sería 
indefinible». Cfr. DIEZ-PICAZO GIMÉNEZ, IGNACIO, «La acumulación de acciones en el 
proceso civil», ob. cit., apartado I titulado “Concepto de clases de acumulación de acciones”. 
En materia de acumulación de procesos, cabe destacar, con todo, las innovaciones 
introducidas por la LECiv en esta materia, las que vienen a simplificar el examen de conexión 
entre objetos procesales. Al efecto, conforme a la nueva regulación contenida en el art. 76.2, para 
la doctrina, aún cuando exista un nexo o vínculo causal o por el petitum entre los procesos, la 
acumulación de autos no será procedente siempre sino sólo cuando, de seguirse los procesos 
separadamente, exista el riesgo de contradicción, incompatibilidad o exclusión entre los 
pronunciamientos o fundamentos de las sentencias que se puedan llegar a dictar.  
De este modo, la configuración de los supuestos que venían siendo aplicados por la 
antigua jurisprudencia bajo el denominado concepto de “continencia de la causa” (bajo el cual se 
entendía que el riesgo de división de la continencia de la causa se presentaba cuando existía 
coincidencia entre los sujetos y el petitum o bien entre las causas de pedir, aunque los sujetos y 
petitas fueran distintos), así como el examen de la identidad o conexión necesaria entre los 
elementos identificadores de las pretensiones para decretar la acumulación de autos, ha sido objeto 
de una importante modificación. Ello, por cuanto con esta norma el interesado en obtener la 
acumulación de procesos ya no se verá forzado a «diseccionar», examinar y comparar los diversos 
elementos identificadores de las pretensiones para demostrar que existe coincidencia, sino que 
bastará con un «juicio hipotético y a priori» en virtud del cual se demuestre las posibles 
consecuencia en caso de seguirse los procesos por separado. De este modo, el examen de los 
elementos identificadores de las pretensiones seguirá siendo relevante sólo a los efectos de 
establecer si entre los pronunciamientos o fundamentos puede existir contradicción, exclusión o 
incompatibilidad. Cfr. GASCÓN INCHAUSTI, FERNANDO, La acumulación de acciones y de 
procesos en el proceso civil, ob. cit., pp. 126 y 127. 
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En España, esta delimitación del contenido del objeto del proceso a 
efecto de su comparación con otros objetos procesales ha adquirido particular 
relevancia con la vigencia del art. 400 LECiv 2000, norma que ha introducido 
una importante regla de preclusión de alegación de hechos y fundamentos 
jurídicos, en virtud de la cual, a los efectos de litispendencia y de cosa juzgada, 
deberá tenerse en consideración todos los hechos y fundamentos o títulos 
jurídicos que se hubieran podido aducir en un determinado proceso, aún 
cuando no se hubieren hecho valer.  
Cubriendo la cosa juzgada tanto lo deducido como lo deducible, la 
aplicación de esta regla, por tanto, debe ser especialmente tomada en 
consideración a los efectos de la comparación entre procesos con objetos 
conexos, y en particular, para la procedencia de la cosa juzgada, la 
litispendencia y la acumulación de procesos.  
La aplicación de esta norma, sin embargo, ha generado importantes 
dificultades principalmente a la hora de establecer si ella se refiere sólo a las 
diversas causa de pedir en que pudo fundarse el petitum, o bien abarca también 
aquello que pudiendo ser pedido o pretendido no lo fue, interpretación que en 
materia de prejudicialidad puede generar importantes consecuencias, 
particularmente cuando se trata de determinar la acumulación de procesos 
prejudicialmente conexos342. 
                                               
342 Para DE LA OLIVA, esto es lo que corresponde al objeto virtual del proceso civil, que 
es el que despliega su eficacia fuera del proceso mismo «cuando se trata de establecer si el objeto 
de varios procesos es el mismo o si el de uno de ellos comprende el de un proceso distinto aún 
pendiente o ya terminado. Es, asimismo, relevante, cuando interesa establecer si entre los objetos 
de varios procesos existe conexión, a efectos de acumulación de procesos». En estos casos, el 
objeto del proceso viene determinado «por los sujetos, el petitum y, finalmente, por todos los 
hechos y todos los fundamentos o títulos jurídicos que se hubieran podido aducir, aunque de hecho 
no se hiciesen valer, en un determinado proceso. Cuando se trate de decidir si procede, sobre todo, 
la litispendencia y la cosa juzgada (y) la acumulación de procesos, habrá que atender al objeto 
virtual del proceso de referencia». Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, Objeto del proceso y 
cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., pp. 78 y 79. 
En lo que respecta a la aplicación de esta norma, parte importante de la doctrina se orienta 
por la primera interpretación, entendiendo que el art. 400 no comprende «las acciones que el 
demandante pudo acumular, pero no acumuló (la acumulación de acciones sigue siendo 
voluntaria), ni la reconvención que el demandado puso formular, pero no formuló. Con otras 
palabras: el art. 400.1 LEC tiene por aducidos todos los fundamentos de los pretendido (…) pero 
no tiene por pretendido o pedido lo que no se pretenda o pida». Cfr.  DE LA OLIVA SANTOS, 
ANDRÉS, ob. cit., pp. 79 y 80. En la misma línea, criticando la interpretación sostenida por el TS 
en alguna sentencias, para otros autores «la norma no obliga a ejercitar todas las posibles acciones 
con petitas distintos, cuando entre “ellas y el objeto principal del pleito exista profundo enlace”. 
Lo que exige el precepto es que si el petitum puede fundarse en distintas causas de pedir, se 
aleguen todas las posibles, pues la petición de tutela solicitada y resuelta por el Tribunal no va a 
admitir nuevos procesos con la misma petición pero fundada en argumentos diversos». Cfr. 
TAPIA FERNÁNDEZ, ISABEL, La cosa juzgada, ob. cit., pp. 199 y 120. En la misma línea, 
REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 257 y 258. 
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No obstante lo anterior, la jurisprudencia española no siempre ha venido aplicando este 
criterio, apreciando la procedencia de la litispendencia con la finalidad de excluir los procesos en 
que se han ejercido pretensiones que pudieron plantearse en otro.  
En esta línea, en materia de prejudicialidad un caso bastante extremo de aplicación de la 
norma de improcedencia de la acumulación de procesos por no haber reconvenido (art. 78.2), en 
conjunción con la litispendencia y la regla de preclusión del art. 400, es el resuelto en SAP de 
Barcelona (Sección 19) de 10 de octubre de 2007, FJ 2º, ponente Claret Castany, Mª Asunción 
(JUR 1405529), caso en el cual el tribunal decretó directamente la exclusión del proceso en el que 
se ejerció separadamente la pretensión reconvencional. 
En un primer proceso, la empresa X demandó a la empresa Z solicitando su condena a 
elevar a público un contrato privado de opción de compra sobre un inmueble celebrado entre las 
partes, en el cual la optante se obligaba a construir un edificio en la finca descrita en el que tendría 
que existir un local comercial fijándose un plazo para ejercer la opción de compra, solicitándose, 
asimismo, se condenase a la demandada a otorgar escritura pública de venta sobre el inmueble de 
autos. En dicho proceso, la empresa Z hizo expresa reserva de acciones para solicitar la nulidad del 
contrato, planteando posteriormente, en un segundo proceso, contra la empresa X y otros sujetos 
involucrados, la nulidad del contrato de opción de compra por ser imposible la condición relativa a 
la construcción del local comercial, alegando subsidiariamente otras causales de nulidad y 
resolución del mismo. Finalmente, en un tercer proceso, la misma empresa X demanda a la 
empresa Z a fin de que se declare perfeccionado a favor del actor la compraventa del inmueble, en 
virtud del ejercicio del derecho de opción dentro del plazo legal, y la consiguiente obligación de la 
empresa Z de elevar a escritura pública la compraventa, más las indemnizaciones y perjuicios 
causados por su incumplimiento.  
El primer y tercer proceso fueron acumulados en razón de su conexión. Por su parte, la 
empresa Z solicitó la acumulación del último de los procesos al segundo a su vez que el 
demandado en el segundo proceso planteó la excepción de litispendencia con relación al primer 
proceso iniciado. Como es posible observar, se suscita una claro caso de prejudicialidad pues los 
tres procesos orbitan en torno al referido contrato de opción de compra sobre el inmueble 
celebrado entre las partes, siendo indispensable resolver previamente la cuestión sobre su validez.  
Sin embargo, el tribunal de primera instancia, junto con denegar la acumulación de 
procesos, aprecia la concurrencia de litispendencia y desestima la pretensión deducida por la 
empresa Z en el segundo proceso. Apelada la sentencia, la AP desecha el recurso y confirma la 
sentencia en su integridad, denegando la acumulación y estimando la litispendencia. Precisamente, 
basándose en lo dispuesto en el art. 78 LECiv, el tribunal deniega la acumulación de procesos 
considerando que «con la primera demanda instada por la empresa X, pudo la mercantil Z plantear 
todas las cuestiones relativas a la validez y ejecución del ejercicio de la opción del contrato de 
compra. Y si bien la parte no estaba obligada a formular reconvención, al ser esta una facultad que 
el ordenamiento jurídico le atribuía —art. 406 LECiv— la consecuencia que comporta el no uso de 
dicha facultad es precisamente la que establece el apartado segundo del artículo 78, esto es la 
improcedencia de la acumulación de aquellos procesos referidos, pues todas las vicisitudes y 
avatares del contrato de opción de compra pudieron y debieron sustanciarse en el curso del 
primero de los procesos instados».  
Concluye señalando el tribunal, en consecuencia, que «ninguna indefensión puede 
reclamar quien renunció de un modo absolutamente voluntario y consciente a ejercitar los 
derechos procesales que le confería el art. 406 del la LEC». En definitiva, si bien la empresa Z 
estaba solicitando la acumulación del tercer proceso al segundo, el tribunal consideró que la 
relación de conexión y complementariedad entre el primer y tercer proceso era tal, que la norma de 
improcedencia era aplicable por no haber reconvenido la empresa Z en el primer proceso.  
Fuera de lo anterior, estima procedente la excepción de litispendencia del segundo 
proceso con relación al primero, pese a que no existe identidad entre las pretensiones, decidiendo 
las cuestiones planteadas por la empresa Z respecto de los otros demandados, pero dejando 
imprejuzgada la cuestión de la nulidad del contrato planteada contra la empresa X. Entiende el 
tribunal en este caso que, habiéndose defendido la empresa Z en el tercer proceso por 
argumentaciones similares, no había indefensión por el hecho de acogerse la excepción. 
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Dicho lo anterior, en el contexto de la comparación entre objetos 
procesales, la prejudicialidad ciertamente no es un fenómeno de identidad sino 
de conexión entre objetos procesales de contenido diferente, dando lugar, 
cuando existe pendencia de procesos unidos por un vínculo prejudicial, a una 
verdadera superposición o coincidencia parcial entre alguno de sus elementos 
objetivos343. 
Desde esta perspectiva, la conexión por prejudicialidad presenta un 
rasgo característico, en tanto no supone una simple identidad, coincidencia o 
incluso homogeneidad entre los hechos que los conforman sino que exige la 
vinculación lógico-jurídica de la materia prejudicial con la cuestión de fondo. 
De allí que, si bien la existencia de un factor de conexión es común para la 
aplicación de otras instituciones afines, tratándose de la prejudicialidad, dicha 
conexión tiene un carácter cualificado344 caracterizado por la existencia de un 
vínculo de subordinación o de condicionamiento que determina el sentido del 
pronunciamiento de las pretensiones deducidas y en definitiva en la estimación 
o denegación de la concreta tutela solicitada. 
                                               
343 Como es sabido, la litispendencia es una institución que, en esencia, tiene por objeto 
anticipar, durante la pendencia de un proceso, el efecto negativo o excluyente de la cosa juzgada, 
siendo su principal finalidad la de excluir un segundo proceso en el que se pretenda ventilar la 
misma cuestión debatida en otro. De esta forma, para su procedencia, exige que exista la más 
absoluta identidad entre los elementos que identifican y configuran los respectivos objetos 
procesales. De allí, tal como señala la doctrina, que la prejudicialidad se diferencia 
sustancialmente de la litispendencia, la que supone un fenómeno de identidad o coincidencia entre 
objetos procesales y la totalidad de sus elementos integrantes, cuya finalidad es impedir el 
juzgamiento simultáneo de un mismo objeto litigioso entre las mismas partes. En caso de 
producirse dicha identidad, el efecto es la terminación de segundo proceso. En la prejudicialidad, 
por el contrario, no existe identidad entre los objetos procesales unidos por un vínculo lógico 
jurídico, sino sólo una coincidencia parcial entre algunos de los elementos que los integran, 
algunos de los cuales son idénticos y otros, en cambio, dispares. Cfr. BERZOSA FRANCOS, 
MARÍA VICTORIA, Demanda, «causa petendi» y objeto del proceso, ob. cit., pp. 145 y ss. 
A juicio de otro sector, sin embargo, la prejudicialidad, en tanto intenta prevenir los 
efectos reflejos o prejudiciales de las sentencias que decidan las propias cuestiones prejudiciales, 
evitando que se dicten pronunciamientos contradictorios, participa, en cierto modo de la naturaleza 
de la litispendencia. Ello, pues si los tribunales, en razón de la conexión instrumental de 
pretensiones o de causa de pedir, pudieran decidir las cuestiones prejudiciales a su arbitrio, sin 
respetar las normas en materia de jurisdicción y competencia, se vulneraría, en último término, lo 
dispuesto en el art. 222.4 LECiv. Precisamente con dicho objeto, surgió la doctrina del TS sobre la 
denominada litispendencia impropia. Cfr. GIMENO SENDRA, VICENTE, Derecho Procesal Civil, 
ob. cit., p. 220. 
344 Cfr. GUTIÉRREZ DE CABIEDES, EDUARDO, «La litis-pendencia», en Estudios de 
Derecho Procesal, Pamplona, Ediciones Universidad de Navarra, 1974, p. 332 y ss., artículo 
publicado también en RDPI, Nº 3, julio-septiembre 1969, pp. 605 y ss. 
En nuestra opinión, la presencia de este nexo, se materializa así en un coincidencia parcial 
entre los elementos objetivos de los diversos objetos procesales, de manera tal que, por ejemplo, 
aquello que constituye el petitum de uno de los procesos, se presenta al mismo tiempo fundamento 
de la causa de pedir del otro proceso, o bien actúa como constitutivo, impeditivo, modificativo o 
excluyente de los solicitado en alguno de ellos. 
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Dicho lo anterior, el mayor problema que se suscita en este ámbito, sin 
embargo, se presenta precisamente al momento de apreciar o establecer el 
contenido preciso que supone la existencia de conexión por prejudicialidad y 
su distinción con otros supuestos de conexión, como la simple o por 
accesoriedad antes vista, pero también y particularmente en lo que respecta a la 
aplicación de los instrumentos adecuados para su tratamiento. 
Sobre la materia, cabe destacar que tanto en el ordenamiento español 
como el chileno, la acumulación de procesos es y ha sido el principal —y 
prácticamente único—mecanismo para dar solución a los problemas que puede 
generar la tramitación simultánea de procesos unidos por un vínculo 
prejudicial homogéneo, evitando con ello el pronunciamiento de decisiones 
contradictorias 
No obstante ello, se trata de un instrumento que está sujeto a las 
limitaciones propias que establece su regulación procesal, las que impiden, sea 
en razón de la materia o del estado y naturaleza de los procedimientos, su 
procedencia en todos los casos. En el caso de España, además, la LECiv 2000 
ha establecido importantes restricciones para su aplicación dirigidas a obtener,  
en lo esencial, que las partes planteen desde los inicios del proceso todas las 
cuestiones conexas o vinculadas con la pretensión deducida (art. 78). 
Estas limitaciones o insuficiencia de la acumulación de procesos ha 
generado en la práctica importantes problemas para un adecuado tratamiento 
de la prejudicialidad, dificultades que en el ordenamiento español es posible 
observar incluso en la actualidad. En el caso del ordenamiento chileno, la 
situación es aún más confusa considerando, además, que la suspensión del 
proceso civil no se contempla por el actual CPC. En razón de lo anterior, 
resulta interesante examinar, aunque sea brevemente, lo que ocurría en España 
bajo la vigencia de la LECiv 1881, pues, como veremos, la situación actual en 
Chile es prácticamente una reproducción de lo que ocurría en dicho 
ordenamiento bajo la antigua ley.  
Sobre la materia,  tal como señala la doctrina, a falta de reconocimiento 
expreso de la prejudicialidad homogénea y de la suspensión del proceso civil 
como mecanismo alternativo en caso de improcedencia de la acumulación, la 
rígida exigencia de la triple identidad necesaria para la procedencia de la 
excepción de litispendencia345 fue siendo interpretada y aplicada de forma cada 
                                               
345 Pese a la clara diferenciación entre ambas instituciones, sin embargo, en España, bajo 
la vigencia de la LECiv 1881, la situación era bastante confusa. 
En efecto, la ley incluía, por una parte, la identidad como causal de acumulación de 
procesos (art. 161.1 y 2 y art. 162.1), poniendo a disposición de los litigantes dos medios 
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vez más flexible por la jurisprudencia española con la finalidad de incorporar 
supuestos de conexión entre objetos procesales que, si bien no cumplían con 
dicho requisito, se asimilaron con la finalidad de evitar el riesgo de 
contradicción entre pronunciamientos. Surgió así, la denominada 
litispendencia impropia o por prejudicialidad346. 
                                                                                                                                
procesales que, pese a cumplir una finalidad similar, son totalmente distintos tanto en lo que 
respecta a su régimen procesal como las consecuencias que derivan de su aplicación. De este 
modo, los litigantes podían optar, cuando existía identidad de procesos, por solicitar la 
acumulación o bien plantear la excepción de litispendencia. En abierta crítica a la anterior, la 
doctrina venía diferenciando ambas instituciones. En este sentido, cfr. GÓMEZ ORBANEJA, 
EMILIO, Derecho Procesal Civil (con HERCE QUEMADA, VICENTE),  v. I, ob. cit., pp. 261 y ss.; 
GUASP, JAIME, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil, v. I, ob. cit., 1943, pp. 540 y ss. En 
el mismo sentido, para BERZOSA FRANCOS, MARÍA, Demanda, «causa petendi» y cosa 
juzgada, ob. cit., pp. 146 y ss., la regulación de la LECiv 1881 llevaba a una clara confusión legal 
entre acumulación de autos y litispendencia, razón por la cual considera que el art. 161.1 no se 
refiere a un supuesto de litispendencia sino de prejudicialidad. 
En términos generales, bajo la vigencia de la LECiv 1881 el TS venía exigiendo, para la 
procedencia de la litispendencia, la existencia de una perfecta y completa identidad subjetiva, 
objetiva y causal entre las pretensiones hechas valer en el proceso pendiente y aquel que se 
pretende promover. Se entendía así, que la coincidencia parcial de elementos, generadora de una 
posible acumulación de autos, constituye una hipótesis distinta a la exclusión del segundo proceso 
por pendencia del anterior. Por todas cfr. STS (Sala Primera) de 5 de diciembre de 1981, FJ 5º, 
ponente Sánchez Jáuregui, Antonio (RJ 5048/1981); STS (Sala Primera) de 22 de junio de 1987, 
FJ 1º, ponente Albácar López, José Luis (RJ 4545/1987); STS (Sala Primera) de 26 de noviembre 
de 1990, FJ 4º, ponente Morales Morales, Francisco (RJ 9049/1990); STS (Sala Primera) de 2 de 
noviembre de 1999, FJ 2º y 3º, ponente Almagro Nosete, José [RJ 7997/1999); STS (Sala Primera) 
de 9 de marzo de 2000, FJ 2º, ponente O'callaghan Muñoz, Xavier (RJ 1348/2000); STS (Sala 
Primera) de 10 de julio de 2001, FJ 2º, ponente García Varela, Román (RJ 5151/2001). 
346 Cfr. BARQUERO SORIANO, ÁNGEL, «Excepción de litispendencia y cuestión 
prejudicial civil en la LEC 1/2000», en RDP, Nº 1-3, 2002, pp. 104 y ss. Sobre la litispendencia y 
su relación con la prejudicialidad y la acumulación de procesos bajo la vigencia de la LECiv 1881, 
cfr. SERRA DOMÍNGUEZ, MANUEL, «Litispendencia», en RDP, 1969, pp. 653-682; TRUJILLO 
PEÑA. JOSÉ, «La excepción de litispendencia en los procesos civil y contencioso-administrativo», 
en Revista de Derecho Judicial, 1971, pp. 11-33; GUTIÉRREZ DE CABIEDES, EDUARDO, «La 
Litis-pendencia», ob. cit., p. 301 y ss.; GARBERÍ LLOBREGAT, JOSÉ, «La excepción dilatoria de 
litispendencia» en Aranzadi Civil, v. I, 1993 (BIB 48/1993); ARMENTA DEU, TERESA, La 
acumulación de autos, ob. cit., pp. 64 y ss.; ÁLVAREZ SÁNCHEZ DE MOVELLÁN, PEDRO, «La 
excepción de litispendencia y su tratamiento jurisprudencial», en  Justicia, Nº 3, 1998, pp. 575-
596; SALAS CARCELLER, ANTONIO, «La litispendencia y sus relaciones con la cosa juzgada», 
en Revista General de Derecho, 1997, pp. 81-112; MUÑOZ GONZÁLEZ, LUIS, «Litispendencia» 
en Tribunales de Justicia, Nº 6, 2003, pp. 46-51; y MÁLAGA DIÉGUEZ, FRANCISCO, La 
litispendencia, Bosch, Barcelona, 1999 pp. 553 y ss.  
Según apunta este último autor, en una primera etapa la jurisprudencia del TS comenzó a 
admitir la litispendencia en supuesto de prejudicialidad, pero sin reconocerlo expresamente, 
afirmando que en estos supuestos de conexión existía identidad entre los objetos procesales. 
Posteriormente, una segunda línea jurisprudencial, pese diferenciar los supuestos de conexión 
respecto de los supuestos de identidad, afirmó, no obstante, la procedencia de la litispendencia en 
casos de prejudicialidad estimando que la eliminación del segundo proceso producía más ventajas 
que inconvenientes, evitando así la contradicción entre pronunciamientos. 
Sobre esta doctrina del TS, sólo destacar que la excepción de litispendencia  impropia fue 
siendo admitida de forma bastante amplia por la jurisprudencia con el objeto de evitar la 
denominada división de la continencia de la causa, así como la posible contradicción entre 
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Si bien a falta de cobertura legal, se pretendía con ello evitar el riesgo 
de contradicción entre resoluciones, dicha situación produjo, en términos de la 
doctrina, un efecto no deseado directamente relacionado con el régimen y 
regulación procesal propio de la litispendencia.  
Por una parte, cuando el primer proceso es prejudicial respecto del 
segundo, en caso de prosperar la excepción de litispendencia y ser excluido el 
segundo proceso, el resultado es el necesario pronunciamiento de una 
sentencia absolutoria de la instancia en virtud de la cual la materia litigiosa 
debatida en el segundo proceso queda imprejuzgada, «con una más que 
probable condena en costas»347. De otro lado, porque de aceptarse la 
                                                                                                                                
pronunciamientos o bien que se dicten sentencias que no sea posible ejecutar simultáneamente, 
aplicándose incluso en casos de conexión simple o por accesoriedad o complementariedad entre 
las pretensiones. En la práctica, muchísimos supuestos de conexión fueron resueltos por esta vía, 
tal como da cuenta la abundante jurisprudencia existente sobre la materia. Por todas, cfr. STS (Sala 
Primera) de 17 de mayo de 1975, FJ 2º, ponente Peral García, Antonio (2186/1975); STS (Sala 
Primera) de 18 de marzo de 1989, FJ 3º, ponente Martín-Granizo Fernández, Mariano 
(RJ2162/1989); STS (Sala Primera) de 7 de noviembre de 1992, FJ 6º, ponente Barcalá Trillo-
Figueroa, Alfonso (RJ 9097/1992); STS (Sala Primera) de 27 de octubre de 1995, FJ 2º y 4º, 
ponente Fernández-Cid de Temes, Eduardo (RJ 8350/1995); STS (Sala Primera] de 14 de 
noviembre de 1998, FJ 1º, ponente Villagómez Rodil, Alfonso (RJ 8169/1998); STS (Sala 
Primera) de 23 de marzo de 1996, FJ 2º, ponente Fernández-Cid de Temes, Eduardo (RJ 
2336/1996), STS (Sala Primera) de 7 de noviembre de 1992, FJ 6º, ponente Barcalá Trillo-
Figueroa, Alfonso (RJ 9097/1992); STS (Sala Primera) de 25 de noviembre de 1993, FJ 2º, 
ponente Fernández-Cid de Temes, Eduardo (RJ 9135/1993) y STS (Sala Primera) de 12 de 
noviembre de 2001, FJ 3º, ponente O'callaghan Muñoz, Xavier (RJ 9480/2001). 
347 Cfr. BARQUERO SORIANO, ÁNGEL, «Excepción de litispendencia y cuestión 
prejudicial civil en la LEC 1/2000», ob. cit., p. 106. En opinión de MÁLAGA DIÉGUEZ, 
FRANCISCO, La litispendencia, ob. cit., pp. 563 y 564 y pp. 595 y 596, si bien en este caso se evita 
la posible coexistencia de sentencias contradictorias, sin embargo, se perjudica seriamente a las 
partes del segundo juicio, las que, independientemente de que litiguen o no en el primer pleito, se 
verán obligadas a esperar la finalización del primer litigio para luego formular nuevamente su 
pretensión en un tercer proceso, con el consiguiente riesgo de una posible prescripción de las 
acciones que les asisten. Por su parte, en aquellos casos en que existe identidad objetiva o causal 
pero diversidad de partes, la exclusión del segundo proceso perjudicará a partes del proceso a las 
cuales no afecta la litispendencia parcial, siendo imposible, en la práctica, que el proceso continúe 
adelante. Es el caso, por ejemplo, de la STS (Sala Primera) de 6 de noviembre de 1995, ponente 
Martínez-Calcerrada y Gómez, Luis (RJ 8355/1995).  
Con todo, cabe destacar las divergencias que se aprecian en la propia jurisprudencia en 
cuanto a los efectos que se atribuye a la admisión de la litispendencia. Así, por ejemplo, en STS 
(Sala Primera) de 1 de marzo de 2007, FJ 4º, ponente Corbal Fernández, Jesús (RJ 1624/2007), el 
TS estimando la excepción de litispendencia, decretó no la exclusión sino que la suspensión del 
segundo proceso. En esta línea, favorable a decretar la suspensión por litispendencia impropia, cfr. 
por todas SAP de Alicante (Sección 6º) de 13 de abril de 2005, FJ 3º, ponente Rives Seva, José 
María (EDJ 63051/2005). 
En sentido contrario se pronuncia el Supremo en STS (Sala Primera) de 19 de abril de 
2005, FJ 4º, ponente Almagro Nosete, José (RJ 3244/2005), sentencia relativa a dos procesos 
sobre acción de nulidad de contratos de compraventa y otro de rescisión por fraude por la venta de 
un inmueble, estimando que la admisión de la litispendencia no hacía aplicable la suspensión 
contemplada por la LECiv 2000, ni siquiera por analogía, por cuanto se estaría autorizando 
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litispendencia de la forma que se venía admitiendo por la jurisprudencia, y por 
mucha semejanza que exista entre las cuestiones o pretensiones debatidas, no 
siempre la exclusión del segundo proceso impide el pronunciamiento de 
sentencias contradictorias, lo que ocurre precisamente cuando el segundo 
proceso es prejudicial respecto del primero348. 
Con la LECiv 2000, esta situación vino a cambiar sustancialmente. En 
primer lugar, la ley excluye la identidad de objetos procesales como causal de 
acumulación de procesos, centrándose en la conexión, sea simple o por 
prejudicialidad, como causal única que determina la procedencia de la 
acumulación (art. 76), con lo cual, desaparece la dualidad de medios 
procesales existente bajo su homónima de 1881. Por otro, junto con contener 
un reconocimiento expreso de la prejudicialidad homogénea, se contempla por 
primera vez, en caso de improcedencia de la acumulación de procesos, la 
posibilidad de suspensión del proceso civil por prejudicialidad, la cual se erige, 
así, como un eficaz instrumento para dar tratamiento a la prejudicialidad civil 
en el proceso civil mediante la aplicación del sistema devolutivo. 
Pese a ello, en la actualidad, cabe destacar que esta problemática sigue 
planteándose respecto de procesos iniciados con anterioridad a la LECiv 2000  
también y también respecto de procesos iniciados con posterioridad, siendo 
posible encontrar recientes fallos en los que la jurisprudencia, frente a la 
improcedencia de la acumulación de autos y no haberse solicitado la 
suspensión del proceso, sigue aplicando la doctrina de la litispendencia 
impropia con la finalidad de evitar posibles fallos contradictorios349. 
                                                                                                                                
suspender el dictado de la sentencia, cayendo en el concepto romano del «non liquet», situación no 
prevista en la normativa procesal. 
348 En caso que el segundo proceso sea prejudicial respecto del primero, nada se consigue 
con su exclusión mediante la admisión de la litispendencia, pues el primer proceso seguirá su 
curso y la cuestión prejudicial será resuelta incidenter tantum. De esta forma, es posible que 
posteriormente sea planteada como cuestión principal de un pleito y su resolución sea 
incompatible con la contenida en el primer pleito. Cfr. MÁLAGA DIÉGUEZ, FRANCISCO, La 
litispendencia, ob. cit., p. 562. Más antecedentes sobre la inadecuación de la litispendencia como 
medio de resolución prejudicial en el ordenamiento español, cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, La 
prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 274-279 y en «Inadecuación de la litispendencia 
para resolver supuestos de prejudicialidad. Comentario a la sentencia del Tribunal Supremo de 17 
de abril de 2007 (RJ 2007/4188)», en Revista Iuslabor, 2008, Nº 1, pp. 1-10. 
349 Así, si bien referida a acciones civiles derivadas de un accidente, en SAP de Alicante 
(Sección 6ª) de 13 de abril de 2005, FJ 2º y 3º, ponente Rives Seva, José María (EDJ 2005/63051) 
se deniega la acumulación de procesos en razón de no haber reconvenido el actor y se acoge la 
excepción de litispendencia, pero esta vez, decretando la suspensión del segundo proceso en tanto 
no se fallara el anterior. 
Iniciados el año 2004, los dos procesos versaban sobre un accidente de tránsito 
solicitando hacer valer las responsabilidades correspondientes. En el primer proceso el afectado X 
por el accidente demandó al conductor del vehículo, a la empresa propietaria del mismo y a la 
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2. Segundo problema: la prejudicialidad como método enjuiciador y 
de fijación de los hechos en el proceso. 
Tanto la doctrina como la jurisprudencia españolas entienden que la 
materia prejudicial, desde un punto de vista funcional y en tanto antecedente 
lógico-jurídico predeterminante del fallo, integra la sentencia como una 
cuestión de hecho que debe ser apreciada por el juez y donde el problema 
consiste en determinar, como señala GÓMEZ, si la aplicación de las normas 
para su fijación debe hacerla el propio juez que conoce el proceso principal o 
incumbe a otro juez mediante su peculiar modo de fijar los hechos350. 
Lo anterior, sin embargo no quiere decir que se trate de una mera 
cuestión fáctica. Por el contrario, la prejudicialidad importa la integración de 
materias o relaciones jurídicas para cuya decisión el juez debe recurrir a la 
aplicación de normas provenientes de otras ramas del ordenamiento jurídico a 
fin poder decidir sobre el fondo del asunto, y que en sí mismas consideradas, 
tienen la potencial virtualidad de constituir objeto de un proceso autónomo. 
En otros términos, según señala la doctrina, las cuestiones prejudiciales 
incluyen la fijación y la valoración de unos hechos y su subsunción en normas 
jurídicas, otra cosa es que pasen a la sentencia como cuestiones de hecho351.  
De allí, en consecuencia, su neta distinción con las cuestiones de hecho 
y medios de prueba. Una vez fijada la materia prejudicial con arreglo a la 
norma sustantiva que corresponda, no están sujetas a la valoración del juez del 
                                                                                                                                
compañía aseguradora. En el segundo proceso, la Compañía aseguradora demandó al afectado X, 
demandante en el otro proceso. En razón de lo anterior, el afectado X instó la acumulación del otro 
proceso, acumulación que fue denegada por entender el tribunal que el demandado pudo formular 
la reconvención. Por su parte, la aseguradora demandada en el primer proceso, alegó la excepción 
de litispendencia con relación al otro proceso, la que fue denegada por el tribunal de instancia. 
Apelada la sentencia, el tribunal consideró que la excepción de litispendencia era procedente por 
cuanto ambos procesos eran idénticos al derivar del mismo accidente y que de seguir por separado 
podría haber contradicción entre los pronunciamientos. En razón de ello, la AP acoge la excepción 
y ordena la suspensión del primer proceso. Habiendo sido desestimada la acumulación y no siendo 
procedente la suspensión, pues esta debió ser solicitada por las partes, la jurisprudencia vuelve a 
utilizar el mecanismo de la litispendencia, pese a no existir identidad entre los procesos, con la 
finalidad de evitar así la discrepancia de pronunciamientos. Sin embargo, en vez de proceder a la 
exclusión del segundo proceso, ordena su suspensión. 
350 Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, t. I, ob. cit., p. 145. En esta dirección, la 
jurisprudencia penal, entendiendo que las cuestiones prejudiciales constituyen un «método 
procesal para la fijación de los hechos en el proceso», ha denegado la impugnación de la 
resolución relativa a su admisión o inadmisión en vía casacional, declarando que no existe a su 
respecto posibilidad de error de derecho. Cfr. STS (Sala Segunda) de 5 de noviembre de 1991, 
ponente García Miguel, Manuel (RJ/7948) y STS (Sala Segunda) de 10 de julio de 1954, ponente 
Ruiz Falcó, Napoleón (RJ 1763/1954). 
351 Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, t. I, ob. cit., p. 145. 
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proceso principal, como si se tratara de un medio de prueba más; por el 
contrario, tal como señala la jurisprudencia, los tribunales «no pueden 
“disentir” ni “prescindir” de lo resuelto por las jurisdicciones civil o 
contencioso-administrativa para formar las premisas lógico-jurídicas de su 
propio fallo»352. 
El principal problema que se plantea a este respecto y sobre el cual 
existen posiciones discrepantes tanto en la doctrina como en la jurisprudencia 
españolas, es el de la discutida y discutible extensión del ámbito objetivo de la 
cosa juzgada a los pronunciamientos de orden fáctico y prejudiciales 
contenidos en la sentencia353, problema que termina proyectándose en el tema 
relativo a la vinculación de los jueces a los pronunciamientos de este tipo 
contenidos en una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada, cuestión que 
en el ordenamiento español es objeto sólo de parcial regulación. 
Sobre el punto, y en tanto la prejudicialidad, como se ha dicho, no 
constituye una mera cuestión de hecho —aunque pase a la sentencia como tal y 
en sí misma involucre la determinación de hechos— cobra relevancia la 
distinción apuntada por la doctrina en este punto consistente en diferenciar, por 
un lado, la eficacia de las afirmaciones o juicios jurisdiccionales sobre hechos 
no integrados a juicios jurídicos, esto es, aquellos que se limitan a afirmar su 
existencia o inexistencia, de la prejudicialidad propiamente tal, esto es, de 
aquellos pronunciamientos sobre derechos, estados o relaciones jurídicas que 
se resuelven como antecedente lógico-jurídico previo al fallo. 
En lo que respecta a la simple declaración de certeza positiva o negativa 
de los hechos, incluso entre aquellos autores que sostienen posiciones 
divergentes sobre el ámbito objetivo de la cosa juzgada, existe consenso en 
torno excluir la cosa juzgada de este tipo de pronunciamientos. En definitiva, 
se entiende que los hechos en sí mismos o aisladamente considerados aún 
cuando formen parte de la sentencia, no pasan por sí solos en autoridad de cosa 
juzgada ni tienen carácter vinculante en otro proceso354, a menos que la ley 
                                               
352 Cfr. STS (Sala Segunda) de 5 de noviembre de 1991, ponente García Miguel, Manuel 
(RJ 7948/1991). 
353 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal 
español, ob. cit., p. 66. 
354 En esta línea, cfr. por todos, ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil 
(con AA.VV), ob. cit., p. 570; CORTÉS DOMÍNGUEZ, VALENTÍN, Derecho Procesal Civil. Parte 
General (con MORENO CATENA, VÍCTOR), ob. cit., pp. 338-339; BERZOSA FRANCOS, 
MARÍA VICTORIA, Demanda, «causa petendi» y objeto del proceso, ob. cit., p. 198; SERRA 
DOMÍNGUEZ, MANUEL, «Comentarios al art. 1252 del CC», ob. cit., pp. 727; MONTERO 
AROCA, JUAN, Derecho jurisdiccional II Proceso Civil, ob. cit., p. 485; DE LA OLIVA 
SANTOS, ANDRÉS, Objeto del proceso y cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., pp. 234 y ss. 
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establezca lo contrario. Tal es el caso en España, de los arts. 116 LECrim, 
referido a la responsabilidad civil ex delicto, y los arts. 83.6 TRLPL y 64 de la 
Ley 5/2000 reguladora de la responsabilidad penal de los menores, que 
establecen la vinculación del juez no penal a la declaración de inexistencia de 
los hechos contenida en una sentencia penal absolutoria. 
Desde esta perspectiva, cabe destacar que es en este plano fáctico donde 
precisamente se encuadra la doctrina constitucional en materia de sentencias 
contradictorias, señalando que unos mismos hechos no pueden existir y no 
existir a la vez (supra, Parte I, cap. 4º, I. 2, C). Al respecto, si bien la doctrina 
no niega la posibilidad de vinculación a este tipo de declaraciones, se muestra 
cautelosa —en abierta crítica a dichas sentencias—, a la hora de establecer una 
regla general en esta materia y más allá de los términos establecidos por la 
ley355. 
                                               
355 En general, DE LA OLIVA plantea el rechazo a esta postura del TC en los términos 
señalados, porque no repara «en valores como la libertad de apreciación de la prueba y de 
calificación jurídica por parte de los tribunales— o, tal vez mejor dicho, la plenitud del ejercicio de 
la función jurisdiccional— ni, lo que es aún más importante, en la plenitud de la defensa, sin 
ningún menoscabo». En su opinión, el criterio sustentado puede ser defendible e incluso adoptado 
por el legislador, pero no con el «simplismo» de las afirmaciones del Tribunal «que personalizan 
exageradamente al Estado en cada tribunal (…) con olvido de ciertos derechos subjetivos 
merecedores de constante consideración». Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, Derecho 
Procesal Penal (con AA.VV.), ob. cit., pp. 569 y 570. En otra obra, profundiza este autor en estas 
consideraciones señalando que los juicios contradictorios sobre unos mismos hechos en dos 
procesos diferentes «en absoluto hace que las cosas sean y no sean, a la vez, ni para el Estado (…) 
ni para nadie. Los juicio jurisdiccionales sobre los hechos no crean ni eliminan los hechos, salvo 
que se profese la más extrema y radical teoría jurídico-material de la cosa juzgada, que ciertamente 
parece gravitar en las sentencias citadas». Cfr. Objeto del proceso y cosa juzgada en el proceso 
civil, ob. cit., pp. 242 y 243.  
En la misma línea, para otros autores, salvo la vinculación del juez civil y laboral a la 
declaración penal firme sobre inexistencia del hecho o la falta de participación, el ordenamiento 
español consagra como regla general la no vinculación entre pronunciamientos de tribunales de 
distintos órdenes jurisdiccionales. 
Partiendo de la doctrina sostenida por el TC, a su juicio «el resquicio abierto a la 
posibilidad de disentir razonadamente, es desde nuestro punto de vista, defensa de la no 
vinculación, o si se prefiere, salvaguarda de la libre valoración judicial y reafirmación del 
ejercicio de la potestad jurisdiccional por cada juez o tribunal». Estas consideraciones la llevan a 
rechazar «una regla genérica de vinculación automática de los jueces y tribunales a los 
pronunciamientos recaídos en órdenes jurisdiccionales diversos, si bien tal conclusión (…) no 
quiere decir que el juez no pueda tomar en consideración el fallo recaído en un proceso anterior; 
antes bien, puede valorarlo —decisivamente incluso— atendiendo al prestigio y posición del 
órgano del que procede, quedando dicho fallo sujeto a las reglas de valoración de los restantes 
medios probatorios». Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, ob. cit., pp. 31, 47 y 49. 
Por su parte, en el mismo sentido se manifiesta otro sector señalando que «si bien se 
establece como línea de principio la vinculación, el TC no lo eleva a la categoría de regla absoluta 
y admite la existencia de pronunciamientos contradictorios sobre unos mismos hechos lo que 
supone reconocer la libertad de los distintos órganos jurisdiccionales para valorar libremente los 
hechos que se le someten a decisión». Lo relevante en definitiva, a su juicio, es «que no debe 
establecerse una vinculación entre sentencias a menos que un precepto legal así lo determine 
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Cuestión diferente, y donde comienzan los matices y diferencias entre 
las doctrina según veremos a continuación, es la posible extensión de la cosa 
juzgada respecto de los fundamentos fácticos y jurídicos en que el juez motiva 
la sentencia y dentro de ella, respecto de las decisiones sobre las cuestiones 
lógicas o prejudiciales que el juez ha debido resolver en forma previa a la 
decisión sobre el fondo.  
En este último caso, la doctrina se divide, existiendo una tendencia cada 
vez más mayoritaria, incluso entre aquellos autores que limitan la cosa juzgada 
a lo dispositivo de la sentencia, en orden a dar eficacia a este tipo de 
pronunciamientos. 
3. Tercer problema: prejudicialidad, cosa juzgada y vinculación entre 
sentencias sobre procesos de objeto conexo. Eficacia de la decisión 
de la materia prejudicial. 
Partiendo de la hipótesis de que la materia prejudicial ha sido decidida, 
sea por el propio juez que conoce del asunto o por el competente ratione 
materiae, abordaremos, mediante el examen de sus efectos y eficacia, los 
principales problemas que suscita dicha decisión en orden a la coherencia de 
las resoluciones judiciales que se dicten en procesos prejudicialmente conexos. 
Se trata de uno de los temas en que mayores diferencias es posible 
apreciar entre los ordenamientos español y chileno, las que derivan no sólo del 
distinto tratamiento y configuración de los sistemas devolutivo y no devolutivo 
en estos países, sino principal y probablemente, a raíz del diverso concepto y 
delimitación del ámbito objetivo de la cosa juzgada así como su posible 
extensión a procesos seguidos antes órdenes jurisdiccionales diversos. 
A efectos metodológicos y de mejor orden en la exposición, seguiremos 
como criterio para el examen de esta materia la clasificación de las cuestiones 
prejudiciales en no devolutivas y devolutivas, comenzando por el examen de 
las primeras. 
A) Decisión de la materia prejudicial por el juez que conoce del asunto 
principal en vía no devolutiva. 
El ordenamiento español establece la prevalencia del sistema no 
devolutivo como criterio de ordenación para el tratamiento de la 
prejudicialidad, de manera tal que, por regla general, las cuestiones 
prejudiciales que se susciten durante el curso de cualquier tipo de proceso no 
                                                                                                                                
expresamente, en cuyo caso habrá que estar a él o se incurrirá en infracción del artículo 24.1 CE». 
Cfr. JUAN SÁNCHEZ, RICARDO, La responsabilidad civil en el proceso penal, ob. cit., p. 441. 
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son suspensivas, pudiendo ser decididas por el propio tribunal que conoce del 
asunto principal.  
Con todo, en la medida que dicha resolución es instrumental a la 
decisión sobre el fondo del asunto, ésta es realizada incidenter tantum, es 
decir, a los solos efectos prejudiciales o de la represión y en consecuencia, 
carece de eficacia de cosa juzgada. De este modo, en España el sistema no 
devolutivo va inescindiblemente unido y supone siempre la eficacia incidenter 
tantum de la decisión sobre la materia prejudicial, aunque, a la inversa, el 
sistema devolutivo no conlleva siempre la vinculación entre sentencias356.  
Se sostiene así, por tanto, que la principal dificultad que presenta el 
régimen devolutivo como sistema de ordenación de la prejudicialidad es que 
deja abierta la puerta para que la cuestión sea debatida posteriormente, o 
incluso de forma paralela, como objeto de un pleito principal, lo que puede 
traer aparejada como consecuencia la posible contradicción entre dicho 
pronunciamiento incidental y la sentencia que sobre la misma cuestión 
conocida como objeto de un proceso independiente, dicte el tribunal 
competente ratione materiae357. 
                                               
356 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal 
español, ob. cit., pp. 41 y 42; GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Derecho Procesal Civil (con 
HERCE QUEMADA, VICENTE), v. I, ob. cit., p. 443; DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, Objeto 
del proceso y cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., pp.  156-157; GIMENO SENDRA, 
VICENTE, Derecho procesal civil, Parte general, ob. cit., p. 135 y REYNAL QUEROL, NÚRIA, La 
prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 505 y 506. 
357 Sobre este punto, cabe destacar la dificultad de importa desentrañar los casos y la 
forma en que efectivamente dicha contradicción puede tener lugar y los medios para darle 
solución, cuestión que, como hemos visto, ha generado problemas no menores en el ordenamiento 
español. Desde esta perspectiva, a nuestro juicio, es preciso distinguir la diversa situación de la 
prejudicialidad penal de la no penal en el proceso civil.  
Tratándose de prejudicialidad no devolutiva no penal en el proceso civil, en conformidad 
al art. 10 LOPJ y 42 LECiv, el juez civil, con aplicación de las normas sustantivas que 
corresponda, podrá, por regla general, resolver directamente, pero sin eficacia de cosa juzgada, la 
materia prejudicial suscitada durante la tramitación del proceso. Así por ejemplo, si conociendo de 
una demanda por daños contra un empresario por hechos cometidos por uno de sus trabajadores y 
suscitada una cuestión prejudicial que cuestione la relación laboral existente entre empresario y 
trabajador, a falta de suspensión del proceso civil, el juez deberá determinar en forma previa a la 
estimación o denegación de la pretensión civil y con aplicación de las normas laborales pertinentes 
si dicha relación laboral existe o no. Evidentemente, dicha valoración no vinculará al juez laboral 
que conozca en vía principal sobre la materia prejudicial y es perfectamente posible que dicte una 
sentencia que contradiga lo sostenido por el juez civil. En este caso, por tanto, efectivamente existe 
riesgo de contradicción entre dos resoluciones que resolviendo lo mismo y con aplicación de 
iguales normas sustantivas, lleguen a conclusiones diferentes, si bien con diverso efecto 
vinculante. 
En materia de prejudicialidad penal, en cambio, atendido que nunca un juez civil puede 
resolver un asunto penal con aplicación de las normas penales que corresponda, lo único que puede 
hacer el juez civil es, o bien no decretar la suspensión del proceso o alzar la ya decretada y 
continuar con la tramitación normal del proceso hasta su término, prescindiendo para su resolución 
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de la decisión del juez penal. En este caso, el juez civil, sin tener en cuenta el pronunciamiento 
penal, anudará a la materia prejudicial las consecuencias civiles que sean procedentes y se 
pronunciará, ahora si con efecto de cosa juzgada, sobre la tutela jurídica solicitada estimando o 
denegando la pretensión.  
De este modo, entendemos que en materia penal no puede hablarse verdaderamente de 
conocimiento incidenter tantum de la materia prejudicial sino sólo de valoración jurídica de unos 
hechos, que pueden ser comunes a ambos tipos de procesos, pero bajo la perspectiva y con 
aplicación de los principios y la técnica propia del proceso civil. De allí que la posible 
contradicción que pueda derivar entre las resoluciones del juez civil y penal no se produce por 
aplicación diversa de unas mismas normas respecto de un mismo asunto, sino de la diversa 
valoración jurídica que el juez civil y penal, cada uno en sus respectivos ámbitos, realicen sobre la 
materia prejudicial condicionante de la decisión sobre el fondo, cuestión que, como se ha visto, 
entra dentro del ámbito de libertad de los órganos jurisdiccionales. En estos casos, el TC ha 
considerado que este tipo de contradicciones o más bien dicho, discrepancias, no adquiere 
relevancia constitucional, salvo que de ella se derive que unos mismos hechos existen y dejen de 
existir al mismo tiempo, lo que no quiere decir, sin embargo, que el ordenamiento no deba arbitrar 
medios para darles salida. 
Teniendo presente lo anterior, a nuestro juicio la prejudicialidad penal no devolutiva no 
necesariamente importa un riesgo entre resoluciones judiciales sino que será necesario atender a las 
razones por las cuales el juez no ha dado o no ha podido dar tratamiento devolutivo a la materia 
prejudicial.  
Así, por ejemplo, el juez puede haber estimado la no devolutividad de la materia 
prejudicial por no tener los hechos apariencia delictiva. Esto es, cuando no obstante tratarse de una 
cuestión que puede incidir sobre el fondo del asunto y pueda ser relevante a los efectos de estimar 
la pretensión solicitada, la conducta no se encuentra tipificada penalmente o bien, remitiéndose el 
asunto al juez penal este ha decidido no incoar causa penal por falta de antecedentes o porque no 
ha sido posible determinar persona alguna como imputado. Del mismo modo, puede ocurrir que al 
momento de ser alegada la cuestión prejudicial no exista causa penal pendiente o que el juez ignore 
dicha pendencia porque las partes no la han puesto debidamente en conocimiento o bien éste ha 
sido defectuoso. Ciertamente, tratándose de un delito de acción penal pública, difícilmente no se 
incoará causa penal, situación que queda más bien reducida a los delitos semipúblicos o privados 
cuando el ofendido no ha presentado la correspondiente denuncia o querella. 
En todos estos casos, puede existir riesgo de contradicción cuando posteriormente, el juez 
penal, con base en nuevos antecedentes, decida que las conductas revisten apariencia de delito o 
bien que hay suficiente mérito para incoar causa penal o ha sido habida persona determinada a 
quien se le atribuye el delito. En los delitos semipúblicos o privados, también puede ocurrir que el 
ofendido haya incoado el proceso penal mediante denuncia o presentación de querella. Por último, 
es posible que el juez haya tomado conocimiento de la pendencia del proceso penal o este haya 
sido puesto en su conocimiento por las partes. Si el proceso civil aún no ha sido decidida la 
cuestión sometida a su conocimiento, aún es posible prevenir el riesgo de contradicciones en virtud 
de la aplicación del art. 271.1 LECiv a efectos de que tenga en cuenta la sentencia penal. Por el 
contrario, si el juez civil ya ha dictado la sentencia resolviendo la cuestión de fondo, no existe 
ningún mecanismo legalmente previsto que permita corregir posible contradicciones cuando la 
sentencia penal ha decidido la cuestión de forma incompatible, salvo el motivo de revisión de la 
sentencia contemplado en el art. 509.2 LECIV. Sobre la materia cfr. Cfr. REYNAL QUEROL, 
NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 508-510. 
La situación es diversa cuando el juez civil ha dado tratamiento no devolutivo a la 
cuestión penal por no apreciar la existencia de influencia decisiva. A nuestro juicio dicha 
trascendencia está formulada con referencia al pronunciamiento penal y no a la cuestión prejudicial 
propiamente tal, en tanto ésta, por definición, siempre es imprescindible para poder resolver el 
asunto de fondo. De modo tal, que la cuestión penal tendrá tratamiento no devolutivo en todos 
aquellos casos en que el juez civil pueda prescindir no de la cuestión, sino del pronunciamiento 
penal sobre la misma. En otros términos, aún existiendo una cuestión penal relevante para la 
decisión del asunto de fondo, el juez puede resolver sobre el fondo sin tener el cuenta la sentencia 
penal. 
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Sobre la materia, ya nos hemos referido a la forma como el 
ordenamiento español, desde una perspectiva orgánica, asume y da salida a las 
discrepancias que puede dar lugar tanto la aplicación como la infracción de los 
sistemas de ordenación de la prejudicialidad, constatando la ausencia de 
instrumentos o mecanismos idóneos para su solución (supra, Parte I, cap. 4º, II. 
2, C). 
Desde nuestra perspectiva, sin embargo, el problema de la 
contradicción entre resoluciones judiciales no es consecuencia directa de los 
sistemas de ordenación de la prejudicialidad —en este caso, el sistema no 
devolutivo— y la determinación del tribunal que debe conocer del asunto, sino 
que se enlaza directamente con el tema más amplio del alcance y límites 
objetivos de la cosa juzgada así como su posible proyección o repercusión 
prejudicial a otros procesos, ámbito en el cual, a nuestro entender, dicho 
problema tiene su origen y probablemente, también, una posible solución. 
Así, es perfectamente posible, como ocurre en el ordenamiento chileno, 
que aún teniendo la materia prejudicial tratamiento no devolutivo, la cuestión 
sea decidida por el juez que conoce del proceso principal con eficacia de cosa 
juzgada material, situación que, como veremos, puede dar lugar a otros 
problemas y no impide en todos los casos una posible contradicción pero ahora 
entre pronunciamientos jurisdiccionales firmes. 
De otro lado, cuando se trata de procesos seguidos ante órdenes 
jurisdiccionales diversos, así como en España la aplicación del sistema 
devolutivo no supone necesariamente la sujeción del juez a la cosa juzgada de 
                                                                                                                                
Tal sería el caso de la falta de un hecho constitutivo de la pretensión alegada, como sería 
la exigibilidad del plazo de la deuda que se reclama en base a un contrato de compraventa que ha 
sido cuestionado por ser constitutivo de un delito de estafa. Existiendo un hecho delictivo que 
afecta precisamente la compraventa como fundamento de la pretensión del actor, el juez civil, con 
prescindencia de la declaración penal sobre la existencia o no de un delito de estafa, puede 
igualmente resolver la pretensión civil denegando la condena al pago del precio por no estar 
vencido aún el plazo que permite la exigibilidad del crédito. Del mismo modo, el juez civil puede 
resolver la pretensión con prescindencia de la decisión penal, cuando la parte ha renunciado por 
ejemplo, al documento tachado de falso. 
En otros casos, puede ocurrir que al juez civil le baste con la valoración de la materia 
prejudicial desde la óptica civil, no siendo necesario por tanto, el pronunciamiento penal sobre la 
misma. En el ordenamiento chileno tal es el caso de la declaración de falsedad de un documento 
decisivo para la decisión del asunto, en tanto el legislador permite que dicha declaración acerca de 
la veracidad del documento sea efectuada por el propio juez civil durante el curso del proceso y 
con efecto de cosa juzgada. A diferencia de los supuestos anteriores, en que no existe 
verdaderamente contradicción entre las decisiones del juez civil y penal, en este caso sí que dicha 
contradicción podría tener lugar cuando, por ejemplo, el juez civil ha estimado la veracidad del 
documento y posteriormente un juez penal declara la existencia de un delito de falsedad. 
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dicho pronunciamiento, en Chile dicha vinculación viene establecida 
expresamente por la ley como efecto de cosa juzgada. 
Siguiendo lo anterior, el punto de partida para el examen de esta 
cuestión pasa por la determinación del ámbito más o menos restrictivo en el 
que opera la cosa juzgada— y el consabido debate existente entre los autores 
sobre esta materia— esto es, si ésta abarca sólo la parte resolutiva de la 
sentencia en cuanto decide el fondo del asunto, concediendo o denegando la 
tutela solicitada, o se extiende, también, a las fundamentaciones de hecho y de 
derecho que motivan el fallo y dentro de éstas, a la decisión sobre las 
cuestiones lógicas y prejudiciales contenidas en las consideraciones o 
fundamentos del fallo y que constituyen presupuesto o antecedente lógico de la 
decisión sobre el fondo del asunto, cuestión que, en definitiva, entendemos 
junto con la doctrina, se trata de un tema de política legislativa358, y por tanto, 
puede ser decidida de forma diferente por cada ordenamiento según los valores 
y principios que se estime necesario dar prioridad. 
En esta línea, tal como apunta la doctrina, es posible apreciar notables 
diferencias en la regulación de esta materia entre los ordenamientos propios 
del common law de los regidos por el civil law, en particular en los 
ordenamientos del sistema europeo continental359.  
                                               
358 Cfr. TAPIA FERNÁNDEZ, ISABEL, La cosa juzgada, ob. cit., p. 17. Para esta autora, 
«es desde este punto de vista de política legislativa como hay que abordar la cuestión de la 
definición y límites de la cosa juzgada. El legislador, a la hora de diseñar esta institución, habrá de 
plantearse y dar respuesta adecuada a la función que hoy día debe cumplir el proceso y averiguar 
qué interés social subyace a la exigencia de irrepetibilidad de litigios. La cosa juzgada y sus límites 
habrá de compadecerse con las vicisitudes sociopolíticas de la esencia misma del proceso como 
cauce necesario de la función jurisdiccional. Por esto es por lo que, a través de los tiempos, la cosa 
juzgada ha sufrido variaciones considerables en los distintos ordenamientos jurídicos, dependiendo 
de aquellos condicionamientos socio-políticos aludidos». 
359 Sobre la regulación de la cosa juzgada en general en los países del sistema europeo 
continental y del common law, y particularmente en Francia, Alemania, Reino Unido y Estados 
Unidos, cfr. TROCKER, NICOLÒ, «La cosa juzgada civil y sus límites objetivos y subjetivos: 
apuntes de derecho comparado», en GIMENO SENDRA, VICENTE; DAMIÁN MORENO, JUAN; 
GONZÁLEZ-CUELLAR SERRANO, NICOLÁS y VILLAGRÁN CEBRIÁN, MARCO (Coord.), 
Estudios de Derecho procesal, Tirant lo Blanch, Valencia, 1990, pp. 561-573. Sobre la evolución 
del concepto de cosa juzgada en los diversos sistema jurídicos y particularmente en España, cfr. 
TAPIA FERNÁNDEZ, ISABEL, «Efectos objetivos de la cosa juzgada», en Efectos jurídicos del 
proceso, Cuadernos de Derecho Judicial Nº 25, CGPJ, 1995, pp. 161-225. 
Del estudio comparado de los diversos sistemas vigentes y su evolución, a juicio de 
TROCKER, existe consenso entre los diversos ordenamientos en torno a reconducir el tema de la 
cosa juzgada en el ámbito civil y sus límites objetivos «a la exigencia de impedir una indefinida 
repetición de litigios y de asegurar la certeza y estabilidad de las relaciones humanas (o también a 
la necesidad de evitar decisiones contradictorias y de salvaguardar el prestigio de los órganos 
jurisdiccionales). Varían solamente el peso y la importancia asignados a cada uno de estos 
elementos. Concurren, sin embargo, profundas divergencias en el intento de ofrecer al fenómeno 
en examen una explicación y estructura rigurosa sobre el plano técnico», diferencias que derivan 
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En los primeros, como es el caso de Gran Bretaña y Estados Unidos, 
principalmente por razones de economía procesal y de que todo el contenido 
de la controversia entre las partes sea decidida en forma definitiva, la cosa 
juzgada se extiende, por regla general, no sólo a lo dispositivo del fallo sino 
también a los pronunciamientos previos o prejudiciales, siempre que la 
cuestión haya sido efectivamente discutida por las partes y resuelta por el 
juez360. 
En los sistemas del civil law, por el contrario, siguiendo la concepción 
romana de la cosa juzgada, la tendencia ha sido la de restringir la eficacia de la 
cosa juzgada a la parte dispositiva de la sentencia, negando dicho efecto a los 
pronunciamientos incidentales o prejudiciales que se realizan en forma previa 
a efectos de decidir el asunto principal361.  
Así ocurre en Italia y España donde, esencialmente por influencia de la 
doctrina de CHIOVENDA y la idea romana de la cosa juzgada, 
tradicionalmente se ha negado, como regla de principio, todo valor de cosa 
juzgada a la decisión sobre las cuestiones que sirven de antecedente lógico al 
                                                                                                                                
de las contraposición existente entre las teoría de la cosa juzgada como presunción de verdad o 
como ficción (ob. cit., p. 562). 
360 Ídem, pp. 563 y 566-568. Partiendo de una clara concepción material o sustancial de la 
cosa juzgada, señala este autor que en estos ordenamientos el alcance objetivo de lo juzgado no se 
reduce sólo a la controversia sino también a las cuestiones de hecho o derecho que han sido 
tratadas y definidas como cuestiones esenciales o prejudiciales en un sentido amplio. Entra en 
juego aquí el «fenómeno típico del proceso del Common law conocido como collateral estoppel o 
issue estoppel», en el derecho inglés en virtud del cual la sentencia de fondo vincula en un 
segundo proceso entre las mismas partes o entre éstas y un tercero, siempre que en este segundo 
proceso sea necesaria la decisión de cuestiones ya discutidas y resueltas en el primero. La 
condición esencial para que se produzca dicha vinculación, es que la cuestión haya sido incluida 
en lo juzgado y «haya  sido efectivamente discutida entre las partes y resuelta por el juez», para lo 
cual basta con que el asunto haya sido propuesto a discusión «manifestando las partes  su voluntad 
de que se resolviera expresamente tal cuestión». De este modo, el vínculo no surge cuando se dicta 
una sentencia, por ejemplo, en rebeldía del demandado en tanto no se cumple con el requisito de la 
efectiva discusión (pp. 567 y 568). Más antecedentes sobre esta materia cfr. TARUFFO, MICHELE, 
«“Collateral” estoppel e giudicato sulle questioni» I, en Riv. Dir. Proc., v. XXVI, 1971, pp. 652-
687 y en «“Collateral estoppel” e giudicato sulle questioni», II, ob. cit., pp. 272-300. 
361 Cfr. TROCKER, NICOLÒ, ob. cit., pp. 563 y 564. Tal es el caso de Francia y Alemania, 
aunque con matices. Según señala este autor, en Francia, esta limitación ha sido interpretada en 
forma flexible por la jurisprudencia la que ha sostenido la necesidad de hacer referencia a los 
fundamentos de la sentencia para la adecuada interpretación de la parte dispositiva, extendiendo 
por esta vía el efecto de la cosa juzgada a cuestiones técnicamente prejudiciales.  
En el caso de Alemania, en cambio, esta restricción es interpretada de forma restrictiva, 
aunque permite la extensión de la cosa juzgada respecto de cuestiones técnicamente prejudiciales 
siempre que la ley lo disponga o lo soliciten expresamente las partes. De esta forma, antes que el 
interés público o social en obtener una decisión completa y definitiva del litigio, este ordenamiento 
pone en primer plano «el interés de las partes en obtener la certeza en orden a la existencia y 
contenido de una relación o situación jurídica solo en los límites de la controversia por ellos 
efectivamente planteada» (p. 656). 
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fallo, a menos —en el caso de Italia— que las partes soliciten expresamente 
que el asunto sea decidido de forma definitiva o así lo establezca la ley. En lo 
esencial, la razón por la cual se priva a la resolución de la materia prejudicial 
de la eficacia de la cosa juzgada tiene fundamento en el principio de la 
seguridad jurídica procesal y en la necesidad de salvaguardar la delimitación 
por las partes del objeto del proceso y las atribuciones de los órdenes 
jurisdiccionales362. 
En España, esta ha sido la posición que tradicionalmente ha venido 
sosteniendo la doctrina, entendiendo que la cosa juzgada sólo abarca la parte 
resolutiva o dispositiva de la sentencia en cuanto se pronuncia y decide sobre 
la pretensión sometida a su conocimiento, estimando o no la tutela solicitada y 
por tanto, no se extiende a los elementos fácticos ni de derecho contenidos en 
la fundamentación o motivación del fallo363. 
                                               
362 A juicio de CHIOVENDA, si la extensión de la cosa juzgada a todas las cuestiones 
decididas podría tener alguna ventaja, evitando cualquier proceso futuro y decisiones 
contradictorias, serían mucho mayores sus inconvenientes, pues las partes «al proponer una acción 
o al defenderse, no tendrían certidumbre en torno a los límites y alcances del pleito, y serían 
constreñidas a preparar un esfuerzo de ataque o defensa desproporcionado a su intento». Además, 
si sobre cada punto preliminar discutido el juez debiese pronunciar con autoridad de cosa juzgada, 
considerando la necesaria distribución de competencias entre jueces diferentes y la relación que 
existe entre ésta y la cosa juzgada, «veríamos un continuo suspender pleitos para reenviarlos a uno 
u otro magistrado». Por ello —concluye este autor— es necesario mantener la cosa juzgada dentro 
de los límites de la demanda y distinguir, en el conocimiento, las cuestiones prejudiciales sobre las 
que el juez se pronuncia incidenter tantum con la finalidad de preparar su pronunciamiento, del 
objeto que debe decidir principaliter. Cfr. CHIOVENDA, GIUSEPPE, Instituciones de Derecho 
procesal civil, v. I, ob. cit., pp. 421-427 y en Principios de Derecho Procesal Civil, t. II, ob. cit., 
pp. 733-741. 
Desde un punto de vista histórico, para la doctrina la adopción de esta noción de la cosa 
juzgada y su restricción a lo dispositivo de la sentencia es resultado de un fenómeno bastante 
curioso. Ello, por cuanto pese a que en general los países del sistema continental, como el español 
e italiano, siguiendo el Código Napoleónico, «conceptuaron la cosa juzgada como presunción de 
verdad, haciendo depender su carácter vinculatorio del razonamiento lógico del Juzgador (…), no 
obstante, por la gran autoridad de que goza la doctrina alemana y su propia regulación (…) se 
tendió a volver la vista a la idea romana (sententia ius facit) con desprecio por la tendencia 
logicista recogida en los Códigos: la cosa juzgada como presunción de verdad. Precisamente fue 
CHIOVENDA quien interpretó así la institución de la cosa juzgada. Y de este modo, por el peso 
de la doctrina y regulación alemanas, así como por la imponente autoridad científica de 
CHIOVENDA, se ha vuelto a la concepción romana, distorsionando con toda evidencia la escasa 
regulación sobre la cosa juzgada». Cfr. TAPIA FERNÁNDEZ, ISABEL, «Efectos objetivos de la 
cosa juzgada», ob. cit., p. 171 y en La cosa juzgada, ob. cit., pp. 20 y 21. 
363 Bajo este prisma, para un sector importante y a salvo las excepciones de nulidad y 
compensación del art. 408 LECiv, las excepciones materiales del demandado tampoco quedan 
cubiertas por la cosa juzgada en tanto ellas por sí mismas no importan el ejercicio de un derecho 
sino que se hacen valer con relación a la pretensión deducida. Bajo la vigencia de la LECiv 1881, 
se entendía además, que respecto de ellas no se producía un debate procesal equivalente al del 
objeto principal, pues el actor no estaba en condiciones de rebatirlas de forma suficiente.  
Dentro de esta línea doctrinaria, cabe hacer presente que algunos autores matizan esta 
restricción de la cosa juzgada a lo dispositivo sosteniendo que, sin perjuicio que dichos elementos 
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Dentro de estos elementos, este sector distingue particularmente las 
cuestiones lógicas o prejudiciales que son resueltas por el juez como 
antecedente lógico previo al fallo, considerando que la decisión prejudicial 
sobre derechos, relaciones o situaciones jurídicas carecen, por sí mismas, de 
cosa juzgada364 en tanto, junto con constituir simples pasos lógicos para poder 
arribar a la sentencia de fondo, a través de ellas se hacen valer, pero no 
suponen el ejercicio de derechos. Así, se entiende que al no ejercitarse los 
derechos que suponen las cuestiones prejudiciales y al no resolverse conforme 
a las normas procesales correspondientes al orden jurídico concreto al que 
pertenecen, es imprescindible que no pasen en autoridad de cosa juzgada, pues 
ello comportaría una clara indefensión y una gran inseguridad jurídica para el 
actor, y significaría, asimismo, que el juez podría disponer jurídicamente de 
acciones y derechos que no le pertenecen365. 
Esta restricción absoluta de la cosa juzgada a la parte dispositiva del 
fallo tal como se ha venido históricamente planteando, ha venido siendo 
objeto, como es sabido, de importantes cuestionamientos por la doctrina. 
Al respecto, existe una tendencia cada vez más mayoritaria en orden a 
atribuir eficacia de cosa juzgada a las alegaciones fácticas y jurídicas que 
sirven para individualizar o delimitar la petición de tutela (causa de pedir), así 
como las excepciones materiales del demandado, y en particular respecto de 
                                                                                                                                
no pasan en autoridad de cosa juzgada, es necesario atender a los fundamentos de hecho y de 
derecho a efectos de poder individualizar la condena o absolución contenida en la sentencia. En 
otros términos, se considera que la cosa juzgada se extiende objetivamente respecto de la 
pretensión hecha valer pero siempre conforme a su configuración y delimitación fáctica. Sobre 
este debate, cfr. por todos, GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Derecho Procesal Civil (con HERCE 
QUEMADA, VICENTE), v. I, ob. cit., pp. 440-442; CORTÉS DOMÍNGUEZ, VALENTÍN, Derecho 
Procesal Civil. Parte General (con MORENO CATENA, VÍCTOR), ob. cit., pp. 338-339 y en La 
cosa juzgada penal, Bolonia, Publicaciones del Real Colegio de España, 1975, p 170 y ss.; 
BERZOSA FRANCOS, MARÍA VICTORIA, Demanda, «causa petendi» y objeto del proceso, ob. 
cit., pp. 197 y 198; SERRA DOMÍNGUEZ, MANUEL, «Comentarios al art. 1252 del CC», ob. cit., 
pp. 727; ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., p. 570; y 
REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., p. 255. 
364 Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, ob. cit., p. 570 
365 Cfr. CORTÉS DOMÍNGUEZ, VALENTÍN, Derecho Procesal Civil. Parte General (con 
MORENO CATENA, VÍCTOR), ob. cit., p. 340. Para este último autor, «queda fuera de la cosa 
juzgada toda resolución sobre puntos y cuestiones prejudiciales, que siempre son prelógicos para 
la solución final del proceso y por tanto de la pretensión ejercitada. Lo contrario significaría, de 
una parte, una gran inseguridad jurídica pues el actor no sabría nunca cuáles iban a ser las 
consecuencias de la puesta en marcha de su acción; y de otra, significaría que el juez dispondría 
jurídicamente de acciones y derechos que en absoluto le pertenecen: en las cuestiones prejudiciales 
se hacen valer pero no se ejercitan los derechos». En la misma línea, GONZÁLEZ GRANDA, 
PIEDAD, «De las cuestiones prejudiciales» en Comentarios a la Nueva Ley de Enjuiciamiento Civil 
(con AA.VV.), t. I, ob. cit., pp. 489 y 490 y SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones 
prejudiciales en el sistema procesal español, ob. cit., p. 42. 
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ciertas decisiones prejudiciales, siempre que ello no importe vulnerar el 
derecho de defensa tanto de las partes366. 
                                               
366 Respecto de la prejudicialidad, en Italia, siguiendo esta línea cfr. DENTI, VITTORIO, 
«Questioni pregiudiziali», ob. cit., pp. 676 y ss.; TARUFFO, MICHELE, «“Collateral estoppel” e 
giudicato sulle questioni», II, ob. cit., pp. 651 y SATTA, SALVATORE, «Accertamento 
incidentale», ob. cit., pp. 243 y ss.; «Accertamenti incidentali e principi generali del diritto», ob. 
cit.,  pp. 29 y ss.; «Nuove  riflessioni in tema di accertamenti incidentali», I, ob. cit., pp. 64 y ss. y 
en Manual de Derecho Procesal Civil, ob. cit., pp. 45-47, respecto de las cuestiones prejudiciales 
lógicas y MENCHINI, SERGIO, I limiti oggettivi del giudicato civile, ob. cit., ob. cit., p. 140 y ss. 
En España, cfr. por todos SERRA DOMÍNGUEZ, MANUEL, «Comentarios al art. 1252 
del CC», ob. cit., pp. 696-780; TAPIA FERNÁNDEZ, ISABEL, El objeto del proceso. Alegaciones. 
Sentencia. Cosa juzgada, ob. cit.,  pp. 166-169 y en La cosa juzgada (Estudio jurisprudencial 
civil), ob. cit., pp. 68 y 69 y 170-186; DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, Objeto del proceso y 
cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., pp. 213-224 y MONTERO AROCA, JUAN, Derecho 
jurisdiccional II Proceso Civil, ob. cit., pp. 484 y 485. 
En esta línea, se señala que no es posible negar «la relevancia de los hechos en cuanto a la 
cosa juzgada y a la delimitación de su ámbito porque es a todas luces imposible prescindir de ellos 
para determinar qué es excluido por una sentencia firme sobre un objeto procesal (función 
negativa o excluyente de la cosa juzgada) y hasta dónde alcanza la fuerza vinculante de una 
sentencia dotada de autoridad de cosa juzgada (función positiva o prejudicial)». Cosa distinta, para 
este autor, es si dichos hechos por la sola virtualidad de unirse inescindiblemente a juicios 
jurídicos, poseen en sí mismos fuerza de cosa juzgada. En definitiva, concluye «que los juicios 
sobre hechos, aunque contenidos en sentencias firmes, no son vinculantes en si mismos o 
aisladamente considerados. Han de ser respetados, pero no por la fuerza vinculante ligada a ellos, 
sino en el marco de la cosa juzgada, en cuanto fundamento de una sentencia con eficacia 
prejudicial. En otros términos, cuando lo resuelto en una sentencia firme aparezca como 
antecedente lógico o como parte del objeto del proceso posterior». Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, 
ANDRÉS, ob. cit., pp. 235, 236 y 246. 
Por otro lado, se sostiene que «hoy en día no es posible mantener la tesis de 
CHIOVENDA en su formulación más estricta. Entender que la cosa juzgada sólo afecta al derecho 
declarado en la parte dispositiva de la sentencia, y que por tanto no se extiende ni a los 
considerandos o razonamientos jurídicos, ni a las excepciones del demandado, ni a los puntos 
lógicos o prejudiciales de ningún tipo, puede provocar en su formulación más dura una restricción 
del ámbito de la cosa juzgada ilógico, una posible contradicción entre diversas resoluciones 
judiciales, y una indeseable reiteración de litigios, con la consecuencia de una sobrecarga a la ya 
sobrecargada administración de justicia, nada recomendable». Cfr. TAPIA FERNÁNDEZ, ISABEL, 
La cosa juzgada, ob. cit., pp. 178 y 179. Con todo, a juicio de esta autora, tampoco puede 
sostenerse que la cosa juzgada cubre todos los fundamentos o razonamientos contenidos en el fallo 
pues de ser así «la cosa juzgada alcanzaría dimensiones desproporcionadas y conduciría a una 
incertidumbre de los derechos de los justiciables mayor que la que se quiere evitar con esta 
institución». Siguiendo lo anterior, entiende que pasan en autoridad de cosa juzgada sólo «las 
alegaciones de hecho y de derecho (…) que identifican e individualizan la causa de pedir de la 
concreta pretensión de tutela que se solicita (…), porque el juez ha tenido que contemplarlas, 
examinarlas y resolverlas no incidenter tantum, a los meros efectos incidentales o de paso, sino 
como decisivos o determinantes de la resolución final» (pp. 68 y 69). 
Finalmente, abordando el tema desde una perspectiva diferente y sin adherir a ninguna de 
estas posturas, para otro sector, teniendo presente que la sentencia debe ser concebida como una 
respuesta, su fundamentación contiene y debe contener «junto a la motivación fáctica y jurídica, 
auténticos y genuinos pronunciamientos sujetos, como tales, a lo preceptuado en el art. 218 LEC. 
La dificultad estriba, precisamente, en discernir qué cosa dentro de la fundamentación es mera 
motivación y qué otra es un pronunciamiento debido con fuerza de cosa juzgada». Cfr. DE 
PADURA BALLESTEROS, MARÍA TERESA, Fundamentación de la sentencia, preclusión y cosa 
juzgada, ob. cit., pp. 16 y 17. 
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Tratándose de la prejudicialidad, ha sido particularmente la doctrina 
italiana la que ha reconducido el planteamiento de este problema desde la 
perspectiva del derecho de defensa de las partes considerando, en general y de 
modo similar a lo que ocurre en los ordenamientos del common law, que en la 
medida que el juez tenga competencia y jurisdicción para conocer del asunto y 
la cuestión haya sido objeto de discusión, prueba y debate por las partes en 
forma seria y con profundidad suficiente, no existe razón alguna para restringir 
la eficacia de la decisión de las cuestiones judiciales poniendo en riesgo con 
ello la coherencia de las resoluciones judiciales que se pronuncien sobre la 
misma. Otro sector, por su parte, llega a esta misma conclusión respecto de la 
prejudicialidad lógica, antes vista, esto es, aquellas cuestiones que surgen con 
relación a la propia relación jurídica debatida en juicio y resultan 
determinantes para su decisión, las que debieran pasar en autoridad de cosa 
juzgada aún cuando no hayan quedado incluidas en el objeto del proceso367. 
En España, esta línea doctrinaria es seguida principalmente por 
SERRA, quien no obstante entender que la cosa juzgada se extiende sólo a lo 
dispositivo del fallo, tratándose de la decisión de cuestiones prejudiciales, 
considera que debe adoptarse una posición intermedia que evite no sólo la 
posibles contradicción entre sentencias sino también el posible error que pueda 
derivar de un tratamiento incompleto de una cuestión jurídica368. En sentido 
similar, pero sólo respecto de los supuestos de prejudicialidad lógica, para 
TAPIA, el conocimiento de dichas cuestiones debiera quedar cubierto por la 
cosa juzgada siempre que se cumplan todos los presupuestos procesales y 
materiales y haya efectiva contradicción y conocimiento del juez sobre la 
cuestión, la materia prejudicial debiera quedar cubierta por la cosa juzgada369. 
                                               
367 Respecto de la primera postura, cfr. principalmente DENTI, VITTORIO, «Questioni 
pregiudiziali», ob. cit., pp. 676 y ss. y TARUFFO, MICHELE, «“Collateral estoppel” e giudicato 
sulle questioni», II, ob. cit., pp. 651. La segunda postura, cfr. SATTA, SALVATORE, 
«Accertamento incidentale», ob. cit., pp. 243-246 y en Manual de Derecho Procesal Civil, ob. cit., 
pp. 45-47. 
368 Cfr. SERRA DOMÍNGUEZ, MANUEL, «Comentarios al art. 1252 del CC», ob. cit., pp. 
728-730. Para este autor, la eficacia de cosa juzgada de estos pronunciamientos exige que se trate 
de cuestiones en estrecha relación con la cuestión debatida como objeto principal que hayan sido 
directamente propuestas por las partes o bien, en caso contrario, que hayan sido ampliamente 
debatidas por ambas, agregando finalmente la necesidad de que el tribunal tenga jurisdicción y 
competencia para conocer del asunto y lo sea a través del procedimiento adecuado 
369 Cfr. TAPIA FERNÁNDEZ, ISABEL, La cosa juzgada, ob. cit., pp. 178-179. En línea 
similar, pero si realizar distinción alguna, para otro sector «las declaraciones contenidas en la 
sentencia relativas a la existencia o inexistencia de relaciones jurídicas o de situaciones jurídicas, 
que son la base de la condena o de la absolución, no pueden quedar fuera de la cosa juzgada. Estas 
declaraciones son un conjunto fáctico y jurídico que no sólo sirven para motivar el fallo sino que 
determinar sobre lo que se ha juzgado». Cfr. MONTERO AROCA, JUAN, Derecho jurisdiccional 
II Proceso Civil, ob. cit., p. 484. En sentido contrario, para otro sector de la doctrina sostener la 
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Por nuestra parte, esta noción de la cosa juzgada y sus límites nos 
parece mucho más cercana a la noción y evolución que ha tenido este instituto 
en el ordenamiento chileno y es probablemente la razón de las diferencias que 
es posible apreciar con el español. 
Al igual que España, el Código Civil chileno siguió la noción de cosa 
juzgada como presunción de verdad anclado en la concepción medieval de la 
misma. Con todo, y salvo en lo relativo a los límites subjetivos, la idea romana 
de la cosa juzgada secundada por la doctrina y regulación alemanas y por 
CHIOVENDA, no tuvo entre la doctrina y el legislador chileno de la época la 
influencia ni el peso que tuvo en España e Italia. De allí que la tendencia en 
este ordenamiento, como veremos, es la de dar eficacia de cosa juzgada a las 
cuestiones lógicas o prejudiciales que resuelva el juez durante el curso del 
proceso. 
Fuera de lo anterior, y sin ánimo de terciar en un debate de suyo 
complejo, lo que nos lleva a suscribir esta segunda postura es esencialmente la 
consideración de la prejudicialidad como fenómeno sustantivo y realidad 
ineludible, y su finalidad dentro del proceso como instrumento para la 
coherencia de las resoluciones judiciales. 
Entendiendo que la regulación de la cosa juzgada y sus límites como 
cuestión de política legislativa obedece a una evolución y a la prevalencia de 
los diversos principios y valores a que los respectivos ordenamientos den 
mayor relevancia o prioridad, ello no quita, sin embargo, que la prejudicialidad 
se manifieste y cruce igualmente el espectro procesal, siendo necesario que el 
ordenamiento, a través de la cosa juzgada o de otros instrumentos, de salida al 
problema de coherencia de las resoluciones  judiciales a que la prejudicialidad 
puede dar lugar. 
Desde esta perspectiva, siguiendo esta línea doctrinaria, consideramos  
que en la actualidad no existe razón alguna para negar la eficacia de cosa 
juzgada a la decisión sobre derechos, situaciones o relaciones jurídicas 
determinantes de la solución de la relación jurídica principal debatida en el 
proceso en la medida que el derecho de contradicción, defensa y prueba de las 
partes esté debidamente resguardado y se cumplan con los demás requisitos y 
presupuestos procesales.  
                                                                                                                                
extensión de la cosa juzgada a las cuestiones prejudiciales atenta contra los principios dispositivo y 
de justicia rogada que rigen el proceso civil y el poder de configuración de las partes respecto de la 
concreta petición de tutela realizada en el petitum. Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, La 
prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., p. 507 y 508. 
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Con ello se evita, tal como señala la propia exposición de Motivos de la 
LECiv 2000 (epígrafe IX), someter a los mismos justiciables a diferentes 
procesos, con la correspondiente actividad jurisdiccional que ello implica, 
cuando la cuestión ha podido razonablemente quedar zanjada solo en uno, al 
mismo tiempo que se permite un conocimiento completo del asunto sometido a 
la decisión del tribunal.  
Asimismo, y principalmente, se realza, a nuestro juicio la función de la 
cosa juzgada como uno de los principales mecanismos o medios procesales 
para el tratamiento de la prejudicialidad, tendencialmente dirigido a la 
coherencia de la resoluciones judiciales que se dicten sobre asuntos 
prejudicialmente conexos370. 
B) Resolución de la materia prejudicial en vía devolutiva por el 
tribunal competente ratione materiae. 
Pasamos, finalmente y en forma muy breve, al examen de los 
problemas que suscita la decisión de la materia prejudicial en vía principal por 
el tribunal competente ratione materiae. 
En los supuestos de devolutividad, el legislador ha querido que la 
materia prejudicial sea decidida por el tribunal genéricamente competente en 
razón de la  materia, de manera tal que el tribunal que conoce del proceso 
principal deberá suspender su curso en espera de la resolución de la cuestión 
prejudicial, aunque la cuestión también se planteará cuando la materia 
prejudicial ha sido ya resuelta por sentencia firme y se plantea un juicio 
sucesivo a aquel, en el cual dicha sentencia condiciona el contenido de la 
resolución del segundo proceso. 
De esta forma, la materia prejudicial es conocida en toda su amplitud y 
resuelta en vía principal, como objeto de un proceso autónomo y con eficacia 
de cosa juzgada, con lo cual el riesgo de que la cuestión pueda ser planteada en 
un proceso posterior y se dicten resoluciones contradictorias  desaparece371. 
                                               
370 Esta función que viene reconocida por la propia LECiv 2000 al señalar que la cosa 
juzgada, como instrumento de naturaleza procesal, es un instituto dirigido a «impedir la repetición 
indebida de litigios y a procurar, mediante el efecto de vinculación positiva a lo juzgado 
anteriormente, la armonía de la sentencias que se pronuncien sobre el fondo en asuntos 
prejudicialmente conexos». 
371 Con todo, y no obstante haber sido aplicado correctamente el régimen devolutivo 
decretando la suspensión del proceso civil en espera de la decisión del juez penal de la materia 
prejudicial, el riesgo de posibles resoluciones contradictorias no queda totalmente excluido. Nos 
referimos a todos aquellos casos, en que, tal como apunta la doctrina, la devolutividad ha resultado 
fallida, esto es, cuando la decisión del juez penal no ha dado una respuesta con valor de cosa 
juzgada sobre el fondo de la cuestión necesaria para la decisión del juez civil. Cfr. REYNAL 
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Sin embargo, se plantea ahora el problema de la extensión o proyección 
de la cosa juzgada a otros procesos y la vinculación del tribunal a la sentencia 
que decide la materia prejudicial, especialmente cuando se trata de tribunales 
de diversos órdenes jurisdiccionales.  
En estos casos, y especialmente cuando el proceso en el que incide la 
materia prejudicial ha sido paralizado precisamente, a la expectativa de su 
decisión, lo lógico sería que la resolución del tribunal sobre la misma le 
vincule, no pudiendo desconocer los términos en que ha sido decidida. 
En el ordenamiento español, sin embargo, y a salvo los supuestos en 
que pueda operar el efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada —efecto 
que ha venido a ser reconocido y regulado por primera vez en la LECiv 
2000— la vinculación entre sentencias sólo es objeto de parcial regulación en 
el art. 116 LECrim, norma cuya naturaleza, interpretación y aplicación no ha 
sido pacífica en la doctrina. 
Sin entrar en detalle en el largo debate que se ha dado en España sobre 
esta materia, a los solos efectos de contextualizar su estudio en el 
ordenamiento chileno, cabe destacar algunos aspectos de dicha discusión:  
1. En primer lugar, tratándose de cuestiones prejudiciales no penales 
suscitadas en procesos no penales, en términos generales, la doctrina española 
entiende que el tribunal civil que conoce de proceso principal se encuentra 
vinculado a la decisión de la materia prejudicial que realicen los tribunales de 
                                                                                                                                
QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 493-494. A juicio de esta 
autora, quedan incluidas en esta categoría, por ejemplo, la sentencia absolutoria por falta de 
pruebas; el auto de sobreseimiento provisional; el auto de archivo de las actuaciones por rebeldía 
del procesado; o la sentencia absolutoria o el auto de sobreseimiento fundados en la extinción de la 
responsabilidad criminal en caso de muerte del imputado, prescripción del delito o perdón del 
ofendido, donde no hay pronunciamiento alguno sobre la tipicidad de los hechos o sobre su 
existencia.  
En esta línea, se sostiene que cuando un proceso penal ha sido iniciado y sustanciado a 
título prejudicial, el nexo causal que le une al proceso civil hace que las nuevas circunstancias que 
pudieran surgir no sólo afecten al propio proceso penal sino que, por su condición prejudicial al 
civil, afectará o deberían afectar también a este último. En tales casos, y no obstante la relevancia o 
influencia de la decisión del juez penal sobre la materia prejudicial, el juez civil deberá, con 
prescindencia de la misma, alzar la suspensión decretada y decidir sobre el fondo del asunto 
sometido a su consideración aplicando los principios y técnica propios del proceso civil. Cfr. 
GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, Las cuestiones prejudiciales penales en el proceso civil, ob. 
cit., p. 138. Sin embargo, en estos casos es perfectamente posible que el proceso penal sea 
reabierto durante la tramitación del proceso civil o incluso con posterioridad al dictado de la 
sentencia civil firme, concluyendo con una decisión que contravenga lo decidido por el juez civil 
Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, ob. cit., pp. 493-494.  
Como es posible observar, en estos casos la eventual contradicción que se pueda producir 
no deviene de una infracción del sistema devolutivo legalmente establecido por parte del juez civil 
sino de la falta oportuna de un pronunciamiento eficaz para resolver la materia prejudicial. 
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los órdenes civil, contencioso-administrativo y social, en cada caso, en virtud 
del efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada contemplado en el art. 
222.4 LECiv, y siempre que se cumplan los requisitos e identidades exigidas 
por dicha norma, en particular la identidad subjetiva372. 
De esta forma, y diferencia de lo que ocurre en Chile donde el efecto 
positivo carece de reconocimiento y regulación legal, el tema de la eficacia de 
cosa juzgada de la sentencia civil  y de la no penal respecto de otros procesos 
es una cuestión que no genera mayor cuestionamientos por parte de la doctrina.  
Donde sí es posible apreciar problemas importantes, es al momento de 
determinar el ámbito o límites subjetivos de la cosa juzgada y, en particular, la 
repercusión prejudicial que la sentencia puede tener respecto de terceros 
titulares o que tienen interés en una relación jurídica conexa con la decidida 
por ésta. Sobre la materia, nos remitimos al examen ya realizado (supra, Parte 
I, cap. 2º, I. 7), destacando al efecto, que la prejudicialidad, como fenómeno 
sustantivo, es algo que va más allá de los límites de la cosa juzgada, 
constituyendo el fundamento de la denominada eficacia refleja o colateral de la 
sentencia. 
En lo que respecta a la prejudicialidad civil y no penal en el proceso 
penal, la regla de la vinculación aparece con menos claridad en tanto, en virtud 
del principio de preferencia del orden penal, tradicionalmente se ha entendido 
que las resoluciones que dicte el orden penal vinculan a los demás órdenes 
jurisdiccionales pero nunca a la inversa.  
En definitiva, se considera que no es posible extender los efectos 
positivos de la cosa juzgada civil, en un sentido amplio, al proceso penal, sin 
perjuicio de otros efectos que pueda producir la sentencia civil en dicho 
proceso como hecho jurídico, como medio de prueba o los efectos propios de 
la sentencia constitutiva373. En Chile, existe una tendencia similar pero que 
                                               
372 En este sentido, cfr. por todos ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil 
(con AA.VV.), ob. cit., p. 643; GARBERÍ LLOBREGAT, JOSÉ, «Cuestiones Prejudiciales» en Los 
procesos penales. Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal (con AA.VV.), t. I, ob. cit., p. 
93 y en «De las cuestiones prejudiciales» en Los procesos civiles. Comentarios a la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (con AA.VV.), t. I, ob. cit., p. 651; REYNAL QUEROL, NÚRIA, La 
prejudicialidad en el proceso civil, ob., cit., pp. 481-487. Para esta autora, con todo, no todos los 
supuestos de prejudicialidad civil importan la vinculación del juez civil a la resolución prejudicial 
«sino que el condicionamiento de un tribunal civil a una resolución igualmente civil sólo puede 
presentarte en determinadas hipótesis, concretamente cuando puede entrar en juego o hubiese 
podido entrar la eficacia positiva de la cosa juzgada» (p. 482). 
373 Como señala la doctrina, en razón de los diversos principios que rigen ambos procesos 
y la falta de eficacia positiva que la sentencia penal tiene incluso respecto de otros procesos 
penales, tradicionalmente se ha entendido que la cosa juzgada de la sentencia civil no trasciende al 
proceso penal. Quedan fuera de lo anterior, pero como algo diversos de la cosa juzgada, los efectos 
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reconoce excepción, precisamente, en los supuestos de prejudicialidad civil en 
el proceso civil. 
2.  Tratándose de prejudicialidad penal en el proceso civil, si bien en 
general la doctrina sostiene la vinculación del juez civil a la sentencia penal, el 
tema se oscurece al momento de determinar la naturaleza y alcances de dicha 
vinculación374. 
El punto de partida de este problema, se encuentra en la ambigüedad de 
la escasa normativa que regula esta materia, contemplada en el art. 116 
LECrim, referido a la responsabilidad civil ex delicto375 —y también los arts. 
                                                                                                                                
jurídico-materiales que produce la sentencia civil constitutiva; su eficacia como hecho  jurídico, 
esto es, cuando la sentencia es tomada por la norma sustantiva como presupuesto de hecho de la 
norma jurídica, y la eficacia probatoria de la misma. Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, «Eficacia 
de la sentencia civil en el proceso penal», en RDP, 1945, p. 165, 166 y ss. 
En el ordenamiento español, con excepción del art. 5 LECrim, nada dice la ley respecto 
de la eficacia de la sentencia que dicte el tribunal civil competente ratione materiae resolviendo la 
materia prejudicial respecto del proceso penal, ni si el juez penal queda vinculado a la misma. El 
mencionado art. 5 LECrim es la única norma que se refiere a esta materia estableciendo que la 
decisión del tribunal que resuelva la cuestión relativa a la validez del matrimonio o la supresión 
del estado civil servirá de base a la del tribunal de lo criminal. En este caso, la resolución del juez 
civil vincula al juez penal quien no podrá prescindir de dicha decisión.  
Sin embargo, la doctrina es coincidente en señalar que este supuesto de vinculación no 
dice relación con la cosa juzgada, sino que es el efecto propio de las sentencias constitutivas en 
cuanto producen un cambio o modificación en la situación jurídica material, que se traduce en la 
creación, modificación o extinción de una relación jurídica determinada. Cfr. GÓMEZ 
ORBANEJA, EMILIO, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, t. I, ob. cit., p. 157. 
374 Para GÓMEZ, en materia de las relaciones entre órdenes jurisdiccionales distintos, uno 
de los problemas «más importante, más complejo y debatido, y más difícil de resolver, es el de la 
eficacia de la sentencia penal en el proceso civil, en especial en el proceso para el resarcimiento 
del daño causado por el hecho que haya sido objeto del pronunciamiento represivo».  
Desde una perspectiva histórica, apunta este autor que el debate doctrinario se ha centrado 
en tres enfoques o soluciones para negar o fundar la vinculación entre procesos de objeto diverso. 
Una primera solución, consiste en sostener la absoluta independencia de los jueces para resolver el 
asunto sometido a su conocimiento. Se parte de la base «de que los dos procesos se ignoran 
recíprocamente. Cada uno de ellos tiende a la consecución de finalidades que le son propias y 
exclusivas, sin atender a si el camino que hay de recorrerse es eventualmente común a otras ramas 
de la jurisdicción». En consecuencia, se niega en este caso toda vinculación entre los mismos.  
La segunda solución, sostiene la absoluta vinculación del juez civil a la sentencia penal. 
Esta postura «arranca del supuesto dogma de la unidad de la función jurisdiccional, extendiendo el 
principio de preferencia del orden represivo, que encuentra su primera expresión en la máxima “le 
criminal tient le civil en état” –de manera tal que- lo que sea común a una y otra decisión no puede 
quedar fijado de manera diversa en cada una de las dos sentencias; la vinculación, lo mismo que en 
general el instituto de la cosa juzgada, atiende a la necesidad de evitar fallos contradictorios».  
Finalmente, una tercera postura, intermedia a las dos anteriores, sostiene la vinculación 
del juez civil sólo al fallo condenatorio del juez penal. La sentencia absolutoria no le vincula «aún 
cuando niegue la existencia del hecho o la participación del absuelto». Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, 
EMILIO, t. II, v. I, ob. cit., p. 700, 708, 709 y 711. 
375 Esta norma establece expresamente que: «La extinción de la acción penal no conlleva 
consigo la de la civil, a no ser que la extinción proceda de haberse declarado por sentencia firme 
que no existió el hecho de que la civil hubiese podido nacer. 
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83.6 TRLPL y 64 Ley 5/2000—,  en virtud del cual se establece la vinculación 
del juez no penal a la declaración de inexistencia de del hecho por parte del 
juez penal. A partir de aquí, los autores se dividen en cuanto a la naturaleza 
jurídica de dicha vinculación, sosteniéndose por algunos que se trata de un 
efecto de la cosa juzgada penal positiva o prejudicial376; de la preclusión377 o 
bien de la eficacia probatoria de la sentencia378. 
                                                                                                                                
En los demás casos, la persona a quien corresponda la acción civil podrá ejercitarla ante 
la jurisdicción y por la vía de los civil que proceda, contra quien estuviere obligado a la 
restitución de la cosa, reparación del daño o indemnización del perjuicio sufrido». 
376 Tradicionalmente, por influencia de la doctrina francesa, se venía explicando la 
vinculación entre sentencias civiles y penales como un efecto positivo o prejudicial de la cosa 
juzgada penal. Entre los autores que adhieren a esta postura, cfr. FENECH NAVARRO, MIGUEL, 
El Proceso Penal, ob. cit., pp. 403 y ss. y 414; PRIETO-CASTRO FERRÁNDIZ, LEONARDO, 
Cuestiones de Derecho Procesal, ob. cit., p. 309 y DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, La 
conexión en el proceso penal, ob. cit., pp. 159 y 160. Con todo este último autor ha rectificado su 
postura. Al efecto cfr. Sobre la cosa juzgada (civil, contencioso-administrativa y penal, con 
examen de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional), ob. cit., pp. 168 y ss. y Derecho 
Procesal Penal (con AA.VV.), ob. cit. p. 560. 
La exactitud de dicha premisa exigía, sin embargo, replantearse la configuración misma 
de la cosa juzgada penal y sus límites, en la forma establecida por el ordenamiento positivo 
español, o bien buscar una solución diversa. 
Al efecto, se señala que «la solución, pues, que se le busque a la influencia de la sentencia 
penal sobre la sentencia civil es de enorme importancia. Piénsese que de lo que se trata de saber es 
cuáles son los límites de la cosa juzgada penal». A su juicio, en definitiva, lo que está claro «es 
que la jurisdicción civil no está absolutamente despegada de la jurisdicción penal; ambas 
jurisdicciones no van cada una por su camino, totalmente paralelos, sino, todo lo contrario, entre 
ellas existe un nexo de unión que puede hacer imprescindible la influencia de una sobre la otra. Lo 
importante está ahora en determinar la naturaleza jurídica de dicha influencia y determinar si se 
puede hablar de una verdadera eficacia de cosa juzgada, o por el contrario, no se puede atribuir a la 
cosa juzgada esta influencia se la sentencia penal sobre la civil». Cfr. CORTÉS DOMÍNGUEZ, 
VALENTÍN, La cosa juzgada penal, Bolonia, Publicaciones del Real Colegio de España, 1975, p. 
175. 
377 Considerando la dificultad de la materia, otro sector rechaza en términos categóricos la 
naturaleza de este vínculo como un supuesto de eficacia positiva o prejudicial de la cosa juzgada 
penal, por no ajustarse a su función dentro del proceso penal, que se limita a la función negativa o 
excluyente, y porque en definitiva, en lo que respecta a la materia de la cosa juzgada, esta alcanza 
sólo a la parte dispositiva del fallo, y no a su motivación. En contrapartida, se plantea la idea de 
preclusión o exclusión de la facultad del derecho a hacer valer judicialmente el resarcimiento en un 
juicio posterior y que se falle sobre él por cuanto lo que el legislador ha pretendido con esta norma 
«no es meramente determinar el fallo civil absolutorio, vinculando al juez a la declaración de 
inexistencia de los hechos (…) sino excluir toda “congnitio”, y por tanto, toda prueba, sobre el 
hecho declarado inexistente en la sentencia penal firme». Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, 
Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, t. II, v. I, ob. cit., p. 703 y 711 y ss. En 
definitiva, para este autor, el elemento de la sentencia penal que coincide con una de las premisas 
necesarias de la sentencia civil y respecto del cual se plantea el tema de la vinculación «no 
constituye la consecuencia jurídica declarada en el pronunciamiento penal, sino que consiste en 
algo que queda, como antecedente lógico, más allá de la cosa juzgada de ese fallo». Cfr. «Eficacia 
de la sentencia penal en el proceso civil», RDP, Nº 2, 1946, p. 211. 
378 Para otros autores, finalmente, conviniendo en que no se trata de un efecto positivo de 
la cosa juzgada penal, consideran, sin embargo, que la sentencia penal «no precluye la posibilidad 
del proceso, sino cualquier otra posibilidad de prueba», operando como una especie de presunción 
iuris et de iure. La solución no está «en que se le de a la sentencia penal fuerza de prueba legal, 
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En la actualidad, la doctrina parece coincidir en forma prácticamente 
unánime, en cuanto a negar a la vinculación contemplada en el art. 116 
LECrim el carácter de eficacia positiva de cosa juzgada379, siguiendo 
                                                                                                                                
que la tiene, sino al contrario, que excepcionalmente para este caso se da al contenido mismo de la 
sentencia esa fuerza, siendo una excepción a todo el sistema de prueba legal por documentos». Cfr. 
CORTÉS DOMÍNGUEZ, VALENTÍN, La cosa juzgada penal, ob. cit. p. 181. 
379 Los argumentos pasan principalmente por dos órdenes de cuestiones.  
Por una parte, atribuir a esta vinculación fuerza de cosa juzgada no pasa de ser una 
propuesta de lege ferenda, pues el ordenamiento español no establece con claridad una excepción 
como la señalada. En esta línea, para DE LA OLIVA, rectificando su anterior tesis, «cabe defender 
que se establezca legislativamente con claridad una excepción a la regla de la ausencia de función 
prejudicial de las sentencias penales firmes consistente en atribuirles tal función, para procesos 
penales ulteriores, cuando declaren inexistente el hecho». Sin embargo –continúa— «en el 
momento presente la ley no establece claramente tal excepción y, en la duda, consideramos más 
seguro atenerse a los exactos términos del precepto tan repetidamente citado». Con todo, este autor 
pone énfasis en las consecuencias de una propuesta como la señalada pues «correspondiendo al 
derecho positivo delimitar con toda precisión la eficacia de la cosa juzgada penal (…) el legislador 
debería ser consciente, eso sí, de que, al acoger cualquiera de esas propuestas, estaría 
introduciendo un eficacia secundum eventum litis de la cosa juzgada». Cfr. DE LA OLIVA 
SANTOS, ANDRÉS, Derecho Procesal Penal (con AA.VV.), ob. cit., p. 566.  
Por la otra, siendo sin duda el argumento de mayor fuerza para negar la eficacia positiva a 
la vinculación del art. 116 LECrim, se entiende que ello importaría admitir que en el proceso penal 
se ha juzgado sobre la acción civil cuando, precisamente, se está en los supuestos en que dicha 
acción no ha sido ejercida o resuelta en el proceso penal. Con ello se daría la paradoja «de que el 
particular afectado por el “crimen” ha visto cómo su derecho subjetivo a la reparación ha sido 
juzgado sin que él, que es su titular, lo haya ejercitado». Cfr. CORTÉS DOMÍNGUEZ, VALENTÍN, 
La cosa juzgada penal, ob. cit., p. 177. En definitiva, se sostiene que «difícilmente puede haber 
cosa juzgada sobre aquello que no ha sido objeto de juicio». Además, «sólo puede pasar con 
eficacia de cosa juzgada aquello que por sí mismo puede constituir un objeto procesal autónomo, 
lo que no ocurre en el caso de la declaración de existencia o inexistencia de los hechos, pues los 
mismos sólo adquirirán el valor de cosa juzgada en la medida en que se integren a una situación 
jurídica o derecho». Cfr. JUAN SÁNCHEZ, RICARDO, La responsabilidad civil en el proceso 
penal, ob. cit., p. 443. 
En la actualidad, sin embargo, otros autores entienden que, dado el estado de la 
organización judicial vigente, la discusión acerca de la extensión de cosa juzgada y la vinculación 
entre sentencias en los términos en que se ha venido planteando, si bien tuvo razón de ser en su 
época, en especial por la forma como se entendía el principio de preferencia del orden penal, ha 
perdido en muchos sentidos su vigencia, siendo necesario y urgente un replanteamiento y revisión 
de la normativa legal. Desde esta perspectiva, a juicio de NIEVA el problema de la cosa juzgada es 
único para toda la jurisdicción, no hay una cosa juzgada para cada orden jurisdiccional. Y si 
existen diversos órdenes jurisdiccionales, se debe sólo a una cuestión de especialización, 
encaminada a la mejor prestación de la actividad jurisdiccional. El tradicional esquema utilizado 
por los comentaristas de la época para el estudio de la influencia de los juicios, basado 
precisamente en una compartimentación de la jurisdicción, tiene poca vigencia pues nada tiene que 
ver con la cosa juzgada el hecho de que un orden jurisdiccional responda a unos principios o a 
otros, para negar o afirmar la eficacia de las sentencia. 
En definitiva, para este autor, siendo cierto que cada orden jurisdiccional ejercita su 
función en la parcela que se le atribuye por la ley y en cada orden se establecen determinados 
principios, no se puede tratar a la jurisdicción civil como si no fuera jurisdicción cuando nos 
hallamos ante un tribunal penal, ni resulta en absoluto adecuado que el orden penal sea 
considerado como una jurisdicción preponderante puesto que sus fallos son tan jurisdiccionales 
como los de cualquier otra jurisdicción. De acuerdo con ello, lo que en la actualidad debe 
cuestionarse verdaderamente, es si para obtener la estabilidad de los pronunciamientos que 
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mayormente, cuando se trata de acción civil ex delicto, la idea de preclusión380, 
y donde el fundamento de la vinculación se encontraría en la necesidad de 
evitar pronunciamientos contradictorios381. 
3. Más allá de este debate, en materia de prejudicialidad, parte importante 
de la doctrina española conviene en entender la vinculación del juez civil como 
un efecto necesario del sistema devolutivo que va, incluso, más allá de los 
supuestos contemplados en el art. 116 LECrim. 
En definitiva, en la medida que la existencia de una cuestión de carácter 
penal ha podido generar una crisis del proceso civil impidiendo su normal 
                                                                                                                                
reclama la cosa juzgada, es necesario que los jueces de órdenes distintos se vean obligados a seguir 
un determinado pronunciamiento, o por el contrario es posible mantenerla dejándoles en libertad 
de decidir en contra de dichas decisiones. Cfr. NIEVA FENOLL, JORDI, La cosa juzgada, ob. cit., 
p. 228 a 230. 
380 Sin embargo, esta noción requiere una explicación previa, que el propio GÓMEZ 
ORBANEJA se preocupa de aclarar. En efecto, el elemento característico de la preclusión, en su 
concepción tradicional de pérdida o extinción de una facultad procesal, consiste en que ella está 
llamada a obrar dentro del proceso en que se produce y no fuera de él, como ocurre con la cosa 
juzgada. Esta idea de preclusión aplicada a la vinculación entre procesos, exige considerar, según 
este autor que ambos procesos, dejando a salvo sus diferencias, «aparecen como dos miembros de 
un único organismo jurisdiccional: como dos momentos de una idéntica actividad judicial». De 
esta forma, «al juicio civil pasa como adquirido lo declarado en la motivación de la sentencia 
penal- o ciertos elementos de ella,- como pasa a la fase de apelación el material instructorio 
reunido en primera instancia- o mejor, como pasan a la decisión del juez como adquiridos los 
hechos admitidos o no negados concluyentemente en la contestación de la demanda». Cfr. 
GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, t. II, v. I, ob. 
cit., pp. 724 y 725. 
381 Para la doctrina «lo que viene a decirle el artículo 116 I al justiciable es que no se 
moleste en presentar demanda ante la jurisdicción civil, si ya la penal declaró el hecho inexistente; 
porque la especial vinculación del juicio de hecho va a conducir de forma automática a que su 
demanda se desestime por inexistencia de hechos constitutivos». En definitiva, el ejercicio de la 
acción civil o la posibilidad de dictar sentencia en el proceso civil que quedó suspenso, dependerá 
de que el juez penal declare la existencia de los hechos. Si el juez penal declara la inexistencia de 
los mismos, entonces «no podrá reconocerse nunca que haya acción civil» y el juez civil «no podrá 
anudar consecuencias jurídicas a un hecho declarado inexistente por el órgano penal». Cfr. 
GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, Las cuestiones prejudiciales penales en el proceso civil, ob. 
cit., p. 166. 
Para otros autores, esta forma de entender el art. 116 LECrim incide directamente en el 
derecho a la tutela judicial efectiva, específicamente el derecho de acción, contemplado en el art. 
24.1 CE. Siendo un derecho de configuración legal, es lícito y posible que el legislador imponga 
obstáculos a su ejercicio, siempre que sean razonables y proporcionados. El fundamento de la 
vinculación, en consecuencia, no puede ser otro que «el deseo del legislador de evitar 
pronunciamientos contradictorios teniendo en cuenta la unidad de hecho en que se fundamentan 
las consecuencia civiles y penales, para lo que no duda en sacrificar otros criterios como la libre 
valoración judicial de los hechos». Cfr. JUAN SÁNCHEZ, RICARDO, La responsabilidad civil en 
el proceso penal, ob. cit., p. 447. 
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continuación, dicha suspensión no puede ser entendida sino a la luz de la 
vinculación prejudicial del juez civil a la sentencia penal382.  
A juicio de un sector, dicha vinculación se produce aún a falta de norma  
expresa y no obstante ello pueda conllevar una restricción de garantías 
constitucionales, como la libertad e independencia judicial, el principio de 
sumisión de los jueces a la ley y de unidad jurisdiccional y el derecho de 
defensa. En este caso, dicha restricción encuentra suficiente justificación en el 
ordenamiento español a la luz de la doctrina del TC pues de lo que se trata, en 
definitiva, es de preservar otro valor constitucional como es la necesidad de 
evitar decisiones contradictorias. Por otro lado, la amplitud de las normas de 
intervención en el proceso penal así como la presencia del Ministerio Público 
en este tipo de procesos, garantizan adecuadamente la posibilidad de defensa 
de las partes en el proceso penal en el que se discute la materia prejudicial383. 
Partiendo de lo anterior, se estima así, por un lado, que constituyendo el 
art. 116 la única disposición que regula en el ordenamiento español la 
vinculación entre sentencia dictadas por tribunales de órdenes diversos, ella 
resulta aplicable en materia de prejudicialidad.  
De esta forma, el juez civil se verá vinculado a la sentencia penal en los 
términos establecidos por dicha norma esto es, cuando se trate de una sentencia 
absolutoria que declare la inexistencia del hecho384, vinculación se extiende 
                                               
382 En este sentido, la doctrina entiende que «no agotando la cosa juzgada material la 
categoría jurídica de la prejudicialidad, «no hay error en calificar de «prejudicial» aquella 
vinculación de carácter fáctico, pues el enjuiciamiento del juez penal se antepone a la «actividad» 
versus «contenido de la actividad» del juez civil». Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las 
cuestiones prejudiciales en el sistema procesal español, ob. cit., p. 33.  
En esta línea,  ORTELLS RAMOS, MANUEL, en Derecho Procesal Civil (con AA.VV.), 
ob. cit., pp. 641 y 642; GARBERÍ LLOBREGAT, JOSÉ, «Cuestiones Prejudiciales» en Los 
procesos penales. Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal (con AA.VV.), t. I, ob. cit., p. 
93. y en «De las cuestiones prejudiciales» en Los procesos civiles. Comentarios a la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (con AA.VV.), t. I, ob. cit., p. 65, para todos los supuestos de prejudicialidad; 
REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 461-465 y 
GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, Las cuestiones prejudiciales penales en el proceso civil, ob. 
cit., pp. 80-81 y 146. Para este último autor, a falta de normativa expresa, la vinculación en materia 
de prejudicialidad penal se produce en los términos y supuestos que contempla dicho precepto. 
Ello, en definitiva, porque la influencia de la sentencia penal sobre la civil principal en cuya 
decisión incide se basa en las mismas razones que fundan la suspensión de la acción civil derivaba 
del hecho punible. Esto es, la existencia de hechos comunes que han de ser objeto de 
enjuiciamiento en ambos procesos y que tienen una influencia decisiva en la concesión de la tutela 
jurídica solicitada en el proceso civil. 
383 Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, ob. cit., p. 463. 
384 Para lo anterior, se parte del presupuesto esencial de que la resolución penal respecto 
de la cual se predica la vinculación tiene que haber resuelto la materia prejudicial que se suscita en 
el proceso civil con efecto de cosa juzgada. Por tanto, deberá tratarse de una sentencia, sea 
condenatoria o absolutoria o un auto de sobreseimiento libre. En esta línea, a juicio de ORTELLS 
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también a la declaración de su existencia así como la declaración que niegue la 
participación del imputado, también denominada inexistencia subjetiva del 
hecho385. 
Con todo, atendido que el art. 116 está referido sólo a la acción civil ex 
delicto, para la doctrina, si bien esta norma constituye un criterio útil, y 
probablemente el único que goza de cobertura legal expresa a los efectos de 
determinar la vinculación en los supuestos de prejudicialidad penal, ella no 
siempre es aplicable en los mismos términos que se ha venido haciendo 
respecto de la acción civil ex delicto, sino que será necesario atender a cada 
supuesto de prejudicialidad386. 
En efecto, considerando que en la prejudicialidad no se parte de una 
identidad absoluta de los hechos como ocurre en la acción civil derivada del 
hecho punible, sino que lo que determina  la suspensión del proceso civil es la 
relevancia que la valoración jurídico-penal de dichos hechos o la condena 
misma contenida en la sentencia penal tienen para la concesión o denegación 
de la tutela civil solicitada, la doctrina ha sostenido la vinculación a la 
sentencia penal por otra vía ya revisada anteriormente.  
                                                                                                                                
RAMOS, MANUEL, ob. cit., p. 642, si el tribunal penal deja sin resolver el aspecto decisivo en 
virtud del cual se decretó la supresión del proceso civil, sea porque se ha dictado sobreseimiento 
provisional u otras resoluciones similares, el tribunal civil debe decidir sin vinculación especial, 
sólo atento a los resultados de la prueba y al sistema de fuentes. En el mismo sentido, 
GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, ob. cit., pp. 134-136 y REYNAL QUEROL, NÚRIA, Ídem, p. 
475, para quien la vinculación va unida a que la decisión penal haya efectivamente dado una 
respuesta al problema de naturaleza criminal planteado a título prejudicial en el proceso civil. 
385 Siguiendo estos criterios, en términos muy sintéticos, la doctrina entiende que dicha 
influencia es distinta según si la sentencia es condenatoria o absolutoria. Tratándose de sentencias 
absolutorias, el juez sólo se encuentra vinculado cuando la absolución se funda en la declaración 
de inexistencia de los hechos. La absolución por falta de tipicidad del hecho, concurrencia de una 
causa de exención o extinción de la responsabilidad criminal o la concurrencia de una excusa 
absolutoria, sólo lo vincula respecto del hecho y la participación. Tratándose de sentencias 
condenatorias, el tribunal se encontraría vinculado en cuanto a la declaración de existencia de los 
hechos, la participación, la relación de causalidad y la antijuricidad. Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, 
EMILIO, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, t. I, ob. cit., pp. 706 y ss. A juicio de 
este autor, el criterio legal favorable a esta vinculación se deduce del propio art. 116.1 LECrim: 
«Si la ley no ha querido que pueda ser ejercitada y en último término estimada una acción civil 
fundada en el hecho declarado en sentencia firme inexistente, no cabe interpretar que consienta, 
allí donde el ejercicio de la acción civil viene expresamente reconocido, que la acción pueda ser 
negada por inexistencia del hecho declarado existente», (p. 779). En esta misma línea, Cfr.  
SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal español, ob. cit., 
p. 32; FONT SERRA, EDUARDO, La acción civil en el proceso penal. Su tratamiento procesal, 
Madrid, La Ley, 1991, p. 132 y GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, ob. cit., p. 169. En lo que 
respecta a la participación, Cfr. JUAN SÁNCHEZ, RICARDO, La responsabilidad civil en el 
proceso penal, ob. cit., pp. 447-448. 
386 Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 
472-474.  
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Al efecto, se entiende que en todos los supuestos en que la condena es 
tomada como supuesto de hecho de la norma civil, la vinculación del juez civil 
a la sentencia penal viene determinada por haberse verificado el supuesto de 
hecho que contempla la norma sustantiva civil, esto es, por haberse emitido el 
pronunciamiento de la sentencia penal en el sentido exigido por la norma, 
independientemente de los hechos en virtud de los cuales haya sido declarado 
el delito, los cuales no entran en este caso en consideración387. 
Por otro lado, cuando la norma civil exige una determinada valoración o 
calificación jurídico penal de los hechos, como ocurre en las falsedades 
documentales o en el delito cometido contra el causante a los efectos de 
apreciar las causales de indignidad para suceder, tampoco es suficiente el 
criterio del art. 116 LECrim.  
En este caso, por cierto que habiendo sido declarados inexistentes los 
hechos no habrá delito y por tanto, el tribunal podrá utilizar el documento 
tachado de falso y no podrá apreciar la existencia de la causal de indignidad. 
Con todo, tal como sostiene la doctrina, el juez civil se encuentra vinculado, 
del mismo modo, a toda resolución del juez penal de la que pueda inferirse la 
calificación penal de los hechos exigida por la ley388. 
Por último, tratándose de los supuestos en que se recurren a conceptos 
comunes del ordenamiento, como el dolo, el engaño, la existencia de 
coacciones, etc., se entiende que en casos estos sí cobra virtualidad el art. 116 
                                               
387 Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, «Eficacia de la sentencia penal en el proceso 
civil», ob. cit., p. 12. En la misma línea, ORTELLS RAMOS, MANUEL, en Derecho Procesal Civil 
(con AA.VV.), ob. cit., pp. 641 y 642. Para este autor «cuando el pronunciamiento penal es 
elemento del supuesto de hecho de la norma de Derecho privado, si se ha emitido el 
pronunciamiento el tribunal civil deberá entender verificado el supuesto de hecho de la norma 
civil. Y lo contrario si el pronunciamiento no ha sido emitido o no lo ha sido en el sentido previsto 
por la norma civil». En el mismo sentido, REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el 
proceso civil, ob. cit., pp. 476-477. 
De este modo, resulta claro a nuestro entender que si el tribunal penal dicta una sentencia 
absolutoria por inexistencia de los hechos o por no haber participado el imputado en los mismos, 
el juez no podrá anudar o derivar los efectos civiles previstos por la norma, pero no porque los 
hechos sean inexistentes y un juez penal lo haya declarado así, sino porque no se cumple el 
presupuesto de la norma civil que exige una sentencia condenatoria y la imputación de 
participación respecto del sujeto. 
388 Así, tal como sostiene REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso 
civil, ob. cit., pp. 477-478, es vinculante para el juez civil la sentencia condenatoria donde se 
afirma el tipo delictivo que constituyen los hechos enjuiciados, la sentencia absolutoria que 
afirmando la existencia del delito, absuelva por exención o extinción de la responsabilidad 
criminal y el auto de sobreseimiento libre en el que se afirma que han tenido lugar los hechos 
delictivos. 
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LECrim en tanto la vinculación del juez civil será sólo a la declaración de 
existencia o inexistencia de los hechos que motivan la cuestión389. 
Armonizada de esta forma la aplicación del art. 116 LECrim con los 
supuestos de prejudicialidad penal, para la doctrina el tema de la vinculación  
queda abierto para los demás supuestos no cubiertos por norma.  
Con todo, se estima que lo coherente en dichos casos, es la vinculación 
del tribunal respecto del aspecto decisivo resuelto por el orden penal, pues en 
caso contrario, la suspensión no tendría sentido alguno390. 
De este breve examen de la situación vigente en España, sólo destacar 
por el momento, el evidente contraste que la regulación y situación imperante 
en el ordenamiento chileno en esta materia  presenta con aquel.  
En efecto, no obstante la eficacia positiva o prejudicial de la cosa 
juzgada no existe ni es reconocida por la actual legislación chilena como 
categoría diferenciada, más allá de la nomenclatura utilizada, el legislador 
asume la vinculación entre sentencias, incluso entre las dictadas por tribunales 
de diferente orden jurisdiccional, como un efecto de la cosa juzgada, aunque 
dicha eficacia sólo se contempla entre procesos civiles y penales y no respecto 
de otro tipo de procesos. 
En materia de prejudicialidad penal, destaca la regulación contenida en 
el actual CPC (arts. 178 a 180), el cual contempla expresamente la vinculación 
del juez civil a la sentencia penal condenatoria en forma absoluta y la 
absolutoria en ciertos supuestos, como un efecto de cosa juzgada, de manera tal 
que la sujeción del juez civil a este tipo de pronunciamientos ni siquiera se 
cuestiona. 
 
                                               
389 Un examen detallado de este y los demás supuestos de vinculación por prejudicialidad 
penal, Vid. ampliamente REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. 
cit., pp. 475-481. 
En materia de culpabilidad, con todo, tal como se sostenía, es perfectamente posible que 
no siendo apreciada por el juez penal la existencia de culpa penal, exista igualmente culpa civil. 
Pero en este caso, si el juez penal ha declarado la inexistencia de los hechos con base a los cuales 
se pretende fundar la culpabilidad, el juez civil no podrá desconocer dicha declaración. 
390 Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, en Derecho Procesal Civil (con AA.VV.), ob. cit., 
p. 642. En contra de esta posición se manifiesta GONZÁLEZ MONTES, JOSÉ LUIS, Instituciones 
de Derecho Procesal. Parte General, t. I, ob. cit., pp. 149 y 151. Refiriéndose a la vinculación en 
los supuestos contemplados en el art. 363 y 514 LECiv 1881, para este autor, la interpretación más 
correcta a la luz de las discusiones doctrinarias sobre la materia, es sostener que la decisión que 
recaiga en la causa penal no tiene por qué vincular al juez civil el que queda en libertad del juez 
civil de hacer su propia calificación de los hechos.  
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Por el contrario, debido a la interpretación que ha realizado la 
jurisprudencia de estos preceptos, y que ha llevado a establecer la eficacia erga 
omnes de la sentencia penal respecto de todos tipo de procesos, la doctrina 
viene cuestionando el excesivo alcance de dicha vinculación particularmente 
frente a la posible vulneración de los derechos de las partes del proceso civil 
cuya posibilidad de intervención en el proceso penal es muy limitada. 
 Fuera de lo anterior, en materia de prejudicialidad, veremos que los 
problemas que suscita la vinculación del juez civil en estos casos es muy 
similar a lo que ocurre en España, en tanto, pese a la claridad de estos 
preceptos, han sido establecidos pensando en la acción civil derivada del hecho 
punible y no para supuestos de prejudicialidad. 
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 SEGUNDA PARTE. LA PREJUDICIALIDAD EN EL PROCESO CIVIL 
CHILENO. LOS INSTRUMENTOS DE SOLUCIÓN A LOS 
PROBLEMAS DE LA PREJUDICIALIDAD. 
El Proyecto de ley que establece un Nuevo Código Procesal Civil —en 
adelante PNCPC— propone un profundo y necesario cambio al actual proceso 
civil vigente en Chile desde el año 1903391, todo ello con el objeto de 
                                               
391 El PNCPC fue presentado al Parlamento por el Ejecutivo con fecha 13 de marzo de 
2012 (Boletín N° 8197-07). Actualmente, se encuentra en discusión en segundo trámite 
constitucional en el Senado. 
Sobre la tramitación del proyecto en la Cámara de Diputados, cabe destacar que la 
Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados aprobó el proyecto 
tanto en general como en particular, emitiendo el respectivo informe con fecha 27 de noviembre de 
2013.  
La Sala de la Cámara aprobó el proyecto en general con fecha 22 de enero de 2014. Sin 
embargo, debido a que se formularon diversas indicaciones, especialmente en lo relativo a la 
ejecución y el recurso extraordinario, el proyecto volvió a la Comisión de Constitución para nuevo 
informe. Dicha Comisión emitió segundo informe en marzo de 2014 rechazando las indicaciones 
presentadas y proponiendo aprobar el proyecto en los mismos términos propuesto en el primer 
informe. En mayo de 2014, la Sala de la Cámara, finalmente, aprobó en particular el proyecto pero 
rechazó todas las disposiciones relativas al recurso extraordinario —en virtud del cual se sustituye 
el actual recurso de casación en el fondo— y el Libro Cuarto completo que contenía la regulación 
de la ejecución.  
De este modo, el último texto oficial aprobado del PNCPC carece de dicha regulación por 
lo que el Ejecutivo comprometió presentar una nueva propuesta sobre dichas materias durante la 
discusión en el Senado. 
En lo que respecta al objeto de nuestra investigación, el rechazo de estas normas no afectó 
mayormente la regulación relativa a la prejudicialidad —salvo en lo que respecta a la procedencia 
del recurso extraordinario ante la CS— por lo que nuestro estudio se centrará en el texto aprobado 
por la Cámara, el cual mantiene en lo esencial, la regulación propuesta por el Mensaje del 
Ejecutivo en esta materia.  
Con todo, sin duda, que el rechazo de las disposiciones mencionadas resulta a lo menos 
preocupante respecto de lo que depara a la tramitación futura del proyecto en tanto constituían una 
base fundamental de los nuevos principios consagrados en el PNCPC y fueron resultado de un 
largo trabajo pre-legislativo, esperando por ello, sean debidamente sustituidas en el Senado. 
En efecto, tal como se destaca en la Exposición de Motivos del Mensaje Presidencial, el 
proyecto es fruto del último trabajo de revisión realizado por la denominada Comisión 
Intraministerial para la Reforma Procesal Civil, convocada a comienzos del año 2010 por el 
Ministerio de Justicia chileno. 
Esta comisión fue integrada por los profesores de Derecho Procesal Cristián Maturana, 
José Pedro Silva y Raúl Tavolari quienes, en reuniones semanales durante más de un año y medio 
junto al Ministro de Justicia, revisaron, perfeccionaron y dieron coherencia al articulado del 
proyecto de ley presentado a tramitación por el gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet el año 
2009. Colaboraron en este trabajo, como Secretaría Ejecutiva, la prof. de la Facultad de Derecho 
de la Universidad de Chile, Renée Rivero, la Directora de la Dirección de Gestión y 
Modernización de la Justicia del Ministerio de Justicia, Francisca Werth y, con posterioridad, se 
integró la abogada coordinadora jurídica de la misma Dirección, Constanza Collarte. 
En el camino de revisión y perfeccionamiento emprendido, y como forma de integrar las 
diversas opiniones y visiones al trabajo que se estaba realizando, en octubre de 2010 el Ministerio 
convocó a un Consejo Asesor integrado por 14 académicos representantes de las principales 
universidades del país, para efectos de observar y revisar el nuevo texto aprobado por la Comisión 
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adecuarlo a los estándares internacionales y otorgar a los ciudadanos una 
solución más eficiente, eficaz y sobre todo justa de los conflictos sometidos al 
conocimiento de los tribunales civiles en dicho país392, así como a las demás 
                                                                                                                                
Intraministerial. Este trabajo se dividió en 4 entregas a los comisionados para que enviaran sus 
comentarios y correcciones. Cada entrega realizada al Consejo Asesor fue enviada también a la 
Corte Suprema para su consideración. 
De esta forma, el actual proyecto del NCPC tiene como base el presentado el año 2009 
por la entonces Presidenta de la República Michelle Bachelet, proyecto que, a su vez, fue producto 
de un largo trabajo llevado a cabo por más de 8 años y para cuya redacción se convocó el 
denominado Foro Procesal Civil.  
El Foro desarrolló su trabajo en dos grandes etapas. La primera, (mayo a diciembre de 
2005) sirvió para sentar las bases generales y principios del nuevo sistema. En esta etapa, el 
trabajo se basó en los documentos elaborados por dos de las más prestigiosas universidades de 
nuestro país: “Propuesta de Bases para redactar un Nuevo Código Procesal Civil para la República 
de Chile” de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, y “Bases Generales para una 
Reforma Procesal Civil”, de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile 
y culminó con la entrega de un informe al Ministerio de Justicia en el que se manifestó el consenso 
de los miembros del Foro respecto de la necesidad de la Reforma y especialmente, en relación con 
la idea de no realizar nuevas y parciales modificaciones al actual Código de Procedimiento Civil 
—cuyo Mensaje data del mes de febrero de 1893— bajo la premisa del agotamiento de ese 
limitado método. 
La segunda etapa, (2006 a 2009) implicó la discusión y generación del contenido del 
proyecto de Código Procesal Civil que fuese presentado a tramitación ante el Congreso Nacional. 
Con dicho objeto, el Ministerio de Justicia encargó a la Facultad de Derecho de la Universidad de 
Chile, en el año 2006, la redacción de un anteproyecto de Código Procesal Civil, basándose en el 
mandato del propio Foro. Fruto del trabajo de esta Facultad, a fines de ese año se contaba con un 
anteproyecto de Código Procesal Civil, el que sirvió de base y guía para discusión que el Foro 
daría en la segunda etapa de trabajo, y sobre el cual se redactaría el proyecto presentado al 
Congreso en mayo de 2009. Cfr. Mensaje de S.R. El Presidente de la República con el que se 
inicia un proyecto de ley que establece un Nuevo Código Procesal Civil (Mensaje Nº 004-360, de 
12 de marzo de 2012), pp. 5-12. 
392 Tal como da cuenta la Exposición de Motivos del Mensaje presidencial con el que se 
da inicio a la reforma procesal civil en Chile, así como la opinión mayoritaria de la doctrina y los 
diversos operadores del sistema, el sistema procesal civil actualmente vigente requiere de una 
reforma urgente constituyendo la última gran reforma pendiente en el ordenamiento chileno, no 
obstante tratarse del sistema procesal supletorio de todo el ordenamiento cuya modernización 
debiera haber sido abordada antes de cualquier otra. 
Y es que en efecto, «el diagnóstico aportado por los expertos, así como los estudios 
realizados por el Ministerio de Justicia e instituciones ligadas a la investigación jurídica, dan 
cuenta de que el sistema de enjuiciamiento civil y comercial presenta altos niveles de retraso, un 
altísimo número de ingresos de causas que aumentan exponencialmente año a año, especialmente 
con la presentación de demandas de cobro ejecutivo y preparaciones de la vía ejecutiva (…). Entre 
otras críticas que dan cuenta de su obsolescencia, el actual modelo civil de respuesta 
jurisdiccional, se caracteriza por la existencia de procedimientos innecesariamente múltiples, 
excesivamente formalistas, escriturados y mediatizados —obstaculizando la relación directa entre 
el juzgador, las partes y los demás intervinientes—, con rigideces probatorias y un sistema 
recursivo injustificadamente amplio que sólo contribuye al retraso del iter procesal y dan cuenta de 
su obsolescencia. A lo anterior se suma que el actual diseño fuerza a nuestros órganos 
jurisdiccionales, a una constante delegación de las funciones propias del juzgador en funcionarios 
o auxiliares de la administración de justicia, los que si bien no han sido llamados originalmente 
por la ley a cumplir tales funciones, por la fuerza de la realidad y la necesidad de respuesta de la 
justicia, han debido paulatinamente asumirlas. 
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Finalmente, cuando ya se han logrado superar los obstáculos del conocimiento del asunto 
litigioso, y se ha obtenido una sentencia definitiva, el litigante vencedor, en nuestro actual sistema, 
lejos de obtener la satisfacción inmediata de su pretensión, debe, salvo cumplimiento voluntario 
del vencido, iniciar un nuevo procedimiento judicial, para hacer cumplir compulsivamente lo ya 
ordenado por el juzgador en el correspondiente procedimiento declarativo». 
Por otra parte, «el aumento sostenido de la actividad económica y, en especial, la 
actividad crediticia, ha generado una suerte de desnaturalización de la competencia de nuestros 
tribunales civiles, fenómeno de graves consecuencias para el sistema judicial. En efecto, según las 
estadísticas, gran parte del total de las causas que conocen estos tribunales corresponden a juicios 
ejecutivos, procedimiento que no tiene otra finalidad, sino obtener el cumplimiento compulsivo de 
lo ya ordenado por el propio juez, o por otro juez en un determinado procedimiento declarativo, o 
el cumplimiento efectivo de los denominados títulos ejecutivos.  La circunstancia de presentarse 
un real conflicto de relevancia jurídica en este procedimiento es meramente eventual y de exigua 
materialización en la práctica forense. Sin embargo, el diseño de nuestro sistema actual judicializa 
necesariamente todos y cada uno de los procedimientos de ejecución, sin importar que exista o no 
oposición a dicha ejecución por parte del demandado (…) El impacto de esta labor administrativa 
realizada en sede judicial no se limita sólo a la sobrecarga de trabajo o al uso ineficiente de los 
recursos. Afecta particularmente —y de manera trascendente— a la labor jurisdiccional que se 
realiza, la que se ve postergada por la carga de trabajo que implica a los jueces el asumir, por 
ejemplo, labores relacionadas al procedimiento de liquidación de bienes o pago de deudas». 
En definitiva, concluye el Mensaje «nuestro actual proceso civil constituye un sistema 
anacrónico que afecta negativamente el desarrollo de nuestro país y se convierte en un obstáculo 
para que Chile pueda alcanzar al más breve plazo el completo desarrollo. Si el sistema de justicia 
no se adecua a las demandas y necesidades que impone el continuo crecimiento del país, se 
aumentará crecientemente la brecha por efectos de la dinámica propia de la creciente actividad 
económica nacional». 
Un diagnóstico de la actual Justicia Civil y los desafíos y objetivos de la Reforma 
Procesal Civil en Chile, puede verse ampliamente en ACCATINO, DANIELA, «El precedente 
judicial en la cultura jurídica chilena”, en Anuario de Filosofía Jurídica y Social, Sobre la cultura 
jurídica chilena, Sociedad Chilena de Filosofía Jurídica y Social, N° 20, 2002, pp. 559-582; 
AGUIRREZABAL G., MAITE (ED.), Justicia civil: perspectivas para una reforma en la 
legislación chilena, Cuadernos de Extensión Jurídica, U. de Los Andes, N° 23, 2012; BONET 
NAVARRO, JOSÉ, «El procedimiento monitorio en el anteproyecto de código procesal chileno. 
Algunas consideraciones a partir de la experiencia en derecho español», en Revista Internauta de 
práctica jurídica, N° 23, año 2009, pp. 11-39 y «La realización sustitutiva de la subasta judicial en 
el Anteproyecto de Código Procesal Civil chileno. Reflexiones a partir de su regulación en la Ley 
de Enjuiciamiento Civil española», en Revista de derecho, Nº. 1, 2008, pp. 21-60; BORDALÍ, 
ANDRÉS, «El debido proceso civil», en La constitucionalización del derecho chileno, Santiago, Ed. 
Jurídica de Chile, 2003, pp. 251-295; «El derecho fundamental a un tribunal independiente e 
imparcial en el ordenamiento jurídico chileno» en Revista de Derecho de la Pontificia Universidad 
Católica de Valparaíso, XXXIII, Valparaíso, Chile, 2° Semestre de 2009,  pp. 263-302; «Los 
poderes del juez civil», en DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS y PALOMO VÉLIZ, DIEGO 
(COORD.), Proceso Civil. Hacia una nueva justicia civil, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 2007, pp. 
179-203; «Análisis crítico de la jurisprudencia del tribunal constitucional sobre el derecho a la 
tutela judicial», en Revista Chilena de Derecho, vol. 38, N° 2, 2011, pp. 311-337 y «La unidad en 
la interpretación jurisdiccional de los derechos fundamentales: una tarea pendiente en el derecho 
chileno», en Revista Chilena de Derecho, vol. 34 N° 3, 2007, pp. 517-538; CARRASCO 
POBLETE, JAIME (ED.), La Reforma Procesal Civil en Chile. Análisis crítico del anteproyecto de 
Código Procesal Civil, Cuadernos de extensión jurídica, U. de Los Andes, N° 16, 2009; DUCE, 
MAURICIO, RIEGO, CRISTIÁN y MARÍN, FELIPE, «Reforma a los procesos civiles orales: 
consideraciones desde el debido proceso y calidad de la información», en Justicia civil: 
perspectivas para una reforma en américa latina, Estudios Centro de Estudios de Justicia de las 
Américas (CEJA), pp. 13-94; HUNTER AMPUERO, IVÁN, «Poderes del juez civil: algunas 
consideraciones a propósito del juez de familia», en Revista de Derecho, vol. XX, N° 1, julio 
2007, pp. 205-229; «El poder del juez para rechazar in limine la demanda por manifiesta falta de 
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fundamento», Ius et Praxis, vol. 15, núm. 2, 2009, pp. 117-163; «¿Tiene el tribunal algún deber en 
orden al impulso procesal en el actual proceso civil chileno? (Corte Suprema)», en Revista de 
Derecho, vol. XXII, N° 1, julio 2009, pp. 265-274; «Iura novit curia en la jurisprudencia civil 
chilena», en Revista de Derecho (Valdivia), dic. 2010, vol. 23, Nº 2, pp. 197-221 y «La iniciativa 
probatoria del juez y la igualdad de armas en el proyecto de Código Procesal Civil», Ius et Praxis, 
Año 17, Nº 2, 2011, pp. 53-76; LETURIA, FRANCISCO (ED.), Justicia civil y comercial: Una 
reforma ¿cercana?, Ediciones LYD, mayo 2011; LORCA NAVARRETE, ANTONIO, «El 
garantismo procesal como metodología para el estudio del derecho procesal. A propósito de la 
reforma del Proceso Civil en Chile», en Revista vasca de derecho procesal y arbitraje, Vol. 23, 
Nº. 1, 2011, pp. 33-50; MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, «¿Presencia del Recurso de Casación 
en Chile durante el Siglo XXI?», en Revista Estudios de la Justicia N° 12, 2010, pp. 311-344; 
MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN y RIVERO HURTADO, RENÉE, «Un nuevo sistema procesal 
civil: una necesidad social impostergable o un antojo meramente académico», en 
AGUIRREZABAL G., MAITE (ED.), Justicia civil: perspectivas para una reforma en la 
legislación chilena, Cuadernos de Extensión Jurídica, N° 23, ob. cit., pp. 17-37; MENESES, 
CLAUDIO, «La ejecución provisional en el proceso civil chileno», en Revista chilena de derecho, 
Vol. 36, Nº 1, 2009, pp. 21-50 y «La Reforma Procesal Civil en Chile. Observaciones críticas 
sobre la organización del primer nivel jurisdiccional», en CARRASCO POBLETE, JAIME (ED.), 
La Reforma Procesal Civil en Chile. Análisis crítico del Anteproyecto de Código Procesal Civil, 
Cuadernos de Extensión Jurídica, Nº 16, ob. cit., pp. 17-52; NÚÑEZ OJEDA, RAÚL, «Crónica 
sobre la reforma del sistema procesal civil chileno (fundamentos, historia y principios)», en 
Revista de Estudios de la Justicia (REJ), Nº 6, Año 2005, pp. 175-189; «El sistema de recursos 
procesales en el ámbito civil en un Estado democrático deliberativo», en Revista Ius et Praxis, año 
14, N° 1, 2008, pp. 199-223; «La reforma del sistema procesal civil chileno», en DE LA OLIVA 
SANTOS, ANDRÉS y PALOMO VÉLIZ, DIEGO (COORD.), Proceso civil. Hacia una nueva justicia 
civil, ob. cit., pp. 677 a 695 y «Hacia un nuevo proceso civil en Chile. Un estudio sobre el 
movimiento de reforma de la justicia civil al sur del mundo», en Actualidad Jurídica, Nº 17, 
Universidad del Desarrollo, Santiago-Concepción, 2008, pp. 29 a 47; ORELLANA TORRES, 
FERNANDO Y PÉREZ RAGONE, ÁLVARO, «Radiografía de la rebeldía en el proceso civil: tópicos 
hacia una adecuada regulación en la nueva justicia civil», en Ius et Praxis, 2007, vol. 13, Nº 2, pp. 
13-44; ORTELLS RAMOS, MANUEL, «Entrevista Reforma al proceso civil chileno», en Hacia 
una Nueva Justicia Civil, Boletín Jurídico del Ministerio de Justicia, Gobierno de Chile-Ministerio 
de Justicia, Año 4, Nº 7, noviembre 2005, pp. 41-51 y «Sobre el Anteproyecto de Código Procesal 
Civil chileno de 2006. Una “intervención provocada»”, en Revista de derecho, Nº 2, 2008, pp. 
107-132; PALOMO VÉLIZ, DIEGO, «Proceso civil oral: ¿qué modelo de juez requiere?», en 
Revista de Derecho Vol. XVIII, Nº 1 - Julio 2005, pp. 171-197; Proceso civil: Hacia una nueva 
Justicia civil (COORD. con DE LA OLIVA), ob. cit.; La oralidad en el proceso civil. El nuevo 
modelo español, Santiago, Librotecnia, 2008; «Las marcas del proceso oral y escrito diseñado en 
el proyecto de nuevo CPC chileno», en Revista chilena de derecho. 2009, vol. 36, Nº 3, pp. 621-
661; Reforma procesal civil, oralidad y poderes del juez, Santiago, Legal Publishing, Colección 
Derecho y Proceso, 2010; «Apelación, doble instancia y proceso civil oral: a propósito de la 
reforma en trámite», en Estudios Constitucionales, Año 8, Nº 2, 2010, pp. 465-524 y «Las cargas 
probatorias dinámicas: ¿Es indispensable darse toda esta vuelta?», en Revista Ius et Praxis, año 19, 
N° 2, 2013, pp. 447-462; SILVA, JOSÉ PEDRO, GARCÍA, JOSÉ FRANCISCO y LETURIA, 
FRANCISCO J. (ED.), Justicia civil y comercial: una reforma pendiente: bases para el diseño de la 
reforma procesal civil, LYD, noviembre 2006; TAVOLARI OLIVEROS, RAÚL, «Bases y criterios 
para el nuevo proceso civil chileno», en DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS y PALOMO VÉLIZ, 
DIEGO (COORD.), Proceso Civil. Hacia una nueva justicia civil, ob. cit., pp. 35-52; VARGAS 
PAVÉS, MACARENA, «Reflexiones en torno a la figura del oficial de ejecución en el proyecto de 
reforma a la justicia civil chilena», en LETURIA, FRANCISCO (ED.), Justicia civil y comercial: 
Una reforma ¿cercana?, ob. cit., pp. 471-87 y VARGAS, JUAN ENRIQUE (ED.), Nueva Justicia 
Civil para Latinoamérica: Aportes para la Reforma, Santiago, 2007. 
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reformas procesales que se han venido operando en Chile en las últimas 
décadas393. 
Fuera de los cambios estructurales que el PNCPC formula en cuanto al 
rol que corresponde al juez en el proceso civil, el sistema recursivo, la 
ejecución, los procesos declarativos, etc. —materias que han centrado la 
atención y han sido objeto de amplio debate en el seno de la Comisión de 
Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputado en Primer 
Trámite Constitucional—, uno de los aspectos más destacables de la nueva 
regulación es el tratamiento sistémico de una materia tan trascendental como 
compleja y que, sin embargo, ha sido una de las grandes olvidadas por la 
dogmática procesal chilena así como en la enseñanza en las aulas 
universitarias, como es la cosa juzgada y, a remolque de ella, las denominadas 
cuestiones prejudiciales y la prejudicialidad como fenómeno de carácter 
general. 
                                               
393 En los últimos 20 años, Chile ha realizado profundas reformas al sistema procesal 
vigente tanto en sus aspectos orgánicos como de carácter procedimental. Así por ejemplo, el 
número de ministros de la Corte Suprema fue aumentado de 17 a 21 (art. 78 de la Constitución 
Política de la República —en adelante CPR—, modificado por las Leyes N° 19.541 y N° 19.541 
de 1997) y se estableció la especialización de la Salas del máximo tribunal para el conocimiento 
del asunto (art. 99 del Código Orgánico de Tribunales —en adelante COT—, reemplazado por Ley 
N° 19.374 de 1995). 
Por su parte, el año 1995 se dio inicio a la tramitación del proyecto de Ley que establecía 
un Nuevo Código Procesal Penal (Ley N° 19.696 de 2000), proceso que culminó con la 
aprobación de dicha normativa así como de las reformas constitucionales (Ley N° 19.519 de 1997) 
y legales necesarias (Ley N° 19.640 de 1999, que crea el Ministerio Publico; Ley N° 19.718 de 
2001 que crea la Defensoría Penal Pública y Leyes N° 19.665 de 2000 y N° 19.708 de 2001 que 
crean los Jueces de Garantía y Tribunales de Juicio Oral en lo Penal y establece las leyes 
adecuatorias) para la puesta en marcha del nuevo sistema. El nuevo proceso penal comenzó a regir 
en forma gradual y por regiones el 1 de diciembre de 2000, culminando el proceso el 16 de junio 
de 2005 con su aplicación en la Región Metropolitana (art. 8 transitorio de la CPR y 4° transitorio 
de la Ley N° 19.640 de 1999). 
En los años 2004 y 2005, se aprobó, asimismo, una profunda reforma a la Justicia de 
Familia (Ley N° 19.968 de 30 de agosto de 2004 y Leyes N° 20.152 de 9 de enero de 2007 y N° 
20.286 de 15 de septiembre de 2008l) así como a la Justicia Laboral (Ley N° 20.022 de 2005), 
creándose una nueva estructura orgánica y estableciendo procedimientos orales y concentrados 
acordes con los estándares internacionales. El mismo año 2004, se aprueba por el Parlamento una 
ley que introduce un sistema de arbitraje comercial internacional (Ley N° 19.771 de 29 de 2004). 
Finalmente, el año 2005 se realizó una importante reforma a la CPR, con el fin de 
concentrar en el Tribunal Constitucional chileno el control tanto preventivo como represivo de 
constitucionalidad de la ley (este último antes en manos de la Corte Suprema) a través del 
requerimiento de inaplicabilidad (Ley N° 20.050 de 2005 Ley Nº 17.997, modificada por la Ley 
Nº 20.381, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó por el DFL N° 5 de 2010, del 
Ministerio Secretaria General de Gobierno, publicado en el Diario Oficial de 10 de agosto de 
2010). Más antecedentes sobre estas reformas, Cfr. MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN y RIVERO 
HURTADO, RENÉE, «Un nuevo sistema procesal civil: una necesidad social impostergable o un 
antojo meramente académico», ob. cit., pp. 17 a 20. 
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En efecto, tanto a nivel positivo como dogmático394, la cosa juzgada en 
sus diversos aspectos y en particular el denominado efecto positivo o 
prejudicial, así como la prejudicialidad en general, han sido objeto de un 
tratamiento disperso e incompleto —situación a la que no ha colaborado la 
escasa y a veces un tanto confusa jurisprudencia existente sobre la materia— 
resultando además, meridanamente clara la falta de adecuación de la actual 
regulación a la natural evolución que —a lo largo de los más de 100 años de 
vigencia del actual Código de Procedimiento Civil (en adelante CPC)— ha 
tenido una de las instituciones esenciales del Derecho Procesal y a la cual 
muchas veces, el derecho chileno parece haber estado ajeno. 
                                               
394 En la doctrina procesal, destacan como monografías especializadas sobre la materia las 
siguientes: PEREIRA ANABALÓN, HUGO, La cosa juzgada formal en el procedimiento civil 
chileno, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 1954 y La cosa juzgada en el proceso civil, Santiago, Ed. 
Conosur, 1997; HOYOS, FRANCISCO, «Algunos aspectos de la cosa juzgada en el ordenamiento 
jurídico chileno, bajo el prisma del Derecho procesal moderno», en Libro de homenaje a Jaime 
Guasp, Comares, 1984, pp. 327-356; MOSQUERA RUIZ, MARIO y MATURANA MIQUEL, 
CRISTIÁN, Breves nociones acerca de la cosa juzgada, Separata de estudios, Facultad de Derecho, 
Universidad de Chile, 1991; ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso 
civil chileno, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 2002; MEDINA JARA, RODRIGO y DORN G., 
CARLOS, «Las cuestiones prejudiciales civiles a la luz del Código Procesal Penal», en Gaceta 
Jurídica, N° 276, junio, 2003, pp. 7-19; MARÍN, JUAN CARLOS, «La acción civil en el nuevo 
Código Procesal Penal chileno: su tratamiento procesal», en Revista de Estudios de la Justicia, Nº 
6, Año 2005, pp. 11-44; CAROCCA, ALEX, «Efectos de las sentencias penales en los procesos 
civiles», en Delito, pena y proceso libro Homenaje a la memoria del profesor Tito Solari Peralta, 
Santiago, Ed. Jurídica, 2008, pp. 811-830. 
En la doctrina civilista, a propósito del efecto relativo de las sentencias consagrado en el 
art. 3 del Código Civil (en adelante CC) y del estudio de las fuentes de las obligaciones y de la 
acción civil indemnizatoria por responsabilidad contractual y extracontractual, destacan estudios 
de importantes juristas chilenos sobre esta materia en los que la temática de la cosa juzgada se 
examina en profundidad desarrollando temas como la triple identidad de la cosa juzgada, el efecto 
vinculante entre las sentencias civiles y penales, entre otros.  
Tal como señala el prof. ROMERO, el escaso desarrollo de esta materia por la doctrina 
procesal y el interés de su estudio por la doctrina civil obedece a la repercusión que la doctrina 
francesa, secundada por Savigny y Pothier, tuvo en el ordenamiento chileno, siendo seguida por 
los principales tratadistas clásicos de derecho civil. Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La 
cosa juzgada en el proceso civil chileno, ob. cit., pp. 12-16.  
La influencia de esta doctrina en la concepción y límites de la cosa juzgada como 
presunción de verdad se observa hasta el día de hoy en la regulación que se dio a este tema en las 
leyes de enjuiciamiento. Sobre la materia y por todos Cfr. CLARO SOLAR, LUIS, Explicaciones 
de Derecho civil chileno y comparado. De las personas, v. I, t. I, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 
1978, pp. 33-36 y Explicaciones de Derecho civil chileno y comparado. De las obligaciones, v. V, 
t. X, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 1979, pp. 598-601; ALESSANDRI RODRÍGUEZ, ARTURO, 
De la responsabilidad extra-contractual en el Derecho civil chileno, t. I, Santiago, Ed. Jurídica 
Ediar-Conosur, 1983, pp. 12-42 y t. II, pp. 494-518; ABELIUK MANASEVICH, RENÉ, Las 
obligaciones, t. I, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 1993, pp. 243-255; ALESSANDRI R., ARTURO, 
SOMARRIVA U., MANUEL y VODANOVIC H., ANTONIO, Tratado de Derecho civil, Partes 
preliminar y general, t. I, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 1998, pp. 131-151;                                    
CORRAL TALCIANI, HERNÁN, Lecciones de responsabilidad civil extracontractual, Santiago, 
Ed. Jurídica de Chile, 2003, pp. 46-64 y BARROS BOURIE, ENRIQUE, Tratado de 
responsabilidad extracontractual, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 2010, pp. 869 -973. 
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En este contexto, y más allá de lo mejorable y de lo acertada o no que 
pueda parecer la propuesta, el PNCPC tiene la virtud de abrir el debate y ser un 
intento de modernizar una materia que no ha sido reformada en más de un 
siglo, dando cuenta y recogiendo la realidad y evolución que en el derecho 
comparado ha experimentado esta institución en sus diversas manifestaciones.  
Desde luego, no se trata simplemente de extrapolar instituciones 
extranjeras y del todo ajenas a la realidad jurídica chilena “creando” una nueva 
institución por haber sido exitosamente aplicada en otro u otros ordenamientos 
extranjeros.  
Como veremos a lo largo de estas páginas, la prejudicialidad no es una 
institución o fenómeno desconocido en el ordenamiento chileno. Por el 
contrario, se trata una problemática que se presenta día a día en los tribunales y 
que ha tenido un inevitable aumento en los últimos años debido a la creciente 
especialización que han experimentado los tribunales ordinarios como 
también, y particularmente, a la proliferación de tribunales especiales que se 
han venido estableciendo fuera de la estructura del Poder Judicial, para el 
conocimiento de materias específicas. 
Esta situación ha puesto de manifiesto la necesidad de dar un 
tratamiento moderno, sistémico y coherente a una regulación actualmente 
existente pero de forma dispersa y confusa, así como de armonizar dicha 
regulación con las reformas procesales que se han venido operando en Chile en 
las últimas décadas, objetivos cuyo cumplimiento es necesario contrastar con 
el texto propuesto en el PNCPC. 
Dicho lo anterior, con base en el estudio dogmático y de derecho 
comparado realizada en la Primera Parte de esta investigación y a la luz de la 
trascendental reforma que actualmente se encuentra en discusión en el 
Congreso Nacional Chileno, nuestro objetivo en los capítulos siguientes es 
abordar la temática de la prejudicialidad en el proceso civil declarativo 
chileno, centrando nuestro examen en los instrumentos a través de los cuales se 
da solución a los problemas de la prejudicialidad antes identificados395. 
Con dicho objeto, hemos dividido esta Segunda Parte en tres capítulos.  
 
                                               
395 Siguiendo la delimitación del objeto de la investigación planteada al inicio, dejaremos 
fuera, de este modo, el examen de los supuestos de prejudicialidad en el proceso penal, laboral, de 
familia, u otros especiales, así como la prejudicialidad constitucional y en el proceso de ejecución 
chilenos. 
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En el Capítulo Primero, a fin de contextualizar adecuadamente el objeto 
de nuestro estudio en el marco de este ordenamiento, se realiza una breve 
revisión del sistema judicial y la actual organización de los tribunales en Chile, 
para luego efectuar un análisis general de las normas constitucionales y legales 
en las cuales encuentra su origen y fundamento el régimen de prejudicialidad 
vigente en este país. 
Con base en dicho examen, en el Capítulo Segundo nos centraremos en  
el análisis detallado del régimen de prejudicialidad vigente en el actual proceso 
civil chileno así como del modelo de ordenación adoptado por el legislador 
para su tratamiento, revisando los principales problemas y vacíos que presenta 
esta regulación y  las dificultades que suscita su aplicación práctica. 
Así, partiendo de la distinción entre cuestiones prejudiciales devolutivas 
y no devolutivas y la suspensión del proceso civil como primer instrumento de 
solución de los problemas de la prejudicialidad, se analizan en cada caso los 
supuestos de prejudicialidad penal y no penal en el proceso civil, la 
procedencia y requisitos de la suspensión del proceso civil y el régimen 
recursivo y medios de impugnación procedentes en caso de infracción. 
En el Capítulo Tercero, por último, abordamos el estudio de los demás 
instrumentos preventivos y represivos de solución a los problemas de la 
prejudicialidad que contempla el ordenamiento chileno el orden a la 
coherencias de las resoluciones judiciales. 
Finalmente, destacar que en el examen de cada una de las materias que 
comprenden los capítulos precedentes se revisan las principales innovaciones 
introducidas por el PNCPC en esta materia, a fin de constatar en qué medida la 
nueva regulación propuesta contribuye o no a mejorar el régimen de 
prejudicialidad vigente y solucionar los problemas o vacíos que se presentan 
proponiendo en cada caso y siempre desde una óptica constructiva, posibles 
mejoras a la nueva regulación.  
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 CAPITULO PRIMERO. CONSIDERACIONES PREVIAS EN TORNO 
AL SISTEMA JUDICIAL VIGENTE Y EL FUNDAMENTO DE LA 
PREJUDICIALIDAD EN EL ORDENAMIENTO CHILENO. 
I. EL SISTEMA JUDICIAL Y LA ORGANIZACIÓN DE LOS 
TRIBUNALES EN CHILE. 
Partiendo del principio de unidad de jurisdicción, la Constitución 
chilena de 1980 opta, en línea de principio, por una organización judicial 
unitaria, pero otorgando al legislador ordinario, al mismo tiempo, amplias 
facultades para configurar su estructura y determinar los asuntos respecto de 
los cuales cada órgano podrá ejercer su potestad. 
Así, de acuerdo a lo dispuesto en el art. 76° de la CPR, el ejercicio de la 
potestad jurisdiccional para conocer de las causas civiles y criminales, de 
resolverlas y hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los 
tribunales establecidos por la ley, todo ello según las normas de competencia y 
procedimiento que las mismas establezcan, constituyendo el principio de 
unidad jurisdiccional una de las bases de la organización y funcionamiento de 
los tribunales. 
En cumplimiento del mandato constitucional, de manera similar a lo 
que ocurre en España, el legislador orgánico ha recurrido a una técnica de 
atribución de competencia tendiente a la especialización de los órganos 
jurisdiccionales en función de la naturaleza de las diversas materias en que se 
divide o parcela el ordenamiento jurídico sustantivo, a través del elemento 
materia de la competencia absoluta.  
De esta forma, la naturaleza de la norma sustantiva que regula el 
conflicto es la que permite determinar mayoritariamente en el ordenamiento 
chileno la clase de tribunal que conocerá el asunto y dentro de ella, la jerarquía 
de tribunal al que corresponderá su decisión396. 
                                               
396 Tradicionalmente, la doctrina chilena —avalada por la Corte Suprema (en adelante 
CS) y el Tribunal Constitucional chileno (en adelante TC)— ha entendido la jurisdicción como el 
«poder-deber que tienen los tribunales para conocer por medio del proceso y con efecto de cosa 
juzgada, los conflictos de intereses de relevancia jurídica que se promuevan en el orden temporal, 
dentro del territorio de la República», definición con la que se ha pretendido desterrar del ámbito 
del derecho procesal la concepción clásica de jurisdicción entendida como la «facultad de 
administrar justicia». Cfr. COLOMBO CAMPBELL, JUAN, La jurisdicción en el Derecho chileno, 
Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 1991, p. 41 y La competencia, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 
2004, p. 45 y 46.  
Conforme a ello, todo órgano que ejerce jurisdicción es un tribunal siendo la jurisdicción 
una función privativa de los tribunales de justicia y no del Poder Judicial. De este modo, según 
esta concepción, es perfectamente posible que existan tribunales especiales fuera de dicha 
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Desde un punto de vista orgánico, en Chile la existencia de órganos 
especializados en función de la materia así como de tribunales especiales no 
rompe, en principio, la unidad de jurisdicción. 
Si bien la jurisdicción como poder estatal se caracteriza por ser única, 
indivisible e improrrogable, la configuración legal de la organización judicial 
obedece a criterios de especialización existiendo diversas clases o categorías 
de tribunales397 dentro de los cuales corresponde a cada órgano el 
                                                                                                                                
estructura que no por ello dejan de ser órganos jurisdiccionales, sin que ello rompa con el principio 
de unidad de jurisdicción. Partiendo de esta base, la norma constitucional aludida exige y habilita 
al legislador para determinar «la organización judicial adecuada y suficiente de tribunales y (…) 
repartir entre ellos la jurisdicción, o sea, determinar la competencia de los tribunales, obedeciendo 
siempre a los principios informadores orgánicos» todo ello, con la finalidad de «generar una pronta 
y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la República». Cfr. COLOMBO 
CAMPBELL, JUAN, La competencia, ob. cit., p. 59 a 64 y 91. 
En el ordenamiento chileno, la competencia de los tribunales se determina a través de las 
reglas de la competencia absoluta y relativa. La competencia absoluta es la que permite establecer 
la clase y jerarquía del tribunal llamado a conocer del asunto y se determina en función de tres 
elementos: la materia, el fuero y la cuantía a lo que se agrega el factor tiempo en el nuevo proceso 
penal (arts. 45 N° 2 letra g 115, 50 N° 2, 115, 130, 131 y 133 del COT y art. 1º transitorio de la 
Ley 19.665, 4º transitorio de la Ley Orgánica del Ministerio Público y 484 del Código Procesal 
Penal (en adelante NCPP).  
El elemento materia —elemento de orden público e irrenunciable— es el que «permite al 
legislador establecer e imponer, en razón de la materia y de la jerarquía, la organización adecuada 
de tribunales con capacidad suficiente para sustanciar y resolver, por medio del proceso, la amplia 
gama de conflictos que surgen en la vida nacional» y es el que «permite sustentar la existencia de 
los tribunales constitucionales, ordinarios, especiales, arbitrales y contencioso-administrativos, los 
cuales en su respectiva órbita de atracción, deberán solucionar con su competencia la mayor parte 
de los conflictos que se promueven en el orden temporal y dentro del radio de la jurisdicción». Cfr. 
COLOMBO, JUAN, ob. cit., p. 98. Determinada la clase y jerarquía del tribunal llamado a conocer 
del asunto, operan entonces las reglas de competencia relativa que dicen relación con el territorio y 
sirven para determinar qué tribunal dentro de dicha jerarquía es competente para conocer del 
asunto (arts. 134 135, 137 a 139, 148 a 155 y 182 del COT.) 
397 Como se ha visto, la complejidad y dinamismo de las diversas materias que integran 
un ordenamiento jurídico exige el establecimiento de una organización judicial idónea para el 
ejercicio de la potestad jurisdiccional, a fin de dar una adecuada respuesta a los conflictos que se 
susciten. En este contexto, tanto como los diversos sectores del ordenamiento no constituyen 
compartimentos estancos e impermeables, sino esencialmente cambiantes, complejos y dinámicos, 
dicha característica se verá reflejada necesariamente en la actividad jurisdiccional de los órganos 
llamados a resolver los conflictos que se susciten.  
La organización judicial chilena también es expresión de esta realidad, contemplando el 
legislador tanto la especialización de los tribunales pertenecientes al Poder Judicial como la 
creación de tribunales especiales.  
Para la doctrina chilena, esta diversidad no se opone al principio de unidad de jurisdicción 
el cual no es excluyente sino que, por el contrario, permite la diversidad. Al efecto, se ha 
entendido que si sólo debiera existir un tribunal al que correspondiera conocer y decidir las 
diversas pretensiones de tutela judicial, independientemente de su naturaleza, en «tal irreal 
hipótesis, las ideas de jurisdicción y competencia se identificarían. Pero es fácil reparar que en la 
vida práctica ello es imposible, en cuanto una justicia exige dividir el trabajo judicial acorde con 
ciertas pautas, criterios o elementos». De esta forma, es perfectamente posible hablar de unidad en 
la diversidad, pues cualesquiera sean las diversas ramas en que se divida, «la jurisdicción es una y 
es la misma cualquiera sea el tribunal que la ejercite y el proceso de que se valga para ello. Pero, 
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conocimiento de los asuntos que en función de la materia les han sido 
atribuidos legalmente398. 
                                                                                                                                
tiene además, carácter totalizador en el sentido que cuando el órgano correspondiente la ejercita, lo 
hace como un todo sin posibilidad de parcelación». Cfr. PEREIRA ANABALÓN, HUGO, Curso de 
Derecho Procesal. Derecho Procesal Orgánico, t. I, Santiago, Ed. Jurídica Conosur, 1993, pp. 95 
y  161. En la misma línea cfr. COLOMBO, JUAN, La competencia, ob. cit., p. 54.  
Siendo esto cierto desde el punto de vista funcional, no lo ha sido en Chile, sin embargo, 
desde el punto de vista orgánico por cuanto la CPR no ha establecido ningún límite al legislador al 
momento de configurar la estructura y el estatuto orgánico de los titulares de los órganos 
jurisdiccionales a efectos de resguardar su independencia, lo que ha generado importantes 
problemas.  
398 El término “órdenes jurisdiccionales” utilizado en la nomenclatura española es 
desconocido en Chile. No obstante, estimamos resulta útil y equivalente en este ordenamiento a los 
efectos de especificar la diversificación de órganos jurisdiccionales en razón del elemento materia 
de la competencia absoluta antes vista.  
Con todo, a diferencia de lo que ocurre en España, la organización judicial chilena es 
compleja y presenta altos niveles de dispersión y fragmentación. Sólo a modo de breve reseña y 
ejemplo del panorama actual del sistema de justicia en Chile, existen en este ordenamiento tres 
categorías de tribunales: los ordinarios, que corresponden a los tribunales que integran el Poder 
Judicial en cuya cúspide se encuentra la Corte Suprema, en medio las Cortes de Apelaciones y en 
su base los Juzgados de Letras, los de Garantía y los Tribunales de Juicio Oral en lo Penal; los 
tribunales arbitrales que son personas investidas por las partes o la Justicia de la facultad de 
conocer y fallar determinados asuntos pudiendo ser árbitros de derecho, arbitradores o mixtos, y 
los tribunales especiales (art. 5 del COT). 
Los tribunales especiales han sido establecidos por la Constitución y/o la ley 
principalmente en función del elemento materia antes visto —entendido como la naturaleza del 
asunto sometido al conocimiento de los tribunales—, para la resolución de asuntos o conflictos 
específicos. De este modo, los tribunales ordinarios detentan una competencia residual para el 
conocimiento de todos los asuntos judiciales que se promuevan en el orden temporal dentro del 
territorio de la República, cualquiera sea su naturaleza o la calidad de las personas que en ellos 
intervengan cuyo conocimiento no correspondan a un tribunal especial o arbitral (art. 5° COT). 
Los tribunales especiales antes mencionados se agrupan en dos categorías: los que forman 
parte del Poder Judicial y los que no forman parte de dicha estructura. Forman parte del Poder 
Judicial los Juzgados de Familia, los de Letras del Trabajo y de Cobranza Laboral y los Juzgados 
Militares en tiempo de Paz, todos los cuales se rigen por sus propias leyes orgánicas 
constitucionales y por el COT en cuanto estas leyes se remitan a éste.  
Fuera del Poder Judicial, y con rango constitucional rigiéndose por sus respectivas leyes 
orgánicas constitucionales (LOC), se encuentra el Tribunal Constitucional (Capítulo VIII, Arts. 
92-94 CPR), el Tribunal Calificador de Elecciones, los Tribunales Electorales Regionales 
(Capítulo IX, Arts. 95-97 CPR) y la Contraloría General de la República, la cual, a través del 
Subcontralor en primera instancia y del Tribunal de Cuentas en segunda, conoce del denominado 
Juicio de Cuentas fiscales (art. 98 CPR y arts. 107 y 118 Ley Nº 10.336 Orgánica Constitucional 
de la Contraloría General de la República). Asimismo, el Senado actúa en calidad de tribunal para 
el conocimiento y decisión de las acusaciones constitucionales que entable la Cámara de 
Diputados en contra de determinadas autoridades o funcionarios (Arts. 50 nº 2 y 53 nº 1 CPR). 
Con rango legal, existen otros órganos fuera del Poder Judicial que han ido absorbiendo la 
competencia de los tribunales ordinarios para el conocimiento de determinados asuntos. En su 
mayoría, dicen relación con materias de naturaleza contencioso-administrativa para cuyo 
conocimiento, el legislador ha creado, en algunos casos, tribunales especiales autónomos y en 
otros, los ha entregado a órganos o agentes pertenecientes a la propia administración. 
En esta categoría, encontramos los Alcaldes para el conocimiento de reclamos contra 
resoluciones u omisiones ilegales de la Municipalidad (art. 140 de la Ley Nº 18.695, Orgánica 
Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido se fijó en el  DFL Nº 1 de 2006) y los 
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No obstante ello, y a diferencia de lo que ocurre en el ordenamiento 
español, en los últimos años Chile ha venido experimentando un doble 
fenómeno —en creciente aumento—, que ha venido siendo advertido y 
criticado por la doctrina no sólo en razón de la deficiente técnica legislativa 
utilizada por el legislador sino por cuanto ha redundado en una justicia 
fragmentada y desigual para los ciudadanos que no garantiza adecuadamente, 
en ciertos ámbitos, la independencia e imparcialidad de los tribunales; en un 
aumento de los conflictos derivados de la concurrencia o concurso de normas y 
acciones; problemas en la determinación del procedimiento o cauce procesal 
adecuado para la tramitación de las acciones, y, en general, en lo que atañe a 
nuestro objeto de estudio, en una mayor posibilidad de interferencias entre las 
                                                                                                                                
Juzgados de Policía Local (Ley Nº 15.231 sobre Organización y Atribuciones de los Juzgados de 
Policía Local, cuyo texto refundido se fijó por el Decreto supremo Nº  307 de 1978 y Ley Nº 
18.287 de 1984 que establece el Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local). 
Enseguida, encontramos el Tribunal de Propiedad Industrial regulado en el Título 1°, 
Párrafo 3° de la Ley Nº 19.039 de enero de 1991, de Propiedad Industrial, cuyo texto refundido, 
coordinado y sistematizado se contiene en el DFL de junio de 2006. El tribunal está integrado por 
6 ministros nombrados por el Presidente de la República, mediante Decreto Supremo del 
Ministerio de Economía de entre una terna propuesta por la Corte Suprema de Justicia, 
confeccionada previo concurso público de antecedentes. El tribunal posee competencia para 
conocer y resolver los recursos de apelación que se interponen en contra de las resoluciones que 
tengan el carácter de definitivas o interlocutorias dictadas por el Director Nacional del Instituto 
Nacional de Propiedad Industrial, como órgano de primer grado jurisdiccional. 
Por otro lado, en materia de libre competencia, el año 2003 se reestructuró la Fiscalía 
Nacional Económica y se estableció el Tribunal de Libre Competencia (Ley N° 19.911 de 2003) 
para el conocimiento de los conflictos por infracciones a las normas que regulan esta materia 
contenidas en el Decreto con Fuerza de Ley N° 211 —en adelante DFL—, cuyo texto refundido, 
coordinado y sistematizado se encuentra en el DFL N° 1, de 2005.  
Ese mismo año 2003, se dictó la Ley N° 19.886 de Bases sobre Contratos Administrativos 
de Suministro y Prestación de Servicios en virtud de la cual se creó el Tribunal de la Contratación 
Pública al cual corresponde, en general, el conocimiento y resolución de las demandas de 
impugnación que se deduzcan contra actos u omisiones ilegales o arbitrarios, ocurridos en 
procedimientos administrativos de licitación en que puedan incurrir los organismos públicos y que 
tengan lugar entre la aprobación de las bases de la respectiva licitación y su adjudicación. 
Recientemente, el año 2009, se han establecido los nuevos Tribunales Tributarios y 
Aduaneros (Ley N° 20.322 de 27 de enero de 2009), en un intento de fortalecer y perfeccionar la 
cuestionada justicia tributaria anteriormente a cargo del Servicio de Impuesto Internos y de 
Aduanas. La ley contempló una entrada en vigencia gradual y escalonada, comenzando el febrero 
de 2010 y culminando el año 2013 con su implementación de la Región Metropolitana de Santiago 
de Chile a partir del mes de febrero. Junto con los 18 tribunales creados, la ley estableció el 
funcionamiento de Salas especializadas en las respectivas Cortes de Apelaciones para el 
conocimiento de los recursos. 
Finalmente, cabe destacar la reciente creación el año 2012 de los denominados Tribunales 
Ambientales (Ley N° 20.660 de 28 de junio de 2012) para el conocimiento de estas materias 
reguladas en la nueva normativa medioambiental. 
Todos los tribunales antes mencionados se rigen por las leyes que los establecen y 
reglamentan, sin perjuicio de quedar sujetos a las disposiciones generales del Código Orgánico de 
Tribunales (art. 5, inc. 4° COT). 
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diversas clases de tribunales agravada por una ausencia de regulación 
adecuada de los supuestos de prejudicialidad. 
Nos referimos, por un lado, al denominado por la doctrina fenómeno de 
dispersión o fragmentación que ha sufrido la organización judicial chilena, 
poniendo en entredicho el principio de unidad de jurisdicción y el derecho de 
acceso a la justicia, debido, en gran parte, a que la jurisdicción contencioso-
administrativa —originalmente contemplada en el art. 38 de la CPR— nunca 
fue creada399. 
A consecuencia de ello, en los últimos años Chile ha experimentado un 
verdadero fenómeno de «inflación contenciosa»400 que se ha concentrado 
especialmente en el ámbito de los sectores económicos regulados más 
relevantes o sensibles, configurándose una especie de justicia administrativa 
                                               
399 La Constitución de 1925, junto con suprimir el Consejo de Estado, contemplaba en su 
art. 87 la existencia de tribunales administrativos, los que sin embargo, nunca fueron creados.  
La Constitución de 1980, junto con establecer expresamente la responsabilidad de la 
administración por daños a los administrados y principalmente en razón de la interpretación que 
venía haciendo la jurisprudencia entendiendo que al no haber sido creados carecían de 
competencia para conocer de dichos asuntos, contempló la creación de tribunales contenciosos-
administrativos.  
No obstante ello, y hasta la fecha, dicha ley no ha sido dictada. Al efecto, el inciso 
segundo del original art. 38 de la CPR, establecía que «Cualquier persona que sea lesionada en 
sus derechos por la Administración del Estado, de sus organismos o de las municipalidades, 
podrá reclamar ante los tribunales contencioso administrativos que determine la ley, sin perjuicio 
de la responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere causado el daño».  
El art. 79, inciso 1º de la CPR, establecía por otro lado que “La Corte Suprema tiene la 
superintendencia directiva, correccional y económica de todos los tribunales de la nación. Se 
exceptúa de esta norma el Tribunal Constitucional, el Tribunal Calificador de Elecciones, los 
tribunales electorales regionales y los tribunales militares de tiempo de guerra. Los tribunales 
contencioso administrativos quedarán sujetos a esta superintendencia conforme a la ley».  
El año 1989, la Ley Nº 18.825 de 17 de agosto de 1989 de Reforma Constitucional, 
eliminó toda referencia a la judicatura contencioso administrativa, estableciendo el actual inciso 2º 
del art. 38 que «cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administración del 
Estado, de sus organismos o de las municipalidades, podrá reclamar ante los tribunales que 
determine la ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que 
hubiere causado el daño.». 
A juicio de la doctrina, con esta reforma «Desaparece así, de establecerse los tribunales 
contencioso administrativos, la dependencia de estos al Poder Judicial, pudiendo, en consecuencia, 
la ley que los cree señalar su independencia, su dependencia, u otra forma de integración a la 
Administración del Estado». Cfr. ANDRADE GEYWITZ CARLOS, Reforma de la Constitución 
Política de la República de Chile de 1980, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 1991, p. 231 y ss. El 
problema, resalta otro autor, no es sólo que dichos tribunales no se han creado sino que «hoy en 
día hay muchas cuestiones referidas a las relaciones entre la Administración y los ciudadanos que 
están excluidas por el legislador del conocimiento de los tribunales de justicia». Cfr. BORDALÍ 
SALAMANCA, ANDRÉS, «La administración pública ante los tribunales de justica chilenos», en 
Revista Chilena de Derecho (online), 2006, vol. 33, Nº 1, p. 30. Disponible en: 
http://dx.doi.org/10.4067/S0718-34372006000100003. 
400 Cfr. ARÓSTICA MALDONADO, IVÁN, «Los contenciosos administrativos especiales 
en la legislación chilena», en Ius Publicum, 20, 2008, p. 85-103. 
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«especializada y privilegiada en ciertos ámbitos específicos −una especie de 
justicia administrativa “de alfombra roja”− cuya calidad, eficacia y celeridad 
contrasta con los problemas de la justicia civil en general» al cautelar de mejor 
forma, a través de tribunales y procesos diferenciados «ciertos derechos e 
intereses, en desmedro de otros de menor impacto social»401.  
A ello debe agregarse el alto nivel de dispersión y heterogeneidad de 
los diversos recursos, procedimientos y tribunales encargados de resolver este 
tipo de asuntos, los que se encuentran diseminados en un verdadero océano 
legislativo que dificulta enormemente su aplicación situación que ha afectado, 
asimismo, la propia aplicación supletoria de la Ley 19.880 de 2003, de Bases 
de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la 
Administración del Estado402. 
Fuera de lo anterior, y lo que a juicio de la doctrina es más grave, el 
legislador ha radicado el control jurisdiccional de la administración en órganos 
o agentes pertenecientes a la propia administración o en tribunales especiales 
fuera del Poder Judicial regidos por estatutos orgánicos, sistemas de 
nombramiento, remoción y responsabilidades diferentes cuyos integrantes no 
siempre gozan de las garantías mínimas de independencia e inamovilidad que 
asegure la imparcialidad en la decisión de los conflictos con los administrados.  
El problema, a juicio de la doctrina, tiene su origen en la amplitud de 
concepción tradicional de jurisdicción —secundada por la CS y el TC— 
conforme a la cual siendo la función la que caracteriza al órgano y no el 
órgano a la función, todo órgano creado por la ley que ejerce jurisdicción es un 
                                               
401 Cfr. FERRADA BÓRQUEZ, JUAN CARLOS, «Los procesos administrativos en el 
Derecho chileno», en Revista de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, 
XXXVI, 1º semestre, 2011, p. 264 y 265. Tal como señala este autor, al año 2003 los contenciosos 
administrativos especiales ascendían a 120, cifra que alcanza aproximadamente a los 140 en la 
actualidad, rigiendo en materias tan diversas como las telecomunicaciones, la televisión, el 
servicio de transporte público, las licitaciones públicas, los servicios de electricidad y sanitarios 
operados por privados, el acceso a la información pública, etc. Sobre la materia, Cfr. CARMONA 
SANTANDER, CARLOS, «El contencioso administrativo entre 1990-2003», en FERRADA 
BÓRQUEZ, JUAN CARLOS (COORD.), La Justicia administrativa, Santiago, Lexis-Nexis, 2005, p. 
204.  
402 A juicio de la doctrina, esta dispersión «trae como consecuencia el hecho de que sea 
muy complicado conocer todas y cada uno de los recursos administrativos que estas leyes prevén, 
lo que trae aparejado como consecuencia que los particulares recurran de protección en contra de 
los actos dictados por la Administración del Estado, con los riesgos de no ver prosperar su acción 
al ser rechazadas gran parte de éstas acciones; así como también menores posibilidades de defensa 
al tener el Recurso de Protección una tramitación sumarísima. Además esto podría traer como 
consecuencia el aumento del riesgo de deformar el sentido y alcance de ciertos derechos 
fundamentales». Cfr. MUÑOZ SOTO, DIEGO, «Algunas ideas sobre los tribunales contencioso-
administrativos de competencia general», en Revista de Filosofía y Ciencias Jurídicas, Año 2, Nº 
1, julio de 2012, p. 27. 
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tribunal, independientemente de su ubicación en la estructura del Poder 
Judicial o fuera de ella, dejando de lado los aspectos relativos a la 
independencia e imparcialidad del órgano llamado a conocer del asunto.  
Consecuencia de lo anterior es que, pueden y existen en Chile una 
multiplicidad de tribunales especiales fuera de la estructura del Poder Judicial 
—muchos de los cuales son órganos de carácter administrativo, e incluso el 
Senado en algunos casos—, instituidos por la ley de la facultad de ejercer 
jurisdicción403. 
Este criterio ha sido fuertemente criticado por cuanto no sólo ha llevado 
de la unidad a la desfragmentación de la organización judicial chilena en la que 
proliferan una serie de estatutos orgánicos diferentes en materia de 
nombramiento, responsabilidades, inamovilidad, etc., según el tipo de tribunal 
de que se trate, sino que, además, en virtud de él se ha entregado a la propia 
Administración, en calidad tribunal, el conocimiento de contenciosos 
administrativos, lo que constituye «un problema grave de afectación del 
derecho fundamental a un tribunal independiente e imparcial y desde luego del 
derecho de acceso a la justicia, porque la ley le estaría privando a los 
justiciables del derecho a acudir ante una verdadera jurisdicción en primera 
instancia para reclamar de los actos de la Administración (art. 19 nº 3 inciso 1º 
y 38 inciso 2ª CPR)»404. 
                                               
403 En estos casos, tanto el TC como la CS ha entendido que no existe reproche 
constitucional alguno en que órganos o agentes de carácter administrativo puedan resolver 
determinados conflictos de relevancia jurídica en la medida que se encuentran habilitadas por la 
ley para el ejercicio de funciones jurisdiccionales y, por tanto, actúan en calidad de tribunal. Cfr. 
STC, Rol Nº 176-93, STC, Rol Nº 247-96 y , Rol Nº 616-06. 
404 Así ocurre, por ejemplo, con el Ministro de Transporte y Telecomunicaciones para la 
resolución de asuntos relativos al otorgamiento o modificación de concesiones en dicha áreas o 
como ocurría con el criticado contencioso tributario y aduanero conocido por el Servicio de 
Impuesto Internos y el Servicio de Aduanas antes de la creación de los nuevos Tribunales 
Tributarios y Aduaneros. Cfr. BORDALÍ SALAMANCA, ANDRÉS, «El derecho fundamental a un 
tribunal independiente e imparcial en el ordenamiento jurídico chileno», en Revista de Derecho de 
la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso (online), 2009, Nº 33, pp. 293, disponible en: 
http://dx.doi.org/10.4067/S0718-68512009000200007 y «Organización judicial en el derecho 
chileno: un poder fragmentado», en Revista Chilena de Derecho (online), vol. 36, Nº 2, 2009, p. 
222 y 225 a 230, disponible en: http://dx.doi.org/10.4067/S0718-34372009000200002.  
Para este autor, todos los «órganos de la Administración que en el derecho chileno tienen 
facultades de resolución de controversias, corresponden a lo que en la tradición del civil law se 
acostumbra a denominar tribunales administrativos. Estos tribunales administrativos no son 
verdaderos tribunales de justicia, sino órganos administrativos, ya que no está garantizada su 
inamovilidad respecto del Ejecutivo. 
Tenemos así que en muchas materias la Administración del Estado ha logrado evadir un 
completo sometimiento al Estado de derecho vía control jurisdiccional de sus actuaciones. Esa 
evasión ha contado con el apoyo de todo el aparato estatal, inclusive de aquellos tribunales de 
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De todo expuesto hasta ahora, resulta evidente, a nuestro juicio, que el 
principio de unidad de jurisdicción, tal como se concibe en el ordenamiento 
español desde el punto de vista de la organización de la jurisdicción, como 
aquel destinado «fundamentalmente a unificar las garantías de la 
independencia judicial en aquellos órganos jurisdiccionales cuyos titulares 
forman parte del Poder Judicial»405 está lejos de cumplirse en el ordenamiento 
chileno. 
Tal como pone de manifiesto la doctrina española, históricamente la 
proclamación en la CE de este principio surgió precisamente en atención a la 
misma situación que se está produciendo Chile en la actualidad, esto es, la 
existencia y configuración por parte del legislador ordinario de una 
jurisdicción ordinaria y otras organizaciones judiciales especiales cuyos 
integrantes estaban regidos por estatutos jurídicos diferentes, lo cual conllevó a 
                                                                                                                                
justicia que tienen que velar por el respeto del orden constitucional. Hay aquí una tarea pendiente 
del Estado de derecho chileno».  
La solución, a su juicio, pasa por cuatro alternativas: la primera, crear agencias 
administrativas autónomas como ocurre en el derecho anglosajón, dentro de las cuales se creen 
tribunales independientes. La segunda, sería crear tribunales independientes e imparciales dentro 
de la Administración Pública actual siendo esencial que se garantice la inamovilidad de los jueces. 
Una tercera, sería entregar el contencioso administrativo a los actuales tribunales ordinarios civiles 
o bien, en cuarto lugar, crear tribunales contencioso-administrativos sea dentro (como España) o 
fuera del Poder Judicial (como ocurre en Alemania). Cfr. «La administración pública ante los 
tribunales de justica chilenos», en Revista Chilena de Derecho (online), 2006, vol. 33, Nº 1, pp. 
33, disponible en: http://dx.doi.org/10.4067/S0718-34372006000100003. 
En la misma línea y del mismo autor, Cfr. ampliamente «¿Independencia judicial? 
Depende…(Sentencia del Tribunal Constitucional sobre los Tribunales Tributarios y Aduaneros), 
en Revista de Derecho (Valdivia) (online), 2009, vol. 22, Nº 1, pp. 237-264, disponible en: 
http://dx.doi.org/10.4067/S0718-09502009000100011; «La doctrina de la separación de poderes y 
el poder judicial chileno» en Revista de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de 
Valparaíso (online), 2008, Nº 30, pp. 185-219, disponible en: http://dx.doi.org/10.4067/S0718-
68512008000100004; y «Sentencia de Inaplicabilidad Sobre la Inconstitucionalidad del Juez 
Tributario (Corte Suprema)», en Revista de Derecho (Valdivia) (online), 2004, vol. 17, pp. 227-
250, disponible en: http://dx.doi.org/10.4067/S0718-09502004000200010. 
En general, un diagnóstico sobre el contencioso administrativo en Chile y la necesidad de 
reforma en este ámbito, Cfr. PANTOJA BAUZÁ, ROLANDO, «Justicia administrativa: ¿tribunales 
ordinarios, tribunales de jurisdicción general o tribunales especiales de lo contencioso 
administrativo?», en FERRADA BÓRQUEZ, JUAN CARLOS (COORD.), La justicia Administrativa, 
ob. cit., pp. 93-128; ARÓSTICA MALDONADO, IVÁN, Los contenciosos administrativos 
especiales en la legislación chilena, ob. cit., pp. 85-103 y MUÑOZ SOTO, DIEGO, «Algunas ideas 
sobre los tribunales contencioso-administrativos de competencia general», ob. cit., pp. 1-32. 
405 Desde este punto de vista «el principio de unidad jurisdiccional constituye una 
limitación constitucional a esa libertad de configuración del legislador ordinario (y)  positivamente 
significa que, por regla general, todos los órganos jurisdiccionales estarán integrados por jueces y 
magistrados cuyo estatuto personal contenga las mismas garantías de independencia y que la 
actividad administrativa relativa a la gestión de su estatuto corresponderá al mismo (y único) 
órgano de autogobierno establecido por la Constitución». Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, 
Derecho Procesal. Introducción (con AA.VV), ob. cit., p. 60 y 61. 
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que «no todo el personal jurisdiccional tuviera las mismas garantías de 
independencia»406. 
De este modo, si como decíamos anteriormente, la diversificación de 
tribunales en función de la materia no rompe, en línea de principio, con la 
unidad de jurisdicción, ello no se cumple en Chile en tanto el diseño del 
sistema de justicia chileno configurado en las últimas décadas por el legislador 
ordinario no uniforma ni establece suficientes garantías de la independencia 
para todos los integrantes o titulares de los diversos órganos 
jurisdiccionales407. 
Desde un punto de vista orgánico, como es posible observar, el estado 
actual del sistema judicial chileno denota una creciente desfragmentación, 
existiendo una diversidad de tribunales creados fuera de la estructura del Poder 
Judicial sometidos a estatutos diferentes —que no siempre garantizan la debida 
independencia de sus integrantes—, tendencia que ha venido en aumento en 
los últimos años.  
Esta realidad incide directamente en el objeto de nuestro estudio en 
tanto la prejudicialidad tiene por objeto precisamente permitir una adecuada 
coordinación en la labor enjuiciadora de los diversos órganos jurisdiccionales 
que integran la organización judicial de un ordenamiento a fin de reguardar la 
coherencia de las decisiones judiciales y con ello del sistema jurídico. 
Un segundo fenómeno —relacionado con el anterior— es el 
denominado por la doctrina «fenómeno de descodificación» que ha afectado en 
                                               
406 De esta forma, según señala este autor, principalmente debido al abuso que se hizo 
durante la dictadura de Franco de las jurisdicciones especiales, la Constitución Española quiso 
impedir el uso de esta técnica legislativa en el futuro surgiendo este principio como «una reacción 
frente a la posibilidad de crear órganos jurisdiccionales especiales que, por la composición y el 
estatuto de sus miembros, resultaran más fácilmente influenciables en el ejercicio de su potestad 
jurisdiccional». Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, ob. cit., p. 60. 
Tal como señala otro autor, durante dicho período dictatorial se propició y alentó la 
creación de tribunales especiales regidos por estatutos propios, como los Tribunales sindicales de 
amparo, caracterizados por estar sometidas al poder ejecutivo el que controlaba sus 
nombramientos y cese y muchos de los cuales eran falsas jurisdicciones por tratarse de órganos de 
carácter administrativo. Asimismo, se crearon los denominados tribunales de excepción, 
establecidos ad hoc o ad personam para juzgar casos o personas concretas, después de sucedidos 
los hechos. Cfr. GUZMÁN FLUJA, VICENTE, «El Poder Judicial en la Constitución», en 
MORENO CATENA, VÍCTOR (DIR.), Manual de organización judicial, Valencia, Tirant Lo 
Blanch, 2008, p. 53. 
407 Como señala la doctrina, lo anterior unido a la dispersión normativa existente en el 
ordenamiento chileno que afecta «la igualdad de tratamiento de los justiciables, además de 
propender a la inseguridad jurídica», hace concluir «que la situación chilena dista mucho de ser 
satisfactoria y requiere de una completa reingeniería legislativa». Cfr. BORDALÍ SALAMANCA, 
ANDRÉS, «Organización judicial en el derecho chileno: un poder fragmentado», ob. cit., p. 230 y 
242. 
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el último tiempo a las normas civiles y procesales civiles producto de la 
aprobación de legislación especial que ha roto con la tradición centralizadora y 
sistematizadora de la codificación tomada de la tradición europea en el siglo 
XVII. 
Dicho fenómeno ha conducido a una dispersión de las reglas civiles y 
una diversificación de procedimientos —y también de tribunales especiales— 
fuera de los Códigos Civil y de Procedimiento Civil, respectivamente408. 
Tal como señala la doctrina, la unificación de la legislación conseguida 
en materia procesal civil con la publicación del CPC de 1903 —el cual derogó 
todas las leyes de procedimiento preexistentes sobre las materias reguladas en 
él409— ha sido paulatinamente abandonada a lo largo del siglo XX dictándose, 
                                               
408 El término ha sido tomado por la doctrina civilista de los estudios publicados por el 
profesor italiano Natalino Irti en su obra L´etá della decodificazione, Giuffrè, Milano 1999, quien 
a fines de los años 70 observó un creciente aumento de leyes especiales fuera del Código Civil que 
extraían instituciones y categorías completas de relaciones o bien regulaban fenómenos nuevos 
surgidos de la realidad económica. En Chile, a juicio de la doctrina, esta aprobación de legislación 
complementaria y fragmentaria inicialmente estudiada y abordada sólo respecto del Código Civil, 
es un fenómeno que también se ha extendido y afectado al Derecho Procesal Civil, en general, y al 
CPC, en particular. Cfr. VARGAS PAVEZ, MACARENA, «Reflexiones en torno a los alcances del 
fenómeno descodificador en el proceso civil», en Revista Chilena de Derecho Privado, Nº 17, 
diciembre 2011, pp. 9-26 y ROMERO RODRÍGUEZ, SOPHÍA, «Concurso de normas y concurso 
de acciones en el derecho procesal civil chileno», en Ius et Praxis, Año 19, Nº 2, 2013, pp. 212 y 
ss. Sobre la diversidad de cauces procesales y la adecuación del procedimiento, en especial en 
materia de derecho indígena, cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, «La adecuación del 
procedimiento en materia de derecho indígena», en Revista Chilena de Derecho, vol. 39, Nº 3, 
2012, pp. 819-828. 
En general sobre la codificación y fijación del derecho en el ordenamiento chileno, cfr. 
GUZMÁN BRITO, ALEJANDRO, «La influencia del Código Civil francés en las codificaciones 
americanas», en La fijación del Derecho. Contribución al estudio de su concepto y de sus clases y 
condiciones, Ediciones Universitarias de Valparaíso, Valparaíso, 1977 y «Puntos de orientación 
para el estudio histórico de la fijación y codificación del derecho en Iberoamérica», en Revista 
General de la Legislación y Jurisprudencia, 2ª época, año 132, vol. 86 (254 de la colección), 
Madrid, 1983, pp. 3-22; BRAVO LIRA, BERNARDINO, «Los comienzos de la codificación en 
Chile: la codificación procesal», en Revista Chilena de Historia del Derecho, Nº 9, 1983, pp. 191-
210; «Relaciones entre la codificación europea y la hispanoamericana», en Revista de Estudios 
Histórico Jurídicos, vol. 9, 1984, pp. 51-64 y «La codificación en chile (1811-1907), dentro del 
marco de la codificación europea e hispanoamericana», en Revista de Estudios Histórico-
Jurídicos, Nº 12, 1987, pp. 51-109; GONZÁLEZ VERGARA, PAULINA, «Codificación y técnica 
legislativa», en Revista Chilena de Derecho, vol. 25, Nº 4, 1998, pp. 867-895; FIGUEROA 
YÁÑEZ, GONZALO, «Codificación, descodificación, recodificación del Derecho civil», en 
Cuadernos de Análisis Jurídico, Colección de Derecho Privado, Nº 2, julio de 2005, Universidad 
Diego Portales, pp. 101-116 y TAPIA R., MAURICIO, «Códigos civiles y recopilaciones de derecho 
constante a propósito del bicentenario del Código Civil de Napoleón», en Cuadernos de Análisis 
Jurídico, Colección de Derecho Privado, Nº 2, julio de 2005, Universidad Diego Portales, pp. 163-
190.  
409 Al efecto, el Mensaje del actual CPC expresa que «Hasta el presente, el trabajo de 
codificación se ha dirigido principalmente a las leyes substantivas. Falta, sin embargo, dar a estas 
leyes un campo de acción expedito y obtener de ellas todo el fruto que deben rendir, dotándolas de 
procedimientos adecuados para el ejercicio y salvaguardia de los derechos que con mayor interés 
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a partir del año 1925, una serie de estatutos procesales y orgánicos especiales 
con objetivos diversos, sea para el conocimiento de conflictos civiles que 
afectan a colectivos determinados, como por ejemplo asuntos de familia, 
laborales, consumidores, derechos indígenas, en materia de discriminación, 
etc., o bien para otorgar una protección o tutela especial a ciertos derechos por 
su trascendencia económico-social, como ocurre en materia de ejecución, los 
cuales se han apartado sustantivamente del modelo consagrado en el CPC410. 
                                                                                                                                
procuran ampara. Ésta es la necesidad que se trata de llenar por medio del presente Código, 
uniformando las reglas de tramitación diseminadas hoy en leyes numerosas y no pocas veces 
contradictorias, y estableciendo procedimientos nuevos en armonía con las necesidades creadas 
por los otros Códigos ya en vigencia». Cfr. Mensaje del Código de Procedimiento Civil, Santiago, 
1º de febrero de 1893, JORGE MONTT-MÁXIMO DEL CAMPO. 
410 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, «La adecuación del procedimiento en materia 
de derecho indígena», ob. cit., pp. 820-821. En la misma línea, cfr. ROMERO RODRÍGUEZ, 
SOPHÍA, «Concurso de normas y concurso de acciones en el derecho procesal civil chileno», ob. 
cit., pp. 212 y ss. Cfr. VARGAS PAVEZ, MACARENA, «Reflexiones en torno a los alcances del 
fenómeno descodificador en el proceso civil», ob. cit., pp. 16 y ss. 
A juicio de la doctrina, este fenómeno descodificador es particularmente visible en 
materia de Derecho del Trabajo y de Familia, áreas en las que —a través de las leyes especiales 
antes vistas— se han creado una serie de procedimientos de carácter oral, concentrado y público y 
tribunales especializados para la resolución de este tipo de conflictos, procesos que han sido 
diseñados y se inspiran en principios formativos contrapuestos a los del actual CPC. Cfr. 
VARGAS PAVEZ, MACARENA, «Reflexiones en torno a los alcances del fenómeno descodificador 
en el proceso civil», ob. cit., pp. 17 a 22.  
Así, por ejemplo, en materia laboral, junto con el procedimiento ordinario laboral, el 
legislador ha establecido dos especiales: el procedimiento monitorio (art. 496 a 502 del Código del 
Trabajo) y el de tutela laboral (arts. 485 a 496 Código del Trabajo). En cuanto a los aspectos 
orgánicos, fuera de los Tribunales del Trabajo, el legislador ha separado la ejecución creando una 
judicatura especial encargada sólo de la cobranza laboral y previsional de los trabajadores, modelo 
que constituyó una gran innovación en su momento pero que sin embargo, hoy está siendo 
cuestionado en razón del retardo en la tramitación de las causas y el nuevo modelo de 
desjudicialización de la ejecución que consagra el PNCPC. Sobre la materia, cfr. 
http://www.ichdp.cl/ministro-omar-astudillo-la-solucion-es-desjudicializar-la-cobranza-
previsional-con-una-intervencion-judicial-secundaria/.  
Por su parte, en materia de Familia, junto a los nuevos Tribunales de Familia, se establece 
un procedimiento de aplicación general; el procedimiento para la aplicación judicial de medidas de 
protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes (arts. 68 a 80); el procedimiento 
relativo a los actos de Violencia intrafamiliar regulado también en la Ley Nº 20.066 de 2005, que 
entre otras cosas establece el tipo penal de maltrato habitual de competencia de los Jueces de 
Garantía (arts. 13 a 20); el procedimiento para los Actos judiciales no contenciosos (art. 102) y el 
procedimiento contravencional creado por la Ley Nº 20.286 de 2008. 
Por otro lado, en materia de ejecución, tal como señala la doctrina, fuera del CPC —el 
cual incluso consagra un modelo dual—, existe una diversidad de modelos de ejecución regulados 
en leyes especiales que han roto con el sistema original y que han sido configurados por el 
legislador para la «tutela de ciertos intereses económicos (…) y muy marcadamente para obtener 
agilidad en la realización de las garantías reales que caucionan los créditos». Cfr. ROMERO 
SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso civil chileno, ob. cit., pp. 124 y ss.  
Dentro de estos procedimientos, se contempla el de ejecución universal consagrado en la 
Ley de Quiebras Nº 18.175, recientemente derogada y reemplazada por la Ley Nº 20.720 de 9 de 
enero de 2014, que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y 
liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la superintendencia del ramo y una 
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El problema, es que no obstante ser el CPC el estatuto procesal general 
y supletorio de todo el ordenamiento cuya modernización debiera haber sido 
abordada antes de cualquier otra a fin de resguardar la armonía y coherencia de 
todo el sistema, el legislador chileno abordó la modernización de la justicia en 
forma parcelada creando una serie de estatutos procesales paralelos en los que 
el legislador ha optado por un diseño procedimental con base en audiencias 
orales no sólo incompatibles con el sistema consagrado por el actual Código 
sino, incluso, contradictorios entre sí411, en razón de lo cual el CPC ha venido 
                                                                                                                                
diversidad de modelos de ejecución individual contenidos en el DL Nº 776 de 1925 sobre 
realización de prenda; la Ley Nº 4.287 de 1928 sobre prenda de valores mobiliarios a favor de los 
Bancos; el procedimiento ejecutivo especial hipotecario contemplado en el art. 103 y ss. de la Ley 
General de Bancos contenido en el DFL Nº 3, del Ministerio de Hacienda del año 1997; el 
procedimiento especial para el cobro de obligaciones tributarias contemplado en el Código 
Tributario y el establecido en la Ley Nº 17.322 de 1970, para la cobranza judicial de cotizaciones, 
aportes y multas de las instituciones de seguridad social. A lo anterior, cabe agregar y destacar el 
controvertido modelo de ejecución que propone el PNCPC el cual, además, desjudicializa esta 
función poniéndola a cargo de un ente de carácter administrativo (oficial de ejecución), bajo 
control judicial permanente. 
411Cfr. VARGAS PAVEZ, MACARENA, «Reflexiones en torno a los alcances del 
fenómeno descodificador en el proceso civil», ob. cit., pp. 22 y 23. Tal como señala esta autora, así 
ocurre en materia de recursos, donde existe una disparidad en el sistema recursivo según se trate 
del proceso penal, laboral o de familia. Y es que en efecto, a fin de garantizar los principios de 
oralidad, inmediación y celeridad que inspiran los nuevo procedimientos, en materia penal y 
laboral se eliminó el recurso de apelación en contra de la sentencia definitiva dictada por el 
Tribunal de Juicio Oral en lo Penal o los Tribunales Laborales, reemplazándola por un recurso de 
nulidad bastante restrictivo que impide una nueva valoración y revisión de los hechos establecidos 
por el tribunal a quo  lo que ha generado debate y críticas en cuanto a una posible vulneración del 
derecho al recurso. Destaca asimismo, en materia laboral, la existencia del denominado recurso de 
unificación de jurisprudencia procedente cuando respecto de la materia de derecho objeto del 
juicio exista distintas interpretaciones sostenidas en uno más fallos firmes emanados de Tribunales 
Superiores de Justicia (art. 483 Código del Trabajo). Por el contrario, en materia de familia se 
mantiene el recurso de apelación en contra de la sentencia definitiva tendencia que sigue el 
PNCPC el cual «en cumplimiento del mandato contenido en los tratados internacionales y la 
interpretación de las cortes internacionales sobre el contenido del denominado “derecho al 
recurso”», entiende que no existe incompatibilidad entre los principios de oralidad,  inmediación y 
celeridad rectores del nuevo proceso civil y la consagración de un «recurso de apelación amplio, 
con revisión por el tribunal superior tanto de los hechos como del derecho, pero sin que ello 
importe la repetición de una nueva instancia o grado jurisdiccional (…) en el cual se contemple la 
reanudación del debate y rendición de nuevas pruebas».  
Fuera de lo anterior, el PNCPC junto con eliminar el actual recurso de casación en el 
fondo y poniendo énfasis en la protección del ius constitutionis, crea un nuevo recurso 
denominado recurso extraordinario a través del cual se pretende fortalecer el rol de la Corte 
Suprema como «máximo tribunal de la República encargado de preservar los derechos 
fundamentales y de dar coherencia y unidad a los criterios de decisión de los tribunales del país», 
la que podrá avocarse al conocimiento de un asunto cuando exista un interés general que haga 
necesaria su intervención. Cfr. Mensaje de S.R. El Presidente de la República con el que se inicia 
un proyecto de ley que establece un Nuevo Código Procesal Civil (Mensaje Nª 004-360, de 12 de 
marzo de 2012), pp. 22 y 23.  
Sobre el derecho al recurso, su contenido y satisfacción o incumplimiento en el 
ordenamiento Chileno, Cfr. Por todos DEL RÍO FERRETTI, CARLOS, «Estudio sobre el derecho al 
recurso en el proceso penal» en Estudios Constitucionales, Centro de Estudios Constitucionales de 
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perdiendo paulatinamente su carácter unificador y supletorio de los diversos 
cauces procesales para la resolución de los conflictos. 
Existe en Chile, de esta manera, una pluralidad de sistemas procesales 
según la materia involucrada situación que no viene a mejorar con el PNCPC 
cuya aprobación además, en caso de darse en los términos en que viene 
concebido, supondrá, a lo menos, una necesidad urgente de revisión de los 
demás sistemas vigentes en materias tan trascendentes como la ejecución y el 
rol de los tribunales superiores de Justicia a través del régimen de recursos. 
Esta multiplicidad de acciones y procedimientos para la obtención de 
tutela de derechos e intereses ha generado, a juicio de la doctrina, no sólo una 
«profunda desconexión a nivel de principios y bases estructurales» sino que 
envía una señal negativa a los ciudadanos al crear judicaturas de categoría 
diversa afectando con ello el principio de igualdad ante la ley412. 
Asimismo, la doctrina da cuenta de una serie de problemas que esta 
proliferación ha dado lugar en la práctica en materia de adecuación del 
procedimiento y la correcta observancia de este presupuesto procesal, 
especialmente en materia de derechos indígenas, donde cada vez se ve con más 
frecuencia la promoción de incidentes y declaraciones de nulidad que «alteran 
las reglas del procedimiento y, en algunos casos, el derecho de fondo 
aplicable»413.  
                                                                                                                                
Chile Universidad de Talca, Año 10, Nº 1, 2012, pp. 245-288 y VALENZUELA VILLALOBOS, 
WILLIAMS, «Reflexiones sobre el derecho al recurso a partir de la sentencia ‘Mohamed vs. 
Argentina’ de la Corte Interamericana de Derechos Humanos: Cuestiones a tener en consideración 
sobre el sistema recursivo en el Proyecto de Código Procesal Civil», en Estudios Constitucionales, 
Centro de Estudios Constitucionales de Chile Universidad de Talca Año 11, Nº 2, 2013, pp. 713-
736. 
412 Cfr. VARGAS PAVEZ, MACARENA, «Reflexiones en torno a los alcances del 
fenómeno descodificador en el proceso civil», ob. cit., pp. 22 y 23. Al efecto, plantea esta autora la 
conveniencia «ante este escenario procesal civil plural y diverso (…) que se verá potenciado por la 
reforma en curso», la necesidad de generar «una normativa procesal que se construya sobre la base 
de un “tronco” estructural común que sirva de eje ordenador, por ejemplo, sobre la base del 
modelo de audiencias». 
413 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, «La adecuación del procedimiento en materia 
de derecho indígena», ob. cit., p. 821 a 823. Para este autor, «la variedad de procedimientos hace 
que surjan una serie de problemas, específicamente, cuando su aplicación promueve restricciones 
en el ejercicio del contenido del derecho de defensa a una de las partes o porque, bajo el pretexto 
de una especialidad procesal, se pretende introducir una modificación al contenido sustantivo del 
derecho, al que se le asigna un contenido particular que no está del todo justificado», cuestión que 
se ha suscitado en diversas materias cuando el sujeto pasivo pertenece a alguno de los pueblos 
originarios. 
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Finalmente, esta diversidad de tutelas especiales ha generado un 
aumento, por ejemplo, del fenómeno de concurrencia de acciones y normas 
que, en la mayoría de los casos, no tiene una solución legislativa clara414. 
Como es posible observar, el panorama que presenta la organización del 
sistema judicial y su regulación procesal en el ordenamiento chileno en la 
actualidad es complejo y favorece la posibilidad de interferencias entre los 
ámbitos competenciales de los diversos órdenes jurisdiccionales y la dualidad 
de vías procedimentales y jurisdiccionales en razón de la conexión de las 
materias. 
Bajo este contexto, en los capítulos siguientes estudiaremos el régimen 
de prejudicialidad actualmente vigente en ordenamiento chileno examinando 
en qué medida el legislador da salida o solución a las interferencias que este 
aumento tendencial de procedimientos y órganos jurisdiccionales puede dar 
lugar mediante la regulación de mecanismos o instrumentos que permitan una 
adecuada coordinación en el trabajo enjuiciador de los diversos órganos 
jurisdiccionales que lo conforman; eviten el denominado fenómeno de 
peregrinaje ante diversas jurisdicciones así como excesivas dilaciones en la 
tramitación de los procesos y, principalmente, que prevengan o corrijan la 
posible contradicción entre sentencias que se dicten entre procesos con objetos 
conexos415. 
 
                                               
414 En materia de concurrencia de acciones y normas en el ordenamiento chileno, tal como 
señala la doctrina, unos mismos hechos pueden, por ejemplo, ser constitutivos de un acto de 
competencia desleal o un atentado a la libre competencia y por tanto tratarse de un asunto que al 
mismo tiempo forma parte de la competencia de tribunales diferentes pudiendo accionar las partes 
ante cualquiera de ellos (concurso de acciones). O bien, unos mismos hechos pueden ser objeto de 
dos o más normas, pudiendo el juez aplicar cualquiera de ellas, como por ejemplo, las normas que 
regulan la responsabilidad civil en el Código Civil o en la Ley de Protección a los derechos del 
consumidor, caso en el cual podrían generarse problemas en caso que el juez carezca de 
competencia para aplicar alguno de dichos estatutos (concurso de normas). Cfr. ROMERO 
RODRÍGUEZ, SOPHÍA, «Concurso de normas y concurso de acciones en el derecho procesal civil 
chileno», ob. cit., pp. 215 y 216. 
415 Al efecto, el TC chileno, definiendo lo que se entiende por jurisdicción, ha puesto 
énfasis en la necesidad de uniformidad en la resolución de los conflictos sosteniendo que se trata 
de una «función pública privativa de los tribunales de justicia, de acuerdo al artículo 73 (76) CPR, 
cuyo ejercicio constituye un poder-deber que permite al Estado, a través de ellos, garantizar la 
vigencia efectiva del derecho y, a las partes afectadas por un conflicto, su solución uniforme y 
ajustada a la ley». Cfr. STC, Rol N° 205-95 (c. 8º). Sobre la doctrina del Tribunal Constitucional 
en la materia ver ampliamente NAVARRO, ENRIQUE y CARMONA, CARLOS (ED.), «Colección 
Conmemoración 40 años del Tribunal Constitucional 1971-2011, Recopilación de Jurisprudencia 
del Tribunal Constitucional (1981-2011)», en Cuadernos del Tribunal Constitucional, N° 45, Año 
2011, pp. 403 y ss. 
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En nuestro concepto, como hemos dicho, la prejudicialidad constituye 
en esencia un problema funcional y no orgánico. Desde esta perspectiva, no 
tiene por objeto resolver o dar solución a esta realidad orgánica de pluralidad 
de tribunales ni evitar o reducir dichas interferencias en tanto ellas derivan, en 
definitiva, del carácter esencialmente dinámico de las diversas parcelas en que 
se divide el ordenamiento sustantivo y su reparto en el ámbito de competencia 
de los diversos órganos jurisdiccionales entregado, por mandato constitucional, 
a la decisión del legislador. 
En tanto inevitables, por tanto, un adecuado régimen de prejudicialidad 
debiera tener por objeto dar solución a dichas interferencias  través de un 
correcto tratamiento de los problemas que ellas suscitan propendiendo con ello 
a la coherencias de las decisiones judiciales. 
El actual régimen de prejudicialidad consagrado en el CPC se encuentra 
lejos, sin embargo, de cumplir estos objetivos. Ello, por cuanto no sólo carece 
de una regulación clara, completa y  sistemática de la prejudicialidad que 
permita dar una adecuada solución a los problemas que ésta suscita en la 
actualidad, sino que dicha regulación responde aún a la realidad del sistema 
judicial vigente en el ordenamiento chileno hace más de cien años y por tanto, 
no se ha hecho cargo debidamente de la evolución que ha tenido la 
organización judicial en las últimas décadas. 
Lo anterior tiene particular importancia en materia civil en tanto ha sido 
precisamente la jurisdicción civil la que, mayormente y en forma paulatina, ha 
visto reducida substancialmente su competencia para el conocimiento de 
materias específicas, haciéndose necesario cada vez más una adecuada 
coordinación entre la jurisdicción civil y las nuevas jurisdicciones especiales 
así como de éstas entre sí, cuestión de la que ha venido dando cuenta el propio 
legislador al regular la creación de estos nuevos tribunales416. 
                                               
416 Al efecto, resulta interesante y al mismo tiempo ilustrativo de los problemas que ha 
generado la falta de una regulación clara en materia de prejudicialidad y en especial la ausencia de 
regulación de supuestos de prejudicialidad no penal, el contenido de una reciente sentencia dictada 
por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.  
Al respecto, aduciendo el carácter restrictivo de la prejudicialidad y la inexistencia de 
norma que le obligue a esperar un pronunciamiento del Tribunal de Compras y Contratación 
Pública respecto de la arbitrariedad de las conductas imputadas a la parte demandada, se declara 
competente para conocer del asunto pues de lo contrario se llegaría al absurdo de que en casos de 
competencia desleal que conoce este tribunal habría que esperar, por ejemplo «el juicio de la 
Justicia Civil sobre el carácter desleal o no del acto antes de poder conocer del requerimiento o 
demanda en esta sede». Cfr. Sentencia de 25 de octubre de 2013, Rol Nº 132/2013 (c. 13 y ss.) 
Volveremos más adelante sobre esta sentencia. 
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Partiendo de estas breves consideraciones y contextualización del 
sistema judicial y procesal chileno, en los capítulos siguientes examinaremos 
la forma como este ordenamiento aborda el tratamiento y da solución a los 
problemas que suscita la prejudicialidad en la actualidad, tanto desde el punto 
de vista de la organización y competencia de los tribunales así como de su 
integración en el objeto del proceso, y propende o no a la coherencia de las 
decisiones judiciales pronunciadas en procesos con objeto conexo. 
Con dicho objeto, en el apartado siguiente estudiaremos las normas 
constitucionales y legales en las que encuentra fundamento el régimen de 
prejudicialidad y cuál es el modelo o sistema de ordenación de la misma que 
contempla el ordenamiento chileno. 
En el examen de dicho modelo analizaremos de qué manera la materia 
prejudicial pasa a integrar o engrosar el ámbito competencial de los diversos 
órganos jurisdiccionales, lo que, en otros términos, pasa por explicar cómo una 
determinada materia ajena a la competencia absoluta del tribunal que está 
conociendo del asunto puede llegar a ser resuelta por éste, no obstante formar 
parte de la competencia de otro órgano jurisdiccional.  
En definitiva, se trata de saber si en Chile, al igual que examinamos 
respecto del ordenamiento español, el régimen de la prejudicialidad y su 
infracción, debe ser estudiado en el contexto de las normas que regulan los 
conflictos de competencia, o, por el contrario, se trata de una cuestión distinta. 
Como adelantamos, el sistema no devolutivo en el ordenamiento chileno, 
fundado en la denominada regla general de la competencia de la extensión, 
presenta diferencias sustanciales con el vigente en el ordenamiento español 
antes visto. 
En el Capítulo Segundo, partiendo de la distinción entre cuestiones 
prejudiciales devolutivas y no devolutivas, abordaremos el estudio detallado 
del régimen actualmente vigente en este ordenamiento y de la suspensión del 
proceso civil como instrumento para el tratamiento de la prejudicialidad, 
examinando en cada caso la procedencia, supuestos y requisitos de la 
prejudicialidad civil y no penal en el proceso civil declarativo así como el 
régimen de impugnación o recursivo en caso de infracción. 
Finalmente, en el Capítulo Tercero, examinaremos los demás 
instrumentos existentes para precaver o corregir la posible contradicción entre 
resoluciones judiciales, ahondando particularmente en la regulación de la 
acumulación de pretensiones y de procesos, la cosa juzgada y la revisión de 
sentencias firmes. 
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II. FUNDAMENTO Y MODELO DE ORDENACIÓN DE LA 
PREJUDICIALIDAD EN EL ORDENAMIENTO CHILENO. LA 
REGLA GENERAL DE LA COMPETENCIA DE LA 
EXTENSIÓN. 
Para la doctrina chilena, la asignación de competencia del juez natural 
para el conocimiento y resolución de las cuestiones prejudiciales se encuentra 
en el art. del 111, inciso 1º del COT417, en virtud del cual se establece que «el 
tribunal que es competente para conocer de un asunto lo es igualmente para 
conocer de todas las incidencias que en él se promuevan». 
El inciso 2º, por su parte, establece que «Lo es también para conocer de 
las cuestiones que se susciten por vía de reconvención o de compensación, 
aunque el conocimiento de estas cuestiones, atendida su cuantía, hubiere de 
corresponder a un juez inferior si se entablaran por separado»418.  
Esta disposición consagra una de las cinco reglas generales de la 
competencia, de carácter común y aplicable a todos los tribunales de la 
República, conocida como regla de la extensión419. 
                                               
417 Cfr. COLOMBO CAMPBELL, JUAN, La competencia, ob. cit., p. 158 a 164; 
ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, Curso de derecho procesal civil, t. II, ob. cit., p. 34 a 42; 
MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, Derecho Procesal Orgánico, Parte general, Separata de 
estudios, Facultad de Derecho, Universidad de Chile, 2009, p. 196 a 203. 
418 Originalmente, el CPP contemplaba una norma similar en su art. 18, en virtud del cual 
se establecía que «El tribunal competente para conocer de una causa determinada, lo será también 
para todas las incidencias que en ella ocurrieren, y para llevar a efecto las providencias de 
tramitación y la ejecución de las sentencias. Esta ejecución se efectuará en la forma que para cada 
caso, esté indicada en el Código Penal».  
Por tratarse de la misma regla contenida en el art. 111 del COT, la que es aplicable tanto 
en materia civil como penal, fue eliminada del referido artículo por la Ley Nº 7.836 de 7 de 
diciembre de 1944, manteniéndose sólo la referencia a la regla de la ejecución en materia criminal 
en el actual art. 3º. Sobre la materia, Cfr. PRIETO DEFORMES, NICOLÁS, El Código de 
Procedimiento Penal y su reforma, Memoria de prueba para optar al grado de Licenciado de la 
Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad de Chile, 1946, p. 22. 
En cuanto a la reconvención, esta regla es complementada por lo dispuesto en el art. 124 
del COT, especialmente en su inciso 2º, que establece que «No podrá deducirse reconvención sino 
cuando el tribunal tenga competencia para conocer de ella, estimada como demanda, o cuando sea 
admisible la prórroga de jurisdicción. Podrá también deducirse aun cuando por su cuantía la 
reconvención debiera ventilarse ante un juez inferior». 
419 Como es posible observar, esta regla corresponde o es equivalente en España a la 
denominada competencia funcional por conexión de los órganos jurisdiccionales, consagrada en el 
art. 61 LECiv 2000, conforme al cual «Salvo disposición legal en otro sentido, el tribunal que 
tenga competencia para conocer de un pleito, la tendrá también para resolver sobre sus 
incidencias, para llevar a efecto las providencias y autos que dictare, y para la ejecución de la 
sentencia o convenios y transacciones que aprobare». El art. 62 LECiv, por su parte, se refiere a la 
competencia funcional para el conocimiento de los recursos, en una norma equivalente, aunque 
distinta, a la regla del grado o jerarquía en Chile.  
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A la luz de lo sostenido por la doctrina y la jurisprudencia chilenas, 
examinaremos brevemente el contenido y alcance de esta disposición como 
fundamento de la prejudicialidad en el ordenamiento chileno para luego 
determinar, con base a ella y su conjugación con el resto de normas vigentes en 
este ordenamiento, el modelo o sistema de ordenación de la prejudicialidad 
adoptado por el legislador. 
                                                                                                                                
La doctrina española no ha dado atención particular a las normas sobre competencia 
funcional examinándolas más bien desde el punto de vista de la asignación de competencia para el 
conocimiento de los recursos o la ejecución y existiendo incluso discrepancias en cuanto a los 
medios procesales para hacer valer su infracción. Al respecto, se ha sostenido que si bien estas 
normas contienen un criterio que podría ser «útil en el diseño teórico de un sistema de distribución 
de asuntos entre los tribunales, a condición de que se respetase la lógica o la estructura de la 
organización», la ley no ha «sacado en absoluto provecho de este concepto dogmático (y) no tiene 
la culpa, porque, en realidad, éste es un tema a decidir y solucionar a nivel de LOPJ». En la 
actualidad, atendido que la Ley Orgánica del Poder Judicial ha «optado por señalar caso por caso 
las competencias de cada tribunal de justicia, incluyendo recursos, incidencias y otras cuestiones 
instrumentales (…) el concepto dogmático de competencia funcional es prácticamente superfluo». 
Cfr. RAMOS MÉNDEZ, FRANCISCO, El juicio civil, Atelier, Barcelona, 2012, p. 91. 
En el ordenamiento chileno, las reglas generales de la competencia —dentro de las cuales 
está la de la extensión— son normas comunes «aplicables a toda clase de competencia (…) 
operando cada vez que un tribunal, de cualquier especie, se avoque al conocimiento de un asunto».  
Se trata de reglas, en consecuencia, que operan una vez que ha sido determinado el tribunal 
absoluta y relativamente competente para conocer del asunto y su importancia radica en que «más 
que meras reglas de competencia, son postulados básicos sobre los cuales descansa toda la 
organización judicial estable que cuente con leyes fijas y permanentes, como única forma de lograr 
un eficiente sistema jurisdiccional de solución de conflictos». Una característica importante de 
estas reglas es que «no son reglas de competencia absoluta ni relativa (y) en consecuencia, la 
sanción a su infracción debemos buscarla en los principios generales que las sustentan, sin atender 
a las sanciones que la ley señala para la incompetencia absoluta o relativa». Cfr. COLOMBO 
CAMPBELL, JUAN, La competencia, ob. cit., pp. 145 y 146.  
Este criterio ha sido refrendado por la Corte Suprema en SCS, de 1 de octubre de 2012, 
Sala Primera (Civil), Rol Nº 180/2011 (c. 5º) (Id. vLex: 436252750). Al efecto, la Corte ha 
resuelto que «según es sabido, las reglas generales de competencia, entre las que se cuenta la 
mentada de la radicación, no participan del carácter de reglas de competencia absoluta o relativa. 
Son, en realidad, directrices básicas que sirven al sistema judicial para la organización de su 
quehacer. De aquí, entonces, que su desacato no queda supeditado a las sanciones propias de la 
incompetencia absoluta o relativa». 
Las reglas generales de competencia están establecidas en el art. 76 CPR y los arts. 109 a 
114 COT y son: la regla de la prevención o inexcusabilidad, la de la radicación o fijeza, la regla 
del grado o jerarquía, la regla de la extensión y la regla de la ejecución, aunque ésta última no se 
incluye por todos.  
En cuanto a la regla de la extensión, para la doctrina esta norma cumple el triple objetivo 
de determinar «hasta dónde abarca, qué comprende y hasta dónde llega la competencia de un 
tribunal que está conociendo de un proceso. Constituyendo «una aplicación concreta del principio 
de economía procesal», el objetivo de esta regla es «proporcionar unidad al proceso, permitiendo 
al juez avocarse el conocimiento de asuntos independientes o accesorios que complementan o 
adicionan el planteamiento de la pretensión principal y sus defensas». Cfr. COLOMBO 
CAMPBELL, JUAN, ob. cit., p. 159. 
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1. Antecedentes generales. 
En cuanto al origen y sentido de esta norma, el debate que tuvo lugar en 
el seno de la Comisión revisora de la Ley de Organización y Atribuciones —
actual COT— centró la discusión, sin hacer mayor alusión a las cuestiones 
prejudiciales, en la competencia del juez para conocer de la reconvención y la 
compensación en razón de la cuantía, cuestión que hoy en día no tiene mayor 
relevancia desde la supresión de los jueces de distrito y subdelegación420. 
Respecto a lo que debe entenderse por la voz “incidencias” del juicio, 
BALLESTEROS, dando cuenta del debate421, señala que esta regla, tomada de 
la ley romana, corresponde a un principio aceptado en la mayoría de las 
legislaciones conforme al cual «al juez que conoce del negocio principal está 
sometido el conocimiento de las incidencias» y constituye, como ocurre en la 
ley francesa, una especie de prórroga legal de la jurisdicción que se verifica 
«por la sola fuerza de la ley (…) en materia de reconvención, de garantía i de 
demandas incidentales o conexas»422. 
                                               
420 El artículo revisado por la Comisión, corresponde al 239 del proyecto de Vargas 
Fontecilla, el que originalmente establecía que «El juez competente para conocer de un asunto lo 
es igualmente para conocer de todas las incidencias que en él se promuevan, i consiguientemente 
lo es también para conocer de las cuestiones que se susciten por vía de reconvención o de 
compensación, aunque el conocimiento de estas cuestiones hubiera de corresponder a otro juez si 
se entablaran por separado». La Comisión Revisora se ocupó de esta norma en las sesiones de 15 
y 26 de mayo de 1871 y de 1º de abril de 1873, aprobándola con la redacción actual. Cfr. 
BALLESTEROS, MANUEL E., La Lei de Organización i Atribuciones de los tribunales de Chile, 
antecedentes, concordancia i aplicación práctica de sus disposiciones, t. II, Santiago, Imprenta 
Nacional, 1890, p. 155 a 163. 
Tal como señala la doctrina, después «de la entrada en vigencia de la Ley Nº18.776, de 18 
de enero de 1989, las reglas referentes a la competencia en atención a la cuantía para hacer valer la 
reconvención y la compensación, como manifestación de la regla de la extensión ha dejado de 
tener la importancia que tenía, desde el momento que son jueces competentes para conocer en 
primera instancia de un asunto civil común únicamente los jueces de letras, salvo en los casos de 
fuero o en que recibe aplicación el elemento materia. Los jueces de subdelegación y de distrito, y 
anteriormente los jueces de letras de menor cuantía, con cuya concurrencia la regla en comento 
tenía verdadero interés, fueron eliminados de la geografía judicial nacional, convirtiéndose tanto 
ellos como la aplicación general de esta regla en reminiscencia histórica». Cfr. MATURANA 
MIQUEL, CRISTIÁN, Derecho Procesal Orgánico parte general, ob. cit., p. 198. 
421 Al efecto, en la sesión de 15 de mayo de 1871, el comisionados señor Lira, manifestó 
su preocupación por la excesiva generalidad de esta norma «porque puede suceder que se 
presenten artículos o incidencias del juicio, en las cuales no convenga que conozca el mismo juez 
del asunto principal» o por cuanto podrían «presentarse cuestiones sobrevinientes que no tengan 
relación inmediata con el asunto principal i que por este motivo pueda creérselas no comprendidas 
en la palabra incidencias». Cfr. BALLESTEROS, MANUEL E., La Lei de Organización i 
Atribuciones de los tribunales de Chile, t. II, ob. cit., p. 156. 
422 «Pertinet enim ad officium judicis, qui de hereditate cognoscit, universam incidentem 
quetionem, qure in judicium devocatur, examinare, quoniam non de ea, sed hereditate pronunciat». 
L. I, Cod. Ordine Judiciorum. Cfr. BALLESTEROS, MANUEL E., ob. cit., p. 158. 
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A su juicio, el término incidencias a que hace alusión la norma, dice 
relación con «peticiones formuladas en el curso de una instancia principal por 
una i otra de las partes; i se reputan conexas las demandas entre las cuales 
existen estrechas relaciones».  
Partiendo de esta base, en su opinión la correcta inteligencia de esta 
regla en conformidad al propósito de la Comisión revisora de la Ley de 
Organización y Atribuciones es que «Todo tribunal se reputa competente para 
conocer de las demandas conexas o incidentales, que surgen del juicio 
principal, ya sea que estas demandas sean aducidas con el carácter de 
excepción por parte del demandado i que se refieran al fondo o simplemente al 
procedimiento, sea que sean formadas por el demandante, o por un tercero 
que tenga derecho a de intervenir, con tal que, por su naturaleza, no se 
aparten del círculo de materias sobre las cuales se pueda ejercer la 
competencia del tribunal ante quien son presentadas».  
Finalmente, en cuanto a su objetivo, concluye señalando que «esta 
regla tiene por objeto evitar lentitudes, gastos inútiles, i lo que es todavía mas 
grave, contradicciones en las decisiones de la justicia»423. 
Como es posible observar, la historia de establecimiento del art. 111 
COT no resulta muy esclarecedora en cuanto a la inclusión en esta regla de las 
cuestiones prejudiciales, particularmente las de carácter heterogéneo, 
pareciendo referirse más bien a los incidentes y cuestiones conexas 
promovidas exclusivamente a petición de parte y siempre que no se aparten —
en razón de la materia— de la competencia del tribunal ante el cual se suscitan, 
esto es, cuestiones de carácter homogéneo. 
No obstante lo anterior, tanto la doctrina como la jurisprudencia han 
venido atribuyendo un carácter amplio a la regla de estudio. 
Así, en materia civil, fuera del asunto principal u objeto del proceso 
propiamente tal, la competencia del juez natural se extiende, en conformidad a 
esta regla, a los incidentes, la reconvención y la compensación.  
A lo anterior, la doctrina agrega las excepciones materiales o procesales 
que oponga el demandado, bajo el conocido aforismo “el juez de la acción es 
también el juez de la excepción”; las cuestiones prejudiciales no devolutivas; 
la potestad cautelar424 y la ejecución de la sentencia425.  
                                               
423 Ídem, p. 159.  
424 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, Curso de derecho procesal civil, ob. cit., t. II, 
pp. 36 y 37. 
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En materia penal, por su parte, en virtud de esta regla de la extensión, la 
competencia del juez penal se extiende, asimismo, al conocimiento de las 
cuestiones prejudiciales civiles que son de su competencia en conformidad a 
los arts. 173 y 174 COT y la acción civil derivada del hecho punible, en virtud 
de lo dispuesto en los arts. 171 y 172 del COT, 5 y 10 CPP y 59 NCPP426. 
En esta última materia, específicamente en cuanto a la procedencia de 
la acción civil ex delicto en forma acumulada al proceso penal en el antiguo 
sistema procesal penal —regido por el Código de Procedimiento Penal de 1907 
aún vigente en Chile427— es una de las oportunidades en que mayor debate se 
                                                                                                                                
425 Cfr. MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, Derecho Procesal Orgánico parte general, 
ob. cit., p. 199 y COLOMBO CAMPBELL, JUAN, La competencia, ob. cit., p. 159. 
La jurisprudencia, si bien a propósito de la competencia para el conocimiento y decisión 
de acciones interpuestas en forma subsidiaria, ha sostenido una interpretación amplia del art. 111 
COT, sosteniendo al efecto que  «de la lectura del artículo antes transcrito aparece claramente que 
la intención de nuestra legislación es que todo lo que se ventile en un mismo proceso sea conocido 
por un mismo Juez». Cfr. SCS, Sala Tercera (Constitucional), Rol Nº 2672/2007, de 29 de octubre 
de 2008 (cs 4º y 5º) (Id. vLex: 332739730).  
En el juicio se dedujo una acción de inoponibilidad de servidumbre minera y en subsidio, 
una acción de indemnización de perjuicios. El tribunal a quo, acogiendo la excepción dilatoria de 
incompetencia para conocer de la acción subsidiaria, declaró de oficio su incompetencia para 
conocer de la acción principal. La Corte desecha ambas cuestiones determinando que «por ser 
competente el tribunal a quo para conocer de la acción principal, lo es también para conocer de las 
acciones subsidiarias de manera que corresponde rechazar la excepción de incompetencia del 
tribunal alegada respecto de estas últimas». 
426 Cfr. MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, ob. cit., p. 200 a 203 y COLOMBO 
CAMPBELL, JUAN, ob. cit., p. 509 a 517. En el antiguo proceso penal, la atribución de 
competencia para el conocimiento de la acción civil viene dada en los arts. 171 y 172 del COT y 
los art. 5 y 10 del CPP y en el NCPP en el art. 59.  
En lo que respecta a las cuestiones prejudiciales civiles, el art. 173 del COT establece al 
efecto que «Si en el juicio criminal se suscita cuestión sobre un hecho de carácter civil que sea uno 
de los elementos que la ley penal estime para definir el delito que se persigue, o para agravar o 
disminuir la pena, o para no estimar culpable al autor, el tribunal con competencia en lo criminal 
se pronunciará sobre tal hecho. 
Pero las cuestiones sobre validez de matrimonio y sobre cuentas fiscales serán juzgadas 
previamente por el tribunal a quien la ley tiene encomendado el conocimiento de ellas. 
La disposición del inciso precedente se aplicará también a las cuestiones sobre estado 
civil cuya resolución deba servir de antecedente necesario para el fallo de la acción penal 
persecutoria de los delitos de usurpación, ocultación o supresión de estado civil. 
En todo caso, la prueba y decisión de las cuestiones civiles que es llamado a juzgar el 
tribunal que conoce de los juicios criminales, se sujetarán a las disposiciones del derecho civil.» 
El art. 174 del COT, por su parte, establece que «Si contra la acción penal se pusieren 
excepciones de carácter civil concernientes al dominio o a otro derecho real sobre inmuebles, 
podrá suspenderse el juicio criminal, cuando dichas excepciones aparecieren revestidas de 
fundamento plausible y de su aceptación, por la sentencia que sobre ellas recaiga, hubiere de 
desaparecer el delito. El conocimiento de esas excepciones corresponde al tribunal en lo civil» 
427 En el antiguo proceso penal, la atribución de competencia para el conocimiento de la 
acción civil viene dada en los arts. 171 y 172 del COT —los que se mantienen vigentes respecto 
de juicios iniciados con anterioridad a la fecha de vigencia del nuevo proceso penal en 
conformidad al art. 7 transitorio de la Ley Nº 19.665— y los art. 5 y 10 del CPP. 
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ha producido acerca del contenido y alcance de la regla de la extensión 
contenida en el art. 111 COT y, a propósito de ella, la inclusión de las 
cuestiones prejudiciales. 
Por un lado, a propósito del art. 234 COT, actual 171, relativo 
competencia del juez penal para conocer de la acción civil derivada del hecho 
punible, se pregunta BALLESTEROS acerca de las razones del silencio, en ese 
momento, de la regulación del COT respecto de las cuestiones prejudiciales 
civiles, así como de la acción civil indemnizatoria428.  
Al respecto, señala que junto, pero en forma diferenciada a la acción 
civil indemnizatoria y restitutoria derivada del hecho punible, una tercera clase 
de cuestión civil que puede estar relacionada con la criminal son las 
prejudiciales, «o sea, aquellas cuyo fallo prévio es de todo punto indispensable 
para entrar a conocer de la causa criminal, por ejemplo, la nulidad del primer 
matrimonio sostenida por un reo de doble matrimonio».  
Tomando como base en esta materia la legislación española y francesa 
vigente en la época, que daban preferencia a la jurisdicción penal, pone de 
manifiesto que, pese a no estar reguladas las cuestiones prejudiciales civiles en 
ese momento en la ley, era natural deducir que «una cuestión prejudicial, 
aunque no sea emanación del delito, siendo un elemento que debe servir de 
base a su investigación i de que el juez no puede prescindir, forma parte 
integrante de la investigación del mismo delito, i por regla general debe 
conocer de ella el mismo juez ante quien se ventila el juicio criminal. Tal es 
también la regla establecida en Francia i en España».  
A su juicio, pese a que la Comisión Revisora no dejó testimonio de los 
motivos de este silencio, la intención del legislador no ha sido apartarse de los 
principios generales en esta materia, poniendo de relieve que la propia 
«jurisprudencia de los tribunales ha tendido manifiestamente a ampliar la 
jurisdicción de los jueces del crimen, i a aplicar el art. 234, dándole un 
alcance que aun cuando no está en su letra, estuvo probablemente en el 
espíritu de la Comisión, a pesar de haber introducido en el proyecto primitivo 
                                               
428 Ni el proyecto de Vargas Fontecilla ni el aprobado finalmente por la Comisión 
Revisora del COT contemplaba las cuestiones prejudiciales civiles en el proceso penal, materia 
que se reguló con posterioridad a la aprobación de la ley de organización de tribunales, en los arts. 
20 y 21 del Código de Procedimiento Penal. Posteriormente, estos artículos fueron derogados de 
dicho código y llevados al COT, en lo que corresponde actualmente a los actuales arts. 173 y 174. 
Respecto de la acción civil, originalmente el proyecto de Vargas Fontecilla contemplaba la acción 
indemnizatoria, pero fue suprimida por la Comisión Revisora del COT, sin que existan mayores 
antecedentes en la discusión acerca de las razones que llevaron a su eliminación. Cfr. 
BALLESTEROS, MANUEL E., La Lei de Organización i Atribuciones de los tribunales de Chile, t. 
II, ob. cit., p. 274 a 277. 
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las restricciones» señaladas, existiendo una clara inclinación «para considerar 
como incidentes del juicio criminal las acciones civiles que de él se 
orijinan»429. 
Posteriormente, el año 1989, en virtud de la Ley Nº 18.857, se realizó 
una serie de reformas al CPP en materia de acción civil, específicamente al art. 
10 en relación con los arts. 5, 19, 40 y 41 de dicho cuerpo legal, cuya finalidad 
principal, tal como consta en la historia fidedigna del establecimiento de la ley, 
fue la de mejorar la terminología y aclarar o disipar las dudas que la aplicación 
de dicha norma venía generando en la práctica, todo ello sin alterar los 
lineamientos generales del Código vigente430. 
Según señala la doctrina, con anterioridad a dicha reforma, tanto la 
doctrina como la jurisprudencia venían dando un alcance restringido a la 
procedencia de la acción civil en el proceso penal y existía confusión en 
conceptos esenciales, entendiéndose, por ejemplo, que la acción civil nacía o 
emanaba del delito, lo que llevó al rechazo de numerosas acciones civiles 
cuando existía una sentencia penal absolutoria del imputado. Asimismo, existía 
discrepancia en cuanto al alcance de su objeto, entendiéndose por una parte 
mayoritaria de la jurisprudencia que éste comprendía sólo la indemnización de 
los daños provenientes del delito y la restitución de los efectos del delito o su 
valor y nada más431, excluyéndose la interposición de otras pretensiones 
conexas, sea accesorias e incluso de carácter prejudicial respecto de la propia 
pretensión civil, estimando que el juez penal carecía de competencia para su 
conocimiento y fallo432. 
                                               
429 Cfr. BALLESTEROS, MANUEL E., t. II, ob. cit., pp. 276 y 277. 
430 Informe de la Comisión conjunta encargada del estudio del proyecto de ley que 
modifica el Código de Procedimiento Penal, contenido en el Oficio Nº 20 de 14 de septiembre de 
1989, y que dio lugar a la Ley Nº 18.857 de 6 de diciembre de 1989. Cfr. REPERTORIO DE 
LEGISLACIÓN Y JURISPRUDENCIA CHILENAS, Código de Procedimiento Penal, t. I, Santiago, Ed. 
Jurídica de Chile, 2001, pp. 43 a 45. Sobre esta reforma y su alcance cfr. ampliamente 
FONTENCILLA, RAFAEL, Tratado de Derecho Procesal Penal, t. III, Santiago, Ed. Jurídica de 
Chile, 1978, pp. 292 a 310; ORTÚZAR LATAPIAT, WALDO, «Las acciones civiles en el proceso 
penal y la reforma de la Ley Nº 18.857, de 6 de diciembre de 1989», en Revista de Derecho, Nº 
186, año LVII, Jul-Dic, 1989, Universidad de Concepción, pp. 71-78; MARÍN, JUAN CARLOS, «La 
acción civil en el nuevo Código Procesal Penal chileno: su tratamiento procesal», ob. cit., pp. 11-
44 y SCHULZ IBÁÑEZ, EWALDO, «Procedencia de la acción civil en el proceso penal antiguo», 
en Revista de Derecho, Nº 15, Junio 2006, pp. 181-186. 
431 En definitiva, a juicio de la doctrina, se trataba de una interpretación demasiado 
restringida que «pugnaba con las normas generales de derecho común sobre responsabilidad 
extracontractual y con la razón o el sentido de admitir acciones civiles en el proceso penal». Cfr. 
ORTÚZAR LATAPIAT, WALDO, «Las acciones civiles en el proceso penal y la reforma de la Ley 
Nº 18.857, de 6 de diciembre de 1989», ob. cit., p. 73. 
432 Así, por ejemplo, en SCS de 28 de octubre de 1986, en Fallos del mes, Nº 335, p. 713, 
la CS sostuvo que la nulidad escapa al marco de acciones civiles subsumibles en el proceso penal 
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En razón de lo anterior, con la reforma de la Ley Nº 18.857 el legislador 
quiso poner de relieve «el carácter plural que pueden revestir las acciones 
civiles en el proceso penal (el que) admite que entre las acciones civiles se 
puedan encontrar no sólo las restitutorias e indemnizatorias, con un contenido 
evidentemente más amplio que en la actual legislación, sino también las 
acciones prejudiciales y precautorias y las reparatorias especiales que traen 
aparejados ciertos delitos, como ocurre en los artículos 379, 381 y 410 del 
Código Penal», relativos estos últimos a la violación y otros delitos 
sexuales433.  
En definitiva, como objetivo principal la reforma quiso «aclarar que las 
acciones civiles que pueden intentarse ante el juez del proceso penal no son 
acciones distintas de las que pudiera conocer, como juez natural, el juez civil, 
                                                                                                                                
pues «con arreglo al artículo 10 del Código de Procedimiento Penal, la acción civil que nace de un 
delito está circunscrita a obtener la restitución de la cosa o su valor y la indemnización establecida 
en favor del perjudicado, y la nulidad de una escritura es ajena a esos particulares». En la misma 
línea, en SCS de 8 de enero de 1990, en Fallos del mes, Nº 374, p. 908, resolvió que la 
competencia del juez del crimen para conocer de las acciones civiles derivadas de la comisión de 
un hecho punible no se extiende a las que exijan el cumplimiento de un contrato, ni a los modos de 
extinguir las obligaciones. Con ello, el juez ha extendido «su competencia civil, que sólo alcanza 
al conocimiento de acciones restitutorias e indemnizatorias provenientes del delito, y no las 
referidas al cumplimiento de un contrato ni a los modos como se extinguen las obligaciones». 
En sentido contrario, en otras sentencias —que fueron consideradas luego por el 
legislador para la reforma de la Ley Nº 18.857— la CS sostuvo que «El legislador al referirse a la 
“restitución de la cosa” da a esta expresión un sentido amplio y no la limita a las cosas distraídas, o 
sustraídas, sino que alude a toda medida de carácter legal que tenga por objeto y por efecto 
restablecer las cosas al estado anterior y considera como restituciones la invalidación de actos o 
contratos que pueda obtener o lograr la víctima de la infracción, mediante el ejercicio de acciones 
judiciales». Cfr. SCS de 8 de abril de 1964, en RDJ, t. LXI, sec. 4ª, p. 49. 
433 Tratándose de la acción civil restitutoria, en el sistema procesal penal antiguo ésta 
puede tener por objeto la restitución material de la cosa o bien, su valor.  
Al respecto, en la historia de la ley se dejó constancia que si bien la acción meramente 
restitutoria sólo tiende a la restitución material de la cosa a quien tiene la tenencia física, sin 
decidir otros derechos, «cuando se trata de decidir sobre el dominio de la cosa, la acción 
restitutoria puede intentarse en la sede civil o penal (tal como) se desprende del inciso 2º del 
artículo 10, que da el mismo tratamiento a la restitución del valor de la cosa». 
Asimismo, se pone de relieve que estas acciones restitutorias no sólo comprenden «las 
que persiguen de una manera directa la restitución de la cosa, sino también aquellas que la 
persigan de una manera indirecta, derivaba de la forma delictual usada para la apropiación. Así, 
por ejemplo, si mediante un engaño en la suscripción de un contrato alguien llegó a ser 
considerado dueño de una cosa, será la nulidad del contrato el medio para obtener su restitución 
física y jurídica. La acción de nulidad, en tal caso, debe ser considerada una acción de restitución, 
en sentido amplio. Esta latitud aparece expresada en el inciso final del artículo 10, al referir la 
acción a la reparación de los efectos patrimoniales causados que pueden atribuirse como 
consecuencia próxima o directa de las conductas de los procesados». Cfr. Informe de la Comisión 
conjunta, en REPERTORIO DE LEGISLACIÓN Y JURISPRUDENCIA CHILENAS, Código de 
Procedimiento Penal, t. I, ob. cit., t. I, p. 44 y 45. 
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sino que son las mismas, que están sólo favorecidas por un régimen especial 
de competencia —la cursiva y subrayado son nuestros—»434. 
En nuestro concepto, este debate resulta altamente esclarecedor de los 
problemas que suscita la prejudicialidad civil en el proceso civil que está 
siendo conocido, en este caso, en forma acumulada al proceso penal y de cómo 
la jurisprudencia y el legislador han ido delimitando o extendiendo el ámbito 
de competencia de los tribunales penales para el tratamiento de cuestiones 
conexas o prejudiciales al asunto penal.  
En efecto, muchos de los supuestos que comprende el objeto de la 
acción civil restitutoria o la pretensión de condena de carácter indemnizatorio 
que puede ser deducida dentro del proceso penal, pueden conllevar cuestiones 
conexas, ya sea por accesoriedad o prejudicialidad, las que, en general, se 
presentan en todos aquellos supuestos de acciones restitutorias que se 
acumulan a una acción declarativa, como son las de nulidad absoluta, la de 
simulación y la de resolución de contrato435. 
En el ordenamiento chileno, a raíz de esta modificación legal, la 
competencia del juez penal en esta materia es amplia comprendiendo el 
conocimiento de toda cuestión civil de carácter prejudicial a la pretensión 
                                               
434 Para gozar de éste régimen especial, sólo se exige que el fundamento de la respectiva 
acción civil obligue a juzgar las mismas conductas que constituyen el hecho punible objeto del 
proceso penal. 
De esta forma, el legislador remarcando la independencia de la acción civil respecto de la 
penal, al mismo tiempo limita su procedencia pudiendo perseguirse consecuencias no directas 
aunque sí próximas, pero siempre que deriven de la misma conducta que constituye el hecho 
punible, y no otras. De esta forma, «el peligro que se extienda el campo de las acciones civiles a 
«perjuicios remotos, a nulidades de contrato o actos simplemente relacionados con el hecho 
perseguido pero no constitutivos del mismo, ha sido así, despejado». Cfr. Informe de la Comisión 
conjunta, t. I, ob. cit., p. 45. 
435 Tal como señala la doctrina española, ciertamente un hecho punible puede dar lugar a 
una serie de consecuencias civiles derivadas que van más allá de la responsabilidad civil ex 
delicto, como puede ser especialmente, el planteamiento de otras pretensiones mero-declarativas o 
constitutivas de carácter civil o incluso, cuestiones de naturaleza administrativa o laboral. El 
problema, pasa por determinar si todas ellas pueden y deben ser tuteladas en el seno del proceso 
penal, o por el contrario, son de competencia del juez civil. Cfr. JUAN SÁNCHEZ, RICARDO, La 
responsabilidad civil en el proceso penal, ob. cit., pp. 130 y 131.  
En España, como da cuenta este autor, la extensión de la competencia de los jueces 
penales al conocimiento de este tipo de cuestiones ha sido controvertida existiendo discrepancia en 
cuanto a que el orden jurisdiccional penal tenga y pueda extender su competencia para el 
conocimiento de este tipo de materias —en especial de pretensiones mero-declarativas y 
constitutivas— y que el legislador permita esta especie de acumulación heterogénea de materias 
sin poner en entredicho el principio de improrrogabilidad de la jurisdicción. Sobre la materia, Cfr. 
ampliamente JUAN SÁNCHEZ, RICARDO, ob. cit., pp. 69 a 73 y 129 y ss.  
En el ordenamiento chileno, por el contrario, la competencia del juez penal en estas 
materias ha sido concebida de forma amplia. 
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deducida, las que serían decididas no a los solos efectos prejudiciales sino con 
efecto de cosa juzgada. 
Para la doctrina, cuestión que es aplicable asimismo, al nuevo proceso 
penal, el objeto de la acción civil en estos casos comprende no sólo la 
indemnización por los daños y perjuicios derivados del hecho punible, la 
restitución y las acciones reparatorias especiales antes señaladas, sino también, 
todas aquellas acciones «que tuvieren por propósito pedir la ineficacia de un 
acto jurídico, unilateral o bilateral, la resolución de un contrato y/o la 
cancelación de una inscripción en un registro público, por ejemplo, por 
falsedad del instrumento o por haberse celebrado un determinado acto de 
manera fraudulenta, o con objeto o causa ilícitas»436.  
En esta línea, en lo que respecta al contenido de la regla de la extensión 
consagrada en el art. 111 COT, como decíamos, es en el contexto de esta 
discusión que la jurisprudencia chilena, a propósito del alcance de la 
modificación al art. 10 del CPP por la Ley 18.857 de 1989 y la competencia 
del juez penal para el conocimiento de las acciones civiles derivada del hecho 
punible en el antiguo proceso penal, ha tenido oportunidad de pronunciarse 
acerca del contenido y alcance de este regla y a remolque de ello, del 
conocimiento de las cuestiones prejudiciales en vía no devolutiva437. 
                                               
436 Cfr. MARÍN, JUAN CARLOS, «La acción civil en el nuevo Código Procesal Penal 
chileno: su tratamiento procesal», ob. cit., pp. 25 a 27. En la misma línea, Cfr. HORVITH 
LENNON, MARÍA INÉS, Derecho procesal penal chileno (con LÓPEZ MASLE, JULIÁN), t. II, 
Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 2004, pp. 609 a 612. 
437 Se trata de sentencias dictadas por la Sala Segunda (Penal) de la Corte Suprema en los 
que, finalmente, la Corte, modificando su postura, ha precisado el controvertido alcance del art. 10 
del Código de Procedimiento Penal, en virtud del cual, en razón de la modificación realizada por la 
Ley 18.857 de 1989, se venía entendiendo que no era procedente la interposición de la acción civil 
en forma acumulada al proceso penal en contra de terceros civilmente responsables —en estos 
casos el Fisco de Chile— por exceder el ámbito de competencia de los jueces penales. 
Interpretando el sentido de dicha norma, la CS desecha las excepciones de incompetencia absoluta 
interpuestas por el Estado chileno y declara, incluso, el carácter imprescriptible de la acción civil 
por tratarse de delitos de lesa humanidad.  
Respecto de la primera postura, Cfr. SCS de 13 de agosto de 2009, Sala Segunda (Penal), 
Rol Nº 921/2009, (Id. vLex: 63789057); SCS de 20 de enero de 2010, Sala Segunda (Penal), Rol 
Nº 13.037/1998 y SCAP de Santiago de 30 de septiembre de 2011, Rol Nº 1952/2011, (Id. vLex: 
324422203). Sobre esta posición jurisprudencial. Cfr. SCHULZ IBÁÑEZ, EWALDO, «Procedencia 
de la acción civil en el proceso penal antiguo», en Revista de Derecho, ob. cit., pp. 181-186.  
En los siguientes fallos, lo que fue el voto de mayoría de la anterior sentencia pasa a ser el 
voto de minoría, Cfr. SCS de 22 de noviembre de 2012, Sala Segunda (Penal), Rol Nº 3573/2012, 
(Id. vLex: 436010678); SCS de 23 de noviembre de 2012, Sala Segunda (Penal), Rol Nº 737/2011, 
(Id. vLex: 436246434) y SCS de 6 de enero de 2014, Sala Segunda (Penal), Rol Nº 2918/2013, (Id. 
vLex: 484959358). 
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Si bien la acción civil derivada del hecho punible y la prejudicialidad 
constituyen materias diferentes que no pueden ser asimiladas438, el debate que 
se ha dado en este contexto ha permitido determinar la extensión de la 
competencia del juez penal para el conocimiento de las cuestiones 
prejudiciales civiles que se suscitan con motivo del ejercicio de la acción penal 
y la consagración de la vía no devolutiva como regla general para el 
tratamiento de la prejudicialidad civil en este ámbito. 
Inicialmente, a raíz de dicha modificación y en consideración al 
carácter excepcional o restrictivo de la regla de la extensión contenido en el 
art. 111 COT y a la actual tendencia plasmada en el nuevo proceso penal 
chileno de limitar los supuestos de interposición de la acción civil derivada del 
hecho punible en forma acumulada al proceso penal la cual, por regla general, 
es competencia de los jueces civiles, la Corte venía entendiendo que al juez del 
crimen le «está prohibido juzgar la responsabilidad civil de terceros ajenos al 
injusto, cuando el fundamento de la petición civil excede los deslindes de la 
tipicidad penal». 
A juicio de la Corte, si bien «el primer criterio de elección del tribunal 
y el procedimiento, será la naturaleza misma de la causa, el legislador ha 
estimado pertinente conceder al actor civil la facultad de optar por presentar 
su petición, bajo el reseñado supuesto legal, en sede criminal o civil, lo que 
viene a constituir una excepción a las reglas de competencia objetiva, 
situación que, por lo demás, conlleva a realizar una interpretación restrictiva 
de la reseñada norma al momento de determinar su sentido y alcance, por 
tratarse de un precepto excepcional y que, en definitiva, confiere un privilegio 
al demandante». 
                                               
438 Las diferencias entre la acción civil y las cuestiones prejudiciales ha sido reconocida 
por la CS, la que ha resuelto que «La circunstancia de que el querellado en el juicio criminal haya 
accionado en sede civil pidiendo reparación pecuniaria de los daños causados por el imputado a 
raíz de los hechos cuya ilicitud penal se investiga en el proceso criminal, conforme al artículo 5º 
del Código de Procedimiento Penal, no constituye una cuestión prejudicial civil, conforme se 
desprende del artículo 174 del Código Orgánico de Tribunales, que permite paralizar dicho 
proceso». Cfr. SCS de 4 de abril de 1995, en Fallos del Mes, Nº 437, p. 302 y en Gaceta de los 
Tribunales, Nº 179/1995, p. 179.  
En el mismo sentido, se ha sostenido que fuera de las cuestiones establecidas en los art. 
173 y 174 del COT en relación con el art. 4º CPP «en los demás casos la jurisdicción del juez en lo 
criminal no queda entorpecida ni siquiera por el ejercicio ante otro tribunal de la acción civil 
derivada del mismo delito, ya que en tales casos, y como lo dispone el inciso final del artículo 5º 
del mismo Código, es la acción civil la que puede quedar en suspenso hasta que recaiga 
pronunciamiento judicial en la acción penal». Cfr. SCAP de Santiago de 13 de junio de 1957, en 
RDJ, t. LIV, sec. 4ª, p. 144 y SCAP de Punta Arenas de 25 de agosto de 1960, en RDJ, t. LVII, 
sec. 4ª, p. 189. 
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Finalmente, dentro de los argumentos para acoger la excepción de 
incompetencia deducida, la Corte considera que existe una especie de 
prejudicialidad administrativa de competencia de los tribunales civiles que 
impide que la acción civil sea decidida en sede criminal.  
Ello, por cuanto «al demandar la responsabilidad extracontractual del 
Fisco, además del daño, será necesario probar la falta de servicio, así como el 
nexo causal entre la conducta que merece ser calificada como tal y el 
perjuicio ocasionado, extremos ajenos a aquellos que conceden competencia 
al juez del crimen y que escapan a los comportamientos que constituyen las 
acciones ilícitas investigadas, puesto que su fundamento imponer comprobar 
que el origen del perjuicio experimentado corresponde a una falta o infracción 
del órgano administrativo a sus deberes jurídicos ordinarios, introduciendo en 
la discusión aspectos que van más allá del hecho punible objeto del proceso 
penal, de lo que se deriva que (…) la magistratura criminal está inhabilitada, 
por falta de competencia, para resolver la acción civil ejercitada, 
correspondiéndole, en estricto derecho, su conocimiento a la justicia civil a 
través de un juicio declarativo y de lato conocimiento»439 
Modificando su postura, recientemente, —en sendos fallos dictados en 
procesos por violación de los derechos humanos bajo el régimen militar— la 
Sala Segunda (Penal) de la Corte Suprema, en SCS de 6 de enero de 2014440, 
ha precisado el controvertido alcance de dicha norma desechando las 
excepciones de incompetencia absoluta interpuestas por el Estado chileno. 
Al efecto, considerando que si bien el objeto principal del proceso penal 
es conocer y juzgar una conducta penalmente ilícita, de manera tal que el 
juzgamiento civil relacionado con el hecho debe entenderse como algo 
excepcional, lo anterior no es obstáculo para acumular competencias cuando la 
ley o permite de manera clara y precisa para justificar la necesidad de que se 
discutan en un solo juicio los aspectos civiles del delito con la cuestión penal, 
supuestos que no fueron restringidos, sino por el contrario, ampliados por la 
reforma de la Ley Nº 18.857, permitiendo cobros indemnizatorios a personas 
distintas de los imputados por un delito. 
Una interpretación contraria, a juicio de la Corte, no sólo no fluye del 
sentido del art. 10 y la historia de su establecimiento sino que no se compadece 
con el principio de extensión en tanto «es una regla general de competencia el 
                                               
439 Cfr. CS de 13 de agosto de 2009, Sala Segunda (Penal), Rol Nº 921/2009 (cs. 4º, 5º y 
10º) (Id. vLex: 63789057). 
440 Rol Nº 2918/2013 (c. 8º) (Id. vLex: 484959358). 
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principio de extensión que se contiene en el artículo 111 del Código Orgánico 
de Tribunales, la cual permite una ampliación de competencia a los jueces en 
la tarea de decidir los conflictos de relevancia jurídica y por ello es que 
admite que el tribunal que es competente para conocer de un asunto, lo sea 
también para conocer de otras cuestiones que la norma plantea desde un 
punto de vista civil, como lo son los incidentes y las materias relacionadas con 
la reconvención o con la compensación, extensión que también opera en el 
juicio penal, como ocurre precisamente con los asuntos civiles o prejudiciales 
civiles, relacionados con el tema criminal, para cuyo conocimiento la ley le 
entrega competencia a los tribunales de la sede penal, como lo constituyen las 
materias previstas en los artículos 10, 39 y 40 del Código de Procedimiento 
Penal, en relación a los artículos 171, 172, 173 y 174 del Código Orgánico de 
Tribunales, de acuerdo a la vigencia que dispuso la Ley Nº 19.708, según se 
trate de asuntos criminales del antiguo o nuevo sistema procesal penal —la 
cursiva y subrayado son nuestros—». 
De esta manera —concluye la Corte− «la extensión de competencia de 
los jueces a cuestiones distintas de lo que constituye la causa principal es un 
principio plenamente vigente y además útil y necesario para la congruencia y 
seguridad jurídica en la contienda jurisdiccional y ayuda, además, como un 
elemento de economía procesal»441. 
Conforme a lo expuesto, vemos que la Corte Suprema ha sentado dos 
principios fundamentales en la materia, pero que resultan hasta un cierto punto 
contradictorios. Por un lado, ha sostenido el carácter restrictivo o excepcional 
de las normas de atribución de competencia para el conocimiento de asuntos 
que no corresponden a la esfera de competencia de los jueces en razón de la 
materia y, al mismo tiempo —cuando la ley lo permite— ha sostenido la 
amplitud de la competencia de los jueces, en este caso penales, para conocer de 
todas las cuestiones conexas al asunto principal, cualquiera sea su naturaleza 
—dentro de la cuales se incluyen, por tanto, las cuestiones prejudiciales—, con 
el límite en materia penal, tratándose de la acción civil derivada del hecho 
punible, de que ellas obliguen a enjuiciar las mismas conductas o hechos que 
configuran el ilícito penal. 
                                               
441 Siguiendo lo anterior, la Corte desecha la excepción de incompetencia entendiendo 
que la reforma «fortaleció categóricamente el ejercicio de la acción civil en contra de terceros que 
deben resultar responsables del pago de indemnizaciones conforme a las reglas de responsabilidad 
extracontractual en un sentido amplio y con el interés de otorgarle una competencia plural a los 
jueces del crimen para comprender el ejercicio de la acción civil en su más extenso sentido». Cfr. 
SCS de 6 de enero de 2014, Sala Segunda (Penal), Rol Nº 2918/2013 (c. 8º) (Id. vLex: 
484959358). 
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2. El modelo de prejudicialidad vigente en el ordenamiento chileno y 
su régimen de infracción. 
Siguiendo este criterio basado en la amplitud de la competencia del juez 
penal para el conocimiento de los asuntos civiles conexos con el delito, la 
jurisprudencia ha sostenido que la regla general en el proceso penal chileno es 
el sistema no devolutivo de prejudicialidad.  
La prejudicialidad devolutiva en el proceso penal, por el contrario, 
constituye una regla taxativa y excepcional de manera tal que la suspensión del 
proceso penal por prejudicialidad civil procede sólo en los casos 
específicamente determinados por el legislador en los arts. 173 y 174 del 
COT442. 
En lo que respecta a la doctrina, encontrándose, en los términos 
expuestos, el fundamento de la prejudicialidad en la regla de la extensión en 
conformidad al inciso 1º del art. 111 COT, el modelo de prejudicialidad 
consagrado por el ordenamiento chileno, como regla general aplicable y 
también en materia civil, sería el sistema no devolutivo de prejudicialidad —
justificado en el principio de unidad de jurisdicción— de manera tal que «todo 
juez que actúa dentro de su competencia puede entrar a pronunciarse sobre 
todas aquellas cuestiones que conforman un antecedente lógico-jurídico con el 
objeto del proceso, sin necesidad de practicar una remisión o devolución a otro 
juez o tribunal».  
La justificación de este sistema no devolutivo estaría «en el principio de 
unidad de la jurisdicción, a través del cual se postula que esta función es una 
sola, aunque para su realización actúen distintos jueces y tribunales, 
                                               
442 Así, se ha declarado, que las normas que ordenan paralizar un proceso criminal 
«mientras no sea fallada la cuestión civil previa de que deba conocer otro juez, se refiere sólo a los 
casos de excepción que están taxativamente enumerados en los incisos 2º y 3º del artículo 173 del 
Código Orgánico de Tribunales». Cfr. SCAP de Concepción de 27 de agosto de 1926, en Gaceta 
de los Tribunales, Nº 155, 2º sem., 1926, p. 655. 
En materia penal, este fue el sentido que la Comisión revisora del Código de 
Procedimiento Penal quiso dar a la regulación de las cuestiones prejudiciales contenidas en los 
arts. 20 y 21 originales, los que posteriormente fueron trasladados al Código Orgánico de 
Tribunales en los actuales arts. 173 y 174.  
Durante la discusión, se destacó la idea de dar una especie de preferencia a la jurisdicción 
criminal para el conocimiento de todas las cuestiones de carácter civil cuya decisión sea 
indispensable para el pronunciamiento de la sentencia penal en razón de su ligazón con la cuestión 
penal, estimando preferible limitar las cuestiones prejudiciales civiles que paralizan o entorpecen 
la acción criminal a los casos taxativamente enumerados en los arts. 20 y 21 aprobados. 
Volveremos sobre esta discusión más adelante. Cfr. LAZO, SANTIAGO, Los Códigos Chilenos 
anotados. Código de Procedimiento Penal, orígenes, concordancias, jurisprudencia, Santiago, 
Poblete Cruzat Hnos., 1916, pp. 54-60. 
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normalmente por razones de especialización». De este modo, los casos en que 
se impone la vía devolutiva para el conocimiento de la materia prejudicial por 
el tribunal competente ratione materiae, serían excepcionales443. 
Partiendo de lo anterior, en lo que respecta a la aplicación de esta regla 
y las sanciones en caso de infracción, es relevante destacar que la regla de la 
extensión entra a operar sólo una vez que ha sido determinado el tribunal 
absoluta y relativamente competente para conocer de un determinado asunto.  
Desde este punto de vista, a juicio de un sector doctrinario, su 
aplicación dice relación con la denominada competencia específica del tribunal 
llamado a conocer de un determinado asunto, esto es, aquella «que lo faculta y 
obliga a decidir un caso concreto, atribución que le entregan los sujetos del 
proceso, salvo cuando, excepcionalmente, esté facultado para actuar de 
oficio», competencia que «amplía su radio de acción» cuando opera la regla de 
la extensión444. 
Conforme a ello, para este sector doctrinario la infracción a esta regla 
no es la incompetencia absoluta o relativa del tribunal —pues ella supone la 
existencia de un tribunal con competencia radicada— sino que la nulidad 
procesal por un vicio de incongruencia, sea por ultra o extra petita, que hace 
procedente, en materia civil, el recurso de casación de la forma en contra de la 
sentencia que se dicte en conformidad a lo dispuesto en el art. 768, nº 4 del 
CPC445.  
                                               
443 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, Curso de derecho procesal civil, t. II, ob. cit., 
pp. 38 y 39. Para este autor, la regla general es que «el juez natural tiene competencia para resolver 
sobre todos los aspectos que surgen en torno a objeto del proceso, incluyendo naturalmente las 
cuestiones prejudiciales». 
444 Cfr. COLOMBO CAMPBELL, JUAN, La competencia, ob. cit., p.  159, 160 y 248. De 
esta forma, las materias a las cuales se extiende la competencia del tribunal para su conocimiento y 
fallo señaladas en el art. 111 COT ampliarían la competencia específica del tribunal y se 
encuentran cubiertas por el principio de congruencia (art. 160 en concordancia con el art. 170, nº 6 
del CPC), permitiendo el juez pronunciarse respecto de materias independientes o accesorias que 
no constituyen el asunto principal, lo cual no podría hacer de no existir esta regla. En esta misma 
línea, Cfr. MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, Derecho Procesal Orgánico parte general, ob. cit., 
p. 196. 
445 En el nuevo proceso penal, para este sector, la incompetencia específica hace 
procedente el recurso de nulidad por la causal del art. 373, letra a) en relación al art. 374, letra a) 
en el cual el vicio de ultra o extra petita debe entenderse incluido en la expresión “tribunal 
incompetente”. Cfr. COLOMBO CAMPBELL, JUAN, Ídem, pp. 252, 253, y 614. 
La CS ha refrendado el criterio en cuanto a que la infracción de las reglas generales de la 
competencia no pueden supeditarse a las propias de la competencia absoluta o relativa. En SCS, 
Primera Sala (Civil), Rol Nº 180-2011, de 1 de octubre de 2012, c. 5º, ha resuelto que «según es 
sabido, las reglas generales de competencia, entre las que se cuenta la mentada de la radicación, no 
participan del carácter de reglas de competencia absoluta o relativa. Son, en realidad, directrices 
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Para otros autores, en cambio, la regla de la extensión y a remolque de 
ella, el conocimiento de las cuestiones prejudiciales, se enmarca dentro del 
contenido procesal del derecho de los justiciables al juez natural 
predeterminado por la ley, constituyendo una de las garantías que permite 
materializar dicho derecho. 
En consecuencia, cualquier infracción a algún precepto destinado a la 
determinación del juez natural produce un vicio de incompetencia en sentido 
genérico, impugnable a través de alguno de los instrumentos que prevé el 
legislador y que de acogerse, dará lugar a una sentencia absolutoria de la 
instancia o bien a la nulidad de la sentencia y el proceso en que se haya 
dictado446. 
La jurisprudencia, por su parte, parece seguir este último criterio 
reconduciendo la mayoría de los casos de infracción de la regla de la extensión 
y del sistema devolutivo de prejudicialidad a una cuestión de incompetencia 
del tribunal en razón de la materia447.  
Así, en materia penal, se ha resuelto que el tribunal en lo penal que ha 
continuado conociendo del proceso y ha dictado sentencia sin esperar la 
decisión de la cuestión prejudicial civil sobre validez o nulidad de un 
matrimonio «obra incompetentemente, debiendo ser casado formalmente de 
oficio dicho fallo»448.  
En la misma línea, la Corte Suprema ha declarado que el fallo «que se 
pronuncia sobre el fondo de la causa, antes de que se resuelva la cuestión 
prejudicial propuesta por el tribunal a quien la ley tiene encomendado su 
fallo, ha sido pronunciado por tribunal que carecía de competencia para 
continuar el procedimiento criminal»449. 
                                                                                                                                
básicas que sirven al sistema judicial para la organización de su quehacer. De aquí, entonces, que 
su desacato no queda supeditado a las sanciones propias de la incompetencia absoluta o relativa». 
446 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, Curso de derecho procesal civil, t. II, ob. cit., 
pp. 31, 32, 34 a 42 y 65 a 71.  
447 En el antiguo proceso penal, la Corte ha dado igualmente lugar al recurso de amparo 
en contra de la resolución que somete a proceso a un imputado existiendo juicios civiles 
pendientes que hacían procedente la paralización del proceso penal. Cfr. SCS de 9 de noviembre 
de 1991, en Fallos del Mes, Nº 408, p. 839. En el proceso se sometió a procesos a los recurrentes 
por otorgar en perjuicio de otros un contrato de sociedad simulado, existiendo pendientes dos 
juicios civiles donde se discutía el dominio sobre el predio aportado a la sociedad que se impugna 
como simulada. 
448 Cfr. SCAP de San Miguel de 19 de noviembre de 1991, en RDJ, t. LXXXVIII, sec. 4ª, 
p. 173 y SCAP de San Miguel de 23 de mayo de 1994, en RDJ, t. XCI, sec. 4ª, p. 103. 
449 Cfr. SCS de 13 de mayo de 1932, en Revista La Jurisprudencia al Día, 1932, p. 287. 
En el mismo sentido se pronuncia la Corte, declarando que «Carecen de competencia para 
continuar el juzgamiento criminal tanto el juez del proceso como el tribunal de alzada 
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Conforme a lo expuesto, vemos por una parte que, otorgando un sentido 
amplio al término “incidencias” que utiliza el art. 111 COT, la doctrina y la 
jurisprudencia chilenas entienden la prejudicialidad como una extensión de la 
competencia del juez natural para el conocimiento de todos los asuntos 
vinculados a la cuestión principal que surjan durante el curso del proceso y que 
—tratándose del proceso civil— hayan sido sometidos a su conocimiento por 
las partes, dentro de las cuales se incluyen las cuestiones prejudiciales. 
En caso de infracción de estas reglas y en particular del sistema 
devolutivo de prejudicialidad, la sanción es la incompetencia absoluta del 
tribunal para conocer y decidir del asunto principal mientras no se resuelva el 
asunto prejudicial, la que debe hacerse valer por alguno de los diversos medios 
que contempla la ley con dicho objeto.  
Partiendo de esta base, se entiende que el modelo de prejudicialidad 
consagrado por el legislador, como regla general en el ordenamiento chileno, 
es el sistema no devolutivo, siendo excepcionales los casos en que se impone 
la vía devolutiva para el conocimiento de la materia prejudicial por el tribunal 
competente ratione materiae.  
Con todo, la jurisprudencia sostiene el carácter excepcional de las 
normas que permiten el conocimiento de materias que están fuera de la esfera 
de competencia en razón de la materia, las cuales deben ser interpretadas 
restrictivamente. 
Finalmente, no existiendo norma alguna en el ordenamiento chileno que 
limite el efecto de cosa juzgada que produce la decisión del tribunal que 
conoce del asunto prejudicial en vía no devolutiva, una cuestión a determinar y 
respecto de la cual no existe mayor pronunciamiento en la doctrina ni la 
jurisprudencia, dice relación con si dicho conocimiento se produce incidenter 
tantum o de paso o, por el contrario, se encontraría cubierto por la cosa 
juzgada de la sentencia. 
Examinado en los términos antes expuestos el estado del debate sobre 
esta materia en el ordenamiento chileno, a nuestro juicio y por las razones que 
analizaremos enseguida, la fundamentación del conocimiento de las cuestiones 
                                                                                                                                
correspondiente que se desentienden de una cuestión previa de carácter civil, y sin que ésta hubiera 
sido discutida en autos, prosiguen conociendo de la causa, el primero dando lugar al 
sobreseimiento temporal, por no resultar completamente justificada la perpetración del delito 
investigado; y este último decretando el sobreseimiento definitivo, por no ser el hecho constitutivo 
de delito, todo ello en circunstancias de que el juzgamiento debió paralizarse hasta que fuera 
fallada la cuestión civil en referencia». Cfr. SCS de 26 de marzo de 1945, en Gaceta de los 
Tribunales, Nº 1, 1º sem., p. 129. 
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prejudiciales en virtud de la regla de la extensión de la competencia requiere 
ciertas matizaciones, lo que nos lleva a sostener, además —al menos en lo que 
respecta la proceso civil declarativo actualmente vigente— la existencia de un 
régimen no devolutivo de prejudicialidad como regla excepcional y no general 
en el ordenamiento chileno. 
1. En primer lugar —y en contra de lo que sostiene la doctrina— 
entendemos que el ordenamiento chileno consagra como regla general el 
régimen de prejudicialidad devolutiva, permitiéndose sólo excepcionalmente, 
en virtud de la regla de la extensión, que la materia prejudicial sea decidida por 
un tribunal que no es el competente ratione materiae. 
Y es que, en efecto, a diferencia del derecho español en el cual se 
establece como regla general, para todo tipo de procesos que cada orden 
jurisdiccional puede conocer a los solos efectos prejudiciales —esto es, sin 
efecto de cosa juzgada— de materias que no les estén atribuidas expresamente 
(supra, Parte I, cap. 4º, I. 2), el ordenamiento chileno no contiene una norma de 
semejante tenor ni amplitud. Por el contrario, en virtud de lo dispuesto en los 
arts. 6°, 7° y 76, inciso 2º de la CPR y arts. 7º, inciso 1º, 8º y 108 del COT, el 
ordenamiento chileno establece, como regla de principio, la prohibición a los 
órganos jurisdiccionales de avocarse —ni aun a los solos efectos 
prejudiciales— al conocimiento de materias que no pertenezcan a su órbita de 
competencia. 
De esta forma, especialmente tratándose de la competencia absoluta en 
razón de la materia, cuyas reglas son de orden público e irrenunciable, la regla 
general es que cada orden jurisdiccional no puede entrar al conocimiento de 
materias que, en razón de su naturaleza, están atribuidas a otro órgano 
jurisdiccional a menos, desde luego, que la ley lo autorice expresamente. 
En el ordenamiento chileno, estos casos de excepción son acotados y 
están referidos básicamente a la competencia del juez penal para el 
conocimiento de asuntos civiles determinados en razón de su conexión con el 
conflicto penal que se ventila450.  
                                               
450 Al respecto, sostiene la doctrina que «nuestra legislación orgánica contiene reglas en 
que, por excepción, se otorga a los tribunales con competencia para conocer de un proceso penal la 
facultad de decidir materias civiles que estén íntimamente vinculadas al hecho punible o que sean 
su consecuencia (…). Si no existieran estas reglas especiales de competencia, debería suspenderse 
el proceso penal y obtenerse una decisión previa del juez civil, lo que atentaría naturalmente contra 
el principio de economía procesal». De este modo, «por excepción, en un proceso penal el tribunal 
puede conocer de las materias que (…) constituyen la llamada competencia civil de los tribunales 
penales», la cual, particularmente tratándose de cuestiones prejudiciales, es de carácter taxativo. 
Cfr. COLOMBO, JUAN, La competencia, ob. cit., p. 509, 510 y 514. 
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En materia civil, si bien el ordenamiento chileno no contempla una 
norma expresa de devolutividad absoluta respecto de las cuestiones 
prejudiciales de carácter penal que se susciten, evidentemente, por aplicación 
de las mismas reglas, nunca un tribunal civil podrá conocer y decidir, ni a los 
solos efectos prejudiciales, de un asunto penal. 
2. Sentado lo anterior y relacionado con ello, un segundo argumento que 
nos lleva a sostener la necesidad de una interpretación restrictiva del sistema 
de prejudicialidad no devolutiva, dice relación, especialmente, con los efectos 
de la decisión de la materia prejudicial por esta vía. 
A diferencia del derecho español, el ordenamiento chileno no establece 
restricción legal expresa alguna a los efectos de dicha decisión. Por el 
contrario, en la medida que dicho conocimiento se produzca incidentalmente y 
se resuelva a través de una sentencia interlocutoria firme, dicha decisión, 
conforme lo dispone el art. 177 CPC, produce efecto de cosa juzgada. 
Tratándose de las cuestiones prejudiciales civiles en el proceso penal —
para cuyo conocimiento, en algunos casos, se otorga competencia al juez penal 
incluso de manera privativa o exclusiva— pareciera ser, asimismo, que su 
decisión no se produce incidenter tantum o a los solos efectos prejudiciales, 
sino que con plenitud de competencia resolviendo el asunto prejudicial civil 
con efecto de cosa juzgada material, en los términos de los arts. 178, 179 y 180 
del CPC. 
En dichos preceptos, el legislador establece expresamente el efecto de 
cosa juzgada en el proceso civil de toda sentencia penal condenatoria y de las 
absolutorias en ciertos casos, efecto que a juicio de la jurisprudencia —con un 
criterio que en nuestra opinión confunde la eficacia directa de la sentencia con 
los denominados efectos reflejos o indirectos— se produce incluso erga 
omnes. 
Dicho efecto, conforme lo dispone expresamente art. 180 CPC, no sólo 
se extiende a lo resuelto por el juez penal en la sentencia sino también a los 
hechos que haya dado por probados y establecidos y que le sirvan de 
«necesario fundamento». De este modo, al menos en lo que respecta a la 
                                                                                                                                
Por su parte, refiriéndose a la regla de la extensión, para otro autor si bien el «tribunal es 
naturalmente competente para conocer del asunto principal, (…) en cada caso se generan 
situaciones que sería absurdo que no conociera, dada su vinculación con aquél». Con todo, y no 
obstante la aparente amplitud de esta regla «el legislador procesal chileno no quiso correr riesgos y 
señaló perentoriamente todo aquello vinculado al asunto principal que, en virtud de esta regla, el 
tribunal puede llegar a conocer». Cfr. MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, Derecho Procesal 
Orgánico parte general, ob. cit., p. 199 
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vinculación del juez civil a la sentencia penal el legislador da valor de cosa 
juzgada no sólo a lo resolutivo sino también a los hechos o antecedentes que 
sirvieron de necesario fundamento a la sentencia penal con lo cual, a nuestro 
juicio, incluye las decisiones prejudiciales que realice a dicho efecto, criterio 
que ha sido refrendado por la jurisprudencia451. 
Partiendo de esta base normativa, no existe mayor discusión en la 
doctrina chilena en cuanto a la vinculación de la sentencia civil a la penal y su 
naturaleza, aunque los términos en que dicha vinculación se produce y la 
forma cómo ha sido interpretada por la jurisprudencia ha sido objeto de críticas 
por parte de la doctrina. 
Esta conclusión se ve reforzada, en nuestra opinión, por la historia del 
establecimiento del art. 171 COT, antes visto, y en la de los arts. 20 y 21 del 
CPP, que dieron lugar a los actuales arts. 173 y 174 del COT. 
Originalmente el COT no contempló regulación alguna respecto de las 
cuestiones prejudiciales, pese a lo cual BALLESTEROS llegó a sostener la 
competencia y preferencia de la jurisdicción penal para su conocimiento, en 
los términos establecidos por la legislación francesa y en la LECrim de 1882. 
                                               
451 Al efecto, la jurisprudencia parece reafirmar el efecto de cosa juzgada respecto de la 
decisión de la materia prejudicial al establecer que en «un proceso por hurto, es esencial que se 
establezca previamente a quien pertenecen las cosas que se dicen apropiadas por el inculpado, 
cuestión que debe resolver el juez del crimen, sujetándose en cuanto a la prueba y decisión a las 
disposiciones del derecho civil». Cfr. SCAP de Valdivia de 16 de octubre de 1908, en Gaceta de 
los Tribunales, t. II, s. 282, 1908, p. 495. 
Por su parte, a propósito de la alegación de la excepción de prescripción civil en causas 
criminales, en SCS de 12 de agosto de 1952, en RDJ, t. XLIX, sec. 4ª, p. 224, la Corte ha resuelto 
que «los jueces no pueden dejar de considerarlas, sea para los efectos de la situación contemplada 
en el inciso 1º del artículo 173 del Código Orgánico de Tribunales, sea para decidir o no la 
suspensión del procedimiento, en la situación previstas en el artículo 174 de dicho cuerpo de leyes.  
En consecuencia, adolece del vicio de casación en la forma la sentencia que condena al inculpado 
como autor del delito de usurpación de aguas sin entrar a analizar las excepciones alegadas por el 
reo en orden a su título legítimo para usar de las aguas emanado de la prescripción.». La causal de 
casación es la contemplada en el nº 9 del art. 541 del CPP, en relación al nº 4, del art. 500 del 
mimo Código. En otras sentencias, sin embargo, la Corte declara improcedente el recurso de 
casación penal en contra de esta decisión de índole civil confiada «por excepción al conocimiento 
de la justicia criminal, puesto que la infracción del nº 9 antes referida se refiere exclusivamente a 
las sentencias que dictadas en materia penal terminan los procesos condenando o absolviendo a los 
reos que sean responsables». Cfr. SCS de 26 de diciembre de 1924, en Gaceta de los Tribunales, 
2º sem., Nº 80, 1924, p. 428 y SCS de 4 de noviembre de 1959, en RDJ, t. LVI, sec. 4ª, p. 265. 
En la misma línea, en SCAP de la Serena de 28 de agosto de 2012, Rol Nº 258/2012 (c. 
2º) (Id. vLex: 396843446), resolviendo un recurso de apelación contra la resolución que decretó el 
sobreseimiento temporal de un juicio penal por estafa, revocó la suspensión del procedimiento 
considerando que la nulidad absoluta de los contratos de compraventa y prenda agraria discutida 
en el juicio «son cuestiones de fondo que corresponden ser dilucidados en esta sede penal, por 
corresponder a elementos que aparecen tan íntimamente ligados al hecho punible, que resulta 
imposible apartar su decisión del presente proceso». 
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Posteriormente, este vacío legal se suplió en el proyecto de Código de 
Procedimiento penal, en sus arts. 20 y 21, para cuya aprobación se tuvo en 
cuenta el proyecto presentado por el propio Ballesteros así como el presentado 
por don José Bernardo Lira.  
En cuanto a la limitación de los efectos de la decisión de la cuestión 
prejudicial, el proyecto Lira, en su art. 17 tomado de la legislación española, se 
establecía expresamente la extensión de la competencia del juez en lo penal 
para resolver «para el sólo efecto del castigo», las cuestiones civiles propuestas 
con motivo de los hechos perseguidos. No obstante ello, ni en el proyecto 
Ballesteros ni en el debate de la Comisión revisora, se estableció ni discutió 
norma alguna en este sentido, quedando aprobada en los términos hoy vigentes 
en los arts. 173 y 174 COT452. 
De este modo, vemos que en su origen, pese a haber sido tomada la 
norma de la propia legislación española donde ha existido desde antaño amplio 
debate sobre la materia, el legislador no sólo no tuvo en cuenta la limitación 
referida —la cual ni siquiera fue considerada— sino que puso de relieve la 
intención de dar la máxima preferencia al orden penal para el conocimiento de 
estas cuestiones, estableciendo la competencia exclusiva de los tribunales 
penales para su conocimiento con excepciones taxativamente limitadas. 
A nuestro modo de ver, lo anterior no podía ser de otra forma atendida 
la diversa concepción o noción de la cosa juzgada y sus límites objetivos de la 
que parten ambos ordenamientos. 
En España, como se ha visto, el sistema no devolutivo supone siempre 
el conocimiento incidenter tantum de la materia prejudicial, restricción que 
deriva, en definitiva, de la concepción que dicho ordenamiento, por influencia 
de la doctrina alemana y de CHIOVENDA, tiene de la cosa juzgada y sus 
límites objetivos, los que tradicionalmente, a fin de salvaguardar el control del 
objeto por las partes y su derecho de defensa, se han restringido a la parte 
                                               
452 Cfr. LAZO, SANTIAGO, Los Códigos Chilenos anotados. Código de Procedimiento 
Penal, ob. cit., p. 54. El proyecto Ballesteros establecía en su art. 17 que «Las cuestiones de 
carácter meramente civil, cuya solución sea indispensable para el pronunciamiento de la sentencia 
en materia criminal, serán resueltas por el juez que conoce del juicio criminal, siempre que tales 
cuestiones estén de tal modo ligadas al hecho punible que sea imposible su separación. Pero si 
pudieren ventilarse por separado o si las cuestiones versan sobre validez de matrimonio o 
usurpación del estado civil de las personas, sobre liquidación de cuestas fiscales o sobre 
calificación de quiebra comercial, serán juzgadas previamente por el tribunal a quien la ley tuviere 
encomendado el conocimiento de estos negocios. En todo caso la prueba y decisión de las 
cuestiones civiles que es llamado a juzgar el tribunal que conoce de los juicios criminales, se 
sujetarán a las disposiciones del derecho civil». 
  274 
dispositiva de la sentencia en cuanto contiene el pronunciamiento sobre la 
concreta tutela solicitada (supra, Parte I, cap. 4º, II. 3, A). 
En ordenamiento chileno, en cambio, por influencia de la doctrina 
francesa, la noción medieval de la cosa juzgada como presunción de verdad y 
su alcance a todas las cuestiones lógicas fue seguida mayoritariamente por la 
doctrina civilista chilena, quedando plasmada finalmente en la regulación de 
los códigos orgánicos y de enjuiciamiento de la época453. 
En la actualidad, el tema de la limitación de los efectos de la cosa 
juzgada a la parte resolutiva de la sentencia, con todo, es un debate —que de 
momento no pasa de ser una cuestión de lege ferenda— que ha generado 
posiciones contrarias tanto en doctrina como en la jurisprudencia454, a partir de 
                                               
453 Tal como señala el prof. ROMERO si bien el Código Civil chileno —no obstante ser 
heredero del francés— se apartó en esta materia de la idea vigente en la época que entendía que la 
regulación de la cosa juzgada era propia del Código Civil en sede de prueba quedando regulada 
finalmente en el Código de Procedimiento Civil—con excepción del efecto relativo de las 
sentencias que se consagró en el art. 3º CC— lo cierto es que las doctrinas materiales de la cosa 
juzgada desarrolladas por Savigny y Pothier tuvieron amplia repercusión en el ordenamiento 
chileno siendo seguidas en Chile, por influencia de la doctrina francesa, por los principales 
tratadistas clásicos de derecho civil. Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el 
proceso civil chileno, ob. cit., pp. 12-16. Sobre el tratamiento de la cosa juzgada por la doctrina 
civil, por todos Cfr. CLARO SOLAR, LUIS, Explicaciones de Derecho civil chileno y comparado. 
De las personas, v. I, t. I, ob. cit., pp. 33-36 y Explicaciones de Derecho civil chileno y 
comparado. De las obligaciones, v. V, t. X, ob. cit., pp. 598-601; ALESSANDRI RODRÍGUEZ, 
ARTURO, De la responsabilidad extra-contractual en el Derecho civil chileno, t. I, ob. cit., pp. 12-
42 y t. II, ob. cit., pp. 494-518; ABELIUK MANASEVICH, RENÉ, Las obligaciones, ob. cit., t. I, 
pp. 243-255; ALESSANDRI R., ARTURO, SOMARRIVA U., MANUEL y VODANOVIC H., 
ANTONIO, Tratado de Derecho civil, Partes preliminar y general, t. I, ob. cit., pp. 131-151 y 
CORRAL TALCIANI, HERNÁN, Lecciones de responsabilidad civil extracontractual, ob. cit., pp. 
46-64 y BARROS BOURIE, ENRIQUE, Tratado de responsabilidad extracontractual, ob. cit., pp. 
869 -973. 
454 Inicialmente, la jurisprudencia chilena, adhiriendo a la tesis clásica de la cosa juzgada 
como presunción de verdad, ha sostenido la inescindibilidad de la parte considerativa y resolutiva 
del fallo abarcando la cosa juzgada a ambos. Cfr. SCS de 2 de septiembre de 1992, en RDJ, t. 
LXXXIX, sec. 3ª, p. 144. 
Asimismo, a propósito del examen de la cosa juzgada y la concurrencia de la triple 
identidad que exige el art. 177 CPC, la jurisprudencia ha sostenido que para «apreciar si existe 
identidad de cosa pedida debe estudiarse en conjunto la sentencia en que se apoya la cosa juzgada, 
ya que los considerandos que la informan hacen un solo todo, no siendo posible precisar el alcance 
de lo resolutivo sin tomar en cuenta el fundamento capital que determina lo dispositivo». Cfr. SCS 
de 16 de octubre de 1931, en RDJ, t. XXIX, sec. 1ª, p. 96. 
En sentido contrario, en diversos fallos a propósito del examen del recurso de casación 
por vicio de ultra petita, la Corte Suprema ha sostenido que los fundamentos de la sentencia no 
tienen el carácter de resolución y que para acoger el recurso de casación por este vicio, sólo cabe 
examinar la decisión del juez «porque únicamente ésta tendrá autoridad de cosa juzgada y podría 
agraviar a la parte vencida al condenarla a una prestación mayor de la que fue materia de 
controversia, en tanto que los razonamientos en que se funda la decisión carecen de dicha 
autoridad y no perjudican a la parte vencida». Cfr. SCS de 12 de septiembre de 1984, en RDJ, t. 
LXXXI, sec. 1ª, pp. 154. En la misma línea, SCS de 30 de octubre de 1984, en RDJ, t. LXXXI, 
sec. 1ª, p. 136; SCS de 18 de enero de 1988, en RDJ, t. LXXXV, sec. 1ª, p. 12; SCS de 31 de 
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lo cual podría llegar a sostenerse que la decisión de los asuntos prejudiciales 
no produce efecto de cosa juzgada material.  
Sin embargo, se trata de una discusión que, fuera de que no estaba 
vigente al momento de aprobación de estas normas, no parece haberse 
ampliado tampoco, en la actualidad, a la decisión de las cuestiones 
prejudiciales, tal como dan cuenta las sentencias antes analizadas. 
Con base en lo expuesto, particularmente en razón de este efecto de 
cosa juzgada que produciría la decisión de un asunto prejudicial en vía no 
devolutiva, es que entendemos que el sistema no devolutivo no puede ser 
considerado como regla general en el ordenamiento chileno, debiendo ser 
interpretado restrictivamente, tal como por lo demás, lo ha sostenido la propia 
Corte Suprema en las sentencias vistas, a propósito de la acción civil. 
Ello, no sólo por cuanto importaría una vulneración de los arts. 1º, 8 y 
108, sino principalmente por la restricción de las garantías de contradicción y 
derecho de defensa de las partes atendida las actuales limitaciones que el 
proceso penal impone para la intervención de terceros. 
A nuestro juicio, con todo, la solución en Chile a esta problemática no 
pasa por restringir la eficacia de cosa juzgada de las decisiones realizadas en 
vía no devolutiva estableciendo un sistema similar al español —que, como 
hemos visto, ha generado más inconvenientes que soluciones— sino por 
garantizar de mejor forma el derecho de defensa de las partes455. 
Al respecto, sin embargo, el PNCPC, elimina en su art. 219 la 
referencia a la vinculación del juez civil a los hechos contenida en el art. 180 
CPC y al mismo tiempo, al regular la extensión de la cosa juzgada, establece 
en el art. 218 que la «cosa juzgada se extiende al fallo que se pronuncie sobre 
las pretensiones y excepciones comprendidas en el proceso».  
                                                                                                                                
agosto de 1989, en RDJ, t. LXXXVI, sec. 1ª, p. 112; SCS de 28 de enero de 1991, en RDJ, t. 
LXXXVIII, sec. 1ª, p. 19; SCS de 20 de abril de 1994, en RDJ, t. XCI, sec. 1ª, p. 37 y 
recientemente, en SCS de 29 de julio de 2009, Sala Primera (Civil), Rol Nº 643-2008 (c. 3º) 
(Westlaw Chile: CL/JUR/52/2009). 
455 A fin de dar solución al problema de contradicción entre resoluciones a que da lugar el 
sistema no devolutivo, la doctrina española viene de vuelta en la discusión de esta cuestión, 
sosteniendo la necesidad de establecer un punto intermedio a esta privación de los efectos de cosa 
juzgada material respecto de las cuestiones prejudiciales.  
Con todo, la posible extensión de la cosa juzgada en este ámbito se sostiene de forma 
acotada a las cuestiones lógicas y siempre que, junto con tener el tribunal jurisdicción y 
competencia, la materia prejudicial haya sido debatida con suficiente profundidad y el derecho de 
contradicción y defensa de las partes haya sido debidamente resguardado. Cfr. por todos, TAPIA 
FERNÁNDEZ, ISABEL, La cosa juzgada, ob. cit., pp. 178-179.  
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Con ello, pareciera que la doctrina antes señalada es acogida por el 
proyecto de nuevo código excluyendo con ello el efecto de cosa juzgada 
respecto de los considerandos o fundamentos de la sentencia. 
Consideramos, sin embargo, que una postura como esta no puede llegar 
ser sostenida en forma absoluta sino que, tal como ha puesto de relieve la 
doctrina española, debe ser analizada caso a caso con la precaución que exige 
la debida protección y garantía de los derechos de las partes y las 
consecuencias que podrían derivar de una negación o restricción del efecto 
positivo o prejudicial de la cosa juzgada contenido, normalmente, en la 
fundamentación o motivación de la sentencia. 
Así como no resulta lógico negar el valor de cosa juzgada a la decisión 
de las cuestiones prejudiciales, tampoco es posible dárselo completamente. Es 
por ello que sostenemos el carácter restrictivo del régimen de prejudicialidad 
no devolutiva en tanto no siempre la técnica del proceso penal o viceversa, es 
el adecuado para la decisión de asuntos que no pertenecen al orden 
jurisdiccional que debe resolverlos. 
El PNCPC, sin embargo, al tomar postura en esta materia en los 
términos antes señalados, no considera adecuadamente las consecuencias que 
esta restricción a los límites objetivos y el alcance de la cosa juzgada puede 
acarrear en materia de coherencia entre decisiones jurisdiccionales. 
Por una cuestión de certeza y finalmente en virtud del propio principio 
de unidad de jurisdicción, a nuestro juicio, es necesario que los asuntos 
prejudiciales sean decididos en forma definitiva en vía no devolutiva, lo cual 
evitará un posible bis in ídem sobre el mismo asunto y, a remolque de ello, una 
contradicción entre sentencias. 
Para que ello sea así, sin embargo, es imprescindible, tal como ha 
puesto de relieve la doctrina, que en dicho conocimiento la materia prejudicial 
sea discutida a través de un efectivo contradictorio, garantizándose en todo 
momento el derecho, el derecho de defensa de las partes. 
Al efecto, el PNCPC contiene una norma en este sentido dirigida a 
restringir los actuales efectos absolutos o erga omnes de la sentencia penal 
respecto de procesos civiles posteriores conforme a los arts. 179 a 180 CPC, 
exigiendo que para que éstas produzcan cosa juzgada en un juicio civil es 
necesario que el demandado en dicho juicio haya anticipado como 
interviniente en el proceso penal respectivo. 
Volveremos sobre este tema más adelante la tratar de la cosa juzgada. 
Sólo adelantar por ahora, que por loable que sea esta norma, el problema es 
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que tendrá una aplicación práctica casi nula por cuanto la actual configuración 
del sistema procesal penal chileno restringe la participación de terceros en el 
proceso penal a casos muy excepcionales. 
3. Dicho lo anterior, una tercera cuestión que cabe matizar con relación al 
modelo de prejudicialidad vigente en el ordenamiento chileno dice relación 
con su régimen de infracción. 
Siguiendo lo visto al tratar los problemas de la prejudicialidad (supra, 
Parte I, cap. 4º, I. 1) consideramos que en Chile la prejudicialidad es un 
fenómeno que no se explica desde las reglas que determinan la competencia, 
engarzadas con el principio del juez natural predeterminado por la ley, garantía 
esta última que supone el respeto de los criterios de competencia entre los 
distintos órdenes de la jurisdicción, incluyendo la competencia por razón de la 
materia. 
La prejudicialidad, como instrumento dirigido tendencialmente a evitar 
la existencia de decisiones contradictorias, no tiene que ver con un problema 
orgánico sino de carácter funcional. Por tanto, el conocimiento de un 
determinado asunto prejudicial va mucho más allá de una discusión acerca de 
la competencia de los tribunales llamados a intervenir en el asunto —
existiendo una especie de extensión o prórroga, en algunos supuestos y en 
otros no, de la competencia del juez civil o penal, y viceversa— y de la 
afectación de la garantía del derecho al juez predeterminado por la ley456. 
En razón de lo anterior, consideramos que la infracción del régimen de 
prejudicialidad más que ser reconducido a una cuestión de incompetencia y 
afectación de la garantía del juez predeterminado por la ley, lo que puede 
                                               
456 Surgida una cuestión prejudicial, especialmente cuando es heterogénea, normalmente 
se sabe de antemano que su decisión, de haber sido planteada como objeto de un proceso principal, 
corresponde originariamente a otro órgano jurisdiccional. Lo que ocurre es que la ley permite, en 
ciertos casos, que la materia sea decidida por órgano ante el cual se plantea. En otros, opta por su 
remisión al tribunal competente ratione materiae, ordenando la suspensión del proceso principal, 
en tanto no sea decidida.  
Con ello, a nuestro entender, la ley no sólo busca que no se suscite un conflicto de 
competencia, sino que precisamente lo evita o previene. El efecto que se quiere evitar es, 
precisamente, que mediante la declaración de incompetencia, el tribunal no sólo no pueda conocer 
de la materia prejudicial, sino que además no entre a conocer respecto del fondo del asunto que le 
está atribuido, o bien lo resuelva sin esperar y tener en cuenta la resolución de un antecedente 
lógico jurídico predeterminante. De esta forma, el tribunal ante el cual se plantea la cuestión sólo 
tiene dos posibilidades. O la resuelve, en caso que la ley así lo permita, o bien suspende el proceso 
principal en espera que sea resuelta por el tribunal competente. Lo que no puede hacer, sin 
embargo, a partir de su declaración de incompetencia para resolver la materia prejudicial, es dejar 
imprejuzgado el pleito principal o bien resolverlo sin tener en cuenta el vínculo prejudicial, 
menoscabando de esta forma la motivación del pronunciamiento jurisdiccional. 
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generar consecuencias poco deseables457 debe engarzarse con el derecho a 
obtener una sentencia fundada en derecho que resuelva el conflicto como 
contenido esencial del derecho a la tutela judicial efectiva, y con el deber de 
motivación de las sentencias y el derecho de defensa, en cuanto proscripción 
de indefensión, como garantías del debido proceso, todo ello en conformidad a 
lo dispuesto en el art. 19, nº 3 CPR458.  
Con todo, en el ordenamiento chileno el sistema de impugnación en 
caso de infracción del régimen de prejudicialidad —sea en cuanto a la 
                                               
457 Tal como señala la doctrina española, una declaración injustificada de incompetencia, 
fundada en un incorrecto manejo del régimen de prejudicialidad, puede suponer una quiebra del 
adecuado y constitucional ejercicio de la potestad jurisdiccional, como asimismo del derecho del 
justiciable a obtener una tutela judicial efectiva, «viéndose compelido a agotar todas las instancias 
de un orden jurisdiccional para, finalmente, recibir una sentencia declarativa de falta de 
jurisdicción para decidir una cuestión prejudicial». Cfr. QUINTANA LÓPEZ, TOMÁS, 
«Prejudicialidad y tutela judicial efectiva», ob. cit., pp. 419 y 422. 
En Chile, tal es el caso por ejemplo, del asunto resuelto en la SCS, Sala Tercera 
(Constitucional), Rol Nº 2672/2007, de 29 de octubre de 2008 (cs. 4º y 5º) (Id. vLex: 332739730), 
antes vista. En el juicio se dedujo una acción de inoponibilidad de servidumbre minera y en 
subsidio, una acción de indemnización de perjuicios. El tribunal a quo, acogiendo la excepción 
dilatoria de incompetencia para conocer de la acción subsidiaria, declaró de oficio su 
incompetencia para conocer de la acción principal, de manera tal que el asunto de fondo quedó 
imprejuzgado. La Corte desecha ambas cuestiones determinando que «por ser competente el 
tribunal a quo para conocer de la acción principal, lo es también para conocer de las acciones 
subsidiarias de manera que corresponde rechazar la excepción de incompetencia del tribunal 
alegada respecto de estas últimas». 
458 La CPR chilena no establece expresamente el derecho a la tutela judicial sino que 
consagra, en su art. 19, nº 3, el debido proceso como garantía o derecho fundamental cuyo 
contenido ha venido siendo delimitado por la jurisprudencia. No obstante ello, tal como señala la 
doctrina, el Tribunal Constitucional ha venido reconociendo el derecho a la tutela judicial como 
parte de la regulación constitucional si bien no siempre con claridad en cuanto a su contenido y 
ubicación, entendiéndolo a veces como parte de un derecho global a la igual protección de la ley 
en el ejercicio de los derechos, o bien, en otros casos, como parte de un derecho global a la tutela 
judicial efectiva o de un derecho global al debido proceso. Cfr. BORDALÍ SALAMANCA, 
ANDRÉS, «Análisis crítico de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre el derecho a la 
tutela judicial», en Revista Chilena de Derecho, vol. 38, Nº 2, 2011, pp. 334 y 335. 
Siendo un asunto que escapa con creces al objeto de esta tesis y respecto del cual no 
existe una posición unitaria en la doctrina y la jurisprudencia constitucional, particularmente en lo 
que respecta al contenido de estas garantías, tomamos posición compartiendo la postura sostenida 
por este sector doctrinario conforme al cual, si bien el único derecho fundamental de carácter 
global que contempla el ordenamiento chileno es el debido proceso, la tutela judicial no forma 
parte del mismo sino que se trata de un derecho de contenido diferente —aunque estrechamente 
relacionado— y que opera en momentos distintos. Desde este punto de vista, el derecho a la tutela 
judicial es el que «permite a todas las personas acceder y proveerse de la actividad jurisdiccional 
del Estado, mientras que el derecho al debido proceso garantiza a esas mismas personas que la 
respuesta jurisdiccional estatal será fruto de una actividad que respeta ciertos requisitos o 
principios del andar procesal que permiten legitimar de un modo adecuado la justicia de la 
decisión judicial. Con el debido proceso las personas pueden incidir sobre el contenido de la 
decisión judicial que debe dar el Estado-jurisdicción». Ob. cit., p. 335.  
Sobre la postura del TC relativa al art. 19, nº 3 CPR, cfr. STC, Rol Nº 248-96; STC, Rol 
Nº 546-06; STC, Rol Nº 1345-09; STC, Rol Nº 1535-09 y STC, Rol Nº 1373-09. 
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admisibilidad de la cuestión prejudicial como respecto a su resolución en la 
sentencia— es bastante deficiente, no existiendo, en muchos casos, ningún 
mecanismo específicamente previsto para resolver los problemas a que puede 
dar lugar un manejo incorrecto del sistema devolutivo o no devolutivo. 
Probablemente es por esta razón, particularmente en materia civil, que 
la jurisprudencia ha reconducido la infracción a un vicio de incompetencia que 
hace procedente el recurso de casación en la forma, e incluso, ha llegado a 
acoger recursos de queja por estimar que dicha infracción constituye una falta 
o abuso de los jueces que han dictado la resolución459. 
En el nuevo proceso penal, en cambio, si bien el sistema recursivo se 
encuentra limitado durante el curso del procedimiento, el Código Procesal 
Penal da, en principio, suficiente cobertura para impugnar este tipo de 
infracciones a través de las causales del recurso de nulidad. 
4. Finalmente, un último aspecto que es necesario destacar con respecto al 
contenido y aplicación de la regla de la extensión del art. 111 COT dice 
relación con los supuestos de prejudicialidad homogénea o civil en el proceso 
civil. 
En lo que respecta a la asimilación de las cuestiones prejudiciales con 
los incidentes, sólo reiterar lo ya sostenido a lo largo de este trabajo en cuanto 
a su necesaria diferenciación, particularmente cuando se trata de supuestos de 
prejudicialidad homogénea, esto es, cuando la materia prejudicial corresponde 
a la misma naturaleza que el asunto principal. 
Desde este punto de vista, la voz “incidencias” que utiliza el art. 111 
COT, debe tomarse en un sentido genérico y no como una asimilación de las 
cuestiones prejudiciales —especialmente, cuando se trata de cuestiones 
homogéneas— a meras cuestiones accesorias al juicio que requieren un 
pronunciamiento del tribunal en forma previa a dictar sentencia. Cuestión 
diferente, como se ha visto, y que no se contrapone con su existencia, es que 
una determinada cuestión prejudicial pueda ser conocida por el tribunal a 
través del procedimiento establecido por la ley para los incidentes (arts. 82 y 
ss. CPC), constituyendo de este modo, un medio para su tratamiento en el 
proceso civil (supra, Parte I, cap. 2º, I. 6 y cap. 4º, I. 3). 
En el ordenamiento chileno, más que la inexistencia de supuestos de 
prejudicialidad homogénea, lo que ocurre —al igual que ocurría en la 
                                               
459 Cfr. SCS de 13 de julio de 2011, Sala Segunda (Penal), Rol Nº 8286/2010, (Id. vLex: 
436822518). 
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legislación española antes de la publicación de la LECiv 2000— es que el 
legislador no contempla la posibilidad de suspensión del proceso civil por 
supuestos de prejudicialidad no penal, lo que ha dado lugar a no pocos 
problemas en la práctica, particularmente cuando no son procedentes otros 
mecanismos, como la acumulación. 
Esta situación, ha venido a cambiar con el PNCPC el que viene a 
reconocer la realidad de la posible pendencia de procesos civiles unidos por un 
vínculo prejudicial, permitiendo la suspensión del pronunciamiento de la 
sentencia cuando sea necesario decidir una cuestión civil u otra regida por 
leyes especiales460. 
 CAPÍTULO SEGUNDO. EL RÉGIMEN DE PREJUDICIALIDAD 
VIGENTE EN EL PROCESO CIVIL CHILENO. 
De forma similar a lo que ocurre en España, en materia de 
prejudicialidad, la Constitución chilena no impone ningún sistema para su 
ordenación, de manera tal que su determinación entra en el ámbito de las 
potestades de configuración del legislador461. 
De este modo, constituyendo el régimen de prejudicialidad una materia 
de legalidad ordinaria, la elección de uno u otro modelo o la conjugación de 
los mismos, constituye una opción o decisión de política legislativa en función 
de la importancia que se atribuya a la resolución de determinadas materias, los 
diversos principios que informan los procesos, la mejor técnica probatoria de 
un determinado proceso sobre otro, etc., entre otros factores. 
Partiendo de esta base, el legislador chileno adhiriendo a un modelo de 
ordenación más bien de carácter relativo —con reenvío obligatorio en materia 
penal y aparentemente de carácter facultativo en materia civil— ha establecido 
un régimen de prejudicialidad basado en una combinación o yuxtaposición de 
                                               
460 Conforme al art. 222 del PNCPC, aprobado por la Cámara de Diputados en los mismos 
términos que el texto propuesto por el ejecutivo en el art. 221, se establece que «Siempre que, para 
dictar una sentencia definitiva civil, sea necesario decidir, previamente, una cuestión de carácter 
civil u otra regida por leyes especiales, que se esté sustanciando en juicio iniciado con 
anterioridad, ante el mismo tribunal o ante otro distinto, y no fuere posible la acumulación de 
procesos, el tribunal, a petición de ambas partes o de una de ellas, oída la contraria, podrá 
suspender el pronunciamiento de la sentencia, hasta que finalice el proceso en que se ventila la 
cuestión. Se pondrá término a la suspensión cuando se acredite que el juicio sobre la cuestión 
civil u otra regida por leyes especiales ha concluido por sentencia definitiva o interlocutoria o 
cuando en concepto del juez, no se justificare mantenerla». 
461 Lo anterior importa que el legislador es libre, dentro de los límites y opciones 
constitucionalmente válidos, no sólo para dictar dichas normas sino también para elegir, elaborar y 
construir la regulación que considere idónea. Sobre la materia, cfr. SANTAMARÍA PASTOR, 
JUAN ALFONSO, Fundamentos de Derecho Administrativo, t. I, ob. cit., pp. 455 y ss. 
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criterios de devolutividad y no devolutividad, sin decantar o dar preferencia a 
ningún orden jurisdiccional en forma absoluta, si bien —probablemente por 
razones históricas—, existe cierta preeminencia de orden penal para la decisión 
de los asuntos prejudiciales, pero con importantes excepciones. 
De esta forma, así como no se establece la sumisión de todo asunto 
prejudicial no penal a la jurisdicción penal, tampoco se contempla su decisión 
en todo caso por el tribunal competente ratione materiae. Desde nuestra 
perspectiva, se trata más bien, de una combinación de criterios donde, 
principalmente en atención a la materia objeto de la cuestión prejudicial, su 
trascendencia en el proceso respectivo y en especial en razón de los efectos 
con los que es decidida la materia prejudicial, prima el sistema devolutivo 
como regla de carácter general por sobre el no devolutivo, cuya interpretación 
debe ser siempre de carácter restrictiva. 
Dicho lo anterior, y entrando ya al estudio del régimen de 
prejudicialidad vigente en el proceso civil chileno, cabe destacar que, 
probablemente por influencia de la Ley de Enjuiciamiento Civil española de 
1881462, dicho régimen se expresa en un conjunto de normas dispersas y sin 
mayor sistematicidad, que vienen a regular el complejo entramado de la 
                                               
462 Tal como apunta la doctrina española, la LECiv 1881 —que no fue sino una repetición 
de la anterior de 1855— se caracterizó por ser una ley carente en su ordenación positiva, de 
principios que abordaran los problemas comunes a todos los institutos del proceso, conteniendo 
una serie de omisiones, adiciones y deformaciones improcedentes y exenta de todo criterio 
sistemático de exposición. Los preceptos sobre un mismo tema se hallaban normalmente dispersos, 
lo que producía abundantes reiteraciones, lagunas y contradicciones en la exposición, resultando 
un texto legal desordenado y casuista. Cfr. GUASP, JAIME y ARAGONESES, PEDRO, Derecho 
procesal Civil, t. I, ob. cit., pp. 67 y 68 y TOMÁS Y VALIENTE, FRANCISCO, Manual de Historia 
del Derecho Español, Madrid, Tecnos, 1981, pp. 530. En definitiva, no se trató de un código, en el 
sentido que se da a este término en los países pertenecientes al sistema europeo continental. Cfr. 
DIEZ-PICAZO GIMÉNEZ, IGNACIO, Derecho Procesal Civil (con DE LA OLIVA SANTOS, 
ANDRÉS), ob. cit., p. 3. 
Todo ello hizo necesaria la promulgación de diversas leyes de reforma, lo que en doctrina 
se denominó el fenómeno de huida de la ley, que dificultaron el entendimiento de este sector del 
ordenamiento, haciéndose sentir la necesidad de una reforma sustancial. Cfr. MONTERO 
AROCA, JUAN, El Nuevo Proceso Civil (con AA.VV), ob. cit., p. 53. 
En materia de prejudicialidad, la LECiv 1881 fue el primer cuerpo legal en regular las 
cuestiones prejudiciales en el proceso civil. Sin embargo, siguiendo la misma línea que las demás 
materias, se trató de una regulación parcial y carente de toda sistemática contemplando sólo unas 
cuantas normas dispersas a lo largo del articulado. Dicha regulación fue complementada al poco 
tiempo por la LECrim de 1882 —actualmente vigente— la cual, con el fin de suplir el vacío 
existente, reguló esta materia para el proceso penal por primera vez en la legislación española. Sin 
embargo, a juicio de la doctrina, aunque el principal objetivo del legislador, según consta de la 
exposición de motivos, fue suplir el «vacío sustancial» de la legislación que hacía «frecuente el 
arbitrio un tanto desmedido, y más que desmedido, contradictorio de la Jurisprudencia (…), las 
normas adoptadas por el legislador español en LECrim han conservado en gran medida la 
vacilación y la oscuridad en la práctica judicial». Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Comentarios 
a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, t. I, ob. cit., pp. 132 y 133. 
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prejudicialidad, el efecto positivo de la cosa juzgada —aunque éste no se 
contempla expresamente como categoría independiente— y los efectos de las 
sentencias penales en el proceso civil y viceversa. 
Asimismo, y a diferencia del proceso penal en el cual se regulan ciertos 
supuestos de prejudicialidad administrativa (art. 173, inc. 2º COT), se trata de 
una ordenación parcial relativa sólo a la prejudicialidad penal en el proceso 
civil que deja fuera, en consecuencia, los supuestos de prejudicialidad de 
carácter homogéneo o no penal, si bien no por ello éstos dejan de suscitarse. 
En razón de esta exigua regulación y la mayor atención que el 
legislador, tomando como referente la LECrim de 1882 puso a la 
prejudicialidad en el proceso penal, sin duda ha sido en éste ámbito donde se 
ha desarrollado con mayor profundidad esta temática. No obstante ello, por ser 
una materia que excede el objeto de nuestro estudio, no abordaremos el estudio 
de las cuestiones prejudiciales en el proceso penal.  
Sin perjuicio de lo anterior, en el presente apartado analizaremos el 
régimen general de prejudicialidad vigente en el proceso civil tomando como 
punto de partida la distinción entre cuestiones prejudiciales devolutivas y no 
devolutivas como criterio de ordenación de la prejudicialidad, pero haciendo 
referencia al proceso penal y los principales aspectos que presenta la 
prejudicialidad en dicho ámbito, análisis que resulta indispensable a fin de 
tener una visión general de lo que ocurre en el ordenamiento chileno en su 
conjunto.  
Concluido este examen, en el apartado siguiente nos centraremos de 
lleno en el proceso civil y el análisis de los demás instrumentos de solución a 
los problemas que suscita la prejudicialidad. 
I. LAS CUESTIONES PREJUDICIALES DEVOLUTIVAS EN EL 
PROCESO CIVIL. 
A diferencia del derecho español donde se establece como regla general 
para todo tipo de procesos que cada orden jurisdiccional puede conocer a los 
solos efectos prejudiciales materias que no les estén atribuidas expresamente, 
el ordenamiento chileno no contiene una norma similar, estableciéndose como 
regla de principio, la prohibición a los órganos jurisdiccionales de avocarse al 
conocimiento de materias que no pertenezcan a su órbita de competencia, todo 
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ello en conformidad a lo dispuesto en los arts. 6°, 7° y 76, inciso 2º de la CPR 
y arts. 7º, inciso 1º, 8º y 108 del COT 463. 
En consecuencia, y salvo autorización legal expresa, la regla general en 
el ordenamiento chileno es que los tribunales no pueden avocarse, ni a los 
solos efectos prejudiciales, al conocimiento de materias o asuntos que estén 
atribuidos, en razón de la materia (o de los demás elementos de la competencia 
absoluta), a otro órgano u orden jurisdiccional, pues su actuación adolecería de 
un vicio de incompetencia absoluta464. 
La excepción a esta regla viene dada por las cuestiones prejudiciales no 
devolutivas, cuyos supuestos son acotados y se encuentran referidos 
básicamente al proceso penal y al conocimiento de la acción civil derivada del 
hecho punible en forma acumulada al proceso penal. 
En el proceso civil, desde luego y por aplicación de las mismas reglas, 
nunca un tribunal civil podrá conocer y decidir, ni a los solos efectos 
prejudiciales, de un asunto penal, de manera tal que surgida una cuestión de 
esta naturaleza, ésta deberá siempre y en todo caso ser decidida por un juez 
penal como objeto principal de un proceso de la misma naturaleza.  
                                               
463 El art. 6º, inciso 1º CPR, dispone que «Los órganos del Estado deben someter su 
acción a la Constitución y a las normas dictadas conforme a ella, y garantizar el orden institucional 
de la República». Conforme al art. 7º «Los órganos del Estado actúan válidamente previa 
investidura regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley.  
Ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden atribuirse, ni aun a 
pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se 
les hayan conferido en virtud de la Constitución o las leyes. Todo acto en contravención a este 
artículo es nulo y originará las responsabilidades y sanciones que la ley señale». 
Finalmente, el inciso 2º del art. 76 CPR establece que «Reclamada su intervención en 
forma legal y en negocios de su competencia », los tribunales «no podrán excusarse de ejercer su 
autoridad, ni aun por falta de ley que resuelva la contienda o asunto sometidos a su decisión». 
Por su parte, el COT definiendo la competencia como «la facultad que tiene cada juez o 
tribunal para conocer de los negocios que la ley ha colocado dentro de la esfera de sus 
atribuciones» (art. 108), establece que los «tribunales sólo podrán ejercer su potestad en los 
negocios y dentro del territorio que la ley les hubiere respectivamente asignado» (art. 7º, inciso 1º). 
El art. 8º, finalmente, dispone que «ningún tribunal podrá avocarse el conocimiento de causas o 
negocios pendientes ante otro tribunal, a menos que la ley le confiera expresamente esta facultad», 
el subrayado es nuestro. 
464 Tal como se señala en la historia de la ley actual art. 108 COT, «Las disposiciones que 
han trazado los límites entre las diversas jurisdicciones son esencialmente de orden público. Es, en 
efecto, de interés general que ninguna autoridad salga del círculo a que su acción ha sido 
circunscrita, i que ningún tribunal se mezcle en negocios que la Lei ha colocado, por razón de su 
naturaleza, en el dominio de un tribunal diferente». Cfr. BALLESTEROS, MANUEL E., La Lei de 
Organización i Atribuciones de los tribunales de Chile, t. II, ob. cit., p. 146. 
De este modo, tal como señala la doctrina, como regla general un tribunal penal no puede 
conocer de materias civiles que se planteen en el proceso y viceversa salvo que la ley lo autorice 
expresamente, pues su actuación adolecería de un vicio de incompetencia absoluta. Cfr. 
COLOMBO CAMPBELL, JUAN, La competencia, ob. cit., p. 511. 
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Cuestión diferente, es que el juez civil pueda decidir la cuestión 
prejudicial desde la óptica del derecho civil, prescindiendo del 
pronunciamiento penal sobre la misma, o bien deba esperar su decisión por el 
juez penal suspendiendo el proceso. 
De este modo, los supuestos de prejudicialidad no devolutiva en el 
proceso civil, se limitan al conocimiento de asuntos de carácter civil que, 
correspondiendo eventualmente a la órbita de competencia de otro tribunal, 
pueden ser decididos por el órgano jurisdiccional civil que conoce del asunto 
principal por aplicación de la regla de la extensión o por operar alguno de los 
mecanismos legalmente previstos al efecto, como la acumulación de procesos, 
según analizaremos más adelante. 
En todos los demás casos, esto es, las cuestiones de carácter penal y las 
de carácter no penal que no sean civiles tienen tratamiento devolutivo. La 
cuestión a determinar en estos casos es si ello importa siempre o no la 
suspensión del proceso civil. 
Tratándose de las cuestiones penales, el ordenamiento chileno establece 
la suspensión del proceso civil (art. 167 CPC) sólo cuando el pronunciamiento 
penal tenga influencia notoria en la resolución del asunto principal, de manera 
tal que no toda cuestión penal supone necesariamente la paralización del 
proceso civil. 
Respecto de las demás cuestiones de carácter no penal (administrativo, 
laboral, de familia, etc.), las que en el ordenamiento chileno están mayormente 
entregadas al conocimiento de tribunales especiales, no se establece norma 
alguna que autorice su decisión por los jueces civiles ni a los solos efectos 
prejudiciales, de manera tal que revisten, en principio, el carácter de 
devolutivas.  
Sin embargo, el problema es que, por imprescindible que resulte su 
decisión para el juez civil, el actual CPC no contempla la posibilidad de 
suspensión del proceso civil para supuestos de prejudicialidad no penal.  
De esta forma, es perfectamente posible que ambos procesos sigan 
tramitándose en forma independiente, con el consiguiente riesgo de 
contradicción entre las sentencias que se dicten sobre el asunto prejudicial, lo 
que ha llevado a la jurisprudencia a acoger en algunos casos la excepción de 
litispendencia impropia o por conexidad que no supone la terminación sino que 
la suspensión del proceso. Esta cuestión, viene a ser salvada por el PNCPC. 
Conforme a lo expuesto, surgida una cuestión prejudicial y salvo que la 
ley disponga lo contrario, la regla general es la devolutividad de la misma al 
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tribunal competente ratione materiae, regla que no obstante, presenta matices 
en el ordenamiento chileno en función de la ligazón y trascendencia de su 
decisión para resolver el asunto principal en tanto ello no siempre supone la 
suspensión del proceso respectivo. 
Consecuente con lo anterior, a nuestro juicio, las excepciones a la regla 
devolutividad de la materia prejudicial necesariamente deben ser interpretadas 
en forma restrictiva, sin que sea posible extender su aplicación por analogía a 
casos no regulados expresamente.  
Sostener la vía no devolutiva como regla de carácter general fundada en 
el principio de colaboración jurisdiccional y de la unidad de la jurisdicción tal 
como lo hace parte de la doctrina465, lleva a afirmar la realidad de un régimen 
de prejudicialidad de carácter absoluto inexistente en Chile con el agravante de 
que la principal contrapartida de dicho sistema, como es la, a veces, necesaria 
restricción de los efectos de la cosa juzgada en la decisión del asunto 
prejudicial en aras del derecho de defensa de las partes, no se contempla en el 
ordenamiento chileno. 
1. Las cuestiones prejudiciales penales devolutivas en el proceso civil. 
El ordenamiento chileno regula esta materia únicamente en el art. 167 
del CPC, conforme al cual: 
«Cuando la existencia de un delito haya de ser fundamento preciso de 
una sentencia civil o tenga en ella influencia notoria, podrán los tribunales 
suspender el pronunciamiento de ésta hasta la terminación del proceso 
criminal, si en éste se ha deducido acusación o formulado requerimiento, 
según el caso. 
Esta suspensión podrá decretarse en cualquier estado del juicio, una 
vez que se haga constar la circunstancia mencionada en el inciso precedente. 
Si en el caso de los dos incisos anteriores se forma incidente, se 
tramitará en pieza separada sin paralizar la marcha del juicio. 
Con todo, si en el mismo juicio se ventilan otras cuestiones que puedan 
tramitarse y resolverse sin aguardar el fallo del proceso criminal, continuará 
respecto de ellas el procedimiento sin interrupción». 
El antecedente directo de esta norma es posible encontrarlo en el art. 
362 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881, vigente hasta el 8 de enero de 
                                               
465 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, Curso de derecho procesal civil, t. II, ob. cit., 
pp. 38 y 39. 
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2001, norma que se enmarcaba en el contexto de la prohibición a los jueces y 
tribunales de dilatar o negar la resolución de los litigios, estableciendo dicha 
disposición que no obstante ello «los Jueces y Tribunales, cuando hubieren de 
fundar exclusivamente la sentencia en el supuesto de la existencia de un delito, 
suspenderán el fallo del pleito hasta la terminación del procedimiento 
criminal si, oído el Ministerio Fiscal, estimaren procedente la formación de 
causa»466. 
No obstante las imprecisiones terminológicas de la norma —que la 
doctrina se encargó de precisar467—, el art. 362 LECiv 1881 tenía un sentido 
claramente restrictivo de la suspensión del proceso civil, exigiendo por una 
parte, la necesidad de relevancia del pronunciamiento penal y estableciendo, 
por otra, la suspensión del fallo del pleito hasta la terminación del 
procedimiento criminal468. 
Reproduciendo mayormente los términos y nomenclatura de la norma 
española y, al mismo tiempo, los problemas y vacíos de que adolecía la 
regulación de la prejudicialidad en dicho ordenamiento, la regulación de la 
                                               
466 Esta norma, se complementa con lo dispuesto, de forma general, en el art. 10.2 LOPJ 
española, en virtud del cual la existencia de una cuestión prejudicial penal de la cual no pueda 
«prescindirse para la debida decisión o que condicione directamente el contenido de ésta», 
determinará la suspensión del procedimiento mientras no sea decidida por los órganos penales 
correspondientes. 
467 Planteando un tema que, en nuestro concepto, sigue vigente en España y es plenamente 
aplicable al ordenamiento chileno, ya sostenía la doctrina la incorrección de los términos utilizados 
por el art. 362, en tanto una interpretación literal de la norma no sólo restringiría a casos muy 
acotados los supuestos de prejudicialidad penal sino que, técnicamente, lo considerado por las 
normas civiles no es la existencia o inexistencia de delitos, sino de condenas y la participación de 
un determinado sujeto. Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el 
sistema procesal español, ob. cit., 109; CARRERAS, JORGE, «Preceptos procesales penales en las 
leyes civiles», ob. cit., p. 767; GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Comentarios a la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, t. II, v. I, ob. cit., p. 670 y GONZÁLEZ MONTES, JOSÉ LUIS, 
Instituciones de Derecho Procesal. Parte general, t. I, ob. cit., pp. 148-149. 
468 Sin embargo, pese a la literalidad de la norma, la práctica judicial fue dando una 
aplicación preferente a la norma del art. 114.I LECrim, de suyo, mucho menos restrictiva que la 
contenida en el art. 362, extrapolando, en opinión de la doctrina, «injustificadamente los términos 
de aquél, hasta el punto de haber propiciado suspensiones injustificadas de los procesos penales en 
curso». Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal 
español, ob. cit., p. 115. Esta situación vino a ser resuelta por la LECiv 2000, en su art. 40, 
consagrando como regla general la no suspensión del proceso civil. 
Lo importante en cuanto a la interpretación de esta norma, es que ya desde la vigencia de 
la LECiv 1881, la doctrina, apartándose de la literalidad de la disposición y a los efectos de 
delimitar y precisar los supuestos de prejudicialidad penal suspensiva, atendía al concepto de 
trascendencia o relevancia. Estos criterios han sido recogidos por la nueva LECiv, salvando las 
imprecisiones en que incurría su homónima de 1881. La discusión, por tanto, sigue sin duda 
plenamente vigente bajo la LECiv 2000 a los efectos de determinar lo que debe entenderse por 
influencia decisiva de la cuestión prejudicial en conformidad al art. 40.2. Supra, Parte I, cap. 2º, I. 
2 y II. 
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prejudicialidad en el proceso civil chileno es bastante parca y, tal como se 
desprende del art. 167, se reduce casi exclusivamente a las cuestiones 
prejudiciales de carácter penal que surjan durante la tramitación de un proceso 
civil dejando fuera las cuestiones de carácter homogéneo o no penal, lo que no 
quiere decir, por cierto, que este tipo de cuestiones no se presenten. 
Respecto de las cuestiones de naturaleza penal, si bien el ordenamiento 
chileno no contiene una norma expresa que establezca la devolutividad de las 
cuestiones penales, por aplicación de las reglas generales antes examinadas, 
ciertamente éstas tienen carácter devolutivo en forma absoluta, en tanto no 
existe excepción alguna que permita a un tribunal civil conocer y decidir 
conforme a las normas penales, ni a los solos efectos prejudiciales, de un 
asunto de naturaleza penal. 
Cosa distinta es que el juez civil pueda decidir por sí mismo sobre la 
cuestión prejudicial de la que depende el contenido de la sentencia civil con 
prescindencia del pronunciamiento del juez penal, supuestos que son los que 
regula el art. 167 antes trascrito. La cuestión a determinar en estos casos, por 
tanto, es si ello importa siempre o no la suspensión del proceso civil. 
Tratándose de las cuestiones penales, el ordenamiento chileno establece 
la suspensión del proceso civil sólo cuando su decisión por el juez penal tenga 
trascendencia para la resolución del asunto principal, de manera tal que no toda 
cuestión penal supone necesariamente la paralización del proceso civil.  
De este modo, al igual que ocurría con el art. 362 LECiv 1881, el art. 
167 CPC tiene un sentido claramente restrictivo de la suspensión del proceso 
civil siendo insuficiente la mera existencia de un proceso penal para producir 
dicha suspensión. 
En los demás casos, esto es, cuando el pronunciamiento penal no sea 
trascendente o imprescindible, el juez civil, a efectos de resolver el asunto 
principal, decidirá la materia prejudicial abordándola desde la óptica del 
proceso civil con aplicación de las normas civiles sustantivas que corresponda. 
La importancia del régimen de suspensión del proceso civil reglado en 
el art. 167 CPC dice relación con la necesidad de evitar el pronunciamiento de 
sentencias contradictorias todo ello de cara al posible efecto vinculante que la 
sentencia penal puede tener para el juez civil en conformidad a lo dispuesto en 
los arts. 178 a 180 CPC. 
De esta forma, el riesgo de contradicción entre resoluciones judiciales 
que se quiere evitar con la suspensión del proceso existirá cuando el juez civil, 
con infracción del régimen de devolutividad, no suspenda el proceso fallando 
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el asunto principal prescindiendo de la resolución de la materia prejudicial por 
parte del tribunal competente o bien, cuando habiendo suspendido el proceso, 
ésta no sea procedente o siéndolo, no reconozca valor vinculante a la sentencia 
dictada o la tenga en cuenta en un sentido diverso. 
A) Requisitos de las cuestiones prejudiciales penales devolutivas en el 
proceso civil. El carácter trascendente o imprescindible del 
pronunciamiento penal. 
Como regla de principio, toda cuestión penal que se suscite en un 
proceso civil necesariamente reviste carácter devolutivo, debiendo ser resuelta 
como objeto principal de un proceso penal por el tribunal competente ratione 
materiae en tanto el juez civil nunca, ni a los solos efectos prejudiciales, podrá 
dirimir, con aplicación de las normas penales sustantivas correspondientes, un 
asunto de esta naturaleza. 
Con todo, surgida una cuestión de carácter penal ésta no siempre 
supone la suspensión del proceso civil. Para que se produzca dicha suspensión 
es necesario, tal como lo dispone textualmente el art. 167 del CPC, que «la 
existencia de un delito haya de ser fundamento preciso de una sentencia civil o 
tenga en ella influencia notoria». En dicho caso, el juez civil «podrá» 
suspender el pronunciamiento de la sentencia «hasta la terminación del 
proceso criminal, si en éste se ha deducido acusación o formulado 
requerimiento, según el caso». 
En caso contrario, esto es, cuando se dan los supuestos para la no 
devolutividad del asunto penal, lo que ocurre es que el juez civil simplemente 
puede prescindir del pronunciamiento del juez penal, valorando los hechos 
desde la óptica del derecho civil. 
EL PNCPC sin duda ha mejorado la nomenclatura y esclarecido el 
sentido de la norma, si bien estimamos que la regulación propuesta no da 
solución a todos los problemas interpretativos a que ha dado lugar la 
aplicación del art. 167. Al efecto, el art. 221 establece que: 
«Artículo 221.- Cuestiones prejudiciales penales en el proceso civil. 
Siempre que para la decisión de las cuestiones controvertidas en el proceso 
civil se requiriere la resolución previa de una cuestión penal, el juez civil, a 
petición de parte, podrá suspender el pronunciamiento de la sentencia hasta la 
terminación del proceso criminal, si en este se ha deducido acusación o 
formulado requerimiento, según el caso. 
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Se entenderá que existe tal cuestión penal cuando la materia debatida 
en el proceso criminal haya de ser fundamento preciso de la sentencia civil o 
tenga en ella influencia notoria. 
Se pondrá término a la suspensión cuando se acredite que el juicio 
criminal ha concluido por sentencia definitiva o sobreseimiento o cuando, en 
concepto del juez, no se justificare mantenerla». 
Entrando al examen de los requisitos y supuestos que permiten la 
suspensión del proceso civil en virtud del art. 167 CPC, en primer lugar, para 
determinar la paralización del proceso civil dicho precepto, al igual que su 
antecedente en el ordenamiento español, atiende a la trascendencia o 
«influencia notoria» de la decisión del asunto prejudicial penal para la 
denegación o concesión de la tutela civil solicitada, cuestión que, según se ha 
visto, ha generado controversia en la doctrina española. 
Por nuestra parte, sólo reiterar lo ya sostenido en su momento (supra, 
Parte I, cap. 2º, II) en orden a entender que esta influencia notoria o decisiva 
dice relación no con la cuestión prejudicial —la cual por definición siempre es 
relevante o condicionante de la decisión sobre el fondo— sino con el carácter 
imprescindible o necesario del pronunciamiento penal sobre la misma. En 
otros términos, no es posible confundir la influencia notoria con la 
prejudicialidad misma sino que se trata de cuestiones diferentes que tienen que 
ver con la especialidad que, desde un punto de vista orgánico, presenta la 
prejudicialidad penal y su carácter devolutivo absoluto. 
Sin duda, en forma similar a lo que ocurre en España, la exigencia de 
este requisito tiene por objeto esencial evitar suspensiones indebidas del 
proceso civil por la sola circunstancia de haberse incoado causa criminal. 
Conforme a ello, para dar lugar a dicha suspensión, la presencia de una 
cuestión de carácter penal en el proceso civil exige, en lo esencial, la correcta 
apreciación por parte del juez civil de dos aspectos. 
En primer lugar, el juez debe determinar si de la solución de dicha 
cuestión depende o no el contenido de la sentencia civil sobre el fondo y por 
tanto resulta imprescindible para poder pronunciarse sobre la tutela civil 
solicitada, es decir, es necesario determinar su carácter prejudicial. Dicho de 
otro modo, es necesario que los hechos que están siendo enjuiciados 
criminalmente sean relevantes por tratarse de aquellos que forman parte del 
objeto del proceso civil. En caso que para decidir el asunto de fondo, el juez 
pueda simplemente prescindir de la decisión de la cuestión, sea por sí mismo o 
por otro juez, en nuestro concepto no se trata de una cuestión prejudicial sino 
de otra naturaleza. 
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Determinado el carácter prejudicial, el juez civil debe, en segundo 
lugar, establecer si la decisión de la cuestión debe necesariamente resolverse 
mediante sentencia penal y por tanto debe darle tratamiento devolutivo, o, por 
el contrario, puede resolverla, por sí mismo, con prescindencia de dicho 
pronunciamiento penal y sin necesidad de suspender el proceso. 
Así,  tal como venía sosteniendo la doctrina a propósito de la aplicación 
del art. 362 LECiv, el criterio esencial al que debe atenderse para determinar la 
trascendencia o influencia de la cuestión prejudicial es el carácter 
imprescindible o necesario del pronunciamiento penal469 para poder decidir 
sobre la cuestión civil. 
De esta manera, a los efectos de resolver sobre la tutela civil solicitada 
no basta con la apreciación que desde el punto civil pueda realizar el juez civil 
sobre dichos hechos relevantes, sino que necesita la determinación o 
valoración que sobre los mismos deba realizar un juez penal, la cual resulta 
imprescindible. 
El carácter devolutivo de la cuestión penal que determinará la 
suspensión del proceso civil, dependerá, en consecuencia, de si el juez civil 
considera que el pronunciamiento del juez penal es absolutamente necesario a 
los efectos de resolver la cuestión prejudicial condicionante de la que depende 
la tutela civil solicitada por las partes o, por el contrario, la cuestión prejudicial 
puede ser resuelta desde la perspectiva civil por el propio juez civil, con 
independencia de dicho pronunciamiento. 
En estos casos, la suspensión funciona como una anticipación o 
prevención de la posible vinculación o efectos que la sentencia penal puede 
producir en el proceso civil, materia que en el ordenamiento chileno recibe 
regulación expresa a partir de las normas consagradas en los arts. 178, 179 y 
180 del CPC. El legislador reconoce expresamente esta vinculación como un 
efecto de cosa juzgada de la sentencia penal respecto del proceso civil, según 
se trate de sentencia condenatoria o absolutoria, de manera tal que la 
suspensión del proceso civil por aplicación del art. 167 CPC, se relaciona 
directamente con dicho eventual y futuro efecto470. 
                                               
469 Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, t. II, v. I, ob. cit., p. 670; CARRERAS, JORGE, «Preceptos procesales penales en las 
leyes civiles», en Estudios de Derecho Procesal (con FENECH, MIGUEL), ob. cit., p. 768; 
GONZÁLEZ MONTES, JOSÉ LUIS, Instituciones de Derecho Procesal. Parte general, ob. cit., pp. 
148-149. 
470 Para la doctrina, «la situación que se presenta en este artículo se ubica exactamente en 
la antesala del efecto de la cosa juzgada. En este evento aún no existe una sentencia en el proceso 
penal que declare si hubo delito o no, por lo que mal podría tener alguna eficacia refleja en el 
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Al respecto, en los escasos fallos que es posible encontrar en esta 
materia, la jurisprudencia chilena, a nuestro juicio correctamente, ha puesto de 
relieve el carácter restrictivo de esta suspensión y su relación con los efectos 
vinculantes de la sentencia penal471. 
Partiendo de esta base, la cuestión a determinar en consecuencia, es 
cuándo el pronunciamiento del juez penal es o pasa a ser imprescindible para 
el juez civil. 
Al efecto —con una técnica legislativa criticable pero que debe ser 
entendida en el contexto histórico en que se dictó la norma y su antecedente 
directo en el art. 362 LECiv 1881— el art. 167 CPC establece que la decisión 
del juez penal es necesaria o imprescindible para la resolución del asunto civil, 
determinando su paralización, cuando «la existencia de un delito haya de ser 
fundamento preciso de una sentencia civil o tenga en ella influencia notoria». 
Sobre la materia, tomando como referencia la doctrina española 
respecto a la aplicación del art. 362 LECiv 1881, que entendemos plenamente 
aplicable en este punto, es necesario realizar las siguientes precisiones:  
                                                                                                                                
proceso civil». Cfr. MARÍN, JUAN CARLOS, «La acción civil en el nuevo Código Procesal Penal 
chileno: su tratamiento procesal», ob. cit., 37. En cuanto a la naturaleza de esta suspensión, resulta 
interesante lo sostenido por COLOMBO, si bien referida a la suspensión que se produce en la 
reclamación de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, en cuanto a que se trata en estos casos de 
una orden de no innovar que tiene un carácter claramente cautelar conservativo respecto de los 
futuros efectos de la sentencia que se dicte en el proceso. Sobre la materia, Cfr. Ampliamente 
COLOMBO CAMPBELL, JUAN, «La suspensión del procedimiento como medida cautelar en la 
inaplicabilidad por inconstitucionalidad de la ley», en Cuadernos del Tribunal Constitucional, Nº 
37, 2008, pp. 1-42. 
Esta vinculación, no obstante, se ha centrado y limitado en Chile principalmente a los 
efectos de la sentencia penal condenatoria y absolutoria respecto del proceso civil en el que se 
ventila la acción civil derivada del hecho punible. Al respecto, la doctrina nacional, dando cuenta 
de lo desactualizada de nuestra actual regulación, ha criticado el régimen de vinculación a la 
sentencia penal regulado en el CPC, lo que se ha visto agravado por la falta de adecuación de 
dicho cuerpo legal a los principios que rigen el nuevo proceso penal vigente en Chile desde el año 
2000, tema que examinaremos con detalle al analizar los instrumentos de solución a los problemas 
de la prejudicialidad. Sobre la materia, por todos, Cfr. CAROCCA, ALEX, «Efectos de las 
sentencias penales en los procesos civiles», ob. cit., pp. 811-830 y MARÍN, JUAN CARLOS, «La 
acción civil en el nuevo Código Procesal Penal chileno: su tratamiento procesal», ob. cit., 11-44. 
471 En este sentido, la Corte Suprema ha declarado que «la ley no le da al interesado la 
suspensión del procedimiento civil por el solo hecho de que haya un juicio criminal que pueda 
influir en un juicio civil en tramitación, sino por un motivo más concreto: porque surge la 
posibilidad de que en aquél se declare la existencia de un delito, antecedente de influencia capital 
en nuestro procedimiento según se deduce de los artículos 178 del CPC y 13 del CPP, y que sólo 
viene a concretarse con la posibilidad de una sentencia condenatoria del término del plenario», en 
RDJ, t. LXVI, 2ª parte, sec. 1ª, 1949, p. 252. Como veremos, sin embargo, técnicamente no es la 
existencia del delito lo que fundamenta la suspensión del proceso civil ni la vinculación a la 
sentencia penal, cuestión respecto de la cual la jurisprudencia chilena no se ha pronunciado. 
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a) Coincidencia entre los hechos materia del proceso penal y los 
hechos relevantes del proceso civil. 
En primer lugar y como cuestión previa, es necesario destacar que lo 
tomado en consideración por la norma sustantiva civil no es ni puede ser 
técnicamente el delito, tal como señala el art. 167 CPC. 
En materia de prejudicialidad, como señala la doctrina española, las 
normas civiles, con independencia de los hechos valorados por el juez penal, lo 
que toman en consideración al momento de establecer determinadas 
consecuencias jurídicas civiles no es la existencia o inexistencia de delitos sino 
que la condena y la participación del sujeto en el delito472. 
Desde este punto de vista, en un intento de dilucidar más allá de la 
literalidad de la norma los supuestos de prejudicialidad penal que autorizan la 
suspensión del proceso civil, lo único respecto a lo cual puede hablarse de 
determinación prejudicial, como señala la doctrina, es la declaración del hecho 
mismo en la motivación del fallo penal; la valoración del hecho conforme a 
conceptos comunes como la culpabilidad, dolo, etc., y la condena misma, caso 
en el cual la sentencia penal es tomada por el ordenamiento como hecho 
jurídico473. 
La jurisprudencia chilena, sin embargo, ha seguido la literalidad del art. 
167 CPC sin dar mayores luces sobre su interpretación, considerando que este 
artículo ha sido incluido «preferentemente para que el juez civil pueda contar 
como elemento para la expedición de su fallo con una declaración firme sobre 
la existencia del delito y no sobre la inexistencia del mismo»474. 
                                               
472 Tal como sostiene CARRERAS, refiriéndose extensamente sobre la materia, la 
calificación jurídico penal de un hecho es diferente y nada tiene que ver con la calificación civil 
del mismo. Las normas procesales civiles no regulan como supuesto de hecho la existencia o 
inexistencia de delitos, sino en todo caso de condenas y la participación de un sujeto en un delito, 
cuestiones que son tomadas por la norma sustantiva de derecho privado como presupuesto de 
hecho, independientemente de los hechos anteriores que hayan sido valorados jurídicamente y 
estimados por el tribunal penal. Conforme a lo anterior, a su juicio habrá prejudicialidad penal 
suspensiva del proceso civil cuando los hechos «constitutivos de la acción, o los impeditivos, 
extintivos o excluyentes de la misma, alegados por ambas partes, y que haya de tener en cuenta 
ineludiblemente al momento de fallar, tengan una trascendencia penal». Cfr. CARRERAS, JORGE, 
«Preceptos procesales penales en las leyes civiles», ob. cit., p. 767.  
473 Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, t. II, v. I, ob. cit., p. 670. Para este autor, desde que la responsabilidad criminal afirmada 
o negada por la sentencia sólo tiene como efecto jurídico la pena, ninguna sentencia civil necesita 
fundarse propiamente en el supuesto de la existencia de un delito. 
474 Cfr. SCS de 15 de diciembre de 1948, en RDJ, t. XLV, sec. 1ª, p. 233. En el mismo 
sentido en RDJ, t. LXVI, sec. 1ª, 1949, p. 252. 
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Siguiendo este criterio, a nuestro juicio, los supuestos para la 
paralización del proceso civil y la futura vinculación o efectos de la sentencia 
penal que se dicte, en conformidad al art. 167 CPC, abarcan dos situaciones 
diferentes aunque relacionadas entre sí. 
Por un lado, se comprenden aquí los casos de ejercicio de la acción civil 
derivada del hecho punible cuando ésta no es deducida en forma acumulada al 
proceso penal, y, por otro, los supuestos de prejudicialidad penal propiamente 
tal, situaciones que no obstante su similitud, difieren sustancialmente. 
Ambos supuestos tienen en común la existencia de una coincidencia 
entre el complejo fáctico que constituye el objeto del proceso penal y los 
hechos que se discuten en el proceso civil. Dicha coincidencia es o puede ser 
prácticamente total tratándose de la acción civil ex delicto, pero puede ser sólo 
parcial en los casos de prejudicialidad penal. 
Aunque el art. 167 CPC no lo dice expresamente, ciertamente no es 
posible que la simple identidad o coincidencia de cualquier tipo de hecho entre 
ambos procesos haga procedente la suspensión del proceso civil, pues ello 
podría provocar suspensiones innecesarias del proceso civil y una dilación 
excesiva en la respuesta jurisdiccional para los justiciables, cuestión que 
precisamente es lo que esta norma pretende evitar. 
El PNCPC, sin embargo, nada ha señalado al respecto limitándose a 
reiterar los supuestos del art. 167 CPC, aunque mejorando la nomenclatura, 
entendiendo genéricamente en su art. 221, que «existe tal cuestión penal 
cuando la materia debatida en el proceso criminal haya de ser fundamento 
preciso de la sentencia civil o tenga en ella influencia notoria». 
A nuestro juicio, una interpretación adecuada y racional del régimen 
suspensivo del proceso civil contemplado en el art. 167 CPC debe exigir a lo 
menos, tal como ocurre en el ordenamiento español, que la coincidencia diga 
relación con los hechos relevantes que se ventilan en el proceso civil. 
Esto significa, que los hechos de relevancia penal o apariencia delictiva 
respecto de los cuales se sigue un proceso criminal, deben ser, al mismo 
tiempo, aquellos que sirven para delimitar las pretensiones de las partes o bien 
digan relación con los hechos constitutivos de la pretensión o los extintivos, 
impeditivos o excluyentes alegados por el demandado. 
Así por lo demás, fue interpretado por parte mayoritaria de la doctrina 
española respecto de la aplicación del art. 362 LECiv 1881 y lo que debía 
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entenderse la expresión utilizada por la ley en cuanto a que la sentencia debía 
fundarse en la existencia de un delito475. 
Conforme a ello, e independientemente de la posición que se mantenga 
respecto del objeto del proceso, en la que en su momento ya adherimos (supra, 
Parte I, cap. 4º, II.1), a efectos de la comparación y relación entre los objetos 
procesales y establecer la identidad de los hechos entre ambos procesos, debe 
atenderse a la causa del pedir como elemento identificador del objeto del 
proceso civil, la que en su sentido técnico, no es sino «el conjunto de hechos 
jurídicamente relevante»476 en el que las partes fundan su petición, solicitando 
una concreta tutela jurídica de carácter civil, o tal como establece el art. 177, 
inciso final del CPC, «el fundamento inmediato del derecho deducido en 
juicio». 
Sobre este conjunto de hechos relevantes es sobre lo cual versará el 
objeto del proceso civil —teniendo las partes la carga de alegarlos y probarlos 
adecuadamente si no quieren ver desestimada sus respectivas pretensiones— y 
sobre los cuales puede incidir la cuestión prejudicial penal. 
A efectos de la prejudicialidad penal —y cualquiera sea la postura que 
se sostenga en cuanto a los hechos relevantes que integran la causa de pedir— 
entendemos que esta identidad comprende, en primer lugar, los hechos que 
justifican o individualizan la respectivas pretensiones, delimitando la concreta 
tutela judicial solicitada477, cuestión que variará según se trate de pretensiones 
constitutivas, declarativas o de condena478. 
                                               
475 Interpretando el art. 362 LECiv 1881, parte mayoritaria de la doctrina llegó a la 
conclusión que la sentencia se funda en la existencia de un delito cuando los hechos «constitutivos 
de la acción, o los impeditivos, extintivos o excluyentes de la misma, alegados por ambas partes, y 
que haya de tener en cuenta ineludiblemente al momento de fallar, tengan una trascendencia 
penal». Cfr. por todos, CARRERAS, JORGE, «Preceptos procesales penales en las leyes civiles», 
ob. cit., p. 767. 
La LECiv 2000, recogiendo este debate, dispuso en el art. 40.2.1ª que se dará lugar a la 
suspensión siempre que «se acredite la existencia de causa criminal en la que se estén 
investigando, como hechos de apariencia delictiva, alguno o algunos de los que fundamenten las 
pretensiones de las partes en el proceso civil». 
476 Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., pp. 
253-259. Tal como señala este autor, lo esencial de la causa de pedir es que se trate de «hechos 
concretos jurídicamente calificables (…) que funden la petición formulada en la pretensión 
procesal», y no meras afirmaciones, normas, principios jurídicos o construcciones intelectuales. 
477 Tal es el caso del siguiente caso señalado por la doctrina Si A demanda frente a B el 
pago del precio derivado de una compraventa que deriva en un delito constitutivo de fraude o 
estafa, la cuestión prejudicial afecta precisamente los hechos delimitadores de la pretensión del 
actor que dieron lugar a la firma del contrato de compraventa en el cual funda su derecho a exigir 
el pago. Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., p. 161. 
En este caso, vemos como la cuestión prejudicial afecta la existencia misma de la 
pretensión deducida, incidiendo en los hechos concretos que han dado lugar al «nacimiento y 
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Tratándose de la acción civil ex delicto, la coincidencia se produce 
precisamente con los elementos identificadores de la pretensión en tanto el 
hecho con relevancia penal que está siendo conocido por el juez penal es 
precisamente el fundamento de la pretensión civil indemnizatoria de 
perjuicios, correspondiendo al juez civil determinar si el hecho ha causado 
daño y éste ha sido culpable. 
Fuera de lo anterior, tratándose de la prejudicialidad penal, esta 
coincidencia comprende, asimismo, los denominados hechos constitutivos de 
la pretensión misma o derecho que se alega, necesarios para la estimación de la 
demanda479. 
Así por ejemplo, A presenta una demanda contra B solicitando la 
entrega de un inmueble basándose en que es dueño por haberle sido legado por 
el testador, acompañando el respectivo testamento. B por su parte, solicita la 
nulidad del testamento fundada en la indignidad de B para suceder, por haber 
cometido un delito contra la vida del testador. 
En este caso, como se observa, la causa de pedir se encuentra 
plenamente identificada, pues, tal como señala la doctrina, independientemente 
de cuál sea el título adquisitivo de domino que alegue, la pretensión seguirá 
siendo idéntica: la titularidad actual del derecho de propiedad sobre el 
inmueble480.  
Sin embargo, existe una cuestión prejudicial penal que afecta 
directamente el hecho constitutivo de la pretensión del actor afectando la 
existencia misma del título adquisitivo en el cual funda su derecho de 
                                                                                                                                
adquisición de aquel derecho», y a los cuales debe atenderse a los efectos de delimitar la 
pretensión cuando se trata de una pretensión de condena como la señalada. Cfr. ORTELLS 
RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., p. 255. 
478 Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., pp. 
255-259. 
479 En otros términos, aquellos hechos «necesarios y suficientes, que, si son alegados y 
probados, conducen a la estimación de la pretensión». Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, 
Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., p. 254-255. Para DE PADURA BALLESTEROS, 
MARÍA TERESA, Fundamentación de la sentencia, preclusión y cosa juzgada, ob. cit., p. 134, el 
fundamento de la pretensión de la actora los forman aquellos hechos necesarios para justificar la 
demanda, es decir, la causa de pedir, más todos los hechos constitutivos necesarios para su 
estimación, aunque no individualicen la causa de pedir. 
480 Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., p. 
252. Con todo, DE PADURA BALLESTEROS, MARÍA TERESA, Fundamentación de la sentencia, 
preclusión y cosa juzgada, ob. cit., p. 74, discrepa parcialmente de esta postura que afirma que 
para los derechos reales el título adquisitivo de dominio no identifica la causa de pedir sino que es 
un hecho constitutivo de la pretensión. A su juicio, esta posición no está exenta de dificultades 
toda vez que el elemento de hecho reaparecerá con fuerza cuando hechos posteriores a la sentencia 
funden una nueva causa de pedir, legitimando un juicio posterior sobre el mismo derecho real. 
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propiedad y que, de resolverse favorablemente por el juez penal, conducirá a la 
desestimación de la pretensión alegada por el actor. De este modo, vemos 
como, pese a estar perfectamente delimitada la pretensión, la cuestión 
prejudicial incide directamente en la estimación o desestimación de la misma, 
condicionando el sentido del fallo481. 
Conforme a lo expuesto, toda cuestión penal que se suscite en un 
proceso civil que no diga relación con los hechos jurídicamente relevantes del 
proceso civil, esto es, los hechos delimitadores y constitutivos de la pretensión, 
así como aquellos extintivos, impeditivos o excluyentes, no debiera hacer 
procedente la suspensión del proceso civil.  
Entre este tipo de tipo de cuestiones, se encontrarían, por tanto, todas 
aquellas que no digan relación «con hechos jurídicos concretos jurídicamente 
calificables» que funden la petición formulada482, excluyéndose así, por tanto, 
las que versen sobre hechos irrelevantes o indiferentes483. 
Y aún en aquellos casos, tampoco será procedente cuando el 
pronunciamiento penal sobre dichos hechos no sea necesario para el juez civil, 
caso en el cual éste podrá prescindir de la sentencia penal a los efectos de 
resolver sobre la cuestión debatida. 
                                               
481 En el derecho español, un caso ilustrativo en el que se atiende precisamente a este tipo 
de hechos es el resuelto en SAP de Madrid (Sección 25) de 3 de abril de 2008, FJ 2º, ponente 
López-Muñiz Criado, Carlos (JUR 150745/2008).  
En el proceso civil se discutía si el demandado efectivamente había o no comprado una 
finca al abuelo de la demandante, finca que habría permutado a otros sujetos también demandados 
en el proceso. En contra del demandado, se inició causa criminal por un delito de estafa, 
acusándole además, de haber falsificado algún documento para así otorgarse el derecho de 
propiedad sobre la finca permutada a los otros demandados.  
Solicitada la suspensión, ésta es decretada por el tribunal considerando que «no sólo se 
trata de determinar aquí si el demandado compró o no la finca en cuestión, sino si falsificando o no 
documentos, se arrogó la condición de propietario de una finca que no era suya para transmitírsela 
a otros. El hecho es de notoria importancia en el pleito civil, pues del resultado en la contienda 
penal dependerá saber si el Sr. Benjamín se arrogó o no la condición de propietario de forma 
ilícita, hecho éste sobre el que gravitan todas las pretensiones deducidas en la demanda, por lo que 
se dan las circunstancias contempladas en el artículo 40.2 LECiv para ordenar la suspensión del 
proceso por prejudicialidad penal, tal como así lo acordó el Sr. Magistrado de primera instancia». 
482 Por todos, cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), 
ob. cit., p. 253. Así ocurriría, por ejemplo, cuando la cuestión penal incida sobre hechos que están 
fuera del debate de las partes al no haber sido controvertidos, aunque en este caso, estimamos más 
bien, que falta un requisito esencial para que pueda entenderse que existe cuestión prejudicial 
consistente en que la cuestión debe ser controvertida, máxime cuando se trata de un proceso civil 
donde rige el principio dispositivo y de aportación de parte. 
483 Cuestión que a juicio de la doctrina debe ser examinada en función de la petición 
formulada. Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., p. 
253.  
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Fuera de lo anterior, y dejando a salvo la prueba documental, a nuestro 
juicio, la suspensión del art. 167 CPC tampoco es procedente cuando se trate 
de cuestiones relativas a los medios de prueba. 
Si bien el ordenamiento chileno no hace referencia alguna a este 
respecto, ni siquiera en materia de prueba documental, en nuestra opinión, por 
relevante que sea para la decisión del asunto civil el pronunciamiento de un 
juez penal sobre un hecho delictivo que afecte un medio de prueba distinto de 
la documental, el juez civil debiera resolver sobre el objeto del proceso sin 
necesidad de esperar dicho pronunciamiento. 
Las cuestiones relativas a medios probatorios que podrían suscitar en 
Chile una cuestión prejudicial penal relevante para decretar la suspensión 
podemos encontrarlas en los arts. 206 y ss. del Código Penal que regulan los 
delitos de falsedad cometida por testigos, peritos o intérpretes en su 
declaración, informe o traducción, respectivamente. En estos casos, según ha 
señalado el Ministerio Público, es perfectamente posible, si la Fiscalía cuenta 
con antecedentes suficientes, que se lleve adelante una investigación y juicio 
por falso testimonio en todas sus etapas, sin tener que esperar el término del 
proceso donde se ventiló la declaración mendaz484. 
A nuestro juicio, aunque la cuestión no deja de tener trascendencia 
cuando se piensa que el juez civil pueda fallar un asunto tomando en 
consideración un medio de prueba como es la declaración de un testigo sobre 
un hecho relevante para el proceso, existiendo paralelamente un proceso penal 
por falso testimonio, no creemos sin embargo, que en este caso pueda hablarse 
propiamente de contradicción entre pronunciamientos jurisdiccionales que 
hagan necesaria la suspensión del proceso civil. 
Ello, por cuanto no se está hablando en puridad de hechos concretos 
sino de los medios o instrumentos que la ley pone a disposición de las partes 
para probar sus pretensiones, razón por la cual quedan excluidos de la causa de 
pedir. Además, difícilmente podrá darse un caso en que el juez cuente y deba 
fundar su sentencia con base en un solo medio de prueba, como la testimonial, 
la que además ha sido cuestionada. 
                                               
484 Cfr. Oficio Nº 344 de 5 de agosto de 2004 del Fiscal Nacional del Ministerio Público, 
que establece orientaciones con respecto al delito de falso testimonio, en Boletín del Ministerio 
Público, Nº 20, septiembre de 2004, pp. 216-220. Cabe destacar que la norma original sólo 
contemplaba la figura del falso testimonio. Los peritos e intérpretes fueron introducidos por la Ley 
Nº 20074 de 2005. Con anterioridad a dicha modificación, la falsedad en el caso de la prueba 
pericial era perseguida como un delito de prevaricación. 
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Más allá de ello, sin embargo, consideramos que por la especial 
configuración de este delito —que no exige que la declaración, informe o 
traducción haya influido en el sentido favorable o negativo de la sentencia—  
así como la vigencia y respecto de los principios de independencia entre los 
diversos órdenes jurisdiccionales y los que informan cada uno de los procesos, 
en este aspecto claramente prima o debiera primar la facultad del juez civil de 
apreciar la prueba libremente conforme al sistema probatorio propio del 
proceso civil. 
Si por aplicación de estos principios, llegara a producirse una 
contradicción entre sentencias, el ordenamiento chileno contempla otros 
medios que permiten corregir una eventual contradicción entre la decisión del 
juez civil y penal como es la causal nº 2 del art. 810 CPC. Esta norma, hace 
procedente la revisión de la sentencia por la Corte Suprema, una vez firme, 
cuando ésta ha sido pronunciada en virtud de pruebas de testigos condenados 
por falso testimonio dado especialmente en las declaraciones que sirvieron de 
único fundamento a la sentencia485. En estos casos, como se observa, es 
imprescindible que se haya dictado sentencia firme en la causa civil y que la 
declaración sea único fundamento de la sentencia. 
Con todo, aunque no existe norma legal expresa que excluya la 
suspensión en estos supuestos, la jurisprudencia, en algunos casos, la ha 
estimado procedente486. Por ello, estimamos que la suspensión debiera 
restringirse, al menos, a los mismos términos que establece en nº 2, del art. 810 
                                               
485 Sin embargo, la Ley Nº 20.074 de 2005 que incorporó al tipo penal a los peritos e 
intérpretes no modificó el art. 810, nº 2 del CPC, lo que a nuestro juicio genera una clara 
incoherencia en el sistema. 
Esta situación viene a ser salvada por el PNCPC el cual, junto con modernizar y 
contemplar una completa reformulación de la denominada acción de revisión, establece su 
procedencia en el numeral 1 del art. 223, cuando «alguna de las pruebas que constituyeren 
fundamento decisivo de la resolución impugnada hubiere sido declarada falsa por otra sentencia 
firme».  
Se comprenden en esta causal, de este modo, la falsedad que afecte cualquier medio de 
prueba, incluso, a nuestro juicio, las de carácter civil, lo que es concordante, tal como señaló en el 
Informe de la Comisión de Constitución encargada de la revisión del proyecto, con el nuevo 
sistema probatorio que consagra el PNCPC.  
Tratándose de falsedades penales, de esta manera, la norma tiene suficiente amplitud para 
abarcar los diferentes tipos penales que contempla el Código Penal y que puedan afectar medios de 
prueba presentados en un juicio civil. 
486 Al respecto, la jurisprudencia, ha resuelto que «paralizado un juicio civil, mientras se 
falla una causa criminal por perjurio contra los testigos de dicho juicio, la sentencia condenatoria 
tiene que producir efectos en el referido juicio civil aunque comprenda un solo testigo». Cfr. 
SCAP de Iquique de 22 de mayo de 1923, en Gaceta de los Tribunales, Nº 57, 1º semestre, 1923, 
p. 414. 
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CPC, esto es, cuando la declaración del o los testigos no sólo sea relevante 
sino que pueda constituir único fundamento de la sentencia487. 
Por todo lo expuesto, y en aras de la celeridad del proceso civil, 
consideramos que la suspensión del proceso civil en estos supuestos no se 
justifica pues aun cuando exista sentencia condenatoria del juez penal, ésta no 
necesariamente influirá en el contenido de la sentencia civil, máxime cuando 
existen otros medios de prueba de igual o mayor valor probatorio en los que el 
juez pueda apoyar su decisión. 
La cuestión es diferente, sin embargo, tratándose de la prueba 
documental y los delitos que pueden verse asociados a ella. 
En estos casos, en consideración a la importancia que la prueba 
documental reviste en el proceso civil, entendemos que las cuestiones relativas 
a la posible existencia de un delito de falsedad o incluso la falsedad o 
simulación civil de alguno de los documentos aportados por las partes hace 
procedente la suspensión del proceso civil488. 
Al respecto, una primera cuestión a tener presente es que, a diferencia 
de la prejudicialidad por apariencia delictiva antes examinada donde el objeto 
de la cuestión dice relación con el carácter delictivo de los hechos alegados por 
las partes como fundamento de sus pretensiones, tal como señala la doctrina 
española, la falsedad documental es una cuestión objetiva que afecta sólo al 
medio de prueba específico utilizado por las mismas como instrumento para 
probar sus pretensiones, pero no toma en cuenta ni excluye la veracidad de los 
hechos documentados489. 
                                               
487 Desde este punto de vista, el art. 223, nº 1 del PNCPC antes mencionado,  al establecer 
la revisión cuando alguna de las pruebas que constituyeren fundamento decisivo de la resolución 
impugnada hubiere sido declarada falsa, pareciera ser menos restrictivo que el actual art. 810 CPC. 
Sin embargo, a nuestro juicio simplemente se está entregando una mayor facultad al tribunal para 
apreciar la influencia decisiva y nada obsta a que el tribunal aplique este mismo criterio u otro 
diverso, siempre que esté suficientemente fundamentado. 
488 Tal como señala la doctrina, tratándose de este importante medio de prueba «la 
sentencia penal puede no sólo afectar al contenido de la civil, sino también, a la entera táctica y 
estrategia procesales de las partes, por lo que es lógico suspender el proceso en el estado en que se 
encuentre». Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS y DIEZ-PICAZO JIMÉNEZ, IGNACIO, 
Derecho Procesal Civil, ob. cit., p. 548. En la misma línea GONZÁLEZ GRANDA, PIEDAD, «De 
las cuestiones prejudiciales», en Comentarios a la Nueva Ley de Enjuiciamiento Civil (con 
AA.VV), t. I, ob. cit., p. 496; SUÁREZ ROBLEDANO, JOSÉ MANUEL, «De las cuestiones 
prejudiciales», en Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil (con AA.VV), ob. cit., p. 378; 
ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., p. 640. 
489 Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, t. II, v. I, ob. cit., pp. 679-680. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones 
prejudiciales en el sistema procesal español, ob. cit., pp. 118-119; REYNAL QUEROL, NÚRIA, 
La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., p. 191. 
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En otros términos, lo tomado en consideración no es el carácter 
delictivo del hecho documentado sino del documento mismo, el cual se tacha 
de falso. Por tanto, los hechos que se pretenden probar mediante dicho 
documento pueden ser ciertos o no, siendo perfectamente posible que las partes 
acrediten su veracidad o sean fijados en el proceso por otros medios distintos 
del documento cuya falsedad se pretende490. De allí que la renuncia del 
documento por la parte que lo ha presentado hace desaparecer el objeto mismo 
de este supuesto de prejudicialidad haciendo improcedente la suspensión o bien 
ordenando alzar la ya decretada. 
Consecuente con ello, la influencia de la decisión del juez penal en el 
proceso civil sólo dice relación con la posibilidad de que el juez civil pueda o 
no adquirir su convicción y dar por probado un hecho relevante alegado por las 
partes mediante la aportación de un documento. De este modo, los supuestos 
de falsedad documental no afectan directamente el contenido de la sentencia 
misma sino al valor probatorio que el juez civil debe asignar a un medio de 
prueba específico, como es la prueba documental, el que se puede ver 
modificado por la declaración de falsedad efectuada por un juez penal. 
No existiendo, por tanto, valoración jurídico-penal alguna sobre los 
hechos documentados a la que el juez civil deba atender, el nexo lógico-
jurídico con la cuestión de fondo es, por tanto, sólo indirecto y en ningún caso 
vinculante para el juez civil pues, aún en el evento que el juez penal declare la 
falsedad documental, ello no excluye la posibilidad de que el hecho 
documentado sea acreditado por otros medios de prueba491. 
                                               
490 A juicio de GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, t. II, v. I, ob. cit., pp. 679-680, el supuesto 
del art. 514 queda fuera del art. 114 por cuanto no se trata del mismo hecho que sirve de 
fundamento a las pretensiones de las partes, sino de la prueba documental de ese hecho. El 
documento puede ser falso (y su falsificación ser o no causa de responsabilidad criminal) y el 
hecho documentado verdadero. Por tanto, no planteándose el carácter delictivo del hecho mismo la 
suspensión no procederá cuando el hecho pueda ser fijado en el proceso por otros medios. En este 
caso, el conocimiento del delito de falsedad no incide en la valoración o fijación de los hechos del 
pleito. 
491 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal 
español, ob. cit., p. 124.  
En este sentido, a juicio de la doctrina española, cuando el proceso penal termine sin un 
pronunciamiento de condena, pero que no niegue la divergencia objetiva entre lo documentado y 
lo acontecido, las partes pueden alegar y probar dicha divergencia mediante cualquier medio de 
prueba admisible. Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, «Objeto, eficacia jurídica e impugnación del 
documento notarial», ob. cit., p. 1939-1940. De otro lado, cuando «la falta de adecuación entre lo 
documentado y lo acaecido en la realidad ha sido probada en un proceso penal por falsedad» el 
juez civil no podrá establecer en la sentencia la veracidad de los datos que cubre dicho valor 
probatorio legal. Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. 
cit., p. 368. 
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Dicho lo anterior, y a efectos de apreciar la existencia de una cuestión 
prejudicial en este ámbito, concordamos con lo señalado por la doctrina 
española, en cuanto a sostener que la falsedad documental se refiere única y 
exclusivamente a lo que en España constituye la prueba documental, esto es, 
aquella que tenga por objeto probar hechos relevantes para la estimación o 
desestimación de las pretensiones alegadas492.  
En Chile, esta distinción de la prueba no existe no obstante lo cual, 
dicho criterio resulta útil a los efectos de evitar que una cuestión penal relativa 
a cualquier otro tipo de documentos pueda suspender el proceso civil. 
A nuestro juicio, por tanto, los documentos que digan relación con otro 
tipo de cuestiones que no incidan en el contenido de la sentencia de fondo no 
caben dentro de los presupuestos de prejudicialidad penal por falsedad 
documental, en tanto, precisamente no se trata de cuestiones prejudiciales. Nos 
referimos al caso, antes examinado, de las cuestiones relativas a los 
presupuestos procesales, como sería la alegación de falsedad del documento en 
virtud del cual se otorga poder a uno de los procuradores de las partes o se 
otorga la representación de una persona jurídica. Sin perjuicio de considerar la 
relevancia que la decisión del juez penal puede tener en esto casos a los efectos 
de que el juez civil pueda siquiera entrar a conocer sobre el fondo, la 
suspensión, en caso de producirse, responde a motivaciones distintas de las que 
fundamentan la suspensión por prejudicialidad493. 
                                               
492 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, ob. cit., pp. 119; DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS 
Y FERNÁNDEZ – BALLESTEROS LÓPEZ, M. A., Derecho procesal Civil, ob. cit., p. 548; 
GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, Las cuestiones prejudiciales penales en el proceso civil, ob. 
cit., pp. 79-82; GONZÁLEZ GRANDA, PIEDAD, «De las cuestiones prejudiciales», en 
Comentarios a la Nueva Ley de Enjuiciamiento Civil, ob. cit., pp. 497. 
493 Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 
41-49y 89-97, para quien en estos casos se trata de una cuestión prejudicial no devolutiva en tanto 
no afecta el contenido sobre le fondo.  
En nuestro concepto, sin embargo, y a diferencia de la interpretación anterior, no por 
excluir el carácter prejudicial de este tipo de cuestiones damos por cierta o supuesta la no 
suspensión del proceso civil en el cual se suscite un asunto de esta naturaleza. Por el contrario, 
estimamos junto con la doctrina, que es innegable la relevancia que la decisión del juez penal 
puede tener respecto del proceso civil sobre una cuestión que —de ser cierta— le impediría entrar 
siquiera a conocer sobre el fondo del asunto debatido, quedando la cuestión de fondo imprejuzgada 
(absolutio ab instancia). En este sentido Cfr. MONTERO AROCA, JUAN, Comentarios a la Ley 
de Procedimiento Laboral, t. I, ob. cit., p. 593. 
Sin duda, el ordenamiento jurídico debiera considerar cauces o instrumentos adecuados 
para resolver dicha problemática, como la suspensión del proceso, pero en este caso será no ya 
para evitar el pronunciamiento de sentencias de fondo contradictorias, sino por otras razones 
diversas, como es la necesidad de evitar que se dicte una sentencia absolutoria de la instancia. Cfr. 
DIEZ-PICAZO GIMÉNEZ, IGNACIO, Derecho Procesal Civil. El proceso de declaración (con DE 
LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS), ob. cit., p. 35. 
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Asimismo, a efectos de determinar el carácter prejudicial de la cuestión, 
como segunda cuestión, es necesario que se trate de prueba documental que 
sea decisiva para resolver sobre el fondo del asunto, único caso en que, en 
nuestro concepto, una cuestión de esta naturaleza puede revestir el carácter de 
prejudicial. Esto es, en los términos que establece el art. 810, nº 1 CPC, cuando 
la sentencia se haya “fundado en documentos declarados falsos” o en los 
términos del art. 223, nº 1 del PNCPC, cuando se trate de un instrumento que 
constituya “fundamento decisivo” de la sentencia.  
Lo anterior, significa que el hecho documentado —sea verdadero o 
no— debe ser uno de aquellos relevantes para la concesión de la tutela 
solicitada, entendiendo por tales no sólo aquellos en que sirven para delimitar 
o identificar las respectivas pretensiones sino también los hechos constitutivos 
de la pretensión en tanto es respecto de estos donde, precisamente, con mayor 
virtualidad opera la prejudicialidad así con los hechos extintivos, impeditivos o 
excluyentes que alegue el demandado. 
Asimismo, resulta esencial que el hecho documentado en el que se 
funda la pretensión sea discutido y mantenga a lo largo del proceso su carácter 
controvertido y que el documento alegado por la parte como prueba de dicho 
hecho haya sido efectivamente aportado y no haya sido excluido del debate 
durante la tramitación del proceso. Si el hecho, por admisión o cualquier razón, 
pierde el carácter controvertido o bien la parte no ha aportado el documento o 
este ha sido excluido de la aportación de pruebas procede, a nuestro juicio, que 
el juez deniegue la suspensión. 
Concurriendo los requisitos anteriores, el juez debe constatar, 
finalmente, si la valoración de dicho documento es esencial o determinante 
para la decisión del pleito, lo que pasará por establecer si dicho documento es 
el único medio de prueba existente a los efectos de dar por probado el hecho 
documentado o, por el contrario, el hecho puede ser probado con base en las 
demás alegaciones y pruebas que obran en el proceso. 
Desde esta perspectiva, la relevancia de la cuestión prejudicial a nuestro 
juicio dice relación con el carácter imprescindible o necesario del documento 
en tanto prueba un hecho relevante para la concesión o denegación de la tutela 
civil solicitada494.  
                                               
494 En la doctrina española se ha entendido que ello es así y la influencia decisiva del 
documento debe apreciarse cuando «de su estimación depende o no que se declare probado un 
hecho en que inexcusablemente haya de fundarse la sentencia civil» y el hecho no puede resultar 
probado por otros medios. Cfr. CARRERAS, JORGE, «Preceptos procesales penales en las leyes 
civiles», ob. cit., p. 768. 
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De esta forma, cuando no obstante la importancia del documento 
tachado de falsedad, el hecho documentado pueda ser probado por otros 
medios, no hay cuestión prejudicial y por tanto, no procede la suspensión del 
proceso civil. Así por ejemplo, cuando alegada la falsedad de la escritura en la 
que consta la compraventa como fundamento de la reivindicación, el juez 
considere que se cumplen los requisitos de la prescripción adquisitiva o 
usucapión resolviendo de este modo la titularidad sobre el bien litigioso. 
Cuestión diferente —y que a nuestro juicio no es posible confundir con 
la relevancia de la cuestión como antecedente lógico— es si dicha falsedad 
puede o debe ser declarada exclusivamente por el juez penal o no, es decir, si 
el pronunciamiento penal sobre la falsedad del documento es imprescindible 
para el juez civil o bien puede resolver el asunto por sí mismo.  
En el caso de España, como se ha examinado (supra, Parte I, cap. 4º, II. 
B) la prejudicialidad por falsedad penal documental ha sido regulada 
expresamente en el art. 40 como un supuesto diferenciado y especial de 
prejudicialidad penal debido a que en este ordenamiento la vía penal es el 
único camino no sólo para poder obtener la declaración de falsedad de un 
documento como objeto de un proceso autónomo, sino también, en opinión de 
un sector de la doctrina, para poder impugnar el valor probatorio de los 
documentos públicos aportado en su original, si bien sólo restringida a la 
declaración de la posible existencia de un delito de falsedad495. 
De esta forma, excluida la posibilidad de un proceso civil autónomo 
para declarar dicha falsedad o incluso para poder ser conocida por el juez civil 
durante la tramitación del proceso, el pronunciamiento penal sobre la falsedad 
del documento deviene en imprescindible para el juez civil. 
En el ordenamiento chileno, por el contrario, no existe una limitación 
de esta naturaleza en tanto, y particularmente en lo que respecta a los 
instrumentos públicos, se permite su impugnación en un proceso civil tanto por 
vía incidental como por vía principal496, así como en un proceso penal por 
alguno de los delitos de falsedad contemplados en el CP. 
                                               
495 Cfr. MONTERO AROCA, JUAN, «La justificación y la prueba de la existencia y de la 
suficiencia de la representación en el proceso», ob. cit., apartado V, 2, B y GIMENO SENDRA, 
VICENTE y MORENILLA ALLARD, PABLO, Derecho procesal civil. I El proceso de declaración, 
ob. cit., p. 462. 
496 En esta línea, cfr. MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, Los medios de prueba, Separata 
de Estudios, Facultad de Derecho, Universidad de Chile, 1999, p. 37; DUCCI CLARO, CARLOS, 
Derecho Civil, Parte General, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 2010, pp. 415-418; SANTA CRUZ 
SERRANO, VÍCTOR, «El instrumento público», en Doctrinas esenciales, Derecho Civil, 
Contratos, t. I, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 2010, pp. 363-395 (Id. vLex: 232364789); 
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De este modo, en el ordenamiento chileno el pronunciamiento del juez 
penal no siempre es imprescindible para el juez civil, el que podrá, por sí 
mismo y desde la óptica civil, resolver sobre la veracidad o falsedad del 
documento relevante para el otorgamiento de la tutela solicitada. 
De esta forma, en Chile es perfectamente posible que se susciten 
supuestos de prejudicialidad por falsedad documental por la pendencia de un 
proceso penal —en el que se persiga alguno de los delitos de falsedad 
documental establecidos en los arts. 162 y ss. y en particular los arts. 193 y 
197 del CP— o bien por la de un juicio civil iniciado con el objeto de resolver 
en vía principal la impugnación de un instrumento por nulidad, falta de 
autenticidad o por falsedad ideológica o simulación497.  
En este último evento, nos encontraríamos ante un claro caso de 
prejudicialidad homogénea donde el problema que se presenta, sin embargo, es 
que el ordenamiento chileno no contempla expresamente la suspensión del 
proceso para el tratamiento devolutivo de la cuestión, lo que ha llevado a la 
jurisprudencia a dar lugar a la excepción de litispendencia por conexidad, 
según veremos luego. 
En nuestro concepto, la suspensión del proceso civil en estos casos se 
justifica plenamente en razón de los importantes efectos que los documentos 
están llamados a producir no sólo en el ámbito del proceso sino que, en 
                                                                                                                                
CASARINO VITERBO, MARIO, Manual de Derecho procesal. Derecho Procesal civil, t. IV, 
Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 2009, pp. 68 y 69 y RODRÍGUEZ PAPIC, IGNACIO, 
Procedimiento Civil, Juicio Ordinario de Mayor Cuantía, Santiago, Ed.  Jurídica de Chile, 2010, 
p. 148. En esta línea, asimismo, cfr. SCS de 26 de marzo de 1966, en RDJ, t. LXIII, Nº 1, enero a 
marzo de 1966, pp. 74 y 75. 
Con todo, parte de la doctrina entiende que la impugnación de un instrumento público por 
vía incidental sólo puede realizarse por falta de autenticidad del instrumento. Tratándose de la 
impugnación por nulidad o simulación o falsedad ideológica del mismo, ésta debe hacerse por vía 
principal, a través de un juicio de lato conocimiento. Cfr. MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, Los 
medios de prueba, ob. cit., p. 37. 
En derecho comparado, de manera similar se regula, por ejemplo, en el ordenamiento 
italiano, el cual, a juicio de la doctrina utiliza una técnica jurídica que simboliza una mayor 
protección del valor probatorio legal de los documentos, en tanto contempla la posibilidad de 
obtener una declaración de la falsedad del documento mediante un proceso civil autónomo o a 
través de una cuestión incidental inserta dentro del propio proceso civil en el que el documento ha 
sido aportado. Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, «Objeto, eficacia jurídica e impugnación del 
documento notarial», ob. cit., p. 1937. 
497 En esta línea, cfr. SCS de 7 de junio de 1982, en RDJ, t. LXXIX, sec. 3ª, p. 170. Al 
efecto, a propósito de la acción de revisión basada en la falsedad de un documento, la Corte ha 
sostenido que «La falsedad de un documento puede alegarse por vía incidental y, también, por vía 
principal, deduciendo acción o excepción sobre esa falsedad, o como cuestión accesoria de un 
juicio en que lo pedido sea otra cosa. No es necesario un procedimiento criminal previo, puesto 
que no siempre la falsedad es producto de un delito». 
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general, en el tráfico y seguridad jurídicos, por lo que la coherencia en la 
valoración de la prueba documental cobra especial importancia. 
Lo anterior no significa, sin embargo, coartar la libre valoración que 
respecto de los hechos y medios probatorios pueda hacer el juez civil en 
conformidad al mérito del proceso y los principios que rigen la apreciación de 
la prueba en el proceso civil. Por el contrario, como se ha dicho, la influencia 
de la cuestión prejudicial sólo dice relación con la posibilidad de que el juez 
civil pueda o no adquirir su convicción y dar por probado un hecho relevante 
alegado por las partes mediante la aportación de un documento. Sin embargo, 
aún en el evento que el juez penal o civil declare la falsedad documental, ello 
no excluye la posibilidad de que el hecho documentado sea acreditado por 
otros medios de prueba. 
En caso que la infracción o aplicación fallida del régimen de suspensión 
del proceso civil de lugar a sentencias contradictorias, lo que procederá es la 
revisión de la sentencia en los términos dispuesto por el art. 810, nº 1 del CPC. 
Lo mismo, en el evento en que el documento sea declarado falso con 
posterioridad al dictado de la sentencia. 
b) Supuestos regulados por el art. 167 CPC. Diferenciación de la 
prejudicialidad penal de la acción civil ex delicto. 
Sentado lo anterior, decíamos que por un lado que, efectivamente, se 
comprenden en el art. 167 CPC los casos de ejercicio de la acción civil 
derivada del hecho punible cuando ésta no es deducida en forma acumulada al 
proceso penal, supuestos en los que tanto la doctrina como la jurisprudencia 
han centrado mayoritariamente su atención.  
Así queda de relieve tanto en el propio art. 167 al expresar que la 
suspensión procede «cuando la existencia de un delito haya de ser fundamento 
preciso de una sentencia civil» como en virtud de lo dispuesto en el inciso 2º 
del art. 5º del CPP, el que establece expresamente que cuando «la acción civil 
se ejercite separadamente de la penal, aquélla podrá quedar en suspenso 
desde que el procedimiento criminal pase al estado de plenario, y se observará 
lo dispuesto en el artículo 167 del Código de Procedimiento Civil»498. 
                                               
498 La aplicación del art. 167 en este ámbito, sin embargo y tal como destaca la doctrina, 
recibió escasa atención por parte de la doctrina y la jurisprudencia.  
Ello, por cuanto, atendida la amplitud de los supuestos para la procedencia de la acción 
civil en el proceso penal antiguo, ésta era y es ejercida mayormente en forma acumulada al 
proceso penal. Incluso es más, la propia CS, a propósito de juicios seguidos por crímenes 
cometidos durante el régimen militar, ha modificado su anterior doctrina que establecía una 
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Desde luego y al igual que ocurre con la prejudicialidad, atendida la 
reconocida independencia entre la responsabilidad penal y civil —cuestión que 
ha querido ser especialmente zanjada por el legislador a partir de la Ley Nº 
18.857— el fundamento de la suspensión del proceso civil en que se ventila 
dicha acción tampoco es ni puede ser, la existencia o inexistencia del delito 
que pueda llegar a declarar el juez penal en lo dispositivo de su sentencia499. 
En este caso, la conexión entre ambos tipos de acciones se circunscribe 
únicamente a la existencia de unos hechos comunes, con independencia de la 
calificación jurídico penal que haga el juez, de modo que, tal como señala 
mayoritariamente la doctrina y la jurisprudencia chilena, es perfectamente 
posible que aun cuando se declare la inexistencia del delito penal, exista 
igualmente un ilícito civil que obligue a reparar el daño producido en forma 
culpable y viceversa500. 
                                                                                                                                
restricción para el ejercicio de la acción civil en contra de terceros civilmente responsables, 
resolviendo su plena procedencia. 
Con el NCPP, esta situación viene a cambiar en tanto la nueva normativa ha establecido 
limitaciones sustanciales al ejercicio de la acción civil ex delicto en el ámbito del nuevo proceso 
penal, particularmente en cuanto a la legitimación de los sujetos activos y pasivos para su 
interposición, de manera tal que lo normal será que dicha acción sea conocida por los tribunales 
civiles conforme a las reglas generales.  
El NCPP, sin embargo, no contempla una norma similar como su homónimo de 1906 en 
el art. 5º. De esta forma, tal como concluye la doctrina, el art. 167 «debiera cobrar un nuevo valor 
y ser un artículo de ordinario empleo por los jueces chilenos». Cfr. MARÍN, JUAN CARLOS, «La 
acción civil en el nuevo Código Procesal Penal chileno: su tratamiento procesal», ob. cit., p. 39 y 
BARROS BOURIE, ENRIQUE, Tratado de responsabilidad extracontractual, ob. cit., p. 971. Para 
este último autor, bajo las actuales limitaciones que presenta el ejercicio de la acción civil en el 
nuevo proceso penal, la mayor aplicación que debiera cobrar el art. 167 debiera ser «restrictiva, a 
efectos de evitar que cuestiones penales que no son determinantes en el juicio civil sean invocadas 
con fines dilatorios en éste último». 
499 Al respecto, para la doctrina española la primera cuestión cierta en ambos casos es 
que, en tanto el único efecto de la sentencia penal es la imposición de una pena, la vinculación del 
juez civil nunca puede ser a la declaración de existencia o inexistencia de un delito. Cfr. GÓMEZ 
ORBANEJA, EMILIO, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, t. II, v. I, ob. cit., p. 670. 
500 En general la doctrina y la jurisprudencia, en particular después de la publicación de la 
ley 18.857 de 1989, han ido delimitando el ámbito y autonomía de ambos tipos de 
responsabilidades y acciones, morigerando la casi absoluta dependencia que se propugnaba 
respecto de la acción civil a la acción penal producto de la influencia francesa y el principio “le 
criminel tient le civil en état” y que llevó al confuso y contradictorio panorama existente antes de 
la dictación de dicha ley.  
Tal como señala la doctrina, siendo la existencia del daño la fuente de la responsabilidad 
civil extracontractual, «ésta entrará a operar cada vez que éste se produzca de manera culpable, 
con independencia de que la conducta que lo ocasionó se encuentre o no tipificada como un ilícito 
penal». Desde este punto de vista, en consecuencia, «la tipificación nada añade a la 
responsabilidad civil». Cfr. MARÍN, JUAN CARLOS, «La acción civil en el nuevo Código Procesal 
Penal chileno: su tratamiento procesal», ob. cit., p. 13. En esta línea, Cfr. por todos, HORVITH 
LENNON, MARÍA INÉS, Derecho procesal penal chileno (con LÓPEZ MASLE, JULIÁN), ob. cit., 
pp. 601 a 607; y CORRAL TALCIANI, HERNÁN, Lecciones de responsabilidad civil 
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Precisamente en razón de esta conexión, por una cuestión de economía 
procesal501 y a fin de evitar una contradicción en el contenido fáctico de las 
sentencias, el legislador permite que la acción civil sea deducida, conocida y 
resuelta en el proceso penal, en una especie de acumulación heterogénea de 
materias que normalmente no está permitida. Y en los casos en que no sea así, 
es esto es, cuando la acción civil se plantea ante el tribunal civil competente 
ratione materiae, se permite la suspensión del proceso civil en conformidad a 
lo establecido en el art. 167 CPC, en espera de lo que se resuelva en el proceso 
penal. 
Desde este punto de vista, el fundamento de la suspensión del proceso 
civil, en estos casos, es la existencia de unos hechos comunes cuyo 
establecimiento, tanto desde un punto de vista objetivo como subjetivo, el 
legislador ha querido o estimado que se realiza mejor bajo los principios y con 
la técnica del proceso penal que del proceso civil. 
Una vez establecidos los hechos, la valoración o decisión del juez penal 
sobre los mismos no condiciona el sentido de la sentencia que debe dictar el 
juez civil. La calificación o tipificación del hecho como constitutivo de delito, 
es en consecuencia, irrelevante para el juez civil502. 
                                                                                                                                
extracontractual, ob. cit., pp. 46-64 y BARROS BOURIE, ENRIQUE, Tratado de responsabilidad 
extracontractual, ob. cit., pp. 947-950. 
Sobre la materia, atendido a que en Chile la acción civil derivada del hecho punible se 
rige por las normas comunes del CC sobre responsabilidad civil extracontractual, existe un sector 
doctrinario que proclama incluso la necesidad de dar a la acción civil de daños un estatuto jurídico 
propio e independiente regulado en el Código Penal, por entender que no se trata de una cuestión 
que proteja intereses meramente privados de carácter patrimonial, sino que existe un interés 
público comprometido en la reparación de la víctima, tema este último que ha venido siendo 
acogido por la Sala Penal de la Corte Suprema en los recientes fallos antes analizados. Con todo, 
esta independencia se proclama sólo respecto de la acción civil ex delicto por daños, excluyendo 
otras acciones civiles conexas cuyo objeto no sea la reparación del daño o bien digan relación con 
elementos de relaciones contractuales o de otra naturaleza, como ocurre con las prejudiciales. 
Sobre la materia, Cfr. FONTENCILLA, RAFAEL, «La responsabilidad civil proveniente del 
delito», en TAVOLARI OLIVEROS, RAÚL (DIR.) Doctrinas esenciales, Derecho Civil, 
Responsabilidad extracontractual, t. I, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 2009, pp. 545-586 y en 
Tratado de Derecho Procesal Penal, t. III, ob. cit., p. 292 y ss. 
501 La Corte Suprema, en SCS de 27 de abril de 2005, Rol Nº 4727-2003, ha declarado 
que «la responsabilidad civil debe hacerse valer en los tribunales con jurisdicción en lo civil, pero 
se admite, por razones de economía procesal, que la acción respectiva se deduzca también ante 
quien conoce del delito o cuasidelito penal que genera adicionalmente responsabilidad civil». 
502 Conforme a ello, los términos en que se producirá la vinculación del juez civil a la 
sentencia penal, son los establecidos en los arts. 178 a 180 del CPC, cuestión que por una mejor 
sistemática, analizaremos más adelante. Baste señalar, por ahora, que esta vinculación dice 
relación con la declaración que realice el juez penal acerca de la existencia o inexistencia del 
hecho punible, la participación que en ellos cabe a determinada persona y los hechos que sirven de 
necesario fundamento a la sentencia penal, siendo competencia del juez civil determinar si el 
hecho ha causado daño y si éste ha sido culpable. 
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Ahora bien, fuera de la acción civil ex delicto, en nuestro concepto el 
art. 167 CPC tiene la amplitud suficiente para comprender en su regulación 
supuestos más extensos que ésta y que constituyen el fenómeno de la 
prejudicialidad propiamente tal, fenómeno que no es posible confundir con la 
acción civil derivada del hecho punible. 
En el ordenamiento chileno, a nuestro juicio, estas diferencias se 
presentan de forma muy similar y se contienen y manifiestan, asimismo, en el 
contenido y aplicación del régimen de suspensión del proceso civil previsto en 
el art. 167 en cada caso. 
Tratándose de la acción civil ex delicto, se parte de la identidad 
prácticamente absoluta entre los hechos que conforman el objeto del proceso 
penal y los hechos relevantes que se discuten en un proceso civil, pero libre de 
toda consideración o calificación jurídico-penal503. 
Esta simple coincidencia de hechos relevantes es la que justifica su 
tratamiento en forma acumulada al proceso penal o bien la suspensión del 
proceso civil en conformidad al art. 167 CPC —cuando la acción civil ha sido 
deducida fuera del proceso penal ante el juez civil competente504— de manera 
                                               
503 No obstante las semejanzas que existen entre la acción civil derivada del hecho punible 
y la prejudicialidad se trata de materias íntimamente relacionadas entre sí pero diferentes y que no 
pueden ser completamente asimiladas.  
Tal como señala la doctrina, en ambos casos existe identidad, total o parcial, del complejo 
fáctico relevante que es objeto de los procesos civil y penal, valoración preliminar que deberá 
realizar el juez civil. Desde esta perspectiva, ambas materias comparten un mismo fundamento 
centrado en la necesidad de evitar pronunciamientos contradictorios, preservando la univocidad 
del juicio de hecho, cuestión que, en último término, debe cohonestarse con la vinculación del 
tribunal civil al pronunciamiento del juez penal. Cfr. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, Las 
cuestiones prejudiciales penales en el proceso civil, ob. cit. pp. 42 a 50. 
504 Sobre este punto, cabe destacar que el ordenamiento chileno, a diferencia del español, 
no contempla una norma general que impida el ejercicio de la acción civil mientras no sea 
decidido el asunto penal, de manera tal que, por regla general, no es necesario esperar el 
pronunciamiento del juez penal.  
De esta manera, y a menos que la ley establezca lo contrario, la acción civil puede ser 
interpuesta ante el tribunal civil competente en forma paralela al proceso penal, pudiendo el juez 
civil suspender o no su curso en conformidad al art. 167 CPC cuando estime que concurren los 
supuestos que dan lugar a dicha suspensión.  
En nuestra opinión, el hecho de que el legislador permita la suspensión del proceso civil y 
dado la independencia entre ambos tipos de responsabilidades, importa necesariamente que la 
acción civil puede ser ejercida ante el tribunal civil competente en forma paralela al proceso penal, 
a menos que la ley establezca lo contrario. Cuando el legislador ha querido que ello sea así, esto 
es, que el asunto penal sea decidido previamente a la interposición de la acción civil, lo ha 
establecido expresamente en normas especiales que no puede ser aplicadas extensivamente por 
analogía.  
Así ocurre en los supuestos del art. 9 de la Ley Nº 18.827 de 1984, sobre Procedimientos 
ante los Juzgados de Policía Local, en los juicios llevados ante dichos juzgados en los que se 
persigue la responsabilidad infraccional o contravencional (por ejemplo, por infracciones de 
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tal que a diferencia de lo que ocurre con la prejudicialidad y tal como señala la 
doctrina chilena, en estos casos nos encontramos frente a un problema que es 
netamente de carácter «procesal y no sustantivo»505. 
Conforme a lo anterior, siendo irrelevante para el juez civil cualquier 
tipo de calificación jurídica, valoración penal o tipificación de los hechos 
realizada por el juez o las partes, para decretar la suspensión del proceso civil 
en conformidad al art. 167 CPC, lo que debe hacer el tribunal civil es, en 
primer lugar, determinar si el hecho relevante que forma parte del objeto del 
proceso civil tiene o no trascendencia penal y, segundo, si puede o no 
prescindir de tal hecho en el momento de fallar, para todo lo cual basta con 
atender a la identidad del hecho fundamental de ambos procesos. 
Desde esta perspectiva, la procedencia de la suspensión del proceso 
civil en el caso de la acción civil ex delicto es menos exigente que en materia 
de prejudicialidad, bastando para ello la simple identidad de los hechos 
                                                                                                                                
tránsito) cuya naturaleza se discute entre el carácter penal y administrativo. En estos casos, la ley 
permite que la demanda civil sea interpuesta indistintamente ante el juez civil competente o el juez 
de Policía Local. Sin embargo, en caso que se haga ante el juez civil, sólo podrá hacerse «después 
que se encuentre ejecutoriada la sentencia que condena al infractor, suspendiéndose la prescripción 
de la acción civil de indemnización durante el tiempo de sustanciación del proceso infraccional». 
Conforme al art. 29 de la ley, dicha sentencia producirá efectos en el proceso civil en los términos 
establecidos en los arts. 178 a 180 del CPC. 
Sin embargo, en el ámbito de ciertos procesos penales especiales, especialmente cuando 
no se permite la interposición de la acción civil en forma acumulada al proceso penal, como ocurre 
los procesos seguidos ante la Justicia Militar, la jurisprudencia no lo ha entendido de esta forma. 
Así, en SCS de 13 de diciembre de 2005, en RDJ, Nº 2, sec. 1ª, Diciembre 2005, pp. 844-850, la 
Corte resolvió que, no obstante la independencia entre ambos tipos de responsabilidades, debido a 
que en los procedimientos ante la Justicia Militar no se permite la interposición de la acción civil 
en forma acumulada al proceso penal y que la fuente de la responsabilidad extracontractual es 
precisamente la existencia de un delito o cuasidelito penal, necesariamente debe entenderse que 
«sólo una vez que la sentencia condenatoria se dictó y quedó ejecutoriada, el padre de la víctima 
(…) pudo accionar civilmente». A juicio de la Corte, si el propio art. 167 CPC permite la 
suspensión del proceso civil en razón de la significativa influencia que la sentencia penal 
condenatoria puede tener en el proceso civil, por la misma razón en este caso, la acción civil 
indemnizatoria no podía ejercerse en tanto no se dictara sentencia condenatoria en el proceso 
penal, pues ésta «constituía la consecuencia lógica e inequívoca del ejercicio del derecho que 
emanaba del fallos del Juez Militar». 
505 Cfr. MARÍN, JUAN CARLOS, «La acción civil en el nuevo Código Procesal Penal 
chileno: su tratamiento procesal», ob. cit., p. 13.  
En esta línea, para un sector de la doctrina española, los supuestos de responsabilidad 
civil derivada del hecho punible no dan lugar a una verdadera cuestión de prejudicialidad penal en 
el proceso civil. Ello, por cuanto para la decisión del objeto del proceso civil no interesa la 
consideración penal de los hechos ni su valoración desde el punto de vista penal, no importando su 
calificación jurídica como delito o falta. De este modo, se trata de una materia donde la decisión 
del juez penal no condiciona la resolución del juez civil y por tanto, la suspensión del proceso civil 
obedece a razones diversas, como la mera conveniencia. Cfr. JUAN SÁNCHEZ, RICARDO, La 
responsabilidad civil en el proceso penal, ob. cit., pp. 86-90. 
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relevantes que se ventilan en ambos tipos de procesos libre de toda valoración 
o calificación jurídico-penal.  
Tratándose de los supuestos de prejudicialidad penal, en cambio, nos 
encontramos frente a un problema de carácter sustantivo y no meramente 
procesal en los que, para proceder a la suspensión del proceso civil, no basta la 
simple identidad de los hechos que se ventilan en ambos procesos, identidad 
que en estos casos normalmente nunca es absoluta sino sólo parcial, sino que 
el juez necesita de la valoración o calificación jurídica de los mismos que haga 
otro juez. En tanto la prejudicialidad supone una conexión lógico-jurídica entre 
materias sustantivas, a efectos de la suspensión del proceso civil del art. 167 
CPC, más allá de esta identidad de hechos relevantes es necesario, por una 
parte, que se trate de una cuestión con relevancia penal que condicione el 
sentido de la sentencia civil que se pronuncie sobre la tutela solicitada, y  que 
la decisión de dicha cuestión sólo pueda ser realizada por el juez penal. 
De este modo, en materia de prejudicialidad no obstante ser necesario 
que existan hechos coincidentes relevantes para la decisión del asunto civil, lo 
que el juez civil debe apreciar para decretar la suspensión es el carácter 
condicionante de la cuestión penal respecto de la decisión sobre el fondo y la 
influencia notoria o carácter imprescindible del pronunciamiento penal sobre la 
misma506. 
c) Procedencia de la suspensión del proceso civil por prejudicialidad 
penal. 
Partiendo de esta base, pasaremos a examinar los supuestos concretos 
en que una cuestión prejudicial penal tiene carácter suspensivo del proceso 
civil por ser fundamento preciso de la sentencia o tener en ella influencia 
notoria, en conformidad al art. 167 CPC. Es decir, en qué casos la decisión de 
una cuestión de esta naturaleza por el juez penal resulta necesaria o 
imprescindible para el fallo del asunto civil. 
La apreciación de la concurrencia de los requisitos para decretar la 
suspensión, particularmente el relativo a la existencia de influencia decisiva o 
influencia notoria de la cuestión penal, es una cuestión de difícil determinación 
que ha sido objeto de controversia por la doctrina en tanto, como se ha visto, se 
                                               
506 Para la doctrina española, la suspensión del proceso civil en estos casos requiere que 
«un hecho que hay que tener en cuenta ineludiblemente al fallar el pleito civil, tenga una 
valoración o calificación penal» por el juez penal, la que resulta, además, imprescindible para 
resolver el fondo del asunto. Cfr. CARRERAS, JORGE, «Preceptos procesales penales en las leyes 
civiles», ob. cit., p. 768. En el mismo sentido GONZÁLEZ MONTES, JOSÉ LUIS, Instituciones de 
Derecho Procesal. Parte general, t. I, ob. cit., pp. 148-149. 
  311 
ha confundido con el carácter relevante o trascendente de la prejudicialidad 
propiamente tal. 
Por nuestra parte, despejada en la forma antes señalada dicha confusión, 
examinaremos brevemente los supuestos concretos en que el pronunciamiento 
del juez penal deviene en imprescindible o necesario para el juez civil, 
debiendo por tanto, dar tratamiento devolutivo a la cuestión penal.  
Sobre el punto, la doctrina española ha puesto en evidencia la dificultad 
que importa determinar o detallar casuísticamente todos los casos en que dicha 
influencia notoria o decisiva ella tiene lugar507. Con todo, siguiendo lo 
señalado por GÓMEZ, para quien el examen de estos supuestos debe hacerse 
necesariamente desde el punto de vista de la vinculación del juez a las 
declaraciones contenidas en la sentencia penal508, la doctrina los ha clasificado 
o agrupado, planteando algunos criterios adicionales que a nuestro juicio son 
perfectamente aplicables al ordenamiento chileno. 
a') Casos en que el juez civil requiere de la calificación jurídico-penal 
del hecho como delito. 
En primer lugar, el pronunciamiento penal será imprescindible o 
trascendente en todos aquellos casos en que el juez civil, para decidir el asunto 
principal, necesite la calificación jurídico-penal que el juez penal realice 
respecto de unos determinados hechos como delito. 
En el ordenamiento chileno, ejemplo de casos en que es necesaria para 
el juez civil la calificación jurídico-penal previa de unos hechos como delito, 
los encontramos en las indignidades para suceder comprendidas en las 
hipótesis de los números 1 y 2º del art. 968 del CC. 
Conforme al numeral 1º, el código establece que son indignos para 
suceder al difunto como herederos o legatarios, al «que ha cometido el crimen 
de homicidio en la persona del difunto, o ha intervenido en este crimen por 
obra o consejo, o la dejó perecer pudiendo salvarla» y, de acuerdo al numeral 
                                               
507 Al efecto, se ha señalado que «la previsión de todas las hipótesis que pueden darse en 
la práctica de vinculación de un juez civil a un tema penal porque su resolución deviene necesaria 
para dirimir a cuestión principal es imposible de llevarla a cabo. Y, por consiguiente, es también 
infactible precisar todos los supuestos en los que, en estos casos, una resolución penal aporta 
verdaderamente una solución al tema. Lo que sí puede hacerse, sin embargo, es clasificar estos 
supuesto en función de las distintas fórmulas mediante las cuales las cuestiones prejudiciales 
penales pueden presentarse en un proceso civil». Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, La 
prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., p. 475. 
508 Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, t. II, v. I, ob. cit., p. 670. 
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2º, al que «cometió atentado grave contra la vida, el honor o los bienes de la 
persona de cuya sucesión se trata, o de su cónyuge, o de cualquiera de sus 
ascendientes o descendientes, con tal que dicho atentado se pruebe por 
sentencia ejecutoriada». 
La indignidad para suceder en el ordenamiento chileno, entendida como 
«la falta de mérito de determinada persona para poder ser heredero o 
legatario»509, se configura a través de causales taxativamente establecidas por 
la ley, las que deben ser alegadas y probadas por la parte interesada en un 
juicio civil.  
A diferencia de España, donde el tema es discutido, las indignidades 
para suceder no operan ex lege, sino que, en conformidad al art. 974 CC, deben 
ser declaradas judicialmente por sentencia ejecutoriada, a instancia de 
cualquiera de los interesados. Desde este modo, es al juez civil, como juez 
natural llamado a conocer del asunto, a quien corresponderá establecer la 
configuración y prueba de la causal en su sentencia510. 
Con todo, tratándose de las causales nº 1 y 2 antes trascritas, a efectos 
de poder configurar la causal de indignidad el juez civil necesariamente 
requiere de la valoración penal como delito de los hechos que la integran por 
parte del juez penal y sin la cual no podrá tener por establecida la 
indignidad511. 
                                               
509 Cfr. CLARO SOLAR, LUIS, Explicaciones de Derecho civil chileno y comparado. De 
la Sucesión por causa de muerte I, v. VII, t. XIII, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 1979, p. 61. 
510 Según señala la doctrina, el Código Civil chileno se apartó en esta materia de la 
mayoría de los ordenamientos de la época, en los que no se establecía la forma en que la 
indignidad produce sus efectos, asimilándola en muchos casos a las causales de incapacidad para 
suceder que operan de pleno derecho. Cfr. CLARO SOLAR, LUIS, Explicaciones de Derecho civil 
chileno y comparado, v. VII, t. XIII, ob. cit., p. 106 a 137. 
511 Desde luego, ello no significa, tal como ha resuelto la jurisprudencia, que el juez civil 
sea incompetente para conocer del juicio en que se invoca una causal de indignidad que requiera 
del pronunciamiento de un tribunal criminal, en tanto la indignidad es una cuestión de carácter 
netamente civil. Cfr. SCAP de Santiago de 26 de abril de 1938, en RDJ, t. XXXVI, sec. 2ª, p. 49 
(c. 20º, 1ª Inst., p. 56).  
Respecto de las demás causales que no tengan relevancia penal, señala la jurisprudencia 
que su prueba debe producirse en el juicio en que se pida la declaración de indignidad puesto que 
la ley no exige una prueba establecida, como ocurre en los numerales 1 y 2 del art. 968, en que la 
sentencia penal es el único medio de prueba que la ley admite y no puede ser la misma que se 
pronuncia en dicho juicio. SCAP de Santiago de 26 de abril de 1938, en RDJ, t. XXXVI, sec. 2ª, p. 
49. Como es posible observar, esta sentencia considera la fuerza vinculante de la sentencia penal 
en su calidad de medio de prueba que se aporta al proceso, posición que no compartimos. En este 
caso, la sentencia penal produce efectos en el proceso civil no porque sea presentada o aportada 
como un medio de prueba, sino por disposición de la ley, en tanto con su dictado se cumple el 
supuesto de hecho que la norma civil ha tenido en consideración para anudar las consecuencias 
civiles que persigue la norma. Para parte de la doctrina, esta vinculación es consecuencia del 
efecto positivo o reflejo de la cosa juzgada, cuestión sobre la que volveremos. 
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En el caso del nº 1, esto es, cuando el heredero o legatario ha cometido 
o participado en el homicidio del causante, tal como señala la doctrina, es 
imprescindible que «el homicidio sea establecido en el respectivo juicio 
criminal y que en dicho juicio quede comprobada la participación tomada por 
el heredero legatario» mediante una sentencia firme condenatoria y mientras 
esto no ocurra, la indignidad, como motivo civil, no se entiende ni puede 
entenderse como verificada512. 
En definitiva, a juicio de la doctrina, criterio que ha sido refrendado por 
la jurisprudencia, el «juicio criminal es indispensable, pues el juez civil sería 
incompetente para declarar la existencia del delito: el Código no necesitaba 
decirlo»513. Y de este modo, el juez civil deberá suspender el proceso civil en 
espera de la decisión del juez penal. 
Declarado por el juez penal que los hechos configuran el delito de 
homicidio y establecida la participación del heredero o legatario en ellos como 
autor, cómplice o encubridor, el juez civil deberá tener por configurada la 
causal de indignidad en su sentencia, anudando a ella los efectos civiles 
perseguidos por la norma. En caso contrario, la pretensión deberá ser 
desestimada. 
En lo que respecta a la segunda causal, la ley exige en este caso que el 
heredero o legatario haya cometido atentado grave contra la vida, el honor o 
los bienes de la persona de cuya sucesión se trata, de su cónyuge, o sus 
ascendientes o descendientes, siempre que dicho atentado se pruebe por 
sentencia ejecutoriada. 
                                               
512 Cfr. CLARO SOLAR, LUIS, ob. cit., v. VII, t. XIII, p. 88. 
513 Ídem. Al efecto, la jurisprudencia ha resuelto que si bien la ley no lo exige, como 
ocurre en el numeral 2º del art. 968, la configuración de esta causal exige una sentencia penal 
ejecutoriada. De este modo, «no puede argumentarse que no exige la ley sentencia ejecutoriada, 
tratándose del delito de homicidio que también es motivo de indignidad, porque se comprende que 
la extraordinaria gravedad de esta causal hacía innecesaria la exigencia». Cfr. SCAP de Santiago 
de 26 de abril de 1938, en RDJ, t. XXXVI, sec. 2ª, p. 49. 
Siendo evidente en este caso que el juez civil nunca, ni a los solos efectos prejudiciales, 
podría pronunciarse acerca del homicidio cuyo establecimiento es necesario para configurar la 
causal, estimamos que es confusa la forma como la doctrina se refiere respecto de esta causal. Al 
efecto, se señala que «el juez natural llamado a resolver acerca de la actuación ilícita que configura 
la indignidad −haber cometido el homicidio de la persona del difunto o haber intervenido en él− es 
el juez de letras en lo civil que comenzó a conocer de la acción de indignidad. Pero también el 
mismo pronunciamiento podría efectuarlo el juez con competencia en lo penal, cuando el asunto 
deriva en una cuestión prejudicial penal devolutiva, en virtud del art. 167 del CPC». Cfr. 
ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, Curso de derecho procesal civil, ob. cit., t. II, p. 40. A nuestro 
juicio, en este caso el pronunciamiento del juez penal es imprescindible y obligatorio y por tanto 
constituye siempre un asunto devolutivo. Por mucho que la misma actuación ilícita sea de 
competencia del juez civil como causal de indignidad, ninguna consecuencia jurídica podrá anudar 
a ella sin el pronunciamiento del juez penal. 
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Al respecto, tanto la doctrina como la jurisprudencia han entendido que 
la expresión “atentado grave” dice relación con conductas penalmente 
tipificadas como delito, quedando comprendidos los crímenes, los simples 
delitos que merezcan pena aflictiva o que la ley califique de graves, quedando 
excluidas, por tanto las faltas514. En estos casos, corresponderá al juez penal la 
calificación de la gravedad del atentado según la pena asignada al delito515. 
Relacionados con las indignidades para suceder, el art. 324 del CC 
establece la cesación de la obligación de prestar alimentos en el caso de 
“injuria atroz” cometida por el alimentario, estableciendo la ley que sólo 
constituyen injuria atroz las conductas descritas en el art. 968 relativo a las 
indignidades. De esta forma, si se trata, por ejemplo, de las causales nº 1, el 
tribunal civil o de Familia competente deberá suspender el curso del proceso 
sobre alimentos en espera de la decisión del juez penal cuando la cuestión se 
suscite durante el curso del procedimiento516. 
Por su parte, el art. 1329 del CC establece que el partidor que haya sido 
condenado por prevaricación por el juez competente, además de la 
indemnización de perjuicios y las penales legales que correspondan al delito, 
se constituirá indigno según las normas establecidas para los albaceas de 
acuerdo al art. 1300 del CC. 
                                               
514 Cfr. CLARO SOLAR, LUIS, Explicaciones de Derecho civil chileno y comparado, v. 
VII, t. XIII, ob. cit., p. 90. 
La jurisprudencia, por su parte, ha resuelto que «Atentado significa delito, exceso grande, 
y si a esto se agrega el calificativo de graves que el atentado ha de tener, se comprende que el 
atentado grave es un acto sancionado por el Código Penal, que afecta la vida, el honor o los bienes 
de determinadas personas, hecho cuyo esclarecimiento y sanción es materia de un juicio distinto 
del de indignidad». Cfr. SCAP de Santiago de 26 de abril de 1938, en RDJ, t. XXXVI, sec. 2ª, p. 
49. 
515 Cfr. CLARO SOLAR, LUIS, ob. cit., pp. 90 y 91. Para este autor, ejemplos de atentado 
grave es el adulterio cometido por el heredero o legatario con la mujer del testador o la violación o 
estupro de una hija de matrimonio anterior de la mujer del difunto, etc. A nuestro juicio, quedan 
incluidos en estos casos los atentados que sean constitutivos de un acto de violencia intrafamiliar 
no sólo cuando, por ser constitutivos de delitos, sean de competencia de los Jueces de Garantía 
sino también en los demás casos, cuando son de competencia de los Tribunales de Familia en 
conformidad a lo dispuesto en la Ley Nº 20.066 de 2005, sobre Violencia Intrafamiliar. 
516 Esta norma fue modificada por la ley Nº 19.585, la cual reemplazó la expresión 
“injuria grave” por “injuria atroz” y definió lo que debía entenderse por ella. Hasta antes de dicha 
ley, esta expresión había sido objeto de variadas interpretaciones por la jurisprudencia la que venía 
otorgándole un sentido más amplio que el penal, aunque en general venía asimilando este concepto 
a las causales de indignidad para suceder. Sobre la materia, cfr. la jurisprudencia relativa al art. 
324 del CC, en REPERTORIO DE LEGISLACIÓN Y JURISPRUDENCIA CHILENAS, Código Civil y leyes 
complementarias, t. II, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 1996, pp. 155-161. 
Tratándose de la causal establecida en el numeral 2º del art, 968, la Corte Suprema ha 
resuelto que al «tiempo de promoverse la acción sobre la cesación de la obligación alimenticia, 
debe estar dictada y ejecutoriada la sentencia» que reconoce el atentado grave contra el 
alimentante. Cfr. SCS de 13 de 1948, en RDJ, t. XLV, sec. 1ª, p. 503. 
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De forma similar, el art. 1208, nº 1 del CC establece como causal de 
desheredamiento del cónyuge, ascendientes y descendientes, por haber 
cometido injuria grave contra el testador en su persona, honor o bienes, o en la 
persona honor o bienes de su cónyuge, o de cualquiera de sus ascendientes o 
descendientes. 
Finalmente, otro supuesto de prejudicialidad penal comprendido en esta 
hipótesis es posible encontrarlo en el art. 54, nº 1 de la Ley Nº 19.947 que 
establece una Nueva Ley de Matrimonio Civil. 
En virtud de esta norma, constituyen hechos que permiten configurar la 
causal de divorcio por violación grave de los deberes y obligaciones que 
impone el matrimonio, o de los deberes y obligaciones para con los hijos, que 
torne intolerable la vida en común, el atentado contra la vida o malos 
tratamientos graves contra la integridad física o psíquica del cónyuge o de 
alguno de los hijos. En este caso, la cuestión prejudicial puede suscitarse 
respecto de un proceso penal en el que se estén investigando los hechos como 
constitutivos de delito o respecto de un proceso seguido por actos de violencia 
intrafamiliar, los que pueden ser de competencia de un juez de garantía, 
cuando son constitutivos de delito o de los Tribunales de Familia en 
conformidad a lo dispuesto en la Ley Nº 20.066 de 2005, sobre Violencia 
Intrafamiliar, en los demás casos. 
Finalmente, en nuestro concepto se incluyen en estos supuestos de 
prejudicialidad las falsedades documentales tipificadas en el Código Penal en 
los arts. 162 y ss. siempre que se trate de prueba documental que diga relación 
con los hechos delimitadores y constitutivos de la causa de pedir, así como con 
los hechos impeditivos, extintivos o excluyentes que alegue el demandado. 
Por las razones que ya señalamos, no se justifica, a nuestro juicio, la 
suspensión del proceso civil cuando se trata de la falsedad de otros medios de 
prueba como la testimonial, de peritos e intérpretes, en cuyo caso estimamos es 
suficiente la causal de revisión de la sentencia establecida en el art. 810 CPC, 
la que además viene a ser mejorada por el PNCPC517. 
En estos casos, sin embargo, si bien la calificación jurídico penal de los 
hechos realizada por el juez penal vincula al juez civil, lo hace en forma 
diversa a los demás supuestos de prejudicialidad atendido que la cuestión 
prejudicial dice relación con un medio de prueba que debe ser valorado en el 
contexto de un proceso civil y no con una cuestión que condicione la decisión 
                                               
517 La jurisprudencia, sin embargo, ha resuelto en sentido contrario. Cfr. SCAP de Iquique 
de 22 de mayo de 1923, en Gaceta de los Tribunales, Nº 57, 1º semestre, 1923, p. 414. 
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sobre el fondo del asunto, si bien indirectamente en algunos casos, puede tener 
incidencia en dicha decisión. 
En razón de lo anterior, en estos supuestos de falsedad de documento no 
se trata realmente de casos en que la norma civil exige la calificación jurídico 
penal de unos hechos como delito sino que la cuestión acerca de la falsedad 
surge durante el curso del proceso civil existiendo un proceso penal pendiente 
o bien una sentencia penal ejecutoriada que se ha pronunciado respecto de ella, 
siendo necesario determinar el alcance de la vinculación a dicha sentencia, 
tema que examinaremos al referirnos a la cosa juzgada. 
Los casos más típicos en que se presenta este tipo de cuestiones en la 
práctica es el de la acción reivindicatoria en la que se solicita la entrega de un 
inmueble adquirido por compraventa y en la que se impugna penalmente la 
falsedad de la escritura pública en la que consta el contrato, caso en el cual los 
hechos seguidos en la causa criminal constituyen a la vez, el negocio jurídico 
del que el actor hace nacer el derecho que ejercita el proceso civil; o la 
falsedad de un documento que afecta el justo título que se alega para poseer en 
una acción declarativa de dominio518. 
                                               
518 Este es el caso, por ejemplo, que se resuelve en SCS de 26 de agosto de 2013, Sala 
Primera (Civil), Rol Nº 9432-2012 (Id. vLex: 471731482). 
En un juicio ejecutivo seguido por un banco contra dos deudores, en el que se decretó el 
embargo del bien raíz hipotecado en favor del banco, el Fisco de Chile interpuso una demanda de 
tercería en contra de los ejecutados y el banco alegando su derecho de propiedad sobre el 
inmueble; la nulidad del contrato de compraventa celebrado por los ejecutados respecto del mismo 
y la inoponibilidad de la hipoteca y prohibiciones constituidas en favor del banco. 
Según quedó establecido en el juicio, el Fisco adquirió la propiedad el año 1994 por 
sucesión por causa de muerte quedada al fallecimiento de la propietaria de dicho inmueble, la cual 
falleció sin dejar herederos forzosos ni testamento. De esta forma, el Fisco se constituyó en 
heredero de pleno derecho, inscribiéndose la propiedad a su nombre en el Registro de Propiedad 
respectivo del Conservador de Bienes Raíces. 
No obstante ello, el año 1996, uno de los ejecutados, en virtud de un mandato otorgado 
por escritura pública, celebró a nombre de la causante un contrato de compraventa vendiendo el 
inmueble a la otra parte ejecutada en la causa. Posteriormente, el año 1998, ésta constituyó 
hipoteca de primer grado sobre el inmueble comprado en favor del Banco ejecutante para 
garantizar las obligaciones presentes y futuras del otro ejecutado, hipoteca que dio lugar al juicio 
ejecutivo en el que se embargó el inmueble. 
El año 2005, el mandato en cuestión fue declarado falso en causa criminal, siendo ambos 
ejecutados condenados por el delito de falsificación de instrumento público. El Fisco alegó la 
nulidad del contrato de compraventa en la causa criminal la que fue acogida ordenando la 
cancelación de la inscripción. Sin embargo, ésta resolución fue revocada por la Corte de 
Apelaciones en virtud de un recurso de protección, por razones de forma, por lo que el asunto 
quedó imprejuzgado. 
Con base en dicha sentencia penal que declaró la falsedad del mandato, el Fisco 
interviene en el juicio ejecutivo alegando la nulidad absoluta del contrato de compraventa 
celebrado por los ejecutados y la inoponibilidad de la hipoteca. Alega asimismo, que no ha 
operado la prescripción adquisitiva ordinaria en favor de los demandados ni la extintiva en su 
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Así ocurre también, en los casos de falsedad de un contrato de 
arrendamiento en el que se funda una pretensión de desahucio y cobro de 
rentas impagas, o la falsedad de un testamento en el que se funda la acción de 
petición de herencia519 o en la que se funda una causal de indignidad para 
suceder520. 
En estos casos, si el juez penal declara la falsedad del documento 
estimado decisivo para la decisión del proceso civil, el efecto de la decisión del 
juez penal será que el juez civil, al momento de examinar el valor probatorio 
del documento no podrá contradecir ni revisar la declaración de falsedad 
efectuada por el juez penal sosteniendo su veracidad y con base en ello dar por 
acreditado el hecho alegado por las partes. La sentencia penal, en estos casos, 
desplegará efectos de cosa juzgada en los términos del art. 178 a 180 CPC, 
cualesquiera hayan sido las partes litigantes.  
Lo anterior no significa, sin embargo, tal como ha declarado la propia 
jurisprudencia, que el juez civil se encuentre impedido de valorar la fuerza 
probatoria del documento o declarar su nulidad o ilegalidad, atribuciones que 
son privativas del orden civil y por tanto escapa a la jurisdicción del juez 
penal521. 
                                                                                                                                
contra por cuanto al ser nula la compraventa, no constituye justo título, tornando irregular la 
posesión. Por su parte, el plazo de la prescripción extraordinaria fue interrumpido civilmente por la 
querella presentada en la causa criminal sobre falsedad del mandato. 
En contra de la demanda de tercería, se alega la prescripción adquisitiva ordinaria y 
extraordinaria del dominio sobre el inmueble fundada en que la ejecutada es poseedora inscrita, no 
violenta ni clandestina e ininterrumpida del inmueble desde 1996, así como la prescripción 
adquisitiva ordinaria del derecho real de hipoteca en favor de la ejecutante y el saneamiento del 
vicio de nulidad absoluta por haber trascurrido más de 10 años. 
Finalmente, con base en la sentencia penal que declaró la falsedad del mandato, los jueces 
de fondo, en fallo confirmado por la Corte Suprema conociendo de un recurso de casación en el 
fondo, acogieron la demanda de tercería declarando la nulidad absoluta del contrato de 
compraventa y la inoponibilidad de la hipoteca y prohibiciones constituidas en favor del banco, 
ordenando la cancelación de las respectivas inscripciones. Con todo, no hubo pronunciamiento 
respecto de las excepciones de prescripción adquisitiva alegadas en tanto, conforme a la 
jurisprudencia uniforme de la Corte Suprema sobre este punto, la prescripción adquisitiva sólo 
puede ser alegada en juicio por vía principal, sea en juicio separado o por acción reconvencional y 
no por vía de excepción como lo hicieron los demandados. 
519 Este último es el caso de que da cuenta la SCS de 26 de marzo de 1966, en RDJ, t. 
LXIII, Nº 1, sec. 1ª, 1966, pp. 66-88. 
520 Cfr. SCAP de Talca de 23 de agosto de 1909, en Gaceta de los Tribunales, Nº 669, t. I, 
p. 1075. Al respecto, la Corte resolvió que «no es indigno de suceder a su cónyuge al marido que 
fue condenado por falsificación de testamento de aquélla, si dicha falsificación es posterior a la 
fecha en que fue deferida la herencia». 
521 Al efecto, la jurisprudencia ha sostenido que «La cosa juzgada impide que vuelva a 
discutirse en un nuevo juicio la misma cuestión ya resuelta en el juicio criminal sobre la verdad y 
autenticidad de ciertos documentos, como sería forzoso respetar el fallo que hubiere declarado su 
falsificación o adulteración; pero ello no obsta el derecho para redargüirlos de nulos, ilegales y sin 
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Las consecuencias que lo anterior puede generar respecto de la decisión 
sobre el fondo de la pretensión dependerán en definitiva, de la aplicación que 
el juez civil deba hacer de las normas y principios que rigen la prueba en el 
proceso civil, particularmente, las relativas a la valoración y carga de la prueba 
y en especial cuando el instrumento haya sido otorgado por vía de solemnidad, 
de manera tal que se confunde con el acto o negocio que se celebra. 
Si el juez suspendió el proceso precisamente por tratarse de un 
documento decisivo —por ejemplo, por constituir la solemnidad exigida por la 
ley para celebrar el acto o contrato— el juez civil no podrá dar por probado el 
hecho o negocio con base en el documento alegado, lo que conducirá, 
probablemente y en caso de no existir o no ser procedentes otros medios 
probatorios —como ocurre cuando el instrumento es otorgado por vía de 
solemnidad— a la desestimación de la pretensión alegada.  
En caso contrario, esto es, en caso de no cumplirse con todos o algunos 
de los presupuestos antes señalados para ordenar la suspensión, el efecto será 
que el juez civil deberá resolver la cuestión con prescindencia de la decisión 
penal sobre la falsedad del documento aportado, decidiéndola por sí mismo, de 
manera tal que el documento podrá o no desplegar efectos probatorios 
conforme a las reglas generales que rigen la prueba en el proceso civil. 
De esta forma, las cuestiones prejudiciales que afectan a los 
instrumentos como medio de prueba no necesariamente importan coartar la 
libertad de apreciación por parte del juez civil de los medios de prueba. 
Atendido que en el ordenamiento chileno la declaración de nulidad o falsedad 
de un instrumento, en particular, los instrumentos públicos, puede ser 
declarada tanto por el juez penal como el civil, y en este último caso, tanto por 
vía principal como incidental, es importante tener presente, que el juez civil 
siempre está en condiciones de poder resolver por vía no devolutiva acerca de 
dicha falsedad con aplicación de las normas civiles correspondientes522. 
De allí que debe entenderse que, si existe un juicio penal en curso 
acerca de la falsedad del instrumento, es siempre facultad del juez civil 
                                                                                                                                
mérito probatorio, materia ésta que escapa a la jurisdicción y competencia de los tribunales que se 
pronunciaron sobre el proceso criminal y que corresponde exclusivamente a los tribunales que 
conocen del juicio civil». Cfr. SCAP de Santiago de 7 de diciembre de 1932, en RDJ, t. XXXI, 
sec. 1ª, p. 530. 
522 En esta línea, cfr. SCS de 7 de junio de 1982, en RDJ, t. LXXIX, sec. 3ª, p. 170 antes 
citada. Al efecto, a propósito de la acción de revisión basada en la falsedad de un documento, la 
Corte ha sostenido que «La falsedad de un documento puede alegarse por vía incidental y, 
también, por vía principal, deduciendo acción o excepción sobre esa falsedad, o como cuestión 
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determinar si es necesario suspender el pronunciamiento de la sentencia en 
espera de su decisión, cuando estime que la declaración de falsedad que haga 
el juez penal es imprescindible para resolver el asunto civil y puede ser 
probada de mejor forma con la técnica del proceso penal, todo ello en los 
términos del art. 167 CPC. 
Si estima que no es así, el juez civil decidirá el asunto incidentalmente 
lo que corresponda en derecho sobre la veracidad del instrumento y dicho 
pronunciamiento, toda vez que se realiza en virtud de una sentencia 
interlocutoria, producirá efectos de cosa juzgada entre las partes litigantes, una 
vez se encuentre firme. 
A nuestro juicio, en este caso prevalecerá siempre la facultad del juez 
civil de decidir el asunto prejudicial relativo al instrumento por vía no 
devolutiva523, aún cuando ello importe un eventual riesgo de contradicción 
entre los pronunciamientos judiciales. 
                                                                                                                                
accesoria de un juicio en que lo pedido sea otra cosa. No es necesario un procedimiento criminal 
previo, puesto que no siempre la falsedad es producto de un delito». 
523 Así lo ha entendido, a nuestro juicio correctamente, la jurisprudencia. En el juicio se 
solicitó en segunda instancia la suspensión del proceso civil en tanto no se resolviera por sentencia 
de término el juicio criminal en el que se discutía el delito de falsedad del testamento que servía de 
fundamento a la acción de petición de herencia, petición a la que, sin embargo, la Corte de 
Apelaciones no dio lugar. El tribunal a quo había resuelto la nulidad del testamento, la que 
además, había sido alegada tanto como excepción como por vía reconvencional. Impugnada la 
sentencia, se alegó la incompetencia del juez civil para resolver el asunto el tanto no se decidiera 
por el juez penal acerca de la falsificación. La Corte Suprema, junto con desechar dicha causal de 
impugnación por no haber sido suficientemente preparado el recurso, resolvió que «a mayor 
abundamiento, puede manifestarse que en este juicio civil no se ha litigado acerca de la existencia 
del delito de falsedad o falsificación del testamento en que se apoya la demanda sobre la 
participación en cualquier grado de responsabilidad que en el hecho delictivo pudiera haber tenido 
o no la demandante; y que tampoco, la sentencia recurrida ha hecho declaración alguna sobre esos 
puntos. La falsificación del testamento, que sirve de sustentación a la excepción de nulidad 
absoluta del mismo y a la acción reconvencional fundada en la misma circunstancia, ha sido 
invocada en su aspecto civil y para los consiguientes efectos civiles. Y nuestra legislación procesal 
civil admite que ante los tribunales civiles puedan alegarse falsedades de esa naturaleza y que esos 
tribunales puedan pronunciarse sobre ellas. Entre otros casos, pueden mencionarse los artículos 
346, Nº 3 y 4, 350, 355, 434, Nº 4 y 464, Nº 6 del Código de Enjuiciamiento del ramo. De modo 
que la sentencia recurrida al resolver que el testamento aducido por la actora es falsificado y 
declarar, consecuencialmente, su nulidad absoluta solicitada por la demandada, como excepción y 
como acción reconvencional, no ha incurrido en ninguna extralimitación de la competencia del 
tribunal, sino que ha sido pronunciada dentro de la órbita de la propia competencia de éste, y 
únicamente para los efectos civiles de la cuestión y sin trascendencia en materia penal». Cfr. SCS 
de 26 de marzo de 1966 (c. 3º), en RDJ, t. LXIII, sec. 1ª, 1966, pp. 74 y 75.  
A nuestro juicio, con esta declaración la Corte ha puesto en la perspectiva correcta la 
legitimidad del pronunciamiento del juez civil por vía no devolutiva cuando analiza los hechos, o 
en este caso la nulidad o falsedad de un medio de prueba desde el punto de vista y la óptica del 
proceso civil, así como el carácter restrictivo que debe tener la suspensión del proceso civil y la no 
preeminencia del orden penal por el mero hecho de existir un juicio penal pendiente que incida 
sobre los hechos relevantes del proceso civil. 
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Sólo en un caso estimamos que el juez civil no podrá resolver acerca de 
la falsedad por sí mismo, sino que deberá partir de la declaración del juez 
penal. Ello ocurrirá cuando durante el curso del juicio civil y antes que el juez 
resuelva sobre el fondo, el juez penal dicte sentencia firme resolviendo acerca 
de la falsedad del documento o bien haya sido dictada con anterioridad al 
inicio del juicio.  
En este caso, el juez civil quedará necesariamente vinculado a los 
efectos de cosa juzgada de dicha sentencia en los términos establecidos en los 
arts. 178 a 180 CPC, no pudiendo desconocer sus efectos cuando sea 
procedente, independientemente de las partes que hayan intervenido en el 
juicio524. 
En los demás supuestos, el riesgo de esta opción es que el documento 
sea declarado falso en el proceso penal y verdadero en el proceso civil o 
viceversa —en ambos casos con efecto de cosa juzgada—, caso en el cual 
existirá contradicción entre lo resuelto en los procesos civil y penal respecto 
del documento. No obstante, aun así esta contradicción puede no ser relevante, 
por ejemplo, cuando el juez civil haya decidido el asunto de fondo conforme a 
las demás pruebas y alegaciones de las partes y no con base al documento 
declarado falso, caso en que la cuestión no es verdaderamente prejudicial. 
En razón de lo anterior, la posible contradicción entre pronunciamientos 
judiciales deberá ser siempre examinada en cada caso concreto y en caso de 
estimar su existencia, podrá ser resuelta a través de la acción de revisión, en 
virtud de lo dispuesto en el art. 810, nº 1 CPC. En este caso, pareciera que el 
legislador, independientemente de las partes que hayan intervenido en el 
proceso, da primacía a la declaración posterior por sentencia firme de la 
falsedad de un documento considerado por el juez civil para resolver el asunto 
principal siempre que haya sido decisivo. 
Examinados brevemente los supuestos concretos en que puede 
presentarse una cuestión prejudicial penal, a nuestro juicio, cuando la norma 
civil exige una determinada valoración o calificación jurídico-penal de los 
hechos, como ocurre en el delito cometido contra el causante a los efectos de 
apreciar las causales de indignidad para suceder o en el evento que la 
declaración de falsedad penal del instrumento sea decisiva, el juez civil se 
encuentra vinculado a toda resolución del juez penal de la que pueda inferirse 
la calificación penal de los hechos exigida por la ley, sea que se trate de una 
                                               
524 En esta línea, cfr. SCAP de Santiago de 7 de diciembre de 1932, en RDJ, t. XXXI, sec. 
1ª, p. 530. 
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sentencia condenatoria o absolutoria, todo ello en los términos de los arts. 178 
a 180 CPC525.  
Así, si la sentencia del juez penal afirma el tipo penal requerido por la 
norma civil, entonces el tribunal podrá apreciar la existencia de la causal de 
indignidad. En caso contrario, no podrá hacerlo por no cumplirse el supuesto 
de hecho de la norma civil.  
Tratándose de la falsedad de un documento, el juez civil se encuentra 
vinculado, a nuestro juicio, tanto a la declaración de falsedad del mismo como 
a la de su veracidad efectuada por el juez penal siempre que ésta haya sido 
debidamente probada. Si el juez penal consideró que la falsedad o veracidad 
del documento no quedó acreditada por falta de prueba, a nuestro juicio 
corresponderá al juez civil realizar dicha apreciación, pero ahora desde la 
perspectiva civil. 
b') Casos en que la condena penal actúa como supuesto de hecho de la 
norma civil. 
La segunda hipótesis de prejudicialidad penal devolutiva que puede 
presentarse en el proceso civil son aquellos casos en que la condena misma —
no el delito— y la participación determinada en ella es tomada en 
consideración por la norma civil como supuesto de hecho a los efectos de 
conceder o denegar la tutela solicitada. 
En estos casos, lo que ocurre, tal como señala la doctrina, es que la 
existencia de una sentencia condenatoria penal forma parte del supuesto de 
hecho de la norma civil, esto es, juega como hecho jurídico integrador del 
supuesto de hecho de la norma cuyo cumplimiento es necesario para que 
tengan lugar las consecuencias o efectos civiles perseguidos por ésta526. 
En todos estos supuestos, como dice GÓMEZ, la sentencia penal 
«produce un efecto civil no porque lo declare o esté implícito en ella el 
propósito de producirlo, sino por disposición independiente de la ley», de 
modo tal que «los hechos mismos en virtud de los cuales se declara el delito y 
la condena no entran en consideración».  
                                               
525 Así, tal como sostiene REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso 
civil, ob. cit., pp. 477-478, es vinculante para el juez civil la sentencia condenatoria donde se 
afirma el tipo delictivo que constituyen los hechos enjuiciados, la sentencia absolutoria que 
afirmando la existencia del delito, absuelva por exención o extinción de la responsabilidad 
criminal y el auto de sobreseimiento libre en el que se afirma que han tenido lugar los hechos 
delictivos. 
526 Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, ob. cit., p. 476. 
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La condición de hecho de la norma civil es «el hecho mismo de la 
condena, que la sentencia prueba en cuanto se prueba a sí misma»527. 
Ejemplo de lo anterior en el ordenamiento chileno, es el art. 271, nº 3 
del CC, que establece como causal de emancipación judicial la condena del 
padre o madre por sentencia ejecutoriada por delito que merezca pena aflictiva, 
aunque recaiga indulto sobre la pena, a menos que, atendida la naturaleza del 
delito, el juez estime que no existe riesgo para el interés del hijo, o de asumir 
el otro padre la patria potestad. 
En materia de tutelas y curadurías, el art. 497, nº 9 y 12 por su parte, 
establece que son incapaces de toda tutela o curaduría los condenados por 
delito que merezca pena aflictiva, aunque se les haya indultado de ella y los 
que por torcida o descuidada administración han sido removidos de una guarda 
anterior, o en el juicio subsiguiente a ésta han sido condenados, por fraude o 
culpa grave, a indemnizar al pupilo. 
El art. 1208, nº 1 del CC, por otro lado, establece como causal de 
desheredamiento del descendiente el haber cometido un delito que merezca 
pena aflictiva.  
Finalmente, conforme al art. 54, nº 3 de la Ley Nº 19.947, que establece 
una Nueva Ley de Matrimonio Civil, constituyen hechos que permiten 
configurar la causal de divorcio de violación grave de los deberes y 
obligaciones que impone el matrimonio, o de los deberes y obligaciones para 
con los hijos, que torne intolerable la vida en común: la condena ejecutoriada 
por la comisión de alguno de los crímenes o simples delitos contra el orden de 
las familias y contra la moralidad pública, o contra las personas, previstos en el 
Libro II, Títulos VII y VIII, del Código Penal, que involucre una grave ruptura 
de la armonía conyugal. 
En todos estos casos, así como el anterior, vemos que la influencia 
decisiva de la sentencia penal no tiene que ver en estricto rigor con los hechos 
que paralelamente están siendo conocidos por el juez civil, los que pueden ser 
coincidentes totalmente o no. La simple identidad de los hechos, por tanto, no 
es lo que puede determinar la suspensión del proceso civil sino la relevancia 
que la valoración jurídico-penal de dichos hechos o la condena misma tienen 
para la concesión o denegación de la tutela civil solicitada. 
                                               
527 Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, «Eficacia de la sentencia penal en el proceso 
civil», ob. cit., p. 12. 
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En todos los supuestos en que la condena es tomada como supuesto de 
hecho de la norma civil, la doctrina ha entendido que la vinculación del juez 
civil a la sentencia penal viene determinada por haberse verificado el supuesto 
de hecho que contempla la norma sustantiva civil, esto es, por haberse emitido 
el pronunciamiento de la sentencia penal en el sentido exigido por la norma528. 
De este modo, la vinculación se produce por efecto de la ley, más allá de la 
voluntad del juzgador penal e independientemente de los hechos en virtud de 
los cuales haya sido declarado el delito, los cuales no entran en este caso en 
consideración529. 
Ciertamente, si el tribunal penal dicta una sentencia absolutoria por 
inexistencia de los hechos o por no haber participado el imputado en los 
mismos, el juez no podrá anudar o derivar los efectos civiles previstos por la 
norma, pero no porque los hechos sean inexistentes y un juez penal lo haya 
declarado así, sino porque no se cumple el presupuesto de la norma civil que 
exige una sentencia condenatoria y la imputación de participación respecto del 
sujeto.  
De este modo, y según analizaremos más adelante al tratar la cosa 
juzgada, a juicio de un sector doctrinario, en estos casos nos encontramos 
frente a un efecto que va más allá de la cosa juzgada penal, el que desde luego 
puede hacerse valer en forma directa por las partes que han intervenido en el 
proceso. Fuera de ello, cuando la sentencia es considerada como un hecho 
jurídico, produce además un efecto indirecto o reflejo que entra a operar 
independientemente de las partes que hayan litigado en los respectivos 
procesos. 
c') Casos en que la valoración se efectúa con base en la aplicación de 
conceptos comunes al ámbito civil y penal. 
Finalmente, de acuerdo a la tipificación doctrinaria en examen, un 
tercer supuesto de prejudicialidad penal trascedente en el proceso civil puede 
presentarse en aquellos casos en que la valoración del hecho por parte del juez 
                                               
528 Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV.), ob. cit., 
pp. 641 y 642. Para este autor «cuando el pronunciamiento penal es elemento del supuesto de 
hecho de la norma de Derecho privado, si se ha emitido el pronunciamiento el tribunal civil deberá 
entender verificado el supuesto de hecho de la norma civil. Y lo contrario si el pronunciamiento no 
ha sido emitido o no lo ha sido en el sentido previsto por la norma civil». En el mismo sentido, 
REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 476-477. 
529 Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, «Eficacia de la sentencia penal en el proceso 
civil», ob. cit., p. 12. 
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civil deba hacerse conforme a conceptos comunes como la culpabilidad, dolo, 
engaño, fraude, violencia, buena fe, simulación, entre otros530. 
Se trata de casos en que la norma civil recurre a conceptos o elementos 
propios del derecho penal o que son comunes a ambos sectores, frente a lo 
cual, a juicio de la doctrina, la influencia decisiva dependerá de que el tribunal 
considere que el conocimiento o valoración de los hechos «puede ser más 
perfecta con la técnica del proceso penal que el civil»531. 
Entre estos casos, podrían considerarse en el ordenamiento chileno el 
contemplado en el art. 968, nº 4 que establece como causal de indignidad el 
que por fuerza o dolo obtuvo alguna disposición testamentaria del difunto, o le 
impidió testar; o el art. 1208, nº 3 del CC que establece como causal de 
desheredamiento el haberse valido de fuerza o dolo para impedir testar al 
causante; los arts. 709 y 710 del CC relativos a la posesión violenta; el art. 
1007 del CC que establece la nulidad del testamento en el que de cualquier 
modo haya intervenido la fuerza, y en general todos aquellos casos en que la 
ley, a los efectos de establecer la nulidad del consentimiento como requisito de 
validez de los actos o contratos recurre a conceptos como el error, la fuerza o 
el dolo o bien a afectos de considerar la existencia de buena fe, recurre a 
conceptos como el fraude (art. 706 del CC), etc. 
                                               
530 Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, t. II, v. I, ob. cit., p. 670. ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con 
AA.VV), ob. cit., p. 639; JUAN SÁNCHEZ, RICARDO, La responsabilidad civil en el proceso 
penal, ob. cit., p. 88. 
531 Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, ob. cit., p. 640. En estos casos, sin embargo, no 
cabe confundir estos supuestos con aquellos en que el ordenamiento recurre a conceptos que por sí 
mismos no dan ni pueden dar lugar a un juicio principal o autónomo.  
Tal es el caso, por ejemplo, cuando un juez penal que investiga un delito de hurto, debe 
determinar si la cosa apropiada es mueble o inmueble. De dicha determinación, dependerá que el 
tipo penal sea el de hurto o el de usurpación. Ciertamente, no es posible iniciar un juicio civil 
declarativo con el objeto de que un juez civil declare el carácter mueble o inmueble de un 
determinado bien. En este caso, corresponderá al juez penal determinar el sentido y alcance de 
dicho término, con aplicación de las normas del derecho civil si corresponde, o bien dándole el 
alcance que la norma sustantiva penal ha querido darle como elemento específico del tipo penal. El 
asunto ha generado discusión, por ejemplo, cuando se ha tratado de la sustracción o apropiación de 
cosas que conforme al derecho civil constituyen inmuebles por adherencia o destinación. Respecto 
a lo que debe entenderse por cosa mueble a efectos de este ilícito penal, cfr. ALESSANDRI 
RODRÍGUEZ, ARTURO, «Similitud del concepto de cosa mueble en el derecho civil y en el 
derecho penal», en TAVOLARI OLIVEROS, RAÚL (DIR.), Doctrinas esenciales, Derecho Civil, 
Bienes, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 2010, pp. 57-64 (Id. vLex: 231602929). 
Cuestión diferente, por el contrario, es la determinación, en este mismo supuesto, de si la 
cosa mueble apropiada es o no ajena. En este caso, la determinación de la propiedad o ajenidad de 
la cosa como elemento del tipo penal sí que constituye una cuestión prejudicial de carácter civil, 
siendo necesario determinar si ella deberá ser resuelta por un juez civil o por el contrario, podrá 
hacerlo el juez penal. 
  325 
En todas estas hipótesis, ciertamente corresponde al juez civil la 
valoración —desde el punto de vista civil— de la concurrencia de dichos 
vicios cuyo sentido y alcance, en muchos casos, es más amplio que en materia 
penal, pudiendo ser probados conforme al proceso respectivo sin necesidad de 
recurrir a la determinación de otro juez. Así, no obstante existir culpa, dolo o 
fraude civil, puede no existir a efectos penales y viceversa532. 
Desde este punto de vista, en principio debiera prevalecer la libertad e 
independencia del juez civil ponderar los hechos desde la perspectiva y bajo la 
técnica probatoria y de valoración de los hechos que rigen el proceso civil. 
No obstante ello, el problema se presenta cuando los hechos discutidos 
en el proceso civil, por ejemplo, la fuerza ejercida sobre el testador o el 
carácter violento de la posesión o la simulación de un contrato o su nulidad por 
dolo, están siendo conocidos al mismo tiempo por un juez penal como 
constitutivos de un delito y el juez penal determina la existencia o inexistencia 
de dolo o culpa, fuerza o simulación respecto de los mismos hechos que están 
siendo enjuiciados por el juez civil. 
En estos casos, es necesario determinar si el juez civil se encuentra 
vinculado o no a lo que diga el juez penal y, por tanto debe suspender el 
proceso civil en espera de dicha decisión, independientemente de que el juez 
realice una valoración penal de los mismos y, finalmente, se establezca o no la 
existencia de un delito. 
A nuestro juicio, según veremos al examinar la cosa juzgada, en este 
caso el juez civil debe valorar la suspensión del proceso civil en espera de la 
decisión penal en tanto la sentencia que dicte dicho juez puede llegar a 
                                               
532 Así por ejemplo, se declaró en SCS de 19 de junio de 1972, en TAVOLARI 
OLIVEROS, RAÚL (DIR.), Jurisprudencias  esenciales, Derecho Civil, t. I, Santiago, Ed. Jurídica 
de Chile, 2010, pp. 21-24 (Cita Westlaw Chile: J4575/1972), en un juicio penal en que los reos 
fueron acusados por el delito específico que contempla el nº 2 del art. 471 del Código Penal, esto 
es, “el que otorgare en perjuicio de otro un contrato simulado”, ilícito regulado en el título relativo 
a las estafas y otros engaños.  
A juicio de la Corte, este delito es «una figura penal propia de nuestro Código Punitivo, 
no se contemplan en su establecimiento únicamente elementos civiles, y así los hechos que 
configuran la simulación pueden perfectamente ser acreditados dentro del juicio criminal por los 
medios de prueba que la ley contempla para tal juicio. Por lo tanto, ninguna aplicación tiene al 
caso en estudio el inciso 1° del trascrito artículo 173 del Código Orgánico de Tribunales, ya que el 
elemento de carácter civil que pudiera estimar se necesario para dar por acreditado el delito puede 
ser probado por los medios de prueba del Código de Procedimiento Penal, como se ha dicho y no 
existe materia alguna civil para agravar o disminuir la pena, o para no estimar culpable al autor. 
Ninguna atingencia tienen con el caso de autos los incisos 2º y 3º del referido precepto y, tampoco 
existe, como se ha dicho, una cuestión civil de que debe conocer el juez del crimen, por lo que no 
tiene aplicación alguna su inciso. 4º y final». 
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vincularle en los términos establecidos en los arts. 178 a 179 CPC con efecto 
de cosa juzgada. 
Sobre la materia, la primera cuestión que resulta clara en conformidad a 
dichos preceptos, es la vinculación del juez civil respecto de toda sentencia 
penal o sobreseimiento del que pueda afirmarse la existencia o inexistencia de 
los hechos. 
Y es que en efecto, si bien en principio es perfectamente posible que no 
existiendo culpa penal exista culpa civil y viceversa o bien que la antijuricidad 
sea apreciada de forma diversa en materia civil, lo que el juez civil no puede 
hacer en caso alguno —por impedirlo dichas normas— es desconocer o 
contradecir los hechos establecidos por el juez penal en sentencia firme como 
fundamento, por ejemplo, de la no culpabilidad o de la eximente de 
responsabilidad en que basa la absolución ni en general los hechos comunes al 
juicio civil y penal que hayan sido probados y establecidos por la sentencia 
penal. 
Conforme a dichos preceptos y en particular lo dispuesto en el art. 178 
y 179 CPC, la sentencia condenatoria penal produce plenos efecto de cosa 
juzgada en materia civil. Tratándose de sentencias absolutorias o 
sobreseimiento definitivo, éstos vinculan, asimismo, al juez civil respecto de la 
declaración de inexistencia del hecho como también, a nuestro juicio y aunque 
la norma no lo diga así, en cuanto a su existencia, siempre que ésta haya sido 
debidamente probada en el proceso penal respectivo. 
De esta forma, si el juez penal ya ha dictado sentencia firme sobre los 
hechos, no cabe duda que el juez civil se encuentra vinculado a dicha sentencia  
no pudiendo contradecir los hechos establecidos por el juez penal en su 
sentencia por impedirlo el art. 178 y 179 CPC, según la sentencia penal sea 
condenatoria o absolutoria533. 
Como es posible observar, al menos en lo que se refiere a la declaración 
de existencia o inexistencia de los hechos, en este caso la vinculación del juez 
civil a la sentencia penal firme esta establecida en forma clara y preceptiva por 
las disposiciones antes señaladas534. 
                                               
533 Cfr. SCS de 30 de noviembre de 1921, en RDJ, t. XXI, sec. 1ª, p. 324. En la misma 
línea SCS de 17 de diciembre de 1948, en RDJ, t. XLVI, sec. 1ª, p. 233. 
534 Para la doctrina española, en estos casos debe tenerse presente, especialmente en 
materia de culpabilidad, que es perfectamente posible que no siendo apreciada por el juez penal la 
existencia de culpa penal, exista igualmente culpa civil. Pero en este caso, si el juez penal ha 
declarado la inexistencia de los hechos con base a los cuales se pretende fundar la culpabilidad, el 
juez civil no podrá desconocer dicha declaración. Cfr. JUAN SÁNCHEZ, RICARDO, La 
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La vinculación opera así, de forma similar a los supuestos de la acción 
civil ex delicto en tanto no existe una calificación o valoración del juez penal 
que condicione el sentido del fallo. Existen unos hechos comunes entre ambos 
procesos debiendo el juez civil determinar si puede o no prescindir de éstos 
para fallar el asunto civil. La vinculación, por tanto, se produce respecto de los 
hechos independientemente de la valoración o calificación jurídico penal que 
el juez haga de los mismos. 
Ahora bien, fuera de la declaración de existencia o inexistencia de los 
hechos, cuando existe un pronunciamiento penal ejecutoriado en el que el juez 
penal ha determinado la existencia o inexistencia de dolo o culpa, fuerza o 
simulación respecto de los mismos hechos que están siendo enjuiciados por el 
juez civil, en virtud de estos mismos preceptos y la interpretación que de ellos 
ha hecho la jurisprudencia, el juez civil puede verse asimismo, vinculado a 
dicha declaración. 
Lo anterior resulta con claridad cuando se trata de una sentencia penal 
condenatoria en tanto ésta, conforme a lo dispuesto en el art. 179 y 180 CPC 
produce plenos efecto de cosa juzgada en materia civil. De esta forma, si el 
juez ha determinado la existencia de dolo, el juez civil no podrá contradecir 
dicha declaración declarando, por ejemplo, que el sujeto actuó con culpa.  
Tratándose de una sentencia absolutoria o sobreseimiento, en principio 
el juez civil no se encontraría vinculado a éstas, salvo en lo que respecta a la 
declaración inexistencia del delito o cuasidelito o la no participación del 
acusado. El art. 179, nº 1 del CPC por su parte, excluye expresamente dicho 
efecto, además, cuando la absolución se base en una causal eximente de 
responsabilidad penal de las contempladas en el art. 10 CP. 
De este modo, tratándose de sentencias absolutorias o sobreseimiento, 
salvo la declaración de existencia o inexistencia del hecho, el juez civil se 
encuentra en libertad para valorar los hechos desde la perspectiva civil y por 
tanto, de declarar en estos supuestos de prejudicialidad la existencia, por 
ejemplo, de la fuerza, dolo, culpa o simulación desde la perspectiva civil, 
independientemente de lo que el juez penal haya resuelto sobre dichas 
materias.  
                                                                                                                                
responsabilidad civil en el proceso penal, ob. cit., p. 88. De esta forma, el tribunal civil debiera 
tomar en consideración la sentencia penal «siempre que de ella pueda determinarse si los hechos 
en cuestión han existido o no». La vinculación, por tanto, se circunscribe exclusivamente a los 
hechos, cuya existencia o inexistencia no podrá ser desconocida por el tribunal civil. Cfr. 
REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., p. 479. 
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 Con todo —y no obstante los categóricos términos en que el art. 179 
excluye la eficacia de cosa juzgada en estos casos— en el ordenamiento 
chileno el tema no ha estado exento de controversia sosteniéndose, tanto por la 
jurisprudencia como un sector importante de la doctrina, la necesidad de que la 
determinación de la existencia, por ejemplo, de dolo o culpa o la valoración de 
una causal de justificación, sea realizada de la misma manera por ambos 
órdenes jurisdiccionales y por tanto, afirman la vinculación del juez civil a 
dicha declaración contenida en la sentencia penal535.  
Volveremos sobre este asunto con más detalle al examinar el régimen 
de vinculación de la sentencia civil a la penal. En lo que interesa en este 
apartado, sólo destacar que en razón de lo expuesto anteriormente, cuando un 
proceso civil y penal vinculados por un supuesto de prejudicialidad de esta 
naturaleza se encuentran pendientes y el juez penal aún no dicta sentencia 
sobre el asunto, a nuestro juicio, el juez civil, a efectos de evitar una futura 
contradicción de sentencias, debe necesariamente decretar la suspensión del 
proceso civil en espera de la decisión del juez penal sobre el asunto. 
Ello, por cuanto dicha sentencia le vinculará, en todo caso, respecto de 
la declaración de existencia o inexistencia de los hechos y la decisión sobre la 
cuestión prejudicial cuando la sentencia sea condenatoria como, 
eventualmente, respecto de esta última decisión, cuando se trate de una 
sentencia absolutoria o sobreseimiento. 
d') Consideraciones finales. 
Concluyendo con este examen de los supuestos que hacen procedente la 
suspensión del proceso civil por prejudicialidad penal, señalar que quedan 
fuera de los casos antes estudiados y en consecuencia, no procederá la 
suspensión del proceso civil cuando la condena o la valoración del juez penal 
no sean fundamentales o imprescindibles para la tutela que se ha de otorgar en 
el proceso civil o bien cuando, no obstante ser una cuestión penal relevante y 
vinculante, el juez civil pueda resolver la materia prejudicial por sí mismo, con 
                                               
535 Cfr. SCAP de Valparaíso de 31 de mayo de 1911, en Gaceta de los Tribunales Nº 380, 
1º sem., p. 663. En la misma línea SCS de 27 de octubre de 1941, en RDJ, t. XXXIX, sec. 1ª, p. 
298 y SCS de 8 de agosto de 1958, en RDJ, t. LV, sec. 2ª, p. 84 y SCS de 8 de agosto de 1958, en 
RDJ, t. LV, sec. 2ª, p. 84 y, más recientemente, SCS de 11 de agosto de 2011, Sala Cuarta (Mixta), 
Rol Nº 3351/2009 (Id. vLex: 333039198).  
En cuanto a la doctrina, en esta línea Cfr. CASARINO VITERBO, MARIO, Manual de 
Derecho procesal, t. IV, ob. cit., p. 142 y BARROS BOURIE, ENRIQUE, Tratado de 
responsabilidad extracontractual, ob. cit., p. 966, en pie de página Nº 214 y CHOTZEN, 
PATRICIA, «Concepto de delito y cuasidelito penal y su diferencia con el civil», en FIGUEROA 
YÁÑEZ, GONZALO, Curso de Derecho Civil, t. IV, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 2012, p. 71. 
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prescindencia del pronunciamiento penal, como ocurre en los casos de falsedad 
documental antes vistos536. 
En nuestro concepto, más allá del tratamiento devolutivo o no 
devolutivo de la cuestión, lo importante es que, a efectos de poder 
pronunciarse sobre el fondo del asunto, la cuestión prejudicial debe ser 
siempre decidida, sea por el juez penal o por el propio juez civil.  
Por regla general, tratándose de cuestiones penales, el juez civil deberá 
suspender el proceso en espera de la sentencia penal en tanto el ordenamiento 
le prohíbe conocer, ni a los efectos prejudiciales, de materias penales.  
Con todo, en aquellos casos en que, no obstante su relevancia penal, la 
materia prejudicial puede ser decidida por el propio juez civil, a nuestro juicio, 
debe prevalecer la libertad e independencia del orden civil para decidir la 
cuestión desde la óptica y con aplicación de las normas sustantivas civiles que 
corresponda. 
Finalmente, sólo destacar, que cada vez que el proceso penal se paralice 
o termine con una resolución que no decida sobre el fondo de la cuestión penal 
que se suscita como prejudicial en el proceso civil, la cuestión carecerá de 
trascendencia y el juez civil podrá continuar adelante con el proceso. 
En el ordenamiento chileno ello será así cuando se dicte en el proceso 
penal un sobreseimiento temporal por alguna de las causales contempladas en 
el art. 252 NCPP y en especial cuando ha tenido aplicación alguna de las 
denominadas salidas alternativas del proceso penal, como son la suspensión 
                                               
536 Como ejemplo de lo anterior, la doctrina señala asimismo, el caso en que el hecho de 
apariencia delictiva sea alegado por una de las partes junto con otros muchos, como indicios de la 
mala fe de la contraria. En tal caso, es posible que el juez pueda llegar a la convicción de la 
existencia de dicha mala fe teniendo en cuenta los demás indicios, sin que una convicción 
diferente del juez penal pueda cambiar su decisión. Cfr. GONZÁLEZ SÁNCHEZ, JOSÉ LUIS, Las 
cuestiones prejudiciales penales en el proceso civil, ob. cit., pp. 63-64. En la misma línea, PÉREZ 
GORDO, ALFONSO, Prejudicialidad penal y constitucional en el proceso civil, ob. cit., p. 75. 
BELLÓN, C., «Matices de prejudicialidad en el proceso civil», ob., cit., p. 6; SÁNCHEZ DE LA 
PARRA Y SEPTIÉN, PEDRO, Las cuestiones prejudiciales en el orden jurisdiccional penal, civil, 
contencioso y social, ob. cit., p. 94.  
Tal sería el caso, también, en que pese a tener la valoración penal influencia decisiva, la 
acción penal o la civil se encuentren prescritas o bien cuando la resolución que haya de dictarse en 
el proceso penal tenga un contenido meramente procesal, aun cuando importe la terminación del 
proceso o cuando deba basarse en la existencia de delito respecto del cual no proceda incoar 
proceso criminal por haberse extinguido la responsabilidad penal. Cfr. PÉREZ GORDO, 
ALFONSO, Prejudicialidad penal y constitucional en el proceso civil, ob. cit., p. 75. En el mismo 
sentido, respecto de la extinción de la responsabilidad civil Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, 
Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, t. II, v. I, ob. cit., p. 677. 
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condicional del procedimiento o los acuerdos reparatorios reguladas en los 
arts. 237 a 246 NCPP.  
Sobre éstas salidas volveremos al tratar la cosa juzgada. Lo que ocurre 
finalmente en estos supuestos es que se termina dictando un sobreseimiento 
definitivo por extinción de la acción o de la responsabilidad penal (arts. 240 y 
242 NCPP) el cual, conforme al art. 179 CPC no produce cosa juzgada en 
materia civil y por tanto no vincula al juez civil537. 
De este modo, si durante la suspensión del proceso civil ordenada por el 
juez en espera de la sentencia penal, el juicio penal concluye por alguna de esta 
vías, el juez civil podrá revocar la medida y reanudar el juicio resolviendo el 
asunto sometido a su decisión538.  
En definitiva, la concesión y mantención de la suspensión del proceso 
civil queda supeditada al dictado por parte del juez penal de una resolución que 
decida sobre el fondo del asunto penal con efecto de cosa juzgada. En el 
ordenamiento chileno, estas resoluciones se reducen a la sentencia definitiva 
penal condenatoria y absolutoria y el sobreseimiento definitivo en los términos 
establecidos en los arts. 179 a 180 CPC. 
                                               
537 La suspensión condicional del procedimiento es «una salida alternativa al proceso, en 
virtud de la cual se puede detener provisoriamente la persecución penal en favor de una persona 
imputada por un delito, quedando ella sometida, dentro de un determinado plazo, al cumplimiento 
de un conjunto de condiciones impuestas por el juez de garantía, al término del cual —si son 
cumplidas estas condiciones en forma satisfactoria— se extingue la acción penal y, si no lo son o 
se vuelve a imputar un nuevo delito, se revoca la medida reiniciándose la persecución penal».  
Los acuerdos reparatorios, por su parte «pueden ser descritos como una salida alternativa 
al proceso penal, en virtud del cual se puede extinguir la acción penal, tratándose de cierta 
categoría de delitos, cuando existe entre la víctima y el imputado un acuerdo de reparación 
prestado en forma libre y voluntaria y este acuerdo es, además, aprobado por el juez de garantía 
respectivo». Cfr. DUCE, MAURICIO, «Salidas alternativas o formas alternativas de resolución del 
conflicto en el proceso penal», en DUCE, MAURICIO y RIEGO, CRISTIÁN, El proceso penal, Ed. 
Jurídica Las Américas, 2009, pp. 306 y 307. 
Conforme a lo anterior, se trata de medidas en las que se omite la declaración de 
culpabilidad del imputado y se deja de perseguir el ilícito penal. Sin embargo, ellas no afectan la 
responsabilidad civil que derive del hecho. Así, en la suspensión condicional del procedimiento, la 
ley establece expresamente que su aplicación no afecta ni extingue la acción civil de la víctima o 
de terceros, pudiendo perseguirse por la vía civil las responsabilidades pecuniarias que deriven del 
hecho (arts. 237, inciso final y 240 NCPP). En lo acuerdos reparatorios, la responsabilidad penal 
del imputado se extingue total o parcialmente, pero el acuerdo puede ser ejecutado ante el propio 
juez de garantía (arts.  242 y. 243 NCPP).  
538 Para la doctrina, en estos casos el juez civil retoma en plenitud su competencia para 
decidir tanto la cuestión prejudicial como el asunto principal con aplicación de las normas 
sustantivas civiles pertinentes. Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, Curso de derecho procesal 
civil, t. II, ob. cit., pp. 40 y 41. 
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B) Qué es lo que se suspende y momento procesal en que se produce la 
suspensión del proceso civil. Carácter facultativo o preceptivo de la 
suspensión. 
Continuando con este examen de la prejudicialidad penal devolutiva en 
el proceso civil en conformidad al art. 167 del CPC, nos referiremos a dos 
temas respecto de los cuales ha existido cierta controversia en la doctrina y la 
jurisprudencia. 
El primero de ellos dice relación con la determinación de qué es lo que 
se debe suspender cuando se presenta en el proceso civil una cuestión 
prejudicial penal trascendente. En otros términos, cual es la extensión de los 
efectos de la suspensión. 
Del tenor literal del art. 167 CPC, pareciera que lo que se suspende o 
debe ser suspendido en espera de la decisión del juez penal es sólo el 
pronunciamiento del fallo. 
Al efecto, establece dicha norma que —apreciada la concurrencia de 
una cuestión prejudicial penal devolutiva— los tribunales «podrán suspender 
el pronunciamiento de ésta (la sentencia) hasta la terminación del proceso 
criminal, si en éste se ha deducido acusación o formulado requerimiento, según 
el caso»539. 
Como es posible observar, la norma es bastante explícita al limitar los 
efectos de la suspensión exclusivamente al pronunciamiento de la sentencia y 
no al curso del procedimiento. 
Siguiendo la línea señalada anteriormente en cuanto evitar suspensiones 
indebidas de los procesos civiles por la mera existencia de una causa criminal, 
el art. 167 CPC ha sido bastante restrictivo, asimismo, al momento de regular 
los efectos de la suspensión, entendiendo que ésta debe afectar o causar el 
mínimo retraso posible en el curso del proceso civil. 
De allí que el inciso final del mismo precepto disponga que «si en el 
mismo juicio se ventilan otras cuestiones que puedan tramitarse y resolverse 
sin aguardar el fallo del proceso criminal, continuará respecto de ellas el 
procedimiento sin interrupción». 
Lo anterior, se ve reforzado por la historia de la ley de esta norma, en la 
que consta que se alteró la redacción de la misma «usando en lugar de la frase 
                                               
539 En el antiguo proceso penal, es necesario para que proceda la suspensión que la causa 
haya pasado al estado de Plenario, conforme al art. 76, inciso 2º CPP. En el nuevo proceso penal 
es necesario que se haya formulado acusación en contra del imputado por el Ministerio Público 
cuando se trata del procedimiento ordinario (art. 259 NCPP) o bien, que se haya formulado 
requerimiento cuando se trata de un procedimiento simplificado (art. 390). 
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suspender su pronunciamiento, la de suspender el pronunciamiento de 
ésta»540. 
La jurisprudencia, sin embargo, no lo ha entendido así, resolviendo que 
la suspensión no se refiere el pronunciamiento de la sentencia, como pudiera 
desprenderse del tenor literal de la norma, sino al procedimiento o tramitación 
de la causa. Dicha interpretación se basa en lo dispuesto en el inciso 2º del art. 
167 CPC, que establece que una vez que se haya deducido acusación o 
requerimiento en el proceso penal, la suspensión «podrá decretarse en 
cualquier estado del juicio»541. 
Por nuestra parte, discrepamos junto con la doctrina de esta 
interpretación542.  
Desde luego, tal como establece el inciso segundo, la suspensión podrá 
ser decretada en cualquier estado del juicio. Pero con ello, la norma no se está 
refiriendo al acto o actos que deben ser suspendidos sino a la oportunidad en 
que es procedente decretar o promover incidentalmente la suspensión del 
proceso, cuestión que podrá ser decidida tanto por el juez de primera como 
segunda instancia543, en incluso, ante la Corte Suprema si el asunto ha llegado 
a su conocimiento por vía de un recurso de casación o queja.  
En definitiva, mientras no se haya dictado sentencia firme en el juicio, 
es posible, en nuestro concepto, que las partes pidan o el tribunal ordene la 
suspensión cuando se haya apreciado la existencia de una cuestión prejudicial 
penal relevante.  
                                               
540 Actas de la Comisión Mixta de Senadores y Diputados en cargada de informar el 
Proyecto de Código de Procedimiento Civil, Sesión 9° de 11 de diciembre de 1900, Santiago, p. 
68. Cfr. LAZO, SANTIAGO, Los Códigos Chilenos anotados. Código de Procedimiento Civil, 
orígenes, concordancias, jurisprudencia, Santiago, Poblete Cruzat Hnos., 1918, pp. 153. 
541 En esta línea, cfr. SCAP de Valparaíso de 27 de abril de 1933, RDJ, t. XXI, sec.  2ª, p. 
57 y SCAP de Coyhaique de 6 de agosto de 2012, Rol Nº 126/2012 (Id. vLex: 3954800782). En la 
resolución apelada que ordenó la suspensión, el juez a quo afirma esta conclusión con base a la 
jurisprudencia y a lo dispuesto en el inciso segundo del art. 167 y el contexto general de esta 
norma, criterio que fue ratificado por la Corte de Apelaciones. 
542 Comentando esta postura de la jurisprudencia, en opinión de la doctrina no es posible 
«extender la suspensión al procedimiento a cualquier momento anterior al pronunciamiento de la 
sentencia, porque la relación procesal tiene un desenvolvimiento continuo y la suspensión del 
procedimiento requiere, por ello, de texto expreso que lo autorice», tal como lo confirman diversas 
disposiciones del CPC que autorizan la paralización del proceso civil. Cfr. PEREIRA 
ANABALÓN, HUGO, La cosa juzgada en el Proceso Civil, ob. cit., pp. 212 y 213. 
543 En este sentido, cfr. MARÍN, JUAN CARLOS, «La acción civil en el nuevo Código 
Procesal Penal chileno: su tratamiento procesal», ob. cit., p. 38 y BARROS BOURIE, ENRIQUE, 
Tratado de responsabilidad extracontractual, ob. cit., p. 970. 
Sobre la procedencia de la suspensión en segunda instancia, cfr. SCS de 26 de marzo de 
1966, en RDJ, t. LXIII, Nº 1, enero a marzo 1966, pp. 77 y 78 y SCS de 13 de abril de 1999, en 
RDJ, Nº 1, enero-abril, 1999, sec. 1ª, p. 61. 
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Sin embargo, en tanto la determinación de esta cuestión prejudicial 
condiciona o incide sobre el contenido de la sentencia que debe decidir sobre 
el fondo del asunto y la aplicación del art. 167 CPC debe ser restrictiva, 
evitando suspensiones y dilaciones innecesarias del proceso civil, es de toda 
lógica que lo suspendido sea el pronunciamiento o dictado de dicha sentencia y 
no el curso del procedimiento, tal como lo establece, por lo demás, el propio 
art. 167 CPC. 
Particularmente, cuando la suspensión ha sido decretada por una Corte 
de Apelaciones conociendo de un recurso de apelación, los tribunales han 
entendido que en este caso procede suspender el pronunciamiento de la 
sentencia que falla el recurso, en espera que el juez penal resuelva el asunto. 
Una vez resuelto, la Corte reanuda el conocimiento del asunto considerando en 
su sentencia la decisión del juez penal para resolver sobre el asunto principal. 
Es decir, en este caso, no se anula la sentencia ni se retrotrae el juicio al 
momento anterior al dictado de la sentencia de primera instancia, sino que se 
suspende el fallo del recurso de apelación debiendo la propia Corte fallar el 
asunto principal tomando en consideración la sentencia del juez penal544.  
Si la existencia de la cuestión prejudicial penal es apreciada, en cambio, 
por la Corte Suprema conociendo de un recurso de casación o queja, atendida 
la limitación de su competencia sólo a la revisión de los errores de derecho o la 
falta o abusos cometidos, lo que procede a nuestro juicio, no es la suspensión 
del pronunciamiento de la sentencia que deba ser dictada fallando el recurso de 
casación, sino que la Corte anule el procedimiento al estado anterior al dictado 
de la sentencia definitiva por el tribunal de primera instancia. 
Conforme a lo expuesto, formulada acusación o requerimiento en el 
proceso penal nada obsta a que el juez civil pueda avanzar paralelamente con 
el curso del procedimiento hasta dejarlo en estado de sentencia, suspendiendo 
                                               
544 Tal es el caso, por ejemplo, de la SCS de 13 de abril de 1999, en RDJ, Nº 1, enero-
abril, 1999, sec. 1ª, p. 61. En un juicio ordinario por indemnización de perjuicios por la muerte de 
una persona causada en un accidente de tránsito, el juez de primera instancia negó lugar a la 
demanda. Apelada dicha sentencia, la Corte de Apelaciones revocó el fallo y acogió parcialmente 
la demanda. 
Durante la vista del recurso de apelación, la Corte, de oficio, estimó necesario suspender 
el procedimiento en el estado en que se encontraba y la dictación de la sentencia definitiva, por 
aplicación de lo dispuesto en el art. 167 del CPC hasta que el proceso criminal llevado ante el 
Segundo Juzgado del Crimen de Talcahuano quedara afinado. Dictada sentencia por el juez penal, 
y debido a inhabilitación de uno de los ministros de la Sala en que se encontraba radicada la 
apelación, se dejó sin efecto el estado de acuerdo y se ordenó proceder a una nueva vista de la 
causa en la Sala que corresponda siendo fallado el asunto el 8 de mayo de 1998. 
Como es posible observar, la suspensión en este caso fue decretada, incluso de oficio por 
la Corte de Apelaciones, criterio que ha sido ratificado por la jurisprudencia en otros casos. Cfr. 
SCAP de Arica, de 20 de septiembre de 2012, Rol Nº 277/2012 (Id. vLex: 400962690). 
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el pronunciamiento del fallo si a dicha fecha el juez penal no ha dictado 
sentencia aún.  
El PNCPC, por su parte, es igualmente claro a este respecto, 
estableciendo en su art. 221 que el juez civil «podrá suspender el 
pronunciamiento de la sentencia hasta la terminación del proceso criminal». 
Dicho lo anterior, un segundo tema dice relación con el carácter 
facultativo o preceptivo de la suspensión del proceso. 
Del tenor literal del art. 167 CPC, pareciera que la suspensión del 
proceso civil es facultativa para el tribunal y así lo ha entendido la 
jurisprudencia chilena al señalar que la norma «otorga a los tribunales una 
facultad y no les impone una obligación imperativa»545. 
A nuestro juicio, si bien el sistema devolutivo puede presentar variantes 
respecto del carácter más o menos preceptivo de la suspensión del proceso 
civil siendo el legislador libre para decantarse por uno u otro sistema, lo que no 
es concebible, tal como afirma la doctrina, es una habilitación genérica, una 
especie de norma procesal en blanco, para que el órgano jurisdiccional decida 
sobre el reenvío de una cuestión o bien afirme su conocimiento546.  
En este punto, la doctrina es coincidente en sostener que se trata de una 
atribución o potestad «cuyo ejercicio es debido en el supuesto legal»547 y no de 
una «especie de facultativa prejudicialidad no devolutiva»548. 
En el ordenamiento chileno, lo anterior encuentra apoyo en la propia 
historia del establecimiento del art. 167 CPC, en la que se dejó constancia 
expresa de la intención del legislador de la época en el sentido de que la 
expresión “podrán” utilizada no importa una disposición facultativa sino 
imperativa549. 
                                               
545 Cfr. SCS de 26 de marzo de 1966 (c. 12º), en RDJ, t. LXIII, Nº 1, enero a marzo 1966, 
p. 78. 
546 Cfr. SENÉS MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal 
español, ob. cit., p. 94. En opinión de esta autora, admitir esta posibilidad sería tanto como 
«situarse en las antípodas de la seguridad jurídica, tanto más importante en el contexto 
delimitador de las competencias jurisdiccionales que en cualquier otra institución jurídica».  
De allí que para la doctrina española la expresión «podrá conocer» que utiliza el art. 10.1 
de la LOPJ —al igual que lo hace el art. 167 CPC— no puede ser entendida como una facultad del 
órgano jurisdiccional para remitir en forma discrecional el conocimiento de la materia prejudicial a 
un órgano diverso. 
547 Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV.), ob. cit., p. 
638. 
548 Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, Derecho Procesal Penal (con AA.VV.), ob. 
cit., p. 252. 
549 Actas de la Comisión Mixta de Senadores y Diputados en cargada de informar el 
Proyecto de Código de Procedimiento Civil, Sesión 9° de 11 de diciembre de 1900, p. 68. Cfr. 
LAZO, SANTIAGO, Los Códigos Chilenos anotados. Código de Procedimiento Civil, ob. cit., pp. 
153. 
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En razón de ello, a juicio de la doctrina es criticable que la 
jurisprudencia no haya seguido esta indicación expresada en la historia 
fidedigna de la norma, considerando el sistema devolutivo como facultativo. Y 
es que en efecto, el mayor problema «que surge con esta opción proviene del 
riesgo que se pronuncien decisiones contradictorias entre la justicia civil y la 
penal»550. 
Conforme a lo anterior, en nuestro concepto, la suspensión no es un 
mero arbitrio del tribunal que conoce del asunto principal, libre de toda 
consecuencia legal y control. Sin duda, la ley entrega a la apreciación del 
tribunal civil en el caso concreto, la concurrencia de los requisitos que hacen 
procedente la suspensión y cuyo cumplimiento o incumplimiento deberá 
razonar y fundar debidamente. Ciertamente, nadie más que el propio tribunal 
civil al que corresponde decidir el asunto principal podrá determinar si una 
determinada cuestión penal condiciona o tiene influencia notoria en la 
sentencia que debe dictar. 
A partir de allí, en caso que estime cumplido el supuesto legal que hace 
procedente la suspensión, ésta es preceptiva, no pudiendo el tribunal inaplicar 
la norma sin incurrir en un quebrantamiento del régimen devolutivo. En caso 
contrario, el podrá denegar la suspensión del proceso. Y en ambos casos, si 
esta concesión o denegación de la suspensión es producto de una apreciación 
infundada, arbitraria o errónea de la concurrencia de los requisitos que exige el 
art. 167 CPC, causando un agravio o perjuicio a las partes, indudablemente, 
atendida la gravedad de los efectos que puede acarrear a la partes su 
incumplimiento, se produce un vicio que a nuestro juicio no sólo afecta 
directamente la resolución judicial que ordena o deniega la suspensión, sino 
que se extiende a la propia sentencia que dicte el tribunal resolviendo sobre el 
fondo del asunto. 
Finalmente, cabe destacar que la jurisprudencia ha entendido que la 
suspensión regulada en el art. 167 CPC no sólo puede ser decretada a petición 
de parte sino también de oficio por el juez que conoce del asunto principal551. 
                                               
550 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, Curso de derecho procesal civil, ob. cit., t. II, 
p. 40. A juicio de este autor, como paliativo de lo anterior, se ha proclamado «que la sentencia 
civil no produce cosa juzgada en el ámbito penal, garantizando a los tribunales con competencia 
penal la exclusividad del ejercicio del ius puniendi. Asimismo, en el campo teórico se han 
destacado las profundas diferencias entre el ilícito civil y penal, permitiendo de este modo una 
diversidad de pronunciamientos. Así, un determinando hecho podría perfectamente no ser 
constitutivo de un ilícito en el ámbito penal, pero sí en el campo civil». 
551 Cfr. SCS de 13 de abril de 1999, en RDJ, Nº 1, enero-abril, 1999, sec. 1ª, p. 61 y 
SCAP de Arica de 20 de septiembre de 2012, Rol Nº 277/2012 (c. 4º) (Id. vLex: 400962690). 
Por su parte, tal como ha resuelto la jurisprudencia, y por aplicación del art. 8 COT, es 
evidente que la suspensión sólo puede ser decretada «cuando proceda, por el juez civil y no por el 
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C) La infracción del régimen devolutivo de prejudicialidad. Recursos 
o medios de impugnación procedentes. 
Finalmente, relacionado con el tema anterior, es necesario examinar las 
sanciones y el régimen de recursos procedentes en caso de infracción al 
régimen devolutivo de prejudicialidad. 
Al respecto, el art. 167 CPC no establece una sanción específica en caso 
de quebrantamiento de esta norma ni tampoco la procedencia de un recurso 
concreto en contra de la resolución judicial que resuelve sobre el incidente de 
suspensión del proceso, en razón de lo cual la impugnación deberá realizarse a 
través de los medios que sean procedentes en conformidad a las reglas 
generales. 
Con todo, en el ordenamiento chileno el sistema de impugnación para el 
control de las garantías procesales en general —y con esto nos referimos al 
actual proceso civil y el antiguo proceso penal— es bastante deficiente y más 
aún en este caso particular cuando lo que se busca es corregir una infracción 
del régimen de prejudicialidad. 
Y es que en efecto, tal como señala la doctrina, el recurso de casación 
en la forma regulado por el actual CPC de 1903 se encuentra lejos de ser un 
mecanismo idóneo para controlar la observancia de la garantía del debido 
proceso consagrada en el art. 19, nº 3 de la CPR y dar una efectiva protección a 
los derechos y garantías de las partes dentro del proceso.  
Por el contrario, se trata de una regulación «anquilosada  y reducida a 
un control formalista del rito» que reduce «al proceso a una tasación cerrada de 
exigencias rituales, que no dejan margen para que la Corte Suprema, actuando 
dentro de la legalidad, pueda hacer aportes sobre el alcance del debido proceso 
(…)  cuando conoce de la casación»552.  
                                                                                                                                
juez que conoce del proceso criminal». Cfr. SCAP de Temuco de 19 de junio de 1936, RDJ, t. 
XXXVIII, sec. 2ª, 1936, p. 12. En este mismo sentido, cfr. PEREIRA ANABALÓN, HUGO, La 
cosa juzgada en el Proceso Civil, ob. cit., p. 214; MARÍN, JUAN CARLOS, «La acción civil en el 
nuevo Código Procesal Penal chileno: su tratamiento procesal», ob. cit., p. 38 y BARROS 
BOURIE, ENRIQUE, Tratado de responsabilidad extracontractual, ob. cit., p. 970. 
552 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, «El recurso de casación en el fondo como 
medio para denunciar la infracción a la Constitución», en Revista Chilena de Derecho, vol. 32, Nº 
3, 2005, p. 497. Tal como señala este autor, el actual diseño de la casación en la forma «está 
limitado a controlar un conjunto de exigencias procedimentales, que si bien son muy relevantes, 
naturalmente no cubren todas las infracciones que en el terreno práctico podrían configurar una 
vulneración al debido proceso». 
Indudablemente, tal como señala otro autor, parte del problema tiene su origen en que el 
régimen de la nulidad procesal en el sistema procesal civil chileno ha sido construido a partir de la 
doctrina civilista del acto jurídico, configurando la ineficacia de los actos procesales tomando 
como base su estructura orgánica. Lo anterior, ha generado una serie de inconvenientes, como los 
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antes descritos, en razón de lo cual la doctrina ha venido proponiendo la necesidad de otorgar un 
nuevo enfoque de la nulidad procesal como instrumento procesal para el resguardo y protección de 
las garantías de las partes dentro del proceso. Sobre la materia, cfr. ampliamente CARRASCO 
POBLETE, JAIME, «La nulidad procesal como técnica protectora de los derechos y garantías de las 
partes en el derecho procesal chileno», en Revista de Derecho, Universidad Católica del Norte, 
Sección: Estudios, Año 18, Nº 1, 2011, pp. 49-84. 
Tal como ponen de relieve estos dos autores, así lo ha entendido en materia penal el 
propio NCPP, el que contiene una regulación más completa y protectora de los derechos y 
garantías constitucionales y legales de los intervinientes. Así, por ejemplo, los arts. 159 y 160 
NCPP establecen que existe perjuicio que hace procedente la nulidad cuando la inobservancia de 
las formas procesales atenta contra las posibilidades de actuación de cualquiera de los 
intervinientes y se presume de derecho dicho perjuicio cuando la infracción hubiere impedido el 
pleno ejercicio de los derechos y las garantías reconocidos en la Constitución, o en las demás leyes 
de la República. Por su parte, el art. 373, a) consagrando como causal del recurso de nulidad, la 
infracción substancial, sea en la tramitación del juicio o en el pronunciamiento de la sentencia, de 
los derechos o garantías asegurados por la Constitución y los Tratados vigentes. Sobre este último 
recurso, Cfr. por todos, MOSQUERA RUIZ, MARIO y MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, Los 
recursos procesales, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 2010 y CORTEZ MATCOVICH, GONZALO, 
El recurso de nulidad, doctrina y jurisprudencia, Santiago, Lexis-Nexis, 2006. 
Esta regulación, por cierto, contrasta con la contenida en los actuales arts. 768, 795 y 800 
del CPC que regulan las causales del actual recurso de casación en la forma en el proceso civil. 
Conforme al inciso 1º del art. 768 «El recurso de casación en la forma ha de fundarse 
precisamente en alguna de las causas siguientes: 
1ª. En haber sido la sentencia pronunciada por un tribunal incompetente o integrado en 
contravención a lo dispuesto por la ley;  
2ª. En haber sido pronunciada por un juez, o con la concurrencia de un juez legalmente 
implicado, o cuya recusación esté pendiente o haya sido declarada por tribunal competente;  
3ª. En haber sido acordada en los tribunales colegiados por menor número de votos o 
pronunciadas por menor número de jueces que el requerido por la ley o con la concurrencia de 
jueces que no asistieron a la vista de la causa, y viceversa; 
4ª. En haber sido dada ultra petita, esto es, otorgando más de lo pedido por las partes, o 
extendiéndola a puntos no sometidos a la decisión del tribunal, sin perjuicio de la facultad que éste 
tenga para fallar de oficio en los casos determinados por la ley;  
5ª. En haber sido pronunciada con omisión de cualquiera de los requisitos enumerados en 
el artículo 170;  
6ª. En haber sido dada contra otra pasada en autoridad de cosa juzgada, siempre que ésta 
se haya alegado oportunamente en el juicio;  
7ª. En contener decisiones contradictorias;  
8ª. En haber sido dada en apelación legalmente declarada desierta, prescrita o desistida, y  
9ª. En haberse faltado a algún trámite o diligencia declarados esenciales por la ley o a 
cualquier otro requisito por cuyo defecto las leyes prevengan expresamente que hay nulidad.». 
En cuanto a lo que debe entenderse por trámites o diligencias esenciales, el art. 795 
establece que «son trámites o diligencias esenciales en la primera o en la única instancia en los 
juicios de mayor o de menor cuantía y en los juicios especiales: 
1°. El emplazamiento de las partes en la forma prescrita por la ley;  
2°. El llamado a las partes a conciliación, en los casos en que corresponda conforme a la 
ley;  
3°. El recibimiento de la causa a prueba cuando proceda con arreglo a la ley;  
4°. La práctica de diligencias probatorias cuya omisión podría producir indefensión;  
5°. La agregación de los instrumentos presentados oportunamente por las partes, con 
citación o bajo el apercibimiento legal que corresponda respecto de aquélla contra la cual se 
presentan;  
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A lo anterior, se suma la posición sostenida por la Corte Suprema en 
cuanto a excluir de la causal de “infracción de ley” que hace procedente el 
recurso de casación en el fondo, no sólo la vulneración del debido proceso 
como garantía constitucional —la que tradicionalmente ha quedado reservada 
para la casación en la forma—, sino en general de toda norma de rango 
constitucional553. 
                                                                                                                                
6°. La citación para alguna diligencia de prueba; y 
7°. La citación para oír sentencia definitiva, salvo que la ley no establezca este trámite.». 
Finalmente, el art. 800 dispone que son trámites «son trámites o diligencias esenciales en 
la segunda instancia de los juicios de mayor o de menor cuantía y en los juicios especiales: 
1°. El emplazamiento de las partes, hecho antes de que el superior conozca del recurso;  
2°. La agregación de los instrumentos presentados oportunamente por las partes, con 
citación o bajo el apercibimiento legal que corresponda respecto de aquélla contra la cual se 
presentan;  
3°. La citación para oír sentencia definitiva;  
4°. La fijación de la causa en tabla para su vista en los tribunales colegiados, en la forma 
establecida en el artículo 163, y  
5°. Los indicados en los números 3°, 4° y 6° del artículo 795, en caso de haberse aplicado 
lo dispuesto en el artículo 207». 
Siguiendo la línea del NCPP y a fin de corregir esta situación, el PNCPC establece una 
regulación mucho más protectora de los derechos y garantías de las partes en el proceso civil, tanto 
a través del nuevo régimen de nulidad procesal —la que se regula de forma sistemática y en 
capítulo separado relativo a la ineficacia de los actos procesales (arts. 117-127)—, como a través 
de las causales que hacen procedente el nuevo recurso de apelación, en el cual se refunde el 
antiguo recurso de casación en la forma.  
En cuanto a la nulidad procesal, destaca el art. 120 el cual, regulando el principio de 
trascendencia, dispone que se «entenderá existir perjuicio cuando la inobservancia de las formas o 
exigencias legales haya impedido a alguna de las partes ejercer sus derechos en el procedimiento, 
afectando su garantía a un debido proceso u ocasionando indefensión». 
Por su parte, los arts. 384 y 386 hacen procedente el recurso de apelación fundado en la 
infracción a las normas que consagren derechos o garantías procesales cometidas en el primer 
grado jurisdiccional, por las causales específicas que enumera la ley. Si bien, la mayoría de ellas 
incorporan las antiguas causales de la casación en la forma, pero mejoradas en su contenido, la 
causal final consagrada en la letra h) del art. 386 abre el catalogo permitiendo el recurso cuando 
«en general, no se hubiere respetado los derechos y garantías procesales de las partes, dejándolas 
en la indefensión». 
553 Al respecto, el prof. ROMERO, comentando la sentencia de la Corte Suprema de 30 de 
octubre de 2002, en el caso “Corpesa S.A. con Servicio de Salud de Antofagasta”, critica esta 
actual postura de la Corte Suprema en tanto, fuera de apartarse de sus propios precedentes de 
principios del siglo XX, con ella se demuestra «el nulo arraigo que la Carta Fundamental tiene 
como fuente de interpretación en el proceso civil» relegando la solución de los problemas a una 
mera cuestión de legalidad. Asimismo, importa concebir la Constitución como «un mero catálogo 
de derechos, libertades y principios, pero cuyo desarrollo le corresponde al Poder Legislativo».  
Finalmente, con ello queda claro a juicio de este autor que «aunque la Constitución de 
1980 hiciera uno de los mayores aportes a nuestra historia patria, al elevar a rango constitucional 
la garantía del debido proceso, en la práctica todavía estamos bastante lejos que tan esencial 
prerrogativa reciba un mayor desarrollo jurisprudencial». Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, 
«El recurso de casación en el fondo como medio para denunciar la infracción a la Constitución», 
en Revista Chilena de Derecho, ob. cit., pp. 496 y 497. Con todo, pareciera ser que la Corte 
Suprema está volviendo a la su antigua doctrina acogiendo en una reciente sentencia un recurso de 
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En lo que concierne a la prejudicialidad, esta restrictiva y formalista 
configuración del recurso de casación en la forma en el proceso civil no da 
cobertura suficiente para corregir y dar una adecuada solución a los problemas 
que puede generar un manejo incorrecto del sistema devolutivo o no 
devolutivo.  
Ello hace necesario buscar una interpretación que permita incardinar 
esta infracción dentro de las limitadas causales que hacen procedente este 
recurso extraordinario. Y ello, siempre y cuando se cumplan con los demás 
requisitos para la admisibilidad del recurso. 
Probablemente es por esta razón, como decíamos, que en el antiguo 
proceso penal —donde la situación es similar a la antes descrita− la 
jurisprudencia ha reconducido la infracción a un vicio de incompetencia que 
hace procedente el recurso de casación en la forma, e incluso, ha llegado a 
acoger recursos de queja por estimar que dicha infracción constituye una falta 
o abuso de los jueces que han dictado la resolución554. 
Entrando al examen de los medios de impugnación procedentes en el 
proceso civil, es posible destacar las siguientes situaciones. 
1. Durante el curso del proceso las partes podrán, en primer lugar, 
impugnar directamente la resolución judicial que se pronuncie sobre la 
solicitud de suspensión. 
Esta solicitud, de acuerdo al inciso 3º del art. 167 CPC, se tramita de 
acuerdo a las reglas de los incidentes, sin paralizar la marcha del juicio. Es 
decir, se trata de un incidente que no es de previo y especial pronunciamiento y 
por tanto debe tramitarse por cuerda separada. Asimismo, la suspensión puede 
ser decretada de oficio por el tribunal que conoce del proceso principal sea en 
primera o segunda instancia. 
Para determinar el régimen de recursos procedentes se deberá atender a 
la naturaleza de la resolución que falla el incidente de suspensión, de acuerdo a 
la clasificación del art. 158 del CPC, pues la ley no establece la procedencia 
específica de ningún recurso. La trascendencia de esta distinción es enorme, 
pues de ella variará completamente el régimen de recursos procedente. 
                                                                                                                                
casación en el fondo por haberse infringido el principio de bilateralidad de la audiencia y el 
derecho de defensa de las partes como garantías de un racional y justo procedimiento consagrado 
en el art. 19, nº 3, inciso 5º de la CPR. Cfr. SCS de 13 de agosto de 2008, Rol Nº 199-2006 
comentada por GANDULFO R., EDUARDO, «Casación y Constitución en materia de fondo civil. 
Reflexiones metodológicas sobre una sentencia que venció las tentaciones», en Ius Et Praxis, vol. 
14, Nº 2, 2008, pp. 614-637. 
554 Cfr. SCS de 13 de julio de 2011, Segunda Sala (Penal), Rol Nº 8286/2010 (Id. vLex: 
436822518). 
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Así, en caso que la solicitud haya sido denegada, de acuerdo a dicha 
clasificación, nos encontramos frente a una resolución cuya naturaleza puede 
ser discutible según se considere que esta decisión supone o no establecer 
derechos permanentes en favor de las partes555. 
De estimarse que no establece derechos permanentes en favor de las 
partes se trataría de un auto y el recurso propio y único procedente será el de 
reposición ante el mismo tribunal que la dictó el que deberá fallarlo de plano, a 
menos que se trate de una reposición extraordinaria por haberse acompañado 
nuevos antecedentes, en conformidad al art. 181 CPC, caso en el cual se 
tramitará en forma incidental. La resolución que rechaza la reposición es 
inapelable.  
En este caso, estimamos que no es procedente la apelación subsidiaria 
que permite excepcionalmente la ley en contra de los autos en el art. 188 CPC, 
pues al denegar la suspensión no se está alterando la substanciación del juicio 
ni recae sobre trámites no contemplados por la ley. 
Por el contrario, si entendemos que la resolución establece derechos 
permanentes en favor de las partes, se trataría de una sentencia interlocutoria 
de primer grado y el recurso procedente sería el de apelación. Sin embargo, en 
tanto es una resolución que no pone término ni hace imposible la continuación 
del juicio —lo que en doctrina se conoce como una sentencia interlocutoria de 
tercer grado— en conformidad al art. 766 CPC, no es procedente el recurso de 
casación en la forma. 
                                               
555 El art. 158 del CPC al definir la sentencia interlocutoria no precisa, sin embargo, lo 
que significa establecer derechos permanentes a favor de las partes cuestión que ha venido siendo 
delimitada por la doctrina y la jurisprudencia. 
De lo anterior da cuenta la SCAP de Valdivia de 23 de diciembre de 2013, Rol Nº 
2198/2013 (cs. 4º y 5º) (Id. vLex: 488810314) en la que se  sostiene que «para determinar si la 
resolución en comento es un auto o una sentencia interlocutoria de primer grado, como alega el 
recurrente, es necesario distinguir si se establecieron derechos permanentes a favor de las partes.  
En este sentido, el legislador no ha definido que ha de entenderse por tales derechos, 
silencio que ha sido suplido por la doctrina procesal civil: Julio Salas Vivaldi, por vía ejemplar, 
dice que son autos la resolución que nombra a un administrador pro indiviso o la que no da lugar a 
tener como parte en el juicio a una persona; y serían sentencias interlocutorias las que aceptan el 
desistimiento de la demanda, la nulidad procesal, la incompetencia del tribunal, alimentos 
provisorios o el abandono de la instancia (Salas Vivaldi, Julio, Los Incidentes, Ed. Jurídica, 1994, 
pág. 169 y 177). Guillermo Oliver afirma que derechos permanentes “son aquéllos que después de 
ser adquiridos por las partes, subsisten en el tiempo, pudiendo sobrevivir al juicio en que son 
creados” (Oliver Calderón, Guillermo, Sentencia Interlocutoria y Derechos Permanentes, Ed. 
Conosur, 1997, pág. 62).  
Que, en este orden de ideas, la resolución en análisis resolvió un incidente —hubo una 
petición, debate y fallo— fijando un derecho permanente a favor del demandado, toda vez que se 
pronunció acerca de la solicitud de nulidad de una actuación que ponía término al proceso. Luego, 
la resolución de fecha 27 de noviembre de 2013 es una sentencia interlocutoria de primera clase o 
grado». 
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La jurisprudencia ha sostenido este último criterio, entendiendo que se 
trata de una sentencia interlocutoria y por tanto, apelable, pero respecto de la 
cual es improcedente la casación en la forma556. 
A nuestro juicio, atendida la gravedad de las consecuencias que una 
denegación de la suspensión puede acarrear a las partes, si bien es difícil 
sostener que esta decisión establezca derechos permanentes en favor de las 
partes en tanto con ella se está decidiendo simplemente la continuación del 
curso normal del proceso, en el marco del actual proceso civil nos parece 
adecuada la procedencia de un recurso devolutivo como la apelación en estos 
casos, único medio que por lo demás sería procedente para controlar la 
decisión del juez.  
No obstante ello, cabe tener presente que en el nuevo proceso penal, el 
NCPP hace procedente la apelación sólo respecto de la resolución que concede 
la suspensión, esto es, el sobreseimiento temporal que se dicte cuando surge 
una cuestión prejudicial, y no respecto de la que la deniega (art. 370 en 
relación con el art. 252, nº 1 y 253 NCPP), restricción justificada en la 
limitación general de los recursos devolutivos que contemplan los nuevos 
procedimientos en razón del diferente diseño que importa un proceso por 
audiencias, como es el nuevo proceso penal. 
Siguiendo esta misma línea, el PNCPC, junto con simplificar y eliminar 
de la clasificación de las resoluciones judiciales a los autos, los que se 
refunden en el concepto de sentencia interlocutoria, hace procedente contra 
este tipo de sentencias sólo la reposición. El recurso de apelación, en el cual se 
refunde el de casación en la forma, se restringe a las sentencias definitivas y 
ciertas interlocutorias, dentro de las cuales se encuentran las que ponen 
término al juicio o hacen imposible su continuación. 
De este modo, en contra de la resolución que deniega la suspensión, 
sólo será procedente la reposición (arts. 201, 379 y 385 PNCPC), dejando para 
                                               
556 A efectos del recurso de casación en la forma, la Corte Suprema ha entendido que, en 
conformidad a lo dispuesto en el art. 768, el quebrantamiento de esta disposición no está 
sancionado expresamente con la nulidad y tampoco «tiene el carácter de un trámite o diligencia 
esencial de los enumerados» en el CPC, que haga procedente este recurso». Cfr. SCS, de 26 de 
marzo 1966 (c. 12º), en RDJ, t. LXIII, Nº 1, sec. 1 ª, p. 78. En este caso, la suspensión había sido 
solicitada en segunda instancia ante la Corte de Apelaciones, la que denegó la paralización del 
juicio, resolución que no fue apelada. 
A nuestro juicio, este razonamiento era innecesario considerando que, más allá de las 
causales, se trata de una resolución judicial que por su naturaleza no es una interlocutoria de 3º. 
Probablemente, sin embargo, con ello la Corte ha querido excluir implícitamente la procedencia de 
una casación de oficio. 
Por su parte, pareciera que la doctrina entiende procedente la apelación al señalar, sin 
hacer distinción alguna, que «la resolución que falla el incidente es apelable en los términos del 
artículo 187 del CPC». Cfr. MARÍN, JUAN CARLOS, «La acción civil en el nuevo Código Procesal 
Penal chileno: su tratamiento procesal», ob. cit., p. 38. 
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el control de los tribunales superiores sólo los casos en que se afecte el normal 
desarrollo del proceso civil, como sería a nuestro juicio, los casos en que se 
ordene la suspensión del proceso. No obstante ello, la interpretación que ha 
venido haciendo la jurisprudencia respecto de las interlocutorias de tercer 
grado impedirá la procedencia de la apelación respecto de las resoluciones que 
ordenen la suspensión del proceso. 
Fuera de lo anterior, y con esto nos referimos igualmente al actual 
proceso civil, ello no quiere decir que, si varían las circunstancias, la 
suspensión no pueda volver a ser solicitada posteriormente. El art. 167 CPC, a 
nuestro juicio, no limita esta posibilidad permitiendo que la suspensión pueda 
ser decretada en cualquier estado del juicio en que sea aprecie la concurrencia 
de los requisitos que la hacen procedente. 
Asimismo, estimamos que nada impide que la parte pueda plantear en 
este caso un incidente general de nulidad procesal en conformidad al art. 83 
CPC, en tanto ciertamente, si la suspensión ha sido denegada en forma 
infundada, errónea o arbitraria, importa una infracción de la ritualidad del 
proceso que puede generar indefensión en tanto de la suspensión del proceso y 
la consideración de la materia prejudicial dependerá el sentido mismo de la 
sentencia que se debe dictar resolviendo sobre la tutela de fondo solicitada557. 
En el segundo supuesto, esto es, en caso que el tribunal haya concedido 
la suspensión del proceso solicitada, nos encontramos claramente frente a una 
sentencia interlocutoria de primer grado, en tanto falla un incidente 
estableciendo derechos permanentes en favor de las partes, conforme al inciso 
3º del art. 158 CPC. De esta forma, será procedente contra dicha sentencia el 
recurso de apelación, de acuerdo al art. 187 CPC. 
En este caso, nos encontramos además, frente a una sentencia 
interlocutoria de tercer grado en tanto, si bien en forma temporal, la suspensión 
hace imposible la continuación del juicio, y por tanto, sería procedente, en 
nuestro concepto, el recurso de casación en la forma de acuerdo a lo dispuesto 
en el art. 766 CPC. 
No obstante ello, cabe hacer presente que la Corte Suprema, a propósito 
de la procedencia de la litispendencia impropia o “por conexidad” ha 
entendido que la resolución que ordena la suspensión del proceso no es de 
aquellas que ponen término al juicio ni hacen imposible su continuación, esto 
                                               
557 Con todo, siguiendo lo señalado por la doctrina, no deja de ser cierto en este caso, que 
se trata más bien de un riesgo o potencial infracción de garantías procesales, el que sólo se 
concretará o podrá determinarse cuando el juez dicte la sentencia resolviendo sobre el fondo del 
asunto. En estos casos, sólo procedería la convalidación o subsanación del acto. Cfr. CARRASCO 
POBLETE, JAIME, «La nulidad procesal como técnica protectora de los derechos y garantías de las 
partes en el derecho procesal chileno», ob., cit., p. 74. 
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es, no es una interlocutoria de tercer grado. Ello, por cuanto la suspensión 
opera con carácter eminentemente temporal y sólo retrasa la prosecución del 
juicio, pero no la hace imposible558. 
Con esta interpretación la Corte deja sin posibilidad de control por el 
superior jerárquico la suspensión del proceso no sólo por la vía de la casación 
en el fondo —cuando es decretada en segunda instancia—, sino también en la 
forma. 
Fuera de ello, de ser aprobado el PNCPC en los términos actuales, esta 
postura importa excluir el recurso de apelación (tanto enmienda como por 
vicios de forma) respecto de la resolución que ordena la suspensión, de manera 
tal que el único recurso procedente en su contra sería el de reposición.  
A nuestro juicio, la suspensión o paralización del proceso civil equivale 
al sobreseimiento temporal en el proceso penal el cual siempre se ha entendido 
como una interlocutoria apelable y respecto de la cual, para evitar toda duda, el 
NCPP concede expresamente el recurso de apelación. Por ello, no vemos una 
razón de fondo que justifique un tratamiento diferenciado en ambos tipos de 
procesos, especialmente, además, teniendo en consideración las consecuencias 
que puede generar a las partes una suspensión indebida del proceso.  
El NCPP, probablemente para evitar discrepancias derivadas de esta 
interpretación, junto con hacer procedente expresamente la apelación del 
sobreseimiento temporal, contempla en su art. 370 la apelación respecto de 
resoluciones dictadas por el juez de garantía “cuando pusieren término al 
juicio, hicieren imposible su prosecución o la suspendieren por más de treinta 
días”. 
El PNCPC, sin embargo, no hace esta distinción. Por ello, y a fin de 
evitar una incongruencia entre ambas regulaciones y diversidad de 
interpretaciones sobre la materia que no son sino consecuencia de la propia 
ambigüedad de la clasificación de las soluciones judiciales que contiene el 
                                               
558 Cfr. SCS de 26 de marzo de 2013, Sala Primera (Civil), Rol Nº 6621/2012, c. 6º y 10º. 
La litispendencia por conexidad se asocia a casos en que «pese a no concurrir la referida triple 
identidad, existe entre los juicios una relación tal que, siguiendo los términos reglados en el 
número 3 del artículo 92 del Código de Procedimiento Civil como hipótesis normativa del 
incidente de acumulación de autos, el fallo que se pronuncie en uno deba producir la excepción de 
cosa juzgada en otro». En estos supuestos, la Corte ha entendido que el efecto de la excepción de 
litispendencia no es la terminación del procedimiento sino que su paralización en espera de que se 
resuelva el primero por fallo ejecutoriado. 
En la parte que nos interesa en este apartado, la Corte hace una curiosa interpretación de 
la naturaleza de la resolución que ordena la suspensión del proceso en este caso, entendiendo que 
es una interlocutoria que no pone término al juicio ni hace imposible su continuación, en tanto sólo 
retrasa la entrada en juicio mientras pende el desenlace del otro proceso. En razón de ello, entre 
otras razones, desestima en su contra la procedencia de casación en el fondo.  
En la misma línea, SCS de 3 de abril de 2008, Sala Primera (Civil), Rol Nº 412-07, c. 4º y 
5º. 
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actual art. 158 CPC, consideramos sería conveniente que el PNCPC 
contemplara expresamente la procedencia de la apelación respecto de la 
resolución que ordena la suspensión del proceso, tal como la hace el NCPP en 
los casos de prejudicialidad civil en el proceso penal. 
Lo anterior puede hacerse por dos vías. La primera, estableciendo la 
apelación en forma expresa en los arts. 222 y 223, solución que restringiría 
este medio de impugnación a los casos de suspensión del proceso civil por 
prejudicialidad. O bien, agregar en el art. 379, dentro de las interlocutorias 
apelables, aquellas que suspendan el proceso civil pero sin establecer un plazo, 
tal como lo hace el NCPP, dejando a salvo evidentemente, aquellos casos en 
que la suspensión deriva del acuerdo de las partes en conformidad al art. 115 
PNCPC. 
Ahora bien, fuera de lo anterior, y aún en el caso de considerar 
procedente la casación en la forma en atención a la naturaleza de la resolución, 
el problema que se presenta actualmente es que no es posible incardinar la 
suspensión del proceso civil en ninguna de las restrictivas causales que hacen 
procedente dicho recurso establecidas en el art. 768 CPC antes vistas, como 
por ejemplo, la incompetencia.  
Y, tal como lo ha señalado la jurisprudencia559, la ley no la menciona 
dentro de los trámites esenciales que establece el art. 795 CPC. De este modo, 
difícilmente será procedente, asimismo, la casación de oficio establecida en el 
art. 775 CPC.  
Por todo lo expuesto anteriormente, tenemos que durante el curso del 
proceso civil vigente el control de la suspensión sólo puede ser realizado a 
través del recurso de apelación y no de la casación. Probablemente por esta 
razón es posible encontrar sentencias que han estimado procedente su 
impugnación a través del recurso de queja en contra de la sentencia de dicta la 
Corte fallando la apelación560. 
                                               
559 Cfr. SCS de 26 de marzo 1966 (c. 12º), en RDJ, t. LXIII, Nº 1, sec. 1 ª, p. 78. 
560 Sin bien referente al proceso penal, la Corte concedió un recurso de queja en contra de 
la resolución que ordenó la suspensión de un proceso penal en forma errónea, por tratarse de una 
cuestión prejudicial no devolutiva que debía ser resuelta por el propio juez penal y no el civil. 
En este caso, se trató de un proceso por un delito de usurpación de un derecho real de 
concesión minera en concurso ideal con el de hurto de minerales, decretándose la suspensión del 
proceso a fin de que la justicia civil resolviera previamente si había existido internación y si los 
minerales eran o no ajenos, suspensión que fue confirmada por la Corte de Apelaciones.  
La Corte Suprema, considerando que la ajenidad de la cosa es un elemento esencial que 
define el delito de hurto y por tanto es de competencia del juez penal y que el hecho de existir un 
contrato de sociedad entre los intervinientes no impide la comisión de dicho delito, estimó que la 
paralización del proceso penal se produjo al margen de los términos establecidos por la ley, lo que 
importa una falta o abuso que amerita hacer uso de las facultades disciplinarias. En razón de lo 
anterior, revoca la sentencia apelada y en su lugar se decide dejar sin efecto la resolución del juez 
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Conforme a lo expuesto, según conceda o deniegue la suspensión, la 
impugnación directa de la resolución que se pronuncia respecto de ella se 
limita al recurso de apelación, quedando excluida en ambos casos la casación 
en la forma. 
2. Ahora bien, en caso que la aplicación infundada, errónea o arbitraria del 
régimen devolutivo no haya podido ser corregida mediante el régimen de 
recursos antes analizado, a nuestro juicio, ella afectará el contenido mismo de 
la sentencia que se dicte en el proceso civil.  Será con el dictado de la sentencia 
que se concretará la infracción o vulneración de las garantías o derechos de las 
partes generando un perjuicio que, precisamente, se pretendía prevenir con la 
correcta aplicación del régimen devolutivo. 
Ello ocurrirá, en la medida que el tribunal civil, al decretar o denegar la 
suspensión del proceso civil, haya tenido en consideración la decisión sobre 
una materia prejudicial penal que no era fundamento o no tenía influencia 
notoria para el otorgamiento o denegación de la tutela civil solicitada o bien 
porque ha dejado de tener en consideración un asunto que sí era trascendente 
para resolver sobre el fondo del asunto o lo ha decidido por sí mismo, sin 
reenviar su conocimiento al tribunal competente, siendo éste imprescindible. 
Partiendo de lo anterior, la impugnación de la infracción del régimen 
devolutivo de prejudicialidad deberá reconducirse a través de los recursos 
procedentes en contra de la sentencia que resuelve el fondo del asunto. 
En contra de la sentencia definitiva de primera instancia que se dicte en 
el proceso civil será procedente, desde luego, el recurso de apelación a fin de 
enmendar el agravio como también, a nuestro juicio el de casación en la forma, 
el cual, en caso que se deduzca apelación, deberá ser interpuesto en forma 
conjunta con esta, todo ello en conformidad al art.  770 CPC.  
Tratándose de una sentencia de segunda instancia, procederá sólo la 
casación en la forma, y eventualmente, considerando la última jurisprudencia 
de la Corte Suprema antes analizada, podría solicitarse la casación en el fondo 
por infracción directa de las normas constitucionales relativas al debido 
proceso, aunque se trata de una cuestión aún no zanjada por la 
jurisprudencia561. 
                                                                                                                                
de garantía que ordenó la suspensión disponiendo su reanudación. Cfr. SCS, Rol Nº 8286/2010, de 
13 de julio de 2011. 
561 Esta postura, además, podría entrar en conflicto con la actual regulación de la acción 
de inaplicabilidad por inconstitucionalidad cuyo conocimiento, con la reforma constitucional del 
año 2005, quedó radicado ante el TC en conformidad al art. 93, nº 6 de la CPR. No obstante, tal 
como señala la doctrina, ésta cuestión fue adecuadamente zanjada por la Corte Suprema en el fallo 
antes examinado, específicamente con el voto de prevención del Ministro Juica, en el que se dejó 
constancia que en el caso sub lite no se trataba de establecer la correspondencia o no de la norma 
legal con las garantías del debido proceso, materia que la Carta Fundamental entrega a los jueces 
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De todos modos, constituyendo la prejudicialidad una cuestión que 
incide sobre el fondo del asunto y el contenido mismo de la sentencia, a 
nuestro juicio, la infracción del régimen devolutivo podría encuadrarse, 
eventualmente, dentro de la causal de “infracción de ley” que hace procedente 
la casación en el fondo, en tanto dicha infracción sin duda puede tener 
influencia en lo dispositivo del fallo.  
El tema sin embargo, pasará por determinar si las normas que regulan el 
régimen de prejudicialidad pueden ser consideradas de carácter decisorio litis, 
en tanto la Corte Suprema ha resuelto que la infracción de normas de carácter 
procesal no hace procedente la casación en el fondo cuando son meramente 
ordenatorias. 
En razón de los actuales problemas que presenta la actual regulación, a 
continuación nos referiremos brevemente a la procedencia de la casación en la 
forma tanto respecto de la sentencia de primera como de segunda instancia, 
cuando la infracción no haya sido solucionada a través del recurso de 
apelación. 
El problema que se presenta en este caso, radica en determinar la causal 
que habilitaría la interposición del recurso las que, como se ha visto, son en 
extremo restrictivas. 
a) En primer lugar, cuando durante el curso del juicio se denegó la 
suspensión o paralización del proceso siendo ésta procedente, en este caso la 
infracción consiste en que el tribunal ha seguido adelante y fallado sobre el 
fondo del asunto sin esperar la decisión del tribunal competente ratione 
materiae por estimar que ésta no es imprescindible o necesaria. Es decir, 
simplemente prescinde del futuro pronunciamiento que sobre ella deba emitir 
el tribunal competente, abordando los hechos desde la perspectiva civil. 
                                                                                                                                
constitucionales, sino de la interpretación razonable y sistemática de la misma y su aplicación en 
conformidad al contenido de la garantía constitucional. Cfr. GANDULFO R., EDUARDO, 
«Casación y Constitución en materia de fondo civil. Reflexiones metodológicas sobre una 
sentencia que venció las tentaciones», ob. cit., pp. 618-622. 
Como es posible observar, sin embargo, la frontera que separa el control de 
constitucionalidad por inaplicabilidad y esta línea jurisprudencial es bastante tenue e importa 
adentrase en un tema complejo como es el control directo por parte de los jueces de la 
constitucionalidad de las normas, cuestión que excede el objeto de este trabajo. 
Con todo, y frente al deficiente régimen de control de la observancia de las garantías 
procesales que venimos examinando, esta discusión nos hace pensar en la posibilidad de un tercer 
medio de impugnación que a nuestro juicio sería plenamente procedente. Y no es otra que el 
planteamiento de una cuestión de inaplicabilidad por inconstitucionalidad ante el Tribunal 
Constitucional cuando, por ejemplo, la aplicación del sistema recursivo no permita un adecuado 
control de la infracción del régimen devolutivo o no devolutivo de prejudicialidad, dejando a las 
partes en indefensión o afectando el derecho a la tutela efectiva o el derecho al juez 
predeterminado por la ley. 
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Hemos visto que en el antiguo proceso penal y a falta de otro 
mecanismo para corregir la infracción, las Cortes han reconducido el 
quebrantamiento del sistema devolutivo a un vicio de incompetencia del 
tribunal en razón de la materia562. En algunos casos, se ha admitido incluso la 
interposición de un recurso de amparo563 o el de queja. 
A nuestro juicio, sin embargo, incardinar la infracción en este caso, en 
un vicio de incompetencia absoluta, no constituye a la vía o causal adecuada y 
genera, además, una serie de problemas e interrogantes. 
En primer lugar, de ser procedente esta causal, ello significa que las 
partes, a fin de que se pueda tener por preparado adecuada y suficientemente el 
recurso de casación en la forma por esta causal, deberán haber alegado el vicio 
de incompetencia ejerciendo oportunamente y  en todos sus grados los medios 
que establece la ley (art. 769 CPC).  
Así, las partes deberán plantear la incompetencia del tribunal dentro de 
las oportunidades legales, por vía declinatoria, a través de una excepción de 
incompetencia, o por vía inhibitoria ante el tribunal penal para que solicite al 
civil la remisión del conocimiento del asunto o bien, a través de un incidente 
general de nulidad procesal (art. 83 CPC), solicitando la nulidad de todo lo 
obrado. 
                                               
562 En esta línea, en SCAP de San Miguel de 19 de noviembre de 1991, en RDJ, t. 
LXXXVIII, sec. 4ª, p. 173 y SCAP de San Miguel de 23 de mayo de 1994, en RDJ, t. XCI, sec. 4ª, 
p. 103, antes vista, la Corte ha resuelto que el tribunal en lo penal que ha continuado conociendo 
del proceso y ha dictado sentencia sin esperar la decisión de la cuestión prejudicial civil sobre 
validez o nulidad de un matrimonio «obra incompetentemente, debiendo ser casado formalmente 
de oficio dicho fallo».  
En la misma línea, la Corte Suprema ha declarado que el fallo «que se pronuncia sobre el 
fondo de la causa, antes de que se resuelva la cuestión prejudicial propuesta por el tribunal a quien 
la ley tiene encomendado su fallo, ha sido pronunciado por tribunal que carecía de competencia 
para continuar el procedimiento criminal». SCS de 13 de mayo de 1932, en Revista La 
Jurisprudencia al Día, 1932, p. 287, antes vista. 
En el mismo sentido se pronuncia la Corte, declarando que «Carecen de competencia para 
continuar el juzgamiento criminal tanto el juez del proceso como el tribunal de alzada 
correspondiente que se desentienden de una cuestión previa de carácter civil, y sin que ésta hubiera 
sido discutida en autos, prosiguen conociendo de la causa, el primero dando lugar al 
sobreseimiento temporal, por no resultar completamente justificada la perpetración del delito 
investigado; y este último decretando el sobreseimiento definitivo, por no ser el hecho constitutivo 
de delito, todo ello en circunstancias de que el juzgamiento debió paralizarse hasta que fuera 
fallada la cuestión civil en referencia». Cfr. SCS de 26 de marzo de 1945, en Gaceta de los 
Tribunales, Nº 1, 1º sem., p. 129. 
563 La Corte ha dado igualmente lugar al recurso de amparo en contra de la resolución que 
somete a proceso a un imputado existiendo juicios civiles pendientes que hacían procedente la 
paralización del proceso penal. Cfr. SCS de 9 de noviembre de 1991, en Fallos del Mes, Nº 408, p. 
839. En el proceso se sometió a procesos a los recurrentes por otorgar en perjuicio de otros un 
contrato de sociedad simulado, existiendo pendientes dos juicios civiles donde se discutía el 
dominio sobre el predio aportado a la sociedad que se impugna como simulada. 
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En caso de negativa del tribunal, deberán impugnar las respectivas 
resoluciones judiciales a través de los recursos que sean procedentes, incluidas 
la reposición, la apelación y el recurso de hecho, según corresponda. 
Si las partes no alegan el vicio de incompetencia, el recurso de casación 
no podrá tenerse por preparado y en consecuencia, deberá ser declarado 
inadmisible, sin perjuicio de que la Corte respectiva estime procedente casar 
de oficio la sentencia564. 
No obstante ello, no avizoramos la forma como las partes pueden alegar 
la incompetencia en los términos antes señalados, cuando hemos visto que la 
vía o mecanismo propio que establece la ley para lograr el reenvío del asunto 
prejudicial al tribunal competente en razón de la materia es precisamente la 
solicitud de suspensión del proceso contemplada en el art. 167 CPC. 
De hecho, en las sentencias penales antes mencionadas, en ninguno de 
dichos casos las partes plantearon una cuestión de incompetencia. Lo que hizo 
la jurisprudencia en todos ellos fue casar de oficio la sentencia, en uso de sus 
facultades correctivas (art. 84 CPC), buscando una interpretación que le 
permitiera incardinar el vicio en alguna de las causales de la casación, en este 
caso, la de incompetencia. 
En otros casos, aun habiéndose alegado la incompetencia, la Corte 
Suprema ha enfocado el asunto, a nuestro juicio correctamente, desde la 
perspectiva de la legitimidad de los tribunales civiles para valorar y decidir 
aquellos asuntos en que existan elementos conexos desde el punto de vista o la 
óptica del derecho civil. En otros términos, ha resuelto que no existe una 
cuestión de incompetencia cuando los tribunales civiles se han limitado a 
resolver el asunto por vía no devolutiva, dando aplicación a las normas 
sustantivas correspondientes dentro de su órbita de atribuciones, si bien ha 
llegado a dicha conclusión, a nuestro juicio de manera errónea, al considerar 
que la suspensión es una cuestión facultativa para el tribunal565. 
                                               
564 Cfr. SCS de 26 de marzo 1966 (c. 2º), en RDJ, t. LXIII, Nº 1, sec. 1 ª, p. 74. En este 
caso, habiendo la parte alegado un vicio de incompetencia como causal de casación en la forma, la 
Corte constató que el recurso no había sido preparado adecuadamente en tanto la parte no reclamó 
en primera instancia del vicio, ejerciendo oportunamente y en todos sus grados los medios que 
establece la ley, sino que «por el contrario, sin formular cuestión alguna al respecto, en su escrito 
de réplica y de contestación a la reconvención, y en todas sus presentaciones ulteriores, aceptó 
implícitamente la competencia del tribunal y se sometió a su jurisdicción».  
Por otra parte, la Corte consideró que la sola alegación de la parte en la apelación de la 
sentencia de que era necesario e imprescindible el pronunciamiento del juez penal sobre la nulidad 
del testamento no constituye una alegación suficiente de la incompetencia del tribunal ante el cual, 
además, aceptó discutir acerca de la falsedad o autenticidad del testamento. 
565 Cfr. SCS de 26 de marzo 1966 (c. 2º), en RDJ, t. LXIII, Nº 1, sec. 1 ª, p. 74. En la 
misma sentencia antes vista, a nuestro juicio, la parte perjudicada en este caso cometió una serie de 
errores que conllevaron al rechazo del recurso. En primer lugar, durante la primera instancia nunca 
solicitó la suspensión del procedimiento expresamente sino sólo planteó como alegación la 
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Finalmente, en materia de prejudicialidad no penal, veremos que, a falta 
de un mecanismo como la suspensión, los tribunales han echado mano de la 
excepción de litispendencia impropia o por conexidad en tanto un mismo 
asunto está siendo decidido por dos tribunales diversos, pero ordenando no la 
terminación sino la suspensión del proceso.  
Más allá de lo acertado o no de esta solución, a nuestro juicio se acerca 
mucho más a dar una efectiva solución a los problemas de la prejudicialidad 
evitando con ellos que los tribunales se pronuncien en forma contradictoria 
respecto de un mismo asunto que, para uno de los ellos es prejudicial y 
necesario para resolver sobre el asunto principal, y para el otro, constituye 
precisamente el objeto principal de su proceso. 
A partir de aquí, y aun aceptando que sea procedente la alegación de 
incompetencia, surgen una serie de interrogantes: ¿Si el tribunal acepta su 
incompetencia para decidir un asunto prejudicial imprescindible, qué ocurre 
con el asunto principal? ¿Deja de ser competente para conocer de la cuestión 
                                                                                                                                
necesidad de que el tribunal considerara la decisión del juez penal sobre la nulidad del mismo. 
Tampoco alegó ni reclamo la incompetencia del tribunal para discutir sobre esa materia, y más 
aún, aceptó discutir sobre la nulidad del testamento planteando sus defensas ante dicho tribunal. 
Luego, en segunda instancia, planteó un incidente de suspensión del proceso el que fue resuelto 
por la Corte en forma negativa. Ante dicha resolución, la parte, en vez de apelar de la misma ante 
la corte suprema, no ejerció recurso alguno, limitándose a recurrir de casación en la forma en 
contra de la sentencia definitiva de segunda instancia. Aun así, la Corte Suprema entró a 
considerar la cuestión de incompetencia señalando que, en este caso, era claramente procedente el 
conocimiento del asunto por vía no devolutiva y en consecuencia, que el tribunal civil no excedió 
su ámbito de atribuciones.  
Con todo, llega a dicha conclusión estimando que la suspensión del art. 167 CPC es una 
facultad para los tribunales y no una obligación —cuestión en la que no coincidimos por lo ya 
expuesto— y además, por considerar que no fue decidida en la sentencia sino en una resolución 
incidental anterior que no fue impugnada. 
Como hemos dicho, la suspensión es preceptiva cuando concurren los supuestos legales. 
En este caso, el tema pasaba por determinar si el juez civil podía o no decidir el asunto con 
prescindencia de la resolución del juez penal. Ciertamente, la falsedad del testamento alegada 
afectaba el fundamento mismo de la acción deducida en juicio, esto es, la petición de herencia, por 
lo que si ya existía un proceso penal en curso para determinar la misma, el juez civil debió haber 
considerado la posibilidad de suspensión del proceso a fin de evitar decisiones contradictorias 
sobre su autenticidad.  
En el caso concreto, resultó ser que sólo se rindió en primera instancia una prueba pericial 
caligráfica, pero suficiente para el tribunal de instancia. La Corte de Apelaciones, considerando 
insuficiente dicha prueba, baso su sentencia en las pruebas que se habían rendido ante el juez del 
crimen que estaba conociendo sobre la nulidad del testamento. La Corte sin embargo, consideró 
que esta posible infracción no había influido en lo dispositivo del fallo.  
En definitiva, a nuestro juicio sin duda se trata de un supuesto en que la suspensión era 
plenamente procedente. Sin embargo, los errores cometidos por la defensa impidieron un adecuado 
control de la errónea apreciación de la cuestión devolutiva, concluyendo el juicio con una 
declaración de nulidad del testamento en el juicio civil, pero basada prácticamente en las pruebas 
rendidas en el proceso penal. Queda la duda, en este caso, acerca de cuál fue la decisión del juez 
penal acerca de la nulidad del testamento, cuestión que no consta en los antecedentes de la 
sentencia. 
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de fondo? ¿Puede omitir la decisión del fondo y dejar de resolver el asunto por 
no ser competente para conocer de la cuestión prejudicial? 566. 
Por otro lado, si tal como estima la doctrina, las cuestiones prejudiciales 
tienen que ver con la regla general de la competencia de la extensión, tampoco 
la causal de incompetencia se presenta como adecuada para hacer valer la 
infracción de esta regla, en tanto —por definición— ella supone 
necesariamente que el asunto se encuentra ya radicado ante un tribunal 
competente.  
Es decir, su aplicación se produce una vez que ya ha sido determinado 
el tribunal absoluta y relativamente competente para conocer del asunto, de 
manera tal que, tal como ha señalado la jurisprudencia, la sanción a su 
infracción no puede asimilarse a la incompetencia sea esta absoluta o relativa. 
Desde nuestra perspectiva, detrás de todo esto lo que hay es un erróneo 
enfoque de la prejudicialidad y de las garantías conculcadas, todo ello 
agravado por la escasa cobertura que la actual casación en la forma ofrece 
como mecanismo para controlar la observancia del debido proceso que ha 
obligado a incardinar estas infracciones en una causal que no está realmente 
prevista para estos efectos. 
Como se ha visto, si bien presentan similitudes, las cuestiones 
prejudiciales —por definición— se distinguen con claridad de aquellas 
cuestiones de carácter procesal que dicen relación con los presupuestos 
procesales y, por tanto, no pueden ser confundidas (supra, Parte I, cap. 2º, I. 3). 
En este caso, la competencia del tribunal como presupuesto procesal, es 
una cuestión que se presenta desde el inicio del proceso condicionando, tal 
                                               
566 Tal como señala la doctrina española, una declaración injustificada de incompetencia, 
fundada en un incorrecto manejo del régimen de prejudicialidad, puede suponer una quiebra del 
adecuado y constitucional ejercicio de la potestad jurisdiccional, como asimismo del derecho del 
justiciable a obtener una tutela judicial efectiva, «viéndose compelido a agotar todas las instancias 
de un orden jurisdiccional para, finalmente, recibir una sentencia declarativa de falta de 
jurisdicción para decidir una cuestión prejudicial». Cfr. QUINTANA LÓPEZ, TOMÁS, 
«Prejudicialidad y tutela judicial efectiva», ob. cit., pp. 419 y 422. 
En Chile, tal es el caso por ejemplo, del asunto resuelto en la SCS, Sala Tercera 
(Constitucional), Rol Nº 2672/2007, de 29 de octubre de 2008, (cs. 4º y 5º) (Id. vLex: 332739730), 
antes vista. En el juicio se dedujo una acción de inoponibilidad de servidumbre minera y en 
subsidio, una acción de indemnización de perjuicios. El tribunal a quo, acogiendo la excepción 
dilatoria de incompetencia para conocer de la acción subsidiaria, declaró de oficio su 
incompetencia para conocer de la acción principal, de manera tal que el asunto de fondo quedó 
imprejuzgado. La Corte desecha ambas cuestiones determinando que «por ser competente el 
tribunal a quo para conocer de la acción principal, lo es también para conocer de las acciones 
subsidiarias de manera que corresponde rechazar la excepción de incompetencia del tribunal 
alegada respecto de estas últimas». 
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como señala la doctrina, la posibilidad del juicio y la sentencia como actos 
procesales, independientemente de su contenido567. 
Las cuestiones prejudiciales, en cambio —en este caso, un asunto de 
naturaleza penal— son materias que surgen o se suscitan como parte del objeto 
de un proceso en curso que ya está en radicado ante un tribunal competente en 
razón de la materia para conocer del asunto principal —en este caso, un 
tribunal civil—, condicionando el sentido de la sentencia que debe ser dictada 
en el proceso principal. En este caso, además, se sabe de antemano que, en 
razón de la materia, corresponden al conocimiento de otro orden jurisdiccional. 
Partiendo de lo anterior, en nuestro concepto el surgimiento de un 
asunto prejudicial durante el curso del procedimiento es una cuestión que no 
tiene relación ni afecta la competencia del tribunal como presupuesto procesal 
para poder entrar al conocimiento del asunto. 
Por el contrario, la prejudicialidad no impide de manera alguna que el 
tribunal pueda entrar a conocer sobre el fondo de las pretensiones e incluso 
llegar a dictar sentencia. La cuestión prejudicial lo que hace es condicionar el 
sentido de la decisión sobre el fondo del asunto, esto es, la concesión o 
denegación de la concreta tutela solicitada. 
En otras palabras, las cuestiones relativas a los presupuestos procesales 
afectan al “si” de la sentencia, esto es impiden si quiera que se llegue a dictar 
una decisión sobre el fondo, el cual quedará imprejuzgado. En cambio, la 
prejudicialidad —por definición—, en razón de su conexión lógico-jurídica 
con la cuestión de fondo, afecta al “si” de la estimación de la pretensión, es 
decir, no impide que el tribunal pueda entrar a conocer de la pretensión y dicte 
sentencia, sino que afecta el contenido mismo de la decisión del tribunal sobre 
la tutela solicitada. 
El problema se presentará cuando un asunto que se suscita como 
prejudicial para la decisión del objeto principal de un pleito, está siendo 
conocido al mismo tiempo por otro tribunal como objeto principal de un pleito. 
Lo que existe aquí, más que una cuestión de incompetencia —la que sólo 
planteará dudas cuando se trate de cuestiones heterogéneas— es una conexión 
entre objeto procesales que de no tener un tratamiento adecuado, puede derivar 
en una futura contradicción entre resoluciones jurisdiccionales. 
                                               
567 Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, t. I, ob. cit., p. 137. Cfr. Sobre la distinción entre las cuestiones procesales y 
prejudiciales, cfr. asimismo AGUILERA DE PAZ, ENRIQUE, Tratado de las Cuestiones 
Prejudiciales y Previas en el procedimiento penal, ob. cit., pp. 29 y ss. y MANZINI, VICENZO, 
Tratado de Derecho Procesal Penal, t. I, ob. cit., p. 342, quien distingue las cuestiones 
prejudiciales de las previas o preliminares, las que se encuentran en conexión únicamente por vía 
de una relación formal o colateral y son independientes del mérito. En contra, cfr. CHIOVENDA, 
GIUSEPPE, Principios de Derecho Procesal Civil, t. I, ob. cit., pp. 740 y 741. 
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Es por esta razón que estimamos que la infracción al régimen de la 
prejudicialidad no puede ser incardinada desde el punto de vista de la 
competencia del tribunal y del derecho al juez natural. 
Tratándose de asuntos que afectan al contenido de la sentencia, 
condicionando la estimación o desestimación de las pretensiones de las partes, 
consideramos que la infracción del régimen de prejudicialidad necesariamente 
debe vincularse con el derecho a obtener una sentencia fundada en derecho que 
resuelva el conflicto —como contenido esencial del derecho a la tutela judicial 
efectiva, si consideramos la motivación como parte de esta garantía tal como la 
ha hecho el Tribunal Constitucional568—, y, en todo caso, con el deber de 
motivación de las sentencias y el derecho de defensa, en cuanto proscripción 
de indefensión, como garantías del debido proceso, todo ello en conformidad a 
lo dispuesto en el art. 19, nº 3 de la CPR. 
                                               
568 La CPR chilena no establece expresamente el derecho a la tutela judicial sino que 
consagra, en su art. 19, nº 3, el debido proceso como garantía o derecho fundamental cuyo 
contenido ha venido siendo delimitado por la jurisprudencia.  
No obstante ello, tal como señala la doctrina, el TC ha venido reconociendo el derecho a 
la tutela judicial como parte de la regulación constitucional si bien no siempre con claridad en 
cuanto a su contenido y ubicación, entendiéndolo a veces como parte de un derecho global a la 
igual protección de la ley en el ejercicio de los derechos, o bien, en otros casos, como parte de un 
derecho global a la tutela judicial efectiva o de un derecho global al debido proceso. Cfr. 
BORDALÍ SALAMANCA, ANDRÉS, «Análisis crítico de la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional sobre el derecho a la tutela judicial», ob. cit., pp. 334 y 335. 
Particularmente en lo que respecta al contenido de estas garantías, ya tomamos posición 
anteriormente compartiendo la postura sostenida por la doctrina en el sentido de entender que si 
bien el único derecho fundamental de carácter global que contempla el ordenamiento chileno es el 
debido proceso, la tutela judicial tiene cabida dentro del ordenamiento chileno si bien que se trata 
de un derecho de contenido diferente al debido proceso −aunque estrechamente relacionado− y 
que opera en momentos distintos. Cfr. BORDALÍ SALAMANCA, ANDRÉS, ob. cit., p. 335.  
Sobre la postura del Tribunal Constitucional sobre el art. 19, nº 3 CPR, cfr. STC de Rol 
Nº 248-96; STC, Rol Nº 546-06; STC, Rol Nº 1345-09; STC, Rol Nº 1535-09 y STC, Rol Nº 
1373-09. 
En cuanto al deber de motivación, conociendo de una acción de inaplicabilidad de inciso 
2ª del art. 768 CPC, que limita la procedencia de la casación en la forma en los juicios o 
reclamaciones regidos por leyes especiales por la causal del nº 5, sólo a los casos en que se omita 
la decisión del asunto controvertido, dejando fuera la motivación, el TC acoge el recurso 
declarando su inaplicabilidad.  
Al respecto, considera el Tribunal que si bien la Constitución chilena no consagra 
expresamente el deber de fundamentación, éste se extrae con claridad de diversas disposiciones 
tanto constitucionales como legales, concluyendo al efecto que «la motivación de la sentencia es 
connatural a la jurisdicción y fundamento indispensable para su ejercicio. Constituye, a la vez que 
un deber del juzgador, un derecho para el justiciable. Es inherente al derecho a la acción y, por 
ende, a la concreción de la tutela judicial efectiva; elementos propios de las garantías de un 
procedimiento racional y justo, cuya ausencia o limitación vulnera la exigencia constitucional y 
autoriza declarar la inaplicabilidad del precepto objetado». Decidiendo el caso concreto, concluye 
el TC que el deber de motivación se trasgrede «tanto si el juez no funda la sentencia, como (…) si 
se impide la impugnación, por ese capítulo, del fallo que omite su adecuada motivación. El 
resultado es el mismo —vulneración del derecho—, producido en este caso por la falta del 
instrumento que corrija el vicio». 
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Partiendo de lo anterior, la causal adecuada del recurso de casación en 
la forma para hacer valer la infracción del sistema devolutivo, es, en nuestro 
concepto, la del nº 5, del art. 768 CPC, esto es, en haber sido pronunciada la 
sentencia con omisión los requisitos de las sentencias establecidos en el art. 
170 CPC, en este caso, concretamente el establecido en el nº 4, relativo a la 
motivación569. 
Esta norma regula los requisitos de las sentencias definitivas de primera 
o única instancia, y las de segunda instancia que modifiquen o revoquen en su 
parte dispositiva las de otros tribunales, estableciendo en el nº 4 que la 
sentencia deberá contener las consideraciones de hecho y de derecho que le 
sirven de fundamento570. 
Al haber denegado la suspensión del proceso del proceso, debiendo 
hacerlo, la infracción del régimen devolutivo de prejudicialidad consistirá en 
que el tribunal civil ha dictado sentencia resolviendo el asunto principal sin 
esperar la decisión del tribunal penal sobre la cuestión prejudicial, el que le era 
imprescindible, decidiendo, en cambio, la cuestión por sí mismo desde la 
óptica de las normas sustantivas civiles. 
Con ello, se infringe en nuestro concepto, el derecho a obtener una 
sentencia fundada en derecho que resuelva el conflicto, como contenido 
esencial del derecho a la tutela judicial así como el deber de motivación de las 
sentencias, pues el juez ha dejado de tener en consideración la calificación 
jurídico-penal, la condena o la valoración de unos hechos que sólo podía 
realizar un juez penal, pronunciamiento que, en conformidad al art. 167 CPC, 
debía constituir fundamento preciso de su sentencia o tenía notoria influencia 
en la decisión del asunto controvertido. 
                                               
569 Esta norma ha sido complementada por el Autor Acordado de la Corte Suprema, de 30 
de septiembre de 1920 sobre forma de las sentencias, en cuyos nº 6 y 7 se refiere a la forma cómo 
as sentencias deben dar cumplimiento al deber de motivación. 
570 La Corte Suprema chilena ha resuelto que las consideraciones de hecho y de derecho 
que exige la ley como parte de la motivación de la sentencia «tienen por objeto que el tribunal 
desarrolle en cada caso y para cada una de las conclusiones los razonamientos que determinan su 
fallo, como también que lo juzgado y lo resuelto guarden conformidad con la ley». Cfr. SCS de 3 
de julio de 1947, en RDJ, t. XLV, sec. 1ª, p. 29. En la misma línea, cfr. SCS de 27 de septiembre 
de 1949, en RDJ, t. XLVI, sec. 1ª, p. 762. 
Asimismo, se ha establecido que las «necesarias consideraciones de hecho y de derecho 
que deben servir de fundamento al fallo y que como requisitos indispensables exige la ley, tienden 
a asegurar la justicia y la legalidad de los fallos y a proporcionar a los litigantes los antecedentes 
que les permitan conocer los motivos que determinaron la decisión del litigio para la interposición 
de los recursos por medio de los cuales fuere posible la modificación o invalidación de los 
mismos». Cfr. SCS de 2 de julio de 1965, en RDJ, t. LXII, sec. 1ª, 1962, p. 171. Más 
recientemente, cfr. SCS de 11 de abril de 2007, Rol Nº 4245/2004, que desarrolla ampliamente el 
sentido y requisitos de la motivación de las sentencias. Sobre la materia, cfr. asimismo 
MOSQUERA RUIZ, MARIO y MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, Los recursos procesales, pp. 
249-254. 
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Si bien por regla general, las cuestiones prejudiciales son asuntos que 
quedan fuera del petitum, debiendo ser decididas en forma previa a la decisión 
del objeto del proceso que se realiza en la parte resolutiva de la sentencia, ellas 
dicen relación precisamente con los hechos configuradores de la causa de pedir 
y los constitutivos de la pretensión o bien surgen con motivo de los hechos 
impeditivos, extintivos o excluyentes que alega el demandado.  
Por esta razón, si la sentencia ha dejado de tener en consideración una 
decisión relacionada con dichos hechos que sólo podía realizar un tribunal del 
orden penal, al decidir el asunto controvertido el juez no estará resolviendo 
conforme al mérito del proceso conforme lo establece el art. 160 CPC, con lo 
cual se vulnera el derecho al debido proceso consagrado en el art. 19, nº 3 de la 
CPR. 
Todo lo anterior, indudablemente, genera para la parte afectada una 
situación de indefensión, en tanto de haber tenido en cuenta la decisión del 
tribunal penal, la decisión sobre el fondo del asunto podría haber sido 
diferente. 
b) Fuera de lo anterior, en el mismo supuesto antes examinado, el asunto 
puede ser abordado desde un prisma diferente. Atendido que la materia 
prejudicial debe ser necesariamente resuelta a fin de poder decidir sobre el 
fondo del asunto, en caso que el juez civil considere erróneamente que el 
pronunciamiento penal sobre la misma no es imprescindible, procederá  a 
decidirla por sí mismo entendiendo, en virtud de la regla de la extensión, que 
la cuestión se encuentra dentro de su órbita de competencia. 
En materia civil esto no significa que el juez civil pueda resolver de un 
asunto penal o no penal aplicando las normas sustantivas penales o especiales 
que procedan sino que resolverá la cuestión desde la óptica del derecho civil, 
con aplicación de las normas civiles de fondo correspondientes, por tanto no 
existe una intromisión en la órbita de competencia del juez penal sino que la 
consideración de unos mismos hechos bajo prismas diferentes. 
Ciertamente, el juez civil siempre está en condiciones y más aún, está 
obligado a resolver y decidir el asunto principal conforme al mérito del 
proceso pudiendo decidir el asunto prejudicial por sí mismo cuando la ley lo 
permita y sea procedente conforme al sistema de reparto de competencia entre 
los diversos órganos jurisdiccionales. Ello, a menos que la cuestión ya haya 
sido decidida por otro juez caso en el cual operará el efecto de cosa juzgada.  
Pero si la cuestión revestía carácter devolutivo por ser imprescindible 
su decisión por un juez diverso en conformidad a la ley y el juez civil en forma 
errónea, infundada o arbitraria no suspende el proceso, en este caso la 
infracción del régimen devolutivo del que derive una contradicción de 
resoluciones judiciales debe ser corregido a través de los recursos legales. 
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En este caso, a nuestro juicio, cabe considerar la procedencia de la 
casación en la forma por un vicio de incongruencia, conforme a la causal nº 4 
del art. 768 CPC, por infracción de las regla de la extensión consagrada en el 
art. 111 del COT571. 
En este supuesto, el vicio de ultra petita se configura con motivo de la 
infracción de la competencia específica del tribunal, competencia que, para la 
doctrina,  «amplía su radio de acción» cuando opera la regla de la extensión572.  
En el caso concreto, al estimar el tribunal que la cuestión era no 
devolutiva, está extendiendo la sentencia a puntos que en conformidad a la ley 
—el art. 111 COT— no están sometidos a su decisión sino que a la de un 
tribunal penal, y por tanto, se incurre en un vicio de incongruencia sólo 
reparable con la declaración de nulidad573. 
c) De forma similar, otro supuesto de infracción al régimen devolutivo 
podría presentarse en aquellos casos en que surgida o planteada por una de las 
partes una cuestión prejudicial de carácter penal, el juez civil no suspende o no 
reenvía la cuestión para la decisión del juez penal, pero tampoco la decide por 
sí mismo, fallando sobre el fondo del asunto con prescindencia del asunto 
prejudicial. 
Ciertamente si la cuestión ha sido planteada y controvertida por las 
partes durante el curso del proceso como parte de sus acciones o excepciones y 
el juez civil ha omitido pronunciarse sobre la misma, procederá la casación en 
la forma en virtud del nº 5 del art. 768 en relación con el art. 170, nº 6 y 160 
del CPC, por no haber resuelto el asunto conforme al mérito del proceso. Pero 
                                               
571 Como se ha visto, la infracción de la regla de la extensión no puede incardinarse 
dentro de la causal de incompetencia del tribunal, en tanto su aplicación supone la existencia de un 
tribunal competente. 
La CS ha refrendado este criterio estimando que la infracción de las reglas generales de la 
competencia no pueden supeditarse a las propias de la competencia absoluta o relativa. En SCS, 
Primera Sala (Civil), Rol Nº 180-2011, de 1 de octubre de 2012, c. 5º, ha resuelto que «según es 
sabido, las reglas generales de competencia, entre las que se cuenta la mentada de la radicación, no 
participan del carácter de reglas de competencia absoluta o relativa. Son, en realidad, directrices 
básicas que sirven al sistema judicial para la organización de su quehacer. De aquí, entonces, que 
su desacato no queda supeditado a las sanciones propias de la incompetencia absoluta o relativa». 
572 Cfr. COLOMBO CAMPBELL, JUAN, La competencia, ob. cit., p.  159, 160 y 248. 
Conforme sostiene este autor, las materias a las cuales se extiende la competencia del tribunal para 
su conocimiento y fallo señaladas en el art. 111 COT ampliarían la competencia específica del 
tribunal y se encuentran cubiertas por el principio de congruencia (art. 160 en concordancia con el 
art. 170, nº 6 del CPC), permitiendo al juez pronunciarse respecto de materias independientes o 
accesorias que no constituyen el asunto principal, lo cual no podría hacer de no existir esta regla. 
En esta misma línea, Cfr. MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, Derecho Procesal Orgánico parte 
general, ob. cit., p. 196. 
573 Conforme ha resuelto la jurisprudencia, el vicio se configurará siempre y cuando la 
infracción se haya cometido o fluya de la parte dispositiva de la sentencia y no en sus 
fundamentos. Cfr. por todas, SCS de 26 de abril de 2004, Rol Nº 3580/2002 y SCS de 31 de mayo 
de 2004, Rol Nº 4159/2002. 
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si la cuestión prejudicial, como es de normal ocurrencia, surge como una 
cuestión incidental que esta fuera del petitum y de las alegaciones del 
demandado, en este caso la infracción consistirá en la falta de fundamentación 
o motivación de la sentencia que causa indefensión574. 
d) Finalmente, caben destacar los casos en que el tribunal decretó la 
suspensión del proceso en espera de la decisión del juez penal sobre el asunto 
prejudicial, siendo esta improcedente, y dicta sentencia con base al 
pronunciamiento del juez penal o bien, siendo procedente no considera o da 
valor a la decisión del juez penal o le da un sentido diverso. 
Si el juez civil ha apreciado la existencia de una cuestión prejudicial 
penal por sí misma imprescindible para resolver sobre el fondo del asunto 
cuando en realidad no lo era, pudiendo o debiendo haber resuelto el asunto 
principal con base en los demás antecedentes del proceso o bien ha 
considerado erradamente necesario el pronunciamiento del juez penal, cuando 
                                               
574 Si bien referido al antiguo proceso penal, el primer supuesto fue el resuelto a propósito 
de la alegación de la excepción de prescripción adquisitiva civil en causas criminales, en SCS de 
12 de agosto de 1952, en RDJ, t. XLIX, sec. 4ª, p. 224. 
Al efecto, la Corte resolvió que «los jueces no pueden dejar de considerarlas, sea para los 
efectos de la situación contemplada en el inciso 1º del artículo 173 del Código Orgánico de 
Tribunales, sea para decidir o no la suspensión del procedimiento, en la situación previstas en el 
artículo 174 de dicho cuerpo de leyes.   
En consecuencia, adolece del vicio de casación en la forma la sentencia que condena al 
inculpado como autor del delito de usurpación de aguas sin entrar a analizar las excepciones 
alegadas por el reo en orden a su título legítimo para usar de las aguas emanado de la 
prescripción». La causal de casación es la contemplada en el nº 9 del art. 541 del CPP, en relación 
al nº 4, del art. 500 del mimo Código, por no haber sido extendida la sentencia en conformidad a la 
ley. En otras sentencias, sin embargo, la Corte declara improcedente el recurso de casación penal 
en contra de esta decisión de índole civil confiada «por excepción al conocimiento de la justicia 
criminal, puesto que la infracción del Nº 9 antes referida se refiere exclusivamente a las sentencias 
que dictadas en materia penal terminan los procesos condenando o absolviendo a los reos que sean 
responsables». Cfr. SCS de 26 de diciembre de 1924, en Gaceta de los Tribunales, 2º sem., Nº 80, 
1924, p. 428 y SCS de 4 de noviembre de 1959, en RDJ, t. LVI, sec. 4ª, p. 265. 
En este caso, el procesado planteó como cuestión prejudicial civil la prescripción 
adquisitiva de los derechos de agua de cuya usurpación se le imputaba. El tribunal a quo, sin 
embargo, condenó al imputado sin pronunciarse respecto de dicha excepción sea decidiéndola por 
sí mismo, o a efectos de suspender el curso del proceso derivando su conocimiento al juez civil 
competente, de manera tal que la cuestión quedó imprejuzgada. 
Sobre este caso en particular, llama la atención lo que puede ocurrir cuando la 
prescripción adquisitiva es planteada en el marco de un proceso penal con carácter de prejudicial. 
Al respecto, la Corte Suprema ha resuelto de manera uniforme que la prescripción adquisitiva de 
un derecho sólo puede ser planteada por vía principal, como objeto autónomo de un proceso o bien 
por vía reconvencional, pero nunca como una excepción. Ello, en tanto se trata de un asunto que 
requiere ser discutido en un proceso de lato conocimiento con todas las garantías.  
Cuando esta cuestión se suscita como prejudicial en un proceso penal, cabe preguntarse, 
por tanto, si el juez del crimen está facultado para resolver sobre la misma especialmente en el 
evento de que de ella dependa la existencia del delito mismo y por tanto, conforme a la ley, sea 
una cuestión no devolutiva. La materia, con todo, excede del objeto de nuestro estudio, por lo que 
sólo dejamos planteado el tema. 
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en realidad podría haber resuelto la cuestión por sí mismo desde la óptica del 
derecho civil, en nuestro concepto dicho error incide en la debida motivación o 
fundamentación de la sentencia y en la obligación del juez civil de decidir el 
asunto conforme al mérito del proceso. 
Si por el contrario, habiendo decretado la suspensión siendo ésta 
procedente, no considera o da valor a la sentencia penal o le da un sentido 
diverso, nos encontramos en el ámbito de los efectos de la cosa juzgada y la 
infracción de las normas contenidas en los arts. 178 a 180 CPC. Será 
procedente en este caso, la casación en la forma por haber sido dictada la 
sentencia contra otra pasada en autoridad de cosa juzgada, en conformidad al 
art. 768, nº 6 CPC. 
En el PNCPC, a nuestro juicio la situación cambia sustancialmente en 
tanto la nueva regulación, al igual que ocurre con el NCPP, da suficiente 
cobertura a efectos de poder controlar la observancia del debido proceso y los 
derechos y garantías de las partes durante el curso del proceso a través del 
nuevo recurso de apelación, en el cual se refunden la antigua casación en la 
forma, pero mejorada en cuanto a sus causales. 
Así, conforme al art. 386, letra h), la apelación podrá ser interpuesta, en 
general, toda vez que exista una infracción en el primer grado jurisdiccional de 
los derechos o garantías procesales, dejando a las partes en indefensión. Con 
todo, cabe hacer presente que este recurso sólo procede en contra de las 
sentencias de primer grado jurisdiccional.  
En contra de las sentencias de segundo grado, la infracción del régimen 
devolutivo sólo podrá ser controlada a través del nuevo recurso extraordinario 
por interés general ante la Corte Suprema.  
Conforme al art. 414, letra a), podrá estimarse que concurre un interés 
general para el conocimiento del asunto «cuando se hubiere infringido en 
forma esencial, en la sentencia o en el procedimiento del cual ella emanare, un 
derecho o garantía fundamental contemplado en la Constitución Política de la 
República o en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se 
encuentren vigentes»575. 
                                               
575 Al respecto, sólo hacer presente que la regulación de este recurso no ha sido aprobada 
por la Sala de la Cámara de Diputados de manera tal que el texto en discusión actualmente en el 
Senado, carece de dichas normas, comprometiéndose el Ejecutivo a reponerlas durante el segundo 
trámite constitucional. 
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2. Las cuestiones prejudiciales no penales devolutivas en el proceso 
civil. 
El actual CPC contiene una regulación parcial de la prejudicialidad en 
el proceso civil la que se restringe prácticamente a los supuestos de 
prejudicialidad penal regulados en el art. 167 del CPC antes examinados, 
combinando el régimen devolutivo y no devolutivo para su tratamiento. 
Sin embargo, la circunstancia de que el legislador no considere la 
prejudicialidad no penal dentro de la regulación del régimen devolutivo no 
significa que ésta no exista o no se presente en la práctica. 
Ciertamente, son numerosos los casos en que durante el curso del 
proceso civil se suscitan asuntos de naturaleza civil, comercial, concursal, 
laboral, de familia, medio ambiental, de Policía Local, administrativa, etc., 
trascendentes para la decisión del asunto civil principal y donde el problema se 
presentará principalmente, cuando su decisión corresponda a un tribunal 
diverso, sea ordinario o especial, o incluso arbitral. 
En estos supuestos, lo que ocurre es que el ordenamiento chileno, salvo 
expresas excepciones, no contempla un régimen general de suspensión del 
proceso civil como instrumento específico para prevenir o evitar una posible 
contradicción entre resoluciones jurisdiccionales.  
La vía devolutiva ha sido contemplada sólo excepcionalmente y a 
propósito de la regulación de materias específicas en leyes especiales o bien en 
leyes sustantivas de carácter general, como el Código Civil. Pero estas mismas 
leyes, han echado mano, al mismo tiempo, de otros instrumentos o vías de 
solución diversos de la suspensión, los que junto a la regulación general 
contenida en el CPC de instrumentos como la acumulación de acciones o 
procesos y la acción de revisión, han permitido, en mayor o menos medida, dar 
solución a los problemas que suscita la prejudicialidad no penal. En otros 
casos, a falta de previsión de instrumentos o mecanismos específicos, ha sido 
la propia jurisprudencia la que ha abierto otras vías de solución.  
De esta forma, la existencia de la prejudicialidad no penal es, sin duda, 
una realidad en el ordenamiento chileno. No obstante ello, y por extraño que 
pueda parecer, se trata de una temática prácticamente desconocida y que ha 
recibido escasa o casi nula atención tanto a nivel de doctrina como de 
jurisprudencia. 
A nuestro juicio, desde un punto de vista orgánico, ello se debe en 
parte, a que hasta fines del siglo XX, la regla general era la competencia 
común de los Juzgados de Letras de primera instancia, recayendo en éstos la 
  359 
plenitud de la competencia para el conocimiento de parte mayoritaria de los 
asuntos tanto penales como no penales, incluidos los de naturaleza 
administrativa no entregados a órganos especiales. Tal como vimos 
anteriormente, y pese a ser una antigua aspiración, los tribunales contencioso-
administrativos nunca fueron creados, situación que se mantiene hasta la 
fecha576. 
Incluso mas aún, y a falta de Juzgados de Letras del Crimen en todas las 
comunas, los  jueces de letras detentaban la plenitud de la competencia civil y 
penal en sus respetivos territorios. Tratándose de asuntos laborales y de 
familia, si bien el legislador contempló la creación de Tribunales Laborales y 
de Menores dentro de la estructura del Poder Judicial, estos tampoco fueron 
creados en todas las comunas en que se dividen territorialmente las regiones 
del país, de manera tal que dicha competencia era absorbida por los juzgados 
de letras ordinarios. 
De esta forma, la regla general en el ordenamiento chileno era la 
existencia de Juzgados de Letras con competencia común.  
Bajo este contexto, probablemente los problemas de prejudicialidad que 
podían presentarse eran solucionados en la práctica principalmente por vía 
incidental o a través de la acumulación de acciones o procesos o bien 
generaban a lo más problemas de competencia relativa o territorial. Asimismo, 
tratándose de asuntos de naturaleza especial, algunos de ellos entregados a 
tribunales especiales o arbitrales, las propias leyes del ramo respectivo se 
encargan de establecer mecanismos para el tratamiento de la prejudicialidad. 
Esta tendencia, como se ha visto, ha cambiado en un sentido opuesto 
dándose inicio, especialmente a inicios del siglo XXI a una serie de reformas 
orgánicas tendientes a la especialización de los tribunales de Justicia. 
                                               
576 Tal como señala la doctrina a propósito del proceso de codificación en Chile «Al igual 
que en los demás estados sucesores de la monarquía española, en Chile siguió rigiendo, después de 
la independencia, el derecho castellano en su versión indiana. Es decir, la codificación chilena no 
es más que la codificación del derecho castellano vigente en Chile. No se trata pues, de una 
empresa solitaria sino que forma parte del gran movimiento codificador del derecho castellano y 
portugués en que, en esa época, se hallan simultáneamente empeñados España, Portugal y el resto 
de Iberoamérica». 
En lo que respecta a la judicatura, «también ha llegado a nuestros días con pocas 
alteraciones. A ello contribuyó, sin duda, la separación entre Judicatura y Administración del siglo 
XVIII. La Real Audiencia pervivió bajo el nombre de Cámara de Apelaciones, junto a las demás 
instituciones judiciales hasta las grandes reformas dc 1823-24. Entonces (…) se dio a la Judicatura 
ordinaria una configuración que, en líneas generales se mantiene hasta hoy, y se marcó una 
orientación hostil a las judicaturas especiales que subsistió hasta los años 30 del presente siglo». 
Cfr. BRAVO LIRA, BERNARDINO, «La codificación en chile (1811-1907), dentro del marco de la 
codificación europea e hispanoamericana», ob. cit., pp. 72 y 76. 
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Paulatinamente el legislador chileno ha ido sacando de la competencia de los 
juzgados civiles el conocimiento de materias específicas y ha tendido hacia la 
especialización de los tribunales, lo que ha llevado a una desfragmentación del 
sistema judicial chileno y a una proliferación de procedimientos y tribunales 
especiales, muchos de ellos creados con estatutos propios fuera de la estructura 
del Poder Judicial. 
Sin duda, esta nueva realidad orgánica de pluralidad de tribunales y 
procedimientos ha favorecido la aparición de mayores interferencias entre los 
ámbitos de competencia de los diversos tribunales y en consecuencia, mayores 
problemas de prejudicialidad, siendo necesario ––en cuanto inevitables––, que 
el legislador les de un adecuado tratamiento. 
Esta situación, sin embargo, aún no ha redundado en una problemática 
mayor a nuestro juicio, principalmente, por dos razones.  
Por un lado, por cuanto la existencia de juzgados de letras con 
competencia común aún es una realidad en el ordenamiento chileno en una 
gran parte del territorio nacional, lo que facilita la coordinación de la actividad 
jurisdiccional577.  
Por otro lado, porque los juzgados civiles siguen detentando la 
competencia residual para el conocimiento de todas las materias que no hayan 
sido entregadas a tribunales especiales (consumidores, asuntos indígenas, leyes 
antidiscriminación, etc.). En este ámbito, sin duda el contencioso-
administrativo constituye parte importante de los asuntos que diariamente 
deben ser resueltos por la justicia ordinaria. Probablemente, si tal como ha 
ocurrido hasta ahora con la creación de tribunales especiales para el 
conocimiento de materias administrativas ––como los Tribunales Ambientales 
o los Tribunales Tributarios y Aduaneros–– en un futuro se siguen creando 
este tipo de tribunales o bien llegan a crearse los tribunales contencioso-
administrativo para el conocimiento de la generalidad de estas materias, la 
prejudicialidad y toda la problemática que hay detrás de ella cobrará mayor 
relevancia. 
                                               
577 No obstante la creación de los nuevos Tribunales del Trabajo y de Cobranza Laboral y 
Previsional y los Tribunales de Familia, la competencia para el conocimiento de estas materias en 
aquellas comunas a agrupaciones de comunas donde no hayan sido creados es absorbida por los 
actuales juzgados civiles (arts. 28 a 40 y art. 45, letra h) COT y 422 del Código del Trabajo). En 
materia penal, si bien la situación ha cambiado con la entrada en vigencia de la reforma procesal 
penal el año 2000, en la actualidad, en aquellos territorios donde no existan Juzgados de Garantía, 
estas funciones son asumidas, asimismo por los jueces civiles (art. 46 COT). 
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Fuera de  lo anterior, una segunda razón que explica a nuestro juicio, 
este fenómeno dice relación con el carácter restrictivo de lo que hasta ahora se 
ha entendido en el ordenamiento chileno, desde un punto de vista 
terminológico, por prejudicialidad civil y las materias que ésta comprende. 
El hecho de que el ordenamiento chileno haya puesto su atención en los 
supuestos de prejudicialidad penal en el proceso civil y la civil en el proceso 
penal dejando fuera otras materias de naturaleza diversa, obedece a la 
concepción de lo que históricamente se ha entendido por “causas civiles”,  que 
es necesario dar ya por superada y no significa ni puede significar que este tipo 
de cuestiones queden excluidas de la prejudicialidad. 
Históricamente, tal como señala la doctrina, en el derecho continental 
de principios del siglo XIX no existía el contencioso administrativo ni 
constitucional por lo que los tribunales de justicia se dedicaban principalmente 
al conocimiento de asuntos civiles y criminales en sentido estricto. De allí la 
restricción de la expresión “causas civiles y criminales” que se utilizó en 
diversos textos legales y constitucionales, como la Constitución de Cádiz de 
1812, para expresar el tipo de asunto de que conocían los tribunales578. 
Por influencia del derecho comparado, esta fórmula se traspasó al 
ordenamiento chileno quedando plasmada en la regulación de los primeros 
códigos así como en la propia Constitución de 1980, que en su art. 76 define la 
jurisdicción como la “facultad de conocer de las causas civiles y criminales”. 
A juicio de la doctrina, la evolución experimentada en derecho 
comparado con la inclusión del contencioso administrativo y constitucional en 
el ámbito de la jurisdicción también se dio en Chile por lo que la expresión que 
utiliza hasta el día de hoy el art. 76 CPR no puede ser interpretada en forma 
literal ni restrictiva sino como «una fórmula general que involucra a todas las 
cuestiones jurídicas que deben ser conocidas por los tribunales de justicia y 
que no estén encomendadas por la propia Constitución a órganos específicos». 
Partiendo de lo anterior, el concepto “causas civiles” debe ser entendido 
como todo asunto que no sea de carácter penal, incluyendo aquellas cuestiones 
«estrictamente civiles referidas a conflictos entre privados y regidas por 
códigos y leyes de derecho privado (Código Civil, Código de Comercio, otros 
códigos y leyes especiales) así como aquellas civiles en un sentido amplio 
donde se pueden incluir todas las que no caen en una definición estricta de 
                                               
578 Cfr. BORDALÍ SALAMANCA, ANDRÉS «Organización judicial en el derecho 
chileno: un poder fragmentado», ob. cit., p. 217. 
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causa civil ni tampoco criminal, pudiendo incluirse las laborales, tributarias, de 
minería, administrativas, etc.»579. 
El TC, por su parte, así lo ha entendido al señalar que dentro del 
concepto “causas civiles” a que se refiere la disposición constitucional «se 
deben incluir todas aquellas controversias jurídico-administrativas que se 
pueden suscitar, y que deben resolver autoridades, que si bien no están insertas 
dentro de los tribunales que regula el Código Orgánico de Tribunales, están 
ejerciendo jurisdicción y resolviendo cuestiones que afectan los derechos de 
las personas»580. 
Siguiendo esta línea, a nuestro juicio la prejudicialidad civil es 
comprensiva de todos los asuntos de carácter no penal que puedan suscitarse 
en cualquier tipo de procesos, condicionando la decisión sobre el fondo del 
asunto, y dentro de la cual se comprenden las cuestiones civiles propiamente 
tal y las no penales en sentido amplio, esto es, las demás cuestiones que no 
sean penales ni civiles en un sentido estricto, dentro de la cuales se incluyen 
las cuestiones de familia, laborales, medio ambientales, administrativas, etc. 
Desde esta perspectiva, la prejudicialidad supone una yuxtaposición o 
conexión entre materias sustantivas que integran las diversas ramas o parcelas 
en que se divide el ordenamiento jurídico, las cuales no son compartimentos 
cerrados sino esencialmente dinámicos, pudiendo afectar la labor jurisdiccional 
de los tribunales llamados a conocer de ellas especialmente cuando, desde el 
punto de vista organizacional, la distribución del trabajo enjuiciador se realiza 
con base a criterios de especialización. 
Esta conexión entre materias sustantivas e interferencias entre los 
distintos órdenes jurisdiccionales es una cuestión que se produce más allá de la 
voluntad del legislador por la simple dinámica en la aplicación de las normas 
sustantivas que reglan los diversos asuntos o conflictos y según el diseño del 
sistema judicial que se adopte. Cuestión totalmente diferente es el tratamiento 
y solución que el legislador decida darle a través del sistema devolutivo o no 
devolutivo, ámbito que entra dentro de su libertad de configuración. 
Pero en todos estos casos, la jurisdicción es la misma y una sola. El 
principio de unidad jurisdiccional ––desde un punto de vista funcional–– no 
puede verse afectado por la existencia de diversidad de materias y tribunales 
en función de la naturaleza de los asuntos.  
                                               
579 Ídem, p. 217. 
580 Cfr. STC, Rol Nº 176-93. 
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De allí que la función de coherencia que predicamos respecto de la 
prejudicialidad no puede reducirse sólo los ámbitos civil y penal, sino que 
abarca todos los estadios o parcelas en que se divide el ordenamiento y 
conforme a los cuales se organiza y estructura la función judicial para el 
adecuado ejercicio de la función jurisdiccional. 
La jurisprudencia chilena, a propósito del antiguo proceso penal, ha 
tendido a abrir en esta línea la interpretación de lo que se entiende por 
“cuestiones civiles” permitiendo la suspensión de proceso penal en algunos 
casos cuando se ha suscitado una cuestión de carácter no penal, si bien este 
criterio no ha sido sostenido de manera uniforme. 
Respecto a cuestiones de naturaleza diversa a las civiles en sentido 
estricto y de las relativas a cuentas fiscales de competencia de la Contraloría 
General de la República, las cuales tienen regulación expresa en el proceso 
penal, la Corte Suprema ha tenido una posición vacilante resolviendo en 
algunos casos la procedencia de la suspensión y negándola en otros. 
Así por ejemplo, en materia tributaria, la Corte, en fallos dictados en un 
mismo año, ha sostenido interpretaciones contrapuestas. Respecto a la 
reclamación de liquidaciones practicadas por el Servicio de Impuestos Internos 
que sirven de fundamento a un proceso penal por un delito tributario, la Corte 
ha sostenido, por un lado, que dicha reclamación ante el juez tributario no 
constituye una cuestión civil previa al proceso penal que permita su 
sobreseimiento temporal581. 
En sentido contrario, dando una interpretación amplia al término 
“cuestión civil” que utiliza el art. 4º del CPP, ha resuelto que la reclamación de 
liquidaciones de impuesto realizada por el querellado ante el juez tributario y 
que sirven de fundamento a un juicio penal por evasión tributaria «constituye 
una cuestión previa de carácter civil necesaria para el juzgamiento criminal de 
que debe conocer otro tribunal con arreglo a lo dispuesto en el art. 117 del 
Código Tributario». A juicio de la Corte, en este caso no procede la aplicación 
del art. 173 COT sino del 4º del CPP, debiendo suspenderse el proceso «toda 
vez que acogido el reclamo podría desaparecer la infracción tributaria que se 
persigue»582. 
En otros casos, se ha resuelto que «no puede paralizarse un juicio sobre 
falsificación cometido en una mesa electoral por el hecho de estar pendiente 
                                               
581 En esta línea, cfr. SCS de 21 de abril de 1971 y SCS de 9 de junio de 1971, en RDJ, t. 
LXVIII, sec. 4ª, pp. 59 y 113, respectivamente. 
582 Cfr. SCS de 17 de noviembre de 1971, en RDJ, t. LXVIII, sec. 4ª, p. 280. 
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una reclamación ante el Tribunal Calificador de Elecciones, porque ella se 
refiere a las cuestiones civiles previas de que debe conocer otro tribunal de 
justicia, y no uno de carácter especial, autónomo, diverso, como lo es el 
Calificador de Elecciones»583. 
Conforme a lo anterior, en materia penal claramente la actual 
regulación permite una apertura de lo que se debe entender por “cuestiones 
civiles”.  
En materia civil, si bien el actual CPC no regula la prejudicialidad no 
penal, a nuestro juicio, en consonancia con la norma constitucional antes citada 
y la interpretación que de la misma ha hecho el propio TC, esta interpretación 
es y debe ser igualmente aplicable. 
En nuestro concepto, no existe razón de fondo alguna que permita 
limitar la prejudicialidad sólo a los asuntos de naturaleza civil en sentido 
estricto.  
Lo anterior cobra mayor fuerza al considerar que los ordenamientos, 
incluido el chileno, tienden cada vez más a la especialización de la judicatura 
precisamente en función de la naturaleza del asunto, especialización que hasta 
hace unas décadas era desconocida en Chile. 
Desde esta perspectiva, el PNCPC, a nuestro juicio correctamente, 
viene a dar solución a esta problemática dando regulación expresa a la 
prejudicialidad no penal en el proceso civil, permitiendo la suspensión del 
proceso, si bien a petición de ambas partes o de una de ellas oída la contraria. 
Al efecto, el art. 221 aprobado por la Cámara de Diputados, bajo el 
título “Cuestiones prejudiciales no penales”, establece que: 
«Siempre que, para dictar una sentencia definitiva civil, sea necesario 
decidir, previamente, una cuestión de carácter civil u otra regida por leyes 
especiales, que se esté sustanciando en juicio iniciado con anterioridad, ante 
el mismo tribunal o ante otro distinto, y no fuere posible la acumulación de 
procesos, el tribunal, a petición de ambas partes o de una de ellas, oída la 
contraria, podrá suspender el pronunciamiento de la sentencia, hasta que 
finalice el proceso en que se ventila la cuestión. 
Se pondrá término a la suspensión cuando se acredite que el juicio 
sobre la cuestión civil u otra regida por leyes especiales ha concluido por 
                                               
583 Cfr. SCAP de Valdivia de 13 de enero de 1933, en Gaceta Jurídica, 1º semestre, Nº 
116, p. 527. 
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sentencia definitiva o interlocutoria o cuando, en concepto del juez, no se 
justificare mantenerla». 
De aprobarse esta norma en los términos señalados, en nuestro concepto 
sería necesario adecuar la normativa penal a fin de hacerla coherente con la 
nueva regulación y evitar, de este modo, interpretaciones diversas o que 
contradigan el espíritu de la norma. 
Por otro lado, al encontrarse regulada en el Libro I sobre disposiciones 
generales, esta norma podrá ser aplicada supletoriamente por los tribunales 
especiales a falta de regulación expresa en sus estatutos o bien en virtud de la 
remisión legal que por lo general se contiene en las leyes especiales al Libro 
primero del CPC. 
Partiendo de lo anterior, en los apartados siguientes examinaremos la 
forma como el ordenamiento chileno aborda la prejudicialidad civil y no penal 
devolutiva en el proceso civil a efectos de prevenir o evitar el riesgo de 
contradicción entre resoluciones judiciales. 
A) Prejudicialidad civil devolutiva en el proceso civil. 
La literatura científica discrepa en torno a si la naturaleza diversa de la 
materia prejudicial respecto del objeto del proceso principal constituye un 
elemento distintivo o definitorio del instituto de la prejudicialidad o, por el 
contrario, es una cuestión que sólo condiciona su tratamiento, sin alterar la 
naturaleza prejudicial de la cuestión. Asimismo, el principal problema pasa por 
la distinción de la materia prejudicial homogénea con las cuestiones 
incidentales, las que, en la práctica, mayormente eran asimiladas. 
Hasta la publicación de la LECiv 2000, como se ha visto, el 
ordenamiento español no contenía una previsión específica en los códigos 
procesales de supuestos de prejudicialidad homogénea, o mejor dicho, lo que 
realmente ocurría es que no estaba prevista la suspensión en dichos casos, de 
manera tal que  los supuestos de prejudicialidad homogénea seguían la suerte 
de las cuestiones incidentales en su tramitación o bien, finalmente, eran 
solucionados de acuerdo al mecanismo de la acumulación, en los casos en que 
fuera legalmente procedente584. 
En este contexto, la publicación de la LECiv 2000, en opinión de la 
doctrina, no sólo vino a reconocer la realidad de la prejudicialidad homogénea 
y la posible pendencia de procesos civiles unidos por un vínculo prejudicial, 
                                               
584 Cfr. MARÍN PAGEO, ENCARNACIÓN, «La prejudicialidad civil en el proceso civil 
declarativo», ob. cit., pp. 61 y ss. 
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sino que además, estableció la posibilidad de suspensión del proceso que se 
considere afectado prejudicialmente585.  
En el ordenamiento chileno, al igual que ocurría en España hasta el año 
2000, el actual CPC no contempla previsión específica de supuestos de 
prejudicialidad homogénea o civil en el proceso civil ni tampoco la suspensión 
del proceso, lo que no quiere decir que este tipo de prejudicialidad no exista. 
Por el contrario, son numerosos los supuestos en que puede suscitarse 
una cuestión prejudicial de carácter homogéneo en el proceso civil, esto es, 
una cuestión de carácter civil que pudiendo ser objeto de un proceso autónomo 
o principal, condicione el sentido de la sentencia que deba pronunciarse sobre 
el fondo del asunto. 
Así por ejemplo, existe prejudicialidad civil en el proceso civil cuando 
frente a una acción reivindicatoria o una acción declarativa de dominio, se 
cuestiona la calidad de dueño o se alega la prescripción adquisitiva del bien, 
respectivamente. O cuando en un juicio de petición de herencia o de alimentos 
mayores, se cuestiona la calidad de heredero o el parentesco del demandante. 
O cuando en un juicio de arrendamiento por no pago de rentas, se cuestiona la 
existencia del contrato de arriendo o se alega la existencia de un precario. O 
cuando frente a una acción de indemnización de perjuicios por incumplimiento 
de contrato, se alega la nulidad o inexistencia del contrato en el que el 
demandante basa su pretensión. 
Asimismo, un claro supuesto de prejudicialidad civil en el proceso civil 
antes visto pero que afecta en este caso a los medios de prueba, es la 
impugnación por falsedad de un documento presentado por alguna de las 
partes o la falsedad de la declaración de un testigo o perito en el juicio 
respectivo, cuando son imprescindibles para resolver sobre el fondo del asunto. 
En el ordenamiento chileno la impugnación de los documentos puede 
realizarse en forma incidental o por vía principal sea a través de un juicio penal 
o civil586, e incluso, según la causal de impugnación, la doctrina sostiene que 
                                               
585 Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, Objeto del proceso y cosa juzgada en el 
proceso civil, ob. cit., p. 86. 
586 En esta línea, cfr. MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, Los medios de prueba, ob. cit., 
p. 37; DUCCI CLARO, CARLOS, Derecho Civil, ob. cit., pp. 415-418; SANTA CRUZ SERRANO, 
VÍCTOR, «El instrumento público», ob. cit., pp. 363-395; CASARINO VITERBO, MARIO, Manual 
de Derecho procesal, t. IV, ob. cit., pp. 68 y 69 y RODRÍGUEZ PAPIC, IGNACIO, Procedimiento 
Civil, Juicio Ordinario de Mayor Cuantía, ob. cit., p. 148. En esta línea, asimismo, cfr. SCS de 26 
de marzo de 1966, en RDJ, LXIII, Nº 1, enero a marzo de 1966, p. 74 y 75. 
  367 
sólo puede realizarse por vía principal, como ocurre cuando se alega la nulidad 
o simulación del documento587. 
De esta forma, es perfectamente posible que se susciten supuestos de 
prejudicialidad por falsedad documental por la pendencia de un proceso civil 
iniciado con el objeto de resolver en vía principal la impugnación de un 
instrumento por nulidad, falta de autenticidad o por falsedad ideológica o 
simulación. 
En todos estos casos, la cuestión no presenta mayores inconvenientes 
cuando el asunto prejudicial se suscita durante el curso de un proceso civil sin 
que exista otro juicio pendiente donde la cuestión esté siendo debatida como 
objeto principal de dicho proceso. 
En virtud de la regla de la extensión, la materia prejudicial será resuelta 
por el tribunal que está conociendo del asunto principal y, normalmente, la vía 
procesal para su alegación durante el curso del proceso será a través de una 
acumulación inicial de acciones o a través de una excepción o reconvención 
del demandado, en cuyo caso la materia prejudicial ampliará o pasará a formar 
parte del petitum inicialmente planteado por las partes y será decidida con 
efecto de cosa juzgada. 
Asimismo, la cuestión prejudicial podrá ser planteada por las partes por 
vía incidental, como ocurre normalmente con la impugnación de los 
documentos, o bien, simplemente surgirá del debate entre las partes, aunque no 
haya sido alegada expresa u oportunamente588. El tema aquí, será determinar si 
                                               
587 En esta línea Cfr. MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, ob. cit., p. 37. 
588 Así por ejemplo, ocurre con las excepciones dilatorias interpuestas en forma 
extemporánea por el demandado, las cuales sólo podrán ser planteadas posteriormente por vía de 
alegación o defensa, siempre que se trate de un vicio que anule el proceso o de una circunstancia 
esencial para la ritualidad o marcha del juicio  (arts. 305, 84, inciso 3º, 85 y 86 CPC). Tal fue el 
caso de una excepción de litispendencia por conexidad entre un juicio ordinario por cobro de pesos 
y un juicio ejecutivo hipotecario, alegada por el demandado en forma extemporánea, la cual fue 
considerada como alegación o defensa, pero rechazada por no cumplirse los requisitos antes 
señalados. Cfr. SCS (Sala Civil), de 26 de marzo de 2013, Rol Nº 6621/2012. 
En otros casos, la cuestión prejudicial surge sin que haya sido alegada expresamente por 
las partes con motivo o con fundamento en las propias pretensiones que configuran el objeto 
principal del pleito. Tal es el caso de la SCS de 27 de juicio de 1994, en RDJ, t. XCI, sec. 1ª, pp. 
57-59, juicio en que se demandó la nulidad de un testamento verbal para lo cual el tribunal 
previamente resolvió acerca de la relación de parentesco entre la parte demandante y el testador. 
Alegada la existencia de ultra petita, ésta fue rechazada por la Corte señalando que «constituye 
materia del juicio respecto de la cual el Tribunal debe emitir pronunciamiento, no tan sólo lo 
relativo a la validez o nulidad del testamento sino también todo lo referente a dicha relación de 
parentesco».  
Como es posible observar, se trata de un claro supuesto de prejudicialidad técnica y no 
meramente lógica, el cual la CS entiende que queda dentro del objeto del juicio. Para la doctrina 
chilena, este es un ejemplo de aplicación de la regla de la extensión contemplada en el art. 111 
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su decisión queda o no cubierta por el efecto de cosa juzgada, cuestión que 
analizaremos más adelante. 
Según lo anterior, las cuestiones de carácter civil normalmente son 
solucionadas a través de instrumentos como la acumulación de acciones o son 
introducidas por el demandado a través de sus excepciones o la reconvención o 
bien, finalmente, se confunden con las cuestiones de carácter incidental o 
accesorio que integran el ámbito de competencia del juez de fondo en virtud de 
la regla de la extensión si bien, por las mismas consideraciones vistas a 
propósito del derecho español, estimamos que se trata de materias que no  
pueden ser asimiladas. 
De esta forma, generalmente la prejudicialidad homogénea es tratada 
por vía no devolutiva por el propio juez civil llamado a decidir el fondo del 
asunto. 
El problema se planteará cuando la cuestión prejudicial esté siendo 
conocida al mismo tiempo por un tribunal diverso dentro del mismo orden 
jurisdiccional, esto es, por otro tribunal civil.  
En estos casos, el único remedio que contempla el ordenamiento 
chileno es la acumulación de procesos, siempre que se cumplan los requisitos 
legales, y en caso que la cuestión haya sido decidida, la acción de revisión 
contemplada en el art. 810 CPC. Asimismo, siendo cuestiones de carácter 
homogéneo, podrá suscitarse por las partes un conflicto de competencia 
relativa, la cual siempre es prorrogable, a fin de que el asunto sea resuelto por 
el tribunal territorialmente competente. 
En caso de no solicitarse o no ser procedente la acumulación de 
procesos o no haberse planteado por las partes una cuestión de competencia, es 
perfectamente posible que, a pesar de existir un factor de conexión por 
prejudicialidad, dos procesos civiles sigan por vías separadas con el 
consiguiente riesgo de contradicción. 
El actual CPC, sin embargo, no contempla un régimen general de 
suspensión del proceso o la sentencia en estos eventos como mecanismo para 
evitar la contradicción de resoluciones judiciales. Probablemente por ello la 
jurisprudencia ha venido acogiendo la excepción de litispendencia “por 
conexidad” entendiendo que procede la suspensión del proceso civil589, 
                                                                                                                                
COT. Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, Curso de Derecho Procesal Civil, t. II, ob. cit., pp. 
38 y 39.  
589 Cfr. SCS de 26 de marzo de 2013, Sala Primera (Civil), Rol Nº 6621/2012, c. 6º y 10º. 
En este caso, la litispendencia se asocia a casos en que «pese a no concurrir la referida triple 
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supuestos que examinaremos más adelante la tratar de los instrumentos de 
solución a los problemas de la prejudicialidad. 
Ahora bien, existen dos casos mencionados por la doctrina590 que 
constituyen un claro supuesto de prejudicialidad homogénea ––lo que viene a 
ratificar su existencia en el ordenamiento chileno–– y en que la ley establece 
expresamente la vía devolutiva permitiendo la suspensión del proceso en que 
se suscita la cuestión prejudicial. Sin embargo, esta suspensión no está 
establecida en el CPC sino que en el Código Civil y la propia Constitución. 
Asimismo, una materia típicamente civil regulada en leyes especiales 
que puede dar lugar a interesantes casos de prejudicialidad, son los asuntos 
concursales, los que en la actualidad son de conocimiento de los Juzgados 
Civiles. Aunque  la quiebra por sí misma no se encuadra dentro de los 
supuestos de prejudicialidad propiamente, a raíz de ella se producen con 
frecuencia problemas en este ámbito por lo que resulta una materia interesante 
de examinar. 
1. Respecto de los primeros casos mencionados, nos referimos, por un 
lado, al juicio de partición de bienes el cual constituye en el ordenamiento 
chileno un asunto de arbitraje forzoso correspondiendo su conocimiento a un 
árbitro de derecho que actúa como juez partidor (art. 227, nº 2 COT), a menos 
que ésta haya sido realizada de común acuerdo por las partes o por el causante 
en los casos y forma que establece la ley591. 
La competencia del juez partidor tiene un objeto limitado y específico 
como es poner término al estado de indivisión de la comunidad y proceder a la 
liquidación y distribución de los bienes que componen la sucesión hereditaria. 
                                                                                                                                
identidad, existe entre los juicios una relación tal que, siguiendo los términos reglados en el 
número 3 del artículo 92 del Código de Procedimiento Civil como hipótesis normativa del 
incidente de acumulación de autos, el fallo que se pronuncie en uno deba producir la excepción de 
cosa juzgada en otro». En estos casos, la Corte entiende que el efecto de la excepción de 
litispendencia no es la terminación del procedimiento sino que su paralización en espera de que se 
resuelva el primero por fallo ejecutoriado. En la misma línea, SCS de 3 de abril de 2008, Sala 
Primera (Civil), Rol Nº 412-07, c. 4º y 5º. 
590 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, Curso de Derecho Procesal Civil, t. II, ob. cit., 
p. 39. 
591 Tal como señala la jurisprudencia, «en un sentido amplio se denomina partición de 
bienes a un conjunto complejo de actos encaminados a poner fin al estado de indivisión mediante 
la liquidación y distribución entre los copartícipes del caudal poseído proindiviso, en partes o lotes 
que guarden proporción con los derechos cuotativos de cada uno de ellos.  
El arbitraje que se constituye para estos efectos, que en estos casos se constituye, tiene 
por objeto dividir la comunidad, distribuyendo los bienes que la componen entre los distintos 
comuneros a prorrata de sus respectivos derechos». Cfr. SCS de 18 de julio de 2006, Sala Primera 
(Civil), Rol Nº 382/2004 (c. 1º) (Id. vLex: 30908062). 
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Conforme al art. 651 del CPC, con dicho objeto, el partidor podrá 
entender de «todas las cuestiones relativas a la formación e impugnación de 
inventarios y tasaciones, a las cuentas de los albaceas, comuneros y 
administradores de los bienes comunes, y en todas las demás que la ley 
especialmente le encomiende, o que, debiendo servir de base para la 
repartición, no someta la ley de un modo expreso al conocimiento de la justicia 
ordinaria». 
De esta forma, dentro de su órbita de competencia, corresponde al 
partidor conocer y resolver en vía no devolutiva, en general, todas las 
cuestiones que sirven de base a la repartición, dentro de las cuales a nuestro 
juicio se comprenden las prejudiciales, salvo que la ley las someta al 
conocimiento de la justicia ordinaria.  
El Código Civil, en sus arts. 1330 y 1331, regula precisamente las 
materias que quedan excluidas de la competencia del partidor, entregando a la 
justicia ordinaria en general, la decisión de todas las cuestiones relativas o que 
afecten los derechos sucesorios de los comuneros o la propiedad sobre los 
bienes que integran la masa hereditaria. 
Conforme a lo expuesto, la partición supone, tal como señala la 
jurisprudencia «que esté previamente determinado, en forma cierta, cuales son 
los bienes que forman la comunidad, cuales las personas que tienen derecho en 
ella y cuáles son los derechos y cuotas que a cada una correspondan, puesto 
que cualquier controversia que se suscite respecto de alguna de estas materias 
queda al margen de la competencia del partidor»592. 
La determinación de estas cuestiones se encuentra fuera del ámbito de 
competencia del juez partidor y en consecuencia necesariamente deben ser 
decididas por la justicia ordinaria, en este caso, por los tribunales civiles. 
De esta manera, el juicio particional es un ámbito donde frecuentemente 
se suscitan problemas de prejudicialidad, encontrándonos aquí frente a un claro 
caso de prejudicialidad civil devolutiva en el proceso arbitral. 
La peculiaridad de estos supuestos de prejudicialidad pasa, por un lado, 
en que ha sido el propio legislador sustantivo civil el que ha regulado un 
régimen devolutivo autónomo e independiente más propio de las  leyes 
procedimiento, lo que a nuestro juicio viene a denotar sino la importancia de 
esta materia y la necesidad de una regulación adecuada.  
                                               
592 Cfr. SCS de 18 de julio de 2006, Sala Primera (Civil), Rol Nº 382/2004, c. 1º (Id. 
vLex: 30908062). 
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Por otro lado, si bien en el ordenamiento chileno el arbitraje tiene 
marcada naturaleza jurisdiccional593, en razón de sus particularidades propias, 
la ley civil contempla un particular mecanismo para anular o rescindir el laudo 
arbitral incluso más allá de la cosa juzgada, en la forma y según las mismas 
reglas que rigen para los contratos (art. 1348)594. Al efecto, la jurisprudencia ha 
resuelto la procedencia de este mecanismo en caso de infracción del régimen 
devolutivo, pero entendiendo que en este caso el árbitro carece de 
jurisdicción595. 
                                               
593 No obstante la naturaleza del arbitraje es una cuestión que ha sido arduamente debatida 
y controvertida en el derecho comparado, en Chile —partiendo del propio art. 5º COT que divide 
la organización judicial chilena entre tribunales ordinarios, especiales y arbitrales, los cuales 
regula a continuación en los arts. 222 y ss.—, tanto el arbitraje voluntario como el forzoso tiene a 
juicio de la doctrina y la jurisprudencia mayoritaria de las Cortes chilenas, clara naturaleza 
jurisdiccional. 
Sobre la materia y con la jurisprudencia citada, cfr. por todos AYLWIN, PATRICIO, El 
juicio arbitral, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 2009, pp. 46-56. Para este autor la regulación 
positiva del arbitraje pone de manifiesto «inequívocamente que para la ley chilena el arbitraje 
importa una jurisdicción análoga a la de los tribunales oficiales y los árbitros son verdaderos 
jueces revestidos de autoridad pública» (p. 49). Sobre las cuestionamientos que suscita esta 
regulación y en particular el arbitraje forzoso cfr. JEQUIER LEHUEDÉ, EDUARDO, «El arbitraje 
forzoso en Chile (Un examen de constitucionalidad en el ordenamiento jurídico chileno)», en 
Estudios Constitucionales, Universidad de Talca, Año 9, Nº 2, 2011, pp. 453-498. 
594 Conforme al art. 1348 «Las particiones se anulan o se rescinden de la misma manera y 
según las mismas reglas que los contratos. 
La rescisión por causa de lesión se concede al que ha sido perjudicado en más de la mitad 
de su cuota». 
595 A efectos de la procedencia de esta acción de nulidad del art. 1348 del CC, la doctrina 
y la jurisprudencia distinguen en la partición la existencia de actos de carácter meramente procesal 
o de tramitación y otros puramente civiles o sustantivos, dentro de los cuales se encuentran 
precisamente las materias relativas la designación de los bienes que forman la comunidad, las 
personas que tienen derecho en ella y las cuotas que a cada una corresponda y que son de 
competencia de la justicia ordinaria. 
Al efecto, se ha admitido «la deducción de la acción ordinaria de nulidad como 
mecanismo de impugnación de actos de naturaleza puramente civil realizados al interior de un 
proceso arbitral, dado el origen generalmente contractual del arbitraje y la investidura privada de 
los jueces árbitros; al contrario de los actos procesales de tal juicio, contra los cuales sólo proceden 
los recursos judiciales que establece la ley. Es así como, el profesor Patricio Aylwin Azocar en su 
obra El Juicio Arbitral (Cuarta Edición, pág. 514 y siguientes) comparte esta doctrina y señala que 
La acción ordinaria de nulidad puede hacerse valer antes del juicio arbitral, en el curso de éste y 
después de su conclusión Pero la característica especial y más grave de la acción de nulidad es que 
se puede proponer aún después de concluido el arbitraje. La circunstancia de estar ejecutoriada la 
sentencia definitiva de los compromisarios no obsta al ejercicio de la acción ordinaria de nulidad, 
mientras no haya prescrito de acuerdo a las reglas de los artículos 1683 y 1681 del Código Civil, 
ya que ésta no constituye una vía procesal ni se dirige contra las actuaciones del arbitraje, aunque 
indirectamente, tienda a destruirlas. Por otra parte, en el Repertorio del Código Civil Chileno, 
Tomo IV pág. 456, Edición 1996 se incorpora el fallo de esta Corte Suprema de 21 de junio de 
1912, el cual expresa que: La disposición del artículo 1348 tiene cabal aplicación siempre que se 
trate no de la ritualidad judicial propiamente dicha, sino de vicios o defectos que se refieran en 
grado prohibido a la naturaleza jurídica de los actos ejecutados en la partición, o a la constitución o 
existencia legal del compromiso mismo». Cfr. SCS de 18 de julio de 2006, Sala Primera (Civil) 
Rol Nº 382/2004 (cs. 2º y 3º) (Id. vLex: 30908062).
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Entrando al examen de esta normativa, el art. 1330 Código Civil 
establece que «Antes de proceder a la partición, se decidirán por la justicia 
ordinaria las controversias sobre derechos a la sucesión por testamento o 
abintestato, desheredamiento, incapacidad o indignidad de los asignatarios». 
La norma establece así, la devolutividad absoluta de toda cuestión que 
se suscite durante la substanciación del juicio de partición respecto a los 
derechos relativos a la sucesión hereditaria, las que deberán ser resueltas 
previamente por los tribunales civiles596.  
Se trata en definitiva, de materias que están fuera del ámbito de 
competencia propio del juez partidor derivado del objeto del arbitraje que se 
constituye a efectos de la partición. 
Tal como señala la jurisprudencia, la razón de ser de esta norma estriba 
en que «siendo el testamento o la sucesión abintestato el título, su existencia, 
                                               
596 Al respecto, señala la jurisprudencia que esta disposición «es general y absoluta, 
comprende cualesquiera casos en que se susciten controversias sobre derechos a la sucesión, ora se 
niegue completamente a un persona la calidad de heredero, ora se le dispute sólo alguna parte del 
derecho hereditario que pretende tener». Cfr. SCAP de La Serena de 8 de julio de 1880, en Gaceta 
de los Tribunales, Nº 960, p. 656. En este mismo sentido, SCS de 6 de agosto de 1919, en RDJ, t. 
XVII, sec. 1ª, p. 398 y SCS de 5 de diciembre de 1923, en RDJ, t. XXII, sec. 1ª, p. 725.  
Siguiendo esta línea, la Corte Suprema ha resuelto que el «conocimiento y decisión de la 
acción de reforma de testamento no compete al partidor, sino al juez ordinario. Aunque se trata de 
una cuestión previa cuya resolución debe servir de base a la partición, ha de decidirse previamente 
por la justicia ordinaria porque es una controversia sobre derechos a la sucesión por testamento o 
abintestato y, de acogerse la acción, afectará a la cuota de cada heredero en relación a la legítima o 
a la cuarta de mejoras ». Cfr. SCS de 1º de agosto de 1967, en RDJ, t. LXIV, sec. 1ª, p. 263. 
En sentido inverso, una vez denegada la acción de reforma de testamento, la Corte ha 
resuelto que no es competencia de la justicia ordinaria «conocer de las peticiones encaminadas a 
que se declare que el legado debe rebajarse hasta que con él se enteren preferentemente la mitad 
legitimaria y la cuarta de mejoras, porque implican cuestiones de hecho que la ley somete a la 
decisión del partidor, al cual le servirán de base para la partición. Y para resolverlas es necesario 
previamente conocer el valor de los bienes, la cuota de cada heredero y los alcances que resulten 
en contra de uno y otros. Todo esto sólo puede establecerse en el juicio particional. Si como 
consecuencia de haberse rechazado la acción de reforma de testamento queda inamovible la 
calidad de legatario de la demandada, el problema de determinar si cabe o no dentro de la cuarta de 
libre disposición es cuestión de hecho que sólo puede decidirse en el juicio particional». Cfr. SCS 
de 20 de abril de 1970, en RDJ, t. LXVII, sec. 1ª, pp. 113 y 119. 
No se comprenden en esta categoría, las cuestiones que se susciten entre los comuneros 
sobre cuentas y obligaciones personales recíprocas, pudiendo en estos casos procederse al 
nombramiento del partidor y a la liquidación de la comunidad. Cfr. SCAP de Santiago de 22 de 
septiembre de 1914, en Gaceta de los Tribunales, 2º sem., Nº 494, p. 1353. Asimismo, la decisión 
acerca de si existe o no un pacto de indivisión u otro convenio que obste la partición corresponde 
la juez partidor en tanto se trata de cuestiones básicas para la repartición cuyo conocimiento no se 
encuentra sometido de un modo expreso a la justicia ordinaria. Cfr. SCAP de Talca de 17 de 
septiembre de 1952, en RDJ, t. XLIX, sec. 2ª, p. 122. Recientemente, se ha resuelto asimismo, que 
el juez partidor es incompetente para conocer de acciones indemnizatorias de perjuicios entre los 
comuneros. Cfr. SCAP de Valdivia de 28 de enero de 2010, Rol Nº 112/2009 (Id. vLex: 
339899838). 
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naturaleza y validez es previa a toda distribución o división de la masa 
hereditaria correspondiente a tal título»597. 
De esta forma, queda vedado al juez partidor continuar con la partición 
y liquidación de la herencia, debiendo suspender el curso del proceso hasta la 
decisión de la cuestión prejudicial por la justicia ordinaria598. Con todo, en la 
medida que esta suspensión no priva al juez partidor de su competencia, la 
jurisprudencia ha aclarado que ésta no impide al juez árbitro adoptar las 
medidas conservativas que sean procedentes599. 
Conforme a lo expuesto, tenemos en consecuencia que toda cuestión 
prejudicial civil en el juicio de partición relativa a los derechos hereditarios es 
                                               
597 Ello, por cuanto «de la validez o nulidad de un testamento o de una cláusula 
testamentaria, del grado de parentesco que ligue a una persona con el causante, de la privación a 
un legitimario de todo o parte de su legítima, y de la incapacidad o indignidad de los asignatarios, 
puede derivarse aumento o disminución del número de comuneros o de sus cuotas hereditarias, 
según lo que resuelvan los tribunales sobre estas materias». Cfr. SCAP de Temuco de 19 de junio 
de 1936, en RDJ, t. XXXVIII, sec. 2ª, p. 12. En la misma línea SCAP de Temuco de 15 de marzo 
de 1939, en RDJ, t. XXXIX, sec. 2ª, p. 19 (c. 3º, 1ª inst., p. 20) y SCAP de Santiago de 4 de 
septiembre de 1961, en RDJ, t. LVIII, sec. 1ª, p. 420. 
598 Según ha resuelto la jurisprudencia, cuando existe un juicio civil pendiente sobre una  
materia que es prejudicial a la partición las partes no se encuentran obligadas a designar al partidor 
mientras no se resuelva el asunto y en algunos casos se ha denegado el nombramiento del árbitro 
en tanto no se resuelva el juicio. De encontrarse ya iniciado el juicio particional, lo que procede es 
su suspensión, la que debe ser decretada por el juez partidor y no por la justicia ordinaria.  
Así, SCAP de Concepción de 27 de julio de 1886, en Gaceta de los Tribunales, Nº 2.233, 
1886, p. 1415, se ha sostenido que en caso que el juez partidor no haya sido aún designado, los 
herederos no están obligados a proceder a su nombramiento mientras no se resuelva la validez de 
un testamento que se impugna. 
Con todo, no es obstáculo el que el juicio de partición ya se encuentre iniciado estando 
pendiente la decisión por la justicia ordinaria pues «siendo la materia de orden previo y básico, o 
sea, determinante de la partición y liquidación, ésta debe suspenderse, en tal evento, hasta esperar 
el resultado de la decisión de la justicia ordinaria. En consecuencia, promovido un juicio sobre 
nulidad de testamento, y sobre los derechos dela herencia, debe suspenderse el juicio particional de 
que está conociendo el árbitro designado por el testador». Si bien el juez civil puede comunicar al 
árbitro la existencia del juicio y su objeto, esta suspensión debe ser decretada por el juez arbitro 
que conoce del asunto careciendo la judicatura ordinaria de atribuciones para ello pues 
«significaría despojar a un tribunal especial de su jurisdicción e importaría una extralimitación de 
facultades y una invasión de funciones». Cfr. SCAP de Temuco de 19 de junio de 1936, en RDJ, t. 
XXXVIII, sec. 2ª, p. 12 y SCAP de Temuco de 15 de marzo de 1939, en RDJ, t. XXXIX, sec. 2ª, 
p. 19. Por su parte, en SCAP de San Miguel de 9 de diciembre de 2010, Rol Nº 876/2010 (Id. 
vLex: 235876579) se denegó el nombramiento del árbitro en tanto no se resolviera acerca de la 
acción de petición de herencia interpuesta por uno de los comuneros. 
En esta misma línea, las cortes han ordenado la paralización de la partición cuando existe 
un juicio de indignidad pendiente de resolución ante la justicia ordinaria (SCAP de Talca de 20 de 
agosto de 2013, Rol Nº 821/2013 (Id. vLex: 456608042), o cuando la calidad de heredero no se 
encuentra determinada (SCAP de Santiago de 24 de septiembre de 2010, Rol Nº 1397/2010 (Id. 
vLex: 233694063) o se discute acerca de una vulneración de asignaciones forzosas o la nuda 
propiedad de un bien (SCS de 13 de junio de 2001, Sala Primera (Civil), Rol Nº 4737/2000 (Id. 
vLex: 32108967). 
599 Cfr. SCAP de Temuco de 15 de marzo de 1939, en RDJ, t. XXXIX, sec. 2ª, p. 19. 
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devolutiva en forma absoluta, no pudiendo el juez partidor resolver dichas 
materias ni siquiera a los solos efectos de la partición. De este modo, vemos 
que la ley otorga preferencia al tribunal civil competente ratione materiae a fin 
de que el asunto sea siempre resuelto como objeto principal de un juicio con 
efecto de cosa juzgada. 
En caso de infracción del régimen devolutivo, esto es, cuando el árbitro 
ha seguido adelante y ha concluido la partición sin esperar la decisión del 
tribunal civil competente, la Corte Suprema ha entendido que es procedente la 
anulación del laudo arbitral a través de la acción contemplada en el art. 1348 
del CC, en tanto no se trata de una cuestión o infracción meramente 
procedimental sino de naturaleza sustantiva. 
Al respecto, señala la Corte que «en el asunto propuesto en autos, no 
cabe duda que existían una serie de controversias que debían resolverse en 
forma previa a la partición por la justicia ordinaria, ya que, como 
correctamente lo deja establecido el fallo de primer grado en su fundamento 
18º no están claros los derechos que los involucrados en la partición tenían en 
el predio de que se trata ni la cabida del predio a partir». 
Haciéndose cargo del tema de la cosa juzgada, la Corte reconduce el 
asunto a un problema de falta de jurisdicción entendiendo de esta manera, que 
«la presunción de derecho que lleva anexa toda sentencia definitiva pasada en 
autoridad de cosa juzgada, no alcanza a sanear, sin embargo, el defecto de falta 
de jurisdicción de un tribunal, en materia como las señaladas, situación que 
torna perfectamente aplicable el artículo 1348 del Código Civil también al caso 
de tratarse de un procedimiento arbitral, cuyos vicios se concretaron en la 
dictación misma del laudo y ordenata»600. 
Diferente es la situación cuando la cuestión prejudicial en el juicio de 
partición se suscita respecto del dominio de los bienes que forman parte de la 
masa partible.  
Al efecto, el art. 1331 dispone que «las cuestiones sobre la propiedad 
de objetos en que alguien alegue un derecho exclusivo y que en consecuencia 
no deban entrar en la masa partible, serán decididas por la justicia ordinaria; 
y no se retardará la partición por ellas. Decididas a favor de la masa partible, 
se procederá como en el caso del artículo 1349. 
                                               
600 Cfr. SCS de 18 de julio de 2006, Sala Primera (Civil), Rol Nº 382/2004 (c. 4º) (Id. 
vLex: 30908062). 
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Sin embargo, cuando recayeren sobre una parte considerable de la 
masa partible, podrá la partición suspenderse hasta que se decidan; si el juez, 
a petición de los asignatarios a quienes corresponda más de la mitad de la 
masa partible, lo ordenare así». 
Conforme a esta norma, la inclusión o exclusión de bienes de la 
sucesión cuando ellas importen una alegación de dominio exclusivo sobre las 
especies, es una cuestión que debe ser determinada por la justicia ordinaria a 
través de un juicio de lato conocimiento601.  
En caso de plantearse un asunto de esta naturaleza, la regla general es 
que el partidor puede seguir adelante con la partición, con exclusión del bien 
cuyo dominio exclusivo se alega, sin necesidad de suspender o retardar el 
juicio en espera de lo que decida el juez civil 602. 
                                               
601 En esta línea, cfr. SCAP de Santiago de 9 de julio de 2010, Rol Nº 1071/2010 (Id. 
vLex: 233687435). 
Al respecto, la jurisprudencia ha entendido que el «artículo 1331 no se opone a que las 
cuestiones sobre propiedad exclusiva de alguno de los bienes puedan también decidirse por el juez 
árbitro nombrado por los interesados cuando éstos así lo acuerdan. Y en el supuesto de que la 
cuestión indicada no fuera incidente de la misma partición, se le habría prorrogado al árbitro la 
jurisdicción por el convenio expreso de las partes, en virtud de lo dispuesto en los artículos 181 y 
siguientes (…) del Código Orgánico de Tribunales, pues que tenía principio de jurisdicción 
conferida por las mismas partes, y el punto prorrogado tenía conexión necesaria con el objeto 
principal de la partición». Cfr. SCAP de Concepción de 25 de julio de 1879, en Gaceta de los 
Tribunales, Nº 1043, 1879, pp. 717 y 718. En la misma línea SCAP de Presidente Aguirre Cerda 
de 25/07/1986 (Westlaw Chile: J5089/1986) 
Con todo, la Corte Suprema ha entendido que si las partes se limitan a aceptar la 
reclamación en el juicio de partición «tal acuerdo no significa someter la cuestión a la competencia 
del árbitro, por ser ajeno a la liquidación que está practicando: debe ser decidido por la justicia 
ordinaria y aquél carece de competencia para fallarlo. Y aunque no haya habido reclamación de 
parte de los interesados, el árbitro no por eso deja de ser incompetente, pues la prórroga de 
jurisdicción sólo puede tener lugar cuando el tribunal a quien se otorga, ejerce jurisdicción análoga 
a la del que por la ley corresponde rigorosamente el conocimiento del negocio, analogía de 
jurisdicción que no existe entre una juez letrado (…) y un juez árbitro que sólo tiene jurisdicción 
privada». Cfr. SCS de 15 de diciembre de 1916, en Gaceta de los Tribunales, 2º semestre, Nº 112, 
p. 372. 
602 Al efecto, la jurisprudencia ha resuelto que «el inciso 1º del artículo 1331 ha dado a 
entender claramente que los objetos pertenecientes a la masa partible y respecto de los cuales se 
alega dominio exclusivo, deben eliminarse de la partición y que sólo se tomarán en cuenta en ésta, 
para dividirlos entre los accionistas, una vez que han sido decididos en favor de la masa partible y 
no antes». Cfr. SCAP de Concepción de 10 de octubre de 1908, en Gaceta de los Tribunales, Nº 
194, t. II, 1908, p. 346 y SCAP de 20 de marzo de 1919, en Gaceta de los Tribunales, 1º semestre, 
Nº 1222, 1919, p. 732. 
En esta misma línea, en SCS de 7 de noviembre de 1930, en RDJ, t. XXVIII, sec. 1ª, p. 
372 se ha resuelto que alegado el dominio exclusivo sobre un bien de la masa partible, la partición 
no debe suspenderse, sino continuar excluyéndose de la masa partible el bien cuestionado. De esta 
forma, la sentencia que niega lugar a la suspensión del remate «no infringe el artículo 1331 sino 
que se conforma con él, ya que dicho heredero podía antes y puede después del fallo, en virtud de 
esta disposición, demandar ante la justicia ordinaria el dominio sobre el bien que reclama como 
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En estos casos, si la justicia ordinaria decide la inclusión del bien 
cuestionado, debe procederse conforme establece el art. 1348 del CC para la 
división de los bienes que han sido omitidos de la partición. 
Excepcionalmente, la ley establece la procedencia de la suspensión del 
proceso particional cuando la alegación afecte a una parte considerable de la 
masa partible y a petición de los asignatarios a quienes corresponda más de la 
mitad de la masa. 
Vemos de esta forma, que el legislador es más exigente a los efectos de 
ordenar la suspensión del procedimiento particional dando una clara 
preeminencia a la voluntad de las partes603. Al respecto, la jurisprudencia ha 
entendido que es facultad del juez partidor determinar el cumplimiento de 
estos requisitos y es competencia del partidor decretar dicha suspensión y no 
de la justicia ordinaria604. 
2. Fuera de estos supuestos de prejudicialidad en el juicio de partición de 
bienes hereditarios, existe un segundo caso contemplado en el ordenamiento 
chileno —específicamente en el art. 93 n° 6 de la CPR—que podría 
considerarse un caso peculiar de prejudicialidad homogénea de carácter 
constitucional en el cual se contempla expresamente el sistema devolutivo. 
Nos referimos a la acción o requerimiento de inaplicabilidad ante el 
Tribunal Constitucional de un precepto legal cuya aplicación en cualquier 
gestión que se siga ante un tribunal ordinario o especial, resulte contraria a la 
Constitución. 
                                                                                                                                
suyo, sin necesidad que así lo declare el partidor. Este, por lo demás, carece de facultad para hacer 
tal declaración por no estar comprendida entre los asuntos de que le corresponde conocer». 
Con todo, esta eliminación no debe entenderse como una exclusión del bien de la 
partición, la cual sólo será determinada una vez se dicte sentencia por el juez civil. De esta forma, 
el juez partidor mantiene su competencia sobre el bien pudiendo dictar las medidas conservativas 
que corresponda mientras no se decrete la exclusión de los bienes en forma definitiva. Cfr. SCS de 
7 de diciembre de 1961, en RDJ, t. LVIII, sec. 1º, p. 491. 
603 Así, en SCAP de Valdivia de 29 de marzo de 2012, Rol Nº 161/2012 (Id. vLex: 
366530446), la Corte revoca la suspensión ordenada por el partidor por no afectar la exclusión a 
parte considerable de la masa partible ni haber sido solicitada por los asignatarios legitimados. 
604 SCAP de Santiago de 4 de septiembre de 1961, en RDJ, t. LVIII, sec. 1ª, p. 420. En 
esta línea, en SCAP de Coihaique de 28 de junio de 2011, Rol Nº 24/2011 (Id. vLex: 300664042), 
la Corte confirmó la resolución del juez partidor por la que denegó la suspensión de la partición 
por no cumplirse los requisitos del art. 1331.  
Con todo, fuera de estos supuestos de suspensión, la jurisprudencia ha entendido que el 
juez ordinario que conoce de la pretensión sobre el dominio del bien puede ordenar, a través de 
una medida precautoria, la suspensión del proceso particional en la parte relativa a los bienes 
impugnados. Cfr. SCS de 12 de julio de 1961, en RDJ, t. LVIII, sec. 1ª, p. 222. 
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Tal como ha sostenido el propio TC, se trata de un mecanismo de 
control concreto de constitucionalidad de la ley centrado en el caso sub lite 
cuyo objeto no es discutir acerca del ajuste o contradicción de un determinado 
precepto legal con la Constitución —ambas normas cotejadas en abstracto—, 
sino del análisis y decisión de los efectos que, en un caso específico, produce 
la aplicación de dicho precepto.  
De este modo, y a diferencia del control que efectuaba la Corte 
Suprema a través del derogado recurso de inaplicabilidad en que había una 
confrontación directa entre el precepto legal y la norma constitucional, ahora 
lo que se examina y puede ser declarado inconstitucional por motivos de forma 
o fondo, son los efectos generados por la aplicación  concreta de un precepto 
legal a un caso concreto, siempre que la aplicación de dicho precepto resulte 
decisiva en la resolución del asunto o gestión pendiente605. 
Aparte de su rango y fundamento directamente constitucional —
formando parte del sistema de control de constitucionalidad de las normas 
internas—, cuando se presenta una requerimiento de inaplicabilidad de una 
norma aplicable en un juicio civil el principal rasgo distintivo de esta cuestión 
sería su carácter homogéneo respecto de la cuestión que es objeto del proceso 
y su devolutividad absoluta, pues siempre deberá ser resuelta por el Tribunal 
Constitucional. 
Con todo, su interposición no produce de pleno derecho la suspensión 
del proceso civil sino que ésta deberá ser valorada y decretada por la sala del 
TC que haya resuelto sobre la admisibilidad del requerimiento. 
Decidida la cuestión, el pronunciamiento del TC es vinculante para el 
juez que conoce del objeto principal, quién no podrá desconocer en su 
sentencia la declaración de constitucionalidad de los efectos de la aplicación de 
la norma al caso concreto o bien, no podrá aplicarla, en caso que se haya 
estimado la inconstitucionalidad. 
Sobre la materia, ya nos referimos a estas cuestiones a propósito del 
ordenamiento español, en el cual se suma otra de naturaleza similar como son 
las cuestiones prejudiciales comunitarias del art. 267 TFUE, sosteniendo su 
exclusión de la categoría de la prejudicialidad.  
Remitiéndonos a lo ya sostenido en su momento (supra, Parte I, cap. 2º, 
II) y pese a que la doctrina chilena considera esta cuestión como prejudicial, 
                                               
605 Cfr. por todas STC, Rol N° 1390-09 (c. 10º); STC, Rol N° 1514-09, (c. 8º); STC, Rol 
N° 821-07, (cs. 3º a 6º); STC, Rol N° 588-06, (c. 11º) y STC, Rol N° 1262-08 (c. 14º).  
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sólo destacar que las mismas razones allí apuntadas nos llevan a excluir la 
cuestión constitucional de la prejudicialidad en el ordenamiento chileno. 
Aún aceptando que la prejudicialidad pueda estar constituida por una 
cuestión de derecho —en este caso la constitucionalidad de los efectos de una 
determinada norma aplicable, cuestión que constituye, precisamente, el objeto 
procesal de un proceso autónomo o diferenciado ante el Tribunal 
Constitucional606— consideramos que, en razón de los valores en juego y la 
finalidad perseguida en cada uno de estos institutos, el requerimiento de 
constitucionalidad no pertenece a la categoría de las cuestiones 
prejudiciales607. 
Tal como señala el propio TC, el requerimiento de constitucionalidad es 
un mecanismo destinado a garantizar la supremacía constitucional mediante la 
declaración de inconstitucionalidad de los efectos de la aplicación de una 
norma, logrando con ello lo dispuesto en el art. 6° CPR608.  
En la prejudicialidad, en cambio, la finalidad última es la coherencia de 
las resoluciones dictadas en procesos con objetos conexos evitando el dictado 
de sentencias contradictorias sobre un mismo asunto, lo cual, a nuestro juicio, 
dice relación con las garantías de la igual protección de la ley en el ejercicio de 
los derechos, el derecho a la tutela judicial y del debido proceso del art. 19, n° 
3 de la CPR en conjunto con el carácter unitario de la jurisdicción como poder 
deber del Estado conforme a lo dispuesto en el art. 76 de la CPR. 
De este modo, no obstante las similitudes entre ambas cuestiones, en el 
requerimiento de constitucionalidad el riesgo de contradicción entre decisiones 
jurisdiccionales no se presenta y por tanto, se aleja de la noción de lo que 
entendemos por prejudicialidad. 
3. Finalmente, un tercer tipo de asuntos civiles que puede dar lugar a casos 
de prejudicialidad son los asuntos concursales. 
Aunque la quiebra por sí misma no se encuadra dentro de los supuestos 
de prejudicialidad propiamente tal, a raíz de ella se producen problemas en este 
ámbito con no poca frecuencia,. Por ello, resulta una materia interesante de 
                                               
606 Por esta misma razón, queda prohibida al TC toda valoración, fijación y 
pronunciamiento acerca de los hechos que integran el objeto procesal en el cual se suscita la 
cuestión. En esta línea, cfr. STC, Rol N° 1284-08 (c. 3º) y STC, Rol N° 1413-09 (c. 4º). 
607 En Chile, para ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, Curso de derecho procesal civil, t. 
II, ob. cit., pp. 41 y 42, se trata de una categoría especial de prejudicialidad que incide en el 
«componente jurídico del objeto del proceso». 
608 Cfr. STC, Rol N° 1284-08 (cs. 5º y 6º). 
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examinar particularmente en lo que respecta a los instrumentos o mecanismos 
que utiliza la ley para solucionar los problemas que se suscitan en la práctica.  
Sin duda, en razón de los principios y bienes jurídicos involucrados, el 
derecho concursal es uno de los ámbitos que mayor relevancia ha venido 
adquiriendo tanto desde un punto de vista económico como jurídico, y en 
especial desde la perspectiva del derecho procesal. Se trata de una materia 
altamente compleja en la que confluyen la aplicación de estatutos sustantivos 
diversos (civil, penal, comercial, tributario, laboral, etc.) lo que la hace un 
campo propicio en materia de prejudicialidad. 
Sin ánimo de adentrarnos en el estudio del sistema concursal en el 
derecho chileno, lo que excedería con creces el objeto de nuestro estudio, 
creemos necesario referirnos a  un par de aspectos relevantes respecto de los 
instrumentos que prevé el ordenamiento chileno para el tratamiento de la 
prejudicialidad en este ámbito. 
Debido a las graves deficiencias, lentitud y onerosidad del sistema 
concursal vigente en Chile y en el marco de las nuevas políticas de 
reemprendimiento impulsadas por el Ejecutivo, esta materia ha sido objeto de 
una reciente y profunda reforma a través de la Ley Nº 20.720 de 9 de enero de 
2014, la que ha derogado la antigua normativa sustituyéndola por un nuevo 
régimen concursal. Esta reforma, sin embargo, ha entrado en vigencia 
recientemente el 10 de octubre de 2014, por lo que, en conformidad al art. 1º 
transitoria de dicha ley, las quiebras, convenios y cesiones de bienes en actual 
tramitación y aquellas que se inicien antes de la entrada en vigencia de la 
nueva ley, se rigen por la antigua normativa contenida en el Libro IV del actual 
Código de Comercio609. 
                                               
609 Para un diagnostico del sistema vigente y los fundamentos de esta reforma, cfr. 
Mensaje Nº 081-360 de S.E. el Presidente de la Republica con el que inicia un proyecto de ley que 
crea una nueva legislación Concursal mediante la ley de reorganización y liquidación de empresas 
y personas y perfecciona el rol de la superintendencia del ramo, de 15 de mayo de 2012. La 
historia de la ley de esta reforma puede consultarse en 
http://www.leychile.cl/Consulta/portada_hl?tipo_norma=XX1&nro_ley=20720&anio=2014. 
Asimismo, un análisis crítico del sistema vigente con anterioridad a la reforma, 
examinado desde el punto de vista del análisis económico del derecho y del derecho procesal, cfr. 
NÚÑEZ OJEDA, RAÚL y CARRASCO DELGADO, NICOLÁS, «La quiebra si bienes. Una 
aproximación desde el análisis económico del derecho», en Ius et Praxis, Año 17, Nº 1, 2011, pp. 
139-176 y en Derecho concursal procesal chileno, Santiago, Thomson Reuters, 2011, 539pp. y 
NÚÑEZ OJEDA RAÚL; CARRASCO DELGADO, NICOLÁS y ORTIZ ROJO, FRANCISCO, 
«Visión crítica desde le análisis económico del derecho al sistema de verificación de créditos y 
realización de activos de  la Ley de Quiebras chilena», en Ius et Praxis, Año 18, Nº 1, 2012, pp. 
267-314. 
  380 
Tanto de acuerdo a la antigua como la nueva normativa ––bajo el 
conocido principio de la vis attractiva concursus que rige en materia 
concursal–– la acumulación de acciones y procesos que afecten los bienes del 
fallido ha sido y sigue siendo el mecanismo propio y específico para cumplir 
con los objetivos del procedimiento concursal.  
Desde este punto de vista, la acumulación en materia concursal presenta 
características propias y no obedece a una mera razón de economía procesal o 
de evitar sentencias contradictorias, sino que se funda en el carácter universal y 
unitario del procedimiento concursal y la protección y vigencia del principio 
de la par condictio creditorum que busca, en definitiva que los acreedores 
puedan ver satisfechos sus créditos poniendo a su disposición todos los bienes 
y derechos del deudor610.  
No obstante ello, ciertamente a través de este instrumento se previenen 
muchos de los problemas de conexión o prejudicialidad que podrían surgir con 
motivo de la tramitación paralela de múltiples juicios en contra de un mismo 
deudor y es precisamente en aquellos casos en que la acumulación no presta 
cobertura donde, en ausencia de otros mecanismos, pueden advertirse 
problemas de prejudicialidad. 
Pues bien, conforme a la antigua regulación, esta acumulación era 
procedente respecto de todo tipo de juicios pendientes contra el fallido —salvo 
algunas excepciones— y cualquiera fuere el orden jurisdiccional ante el cual se 
estuvieran tramitando los procesos611 estableciendo así una especie de 
acumulación heterogénea prácticamente única en el ordenamiento chileno612. 
                                               
610 A diferencia de la acumulación de procesos o acciones tradicional, tal como lo 
establece la ley y lo ha especificado la jurisprudencia, se trata en este caso de una acumulación 
física y no jurídica o mas bien de una alteración de la regla de la radicación, en tanto los juicios 
siguen su tramitación ante el tribunal que conoce del concurso en forma independiente y conforme 
al procedimiento que corresponda según su naturaleza, sin que deban ser fallados todos en un 
misma sentencia. Cfr. SCS de 31 de octubre de 2012, Sala Primera (Civil), Rol Nº 180/2011 (c. 5º) 
(Id. vLex: 436252750). 
611 De acuerdo al art. 70 del Libro IV del Código de Comercio, esta acumulación se 
dispone respecto todos los juicios pendientes contra el fallido cualquiera sea el orden 
jurisdiccional que conozca de ellos y los nuevos que se entablen contra la masa de acreedores.  
Como excepción a esta regla se encuentran los juicios posesorios; los de desahucio; los de 
terminación inmediata del arrendamiento; los que actualmente estuvieren conociendo jueces 
árbitros, y los que, según la ley, correspondan a materias de arbitraje forzoso, todos los cuales 
deben ser tramitados ante el tribunal competente según las reglas generales. 
Asimismo, tanto la jurisprudencia como la doctrina, si bien inicialmente se sostuvo una 
posición contraria, en la actualidad han entendido, en general, que las acciones revocatorias 
concursales, en la medida que el verdadero demandado en estos procesos es un tercero y no el 
fallido o la masa y que no son cuestiones accesorias o meramente incidentales al procedimiento 
concursal sino de carácter dependiente pero autónomo, deben tramitarse ante el tribunal 
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La posibilidad de suspensión de los procesos como complemento a este 
régimen de acumulación era bastante excepcional. Particularmente en lo que 
respecta a los procedimientos civiles declarativos, en aquellos supuestos en 
que no sea procedente la acumulación de procesos, la opción del legislador 
concursal fue la no suspensión de los juicios civiles en los que incida o que 
puedan tener incidencia en el procedimiento concursal613.  
                                                                                                                                
competente y no ante el que conoce de la quiebra. Cfr. PUGA VIAL, JUAN ESTEBAN, Derecho 
Concursal. El Juicio de Quiebras, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, t. II, 2004, pp. 454 y 458 y 
PUELMA ACCORSI, ÁLVARO, Curso de Derecho de Quiebras, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 
1985, p. 144 para quien, a falta de norma especial, deben tramitarse conforme a las reglas 
generales. En esta línea cfr. SCS de 31 de octubre de 2012, Sala Primera (Civil), Rol Nº 180/2011 
(c. 6º) (Id. vLex: 436252750) y SCAP de Antofagasta de 16 de noviembre de 2010, Rol Nº 
335/2010 (Id. vLex: 234332471). 
Finalmente, de acuerdo al art. 85, se encuentran dentro de las excepciones a esta regla 
general, las interposición de las acciones reivindicatorias que sean procedentes conforme a las 
reglas generales del derecho y las tercerías de dominio que estuvieren iniciadas al tiempo de la 
declaración de quiebra, las que continuarán tramitándose en conformidad al procedimiento que 
corresponda. 
612 Este tipo de acumulación, sin embargo, ha dado lugar a no poco problemas en la 
práctica. En general, la jurisprudencia ha advertido problemas en la procedencia de este 
mecanismo, principalmente cuando se ha pretendido agregar al juicio de quiebras determinados 
asuntos laborales. Así, por ejemplo, en SCAP de Valdivia de 4 de junio de 2012, Rol Nº 68/2012 
(c. 2º) (Id. vLex: 380191634), la Corte desestimó la procedencia de la acumulación considerando 
que «no es sostenible entregar competencia laboral a un juez civil que carece de ella bajo ningún 
respecto. La existencia de una judicatura especializada sería afectada si se entregara competencia 
al juez civil para conocer de tales juicios al carecer de los conocimientos especializados para 
dirimir estas materias, amenazando vulnerar un sentido de justicia respecto del trabajador (…) Los 
fundamentos de esta conclusión radican, además de las razones ya expresadas, en la especial 
naturaleza del procedimiento laboral vigente cuya característica relevantes es el principio de 
inmediación conforme al cual todas las gestiones o tramites procesales deben efectuarse tan pronto 
como sea posible y dentro de los plazos fatales que señala el código del ramo y en presencia 
directa del juez, lo que ciertamente resulta incompatible con el procedimiento escrito y 
rigurosamente reglado que el Libro IV del Código de Comercio, sobre Quiebras, ha entregado al 
juez civil en la sustanciación del procedimiento concursal». En otros casos, la jurisprudencia se ha 
limitado a ordenar la acumulación sin más trámite. En esta línea cfr. SCAP de Santiago de 20 de 
mayo de 2014, Rol Nº 996/2014 (Id. vLex: 515773046) y SCAP de San Miguel de 1 de julio de 
2010, Rol Nº 228/2010 (Id. vLex: 226580703) 
613 En lo que respecta a los juicios ejecutivos, la suspensión del proceso se establece en 
forma excepcional, principalmente cuando no existe oposición de excepciones por parte del 
ejecutado. En los demás casos, las ejecuciones siguen su tramitación ante el tribunal competente, 
pero con intervención del Síndico. 
Así, conforme al art. 70 del Libro IV del Código de Comercio «Los juicios ejecutivos, 
cuando haya excepciones opuestas, se seguirán tramitando con el síndico hasta que se dicte 
sentencia de término. Los demás se paralizarán en el estado en que se encuentren y los acreedores 
usarán de su derecho en la forma que establece esta ley. Cuando al tiempo de la declaración de 
quiebra hubiere pendiente algún juicio ejecutivo por obligaciones de hacer y existieren ya 
depositados los fondos para el objeto, continuará la tramitación establecida para esta clase de 
juicios, hasta la total inversión de dichos fondos o hasta la conclusión de la obra que con ellos 
deba pagarse. En los demás casos, sólo podrá el acreedor continuar o iniciar sus gestiones para que 
se considere su crédito por el valor de los perjuicios declarados o que se declaren. 
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En este ámbito, por ejemplo, se encontrarían materias tan importantes 
como los juicios reivindicatorios, las tercerías de dominio  y en particular, las 
denominadas acciones revocatorias concursales, todos los cuales deben ser 
conocidos por el tribunal competente que corresponda y tramitados en forma 
independiente al procedimiento concursal en curso, si bien, en algunos casos, 
con intervención del síndico. 
Quedan fuera, asimismo, de la vis attractiva concursal todos aquellos 
juicios que, no obstante tener relación con el fallido, no digan relación o 
afecten sus bienes. 
De esta manera, como regla general, los juicios —sean declarativos o 
ejecutivos— o bien se acumulan o agregan a la quiebra, o bien siguen su 
tramitación en forma paralela. 
Probablemente la amplitud con la que ha operado la acumulación en la 
antigua normativa concursal ha cubierto suficientemente los posibles 
problemas de prejudicialidad que puedan suscitarse en este ámbito.  
Sin embargo, justamente en aquellos supuestos en los que  no operan 
dichos instrumentos se ha generado más de alguna dificultad que no ha podido 
ser subsanada precisamente debido a la ausencia de un régimen suspensivo 
específico en la ley concursal como uno de carácter general en el CPC. 
En estos casos, nuevamente se ha intentado recurrir a mecanismos 
como la litispendencia impropia o por conexidad, no siempre con resultados 
positivos614. 
                                                                                                                                
Los embargos y medidas precautorias que estuvieren decretados en los juicios que se 
agreguen a la quiebra quedarán sin valor desde que ella se declare, siempre que se refieran a bienes 
que, sin aguardar el resultado de dichos juicios, deban realizarse en la quiebra o ingresar a ella». 
614 Tal fue el caso de un importante y renombrado juicio iniciado por el Estado a través de 
la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO) en contra de la empresa de energía 
Chilquinta, todo ello en el marco y con motivo del fraude cometido por la empresa Inverlink. 
En concreto, CORFO interpuso en contra de Chilquinta una demanda por provecho del 
dolo ajeno en contra de Chilquinta Energía S.A. —fundada en los arts. 2316 y 1458 del Código 
Civil–– solicitando se ordene a Chilquinta la restitución de las sumas de dinero que recibió de 
Inverlink Corredores de Bolsa S.A. ascendente a la cantidad de $1.000.840.000. Dicha suma de 
dinero le fue pagada con el producto de acciones dolosas cometidas contra CORFO, al sustraer y 
liquidar en el mercado financiero instrumentos de propiedad de CORFO, consistentes en depósitos 
a plazo fijo tomados en distintos bancos de la plaza, obteniendo la liquidez necesaria para pagar a 
algunos inversionistas, entre los que se encontraba Chilquinta. 
Entre otras alegaciones, la parte demandada interpuso en segunda instancia las 
excepciones de litispendencia por identidad y conexidad con motivo del juicio de quiebras iniciado 
en contra de Inverlink y en el que CORFO concurrió a la verificación de créditos exigiendo el 
pago de lo adeudado por la parte fallida. En ese proceso el Síndico de quiebras dedujo en 
representación de los acreedores —incluido CORFO— una acción revocatoria concursal en su 
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Al respecto, la nueva normativa concursal que comenzó a regir en 
octubre de 2014, ha venido a modificar substancialmente este régimen. 
Por un lado, se restringe fuertemente la procedencia de la acumulación 
de procesos limitándola sólo respecto de los juicios civiles pendientes contra el 
deudor y los nuevos que se inicien cuyo conocimiento no esté entregado a 
tribunales especiales o arbitrales o estén siendo conocidos por jueces 
árbitros615. De este modo, con la nueva ley se ha vuelto a la regla general en 
materia de acumulación, con lo que desaparece la posibilidad de acumulación 
heterogénea que permitía la antigua normativa. 
De otro lado, siguiendo la línea de la regulación anterior, no se 
establece un régimen devolutivo complementario a la acumulación, de manera 
                                                                                                                                
contra con el objeto de obtener la declaración de inoponibilidad y la restitución del precio recibido 
por Chilquinta por parte de Inverlink.  
A juicio de la demandada, se trata del mismo objeto que se persigue a través de la 
demanda por provecho del dolo ajeno deducida por Corfo en su contra o al menos se trata de 
juicios vinculados en términos tales que la sentencia que haya de pronunciarse en uno produciría la 
excepción de cosa juzgada en el otro en tanto de acogerse la acción revocatoria concursal deducida 
en el juicio de quiebra de Inverlink, Chilquinta se vería en la obligación de restituir la suma 
demandada, la que iría en directo beneficio de CORFO en su calidad de acreedora en dicho 
proceso concursal. 
Como es posible observar, la cuestión planteada en este juicio es precisamente un 
problema de prejudicialidad y anticipación del efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada. Sin 
embargo, finalmente la alegación fue desechada tanto por la Corte de Apelaciones como por la 
Corte Suprema por motivos de forma, en razón de la  extemporaneidad de la excepción planteada 
por la demandada y por tratarse de una resolución que por su naturaleza jurídica no es controlable 
a través del recurso de casación. Cfr. SCS de 30 de septiembre de 2013, Sala Tercera 
(Constitucional), Rol Nº 4871/2012 (Id. vLex: 471843658) 
615 La Ley Nº 20.720, en su art. 142, establece como regla general, la acumulación al 
Procedimiento Concursal de Liquidación sólo de los juicios civiles pendientes contra el deudor y 
los que se inicien posteriormente a la notificación de la Resolución de Liquidación. 
En su art. 143 se establece que esta regla no se aplicará respecto de los juicios que estén 
siendo conocidos por árbitros, los que fueren materia de arbitraje forzoso y aquellos sometidos por 
la ley a tribunales especiales. Todos estos juicios, seguirán tramitándose o deberán sustanciarse 
ante el tribunal competente conforme a las reglas generales. 
El articulo 147, por su parte, establece una regla nueva de acumulación o más bien 
radicación  al Procedimiento Concursal de Liquidación de los juicios iniciados por el deudor antes 
de la Resolución de Liquidación, para controvertir la validez, legitimidad o procedencia de los 
créditos justificativos de la Liquidación Forzosa. 
En su inciso segundo, se establece un supuesto de verdadera acumulación al disponer que 
si en tales juicios las alegaciones del deudor fueren similares a las de la oposición planteada en el 
procedimiento concursal, el tribunal que esté conociendo del Procedimiento Concursal de 
Liquidación deberá resolver ambas controversias en un mismo fallo, prevaleciendo, en lo 
meramente procesal, las disposiciones propias del juicio de oposición. 
Finalmente, al igual que establecía la antigua normativa, la aplicación del régimen 
concursal no afecta la posibilidad de entablar las acciones reivindicatorias que sean procedentes 
conforme a las reglas generales como tampoco a las tercerías de dominio que estuvieren iniciadas, 
las que seguirán tramitándose conforme al procedimiento que corresponda (art. 150 de la Ley Nº 
20.720). 
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tal que, en todos aquellos casos en que no sea procedente la acumulación, se ha 
optado nuevamente por la no suspensión de los juicios los que seguirán su 
tramitación de forma independiente, en algunos casos con intervención del 
síndico616. 
                                               
616 Se reproduce de esta manera, la misma situación existente bajo la antigua normativa 
con la diferencia de que bajo la nueva ley la cobertura que prestará la acumulación de procesos es 
mucho mas reducida. Al respecto, y particularmente en lo relativo a las acciones reivindicatorias y 
tercerías de dominio —las que se tramitan de forma independiente— durante la tramitación de la 
nueva ley concursal expertos citados a las comisiones parlamentarias se refirieron expresamente a 
este tema estimando que era necesario o bien eliminar estas normas o bien aclararlas por tratarse 
de una regulación bastante confusa. Asimismo, en lo que respecta a las tercerías de dominio, se 
sugirió establecer su tramitación en forma incidental en el proceso de liquidación y agregar las que 
estuvieren en trámite con anterioridad al proceso de liquidación como incidentes del mismo.  
Estas sugerencias, sin embargo, no fueron consideradas por el parlamento, aprobándose la 
norma en los términos antes señalados. Cfr. Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, 
Justicia y Reglamento de la Cámara de Diputados en Segundo Trámite Constitucional, de fecha 
11 de septiembre de 2013. Cuenta en Sesión 80, Legislatura 361, en Historia de la ley Nº 20720, p. 
2122 y 2123. 
En lo que respecta a los juicios ejecutivos por obligaciones de dar, el régimen devolutivo 
tampoco tiene aplicación. Pese a que la ley habla de suspensión de las ejecuciones cuando no 
existieren excepciones opuestas, realmente lo que ocurre es que se acumulan al procedimiento 
concursal. En caso que existan excepciones opuestas, la ejecución sigue su tramitación ante el 
tribunal competente con intervención del liquidador asumirá la representación judicial del Deudor 
pudiendo los acreedores ejecutantes podrán verificar sus créditos en forma condicional (arts. 144). 
Por su parte, el art. 145 regula la acumulación de juicios ejecutivos por obligaciones de 
hacer, estableciendo que la «acumulación al Procedimiento Concursal de Liquidación de esta clase 
de juicios se sujetará a las siguientes reglas: 
1) Si los fondos para dar cumplimiento al objeto del litigio se encontraren depositados 
antes de la notificación de la Resolución de Liquidación, el tribunal de la ejecución ordenará 
remitir los expedientes al tribunal que esté conociendo del Procedimiento Concursal de 
Liquidación, continuándose la tramitación hasta la inversión total de los fondos o la conclusión de 
la obra que con ellos deba pagarse. 
2) En caso contrario, los juicios se acumularán sin importar el estado en que se 
encuentren y el acreedor sólo podrá verificar el monto de los perjuicios que el tribunal respectivo 
hubiere declarado o que se declaren con posterioridad por el tribunal que conoce del 
Procedimiento Concursal de Liquidación». 
Finalmente, como norma común a las anteriores, el art. 146 dispone que «Si entre los 
ejecutados existieren personas distintas del Deudor, el tribunal de la ejecución deberá:  1) 
Suspender la tramitación sólo respecto del Deudor;  2) Remitir al tribunal que esté conociendo del 
Procedimiento Concursal de Liquidación copias autorizadas del expediente, para que continúe la 
sustanciación respecto del Deudor, y  3) Conservar para sí el expediente original a fin de continuar 
la ejecución de los restantes demandados.». 
Esta norma fue cuestionada durante la tramitación legislativa de la nueva ley 
considerando los profesores expertos invitados que ella podría dar lugar a dos sentencias distintas 
en un mismo juicio. El ejecutivo, sin embargo, consideró «que la sentencia respecto de los demás 
ejecutados no debería ser contradictoria respecto del deudor principal, el que está sujeto a un 
procedimiento de liquidación, y en el improbable evento que lo sea, se podrá alegar judicialmente 
de acuerdo a las reglas generales», criterio que,  con base en el efecto relativo de las sentencias, no 
fue sin embargo, compartido por el profesor invitado. La Comisión de Constitución, finalmente, 
no tuvo en cuenta estas consideraciones aprobando la norma en los mismos términos y sin mayor 
debate. Cfr. Cfr. Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de la 
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No existe constancia en la historia de la ley acerca de las razones por 
las cuales se efectuó este cambio sustantivo respecto del régimen anterior617.  
Probablemente, la razón de esta restricción se ha debido a los 
problemas que en la práctica generaba la acumulación de procesos de 
conocimiento de tribunales especiales, especialmente en materia laboral y la 
necesidad de celeridad de los procesos concursales que en la actualidad tardan 
en promedio más de 4 años. 
Asimismo, particularmente en materia laboral, la nueva ley ha regulado 
en forma especial el tema relativo a los derechos y protección de los 
trabajadores con motivo de la quiebra del empleador, tema que bajo la antigua 
normativa no estaba suficientemente regulado obligándolos a iniciar juicios 
paralelos ante la judicatura laboral. 
No obstante lo anterior, atendida la cantidad de asuntos que hoy están 
entregados a tribunales especiales, esta restricción contenida en la nueva 
normativa no deja de crear, a nuestro juicio, un vacío en el tratamiento de la 
prejudicialidad al no establecer otros instrumentos, como la suspensión, que 
permitan abordar esta problemática, cuestión que probablemente generará más 
de alguna dificultad una vez que entre en vigencia. 
Sin duda, esta situación contrasta con una importante innovación 
contemplada por la propia nueva ley concursal la que incorpora en su 
regulación un capítulo completo dedicado a la Insolvencia Transfronteriza, 
basado en el modelo de insolvencia acordado por la Comisión de las Naciones 
Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (UNCITRAL) y cuyo objeto 
es establecer, con base en la cooperación entre los Estados, mecanismos 
eficaces para la resolución de los casos de insolvencia transnacionales que 
                                                                                                                                
Cámara de Diputados en Segundo Trámite Constitucional, de fecha 11 de septiembre de 2013. 
Cuenta en Sesión 80, Legislatura 361, en Historia de la ley Nº 20.720, p. 2119. 
617 Conforme a la historia de la ley, la norma aprobada no estaba contenida en esos 
términos en el mensaje enviado por el Presidente de la república. La indicación fue introducida por 
la senadora Alvear y aprobada por el Senado, probablemente recogiendo la opinión solicitada a la 
Corte Suprema sobre esta disposición contenida en el Oficio N° 51-2013 de 24 de abril, la que 
estimó que esta acumulación debiera restringirse a los juicios civiles de contenido patrimonial. 
Durante la discusión del proyecto, el único debate que existe al respecto es la opinión 
dada por uno de los profesores expertos invitados quien consideró «que el cambio de redacción de 
las disposiciones de la actual ley deja como letra muerta mucha doctrina y jurisprudencia que ha 
recaído respecto de su sentido. Estimó que este criterio va a provocar dificultades de 
interpretación, más todavía si en el mensaje se omiten las razones por las cuales se les cambia a las 
palabras su terminología en la redacción que se emplea en diversos preceptos y que se reproducen 
con otros vocablos en el mismo proyecto». En la Comisión, sin embargo, no se produjo mayor 
debate, aprobando a norma en iguales términos, por unanimidad. Cfr. Informe de la Comisión de 
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afectan a empresas multinacionales entregando mayor seguridad jurídica para 
el comercio y las inversiones618. 
A partir del reconocimiento por el estado chileno de procedimientos 
extranjeros de carácter concursal con respecto a un determinado deudor por 
bienes ubicados en Chile, el objetivo principal de la ley es establecer una 
adecuada coordinación de la actuación de los órganos administrativos y 
judiciales nacionales y extranjeros, para lo cual contempla una serie de 
instrumentos o mecanismos. 
Indudablemente, atendido que el reconocimiento de procedimientos 
extranjeros importa la posible tramitación simultánea o paralela de uno o 
varios procedimientos concursales principales o secundarios abiertos en 
diversos estados respecto de un mismo deudor, esta necesidad de coordinación 
                                                                                                                                
Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de la Cámara de Diputados en Segundo Trámite 
Constitucional, en Historia de la ley Nº 20.720, cit., p. 2118. 
618 De acuerdo al art. 299 de la ley, la finalidad de esta regulación «es establecer 
mecanismos eficaces para la resolución de los casos de insolvencia transfronteriza con miras a 
promover el logro de los objetivos siguientes: 
 a) La cooperación entre los tribunales y demás organismos involucrados en los 
Procedimientos Concursales de Chile y de los Estados extranjeros que hayan de intervenir en casos 
de insolvencia transfronteriza; 
b) Una mayor seguridad jurídica para el comercio y las inversiones; 
c) Una administración equitativa y eficiente de las insolvencias transfronterizas que 
proteja los intereses de todos los acreedores, nacionales o extranjeros, y de las demás partes 
interesadas, incluido el Deudor; 
d) La protección de los bienes del Deudor y la optimización de su valor, y 
e) Facilitar la reorganización de empresas en dificultades financieras, a fin de proteger el 
capital invertido y de preservar el empleo». 
En cuanto a su ámbito de aplicación, el art.  300 dispone que esta normativa «será 
aplicable a los casos en que: 
a) Un tribunal extranjero o un representante extranjero solicite asistencia a los tribunales 
competentes, administradores concursales y demás organismos involucrados en los 
Procedimientos Concursales con arreglo a esta ley u otras normas especiales relativas a la 
insolvencia en relación con un procedimiento extranjero; 
b) Se solicite asistencia en un Estado extranjero en relación con un procedimiento 
concursal que se esté tramitando con arreglo a esta ley o con arreglo a otras normas especiales 
relativas a la insolvencia; 
c) Se estén tramitando simultáneamente y respecto de un mismo deudor un procedimiento 
concursal extranjero y un Procedimiento Concursal en Chile con arreglo a esta ley u otras normas 
especiales relativas a la insolvencia, o 
d) Los acreedores u otras personas interesadas, que estén en un Estado extranjero, tengan 
interés en solicitar el inicio de un procedimiento concursal o en participar en un procedimiento 
concursal que se esté tramitando con arreglo a esta ley u otras normas especiales relativas a la 
insolvencia. 
El presente Capítulo no será aplicable a los procedimientos concursales regulados por la 
Ley General de Bancos y por el decreto con fuerza de ley No 251, del Ministerio de Hacienda, de 
1931, sobre Compañías de Seguros, Sociedades Anónimas y Bolsas de Comercio». 
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incluye necesariamente el tratamiento de los posibles problemas tanto de 
litispendencia como de conexidad o prejudicialidad ––en este caso de 
naturaleza internacional–– que puedan suscitarse entre los procesos nacionales 
y extranjeros que afecten al deudor en insolvencia619. Al respecto, reviste 
particular importancia, por ejemplo, determinar los efectos que produce la 
                                               
619 Tal como señala la doctrina, en la regulación de la insolvencia transfronteriza la 
coordinación es un tema clave y complejo que abarca diversos aspectos. Tratándose del 
reconocimiento de los procesos concursales, la coordinación no sólo pasa por la determinación de 
la apertura de los procedimientos y su relación con los procesos  secundarios y la determinación 
del lugar donde se encuentra el patrimonio del insolvente «ya que luego corresponderá evitar la 
dispersión y superposición de procedimientos en litispendencia. Así, si se suma que el estado 
donde se ubica el patrimonio es diferente de aquel donde reside el insolvente y también ajeno a los 
múltiples países de dónde pueden llevar sus actividades los acreedores, la coordinación se 
convierte en un factor relevante. No han ayudado realmente mucho los tratados multi como 
bilaterales con muchos deseos, pero también bastantes problemas pragmáticos. La aspiración final 
de una adecuada legislación sobre insolvencia internacional se puede al final conseguir sólo a 
través de la unidad de derecho y el multilateralismo con soluciones más pragmáticas que meros 
deseos y recomendaciones». Cfr. AGUIRREZÁBAL GRÜNSTEIN, MAITE; PÉREZ RAGONE, 
ÁLVARO y VARGAS PAVEZ, MACARENA, «Informe del XIV Congreso Mundial de la Asociación 
Internacional de Derecho Procesal: el justo proceso en examen (Procedural Justice)», en Ius et 
Praxis, Año 17, Nº 2, 2011, pp. 350-351. 
En la Unión Europea, la insolvencia transfronteriza se encuentra regulada en el 
Reglamento (CE) Nº 1346/2000 del Consejo de Europa, de 29 de mayo de 2000, sobre 
procedimientos de insolvencia, el que establece un sistema de competencia judicial internacional 
de los tribunales de los estados miembros para la declaración de concursos de carácter principal. 
Dicho sistema, tal como señala la doctrina, es de carácter universal, aunque mitigado por algunas 
disposiciones, de manera tal que incluye a todos los acreedores y todos los bienes del deudor 
cualquiera sea el territorio donde se encuentren. Cfr. FERNÁNDEZ CARRÓN, CLARA; 
PEITEADO MARISCAL, PILAR y VEGAS TORRES, JAIME, «Procedimientos de insolvencia» en 
DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS (DIR.), Derecho Procesal Civil Europeo, Tutela judicial del 
crédito en la Unión Europea, v. III, Navarra, Aranzadi-Thomson Reuters, 2011, pp. 370-371. En 
dicho estatuto se regulan los mecanismos de coordinación y cooperación en el ejercicio de esta 
competencia internacional así como los supuestos de prejudicialidad que se puedan presentar, si 
bien en muchos casos, su solución se remite a la regulación establecida en cada estado miembro. 
Así ocurre por ejemplo, con los efectos de un concurso principal sobre los procedimientos 
declarativos o de ejecución  pendientes  que afecten bienes o derechos de la masa (art. 15).  
En materia de prejudicialidad, cabe destacar asimismo, el Reglamento (CE) 44/2001 del 
Consejo de Europa, de 22 de diciembre de 2000, relativo a la competencia judicial, el 
reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil, en el cual se 
regulan de forma expresa supuestos de litispendencia y conexidad entre procesos europeos. En el 
considerando 15º de la Exposición de Motivos se pone de manifiesto que «el funcionamiento 
armonioso de la justicia exige reducir al máximo la posibilidad de procedimientos paralelos y 
evitar que se dicten en dos Estados miembros resoluciones inconciliables». Si bien este estatuto no 
se aplica en casos de insolvencia atendido que ésta tiene regulación propia, dicha exclusión sólo 
opera respecto de aquellas acciones que emanan o son consecuencia directa de la quiebra, por lo 
que en los demás casos y en particular por el ámbito preferente de aplicación del reglamento 
respecto de las normas internas de los estados miembro, entendemos que el reglamento podría 
tener aplicación en estas materias. Sobre la materia cfr. ampliamente en BERNARDO SAN JOSÉ, 
ALICIA y SÁNCHEZ LÓPEZ, BÁRBARA, «Ámbito de aplicación del Reglamento 44/2001» y 
CHOZAS ALONSO, JOSÉ MANUEL, «Litispendencia internacional y conexidad (artículos 27 a 30 
RB), en DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS (DIR.), Derecho Procesal Civil Europeo, Competencia 
judicial internacional, reconocimiento y ejecución de resoluciones extranjeras en la Unión 
Europea, v. I, Navarra, Aranzadi-Thomson Reuters, 2011, pp. 41-76 y 269-308, respectivamente. 
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apertura de un procedimiento concursal extranjero respecto de los procesos 
declarativos y ejecutivos pendientes al momento de la apertura en que sea 
parte y puedan afectar los bienes o derechos del deudor. 
Desde esta perspectiva, atendido a que la nueva normativa regula un 
sistema de insolvencia transfronteriza esencialmente territorial de manera tal 
que ––a diferencia de lo que ocurre en la Unión Europea–– no se establece un 
sistema de competencia internacional de los tribunales chilenos, ciertamente la 
acumulación de procesos no es una vía viable como instrumento para 
garantizar la unidad y universalidad de los procedimientos concursales 
transfronterizos como tampoco los problemas de prejudicialidad que puedan 
suscitarse. 
De allí que la nueva ley recurre principalmente a la suspensión respecto 
de los procesos individuales declarativos y de ejecución, sea como efecto 
directo del reconocimiento de un procedimiento extranjero o como medida 
adoptada para proteger los intereses de los acreedores y los bienes del deudor, 
y a medidas de coordinación y cooperación cuando se trata de procedimientos 
concursales. 
Respecto de los procesos individuales, se determina la suspensión tanto 
del inicio como de la continuación de todas las acciones o procedimientos 
individuales de carácter patrimonial y medidas de ejecución contra el deudor, e 
incluso, su derecho a transferir, gravar o disponer de sus bienes620.  
                                               
620 Conforme al art. 319, denominado «Efectos del reconocimiento de un procedimiento 
extranjero principal. 
1) A partir del reconocimiento de un procedimiento extranjero que sea un procedimiento 
principal, y durante el período en que se tramite el referido procedimiento: 
a) Se suspenderá el inicio o la continuación de todas las acciones o procedimientos 
individuales que se tramiten respecto de los bienes, derechos, obligaciones o responsabilidades del 
deudor. 
b) Se suspenderá asimismo toda medida de ejecución contra los bienes del deudor, y 
c) Se suspenderá todo derecho a transferir o gravar los bienes del deudor, así como a 
disponer de algún otro modo de esos bienes. 
2) El alcance, la modificación y la extinción de los efectos de suspensión tratados en el 
presente artículo estarán supeditados a lo establecido en la presente ley y se referirán 
exclusivamente a aquellos bienes que se encuentren en el territorio del Estado de Chile. 
3) La letra a) del número 1) del presente artículo no afectará al derecho de iniciar 
acciones o procedimientos individuales en la medida en que ello sea necesario para preservar un 
crédito contra el deudor. 
4) Lo dispuesto en el número 1) del presente artículo no afectará el derecho a solicitar el 
inicio de un Procedimiento Concursal con arreglo a esta ley o a verificar créditos en el 
procedimiento respectivo». 
En Europa, el reglamento de insolvencia hace aplicable en esta materia el derecho interno 
de cada estado. En España, los arts. 51 y 55 de la Ley 22/2003 Concursal regulan esta materia. 
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Tratándose de procedimientos concursales, estos no se suspenden ni se 
prohíbe su inicio, pero la ley dedica gran parte del resto de la normativa a 
regular la debida coordinación y cooperación con los tribunales y 
representantes extranjeros; la cooperación y comunicación directa entre los 
tribunales chilenos y los tribunales o representantes extranjeros y entre los 
administradores concursales y los representantes extranjeros.  
Finalmente, se establece una completa regulación, asimismo, en caso de 
concurrencia de uno o varios procedimientos concursales paralelos seguidos en 
Chile y en el extranjero621. 
Como es posible observar, y en contraste con la regulación del derecho 
interno, vemos que en caso de insolvencia transfronteriza la nueva ley 
establece una clara diferencia en el tratamiento de los efectos que produce un 
procedimiento concursal respecto  de los procedimientos declarativos y 
ejecutivos pendientes. 
Así, de reconocerse la existencia de un proceso concursal extranjero 
principal, todos los procedimientos (declarativos y ejecutivos) que digan 
relación con los bienes, derechos, obligaciones o responsabilidades del deudor 
cualquiera sea su naturaleza y el tribunal ante el cual se estén tramitando ––
pues la ley no distingue––, se suspenden. Evidentemente, en estos casos no 
procede su acumulación al procedimiento concursal en tanto está siendo 
conocidos por un tribunal extranjero. 
De abrirse un procedimiento concursal interno, en cambio, y siendo el 
instrumento propio la acumulación, ésta procederá sin embargo, sólo respecto 
de los juicios civiles declarativos con exclusión de todos aquellos seguidos 
ante tribunales arbitrales o especiales. Respecto de los juicios que no se 
acumulen, la ley no contempla la posibilidad de suspensión por lo cual estos 
seguirán su tramitación en forma independiente al procedimiento concursal. En 
cuanto a los ejecutivos, éstos se acumulan al procedimiento concursal  sólo 
cuando no se hayan opuesto excepciones por el ejecutado. En caso contrario, 
continúan su tramitación con intervención del síndico. 
Conforme a lo expuesto, vemos que en materia concursal la regulación 
de la prejudicialidad en casos de insolvencia interna no recibe un adecuado 
                                                                                                                                
Tratándose de juicios declarativos, la regla general es que estos continúan sustanciándose ante el 
mismo tribunal que estuviere conociendo de ellos hasta la firmeza de la sentencia. En los 
ejecutivos, la regla general es su suspensión. 
621 Cfr. arts. 324 a 330 de la Ley Nº 20.720. 
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tratamiento para todos los supuestos y además, su regulación contrasta 
significativamente con la otorgada a los casos de insolvencia transfronteriza. 
Examinados estos supuestos de prejudicialidad civil, vemos por un 
lado, que la prejudicialidad homogénea es una realidad presente en el 
ordenamiento chileno, distinguiéndose claramente de las cuestiones 
meramente accesorias o incidentales. 
Sin embargo, sólo en casos excepcionales y específicos se le da 
tratamiento devolutivo por el legislador, sin que exista un régimen suspensivo 
general en las leyes de procedimiento que permita precaver posibles 
contradicciones cuando no operen otros mecanismos, como la acumulación. 
Esta situación ha venido a cambiar con el PNCPC, el que viene a 
reconocer la realidad de la posible pendencia de procesos civiles unidos por un 
vínculo prejudicial permitiendo la suspensión del pronunciamiento de la 
sentencia cuando sea necesario decidir una cuestión civil u otra regida por 
leyes especiales. 
Conforme al art. 221 aprobado por la Cámara de Diputados bajo el 
título cuestiones prejudiciales no penales «siempre que, para dictar una 
sentencia definitiva civil, sea necesario decidir, previamente, una cuestión de 
carácter civil u otra regida por leyes especiales, que se esté sustanciando en 
juicio iniciado con anterioridad, ante el mismo tribunal o ante otro distinto, y 
no fuere posible la acumulación de procesos, el tribunal, a petición de ambas 
partes o de una de ellas, oída la contraria, podrá suspender el pronunciamiento 
de la sentencia, hasta que finalice el proceso en que se ventila la cuestión. 
Se pondrá término a la suspensión cuando se acredite que el juicio 
sobre la cuestión civil u otra regida por leyes especiales ha concluido por 
sentencia definitiva o interlocutoria, o cuando, en concepto del juez, no se 
justificare mantenerla». 
La norma —aprobada sin mayor debate por la Cámara de Diputados— 
constituye, sin duda, una importante innovación otorgando a los jueces una 
herramienta eficaz y más apropiada para prevenir una posible contradicción 
entre resoluciones judiciales sin tener que recurrir a otros instrumentos como la 
litispendencia impropia. 
A nuestro juicio, así como la litispendencia es el instrumento propio 
que permite anticipar el efecto negativo de la cosa juzgada impidiendo la 
existencia de un segundo juicio donde se discuta el mismo asunto que se 
debate en otro pendiente, la suspensión es el mecanismo propio que permite 
anticipar el futuro efecto positivo de la cosa juzgada. Ambos instrumentos 
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operan en ámbitos diferentes si bien relacionados, por lo que no es posible 
asimilar ambas instituciones.  
Desde esta perspectiva, nos parece un acierto la nueva regulación 
propuesta por el PNCPC, si bien estimamos sería conveniente, por las razones 
señaladas, perfeccionar el sistema recursivo procedente para impugnar la 
decisión del juez acerca de la suspensión. Como se ha visto, particularmente 
cuando el juez ordena la paralización del proceso, la actual interpretación de la 
Corte Suprema acerca de la naturaleza de esta resolución judicial deja sin 
posibilidad de control la suspensión del proceso por las Cortes a través del 
recurso de apelación. 
Por otro lado, en el contexto del nuevo proceso civil que se propone en 
el que se otorga un rol protagónico al juez civil en la conducción del proceso, 
estimamos que supeditar la suspensión del proceso civil a la voluntad de las 
partes no se condice con dicho principio.  
Al igual que ocurre con la prejudicialidad penal regulada en el art. 220 
PNCPC, estimamos que debiera ser resorte del juez decidir de oficio la 
suspensión del proceso, todo ello con respeto del principio de contradicción y 
derecho de defensa de las partes y con la posibilidad de control efectivo a 
través del sistema recursivo.  
En nuestro concepto, no existe razón de fondo alguna que justifique un 
trato diferenciado a la prejudicialidad no penal respecto de la penal en el 
proceso civil. 
B) Prejudicialidad heteronégenea devolutiva en el proceso civil. 
Pasamos, finalmente, al examen de los demás supuestos de 
prejudicialidad no penal, esto es, cuando durante la pendencia de un proceso 
civil se suscita una cuestión de naturaleza heterogénea regida por leyes 
especiales, por ejemplo, de carácter laboral, de familia, tributaria, medio 
ambiental, administrativa, derecho de los consumidores, etc. 
Hasta hace pocas décadas este tipo de prejudicialidad, en especial la no 
penal, era una problemática prácticamente desconocida y a la que se dio escasa 
atención debido, probablemente, a que este tipo de materias eran conocidas 
mayoritariamente por los juzgados civiles ordinarios, por lo que en la práctica, 
por regla general, no daban lugar a conflictos de competencia absoluta en 
razón de la materia o bien eran solucionadas, en casos específicos, a través de 
la regulación de leyes especiales. 
Aun así, ya en dicha época, en un caso que a nuestro juicio permite 
sostener la realidad de la existencia de la prejudicialidad heterogénea en todo 
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tipo de procesos, se hizo necesario regular en el proceso penal un tipo de 
prejudicialidad administrativa como es la relativa a las cuentas fiscales cuyo 
conocimiento es de competencia de la Contraloría General de la República 
como tribunal especial. Al efecto, el antiguo art. 20 del CPP —el cual se 
trasladó al COT en lo que es el actual art. 173— estableció, como regla 
general, el carácter devolutivo de este tipo de cuestiones, debiendo sobreseerse 
el proceso criminal en espera de la decisión del Tribunal de Cuentas622. 
En la actualidad, si bien en parte importante de las regiones del país se 
mantiene la existencia de juzgados con competencia común, muchas de estas 
materias han venido siendo paulatinamente sacadas de la órbita de 
competencia de los juzgados civiles y entregadas al conocimiento de tribunales 
especiales ––muchos de ellos fuera del Poder Judicial––, lo que ha generado 
un aumento progresivo de interferencias entre los ámbitos competenciales de 
los tribunales y un cúmulo o pluralidad de acciones y procedimientos a los que 
la actual regulación no siempre otorga un adecuado tratamiento. 
Probablemente, de seguir esta tendencia legislativa hacia la 
especialización de los tribunales, especialmente en materia contencioso-
administrativa, esta temática ira cobrando cada vez mas importancia. 
El punto de partida en esta materia, es la ausencia en el ordenamiento 
chileno de normas que autoricen la decisión de materias no penales por los 
jueces civiles, ni a los solos efectos prejudiciales. En estos casos, además y 
como regla general, la acumulación de procesos será improcedente cuando se 
trate de asuntos heterogéneos cuyo conocimiento corresponda a tribunales 
diversos en razón de la materia. 
                                               
622 Según se dejó constancia en la historia del establecimiento de esta norma, las 
cuestiones relativas a cuentas fiscales y su determinación previa por el tribunal competente, 
resultan decisivas para el esclarecimiento de delitos como los de malversación de caudales 
públicos y los de fraudes y exacciones ilegales cometidas por funcionarios públicos en las 
operaciones en que intervengan en ejercicio de su cargo. Todos ellos, requieren necesariamente 
para su comprobación que se haya examinado y liquidado previamente las cuentas fiscales por le 
órgano Contralor. No obstante ello, la comisión revisora estimó que sólo será necesario un 
antejuicio civil para perseguir la responsabilidad de los funcionarios que administren, recauden o 
inviertan fondos fiscales cuando para determinar la existencia del delito, sea necesario una 
liquidación previa de cuentas. En cambio, cuando el delito se manifiesta en los antecedentes o 
comprobantes que obran en poder del inculpado o por otros medios independiente, no será 
necesario la suspensión del proceso criminal. Cfr. LAZO, SANTIAGO, Los Códigos Chilenos 
anotados. Código de Procedimiento Penal, ob. cit., pp. 56 y 59.  
Al efecto, atendiendo al carácter restrictivo del régimen devolutivo en el proceso penal, el 
Ministerio Público ha entendido que la paralización del proceso penal sólo tiene cabida cuando se 
trata de los delitos de malversación y fraudes regulados en los títulos 5º y 6º del Título V, del 
Libro Segundo del Código Penal. Cfr. Instructivo del Ministerio Público sobre cuestiones 
prejudiciales civiles, Oficio Nº 353 de 14 de agosto de 2001, p. 6. 
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De esta manera, la regla general, es que la decisión de la materia 
prejudicial no penal debe ser realizada por el tribunal absoluta o relativamente 
competente en conformidad a las reglas generales, por lo que, al igual que 
ocurre con las cuestiones de carácter penal, revisten, en principio, el carácter 
de devolutivas. 
El problema, es que el actual CPC ––al igual que ocurre con la 
prejudicialidad civil— junto con no contemplar la prejudicialidad no penal en 
su regulación, tampoco establece un régimen general de suspensión del 
proceso civil que permita al juez civil paralizar el conocimiento del asunto en 
espera de la decisión del asunto prejudicial por el juez competente. 
A falta de un régimen devolutivo general establecido en la ley de 
enjuiciamiento chilena, tradicionalmente han sido las propias leyes sustantivas 
a propósito de la regulación de materias específicas, las que han contemplado 
diversos mecanismos para evitar el riesgo de contradicción entre resoluciones 
judiciales.  
Dentro de estos instrumentos, sin embargo, el sistema devolutivo 
mediante la suspensión del proceso civil tiene escasa aplicación. Al efecto, las 
leyes ha recurrido principalmente al mecanismo de la acumulación de procesos 
o más bien la radicación de los mismos ante el tribunal correspondiente para 
ser tramitados en forma conjunta pero decididos por sentencias independientes, 
o bien, ha recurrido a técnicas diferentes que hacen necesario esperar el 
dictado de la sentencia en ciertos procesos antes de poder iniciar el respectivo 
juicio civil en el cual debe ser considerada la materia prejudicial. 
1. En esta línea, una materia prejudicial típicamente no penal regulada en 
leyes especiales, son los asuntos relativos a la expropiación de bienes cuyo 
conocimiento, a falta de tribunales contencioso-administrativos, corresponde a 
los tribunales civiles ordinarios. 
Esta materia se encuentra regulada en el art. 19, nº 24 de la CPR y el 
DL Nº 2186, del Ministerio de Justicia, de 9 de junio de 1978, que aprueba la 
Ley Orgánica de Procedimiento de Expropiaciones, el que reglamenta los 
principios constitucionales en la materia y regula tanto el procedimiento 
administrativo de expropiación como el ejercicio de las diversas acciones de 
reclamación del acto expropiatorio623. 
                                               
623 Un completo estudio tanto de los aspectos sustantivos como procesales de la 
expropiación y las acciones de reclamación puede consultarse en PEÑA MARDONES, 
CRISTÓBAL, «Algunas consideraciones acerca de las acciones de reclamación por expropiación», 
en Revista de Derecho, Consejo de Defensa del Estado, Año 2, Nº 4, agosto de 2001, pp. 31-77. 
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A efectos del tratamiento de los problemas de prejudicialidad que 
puedan afectar a los procesos civiles en que tenga incidencia un procedimiento 
expropiatorio, nuevamente el legislador recurre principalmente a la 
acumulación de procesos ante el tribunal encargado de conocer los asuntos a 
que dé lugar la expropiación del bien a que se refiera.  
Sin embargo, al igual que en los asuntos concursales, más que una 
acumulación de procesos se trata de una radicación o acumulación física de los 
mismos ante el tribunal que conoce de la expropiación, debiendo, en general, 
tramitarse y decidirse por dicho tribunal en forma independiente624. 
Junto con lo anterior, es necesario tener presente que el procedimiento 
administrativo a que da lugar la expropiación, por regla general, no se 
suspende por la interposición acciones de reclamación que afecten al acto 
expropiatorio, salvo en casos excepcionales en que el juez puede ordenar su 
suspensión. De esta forma, la expropiación, incluido el pago de la 
indemnización y la toma de posesión continúan adelante no obstante la 
interposición de acciones judiciales625. 
En lo que respecta a los procesos judiciales a que puede dar lugar la 
expropiación y particularmente en la etapa correspondiente a la liquidación de 
la indemnización expropiatoria, en general la ley se encarga de regular la 
forma en que los terceros afectados que ven extinguidos sus derechos por la 
expropiación pueden hacer valer sus derechos dentro del procedimiento sobre 
el monto de la indemnización y la situación de los juicios pendientes que 
puedan afectar o limitar el dominio sobre el bien o las facultades del dueño.  
Así, conforme a los arts. 20, 23 y 24 del DL, los titulares de derechos 
reales constituidos con anterioridad al acto expropiatorio y los acreedores que 
antes de esa fecha hayan obtenido resoluciones judiciales que embaracen o 
                                               
624 Conforme al art. 39 del DL Nº 2186, el juez competente para conocer de los asuntos a 
que de lugar la expropiación de un bien, son los jueces civiles ordinarios. De acuerdo al inciso 4º 
de esta norma «la primera gestión judicial de la entidad expropiante o del expropiado y, en su 
caso, el pago de la indemnización provisional o de la parte de ella que corresponda enterar de 
contado, radicará en el juez a quien competa el conocimiento de todos los asuntos a que dé lugar la 
expropiación del bien a que se refiera». 
625 Estas acciones se encuentran reguladas en el art. 9 del DL y son aquellas destinadas a 
solicitar que se deje sin efecto la expropiación en razón de la inexpropiabilidad del bien, o que se 
disponga la expropiación total cuando esta ha sido parcial, o que se expropie otra porción del bien 
parcialmente expropiado o, finalmente, que se modifique el acto expropiatorio cuando no se 
conforme a la ley en lo relativo a la forma y condiciones de pago de la indemnización 
Estas reclamaciones no paralizarán el procedimiento expropiatorio, salvo en el primer y 
último supuesto, caso en el cual el juez podrá ordenar la suspensión pudiendo exigir, de estimarlo 
necesario,  caución suficiente al reclamante para responder de los perjuicios que la paralización 
pueda ocasionar. 
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limiten el dominio del expropiado o el ejercicio de sus facultades de dueño, 
deben concurrir a hacer valer sus derechos en el procedimiento de liquidación.  
Si hubieren iniciado juicios para ejercer sus derechos, estos se paralizan 
en el estado en que se encuentren y se agregan al  procedimiento de 
liquidación (art. 23).  
Pueden concurrir asimismo, los acreedores que deseen solicitar que sus 
créditos se consideren de término vencido (art. 24) así como los arrendatarios, 
comodatarios u otros terceros cuyos derechos se vean extinguidos por la 
expropiación a efectos de hacer valer el daño patrimonial que sea de cargo del 
expropiante (art. 20). 
Los acreedores que no estén en estos supuestos, en los juicios 
respectivos seguidos con el expropiado, pueden hacer valer sus derechos sobre 
la parte de la indemnización, si la hubiere, que en definitiva le corresponda 
percibir a aquél, sin que puedan, en caso alguno, entorpecer el procedimiento 
de liquidación (art. 23). 
En general, todas estas alegaciones se tramitan y resuelven 
incidentalmente y por cuerda separada por el juez (art. 27). 
Finalmente, la ley se hace cargo de los casos en que existan juicios 
pendientes iniciados por terceros que reclamen dominio sobre el total o parte 
del bien expropiado. En estos supuestos, la cuestión civil relativa al dominio se 
suscita como prejudicial respecto del procedimiento expropiatorio, debiendo 
ser resuelta en forma previa a éste.  
El art. 27 del DL establece la acumulación de estos juicios ante el 
tribunal que conoce de la expropiación o mejor dicho su radicación o 
acumulación física, pues continúan tramitándose con arreglo al procedimiento 
que corresponda según su naturaleza, hasta que cause ejecutoria la sentencia 
definitiva. 
A efectos de la decisión del asunto prejudicial, conforme al art. 28 del 
DL, recibe aplicación el sistema devolutivo estableciendo la ley que el juez 
deberá paralizar o suspender el dictado de la sentencia en el procedimiento 
expropiatorio, la que deberá dictar dentro de los 10 días siguientes a aquel en 
que cause ejecutoria la última de las sentencias que dicte en el o los juicios en 
que se ventila el asunto prejudicial. 
Como es posible observar, no obstante ser el mismo tribunal el que 
debe resolver ambas controversias, en estos supuestos la radicación de 
procesos ante el tribunal que conoce de la expropiación se complementa con el 
régimen suspensivo. 
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2. Fuera de estos supuestos de prejudicialidad no penal, en leyes de 
reciente publicación dictadas con motivo de la creación del Tribunal de 
Defensa de la Libre Competencia y los Tribunales Ambientales —como 
tribunales especiales situados fuera del Poder Judicial— así como en materia 
de competencia desleal, el legislador ha recurrido a vías diferentes de la 
suspensión para el tratamiento de la prejudicialidad. 
En los supuestos que examinaremos a continuación, se trata de la 
regulación y solución de los problemas a que puede dar lugar la concurrencia 
de acciones respecto de conductas o hechos que afecten la libre competencia o 
que produzcan daño ambiental con las acciones civiles ordinarias dimanantes 
por el daño causado por las mismas, en la medida que ambos tipos de acciones 
se entregan al conocimiento de tribunales diferentes. 
En general, existe una tendencia en estas regulaciones especiales a 
mantener en la órbita de competencia de los juzgados civiles ordinarios el 
conocimiento  de las acciones civiles indemnizatorias por el daño producido 
por este tipo de conductas, en razón de lo cual el legislador se ha encargado de 
regular la vinculación entre ambos tipos de sentencias a fin de evitar posibles 
pronunciamientos contradictorios.  
A diferencia de la acción civil derivada del hecho punible en la que sólo 
existen unos hechos comunes de los cuales derivan consecuencias civiles y 
penales independientemente de su calificación como delito, en estos casos se 
trata de los daños civiles que derivan de una conducta calificada como 
atentatoria contra la libre competencia o del daño ambiental previamente 
declarado por el tribunal respectivo. 
De esta forma, claramente nos encontramos aquí en aquellos supuestos 
antes vistos respecto de la prejudicialidad penal, en que la sentencia misma es 
considerada como un hecho jurídico o como supuesto de hecho de la norma 
civil debiendo el tribunal civil partir de la valoración y calificación jurídica o 
incluso la condena previa que realiza el tribunal especial respectivo626. 
Para el tratamiento de esta problemática el legislador no ha recurrido, 
sin embargo, al sistema devolutivo sino que subordina el ejercicio de ambas 
acciones impidiendo el ejercicio de la acción civil en tanto no se resuelva la 
cuestión principal, lo que  reconduce estos supuestos directamente al tema del 
                                               
626 Un análisis de la temática relativa al valor de la sentencia judicial como medio de 
prueba en el ordenamiento chileno y en particular respecto la sentencia judicial como hecho 
jurídico y su eficacia respecto de terceros, puede encontrase en ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, 
«La sentencia judicial como medio de prueba», en Revista Chilena de Derecho, vol. 39 Nº 2, 
2012, pp. 251-276. 
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efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada y la posible la eficacia refleja 
de la sentencia respecto de terceros que no han actuado en dichos procesos. 
Dicho lo anterior, sin embargo, ciertamente estos no son los únicos 
casos o supuestos en que una cuestión relativa a la libre competencia o 
medioambiental puede tener incidencia en un proceso civil.  
Pensando, por ejemplo, en las amplias atribuciones que detenta el 
Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, el cual, en el ejercicio de sus 
atribuciones puede modificar o poner término a actos, contratos, convenios, 
sistemas o acuerdos que sean contrarios a esta normativa, o bien ordenar la 
modificación o disolución de sociedades, corporaciones y demás personas 
jurídicas de derecho privado que hubieren intervenido dichos actos, contratos, 
convenios, sistemas o acuerdos (art. 17 K Ley Nº 19.911 y 1 y 26 del DL Nº 
211 de 1973, cuyo texto refundido ha sido fijado por el DFL Nº 1 de 2005, del 
Ministerio de Economía), cabe preguntarse acerca de las consecuencias que 
dichas declaraciones pueden tener respecto de un proceso civil paralelo en 
tramitación en que se estén ventilando cuestiones relativas a dichos actos, 
sociedades o personas jurídicas, sea entre las mismas partes o con terceros y la 
eficacia positiva de cosa juzgada de la sentencia que dicte el tribunal especial 
sobre dichas materias. 
Para estos y otros supuestos de prejudicialidad no penal que puedan 
suscitarse, la ley no contiene regulación alguna y tampoco existe un régimen 
devolutivo  general o supletorio que permita al juez civil suspender la 
tramitación del proceso en espera de la decisión del asunto prejudicial y como 
anticipación de los posibles efectos positivos prejudiciales de la cosa juzgada 
de la sentencia que se dicte. 
A) Entrando al examen de los casos antes señalados, en materia de libre 
competencia, el art. 17, letra Ñ de la Ley Nº 19.911 que crea el Tribunal de 
Defensa de la Libre Competencia y el art. 30 del DL Nº 211, establecen que:  
« (…) la acción de indemnización de perjuicios a que haya lugar, con 
motivo de la dictación por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia de 
una sentencia definitiva ejecutoriada, se interpondrá ante el tribunal civil 
competente de conformidad a las reglas generales, y se tramitará de acuerdo 
al procedimiento sumario, establecido en el Libro III del Título XI del Código 
de Procedimiento Civil. 
El tribunal civil competente, al resolver sobre la indemnización de 
perjuicios, fundará su fallo en las conductas, hechos y calificación jurídica de 
los mismos, establecidos en la sentencia del Tribunal de Defensa de la Libre 
Competencia, dictada con motivo de la aplicación de la presente ley». 
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Como es posible observar, en vez de establecer la suspensión del 
proceso civil o la acumulación de ambas acciones, la ley impone un orden 
secuencial en su ejercicio estableciendo una verdadera subordinación del 
ejercicio de la acción resarcitoria de perjuicios a la declaración previa por 
sentencia ejecutoriada de la conducta como atentatoria de la libre competencia 
y una subordinación del juez civil a dicha declaración. 
De esta forma, las acciones civiles indemnizatorias de perjuicios que 
sean procedentes por este tipo de conductas, nunca podrán ser iniciadas o 
entabladas en forma simultánea o paralela a la substanciación de un 
procedimiento ante el Tribunal de Defensa de la libre Competencia sino una 
vez que éste haya decidido el asunto por sentencia ejecutoriada. 
Dictada dicha sentencia, el juez civil deberá partir de las conductas, 
hechos y calificación jurídica de los mismos efectuada por el Tribunal de 
Defensa de la Libre Competencia a efectos de poder anudar las consecuencias 
civiles que corresponda y conceder o denegar la tutela solicitada. 
La ley no habla en este caso de cosa juzgada pero sin duda, tal como 
señala la doctrina, esta norma constituye una clara manifestación del efecto 
positivo o prejudicial que opera respecto de las partes que han intervenido en 
el juicio e incluso del efecto reflejo que pueden tener las sentencias respecto de 
terceros627. 
                                               
627 Analizando este norma como un supuesto en que la sentencia actúa como hecho 
jurídico, para ROMERO «La declaración de ilicitud contenida en este fallo permite que tanto la 
parte vencedora como un tercero que no actuó en esa relación procesal, puedan invocar en su 
beneficio la condena, dando por sentada en su acción civil la ilicitud de “las conductas, hechos y 
calificación jurídica de los mismos. 
En relación a la parte vencedora en el proceso de libre competencia, la utilización de la 
sentencia en el juicio posterior es una proyección de la denominada eficacia positiva o prejudicial 
de la cosa juzgada. En efecto, el fallo contiene una declaración del derecho que actúa como un 
antecedente lógico para decidir la nueva acción deducida en juicio, en términos de dar por 
acreditada la ilicitud de la conducta del demandado. En cambio, cuando es un tercero el que hace 
valer la sentencia en su beneficio, lo que se invoca es el efecto reflejo de la sentencia judicial. Lo 
anterior se explica para este tercero por la forma como está configurado en nuestro sistema el 
ilícito contra la libre competencia en el DL 211». 
A su juicio, «como el objeto del proceso discurre sobre una causal genérica, el 
pronunciamiento que el TDLC haga sobre la ilicitud o licitud de una conducta se identifica, 
necesariamente, con el conjunto de hechos que sirven de base para fundamentar el 
pronunciamiento acerca de la protección jurídica relativa al funcionamiento del mercado. Ahora, si 
este tercero no participó en dicho proceso, ello no es un impedimento para que el fallo produzca en 
su beneficio una eficacia refleja, en cuanto le sirve de base para el ejercicio de la indemnización 
perseguida en el ulterior proceso.  
Desde otro punto de vista, no reconocer al tercero la posibilidad de utilizar la sentencia 
del TDLC llevaría a que tenga que repetir el juicio fundado en los mismos hechos que ya fueron 
juzgados. En nuestra opinión, tal situación no se justifica, atendido que infringiría el principio del 
non bis in ídem (no dos veces lo mismo). En efecto, si defiende que se debe iniciar por el tercero 
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B) Fuera del caso anterior, en un supuesto similar pero en el que la ley 
habla  de vinculación a los hechos establecidos en la sentencia, se encuentra en 
la Ley Nº 20.169 de 2007, sobre competencia desleal, asuntos que son de 
competencia de los jueces civiles ordinarios incluida ––a diferencia del caso 
anterior–– las acciones de indemnización de perjuicios. 
Conforme al art. 5º de dicha ley, contra los actos de competencia 
desleal pueden ejercerse conjunta o separadamente la acción de cesación del 
acto o de prohibición del mismo si aún no se ha puesto en práctica, la acción 
declarativa de acto de competencia desleal, si la perturbación creada por el 
mismo subsiste; la acción de remoción de los efectos producidos por el acto, 
mediante la publicación de la sentencia condenatoria o de una rectificación a 
costa del autor del ilícito u otro medio idóneo y la acción de indemnización de 
los perjuicios ocasionados por el acto, sujeta a las disposiciones del Título 
XXXV del Libro IV del Código Civil. 
En caso que la acción de indemnización de perjuicios se ejerza en juicio 
separado a las otras, de acuerdo a los establecido en el art. 9 «los hechos 
establecidos en juicio entre las mismas partes respecto de aquellas acciones se 
tendrán por probados en el juicio en que se haga valer esta última».  
A nuestro juicio, se trata de un claro supuesto de efecto positivo o 
prejudicial y no de simple prueba de los hechos establecidos en un juicio 
anterior. La acción indemnizatoria deriva en este caso precisamente de los 
daños o perjuicios causados por una conducta previamente calificada como un 
acto de competencia desleal, de manera tal que el juez necesariamente debe 
partir de dicha calificación. 
En estos casos, a diferencia de los asuntos de libre competencia, la 
acción indemnizatoria de perjuicios puede ser entablada paralelamente al 
asunto sobre competencia desleal, en forma conjunta o separa. El asunto no 
genera mayores problemas cuando las acciones se ventilan conjuntamente ante 
el mismo tribunal. Sin embargo, en caso de entablarse en juicio separado,  la 
ley sólo regula el supuesto en que haya sido dictada sentencia resolviendo el 
asunto sobre competencia desleal estableciendo una vinculación a los hechos 
cuando se trate de las mismas partes, pero no establece la suspensión del 
                                                                                                                                
una nueva causa, se terminaría imponiendo más de una multa fundada en los mismos hechos. 
Tema distinto es que el tercero deba acreditar las otras exigencias del ilícito civil cuya 
indemnización reclama, en especial, la relación de causalidad entre el hecho fijado en la sentencia 
como contrario a la libre competencia y el daño que demanda». Cfr. ROMERO SEGUEL, 
ALEJANDRO, «La sentencia judicial como medio de prueba», ob. cit., pp. 265-266. 
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proceso civil en que se ventile la acción indemnizatoria en espera de dicha 
decisión.  
Se observa, de esta forma, una clara omisión del legislador en un 
supuesto donde el sistema devolutivo es un instrumento clave para el 
tratamiento de la prejudicialidad. 
C)  Finalmente, pasamos al examen de la regulación contenida en materia 
medioambiental. La Ley N° 20.600 de 26 de enero de 2010, que crea los 
Tribunales Ambientales en su art. 46, radicó parte mayoritaria del contencioso 
administrativo ambiental ––asuntos que hasta ahora eran conocidos por los 
tribunales civiles ordinarios–– ante los nuevos Tribunales Ambientales, 
judicatura especial establecida orgánicamente fuera de la estructura del Poder 
Judicial. 
Dentro de dichas materias, se incluye la acción de declaración y 
reparación por daño del medio ambiente contemplada en el art. 53 de la Ley Nº 
19.300 sobre bases del Medio Ambiente, modificada por la Ley Nº 20.417. 
Sin embargo, siguiendo la misma línea que en materia de libre 
competencia, se ha mantenido en la judicatura civil ordinaria la competencia 
para resolver acerca de las pretensiones de indemnización de daños y 
perjuicios que haya podido producir el daño ambiental establecido por el 
Tribunal Ambiental, estableciendo un procedimiento especial en la misma 
norma a efectos de su tramitación.628. 
                                               
628 No obstante la clara distinción entre la responsabilidad ambiental y la civil por daños, 
ya desde antes de la creación de los tribunales ambientales la doctrina ha puesto de manifiesto la  
confusión existente en el ordenamiento chileno al momento de apreciar la exacta relación entre 
ambos tipos de responsabilidades, en especial frente al cúmulo o concurrencia de 
responsabilidades a que el daño ambiental puede dar lugar y la reparación del daño ambiental 
cuando no era posible hacerlo en naturaleza. Desde este punto de vista, para un sector doctrinario 
la reparación del daño ambiental que contempla la Ley N 19.300 es una reparación plena que 
comprende todos los intereses lesionados tanto colectivos como individuales e implica el ejercicio 
«de dos acciones diversas, la que persigue la reparación en naturaleza del daño ambiental; y la 
ordinaria, cuya finalidad es la indemnización de los daños a la propiedad y la persona de otro», 
pero en este último caso siempre que emane directa e inmediatamente del daño ambiental. A 
dichas acciones, se suman asimismo, las acciones de responsabilidad sancionatoria sea 
administrativa o judicial. Quedarían fuera, en consecuencia, las demás acciones civiles que 
emanen del mismo hecho pero no sean consecuencia directa del daño ambiental. Según señala este 
autor, si bien esta cuestión a nivel doctrinario estaba relativamente zanjada, la Corte Suprema 
venía rechazando el ejercicio conjunto de las acciones indemnizatorias con la de reparación 
ambiental bajo el procedimiento sumario aplicable a esta últimas (SCS de 25 de abril de 2001). 
Cfr. VIDAL OLIVARES, ÁLVARO, «Las acciones civiles derivadas del daño ambiental en la ley 
Nº 19.300», en Revista de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, XXIX, 
Valparaíso, 2º semestre de 2007, pp. 120, 121 125 y 126. 
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Al efecto, conforme al art. 46 de la Ley N° 20.600, establece que «es 
competente para conocer de la acción de indemnización de perjuicios por la 
producción de daño ambiental establecida en la sentencia del Tribunal 
Ambiental, el juzgado de letras en lo civil con competencia en el lugar donde 
se produjo el daño». 
Por su parte, el inciso final dispone que «El tribunal civil competente, 
al resolver sobre la indemnización de perjuicios se basará en el daño 
ambiental y la relación causal entre éste y la acción del ofensor establecidas 
por el Tribunal Ambiental. 
La acción de indemnización de perjuicios prescribirá de conformidad a 
lo dispuesto en el art. 63 de la ley Nº 19. Sin perjuicio de lo anterior, la 
señalada prescripción se suspenderá desde la notificación de la acción de 
reparación por daño ambiental hasta que se encuentre firme o ejecutoriada la 
sentencia que ponga término al respectivo proceso o haga imposible su 
continuación». 
En lo que respecta al procedimiento, particularmente en lo relativo a la 
prueba, el numeral 2º del artículo 46 establece finalmente, que: 
«La audiencia se celebrará con la parte que asista y a ella deberán 
concurrir las partes con todos sus medios de prueba, la que versará sobre la 
existencia, naturaleza y monto de los perjuicios, sobre la relación causal entre 
los perjuicios y el daño ambiental establecido por el Tribunal Ambiental y 
sobre las otras defensas que el demandado pudiere alegar, con exclusión de 
aquellas vinculadas a la inexistencia de un ilícito o de culpabilidad, que se 
considerarán hechos establecidos por la sentencia del Tribunal Ambiental»629. 
                                               
629 Durante la tramitación legislativa de esta ley, el texto del art. 46 sufrió diversas 
modificaciones. Originalmente, la norma contenía mayores precisiones acerca de la vinculación 
del tribunal civil a la sentencia dictada por el tribunal ambiental y no se establecía un 
procedimiento especial en la misma ley sino que se efectuaba una remisión al juicio sumario. Fue 
en el trámite ante la comisión mixta de senadores y diputados donde el parlamento introdujo 
modificaciones aprobando la norma en los términos actuales.  
Antes del trámite ante la Comisión Mixta, el texto aprobado por el Senado fue el 
siguiente: «Artículo 46- Indemnización de perjuicios. Será competente para conocer de la acción 
de indemnización de perjuicios por la producción de daño ambiental establecida en la sentencia del 
Tribunal Ambiental, el juzgado de letras civil con competencia en el lugar donde se produjo el 
daño. Esta acción se tramitará de acuerdo a las normas del juicio sumario. En éste no se podrá 
considerar pruebas o alegaciones incompatibles con lo resuelto en la sentencia del Tribunal 
Ambiental ni con los hechos que le han servido de fundamento. En consecuencia, dicha sentencia 
vinculará al juzgado de letras civil en lo que se refiere a la existencia de los hechos y a la 
responsabilidad de las personas naturales o jurídicas que ella establezca. Asimismo, al avaluar los 
eventuales perjuicios, el referido juzgado deberá considerar lo resuelto por el Tribunal Ambiental 
respecto de la obligación de reparar el medio ambiente dañado. La acción de indemnización de 
perjuicios prescribirá de conformidad a lo dispuesto en el artículo 63 de la ley N° 19.300. Sin 
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Como es posible observar, y no obstante tratarse de acciones 
estrechamente vinculadas entre sí que emanan del daño ambiental producido, 
nuevamente el legislador ha radicado la competencia para el conocimiento y 
decisión de dichos asuntos ante dos tribunales diferentes. 
Según se dejó constancia en la historia del establecimiento de la ley, y 
no obstante las aprehensiones manifestadas por diversos expertos citados a las 
comisiones legislativas, dicha separación se justificó en la necesidad de que la 
nueva judicatura se concentrara exclusivamente en los temas ambientales y no 
económicos, evitando distorsiones en el funcionamiento y ejercicio de sus 
atribuciones630. 
                                                                                                                                
perjuicio de lo anterior, la señalada prescripción se suspenderá desde la notificación de la acción 
de reparación por daño ambiental, hasta que se encuentre firme o ejecutoriada la sentencia que 
ponga término al respectivo juicio o haga imposible su continuación». Sobre la materia, cfr. 
Historia de la Ley Nº 20.600 que Crea los Tribunales Ambientales, disponible en 
http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1041361. 
630 Al efecto, los representantes del Ejecutivo «explicaron que se había separado el 
conocimiento de la acción indemnizatoria de perjuicios de la acción de reparación del daño 
ambiental, con el fin de resolver en primer lugar el tema de interés público que sería, precisamente, 
el de reparación del daño al medio ambiente. Asimismo, se deseaba que el Tribunal Ambiental se 
concentrara únicamente en los temas puramente ambientales, resaltando así su carácter “verde” e 
impidiendo que se tergiversara su función, inmiscuyéndose en cuestiones relacionadas con 
indemnizaciones en dinero, las que corresponderían al tribunal civil. 
En todo caso, la decisión del Tribunal Ambiental condicionará el actuar del tribunal civil, 
el cual no podría considerar pruebas o alegaciones incompatibles con lo resuelto por el primero, ni 
con los hechos que sirvieron de fundamento a su decisión. En otras palabras, al tribunal civil 
solamente le correspondería avaluar los perjuicios por daño emergente, lucro cesante y daño moral 
que pudiera corresponder a los afectados. Cfr. Informe Comisión Constitución en Historia de la 
Ley N° 20.600, p. 1012. 
Al respecto, diversos expertos manifestaron su oposición a esta separación. Al efecto, el 
Director del Centro de Derecho Ambiental de la Universidad de Chile, Prof. Sergio Montenegro 
sostuvo que «tal sistema atentaba contra principios básicos de la administración de justicia y del 
poder jurisdiccional, como son el principio de oportunidad para satisfacer las pretensiones de los 
particulares y el de la economía procesal, por cuanto se establecen dos procesos que comparten 
una misma base con identidad de partes. A su juicio, habría razones que aconsejarían concentrar 
las decisiones que versan sobre una misma materia en una misma sentencia. De acuerdo con el 
proyecto, quien haya entablado un juicio por reparación del medio ambiente ante un tribunal 
ambiental, deberá iniciar un nuevo proceso ante la judicatura civil para obtener la indemnización 
de perjuicios, lo que supone asumir mayores costos y dificultades en materia de prueba, ya que en 
el marco del sistema de responsabilidad subjetiva existente en el país, corresponde acreditar el 
daño a quien lo sufre. 
Agregó que si bien el proyecto establece que la sentencia del tribunal ambiental vinculará 
al juzgado de letras civil en lo que se refiere a la existencia de los hechos y a la responsabilidad de 
las personas naturales o jurídicas que establezca, en el juicio indemnizatorio deberá discutirse el 
monto a que ascienden los perjuicios por concepto de daño emergente, lucro cesante y, 
eventualmente, daño moral. El problema se presentará, entonces, a la hora de aplicar los criterios 
que utilizará el tribunal civil cuando deba fijar el monto de tales perjuicios, por ejemplo, por una 
gran destrucción de bosque nativo, pues dado su desconocimiento del tema ambiental, 
seguramente no podrá cuantificar debidamente el daño a la biodiversidad, la pérdida de especies y 
del suelo, el que sólo podría recuperarse en tal caso, como mínimo, dentro de cuarenta años. Por 
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Conforme a lo expuesto y al igual que en materia de libre competencia, 
las acciones indemnizatorias de perjuicios por daño ambiental nunca podrán 
ser entabladas en forma simultánea o paralela a la substanciación de un 
procedimiento en el que se ejercite una acción de reparación por daño 
ambiental. 
En estos casos, la ley subordina el ejercicio de la acción resarcitoria de 
perjuicios a la declaración previa del daño ambiental por sentencia del tribunal 
ambiental estableciendo la vinculación del juez civil a dicha declaración. Nos 
encontramos, de este modo, ante un nuevo caso en que la sentencia misma es 
considerada como un supuesto de hecho de la norma civil debiendo el juez 
partir de la calificación previa del daño ambiental efectuada por el tribunal 
ambiental como proyección del efecto positivo o prejudicial de dicha 
sentencia. 
Sobre la materia, esta nueva normativa genera en nuestro concepto, un 
problema adicional y es determinar si se incluyen o no dentro de estas acciones 
aquellas acciones civiles que emanando de los mismos hechos que han dado 
lugar al daño ambiental, no son sin embargo consecuencia directa de éste, de 
manera tal que es irrelevante la declaración previa de daño ambiental por los 
nuevos tribunales. Tal como señala la doctrina, se trata de aquellos supuestos 
en que un mismo hecho genera daño ambiental y al mismo tiempo daño civil a 
la propiedad o persona de otro pero de forma independiente631. 
Indudablemente, frente a la nueva atribución de competencias que 
establece la ley ambiental, estas acciones seguirán siendo de competencia de 
los tribunales civiles ordinarios.  
La duda, en este caso, es si su tramitación se rige o no por este 
procedimiento especial y sumarísimo contemplado en la nueva ley ambiental, 
debiendo el afectado por tanto, esperar a la sentencia  del tribunal ambiental 
para su interposición la que vinculará al juez civil, o por el contrario, se rige 
por el procedimiento general aplicable según su naturaleza pudiendo entablarla 
                                                                                                                                
ello, afirmó que la apreciación de este tipo de daño debería tener un enfoque ambientalista y no 
civilista». En la misma línea se manifestó el Director Ejecutivo de la Fiscalía del Medio Ambiente 
Francisco Ferrada. Cfr. Informe Comisión Constitución, en Historia de la Ley N° 20.600, pp. 921 a 
923. 
631 Como ejemplo de estos supuestos se pone el caso en que un conductor negligente 
atropella a un peatón y se estrella contra un edificio protegido por la Ley de monumentos 
nacionales. En este caso, «habría un daño ambiental y un daño civil desvinculados entre sí pero 
con idéntica causa (…). Para hacer efectiva la responsabilidad por el daño civil irrogado se parte 
del hecho causal, la negligencia del conductor, sin importar si se causó o no un daño ambiental». 
Cfr. VIDAL OLIVARES, ÁLVARO, «Las acciones civiles derivadas del daño ambiental en la ley 
Nº 19.300», ob. Cit., pp. 125 y 126.  
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en forma simultánea o paralela a la tramitación del procedimiento ambiental. 
Bajo la antigua normativa, la jurisprudencia venía entendiendo que este tipo de 
acciones no podían ser interpuestas en forma acumulada al proceso por 
reparación del daño ambiental. 
A nuestro juicio, lo lógico es que el afectado pueda interponer 
directamente su acción ante los tribunales civiles sin necesidad de esperar la 
sentencia del tribunal ambiental en tanto la determinación del daño civil es 
independiente de la existencia o inexistencia del daño ambiental.  
Desde este punto de vista, la sentencia del tribunal ambiental no vincula 
al juez civil en tanto no debe partir de la calificación o valoración previa que 
realice este tribunal acerca de la existencia de daño ambiental. Sin embargo, al 
igual que ocurre con la acción civil derivada del hecho punible, esta opción 
ciertamente conlleva el riesgo de una posible contradicción en el 
establecimiento de los hechos comunes —y la participación que en ha cabido 
en ellos a determinadas personas—,  que han dado lugar, por un lado, al daño 
ambiental, y el daño civil, por otro, que debe determinar el juez civil. 
En nuestro concepto, una solución intermedia sería permitir al afectado 
la interposición directa de la acción ante el juez civil ––a la que se aplicará el 
procedimiento que corresponda según su naturaleza–– en forma paralela a la 
tramitación del procedimiento ambiental, pero estableciendo la posibilidad de 
suspensión del dictado de la sentencia en espera de la decisión del tribunal 
ambiental la que, al menos en lo que respecta al establecimiento de los hechos, 
debiera vincularle. 
II. LAS CUESTIONES PREJUDICIALES NO DEVOLUTIVAS EN 
EL PROCESO CIVIL. 
A diferencia de lo que ocurre en España, el ordenamiento chileno no 
contempla norma alguna, como regla general, que permita a los tribunales, ni a 
los solos efectos prejudiciales, conocer de materias que no se encuentren 
dentro de su órbita de atribuciones. 
De esta forma, el régimen no devolutivo, entendido como el 
conocimiento incidenter tantum de materias que están fuera de la órbita de 
competencia de los tribunales, dentro de las cuales se incluyen aquellas que 
corresponden a la competencia de un orden jurisdiccional diverso, no tiene 
aplicación en el proceso civil chileno en estos términos. Ello a diferencia del 
proceso penal en el que sí tiene aplicación, aunque de forma también diferente.  
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Siguiendo lo anterior, el régimen de prejudicialidad no devolutiva en el 
proceso civil chileno presenta características propias que pueden resumirse de 
la manera siguiente: 
1. Prejudicialidad heterogénea no devolutiva. 
En lo que respecta a los supuestos de prejudicialidad penal y de 
prejudicialidad heterogénea distinta de la penal que se susciten durante el curso 
de un proceso civil, la regla antes señalada significa que el conocimiento y 
decisión de estas materias corresponde siempre al tribunal competente ratione 
materiae con aplicación de las normas sustantivas que corresponda. Es decir, 
se trata de cuestiones devolutivas. 
Desde luego, y tal como ocurre en España, esta regla es absoluta 
cuando se trata de asuntos penales y al efecto el CPC contempla expresamente 
la posibilidad de suspensión el proceso civil por supuestos de prejudicialidad 
penal (art. 167) en espera de que el asunto sea resuelto por el orden 
jurisdiccional penal. De este modo, en materia de prejudicialidad penal, el 
régimen no devolutivo no tiene aplicación en tanto nunca un juez civil podrá 
decidir, ni a los solos efectos prejudiciales, de un asunto penal. 
Para los supuestos de prejudicialidad heterogénea distinta de la penal, 
sin embargo, y por contradictorio que pueda parecer, el CPC guarda silencio 
de manera tal que en este ámbito el ordenamiento chileno carece de un 
régimen devolutivo general que permita al tribunal civil ante el cual se 
presente una cuestión de esta naturaleza, “devolver” el conocimiento del 
asunto para su decisión por el tribunal competente como, asimismo, de otros 
mecanismos preventivos que permitan un adecuado tratamiento de este tipo de 
cuestiones.  
Sólo con motivo de la regulación de ciertas materias específicas, como 
las relativas a la expropiación de bienes y los asuntos concursales, todos ellos 
de conocimiento de los tribunales civiles, las propias leyes sustantivas han 
venido estableciendo regímenes especiales para el tratamiento de la 
prejudicialidad en dichos ámbitos. Las soluciones en estos casos, no obstante, 
han seguido en general un camino diverso de la suspensión, principalmente a 
través de otros mecanismos preventivos como la acumulación o la radicación 
de procesos heterogéneos ante un mismo tribunal, los cuales, sin embargo, no 
siempre han permitido dar una solución efectiva. 
De esta forma, tanto dentro como fuera de la regulación del CPC, la 
suspensión, como instrumento para el tratamiento de los problemas de 
prejudicialidad que puedan presentarse en este ámbito es un mecanismo 
prácticamente desconocido y de escasa utilización en el ordenamiento chileno.  
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En razón de lo anterior, y fuera de aquellos casos en que la ley 
establezca un regla diferente, es posible afirmar que en materia de 
prejudicialidad heterogénea distinta de la penal, el régimen no devolutivo tiene 
aplicación por defecto. 
Pero en estos casos —al igual que ocurre con la prejudicialidad penal 
antes vista— el régimen no devolutivo no significa que el juez civil pueda 
decidir el asunto prejudicial, ni a los solos efectos prejudiciales, con aplicación 
de las normas sustantivas que corresponda, sino que simplemente deberá 
continuar con la tramitación del proceso valorando los hechos desde la 
perspectiva civil, prescindiendo de la decisión del asunto prejudicial por el 
juez competente.  
De esta forma, por necesaria que sea para el juez civil la decisión sobre 
una determinada materia prejudicial heterogénea, el ordenamiento chileno, por 
un lado, no le permite decidir el asunto prejudicial por sí mismo —ni siquiera a 
los solos efectos prejudiciales—, con aplicación de las normas que 
corresponda. Pero al mismo tiempo, atendido el escaso conocimiento y 
aplicación del régimen devolutivo existente, tampoco le permite suspender la 
tramitación del proceso en espera de la decisión del asunto por el tribunal 
competente. Conforme a ello, y por aplicación del principio de inexcusabilidad 
o non liquet, a los jueces civiles sólo les cabe la posibilidad de decidir el 
asunto con aplicación de las normas sustantivas civiles o de equidad que 
correspondan, sin que puedan esperar la decisión del asunto por el tribunal 
competente. 
Como resultado de lo anterior, en la actualidad es perfectamente posible 
que procesos civiles y especiales conexos se tramiten y sean decididos en 
forma independiente, cada uno con aplicación de sus respectivas normas 
sustantivas, con el consiguiente riesgo de contradicción entre resoluciones 
judiciales. 
En nuestro concepto, lo anterior viene a significar en definitiva, que el 
régimen no devolutivo en el ordenamiento chileno no existe realmente como 
instrumento para el tratamiento preventivo de la prejudicialidad heterogénea en 
los términos como ocurre en España, en tanto nunca un juez civil podrá decidir 
a los solos efectos prejudiciales de materias que no estén dentro de su órbita de 
competencia. Lo anterior, combinado o unido a la ausencia y desconocimiento 
de la suspensión como instrumento para el tratamiento preventivo de la 
prejudicialidad, importa una clara opción del legislador por la independencia 
de los tribunales en el conocimiento de asuntos conexos, aun cuando ello 
importe riesgo de contradicción entre resoluciones judiciales. 
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Esta situación no es sino reflejo, en nuestra opinión, de una visión 
bastante rígida del legislador de la época respecto a la forma como se 
interrelacionan los diversos ámbitos del derecho sustantivo que integran el 
ordenamiento jurídico, como si se tratara de  compartimentos estancos.  
Probablemente, bajo el contexto histórico y el régimen organizacional 
vigente en la época de la publicación del CPC de 1903 y hasta hace pocas 
décadas, ello no constituyó mayor problema, en tanto la competencia para el 
conocimiento de la generalidad de los asuntos estaba radicada en los juzgados 
de letras civiles, los que tenían, como regla general, competencia común para 
el conocimiento de todo tipo de asuntos, incluidos, en muchos casos, los 
penales. Así, para la solución de los problemas de prejudicialidad que se 
podían presentar bastaba, probablemente, con la aplicación de mecanismos 
como la prórroga de la competencia o la acumulación de acciones o procesos. 
Hoy en día, sin embargo, en la medida que la tendencia legislativa ha 
derivado hacia la especialización de la judicatura, la situación ha cambiado 
sustancialmente, haciéndose cada vez más presente la necesidad de 
mecanismos que permitan coordinar la labor entre los tribunales ordinarios 
tanto con la judicatura ordinaria especializada como con los diversos tribunales 
especiales que se han venido creando fuera de la estructura del poder judicial. 
Así, recientemente y precisamente con motivo de la creación del 
Tribunal de la Libre Competencia y los Tribunales Ambientales, el legislador, 
en ausencia de un régimen general, ha hecho eco de esta necesidad 
contemplando regímenes especiales para el tratamiento de la prejudicialidad 
heterogénea en estos ámbitos. 
En estos casos, si bien se ha optado nuevamente por una solución 
diversa al régimen devolutivo, al menos se han contemplado otros mecanismos 
de solución como la vinculación a la sentencia que decide la materia 
prejudicial por aplicación del efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada. 
Se comienza a avizorar, de esta forma, una mayor necesidad y al mismo 
tiempo una mayor preocupación del legislador por dar un tratamiento a los 
problemas de prejudicialidad heterogénea en tanto, frente a la cada vez más 
presente diversificación de tribunales, competencias y procedimientos, ya no 
es posible sostener una independencia absoluta de los tribunales en el 
conocimiento de sus asuntos, todo ello a costa de los propios justiciables 
quienes, en definitiva, son los que deben asumir el riesgo de una posible 
contradicción entre decisiones sobre materias conexas. 
No obstante ello, estas regulaciones han sido establecidas sólo de 
manera puntual para el tratamiento de materias específicas y si bien han 
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constituido un avance, es posible apreciar una importante serie de ámbitos en 
los que se requiere de una mayor coordinación en el trabajo de los tribunales 
que integran los diversos órdenes jurisdiccionales, necesidad que 
probablemente irá en aumento en la medida que el legislador siga esta 
tendencia hacia la especialización. 
Baste pensar en todos aquellos casos en que para un juez civil puede ser 
necesaria la decisión previa de una materia de competencia de los Juzgados 
Laborales o de los nuevos Tribunales de Familia o la decisión previa de una 
cuestión de carácter contencioso administrativa que esté siendo resuelta por un 
tribunal especial o por la propia judicatura civil, materias en las que, 
indudablemente, las posibilidades de interferencias son múltiples. 
Bajo el régimen vigente y la forma como el régimen no devolutivo 
opera en el ordenamiento chileno, el problema es que estas interferencias son 
simplemente obviadas o ignoradas por el ordenamiento con el consiguiente 
riesgo de contradicción entre resoluciones judiciales. 
Un ámbito en el que es posible apreciar claramente lo anterior, 
constituyendo un escenario prolífico para la aparición de supuestos de 
prejudicialidad heterogénea en el proceso civil, es en materia de derecho de 
daños. 
En estos supuestos, fuera de las dificultades propias que presenta el 
concurso de leyes y acciones y el denominado cúmulo de responsabilidad civil 
contractual y extracontractual, se suma en algunos casos, la concurrencia de 
una pluralidad de  tribunales ordinarios y especiales competentes para la 
aplicación de los diversos regímenes sustantivos aplicables632. 
Así ocurre por ejemplo, en materia de responsabilidad civil por 
accidentes del trabajo y enfermedades profesionales para el resarcimiento de 
daños no cubiertos por el sistema de seguridad social.  En estos casos, existen 
unos hechos comunes: un accidente del trabajo o enfermedad profesional que 
ha causado un daño —lesiones, incapacidad o la muerte a un trabajador— 
accidente que deriva del incumplimiento de una obligación emanada del 
                                               
632 Sobre el fenómeno y problemas del concurso en el ordenamiento chileno y sus 
soluciones cfr. ROMERO RODRÍGUEZ, SOPHÍA, «Concurso de normas y concurso de acciones 
en el derecho procesal civil chileno», ob. cit., pp. 207-250. En lo relativo a los problemas que 
presenta el concurso de leyes y acciones en la aplicación del derecho cfr. HUNTER AMPUERO, 
IVÁN, «”Iura Novit Curia” y el Proyecto de Código Procesal Civil: ¿Para qué sirve definir los 
poderes del juez en la aplicación del derecho?», en Revista de Derecho de la Pontificia 
Universidad Católica de Valparaíso, Nº 40, enero 2013, pp. 601-640.
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contrato de trabajo como es el deber de seguridad establecido en el art. 187 del 
Código del Trabajo. 
Pues bien, según quien demande sea el trabajador, sus herederos o las 
víctimas por repercusión; según lo demandado sea el daño propio, el ajeno 
directo o el daño moral y según se demande a la entidad empleadora o 
subcontratista o a terceros responsables, el régimen de responsabilidad será de 
naturaleza contractual o extracontractual y la competencia para conocer de las 
respectivas acciones será de los tribunales del trabajo o los tribunales 
ordinarios civiles633. Y si los hechos revisten carácter de delito, cable aplicar el 
régimen de responsabilidad penal por la comisión de un delito o cuasidelito 
penal, al cual se podrá acumular, asimismo, la correspondiente acción civil 
derivada del hecho punible. 
Ciertamente, cuando un mismo hecho puede ser abordado desde ópticas 
diferentes (laboral, civil y penal) no cabe hablar de contradicción entre 
resoluciones judiciales en la medida que cada uno de dichos tribunales, dentro 
de sus respetivas órbitas de competencia, aplicará el estatuto y anudará las 
consecuencias jurídicas que corresponda.  
Siendo esto así, sin embargo, y si bien la calificación del accidente 
como accidente del trabajo es irrelevante para el juez civil a efecto de anudar 
las consecuencias civiles del hecho, la judicatura civil requerirá en estos casos 
partir de ciertas cuestiones que sólo pueden ser determinadas por el orden 
laboral como es lo relativo a la existencia de una relación de subordinación o 
dependencia entre trabajador y empleador en caso que ésta se cuestionada, o la 
existencia o no de un régimen de subcontratación, etc. De manera tal, que se 
hace patente la necesidad de contar, sea través de la suspensión del proceso o 
una norma de vinculación, con algún instrumento que permita a los jueces 
civiles coordinar su trabajo con la judicatura laboral. 
                                               
633 Conforme a lo dispuesto en el art. 420, letra f) del Código del trabajo, son de 
competencia de los Juzgados de Letras del Trabajo «los juicios en que se pretenda hacer efectiva la 
responsabilidad del empleador derivada de accidentes del trabajo o enfermedades profesionales, 
con excepción de la responsabilidad extracontractual a la cual le será aplicable lo dispuesto en el 
artículo 69 de la ley N.° 16.744».  
Por su parte, el art. 69 de dicha ley establece que «Cuando el accidente o enfermedad se 
deba a culpa o dolo de la entidad empleadora o de un tercero, sin perjuicio de las acciones 
criminales que procedan, deberán observarse las siguientes reglas: 
a) El organismo administrador tendrá derecho a repetir en contra del responsable del 
accidente, por las prestaciones que haya otorgado o deba otorgar, y 
b) La víctima y las demás personas a quienes el accidente o enfermedad cause daño 
podrán reclamar al empleador o terceros responsables del accidente, también las otras 
indemnizaciones a que tengan derecho, con arreglo a las prescripciones del derecho común, 
incluso el daño moral.». 
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Por otra parte, resultan evidentes, asimismo, los problemas que plantea 
la aplicación de estatutos de responsabilidad diferentes respecto de un mismo 
hecho por tribunales de distintos órdenes jurisdiccionales, pues según se 
demande la responsabilidad contractual o extracontractual, las normas o reglas 
de imputación o atribución de responsabilidad y de prueba de la culpa difieren 
sustancialmente, así como las relativas a la apreciación de la prueba, los daños 
indemnizables, etc., todo lo cual pueden derivar en una contradicción entre las 
sentencias que se dicten por el orden civil y laboral al resolver las respectivas 
acciones indemnizatorias de perjuicios. 
Así por ejemplo, tal como apunta la doctrina, si quien demanda al 
empleador es el trabajador lesionado por responsabilidad contractual, el 
tribunal competente serán los juzgados del Trabajo. En estos casos, la 
jurisprudencia laboral, por aplicación del principio pro operario, ha venido 
sosteniendo sistemáticamente que el empleador responde de culpa levísima634 
de manera tal que se le exige probar una extrema diligencia en el cumplimiento 
del deber de seguridad emanado del contrato de trabajo, con lo cual, en la 
práctica, resulta casi imposible exonerarse de responsabilidad. En cambio, si 
quien demanda es una víctima por repercusión, deberá hacerlo ante la 
judicatura civil por responsabilidad extracontractual, de manera tal  que en 
principio, le corresponderá a ella probar la culpa del empleador635. 
Este riesgo de contradicción también podría presentarse asimismo, por 
ejemplo, en aquellos supuestos en que habiendo fallecido el trabajador, 
quienes demanden sean sus herederos. Si lo hacen en representación del 
trabajador (iure hereditatis), deberán accionar ante la judicatura laboral. En 
cambio, si demandan por su daño propio (iure propio), deberán hacerlo ante la 
judicatura civil de la misma forma en que deben hacerlo los terceros por 
repercusión636. 
                                               
634 Cfr., SCS de 13 de agosto de 2009, Rol Nº 3994-2009. 
635 Cfr. PRADO LÓPEZ, PAMELA, «Nuevas cuestiones de responsabilidad civil por 
accidentes del trabajo», en Estudios de Derecho Privado, Libro de Homenaje al jurista René 
Abeliuk, Universidad Católica Andrés Bello, 2011, pp. 208-211. Sin embargo, tal como apunta 
esta autora, la jurisprudencia, en un intento de acercar ambos estatutos de responsabilidad, ha 
venido matizando la aplicación de este criterio en sede civil. Así, en SCS de 12 de abril de 2010, 
Rol Nº 8468-2009, la sentencia de primera instancia confirmada en segunda, entendió  que en este 
caso, pese al carácter extracontractual de la responsabilidad demandada, por aplicación de  la 
normativa laboral en materia de deber de seguridad, procede aplicar la presunción de culpa por el 
hecho propio, de manera tal que la culpa debe presumirse pesando sobre el demandado la prueba 
liberatoria. 
636 Cfr. DIEZ SCHWERTER, JOSÉ LUIS, «Víctimas directas y por repercusión en la 
responsabilidad derivada de accidentes del trabajo o enfermedades profesionales en nuestra 
jurisprudencia reciente: Del problema de la competencia a las distorsiones sustanciales», en 
Revista de Derecho, Universidad de Concepción, Nº 214, año LXXI, jul-dic, 2003, p. 76. 
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En todos estos supuestos, sin embargo, la ley no prevé la acumulación 
de estas diversas acciones en un mismo proceso ni tampoco contempla la 
posibilidad de suspensión de ninguno de ellos, siendo inaplicable el art. 167 
CPC en tanto sólo se refiere a la prejudicialidad penal. 
Este carácter dual del estatuto de responsabilidad por accidentes del 
trabajo y los problemas que ella plantea ha dado lugar a una variada y 
contradictoria jurisprudencia y a una fuerte crítica por parte de la doctrina la 
que ha planteado con fuerza la necesidad de unificar el estatuto jurídico de 
responsabilidad en estos casos y establecer un solo tribunal para el 
conocimiento de dichas acciones637. 
Esta problemática se repite, asimismo, en otras áreas del derecho 
laboral como ocurre con la indemnización de perjuicios por daño moral por 
despido abusivo o injustificado, la que debe ser demandada en sede civil y que 
se ha entendido es acumulable con las demás indemnizaciones tarifadas que 
contempla el Código del Trabajo.  
Sin embargo, en este caso evidentemente dicha acción sólo puede 
interponerse una vez haya sido declarado el despido por la judicatura laboral 
como abusivo o injustificado operando, en este caso, la vinculación del juez 
civil a la sentencia laboral que, aunque no tiene norma expresa en el 
ordenamiento chileno ha sido reconocida por la jurisprudencia638.  
Fuera de lo anterior, un área de incipiente desarrollo en Chile donde 
esta dualidad de regímenes y tribunales podría dar lugar a problemas de 
prejudicialidad es en el ámbito del derecho de Familia donde se discute la 
procedencia de responsabilidad civil por daño moral en este ámbito. Al efecto, 
si bien la jurisprudencia hasta la fecha no ha acogido este tipo de acciones, la 
doctrina ha venido sosteniendo la procedencia de la indemnización de 
perjuicios, por ejemplo, con motivo del incumplimiento de obligaciones 
                                               
637 En esta línea, cfr. Cfr. DIEZ SCHWERTER, JOSÉ LUIS, ob. cit., pp. 65-79; PRADO 
LÓPEZ, PAMELA, ob. cit., p. 195-230 y CORRAL TALCIANI, HERNÁN, «Concurrencia de 
acciones de responsabilidad civil contractual y extracontractual en los daños causados por 
accidentes del trabajo», en Revista de Derecho Privado, Nº 14, julio 2010, pp. 69-107. A juicio de 
este último autor, en estos supuestos de concurrencia de acciones, no parece plausible que «ellas 
deban ejercerse ente la jurisdicción laboral y otras ante la justicia civil, a lo que se suma la 
aplicación de procedimientos diferentes. La diferencia de regímenes de responsabilidad no 
justifica esta separación de jueces competentes y procedimientos aplicables. Debería revisarse la 
disposición del art. 402, letra f) del Código del Trabajo para otorgar competencia a los tribunales 
laborales para conocer de todas las acciones que tiendan a reparar los daños causados por un 
accidente del trabajo, cualquiera sea el régimen de responsabilidad que resulte aplicable: 
contractual o extracontractual», ob. cit., p. 39. 
638 Sobre la materia cfr. SCS de 4 de abril de 2011, Rol Nº 7270-2009. 
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matrimoniales y el ejercicio abusivo del divorcio unilateral. De ser posible, el 
conocimiento de dichas acciones indemnizatorias correspondería a la 
judicatura civil y no a los Tribunales de Familia por lo que se haría necesaria 
una adecuada coordinación entre las decisiones de ambas judicaturas639 . 
Concluyendo con este breve examen, cabe destacar, finalmente, que la 
problemática de la prejudicialidad heterogénea no sólo ha comenzado a 
suscitarse con respecto al proceso civil sino que está empezando a generar 
dificultades, asimismo, en la relación entre los diversos tribunales especiales 
que se han venido creando —sea entre sí o entre éstos y los civiles o penales— 
al no contar con herramientas legales que les permitan disponer la suspensión 
del proceso u otro mecanismo para el tratamiento de la prejudicialidad. 
Así, frente a la posibilidad de suspensión de un juicio de reclamación 
interpuesto por un contribuyente hasta el término del proceso criminal por 
evasión tributaria, la Corte ha considerado que no es aplicable el art. 167 CPC 
«pues ambos procedimientos son del todo independientes y se tramitan ante 
tribunales diversos»640. 
Más recientemente, el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, 
aduciendo el carácter restrictivo de la prejudicialidad y la inexistencia de 
norma alguna que le obligue a esperar un pronunciamiento del Tribunal de 
Compras y Contratación Pública respecto de la arbitrariedad de las conductas 
imputadas a la parte demandada, se declara competente para conocer del 
asunto pues de lo contrario se llegaría al absurdo de que en casos de 
competencia desleal que conoce este tribunal habría que esperar, por ejemplo 
«el juicio de la Justicia Civil sobre el carácter desleal o no del acto antes de 
poder conocer del requerimiento o demanda en esta sede»641. 
En materia tributaria, por otro lado, se han presentado problemas de 
prejudicialidad entre los procedimientos ordinarios y el procedimiento especial 
de reclamo por vulneración de derecho contemplado en el art. 155 y ss. del 
Código tributario, ambos de competencia de los tribunales Tributarios y 
Aduaneros. En este caso, en ausencia de norma expresa, se recurrió a la 
                                               
639 Cfr. por todos, VALENZUELA DEL VALLE, JIMENA, «Responsabilidad civil por el 
incumplimiento de obligaciones matrimoniales y por el ejercicio abusivo del divorcio unilateral. 
Un estudio de su admisibilidad en Chile», en Revista de Derecho Universidad Católica del Norte, 
Año 19, Nº 1, 2012, pp. 241-269 y RODRÍGUEZ GUITIÁN, ALMA MARÍA, Responsabilidad civil 
en el derecho de familia: especial referencia al ámbito de las relaciones paterno-filiales, Civitas, 
Madrid, 2009, 336 pp. 
640 Cfr. SCS de 22 de mayo de 1967, en RDJ, t. LXIV, sec. 1ª, p. 165. 
641 Cfr. Sentencia Tribunal de Defensa de la Libre Competencia de 25 de octubre de 2013, 
Rol Nº 132/2013 (c. 13º y ss.) 
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litispendencia impropia o por conexidad a fin de paralizar la tramitación del 
procedimiento en espera de la decisión del tribunal la cual, una vez dictada, se 
hizo valer como excepción de cosa juzgada642. 
Concluida esta revisión, vemos que la prejudicialidad heterogénea es 
una problemática que está cobrando cada vez más relevancia en el 
ordenamiento chileno pero no encuentra en la normativa vigente instrumentos 
adecuados para su solución. 
En nuestro concepto, sin embargo, creemos que la solución no pasa por 
implementar un sistema no devolutivo como el imperante en España, 
permitiendo el conocimiento incidenter tantum  —y por tanto— sin efecto de 
cosa juzgada de la materia prejudicial. Según se ha examinado, este 
mecanismo, probablemente, ha generado más problemas que soluciones al 
permitir que la materia pueda ser nuevamente debatida ante el tribunal 
competente, con el consiguiente riesgo de contradicción. Una solución como 
aquella, además, contrastaría fuertemente con la tradición jurídica chilena que 
opera sobre la base de la decisión definitiva de los asuntos, cualquiera sea el 
tribunal que conozca de ellos. 
En razón de lo anterior, estimamos que la regulación de un régimen 
devolutivo adecuado como el que contempla el PNCPC —si bien con ciertas 
restricciones—, permitiría a los tribunales civiles contar con un instrumento 
adecuado a efectos de coordinar su labor con los demás ordenes 
jurisdiccionales. 
2. Prejudicialidad homogénea no devolutiva. 
En lo que respecta a la prejudicialidad civil no devolutiva en el proceso 
civil, el legislador chileno, como se ha dicho, no reconoce la prejudicialidad 
homogénea como una categoría independiente ni se contempla en el CPC la 
suspensión del proceso para su tratamiento.  
Probablemente, tal como ocurría en España antes de la LECiv 2000, 
este tipo de cuestiones han tendido a confundirse con las cuestiones 
incidentales y por tanto, como regla general, son conocidas por vía no 
devolutiva por el propio juez civil llamado a decidir el fondo del asunto. 
De esta forma, el conocimiento de asuntos de carácter civil que, 
correspondiendo eventualmente a la órbita de competencia de otro tribunal 
civil, pueden ser decididos por el órgano jurisdiccional civil que conoce del 
                                               
642 Cfr. SCAP de Copiapó de 5 de octubre de 2011, Rol Nº 287/2011. Pese a ello, la 
Corte, sin embargo, rechazó la excepción de cosa juzgada por no concurrir la triple identidad. 
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asunto principal es una realidad y constituye, en  virtud de la regla de la 
competencia de la extensión (art. 111 COT), la regla general en el 
ordenamiento chileno. 
La vía incidental, sin embargo, no es el único camino a través del cual 
la materia prejudicial puede ser introducida al proceso civil principal mediante 
la promoción de un incidente durante el curso del proceso (arts.  82 y ss. CPC), 
sino que puede serlo, también, a través de una acumulación inicial de acciones 
por el demandante (art. 17 CPC); a través de las excepciones o defensas y la 
reconvención del demandado (arts. 314 a 317 CPC) o a través de la 
acumulación de procesos (arts. 92 a 100 CPC), vías que quedan cubiertas, de la 
misma forma, por la regla de la extensión. 
De allí que por esta razón, y las demás ya señaladas respecto del 
ordenamiento español, hemos venido sosteniendo que no obstante esta 
asimilación de la prejudicialidad homogénea a los incidentes, se trata 
categorías diferentes, constituyendo la tramitación incidental un instrumento 
más para el tratamiento de la prejudicialidad643. 
Conforme a lo expuesto, tenemos, en consecuencia, que el régimen no 
devolutivo tiene aplicación por defecto y constituye la regla general para el 
                                               
643 Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 
80-83. Si bien el ordenamiento chileno no establece esta diferenciación en forma expresa, a 
nuestro juicio ello es así simplemente por cuanto la prejudicialidad es una categoría que 
tradicionalmente —y principalmente por razones históricas— se ha restringido a las cuestiones de 
carácter penal. Con todo, tal como señalamos al examinar la historia del establecimiento del art. 
111 COT y el contenido de la regla de la extensión, la voz “incidencias” que utiliza dicha norma se 
hizo en un sentido genérico haciéndose ya en aquella época, una clara distinción entre las 
cuestiones conexas relativas al fondo del asunto y las meramente incidentales relativas al 
procedimiento. Cfr. BALLESTEROS, MANUEL E., La Lei de Organización i Atribuciones de los 
tribunales de Chile, ob. cit., p. 159. 
Conforme al art. 82 del actual CPC, incidente es toda cuestión accesoria de un juicio que 
requiere un pronunciamiento especial del tribunal. Desde este punto de vista, la prejudicialidad 
homogénea comparte con las cuestiones incidentales ciertas características pero difiere 
sustancialmente con ellas en su elemento esencial como es la accesoriedad.  
Por su naturaleza, las cuestiones incidentales son asuntos de carácter homogéneo al 
asunto principal —normalmente de contenido procesal— que no son susceptibles de constituir 
objeto autónomo de un proceso. Como todo lo accesorio, siguen la suerte de la cuestión principal, 
de manera tal que, conforme señala la jurisprudencia chilena, no existiendo juicio, no cabe 
tampoco incidente. Cfr. SCAP de Iquique de 12 de noviembre de 1918, en Gaceta Jurídica, 2º 
semestre, Nº 644, 1918, p. 1993. 
Las prejudiciales, en cambio, por definición, son cuestiones de carácter sustantivo y no 
procesal susceptibles, por sí mismas, de ser discutidas como objeto autónomo en un proceso 
principal. De esta forma, aunque el juicio principal deje de existir, la cuestión prejudicial puede ser 
ventilada como objeto principal en otro pleito. En otros términos, la cuestión prejudicial no 
requiere ni depende de la existencia del juicio en que se presenta ni nace preordenada a él.  
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conocimiento y decisión de los asuntos prejudiciales homogéneos en el 
proceso civil chileno. 
Lo anterior no constituye mayor problema en la medida que no exista 
un procedimiento paralelo en el que se esté discutiendo la materia prejudicial 
como objeto autónomo y para su tratamiento habrá que distinguir la forma 
cómo se ha introducido en el proceso respectivo.  
Cuando la cuestión prejudicial se ha planteado por acumulación inicial 
de acciones o a través de las excepciones o reconvención del demandado, la 
cuestión prejudicial pasa a formar parte del objeto del proceso principal de 
manera tal que el juez deberá decidirla en la sentencia definitiva con efecto de 
cosa juzgada644. 
Desde el punto de vista de la competencia, si el asunto corresponde al 
conocimiento de otro tribunal civil, a lo más dará lugar a una cuestión de 
competencia relativa la cual es siempre prorrogable. Y en el evento de que ya 
exista un proceso en tramitación sobre el mismo asunto, lo que corresponderá 
alegar en este caso es la excepción de litispendencia. 
Cuando la cuestión prejudicial civil surge o se plantea durante el curso 
del proceso por vía incidental o simplemente surge del debate entre las partes, 
en cambio, la materia prejudicial se presenta como una cuestión controvertida 
cuya decisión previa es necesaria para el dictado de la sentencia que se 
pronuncie otorgando o denegando la tutela solicitada, pero que no forma parte 
del objeto principal del pleito, siendo necesario por tanto, determinar si su 
resolución queda cubierta o no por la cosa juzgada de la sentencia que decide 
el asunto principal. 
Sobre la materia, y en contraposición a lo que ocurre en España, el 
conocimiento incidental de un asunto prejudicial no conlleva necesariamente la 
restricción o limitación de la eficacia de cosa juzgada, de manera tal que el 
problema que en dicho ordenamiento genera la aplicación del sistema no 
devolutivo no se presenta o plantea en los mimos términos.  
Ello, porque no sólo no existe en el ordenamiento chileno una norma 
que limite los efectos de este tipo de pronunciamiento, sino que por el 
contrario, se establece expresamente el efecto de cosa juzgada. 
                                               
644 En lo que respecta a las excepciones del demandado, sin embargo, tal como señala la 
doctrina, la jurisprudencia chilena ha sostenido posiciones contrarias estimando en algunos casos 
que estas forman parte del debate y quedan cubiertas por la cosa juzgada. En otros casos, en 
cambio, ha negado dicho valor. Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el 
proceso civil chileno, ob. cit., pp. 22 y 23.  
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De acuerdo a lo establecido en el art. 158 del CPC, sentencia 
interlocutoria es toda resolución que «falla un incidente del juicio, 
estableciendo derechos permanentes a favor de las partes». Por su parte, el art. 
175 del mismo código, dispone que «Las sentencias definitivas o 
interlocutorias firmes producen la acción o la excepción de cosa juzgada». 
Al efecto, la jurisprudencia ha entendido que para «la procedencia de la 
cosa juzgada que se funda en una sentencia interlocutoria, es necesario que 
esta haya declarado en el juicio anterior un derecho de orden sustantivo y no 
meramente procesal a favor del litigante que en el nuevo pleito hace valer la 
excepción de cosa juzgada. Dicha sentencia dictada en un juicio anterior 
seguido entre las mismas partes puede servir de antecedente para invocar la 
cosa juzgada sólo cuando aquellas resolución establezca un derecho material o 
sustancial»645. Así, se ha sostenido que «para alegar la acción o excepción de 
cosa juzgada debe invocarse una sentencia definitiva o interlocutoria firme, 
que declare un derecho a favor de quien la invoca, única forma de poder 
analizar si entre esta sentencia y la nueva que se dice opuesta, concurre la 
triple identidad»646. 
Desde este punto de vista, en la medida que la prejudicialidad 
constituye siempre una materia relativa al fondo del asunto —y no meramente 
procesal—que condiciona la decisión del tribunal sobre la pretensión principal, 
la decisión a que llegue el tribunal resolviendo el incidente será una sentencia 
                                               
645 Cfr. SCS de 1º de abril de 1950, en RDJ, t. XLVII, sec. 1ª, p. 105. En la misma línea, 
SCS de 30 de junio de 1993, en RDJ, t. XC, sec. 1ª, p. 67.  
646 Cfr. SCS de 30 de junio de 1993, en RDJ, t. XC, sec. 1ª, p. 67. Partiendo de lo anterior, 
la Corte ha sostenido que la «cosa juzgada es el efecto que produce las sentencias interlocutorias 
firmes, para que la parte en cuyo favor se ha declarado un derecho en juicio pueda pedir su 
cumplimiento y para impedir que la misma cuestión ya fallada sea nuevamente resuelta en el 
mismo juicio o en otro diverso. En tal caso la sentencia produce cosa juzgada, adquiriendo el 
carácter de inexpugnable e inalterable en el mismo juicio o en otro diverso». SCS de 7 de 
diciembre de 1981, en RDJ, t. LXXIX, sec. 1ª, p. 138. En la misma línea, la doctrina ha entendido 
que el efecto de cosa juzgada respecto de las sentencias interlocutorias exige «un pronunciamiento 
sobre el fondo del asunto o sobre alguna situación jurídica equiparable al pronunciamiento sobre 
el fondo». Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, ob. cit., p. 23. 
A contrario sensu, en general la jurisprudencia ha entendido que las sentencias 
interlocutorias que resuelven cuestiones meramente procesales o no generan derechos permanentes 
a favor de las partes que deban entenderse juzgados, no producen efecto de cosa juzgada y por 
tanto, pueden ser modificadas posteriormente por la sentencia definitiva de primera o segunda 
instancia. Cfr. SCS de 17 de octubre de 1990, en RDJ, t. LIII, sec. 1ª, p. 66 y SCS de 30 de junio 
de 1993, en RDJ, t. XC , sec. 1ª, p. 67. Lo anterior, con excepción de las interlocutorias que se 
pronuncien sobre cuestiones relativas a los presupuestos procesales, como ocurre con las 
resoluciones que fallan una excepción dilatoria de incompetencia del tribunal. En este caso, se ha 
entendido que éstas no pueden renovarse como perentorias por oponerse a la cosa juzgada 
producida por el fallo ejecutoriado que la desechó. SCS, de 21 de noviembre de 1934, en RDJ, t. 
XXXII, sec. 1ª, p. 167. 
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interlocutoria de primer grado que, por disposición expresa de la ley, produce 
efecto de cosa juzgada material o sustancial una vez que esté firme y por tanto, 
no podrá se debatida posteriormente. 
Así ocurre, por ejemplo, con la impugnación planteada por una de las 
partes respecto de un documento presentado por la contraria y que resulta 
decisivo para la decisión del asunto principal.  
En estos casos, el ordenamiento chileno permite la impugnación de la 
prueba documental tanto por vía incidental como por vía principal a través de 
un proceso autónomo, sea civil o penal. En caso de hacerlo por vía incidental, 
la resolución que dicte el tribunal resolviendo el asunto será una sentencia 
interlocutoria que establece derechos permanentes a favor de las partes y por 
tanto produce efecto de cosa juzgada. De esta forma, la cuestión no podrá 
volver a ser discutida en un proceso diverso entre las mismas partes y de 
hacerlo, será procedente la excepción de cosa juzgada647. 
Conforme a lo expuesto vemos, en consecuencia, que en materia de 
prejudicialidad homogénea el sistema no devolutivo tampoco tiene aplicación 
en el proceso civil en los términos que rige en el ordenamiento español.  
En la medida que la decisión incidental de la materia prejudicial 
importe el establecimiento de un derecho sustantivo y no meramente procesal 
en favor de las partes, la resolución que pronuncie el tribunal desplegará 
plenos efectos de cosa juzgada impidiendo un nuevo debate sobre la misma 
cuestión sea en el mismo juicio como en otro posterior entre las mismas partes. 
El problema en este caso, se presentará cuando exista un proceso civil 
paralelo entre las mismas partes en el que se esté discutiendo como objeto 
principal de un pleito el mismo asunto que se ha planteado incidentalmente 
como prejudicial durante la tramitación de otro proceso.  
En este evento, el instrumento idóneo para prevenir una posible 
contradicción entre resoluciones judiciales es la acumulación de procesos y, 
cuando ella no sea posible, la suspensión del proceso en el que surge la 
cuestión prejudicial. 
                                               
647 En esta línea cfr. DUCCI CLARO, CARLOS, Derecho Civil, Parte General, ob. cit., pp. 
423; SANTA CRUZ SERRANO, VÍCTOR, «El instrumento público», en Doctrinas esenciales, 
Derecho Civil, Contratos, ob. cit., pp. 365 y 370; CASARINO VITERBO, MARIO, Manual de 
Derecho procesal, t. IV, ob. cit., pp. 68 y 69 y RODRÍGUEZ PAPIC, IGNACIO, Procedimiento 
Civil, Juicio Ordinario de Mayor Cuantía, ob. cit., p. 148. 
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El ordenamiento chileno, sin embargo, contempla la acumulación pero 
no así la suspensión la que ha sido contemplada sólo excepcionalmente fuera 
del CPC, para ciertos casos específicos como la partición de bienes.  
De esta forma, en caso de no ser procedente la acumulación y por 
imprescindible que sea para el juez civil la decisión sobre el asunto prejudicial 
civil que esta siendo conocido como objeto autónomo de un proceso, no podrá 
suspender el proceso en espera de dicha decisión— la cual de dictarse antes de 
que concluya en proceso le vincularía en virtud del efecto positivo de la cosa 
juzgada— sino que deberá decidir por sí mismo la cuestión. Y esa decisión, en 
los términos antes examinados, no será a los solos efectos prejudiciales sino 
que con efecto de cosa juzgada.  
Siguiendo lo anterior, el riesgo de contradicción entre resoluciones 
judiciales en este caso no es entre un pronunciamiento meramente incidental 
carente de cosa juzgada, sino entre dos sentencias —una interlocutoria y una 
definitiva— que una vez firmes, producen plenos efectos de cosa juzgada 
material o sustancial. 
Desde luego, esta situación genera un problema no sólo para el juez que 
debe decidir incidentalmente la materia prejudicial sino también para el juez 
que está conociendo del asunto como objeto principal de un pleito, pues, aún 
cuando el juicio principal sea anterior, si el asunto es decidido incidentalmente 
por el otro juez antes de que en el proceso principal se llegue a dictar sentencia 
definitiva, la primera resolución le vinculará, asimismo, en virtud del efecto 
positivo o prejudicial con lo cual el juicio completo perdería su razón de ser.  
Ello siempre y cuando las partes hagan valer la excepción de cosa 
juzgada en el juicio, pues de no ser alegada, en virtud del principio dispositivo 
ésta no puede ser apreciada de oficio por el tribunal sin incurrir en un vicio de 
incongruencia (arts. 177 , 304, 309 y 310 CPC) y por tanto, deberá continuar 
con la tramitación del juicio dictando la respectiva sentencia. En este caso, el 
único remedio procedente en caso de contradicción es el recurso de revisión 
(art. 810, nº 4 CPC). 
En nuestro concepto, frente a un caso como este el conocimiento 
incidental de una materia prejudicial debiera ceder frente a la posibilidad de un 
juicio principal en la medida que este juicio principal sea anterior, para lo cual 
bastaría con contemplar un adecuado régimen de suspensión del proceso civil. 
El problema es que, de no proceder la acumulación, al no existir la 
posibilidad de suspensión del proceso, el ordenamiento chileno permite la 
continuación paralela de esta duplicidad de juicios sobre un mismo asunto 
supeditada a la alegación que  las partes realicen o no de la cosa juzgada, de lo 
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cual no sólo puede derivar una abierta contradicción entre las decisiones 
judiciales sino que resulta a todas luces una incongruencia contraria a mínimos 
criterios de eficiencia y economía procesal. 
Si el juicio principal es iniciado posteriormente, la cuestión se complica 
aún más. En nuestro concepto no existe base normativa alguna que permita 
hacer prevalecer dicho juicio por sobre la decisión incidental del asunto, ni aun 
a pretexto del derecho de defensa, negándole efecto de cosa juzgada y toda 
fuerza vinculante. Ello, importa a nuestro juicio una trasgresión al efecto de 
cosa juzgada que abre la puerta a la parte perjudicada para reiterar en juicios 
sucesivos un mismo asunto ya decidido648. 
Probablemente es por estas razones, que la jurisprudencia ha venido 
buscado otros caminos para dar solución a esta problemática, a través de la 
denominada litispendencia impropia o por conexidad. 
Fuera de lo anterior, y quizás una de las razones por las cuales en la 
práctica este tipo de situaciones no se presentan con tanta frecuencia en la 
práctica, es posible apreciar una tendencia en la jurisprudencia —
particularmente cuando la cuestión prejudicial dice relación con la alegación 
de cuestiones de fondo que rebasan un mera oposición a la pretensión principal 
exigiendo la declaración de un derecho a favor del demandado— a exigir su 
alegación por vía principal, sea a través de una reconvención o mediante la 
interposición de una acción independiente.  
                                               
648 Tal fue el caso discutido en SCAP de 21 de septiembre de 1950 (c. 6º), en RDJ, t. 
XLVII, sec. 2ª, pp. 57-59. Se trató de un juicio por comodato precario deducido por el actor 
fundado en su dominio sobre el inmueble en el cual el demandado alegó igualmente derecho de 
propiedad sobre el bien, la cuestión fue resuelta durante el curso del juicio en el cual, finalmente, 
rechazó la demanda.  
Intentando el actor posteriormente una acción reivindicatoria sobre el mismo bien, la 
Corte acogió la excepción de cosa juzgada considerando que «la reproducción de un litigio sobre 
un mismo asunto o materia hace que se considere idéntico el objeto de ambos juicios y procede 
aceptar la excepción de cosa juzgada, aunque no haya identidad perfecta entre lo actualmente 
pedido y lo resuelto con anterioridad, porque las aparentes diferencias no excluyen la cosa 
juzgada, si de aceptarse la nueva petición en la sentencia resulta ésta incompatible con el fallo 
precedente».  
A nuestro juicio, el criterio de la Corte es acertado e importa simplemente la aplicación 
del efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada evitando una reiteración de juicios sobre un 
mismo asunto. En nuestro concepto, y en la medida que el derecho de defensa de las partes este 
suficientemente garantizado, no existe una razón de fondo para exigir la discusión de este tipo de 
asunto en juicios diferentes. Sin embargo, la jurisprudencia reciente ha modificado este criterio, 
señalando en los casos de precario que este procedimiento no es el adecuado para discutir las 
cuestiones relativas la dominio del inmueble, con lo cual deberán siempre plantearse en juicio 
ordinario de lato conocimiento. Además, fuera del precario pero en casos similares, como veremos 
enseguida, la jurisprudencia ha aplicado un criterio contrario haciendo prevalecer un juicio 
principal en el que se discute la materia prejudicial iniciado posteriormente. 
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Tal es el caso, por ejemplo, de la prescripción adquisitiva de un derecho 
real como el dominio o el de herencia, la cual se ha fallado sólo puede hacerse 
valer por el demandado por vía de reconvención o en un juicio separado y no 
como excepción649 o la alegación de dominio por el demandado en un juicio 
sobre precario, caso en el cual se ha declarado que este tipo de procedimiento, 
por su carácter sumario, no es el adecuado para determinar la titularidad del 
derecho de dominio sobre el bien650. 
En otros casos, a nuestro entender de forma bastante discutible, la 
jurisprudencia —principalmente en razón del derecho de defensa de las partes 
— ha ido incluso más allá, privilegiando la decisión de una determinada 
cuestión por vía principal, no obstante haber sido discutida y fallada en otro 
juicio anterior por vía incidental651. 
                                               
649 Cfr. SCS de 29 de junio de 2006, Sala Primera (Civil), Rol Nº 345/2004 (c. 4º) (Id. 
vLex: 30907763). Para la Corte, lo anterior «tiene su fundamento en que la prescripción en virtud 
de la cual se adquieren las cosas ajenas se sustenta, por regla general, en hechos, títulos o 
antecedentes desligados e incluso contrapuestos con los que sirven de fundamento inmediato de la 
acción principal entablada y, por consiguiente, rebasa los márgenes de la relación procesal que 
tiene su origen en la demanda y que se desarrolla en los escritos fundamentales de la etapa de 
discusión. Consecuentemente, la alegación de prescripción adquisitiva intentada en autos no puede 
ser sino materia propia de una acción, que la persona que reviste la calidad de demandado debió 
hacer valer por vía reconvencional, por cuanto de acogerse necesariamente lleva a efectuar una 
declaración en su favor y las excepciones, procesalmente, sólo tienen por objeto oponerse a la 
acción del actor y obtener su rechazo, sin que llegue a efectuarse declaraciones que lo beneficien. 
En efecto, un derecho puede tener por fundamento un hecho, que al ser reconocido por el Derecho 
da origen a un título constitutivo, el que sólo puede tener justificación dentro del proceso en una 
acción, que posibilitará acreditar todos sus elementos para llegar a obtener una declaración 
constitutiva por parte del tribunal, como ocurre con la prescripción como modo de adquirir un 
derecho real». 
650 Al efecto, en SCS de 19 de mayo de 1971 (Westlaw Chile: J4678/1971), en 
TAVOLARI OLIVEROS, RAÚL (DIR.), Jurisprudencias esenciales, t. II, ob. cit., pp. 33-36, la 
Corte ha considerado que para «que la acción de carácter sumario contemplada en el inciso 29 del 
artículo 2.195 del Código Civil pueda prosperar, es indispensable que la persona que la entable 
acredite su carácter de dueña de un inmueble determinado y que quien ocupe dicha propiedad sea 
un mero detentador; o sea, que la ocupe sin título alguno, por mera ignorancia o tolerancia del 
dueño. Dado su carácter sumario, este juicio no es el adecuado para resolver a quién pertenece un 
inmueble cuando ambas partes tienen o invocan título de dominio inscrito sobre él. La resolución 
de la litis en estas condiciones es propia de una demanda reivindicatoria, de lato conocimiento, y 
no de un juicio sumario de precario». 
651 Cfr. SCS de 9 de diciembre de 2013, Sala Primera (Civil), Rol Nº 9252/2012 (c. 12º) 
(Id. vLex: 482312034). Se trató en este caso de una excepción de pago de lo no debido efectuado 
por un tercero con motivo de una medida precautoria de retención decretada por un tribunal y que 
se alegó en dicho juicio por vía incidental, siendo desestimada, y luego como pretensión principal 
en un juicio posterior. Alegada la incompetencia absoluta y relativa del tribunal que conoce del 
segundo juicio, la Corte rechazó dicha alegación considerando que la decisión acerca de dicho 
cuasicontrato de «amerita la substanciación de un juicio de lato conocimiento que, por sus rasgos, 
permitirá llegar a constar la existencia de tales presupuestos. Por lo mismo, no será en el marco de 
puras tramitaciones incidentales, en las que su promotor no es formalmente parte, donde pueda 
zanjarse una controversia como la que ahora se propone por vía principal. Esto es así no sólo 
porque la homologación de los incidentales planteados por la demandante (…) a un juicio 
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De esta forma, es posible observar en general, una reticencia de la 
jurisprudencia a aceptar la alegación de cuestiones sustantivas de esta 
naturaleza tanto por vía incidental o incluso por vía de excepción o defensa por 
parte del demandado, privilegiando su decisión a través de un juicio principal 
aunque a nuestro juicio, no siempre con base normativa suficiente. 
Concluido este examen, sólo destacar que el PNCPC, por primera vez 
en la legislación chilena, viene a reconocer la pendencia de dos o más procesos 
civiles, en sentido amplio, unidos por un vínculo prejudicial, estableciendo el 
régimen devolutivo para un adecuado tratamiento de la prejudicialidad no 
penal en general y de la homogénea en particular. 
Fuera de lo anterior, en una norma que viene a cambiar sustantivamente 
el régimen vigente hasta ahora, el Proyecto establece la posibilidad del juez 
civil para apreciar de oficio la existencia de litispendencia o de cosa juzgada en 
su efecto negativo o excluyente, con lo cual se evita, a nuestro juicio 
                                                                                                                                
ordinario de pago de lo no debido no llegaría a satisfacer en plenitud las exigencias de la autoridad 
de cosa juzgada (…) sino porque, además, atentaría contra las exigencias del debido proceso y del 
derecho de defensa de los litigantes».  
Curiosamente y a nuestro juicio de forma cuestionable, la Corte considera en este caso 
que el tercero que intervino en el primer juicio como tercero independiente en conformidad al art. 
23 CPC no es formalmente parte. Sin embargo, dicha norma le otorga los mismos derechos y 
tratamiento que a éstas de manera tal que, si bien debe respetar lo obrado en juicio, podrá hacer las 
alegaciones y rendir las pruebas que estime conducentes así como interponer los recursos que sean 
procedentes respecto de cualquier sentencia definitiva o interlocutoria. Incluso más aún, la propia 
doctrina reconoce en este caso que a «diferencia de lo que ocurre con el coadyuvante, el 
interviniente principal deduce una nueva acción, dando lugar a una ampliación sobrevenida del 
objeto del proceso (una acumulación de acciones)». Cfr. ROMERO SEGUEL ALEJANDRO, Curso 
de derecho procesal civil. Los presupuestos procesales relativos a las partes, t. III, Santiago, Ed. 
Jurídica de Chile, 2010, p. 22. 
De esta forma, se trata a nuestro juicio de una intervención principal en la que el tercero 
ha hecho valer una pretensión incompatible a la deducida por las partes y por tanto debe ser 
decidida con efectos de cosa juzgada por el tribunal. Sin embargo, la Corte sostiene que por haber 
sido objeto de decisiones incidentales, estás no satisfacen las exigencias de cosa juzgada. Ello, a 
nuestro juicio tampoco es efectivo en la medida que la naturaleza jurídica de la resolución judicial 
que se pronuncie sobre la misma sea una sentencia interlocutoria firme.  
En nuestro concepto, la corte, sin mayor base normativa y probablemente yendo incluso 
contra la cosa juzgada, ha querido simplemente privilegiar la discusión del asunto por vía principal 
como una forma de garantizar el derecho de defensa de las partes —el cual por lo demás no le esta 
negado en el primer proceso— y sin importar que la decisión del segundo tribunal pueda o no 
contradecir lo decidido por el primero.  
Como es posible observar, el problema en este caso es que el juicio principal ha sido 
iniciado en forma posterior por el propio tercero que vio denegada su pretensión en el primer 
juicio y como una forma, a nuestro juicio, de burlar la decisión del primer tribunal. Siendo 
conveniente y necesario proteger el derecho de defensa de las partes, lo cierto es que ello no puede 
importar pasar por alto la  decisión sobre un asunto que aunque incidental, pasó en autoridad de 
cosa juzgada, si bien en este caso ésta no fue alegada en el juicio. 
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correctamente, tener que llegar hasta el final con un juicio que después podrá 
ser anulado por la acción de revisión652. 
3. Caso particular de la prejudicialidad civil no devolutiva en el 
proceso penal. 
Examinados los supuestos de prejudicialidad no devolutiva en el 
proceso civil, vemos que éste régimen no tiene realmente aplicación en el 
ordenamiento chileno en los términos en que se entiende en España ni se puede 
considerar, a nuestro juicio, realmente un instrumento para el tratamiento de la 
prejudicialidad.  
El único caso en que es posible considerar la existencia de un régimen 
no devolutivo como verdadero instrumento para el tratamiento de este tipo de 
cuestiones es en el proceso penal en el cual, a efectos de decidir sobre el fondo 
del asunto los jueces se encuentran expresamente facultados por la ley para 
resolver asuntos civiles prejudiciales a la cuestión penal. 
Desde este punto de vista, si bien no nos adentraremos en su estudio 
detallado, la prejudicialidad en el proceso penal presenta ciertos rasgos 
característicos que vale la pena destacar653. 
En primer lugar, en materia penal el régimen no devolutivo constituye 
la regla general y está concebido en términos bastante amplios por el 
legislador.  
Así, conforme a lo establecido en el inciso 1º del art. 173 COT: «Si en 
el juicio criminal se suscita cuestión sobre un hecho de carácter civil que sea 
uno de los elementos que la ley penal estime para definir el delito que se 
persigue, o para agravar o disminuir la pena, o para no estimar culpable al 
autor, el tribunal con competencia en lo criminal se pronunciará sobre tal 
hecho». 
                                               
652 Conforme al inciso 3º del art. 218 del PNCPC aprobado por la Cámara de Diputados, 
titulado como extensión o límites de la cosa juzgada, «Asimismo, el tribunal, en conformidad a lo 
dispuesto en el artículo 216, podrá, hasta la audiencia preliminar y previa audiencia de las partes, 
declarar de oficio la existencia de litispendencia o de cosa juzgada. 
653 Un estudio más detallado sobre las cuestiones prejudiciales civiles en el proceso penal 
puede encontrarse en MEDINA JARA, RODRIGO y DORN G., CARLOS, «Las cuestiones 
prejudiciales civiles a la luz del Código Procesal Penal», ob. cit., pp. 7-19; LUSIC NADAL, 
YÉLICA, «Las cuestiones prejudiciales civiles en el proceso penal», en Revista Jurídica del 
Ministerio Público, Nº 42, marzo de 2010, pp. 57-66; NÚÑEZ VÁSQUEZ, CRISTÓBAL, Tratado 
del Proceso Penal y del juicio oral. Introducción al estudio del Proceso Penal, Santiago, Ed. 
Jurídica de Chile, 2009, pp. 113-148. Al respecto, cfr. asimismo el Instructivo dictado por el 
Ministerio Público sobre cuestiones prejudiciales civiles, mediante Oficio Nº 353 de 14 de agosto 
de 2001. 
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Conforme al inciso final de esta misma disposición «En todo caso, la 
prueba y decisión de las cuestiones civiles que es llamado a juzgar el tribunal 
que conoce de los juicios criminales, se sujetarán a las disposiciones del 
derecho civil»654. 
De esta forma, los jueces penales gozan de amplias atribuciones para 
pronunciarse —con aplicación de las normas civiles que corresponda—
respecto de cuestiones civiles que sean necesarias para decidir el asunto penal 
en los términos establecidos por dicha norma. Probablemente por esta razón es 
que el conocimiento de este tipo de cuestiones, junto con la acción civil 
derivada del hecho punible, ha sido denominada o conocida por la doctrina 
nacional como la competencia civil del juez penal655. 
Las excepciones a esta regla, esto es, la aplicación del régimen 
devolutivo para el conocimiento de la cuestión civil por el tribunal civil 
competente ratione materiae, están establecidas de manera acotada y 
taxativa656 de manera tal que, en general —y así lo ha entendido la 
                                               
654 El Código Procesal Penal, establece una mayor precisión a efectos de la prueba de las 
acciones civiles y las cuestiones prejudiciales estableciendo en su art. 324 que «La prueba de las 
acciones civiles en el procedimiento criminal se sujetará a las normas civiles en cuanto a la 
determinación de  la parte que debiere probar y a las disposiciones de este Código en cuanto a su 
procedencia, oportunidad, forma de rendirla y apreciación de su fuerza probatoria.  
Lo previsto en este artículo se aplicará también a las cuestiones civiles a que se refiere el 
inciso primero del artículo 173 del Código Orgánico de Tribunales». 
655 Cfr. COLOMBO, JUAN, La competencia, ob. cit., p. 515. Curiosamente, sin embargo, 
y a nuestro juicio en forma incorrecta, el Ministerio Público, secundado por la escasa doctrina que 
ha estudiado esta materia con mayor profundidad, ha considerado que el conocimiento no 
devolutivo de cuestiones de carácter civil por los jueces penales no constituye un verdadero 
supuesto de prejudicialidad.  
Al efecto, sostiene que «aquellas cuestiones que la ley entrega al conocimiento de los 
tribunales ordinarios con competencia criminal no son propiamente prejudiciales, en el sentido que 
no obligan a suspender la sustanciación de la causa penal», sino que se trata de cuestiones «que 
son propias de la competencia civil exclusiva del juez en lo criminal». Por el contrario, «sí es 
correcto utilizar el término cuestión prejudicial civil” para referirnos a aquellos hechos de carácter 
civil cuya resolución la ley entrega a un tribunal que no tiene competencia en materia penal (…). 
Estas son las cuestiones prejudiciales civiles propiamente tales». cfr. Instructivo del Ministerio 
Público sobre cuestiones prejudiciales civiles, Oficio Nº 353, de 14 de agosto de 2001, pp. 2 y 3. 
Siguiendo esta línea, la doctrina ha denominado a estas cuestiones como “pseudas cuestiones 
prejudiciales” sosteniendo que las verdaderas son sólo aquellas que reciben tratamiento 
devolutivo. Cfr. NÚÑEZ VÁSQUEZ, CRISTÓBAL, Tratado del Proceso Penal y del juicio oral, ob. 
cit., p. 136. 
656 Las cuestiones prejudiciales civiles devolutivas en el proceso penal están 
contempladas en los arts. 173, incisos 2° y 3° del COT en relación con los arts. 171 y 252, letra a) 
y 283 del NCPP y art. 4° del CPP, y el art. 174 del COT. Se trata en todos estos casos, de 
cuestiones de naturaleza civil que son de competencia exclusiva del juez civil y por tanto, no 
pueden ser resueltas por el juez penal que conoce del proceso el cual deberá suspender el curso del 
proceso hasta su decisión por el juez competente, la que le vinculará con efecto de cosa juzgada en 
su aspecto positivo o prejudicial. 
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jurisprudencia— cualquier cuestión de carácter civil que surja durante el curso 
del proceso penal y que no tenga tratamiento devolutivo expreso, cae dentro de 
la competencia de los jueces penales y hace improcedente la suspensión o 
sobreseimiento del proceso penal657. 
De esta forma, vemos que existe una cierta preferencia del orden 
jurisdiccional penal para el conocimiento de este tipo de cuestiones y una clara 
opción del legislador para evitar suspensiones excesivas que puedan dilatar el 
curso del proceso y la decisión del conflicto penal658. 
Ahora bien, según se ha visto al tratar la regla de la extensión, la Corte 
Suprema en fallos recientes se ha encargado de precisar el ejercicio de estas 
atribuciones por los jueces penales sentando al efecto dos principios 
fundamentales.  
                                                                                                                                
Así, conforme al inciso 2 y 3º del art. 173 COT «las cuestiones sobre validez de 
matrimonio y sobre cuentas fiscales serán juzgadas previamente por el tribunal a quien la ley tiene 
encomendado el conocimiento de ellas. 
La disposición del inciso precedente se aplicará también a las cuestiones sobre estado 
civil cuya resolución deba servir de antecedente necesario para el fallo de la acción penal 
persecutoria de los delitos de usurpación, ocultación o supresión de estado civil». 
Por su parte, el art. 174 COT, establece que «Si contra la acción penal se pusieren 
excepciones de carácter civil concernientes al dominio o a otro derecho real sobre inmuebles, 
podrá suspenderse el juicio criminal, cuando dichas excepciones aparecieren revestidas de 
fundamento plausible y de su aceptación, por la sentencia que sobre ellas recaiga, hubiere de 
desaparecer el delito. El conocimiento de esas excepciones corresponde al tribunal en lo civil.». 
En este último caso, sin embargo, como es posible observar, la ley establece un régimen 
devolutivo facultativo para el juez penal, de manera tal que no son de competencia exclusiva de 
los jueces civiles. 
657 Así, se ha declarado, que las normas que ordenan paralizar un proceso criminal 
«mientras no sea fallada la cuestión civil previa de que deba conocer otro juez, se refiere sólo a los 
casos de excepción que están taxativamente enumerados en los incisos 2º y 3º del art. 173 del 
Código Orgánico de Tribunales». Cfr. SCAP Concepción de 27 de agosto de 1926. En Gaceta de 
los Tribunales, Nº 155, 2º sem., 1926, p. 655. 
En esta línea, en  SCAP de la Serena de 28 de agosto de 2012, Rol Nº 258/2012 (Id. vLex: 
396843446), se ha sostenido, asimismo que «de acuerdo a la interpretación del citado artículo 173 
del Código Orgánico de Tribunales, las únicas cuestiones prejudiciales civiles que tienen la virtud 
de suspender el procedimiento criminal (…), corresponde a las contempladas expresamente en los 
incisos 2º y 3º y art. 174 del citado cuerpo legal, cuyo no es el caso». En el mismo sentido cfr. 
SCAP de Santiago de 20 de junio de 2012, Rol Nº 1628/2012 (Id. vLex:385086729) y SCS de 13 
de julio de 2011, Segunda Sala (Penal), Rol Nº 8286/2010 (Id. vLex: 436822518). 
658 En materia penal, este fue el sentido que la Comisión revisora del Código de 
Procedimiento Penal quiso dar a la regulación de las cuestiones prejudiciales contenidas en los 
arts. 20 y 21 originales, los que posteriormente fueron trasladados al Código Orgánico de 
Tribunales en los actuales arts. 173 y 174. Durante la discusión, se destacó la idea de dar una 
especie de preferencia a la jurisdicción criminal para el conocimiento de todas las cuestiones de 
carácter civil cuya decisión sea indispensable para el pronunciamiento de la sentencia penal en 
razón de su ligazón con la cuestión penal, estimando preferible limitar las cuestiones prejudiciales 
civiles que paralizan o entorpecen la acción criminal a los casos taxativamente enumerados en los 
arts. 20 y 21 aprobados. Volveremos sobre esta discusión más adelante. Cfr. LAZO, SANTIAGO, 
Los Códigos Chilenos anotados. Código de Procedimiento Penal, ob. cit., pp. 54-60. 
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Por un lado, ha sostenido el carácter restrictivo o excepcional de las 
normas de atribución de competencia para el conocimiento de asuntos que no 
corresponden a la esfera de competencia de los jueces en razón de la materia. 
Y por otro, −cuando la ley lo permite− ha sostenido la amplitud de la 
competencia de los jueces, en este caso penales, para conocer de todas las 
cuestiones conexas al asunto principal —cualquiera sea su naturaleza−, con el 
límite en materia penal, tratándose de la acción civil derivada del hecho 
punible, de que ellas obliguen a enjuiciar las mismas conductas o hechos que 
configuran el ilícito penal659. 
De esta forma, si bien el sistema no devolutivo constituye la regla 
general en materia penal, por amplia que sea la competencia de los jueces 
penales para conocer de asunto civiles por vía no devolutiva, esta atribución 
hace excepción a las reglas de la competencia absoluta en razón de la materia 
de manera tal que, junto con requerir siempre de norma expresa, no pueden ser 
interpretadas en forma extensiva o por analogía.  
Desde luego, a nuestro juicio, esta interpretación no tiene cabida en el 
marco del proceso civil en estos términos pues si bien el art. 111 COT tiene 
aplicación en éste ámbito, no existe norma alguna, que faculte a los jueces 
                                               
659 Cfr. por todas, SCS de 6 de enero de 2014, Sala Segunda (Penal), Rol Nº 2918/2013 
(c. 8º) (Id. vLex: 484959358). Al efecto, la Corte considera, por un lado, que el objeto principal 
del proceso penal es conocer y juzgar una conducta penalmente ilícita, de manera tal que el 
juzgamiento civil relacionado con el hecho debe entenderse como algo excepcional. Lo anterior, 
sin embargo, no es obstáculo para acumular competencias cuando la ley o permite de manera clara 
y precisa para justificar la necesidad de que se discutan en un solo juicio los aspectos civiles del 
delito con la cuestión penal, supuestos que no fueron restringidos, sino por el contrario, ampliados 
por la reforma de la Ley Nº 18.857. 
Una interpretación contraria, a juicio de la Corte, no sólo no fluye del sentido del art. 10 y 
la historia de su establecimiento sino que no se compadece con el principio de extensión en tanto 
«es una regla general de competencia el principio de extensión que se contiene en el artículo 111 
del Código Orgánico de Tribunales, la cual permite una ampliación de competencia a los jueces 
en la tarea de decidir los conflictos de relevancia jurídica y por ello es que admite que el tribunal 
que es competente para conocer de un asunto, lo sea también para conocer de otras cuestiones 
que la norma plantea desde un punto de vista civil, como lo son los incidentes y las materias 
relacionadas con la reconvención o con la compensación, extensión que también opera en el 
juicio penal, como ocurre precisamente con los asuntos civiles o prejudiciales civiles, 
relacionados con el tema criminal, para cuyo conocimiento la ley le entrega competencia a los 
tribunales de la sede penal, como lo constituyen las materias previstas en los artículos 10, 39 y 40 
del Código de Procedimiento Penal, en relación a los artículos 171, 172, 173 y 174 del Código 
Orgánico de Tribunales, de acuerdo a la vigencia que dispuso la Ley Nº 19.708, según se trate de 
asuntos criminales del antiguo o nuevo sistema procesal penal». 
De esta manera —concluye la Corte— «la extensión de competencia de los jueces a 
cuestiones distintas de lo que constituye la causa principal es un principio plenamente vigente y 
además útil y necesario para la congruencia y seguridad jurídica en la contienda jurisdiccional y 
ayuda, además, como un elemento de economía procesal». 
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civiles a conocer de asuntos, sean penales o no penales, que estén fuera de su 
esfera de atribuciones. 
Un segunda particularidad que presenta la prejudicialidad en el proceso 
penal dice relación con el contenido y lo que debe entenderse por 
prejudicialidad civil.  
Justamente ha sido en el ámbito penal donde ha sido posible apreciar 
una cierta apertura respecto de lo que debe entenderse por  prejudicialidad civil 
y que estaría en mayor consonancia con la amplia interpretación que se ha 
venido sosteniendo por el TC y la doctrina constitucional respecto del término 
“causas civiles” contenido en el art. 76 CPR. Desde este punto de vista, la 
restricción de los asuntos civiles en general y de la prejudicialidad civil en 
particular a cuestiones de carácter civil en sentido estricto obedece a una razón 
histórica que es necesario dejar atrás.  
En materia penal, esta interpretación tiene mayor cabida en tanto, por 
un lado, es el único ámbito donde recibe expresa regulación un tipo de 
prejudicialidad administrativa, como son las cuestiones relativas a cuentas 
fiscales cuyo conocimiento corresponde a la Contraloría General de la 
República como Tribunal especial de Cuentas (art. 173, inciso 2º COT), la que 
tiene siempre tratamiento devolutivo.  
Por otro, la propia doctrina ha venido entendiendo que los hechos de 
carácter civil a que se refiere el art. 173 COT deben ser entendidos en un 
sentido amplio comprendiendo «todas aquellas cuestiones representativas de 
hechos de contenido no penal que deban resolverse por le tribunal en el 
proceso criminal, sean éstas de carácter estrictamente pertenecientes al derecho 
civil o de derecho administrativo, comercial»660.  
En nuestra opinión, esta interpretación es aplicable igualmente respecto 
del proceso civil y de todo proceso en el que se suscite un asunto de esta 
naturaleza. 
Finalmente, una última cuestión que plantea la prejudicialidad civil no 
devolutiva en el proceso penal, dice relación con los efectos de la decisión del 
juez penal sobre el asunto prejudicial. 
Si bien el régimen no devolutivo tiene plena aplicación en materia 
penal, el conocimiento de estas materias civiles por el juez penal no es 
meramente incidental o a los solos efectos prejudiciales.  
                                               
660 Cfr. MEDINA JARA, RODRIGO Y DORN G., CARLOS, «Las cuestiones prejudiciales 
civiles a la luz del Código Procesal Penal», ob. cit., p. 9. 
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Por el contrario, en estos casos pareciera que el ordenamiento chileno 
otorga valor de cosa juzgada material a la resolución de juez penal sobre el 
asunto civil en los términos de los arts. 178, 179 y 180 CPC, no obstante 
haberlo realizado a los solos efectos de determinar la existencia del delito, y/o 
la participación y la aplicación de la pena. 
Desde luego, la atribución de eficacia de cosa juzgada a este tipo de 
pronunciamientos podría ser cuestionable, a nuestro juicio, desde el punto de 
vista del derecho de defensa de las partes. Ello, en la medida que un 
conocimiento meramente incidental de un asunto civil en el contexto de un 
proceso penal, probablemente no permitirá a las partes un debate adecuado y 
con la profundidad necesaria para zanjar un asunto de esta naturaleza. 
Lo cierto, sin embargo, es que la ley no restringe en norma alguna los 
efectos de la decisión del juez penal. Por el contrario, todo el sistema pareciera 
discurrir sobre la base de un pronunciamiento definitivo.  
Ciertamente, la ventaja de este sistema es con ello se cierra la puerta a 
un segundo proceso civil posterior donde la cuestión pueda ser nuevamente 
debatida y decidida en un sentido diverso o contradictorio con la decisión del 
juez penal. 
Siendo esto así, estimamos, no obstante, que la extensión de los efectos 
de cosa juzgada de dicha decisión a un eventual juicio civil en que se pretenda 
debatir lo mismo operará —por aplicación del art. 427, inciso 2° CPC— 
siempre que se trate de las mismas partes y no con efecto erga omnes como es 
el que se atribuye a la sentencia penal661. 
                                               
661 En este caso, sin embargo, el riesgo de contradicción entre ambas resoluciones subsiste 
cuando las partes en uno y otro proceso sólo son parcialmente idénticas. 
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 CAPÍTULO TERCERO. OTRAS SOLUCIONES A LOS PROBLEMAS 
DE LA PREJUDICIALIDAD EN EL ORDENAMIENTO CHILENO. 
INSTRUMENTOS PREVENTIVOS Y REPRESIVOS DE SOLUCIÓN. 
Debido principalmente a razones históricas, así como al sistema de 
organización de los tribunales vigente a la época de publicación del CPC de 
1903, el ordenamiento chileno, según se ha examinado, opera sobre la base de 
un sistema de atribución de competencias en función de la materia bastante 
rígido y compartimentalizado en el cual sólo se otorga tratamiento 
excepcional, a través del sistema devolutivo, a los supuestos de prejudicialidad 
heterogénea de carácter penal en el proceso civil y viceversa. 
En este contexto, el sistema no devolutivo —cuyo fundamento se 
encuentra en el art. 111 COT que consagra la denominada regla de la 
extensión— no existe realmente como un sistema para el tratamiento de la 
prejudicialidad en tanto, salvo en los casos de prejudicialidad civil en el 
proceso penal, importa simplemente la consideración y enjuiciamiento de las 
diversas materias por parte de cada tribunal desde sus respectivas ópticas de 
derecho sustantivo, de manera tal que es perfectamente posible, a falta de otros 
mecanismos de solución, la tramitación de procesos paralelos conexos en los 
que un mismo asunto puede ser decidido de forma contradictoria o discrepante. 
De esta forma, vemos que el sistema devolutivo y no devolutivo de 
prejudicialidad vigente en Chile sólo permite un tratamiento parcial de esta 
problemática, reducido básicamente a los supuestos de prejudicialidad 
heterogénea de carácter penal, sin hacerse cargo de las demás interferencias 
que pueden surgir durante el curso de un proceso civil incluidas aquellas de 
carácter homogéneo.  
El problema es que estas interferencias han venido en aumento con 
motivo de la creciente especialización de los tribunales ordinarios y la creación 
de tribunales especiales para el conocimiento de materias específicas, así como 
la diversificación de acciones y procedimientos para su conocimiento en razón 
de lo cual el propio legislador sustantivo ha venido estableciendo en diversas 
leyes especiales regímenes específicos para el tratamiento de la 
prejudicialidad. 
Bajo este contexto, en los apartados siguientes examinaremos cómo, en 
ausencia de un régimen devolutivo de carácter general y frente a la 
inexistencia de un sistema no devolutivo como mecanismo para el tratamiento 
de la prejudicialidad, el ordenamiento chileno aborda y da solución a los 
problemas de prejudicialidad que no son solucionados a través de este régimen 
y si dichas soluciones resultan idóneas y eficaces a los efectos de permitir una 
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adecuada coordinación en la labor de los diversos órdenes jurisdiccionales y 
propender a la coherencia de las sentencias que se dicten en procesos unidos 
por un vínculo prejudicial. 
I. INSTRUMENTOS PREVENTIVOS DE SOLUCIÓN. 
Durante la pendencia simultánea de procesos unidos por un vínculo 
prejudicial, básicamente tres son los instrumentos para dar tratamiento a las 
cuestiones tanto homogéneas como heterogéneas que surjan durante el curso 
del proceso.  
Tratándose de prejudicialidad heterogénea, el principal instrumento de 
carácter preventivo son los sistemas devolutivo y no devolutivo a través de los 
cuales, mediante la suspensión o no del proceso en que se presenta la cuestión 
prejudicial, se busca conciliar la necesidad de celeridad de los procesos con la 
necesidad de evitar contradicciones entre pronunciamientos jurisdiccionales. 
Tratándose de prejudicialidad homogénea, los instrumentos propios son la 
acumulación de acciones y de procesos y también la suspensión del proceso 
civil, la que al menos en España, es reconocida como mecanismo para el 
tratamiento de la prejudicialidad homogénea cuando no es posible la 
acumulación. 
Estos instrumentos operan principalmente cuando el asunto prejudicial 
está siendo discutido al mismo tiempo en un proceso diferente como objeto 
principal de dicho juicio, o bien cuyo conocimiento y decisión pertenezca a la 
competencia absoluta de un tribunal diverso en razón de la materia. 
Cuando se trata no ya de la pendencia simultánea sino que de procesos 
sucesivos unidos por un vínculo prejudicial, el mecanismo propio para 
precaver una posible contradicción entre sentencias es la cosa juzgada en su 
función positiva o prejudicial y la vinculación entre sentencias dictadas en 
procesos con objeto conexo, vinculación que cobra especial relevancia cuando 
se trata se sentencias dictadas por tribunales de diversos órdenes 
jurisdiccionales. 
En el ordenamiento chileno, hemos visto que los sistemas devolutivo y 
no devolutivo tienen escasa y excepcional aplicación, reducida, 
principalmente, a supuestos de prejudicialidad heterogénea de carácter penal, 
lo que deja la puerta abierta a un sinnúmero de situaciones de prejudicialidad 
que no reciben solución a través de este mecanismo. En los apartados 
siguientes, en consecuencia, analizaremos en qué medida a través de la 
acumulación de acciones y de procesos y de la función positiva o prejudicial 
de la cosa juzgada se previene una posible contradicción entre resoluciones 
judiciales dictadas en procesos unidos por un vínculo prejudicial.  
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1. La acumulación de acciones y de procesos como instrumentos 
preventivos de solución. 
En el ordenamiento chileno —tanto dentro como fuera del CPC— la 
acumulación de acciones y de procesos constituye, con similares limitaciones 
que en España, el principal instrumento para el tratamiento de la 
prejudicialidad homogénea en el proceso civil. 
Sólo existe un caso que constituye un claro supuesto de prejudicialidad 
homogénea en el ordenamiento chileno en el que tiene aplicación el sistema 
devolutivo. Se trata del juicio de partición de bienes cuyo conocimiento 
corresponde a un árbitro que actúa como juez partidor y en el cual la 
suspensión del proceso está prevista, sin embargo, no en el actual CPC sino 
que en el Código Civil662. 
Tratándose de cuestiones de carácter heterogéneo, esto es, de asuntos 
cuyo conocimiento pertenezca a un tribunal de diverso orden jurisdiccional o 
bien un tribunal especial, dada la actual configuración y carácter improrrogable 
de la competencia absoluta, por tratarse de un elemento de orden público, no es 
posible el tratamiento de la materia prejudicial como objeto procesal 
diferenciado, ni por tanto, su acumulación a efectos que sea decidido por el 
tribunal que conoce del asunto principal con efecto de cosa juzgada. 
De esta forma, de lege data y por regla general, nunca procederá la 
acumulación cuando se trate de materias heterogéneas, aun cuando exista entre 
ellas un nexo o vínculo entre algunos de los elementos de las pretensiones 
Ello, simplemente, porque falta un presupuesto esencial como es la 
competencia absoluta en razón de la materia a efectos de que el tribunal 
competente para conocer del asunto principal, pueda decidir la materia 
prejudicial con efectos de cosa juzgada663.  
                                               
662 Conforme al art. 1330 Código Civil, antes de proceder a la partición, la justicia 
ordinaria deberá decidir todas las controversias sobre derechos a la sucesión por testamento o 
abintestato, desheredamiento, incapacidad o indignidad de los asignatarios. El art. 1331, por su 
parte, dispone la decisión por la justicia ordinaria de las cuestiones relativas a la propiedad de 
objetos de la masa partible en que alguien alegue un derecho exclusivo. 
663 En este supuesto se encontraría el ejercicio de las acciones indemnizatorias de 
perjuicios por responsabilidad contractual y extracontractual derivadas de un accidente del trabajo 
o enfermedad profesional antes analizados. Los tribunales del Trabajo carecen de competencia 
para pronunciarse de las acciones por responsabilidad extracontractual, aunque deriven de un 
mismo hecho, de manera tal que necesariamente deberán ejercerse en forma separada ante la 
judicatura civil.  
Al efecto, la Corte Suprema ha entendido que en casos como este la posibilidad de 
ejercicio conjunto de estas acciones no es posible al tenor del art. 17 del CPC por tratarse de 
acciones incompatibles «desde que, en razón de la materia sobre las que cada una de ellas versa, 
éstas han debido y deben ventilarse ante tribunales y mediante procedimientos diferentes». 
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Con todo y como excepción a esta regla, el ordenamiento chileno 
contemplaba un caso de acumulación heterogénea prácticamente único en el 
ordenamiento —si bien con características propias— como era el regulado  a 
propósito de la Ley de Quiebras. Conforme a la antigua regulación, la 
acumulación de procesos era procedente respecto de todo tipo de juicios 
pendientes contra el fallido —salvo algunas excepciones— y cualquiera fuere 
el orden jurisdiccional ante el cual se estuvieran tramitando los procesos664.  
Sin embargo, la Ley Nº 20.720 de 9 de enero de 2014, que ha derogado 
la antigua normativa sustituyéndola por un nuevo régimen concursal, modificó 
substancialmente este régimen limitando la procedencia de la acumulación 
sólo respecto de los juicios civiles pendientes contra el deudor y los nuevos 
que se inicien cuyo conocimiento no esté entregado a tribunales especiales o 
arbitrales o estén siendo conocidos por jueces árbitros665.  
                                                                                                                                
Asimismo, tampoco puede prosperar su interposición simultánea ni aún en forma subsidiaria 
«puesto que resulta evidente que cuando el precepto contenido en el inciso final del artículo 17 del 
Código de Procedimiento Civil así lo autoriza, lo hace reconociendo la competencia natural del 
tribunal para conocer de las mismas, no obstante su incompatibilidad. De esta manera, el ámbito 
de aplicación de esta norma de procedimiento se encuentra restringida únicamente respecto de la 
interposición de una o más acciones cuya incompatibilidad tiene su origen en un elemento distinto 
de aquellos que determinan la competencia absoluta del tribunal, como en este caso sucede».  
Con base en estos argumentos, finalmente la Corte determina la incompetencia absoluta 
del tribunal laboral para el conocimiento de la pretensión indemnizatoria por responsabilidad 
extracontractual declarando la nulidad de todo lo obrado. Cfr. SCS de 28 de septiembre de 2005 
(c. 9º y 10º), en RDJ, Nº 2, diciembre 2005, pp. 972 y 973. 
En la misma línea, la Corte Suprema ha señalado respecto de la acumulación de autos  
que ésta sólo tiene aplicación respecto de tribunales que ejercen una misma clase de jurisdicción y 
no en el caso de tribunales ordinarios frente a tribunales arbitrales. Cfr. SCS, 1° de abril 1930, en 
RDJ, t. XXVII, sec. 1 ª, p. 796 y SCS, 29 de septiembre 1932, en RDJ., t. XXX, sec. 1 ª, p. 52. 
664 De acuerdo al art. 70 del Libro IV del Código de Comercio, esta acumulación se 
dispone respecto todos los juicios pendientes contra el fallido cualquiera sea el orden 
jurisdiccional que conozca de ellos y los nuevos que se entablen contra la masa de acreedores. Este 
tipo de acumulación, sin embargo, dio lugar a no poco problemas en la práctica. En general, la 
jurisprudencia ha advertido problemas en la procedencia de este mecanismo, principalmente 
cuando se ha pretendido agregar al juicio de quiebras determinados asuntos laborales. Así, por 
ejemplo, en SCAP de Valdivia de 4 de junio de 2012, Rol Nº 68/2012 (c. 2º) (Id. vLex: 
380191634). En otros casos, la jurisprudencia se ha limitado a ordenar la acumulación sin más 
trámite. En esta línea cfr. SCAP de Santiago de 20 de mayo de 2014, Rol Nº 996/2014 (Id. vLex: 
515773046); SCAP de San Miguel de 1 de julio de 2010, Rol Nº 228/2010 (Id. vLex: 226580703) 
665 La Ley Nº 20.720, en su art. 142, establece como regla general, la acumulación al 
Procedimiento Concursal de Liquidación sólo de los juicios civiles pendientes contra el deudor y 
los que se inicien posteriormente a la notificación de la Resolución de Liquidación. 
En su art. 143 se establece que esta regla no se aplicará respecto de los juicios que estén 
siendo conocidos por árbitros, los que fueren materia de arbitraje forzoso y aquellos sometidos por 
la ley a tribunales especiales. Todos estos juicios, seguirán tramitándose o deberán sustanciarse 
ante el tribunal competente conforme a las reglas generales. 
El articulo 147, por su parte, establece una regla nueva de acumulación o más bien 
radicación  al Procedimiento Concursal de Liquidación de los juicios iniciados por el deudor antes 
de la Resolución de Liquidación, para controvertir la validez, legitimidad o procedencia de los 
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De este modo, con la nueva ley se ha vuelto a la regla general en 
materia de acumulación, con lo que desaparece la posibilidad de acumulación 
heterogénea que permitía la antigua normativa. 
Entrando ya al examen de la acumulación de acciones y procesos como 
instrumentos de solución a los problemas de prejudicialidad, cabe realizar las 
siguientes consideraciones: 
A)  La acumulación de acciones. 
De forma similar a lo que ocurre en España, el actual CPC contempla 
una regulación de este instituto bastante amplia en cuanto a los tipos de 
acumulación procedentes y el grado de conexión que se exige a efectos del 
ejercicio conjunto de acciones, de manera tal que la conexión por 
prejudicialidad queda suficientemente cubierta a través de este instituto y la 
forma de hacerla valer será, normalmente, a través de una acumulación 
sucesiva de pretensiones.  
1. Así, en lo que respecta al grado de conexión entre las acciones, el CPC 
atendiendo a la existencia o no de litisconsorcio reconoce en su regulación 
tanto la acumulación objetiva, en la cual basta con la identidad de partes 
siempre que las acciones interpuestas no sean incompatibles entre sí y en caso 
de serlo, que se interpongan una en subsidio de la otra (art. 17 CPC)666, como 
la acumulación subjetivo-objetiva de pretensiones vinculada a la existencia de 
un litisconsorcio voluntario y en la cual se exige a lo menos, que las acciones 
interpuestas emanen directa e inmediatamente de un mismo hecho (art. 18 
CPC)667. 
                                                                                                                                
créditos justificativos de la Liquidación Forzosa. En su inciso segundo, se establece un supuesto de 
verdadera acumulación al disponer que si en tales juicios las alegaciones del deudor fueren 
similares a las de la oposición planteada en el procedimiento concursal, el tribunal que esté 
conociendo del Procedimiento Concursal de Liquidación deberá resolver ambas controversias en 
un mismo fallo, prevaleciendo, en lo meramente procesal, las disposiciones propias del juicio de 
oposición. 
666 Conforme al art. 17 del CPC, «En un mismo juicio podrán entablarse dos o más 
acciones con tal que no sean incompatibles. Sin embargo, podrán proponerse en una misma 
demanda dos o más acciones incompatibles para que sean resueltas una como subsidiaria de la 
otra». 
667 De acuerdo al art. 18 del CPC «En un mismo juicio podrán intervenir como 
demandantes o demandados varias personas siempre que se deduzca la misma acción, o acciones 
que emanen directa e inmediatamente de un mismo hecho, o que se proceda conjuntamente por 
muchos o contra muchos en los casos que autoriza la ley». 
Para la doctrina chilena, esta norma más que un supuesto de pluralidad de acciones que da 
lugar a la acumulación, se trata y estudia a propósito del litisconsorcio voluntario. Cfr. ROMERO 
SEGUEL, ALEJANDRO, Curso de Derecho Procesal Civil, t. III, ob. cit., pp. 33-41; CASARINO 
VITERBO, MARIO, Manual de Derecho procesal. Derecho Procesal civil, t. III, Santiago, Ed. 
Jurídica de Chile, 2005, pp. 62 y 63.  
  433 
Como es posible observar, esta regulación es muy similar a la contenida 
en la LECiv 2000 en los arts. 71 y 72 con la diferencia en este último caso, que 
no se exige la existencia de un nexo por razón del título o causa de pedir, sino 
que se atiende directamente a la conexión o identidad de los hechos, condición 
suficiente para decretar la acumulación. 
Tal como señala la doctrina, la jurisprudencia chilena ha sostenido una 
interpretación bastante flexible y extensiva de este requisito comprendiéndose 
dentro de éste tanto las hipótesis de conexión propia, esto es, cuando existe 
identidad entre el petitum o la causa de pedir entre las diversas 
acciones668como asimismo, supuestos de conexión impropia669, esto es, cuando 
existe una simple coincidencia u homogeneidad entre las pretensiones670. 
                                                                                                                                
A nuestro juicio, en este caso más que la existencia de una pluralidad de partes, lo que 
prima es la pluralidad de objetos procesales que justifica y da lugar a la acumulación. Lo que 
caracteriza la pluralidad de partes a que se refiere el art. 18 CPC, es la existencia, tal como señala 
la doctrina, de una relación jurídica sustancial con elementos comunes a varios sujetos que da 
lugar a una conexión jurídica entre las distintas acciones. Cfr. CHIOVENDA, GIUSEPPE, 
Principios de derecho procesal civil, t. II, ob. cit., pp. 669-670.  
Cuando se da este tipo de conexión, lo que las partes buscarán a través de la acumulación 
es poder hacer valer conjuntamente en un solo proceso todas las relaciones jurídico-materiales 
controvertidas de que sean titulares y sus efectos jurídicos, como también toda otra que esté 
relacionada y no sea incompatible con aquella. Cfr. GIMENO SENDRA, VICENTE, Proceso civil 
práctico, t. I, Madrid, La Ley, 2005, p. 1160. A esta pluralidad de partes, se corresponde una 
pluralidad de relaciones sustanciales controvertidas las que, por razones de conexión, economía y 
oportunidad, darán lugar a una pluralidad de acciones que se acumulan y tramitan en un mismo 
proceso. Cfr. DÁVILA MILLÁN, MARÍA, Litisconsorcio necesario: concepto y tratamiento 
procesal, Barcelona, Bosch, 1992, p. 207. 
668 Cfr. CHIOVENDA, GIUSEPPE, Principios de derecho procesal civil, t. I, ob. cit., p. 
710; MONTERO AROCA, JUAN, El nuevo proceso civil, (con AA.VV), ob. cit., p. 243. Según 
señala este autor, en conformidad con la nueva LECiv, la conexión propia se presenta cuando es 
idéntica la causa de pedir, esto es, cuando se trata de unos mismos hechos. 
669 Cfr. FAIRÉN GUILLÉN, VÍCTOR, «Sobre el litisconsorcio en el proceso civil», en 
Estudios de Derecho Procesal, Revista de Derecho Privado, Madrid, 1955, p. 129. En esta misma 
línea cfr. MONTERO AROCA, JUAN, El nuevo proceso civil, (con AA.VV), ob. cit., p. 244. Según 
este autor, en este caso las causas de pedir entre las diversas pretensiones no son idénticas, pero sí 
homogéneas. Utilizando la denominación de litis consorcio impropio, para CHIOVENDA se trata de 
relaciones jurídicas independientes y diferentes entre las cuales no existe conexión jurídica. Para 
su admisión, es preciso que exista entre ellas una relación de afinidad, la que se dará cuando las 
relaciones tengan en común un punto de hecho o de derecho a decidir. Cfr. CHIOVENDA, 
GIUSEPPE, Principios de derecho procesal civil, t. II, ob. cit., p. 672.  
En estos casos, más que un riesgo de contradicción entre los posibles pronunciamientos 
que se dicten, pues se trata de casos distintos, el riesgo es el de discrepancia entre los fundamentos 
de los mismos. 
670 Sobre la materia y las diversas posturas sostenidas por la jurisprudencia chilena, cfr. 
ampliamente ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, Curso de Derecho Procesal Civil, t. III, ob. cit., 
pp. 33-41, Según señala este autor, dentro de estos supuestos la jurisprudencia ha admitido incluso 
la procedencia del litisconsorcio eventual y sucesivo. En lo que respecta a la conexión impropia, 
señala este autor que en general para la jurisprudencia “ha sido irrelevante que las acciones digan 
relación materialmente con un mismo acto o contrato o,  incluso, con un mismo conjunto de 
hechos históricamente delimitados en el tiempo», pp. 35 y 36. 
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De esta forma, la jurisprudencia ha venido delimitando el contenido de 
este requisito exigido en el art. 18 CPC interpretando la identidad de hechos 
con suficiente amplitud como para comprender en ella los diversos grados de 
conexión que pueden tener lugar y en especial los supuestos de accesoriedad y 
prejudicialidad, en los cuales existe verdadero riesgo de que se puedan dictar 
sentencias contradictorias en la medida que se resuelva de distinta manera lo 
que es igual. 
Por esta razón, consideramos que el PNCPC, si bien ha diferenciado —
a nuestro juicio correctamente—, los supuestos de litisconsorcio voluntario de 
los supuestos de pluralidad de pretensiones, dándoles un trato diferenciado— 
ha regulado de forma un tanto confusa este grado de conexión basado en la 
identidad de hechos. 
Por una parte, en el art. 33 relativo al litisconsorcio facultativo o 
voluntario, establece que «en un mismo juicio podrán intervenir como 
demandantes o demandadas varias personas siempre que las acciones 
deducidas provengan de un mismo título o causa de pedir, o que se proceda 
conjuntamente por muchos o contra muchos en los casos que autoriza la ley».  
                                                                                                                                
Ejemplo de este tipo de conexión reconocida por la jurisprudencia chilena lo encontramos 
en SCAP de Concepción de 6 de septiembre de 2011, Rol Nº 804/2011 (Id. vLex: 3189223471), en 
un juicio en que se demandó la indemnización de perjuicios en contra del Fisco por falta de 
servicio al no disponer la intervención inmediata de las Fuerzas Armadas ante los abusos, saqueos 
y daños derivado del terremoto ocurrido en Chile el año 2010, considerándose que se trata de 
acciones entre las cuales existe conexión tanto entre la causa de pedir como en el objeto pedido.  
En la misma línea se ha resuelto en el caso fallado en SCS de 13 de mayo de 2013, Sala 
Tercera (Constitucional), Rol Nº 6539-2012, c. 3º y 5º (IdvLex:471839502), donde 75 personas 
demandaron al Fisco al permitir que una Cooperativa de Servicios habitacionales siguiera 
funcionando y captando ahorros a pesar del mal estado de sus negocios. Al efecto, la Corte de 
Apelaciones acogió la excepción opuesta por el Fisco estimando que no procedía la acumulación 
por tratarse de acciones diferentes que corresponden a diversas y variadas situaciones jurídicas y 
en las que existían diferencias relevantes en aspectos como los montos, períodos y prestaciones. La 
Corte Suprema revocó dicha resolución considerando que se traba de acciones que emanan directa 
e inmediatamente de un mismo hecho «siendo irrelevante «la consideración de circunstancias 
incidentales como la fecha y monto de las pagos efectuados a la Cooperativa y lo atingente a las 
cantidades específicas pretendidas por los actores. Es claro que en este proceso las personas que 
individualiza la demanda han actuado en una misma posición de parte, vinculadas por derechos e 
intereses comunes y que piden al órgano jurisdiccional el pronunciamiento de una decisión 
jurídicamente unida, de la cual posiblemente se desprenderán daños a individualizar en cada caso». 
En sentido contrario, sin embargo, la misma Sala de la Corte Suprema ha considerado 
improcedente la acumulación de acciones indemnizatorias contra el Fisco por falta de servicio con 
motivo de los daños, incendios y amenazas recibidos con motivo del conflicto mapuche que afecta 
a la zona. A juicio de la corte no se cumplen los supuestos del art. 18 CPC por cuanto las personas 
perjudicadas han deducido acciones que presentan cada una su particular situación fáctica. Cfr. 
SCS de 13 de marzo de 2013, Sala Tercera (Constitucional), Rol Nº 9162-2012 (Id. vLex: 
435980422). 
  435 
Por otro lado, en el art. 53, al regular la pluralidad inicial objetiva de 
acciones, establece que «el actor podrá ejercer conjuntamente en una misma 
demanda varias acciones o pretensiones contra un mismo demandado, aunque 
provengan de diferentes títulos, con tal que no sean incompatibles entre sí». 
Finalmente, en el art. 54 relativo a la pluralidad inicial subjetiva de 
acciones, establece que «podrán ejercitarse simultáneamente las acciones que 
uno tenga contra varios sujetos o varios contra uno, siempre que entre esas 
acciones exista un nexo por razón del título o causa de pedir. 
Se presumirá que concurre el referido nexo cuando las acciones se 
funden en los mismos hechos. Si no mediare el nexo por razón del título o 
causa de pedir, el tribunal, de plano, declarará inadmisible la demanda». 
Como es posible observar, junto con eliminar la hipótesis en que la 
acción deducida sea la misma se ha agregado como requisito, en el caso de 
litisconsorcio facultativo, que las acciones deducidas provengan de un mismo 
título o causa de pedir, pero sin definir lo que se entiende por ello. En cambio, 
al tratar de la pluralidad subjetiva de acciones, define lo que se entiende por 
nexo en razón del título o causa de pedir presumiendo que concurre cuando las 
acciones se funden en los mismos hechos. 
A nuestro juicio, en ambos casos se está hablando del mismo tipo de 
conexión de manera tal que la definición contenida en el art. 54 debiera ser 
aplicable a lo dispuesto en el art. 33 al tratar del litisconsorcio. 
Con todo, más allá de ello, consideramos que el PNCPC, al hablar de 
“diferentes títulos” en el art. 53 o de “un mismo título o causa de pedir” en los 
arts. 33 y 54 ha introducido a estos efectos una nomenclatura innecesaria y 
confusa, que viene de los mismos términos utilizados en la legislación 
española en la LECiv de 1881 y que causó bastantes dificultades en su 
aplicación.  
Bajo la vigencia de la LECiv 1881, el principal problema que suscitaba 
la aplicación del derogado art. 156 LECiv 1881, consistía en determinar lo que 
debía entenderse por mismo “título” o misma “causa de pedir”, pues la ley no 
los definía ni establecía ningún criterio que permitiera dilucidar su contenido, 
particularmente frente a la discrepancia y disparidad de criterios existentes en 
la doctrina. Entendiendo que se trataba de términos distintos, existía bastante 
confusión en la jurisprudencia al momento de determinar con claridad el 
contenido del concepto y cuando debía entenderse que existía identidad. 
En razón de lo anterior, la LECiv 2000 vino a zanjar esta situación 
definiendo lo que debe entenderse por identidad de título o causa de pedir, 
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términos que son ahora considerados sinónimos el legislador. Tal como apunta 
la doctrina, la LECiv 2000, sin pretender terciar en la conocida polémica 
acerca de los que se debe entender por causa de pedir (teorías de la 
individualización o de la sustanciación), le basta con que exista identidad entre 
los hechos, lo que no significa que deban coincidir absolutamente en sus 
fundamentos fácticos671. 
Conforme a lo anterior, consideramos que el PNCPC no debiera 
innovar en esta materia introduciendo una nomenclatura extraña, confusa e 
innecesaria  como es la referencia al título o causa de pedir, pues, a diferencia 
del ordenamiento español, el ordenamiento chileno ha operado siempre sobre 
la base de la identidad o conexión entre los hechos sin necesidad de recurrir a 
dicha terminología. 
2. En lo que respecta a los tipos de acumulación, tal como señala la 
doctrina672 el actual CPC reconoce en su regulación prácticamente todos las 
formas de acumulación, comprendiéndose en ella tanto la acumulación inicial 
(art. 17) como la sobrevenida, en caso que exista ampliación o modificación de 
la demanda (art. 261), reconvención del demandado (art. 314) o la intervención 
de un tercero principal o independiente (art. 22), así como la acumulación 
simple o condicional (art. 17).  
Tratándose de la reconvención y a diferencia de lo que ocurre en el 
derecho español, la ley no exige que la pretensión del demandado tenga 
conexión causal alguna con la demanda principal, de manera tal que, en la 
medida que se trate de las mismas partes, a través de ella pueden interponerse 
pretensiones totalmente inconexas. 
En el ordenamiento chileno, cabe destacar que el ejercicio de esta 
facultad por parte del demandado reviste especial relevancia en tanto 
constituye prácticamente el único instrumento a efectos de hacer valer en el 
marco de un proceso civil la prescripción adquisitiva del dominio u otro 
derecho real, pretensión que típicamente opera como prejudicial frente a una 
acción declarativa de dominio o reivindicatoria.  
                                               
671 Cfr. GASCÓN INCHAUSTI, FERNANDO, La acumulación de acciones y de procesos 
en el proceso civil, ob. cit., pp. 43 y 44. Para este autor, cuando la LECiv habla de identidad o 
conexión quiere decir que las causas de pedir serán idénticas cuando «las acciones se funden 
exclusivamente en los mismos hechos» y serán conexas cuando «se funden en hechos comunes, 
sin perjuicio de que el fundamento fáctico de alguna de las acciones, o de ambas, sea más amplio». 
Es suficiente, para que proceda la acumulación, por tanto, con que «existan unos «hechos 
compartidos» y que sirvan en ambas acciones de fundamento del petitum». 
672 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, Curso de Derecho procesal civil. La acción y 
la protección de los derechos, t. I, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 2007, pp. 83 y 84. 
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Sobre la materia, como se ha visto, la jurisprudencia ha venido 
sosteniendo sistemáticamente la imposibilidad de alegar la prescripción 
adquisitiva por vía de excepción por cuanto ella no constituye una simple 
oposición al pretensión principal, sino que normalmente se sustenta en hechos, 
títulos o antecedentes desligados o incluso contrapuestos a la pretensión 
principal que rebasan los márgenes de la relación procesal que tiene su origen 
en la demanda, y por tanto, requiere de una discusión por vía principal en la 
que puedan acreditarse todos sus elementos673. 
En lo que respecta a la acumulación condicional, es precisamente a 
través de este mecanismo a través del cual, por regla general, se realizará el 
ejercicio conjunto de pretensiones unidas por un vínculo prejudicial. 
En general, y pese a las reticencias que en el plano teórico se han 
planteado respecto de este tipo de acumulación, en el ordenamiento chileno es 
posible apreciar claramente su procedencia y aceptación tanto por parte de la 
doctrina como la jurisprudencia. 
En el plano práctico, al igual que ocurre en España, son múltiples los 
casos en que el vínculo por prejudicialidad se puede presentar y hacer valer a 
través de una acumulación sucesiva.  
Así ocurre, por ejemplo, con la acción de petición de herencia y las 
acciones relacionadas con el estado civil del demandado674; las acciones de 
cerramiento y demarcación de un terreno675; la acción resolutoria o de nulidad 
contra un contratante y la reivindicatoria contra un tercer poseedor676; la acción 
de declaración de inoponibilidad con la acción reivindicatoria677 y en general 
                                               
673 Cfr. SCS de 29 de junio de 2006, Sala Primera (Civil), Rol Nº 345/2004 (c. 4º) (Id. 
vLex: 30907763). 
674 Cfr. SCS de 7 de julio de 1937, en RDJ, t. XXXIV, sec. 1ª, p. 379. 
675 Cfr. SCS de 2 de noviembre de 1953, en RDJ, t. L, sec. 1ª, p. 453. 
676 Cfr. SCS de 29 de mayo de 1922, en RDJ, t. XXI, sec. 1ª, p. 616, las que a juicio de la 
Corte deben interponerse conjuntamente. En la misma línea, SCS de 6 de marzo de 2008, Sala 
Primera (Civil), Rol Nº 2359/2006 (Id. vLex: 332736858.) 
677 Cfr. SCAP de Santiago de 5 de marzo de 1964, en RDJ, t. LXII, sec. 2ª, pp. 53 y ss. 
En esta misma línea, la Corte Suprema en SCS de 31 de marzo de 2014, Sala Primera 
(Civil), Rol Nº 146/2013 (Id. vLex: 501838122) ha declarado la procedencia de la interposición de 
una acción de inoponibilidad con la consecuenciales de petición de herencia y reivindicatoria, 
siendo innecesario que la primera acción haya sido decidida en forma previa en juicio anterior.  
Al efecto, sostiene que «las acciones intentadas se dedujeron postulando la ineficacia del 
acto de cesión de sus derechos hereditarios, lo que no importa sino una alegación de 
inoponibilidad de fondo, considerando que precisamente se ha reclamado la falta de un requisito 
interno del acto jurídico, cual es, la voluntad; postulando, en definitiva, que el contrato de 29 de 
octubre de 1999 no va a producir efectos en cuanto a ellos respecta y, que, por vía consecuencial, 
es decir, a partir de esa constatación, procede declarar la calidad de herederos que les corresponde 
y la restitución de los bienes que indica. Luego, yerran los jueces del grado al no entenderlo así.   
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en todos aquellos supuestos de acciones restitutorias o indemnizatorias que se 
acumulan a una acción declarativa o constitutiva, como son las de nulidad 
absoluta, la de simulación y la de resolución de contrato, siempre y cuando se 
trate de «acciones distintas y autónomas y no de declaraciones accesorias de 
una misma y única acción»678. 
Al respecto, la doctrina chilena ha puesto especial atención en el tema y 
la necesidad de interposición conjunta a través de una acumulación sucesiva de 
ciertas acciones —atendida su actual configuración en el derecho civil 
chileno— como las de nulidad del art. 1687 y 1689 del CC, la de resolución de 
contratos de los arts. 1490 y 1491 del CC, o la de inoponibilidad de un acto o 
contrato especialmente cuando se solicita por fraude, con las acciones 
reivindicatorias o restitutorias que puedan tener lugar como efecto de dicha 
declaración, especialmente cuando proceden respecto de terceros que no han 
intervenido en el juicio. 
En particular, en lo que respecta a la acción de nulidad se sostiene la 
necesidad de esta interposición sucesiva de acciones a efectos de traer al 
respectivo juicio no sólo a las partes que han celebrado el acto o contrato cuya 
nulidad se solicita sino también y especialmente a los terceros adquirentes que 
puedan verse afectados por las acciones reivindicatorias o restitutorias que 
nazcan de dicha declaración de nulidad, los que de otra manera —esto es, de 
ser demandados en un juicio posterior e independiente— se verían impedidos 
de defenderse «imponiéndole los efectos de la declaración de nulidad sin que 
el tercero haya sido oído previamente en el juicio»679. 
                                                                                                                                
La tesis que plantea la necesidad de deducir la acción de inoponibilidad, en forma previa 
a las  impetradas en autos, no puede aceptarse, desde que, además de resultar innecesario bajo la 
óptica del derecho privado, por comprenderse ciertamente formulada en la especie según hemos 
constatado, contraría los principios de celeridad y economía procesal que se erigen como pilares 
de nuestro derecho adjetivo, teniendo en consideración que los argumentos y presupuestos fácticos 
en que se inspiran unas y otras acciones son exactamente los mismos». 
678 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La acumulación inicial de acciones en el 
Derecho Procesal español, ob. cit., p. 315 y 316. 
Al respecto, en la Historia del establecimiento del art. 18, antiguo art. 19 se reconoce este 
tipo de acumulación sucesiva, dejando constancia que «nacen directa e inmediatamente de un 
mismo hecho la acción reivindicatoria que fluye de la nulidad, resolución o rescisión de un acto o 
contrato; y asimismo la del arrendador contra el arrendatario directa para la terminación del 
arrendamiento y a la vez contra el sub-arrendatario, a fin de que éste restituya la cosa arrendada». 
Cfr. LAZO, SANTIAGO, Los Códigos chilenos anotados. Código de Procedimiento Civil, ob. cit., p. 
46. 
679 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, Curso de derecho procesal civil, t. I, ob. cit., p. 
114.  En el caso de la nulidad, a juicio de este  autor, esta necesidad de acumulación sucesiva 
resulta más imperiosa aún que respecto de la acción resolutoria de un contrato en tanto en la 
nulidad la acción reivindicatoria se da contra terceros poseedores independiente de su buena o 
mala fe. De esta forma, prácticamente la única excepción o defensa disponible a su favor es la 
  439 
Yendo incluso más allá, para la doctrina se trata no sólo de casos en los 
que debiera utilizarse la acumulación sucesiva litisconsorcial como una forma 
de suplir la intervención forzada de partes que carece de reglamentación en el 
ordenamiento chileno, sino de claros supuestos de litisconsorcio necesario 
impropio en los que debiera reconocerse la legitimación pasiva forzosa de los 
terceros para intervenir como parte en el juicio de nulidad o resolución680. 
Como es posible observar, los casos enunciados precedentemente dicen 
relación con el tema relativo a los límites subjetivos de la cosa juzgada y su 
posible extensión a terceros que no han litigado en el juicio particularmente 
cuando son titulares de un derecho, situación o relación jurídica conexa con la 
discutida por las partes, pero que sin embargo no tienen legitimación para 
actuar en dicho proceso.  
En todos estos casos, se trata ciertamente de claros supuestos de 
prejudicialidad los que, sin embargo, no tienen o no encuentran solución a 
través del efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada —a menos que exista 
norma legal expresa que les extienda dicho efecto o una interpretación amplia 
del concepto de identidad legal— en tanto, en principio, no se cumple con la 
identidad legal de personas que exige el art. 177 CPC, pero sí a través de los 
denominados efectos reflejos o indirectos de la sentencia. 
En estas materias, tal como ha venido delimitando la doctrina, los 
efectos jurídico-materiales de la sentencia que se dicte en el proceso entre las 
partes operan en el segundo proceso que se siga contra el tercero como hechos 
constitutivos, impeditivos, extintivos o excluyentes que afectan la relación 
jurídica de la que éste es titular pudiendo ser utilizada por la parte vencedora 
como un hecho constitutivo de su pretensión, efectos que la doctrina ha 
denominado como indirectos, reflejos o colaterales. De esta manera, si bien la 
sentencia no despliega efectos directos de cosa juzgada positiva respecto del 
                                                                                                                                
prescripción adquisitiva del bien, defensa respecto de la cual cabe agregar, por nuestra parte, que 
sólo puede ser interpuesta por vía principal a través de una reconvención y no por vía de 
excepción, según lo ha venido sosteniendo la jurisprudencia. 
En general, si bien esta postura había sido siendo sostenida en algunos fallos antiguos 
aislados, recientemente la jurisprudencia la ha recogido expresamente. SCS de 29 de mayo de 
1922, en RDJ, t. XXI, sec. 1ª, p. 616; SCS de 26 de abril de 2006, Sala Primera (Civil), Rol Nº 
5242/2003 (Id. vLex: 329629083) y SCS de 6 de marzo de 2008, Sala Primera (Civil), Rol Nº 
2359/2006 (Id. vLex: 332736858). 
680 Sobre la materia cfr. ampliamente ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, Curso de 
derecho procesal civil, t. I, ob. cit., pp. 105-124 y ALESSANDRI RODRÍGUEZ, ARTURO, La 
nulidad y la rescisión en el derecho civil chileno, t. II, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 2010, pp. 
349-355. Respecto a la acción de inoponibilidad, cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, «La 
acción para la declaración de inoponibilidad de un acto o contrato», en Estudios de Derecho 
Privado. Libro de homenaje al jurista René Abeliuk, ob. cit., pp. 251-264. 
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tercero que no ha intervenido en el juicio —y por tanto no pueden imponerse a 
su respecto el carácter inmutable e irrevocable de la sentencia respecto de las 
partes—, la sentencia actúa en el segundo proceso como un hecho jurídico que 
forma parte del supuesto de hecho de la norma que rige la relación jurídica de 
que éste es titular el tercero. La diferencia con los efectos prejudiciales de la 
cosa juzgada, en este caso, es que el tercero podrá defenderse deduciendo en el 
segundo proceso las defensas que el ordenamiento sustantivo ponga a su 
disposición para enervar o desvirtuar dicha eficacia refleja681. 
No obstante lo anterior, estos casos de conexión prejudicial entre 
pretensiones que involucran a terceros que no han intervenido en el juicio, son 
sin duda, tal como señala la doctrina, los que mayores controversia generan a 
nivel tanto doctrinario como jurisprudencial en cuanto a la eficacia que 
despliega la sentencia respecto de dichos terceros682. 
En el ordenamiento chileno, la situación no es muy diferente lo que se 
ve agravado además, por el desconocimiento en el sistema chileno de la cosa 
juzgada en su aspecto positivo o prejudicial y más aún su distinción con los 
efectos reflejos o indirectos.  
En este último caso, si bien la doctrina procesal chilena se ha referido y 
reconocido la eficacia refleja de la sentencia principalmente con base al 
reconocimiento de que las relaciones jurídicas no son aisladas sino 
esencialmente vinculadas o conexas, se trata de una materia que sólo muy 
recientemente ha comenzado a desarrollarse tanto a nivel teórico como en 
cuanto a su aplicación práctica en el ordenamiento chileno683.  
La doctrina civilista, por el contrario, se ha mostrado reacia a la 
aceptación de los efectos reflejos de la sentencia respecto de terceros que no 
han intervenido en el juicio, principalmente en razón del principio de audiencia 
y derecho de contradicción que les asiste, considerando que no es posible 
imponerles los efectos de una declaración de nulidad o resolución de un 
contrato, como en los casos antes mencionados, sin haber tenido la posibilidad 
de participar en dicho juicio684. 
                                               
681 Cfr. GRANDE SEARA, PABLO, La extensión subjetiva de la cosa juzgada en el 
proceso civil, ob. cit., pp. 57-64, 119-121, 365-368 y 442-446. 
682 Ob. cit., p. 365. 
683 Ha sido principalmente el prof. ROMERO quien ha publicado recientes trabajos  
profundizando en esta línea de investigación. Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, Curso de 
derecho procesal civil, t. I, ob. cit., pp. 105-124, antes citado y «La sentencia judicial como medio 
de prueba», ob. cit., pp. 262-269. 
684 En materia de nulidad, Cfr. ALESSANDRI RODRÍGUEZ, ARTURO, La nulidad y la 
rescisión en el derecho civil chileno, t. II, ob. cit., pp. 349-355 antes citado. En lo relativo a la 
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A nivel positivo y jurisprudencial, sin embargo, los límites subjetivos 
de la cosa juzgada, cuya base se encuentra en el principio de relatividad de las 
sentencias consagrado en el art. 3 del Código Civil, han sido configurados en 
forma bastante imprecisa y amplia por el legislador y han venido siendo 
interpretados por la jurisprudencia en forma flexible, todo ello con apoyo en lo 
dispuesto en el art. 177 CPC conforme al cual la cosa juzgada puede «alegarse 
por el litigante que haya obtenido en el juicio y por todos aquellos a quienes 
según la ley aprovecha el fallo»685. 
Tal como señala la doctrina chilena, con base en dicha disposición 
reforzada, asimismo, por la amplitud de las normas de legitimación y de 
intervención voluntaria y forzada de los terceros contenidas en el CPC, el 
principio de relatividad de las sentencias ha venido siendo atenuado cada vez 
más por la jurisprudencia la que, a falta de norma legal expresa, ha venido 
extendiendo el alcance de la identidad legal de personas respecto de ciertos 
terceros que no han intervenido originariamente como partes686. 
De esta forma, se aprecia una tendencia en la jurisprudencia a 
extender la eficacia de la sentencia respecto de terceros. A partir de aquí, lo 
cierto, sin embargo, es que no se ha detenido mayormente en la diferenciación 
entre efectos directos y reflejos —los que en este último caso no han sido 
reconocidos por la jurisprudencia— centrándose mayormente el debate en la 
configuración de los supuestos de identidad legal de personas que hace 
procedente la cosa juzgada en los términos establecidos en el art. 177 CPC, los 
que se han ampliado a fin de poder  incluir a ciertos terceros no litigantes que 
tienen un interés conexo o dependiente con el debatido entre las partes.  
El problema, es que en dicha interpretación no siempre ha existido 
uniformidad sosteniéndose, en algunos casos, criterios discrepantes en cuanto a 
                                                                                                                                
acción resolutoria, cfr. del mismo autor, De la Compraventa y de la Promesa de Venta, t. II. v. 1, 
Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 2011, pp. 513-556. 
685 Asimismo, otra norma que da cuenta de la amplitud con  la que el legislador ha 
regulado los efectos de la sentencia respecto de terceros, es el art. 150 CPC conforme al cual «La 
sentencia que acepte el desistimiento, haya o no habido oposición, extinguirá las acciones a que él 
se refiera, con relación a las partes litigantes y a todas las personas a quienes habría afectado la 
sentencia del juicio a que se pone fin».  
Por su parte, el ordenamiento chileno regula asimismo en forma bastante amplia la 
posibilidad de intervención de terceros adhesivos, independientes y excluyentes en el proceso civil 
(arts. 22 y 23 CPC), a los cuales se extiende en forma expresa los efectos de cosa juzgada de la 
sentencia que se dicte en el pleito (art. 24 CPC). 
686 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso civil chileno, 
ob. cit., pp. 56-65.  
  442 
la inclusión o no de los mismos, como ha ocurrido en materia de fianza, de 
sucesión a título singular o de obligaciones solidarias o indivisibles687. 
En lo que respecta a las acciones restitutorias o reivindicatorias que 
derivan de la nulidad o resolución de un contrato antes señaladas, en general la 
jurisprudencia ha entendido que los terceros adquirentes se ven afectados por 
la sentencia que declara la nulidad o resolución de un contrato, pero ello 
tampoco ha sido de manera uniforme688. 
Para la doctrina, el problema es la afectación del derecho de defensa del 
tercero que no ha intervenido en el juicio principal entre las partes 
imponiéndosele los efectos de la declaración de nulidad o resolución, con 
mínimas posibilidades de defensa en el segundo juicio. En razón de lo anterior, 
se plantea la necesidad de una acumulación sucesiva litisconsorcial o incluso, 
la procedencia de un litisconsorcio necesario impropio. 
Por nuestra parte, consideramos que tanto en este caso así como en 
todos aquellos, particularmente cuando no existe norma expresa, en que pueda 
                                               
687 Tal como señala la doctrina, dicha extensión ha operado en diversos casos como los 
relativos a obligaciones solidarias e indivisibles, en la sucesión a títulos singular, en las relaciones 
entre herederos y legatarios y en materia de fianza. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, ob. cit., p. 
64. En la misma línea, cfr. CASARINO VITERBO, MARIO, Manual de Derecho procesal, t. III, 
ob. cit., pp. 133-135 y STOEHREL MAES, CARLOS, De las disposiciones comunes a todo 
procedimiento y de los incidentes, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 2010, pp. 131-134. 
Sin embargo, en materia de fianza, por ejemplo, la jurisprudencia ha mantenido posturas 
contradictorias sosteniendo en algunos casos la existencia de identidad legal que hace procedente 
la cosa juzgada, como se ha entendido en SCS de 30 de abril de 1943, en RDJ, t. XXXI, sec. 1ª, p. 
370, o la inexistencia de tal identidad, como en SCS de 15 de diciembre de 1906, en RDJ, t. IV, 
sec. 1ª, p. 305. En este último caso, la Corte consideró que la sentencia «recaída en el juicio contra 
el deudor principal no produce cosa juzgada respecto del fiador, si éste no ha intervenido en el 
pleito y no ha sido parte en él». 
No obstante lo anterior, tal como señala la doctrina, la Corte Suprema se ha mostrado 
renuente a utilizar o reconocer la eficacia refleja de la sentencia como categoría procesal. De lo 
anterior, da cuenta la SCS de  2 de agosto de 1994, en Fallos del Mes Nº 429, p. 443, en la que la 
Corte acogió un recurso de queja estimando improcedente la aplicación de dicha doctrina. Cfr. 
ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso civil chileno, ob. cit., p. 104. 
688 Al efecto, en SCS de 26 de agosto de 1907, en RDJ, t. V, sec. 1ª, p. 6, la Corte ha 
sostenido que «Declarada la nulidad de un acto por sentencia recaída en juicio seguido entre los 
que lo celebraron, los terceros a quienes se hayan traspasado los bienes materia de este acto, no 
pueden oponerse a los efectos jurídicos de la sentencia que declaró la nulidad, ni a oponerse a que 
se ejercite contra ellos la acción reivindicatoria que nace de la nulidad judicialmente declarada, 
fundándose en que no litigaron en aquel juicio de nulidad». Como es posible observar, en este caso 
la Corte no habla de extensión de la cosa juzgada sino de los efectos jurídicos de la sentencia que 
declara la nulidad con lo cual, a nuestro juicio, lo que está reconociendo es la eficacia refleja de la 
sentencia. En la misma línea, SCS de 26 de septiembre de 1966, en RDJ, t. LXII, sec. 1ª, p. 340. 
En sentido contrario, SCS de 10 de noviembre de 1938, en RDJ, t. XXXVI, sec. 1ª, p. 312 
y SCS de 8 de octubre de 1912, en RDJ, t. XI, sec. 1ª, p. 64 y SCS de 21 de julio de 1925, en RDJ, 
t. XXIII, sec. 1ª, p. 354. En esta última sentencia, la Corte ha sostenido que  la sentencia «que 
declara resuelto un contrato no produce efecto alguno contra una tercera persona que no figuró 
como parte en el juicio de resolución». 
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entenderse que terceros que no han litigado en el juicio pueden verse afectados 
por la eficacia refleja de la sentencia, la acumulación sucesiva de pretensiones 
se presenta como un instrumento eficaz a efectos de que éstos no sólo puedan 
intervenir y defenderse adecuadamente en el juicio, sino también, de que la 
sentencia pueda desplegar a su respecto eficacia directa de cosa juzgada 
material en su aspecto positivo o prejudicial, en conformidad al art. 24 CPC689. 
Asimismo y con mayor razón, lo es en aquellos casos en que por disposición 
legal expresa, sea el legislador el que extienda los efectos de cosa juzgada a 
posibles terceros que no han litigado, aunque en este caso a nuestro concepto, 
de lo que se trata es de la integración de un litisconsorcio necesario. 
Con todo, según señala la propia doctrina, criterio que ha sido asimismo 
aceptado por la jurisprudencia, a nuestro juicio, antes que la acumulación de 
pretensiones o de procesos, aunque en forma alternativa, la institución 
naturalmente procedente en este caso para dar solución a esta problemática, es 
la intervención voluntaria adhesiva del tercero contemplada en el 
ordenamiento chileno en el art. 23 del CPC. Para ello, como sostiene la 
jurisprudencia, basta con que las partes notifiquen al tercero acerca de la 
existencia del juicio a fin de que comparezca a hacer valer sus derechos y de 
no hacerlo, los resultados del juicio le afectarán en conformidad a lo dispuesto 
en el art. 24 CPC690. 
                                               
689 En esta línea, ya en la propia historia del establecimiento del art. 18 se reconocía la 
necesidad de acumulación de este tipo de acciones. Al efecto, refiriéndose a las acciones 
personales rescisorias, de nulidad y resolutoria, se dejó constancia expresa que éstas «se dirigen 
contra el contratante con el fin de terminar los efectos o anular los actos contractuales; pero como 
de la infracción declarada hay derecho para deducir la acción real contra terceros, como lo 
establecen los artículos 1490, 1491 y 1689 del Código Civil, es útil en todos los conceptos que 
ambas acciones puedan tramitarse en un mismo juicio. De este modo la sentencia sobre la acción 
personal empecerá al poseedor contra quien se reivindica». Cfr. LAZO, SANTIAGO, Los Códigos 
chilenos anotados. Código de Procedimiento Civil, ob. cit., p. 46. 
En lo que respecta a los efectos de la intervención adhesiva, tal como señala la 
jurisprudencia, la calidad «de tercero coadyuvante en relación a la demanda subsidiaria, determina 
que dicha resolución judicial le produzca, en cuanto tercero coadyuvante del demandado —parte 
directa de la acción subsidiaria de lesión enorme—, los mismos efectos que respecto de las partes 
principales». Cfr. SCS de 7 de agosto de 2007, Sala Primera (Civil), Rol Nº 4237/2005 (c. 10º) (Id. 
vLex: 332773934). 
690 En esta línea, con la jurisprudencia citada, Cfr. ALESSANDRI RODRÍGUEZ, 
ARTURO, De la Compraventa y de la Promesa de Venta, t. II, v.1, ob. cit., pp. 544-545. Cfr. 
asimismo por todas SCS de 7 de agosto de 2007, Sala Primera (Civil), Rol Nº 4237/2005 (Id. 
vLex: 332773934). 
Ciertamente, el CPC no contempla, para estos efectos, la posibilidad de una intervención 
forzada del tercero, mecanismo que sólo está previsto en el art. 21 para suplir la falta de 
litisconsorcio activo. En leyes especiales, sí que se contempla esta posibilidad como ocurre en 
materia de arrendamiento. Al efecto, el art. 11 de la Ley Nº 18.101 establece respecto de los 
subarrendatarios que para que «les sea oponible lo obrado y la sentencia recaída en los juicios de 
desahucio, de restitución o de terminación del arrendamiento por falta de pago de la renta seguidos 
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Conforme a lo anterior, el ordenamiento chileno contempla dos 
instrumentos procesales que permiten dar solución al problema antes descrito y 
en virtud de los cuales, la eficacia refleja de la sentencia se vería reforzada, 
como señala la doctrina, por el efecto positivo o prejudicial de la cosa 
juzgada691 con lo cual se salva toda posible duda acerca de su eficacia así como 
la posible aplicación de criterios contradictorios por parte de la jurisprudencia. 
Siendo improcedente en estos casos pretender una extensión de los 
efectos positivos o prejudiciales de la cosa juzgada, lo que a nuestro juicio no 
es posible hacer, sin embargo, es desconocer toda eficacia a la sentencia que se 
dicte declarando la nulidad o resolución del contrato respecto de terceros 
adquirentes basado en una rígida interpretación del principio de relatividad de 
las sentencia del art. 3º del CC y en la imposibilidad de intervenir en un juicio 
respecto del cual, además, carece de legitimación para obrar al no haber sido 
parte del contrato. 
Lo anterior, no sólo vulneraría el propio régimen civil vigente, cuya 
configuración no permite una interpretación como aquella, sino que importaría 
desconocer el carácter prejudicial que tiene la sentencia que se dicta en el 
primer proceso respecto del segundo que se incoe en contra del tercero, lo cual 
evidentemente podría dar lugar a sentencias completamente contradictorias.  
Una adecuada interpretación de los efectos directos e indirectos de las 
sentencias, tal como se ha venido delimitando hoy en día por la doctrina luego 
de no pocos años de esfuerzo científico, permite a nuestro juicio dar una 
adecuada solución a este tipo de situaciones ponderando adecuadamente la 
necesidad de coherencia de las sentencias con el derecho de defensa de los 
terceros, los cuales siempre podrán enervar los efectos jurídico-materiales o 
reflejos de la sentencia692. 
                                                                                                                                
contra el arrendatario, les deberá ser notificada la demanda o deberán haberse apersonado en la 
causa» así como en el art. 29 de la Ley Nº 18.287 de Policía Local conforme al cual, para poder 
hacer valer la sentencia condenatoria contra el tercero civilmente responsable debe notificársele 
previamente la denuncia o querella seguida ante el Jugado de Policía Local que conoce del asunto.  
691 Cfr. GRANDE SEARA, PABLO, La extensión subjetiva de la cosa juzgada en el 
proceso civil, ob. cit., p. 446. 
692 En este último caso, a nuestro juicio, las posibilidades de defensa del tercero, además, 
no son tal limitadas como pretende la doctrina. Ello, por un lado, por cuanto nunca se le podrá 
solicitar directamente la restitución del bien ejecutando a su respecto la sentencia dictada entre las 
partes. Dicha sentencia no produce a su respecto ni eficacia positiva ni acción de cosa juzgada por 
lo cual necesariamente debe iniciarse en su contra un juicio nuevo y principal donde deberá ser 
debidamente oído. En dicho juicio, tal como señala la doctrina, la sentencia actúa como un hecho 
jurídico y como tal se podrá oponer a ella no sólo la prescripción o la buena fe como excepciones 
procedentes respecto de la pretensión reivindicatoria o restitutoria, según corresponda, sino que el 
tercero siempre podrá alegar, por ejemplo, la existencia de fraude procesal. Cfr. ROSENDE 
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Siguiendo lo anterior, a nuestro juicio, estos mecanismos debieran ser 
suficientes a efecto de salvar esta situación. Ello por cuanto la misma no sólo 
afecta al tercero, que vería eventualmente mermado su derecho de defensa, 
sino también a las partes las que, frente al cambiante criterio de la 
jurisprudencia en esta materia, podrían ver rechazada su pretensión. Por ello, 
es también en su propio interés y diligencia el llamar al proceso a este tipo de 
terceros o realizar una acumulación sucesiva de sus pretensiones 
demandándoles conjuntamente. 
En razón de lo anterior y principalmente, además, por cuanto en nuestro 
concepto, no existe realmente en este caso un problema de legitimación pasiva 
que haga necesario su integración mediante la figura del litisconsorcio 
necesario, no concordamos con la doctrina en la procedencia de esta 
institución la cual además, a nuestro juicio, carece de soporte legal suficiente 
en el ordenamiento chileno693.  
Probablemente, tal como señala este propio sector doctrinario, bastaría 
para estos efectos con establecer o regular la intervención forzada de este tipo 
de terceros, tal como ocurre en otros ordenamientos y se establece en la propia 
legislación chilena, como ocurre en materia de arrendamiento y otras 
especiales antes mencionadas, en las que se obliga a las partes su 
notificación694.  
Soluciones como las anteriores, se avienen de mejor forma, en nuestro 
concepto, con el régimen jurídico vigente y en particular, con el carácter 
esencialmente voluntario que se predica respecto del ejercicio del derecho de 
                                                                                                                                
VILLAR, CECILIA, «Efectos directos y reflejos de la sentencia», en Revista Chilena de Derecho, 
vol. 28, Nº 3, 2001, pp. 499-500 y GRANDE SEARA, PABLO, ob. cit., p. 446.  
Finalmente, siempre cabe al tercero la posibilidad de intervenir como coadyuvante en el 
juicio seguido entre las partes, en conformidad al art. 23 CPC, aunque ello requiere, 
indudablemente que haya tenido conocimiento de la existencia del juicio. Asimismo, el 
ordenamiento chileno contempla otros mecanismos de protección de los terceros como es la 
oposición a la cosa juzgada contemplada en el art. 234 inciso 2º CPC.  
693 De ser aplicable, creemos que ello es posible en aquellos casos en que lo que se 
extiende frente a terceros es el efecto de cosa juzgada de la sentencia —en su aspecto negativo o 
positivo— y no los meramente reflejos o indirectos, extensión que en nuestro concepto, requiere 
siempre de norma legal expresa y se presenta normalmente cuando los terceros son titulares de la 
misma relación jurídica discutida por las partes. 
694 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, Curso de derecho procesal civil, t. I, ob. cit., p. 
116, notal al pie Nº 289. 
En esta línea, el PNCPC, en norma similar a la española, establece en el art. 42, 
denominado comunicación de la litis, que «Por disposición del tribunal, se notificará la pendencia 
del proceso a las personas que, según los mismos autos, puedan verse afectadas por la sentencia 
que en su momento se dictare. Esta comunicación se llevará a cabo, con los mismos requisitos, 
cuando el tribunal advierta indicios de que las partes están utilizando el proceso con fines 
fraudulentos. También se hará notificación a los terceros en los casos en que lo prevea la ley». 
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acción así como su ejercicio conjunto, el cual, de considerase lo contrario, 
devendría en obligatorio. 
3. De lo expuesto, vemos que en el ordenamiento chileno la acumulación 
comprende o abarca todos los grados de conexión entre las diversas acciones 
partiendo de la simple identidad de partes, pasando por la simple coincidencia 
u homogeneidad entre los hechos y la identidad de los mismos, hasta el grado 
más exigente como el que existe en los vínculos por accesoriedad y 
prejudicialidad, conexión en este ultimo caso que puede hacerse valer a través 
de la acumulación sucesiva, la que ha sido reconocida y tiene plena aplicación. 
Desde esta perspectiva, la acumulación de pretensiones constituye en el 
ordenamiento chileno un mecanismo eficaz para el tratamiento de la 
prejudicialidad homogénea —si lo que se quiere, en definitiva, es que la 
cuestión sea resuelta con carácter definitivo y efecto de cosa juzgada— y 
constituye un instrumento idóneo a los efectos garantizar tanto la economía 
procesal como la coherencia de las resoluciones judiciales. 
La jurisprudencia chilena ha reconocido esta finalidad de la 
acumulación encuadrando su fundamento en las normas sobre debido proceso 
contempladas en el art. 19, nº 3 de la CPR así como en el principio de igualdad 
ante la ley695. 
Con todo, para la consecución de estos objetivos ciertamente es 
necesario tener presente las limitaciones o restricciones propias a que está 
sujeta la acumulación de pretensiones, las que impiden su cumplimiento a todo 
evento. 
Así, en primer lugar, la acumulación es un mecanismo que sólo permite 
el tratamiento de la prejudicialidad homogénea o civil dentro del proceso civil 
y no de la prejudicialidad heterogénea.  
                                               
695 Al efecto, a propósito del examen del art. 18 CPC, la Corte Suprema ha sostenido que 
esta «disposición está encaminada a fines de economía procesal, a la coherencia en la 
administración de justicia, la continencia y unidad de la acción a objeto de evitar decisiones 
contradictorias en la misma materia». Siendo esto así, considera que es «un derecho asegurado por 
la Constitución Política de la República el que toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción 
debe fundarse en un proceso previo legalmente tramitado, y la misma Carta Fundamental en el 
numeral 3º de su artículo 19 confiere al legislador la misión de establecer siempre las garantías de 
un procedimiento racional y justo, el cual comprenden el principio de igualdad ante la ley, que 
ciertamente se vería conculcado si se ordenara una multiplicidad de juicios en que se dictarán 
diversas sentencias, eventualmente contradictorias, impidiendo así que el asunto controvertido se 
resuelva en una sola sentencia que alcance a todos los interesados, por lo cual el legislador ha 
dispuesto lo pertinente». Cfr. SCS de 13 de mayo de 2013, Sala Tercera (Constitucional), Rol Nº 
6539-2012 (cs. 5º y 6º) (Id. vLex:471839502). En la  misma línea SCS de 13 de abril de 1993, en 
RDJ, t. XC, sec. 1ª, p. 40. 
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De esta forma, exige que el tribunal tenga competencia absoluta para 
conocer de cada pretensión individualmente considerada. En lo que respecta a 
la competencia relativa, el tribunal deberá ser igualmente competente en razón 
del territorio, competencia que se puede alterar, sin embargo, en los casos en 
que sea procedente la prórroga de la competencia. 
En segundo lugar, junto a la compatibilidad entre las acciones y el 
grado de conexión que se exige en cada caso en conformidad a los arts. 17 y 
18, a juicio de la doctrina la acumulación exige que las pretensiones que se 
hagan valer se tramiten de acuerdo a un mismo procedimiento. De no concurrir 
«la identidad del procedimiento a aplicarse para la tramitación de todas las 
pretensiones, no podrán hacerse valer en forma simultanea, presentándose en 
este caso una incompatibilidad procesal de carácter insalvable»696. 
Finalmente, es necesario tener presente el carácter esencialmente 
voluntario o facultativo de la acumulación de manera tal que la posibilidad de 
esta reunión queda entregada a la voluntad de las partes las que de no hacerlo y 
deducir las acciones de forma separada, podrán siempre recurrir 
posteriormente a la acumulación de procesos697. 
Al respecto, cabe destacar que el ordenamiento chileno, a diferencia del 
español, no establece la imposibilidad de obtener una posterior acumulación de 
procesos cuando las pretensiones pudieron haberse acumulado inicialmente o 
en forma sobrevenida ni contiene asimismo, una norma de preclusión de 
alegación de hechos y fundamentos jurídicos como la contenida en el art. 400 
LECiv 2000, lo que viene a ratificar su carácter facultativo. 
De esta forma, la acumulación de pretensiones no adquiere la relevancia 
que importa en el proceso español el ejercicio conjunto desde el inicio de un 
proceso, de todas las acciones entre las cuales pueda existir un factor de 
conexión.  
Sin embargo, de aprobarse el PNCPC en los términos actuales, esta 
situación viene a cambiar sustancialmente en particular cuando el nexo entre 
las acciones es por prejudicialidad. 
                                               
696 Cfr. MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, Disposiciones comunes a todo procedimiento, 
Separata de estudios, Facultad de Derecho, Universidad de Chile, 2009, p. 122. En la misma línea 
CASARINO VITERBO, MARIO, Manual de Derecho procesal, t. III, ob. cit., pp. 62-63. Para este 
autor, sin embargo, esta incompatibilidad de procedimientos no afecta a las acciones que deban 
tramitarse de acuerdo al procedimiento declarativo ordinario con otras que deban tramitarse 
conforme a un procedimiento declarativo especial en tanto ello sólo implica «la renuncia a este 
procedimiento especial consagrado a favor del actor, renuncia que tampoco la ley prohíbe», p. 63. 
697 En esta línea, CASARINO VITERBO, MARIO, Manual de Derecho procesal, t. III, ob. 
cit., p. 62. 
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En efecto, si bien no se establece una norma de preclusión como la del 
art. 400 LECiv 2000, el art. 58 establece expresamente la improcedencia de la 
acumulación de procesos «a requerimiento del actor cuando, habiendo sido 
procedente el ejercicio plural de acciones, no justifique la imposibilidad de 
haber promovido conjuntamente con la respectiva demanda, su ampliación o 
reconvención».  
Conforme a esta norma, la preclusión de la posibilidad de acumular de 
forma inicial o sobrevenida las pretensiones, deviene en la prohibición de 
acumular posteriormente los procesos vinculados por conexión simple o 
prejudicialidad. 
De esta forma, si bien, en razón de la vigencia del principio dispositivo 
en el proceso civil, la acumulación de acciones es esencialmente voluntaria, 
tratándose de la conexión simple y por prejudicialidad, sin embargo, el PNCPC 
establece una clara limitación que lleva a pensar que, antes que la acumulación 
de procesos, lo que el legislador quiere es que, tratándose de materias conexas, 
la acumulación se haga desde los inicios del proceso.  
De aprobarse esta norma en los términos descritos, tenemos en 
consecuencia, que las partes —en los supuestos que hacen procedente la 
acumulación de autos—, se verán obligadas a acumular sus pretensiones desde 
el inicio del proceso con lo cual, junto con limitar el ejercicio de esta facultad, 
la finalidad propia que se predica de la acumulación de procesos consistente en 
evitar el riesgo de sentencias contradictorias, se traslada, en virtud de esta 
disposición, a la acumulación de acciones. 
B) La acumulación de procesos. 
Entrando al examen de la acumulación de autos o de procesos en el 
ordenamiento chileno —regulada como incidente especial en los arts. 92 y ss. 
del CPC—, pese a las dificultades de interpretación que genera la actual 
normativa debido principalmente a la obsolescencia de su regulación así como 
las limitaciones propias que presenta este instituto, ciertamente se trata de un 
instrumento de particular eficacia para el tratamiento de la prejudicialidad 
homogénea en el proceso civil, operando como un mecanismo anticipatorio del 
efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada así como de los posibles 
efectos reflejos de la  sentencia. 
Asimismo, fuera de la regulación del CPC es el principal instrumento 
al que ha recurrido el legislador para el tratamiento de la prejudicialidad en 
materias específicas, si bien con sus particularidades propias, como ocurre en 
materia concursal —donde se permitía incluso la acumulación de materias 
heterogéneas— y de expropiación de bienes. 
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Conforme al actual art. 92 del CPC la acumulación de autos tiene 
lugar: «siempre que se tramiten separadamente dos o más procesos que deban 
constituir un solo juicio y terminar por una sola sentencia, para mantener la 
continencia, o unidad de la causa. Habrá, por tanto, lugar a ella: 
1°. Cuando la acción o acciones entabladas en un juicio sean iguales 
a las que se hayan deducido en otro, o cuando unas y otras emanen directa e 
inmediatamente de unos mismos hechos; 
    2°. Cuando las personas y el objeto o materia de los juicios sean 
idénticos, aunque las acciones sean distintas; y 
3°. En general, siempre que la sentencia que haya de pronunciarse en 
un juicio deba producir la excepción de cosa juzgada en otro». 
Como es posible observar, la norma vigente es casi una reproducción 
de la contenida en la antigua legislación española en el art. 161 y 162 de la 
LECiv 1881, con lo cual básicamente se reproducen en la práctica los mismos 
problemas de que adolecía dicha regulación. 
Así, en vez de recurrir al concepto de conexión entre los procesos, el 
art. 92 utiliza la noción de “continencia de la causa” — concepto vacío en sí 
mismo y que la ley no define— a partir del cual configura una serie de 
causales o hipótesis de procedencia las que aparte de confusas, obligan para su 
configuración a un dificultoso y casuístico examen de todas posibles formas de 
conexión entre los elementos de los procesos698. 
Por otro lado, se advierte en la configuración de las causales una 
asimilación entre la noción de conexión o coincidencia entre las acciones —
que justifica la acumulación de procesos— con la de identidad entre las 
mismas —que justifica la excepción de litispendencia—, lo que ha llevado a 
una cierta confusión, principalmente en la doctrina, en cuanto a los objetivos y 
finalidades de ambas instituciones.  
Finalmente, debido al desconocimiento a la época de publicación del 
CPC —tal como lo era en España— del efecto positivo o prejudicial de la cosa 
juzgada, la mención a la excepción de cosa juzgada en el numeral 3º del art. 
92, ha generado, asimismo, bastante confusión a efectos de su configuración y 
aplicación.  
                                               
698 Tal como señalaba la doctrina española a propósito de la LECiv de 1881, el «concepto 
mismo de  “continencia de la causa” se reduce por lo general a una tautología, con definiciones 
que comprenden lo definido, y sin que arroje luz alguna sobre la esencia misma de tal causa 
genérica de acumulación. La lectura de los diversos textos nos lleva a concluir que la fórmula 
«continencia de la causa» no es sino uno de tantos mitos que se transmiten de generación  en 
generación, y que todos invocan por la fuerza de la tradición, sin pararse a pensar en que nada 
claro significa». Cfr. ARMENTA DEU, TERESA, La acumulación de autos, ob. cit., p. 173. 
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No obstante lo anterior, todas estas cuestiones han venido siendo poco 
a poco  delimitadas tanto por la doctrina como la jurisprudencia, aunque no 
siempre sin dificultad.  
Como veremos enseguida, a partir de este debate, mediante una 
interpretación amplia y flexible del art. 92 en su conjunto y la diferenciación 
de la acumulación con la litispendencia, se han comenzado a reconocer y 
perfilar en el ordenamiento chileno las nociones de prejudicialidad y de 
eficacia positiva de la cosa juzgada, aunque para ello se ha recurrido asimismo, 
a categorías no contempladas en el ordenamiento como es la litispendencia por 
conexidad.  
Sin embargo, consideramos que tanto la regulación positiva en esta 
materia así como su desarrollo tanto doctrinario como jurisprudencial es aún 
bastante deficiente cuestión que en cierta forma, viene a ser subsanada por el 
PNCPC que contiene un a regulación significativamente más clara, moderna y 
tendencialmente completa de esta temática. 
Conforme a lo anterior, a efectos del tratamiento de la prejudicialidad 
homogénea en el proceso civil, la acumulación de procesos en el ordenamiento 
chileno se caracteriza por lo siguiente: 
1. En cuanto a la noción de “continencia o unidad de la causa”, este 
concepto fue desarrollado por la doctrina y la jurisprudencia españolas a partir 
de la noción dada por ESCRICHE, basada en la consideración de la unidad del 
proceso, siendo interpretado como la necesidad de evitar que el contenido 
común existente entre dos o más procesos pueda verse escindido en caso de 
tramitarse por separado699. 
Partiendo de una noción similar700, la jurisprudencia chilena venido 
desarrollado la noción de conexión entre los procesos considerando, junto con 
                                               
699 Cfr. ESCRICHE, JOAQUÍN, «Acumulación de autos», en Diccionario razonado de 
legislación y jurisprudencia, Paris, Librería de Rosa Bouret y Cía., 1854, pp. 82 y ss., formato 
HTML disponible en Internet:  http://www.bibliojuridica.org/libros/libro.htm?l=364; GUASP, 
JAIME, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil, v. I, ob. cit., p. 541; MANRESA Y 
NAVARRO, JOSÉ MARÍA, Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil, v. I, Madrid, Reus, 
1943, p. 634; TEITELBAUM W., JAIME, «El concepto de proceso acumulativo» en RDP Nº 4, 
1971, pp. 915 y 916. Partiendo de esta noción de continencia, bajo la vigencia de la LECiv 1881 se 
entendía que dicho riesgo de división de la continencia de la causa se presentaba, según apunta la 
doctrina, cuando existía coincidencia entre los sujetos y el petitum o bien entre las causas de pedir, 
aunque los sujetos y petitas fueran distintos. Con base en esta interpretación, la jurisprudencia y 
doctrina de la época fueron interpretando las causales de acumulación de autos en forma flexible, 
haciéndola extensiva a numerosos supuestos, entre ellos la prejudicialidad, aún cuando no estaban 
explícitamente contenidos en la numeración del art. 162. Con la jurisprudencia citada, cfr. 
GASCÓN INCHAUSTI, FERNANDO, «La acumulación de autos en el proceso civil» en Tribunales 
de Justicia, Revista Española de Derecho Procesal, Nº 1, 2000, p. 60. 
700 Al efecto, se ha sostenido que la continencia de la causa «es la unidad o conexión que 
debe existir en todo juicio relativamente a la acción, a la cosa litigiosa, a la persona del juez, a las 
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la doctrina, que la continencia de la causa es la causal genérica que habilita la 
acumulación de procesos y que se desarrolla en las diversas hipótesis que 
contienen las causales del art. 92, las cuales sin embargo, no son taxativas sino 
meramente ejemplares. 
A partir de aquí, se considera en general que existe conexión cuando 
entre los procesos pendientes existe coincidencia al menos entre dos de los 
elementos de las acciones, si bien más allá de ello se estima que lo esencial en 
la interpretación de las causales es tener en cuenta el propósito o finalidad de 
la acumulación en cuanto a evitar el pronunciamiento de sentencias 
contradictorias sobre un mismo asunto701. 
Bajo este prisma, el art. 92 ha venido siendo interpretado con bastante 
flexibilidad permitiendo encuadrar dentro de las causales una amplia gama de 
supuestos de conexión entre objetos procesales incluida la conexión por 
prejudicialidad, particularmente cuando ella no queda cubierta por el efecto 
positivo o prejudicial de la cosa juzgada. 
2. En lo que respecta a la interpretación de las causales, la mayor parte 
del desarrollo tanto doctrinario como jurisprudencial en esta materia se ha 
realizado con motivo de la causal nº 1 del art. 92, aunque en su mayoría se 
trata de casos que dicen básicamente relación con supuestos de conexión 
simple entre las diversas acciones o pretensiones que se pretende acumular. 
Con todo, en la interpretación de su contenido, los tribunales no se han 
detenido mayormente en precisar y distinguir las diversas hipótesis de 
procedencia, las que han sido incluso asimiladas, limitándose a reproducir los 
términos legales702.  
                                                                                                                                
de los litigantes, a los trámites y al fallo definitivo» SCS de 7 de julio de 1937, en RDJ, t. XXXIV, 
sec. 1ª, p. 383 y SCS de 7 de julio de 1951, en RDJ, t. XLVIII, sec. 1ª, p. 264. 
701 En esta línea, SCAP de Santiago de 2 de agosto de 1996, en RDJ, Nº 2, mayo de 1996, 
pp. 92-98 y STOEHREL MAES, CARLOS, De las disposiciones comunes a todo procedimiento y 
de los incidentes, ob. cit., pp. 155-164. Desde esta perspectiva, se reconoce como finalidad de la 
acumulación de autos la de «evitar que sobre un mismo asunto se pronuncien fallos 
contradictorios. Lógicamente, entonces, los efectos de aquélla deben ser la apreciación conjunta de 
todas las acciones, alegaciones y excepciones invocadas por las partes en uno y otro juicio, como 
si se tratara de un solo y único proceso en el cual los documentos y probanzas deben surtir todos 
sus efectos». SCAP de Valdivia de 15 de septiembre de 1916, en Gaceta de los Tribunales, 1916, 
2º sem., Nº 389, p. 1249. 
702 Así, por ejemplo, si bien este numeral distingue dos supuestos de conexión, esto es, 
cuando las acciones interpuestas en los procesos pendientes son iguales o bien emanan directa e 
inmediatamente de un mismo hecho —misma causal que hace procedente la acumulación de 
acciones en supuestos de litisconsorcio del art. 18 CPC antes vista— la jurisprudencia ha tendido 
más bien a asimilarlas aplicándolas conjuntamente sin hacer mayor distinción entre ellas. Así, en 
SCAP de Santiago de 20 de octubre de 2011, Rol Nº 4178/2011 (c. 2º) (Id. vLex: 331918886), la 
Corte estima procedente la acumulación por tratarse de acciones iguales «a las deducidas en estos 
autos, emanado directa e inmediatamente de unos mismo hechos». 
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Desde esta perspectiva, la acumulación de procesos ha sido utilizada 
ampliamente a fin de precaver una posible contradicción entre sentencias en 
supuestos de simple identidad en las causas de pedir o el objeto pedido, o de 
simple identidad u homogeneidad de los hechos, como ocurre en los casos de 
acciones indemnizatorias deducidas contra diversas compañías de seguros 
derivadas de un mismo siniestro703 o en casos de concurso de acciones, como 
ocurre en los supuestos de concurrencia de responsabilidad contractual y 
extracontractual derivadas de un mismo hecho704 y en general, en todos 
aquellos supuestos de pretensiones indemnizatorias por el daño causado por la 
comisión de un delito o cuasidelito civil705. 
Por nuestra parte, consideramos que quedan incluidas, asimismo, en 
este numeral como supuestos de conexión simple todas aquellas hipótesis de 
procesos simultáneos en que se vean involucrados terceros titulares de una 
pretensión incompatible o excluyente de la sostenida por las partes en otro 
proceso. Tal es el caso, por ejemplo, de pretensiones de dominio respecto de 
un mismo bien X ejercida en procesos diferentes por A contra B, y donde B se 
atribuye al mismo tiempo derecho de propiedad sobre el bien, y otro proceso 
seguido por C contra A. O bien un proceso donde A demanda a B y otro donde 
C demanda a D, todos ellos respecto del mismo bien X706. 
                                               
703 Cfr. SCAP de Tacna de 16 de julio de 1914, en Gaceta de los Tribunales, 2º sem., Nº 
322, p. 906. 
704 Cfr. SCAP de Talca de 7 de octubre de 2010, Rol Nº 295/2010 (Id. vLex: 226566815). 
Se trató en este caso de una acción de cumplimiento de contrato e indemnización de perjuicios, y 
en subsidio, acción de indemnización de perjuicios derivadas de la responsabilidad civil 
extracontractual exactamente igual a las deducidas en otro juicio civil contra la misma empresa, 
derivadas todas directa e inmediatamente de un mismo hecho: el colapso de un Canal del que se 
siguió una  interrupción del suministro del agua por 50 días. 
En materia de servicios eléctricos, en SCAP de Valdivia de 17 de julio de 2012, Rol Nº 
368/2012 (Id. vLex: 395477362), la Corte estimó procedente la acumulación considerando que las 
acciones «emanan directa e inmediatamente de un mismo hecho, la tasación practicada por la 
Comisión de Hombres Buenos. Lo anterior, atendido a que las acciones entabladas por las partes 
tienen la misma fuente normativa, el articulo 68 de la Ley General de Servicios Eléctricos, que 
confiere a los afectados e interesados la posibilidad de reclamar de dicha avaluación, situación que 
se encuadra perfectamente en la segunda hipótesis prevista por el legislador en el artículo 92, Nº 
1».  
705 En general, la doctrina señala como ejemplo de acciones que emanan de un mismo 
hecho la derivadas de delitos o cuasidelitos civiles. Cfr. STOEHREL MAES, CARLOS, De las 
disposiciones comunes a todo procedimiento y de los incidentes, ob. cit., p. 159 y CASARINO 
VITERBO, MARIO, Manual de Derecho procesal, t. III, ob. cit., p. 154. 
En lo que respecta a la hipótesis de acciones iguales, si bien para algunos autores esta 
causal coincide con la litispendencia, veremos que en general tanto la jurisprudencia como otros 
autores, consideran que se trata de supuestos de acciones en los que existe identidad de objeto y 
causa de pedir pero difieren en la persona de los litigantes. Cfr. CASARINO VITERBO, MARIO, 
Manual de derecho procesal, t. III, ob. cit., p. 154. 
706 En la doctrina española, señala el segundo ejemplo como supuesto de prejudicialidad 
REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 271 y 272. 
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En nuestro concepto, en ambos supuestos, si bien en apariencia 
pareciera un supuesto de conexión por prejudicialidad707, realmente no lo es 
pues la decisión acerca de la titularidad del dominio en uno de dichos procesos 
no condiciona el sentido de la decisión que se dicte en el otro proceso.  
La prejudicialidad supone normalmente que lo decidido en conjunto 
como objeto de un proceso autónomo forma parte de los hechos delimitadores 
o constitutivos de la causa de pedir de otro proceso, cuestión que aquí no 
ocurre. En este caso, los objetos de ambos procesos versan sobre la misma 
cuestión, la pretensión de dominio sobre un bien, de manera tal que no puede 
decirse que ninguno prevalece ni condiciona lo decidido sobre el otro. 
En otros términos, tal como señala otro sector doctrinario, no existe en 
este caso un vínculo de subordinación o dependencia sino la concurrencia de 
pretensiones autónomas incompatibles que de acogerse en la sentencia, se 
excluyen mutuamente de manera tal que no pueden coexistir. Es por esta 
razón, que en estos casos no sólo no es posible hablar de eficacia positiva o 
prejudicial de la cosa juzgada, en tanto no existe identidad subjetiva, sino que 
tampoco de eficacia refleja o indirecta de la sentencia que afecte al tercero. 
Así, si en el primer juicio se declara la titularidad del bien respecto de A frente 
a B, nada obsta la continuación del proceso de C contra A o incluso el inicio de 
un nuevo proceso contra B708. 
Conforme a lo anterior, se trata a nuestro juicio de un supuesto de 
simple conexión objetiva entre los procesos donde la acumulación de procesos 
se encuentra plenamente justificada pero no porque la sentencia de uno de 
dichos procesos sea prejudicial respecto del otro, sino para evitar que se dicten 
                                                                                                                                
Ejemplos similares se mencionan por GRANDE SEARA, PABLO, La extensión subjetiva de la 
cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., pp. 469-472 al examinar la situación de terceros titulares 
de un interés incompatible o autónomo. 
 La doctrina chilena, señala como ejemplo de estos supuestos el caso en que A demanda a 
B en un juicio pretendiendo dominio respecto de un fundo X adquirido por compraventa, y otro 
proceso paralelo en que C demanda a D pretendiendo dominio sobre ese mismo fundo X adquirido 
también por compraventa. Cfr. CASARINO VITERBO, MARIO, Manual de Derecho procesal, t. 
III, ob. cit., p. 154. 
707 Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 
272. Para esta autora, quien sostiene un concepto de prejudicialidad más amplio, el segundo 
ejemplo es un caso de prejudicialidad en el que no existe un vínculo de imprescindibilidad, vínculo 
que para esta autora es característico sólo de las cuestiones prejudiciales devolutivas. 
708 Cfr. GRANDE SEARA, PABLO, La extensión subjetiva de la cosa juzgada en el 
proceso civil, ob. cit., p. 472. Para este autor, la sentencia no tiene eficacia directa de cosa juzgada 
por no concurrir la identidad subjetiva, ni tampoco produce efectos reflejos en tanto «no el existe 
el nexo de prejudicialidad-dependencia que justificaría tal eficacia refleja, sino una identidad 
objetiva que determina la absoluta incompatibilidad y autonomía entre ellas, al no poder coexistir. 
La sentencia precedente no decide sobre ningún presupuesto del derecho o situación jurídica del 
tercero, de modo que tal decisión no se integra, en cuanto hecho jurídico, en el supuesto de hecho 
de la norma que rige ésta, algo que, como venimos diciendo, es indispensable para poder hablar de 
eficacia refleja de la sentencia». 
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sentencia incompatibles o mutuamente excluyentes. En estos casos, y a 
diferencia de lo que ocurre en España, fuera de la acumulación de procesos 
este tercero titular de un interés incompatible con las partes podrá intervenir en 
dicho proceso en conformidad a lo dispuesto en el art. 22 CPC, con lo cual se 
produciría una acumulación sobrevenida de pretensiones. 
Ahora bien, dicho lo anterior, el principal problema que se ha 
presentado en la práctica con la interpretación de esta causal, ha sido 
determinar precisamente si la causal nº 1 del art. 92 CPC al hablar de 
“acciones iguales”, exige o no la identidad de partes para su aplicación y con 
ello la triple identidad. 
La jurisprudencia, a nuestro juicio acertadamente, ha intentado 
diferenciar estos supuestos y aclarar su procedencia desde dos puntos de vista.  
Así, por un lado, se ha entendido que para ser procedente la 
acumulación por esta causal, basta con la conexión objetiva sin que sea 
necesario la identidad de partes entre las diversas acciones. Por otro, se ha 
entendido que la referencia a acciones “iguales” a que hace mención la causal 
nº 1, no puede significar la existencia de triple identidad entre los elementos de 
las acciones pues ello haría procedente la excepción de litispendencia y no la 
acumulación. De esta forma, la jurisprudencia ha tendido a diferenciar la 
acumulación de procesos respecto de la litispendencia rechazando, en general, 
la acumulación de procesos en supuestos de triple identidad, si bien existen 
divergencias en cuanto a los efectos que ésta última produciría709.  
                                               
709 En esta línea, Cfr. SCAP de Valdivia de 17 de julio de 2012, Rol Nº 368/2012 (c. 6º) 
(Id. vLex: 395477362). Al efecto, sostiene la Corte que el art. 92 «en sus distintos numerales, en 
ningún caso establece requisitos copulativos para la procedencia de la acumulación de autos, sino 
que sólo distintas hipótesis en las que debe aplicarse, pues lo contrario implicaría asimilar dicha 
institución con la triple identidad exigida para la litispendencia».  
En el mismo sentido, en SCAP de Santiago de 2 de agosto de 1996, en RDJ, Nº 2, mayo 
de 1996, c. 4º, p. 94, se ha entendido que «no es indispensable para decretar una acumulación de 
autos, el que entre todos ellos exista una triple identidad de personas, objeto y causa de pedir; 
basta que exista conexión entre uno y otro proceso o lo que se resuelva en uno, produzca efecto 
fatalmente en el otro. Así lo ha entendido el magistrado a quo y así también lo ha entendido esta 
Corte, por lo que no hará lugar a la incidencia referida en este capítulo».  
Finalmente, la Corte Suprema ha señalado al respecto que «la acumulación de autos y la 
excepción de litispendencia son recursos distintos de los cuales pueden hacer uso las partes, según 
proceda de derecho». SCS, 9 de agosto de 1951, en RDJ, t. XLVIII, sec. 1 ª, p. 405.  
La doctrina, sin embargo, no ha sido tan clara en esta interpretación. Para algunos autores 
el numeral 1 del art. 92 comprende la triple identidad la cual puede ser al mismo tiempo causal de 
acumulación de procesos en tanto no se trata de instituciones incompatibles. Cfr. STOEHREL 
MAES, CARLOS, De las disposiciones comunes a todo procedimiento y de los incidentes, ob. cit., 
p. 159.  
Para otros autores, en cambio, se trata de supuestos de acciones en los que existe 
identidad de objeto y causa de pedir pero difieren en la persona de los litigantes. Cfr. CASARINO 
VITERBO, MARIO, Manual de Derecho procesal, t. III, ob. cit., p. 154. 
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Conforme a lo anterior, y fuera de la identidad de hechos, la primera 
causal de acumulación comprende en general, todos aquellos supuestos en que 
existe conexión entre las causas de pedir o el objeto pedido o petitum entre las 
diversas acciones sin que exista identidad de partes, en tanto esta identidad 
viene regulada en los numerales siguientes710.  
Indudablemente, dentro de estas hipótesis caben todos los supuestos 
de conexión simple antes vistos, estos es, cuando no existe entre los objetos 
procesales un vínculo de subordinación o dependencia. Sin embargo, a nuestro 
juicio también se comprenden en esta causal todos aquellos casos en los que 
exista entre dos o más procesos pendientes un vínculo de prejudicialidad 
precisamente cuando no existe identidad de partes que haga procedente la 
eficacia positiva de la cosa juzgada. 
Al igual que en materia de acumulación de pretensiones, en una 
primera categoría, existen numerosos supuestos en los que el pronunciamiento 
de una sentencia en un determinado proceso seguido entre dos partes puede 
tener efectos o influencia respecto de un derecho, situación o relación jurídica 
conexa con la discutida en el juicio pero respecto de la cual es titular un tercero 
que no ha intervenido en dicho juicio ni tiene legitimación para hacerlo, y al 
cual por tanto, en principio, no le alcanza los efectos de la cosa juzgada, a 
menos que exista expresa disposición legal que extienda dichos efectos. En 
este caso sin embargo, esta hipótesis no queda cubierta por esta causal sino por 
la contemplada en el numeral 3º del art. 92. 
Se trata, de esta forma, de supuestos de prejudicialidad en que la 
sentencia puede desplegar respecto de terceros efectos reflejos o colaterales a 
los cuales éste puede verse vinculado, pero que no están cubiertos por la 
eficacia positiva o prejudicial de la cosa juzgada por faltar la identidad legal de 
personas. En otros términos, se trata de todas aquellas categorías de terceros 
señalados por la doctrina que detentan un interés jurídico conexo o reflejo en el 
resultado del juicio711 y que por alguna razón estén litigando en un proceso 
paralelo al que se lleva entre las partes. 
                                               
710 Con todo, tal como señala la doctrina, la identidad de causa de pedir así como la 
identidad conjunta de sujetos y petitas hacen procedente la acumulación de procesos, pero no así la 
simple identidad de petitas, la que no tiene relevancia a los efectos de determinar la conexión 
suficiente para la acumulación. En su concepto, además, es muy difícil —prácticamente en casos 
de laboratorio—que pueda llegar a darse un supuesto en que, existiendo diversidad de sujetos y 
causas de pedir, se coincidiera en solicitar el mismo petitum. Cfr. ARMENTA DEU, TERESA, «De 
la acumulación de procesos», en Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil (con AA.VV), ob. 
cit., pp. 496 y 497 y en La acumulación de autos, ob. cit., p. 98. 
711 Cfr. GRANDE SEARA, PABLO, La extensión subjetiva de la cosa juzgada en el 
proceso civil, ob. cit., pp. 365-464. 
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En muchos de estos casos, se trata de pretensiones conexas pero 
sucesivas, esto es, cuando el nacimiento de la segunda depende del 
pronunciamiento de la primera, como ocurre en  materia de nulidad o 
resolución de un contrato con las acciones restitutorias o reivindicatorias que 
tengan lugar en virtud de dicha declaración. 
Desde luego, en estos casos la acumulación de procesos no puede 
operar pues —tal como señala la doctrina— si bien por un tema de economía 
procesal así como esencialmente el resguardo del derecho de defensa de los 
terceros, la jurisprudencia chilena ha permitido su interposición conjunta 
mediante una acumulación sucesiva litisconsorcial de pretensiones, lo que no 
es posible hacer es interponer dichas acciones separadamente y en juicios 
independientes. Ello, por cuanto para su interposición respecto de terceros es 
necesario que exista un sentencia judicial ejecutoriada que declare previamente 
la nulidad o la resolución del contrato, declaración sin la cual la acción 
resolutoria o reivindicatoria no nace a la vida jurídica712.  
Por esta razón, en estas materias nunca será posible la existencia de 
dos procesos paralelos en tramitación que hagan procedente su reunión y 
decisión en una sola sentencia. El principal mecanismo o instrumento 
preventivo de solución en estos casos, en consecuencia, es la acumulación 
sucesiva de pretensiones y no la de procesos. 
De este modo, debe tratarse de supuestos en que es posible el ejercicio 
simultáneo pero por separado de acciones en relación de prejudicialidad o 
accesoriedad como ocurre por ejemplo, en juicios separados de cerramiento y 
demarcación seguidos por o contra diversos propietarios colindantes713; o en 
juicios de alimentos seguidos en contra de distintos alimentantes en 
conformidad a los arts. 321 y 326 CC714; juicios separados seguidos por un 
                                               
712 Cfr. ALESSANDRI RODRÍGUEZ, ARTURO, La nulidad y la rescisión en el derecho 
civil chileno, t. II, ob. cit., p. 543. 
713 Cfr. SCS de 2 de noviembre de 1953, en RDJ, t. L, sec. 1ª, p. 453. Aunque la doctrina 
considera estos casos como un supuesto de litisconsorcio necesario impropio. Cfr. ROMERO 
SEGUEL, ALEJANDRO, Curso de derecho procesal civil, t. I, ob. cit., p. 121 
714 Se trata particularmente de casos en por incapacidad de los padres, procede pedir 
alimentos a los abuelos por una y otra línea. Inicialmente, alguna jurisprudencia consideró estos 
casos como supuesto de litisconsorcio necesario de manera tal que debían ser demandados 
conjuntamente.  A juicio de la doctrina, siguiendo el criterio sustentado por la Corte Suprema en 
sentencia de 21 de diciembre de 1971, en RDJ, t. LXVIII, sec. 1ª, p. 388, no se trata sin embargo, 
de un caso de litisconsorcio necesario sino que de varias acciones de condena, esto es, de una 
pluralidad de acciones con causa de pedir distinta y en las que existe legitimación individual para 
ser ejercidas contra cada alimentante. Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, Curso de derecho 
procesal civil, t. I, ob. cit., pp. 120 y 121. De esta forma, las pretensiones pueden ser ejercidas en 
forma conjunta en una misma demanda o bien por separado, caso en el cual procederá la 
acumulación de procesos precisamente en cuanto la decisión que se dicte respecto de una de ellas, 
puede tener eficacia refleja respecto de la otra. Así, en la sentencia antes citada, señala la Corte 
que «la obligación conjunta que (…) pasa a los abuelos legítimos por una y otra línea no debe 
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acreedor respecto de obligaciones solidarias o respecto de diversos codeudores 
y fiadores solidarios para el pago de la deuda715; o los casos de acciones 
indemnizatorias por responsabilidad civil por el hecho ajeno dirigida  contra un 
tercero civilmente responsable, con un juicio en el que se discute la nulidad del 
contrato civil de prestación de servicios entre las partes que justifica la relación 
                                                                                                                                
necesariamente ser ejercitada simultáneamente en contra de todos los deudores. (…) Demandado 
en consecuencia, uno de los abuelos no puede pretender que, por estar conjuntamente obligados  
todos los abuelos, deba paralizarse o suspenderse el juicio hasta que la demanda se dirija 
simultáneamente en contra de todos ellos; sin perjuicio del derecho del alimentante para alegar la 
existencia de otros ascendientes de su grado y que deban regularse los alimentos que se le exigen 
en relación con las facultades de todos los obligados conjuntos. (…) En el juicio deducido en 
contra de uno de los abuelos pueden discutirse las facultades económicas de todos, no para que la 
sentencia los obligue sin haber litigado, sino para que el fallo sea jurídicamente justo en la 
determinación de la cuota que incumbe pagar al efectivamente demandado». 
715 Al efecto, la jurisprudencia chilena ha sostenido que la «ley autoriza al acreedor de una 
obligación solidaria no sólo para dirigirse contra todos los deudores solidarios en un mismo juicio 
o contra cualquiera de ellos a su arbitrio, sino también para demandar simultáneamente a cada uno 
de los deudores por cuerda separada». Cfr. SCS de 19 de agosto de 1931, en Gaceta de los 
tribunales, 2º sem., Nº 19, p. 110 y en RDJ, t. XXVIII, sec. 1ª, p. 762. 
Ciertamente, tal como da cuenta la doctrina, el tema de las obligaciones solidarias resulta 
de gran complejidad a la hora de establecer si se trata de una obligación única con pluralidad de 
sujetos  activos o pasivos o bien se trata de vínculos u obligaciones diferentes con multiplicidad de 
sujetos, tema en que la doctrina no siempre ha estado de acuerdo y del cual se derivan importantes 
consecuencias, como es la extensión o no de la cosa juzgada respecto de los acreedores o deudores 
solidarios que no han intervenido en el juicio seguido por o contra uno de ellos. 
En el derecho chileno, el tema se ha centrado principalmente respecto de la solidaridad 
pasiva, considerándose por cierta doctrina y la jurisprudencia que el CC chileno sigue en este 
aspecto la teoría francesa del mandato tácito y recíproco entre los deudores solidarios de manera 
tal que todos los actos ejecutados por uno de los deudores benefician o perjudican a los demás en 
tanto se trata de una única prestación y por tanto la cosa juzgada se les extiende a todos aunque no 
hayan litigado en el juicio. No obstante ello, la misma jurisprudencia ha matizado esta posición 
sosteniendo que los codeudores que no han litigado en el primer juicio podrán, en un segundo 
proceso, oponer al acreedor las excepciones personales que corresponda en conformidad al art. 
1520, inciso 1º del CC y no se podrá ejercer respecto de ellos la acción de cosa juzgada a efectos 
de ejecutar la primera sentencia en su contra. Cfr. en esta línea SCS de 8 de abril de 1919, en RDJ, 
t. XVII, sec. 1ª, p. 19 y SCS de 24 de abril de 1920, en RDJ, t. XVIII, sec. 1ª, p. 482 y la demás 
jurisprudencia relativa al art. 1511 y 1514 del CC. En esta línea, cf. ABELIUK MANASEVICH, 
RENÉ, Las obligaciones, t. I, ob. cit., pp. 340-341, aunque para este autor, si bien no cabe duda que 
el CC considera que hay una sola obligación y existe cosa juzgada para todos los efectos, reconoce 
no obstante el derecho del acreedor a instaurar varias demandas. Por ello, más allá del texto legal, 
considera finalmente que en la solidaridad existen obligaciones diversas, pero ligadas por la 
prestación.  
Para otros autores en cambio, el CC ha seguido en esta materia la teoría romana que 
considera la solidaridad como un supuesto de pluralidad  de vínculos con unidad de prestación, lo 
que estaría corroborado por diversas disposiciones del CC. Conforme a lo anterior, la cosa juzgada 
sólo produce efectos respecto de los deudores que han litigado y no de los demás por no concurrir 
la triple identidad. Con todo, en estos casos la sentencia produce eficacia indirecta o refleja en 
razón de la conexión existente entre las relaciones jurídicas. En esta línea, cfr. por todos 
ALESSANDRI R., ARTURO, SOMARRIVA U., MANUEL y VODANOVIC H., ANTONIO, Tratado 
de las obligaciones, ob. cit., pp. 136-137 y 147-148 y ABELIUK MANASEVICH, RENÉ, Las 
obligaciones, t. I, ob. cit., pp. 340-341. En materia procesal, cfr. MOSQUERA RUIZ, MARIO y 
MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, Breves nociones acerca de la cosa juzgada, ob. cit., pp. 33-
35. 
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contractual que da origen a dicha responsabilidad; o las acciones 
indemnizatorias por un siniestro dirigidas por separado en contra del asegurado 
y la compañía de seguros, etc.716.  
Finalmente, un supuesto que, a nuestro juicio, cabe dentro de esta 
causal y en el que existe una identidad parcial de partes es el señalado por la 
doctrina en aquellos casos en que planteado en un juicio una pretensión 
reivindicatoria por A contra B respecto de un bien X, B discute la calidad de 
propietario de A, existiendo al mismo tiempo un proceso paralelo donde C 
ejerce una pretensión de dominio contra A respecto del mismo bien X. En este 
caso, efectivamente existe un vinculo de prejudicialidad en tanto el objeto del 
segundo proceso y la sentencia que se llegue a dictar en él, actúa como un 
hecho constitutivo de la pretensión ejercida por A en el primer proceso717.  
En muchos de estos casos, la interposición paralela de procesos y la 
posterior petición de acumulación constituye un mecanismo particularmente 
eficaz no sólo a efectos de tratamiento de la prejudicialidad, evitando el 
pronunciamiento de sentencias contradictorias, sino también  especialmente 
cuando existen dudas acerca de la procedencia o no de un litisconsorcio 
necesario que eventualmente pueda desembocar en una sentencia 
desestimatoria por falta de legitimación o respecto de la eficacia que la 
sentencia que se dicte en uno de los procesos pueda tener respecto de terceros 
que no han litigado, permitiendo al mismo tiempo un adecuado resguardo de 
su derecho de defensa. 
3. En lo que respecta a la segunda causal de acumulación, el CPC 
establece que la acumulación procede cuando las personas y objeto o materia 
de los juicios sean idénticos, aunque las acciones sean diversas. 
Esta causal exige, de esta forma, la identidad subjetiva y en el objeto 
pedido, variando las acciones o mejor dicho, tal como señala la doctrina, la 
causa de pedir718, señalando como ejemplo los casos de pretensiones de 
dominio demandadas en juicio paralelos con base en títulos diversos719 o 
pretensiones de nulidad o término de un mismo  contrato basada en causas 
diversas720, o bien de supuestos en los que se subsumen hipótesis de 
                                               
716 Sobre la materia, cfr. extensamente Cfr. GRANDE SEARA, PABLO, La extensión 
subjetiva de la cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., pp. 365-464. 
717 Cfr. REYNAL QUEROL, NÚRIA, La prejudicialidad en el proceso civil, ob. cit., pp. 
271. 
718 Cfr. STOEHREL MAES, CARLOS, De las disposiciones comunes a todo 
procedimiento y de los incidentes, ob. cit., p. 160 y CASARINO VITERBO, MARIO, Manual de 
Derecho procesal, t. III, ob. cit., p. 154. 
719 Cfr. STOEHREL MAES, CARLOS, ob. cit., p. 160 
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litisconsorcio activo o pasivo en los que técnicamente no existen acciones 
diversas721. 
Como es posible observar, al exigir la identidad de parte, la 
configuración de esta causal y los casos que quedan cubierta por ella reviste 
mayor complejidad en tanto importa adentrarse con mayor intensidad en la 
discutidas cuestiones relativas a los elementos que integran la causa de pedir, 
estos es, sólo los hechos o los hechos y el derecho (teoría de la sustanciación y 
de la individualización), todo ello en relación con el principio de iura novit 
curia; su configuración respecto de cada tipo de tutela solicitada, estos es, 
declarativa, constitutiva o de condena y según éstas se refieran a derecho 
absolutos o personales, y lo más importante, acerca de lo que finalmente queda 
cubierto por la cosa juzgada o por la preclusión, en cuanto a las alegaciones 
realizadas y las que pudieron realizar las partes. 
Así, en el ejemplo de pretensiones de dominio basadas en títulos 
diversos que haría procedente la acumulación antes señalado, siguiendo lo 
sostenido mayormente en esta materia por la doctrina española y parte de la 
chilena en cuanto a la configuración de la causa de pedir en pretensiones 
declarativas positivas relativas a derecho absolutos722, en este caso nos 
encontraríamos frente a una misma causa de pedir y no de dos diferentes. Ello, 
por cuanto la causa de pedir en este tipo de pretensiones queda singularizada 
con la simple afirmación del derecho absoluto, independientemente del título 
de adquisición, el que actúa como hecho constitutivo de la pretensión. De este 
modo, en un caso como este lo que debiera operar no es la acumulación de 
procesos sino que la excepción de litispendencia por existir triple identidad. 
                                                                                                                                
720 Cfr. CASARINO VITERBO, MARIO, Manual de Derecho procesal, t. III, ob. cit., p. 
154. Al efecto, señala este autor el caso en que A demanda a B pidiendo el término de un contrato 
de arrendamiento por no pago de la renta y luego lo demanda en juicio separado solicitando la 
terminación del mismo contrato por haber subarrendado el bien pese a estar expresamente 
prohibido en el contrato. 
Un caso similar es el fallado en SCS de 13 de septiembre de 2012, Sala Primera (Civil), 
Rol Nº 9557/2010 (Id.vLex: 436696182), en el cual se solicitó entre las mismas partes pero 
actuando en posiciones diferentes y por causas diferentes,  el término de un contrato de 
arrendamiento. En los juicios sin embargo no se solicitó la acumulación de procesos sino que se 
planteó la excepción de litispendencia la que fue acogida tanto por el tribunal de primera como de 
segunda instancia. La Corte Suprema revoca el fallo considerando que no concurre en este caso la 
triple identidad que hace procedente dicha excepción. 
721 Cfr. ROMERO RODRÍGUEZ, SOPHÍA, «Concurso de acciones y concurso de normas 
en el derecho procesal civil chileno», ob. cit. pp. 236-236. 
722 En esta línea en el derecho español, cfr. BERZOSA FRANCOS, MARÍA VICTORIA, 
Demanda, “causa de pedir” y objeto del proceso, ob. cit., p. 38. En el derecho chileno sostiene 
esta postura ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso civil chileno, ob. 
cit., p. 77. Esta opinión, sin embargo, no es unánime. En sentido contrario, cfr. PEREIRA 
ANABALÓN, HUGO, La cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., p. 77 
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Otro problema similar se genera por ejemplo respecto de pretensiones 
indemnizatorias de perjuicios  entre las mismas partes y por un mismo hecho 
pero basadas en estatutos de responsabilidad civil diferentes, contractual y 
extracontractual y otros casos de concurso de acciones, tema que se vincula, 
además, con el relativo al cúmulo de responsabilidades, que en el derecho 
chileno es mayormente negado, y a la aplicación del derecho por los jueces723. 
Respecto de todos estos temas, si bien la jurisprudencia chilena ha ido 
sentando ciertos criterios, lo cierto sin embargo, es que la mayoría de estas 
problemáticas no tienen hasta ahora una solución clara o pacífica, a lo que 
cabe agregar la inexistencia en el ordenamiento chileno  de una norma de 
preclusión como la establecida en el art. 400 LECiv 2000724. 
Conforme a lo anterior, la configuración de esta causal de 
acumulación exige con mayor intensidad la determinación previa de todas 
estas problemáticas en las cuales no ahondaremos por exceder el marco de esta 
investigación, y de cuya solución dependerá, primeramente, la exclusión o no 
del segundo proceso por concurrir la triple identidad. 
Determinado lo anterior, sin embargo, y en lo que respecta a una 
posible utilización de esta causal para el tratamiento de la prejudicialidad, 
consideramos que en estos casos difícilmente puede presentarse una conexión 
prejudicial entre los procesos. Se trata más bien, en nuestro concepto, de 
pretensiones autónomas e independientes donde la acumulación se justifica 
más que en evitar pronunciamientos contradictorios en una cuestión de 
economía procesal.  
En el caso señalado por la doctrina, cuando se pretende en procesos 
diversos la terminación de un contrato de arriendo por falta de pago y en el 
otro por haber subarrendado el arrendador sin estar permitido, no existe riesgo 
de pronunciamientos contradictorios. En este caso, la acumulación se justifica 
más bien en la conveniencia de que ambos asuntos sean ventilados en un 
                                               
723 Sobre la materia, cfr. ROMERO RODRÍGUEZ, SOPHÍA, «Concurso de acciones y 
concurso de normas en el derecho procesal civil chileno», ob. cit. pp. 230-233. En materia de 
cúmulo de responsabilidades, cfr. TALCIANI CORRAL, HERNÁN, Lecciones de responsabilidad 
civil extracontractual, ob. cit., pp. 33-39. Respecto al problema que genera la aplicación del 
derecho por el juez en estos casos, cfr. HUNTER AMPUERO, IVÁN, «”Iura novit curia” y el 
proyecto de Código procesal Civil: ¿para que sirve definir los poderes del juez en la aplicación del 
derecho?», ob. cit., pp. 10-23. 
Con todo, respecto al tema de concurso de acciones o acciones concurrentes, cabe tener 
presente el principio general consagrado por la jurisprudencia al señalar que «la ley no prohíbe 
entablar acciones incompatibles en juicios sucesivos y aún simultáneos, sin perjuicio, 
naturalmente, en este último caso, de que el demandado pueda pedir la acumulación de autos u 
oponer la excepción de litispendencia». Cfr. SCS de 24 de septiembre de 1924, en RDJ, t. XXIV, 
sec. 1ª, p. 716. 
724 Sobre estas materias y su solución en la doctrina y jurisprudencia, cfr. ampliamente 
ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso civil chileno, ob. cit. 
  461 
mismo juicio evitando de esta forma gastos innecesarios tanto para las partes 
como en el ejercicio de la actividad jurisdiccional, aunque podría sostenerse 
también una incompatibilidad en la declaración simultánea de terminación de 
un mismo contrato por dos causales diferentes. Probablemente, de haberse 
ejercitado conjuntamente ambas acciones en un mismo proceso, debieran 
realizarse en forma subsidiaria una de la otra. 
Esta misma autonomía se presenta en un caso fallado por los 
tribunales en el cual una sociedad interpuso en juicios separados tres demandas 
de indemnización de perjuicios en contra de un organismo del Estado por 
haber sido marginada ilegalmente, según declaración de la justicia ordinaria, 
de procesos de licitación referidos a contratos diversos725. 
4. Finalmente, entrando al examen del numeral 3º del art. 92, esto es, 
cuando la sentencia que se dicte en un juicio deba producir excepción de cosa 
juzgada en otro, se advierte a nivel doctrinario una mayor confusión y 
oscuridad en su interpretación lo cual se, debe si duda, al desconocimiento que 
hasta la fecha existe en el ordenamiento chileno del efecto positivo o 
prejudicial de la cosa juzgada726. 
Así, en un intento por dilucidar los casos en que la sentencia dictada 
en un juicio puede producir excepción de cosa juzgada en otro y de diferenciar 
esta causal con la identidad entre las acciones a que se refiere el numeral 1º del 
art. 92, los autores han identificado esta causal con aquellos supuestos en que, 
sin existir triple identidad entre los elementos de las acciones, la cosa juzgada 
produce efectos absolutos o erga omnes, como ocurre en las materias  
reguladas en los arts. 315, 1246 y 2513 del Código Civil, o incluso en casos de 
juicios diversos interpuestos contra codeudores solidarios727. 
                                               
725 Cfr. SCAP de Santiago de 21 de octubre de 2011, Rol Nº 2061/2011 (Id. vLex: 
331926546). Al efecto considera que concurre esta causal en tanto «las personas que litigan y el 
beneficio jurídico perseguido son los mismos, aun cuando en cada uno de los juicios el 
fundamento de pedir obedezca a situaciones distintas, pero que, no obstante, tienen en común la 
marginación de que habría sido objeto BestPharma S.A.». 
726 Como es posible observar, el art. 92 repite en esta causal la misma fórmula consagrada 
en el art. 161.1 de la LECiv 1881, que establecía la procedencia de la acumulación cuando la 
sentencia que haya de dictarse en uno de los pleitos «produzca excepción de cosa juzgada en otro». 
Bajo dicha ley de enjuiciamiento el efecto positivo o prejudicial era igualmente desconocido en el 
ordenamiento español pero fue siendo delimitado y configurado por la doctrina de la época bajo la 
causal antes señalada.  
Sobre la materia cfr. MANRESA Y NAVARRO, JOSÉ MARÍA, Comentarios a la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, v. I, ob. cit., pp. 629 y ss.; GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Derecho Procesal 
Civil (CON HERCE QUEMADA, VICENTE), v. I, ob. cit., p. 261 y ARMENTA DEU, TERESA, La 
acumulación de autos, ob. cit., pp. 64 y ss. En el mismo sentido, para BERZOSA FRANCOS, 
MARÍA, Demanda, «causa petendi» y cosa juzgada, ob. cit., p. 146, para quien el art. 161.1 no 
contempla un supuesto de litispendencia sino de prejudicialidad. 
727 Cfr. STOEHREL MAES, CARLOS, De las disposiciones comunes a todo 
procedimiento y de los incidentes, ob. cit., p. 160 y CASARINO VITERBO, MARIO, Manual de 
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Es decir, la doctrina vincula esta causal esencialmente a los supuestos 
en que la cosa juzgada se extiende o tiene eficacia respecto de terceros que no 
han participado en el juicio, pero lo tienen por expresa disposición legal, de 
manera tal que no se trata de una eficacia simplemente indirecta o refleja de la 
cosa juzgada, casos que se encuadran en los numerales anteriores. 
De este modo, se centra la atención en la identidad legal de personas 
que actúa como presupuesto y límite subjetivo de la cosa juzgada y su posible 
extensión a terceros que no han litigado, pero no en el vínculo de 
prejudicialidad, subordinación o dependencia que existe entre las pretensiones 
y que justifica —no obstante no existir la triple identidad que hace procedente  
la excepción de cosa juzgada— que lo decidido en un juicio despliegue 
eficacia directa en otro proceso. 
Con todo, poco a poco la doctrina ha venido desarrollando e 
incorporando este concepto tanto desde un punto de vista teórico como 
asimismo, y pese  no estar explícitamente reconocida en la legislación procesal 
chilena como una categoría general, a través de su justificación normativa en 
diversos preceptos legales dispersos en el ordenamiento, como es el art. 427, 
inciso 2º del CPC728. 
Fuera de lo anterior, sin embargo, no es posible encontrar en la 
doctrina mayor desarrollo del aspecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada 
en sede de acumulación de procesos, donde a nuestro juicio, el numeral 3º del 
art. 92 constituye una de las principales normas positivas de las que es posible 
extraer en el ordenamiento chileno el reconocimiento de este efecto positivo de 
la cosa juzgada. Por el contrario, pareciera incluso confundirse la procedencia 
de esta causal con la litispendencia y eficacia negativa de la cosa juzgada729. 
                                                                                                                                
Derecho procesal, t. III, ob. cit., p. 154 y 155. Al efecto, este último autor señala como ejemplo el 
caso en que se demande separadamente a dos codeudores solidarios por un mismo acreedor, 
considerando que el segundo deudor podrá pedir la acumulación de procesos por esta causal por 
cuanto la sentencia del primer proceso producirá efecto de cosa juzgada en el segundo y viceversa. 
Sin embargo, es discutible la existencia en este caso de triple identidad y la eficacia 
directa de la sentencia respecto de los demás deudores, por lo que, a nuestro juicio, estos supuestos 
se encuentran  en el numeral 1º y no el 3º del art. 92 CPC. 
Por otra parte, en virtud de lo dispuesto en el art. 1246 CC, cita como ejemplo el caso en 
que dos acreedores hereditarios demandan en juicios separados a un heredero para que se declare 
su calidad de tal. 
728 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso civil chileno, 
ob. cit., p. 93 y ss.  
729 Por su parte, señala otra autora que «eventualmente es posible que el objeto procesal 
del primer juicio sea parcialmente idéntico y no totalmente, caso en el cual la eficacia de la 
sentencia dictada es positiva o prejudicial en el segundo juicio, por la conexión objetiva o 
subjetiva de las acciones deducidas en ambos procesos». Sin embargo, pareciera de lo expuesto, 
que la eficacia positiva no exige la identidad de partes, cuestión que a nuestro juicio no es correcta. 
Por otro lado, al examinar la acumulación de procesos por esta causal, para esta autora el numeral 
3º «considera la posibilidad de acumular procesos que tengan grados de conexión por lo que la 
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En lo que respecta a la jurisprudencia, se advierte asimismo, un escaso 
desarrollo de la eficacia positiva tanto en general como a partir de la aplicación 
esta causal en sede de acumulación.  
Mayormente, el tema de la eficacia positiva ha sido desarrollado por 
los tribunales —desde luego no con este nombre— a propósito de la cosa 
juzgada penal y el efecto erga omnes que ésta produciría respecto de todo otro 
proceso y en particular respecto del proceso civil, tema que revisaremos en el 
apartado relativo a la cosa juzgada. 
Con todo, esta causal sí que ha tenido influencia en la construcción de 
otro mecanismo a través del cual los tribunales han intentado anticipar la 
eficacia positiva de la cosa juzgada como es la litispendencia impropia o por 
conexidad, instrumento cuyo fundamento se ha basado precisamente en esta 
causal de acumulación. 
Sobre la materia, la litispendencia impropia ha venido siendo utilizada 
a fin de suplir la ausencia de un régimen de suspensión que permita el 
tratamiento de la prejudicialidad cuando la acumulación tanto de acciones 
como de procesos no ha podido operar. A los casos concretos en que ha 
recibido aplicación este instrumento nos referiremos al final de este apartado.  
En lo que interesa ahora, cabe destacar que a través de este 
instrumento, la jurisprudencia ha comenzado a diferenciar, si bien a veces de 
un modo bastante confuso, los efectos materiales de la cosa juzgada. 
Al efecto, en SCS de 26 de marzo de 2013730, la Corte reconoce la 
«denominada litispendencia por conexidad, asociada al caso en que, pese a no 
concurrir la referida triple identidad, existe entre los juicios una relación tal 
que, siguiendo los términos legales reglados en el numero 3 del artículo 92 del 
Código de Procedimiento Civil como hipótesis normativa del incidente de 
acumulación de autos, el fallo que se pronuncie en uno deba producir la 
excepción de cosa juzgada en otro». 
A juicio de la Corte, junto con impedir que «por medio del inicio de 
un nuevo juicio, se intente mejorar los eventuales defectos que se hubieran 
producido en el que ya estuviera pendiente (…) su finalidad última  se orienta 
a precaver el riesgo de que uno de esos pleitos pudiera llegar a terminar de 
manera incompatible o descoordinada con otro que se afinara primero, 
circunstancia que se incardina en forma directa con la autoridad de cosa 
                                                                                                                                
cosa juzgada que producida por la sentencia dictada en uno tiene eficacia positiva —prejudicial— 
o negativa —irrevocabilidad— de cosa juzgada en otro», con lo cual la acumulación de procesos 
por la causal 3ª sería procedente a su juicio en caso de identidad de acciones. Cfr. ROMERO 
RODRÍGUEZ. SOPHÍA, «Concurso de acciones y concurso de normas en el derecho procesal civil 
chileno», ob. cit. pp. 236 y 240-241. 
730 Sala Primera (Civil), Rol Nº 6621/2012 (cs. 6º, 7º y 8º) (Id. vLex: 436082866). 
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juzgada que es, justamente, la excepción que emerge para el litigante que por 
segunda vez sea vea emplazado a raíz de la misma controversia ya zanjada». 
En cuanto a los efectos que produciría el acogimiento de esta 
excepción, este es la suspensión del segundo proceso en espera de que se dicte 
sentencia en primer proceso a efectos de que la parte pueda alegar la cosa 
juzgada. 
Al efecto, sostiene la Corte que «el acogimiento de la excepción de 
litis pendencia no tiene otro destino que producir la suspensión de la secuela de 
uno de los procesos que ella envuelve, situación que hace nítido que este pleito 
no termina sino que se detiene temporalmente, pues nada obsta a que continúe 
una vez finalizado el otro litigio por fallo ejecutoriado, sin perjuicio de quedar 
sujeto a la oposición de la excepción afincada en la cosa juzgada por el 
demandado, seguida de las cuestiones de fondo que el actor pueda alegar ante 
esa previsible defensa de su contraparte. Tal controversia, de generarse, deberá 
ser resuelta en su oportunidad, en una decisión que ponga fin efectivo a la 
contienda y que, al menos en lo que a su naturaleza jurídica se refiere, será 
susceptible de ser impugnada por vía de la casación en el fondo». 
De esta forma, frente la existencia de conexión y no de triple 
identidad, la jurisprudencia ha buscado a través de esta excepción una fórmula 
para obtener la suspensión del proceso en el que deba operar la eficacia 
positiva o prejudicial de la sentencia dictada en otro.  
Si bien esta suspensión no está establecida como fórmula general ni en 
el numeral 3º del art. 92 CPC ni en ninguna otra norma del ordenamiento 
chileno, ciertamente a través de este mecanismo al menos se ha intentado 
evitar en la práctica los problemas que conllevaría decretar la exclusión del 
segundo proceso como efecto normal de la excepción de litispendencia frente 
la existencia de triple identidad, lo que significaría dejar el asunto 
imprejuzgado. 
El problema de esta sentencia así como de otros fallos analizados, sin 
embargo, es que este criterio así como los efectos que genera la litispendencia 
tanto propia como impropia o por conexidad, no han sido aplicados en forma 
consistente y con claridad, apreciándose una evidente confusión e incluso 
contradicciones entre las propias sentencias de la Corte. 
Como se aprecia de lo expuesto hasta ahora, si bien ha existido un 
intento por diferenciar la acumulación de procesos respecto de la 
litispendencia y a través de ello los diversos efectos de la cosa juzgada, el 
desarrollo de esta causal de acumulación, tanto a nivel doctrinario como de la 
jurisprudencia, es bastante precario constatándose una aplicación mas bien 
mecánica y a veces simultánea de las diversas causales, sin mayor desarrollo 
en cuanto a su contenido.  
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Por nuestra parte, y sólo a modo de criterio general, consideramos que 
el punto de partida para el análisis de esta causal es y debe ser la consideración 
de la acumulación de procesos como un mecanismo o instrumento que permite 
anticipar el efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada mediante la reunión 
y decisión en una sola sentencia de procesos unidos por un vínculo de 
subordinación y dependencia731. 
Los requisitos para que pueda operar dicha eficacia positiva o 
prejudicial que se pretende anticipar a través de la acumulación cuando los 
procesos se encuentran pendientes, son dos.  
Por un lado, es necesario la identidad subjetiva entre los procesos en 
tramitación, es decir, debe tratarse de las mismas partes en ambos procesos o 
bien de terceros a quienes, por expresa disposición de ley, sea posible extender 
la eficacia directa del fallo. Y, por otro lado, la existencia de una conexión 
objetiva determinada por la existencia de un vínculo prejudicial entre los 
objetos procesales y no la identidad, pues ello haría procedente la excepción de 
litispendencia.  
Los casos o hipótesis en que este vínculo se subordinación o 
dependencia se puede presentar son numerosos, pudiendo señalar a modo 
meramente ejemplar, los casos que se demanda la restitución o reivindicación 
de un bien inmueble y en otro proceso se discute acerca de la titularidad del 
derecho de dominio del que se reputa dueño; o el caso en que se solicita la 
partición de una herencia y en otro proceso se plantea la nulidad del 
testamento; los casos en que se plantea en un proceso una acción de petición 
de herencia y en otro se discute la calidad de heredero del demandante; los 
casos en que se demanda en un proceso la indemnización de perjuicios por 
incumplimiento de un contrato y en otro juicio se discute acerca de su nulidad, 
etc. 
                                               
731 En este caso, tal como apunta la doctrina, dicho efecto no se ha producido aún sino que 
es potencial, pues los procesos se encuentran pendientes. Mediante la acumulación de procesos, el 
objetivo que se persigue, por tanto, es anticipar dicho efecto positivo cuando los procesos 
involucrados se encuentren pendientes, de manera tal que sean tramitados y decididos conjunta, 
pero separadamente, en una misma sentencia. Tratándose de una prejudicialidad en potencia, 
atendido que aún no se ha dictado la sentencia que ha de desplegar efectos prejudiciales, la 
acumulación de procesos se ha querido utilizar por la ley como un instrumento tutelar o protector 
de la cosa juzgada en su efecto positivo, constituyendo el principal mecanismo puesto por el 
ordenamiento jurídico al servicio del tratamiento de la prejudicialidad civil en el proceso civil. Cfr. 
DIEZ-PICAZO GIMÉNEZ, IGNACIO «De la acumulación de acciones y procesos», en 
Comentarios a la ley de Enjuiciamiento Civil, (con AA.VV), ob. cit., p. 210 y 211; GASCÓN 
INCHAUSTI, FERNANDO, La acumulación de acciones y procesos en el proceso civil, ob. cit., pp. 
121 y 122. 
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La diferencia con las demás causales de acumulación, es que la decisión 
sobre dicho vínculo o materia prejudicial, de llegar a ser decidido como objeto 
autónomo en uno de los procesos, queda cubierto por la eficacia directa de la 
sentencia a través de la función positiva o prejudicial de la cosa juzgada, de 
manera tal que el asunto prejudicial no podrá volver a ser discutido por haber 
sido decidido de forma inmutable e irrevocable y dicha decisión se proyectará 
respecto de todo otro proceso en el que se pretenda discutir el mismo asunto. 
Pero para que ello sea así, es indispensable que exista la identidad legal 
de personas que exige el art. 3 CC y 177 CPC para alegar la excepción de cosa 
juzgada, en tanto la sentencia sólo puede tener eficacia directa y proyectarse a 
otros procesos, tal como señala esta última disposición, respecto del «litigante 
que haya obtenido en el juicio y por todos aquellos a quienes según la ley 
aprovecha el fallo». 
Conforme a lo anterior, y a diferencia de lo que parece considerar cierta 
parte de la doctrina732, la misma identidad de partes que se exige a efectos de la 
alegación de la cosa juzgada por el art. 177 CPC es necesario que concurra 
como presupuesto indispensable a efectos de poder solicitar la acumulación de 
pretensiones por esta causal, lo que pasa por determinar el concepto de parte y 
de tercero en el ordenamiento chileno, la forma cómo se configura dicha 
identidad y los límites subjetivos de la cosa juzgada. 
Tratándose de terceros que no han intervenido en el juicio, el 
problema es que en el ordenamiento chileno el principio “res iudicata inter 
partes” contemplado en el art. 3 del CC y 177 CPC ha venido siendo 
interpretado, muchas veces, con excesiva flexibilidad por la jurisprudencia, la 
que ha tendido a ampliar dichos efectos respecto de terceros no intervinientes 
aún cuando no existe disposición legal expresa que lo autorice, como ocurre en 
materia de obligaciones solidarias733. 
                                               
732 A propósito de la cosa juzgada positiva se ha señalado que «eventualmente es posible 
que el objeto procesal del primer juicio sea parcialmente idéntico y no totalmente, caso en el cual 
la eficacia de la sentencia dictada es positiva o prejudicial en el segundo juicio, por la conexión 
objetiva o subjetiva de las acciones deducidas en ambos procesos».  Cfr. ROMERO 
RODRÍGUEZ. SOPHÍA, «Concurso de acciones y concurso de normas en el derecho procesal civil 
chileno», ob. cit. p. 241. De lo anterior, pareciera que la eficacia positiva de la cosa juzgada no 
exige la identidad de partes, cuestión que a nuestro juicio, y a la luz de lo dispuesto en el art. 3ª del 
CC y  177 CPC, no es correcta.  
733 Similar situación imperaba en el ordenamiento español antes de la publicación de la 
LECiv 2000 sosteniéndose tanto por el TC como por el TS la extensión de la cosa juzgada a 
terceros titulares de relaciones conexas o dependientes. Con la vigencia de la LECiv 2000 y lo 
dispuesto en su art. 222.4, a juicio de la doctrina esta interpretación perdió toda vigencia. Cfr. 
GRANDE SEARA, PABLO, La extensión subjetiva de la cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., 
p. 101. 
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En nuestro concepto, consideramos junto con la doctrina734 que la 
eficacia directa de la sentencia sólo se puede predicar respecto de aquellos 
terceros a quienes se les extienda dichos efectos por disposición expresa de la 
ley, principio que es recogido, asimismo por el propio PNCPC siguiendo la 
tendencia comparada en esta materia.  
De esta forma, esta causal de acumulación cubre todos aquellos 
supuestos de extensión ultra partes de la cosa juzgada735 y no los supuestos de 
eficacia refleja, indirecta o colateral los cuales quedan subsumidos en las otras 
causales de acumulación. 
Desde esta perspectiva, los casos de eficacia absoluta o erga omnes 
citados por la doctrina, corresponden efectivamente a supuestos en los que es 
posible configurar la identidad legal de partes que harían procedente la 
acumulación de procesos en tanto se trata de casos en que la cosa juzgada tiene 
eficacia respecto de terceros por expresa disposición legal, de manera tal que la 
sentencia que se dicte en dichos procesos les puede tanto beneficiar como 
perjudicar. Particularmente cuando se trata de sentencias dictadas en materia 
de estado civil de las personas, sin duda nos encontramos en supuestos en los 
se extienden a terceros los efectos jurídico-materiales de este tipo de 
sentencias, los cuales, particularmente cuando son constitutivas-estimatorias, 
deben ser reconocidos por todos. 
                                                                                                                                
Con todo, en el tema de la eficacia refleja de la sentencia en el ordenamiento chileno 
existe una tendencia doctrinaria y jurisprudencial basada en el texto del art. 177 CPC y la historia 
de su establecimiento que considera que esta eficacia respecto de terceros opera sólo secundum 
eventum litis, es decir, en la medida que el resultado del fallo le beneficie y no le perjudique. Cfr. 
PEREIRA ANABALÓN, HUGO, La cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., pp. 65. 
734 Cfr. GRANDE SEARA, PABLO, ob. cit., pp. 100-101. 
735 En estos casos, tal como señala la doctrina, se trata normalmente de terceros que son 
titulares de una relación o situación jurídica idéntica a la juzgada entre las partes. Ídem, pp. 259 y 
ss. O bien, se trata de situaciones jurídicas en las que hay varios sujetos «legitimados o 
colegitimados, y cuya actuación puede producir que los efectos de una sentencia judicial se 
extiendan a terceros que se encuentren en su misma posición jurídica». Cfr. ROMERO SEGUEL, 
ALEJANDRO, «La sentencia judicial como medio de prueba», ob. cit., p. 267. Tal como señala este 
último autor, y fuera de los mencionados en este apartado, existen variados ejemplos de eficacia 
ultra partes de la sentencia en el ordenamiento chileno, como ocurre en materia de consumidores, 
de sociedades,  en materia medioambiental, etc., casos a los que nos referiremos al tratar de la cosa 
juzgada. 
Al efecto, el art. 217 del PNCPC relativo al efecto positivo o prejudicial de la cosa 
juzgada, establece que «Lo resuelto con fuerza de cosa juzgada en la sentencia, obligará al tribunal 
de un proceso posterior cuando aparezca como presupuesto necesario de la nueva decisión, 
siempre que las partes de ambos procesos sean las mismas o la cosa juzgada se extienda a ellas por 
disposición legal». Por su parte, en el art. 218 se regulan la extensión y límites de la cosa juzgada, 
estableciendo en su inciso segundo que «Salvo disposición expresa en sentido contrario, la cosa 
juzgada alcanza y puede alegarse por las partes del proceso en el que la sentencia que se invoca se 
dictó, por sus causahabientes y por todos aquellos a quienes, según la ley, se extienda el fallo, 
aunque no hayan litigado en el juicio». 
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Sin embargo, a efectos del numeral 3º del art. 92 y del efecto positivo 
de la cosa juzgada es necesario hacer una precisión. En estos casos, 
ciertamente no es este efecto erga omnes el que interesa en tanto eficacia 
indeterminada que se produce respecto de toda la sociedad, la que se encuentra 
obligada de manera genérica a respetar lo decidido por la justicia.  
Por el contrario, lo que interesa es la eficacia directa ultra partes de 
este tipo de sentencia la cual no opera respecto de toda la sociedad sino sólo, 
tal como señala la doctrina, respecto de terceros que tienen interés en el estado 
civil que va a ser decidido por la sentencia736. 
Dicho lo anterior, y fuera de la finalidad de  la coherencia y armonía 
entre las sentencias que se dicten, a nuestro juicio la ventaja que presenta la 
acumulación cuando existe este tipo de terceros involucrados en un proceso 
paralelo, es que durante el curso del proceso podrán ejercer plenamente su 
derecho de defensa y hacer valer todos los derechos, excepciones y defensas 
que el ordenamiento ponga a su disposición a efectos incidir en el contenido de 
la sentencia que se llegue a dictar.  
Por el contrario, de no producirse la acumulación y seguirse la 
tramitación de los juicios en forma paralela, dichos terceros, por disposición 
expresa de la ley, se verán afectados igualmente y en forma directa por la 
sentencia sin posibilidad alguna, a diferencia de lo que ocurre en los casos de 
eficacia refleja, de oponer excepciones o defensas efectos de enervar el efecto 
de cosa juzgada que emanada de dicha sentencia. 
En otros casos, como ocurre en materia de derecho de los 
consumidores regulada en la Ley Nº 19.496 respecto a juicios seguidos por 
intereses colectivos y en los que se establece la eficacia erga omnes pero 
secundum eventum litis de la sentencia que se dicte en dicho proceso, la 
imposibilidad de acumulación de ciertos juicios individuales pendientes al 
juicio colectivo impide que a su respecto la sentencia pueda desplegar dichos 
efectos. Lo anterior ocurre en los casos establecidos en el nº 2 del inciso final 
del art. 53 de la ley, esto es, cuando se trate de procesos que se encuentren en 
estado de citación para oír sentencia, respecto de los cuales, por tanto, no opera 
dicha eficacia737. 
                                               
736 Estos terceros son «los que estaban legitimados para ejercitar una pretensión 
objetivamente idéntica a la juzgada o contradictoria con ella, y en relación con el mismo estado 
civil; y por otras, aquellos terceros que sean titulares de un derecho, relación o situación jurídica, 
respecto de la cual, el estado civil en cuestión tenga carácter prejudicial». Cfr. GRANDE SEARA, 
PABLO, ob. cit., p. 308.  
737 Conforme al art. 54 de la Ley Nº 19.496 «La sentencia ejecutoriada que declare la 
responsabilidad del o los demandados producirá efecto erga omnes, con excepción de aquellos 
procesos que no hayan podido acumularse conforme al número 2) del inciso final del artículo 53, y 
de los casos en que se efectúe la reserva de derechos que admite el mismo artículo. 
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5. De lo expuesto, cabe destacar que, no obstante la complejidad y 
casuismo de la regulación legal —cuestión que viene a cambiar con el 
PNCPC— así como el escaso y a veces confuso desarrollo y aplicación que se 
les ha dado en la práctica, la acumulación de procesos constituye un 
instrumento de particular eficacia para el tratamiento de la prejudicialidad 
homogénea en el proceso civil y la operatividad de la eficacia positiva o 
prejudicial de la cosa  juzgada, así como para la consecución de otros objetivos 
como son la economía procesal y la vigencia del principio de contradicción y 
el derecho de defensa de las partes. 
Con todo, al igual que ocurre con la acumulación de pretensiones, la 
reunión de procesos en el ordenamiento chileno está sujeta a unos requisitos y 
limitaciones propias que impiden su procedencia y utilización como 
instrumento preventivo para el tratamiento de la prejudicialidad y la 
coherencia de la decisiones judiciales. 
Así, en primer lugar, tal como ha sostenido la jurisprudencia, la 
acumulación de autos sólo procede entre tribunales integrantes de un mismo 
orden jurisdiccional y por tanto no procede respecto de procesos conocidos por  
tribunales ordinarios y especiales o entre «tribunales ordinarios frente a 
tribunales arbitrales»738. 
De esta forma, al igual que ocurre con la acumulación de pretensiones, 
quedan fuera de la acumulación todos los supuestos de prejudicialidad 
heterogénea e incluso casos de prejudicialidad homogénea, cuando el asunto 
este siendo conocido por la justicia ordinaria y arbitral.  
                                                                                                                                
La sentencia será dada a conocer para que todos aquellos que hayan sido perjudicados por 
los mismos hechos puedan reclamar el cobro de las indemnizaciones o el cumplimiento de las 
reparaciones que correspondan. 
Ello se hará por avisos publicados, a lo menos en dos oportunidades distintas, en los 
diarios locales, regionales o nacionales que el juez determine, con un intervalo no inferior a tres ni 
superior a cinco días entre ellas. 
No obstante lo anterior, el juez podrá disponer una forma distinta de dar a conocer la 
información referida en el inciso primero, en aquellos casos en que el número de afectados permita 
asegurar el conocimiento de todos y cada uno de ellos por otro medio. 
Si se ha rechazado la demanda cualquier legitimado activo podrá interponer, dentro del 
plazo de prescripción de la acción, ante el mismo tribunal y valiéndose de nuevas circunstancias, 
una nueva acción, entendiéndose suspendida la prescripción a su favor por todo el plazo que duró 
el juicio colectivo. El tribunal declarará encontrarse frente a nuevas circunstancias junto con la 
declaración de admisibilidad de la acción dispuesta en el artículo 52». 
Sobre esta materia Cfr. AGUIRREZABAL G., MAITE, «La extensión de los efectos de la 
sentencia dictada en procesos promovidos para la defensa de los intereses colectivos y difusos de 
consumidores y usuarios: régimen en la Ley chilena de Protección del Consumidor», en Ius et 
praxis, Nº 1, Año 16, 2010, pp. 99-123. 
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Tal es el caso, por ejemplo, de los juicios de partición de bienes cuyo 
conocimiento corresponde en el ordenamiento chileno a un árbitro de derecho. 
Sin embargo, en estos casos, el propio Código Civil contempla uno de los 
únicos casos de procedencia de la suspensión del proceso particional en espera 
de la decisión de la justicia ordinaria sobre el asunto prejudicial, aunque dicha 
suspensión no opera viceversa. 
En segundo lugar, es necesario que los juicios que se pretende acumular 
se encuentren pendientes o en tramitación pues de lo contrario «no sería 
posible alcanzar la finalidad primordial que se persigue con la acumulación: 
obtener que los diversos procesos acumulados constituyan un solo juicio y 
terminen por una sola sentencia»739. 
En tercer lugar, conforme a lo dispuesto en el art. 95 CPC, es necesario 
que los juicios se encuentren sometidos a una misma clase de procedimiento y 
que todos ellos se encuentren en instancias análogas. 
En cuanto a la identidad de procedimientos, a juicio de la doctrina se 
trata de un requisito del todo lógico y necesario pues de otra forma existiría 
una imposibilidad material para su tramitación conjunta740. No obstante ello, el 
asunto ha comenzado a ser llevado a sede constitucional ante el TC, el cual no 
obstante, no ha entrado al conocimiento del fondo por haber sido declarada la 
inadmisibilidad por falta de fundamento plausible741. 
En cuanto a las instancias análogas, sin embargo, si bien se considera 
un requisito necesario en cierta forma a efectos de velar por la rapidez del 
procedimiento e impedir una utilización dolosa de la acumulación por las 
partes para retrasar el curso de un proceso, se considera asimismo, que este 
requisito atenta en ciertos casos, contra el fundamento mismo de la 
                                                                                                                                
738 Cfr. SCS de 1º de abril de 1930, en RDJ, t. XXVII, sec. 1ª, p. 796 y SCS de 29 de 
septiembre de 1932, en RDJ, t. XXX, sec. 1ª, p. 52. 
739 Cfr. SCS de 21 de abril de 1942, en RDJ, t. XXXIX, sec. 1ª, p. 529. 
740 Cfr. Cfr. STOEHREL MAES, CARLOS, De las disposiciones comunes a todo 
procedimiento y de los incidentes, ob. cit., p. 161 y CASARINO VITERBO, MARIO, Manual de 
Derecho procesal, t. III, ob. cit., p. 155. 
741 Cfr. STC, Rol Nº 2260-12. En el requerimiento se solicitó la inaplicabilidad del art. 95 
CPC al impedir la acumulación de procesos tramitados por procedimientos diferentes, lo que 
vulneraría  el derecho al debido proceso consagrado en el art. 19 Nº 3, CPR sobre la base de que 
podrían existir sentencias contradictorias. En el caso en cuestión, se trató de un proceso por 
nulidad absoluta de contrato tramitado conforme a las normas del juicio ordinario civil de mayor 
cuantía y otro proceso por término de contrato de arrendamiento seguido conforme a las normas de 
la Ley 18.101. Sin embargo, no consta en el requerimiento ni la sentencia mayor información 
acerca del nexo entre dichos procesos que conlleva el riesgo de contradicción. 
  471 
acumulación en cuanto a evitar el pronunciamiento contradictorio de 
sentencias742. 
Ciertamente, en la práctica una gran parte de los casos en que se 
determina la improcedencia de la acumulación es en razón de este requisito, lo 
que unido a la inexistencia en el proceso civil chileno de un régimen general 
de suspensión del proceso en  espera de la sentencia que decida el asunto 
prejudicial, impide indudablemente la consecución de los fines propios de esta 
institución con el consiguiente riesgo de contradicción. 
Probablemente por esta razón, el PNCPC ha eliminado este requisito, 
exigiendo sólo que se trate de procesos declarativos sujetos a un mismo 
procedimiento. 
Un último requisito de la acumulación de procesos es la exigencia de 
solicitud de parte, a menos que se trate de la acumulación de procesos seguidos 
ante el mismo tribunal, caso en el cual ésta podrá ser ordenada de oficio (art. 
94 CPC).  
La acumulación podrá ser solicitada durante todo el curso del juicio 
hasta antes  de la sentencia de término, esto es, antes de que se dicte la 
sentencia que pone fin a la última instancia del juicio (art. 98). 
6. Finalmente, nos referiremos brevemente a la regulación contenida en el 
PNCPC, el que ha innovado sustantivamente en la regulación de esta materia. 
a) Así, en primer lugar, si bien el proyecto recurre nuevamente al concepto 
de “continencia de la causa”, las causales de procedencia son objeto de una 
regulación más moderna y racional que se aleja de la casuística y ambigüedad 
de que adolece la actual regulación. 
En lo esencial, y de forma muy similar a la regulación contenida en la 
LECiv 2000, se establecen dos causales genéricas de procedencia.  
La primera de ellas se funda en la existencia de una conexión tal entre 
los procesos que, «de seguirse por separado, pudieren dictarse sentencias con 
pronunciamientos o fundamentos contradictorios, incompatibles o mutuamente 
excluyentes» (art. 58, letra a). 
Como es posible observar, se sigue la misma fórmula contenida en la 
LECiv 2000 basada en la existencia de un nexo o vínculo causal que exige 
atender al riesgo de contradicción, incompatibilidad o exclusión entre los 
                                               
742 Cfr. STOEHREL MAES, CARLOS, ob. cit., p. 161 y CASARINO VITERBO, MARIO, t. 
III, ob. cit., p. 155. 
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pronunciamientos o fundamentos de las sentencias que se puedan llegar a 
dictar, más allá de la identificación y comparación entre sus diversos 
elementos. De esta forma, tal como señala la doctrina, ya no será necesario 
«diseccionar», examinar y comparar los diversos elementos identificadores de 
las pretensiones para demostrar que existe coincidencia, sino que bastará con 
un «juicio hipotético y a priori» en virtud del cual se demuestre las posibles 
consecuencia en caso de seguirse los procesos por separado743. 
En segundo lugar, se establece como causal de procedencia de la 
acumulación cuando «la sentencia que haya de pronunciarse en un 
procedimiento pueda producir efecto de cosa juzgada en otro u otros 
procesos». Sin embargo, no procederá la acumulación de procesos en este caso 
cuando el riesgo pueda evitarse mediante la excepción de litispendencia (art. 
58, letra b). 
En nuestro concepto, fuera de que el proyecto no hace mención en esta 
norma a la función positiva o prejudicial de la cosa juzgada, pareciera 
nuevamente asimilar ésta eficacia con la función negativa o excluyente por lo 
que la acumulación sería procedente en incluso en caso de triple identidad, a 
menos que sea procedente la litispendencia.  
Atendido que el proyecto distingue claramente al tratar de la cosa 
juzgada, y por primera vez en el ordenamiento chileno, el efecto negativo del 
positivo o prejudicial e incluso permite que tanto el efecto negativo como la 
litispendencia sean decretadas de oficio por el tribunal, dotándolos de 
autonomía propia, en nuestra opinión, no tiene mayor sentido asimilar y 
mezclar ambos tipos de eficacia y la litispendencia en la regulación de una 
institución como la acumulación, cuya finalidad claramente no es la de excluir 
un segundo proceso sino obtener su decisión conjunta en razón del vínculo que 
los une. 
Lo anterior, no viene sino a profundizar la confusión que actualmente 
existe en esta materia lo que importa una claro retroceso y no un avance en la 
regulación poniendo a disposición de los litigantes dos medios procesales que, 
pese a cumplir una finalidad similar, son totalmente distintos tanto en lo que 
                                               
743 Cfr. GASCÓN INCHAUSTI, FERNANDO, La acumulación de acciones y de procesos 
en el proceso civil, ob. cit., pp. 126 y 127. De este modo, siguiendo lo señalado por este autor, sin 
duda alguna seguirá siendo relevante el examen de los elementos identificadores de las 
pretensiones, pero no para establecer su coincidencia o no coincidencia sino sólo a los efectos de 
establecer si entre los pronunciamientos o fundamentos puede existir contradicción, exclusión o 
incompatibilidad 
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respecta a su régimen procesal como las consecuencias que derivan de su 
aplicación. 
A nuestro juicio, así como la litispendencia esta inescindiblemente 
asociada a la existencia de triple identidad actuando como un mecanismo que 
permite anticipar los efectos negativos de la cosa juzgada, la regulación de la 
acumulación de procesos por esta causal debiera estar directamente conectada 
con la regulación de la eficacia positiva o prejudicial de la cosa juzgada 
contenida en el art. 217 del proyecto, como un mecanismo que permite 
anticipar dichos efectos. 
Con base en esta diferenciación así como en atención a la regulación 
contenida en el proyecto de un régimen suspensivo o devolutivo por 
prejudicialidad, la litispendencia debiera volver a ser situada en el cauce y para 
el cumplimiento de los fines que les son propios debiendo desaparecer, 
asimismo, la denominada litispendencia impropia o por conexidad.  
b) En segundo lugar,  y según mencionamos anteriormente, el proyecto 
contempla una importante limitación para la procedencia de la acumulación de 
procesos la que no podrá ser «solicitada a requerimiento del actor cuando, 
habiendo sido procedente el ejercicio plural de acciones, no justifique la 
imposibilidad de haber promovido conjuntamente con la respectiva demanda, 
su ampliación o reconvención».  
De esta forma, de manera similar a lo que ocurre en el ordenamiento 
español, por lo cual nos remitimos al análisis allí realizado, se ha establecido 
una limitación que importa trasladar la finalidad propia de la acumulación de 
procesos a la acumulación de pretensiones, en tanto las partes deberán 
acumular desde el inicio todas las pretensiones que detenten contra el 
demandado so pena de no poder acumular posteriormente los procesos que se 
sigan por separado.  
c) Finalmente, el proyecto elimina la necesidad de que los procesos se 
encuentren en instancias análogas, estableciendo como requisito sólo la 
exigencia de que se trate de «procesos declarativos que se sustancien con 
arreglo a un mismo procedimiento y siempre que el tribunal que deba resolver 
los procesos acumulados tenga competencia absoluta para conocer de cada uno 
de ellos» (art. 59). 
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C) Otros mecanismos de solución frente a la improcedencia o no 
utilización de la acumulación de acciones y de procesos. La 
litispendencia impropia o por conexidad. 
Examinaremos en este apartado la denominada litispendencia impropia 
o por conexidad, instrumento de creación jurisprudencial que ha sido utilizado 
como una forma de suplir la inexistencia en el ordenamiento chileno de un 
régimen devolutivo en aquellos casos en que la acumulación, sea de acciones o 
de procesos, no ha operado. 
Si bien tanto la acumulación de pretensiones como de procesos son 
instrumentos que permiten dar un adecuado tratamiento a supuestos de 
pendencia simultánea de procesos unidos por un vínculo prejudicial, estos 
mecanismos no siempre resultan procedentes o bien no siempre son utilizados 
por las partes tornándose muchas veces en un remedio insuficiente al momento 
de dar solución a la prejudicialidad homogénea en el proceso civil. 
En razón de lo anterior, y debido principalmente a que el ordenamiento 
chileno no  contempla la posibilidad se suspensión del proceso civil en espera 
de la sentencia que resuelva la materia prejudicial, la jurisprudencia chilena ha 
venido interpretando y aplicando la exigencia de triple identidad contenida en 
el art. 177 CPC y que hace procedente la excepción de litispendencia en 
conformidad a lo dispuesto en el art. 303, nº 3 del CPC, de forma cada vez más 
flexible a los efectos de poder incorporar supuestos de conexión entre objetos 
procesales y de evitar, con ello,  el riesgo de contradicción entre 
pronunciamientos.  
Para ello, la jurisprudencia ha utilizado como fundamento de esta 
institución lo dispuesto en el numeral 3º del art. 92 del CPC en virtud del cual 
se establece la procedencia de la acumulación de procesos cuando la sentencia 
que se dicte en un proceso haya de producir excepción de cosa juzgada en otro.  
Surge así —como ocurrió en España bajo la vigencia de la LECiv 1881 
(supra, Parte I, cap. 4º, II. 1, C)— la denominada litispendencia impropia o por 
conexidad, categoría que ha sido reconocida en diversos fallos por los 
tribunales chilenos en forma diferenciada a la litispendencia propia. 
Tal es el caso de la  SCS de 26 de marzo de 2013, donde la Corte ha 
reconocido expresamente que junto a la litispendencia propia «Incluso, en 
doctrina se suma a la anterior la denominada litispendencia por conexidad, 
asociada al caso en que, pese a no concurrir la referida triple identidad, existe 
entre los juicios una relación tal que, siguiendo los términos legales reglados 
en el numero 3 del artículo 92 del Código de Procedimiento Civil como 
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hipótesis normativa del incidente de acumulación de autos, el fallo que se 
pronuncie en uno deba producir la excepción de cosa juzgada en otro»744. 
En el asunto en cuestión, se trató de dos juicios seguidos en paralelo: 
un juicio ordinario de cobro de pesos en el que se solicitó se declarara la 
obligación de pagar un suma de dinero basada en la existencia de un contrato 
de mutuo hipotecario que consta en escritura publica y en el cual el demandado 
alegó la inexistencia y en subsidio la nulidad del contrato, con un juicio 
ejecutivo en el que se ejerció la acción hipotecaria de la Ley General de 
Bancos basada en el mismo contrato de mutuo hipotecario. 
Siendo evidente la improcedencia de la acumulación de procesos por 
tratarse de procedimientos diferentes, la parte demandada alegó la existencia 
de litispendencia solicitando la exclusión del segundo proceso. Los jueces de 
instancia, sin embargo, rechazaron la excepción por haber sido deducida en 
forma extemporánea y por considerar, en definitiva, que no existía triple 
identidad.  
La Corte Suprema, por su parte, si bien realiza la distinción antes 
señalada entre litispendencia propia e impropia no sólo no señala si en el caso 
concreto existe triple identidad o sólo conexión sino que no entra al 
conocimiento del asunto por entender que el efecto de toda litispendencia no es 
la exclusión del segundo proceso en los términos alegados por el demandado 
sino que su suspensión y, por tanto, se trata de una resolución judicial cuya 
naturaleza jurídica no hace procedente el recurso de casación. Por esta razón, 
desecha el recurso. 
Como es posible observar, si bien la cuestión no fue resuelta, la Corte 
sentó una serie de principios respecto de la aplicación y efectos de esta 
institución pero sin hacer mayor distinción entre dos categorías que el propio 
tribunal se encarga de distinguir. Sólo destacar que en el caso en cuestión, 
finalmente, la inexistencia y nulidad del contrato de mutuo que a su vez era 
fundamento del juicio hipotecario,  fueron rechazadas. 
En otro caso decidido en SCS de 3 de abril de 2008745, el tribunal de 
segunda instancia  acogió la excepción de litispendencia, denegada por el de 
primera, ordenando la paralización de uno de los procesos en espera de la 
decisión del otro por sentencia ejecutoriada. 
Se trató de un juicio en el que se solicitó una indemnización por daños 
y perjuicios  por el incumplimiento de un contrato y otro proceso seguido entre 
las mismas partes en el que se demandó la resolución del mismo contrato más 
                                               
744 Cfr. SCS de 26 de marzo de 2013, Sala Primera (Civil), Rol Nº 6621/2012, c. 6º (Id. 
vLex: 436082866). 
745 Cfr. SCS de 3 de abril de 2008, Sala Primera (Civil), Rol Nº 412/2007. 
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la indemnización de perjuicios por daños directos, lucro cesante e 
indemnización del daño moral. A juicio de la Corte de Apelaciones, no 
obstante parecer acciones diferentes, reconduciendo la calificación jurídica de 
las acciones interpuestas determinó la existencia de triple identidad por tratarse 
en definitiva de una misma indemnización compensatoria o por equivalencia 
derivada del incumplimiento. La Corte Suprema, al igual que en el caso 
anterior, confirmando que el efecto propio de la litispendencia es la suspensión 
del proceso, rechaza el recurso por tratarse de una resolución judicial respecto 
de la cual no procede el recurso de casación. 
Otro ámbito en el que se ha recurrido a este mecanismo es en materia 
de quiebras. Probablemente la amplitud con la que venía operando la 
acumulación en la antigua normativa concursal, daba suficiente cobertura a los 
posibles problemas de prejudicialidad que podían suscitarse en este ámbito.  
Sin embargo, justamente en aquellos supuestos no cubiertos por la 
acumulación venía suscitándose más de alguna dificultad para cuya solución se 
intentó recurrir a este mecanismo. 
Tal fue el caso del juicio iniciado por el Estado a través de la 
Corporación de Fomento de la Producción (CORFO) por provecho del dolo 
ajeno en contra de la empresa de energía Chilquinta, todo ello en el marco y 
con motivo del fraude cometido por la empresa Inverlink, antes examinado.  
Entre otras alegaciones, la parte demandada interpuso en segunda 
instancia las excepciones de litispendencia por identidad y conexidad con 
motivo del juicio de quiebras iniciado en contra de Inverlink y en el que 
CORFO concurrió a la verificación de créditos exigiendo el pago de lo 
adeudado por la parte fallida. En ese proceso el Síndico de quiebras dedujo en 
representación de los acreedores —incluido CORFO— una acción revocatoria 
concursal en su contra, la que tiene por objeto obtener la declaración de 
inoponibilidad y la restitución del precio recibido por Chilquinta por parte de 
Inverlink.  
A juicio de la demandada, se trata del mismo objeto que se persigue a 
través de la demanda por provecho del dolo ajeno deducida por Corfo en su 
contra o al menos se trata de juicios vinculados en términos tales que la 
sentencia que haya de pronunciarse en uno produciría la excepción de cosa 
juzgada en el otro en tanto de acogerse la acción revocatoria concursal 
deducida en el juicio de quiebra de Inverlink, Chilquinta se vería en la 
obligación de restituir la misma suma demandada, la que iría en directo 
beneficio de CORFO en su calidad de acreedora en dicho proceso concursal. 
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Como es posible observar, la cuestión planteada en este juicio es 
precisamente un problema de prejudicialidad y anticipación del efecto positivo 
o prejudicial de la cosa juzgada.  
Sin embargo, finalmente el recurso fue nuevamente desechado tanto por 
la Corte de Apelaciones como por la Corte Suprema por motivos de forma en 
razón de la  extemporaneidad de la excepción planteada por la demandada y 
por tratarse de una resolución que por su naturaleza jurídica no es controlable a 
través del recurso de casación746. 
Finalmente, en otros casos y no obstante la conexión existente entre 
los procesos, los tribunales, sin tomar en cuenta este instrumento, han 
rechazado derechamente la excepción de litispendencia por no concurrir la 
triple identidad747. 
Como es posible observar, frente la existencia de conexión y no de 
triple identidad la jurisprudencia ha buscado a través de esta excepción un 
mecanismo para obtener la suspensión del proceso en el que deba operar la 
eficacia positiva o prejudicial de la sentencia dictada en otro.  
Si bien esta suspensión no está establecida como fórmula general ni en 
el numeral 3º del art. 92 CPC ni en ninguna otra norma del ordenamiento 
chileno, ciertamente a través de este instrumento al menos se ha intentado 
evitar en la práctica los problemas que conllevaría decretar la exclusión del 
segundo proceso como efecto normal de la excepción de litispendencia frente 
                                               
746 Cfr. SCS de 30 de septiembre de 2013, Sala Tercera (Constitucional), Rol Nº 
4871/2012 (Id. vLex: 471843658). 
Fuera del proceso civil, cabe destacar un caso de litispendencia por conexidad acogida 
ordenando la suspensión del proceso pero en el que, sin embargo, una vez dictada sentencia en 
segundo juicio se rechazó la excepción de cosa juzgada por no existir identidad de causa de pedir 
entre la nueva demanda y la anteriormente resuelta. Se trató de un asunto de carácter tributario en 
el que el Tribunal Tributario y Aduanero acogió la excepción de litispendencia paralizando un 
procedimiento de reclamación contra una resolución del Servicio de Impuestos Internos en espera 
de la sentencia de otro proceso seguido entre las mismas partes en un procedimiento de 
reclamación por Vulneración de Derechos del Contribuyente. Cfr. SCAP de Copiapó de 5 de 
octubre de 2011, Rol Nº 287/2011 (Id.vLex: 324419359). 
747 Tal es el caso de la SCAP de Coyhaique de 9 de diciembre de 2010, Rol Nº 106/2010 
(Id. vLex: 235866559). En este caso, se trató de dos juicios paralelos entre las mismas partes en 
uno de los cuales se solicitó la rescisión de un contrato de promesa de compraventa con 
indemnización de perjuicios y en el otro se solicitó el cumplimiento de dicho contrato de promesa 
y la suscripción del contrato de compraventa prometido. 
De forma similar en un caso minero, pero sin mayor fundamentación, se rechazó la 
excepción de litispendencia por conexidad alegada por estimar que no concurre la triple identidad. 
Cfr. SCS de 2 de diciembre de 2013, Sala Cuarta (Constitucional), Rol Nº 6937/2013 (Id.vLex: 
482306562). 
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la existencia de triple identidad, lo que significaría dejar el asunto 
imprejuzgado748. 
Lo cierto, sin embargo y tal como se deduce de los fallos analizados, 
es que este criterio así como los efectos que genera la litispendencia tanto 
propia como impropia o por conexidad, no han sido aplicados en forma 
consistente y con claridad, apreciándose una evidente confusión e incluso 
contradicciones entre las propias sentencias de la Corte. 
Así, frente a la existencia real de triple identidad la Corte ha 
determinado en algunos casos, a nuestro juicio correctamente, el término o 
exclusión del segundo proceso749.  
En otros casos sin embargo, ha asimilado ambos mecanismos 
estableciendo como efecto general de toda litispendencia la suspensión del 
segundo proceso y no su exclusión750. Finalmente, en otros casos frente a la 
                                               
748 La asimilación de ambas instituciones conllevaría, tal como señala la doctrina 
española, efectos indeseados. Y es que en efecto, cuando el primer proceso es prejudicial respecto 
del segundo, en caso de prosperar la excepción de litispendencia y ser excluido el segundo 
proceso, dicho efecto no es otro que el necesario pronunciamiento de una sentencia absolutoria de 
la instancia en virtud de la cual la materia litigiosa debatida en el segundo proceso queda 
imprejuzgada, «con una más que probable condena en costas». Cfr. BARQUERO SORIANO, 
ÁNGEL, «Excepción de litispendencia y cuestión prejudicial civil en la LEC 1/2000», ob. cit., p. 
106. 
749 Cfr. SCS de 27 de abril de 2011, Sala Primera (Civil), Rol Nº 8725/2009. Se trató en 
este caso de una acción sobre enriquecimiento sin causa y otra de mera certeza basadas ambas en 
el mismo error de cálculo respecto de la facturación realizada por una empresa de servicios de gas, 
en las cuales se solicitó el mismo pago o devolución de las sumas pagadas en exceso. Al efecto, el 
juez de instancia acogió la excepción de litispendencia y puso término al procedimiento, decisión 
que fue confirmada por tanto por la Corte de Apelaciones como la Suprema. 
750 Así, en uno de los casos antes examinado en el cual, reconduciendo la naturaleza 
jurídica de la acción deducida por las partes se apreció por los tribunales de instancia la 
concurrencia de triple identidad y no una mera conexión entre objetos procesales, la Corte 
confirmó el criterio en cuanto a la procedencia de la suspensión y no la terminación del segundo 
proceso. Cfr. SCS de 3 de abril de 2008, Sala Primera (Civil), Rol Nº 412/2007. 
En nuestro concepto, esta confusión se debe probablemente a la interpretación que parte 
de la doctrina ha hecho respecto de la litispendencia en general, considerando que dicho su efecto 
propio no es la exclusión del segundo juicio sino su paralización mientras se dicte sentencia en el 
primer proceso a fin de que la parte pueda hacer valer la excepción de cosa juzgada. En esta línea, 
cfr. CASARINO VITERBO, MARIO, Manual de Derecho procesal, t. IV, ob. cit., p. 31. La Corte 
Suprema, siguiendo esta línea doctrinaria e incluso citando a este mismo autor, ha sostenido que 
«el acogimiento de la excepción de litispendencia no tiene otro destino que producir la suspensión 
de la secuela de uno de los procesos que ella envuelve, situación que hace nítido que este pleito no 
termina sino que se detiene temporalmente, pues nada obsta a que continúe una vez finalizado el 
otro litigio por fallo ejecutoriado, sin perjuicio de quedar sujeto a la oposición de la excepción 
afincada en la cosa juzgada por el demandado». SCS de 26 de marzo de 2013, Sala Primera 
(Civil), Rol Nº 6621/2012 (c. 8º) (Id. vLex: 436082866). 
Sin ahondar mayormente en un tema que excede el objeto de este trabajo, en lo que 
respecta a la litispendencia propia se trata a nuestro juicio de una postura errónea pues, tal como se 
ha entendido tradicionalmente por la doctrina, su efecto propio es obtener la exclusión de un 
segundo proceso en el que se pretenda litigar sobre lo mismo y no la suspensión. Por lo demás, así 
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existencia de conexión y no de triple identidad, los tribunales simplemente han 
rechazado la litispendencia por conexidad alegada por la partes por no 
concurrir la triple identidad751. 
Por lo expuesto, si bien frente la ausencia de un régimen general de 
suspensión del proceso civil este mecanismo creado por la jurisprudencia 
pareciera constituir un buen instrumento para el tratamiento de la 
prejudicialidad, lamentablemente debido a la contradictoria aplicación que ha 
tenido en la práctica se encuentra lejos, en nuestra opinión, de cumplir con 
dicha finalidad. 
2. El efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada. 
El efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada, en nuestro concepto, 
es un instrumento para el tratamiento de la prejudicialidad mediante el cual la 
decisión sobre la materia prejudicial queda cubierta por la eficacia directa de la 
sentencia que ha decidido sobre ella con carácter inmutable e irrevocable, de 
manera que no puede volver a ser discutida en un nuevo juicio seguido entre 
las mismas partes.  
Fuera del efecto positivo, y especialmente cuando éste no puede operar 
por impedirlo los límites subjetivos de la cosa juzgada, un mecanismo 
adicional que permite dar solución a la prejudicialidad es la eficacia indirecta o 
refleja de la sentencia en virtud de la cual es posible extender los efectos de 
una sentencia respecto de terceros que no han intervenido en el juicio. 
                                                                                                                                
lo ha reconocido la propia jurisprudencia incluso fuera del proceso civil, como es el caso de la 
SCAP de Santiago de 11 de octubre de 2011, Rol Nº 4050/2010 (Id.vLex: 339923678), dictada en 
un juicio laboral así como por la Corte Suprema en SCS de 13 de septiembre de 2012, Sala 
Primera (Civil), Rol Nº 9557/2010 (c. 4º) (Id. vLex: 436696182).  
Tratándose de la litispendencia impropia, sin duda la paralización del proceso resulta más 
adecuada que su exclusión, la cual generaría más problemas que soluciones, si bien no deja de ser 
una suspensión encubierta del proceso que carece de sustento legal bajo la actual regulación. 
751 Un caso particular es el decidido en  SCS de 30 de enero de 2012, Sala Primera (Civil), 
Rol Nº 2701/2010 (Id. vLex: 436836546). En la sentencia, la Corte revoca el fallo de la Corte de 
Apelaciones confirmatorio del fallo de instancia que había apreciado la existencia de 
litispendencia entre dos juicios seguidos parcialmente entre las mismas partes, interviniendo dos 
demandados diferentes en cada juicio y en los cuales se solicitó en uno de ellos la restitución de la 
propiedad X basada en la nulidad por simulación de la compraventa que sirvió de título para la 
adquisición y en el otro una acción reivindicatoria respecto del mismo bien X contra el poseedor 
no dueño de la cosa. Considerando que no existía identidad ni de partes ni de objeto ni causa 
pedida, la Corte rechazó la excepción de litispendencia. Siendo cierto lo anterior, a nuestro juicio 
entre los procesos en tramitación existía una conexión evidente en tanto lo discutido finalmente era 
la calidad de dueño de la parte que vendió el bien a un tercero respecto del cual si bien la sentencia 
no tiene eficacia directa sí produce efectos reflejos. Ciertamente, en un caso como este, en el que 
no operó en forma preventiva la acumulación de procesos, es improcedente la litispendencia 
propia. Con todo, tampoco la Corte consideró la posibilidad de obtener la suspensión del proceso 
mediante la litispendencia por conexidad optando por su tramitación paralela. 
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Partiendo de la hipótesis de que la materia prejudicial ha sido decidida 
existiendo dos o más procesos sucesivos unidos por un vínculo prejudicial, 
para el examen de este instrumento en el ordenamiento chileno y la forma 
cómo se abordan y asumen las discrepancias frente a la posible existencia de 
resoluciones contradictorias, es necesario tener presente algunas 
consideraciones de carácter general en cuanto al tratamiento de la cosa juzgada 
en este país. 
Por una parte, cabe destacar que el ordenamiento chileno desconoce el 
efecto positivo o prejudicial como categoría diferenciada del efecto negativo o 
excluyente de la cosa juzgada civil, cuestión que sin duda ha incidido en el 
confuso tratamiento que se ha dado a este tipo de eficacia o su asimilación a la 
eficacia erga omnes de ciertas sentencias. 
No obstante lo anterior, la proyección prejudicial de la sentencia civil 
en otros procesos se desprende de un conjunto de normas que, si bien no con 
dicha nomenclatura, vienen a dar soporte positivo a este tipo de eficacia sin 
mayor discusión respecto de otros procesos civiles e incluso respecto del 
proceso penal, vinculación que ha venido siendo reconocida tanto por la 
doctrina como por la jurisprudencia. 
A falta de norma expresa, cuestión menos clara, sin embargo, es la 
eficacia positiva de la sentencia civil respecto de otros procesos no penales y 
viceversa. Con todo, la creciente creación de tribunales especiales ha hecho 
necesaria una mayor regulación de las relaciones entre los tribunales civiles y 
estas judicaturas especiales.  
La solución que se ha dado en estos casos para el tratamiento de la 
prejudicialidad ha ido incluso más allá de el efecto positivo o prejudicial 
regulándose verdaderas hipótesis de eficacia refleja de la sentencia. Cabe 
destacar, sin embargo, que el legislador ha regulado esencialmente supuestos 
de prejudicialidad no penal en el proceso civil y la vinculación de los jueces 
civiles a la sentencia dictada por ciertos tribunales especiales, pero no al revés. 
Teniendo presente lo anterior, y en lo que respecta específicamente a la 
vinculación entre sentencias dictadas por los ordenes jurisdiccionales civil y 
penal, tradicionalmente la doctrina chilena ha sostenido como regla de 
principio la ausencia de toda eficacia de la sentencia civil respecto del proceso 
  481 
penal. De este modo, como regla general, la sentencia civil no produce efectos 
de cosa juzgada en materia penal752.  
La excepción a esta regla viene constituida precisamente por la decisión 
de un juez civil sobre una cuestión prejudicial civil —conocida como objeto de 
un proceso principal— que ha mantenido en suspenso un proceso penal, 
decisión que se ha entendido vincula al juez penal con efecto de cosa juzgada 
aún cuando no existe norma expresa que así lo establezca. Se trataría por tanto, 
de una clara manifestación del efecto positivo de la cosa juzgada civil respecto 
del proceso penal.  
En sentido inverso, por el contrario, y probablemente por influencia de 
la doctrina francesa y del principio de preferencia del orden penal, el juez civil 
se encuentra vinculado la sentencia penal condenatoria en forma absoluta y a 
la absolutoria en ciertas hipótesis, todo ello en los términos establecidos en los 
arts. 178 a 180 del CPC. 
A diferencia de lo que ocurre en el ordenamiento español, esta 
vinculación ha sido determinada en cuanto a su naturaleza por el propio 
legislador el cual atribuye expresamente a la sentencia penal efectos de cosa 
juzgada en los supuestos allí regulados respecto de todo proceso civil, por lo 
que estimamos que el debate acerca de la naturaleza jurídica de la vinculación 
en este ordenamiento estaría zanjado positivamente al menos en lo que 
respecta a la sentencia penal. 
A partir de aquí y yendo más allá de los límites de la cosa juzgada 
penal, tanto la doctrina como la jurisprudencia han sostenido en consecuencia,  
y como regla general, el efecto erga omnes de la sentencia penal condenatoria 
y la absolutoria en ciertas hipótesis, respecto de todo tipo de procesos, aunque 
las partes que hayan intervenido en los procesos no sean las mismas, eficacia 
que ha sido considerada incluso como una manifestación del efecto positivo o 
prejudicial de la cosa juzgada penal. 
                                               
752 Cfr. por todos ALESSANDRI RODRÍGUEZ, ARTURO, De la responsabilidad 
extracontractual en el derecho civil chileno, t. II, ob. cit., p. 513; HOYOS HENRECHSON, 
FRANCISCO, «Algunos aspectos de la cosa juzgada en el ordenamiento chileno bajo el prisma del 
Derecho procesal moderno», ob., cit., pp. 353 y 354; MOSQUERA RUIZ, MARIO y MATURANA 
MIQUEL, CRISTIÁN, Breves nociones acerca de la cosa juzgada, ob. cit., pp. 71-74; STOEHREL 
MAES, CARLOS, De las disposiciones comunes a todo procedimiento y de los incidentes, ob. cit., 
p. 142; CASARINO VITERBO, MARIO, Manual de Derecho procesal, t. III, ob. cit., p. 146; 
ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso civil chileno, ob. cit., p. 102 y 
BARROS BOURIE, ENRIQUE, Tratado de responsabilidad extracontractual, ob. cit., pp. 971 y 
972. 
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Como es posible observar, el ordenamiento chileno se ha mantenido en 
esta materia al margen del debate que se ha dado en España en cuanto a los 
efectos de calificar o no esta vinculación como efecto de cosa juzgada, de 
preclusión, etc.,  y las implicancias que ello podría tener respecto de los límites 
de la cosa juzgada penal y civil. 
No obstante lo anterior, en la doctrina nacional el debate a partir de las 
normas consagradas en los arts. 178, 179 y 180 del CPC se ha centrado y 
limitado principalmente a los efectos de la sentencia penal condenatoria y 
absolutoria respecto del proceso civil en el que se ventila la acción civil 
derivada del hecho punible y no en materia de prejudicialidad. 
Tratándose de cuestiones prejudiciales penales devolutivas en el 
proceso civil, por aplicación de las normas antes mencionadas la sentencia 
penal que ha resuelto la materia prejudicial que ha mantenido en suspenso un 
proceso civil vincularía al juez civil con efecto de cosa juzgada en la medida 
que se trate de una sentencia condenatoria o una absolutoria que entre dentro 
de los supuestos que allí se regulan. Sin embargo, cabe preguntarse si dichos 
preceptos son aplicables o bien pueden ser aplicados o no en materia de 
prejudicialidad con la automaticidad con la que se ha hecho respecto de la 
acción civil derivada del hecho punible, en tanto lo que se busca en uno y otro 
caso son cuestiones diferentes.  
Finalmente, cuestión menos clara es la eficacia, por ejemplo, de la 
decisión del juez penal acerca de una cuestión prejudicial civil no devolutiva 
—como puede ser la relativa al derecho de dominio sobre un bien en el marco 
de una investigación por un delito de hurto o robo— y su proyección a un 
proceso civil en el que se discuta el mismo asunto pero ahora como objeto de 
un proceso autónomo.  
Al respecto, no existe mayor pronunciamiento de la doctrina ni la 
jurisprudencia si bien por la amplitud con que ha sido configurada la 
denominada competencia civil del juez penal y en definitiva por aplicación de 
los arts. 178 a 180 del CPC, pareciera que el ordenamiento le otorga eficacia 
de cosa juzgada.  
Dicho lo anterior, en los apartados siguientes nos centraremos en el 
examen del efecto positivo o prejudicial como instrumento para el tratamiento 
de la prejudicialidad en el ordenamiento chileno desarrollando con más detalle 
los tópicos antes enunciados. 
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A) Resolución de la materia prejudicial en vía principal por el órgano 
competente ratione materiae. 
A efectos sistemáticos comenzaremos por el examen en este apartado 
de la eficacia de la decisión de un asunto prejudicial que se ha suscitado en un 
proceso civil, cuando éste ha sido resuelto por sentencia firme como objeto de 
un proceso autónomo por el tribunal competente ratione materiae, sea este un 
tribunal civil, penal o especial, y la forma como dicha decisión afecta o vincula 
al juez civil que conoce del proceso principal en el que dicha cuestión se 
suscita como prejudicial. 
De lo que se trata, por tanto, es del examen de los efectos que dicha 
sentencia produce no respecto del proceso en que ha sido dictada sino de su 
proyección a otros procesos, independientemente de su naturaleza, cuando lo 
decidido por dicha sentencia actúa o se presenta como prejudicial en un 
proceso civil en curso. 
Por indiscutible que sea el efecto material de la cosa juzgada respecto 
de las partes que han litigado en dicho juicio, la proyección o repercusión 
prejudicial o incluso refleja de dicha sentencia respecto de otros procesos 
sucesivos o futuros es una cuestión que en el ordenamiento chileno —salvo en 
algunos supuestos relativos principalmente a las relaciones entre el proceso 
civil y penal— carece de reconocimiento positivo expreso y ha sido objeto de 
controversia en ciertos casos, o simplemente silenciada. 
No obstante ello, es posible sostener que el efecto positivo de la cosa 
juzgada e incluso la eficacia indirecta o refleja de la sentencia como 
instrumentos para el tratamiento de la prejudicialidad en el proceso civil, existe 
y opera en el ordenamiento chileno con un radio de acción bastante amplio y 
eficaz al momento de evitar el pronunciamiento de decisiones contradictorias. 
Los problemas dicen relación principalmente con la posible afectación de los 
derechos de terceros que no han participado en el juicio existiendo una clara 
tendencia en la jurisprudencia ha ampliar los efectos de la sentencia en estos 
casos. 
a) Decisión de la materia prejudicial por el juez civil o no penal.  
En este apartado se analizan los efectos de la decisión de una cuestión 
civil o no penal que ha surgido como prejudicial en un proceso civil en 
tramitación, cuando el asunto ha sido decidido previamente por sentencia firme 
por un juez civil o un tribunal especial como objeto autónomo de un proceso, 
examinando ambos supuestos por separado. 
  484 
a')  Eficacia prejudicial de la sentencia civil. 
En lo que respecta a la eficacia prejudicial de la sentencia civil respecto 
de otros procesos civiles posteriores, el actual CPC no establece ni distingue 
expresamente el efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada, categoría 
prácticamente desconocida en este ordenamiento y a la cual se han referido 
escasos autores chilenos753.  
Al efecto, el art. 175 de este cuerpo legal se limita a establecer que toda 
sentencia definitiva o interlocutoria firme produce acción y excepción de cosa 
juzgada. 
Con todo, poco a poco la doctrina, si bien a veces de forma un poco 
confusa, ha venido identificando y desarrollando este efecto tanto desde un 
punto de vista teórico como a través de su justificación normativa en diversos 
preceptos legales dispersos en el ordenamiento chileno. 
Al efecto, con acierto, ROMERO ha diferenciado esta eficacia 
respecto del efecto negativo sosteniendo que en la función positiva el principio 
jurídico comprometido es «no permitir dos resoluciones distintas sobre un 
objeto procesal conexo. En cambio, en la función negativa la regla es la 
siguiente: no permitir dos procesos con un mismo objeto, situación que 
imposibilita un nuevo proceso sobre la misma acción deducida.  
En consecuencia, en la función positiva no se trata de la iniciación de 
un nuevo juicio con objeto procesal idéntico, sino de la deducción de una 
pretensión cuyo objeto viene determinado, en parte, por la existencia de una 
sentencia anterior» (la cursiva es nuestra)754. 
1. Siguiendo lo señalado por este autor, la principal norma que otorga 
soporte legal a este tipo de eficacia en el ordenamiento chileno es el art. 427, 
inciso 2º del CPC, antiguo art. 429. 
Si bien este precepto se ubica en la regulación de la prueba de 
presunciones —respondiendo a la lógica de la época de dictación del Código 
Civil en la que primaban las teorías materiales de la cosa juzgada como ficción 
                                               
753 El principal y prácticamente único autor que ha desarrollado y profundizado en el 
estudio de esta materia es el prof. ROMERO en su obra La cosa juzgada en el proceso civil chileno, 
ob. cit., pp. 93-102. Otra autora que hace mención expresa del efecto positivo o prejudicial es 
ROMERO RODRÍGUEZ. SOPHÍA, «Concurso de acciones y concurso de normas en el derecho 
procesal civil chileno», ob. cit. pp. 236 y 240-241, citada anteriormente. 
754 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso civil chileno, 
ob. cit., pp. 93 y ss. 
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o presunción de verdad755—, a su juicio se contiene en él una clara proyección 
de este tipo de eficacia al establecer que igual presunción de verdad «existirá a 
favor de los hechos declarados como verdaderos en otro juicio entre las 
mismas partes».  
En opinión de este autor, este precepto regula claramente «el efecto que 
una sentencia firme o ejecutoriada puede tener en una nueva decisión judicial. 
Por ejemplo, si en un proceso anterior se reconoció la calidad de heredero, en 
la segunda acción deducida invocando dicha calidad (v.gr., para reivindicar 
una cosa), el tribunal que conoce de la segunda demanda no podrá 
desconocer ese hecho jurídico, que consta en una decisión con valor de cosa 
                                               
755 Por influencia de Código Civil francés, los tratadistas clásicos de derecho civil, 
siguiendo lo señalado por Pothier, sostienen que «“La autoridad de cosa juzgada (…) hace 
presumir verdadero y equitativo todo lo que está contenido en el juicio: Res iudicata pro veritate 
accipitur”. La verdad no puede ser ya puesta en duda y las partes no pueden ser admitidas a litigar 
de nuevo sobre lo que una primera sentencia ha resuelto. Esta presunción de verdad es juris et de 
jure, de derecho, que excluye toda prueba en contrario». Cfr. CLARO SOLAR, LUIS, 
Explicaciones de Derecho civil chileno y comparado. De las personas, v. I, t. I, ob. cit., p. 33.  
Con todo, a diferencia del ordenamiento español que reguló la cosa juzgada en el antiguo 
art. 1252 CC en el capítulo relativo a la prueba de las obligaciones, el Código Civil chileno se 
apartó en esta materia del francés regulándose en el Código civil chileno sólo el efecto relativo de 
las sentencias (art. 3º).  
No obstante ello, tal como señala el prof. ROMERO, las teorías materiales de la cosa 
juzgada fueron igualmente recogidas tanto antes de la codificación procesal chilena, en la conocida 
obra de LIRA, JOSÉ BERNARDO, El prontuario de los juicios o Tratado de procedimientos 
judiciales i administrativos con arreglo a la legislación chilena, t. I, Santiago, Mariano Servat, 
1895, p. 303, plasmándose posteriormente durante ésta en el antiguo art. 159 de Lei sobre 
Atribuciones y Organización de los Tribunales de 1875 —actual art. 324, inciso 2º del COT— y 
en el mencionado inciso 2º del art. 427 y art. 180 del CPC. Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, 
ob. cit., pp. 12-16. Sobre esta materia y en particular sobre la sentencia como presunción, cfr. del 
mismo autor «La sentencia judicial como medio de prueba», ob. cit., pp. 251-276. 
No obstante ello, según consta en la historia fidedigna del establecimiento del art. 427 
CPC, esta regulación de los efectos de la sentencia en sede de prueba de presunciones ya desde 
aquella época causó confusión y fue cuestionada por los comisionados encargados de la revisión 
del proyecto.  
Al efecto «El señor Vergara cree que debe precisarse lo que se entiende por hechos 
declarados verdaderos en otro juicio, a que alude el inciso 2º. El señor Presidente contesta que esta 
disposición sólo puede referirse a hechos que ha declarado verdaderos una sentencia dictada en un 
juicio sobre una materia diversa o entre partes distintas, porque se otra manera no se alegaría la 
presunción sino la cosa juzgada». Por su parte, el comisionado Ballesteros manifestó que «A su 
juicio (…) este segundo inciso estaría tal vez mejor colocado en la parte del Proyecto que trata de 
los efectos de la sentencia». Dejando la discusión pendiente en este punto para una sesión 
posterior, el artículo fue aprobado en la sesión siguiente, sin embargo, sin debate sobre el punto 
expuesto. Cfr. LAZO, SANTIAGO, Los códigos chilenos anotados. Código de Procedimiento Civil, 
ob. cit., p. 382. 
Más allá de ello, sin embargo, cabe reiterar la importancia que esta influencia y 
concepción de la cosa juzgada del derecho francés tuvo en Chile particularmente en lo que 
respecta a los límites objetivos de la cosa juzgada y su posible extensión a los pronunciamientos de 
carácter lógico o prejudicial. El ordenamiento chileno se aparta en esta materia de la idea romana 
de la cosa juzgada que, por influencia de la doctrina alemana y de CHIOVENDA, fue recogida por el 
ordenamiento español y de la cual deriva la restricción de la cosa juzgada a lo dispositivo del fallo. 
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juzgada. De igual forma, si en un juicio de cumplimiento de contrato se 
declaró por sentencia su validez, la eficacia positiva o prejudicial impide que 
en un segundo proceso —entre las mismas partes— se cuestione nuevamente 
la eficacia del contrato, cuya validez viene dada por la sentencia anterior»756. 
La opinión antes expresada, sin embargo, constituye prácticamente la 
única referencia doctrinaria a la eficacia positiva o prejudicial de la cosa 
juzgada como tal en el ordenamiento chileno en general y en particular a partir 
de la norma contenida en el art. 427 CPC.  
La jurisprudencia, por su parte, a partir de la interpretación y aplicación 
de esta norma así como lo dispuesto en el art. 175 CPC, parece seguir anclada 
en la confusa asimilación de la cosa juzgada con la prueba de presunciones o 
como ficción legal757, situación que a nuestro juicio — y sin entrar en un 
debate que excede el objeto de estas páginas—, amerita una urgente reforma 
que permita dar por superado el criticable e inconveniente tratamiento de los 
                                               
756 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso civil chileno, 
ob. cit., pp. 95 y 96. Por nuestra parte, en otro ejemplo visto anteriormente, resulta claro que si un 
juez civil ha declarado el derecho de dominio sobre un bien respecto de determinada persona, en 
un juicio reivindicatorio posterior entre las mismas partes no podrá volverse a discutir el derecho 
de propiedad sobre el mismo. 
757 Al efecto, en SCS de 29 de octubre de 2014, Sala Cuarta (Mixta), Rol Nº 9587/2012 
(Id. vLex: 541337514), refiriéndose a la infracción al art. 427 alegada por la parte por no haber 
considerado la sentencia la nulidad de un contrato declarada en otro juicio entre las mismas partes, 
la Corte sostiene que de «la norma transcrita resulta, entonces, que se reputan verdaderos los dos 
hechos concretos a que se refiere —sin perjuicio de las demás circunstancias que deban estimarse 
como base de presunción— esto es, lo certificado por un ministro de fe y lo declarado verdadero 
en otro juicio entre las mismas partes. Como ha dicho la jurisprudencia, se entiende que estas dos 
declaraciones sobre hechos, son casos de presunción legal, que provienen del carácter de 
instrumento público que tiene al respecto el certificado de ministro de fe o la respectiva sentencia 
ejecutoriada (C.S. Queja, 20 de agosto de 1971. Rev., t. 68, sec.4°, pág. 175)». 
Finalmente, la Corte desestima la infracción por cuanto la sentencia cuyo efecto 
prejudicial se pretendía hacer valer no se encontraba firme o ejecutoriada. 
En otras sentencias más antiguas a propósito del art. 175 CPC antes trascrito, la Corte se 
ha decantado claramente por la teorías materiales de la cosa juzgada como ficción legal 
sosteniendo al efecto que el «principal efecto de una sentencia ejecutoriada es que los litigantes y 
sus herederos quedan obligados a su cumplimiento y a estar y pasar por ella. Cualesquiera que 
sean los errores de que adolezca, debe tenérsela por la expresión de la verdad sobre la materia que 
se traduce en la acción y excepción de cosa juzgada». Cfr. SCS de 6 de octubre de 1921, en 
Gaceta de los Tribunales, Nº 64, 2º semestre, p. 262.  
En la misma línea, ha sostenido que los «efectos esenciales de la cosa juzgada que 
produce una sentencia definitiva ejecutoriada, consisten precisamente en que la decisión adoptada 
pone fin definitivamente la litigio como expresión representativa de la verdad, devuelve la 
tranquilidad social alterada por el conflicto que se resuelve, impide la renovación indefinida de 
pleitos entre las partes sobre el mismo asunto y da certeza, seguridad y estabilidad jurídica a quien 
ha obtenido el reconocimiento de sus derechos». Cfr. SCS de 4 de octubre de 1988, en RDJ, t. 
XCI, sec. 1ª, p. 88. 
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efectos de la sentencia en sede de prueba ya superado por los ordenamientos 
modernos758.  
                                               
758 El tratamiento de la cosa juzgada y en particular su efecto positivo o prejudicial en 
sede de prueba a que obliga el art. 427, inciso 2º del CPC o bien su consideración como una 
ficción legal, genera una serie de inconvenientes. 
Por un lado, ello significa tener que reducir y encuadrar la infracción del efecto positivo a 
la vulneración de las leyes reguladoras de la prueba, única infracción que en un sistema de prueba 
legal o tasada como el aún vigente en chile, es posible alegar como causal de casación en el fondo 
a efectos de que la corte pueda modificar los hechos establecidos por los jueces de instancia.  
Tal como lo ha establecido la corte reiteradamente, en un sistema de prueba legal dicha 
infracción se produce sólo cuando la sentencia impugnada ha considerado un medio de prueba no 
establecido por la ley o no ha considerado uno establecido por ésta; cuando le da un valor distinto 
al asignado por la ley o cuando altera las reglas del de la carga de la prueba. En la medida que no 
se produzca dicha infracción, la valoración y fuerza probatoria de una sentencia dictada entre las 
mismas partes quedaría entregada a los jueces del fondo, facultad que no esta sujeta al control de 
la corte vía casación. Por todas cfr. SCS de 18 de Junio de 2013, Sala Primera (Civil), Rol Nº 
8439/2011 (Id. vLex: 471612834).  
Al efecto, y refiriéndose específicamente a la prueba de presunciones regulada en los arts. 
426 y 427, señala la Corte en esta sentencia que «esta Corte Suprema ha sostenido de manera 
invariable que la construcción y determinación de la fuerza probatoria de aquéllas que construye el 
juez queda entregada a los tribunales de la instancia, puesto que la convicción de los 
sentenciadores ha de fundarse en la gravedad, precisión y concordancia que derive de las mismas. 
Dicho de otra manera, el ámbito regido por la norma que se dice conculcada se encuentran 
relacionadas, en lo medular, con la facultad de los jueces del mérito para calificar la gravedad, 
precisión y concordancia de las presunciones que permitan asignarles valor probatorio, actividad 
que en sí misma es ajena al control de legalidad que ejerce este tribunal de casación, por encontrar 
su fuente en un proceso racional de esos magistrados y que, por lo general, no quedará sujeta al 
control del recurso de casación en el fondo, a menos que en la exteriorización de las razones del 
juzgador falte la lógica en la ilación de los basamentos y conclusiones de su discurrir, apoyado en 
parámetros jurídicos, lógicos y la experiencia generalmente asentada. (…). Sobre el particular, a 
menudo esta Corte se ve en el deber de recalcar que la regla general dicta que la actividad de 
valoración o ponderación de las probanzas y, tras ella, la fijación de los hechos del proceso, 
quedan agotadas en cada uno de los grados de conocimiento y fallo del juicio, a menos que los 
jueces de la instancia —al fijarlos— hayan desatendido las pautas objetivas del sistema de la 
prueba legal o tarifada o las razones lógicas, científicas, técnicas o de experiencia, en cuya virtud 
ha correspondido asignarles valor y determinar su eficacia». 
En nuestro concepto, siendo cierto que la fijación de los hechos del proceso y la 
valoración de la prueba es una atribución de los jueces de instancia, consideramos que el valor de 
lo establecido por una sentencia dictada entre las mismas partes no puede quedar entregado a la 
mera discrecionalidad y libre valoración de los jueces de fondo como si se tratara de un medio de 
prueba mas. Tal como señala la doctrina, si bien una sentencia puede ser acompañada como 
instrumento publico o ser utilizada para construir una presunción judicial, ésta no obliga por el 
carácter de tal sino por contener «un mandato imperativo que proviene de un órgano 
jurisdiccional». Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, «La sentencia judicial como medio de 
prueba», ob. cit., p. 254. 
Por otra parte, si bien el art. 427 establece una presunción legal, el problema, tal como 
señala ROMERO, es que la norma no clarifica qué tipo de presunción es la que surge de la sentencia 
judicial firme. Fuera de ello, a juicio de este autor, se trata de una norma ambigua y de difícil 
aplicación en tanto la sentencia judicial «por su estructura y contenido no puede seguir la técnica 
de las presunciones legales, atendido que la realidad fáctica que ella comprende no está 
determinada con antelación». Finalmente, para este autor si bien no se puede desconocer la posible 
vinculación entre la prueba de presunciones y la sentencia judicial, particularmente entre la parte 
resolutiva y los denominados considerandos decisorios o resolutivos «el encasillamiento de la 
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Con todo, más allá del tratamiento o la asimilación de la cosa juzgada y 
su efecto positivo como una presunción o ficción legal, lo cierto es que a partir 
de la interpretación y aplicación de esta norma, se ha reconocido la vinculación 
prejudicial entre sentencias.  
El requisito fundamental para que la sentencia despliegue este efecto, 
tal como se dispone en el art. 427 y lo ha establecido la propia jurisprudencia, 
es que se trate de una sentencia definitiva firme o ejecutoriada y que dicha 
sentencia haya sido dictada en juicio seguido entre las mismas partes, concepto 
que, sin embargo, no resulta del todo claro y ha venido siendo interpretado de 
forma bastante amplia por la jurisprudencia759. A lo anterior, la doctrina agrega 
                                                                                                                                
sentencia judicial dentro de las presunciones no soluciona automáticamente qué parte del fallo 
judicial firme y ejecutoriado puede ser proyectado con eficacia probatoria para un proceso 
ulterior», tema que en definitiva se engarza con el conocido debate acerca de los elementos que 
configuran o no la causa de pedir. 
Por último, este autor critica, asimismo, la consideración de la cosa juzgada como ficción 
legal secundada en alguno fallos de la jurisprudencia chilena antes señalados, en tanto ello 
«llevaría a estimar como verdadero un determinado hecho, aunque no lo sea en la realidad». Cfr. 
Ob. cit., pp. 259-260. Sobre esta problemática en el derecho español y comparado, cfr. NIEVA 
FENOLL, JORDI, La cosa juzgada, ob. cit., pp. 59-77. 
759 Al efecto, en SCS de 29 de octubre de 2014, Sala Cuarta (Mixta), Rol Nº 9587/2012 
(Id. vLex: 541337514), ante citada, refiriéndose a la infracción al art. 427 alegada por la parte por 
no haber considerado la sentencia la nulidad de un contrato declarada en otro juicio entre las 
mismas partes, la Corte desestima la infracción por cuanto «la presunción que establece el artículo 
427 citado, en favor de los hechos declarados verdaderos en otro juicio seguido entre las mismas 
partes, requiere que dicha declaración conste en una sentencia judicial firme, lo que significa que 
antes de alcanzar ejecutoriedad la sentencia, no hay declaración definitiva de la veracidad jurídica 
de los hechos en que se fundamenta. (Rioseco, Emilio, La prueba ante la Jurisprudencia, Tomo II, 
Edit. Jurídica, año 2002, comentando sentencia Rev. T. 20, sec. 1°, pág. 495). En el caso que nos 
ocupa, la ilicitud del contrato celebrado entre la Sociedad Agrícola Longotoma S.A. y el 
demandado Correa Searle, fue establecida en relación a la cónyuge de éste y directora de la 
sociedad, doña Isabel Margarita Ariztía Irarrázaval, por la sentencia de primera instancia dictada 
en el juicio seguido entre las partes bajo el rol ingreso Corte N° 720-2010, lo cual significa que a 
la fecha en que se dictó la impugnada en estos autos, la sentencia antes aludida carecía de 
ejecutoriedad, por lo que no se puede invocar a su respecto la presunción de veracidad a que se 
refiere el artículo 427 analizado, más aún si se tiene presente que en dicho juicio la sentencia de 
primer grado había desestimado la demanda deducida en contra de Correa Searle, por no ser 
director de la sociedad. En consecuencia, no existe vulneración a una regla reguladora de la 
prueba, desde que a la fecha de dictación de la sentencia recurrida de casación, el hecho declarado 
verdadero, en otro juicio seguido entre las partes -aún en el evento que se lo considerare suficiente- 
no tenía la calidad de presunción legal atribuida por el artículo 427 del Código de Procedimiento 
Civil, atendida su falta de ejecutoriedad.». En la misma línea, cfr. SCS  de 5 de julio de 1921, en 
RDJ, t. XX, sec. 1ª, p. 495. En la misma línea cfr. SCS de 21 de agosto de 2007, Sala Primera 
(Civil), Rol Nº 700/2006 (Id. vLex: 30859836). 
Para la doctrina, este requisito constituye una limitación que lleva a descartar «que 
actuaciones anteriores, de tipo probatorio, puedan gozar de los efectos positivos a que nos venimos 
refiriendo». Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso civil chileno, 
ob. cit., p. 96.  
En cuanto a la exigencia de que la sentencia haya sido dictada entre las mismas partes, la 
jurisprudencia ratifica este criterio como un requisito fundamental que permite asegurar el derecho 
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que debe tratarse de una sentencia firme que despliegue efectos de cosa 
juzgada material y no meramente formal760. 
2. Fuera del art. 427 CPC, un segundo precepto que, a nuestro juicio 
constituye una de las principales normas a partir de la cual es posible extraer 
en el ordenamiento chileno el reconocimiento de este efecto positivo o 
prejudicial y así lo ha hecho la jurisprudencia,  es el art. 92, n° 3 del CPC 
relativo a la acumulación de procesos y conforme la cual la acumulación es 
procedente «En general, siempre que la sentencia que haya de pronunciarse 
en un juicio deba producir la excepción de cosa juzgada en otro». 
Si bien en un intento por dilucidar los casos en que la sentencia 
dictada en un juicio puede producir excepción de cosa juzgada en otro y de 
diferenciar esta causal con la existencia de identidad entre las acciones, ciertos 
autores han identificado esta causal exclusivamente con la eficacia erga omnes 
de ciertas sentencias —como ocurre en las materias  reguladas en los arts. 315, 
1246 y 2513 del Código Civil o incluso en casos de juicios diversos 
interpuestos contra codeudores solidarios761—, es precisamente en virtud de 
esta norma —a través de la cual se ha justificado la denominada litispendencia 
impropia o por conexidad— que la jurisprudencia ha comenzado a diferenciar, 
aunque no con dicha nomenclatura, los efectos negativo y positivo de la cosa 
juzgada material.  
Al efecto, buscando un mecanismo que permita la suspensión de un 
proceso civil —hasta ahora inexistente en Chile—, en espera de la decisión en 
otro juicio de una materia que se ha suscitado como prejudicial, la Corte 
Suprema chilena ha reconocido la existencia de una futura eficacia de la 
sentencia que opera no sólo cuando existe identidad total entre las acciones, 
excluyendo un segundo proceso en el que se pretenda discutir lo mismo, sino 
cuando su contenido es prejudicial a lo discutido en otro proceso propendiendo 
con ello a la coherencia entre las decisiones judiciales762. 
                                                                                                                                
de defensa y la existencia de un debido contradictorio entre las partes. Cfr. SCAP de Temuco de 
23 de septiembre de 1965, en RDJ, t. LXIII, sec. 2ª, p. 137. 
760 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, ob. cit., p. 98. 
761 Cfr. STOEHREL MAES, CARLOS, De las disposiciones comunes a todo 
procedimiento y de los incidentes, ob. cit., p. 160 y CASARINO VITERBO, MARIO, Manual de 
Derecho procesal, t. III, ob. cit., p. 154 y 155. 
762 La Corte Suprema en una reciente sentencia reconoce la «denominada litispendencia 
por conexidad, asociada al caso en que, pese a no concurrir la referida triple identidad, existe entre 
los juicios una relación tal que, siguiendo los términos legales reglados en el numero 3 del artículo 
92 del Código de Procedimiento Civil como hipótesis normativa del incidente de acumulación de 
autos, el fallo que se pronuncie en uno deba producir la excepción de cosa juzgada en otro». 
A juicio de la Corte, junto con impedir que «por medio del inicio de un nuevo juicio, se 
intente mejorar los eventuales defectos que se hubieran producido en el que ya estuviera pendiente 
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Vemos de esta forma que, aunque con diferente nomenclatura y no 
obstante la confusión existente derivada de la propia ubicación y tenor del art. 
427 CPC, la eficacia positiva o prejudicial respecto de otros procesos civiles ha 
tenido reconocimiento y aplicación en el ordenamiento chileno a partir de las 
disposiciones antes mencionadas. 
Partiendo de esta normas, consideramos junto con la doctrina763, que no 
existe duda en el ordenamiento chileno que cuando un asunto ha sido decidido 
previamente como objeto de un proceso civil autónomo por sentencia firme, 
dicha decisión produce cosa juzgada no sólo a los efectos de excluir un 
segundo juicio civil en el que se pretenda debatir el mismo asunto sino también 
vinculando a todo juez de un proceso civil posterior en el que el mismo asunto 
se suscite como prejudicial. 
En este evento, tal como señala ROMERO la cuestión pasa por 
dilucidar la forma de hacer valer la vinculación entre sentencias unidas por un 
vínculo prejudicial y la sanción en caso de quebrantamiento de dichas 
disposiciones. En opinión de este autor «como no existe técnicamente en esta 
situación una identidad entre la anterior decisión y la nueva acción deducida, 
la eficacia positiva se materializa en un acto procesal de alegación diverso de 
la oposición de la excepción de cosa juzgada. Por esta misma razón, la 
existencia de un proceso anterior que genere eficacia positiva no impide 
continuar con la tramitación del juicio, salvo que proceda la suspensión que 
autoriza el artículo 167 del CPC»764. 
En nuestro concepto, ciertamente en este caso no procede la oposición 
por la parte interesada de la excepción de cosa juzgada y el consecuente 
término del proceso civil en tramitación en el cual el asunto decidido 
previamente por otro juez se suscite como prejudicial atendido que no existe 
triple identidad que determine su exclusión.  
Lo que procede tal como lo señala este mismo autor, es un acto de 
alegación de la función positiva por la parte interesada como apoyo o 
fundamento de su acción o excepción y la aportación de la sentencia cuya 
                                                                                                                                
(…) su finalidad última  se orienta a precaver el riesgo de que uno de esos pleitos pudiera llegar a 
terminar de manera incompatible o descoordinada con otro que se afinara primero, circunstancia 
que se incardina en forma directa con la autoridad de cosa juzgada que es, justamente, la 
excepción que emerge para el litigante que por segunda vez sea vea emplazado a raíz de la misma 
controversia ya zanjada». Cfr. SCS de 26 de marzo de 2013, Sala Primera (Civil), Rol Nº 
6621/2012 (cs. 6º, 7º y 8º) (Id. vLex: 436082866). 
763 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso civil chileno, 
ob. cit., p. 93 a 102. 
764 Ob. cit., p. 95. 
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eficacia pretende hacer valer dentro de la oportunidad legal para el 
acompañamiento de la prueba documental, debiendo el juez civil partir de lo 
decidido por dicha sentencia a efectos de conceder o denegar la tutela 
solicitada.  
Incluso más aún, en caso de que el juez haya tenido conocimiento de 
dicha sentencia por otro medio puede de oficio solicitar su agregación al 
proceso en virtud de una medida para mejor resolver, todo ello conforme a lo 
dispuesto en el art. 159, nº 1 y 16 del CPC765. 
Ahora bien, esta eficacia de la sentencia civil se proyecta no sólo 
respecto de procesos seguidos ante tribunales ordinarios sino también respecto 
de procesos civiles conocidos por tribunales arbitrales, como ocurre, por 
ejemplo, en materia de partición de bienes en los que si bien el CC no 
establece expresamente una norma de vinculación, tanto la doctrina como la 
jurisprudencia la han dado por supuesta. 
En efecto, tratándose de procesos arbitrales seguidos en materia de 
partición de bienes, existen ciertas materias que por disposición legal, en 
conformidad a los dispuesto en los arts. 1330 y 1331 del CC, deben ser 
conocidas y resueltas previamente por la justicia ordinaria decisión a partir de 
la cual el árbitro que conoce del juicio particional debe proceder a la partición.  
Se trata de cuestiones prejudiciales devolutivas absolutas que deben y 
sólo pueden ser decididas por la justicia ordinaria antes de proceder a la 
partición de los bienes, quedando por tanto fuera del ámbito de competencia 
del juez partidor766. 
No obstante estas normas sólo dicen relación con procesos arbitrales en 
materia de partición de bienes, a nuestro juicio la eficacia prejudicial de la 
sentencia civil no sólo se proyecta respecto de este tipo de procesos sino 
respecto de cualquier otro proceso arbitral o conocido por un tribunal especial 
seguido entre las mismas partes en el cual lo decidido por la sentencia civil 
constituye un presupuesto necesario para la concesión o denegación de la 
                                               
765 Ídem, pp. 94 y 95. Para este autor, parece «lógico que la existencia de un determinado 
estado jurídico, vinculado con una decisión jurisdiccional en curso, pueda ser aducido por el 
propio órgano jurisdiccional llamado a resolver de un conflicto, sobre todo cuando es un 
antecedente lógico necesario para pronunciarse sobre la acción o acciones planteadas. Se trataría 
claramente, del ejercicio de la iniciativa probatoria que reconoce nuestro ordenamiento a los 
jueces». 
766 Cfr. SCS de 18 de julio de 2006, Sala Primera (Civil), Rol Nº 382/2004, (Id. vLex: 
30908062). En la misma línea, cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el 
proceso civil chileno, ob. cit., p. 99. 
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tutela solicitada en el proceso arbitral o especial seguido en materia laboral, 
administrativa o de otro tipo.  
Aunque no existe norma positiva expresa en el actual ordenamiento 
chileno que así lo establezca, tampoco existe norma alguna que niegue dicho 
efecto. 
Por el contrario, lo que a nuestro juicio constituye un argumento de 
fuerza para otorgarle dicho valor, cabe destacar la eficacia prejudicial que se 
ha reconocido a la sentencia civil incluso respecto del proceso penal cuando el 
juez civil dicta sentencia resolviendo una cuestión prejudicial civil que se ha 
suscitado en un proceso penal y lo ha mantenido en suspenso en espera de 
dicha decisión, todo ello en conformidad a lo dispuesto en los arts. 174 y 174 
COT, según veremos a continuación. 
3. Como regla general, la doctrina ha negado todo valor a la sentencia 
civil respecto del proceso penal, particularmente cuando se trata de la acción 
civil derivada del hecho punible, atendida la autonomía de ambos tipos de 
acciones consagrada en los arts. 14, inciso 2º del CPP y los arts. 65 y 67 del 
NCPP. 
Sin embargo, la principal excepción a esta regla viene constituida 
precisamente por la decisión por un juez civil de una cuestión prejudicial civil 
que se ha suscitado en el proceso penal en conformidad a dichos preceptos.  
Si bien los arts. 173 y 174 COT no lo establecen expresamente, para la 
doctrina este tipo de cuestiones prejudiciales constituye una clara 
manifestación de la eficacia positiva o prejudicial de la cosa juzgada civil 
proyectada hacia el proceso penal y cuya decisión resulta obligatoria para el 
juez penal767. 
                                               
767 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso civil chileno, 
ob. cit., pp. 98, 99 y 102. Para este autor un «segundo grupo de normas que regulan la eficacia 
positiva o prejudicial se presenta en las denominadas cuestiones prejudiciales civiles, reguladas 
fundamentalmente en los artículos 173 y 174 del Código Orgánico de Tribunales. 
En ambos casos, se trata de pronunciamientos prejudiciales sobre aspectos civiles que 
tendrán influencia en el proceso penal; de declaraciones que actúan como antecedente lógico 
indispensable para que se pueda realizar el enjuiciamiento penal». A su juicio, tratándose de este 
tipo de cuestiones prejudiciales «de un modo excepcional, la cosa juzgada civil produce efectos en 
el ámbito penal. En ellas, resulta obligatorio el pronunciamiento de la sentencia civil para 
configurar un determinado tipo penal».  
En la misma línea, para PEREIRA ANABALÓN, HUGO, La cosa juzgada en el proceso 
civil, ob. cit., p. 211, «las sentencias firmes pronunciadas por el juez en lo civil que conoce de las 
cuestiones prejudiciales civiles del juicio penal producen en éste efectos vinculantes en virtud de la 
autoridad de cosa juzgada de aquellas sentencias». Para este autor, este efecto de cosa juzgada 
puede ser total o parcial en tanto la sentencia civil vincula al juez penal a efectos de dar o no por 
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Así quedó consignado, por lo demás,  en la propia historia del 
establecimiento de dichas disposiciones donde se dejó constancia, frente a la 
duda manifestada por los comisionados, que era innecesario establecer dicho 
efecto expresamente.  
Durante la discusión de dichos preceptos, contemplados originalmente 
en los arts. 20 y 21 del CPP, el comisionado Vergara estimó «que podría 
completarse este artículo disponiendo que la sentencia del tribunal civil 
llamado a fallar la acción prejudicial produce cosa juzgada en el proceso 
criminal correspondiente. El señor Presidente los juzgó innecesario, ya que es 
entendido que con ese objeto se envía la causa al tribunal civil. El señor 
Ballesteros agrega que así lo resuelve claramente el artículo 18, que ordena 
suspender el proceso criminal hasta que sea fallada la cuestión civil. La 
Comisión estimó, como el señor Presidente y el señor Ballesteros, innecesaria 
la agregación propuesta»768. 
Como es posible observar, la Comisión redactora no tuvo dudas acerca 
del efecto de cosa juzgada de la sentencia civil en el proceso penal, efecto que 
produciría incluso la sentencia de carácter administrativo que dicte la 
                                                                                                                                
establecido el hecho punible pero no en cuanto a la determinación de la culpabilidad e 
imputabilidad del inculpado, materias que son de su exclusiva competencia.  
Así, poniendo un ejemplo, sostiene que si en un juicio penal por bigamia el juez civil 
declara la validez del primer matrimonio, el juez penal debe dar por acreditado el hecho punible 
pero ello no basta para castigar pues deberá aún acreditarse en sede penal la culpabilidad y 
participación del inculpado, con lo cual la sentencia civil sólo produce cosa juzgada parcial. En 
caso contrario, esto es, si el juez civil declaró a nulidad del primer matrimonio el juez penal deberá 
declarar inexistente el delito y absolver al inculpado, caso en el cual el fallo firme civil produce 
cosa juzgada total.  
Por su parte, el prof. MATURANA señala al efecto que «dentro de nuestra legislación existe 
un solo caso en que la sentencia civil firme influye respecto de la sentencia penal que debe dictar 
el juez del crimen con posterioridad para la resolución del conflicto. Este se refiere a las sentencias 
firmes pronunciadas por le juez civil destinadas a resolver una cuestión prejudicial. Ejecutoriada la 
resolución pronunciada por le juez civil que falla una de esas cuestiones, se producirá cosa juzgada 
y el juez del crimen deberá considerarla para fallar la causa». Cfr. MOSQUERA RUIZ, MARIO y 
MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, Breves nociones acerca de la cosa juzgada, ob. cit., p. 73.  
En la misma línea, la doctrina civilista sostiene que tratándose de cuestiones prejudiciales 
civiles en el proceso penal, como puede ser la disputa sobre la propiedad de una especie en un 
juicio por hurto o sobre la validez del matrimonio en un juicio por bigamia, la sentencia civil 
produce efecto de cosa juzgada en materia criminal. Cfr. BARROS BOURIE, ENRIQUE, Tratado 
de responsabilidad extracontractual, ob. cit., p. 971. 
Otros casos de influencia de lo civil en lo penal son los contemplados en los arts. 12 del 
CPP y 66 del NCPP que disponen la extinción de la acción penal derivada cuando se hubiere 
ejercido la acción civil por dichos hechos y la imposibilidad de ejercer la acción civil 
indemnizatoria derivada de un hecho punible ante el juez penal cuando ésta se hubiere deducido 
previamente ante el juez civil, todo ello conforme a lo dispuesto en los arts. 427 a 429 del CPP y 
59 del NCPP. 
768 Cfr. LAZO, SANTIAGO, Los Códigos chilenos anotados. Código de Procedimiento 
Penal, ob. cit., p. 59. 
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Contraloría General de la República actuando como Tribunal de Cuentas, 
cuando decide un asunto prejudicial suscitado en el proceso penal relativo a 
cuentas fiscales  conforme al art. 173 COT. 
Según lo anterior y no obstante el controvertido y excepcional valor que 
tradicionalmente se ha predicado respecto de la eficacia de la sentencia civil en 
materia penal, cuando la sentencia civil resuelve una materia que reviste el 
carácter de prejudicial en este tipo de procesos, se entiende que la cosa juzgada 
civil opera con todo su valor.  
Siendo esto así, en nuestro concepto y con mayor razón aún, la 
sentencia civil que decide un asunto que se suscita como prejudicial en otro 
proceso despliega igual valor o eficacia  respecto de otros juicios tanto civiles 
como no penales seguidos ante cualquier tipo de tribunal, sean estos 
ordinarios, arbitrales o especiales, todo ello dentro de límites subjetivos de la 
cosa juzgada.  
Así por ejemplo, si un juez civil declara la nulidad o falsedad de un 
contrato o instrumento público, ciertamente esta sentencia vinculará a un juez 
del trabajo, de familia u otro tribunal especial o incluso penal, que esté 
conociendo de un asunto entre las mismas partes en el que el contrato o 
instrumento se haga valer. 
Sobre la materia, sólo destacar finalmente que el PNCPC viene a zanjar 
cualquier duda a este respecto contemplando expresamente el efecto positivo 
en su art. 217. Al efecto, dispone dicha norma que «lo resuelto con fuerza de 
cosa juzgada en la sentencia, por lo general, obligará al tribunal de un proceso 
posterior cuando aparezca como presupuesto necesario de la nueva decisión, 
siempre que las partes de ambos procesos sean las mismas o la cosa juzgada se 
extienda a ellas por disposición legal». 
Conforme a lo expuesto, pese al desconocimiento y precaria regulación 
existente en el ordenamiento chileno del efecto positivo o prejudicial de la 
cosa juzgada, estimamos existe soporte normativo suficiente, reconocido por la 
doctrina y la jurisprudencia, para sostener dicha eficacia, la que es recogida, 
asimismo, en forma expresa por el PNCPC. 
4. Siguiendo lo anterior, a nuestro juicio, el principal problema que puede 
tener lugar en estos casos, por tanto, no dice relación con una eventual 
negación del efecto positivo sino más bien con los límites subjetivos de la cosa 
juzgada y la determinación de la identidad legal de partes a que se refiere el 
art. 177 CPC, ello particularmente cuando existen casos de conexión 
prejudicial que involucran a terceros que no han intervenido en el juicio.  
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Esta temática en el ordenamiento chileno ha sido objeto de una nutrida 
pero a veces contradictoria jurisprudencia todo ello derivado de la ambigüedad 
y amplitud con que la legislador ha regulado esta materia, discrepancia 
respecto de la cual se ha hecho eco asimismo la doctrina.  
Según ha establecido la propia jurisprudencia, para que la eficacia 
directa de la sentencia y en particular el efecto positivo o prejudicial de la cosa 
juzgada pueda operar es necesario que la sentencia haya sido dictada entre las 
mismas partes. Así se desprende del art. 3º, inciso 2º del CC y el propio art. 
427  y 177 del CPC769. 
A partir de aquí, sin embargo, el tema se oscurece partiendo por la 
propia determinación de lo que se entiende por parte o “litigante” tal como se 
refiere el art. 177 CPC, concepto que en el ordenamiento chileno carece de 
definición legal, y la determinación de las personas que, conforme dispone este 
mismo precepto, han «obtenido en el juicio» y de «aquellos a quienes según la 
ley aprovecha el fallo», como titulares de la excepción de cosa juzgada770. 
En lo que respecta al concepto de parte que da lugar a la identidad legal 
de personas que exige el art. 177 CPC y que nos interesa destacar a efectos del 
objeto de esta investigación, existe consenso en la doctrina y la jurisprudencia 
en los siguiente puntos. 
Por una parte, se sostiene que la identidad legal de personas a que se 
refiere dicha norma es una identidad jurídica y no física siendo indiferente, 
                                               
769 En aplicación de lo dispuesto en el art. 177 CPC, la jurisprudencia ha establecido que 
«La sentencia que falla una controversia sólo obliga a quienes litigan con respecto al asunto 
discutido y, a la inversa, no obliga a quienes litigaron con respecto a asuntos no discutidos ni 
sentenciados». Cfr. SCS de 23 de noviembre de 1904, en Gaceta de los tribunales, Nº 1935, 2º 
sem., p. 1191. En la misma línea SCS de 1º de septiembre de 1944, en RDJ, t. XLII, sec. 1ª, p. 286. 
770 Al efecto, el art. 177, nº 1 del CPC establece que la excepción de cosa juzgada «puede 
alegarse por el litigante que haya obtenido en el juicio  y por todos aquellos a quienes según la ley 
aprovecha el fallo, siempre que entre la nueva demanda y la anteriormente resuelta haya: 1º 
Identidad legal de personas». 
Otra norma que da cuenta de la amplitud con la que el legislador ha regulado los efectos 
de la sentencia respecto de terceros, es el art. 150 CPC, antes mencionado al tratar de la 
acumulación, conforme al cual «La sentencia que acepte el desistimiento, haya o no habido 
oposición, extinguirá las acciones a que él se refiera, con relación a las partes litigantes y a todas 
las personas a quienes habría afectado la sentencia del juicio a que se pone fin».  
Por otro lado, el ordenamiento chileno regula asimismo en forma bastante amplia la 
posibilidad de intervención de terceros adhesivos, independientes y excluyentes en el proceso civil 
(arts. 22 y 23 CPC), a los cuales se extiende en forma expresa los efectos de cosa juzgada de la 
sentencia que se dicte en el pleito (art. 24 CPC). 
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además, la posición procesal que éstas detenten o hayan detentado en los 
respectivos procesos771.  
Por otro, y a falta de un concepto o definición legal en esta materia, se 
ha señalado que el concepto de parte al que hay que atender a efectos del 
determinar la existencia o no de la identidad legal de personas que exige la 
cosa juzgada comprende a los sujetos activos y pasivos del proceso, esto es, al 
demandante y demandado como partes directas o principales titulares de la 
relación jurídica procesal que se va a desenvolver en el juicio (arts. 23 y 24 
CPC), sean éstas o no titulares de la relación jurídica substancial que se discute 
en el proceso772. 
Enseguida, en razón de la amplitud de las normas de legitimación y de 
intervención de terceros contenidas en el actual CPC773, dentro de este 
concepto de litigante se entienden incluidas, asimismo, ciertas personas que 
son llamadas o intervienen en el proceso sea porque son titulares de la relación 
jurídica sustancial que se discute o tienen interés actual en ella y a los cuales la 
ley chilena extiende expresamente los efectos de cosa juzgada aún cuando, en 
ciertos supuestos, no se produzca su intervención efectiva en el proceso.  
Se trata de los casos de integración de litisconsorcio activo regulado en 
el art. 21 CPC y los terceros principales, coadyuvantes e independientes cuya 
intervención se regula en los arts. 22 a 24 del CPC y a los cuales la ley, en la 
                                               
771 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso civil chileno, 
ob. cit., pp. 56 y 57; MOSQUERA RUIZ, MARIO y MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, Breves 
nociones acerca de la cosa juzgada, ob. cit., pp. 27.  
En esta línea. cfr. SCS de 1º de junio de 1937, en RDJ, t. XXXIV, sec. 1ª, p. 277;  SCAP 
de Talca de 18 de junio de 1921, en Gaceta de los Tribunales, Nº 188, 1º sem., p. 794 y SCS de 16 
de octubre de 1941, en RDJ, t. XXXIX, sec. 1ª, p. 276. 
772 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, ob. cit., pp. 60; MOSQUERA RUIZ, MARIO y 
MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, ob. cit., pp. 25 y PEREIRA ANABALÓN, HUGO, La cosa 
juzgada en el proceso civil, ob. cit., p. 71. En esta línea, cfr. SCS de 6 de diciembre de 1990, en 
RDJ, t. LXXXVII, sec. 1ª, p. 214 y SCS de 16 de octubre de 1941, en RDJ, t. XXXIX, sec. 1ª, p. 
276. 
773 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, Ídem, pp. 56-65 y 109. Según señala este autor, 
si bien el ordenamiento chileno siguió la línea románica y no germana en cuanto al efecto relativo 
de las sentencias, el actual CPC no desconoció que la eficacia de la sentencia pudiera afectar a 
terceros estableciendo al efecto una amplia posibilidad de intervención de éstos en el proceso. Al 
efecto, señala que el actual CPC «estableció un amplio derecho a la intervención sin dejarse llevar 
por los prejuicios que han existido tradicionalmente en este tema, en orden a dificultar la entrada 
de terceros en el proceso, principalmente porque con ello se pueden favorecer las maniobras 
dilatorias que dificultan la actuación de la jurisdicción. Nuestro legislador siguió también en este 
tema al derecho histórico castellano, que reconocía en sus distintas fuentes varias de las posibles 
manifestaciones de este fenómeno procesal. Aunque nuestro proceso civil descansa sobre el 
principio románico del efecto relativo de la sentencia (art. 3, inciso 2º CC), no desconoció que la 
eficacia del fallo pudiera alcanzar a terceros» (p. 109). 
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medida que se cumplan los requisitos que ella dispone, otorga el mismo 
tratamiento y derechos que a las partes principales del proceso774. 
Finalmente, a lo anterior la doctrina775 y la jurisprudencia agrega como 
situaciones que dan lugar a la identidad legal de parte al caso de los herederos 
del causante que fallece siendo parte del juicio conforme al art. 5º CPC y 1377 
CC y en general los causahabientes y los herederos a título universal respecto 
                                               
774 Cfr. PEREIRA ANABALÓN, Hugo, ob. cit., p. 72; ROMERO SEGUEL, Alejandro, 
ob. cit., pp. 61 y 62; MOSQUERA RUIZ, Mario y MATURANA MIQUEL, Cristián, ob. cit., p. 
26.  
En lo que respecta a las situaciones de litisconsorcio activo, el art. 21 CPC dispone 
expresamente que «Si la acción ejercida por alguna persona corresponde también a otra u otras 
personas determinadas, podrán los demandados pedir que se ponga la demanda en conocimiento 
de las que no hayan ocurrido a entablarla, quienes deberán expresar en el término de 
emplazamiento si se adhieren a ella. Si las dichas personas se adhieren a la demanda, se aplicará lo 
dispuesto en los artículos 12 y 13 (relativos a la designación de un procurador común); si declaran 
su resolución de no adherirse, caducará su derecho; y si nada dicen dentro del término legal, les 
afectará el resultado del proceso, sin nueva citación. En este último caso podrán comparecer en 
cualquier estado del juicio, pero respetando todo lo obrado con anterioridad». Sobre la materia, la 
jurisprudencia ha declarado que la manifestación de voluntad del tercero «de no adherirse al juicio 
a que ha sido convocado, produce ipso iure la perdida de la acción, cualquiera que sean las resultas 
posteriores del juicio; la sentencia que en él recaiga producirá cosa juzgada a su respecto aún 
cuando no le sea notificada». Cfr. SCAP de Santiago de 11 de julio de 1947, en RDJ, t. XLV, sec. 
2ª, p. 24. 
En lo que respecta a los terceros intervinientes en el proceso civil, el art. 22 CPC 
establece que «Si durante la secuela del juicio se presenta alguien reclamando sobre la cosa 
litigada derechos incompatibles con los de las otras partes, admitirá el tribunal sus gestiones en la 
forma establecida por el artículo 16 y se entenderá que acepta todo lo obrado antes de su 
presentación, continuando el juicio en el estado en que se encuentre».  
Por su parte, el art. 23 establece que «Los que, sin ser partes directas en el juicio, tengan 
interés actual en sus resultados, podrán en cualquier estado de él intervenir como coadyuvantes, y 
tendrán en tal caso los mismos derechos que concede el artículo 16 a cada una de las partes 
representadas por un procurador común, continuando el juicio en el estado en que se encuentre. Se 
entenderá que hay interés actual siempre que exista comprometido un derecho y no una mera 
expectativa, salvo que la ley autorice especialmente la intervención fuera de estos casos. Si el 
interés invocado por el tercero es independiente del que corresponde en el juicio a las dos partes, 
se observará lo dispuesto en el artículo anterior».  
Finalmente, conforme a lo dispuesto en el art. 24 CPC «Las resoluciones que se dicten en 
los casos de los dos artículos anteriores producirán respecto de las personas a quienes dichos 
artículos se refieren los mismos efectos que respecto de las partes principales». 
Respecto a la intervención y los efectos de la sentencia respecto de estos terceros, tal 
como señala la doctrina, cuando esta intervención es principal, se trata de una acumulación 
sobrevenida de pretensiones y por tanto la sentencia que se dicte en el proceso le afectara sin que 
pueda desconocerla. Situación diferente es la del tercero coadyuvante respecto del cual se sostiene 
que la eficacia de la cosa juzgada debe ser limitada dado que si bien la sentencia incide sobre su 
situación jurídica no se puede menoscabar su derecho de defensa solicitándose a su respecto, por 
ejemplo, la ejecución del fallo. Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, ob. cit., pp. 110 y 111. 
775 Cfr. MOSQUERA RUIZ, Mario y MATURANA MIQUEL, Cristián, Ídem, pp. 28 a 
30 y PEREIRA ANABALÓN, Hugo, Ídem, pp. 72 a 75. 
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de su causante conforme a los arts. 951 y 954 CC776; al cesionario de un 
derecho litigioso (arts. 1911 y ss. del CC)777 y ciertos casos de substitución 
procesal, como ocurre en la citación de saneamiento por evicción (art. 1844 
CC) y la acción oblicua o subrogatoria (arts. 1238, 1394, 1677 y 2466 CC)778. 
Un tema delicado, sin embargo, y que carece de una regulación 
armónica en el ordenamiento chileno es el relativo al efecto de las sentencias 
que se dicten en materia de estado civil y capacidad, materias que en principio, 
se encontrarían comprendidas dentro de la denominada eficacia erga omnes de 
la sentencia y en las cuales cabría considerar, en los casos que corresponda, 
esto es, según si son estimatorias o no, etc., como supuestos en que concurre la 
identidad legal de personas.  
En el ordenamiento chileno ejemplo expreso de este tipo de sentencia es 
el regulado en los arts. 315 y 316 del CC. Conforme al art. 315, la sentencia 
judicial que declara verdadera o falsa la paternidad o maternidad del hijo «no 
sólo vale respecto de las personas que han intervenido en el juicio, sino 
respecto de todos, relativamente a los efectos que dicha paternidad o 
maternidad acarrea». Para que los fallos que se dicten en estas materia 
produzcan dicho efecto es necesario, conforme dispone el art. 316: «1º Que 
hayan pasado en autoridad de cosa juzgada; 2º Que se hayan pronunciado 
contra legítimo contradictor; 3º Que no haya habido colusión en el juicio». 
El problema, tal como pone de manifiesto la doctrina, es que la ley 
chilena sólo regula este efecto expresamente en materia de determinación de la  
paternidad o maternidad pero no contempla, sin embargo, previsiones análogas 
para otros casos similares como ocurre en materia de nulidad de matrimonio o 
las sentencias que declaran, por ejemplo, la muerte presunta de una persona o 
la interdicción de un demente. En estos supuestos, por tanto y a falta de norma 
expresa que así lo establezca, se suscita la duda en cuanto a la extensión de  la 
cosa juzgada respecto de terceros no litigantes pese a que «concurren las 
mismas motivaciones que informan los preceptos antes citados»779. 
Con las dudas antes señaladas, en los supuestos antes descritos existe 
consenso, por tanto, en cuanto a que la sentencia produce o debiera producir 
efectos directos respecto de dichas personas sea como partes directas o 
                                               
776 Cfr. SCS de 5 de noviembre de 1921, en RDJ, t. XXI, sec. 1ª, p. 228 y SCS de 27 de 
diciembre de 1918, en Gaceta de los Tribunales, Nº 682, 2º sem., p. 2132. 
777 Cfr. SCS de 9 de diciembre de 1919, en RDJ, t. XVIII, sec. 1ª, p. 237. 
778 En esta línea, cfr. SCS de 16 de octubre de 1941, en RDJ, t. XXXIX, sec. 1ª, p. 276. 
779 Cfr. PEREIRA ANABALÓN, HUGO, La cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., p. 
75. 
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indirectas del proceso o de terceros no litigantes en los casos mencionados, 
siendo indispensable, a nuestro juicio, que exista norma legal expresa que así 
lo establezca, tal como ocurre en los casos antes examinados. 
5. Fuera de lo anterior, sin embargo, y al igual que ocurre en el 
ordenamiento español, lo cierto es que existen numerosos casos en que se ha 
suscitado dudas acerca de la extensión del efecto directo de la sentencia 
respecto de ciertos terceros que no han litigado en el juicio, particularmente 
cuando se trata de terceros titulares de un derecho, situación o relación jurídica 
conexa con la discutida por las partes, pero que sin embargo no tienen 
legitimación para actuar en dicho proceso. Ello, sea porque no existe norma 
expresa que así lo establezca o bien por cuanto la propia interpretación y 
aplicación de las mismas y en particular del art. 177 CPC ha dado lugar a 
controversia. 
A juicio de la doctrina, tal es el caso, por ejemplo, de los sucesores a 
título singular con sus causantes; entre herederos y legatarios; entre acreedores 
y codeudores solidarios o de obligaciones indivisibles; entre propietario y 
usufructuario o usuario; entre deudor principal y el fiador que no ha sido citado 
al juicio; en materia de hipoteca cuando la primera hipoteca ha sido declarada 
nula; y en general en los casos antes visto al tratar de la acumulación en 
materia de nulidad y resolución de contratos respecto de los terceros 
adquirentes780.  
En todos estos casos, se trata en nuestro concepto de claros supuestos 
de prejudicialidad que no tienen o no encuentran solución a través del efecto 
positivo o prejudicial de la cosa juzgada en tanto, en principio, no se cumple 
con la identidad legal de personas que exige el art. 177 CPC ni existe norma 
expresa que permita extender los efectos directos de la sentencia respecto de 
                                               
780 Cfr. PEREIRA ANABALÓN, HUGO, La cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., p. 
74; MOSQUERA RUIZ, MARIO y MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, Breves nociones acerca de 
la cosa juzgada, ob. cit., pp. 33-36; CASARINO VITERBO, MARIO, Manual de Derecho 
procesal, t. III, ob. cit., pp. 134 y 135. A modo de ejemplo, tal como señala este último autor, 
existe discusión por ejemplo, sobre si lo fallado con relación a una persona afecta en todo caso o 
no a sus sucesores a título singular y según el momento en que se haya efectuado la trasferencia 
del derecho. Para algunos, en este caso la sentencia sólo les afecta en la medida quela trasferencia 
se haya realizado después de pronunciada la sentencia pero no si se hizo con anterioridad al juicio. 
Para otros, les afecta en todo caso independientemente si la transferencia se hizo antes, durante o 
después de dictado el fallo.  
En materia de solidaridad pasiva, el asunto genera igualmente controversia sosteniéndose 
por algunos que en estos casos existe identidad legal de persona que hace aplicable la cosa juzgada 
respecto de los demás codeudores que no han intervenido en el juicio; otros niegan dicho efecto y 
otros, finalmente, sostienen que la cosa juzgada les afecta sólo en la medida que les beneficie. 
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dichos terceros, sino que a través de los denominados efectos indirectos o 
reflejos de la sentencia.  
El problema, con todo, es que la eficacia indirecta de la sentencia no 
encuentra reconocimiento expreso en el ordenamiento chileno y la 
jurisprudencia, a diferencia de la doctrina procesal, ha sido renuente en 
aceptarla como categoría independiente optando, a cambio de ello y mediante 
una interpretación flexible y amplia de la identidad legal de personas que exige 
el art. 177 CPC, por una extensión de los efectos directos de la cosa juzgada 
respecto de este tipo de terceros781. 
En lo que respecta a la doctrina, partiendo de la última expresión 
utilizada por el art. 177 —en la cual algunos autores han visto una especie de 
efecto secundum eventum litis de la sentencia782 asociado, para otros, a los 
casos de eficacia erga omnes de la sentencia y que por tanto requiere norma 
expresa783—, la doctrina procesal chilena, a nuestro juicio con acierto, sostiene 
la necesidad de distinguir, para dar solución a estos casos,  entre los efectos 
                                               
781 Tal como señala la doctrina, la jurisprudencia chilena «se ha mostrado renuente a 
utilizar una categoría procesal que en la doctrina constituye una communis opinio sobre el tema», 
citando como ejemplo el caso de la SCS de 2 de agosto de 1994, en Fallos del Mes, Nº 429, p. 443 
en la que se acogió un recurso de queja estimando que los ministros cometieron una falta o abuso 
al considerar la doctrina relativa a la eficacia indirecta  de las sentencia. Al efecto, sostiene la corte 
que «resultando improcedente en la especie la doctrina del efecto reflejo de la sentencia, que ha 
servido de fundamento a la resolución que motiva el presente recurso, los Ministros recurridos han 
cometido falta que debe ser enmendada por la presente vía». Cfr. ROMERO SEGUEL, 
ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso civil chileno, ob. cit., p. 104. 
782 En esta línea cfr. PEREIRA ANABALÓN, HUGO, La cosa juzgada en el proceso civil, 
ob. cit., pp. 65 y 66. A juicio de este autor, poniendo como ejemplo el fiador demandado por un 
acreedor cuya deuda fue declarada extinguida respecto del deudor principal, en el sistema jurídico 
nacional sólo esta legitimado para oponer la excepción de cosa juzgada aunque no concurra la 
identidad legal de personas «el que no fue parte del juicio en que se pronunció la sentencia firme 
en que apoya su defensa, siempre y cuando le aproveche, según la ley el fallo, provecho que debe 
ser, en consecuencia, jurídico y no meramente económico. (…) Con todo, quienquiera que invoque 
la excepción de cosa juzgada debe tener la calidad de demandado y no la de demandante».  
783 En esta línea, cfr. CASARINO VITERBO, MARIO, Manual de Derecho procesal, t. III, 
ob. cit., p. 130. A diferencia del autor anterior, para este autor el litigante que ha obtenido el juicio 
puede ser el demandante o el demandado en la medida que se hayan aceptado sus respectivas 
pretensiones o excepciones o defensas.  
Por su parte, cuando la ley habla del litigante a quien según la ley aprovecha el fallo se 
refiere a su juicio a los casos en que «por expresa disposición, prescribe que un fallo afecta a todo 
el mundo —erga omnes—; o bien, que afecta a toda clase de personas dentro de un determinado 
círculo. La cosa juzgada, en estos casos, pierde su característica esencial de ser relativa, y presenta, 
en cambio, la de ser absoluta. Pero este es un caso de excepción; y, como tal, debe estar 
expresamente contemplado en la ley». Estos casos son los contemplados en los arts. 315, 316, 
1246, 1382 y 2513 del CC. Finalmente, a juicio de este autor, dentro de este último concepto se 
incluye al demandado que ha perdido el juicio y contra el cual se pretende hacer valer una nueva 
demanda sobre la misma materia. 
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directos de la cosa juzgada del denominado efecto reflejo, indirecto o colateral 
de la sentencia respecto de terceros no intervinientes.  
Con base al reconocimiento de que las relaciones jurídicas no son 
aisladas sino esencialmente vinculadas o conexas, se ha entendido que la 
sentencia dictada respecto de un asunto entre partes puede llegar a afectar, en 
virtud de dicha conexión, a ciertos terceros que no han litigado pero ello no 
como consecuencia de la autoridad de la cosa juzgada sino en virtud de la 
vinculación de derecho substantivo que rige o regula las relaciones jurídicas 
que les afectan, caso en el cual la sentencia actúa como un hecho jurídico 
productor de consecuencias jurídicas preestablecidas por la ley784. 
La doctrina civilista, por el contrario, se ha mostrado reacia en ciertas 
materias, a la aceptación de los efectos reflejos de la sentencia respecto de 
terceros que no han intervenido en el juicio, principalmente en razón del 
principio de audiencia y derecho de contradicción que les asiste, considerando 
que no es posible imponerles, por ejemplo, los efectos de una declaración de 
nulidad o resolución de un contrato, como en los casos antes mencionados, sin 
haber tenido la posibilidad de participar en dicho juicio785. 
La jurisprudencia, por su parte, ha negado este tipo de eficacia como 
categoría procesal aplicable en el ordenamiento chileno.  
No obstante ello, tal como señala la doctrina, a partir de la 
interpretación del art. 177 CPC, reforzada por la amplitud de las normas de 
                                               
784 Cfr. PEREIRA ANABALÓN, HUGO, La cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., pp. 
78-82. En la misma línea, MOSQUERA RUIZ, MARIO y MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, 
Breves nociones acerca de la cosa juzgada, ob. cit., pp. 30-36 y ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, 
La cosa juzgada en el proceso civil chileno, ob. cit., pp. 103-106. 
785 En materia de nulidad, Cfr. ALESSANDRI RODRÍGUEZ, ARTURO, La nulidad y la 
rescisión en el derecho civil chileno, t. II, ob. cit., pp. 349-355 antes citado. En lo relativo a la 
acción resolutoria, cfr. del mismo autor, De la Compraventa y de la Promesa de Venta, t. II. v. 1, 
ob. cit., pp. 513-556. 
En general, sin embargo, al hablar de los límites subjetivos de la cosa juzgada se ha 
señalado que «hay otras personas que no son herederos ni causahabientes y que, sin embargo, 
quedan sujetas a los juzgado entre los litigantes. Respecto de ellos, la cosa juzgada despliega una 
eficacia refleja. Se trata de terceros que son titulares de una relación jurídica conexa con la que ha 
sido objeto del fallo o dependiente de ella. Así, por ejemplo, el fallo pronunciado entre el acreedor 
y un codeudor solidario y que declara nula la obligación, libera a los demás codeudores. Por el 
contrario la eficacia refleja no se produce frente a los terceros extraños al juicio cuando ellos son 
titulares de un derecho autónomo respecto a la relación sobre la cual se pronunció el fallo, y 
puedan, por tanto, recibir de éste un perjuicio jurídico. Así por ejemplo, si en el juicio de 
reivindicación entre Primus y Secundus se reconoce el dominio de la cosa al último, nada impide 
que un tercero extraño al juicio que pretende tener un título no dependiente del que se discutió en 
éste, entable acción reivindicatoria respecto de la misma cosa». Cfr. ALESSANDRI R., ARTURO, 
SOMARRIVA U., MANUEL y VODANOVIC H., ANTONIO, Tratado de Derecho civil, Partes 
preliminar y general, t. I, ob. cit., p. 150. 
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legitimación y de intervención de terceros contenidas en el actual CPC, ha 
venido atenuando cada vez más el principio de relatividad de la sentencia 
extendiendo, aún a falta de norma expresa que así lo establezca, el límite 
subjetivo de la cosa juzgada respecto de terceros que no han intervenido como 
parte en el proceso786. 
El problema, ya expuesto, es que en dicha interpretación no siempre 
ha existido uniformidad sosteniéndose, en algunos casos, criterios discrepantes 
en cuanto a la extensión o no de la cosa juzgada respecto de este tipo de 
terceros. 
Así ha ocurrido en materia de fianza, de sucesión a título singular o de 
obligaciones solidarias o indivisibles787 e incluso en materia de acciones 
restitutorias o reivindicatorias que derivan de la nulidad o resolución de un 
contrato antes examinadas.  
En este ultimo caso, si bien conforme a la normativa vigente —que 
permite accionar expresamente contra terceros poseedores— en general la 
jurisprudencia ha entendido que los terceros adquirentes se ven afectados por 
la sentencia que declara la nulidad o resolución de un contrato, ello tampoco 
ha sido de manera uniforme788. 
                                               
786 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso civil chileno, 
ob. cit., pp. 56-65. Tal como señala la doctrina, dicha extensión ha operado en diversos casos 
como los relativos a obligaciones solidarias e indivisibles, en la sucesión a títulos singular, en las 
relaciones entre herederos y legatarios y en materia de fianza. Ibídem, p. 64. En la misma línea, 
cfr. CASARINO VITERBO, MARIO, Manual de Derecho procesal, t. III, ob. Cit., pp. 133-135 y 
STOEHREL MAES, CARLOS, De las disposiciones comunes a todo procedimiento y de los 
incidentes, ob. cit., pp. 131-134. 
Tal es el caso, por ejemplo, de la SCS de 25 de noviembre de 1908, en RDJ, t. VI, sec. 1ª, 
p. 240. A propósito de la cosa juzgada y la concurrencia de identidad legal de personas, la Corte 
Suprema ha sostenido que la «sentencia pronunciada en juicio de desheredamiento produce cosa 
juzgada respecto del acreedor que tenía embargados los derechos hereditarios, aunque no haya 
sido parte en el juicio de desheredamiento». 
787 En materia de fianza, por ejemplo, la jurisprudencia ha mantenido posturas 
contradictorias sosteniendo en algunos casos la existencia de identidad legal que hace procedente 
la cosa juzgada, como se ha entendido en SCS de 30 de abril de 1943, en RDJ, t. XXXI, sec. 1ª, p. 
370, o la inexistencia de tal identidad, como en SCS de 15 de diciembre de 1906, en RDJ, t. IV, 
sec. 1ª, p. 305. En este último caso, la Corte consideró que la sentencia «recaída en el juicio contra 
el deudor principal no produce cosa juzgada respecto del fiador, si éste no ha intervenido en el 
pleito y no ha sido parte en él». 
788 Al efecto, en SCS de 26 de agosto de 1907, en RDJ, t. V, sec. 1ª, p. 6, la Corte ha 
sostenido que «Declarada la nulidad de un acto por sentencia recaída en juicio seguido entre los 
que lo celebraron, los terceros a quienes se hayan traspasado los bienes materia de este acto, no 
pueden oponerse a los efectos jurídicos de la sentencia que declaró la nulidad, ni a oponerse a que 
se ejercite contra ellos la acción reivindicatoria que nace de la nulidad judicialmente declarada, 
fundándose en que no litigaron en aquel juicio de nulidad».  
Como es posible observar, en este caso la Corte no habla de extensión de la cosa juzgada 
sino de los efectos jurídicos de la sentencia que declara la nulidad con lo cual, a nuestro juicio, lo 
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Como es posible observar, el tema de los límites subjetivos de la cosa 
juzgada en el ordenamiento chileno y en particular el tema de la eficacia refleja 
de la sentencia respecto de terceros es un asunto complejo que esta lejos de ser 
zanjado.  
El asunto no presenta mayor problema cuando el tercero aduce en su 
favor una sentencia que le beneficia pero no así cuando se trata de hacer valer 
en su contra un fallo dictado en un proceso en el cual no tuvo posibilidad de 
intervenir y defenderse. 
En nuestro concepto, como sostuvimos al tratar de la acumulación, 
consideramos que en todos aquellos casos, particularmente cuando no existe 
norma expresa que así lo disponga, en que pueda entenderse que terceros que 
no han litigado en el juicio pueden verse afectados por la eficacia refleja de la 
sentencia, existen dos instrumentos procesales en el ordenamiento chileno que 
permiten dar solución al problema antes descrito y en virtud de los cuales, la 
eficacia refleja de la sentencia se vería reforzada, tal como señala la doctrina, 
por el efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada789, con lo cual se salva 
toda posible duda acerca de su eficacia así como la posible aplicación de 
criterios contradictorios por parte de la jurisprudencia. 
Se trata por un lado, de la acumulación sucesiva de pretensiones, la que 
se presenta como un instrumento eficaz a efectos de que estos terceros no sólo 
puedan intervenir y defenderse adecuadamente en el juicio, sino también, de 
que la sentencia pueda desplegar a su respecto eficacia directa de cosa juzgada 
material en su aspecto positivo o prejudicial, en conformidad al art. 24 CPC790.  
                                                                                                                                
que está reconociendo es la eficacia refleja de la sentencia. En la misma línea, SCS de 26 de 
septiembre de 1966, en RDJ, t. LXII, sec. 1ª, p. 340. 
En sentido contrario, SCS de 10 de noviembre de 1938, en RDJ, t. XXXVI, sec. 1ª, p. 312 
y SCS de 8 de octubre de 1912, en RDJ, t. XI, sec. 1ª, p. 64 y SCS de 21 de julio de 1925, en RDJ, 
t. XXIII, sec. 1ª, p. 354. En esta última sentencia, la Corte ha sostenido que  la sentencia «que 
declara resuelto un contrato no produce efecto alguno contra una tercera persona que no figuró 
como parte en el juicio de resolución». 
789 Cfr. GRANDE SEARA, PABLO, La extensión subjetiva de la cosa juzgada en el 
proceso civil, ob. cit., p. 446. 
790 En esta línea, ya en la propia historia del establecimiento del art. 18 se reconocía la 
necesidad de acumulación, por ejemplo, de las acciones las acciones personales rescisorias, de 
nulidad y resolutoria.  
Al efecto, se dejó constancia expresa que éstas «se dirigen contra el contratante con el fin 
de terminar los efectos o anular los actos contractuales; pero como de la infracción declarada hay 
derecho para deducir la acción real contra terceros, como lo establecen los artículos 1490, 1491 y 
1689 del Código Civil, es útil en todos los conceptos que ambas acciones puedan tramitarse en un 
mismo juicio. De este modo la sentencia sobre la acción personal empecerá al poseedor contra 
quien se reivindica». Cfr. LAZO, SANTIAGO, Los Códigos chilenos anotados. Código de 
Procedimiento Civil, ob. cit., p. 46. 
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Por otro lado, y antes que la acumulación de pretensiones o de procesos 
aunque en forma alternativa, la institución naturalmente procedente en este 
caso para dar solución a esta problemática, es la intervención voluntaria del 
tercero contemplada en el ordenamiento chileno en el art. 23 del CPC. Para 
ello, tal como sostiene la jurisprudencia, basta con que las partes notifiquen al 
tercero acerca de la existencia del juicio a fin de que comparezca a hacer valer 
sus derechos y de no hacerlo, los resultados del juicio le afectarán en 
conformidad a lo dispuesto en el art. 24 CPC791. 
Sobre el punto, insistimos en que en estos casos no es posible pretender 
una extensión de los efectos positivos o prejudiciales de la cosa juzgada, pero 
tampoco es posible desconocer toda eficacia a la sentencia que se dicte basado 
en una rígida interpretación del principio de relatividad de las sentencia del art. 
3º del CC y en la imposibilidad de intervenir en un juicio respecto del cual, 
además, carece de legitimación para obrar. 
Lo contrario, no sólo vulneraría el propio régimen civil vigente, cuya 
configuración muchas veces no permite una interpretación como aquella, sino 
que importaría desconocer el carácter prejudicial que puede tener una 
sentencia respecto de un segundo proceso que se incoe en contra del tercero, lo 
cual evidentemente podría dar lugar a sentencias completamente 
contradictorias.  
Una adecuada interpretación de los efectos directos e indirectos de las 
sentencias, tal como se ha venido delimitando hoy en día por la doctrina 
                                                                                                                                
En lo que respecta a los efectos de la intervención adhesiva, tal como señala la 
jurisprudencia, la calidad «de tercero coadyuvante en relación a la demanda subsidiaria, determina 
que dicha resolución judicial le produzca, en cuanto tercero coadyuvante del demandado —parte 
directa de la acción subsidiaria de lesión enorme—, los mismos efectos que respecto de las partes 
principales». Cfr. SCS de 7 de agosto de 2007, Sala Primera (Civil), Rol Nº 4237/2005 (c. 10º) (Id. 
vLex: 332773934). 
791 En esta línea, con la jurisprudencia citada, Cfr. ALESSANDRI RODRÍGUEZ, 
ARTURO, De la Compraventa y de la Promesa de Venta, t. II, v. 1, ob. cit., pp. 544-545. Cfr. 
asimismo por todas SCS de 7 de agosto de 2007, Sala Primera (Civil), Rol Nº 4237/2005 (Id. 
vLex: 332773934). 
Ciertamente, el CPC no contempla, para estos efectos, la posibilidad de una intervención 
forzada del tercero, mecanismo que sólo está previsto en el art. 21 para suplir la falta de 
litisconsorcio activo.  
En leyes especiales sí que se contempla esta posibilidad como ocurre en materia de 
arrendamiento. Al efecto, el art. 11 de la Ley Nº 18.101 establece respecto de los subarrendatarios 
que para que «les sea oponible lo obrado y la sentencia recaída en los juicios de desahucio, de 
restitución o de terminación del arrendamiento por falta de pago de la renta seguidos contra el 
arrendatario, les deberá ser notificada la demanda o deberán haberse apersonado en la causa» así 
como en el art. 29 de la Ley Nº 18.287 de Policía Local conforme al cual, para poder hacer valer la 
sentencia condenatoria contra el tercero civilmente responsable debe notificársele previamente la 
denuncia o querella seguida ante el Jugado de Policía Local que conoce del asunto.  
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científica, permite a nuestro juicio dar una adecuada solución a este tipo de 
situaciones ponderando adecuadamente la necesidad de coherencia de las 
sentencias con el derecho de defensa de los terceros, los cuales siempre podrán 
enervar los efectos jurídico-materiales o reflejos de la sentencia792. 
Probablemente, tal como señala la propia doctrina, bastaría para estos 
efectos con establecer o regular la intervención forzada de este tipo de terceros, 
tal como ocurre en otros ordenamientos y se establece en la propia legislación 
chilena en ciertas materias específicas como ocurre en materia de 
arrendamiento y otras especiales antes mencionadas, en las que se obliga a las 
partes su notificación793.  
El PNCPC, en norma similar a la española, apunta, a nuestro juicio 
correctamente, en esta línea al establecer en su art. 42, denominado 
comunicación de la litis, que: «Por disposición del tribunal, se notificará la 
pendencia del proceso a las personas que, según los mismos autos, puedan 
verse afectadas por la sentencia que en su momento se dictare. Esta 
comunicación se llevará a cabo, con los mismos requisitos, cuando el tribunal 
advierta indicios de que las partes están utilizando el proceso con fines 
fraudulentos. También se hará notificación a los terceros en los casos en que 
lo prevea la ley». 
Despejado este punto, de lo expuesto hasta ahora cabe concluir que 
tanto el efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada e incluso la 
denominada eficacia refleja de la sentencia —que no obstante su negación por 
la jurisprudencia ha operado igualmente bajo la forma de una interpretación 
extensiva de la identidad legal de personas que exige el art. 177 CPC— 
reciben aplicación en el ordenamiento chileno como instrumentos para el 
                                               
792 Para la doctrina, en estos casos la sentencia no produce a su respecto ni eficacia 
positiva ni acción de cosa juzgada por lo cual necesariamente debe iniciarse en su contra un juicio 
nuevo y principal donde deberá ser debidamente oído. En dicho juicio, la sentencia actúa como un 
hecho jurídico y como tal se podrá oponer a ella deduciendo todas las excepciones materiales que 
sean procedentes respecto de la pretensión que se haga valer incluida la existencia de fraude 
procesal. Cfr. ROSENDE VILLAR, CECILIA, «Efectos directos y reflejos de la sentencia», en 
Revista Chilena de Derecho, vol. 28, Nº 3, 2001, pp. 499-500 y GRANDE SEARA, PABLO, La 
extensión subjetiva de la cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., p. 446.  
En el ordenamiento chileno, además, siempre cabe al tercero la posibilidad de intervenir 
como coadyuvante en el juicio seguido entre las partes en conformidad al art. 23 CPC, aunque ello 
requiere, indudablemente que haya tenido conocimiento de la existencia del juicio. Asimismo, el 
ordenamiento chileno contempla otros mecanismos de protección de los terceros como es la 
oposición a la cosa juzgada contemplada en el art. 234 inciso 2º CPC.  
793 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, Curso de derecho procesal civil, t. I, ob. cit., p. 
116, notal al pie Nº 289. 
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tratamiento de la prejudicialidad con un amplio radio de acción que incluye 
incluso a los procesos de carácter penal.  
La principal dificultad, dice relación con la extensión de los efectos de 
la sentencia respecto de terceros y la necesidad de conciliar la amplitud y falta 
de uniformidad con que la jurisprudencia ha venido determinando la existencia 
de identidad subjetiva que exige la cosa juzgada con el derecho de defensa de 
dichos terceros, cuestión que sigue siendo materia de controversia. 
Sobre la materia, sin embargo, el PNCPC no innova mayormente, 
contemplando al efecto una norma que a nuestro juicio no otorga mayores 
luces. 
Al respecto, regulando la extensión o límites de la cosa juzgada, el art. 
218, inciso 2º establece que «Salvo disposición expresa en sentido contrario, 
la cosa juzgada alcanza y puede alegarse por las partes del proceso en el que 
la sentencia que se invoca se dictó, por sus causahabientes y por todos 
aquellos a quienes, según la ley, se extienda el fallo, aunque no hayan litigado 
en el juicio».  
Si bien se suprime la referencia a las personas a quien aproveche el 
fallo y menciona a los causahabientes, actualmente omitidos por el CPC, la 
determinación de las personas a quienes según la ley se extienda el fallo 
seguirá siendo objeto, probablemente, de la misma y confusa jurisprudencia 
existente en la actualidad. 
b') Eficacia prejudicial de la sentencia no penal. 
Sobre la materia, una vez más cabe destacar que el actual CPC no 
contempla en su regulación la prejudicialidad heterogénea ni establece 
tampoco un régimen o sistema devolutivo que permita a los jueces civiles 
paralizar el conocimiento del asunto en espera de la decisión de este tipo de 
materias por el juez competente. 
De este modo, como regla general, procesos civiles y no penales 
conectados prejudicialmente deben seguir su curso en forma paralela sin que 
exista norma alguna en la ley de enjuiciamiento  chilena que permita coordinar 
la labor entre dichos tribunales. La pregunta que surge, en consecuencia, es si 
opera o no en estos ámbitos y de que manera el efecto positivo o prejudicial de 
la cosa juzgada, cuestión que no recibe respuesta expresa en el actual CPC. 
Debido a lo anterior, han sido las propias leyes sustantivas, a propósito 
de la regulación de materias específicas, las que han regulado diversos 
mecanismos para evitar el riesgo de resoluciones contradictorias, como ocurre 
en materia de expropiación de bienes o en materia concursal, antes 
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examinadas, asuntos en los que se recurre principalmente a la acumulación de 
procesos. 
En otros casos, con motivo de la creación de nuevos tribunales 
especiales, como ha ocurrido en materia de libre competencia y 
medioambiental o en la regulación de otras materias específicas, como en 
asuntos de competencia desleal, el legislador se ha visto, asimismo, en la 
necesidad de establecer instrumentos a fin de coordinar el trabajo entre las 
judicaturas ordinarias y especiales que intervienen en este tipo de asuntos y 
regular la eventual incidencia que la decisión de estas materias pueden tener 
respecto de otros procesos conexos y en particular respecto del proceso civil. 
En estos últimos casos, el principal instrumento al que se ha recurrido 
no ha sido al sistema devolutivo, sino el establecimiento directo de normas de 
vinculación de los jueces civiles a la decisión realizada por dichos tribunales 
en estas materias.  
En cuanto al  contenido y aplicación de estas normativas nos remitimos 
al análisis efectuado al tratar de la prejudicialidad no penal devolutiva en el 
proceso civil, donde hemos examinado en profundidad los casos y problemas 
que suscita la aplicación de dichas regulaciones794. 
                                               
794 Supra, Parte II, cap. 2º, I. 2. En materia de medio ambiente, sólo recodar que esta 
materia se encuentra regulada en el art. 46 de la Ley N° 20.600 que crea los tribunales ambientales 
establece que es “competente para conocer de la acción de indemnización de perjuicios por la 
producción de daño ambiental establecida en la sentencia del Tribunal Ambiental, el juzgado de 
letras en lo civil con competencia en el lugar donde se produjo el daño” (…) “El tribunal civil 
competente, al resolver sobre la indemnización de perjuicios se basará en el daño ambiental y la 
relación causal entre éste y la acción del ofensor establecidas por el Tribunal Ambiental.”. 
En asuntos de libre competencia, el asunto se encuentra regulado en el art. 17, letra Ñ de 
la Ley Nº 19.911 que crea el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y el art. 30 del DL Nº 
211. Conforme a dichos preceptos la «acción de indemnización de perjuicios a que haya lugar, 
con motivo de la dictación por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia de una sentencia 
definitiva ejecutoriada, se interpondrá ante el tribunal civil competente de conformidad a las 
reglas generales, y se tramitará de acuerdo al procedimiento sumario, establecido en el Libro III 
del Título XI del Código de Procedimiento Civil. 
El tribunal civil competente, al resolver sobre la indemnización de perjuicios, fundará su 
fallo en las conductas, hechos y calificación jurídica de los mismos, establecidos en la sentencia 
del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, dictada con motivo de la aplicación de la 
presente ley». 
En un supuesto similar pero en el que la ley habla  de vinculación a los hechos 
establecidos en la sentencia, se encuentra en la Ley Nº 20.169 de 2007, sobre competencia desleal, 
asuntos que son de competencia de los jueces civiles ordinarios incluida ––a diferencia de los 
casos anteriores–– las acciones de indemnización de perjuicios. 
Conforme al art. 5º de dicha ley, contra los actos de competencia desleal pueden ejercerse 
conjunta o separadamente la acción de cesación del acto o de prohibición del mismo si aún no se 
ha puesto en práctica, la acción declarativa de acto de competencia desleal, si la perturbación 
creada por el mismo subsiste; la acción de remoción de los efectos producidos por el acto, 
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A los efectos de este apartado, sólo destacar que en todos ellos se trata 
de la regulación y solución de los problemas a que puede dar lugar la 
concurrencia de acciones respecto de conductas o hechos que afecten la libre 
competencia, que produzcan daño ambiental o sean atentatorios de la 
competencia con las acciones civiles ordinarias dimanantes por el daño 
causado por las mismas, en la medida que ambos tipos de acciones se entregan 
o pueden corresponder al conocimiento de tribunales diferentes.  
En razón de lo anterior, el legislador se ha encargado de regular la 
vinculación entre ambos tipos de sentencias a fin de evitar posibles 
pronunciamientos contradictorios. 
En estos casos no se trata, sin embargo, de una simple vinculación a la 
declaración de hechos contenida en la sentencia sino que de los daños civiles 
que derivan de una conducta calificada como de competencia desleal, 
atentatoria contra la libre competencia o del daño ambiental previamente 
declarado por el tribunal respectivo.  
De esta forma, nos encontramos frente a supuestos en que la sentencia 
misma es considerada como un hecho jurídico o como supuesto de hecho de la 
norma civil debiendo el tribunal civil partir de la valoración y calificación 
jurídica o incluso la condena previa que realiza el tribunal especial 
respectivo795. 
En lo que respecta a la naturaleza de la vinculación establecida en esta 
norma, si bien la ley no habla en estos casos de cosa juzgada, para la doctrina 
se trata si duda de claros supuestos de eficacia positiva o prejudicial que opera 
respecto de las partes que han intervenido en el juicio e incluso del efecto 
reflejo que pueden tener las sentencias respecto de terceros796. 
                                                                                                                                
mediante la publicación de la sentencia condenatoria o de una rectificación a costa del autor del 
ilícito u otro medio idóneo y la acción de indemnización de los perjuicios ocasionados por el acto, 
sujeta a las disposiciones del Título XXXV del Libro IV del CC. 
En caso que la acción de indemnización de perjuicios se ejerza en juicio separado a las 
otras, de acuerdo a los establecido en el art. 9 «los hechos establecidos en juicio entre las mismas 
partes respecto de aquellas acciones se tendrán por probados en el juicio en que se haga valer esta 
última». 
795 Sobre la materia, cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, «La sentencia judicial como 
medio de prueba», en Revista Chilena de Derecho, vol. 39 Nº 2, 2012, pp. 251-276. 
796 Así, en materia de libre competencia, la doctrina sostiene que «La declaración de 
ilicitud contenida en este fallo permite que tanto la parte vencedora como un tercero que no actuó 
en esa relación procesal, puedan invocar en su beneficio la condena, dando por sentada en su 
acción civil la ilicitud de “las conductas, hechos y calificación jurídica de los mismos. 
En relación a la parte vencedora en el proceso de libre competencia, la utilización de la 
sentencia en el juicio posterior es una proyección de la denominada eficacia positiva o prejudicial 
de la cosa juzgada. En efecto, el fallo contiene una declaración del derecho que actúa como un 
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Sin duda, y pese a los problemas propios a que ha dado lugar la 
aplicación de estas normativas especiales, la principal importancia de estas 
disposiciones radica, en nuestro concepto, en que constituyen un claro 
reconocimiento y regulación por primera vez en el ordenamiento chileno de la 
eficacia positiva de la cosa juzgada que permite dar una adecuado tratamiento 
a los problemas de prejudicialidad heterogénea en el proceso civil, salvando 
con ello el vacío existente en el actual CPC. 
El problema, sin embargo, es que estas normas —fuera de que no dan 
cobertura a todos los supuestos de prejudicialidad que pueden tener lugar—, 
sólo tienen aplicación, como toda ley especial, respecto de las materias 
específicas que ellas regulan. 
Para los supuestos de prejudicialidad que quedan fuera de su regulación 
así como otros supuestos de prejudicialidad no penal que puedan suscitarse en 
el proceso civil, la ley no contiene regulación alguna y tampoco existe un 
régimen devolutivo  general o supletorio que permita al juez civil suspender la 
tramitación del proceso en espera de la decisión del asunto prejudicial y como 
anticipación de los posibles efectos positivos prejudiciales de la cosa juzgada 
de la sentencia que se dicte. 
El PNCPC, a nuestro juicio en forma correcta, viene a salvar este vacío 
desde un doble punto de vista.  
                                                                                                                                
antecedente lógico para decidir la nueva acción deducida en juicio, en términos de dar por 
acreditada la ilicitud de la conducta del demandado. 
En cambio, cuando es un tercero el que hace valer la sentencia en su beneficio, lo que se 
invoca es el efecto reflejo de la sentencia judicial. Lo anterior se explica para este tercero por la 
forma como está configurado en nuestro sistema el ilícito contra la libre competencia en el DL 
211». 
A su juicio, «como el objeto del proceso discurre sobre una causal genérica, el 
pronunciamiento que el TDLC haga sobre la ilicitud o licitud de una conducta se identifica, 
necesariamente, con el conjunto de hechos que sirven de base para fundamentar el 
pronunciamiento acerca de la protección jurídica relativa al funcionamiento del mercado. 
Ahora, si este tercero no participó en dicho proceso, ello no es un impedimento para que 
el fallo produzca en su beneficio una eficacia refleja, en cuanto le sirve de base para el ejercicio de 
la indemnización perseguida en el ulterior proceso. 
Desde otro punto de vista, no reconocer al tercero la posibilidad de utilizar la sentencia 
del TDLC llevaría a que tenga que repetir el juicio fundado en los mismos hechos que ya fueron 
juzgados. En nuestra opinión, tal situación no se justifica, atendido que infringiría el principio del 
non bis in ídem (no dos veces lo mismo). En efecto, si defiende que se debe iniciar por el tercero 
una nueva causa, se terminaría imponiendo más de una multa fundada en los mismos hechos. 
Tema distinto es que el tercero deba acreditar las otras exigencias del ilícito civil cuya 
indemnización reclama, en especial, la relación de causalidad entre el hecho fijado en la sentencia 
como contrario a la libre competencia y el daño que demanda». Cfr. ROMERO SEGUEL, 
ALEJANDRO, «La sentencia judicial como medio de prueba», ob. Cit., pp. 265-266. 
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Por una parte, regula con carácter general y supletorio el efecto positivo 
o prejudicial de la cosa juzgada que emana de toda sentencia dictada por un 
órgano jurisdiccional de manera tal que, de aprobarse la norma en los términos 
propuestos, no cabrá discusión alguna respecto a esta eficacia cualquiera sea el 
tribunal de que se trate (art. 217).  
Por otro, y a fin de precaver precisamente dichos efectos, establece 
expresamente un régimen devolutivo de carácter general que permite la 
suspensión del proceso civil en espera de la decisión de cualquier asunto no 
penal que se haya suscitado como prejudicial en el respectivo proceso (art. 
220). 
b) Decisión de la materia prejudicial por el juez penal competente 
ratione materiae. 
Examinamos, finalmente, los casos en que una cuestión prejudicial de 
carácter penal que se ha suscitado durante el curso de un proceso civil ha sido 
decidida por sentencia definitiva firme por el juez penal competente ratione 
materiae a través de un proceso autónomo y los efectos que dicha decisión 
produce respecto del proceso civil en curso, tema que nos reconduce a lo que 
la doctrina chilena ha denominado como conexión heterogénea o influencia o 
eficacia recíproca entre sentencias civiles y penales797.  
En estos supuestos, puede haber ocurrido que el juez civil haya 
suspendido el proceso en espera de la decisión del juez penal en los casos y 
con los requisitos que establece el art. 167 CPC o bien que dicha sentencia ya 
haya sido dictada y se encuentre ejecutoriada con anterioridad al inicio del 
proceso civil, siendo alegada por una de las partes como fundamento de su 
pretensión o excepciones. 
Probablemente por influencia de la doctrina francesa y del principio de 
preferencia del orden penal predominante a la época de dictación del Código 
Civil chileno798, la ley de enjuiciamiento chilena establece expresamente la 
                                               
797 Cfr. por todos MOSQUERA RUIZ, MARIO y MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, 
Breves nociones acerca de la cosa juzgada, ob. cit., pp. 68-79; PEREIRA ANABALÓN, HUGO, 
La cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., pp. 209-236; ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La 
cosa juzgada en el proceso civil chileno, ob. cit., pp. 99-102 y BARROS BOURIE, ENRIQUE, 
Tratado de responsabilidad extracontractual, ob. cit., pp. 962-973;  MARÍN G., JUAN CARLOS, La 
acción civil en el nuevo Código Procesal Penal chileno: su tratamiento procesal, ob. cit., pp. 36-
44 y Cfr. CAROCCA, ALEX, «Efectos de las sentencias penales en los procesos civiles», ob. cit., 
pp. 811-830. 
798 Al respecto, sólo reiterar la patente influencia de la doctrina francesa en los tratadistas 
chilenos clásicos los que, con base en dicha doctrina, dedican sendos estudios a la cosa juzgada y 
las influencias entre los órdenes civil y penal. El principal referente en el estudio de esta materia es 
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vinculación del juez civil y el efecto de cosa juzgada respecto de este tipo de 
procesos de toda sentencia penal condenatoria, como regla general y absoluta, 
y de la absolutoria en ciertas hipótesis, todo ello en los términos establecidos 
en los arts. 178 a 180 del CPC. 
Al efecto, el art. 178 regula el efecto de las sentencias condenatorias 
disponiendo «En los juicios civiles podrán hacerse valer las sentencias 
dictadas en un proceso criminal siempre que condenen al procesado»799. 
Por su parte, el art. 179 regula los casos de excepción en que la 
sentencia absolutoria produce efectos de cosa juzgada respecto del proceso 
estableciendo al efecto que: 
«Las sentencias que absuelvan de la acusación o que ordenen el 
sobreseimiento definitivo, sólo producirán cosa juzgada en materia civil, 
cuando se funden en alguna de las circunstancias siguientes: 
1ª La no existencia del delito o cuasidelito que ha sido materia del 
proceso. No se entenderán comprendidos en este número los casos en que la 
absolución o sobreseimiento provengan de la existencia de circunstancias que 
eximan de responsabilidad criminal; 
2ª No existir relación alguna entre el hecho que se persigue y la 
persona acusada, sin perjuicio de la responsabilidad civil que pueda afectarle 
por actos de terceros, o por daños que resulten de accidentes, en conformidad 
a lo establecido en el Título XXXV, Libro IV, del Código Civil; y 
3ª No existir en autos indicio alguno en contra del acusado, no 
pudiendo en tal caso alegarse la cosa juzgada sino respecto de las personas 
que hayan intervenido en el proceso criminal. 
                                                                                                                                
el tratado de ALESSANDRI RODRÍGUEZ, ARTURO, De la responsabilidad extracontractual en 
el derecho civil chileno, t. II, ob. cit., pp. 503-518.  
Con base en este principio de sostiene la absoluta vinculación del juez civil a la sentencia 
penal, postura que «arranca del supuesto dogma de la unidad de la función jurisdiccional, 
extendiendo el principio de preferencia del orden represivo, que encuentra su primera expresión en 
la máxima “le criminal tient le civil en état” —de manera tal que— lo que sea común a una y otra 
decisión no puede quedar fijado de manera diversa en cada una de las dos sentencias; la 
vinculación, lo mismo que en general el instituto de la cosa juzgada, atiende a la necesidad de 
evitar fallos contradictorios». Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, Comentarios a la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, t. II, v. I, ob. cit., pp. 708 y 709. 
799 Tal como señala la doctrina, esta norma constituye la regla general en materia de 
vinculación entre sentencias civiles y penales y ha sido aplicada e interpretada en forma amplia 
por la jurisprudencia. Cfr. por todos  MARÍN G., JUAN CARLOS, La acción civil en el nuevo 
Código Procesal Penal chileno: su tratamiento procesal, ob. cit., pp. 39 y 40. 
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Las sentencias absolutorias o de sobreseimiento en materia criminal 
relativas a los tutores, curadores, albaceas, síndicos, depositarios, tesoreros y 
demás personas que hayan recibido valores u objetos muebles por un título de 
que nazca obligación de devolverlos, no producirán en ningún caso cosa 
juzgada en materia civil»800. 
Finalmente, como corolario de lo anterior, el art. 180 dispone que 
«Siempre que la sentencia criminal produzca cosa juzgada en juicio civil, no 
será lícito en éste tomar en consideración pruebas o alegaciones 
incompatibles con lo resuelto en dicha sentencia o con los hechos que le 
sirvan de necesario fundamento»801. 
                                               
800 Según quedó consignado en la historia del establecimiento de esta norma, la regla 
general es que las sentencias penales absolutorias y sobreseimiento no producen cosa juzgada en 
materia civil salvo los tres casos allí regulados los que, por su fuerza, hacen improcedente que el 
acusado tenga que volver a rendir prueba sobre lo mismo en un proceso civil posterior.  
Al efecto «El señor Urrutia señaló a este propósito: “Consigna el artículo la regla general 
de que en juicio civil no producen la excepción de cosa juzgada las sentencias absolutorias o que 
sobreseen definitivamente en materia criminal, salvo las tres excepciones mencionadas en los 
numerandos 1º, 2º y 3º.  
Estas sentencias sólo pueden fundarse en tres circunstancias: o porque no hay hecho u 
omisión punibles; o porque el inculpado no es el delincuente sino otro; o porque falta la prueba en 
orden a estos puntos. Los tres motivos pueden presentar variadas modificaciones, algunas de las 
cuales tienen tanta fuerza respecto del cuerpo del delito y del procesado que, sin disputa dentro de 
la equidad más restringida, fuerzan a eximir a éste de toda responsabilidad civil nacida del hecho 
que motivó el procedimiento criminal, y consiguientemente a no obligarle, en un segundo juicio, a 
comprobar nuevamente su irresponsabilidad ya debidamente ejecutoriada». Cfr. LAZO, 
SANTIAGO, Los Códigos chilenos anotados. Código de Procedimiento Civil, ob. cit., p. 185. 
801 En norma similar pero que para la doctrina aclara de mejor manera el alcance de la 
cosa juzgada, el antiguo CPP de 1906 establece en el art. 13 que «Cuando el acusado hubiere sido 
condenado en el juicio criminal como responsable del delito, no podrá ponerse en duda, en el 
juicio civil, la existencia del hecho que constituya el delito, ni sostenerse la inculpabilidad del 
condenado». Cfr. MOSQUERA RUIZ, MARIO y MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, Breves 
nociones acerca de la cosa juzgada, ob. cit., p. 74. 
Sin embargo, a diferencia del art. 180 esta norma no hace referencia a la vinculación a los 
hechos que sirven de necesario fundamento de la sentencia penal, término clave a nuestro juicio a 
la hora de establecer la eficacia de dichas declaraciones prejudiciales a la decisión del conflicto 
penal. El PNCPC ha suprimido, también, en su art. 219, esta referencia a los hechos. 
El NCPP de 2000 suprimió de su texto esta norma y a cambio estableció en su art. 67, 
titulado “Independencia de la acción civil respecto de la acción penal” que «La circunstancia de 
dictarse sentencia absolutoria en materia penal no impedirá que se de lugar a la acción civil, si 
fuere legalmente procedente». 
Otra norma de vinculación entre sentencias que contempla el ordenamiento chileno es la 
contenida en el art. 13 del NCPP que da valor a las sentencias penales dictadas por tribunales 
extranjeros en resguardo del principio non bis in ídem. Al efecto, dispone este art. que «Tendrán 
valor en Chile las sentencias penales extranjeras. En consecuencia, nadie podrá ser juzgado ni 
sancionado por un delito por el cual hubiere sido ya condenado o absuelto por una sentencia 
firme de acuerdo a la ley y al procedimiento de un país extranjero, a menos que el juzgamiento en 
dicho país hubiere obedecido al propósito de sustraer al individuo de su responsabilidad penal 
por delitos de competencia de los tribunales nacionales o, cuando el imputado lo solicitare 
expresamente, si el proceso respectivo no hubiere sido instruido de conformidad con las garantías 
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A diferencia de lo que ocurre en el ordenamiento español, esta 
vinculación ha sido determinada en cuanto a su naturaleza por el propio 
legislador el cual atribuye expresamente a la sentencia penal efectos de cosa 
juzgada en los supuestos allí regulados respecto de todo proceso civil, eficacia 
que ha sido considerada por algunos autores como una manifestación del 
efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada penal respecto del proceso 
civil802. 
Conforme a ello, el ordenamiento chileno se ha mantenido en esta 
materia al margen del debate que se ha dado en España acerca de la naturaleza 
jurídica de la vinculación entre sentencias civiles y penales y las implicancias 
que ello podría tener respecto de los límites de la cosa juzgada penal y civil803, 
                                                                                                                                
de un debido proceso o lo hubiere sido en términos que revelaren falta de intención de juzgarle 
seriamente. 
En tales casos, la pena que el sujeto hubiere cumplido en el país extranjero se le imputará 
a la que debiere cumplir en Chile, si también resultare condenado. 
La ejecución de las sentencias penales extranjeras se sujetará a lo que dispusieren los 
tratados internacionales ratificados por Chile y que se encontraren vigentes». 
Para la doctrina, esta norma extiende la cosa juzgada penal emanada de este tipo de 
sentencias a los procesos civiles «lo que significa que los tribunales nacionales tampoco podrían, 
en estos últimos juicios, desconocer los hechos, las alegaciones y las pruebas establecidos en la 
sentencia penal extranjera de carácter condenatorio». Cfr. CAROCCA, ALEX, «Efectos de las 
sentencias penales en los procesos civiles», ob. cit., p. 814. 
802 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso civil chileno, 
ob. cit., pp. 99-102. Para este autor, la vinculación del juez civil a la sentencia penal contenida en 
estas normas «se justifica para evitar el pronunciamiento de sentencias contradictorias y en el 
principio de economía procesal», vinculación que se ve reforzada por la posibilidad de suspensión 
del proceso civil por prejudicialidad penal contemplada en el art. 167 CPC (p. 100). 
En la misma línea, para la doctrina civilista, no obstante la independencia de la 
responsabilidad civil y penal, «ambos ámbitos jurisdiccionales se entrecruzan por dos órdenes de 
razones: ante todo, de economía procesal y de justicia en sentido formal, con el propósito de evitar 
sentencias contradictorias; y además en virtud de una regla excepcional que establece la 
especialidad de la jurisdicción civil (Código procesal Penal, artículo 171 I)». Cfr. BARROS 
BOURIE, ENRIQUE, Tratado de responsabilidad extracontractual, ob. cit., p. 962. 
803 En España, hemos visto que esta materia se encuentra regulada de forma bastante 
parca en el art. 116 LECrim a propósito de la acción civil derivada del hecho punible, y cuyo 
alcance y aplicación ha generado discusión entre la doctrina. 
Tradicionalmente, por influencia de la doctrina francesa, los autores españoles venían 
explicando la vinculación entre sentencias civiles y penales como un efecto de la cosa juzgada lo 
cual, sin embargo, fue siendo cuestionado particularmente en razón de la diversa configuración de 
los límites de la cosa juzgada penal, considerándose que la cosa juzgada penal sólo produce 
eficacia negativa y no positiva o prejudicial. Con todo, a la hora de explicar la naturaleza de la 
vinculación como algo diferente de la cosa juzgada, los autores discrepan, considerándose por un 
sector que se trata de un tema de eficacia probatoria de la sentencia y, por otro, un efecto de la 
preclusión. Sobre la materia, cfr. PRIETO-CASTRO FERRÁNDIZ, LEONARDO, Cuestiones de 
Derecho Procesal, ob. cit., p. 309; FENECH NAVARRO, El proceso penal, ob. cit., pp. 403 y ss. 
y  414; GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, «Eficacia de la sentencia penal en el proceso civil», ob. 
cit., pp. 207-211 y Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, t. II, ob. cit., p. 711-723; 
SENES MOTILLA, CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal español, ob. cit., 
p. 66; CORTEZ DOMÍNGUEZ, La cosa juzgada penal, ob. cit., p. 181. 
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cuestión que, con mayor o menor acierto, se encuentra zanjada positivamente 
en el ordenamiento chileno804. 
A partir de aquí, tanto la doctrina como la jurisprudencia han sostenido 
como regla general, el efecto erga omnes de la sentencia penal condenatoria y 
la absolutoria en las hipótesis antes señaladas, respecto de todo tipo de 
procesos aunque las partes que hayan intervenido en los procesos no sean las 
mismas ni concurra la triple identidad de causa y objeto pedido805. 
Al efecto, y sin que exista un mayor replanteamiento de lo que esta 
eficacia absoluta de la sentencia penal puede implicar respecto de los límites 
de la cosa juzgada civil y penal, la jurisprudencia de manera uniforme, se ha 
limitado a señalar que en materia de vinculación entre sentencias civiles y 
penales, —salvo el supuesto contemplado en el art. 179, nº 3 CPC—, no rige la 
triple identidad de personas, cosa pedida y causa de pedir que exige la cosa 
juzgada civil en el art. 177 CPC antes examinado806. 
                                               
804 Tal como señala la doctrina, estas tres disposiciones no resultan muy claras y si bien se 
establece la cosa juzgada respecto del proceso civil no se determina qué significa ello y cuál es el 
ámbito propio de a cosa juzgada en estos casos, cuestión que ha venido siendo determinada 
mayormente por la jurisprudencia con bastante amplitud. Cfr. MARÍN G., JUAN CARLOS, La 
acción civil en el nuevo Código Procesal Penal chileno: su tratamiento procesal, ob. cit., pp. 39 y 
40. 
805 En lo que respecta a la doctrina, cfr. por todos ALESSANDRI RODRÍGUEZ, 
ARTURO, De la responsabilidad extracontractual en el derecho civil chileno, t. II, ob. cit., pp. 503-
513; HOYOS HENRECHSON, FRANCISCO, Algunos aspectos de la cosa juzgada en el 
ordenamiento chileno bajo el prisma del Derecho procesal moderno, ob., cit., p. 352; STOEHREL 
MAES, CARLOS, De las disposiciones comunes a todo procedimiento y de los incidentes, ob. cit., 
p. 141; CASARINO VITERBO, MARIO, Manual de Derecho procesal, t. III, ob. cit., pp. 144-145; 
PEREIRA ANABALÓN, HUGO, La cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., pp. 231-236 y 
BARROS BOURIE, ENRIQUE, Tratado de responsabilidad extracontractual, ob. cit., pp. 968 y 
969. 
806 Al efecto, respecto del art. 178 CPC la jurisprudencia ha declarado que la «regla 
general es que las sentencias condenatorias dictadas en materia criminal producen cosa juzgada en 
lo civil, cuyo alcance comprende que no puedan argüirse en este último circunstancias contrarias 
al establecimiento del hecho delictivo o a la culpabilidad del condenado, ni tomarse en cuenta 
alegaciones o pruebas incompatibles con lo allí resuelto o con los hechos que le sirven de 
necesario fundamento. Lo anterior halla su explicación en la necesidad de evitar que la decisión en 
lo civil contradiga lo resuelto por la justicia criminal». Cfr. SCS de 21 de agosto de 21 de 2014, 
Sala Tercera (Constitucional), Rol Nº 9483/2014 (c. 3º) (Id. vLex: 525061238). En la misma línea 
cfr. SCS de 8 de julio de 1971, en RDJ, t. LXVIII, sec. 1ª, p. 211 y SCAP de Santiago de 20 de 
agosto de 1997, en RDJ, t. XCIV, sec. 1ª, p. 114.  
Sosteniendo el efecto erga omnes de este tipo de sentencias, la corte ha declarado que 
«Esa cosa juzgada es de aplicación universal en cuanto obra respecto de todos y no solamente de 
los que ha  litigado en el lo penal, pues ella existe no en virtud de la concurrencia de las tres 
identidades requeridas por el (…) Código de Procedimiento Civil, que no serían posibles en estos 
casos, sino por mandato expreso de las leyes que se inspiran en la necesidad superior de evitar que 
la decisión en lo civil contradiga lo resuelto por la justicia criminal». Cfr. SCS de 8 de enero de 
1943, en RDJ, t. XL, sec. 1ª, p. 394.  
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Como es posible observar, la vinculación del juez civil a la sentencia 
penal en el ordenamiento chileno opera en forma amplísima.  
Así, en primer lugar, conforme lo establece el propio art. 180 CPC, el 
juez civil se encuentra vinculado no sólo a lo resuelto por el juez penal en la 
sentencia sino también respecto del establecimiento de los hechos que le sirven 
de necesario fundamento. 
Esta norma, en nuestro concepto, es claro reflejo y ratificación de la 
amplitud con que el ordenamiento chileno concibe los límites objetivos de la 
cosa juzgada, la que se extendería a los elementos facticos contenidos en la 
fundamentación o motivación del fallo, y dentro de ellos los pronunciamientos 
lógicos o prejudiciales al mismo807, lo que explica, asimismo, la diferente 
                                                                                                                                
Siguiendo esta línea, las Cortes de Apelaciones han sostenido que «La sentencia que 
impone a un conductor una condena por el ilícito penal de conducir un vehículo motorizado bajo la 
influencia del alcohol, produce cosa juzgada en materia civil con efecto erga omnes y no sólo para 
aquellos que pudieron ser partes en la litis. Esa cosa juzgada, en los términos del artículo 180 del 
Código de Procedimiento Civil, se extiende no sólo a los resuelto en dicha sentencia, sino a los 
hechos que le sirven de necesario fundamento. La cosa juzgada de la sentencia condenatoria en 
materia penal puede ser invocada en otra sede en contra del tercero civilmente responsable, aun 
cuando no haya sido emplazado en aquel proceso». Cfr. SCAP de Santiago de 7 de abril de 1981, 
en RDJ, t. LXXIX, sec. 2ª, p. 43. En el mismo sentido y más recientemente cfr. SCAP de 
Valparaíso de 20 de diciembre de 2012, Rol Nº 613/2012 (c. 5º) (Id. vLex: 412708658) 
Por su parte, respecto del artículo 179 y en general del efecto que produce la cosa juzgada 
penal conforme al art. 180 CPC, se ha declarado que las «sentencias o sobreseimientos definitivos 
de carácter criminal producen cosa juzgada en materia civil no sólo respecto de los que fueron 
partes en el proceso criminal sino con respecto de todos. Los artículos 178 y 170 del Código de 
procedimiento Civil constituyen una excepción al principio de la triple identidad de personas, cosa 
pedida y causa de pedir». Cfr. SCS de 8 de enero de 1958, en RDJ, t. LV, sec. 2ª, p. 84. En la 
misma línea, cfr. SCS de 1º de junio de 1956, en RDJ, t. LIII, sec. 1ª, p, 89.  
En el mismo sentido, se ha sostenido que «no puede exigirse que entre el juicio criminal y 
el juicio civil posterior existan las tres identidades (…) puesto que jamás pueden existir entre uno 
y otro juicio, que tienen siempre distintos objetos y distintas causas legales, y exigirlas sería lo 
mismo que negar la influencia de lo criminal en lo civil, influencia que expresamente reconocen 
nuestras leyes». Cfr. SCS de 12 de septiembre de 1923, en RDJ, t. XXII, sec. 1ª, p. 432. Más 
recientemente sigue esta misma línea relativa al carácter universal de la cosa juzgada penal cfr. 
SCS de 11 de agosto de 2011, Sala cuarta (Mixta), Rol Nº 3351/2009 (c. 10º) (Id. vLex: 
333039198).  
Finalmente, en cuanto al alcance de la cosa juzgada respecto de los procesos civiles, la 
Corte ha declarado que el art. 180 «no hace distinción de qué juicios civiles se trate ni exige que se 
haya intervenido como parte en el proceso criminal». Cfr. SCS de 18 de julio de 1963, en RDJ, t. 
LX, sec. 1ª, p. 198. 
807 Para la doctrina, esta norma haría excepción al principio generalmente aceptado en 
cuanto a que los hechos probados en un juicio pueden desvirtuarse en un proceso posterior entre 
las mismas partes e incluso por terceros aunque no hayan participado en el proceso penal.  
Al efecto, se ha sostenido que es voluntad del legislador en estos casos la de «impedir que 
se genere una nueva discusión de hechos en el proceso civil, si estos quedaron firmes respecto de 
una sentencia condenatoria penal. Este punto es clave, porque si pudieren desvirtuarse los hechos 
en el proceso civil posterior, cualquiera —incluso un tercero civilmente responsable— podría 
alegarlos señalando que ellos acontecieron de otra manera; no obstante de la actual redacción del 
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connotación que  el sistema no devolutivo presenta en el ordenamiento 
chileno. 
Al respecto, si bien la Corte Suprema en reiterados fallos a propósito 
del examen del recurso de casación por vicio de ultra petita, ha sostenido que 
los fundamentos de la sentencia no tienen el carácter de resolución y por tanto 
carecen de autoridad de cosa juzgada808, al tenor de lo dispuesto por el art. 180 
CPC, a nuestro juicio y al menos en lo que dice relación con las influencias 
recíprocas entre sentencias civiles y penales, dicha doctrina no tiene 
aplicación809.  
                                                                                                                                
artículo 180 CPC pareciere que no es posible que un tercero pudiere reclamar si quiera tal 
circunstancia. Una segunda inferencia y derivada de la anterior, supone que ejecutoriada una 
sentencia penal nadie puede cuestionar los hechos en el proceso civil, lo que incluye a todo tipo de 
terceros». Cfr. ROJAS CHAMACA, JULIO, «Efectos reflejos de la sentencia condenatoria contra el 
imputado hacia los terceros civilmente responsables en el derecho procesal chileno», p. 8, en 
http://www.lexweb.cl/efectos-reflejos-de-la-sentencia-condenatoria-contra-el-imputado-hacia-los-
terceros, consultado el 5/8/2014. 
808 Se trata, sin embargo, de una cuestión no zanjada positivamente en el ordenamiento 
chileno y sobre la cual la jurisprudencia no se ha pronunciado de manera uniforme. En algunos 
fallos la jurisprudencia chilena, adhiriendo a la tesis clásica de la cosa juzgada como de verdad, ha 
sostenido la inescindibilidad de la parte considerativa y resolutiva del fallo abarcando la cosa 
juzgada a ambos. Cfr. SCS de 2 de septiembre de 1992, en RDJ, t. LXXXIX, sec. 3ª, p. 144. 
Asimismo, a propósito del examen de la cosa juzgada y la concurrencia de la triple identidad que 
exige el art. 177 CPC, la jurisprudencia ha sostenido que para «apreciar si existe identidad de cosa 
pedida debe estudiarse en conjunto la sentencia en que se apoya la cosa juzgada, ya que los 
considerandos que la informan hacen un solo todo, no siendo posible precisar el alcance de lo 
resolutivo sin tomar en cuenta el fundamento capital que determina lo dispositivo». Cfr. SCS de 16 
de octubre de 1931, en RDJ, t. XXIX, sec. 1ª, p. 96. 
En sentido contrario, sosteniendo la cosa juzgada sólo respecto de la parte resolutiva cfr. 
SCS de 2 de septiembre de 1992, en RDJ, t. LXXXIX, sec. 3ª, p. 144; SCS de 12 de septiembre de 
1984 y 30 de octubre de 1984, en RDJ, t. LXXXI, sec. 1ª, pp. 136 y 154; SCS de 18 de enero de 
1988, en RDJ, t. LXXXV, sec. 1ª, p. 12 y SCS de 31 de agosto de 1989, en RDJ, t. LXXXVI, sec. 
1ª, p. 112. 
809 Al efecto, la propia jurisprudencia, en aplicación de esta norma, ha sostenido que el 
juez civil no sólo no puede poner en duda la existencia del hecho que constituye el delito ni la 
culpabilidad del condenado siendo obligatorio respetar las conclusiones establecidas en lo 
criminal, sino que además es obligatorio para el juez civil respetar «los hechos o antecedentes que 
han servido al juez para llegar a esas conclusiones». Cfr. SCS de 8 de enero de 1943, en RDJ, t. 
XL, sec. 1ª, p. 394. 
La doctrina, por su parte, ha sostenido una interpretación amplia de este precepto 
sosteniendo que la cosa juzgada cubriría no sólo los hechos sino también las alegaciones de las 
partes y las pruebas utilizadas.  
Al efecto, se ha sostenido que esta norma importa que  lo decidido en la sentencia penal 
no puede ser contradicho en un juicio civil posterior en ninguno de sus aspectos esenciales. Esto 
incluye en primer lugar, «los hechos establecidos por la sentencia (…) o sea, aquellos que se 
dieron por acreditados legalmente por los medios de prueba correspondientes y que siendo 
subsumidos por el tribunal en un determinado tipo penal, le permitieron la aplicación de la sanción 
de este orden». Asimismo, a juicio de este autor, «la cosa juzgada se extiende también a las 
alegaciones de las partes acogidas en dicho fallo, de modo que en le juicio civil no se podrán 
acoger aquellas que sean incompatibles con las expresadas por las partes, según se consigne en la 
sentencia condenatoria, obligando a las partes a ser congruentes en el nuevo juicio civil con lo que 
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Lo anterior cobra especial relevancia en materia de prejudicialidad en 
tanto significa sostener que, como regla general, las decisiones prejudiciales 
realizadas por el juez penal en forma previa para poder arribar a la resolución 
del conflicto penal pasarían, asimismo, en autoridad de cosa juzgada 
vinculando a todo juez de un proceso posterior en el que se ventile el mismo 
asunto, criterio que ha sido refrendado por la jurisprudencia, como veremos 
con más detalle en el apartado siguiente.  
Por ahora, sólo adelantar que el PNCPC, introduce una modificación 
sustantiva en esta materia estableciendo en su art. 218 relativo a la extensión o 
límites de la cosa juzgada, que ésta se extiende al fallo que se pronuncie sobre 
las pretensiones y excepciones comprendidas en el proceso. Por su parte, al 
regular los efectos de la sentencia penal en el proceso civil, elimina la 
referencia a la vinculación a los hechos establecidos en la sentencia penal. Con 
ello, pareciera que el proyecto pretende reducir el ámbito objetivo de la cosa 
juzgada a la parte dispositiva de la sentencia, cuestión que sin duda, tiene 
importantes consecuencias en materia de prejudicialidad. 
En segundo lugar, según lo ha interpretado de manera uniforme la 
jurisprudencia la sentencia penal opera con efectos erga omnes, siendo 
indiferente que las partes involucradas en ambos procesos sean o no las 
mismas.  
Desde luego, uno de los principales terceros afectados por esta norma 
en el tercero civilmente responsable en los casos de ejercicio de la acción civil 
derivada del hecho punible en forma no acumulada al proceso penal —
situación que constituye la regla general en el ordenamiento chileno actual—
pero no el único. 
En definitiva, tanto las partes como cualquier tercero titular de una 
relación jurídica conexa con el asunto decidido en el juicio criminal, aunque no 
haya intervenido en dicho juicio, se verá afectado por la sentencia penal, lo que 
incluye tanto los supuesto de acción civil ex delicto como todas las situaciones 
                                                                                                                                
han expuesto en el juicio criminal. (…). Finalmente, la cosa juzgada alcanza a las pruebas 
utilizadas, lo que significa que en el proceso civil no podrían acogerse, es decir, concederle valor 
probatorio, a medios de prueba a través de los cuales se pretenda probar hechos contradictorios 
con lo ya resulto en el juicio penal, configurándose una importante limitación a la libertad 
probatoria de las partes. Esto se traduce, por ejemplo, en que en los juicios civiles de 
indemnización de perjuicios basados en hechos que ya han sido objeto de una sentencia penal 
condenatoria, la que se ha hecho valer en el primero, no se podrá abrir debate sobre la efectividad 
del hecho constitutivo de delito y que ha causado daños, sino que únicamente sobre la especie y 
monto de los perjuicios sufridos por el actor». Cfr. CAROCCA, ALEX, «Efectos de las sentencias 
penales en los procesos civiles», ob. cit., pp. 814 y 815. 
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antes examinadas en que lo decidido por la sentencia penal tiene carácter de 
prejudicial respecto de un proceso civil en tramitación. 
Como es posible observar, estamos frente a una extensión de la cosa 
juzgada penal al proceso civil e incluso, tal como señala la doctrina, frente a 
una caso de eficacia indirecta o refleja de la sentencia penal respecto de 
terceros no intervinientes810 establecida de forma expresa y general por el 
propio legislador como mecanismo dirigido a evitar la posible contradicción 
entre sentencias dictadas por los órdenes jurisdiccionales civil y penal. 
Examinada la situación y normativa vigente en esta materia en el 
ordenamiento chileno, en los siguientes apartados analizaremos los principales 
problemas que ha generado su interpretación y aplicación y en particular cómo 
ella se aplica en materia de prejudicialidad, tópico que no ha sido 
prácticamente abordado por la doctrina chilena. 
a') Adecuación de las normas de vinculación a la sentencia penal con el 
NCPP. 
Un primer aspecto relevante en el que la doctrina centra su atención 
dice relación con la falta de adecuación que presenta este régimen de 
vinculación consagrado en el CPC con los principios que rigen el nuevo 
proceso penal de corte acusatorio, oral y público vigente en Chile desde el año 
2000811. 
Al efecto, destaca la doctrina que bajo el CPP de 1906 el régimen de 
vinculación del CPC guardaba coherencia con el régimen procesal penal de 
corte inquisitivo y escrito vigente bajo dicho código en ciertos aspectos 
esenciales como el relativo a las formas de término del proceso penal, el 
estándar de prueba aplicable y a la estructura misma de los procedimientos 
ordinarios y especiales dirigidos a la persecución penal, materias que se han 
visto alteradas bajo la vigencia del NCPP de 2000. 
En efecto, el CPP de 1906 sólo reconocía el término del proceso penal 
mediante el dictado de la correspondiente sentencia definitiva, condenatoria o 
absolutoria (art. 500 CPP), o por sobreseimiento definitivo (art. 408 CPP), el 
que se asimila a una sentencia definitiva (art. 418 CPP). En concordancia con 
                                               
810 Cfr. MARÍN G., JUAN CARLOS, La acción civil en el nuevo Código Procesal Penal 
chileno: su tratamiento procesal, ob. cit., p. 36; Cfr. ROJAS CHAMACA, JULIO, «Efectos reflejos 
de la sentencia condenatoria contra el imputado hacia los terceros civilmente responsables en el 
derecho procesal chileno», ob. cit., p. 9-11 y PEREIRA ANABALÓN, HUGO, La cosa juzgada en 
el proceso civil, ob. cit., p. 233. 
811 Sobre la materia, por todos, Cfr. CAROCCA, ALEX, ob. cit., pp. 814 y MARÍN, JUAN 
CARLOS, ob. cit., 11-44; Cfr. ROJAS CHAMACA, JULIO, ob. cit., p. 9-11. 
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ello, el régimen de vinculación de los arts. 178 a 180 CPC sólo hace referencia 
a las resoluciones judiciales que se encuadren dentro de dichas categorías. 
El NCPP de 2000 introdujo una importante innovación en esta materia 
consagrando la posibilidad de término del proceso penal no sólo por sentencia 
o sobreseimiento definitivo sino también a través de las denominadas vías o 
salidas alternativas del proceso como son los acuerdos reparatorios (art. 241 
NCPP) y la suspensión condicional del procedimiento (art. 237 NCPP), o bien 
mediante la aplicación de mecanismos de selectividad u oportunidad como 
ocurre con la facultad de los fiscales de no iniciar investigación (art. 167 
NCPP) o de no perseverar en ella (art. 248, letra c) NCPP); el archivo 
provisional de la causa (art. 168 NCPP) y el principio de oportunidad (art. 170 
NCPP). 
Un primer problema que se presenta a juicio de la doctrina, en 
consecuencia, consiste en dilucidar los efectos que producen las resoluciones 
judiciales que aprueban algunas de estas formas de término del proceso penal 
cuando se plantea un juicio civil posterior con base en los mismos hechos.  
Al efecto, coincidimos con la doctrina en que, en principio, ninguna de 
dichos mecanismos puede ser asimilados a una sentencia definitiva o 
sobreseimiento en tanto en ninguno de estos casos «se produce un verdadero 
pronunciamiento sobre el fondo de los hechos, por lo que nunca cabría 
considerar la posibilidad de conferirle valor de cosa juzgada respecto a la 
responsabilidad civil por los mismo acontecimientos, la que tendrá que ser 
juzgada y decidida siempre en un proceso de este último orden»812. 
Con todo, cabe tener presente que tanto en materia de suspensión como 
de acuerdos reparatorios, por ejemplo, el juez penal deberá dictar el 
correspondiente sobreseimiento definitivo una vez que haya trascurrido el 
plazo de la suspensión condicional sin que haya sido revocada —caso en el 
cual la acción penal se entiende extinguida (art. 240, inciso 2º NCPP)— o bien 
junto con la aprobación del acuerdo reparatorio, entendiéndose extinguida la 
responsabilidad penal del imputado (art. 242 NCPP). 
En estos casos, por lo tanto, sí que corresponde a nuestro juicio, 
examinar la eficacia de dicho pronunciamiento respecto de un proceso civil 
posterior. Al tratarse de un sobreseimiento por extinción de la responsabilidad 
                                               
812 Cfr. CAROCCA, ALEX, «Efectos de las sentencias penales en los procesos civiles», 
ob. cit., p. 830. Este principio encuentra reconocimiento legal en el propio NCPP, por ejemplo, en 
materia de suspensión condicional del procedimiento. Al efecto, el propio art. 237 así como el 240 
establecen expresamente que la suspensión no extingue las acciones civiles de la víctima o de 
terceros.  
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penal del imputado, dicha resolución no produciría, en principio, cosa juzgada 
en el juicio civil posterior al no caer dentro de las excepciones que establece el 
art 179 CPC y por tanto el juez civil no se encuentra vinculado a dicha 
decisión pudiendo anudar a los hechos las consecuencias civiles que 
corresponda. 
En materia de prejudicialidad, el principio es el mismo. El régimen de 
vinculación sólo puede ser aplicable en la medida que la decisión judicial que 
se dicte en el proceso penal de una respuesta de fondo al asunto que se suscita 
como prejudicial e imprescindible en un proceso civil posterior y no cuando 
quede imprejuzgado. En consecuencia, las únicas resoluciones judiciales que 
pueden ser tenidas en cuenta a este efecto son  la sentencia definitiva penal o el 
sobreseimiento definitivo. 
El matiz que se presenta  en este caso y que no se suscita cuando se 
trata de la acción civil ex delicto, se produce en aquellos casos de 
prejudicialidad en que el juez civil, para decidir el asunto sometido a su 
conocimiento, necesite de la calificación jurídico-penal que el juez penal 
realice de unos determinados hechos como delito —como ocurre, por ejemplo, 
en los juicios por indignidad para suceder (art. 968 del CC) o juicios de 
desheredamiento (art. 1208, nº 1 CC)— y se ha aprobado una medida 
alternativa como la suspensión condicional del procedimiento o se celebran 
acuerdos reparatorios813 y se dicta el correspondiente sobreseimiento 
definitivo. 
En principio, al igual que en el caso de la acción civil ex delito, dicho 
sobreseimiento no vinculará al juez que conoce de dichos procesos.  
Sin embargo, y a diferencia de lo que ocurre en ésta, en la 
prejudicialidad el juez civil no podrá anudar a los hechos las consecuencias 
civiles que corresponda pero no porque se encuentre vinculado al 
sobreseimiento, sino por cuanto no contará con la calificación jurídico penal de 
los hechos exigida por la norma civil y por tanto deberá denegar la tutela 
solicitada.  
De esta forma, vemos que en materia de prejudicialidad la aplicación  
de medidas alternativas que terminen con un sobreseimiento definitivo del 
proceso penal pueden llegar a afectar un proceso civil posterior o en 
                                               
813 Tanto la suspensión como los acuerdos tienen restricciones en cuanto a su procedencia. 
Así, la suspensión procede sólo respecto de delitos que no merezcan pena aflictiva (art. 237, letra 
a). Los acuerdos, por su parte, sólo pueden referirse a hechos que afectaren bienes jurídicos 
disponibles de carácter patrimonial, consistieren en lesiones menos graves o constituyeren delitos 
culposos (art. 241, inciso 2º). 
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tramitación, aún cuando no se trate de las excepciones expresamente 
contempladas en el art. 179 del CPC en que este tipo de resoluciones produce 
cosa juzgada en el proceso civil.  
Lo anterior nos lleva a concluir, como se justificará enseguida, que el 
régimen de vinculación entre sentencias civiles y penales en materia de 
prejudicialidad difiere de la que se produce cuando se trata de la acción civil ex 
delicto. 
Fuera de lo anterior, la doctrina ha dirigido sus cuestionamientos 
principalmente a la amplitud con que opera la vinculación de la cosa juzgada 
de la sentencia penal en el juicio civil posterior teniendo en consideración la 
estructura de los nuevos procedimientos que contempla el NCPP de 2000 y en 
particular el exigente estándar de prueba que exige el nuevo sistema procesal 
penal a efecto de dictar sentencia condenatoria. 
Al efecto, el NCPP establece en su art. 340 que «Nadie podrá ser 
condenado por delito sino cuando el tribunal que lo juzgare adquiere, más 
allá de toda duda razonable, la convicción de que realmente se hubiere 
cometido el hecho punible objeto de la acusación y que en él hubiere 
correspondido al acusado una participación culpable y penada por la ley».  
Para la doctrina, el problema que se presenta en este caso es que una 
absolución basada en esta norma podrá «ser invocada por el acusado 
demandado civilmente, lo que implicaría automáticamente (…) que tampoco 
podrá ser perseguido civilmente. Esto querrá decir, en buenas cuentas, que el 
afectado podrá perder de esta manera su derecho a hacer valer sus acciones 
civiles indemnizatorias, sin que en realidad se haya debatido su procedencia, 
conforme a las normas de derecho sustantivo en virtud de las cuales debe ser 
resuelta»814. 
En definitiva, para este sector, la aplicación irrestricta del art. 179 CPC 
con la amplitud con que ha venido siendo interpretada por la jurisprudencia 
importa dejar en indefensión a la victima o afectado por el daño causado por el 
hecho ilícito que no ha participado en el proceso penal, al impedir que la 
pretensión civil indemnizatoria sea juzgada bajo el estándar probatorio propio 
del proceso civil. 
Finalmente, en lo que respecta a la estructura de los procedimientos 
penales, el NCPP, fuera del juicio ordinario penal del que conoce el Tribunal 
                                               
814 Cfr. CAROCCA, ALEX, «Efectos de las sentencias penales en los procesos civiles», 
ob. cit., p. 829. 
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de Juicio Oral en lo Penal, contempla una serie de procedimientos especiales 
como son el procedimiento simplificado (arts. 388 a 399 NCPP), abreviado 
(arts. 406 a 415 NCPP) y de acción penal privada (arts. 400 a 405 NCPP) a 
cargo del juez de garantía, los que, por diversos factores (como la menor 
gravedad del delito o factores estratégicos), son objeto de una investigación 
más limitada por el fiscal o llevados a cabo con estándares menos exigentes 
que el juicio oral y en los que, muchas veces, los intereses de los afectados 
civilmente por el hecho investigado no son considerados. 
En razón de lo anterior, a juicio de  la doctrina, la extensión de los 
efectos de la sentencia penal que se dicte en este tipo de procedimientos 
debiera interpretarse en forma aún más restrictiva a fin de no afectar el derecho 
de terceros cuya intervención en el proceso penal se encuentra restringida por 
el NCPP, los que verían extinguida su pretensión civil indemnizatoria815. 
En nuestra opinión, en principio siendo esto así respecto de la acción 
civil derivada del hecho punible, no ocurre necesariamente en materia de 
prejudicialidad.  
En este ámbito, el juez civil requiere de una calificación jurídico penal 
de los hechos o bien de una condena que actúa como presupuesto de la norma 
civil que el juez debe aplicar y sin la cual no podrá anudar las consecuencias 
jurídicas que prevé la norma. Por esta razón, a nuestro juicio, la vinculación 
del juez civil a la sentencia penal se hace imprescindible, en ciertos supuestos, 
por cuanto nunca el juez civil podrá realizar dicho juzgamiento conforme a las 
normas penales, cuestión que corresponde realizar en forma exclusiva sólo al 
juez penal competente. 
b')  Extensión de la sentencia penal a terceros. 
Fuera de lo anterior, un punto fundamental al que la doctrina ha 
dirigido sus cuestionamientos es el relativo a la extensión de la cosa juzgada de 
la sentencia penal respecto de terceros que no han sido parte en el proceso 
penal respectivo. 
                                               
815 Cfr. CAROCCA, ALEX, ob. cit., p. 823. En línea similar, otro sector de la doctrina 
considera derechamente que estos procedimientos especiales no cumplen con los estándares del 
debido proceso en diversos aspectos como son el derecho de defensa, el derecho a un tribunal 
imparcial, el derecho a ser oído y en materia de derecho a rendir y controvertir la prueba. En razón 
de lo anterior, a la luz de las normas constitucionales chilenas vigentes en la materia, se sostiene la 
inaplicabilidad del art. 178 del CPC e incluso su derogación tácita. Cfr. PINOCHET OLAVE, 
RUPERTO, «El valor de las sentencias condenatorias penales del nuevo derecho procesal penal en 
materia civil», en Actualidad Jurídica, Nº 18, Universidad del Desarrollo, Julio 2008, pp. 299-331. 
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A juicio de un amplio sector doctrinario, la eficacia erga omnes que se 
ha predicado respecto de la sentencia penal, en especial la absolutoria, importa 
una vulneración flagrante del derecho de defensa de los terceros que no han 
intervenido en el proceso penal sosteniéndose la inconstitucionalidad de dicha 
regulación y la necesidad de su derogación o al menos de su adecuación con 
un sistema protector de los derecho de los terceros816. 
Y es que en efecto, bajo la vigencia del antiguo CPP de 1906 esta 
situación se encontraba relativamente morigerada debido a que el sistema 
procesal penal permitía la intervención de terceros en el proceso penal con 
bastante amplitud de manera tal que las demandas civiles tanto respecto de 
imputado como respecto de terceros civilmente responsables eran deducidas y 
decididas, por regla general, en forma acumulada al proceso penal.  
                                               
816 Por todos, cfr. CAROCCA, ALEX, Ídem, pp. 827-829. A juicio de este autor «la 
normas que extienden en diversas situaciones la cosa juzgada penal a los procesos civiles, 
actualmente carece de justificación, por lo que de lege ferenda se deberían derogar las excepciones 
ya señaladas. (…) mientras dicha modificación legal no se lleve a cabo, lo que corresponde es 
darles a dicha normas una interpretación muy restrictiva.  
Esto por cuanto en el nuevo sistema procesal penal las sentencias absolutorias penales se 
pronuncian de acuerdo a una estándar probatorio más bajo o, por lo menos, distinto de aquel que 
se exigía en el antiguo Código de Procedimiento Penal de 1906, concordante a su vez con el 
sistema de prueba legal o tasada del código de Procedimiento Civil, en base a los cuales se 
concibieron y reglamentaron estas excepciones. Luego, en especial, porque en el nuevo sistema 
procesal penal se ha restringido notoriamente la posibilidad de intervenir en el juicio criminal por 
parte de quienes hayan sufrido prejuicios, lo que puede dar origen al grave problema de que una 
persona puede ser alcanzada por los efectos de una sentencia pronunciada en un proceso en el cual 
jurídicamente no puede intervenir». 
En razón de lo anterior, concluye que esta extensión «atenta contra el derecho al debido 
proceso, reconocido por nuestra Carta Constitucional (art. 19, Nº 3, inc. 5º Constitución) y 
aplicable, por ende, a todo nuestro sistema procesal penal». Ob. cit., p. 828 y 829. 
En la misma línea, Cfr. ROJAS CHAMACA, JULIO, «Efectos reflejos de la sentencia 
condenatoria contra el imputado hacia los terceros civilmente responsables en el derecho procesal 
chileno», ob. cit., pp. 14 y 15, critica la extensión de la cosa juzgada penal a terceros no litigantes.  
Para este autor, sin embargo, no habría derogación tácita por cuanto no es posible 
constatar una incompatibilidad total entre estas normas y la Constitución. En apoyo de lo anterior, 
cita la SCAP de Concepción de 19 de noviembre de 2007, Rol Nº 1063-2006 (disponible en 
http://corte.poderjudicial.cl/SITCORTEPORWEB/DownloadFile.do?TIP_Documento=3&TIP_Ar
chivo=3&COD_Opcion=1&COD_Corte=46&CRR_IdTramite=3763181&CRR_IdDocumento=30
54586) donde tal derogación táctica fue descartada por la Corte estimando que dicha norma ha 
sido objeto de numerosas modificaciones durante la vigencia de la Constitución de 1980 de 
manera tal que el propio legislador ha reafirmado su vigencia. Por su parte, la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos publicada en el Diario Oficial el 5 de enero de 1991, que es 
ley de la República, no puede prevalecer sobre las leyes posteriores que el propio Estado se ha 
dado. Finalmente, en lo que respecta a la inconstitucionalidad, la Corte rechazó, asimismo, este 
planteamiento señalando además que en caso de estimarse la inconstitucionalidad el tribunal 
competente para hacer dicha declaración es el TC. 
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La presentación de la demanda civil en sede penal presentaba, además, 
una serie de ventajas en tanto su tramitación estaba sometida a trámites menos 
engorrosos y era decidida en menor tiempo que en sede civil817. 
Con la entrada en vigencia del NCPP, sin embargo, esta situación 
cambió sustancialmente. Al efecto, el nuevo código —con la salvedad de la 
acción civil restitutoria que es de competencia del juez penal— sólo permite la 
interposición conjunta o acumulada en sede penal de la acción civil 
indemnizatoria de la víctima en contra del imputado. En los demás casos, el 
legislador ha establecido una competencia exclusiva del juez civil para el 
conocimiento de la acción civil interpuesta por otros afectados distintos de la 
víctima en contra de sujetos diversos del imputado (arts. 59 y ss.).  
De esta manera, la intervención de terceros, en particular los terceros 
civilmente responsables por el hecho punible, se ha visto substancialmente 
restringida en el nuevo sistema procesal penal y salvo en el caso de la víctima 
respecto del imputado, los demás afectados se encuentran obligados a tramitar 
sus respectivas pretensiones mediante su interposición en sede civil bajo los 
trámites del juicio ordinario civil de mayor cuantía.  
En este juicio civil, por aplicación de los arts. 178 a 180 CPC, la 
sentencia penal desplegará a su respecto eficacia de cosa juzgada aún cuando 
no hayan intervenido en el proceso penal, intervención que, conforme a la 
normativa antes expuesta, les está vedada. 
En nuestro concepto, en la situación antes descrita ciertamente existe 
un problema de afectación del derecho de defensa de los terceros no 
intervinientes en el proceso penal, los que se verán perjudicados por la 
sentencia penal que se dicte pese a no haber participado ni podido participar en 
dicho proceso. 
                                               
817 Cabe destacar que en la actualidad el juicio ordinario civil de mayor cuantía regulado 
en el actual CPC es uno de los procedimientos cuya tramitación presenta mayor lentitud en el 
ordenamiento chileno.  
Al efecto, el año 2011 el Ministerio de Justicia de Chile, en el marco de los trabajos 
preparatorios para la Reforma Procesal Civil, publicó un estudio de análisis de trayectoria de las 
causas civiles en los tribunales civiles de Santiago en el cual se da cuenta de la duración promedio 
y por tipo de término del juicio ordinario civil de mayor cuantía.  
Conforme a dicho estudio, la duración promedio de los procedimientos ordinarios, sin 
considerar el tipo de término de los mismos,  es de 217,7 días, es decir, aproximadamente 7 meses.  
Sin embargo, cuando se considera el tipo de término, en este caso por sentencia definitiva, 
la duración aumenta a un promedio de 821 días, es decir, un poco más de 2 años  pero con una alta 
dispersión de datos, esto es, los datos están distribuidos en un amplio espectro que van desde un 
mínimo de 22 a un máximo  de más de 13.000 días. Cfr. «estudio de análisis de trayectoria de las 
causas civiles en los Tribunales Civiles de Santiago», Informe final elaborado por CEJA, Mayo de 
2011, en http://rpc.minjusticia.gob.cl/media/2013/04/Estudio-Trayectorias-Causas-Civiles-en-
Tribunales-Civiles-Santiago.pdf. 
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Con todo, a nuestro juicio, una derogación de las nomas de 
vinculación contenidas en el actual CPC podría generar más problemas que 
soluciones por cuanto ello podría derivar no sólo en una eventual contradicción 
entre sentencias civiles y penales —finalidad última que ha tenido en especial 
consideración la ley de enjuiciamiento chilena—, sino por cuanto la propia 
víctima o afectado se verán obligados nuevamente a rendir prueba, pero ahora 
en un proceso civil con menos garantías y bajo un sistema probatorio diverso, 
respecto de los mismos hechos ya debatidos y decididos en el juicio penal por 
sentencia ejecutoriada. 
Fuera de lo anterior, todo el debate doctrinario que se ha dado en esta 
materia está referido principalmente a la acción civil ex delicto pero no en 
materia de prejudicialidad, con lo que se deja fuera del análisis todos los casos 
de procesos civiles en que intervienen terceros titulares o que tienen interés en 
una relación jurídico conexa o en relación de prejudicialidad con la decidida en 
el proceso penal. 
Como examinaremos enseguida, en las hipótesis de prejudicialidad el 
régimen de vinculación entre sentencias civiles y penales opera de manera 
diversa a la acción civil ex delicto y resulta imprescindible en la mayoría de las 
hipótesis en que ella se produce no sólo a afectos de evitar el pronunciamiento 
de decisiones contradictorias sino a fin de que el juez civil pueda anudar las 
consecuencias jurídicas que establece la norma civil y decidir sobre la 
pretensión ejercida. 
Sin duda, coexisten aquí dos valores o bienes jurídicos de gran 
relevancia como son el derecho de defensa de los involucrados y la necesidad 
de coherencia entre resoluciones judiciales dictadas en procesos con objetos 
conexos, valores que el ordenamiento jurídico debiera conciliar debidamente. 
En nuestro concepto, probablemente la solución viene dada en este 
caso no con la derogación de esta normas sino por entender la vinculación de 
los terceros a la sentencia penal, tal como señala un sector doctrinario, como lo 
que realmente es: un efecto reflejo o indirecto de la sentencia penal y no de la 
cosa juzgada que emana de dicha sentencia818. 
                                               
818 Cfr. ROJAS CHAMACA, JULIO, «Efectos reflejos de la sentencia condenatoria contra 
el imputado hacia los terceros civilmente responsables en el derecho procesal chileno», ob. cit., p. 
9-13. Para este autor, siguiendo lo señalado por la doctrina en esta materia, la aplicación de la 
eficacia refleja de la sentencia penal tiene como limitación que el tercero no sea vea perjudicado 
en sus derechos lo que supone que el ordenamiento jurídico garantice su derecho de defensa. El 
problema que presentan las normas de vinculación del CPC es que la sentencia penal es 
considerada no como hecho sino como acto, extendiendo en forma absoluta la eficacia inter partes 
de la sentencia a terceros que se encuentran impedidos de intervenir en el proceso penal, lo que 
causa un evidente perjuicio y atenta contra su derecho de defensa. (ob. cit., pp. 12 y 13). 
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 Esto significa que si bien el tercero está obligado a respetar la 
sentencia —principalmente en lo que respecta a la existencia del hecho y la 
participación, puede y debe tener siempre la posibilidad de defenderse y 
discutir el contenido de la sentencia penal y obtener la no aplicación de la 
misma con respecto a su propia relación jurídica sea en el mismo proceso 
penal o en el juicio civil posterior819. 
                                               
819 A nuestro juicio el propio CPC, si bien habla de cosa juzgada, cuando se trata de 
terceros realmente lo que regula es un supuesto de eficacia indirecta o refleja ello por cuanto, si 
bien hoy tiene limitaciones para defenderse respecto del hecho en su origen, en el juicio civil 
respectivo dicho tercero podrá defenderse ejerciendo todas las defensas de que disponga con 
respecto a su situación jurídica a efectos de enervar los efectos de la sentencia penal en su contra, 
cuestión que no podría hacer de tratarse de una efecto directo de cosa juzgada. 
Así, tal como lo ha señalado la jurisprudencia y en forma consecuente con la 
independencia de la acción civil y penal, en el juicio civil corresponde al afectado probar la 
existencia del daño, su naturaleza y monto de los perjuicios así como su causalidad. Cfr. SCAP de 
Santiago de 27 de marzo de 1980, en RDJ, t. LXXVII, sec. 4ª, p. 38.  
Por su parte, en SCAP de Concepción de 19 de noviembre de 2007, Rol Nº 1063/2006 
(http://corte.poderjudicial.cl/SITCORTEPORWEB/DownloadFile.do?TIP_Documento=3&TIP_A
rchivo=3&COD_Opcion=1&COD_Corte=46&CRR_IdTramite=3763181&CRR_IdDocumento=3
054586), se ha declarado que «consecuentemente, las conclusiones que pueden extraerse de la 
lectura de las citadas disposiciones de los artículos 178 y 180 del Código de Procedimiento Civil 
conducen necesariamente a sostener que no puede ponerse en duda ni la existencia del hecho 
punible ni la culpabilidad del conductor del bus Urrutia Bello; en tal virtud, no es posible 
legalmente predicar que el actor civil de ahora, para perseguir la responsabilidad solidaria del 
propietario del bus, deba probar nuevamente la concurrencia de aquellos extremos, puesto que 
claramente dichas normas persiguen evitar el pronunciamiento de decisiones contradictorias por 
parte de los órganos jurisdiccionales, que es una de las aspiraciones de todo ordenamiento jurídico. 
Entonces, en este pleito no puede volver a examinarse ni la existencia del ilícito ni la 
culpabilidad del conductor del bus. Sobre esos tópicos hay cosa juzgada, pero esto no se extiende a 
las demás cuestiones relativas a la responsabilidad civil del tercero, como sería la discusión sobre 
su calidad de propietario del vehículo causante del accidente o la existencia y monto de los daños 
y perjuicios (el subrayado es nuestro)». 
Por otra parte, la jurisprudencia ha sentado un principio fundamental aplicable en materia 
de eficacia refleja de las sentencias como es la imposibilidad de solicitar directamente el 
cumplimiento de una sentencia civil resuelta en sede penal respecto de terceros que no han 
intervenido en dicho juicio. Al efecto, el ordenamiento jurídico contempla un mecanismo protector 
de los derechos de los terceros como es la oposición del tercero a la cosa juzgada contemplada en 
el art. 234, inc. 2º CPC y que procede cada ve que pretenda ejecutar a su respecto una sentencia 
dictada en un proceso en el que no ha participado. 
Tal es el caso de la SCAP de Antofagasta de 3 de septiembre de 2004, Rol Nº 123-2004 
(http://corte.poderjudicial.cl/SITCORTEPORWEB/DownloadFile.do?TIP_Documento=3&TIP_A
rchivo=3&COD_Opcion=1&COD_Corte=15&CRR_IdTramite=4097156&CRR_IdDocumento=3
294584 ), donde los terceros civilmente responsables que no intervinieron en el juicio penal 
opusieron a la solicitud de cumplimiento de la misma esta excepción contemplada en el art. 234 
inciso 2º del CPC.  
Al efecto, el tribunal estableció que no obstante haber sido condenado civilmente el 
conductor del vehículo no puede solicitarse el cumplimiento de dicha sentencia respecto de 
terceros civilmente responsables que no fueron demandados ni participaron en el juicio penal, 
siendo necesario que la víctima presente demanda contra ellos antes los tribunales civiles 
competentes. Rechazando el cumplimiento incidental del fallo respecto de dichos terceros declara 
el tribunal que «la sentencia que se pretende cumplir se pronunció en un proceso penal en el que 
los terceros no tuvieron la calidad de partes, por lo que no resulta pertinente que sus decisiones le 
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El problema, en efecto, es que en la actualidad  dicho tercero se 
encuentra limitado para intervenir en el proceso penal y defenderse respecto 
del hecho en su origen lo que tiene solución mejorando las normas de 
intervención voluntaria o forzada en el proceso penal u otro mecanismo 
análogo820, con lo cual la eficacia refleja de la sentencia penal se vería 
reforzada por la eficacia positiva o prejudicial. 
Sin embargo, al igual que en el caso de los terceros adquirentes de un 
bien que se ven afectado por la declaración de nulidad del contrato de 
compraventa celebrado entre las partes, lo que no puede hacerse a nuestro 
juicio, es desconocer todo valor a la sentencia penal respecto del tercero que 
no ha intervenido en el juicio en particular cuando de lo que se trata no es de 
una extensión de la cosa juzgada sino de un efecto o reflejo o indirecto de 
dicha sentencia.  
Ello generaría, en nuestro concepto, un estado permanente de 
incerteza jurídica y la posibilidad ilimitada de juzgamiento de unos mismos 
hechos por ordenes jurisdiccionales diversos, con el consecuente riesgo de 
contradicción entre sentencias y al mismo tiempo obligaría a los propios 
intervinientes del proceso penal a litigar y rendir prueba respecto de los 
mismos hechos establecidos y decididos por el juez penal por sentencia 
judicial firme contradiciendo con ello el principio de no bis in ídem sobre un 
mismo asunto821. 
                                                                                                                                
sean oponibles, ni aún a pretexto de la solidaridad legal invocada por la demandante, porque la 
responsabilidad civil debe ser declarada en un juicio en que dichos terceros cuenten con la 
oportunidad de formular sus excepciones y defensas, así como también de probar la falta de 
responsabilidad esbozada al oponerse al cumplimiento incidental del fallo». 
820 Al efecto, tratándose del tercero civilmente responsable, la doctrina ha propuesto 
algunas soluciones como sería ampliar las posibilidades actuales de intervención de dichos 
terceros en el nuevo proceso penal o contemplar, como ocurre en Colombia, una especie de 
incidente en el que, una vez decidido el asunto penal,  se llama al tercero a una audiencia a efectos 
de discutir sobre la acción civil indemnizatoria. Cfr. ROJAS CHAMACA, JULIO, ob. cit., pp. 15 y 
16. 
821 Sobre esta materia, el TC chileno ha señalado que este principio si bien no se 
encuentra consagrado expresamente por la Constitución, está comprendido dentro del art. 19, nº 3 
que consagra el derecho al debido proceso y en todo caso, en el art. 5º de la CPR que reconoce en 
el ordenamiento chileno los Tratados Internacionales ratificados y vigentes en Chile.  
Al efecto, señala el TC que «respecto a los alcances del principio del non bis in ídem, la 
Corte Constitucional de Colombia ha señalado que éste “no es sólo una prohibición dirigida a las 
autoridades judiciales con el fin de impedir que una persona ya juzgada y absuelta vuelva a ser 
investigada, juzgada y condenada por la misma conducta. Una norma legal viola este derecho 
cuando permite que una persona sea juzgada o sancionada dos veces por los mismos hechos. Dicha 
permisión puede materializarse de diferentes formas, todas contrarias a la Constitución. De tal 
manera que la única forma en que el legislador viola dicho principio no se contrae a la autorización 
grosera de que quien hubiere sido absuelto en un juicio penal puede volver a ser juzgado 
exactamente por la misma conducta ante otro juez nacional cuando un fiscal así lo solicite, 
mediante una acusación fundada en el mismo expediente. El principio non bis in ídem, por lo 
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Haciendo eco de las críticas doctrinarias que se ha formulado en esta 
materia, el PNCPC, en su art. 219, contiene una norma en este sentido dirigida 
a restringir los actuales efectos absolutos o erga omnes de la sentencia penal 
respecto de procesos civiles posteriores, exigiendo que para que éstas 
produzcan cosa juzgada en un juicio civil es necesario que el demandado en 
dicho juicio haya participado como interviniente en el proceso penal 
respectivo. 
A nuestro juicio, por loable que parezca esta norma, no compartimos, 
sin embargo, la solución contenida en ella por dos razones esenciales. 
En primer lugar, por cuanto atendida la actual configuración del 
sistema procesal penal chileno que restringe la participación de terceros en el 
proceso penal a casos muy excepcionales, en la práctica y salvo que se trate de 
la victima contra el imputado, dicha intervención nunca podrá producirse y por 
tanto, nunca la sentencia penal podrá producir efectos a su respecto. 
Lo anterior significa, en consecuencia, que en todo juicio civil 
posterior que se inicie en su contra se podrán volver a discutir los hechos y la 
responsabilidad establecidos en la sentencia penal, con lo cual, a nuestro 
juicio, se abre una puerta sin precedentes en el ordenamiento chileno para la 
                                                                                                                                
menos, también prohíbe al legislador permitir que una misma persona sea objeto de múltiples 
sanciones, o juicios sucesivos, por los mismos hechos ante una misma jurisdicción.” (Sentencia C-
115-08); Que el principio del non bis in ídem, en la forma explicada precedentemente, no aparece 
consagrado, en forma explícita, en la Carta Fundamental, como tampoco aparece mencionado, de 
manera expresa, el principio del debido proceso legal. En este sentido, esta Magistratura ha 
expresado que “respecto al alcance de la disposición constitucional que consagra el debido 
proceso, la STC 481 precisó que de la historia fidedigna de la disposición constitucional es posible 
comprender, en primer lugar, que se estimó conveniente otorgar un mandato al legislador para 
establecer siempre las garantías de un proceso racional y justo, en lugar de señalar con precisión en 
el propio texto constitucional cuáles serían los presupuestos mínimos del debido proceso, sin 
perjuicio de dejar constancia que algunos de dichos elementos decían relación con el oportuno 
conocimiento de la acción y debido emplazamiento, bilateralidad de la audiencia, aportación de 
pruebas pertinentes y derecho a impugnar lo resuelto por un tribunal, imparcial e idóneo y 
establecido con anterioridad por el legislador.” (Sentencia Rol N° 1518, considerando 23°). 
También se ha señalado que “el derecho a un proceso previo, legalmente tramitado, 
racional y justo, que la Constitución asegura a todas las personas, debe contemplar las siguientes 
garantías: la publicidad de los actos jurisdiccionales, el derecho a la acción, el oportuno 
conocimiento de ella por la parte contraria, el emplazamiento, adecuada defensa y asesoría con 
abogados, la producción libre de pruebas conforme a la ley, el examen y objeción de la evidencia 
rendida, la bilateralidad de la audiencia, la facultad de interponer recursos para revisar las 
sentencias dictadas por tribunales inferiores.” (Sentencia Rol N° 1448, considerando 40); 
Que, aun cuando se estimara que el principio del debido proceso legal, consagrado en 
nuestra Constitución, no incluye la prohibición de ser juzgado y penado dos veces por un mismo 
hecho (non bis in ídem), igualmente ha de entenderse que forma parte del conjunto de derechos 
que los órganos del Estado deben respetar y promover en virtud del mandato contenido en el inciso 
segundo del artículo 5° de la Constitución, el que reconoce como fuente de esos derechos tanto a la 
propia Carta Fundamental como a los tratados internacionales ratificados por Chile y que se 
encuentran vigentes». Cfr. STC, Rol Nº 1968-11 (cs. 40º y 41º). 
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reiteración sucesiva de juicios sobre unos mismos hechos con la consecuente 
posibilidad de contradicción entre sentencias.  
Una norma como esta, por lo tanto, hace imprescindible adecuar el 
régimen de intervención de terceros contemplada en el NCPP de 2000, 
cuestión que hoy en día si bien ha sido planteada a nivel parlamentario, no se 
ha concretado822.  
En segundo lugar, porque el legislador procesal civil pareciera estar 
teniendo en cuenta sólo la situación de los terceros civilmente responsables 
respecto de la acción civil ex delicto pero no las situaciones de prejudicialidad 
en que exista un tercero que sea titular o tenga interés en una relación jurídica 
conexa con la debatida en el proceso penal casos en los que  la sentencia penal 
actúa mayormente como hecho jurídico y no como acto.  
Ya se ha visto que son innumerables los supuestos de prejudicialidad 
en que terceros se pueden ver afectados por el dictado de una sentencia 
simplemente por la conexión sustantiva existente entre las relaciones jurídicas 
o los hechos que se ventilan en uno y otro proceso. Los efectos de la sentencia 
penal en este caso no son buscados ni queridos por el juez sino que son 
determinados por la propia ley sustantiva civil al considerar la sentencia penal 
como supuesto de hecho de la norma civil. 
En definitiva, una norma como esta significa cerrar la puerta a toda 
posible eficacia refleja o indirecta de la sentencia penal para el tratamiento de 
la prejudicialidad desconociendo los efectos que toda sentencia puede producir 
—más allá de la eficacia directa de la cosa juzgada— en la esfera jurídica de 
terceros en virtud de la conexión sustantiva existente entre las relaciones 
jurídicas involucradas. 
En la actualidad, el ordenamiento chileno da preeminencia a la 
eficacia positiva o refleja de la sentencia con lo cual el riesgo de contradicción 
ciertamente disminuye pero se pone en entredicho el derecho de defensa de los 
terceros intervinientes.  
                                               
822 En lo que respecta a los estudios realizados con motivo de la Reforma Procesal Civil, 
esta previsión sin embargo, esta contemplada en el levantamiento preliminar que ha efectuado el 
Ministerio de Justicia a efectos de identificar las normas del ordenamiento jurídico que requerirán 
ser adecuadas para la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil. Sobre la materia cfr. el 
estudio «Identificación de las posibles normas a ser adecuadas por un futuro Código Procesal 
Civil», año 2006, disponible en http://rpc.minjusticia.gob.cl/media/2013/04/Identificacion-de-
Posibles-Normas-a-ser-adecuadas-por-un-futuro-codigo-procesal-civil.pdf.  
A nivel parlamentario, cabe destacar una Moción parlamentaria (Boletín 5540-07) 
presentada por el Senador Bianchi (disponible en 
http://www.camara.cl/pley/pley_detalle.aspx?prmID=5918&prmBL=5540-07) en orden a permitir 
la posibilidad de accionar contra el tercero civilmente en el marco el proceso penal. La Moción, 
sin embargo, ha sido recientemente archivada en el mes de marzo de 2014, por lo que no ha 
continuado con su tramitación parlamentaria. 
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En sentido opuesto, el NCPP da preeminencia al derecho de defensa 
de dichos terceros pero deja abierta al puerta a una posible reiteración de 
juicios sobre los mismos hechos con el probable riesgo de contradicción823. 
Ciertamente, ninguna de estas soluciones parece adecuada. A fin de 
ponderar adecuadamente los valores jurídicos en juego en estos supuestos, a 
nuestro juicio, la solución pasa por establecer mecanismos idóneos que 
permitan al tercero ejercer sus derechos debidamente de forma que la eficacia 
refleja de la sentencia se vea reforzada por el efecto positivo. 
c') Alcance de la vinculación del juez civil a la sentencia penal. 
Entrando al examen más detallado de los supuestos de vinculación del 
juez civil a la sentencia penal contemplados en el CPC, la doctrina centra sus 
críticas en la amplitud con que opera el efecto de cosa juzgada de la sentencia 
penal en el proceso civil posterior, en particular cuando se trata de una 
sentencia absolutoria, así como los efectos absolutos o erga omnes con que ella 
se aplica respecto de terceros no intervinientes.  
                                               
823 Tomando, por ejemplo, el caso de un juicio penal en el que se ha declarado la falsedad 
de un testamento por falta de consentimiento del testador probándose que fue víctima de 
coacciones por parte de uno de los herederos. Habiendo dicho heredero vendido los bienes que se 
le adjudicó por el testamento a terceros, los demás asignatarios, con base en la falsedad del 
testamento, inician acción civil en contra de dichos terceros solicitando la nulidad de la venta y a 
reivindicación de los bienes de la herencia. 
En este caso, a nuestro juicio, no es posible para el juez civil desconocer la falsedad del 
testamento declarada por el juez penal basada en que los terceros no participaron en el juicio penal, 
cuestión que por lo demás les esta vedada. Sostener lo contrario, significaría que el juez civil 
podría entrar a revisar nuevamente la autenticidad del testamento e incluso llegar a una conclusión 
diversa del juez penal. 
Lo mismo puede decirse respecto de las eventuales responsabilidades que pueda tener el 
notario que ha intervenido en el testamento cuando este ha sido declarado nulo por defectos de 
forma o por demencia del testador. O del acreedor que ve como la condena de su deudor por estafa 
afecta sus garantías o los contratos celebrados con éste y cuyo cumplimiento esta solicitando en 
vía civil. 
También cabe considerar la situación de la persona que recibe provecho del dolo ajeno, 
regulada en el art.  2316, inc. 2º del CC. Tal como señala la doctrina, esta persona es sujeto pasivo 
de una acción de enriquecimiento sin causa «que tiene su base pero no su fundamento en el delito. 
Debe restituir no por haber incurrido en culpa o dolo, sino sencillamente porque ha incrementado 
su patrimonio sin causa legítima». En este caso, tal como señala este autor, la doctrina se 
encuentra dividida en cuanto a si es necesario o no que se haya declarado previamente la 
existencia del delito. Cfr. CORRAL TALCIANI, HERNÁN, Lecciones de responsabilidad civil 
extracontractual, ob. cit., pp. 327 y 328. Con todo, lo cierto es que este tercero se verá afectado 
por la sentencia penal que se dicte en un proceso aunque él haya estado de buena fe en la 
celebración del contrato. Así se ha fallado por la jurisprudencia al establecer que quien con buena 
fe y sin que haya existido dolo en la celebración del contrato de compraventa por el que se vendió 
a otro una acción societaria que más tarde se acreditó estar basada en un fraude cometido por un 
tercero es obligado a restituir al comprador el mayor precio que obtuvo con la venta. Cfr. SCS 
2141, en Gaceta de los Tribunales, año 1884, p. 1330. 
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El debate doctrinario en esta materia se ha centrado, sin embargo, 
principalmente en lo que respecta al ejercicio de la acción civil ex delicto y no 
en materia de prejudicialidad, temática que prácticamente no ha sido abordada 
pese a que ella se encuentra regida por las mismas normas de vinculación que 
establece el CPC. 
Sin embargo, como ha sostenido la doctrina española, no obstante las 
semejanzas que existen entre la acción civil derivada del hecho punible y la 
prejudicialidad, se trata de materias diferentes que no pueden ser 
completamente asimiladas. Aunque ambas materias comparten como 
fundamento la necesidad de evitar pronunciamientos contradictorios 
preservando la univocidad del juicio de hecho, la prejudicialidad parte de 
supuestos distintos de los que rigen en materia de responsabilidad civil por el 
hecho punible (supra, Parte I, cap. 4º, II. 3). 
En este último caso, se parte de la identidad prácticamente absoluta de 
los hechos libre de toda consideración o calificación jurídico penal cuestión 
que no ocurre con la mayoría de los supuestos de prejudicialidad penal donde 
la calificación jurídico penal así como la propia condena son consideradas 
precisamente por la norma civil a fin de anudar ciertas consecuencias civiles. 
De allí que, a los efectos de determinar la vinculación en los supuestos 
de prejudicialidad penal en los términos establecidos en los arts. 178 a 180 del 
CPC, ésta no siempre es aplicable de la forma como se ha venido haciendo 
respecto de la acción civil ex delicto, sino que será necesario atender a cada 
supuesto de prejudicialidad. 
A fin de entender de mejor forma la manera en que opera dicha 
vinculación y si las críticas que han formulado son aplicables en los mismos 
términos en materia de prejudicialidad, en los apartados siguientes 
examinaremos brevemente esta temática siguiendo para ello la sistematización 
efectuada al examinar las cuestiones prejudiciales penales devolutivas en el 
proceso civil y a cuyo análisis más detallado nos remitimos (supra, Parte II, 
cap. 2º, I. 1). 
1. Casos en que la norma civil contempla como supuesto de hecho 
una condena penal. 
Una primera hipótesis de prejudicialidad penal en que lo decidido por 
un juez penal actúa como antecedente lógico para la decisión de una pretensión 
civil abarca todos aquellos casos en que la condena misma —no el delito— y 
la participación determinada en ella es tomada en consideración por la norma 
civil como supuesto de hecho a los efectos de conceder o denegar la tutela 
solicitada. 
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En otros términos, se trata de casos en que la sentencia penal 
condenatoria actúa no como acto sino como hecho jurídico formando parte del 
supuesto de hecho de la norma civil cuyo cumplimiento es necesario para que 
el juez civil pueda anudar las consecuencias civiles que corresponda.  
La principal importancia de esta consideración de la sentencia como 
hecho jurídico, como se ha visto, es que de ella derivan ciertos efectos 
indirectos o reflejos que entran a operar independientemente de la voluntad del 
juzgador y de la existencia o no de identidad de las partes que hayan litigado 
en los respectivos procesos, todo ello en virtud de la conexión de derecho 
sustantivo que existe entre las diversas relaciones o situaciones jurídicas. 
Ejemplo de lo anterior en el ordenamiento chileno es el art. 271, nº 3 
del CC, que establece como causal de emancipación judicial la condena del 
padre o madre por sentencia ejecutoriada por delito que merezca pena aflictiva 
y el art. 497, nº 9 y nº 12 en virtud de los cuales se considera como incapaces 
de toda tutela o curaduría a los condenados por delito que merezca pena 
aflictiva, aunque se les haya indultado de ella y los que por torcida o 
descuidada administración han sido removidos de una guarda anterior, o en el 
juicio subsiguiente a ésta han sido condenados, por fraude o culpa grave, a 
indemnizar al pupilo. 
En la misma línea, el art. 1208, nº 1 del CC establece como causal de 
desheredamiento del descendiente el haber cometido un delito que merezca 
pena letra aflictiva y el art. 54, nº 3 de la Ley Nº 19.947 de Matrimonio Civil, 
conforme al cual constituyen hechos que permiten configurar la causal de 
divorcio de violación grave de los deberes y obligaciones que impone el 
matrimonio, o de los deberes y obligaciones para con los hijos, que torne 
intolerable la vida en común: la condena ejecutoriada por la comisión de 
alguno de los crímenes o simples delitos contra el orden de las familias y 
contra la moralidad pública, o contra las personas, previstos en el Libro II, 
Títulos VII y VIII, del Código Penal, que involucre una grave ruptura de la 
armonía conyugal. 
En todos estos casos, la influencia decisiva de la sentencia penal no 
tiene que ver en estricto rigor con los hechos que fueron probados y 
establecidos por el juez penal en su sentencia y los que se ventilan en el 
proceso civil en tramitación, los que pueden ser coincidentes totalmente o no. 
La simple identidad de los hechos, por tanto, no es lo que determina la 
vinculación del juez civil a la sentencia penal sino la relevancia que la condena 
misma tiene para la concesión o denegación de la tutela civil solicitada. 
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Siguiendo lo anterior, dictada sentencia penal condenatoria en el 
proceso penal la vinculación del juez civil a la misma en conformidad a lo 
dispuesto en el art. 178 y 180 del CPC y 13 del CPP opera de manera diversa a 
la que se produce en materia de acción civil ex delicto. 
Conforme a estas disposiciones la cosa juzgada penal de la sentencia 
condenatoria se extiende a tres aspectos fundamentales: la existencia del hecho 
punible y la culpabilidad del condenado que en definitiva forman parte de lo 
decidido por el juez penal al imponer la pena y los demás hechos que sirvan de 
fundamento a la sentencia, todo ello independientemente de que las partes 
intervinientes en el juicio sean o no las mismas824. 
En materia de responsabilidad ex delicto, atendida la independencia de 
la responsabilidad civil y penal, a efectos de determinar la procedencia o no de 
la indemnización lo que interesa es la identidad de los hechos que están siendo 
enjuiciados siendo indiferente para el juez civil la condena misma o la 
calificación jurídico-penal de los hechos realizada por el juez penal en su 
sentencia. En definitiva, la ley vela por la univocidad del hecho material 
perpetrado considerando que su establecimiento con la técnica del proceso 
penal debe ser respetado en todo juicio posterior.  
Consecuente con ello, la conjugación de esta normas importa que el 
juez civil en el juicio civil posterior deberá partir de la existencia del hecho 
punible y la culpabilidad establecidas en el sentencia penal reduciéndose la 
controversia civil a la determinación de la existencia y causalidad del daño, el 
monto y naturaleza de los perjuicios825. 
En estas hipótesis de prejudicialidad, por el contrario, lo relevante para 
el juez civil no son los hechos probados y establecidos por el juez penal sino 
que precisamente la condena impuesta por la sentencia respecto del sujeto que 
obra como parte demandada en el juicio civil que debe decidir. 
De esta forma,  dictada sentencia condenatoria en el proceso penal por 
alguno de los delitos que considera la norma, independientemente de que 
exista o no identidad de los hechos enjuiciados, el juez civil deberá tener por 
verificado el supuesto de hecho de la norma sustantiva civil por haberse 
                                               
824 La doctrina entiende que la cosa juzgada penal abarca, asimismo, las alegaciones de 
las partes y los medios de prueba utilizados. Cfr. CAROCCA, ALEX, «Efectos de las sentencias 
penales en los procesos civiles», ob. cit., pp. 814 y 815. 
825 Cfr. BARROS BOURIE, ENRIQUE, Tratado de responsabilidad extracontractual, ob. 
cit., p. 963 y CASARINO VITERBO, MARIO, Manual de Derecho procesal, t. III, ob. cit., p.141. 
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emitido el pronunciamiento de la sentencia penal en el sentido exigido por 
ésta. 
Consecuente con ello, el juez civil deberá tener por configurada la 
causal de emancipación o desheredamiento del descendiente o la incapacidad 
para la tutela o curatela o bien la causal de divorcio alegada debiendo 
ponderar, en este último caso si dicha causal supone o no una grave ruptura de 
la armonía conyugal. 
En estos casos, tal como señala la doctrina, la vinculación se produce 
por efecto de la ley más allá de la voluntad del juzgador penal e 
independientemente de los hechos en virtud de los cuales haya sido declarado 
el delito, los cuales, en definitiva, no entran en este caso en consideración826. 
Desde esta perspectiva y a diferencia de lo que ocurre con la acción 
civil ex delicto, vemos que para el juez civil el pronunciamiento penal resulta 
imprescindible toda vez que nunca podrá efectuar por sí mismo una valoración 
penal de los hechos ni decretar una condena por carecer de competencia penal 
para ello.  
En razón de lo anterior, si dicho pronunciamiento no se produce, o bien 
si el tribunal penal dicta una sentencia absolutoria, por ejemplo, por 
inexistencia de los hechos o por no haber participado el imputado en los 
mismos o un sobreseimiento definitivo, el juez no podrá anudar o derivar los 
efectos civiles previstos por la norma y deberá desestimar la tutela civil 
solicitada. 
Sin embargo, ello es así, en el ejemplo dado no porque los hechos sean 
inexistentes y un juez penal lo haya declarado así o haya sobreseído la causa, 
sino porque no se cumple el presupuesto de la norma civil que exige una 
sentencia condenatoria y la imputación de participación respecto del sujeto. 
Tratándose de sentencias absolutorias o sobreseimiento definitivo, 
vemos en consecuencia que la vinculación tampoco opera en los términos 
establecidos en el art. 179 del CPC, siendo irrelevante para el juez civil la 
causa de la absolución o sobreseimiento. Cualesquiera sean éstas, el juez civil 
                                               
826 Recordando las palabras de GÓMEZ ORBANEJA, en todos estos supuestos la sentencia 
penal «produce un efecto civil no porque lo declare o esté implícito en ella el propósito de 
producirlo, sino por disposición independiente de la ley», de modo tal que «los hechos mismos en 
virtud de los cuales se declara el delito y la condena no entran en consideración». La condición de 
hecho de la norma civil es «el hecho mismo de la condena, que la sentencia prueba en cuanto se 
prueba a sí misma». Cfr. GÓMEZ ORBANEJA, EMILIO, «Eficacia de la sentencia penal en el 
proceso civil», ob. cit., p. 12. 
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nunca podrá anudar las consecuencias civiles que contempla la norma 
sustantiva civil en tanto carece de la condena penal que exige la norma. 
En la acción civil derivada del hecho punible, en cambio, la absolución 
o sobreseimiento que dicte el juez penal no es indiferente para el juez civil 
siendo necesario examinar, en cada caso, las causas por las cuales emitió dicho 
pronunciamiento el que le vinculará o no en los términos que establece el art. 
179 CPC, hipótesis que han sido objeto de una rica casuística por parte de la 
jurisprudencia, según examinaremos enseguida. Por su parte, si no existe 
pronunciamiento penal alguno sobre los hechos, éste no es imprescindible a 
efectos de que el juez civil pueda conceder la indemnización de perjuicios 
derivada del hecho  ilícito. 
2. Casos en que el juez civil requiere de la calificación jurídico-penal 
del hecho como delito. 
Un segundo supuesto de prejudicialidad comprende aquellas hipótesis 
normativas en que el juez civil, para decidir el asunto sometido a su 
conocimiento, necesita de la calificación jurídico-penal que el juez penal 
realice respecto de unos determinados hechos como delito.  
Al igual que en el caso anterior, se trata de supuestos en que la 
calificación jurídico penal de los hechos como delito actúa como supuesto de 
hecho de la norma civil y sin la cual el juez civil no puede anudar las 
consecuencias que prevé la norma sustantiva. Dicho pronunciamiento penal 
resulta, por tanto, imprescindible para el juez civil el que no podrá en caso 
alguno realizar una valoración de tal naturaleza por carecer de competencia 
penal para ello. 
No encontramos nuevamente, por tanto, frente a un caso que se 
diferencia sustantivamente de los supuestos de responsabilidad civil ex delicto 
en tanto al juez civil lo que le interesa no son los hechos en sí mismos 
establecidos por la sentencia penal sino la calificación jurídico penal de los 
mismos como delito contenida en ésta.  
Siguiendo lo anterior, las normas de vinculación contempladas en el 
CPC operan asimismo, de forma diversa que en materia de acción civil ex 
delicto. No obstante ello, en estos casos sí que es necesario examinar las 
causales de absolución o sobreseimiento que vinculan al juez civil en 
conformidad a lo dispuesto en el art. 179 CPC. 
En el ordenamiento chileno, ejemplo de estos supuestos de 
prejudicialidad los encontramos en las indignidades para suceder 
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comprendidas en las hipótesis de los números 1827 y 2828 del art. 968 del CC 
casos en que, a efectos de poder configurar la causal de indignidad para 
suceder, el juez civil necesariamente requiere de la valoración penal como 
delito de los hechos que la integran y sin la cual no podrá tener por establecida 
la indignidad. 
Relacionados con las indignidades para suceder, el art. 324 del CC por 
su parte, establece la cesación de la obligación de prestar alimentos en el caso 
de “injuria atroz” cometida por el alimentario, estableciendo la ley que sólo 
constituyen injuria atroz las conductas descritas en el art. 968 relativo a las 
indignidades829. De forma similar, el art. 1208, nº 1 del CC establece como 
                                               
827 Conforme al numeral 1º, el código establece que son indignos para suceder al difunto 
como herederos o legatarios, al «que ha cometido el crimen de homicidio en la persona del 
difunto, o ha intervenido en este crimen por obra o consejo, o la dejó perecer pudiendo salvarla». 
A juicio de la doctrina, criterio que ha sido refrendado por la jurisprudencia, el «juicio 
criminal es indispensable, pues el juez civil sería incompetente para declarar la existencia del 
delito: el Código no necesitaba decirlo». En estos casos, es imprescindible que «el homicidio sea 
establecido en el respectivo juicio criminal y que en dicho juicio quede comprobada la 
participación tomada por el heredero legatario» mediante una sentencia firme condenatoria y 
mientras esto no ocurra, la indignidad, como motivo civil, no se entiende ni puede entenderse 
como verificada. Cfr. CLARO SOLAR, LUIS, Explicaciones de Derecho civil chileno y 
comparado. De la Sucesión por causa de muerte I, v. VII, t. XIII, ob. cit., p. 88.  
La jurisprudencia, por su parte, ha resuelto que si bien la ley no lo exige, como ocurre en 
el numeral 2º del art. 968, la configuración de esta causal exige una sentencia penal ejecutoriada. 
De este modo, «no puede argumentarse que no exige la ley sentencia ejecutoriada, tratándose del 
delito de homicidio que también es motivo de indignidad, porque se comprende que la 
extraordinaria gravedad de esta causal hacía innecesaria la exigencia». Cfr. SCAP Santiago de 26 
de abril de 1938, en RDJ, t. XXXVI, sec. 2ª, p. 49. 
828 De acuerdo al numeral 2º, es indigno para suceder al que «cometió atentado grave 
contra la vida, el honor o los bienes de la persona de cuya sucesión se trata, o de su cónyuge, o de 
cualquiera de sus ascendientes o descendientes, con tal que dicho atentado se pruebe por sentencia 
ejecutoriada».  
Al respecto, tanto la doctrina como la jurisprudencia han entendido que la expresión 
“atentado grave” dice relación con conductas penalmente tipificadas como delito, quedando 
comprendidos los crímenes, los simples delitos que merezcan pena aflictiva o que la ley califique 
de graves, quedando excluidas, por tanto las faltas. En estos casos, corresponderá al juez penal la 
calificación de la gravedad del atentado según la pena asignada al delito. Cfr. CLARO SOLAR, 
LUIS, ob. cit., pp. 90 y 91.  Para este autor, ejemplos de atentado grave es el adulterio cometido por 
el heredero o legatario con la mujer del testador (delito que ha sido derogado en el ordenamiento 
chileno por la Ley 19.335) o la violación o estupro de una hija de matrimonio anterior de la mujer 
del difunto, etc.  
A nuestro juicio, quedan incluidos en estos casos los atentado que sean constitutivos de 
un acto de violencia intrafamiliar no sólo cuando, por ser constitutivos de delitos, sean de 
competencia de los Jueces de Garantía sino también en los demás casos, cuando son de 
competencia de los Tribunales de Familia en conformidad a lo dispuesto en la Ley Nº 20.066 de 
2005, sobre Violencia Intrafamiliar. 
829 Esta norma fue modificada por la ley Nº 19.585, la cual reemplazó la expresión 
“injuria grave” por “injuria atroz” y definió lo que debía entenderse por ella. Hasta antes de dicha 
ley, esta expresión había sido objeto de variadas interpretaciones por la jurisprudencia la que venía 
otorgándole un sentido más amplio que el penal, aunque en general venía asimilando este concepto 
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causal de desheredamiento del cónyuge, ascendientes y descendientes, por 
haber cometido injuria grave contra el testador en su persona, honor o bienes, o 
en la persona honor o bienes de su cónyuge, o de cualquiera de sus 
ascendientes o descendientes. 
Otro supuesto de prejudicialidad penal comprendido en esta hipótesis es 
el previsto en el art. 54, nº 1 de la Ley Nº 19.947 sobre Matrimonio Civil. 
Conforme al cual constituyen hechos que permiten configurar la causal de 
divorcio por violación grave de los deberes y obligaciones que impone el 
matrimonio, o de los deberes y obligaciones para con los hijos que torne 
intolerable la vida en común, el atentado contra la vida o malos tratamientos 
graves contra la integridad física o psíquica del cónyuge o de alguno de los 
hijos830.  
Finalmente, se incluyen en estos supuestos de prejudicialidad las 
falsedades documentales tipificadas en el Código Penal en los arts. 162 y ss., 
siempre que se trate de prueba documental que diga relación con los hechos 
delimitadores y constitutivos de la causa de pedir, así como con los hechos 
impeditivos, extintivos o excluyentes que alegue el demandado.  
En estos casos, sin embargo, si bien la calificación jurídico penal de los 
hechos realizada por el juez penal vincula al juez civil, lo hace en forma 
diversa a los demás supuestos de prejudicialidad atendido que la cuestión 
prejudicial dice relación con un medio de prueba que debe ser valorado en el 
contexto de un proceso civil y no con una cuestión que condicione la decisión 
sobre el fondo del asunto, si bien indirectamente en alguno casos, puede tener 
incidencia en dicha decisión. 
En razón de lo anterior, en estos supuestos de falsedad de documento no 
se trata realmente de casos en que la norma civil exige la calificación jurídico 
penal de unos hechos como delito sino que la cuestión acerca de la falsedad 
                                                                                                                                
a las causales de indignidad para suceder. Sobre la materia, cfr. la jurisprudencia relativa al art. 
324 del CC, en REPERTORIO DE LEGISLACIÓN Y JURISPRUDENCIA CHILENAS, Código Civil y leyes 
complementarias, t. II, cit., pp. 155-161. 
Tratándose de la causal establecida en el numeral 2º del art, 968, la Corte Suprema ha 
resuelto que al «tiempo de promoverse la acción sobre la cesación de la obligación alimenticia, 
debe estar dictada y ejecutoriada la sentencia» que reconoce el atentado grave contra el 
alimentante. 
830 En este caso, la cuestión prejudicial puede suscitarse respecto de un proceso penal en 
el que se estén investigando los hechos como constitutivos de delito o respecto de un proceso 
seguido por actos de violencia intrafamiliar, los que pueden ser de competencia de un juez de 
garantía, cuando son constitutivos de delito o de los Tribunales de Familia en conformidad a lo 
dispuesto en la Ley Nº 20.066 de 2005, sobre Violencia Intrafamiliar, en los demás casos. 
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surge durante el curso del proceso civil existiendo una sentencia penal 
ejecutoriada que se ha pronunciado respecto de ella. 
Tal es el caso de la acción reivindicatoria en la que se solicita la entrega 
de un inmueble adquirido por compraventa y en la que se impugna penalmente 
la falsedad de la escritura pública en la que consta el contrato, o la falsedad de 
un documento que afecta el justo título que se alega para poseer en una acción 
declarativa de dominio831. Así ocurre también, en los casos de falsedad de un 
contrato de arrendamiento en el que se funda una pretensión de desahucio y 
cobro de rentas impagas, o la falsedad de un testamento en el que se funda la 
acción de petición de herencia832 o en la que se funda una causal de indignidad 
para suceder833. 
En estos casos, partiendo del supuesto de que el juez penal en forma 
previa o durante el curso del proceso civil ha dictado sentencia penal 
ejecutoriada pronunciándose sobre la falsedad o veracidad del documento, es 
necesario determinar la vinculación del juez civil a dicho pronunciamiento a 
efectos de evitar que exista contradicción entre las decisiones judiciales acerca 
de la veracidad del documento. 
De no existir sentencia o sobreseimiento ejecutoriado penal sobre la 
falsedad y no obstante la posible existencia de contradicción entre las 
sentencias, el juez civil es libre para pronunciarse durante el curso del proceso 
civil acerca de la falsedad o veracidad del documento. 
Pues bien, en todos estos casos en que la norma civil exige una 
determinada valoración o calificación jurídico-penal de los hechos como 
delito, el juez civil se encuentra vinculado a toda resolución del juez penal de 
la que pueda inferirse la calificación penal de los hechos exigida por la ley sea 
que se trate de una sentencia condenatoria o absolutoria o de un 
sobreseimiento definitivo, todo ello en los términos de los arts. 178 a 180 CPC. 
                                               
831 Este es el caso, por ejemplo, que se resuelve en SCS de 26 de agosto de 2013, Sala 
Primera (Civil), Rol Nº 9432-2012 (Id. vLex: 471731482). Con base en la sentencia penal que 
declaró la falsedad del mandato, los jueces de fondo, en fallo confirmado por la Corte Suprema 
conociendo de un recurso de casación en el fondo, acogieron la demanda de tercería declarando la 
nulidad absoluta del contrato de compraventa y la inoponibilidad de la hipoteca y prohibiciones 
constituidas en favor del banco, ordenando la cancelación de las respectivas inscripciones.  
832 Este último es el caso de que da cuenta la SCS de 26 de marzo de 1966, en RDJ, t. 
LXIII, Nº 1, sec. 1ª, 1966, pp. 66-88. 
833 Cfr. SCAP de Talca de 23 de agosto de 1909, en Gaceta de los Tribunales, Nº 669, t. I, 
p. 1075. Al respecto, la Corte resolvió que «no es indigno de suceder a su cónyuge al marido que 
fue condenado por falsificación de testamento de aquélla, si dicha falsificación es posterior a la 
fecha en que fue deferida la herencia». 
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Sin embargo, y salvo los casos de falsedad documental, en forma 
indirecta el juez civil también le vinculará toda decisión del juez penal de la 
que no pueda inferirse dicha calificación en tanto sin ella el juez civil no podrá 
dar por verificado el supuesto de hecho que exige la norma civil ni tampoco 
podrá, por si mismo, efectuar una declaración penal de ese tipo por carecer de 
competencia para ello. 
Entrando al examen de los supuestos de vinculación que contempla el 
CPC, tratándose de una sentencia condenatoria, el asunto no presenta mayor 
problema en la medida que ésta supone necesariamente la afirmación del tipo 
penal que exige la norma civil. 
Así, por ejemplo, si la sentencia del juez penal declara que los hechos 
configuran el tipo penal de homicidio o de atentado grave contra el causante o 
su cónyuge o descendientes y establece la participación del heredero o 
legatario en ellos como autor, cómplice o encubridor imponiendo una pena, el 
juez civil deberá tener por configurada la causal de indignidad en su sentencia, 
anudando a ella los efectos civiles perseguidos por la norma. 
Tratándose de la falsedad de un documento, el asunto presenta ciertos 
matices. Establecida por el juez penal la falsedad de un documento estimado 
por el juez civil como decisivo para la decisión del asunto sometido a su 
conocimiento, el efecto de la decisión del juez penal será que el juez civil, al 
momento de examinar el valor probatorio del documento no podrá contradecir 
ni revisar la declaración de falsedad efectuada por el juez penal y con base en 
ello dar por acreditado el hecho alegado por las partes. La sentencia penal, en 
estos casos, desplegará efectos de cosa juzgada en los términos del art. 178 a 
180 del CPC, cualesquiera hayan sido las partes litigantes. 
Ahora bien, el juez civil se encuentra vinculado, a nuestro juicio, tanto a 
la declaración de falsedad del documento como a la de su veracidad efectuada 
por el juez penal siempre que ésta haya sido debidamente probada. Si el juez 
penal consideró que la falsedad o veracidad del documento no quedó 
acreditada por falta de prueba, a nuestro juicio corresponderá al juez civil 
realizar dicha apreciación, pero ahora desde la perspectiva civil. 
Lo anterior no significa sin embargo, tal como ha declarado la propia 
jurisprudencia, que el juez civil se encuentre impedido de valorar la fuerza 
probatoria del documento o declarar su nulidad o ilegalidad, atribuciones que 
son privativas del orden civil y por tanto escapa a la jurisdicción del juez 
penal. 
Las consecuencias que lo anterior puede generar respecto de la decisión 
sobre el fondo de la pretensión dependerán en consecuencia, de la aplicación 
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que el juez civil deba hacer de las normas y principios que rigen la prueba en 
el proceso civil, particularmente, las relativas a la valoración y carga de la 
prueba y en especial cuando el instrumento haya sido otorgado por vía de 
solemnidad, de manera tal que se confunde con el acto o negocio que se 
celebra834. 
Cuando se trata de una sentencia absolutoria o de un sobreseimiento 
definitivo la cuestión presenta mayor dificultad siendo necesario examinar 
cada supuesto. Tratándose de sentencias absolutorias o sobreseimientos 
definitivos, la regla general, es que éstas no producen efecto de cosa juzgada 
en el proceso civil posterior, sino en los supuestos excepcionales que establece 
el propio art. 179 CPC835. 
Conforme a dicho precepto, interpretado por la jurisprudencia de 
manera uniforme, la sentencia absolutoria produce cosa juzgada en el proceso 
civil en los siguientes casos: 
A)  Causal nº 1: cuando se funden en la no existencia del delito o 
cuasidelito que ha sido materia del proceso. No se comprenden en este 
numeral los casos en que la absolución o sobreseimiento provengan de la 
existencia de circunstancias eximentes de responsabilidad penal. 
Como primera cuestión, es necesario hacer presente que conforme a lo 
dispuesto en los arts. 250 del NCPP y 438 del CPP, no existe ninguna causal 
de sobreseimiento definitivo en el ordenamiento chileno que contenga o pueda 
encuadrarse en este numeral. La causal más cercana es la establecida en el 
literal a) del art. 250 del NCPP que establece la procedencia del 
sobreseimiento definitivo «cuando el hecho investigado no fuere constitutivo 
de delito». 
Sobre la materia, la jurisprudencia ha interpretado esta causal 
englobando dentro de ella dos supuestos o situaciones diferentes en que la 
                                               
834 Al efecto, la jurisprudencia ha sostenido que «La cosa juzgada impide que vuelva a 
discutirse en un nuevo juicio la misma cuestión ya resuelta en el juicio criminal sobre la verdad y 
autenticidad de ciertos documentos, como sería forzoso respetar el fallo que hubiere declarado su 
falsificación o adulteración; pero ello no obsta el derecho para redargüirlos de nulos, ilegales y sin 
mérito probatorio, materia ésta que escapa a la jurisdicción y competencia de los tribunales que se 
pronunciaron sobre el proceso criminal y que corresponde exclusivamente a los tribunales que 
conocen del juicio civil». Cfr. SCAP de Santiago de 7 de diciembre de 1932, en RDJ, t. XXXI, 
sec. 1ª, p. 530. 
835 En esta línea, cfr. SCS de 22 de julio de 1913, en Gaceta de los Tribunales, Nº 553, 2º 
sem., p. 1809 y SCS de 29 de agosto de 1917, en RDJ, t. XV, sec. 1ª, p. 131. 
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sentencia penal absolutoria o el sobreseimiento produce cosa juzgada en el 
proceso civil836: 
1. En primer lugar, se entiende que la sentencia absolutoria produce cosa 
juzgada en el proceso civil cuando declara que no hay delito o cuasidelito 
porque los hechos materiales en que se funda no existen. 
Según consta de la historia fidedigna del establecimiento de esta 
norma, uno de los comisionados planteó la duda sobre si habría sido mejor 
referirse a la no existencia del hecho en lugar del delito o cuasidelito propuesta 
que fue denegada finalmente manteniéndose la redacción original. Ello en 
atención, principalmente a que pueden existir muchos casos en que el hecho 
materia del juicio penal exista y sin embargo no sea ilícito penalmente837. 
Sobre el punto, tanto la doctrina como la jurisprudencia, han 
entendido —atendiendo principalmente a los supuestos de acción civil ex 
delicto y en razón de la independencia que existe entre la responsabilidad civil 
y penal—, que esta causal hace referencia esencialmente a la inexistencia 
material del hecho imputado.  
De manera tal, que sólo podrá vincular al juez civil la sentencia 
absolutoria que declare la inexistencia material del hecho en tanto éste no se ha 
cometido838 pero no la que declare la inexistencia del delito penal839. 
                                               
836 Cfr. por todas SCS de 22 de julio de 1913, en RDJ, t. XII, sec. 1ª, p. 300. En la misma 
línea, SCS de 10 de agoto de 1954, en RDJ, t. LI, sec. 1ª, p. 402; SCS de 8 de agosto de 1958, en 
RDJ, t. LV, sec. 2ª, p. 84 y SCS de 23 de mayo de 1962, en RDJ, t. LIX, sec. 4ª, p. 66. 
837 Cfr. LAZO, SANTIAGO, Los Códigos chilenos anotados. Código de Procedimiento 
Civil, ob. cit., pp. 185 y 186. 
838 En este supuesto, un sector doctrinario ha manifestado sus aprehensiones respecto a la 
extensión de la cosa juzgada a un juicio civil posterior y su efecto absoluto o erga omnes.  
Ello por cuanto es perfectamente posible, atendidas las diferencias entre la 
responsabilidad civil y la propia estructura de los procedimientos, que se declare la inexistencia 
del hecho desde el punto de vista penal por deficiencias de la prueba presentada por el ministerio 
publico, el que actúa con motivaciones distintas a las que tiene la victima o el actor civil. Por ello, 
se estima es injusto extender la cosa juzgada a estos sujetos aún cuando hayan intervenido en el 
proceso penal pues su trol en este proceso es menos relevante que el que tiene el ministerio 
público. Cfr. CAROCCA, ALEX, «Efectos de las sentencias penales en los procesos civiles», ob. 
cit., p. 819. 
839 Al efecto, la jurisprudencia ha interpretado que de la historia fidedigna de este numeral 
se deduce que se ha dado a esta causal la redacción que tiene «por ser más comprensiva que la que 
se pretendió darle diciendo en vez de delito o cuasidelito “del hecho”, dejándose establecido que la 
no existencia del hecho equivale a decir la no existencia del delito o cuasidelito». Cfr. SCS de 20 
de octubre de 1934, en RDJ, t. XXXII, sec. 1ª, p, 113. 
La doctrina, por su parte, entiende  que esta interpretación de la jurisprudencia al referir la 
causal a la inexistencia del hecho es correcta «precisamente en consideración a que los elementos 
del ilícito civil son menos estrictos que los del delito penal. La no existencia del delito aludida por 
la norma sólo se refiere a la declaración positiva por los sentenciadores penales de que no existen 
los hechos que resultan relevantes tanto en materia civil como en materia penal, y no a la 
calificación jurídica de esos hechos. Cfr. BARROS BOURIE, ENRIQUE, Tratado de 
responsabilidad extracontractual, ob. cit., pp. 966 y 967. Por las mismas razones, para otro sector 
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Al efecto, se ha entendido que si los hechos existen y están probados 
pero no están sancionados por la ley penal el fallo no produce cosa juzgada en 
materia civil pues es perfectamente posible que no existiendo delito penal 
exista un ilícito civil840.  
En estos casos, para el juez civil que conoce de la acción civil ex 
delicto es irrelevante la valoración jurídico penal de los hechos por parte del 
juez penal, hechos que, una vez establecidos, podrá valorar libremente desde la 
perspectiva civil. 
Siendo esto así en materia de responsabilidad civil derivada del hecho 
punible, en materia de prejudicialidad y en particular en las hipótesis en 
examen la situación a nuestro juicio es diametralmente diferente. 
En estos supuestos de prejudicialidad precisamente lo que requiere el 
juez civil es de la valoración jurídico penal de los hechos como delito sin la 
cual no podrá dar por verificado el supuesto de hecho de la norma civil ni 
extraer, por tanto, las consecuencias jurídicas que prevé la norma . 
Ciertamente si el juez penal ha dictado absolución basada en que el 
hecho no se ha cometido, dicha sentencia vincula al juez civil el que no podrá 
anudar consecuencia civil alguna. Pero ello no porque el hecho no exista y el 
juez penal lo haya declarado así, sino porque no existiendo hecho material no 
es posible determinar la existencia del hecho punible en el que se funda la 
tutela civil solicitada. 
Sin embargo, si el hecho existe y está probado pero no es constitutivo 
de delito o cuasidelito, es decir, no existe una acción típica, dicha sentencia a 
nuestro juicio vincula también al juez civil en tanto, al no contener la sentencia 
la valoración jurídico penal de los hechos como delito que exige la norma 
civil, tampoco podrá anudar consecuencia civil alguna a dicha declaración.  
Pero no sólo ello, el juez civil en caso alguno podrá contradecir el 
pronunciamiento penal sosteniendo que el delito existe ni menos aún 
declararlo así por cuanto carece de competencia penal para ello, ni tampoco 
podrá valorarlos desde la perspectiva civil841. 
                                                                                                                                
de la doctrina probablemente habría sido conveniente o preferible cambiar la redacción de la 
norma en la forma plateada en la comisión redactora haciendo referencia a los hechos y no el 
delito. Cfr. MARÍN G., JUAN CARLOS, La acción civil en el nuevo Código Procesal Penal chileno, 
ob. cit., p. 42. 
840 En esta línea, la Corte Suprema ha sostenido que «Es perfectamente concebible y 
armónico que un mismo hecho pueda calificarse como no constitutivo de delito o cuasidelito 
criminal y ser, sin embargo, constitutivo de cuasidelito civil». Cfr. SCS de 14 de marzo de 1906, 
en RDJ, t. III, sec. 1ª, p. 330. En la misma línea, cfr. por todas SCS de 20 de marzo de 1952, en 
RDJ, t. XLIX, sec. 1ª, p. 98; SCS de 26 de noviembre de 1954, en RDJ, t. LI, sec. 1ª, p. 591 y SCS 
de 8 de julio de 1971, en RDJ, t. LXVIII, sec. 1ª, p. 211. 
841 Para la doctrina española, cuando la norma civil tiene como presupuesto de hecho una 
condena o, en este caso, la calificación jurídico penal de un hecho como delito «sólo el juez penal 
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Así por ejemplo, si el juez civil está conociendo de una causal de 
indignidad para suceder por haberse cometido un atentado grave contra la 
cónyuge del difunto conforme al art. 968, nº 2 del CC, basada en haber violado 
el heredero a una hija de matrimonio anterior de la mujer del difunto.  
En el juicio penal se probó la existencia del hecho, esto es el acceso 
carnal tipificado en el art. 361 del CP, pero finalmente se absuelve al imputado 
por haberse probado que el hecho fue consentido por la hija, con lo cual se 
determinó la inexistencia del delito de violación imputado. 
Desde luego, en este caso el juez civil no podrá tener por configurado 
el atentado grave invocado basado en la violación como causal de indignidad 
para suceder en tanto la sentencia penal ha declarado la inexistencia del delito. 
Menos aún podrá el juez civil decidir que los hechos constituyen delito de 
violación contradiciendo lo establecido por la sentencia penal por carecer de 
competencia absoluta para ello ni tampoco podrá revisarlos desde el punto de 
vista civil. 
Lo mismo puede decirse en el caso en que se ha solicitado la 
declaración de indignidad para suceder por atentado grave contra los bienes del 
causante basada en un delito de fraude que fue declarado inexistente por el 
juez penal.  
En general la doctrina y la jurisprudencia han sostenido que la 
configuración de estos atentados dicen relación con delitos tipificados 
penalmente de manera tal que no será lícito para el juez civil configurar por su 
cuenta un ilícito civil, por ejemplo, de mala administración que ha causado 
daño en el patrimonio del causante a fin de justificar la causal de indignidad 
para suceder. Ello no obsta, desde luego, que los sujetos perjudicados persigan 
las indemnizaciones o demás consecuencias civiles que corresponda842. 
En el caso de la falsedad documental, si el juez penal absuelve por no 
existir delito de falsedad basado en que el documento es verdadero habiendo 
quedado así debidamente acreditado en el proceso penal, a nuestro juicio, el 
juez civil se encuentra vinculado asimismo a dicha declaración de veracidad no 
                                                                                                                                
posee competencia para apreciar los hechos desde una óptica criminal, por lo que permitir al juez 
civil revisar esos hechos sería tanto como desvirtuar todo el sistema jurisdiccional represivo». Cfr. 
JUAN SÁNCHEZ, RICARDO, La responsabilidad civil en el proceso penal, ob. cit., p. 445. 
842 Desde la perspectiva de la responsabilidad civil, tal como ha declarado la 
jurisprudencia, la sentencia que declara la inexistencia del delito de estafa no produce cosa juzgada 
en lo civil puesto que el hecho puede constituir delito de otra naturaleza. Cfr. SCS de 8 de julio de 
1971, en RDJ, t. LXVIII, sec. 1ª, p. 211.  
Sin embargo, a efectos de prejudicialidad, a nuestro juicio dicha sentencia impide al juez 
civil configurar por ejemplo, una causal de indignidad para suceder. 
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pudiendo contradecirla en su sentencia843. En caso contrario, esto es, si ha 
determinado que la falsedad no ha sido acreditada y absuelve por falta de 
                                               
843 Tal es el caso de que da cuenta la SCS de 2 de septiembre de 2014, Sala Segunda 
(Penal), Rol Nº 6327/2013 (Id. vLex: 526573470).  
En un procedimiento por reclamación tributaria en el que los jueces de instancia 
rechazaron el reclamo deducido por un contribuyente contra las liquidaciones efectuadas por el 
Servicio de Impuesto Internos, se impugnó dicha sentencia por no haber considerado el 
sobreseimiento dictado en causa criminal en el que se declaró la inexistencia de un delito tributario 
considerando que las facturas tachadas de ideológicamente falsas correspondían a operaciones 
reales y efectivas, declaración que fue contradicha en el juicio tributario posterior, pese a que los 
instrumentos no se encontraban agregados en la causa, por estimar que no concurría la triple 
identidad que hacia procedente la excepción de cosa juzgada.  
Al efecto, la CS consideró que si bien dicha declaración de inexistencia del delito 
tributario no impedía la valoración de los hechos desde la perspectiva tributaria o administrativa 
que corresponda (c. 5), reconduciendo el asunto a una infracción de las leyes reguladoras de la 
prueba, declaró que «la circunstancia de haber sido demostrada la realidad de  las operaciones (…) 
no podía ser indiferente al tribunal de la causa, máxime si ello se intentó realizar a través de piezas 
correspondientes a un proceso judicial y que dan cuenta del estudio efectuado por especialistas que 
analizaron efectivamente los antecedentes que fundaron las liquidaciones atacadas mediante una 
serie de operaciones estandarizadas (…) en el marco de un proceso también de carácter 
jurisdiccional (…) y que el tribunal tributario, especialista en la materia, habría estado en 
condiciones de abordar y analizar. Tal proceso, que busca determinar la realidad de ciertas y 
precisas operaciones, mediante el estudio de la globalidad de la contabilidad de la contribuyente, 
posibilita que las pretensiones del ente fiscalizador sean enervadas mediante la demostración de la 
realidad de lo debatido, de manera que los antecedentes aportados por dicha parte debían ser 
analizados asignándoles el valor que la ley permite atribuir en atención a su naturaleza, conforme 
el sistema de prueba imperante, proceso al que cabía aportar la consideración en su real dimensión 
del contenido del certificado de fojas 437, que da cuenta del sobreseimiento definitivo dispuesto 
en los autos criminales instruidos en el 8° Juzgado del Crimen de Santiago, por no ser los hechos 
pesquisados constitutivos de delito» (c. 18º). 
En razón de lo anterior, acoge el recurso declarando que los jueces «no han tenido en 
consideración que en el presente proceso no se ha contado en ningún momento con los 
instrumentos y antecedentes fundantes de la fiscalización que sustenta las liquidaciones emitidas, 
(…)  y que los hechos conocidos en esta sede han sido objeto de pronunciamiento por un tribunal 
de la República, que los ha calificado como no constitutivos de delito, circunstancia que ameritaba 
el análisis pertinente y que ha sido omitido».  
Vemos que la Corte acoge la infracción pero no por vulneración de la cosa juzgada sino 
por no haber valorado los jueces el sobreseimiento definitivo dictado por el juez penal que 
declaraba la inexistencia del delito tributario y lo que es más grave, por no haber sido agregadas 
las facturas tachadas de falsas al proceso valorando su falsedad por la simple declaración del ente 
fiscalizador. La Corte reconduce el asunto así, a un tema de vulneración de las leyes reguladoras 
de la prueba considerando que los jueces de instancia debían hacerse cargo de dicha declaración 
penal ponderando la sentencia como cualquier otro medio de prueba legal.  
La duda que queda en este caso es si de haberse realizado dicha ponderación, podían los 
jueces de instancia llegar a una conclusión diversa del juez penal estableciendo la falsedad 
ideológica de las facturas pese a haber sido debidamente probado en el proceso penal que las 
operaciones de que ellas daban cuenta eran efectivas y reales. 
En nuestro concepto, estamos frente a un claro caso en que la cuestión acerca de la 
veracidad de un documento, en este caso, las facturas emitidas por el contribuyente, resulta 
decisiva a efectos de que el tribunal tributario pueda decidir sobre la reclamación deducida en 
tanto dichas facturas constituyen el fundamento mismo de la liquidación tributaria que se impugna. 
De esta forma, siendo cierto que el tribunal tributario puede entrar a valorar los hechos desde esta 
perspectiva y valorar la fuerza probatoria de los documentos —que en este caso ni siquiera fueron 
aportado al proceso— cuando la veracidad de dichos documentos ya ha sido fehacientemente 
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prueba, el juez civil es libre de realizar la valoración de la falsedad o veracidad 
del documento, ahora desde la perspectiva civil. 
Ciertamente, todo lo anterior debe entenderse en la medida que la 
norma civil exija para la configuración de una determinada causal la existencia 
de un hecho con relevancia penal o que dicha calificación jurídico-penal 
efectuada por sentencia ejecutoriada, en el caso de los documentos, enerve la 
pretensión civil deducida.  
En los demás casos, tal como ha señalado la propia jurisprudencia, el 
juez civil es libre para valorar los hechos desde la perspectiva civil y tener por 
configurada o no la cuestión prejudicial que le es necesaria a efectos de otorgar 
o denegar la tutela civil solicitada844. Con todo, aún en estos casos, entendemos 
que el juez civil se encuentra vinculado a la decisión del juez penal que declare 
la existencia o inexistencia del hecho en que se funda la pretensión civil 
cuando éste ya ha sido objeto de pronunciamiento ejecutoriado por parte del 
juez penal845. 
Conforme a lo expuesto, vemos que la vinculación en materia de 
prejudicialidad opera en forma diversa de la acción civil ex delicto.  
En razón de lo anterior, consideramos que la redacción actual del 
numeral 1º del art. 179 CPC es correcta y suficientemente amplia como para 
comprender en ella tanto los supuestos relativos a la acción civil derivada del 
hecho punible como en materia de prejudicialidad, supuestos a los que ni la 
doctrina ni la jurisprudencia han prestado mayor atención. 
                                                                                                                                
acreditada en un proceso penal previo no pueden contradecirla y dictar sentencia de fondo basada 
en la falsedad de las mismas sin entrar en abierta contradicción con el art. 179, nº 1 del CPC que 
establece expresamente la vinculación a dicho pronunciamiento como un efecto de cosa juzgada. 
844 Al efecto, la jurisprudencia ha resuelto, por una parte, que si la norma civil exige la 
declaración de existencia de un delito penal, ello no significa que el juez civil sea incompetente 
para conocer del juicio en que se invoca una causal de indignidad que requiera del 
pronunciamiento de un tribunal criminal, en tanto la indignidad es una cuestión de carácter 
netamente civil. Cfr. SCAP de Santiago de 26 de abril de 1938, en RDJ, t. XXXVI, sec. 2ª, p. 49 
(c. 20º, 1ª Inst., p. 56).  
Respecto de las demás causales que no tengan relevancia penal, señala la jurisprudencia 
que su prueba debe producirse en el juicio en que se pida la declaración de indignidad puesto que 
la ley no exige una prueba establecida, como ocurre en los numerales 1 y 2 del art. 968, en que la 
sentencia penal es el único medio de prueba que la ley admite y no puede ser la misma que se 
pronuncia en dicho juicio. SCAP de Santiago de 26 de abril de 1938, en RDJ, t. XXXVI, sec. 2ª, p. 
49. 
845 Al efecto, la jurisprudencia ha sostenido que «Al apreciar los efectos de la cosa 
juzgada criminal en el juicio civil, el juez está facultado, siempre que no desconozca la declaración 
relativa a la inexistencia del delito o cuasidelito que motivó el proceso, para resolver acerca de los 
efectos simplemente civiles del sobreseimiento decretado. Son los hechos que sirven de 
fundamento a la sentencia penal los que no puede desconocer la magistratura civil. Cfr. SCS de 30 
de noviembre de 1921, en RDJ, t. XXI, sec. 1ª, p. 324. En la misma línea SCS de 17 de diciembre 
de 1948, en RDJ, t. XLVI, sec. 1ª, p. 233. 
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2. Junto a lo anterior, la jurisprudencia ha entendido que la sentencia 
absolutoria produce cosa juzgada en materia civil cuando ha declarado que los 
hechos existen y tienen sanción penal, pero la actuación del inculpado ha sido 
casual o fortuita846 o bien el hecho es imputable exclusivamente a culpa o 
imprudencia de la víctima847. 
Para un sector doctrinario, esta interpretación es correcta y resulta de 
toda lógica pues no es posible que para una jurisdicción un determinado hecho 
haya sido cometido de forma casual y para otra, con dolo o culpa848.  
En línea similar, para la doctrina civil siendo admisible sostener que lo 
fortuito deba ser juzgado de la misma manera en materia civil y criminal, se 
estima necesario que dicha apreciación sea efectuada en concreto y, en todo 
caso, ella no tendría aplicación cuando se trata de supuestos de responsabilidad 
objetiva o estricta849  
Para otro sector doctrinario, en cambio, esta interpretación no es 
aceptable tanto en razón de que por la estructura de los procedimientos penales 
actuales se puede llegar a una absolución por deficiencia propia de la prueba 
presentada por el órgano persecutor perjudicando con ello a la víctima, como 
en razón de que la responsabilidad civil se extiende hoy cada vez más 
abarcando muchos supuestos de responsabilidad objetiva o estricta en los que 
no es necesario examinar la existencia de culpa o dolo850. 
En la misma línea, para otros autores en este caso la sentencia 
absolutoria o sobreseimiento no produce efectos de cosa juzgada respecto del 
proceso civil dado que la propia ley civil establece numerosos casos en que 
procede la indemnización de perjuicios no obstante existir caso fortuito o 
                                               
846 Al efecto, la jurisprudencia ha sostenido que produce «cosa juzgada en materia civil 
los sobreseimientos que se fundan en que los hechos que dieron origen al sumario fueron 
enteramente casuales o se produjeron sin culpa de la persona que aparecía como inculpada en el 
proceso criminal». Cfr. SCAP de Valparaíso de 31 de mayo de 1911, en Gaceta de los Tribunales 
Nº 380, 1º sem., p. 663. En la misma línea SCS de 27 de octubre de 1941, en RDJ, t. XXXIX, sec. 
1ª, p. 298 y SCS de 8 de agosto de 1958, en RDJ, t. LV, sec. 2ª, p. 84. 
847 En esta línea, cfr. SCS de 8 de agosto de 1958, en RDJ, t. LV, sec. 2ª, p. 84 y, más 
recientemente, SCS de 11 de agosto de 2011, Sala Cuarta (Mixta), Rol Nº 3351/2009 (Id. vLex: 
333039198). Cabe destacar que para la doctrina penal chilena predominante, el caso fortuito 
configura una causal de atipicidad. Cfr. POLITOFF LIFSCHITZ, SERGIO y ORTIZ QUIROGA, 
LUIS (DIRS.), Texto y comentario del Código Penal chileno, t. I, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 
2002, p. 145. 
848 Cfr. CASARINO VITERBO, MARIO, Manual de Derecho procesal, t. III, ob. cit., p. 
142. 
849 Cfr. BARROS BOURIE, ENRIQUE, Tratado de responsabilidad extracontractual, ob. 
cit., p. 966, en pie de página Nº 214. 
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fuerza mayor, el cual asimismo, es considerado como causal eximente de 
responsabilidad penal en el art. 10, nº 8, del CP, y por tanto se encontraría 
dentro de la contraexcepción que establece el propio art. 179 CPC851. 
De lo anterior, vemos en consecuencia que existe bastante discrepancia 
en la doctrina en orden a determinar la vinculación del juez civil a la 
declaración de no culpabilidad realizada por el juez penal respecto del sujeto 
considerando que el hecho ha sido fortuito o fuerza mayor o bien debido a la 
culpa de la victima. 
En nuestro concepto, en el ámbito de la responsabilidad 
extracontractual la ausencia de culpabilidad penal no excluye necesariamente 
la ausencia de culpabilidad civil por lo que la sentencia penal que absuelva al 
acusado por estas razones no debiera vincular al juez civil. Ello con mayor 
razón  cuando se trate de casos de responsabilidad objetiva o estricta como son 
los establecidos en los arts. 2128, 1672 y 2327 del CC. 
Asimismo, tampoco vincula al juez civil la sentencia penal que ha 
absuelto o sobreseído la causa por concurrir algunas de las demás eximentes de 
responsabilidad criminal contenidas fundamentalmente en el art. 10 CP852. Esta 
                                                                                                                                
850 Cfr. CAROCCA, ALEX, «Efectos de las sentencias penales en los procesos civiles», 
ob. cit., p. 820. 
851 Cfr. MOSQUERA RUIZ, MARIO y MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, Breves 
nociones acerca de la cosa juzgada, ob. cit., pp. 76 y 77. 
852 El art. 10 del CP contiene una mezcla de causales de no culpabilidad y de justificación. 
Conforme a esta norma están exentos de responsabilidad criminal: 
1º El loco o demente, a no ser que haya obrado en un intervalo lúcido, y el que, por 
cualquier causa independiente de su voluntad, se halla privado totalmente de razón. 
2º El menor de dieciocho años. La responsabilidad de los menores de dieciocho años y 
mayores de catorce se regulará por lo dispuesto en la ley de responsabilidad penal juvenil. 
3º El que obra en defensa de su persona o derechos, siempre que concurran las 
circunstancias siguientes: 
Primera. Agresión ilegítima. 
Segunda. Necesidad racional del medio empleado para impedirla o repelerla. 
Tercera. Falta de provocación suficiente por parte del que se defiende. 
4º El que obra en defensa de la persona o derechos de su cónyuge, de sus parientes 
consanguíneos legítimos en toda la línea recta y en la colateral hasta el cuarto grado inclusive, de 
sus afines legítimos en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive, de sus 
padres o hijos naturales o ilegítimos reconocidos, siempre que concurran la primera y segunda 
circunstancias prescritas en el número anterior, y la de que, en caso de haber precedido 
provocación de parte del acometido, no tuviere participación en ella el defensor. 
5º El que obra en defensa de la persona y derechos de un extraño, siempre que concurran 
las circunstancias expresadas en el número anterior y la de que el defensor no sea impulsado por 
venganza, resentimiento u otro motivo ilegítimo. 
Se presumirá legalmente que concurren las circunstancias previstas en este número y en 
los números 4° y 5° precedentes, cualquiera que sea el daño que se ocasione al agresor, respecto de 
aquel que rechaza el escalamiento en los términos indicados en el número 1° del artículo 440 de 
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excepción, por lo demás esta contemplada expresamente en el propio art. 179, 
nº 1 del CPC en examen, existiendo consenso en la doctrina, atendida la 
independencia entre la responsabilidad civil y penal, que en estos casos la 
sentencia penal no produce cosa juzgada en materia civil853. 
En materia de prejudicialidad, sin embargo, y en particular en el 
examen de esta hipótesis en que el juez civil requiere de la calificación jurídico 
penal del hecho como delito a fin de configurar, por ejemplo, una causal de 
indignidad para suceder, la situación es diferente y requiere, a nuestro juicio 
ser analizada en concreto según la causa por la cual ha sido dictado el 
sobreseimiento o la absolución. A diferencia de la acción civil ex delicto, la 
sentencia penal fundada en una eximente de responsabilidad penal sí que 
puede tener relevancia para el juez civil por lo que la regla de que estas 
causales no producen cosa juzgada en materia civil opera de manera diferente 
en esta materia. 
En la medida que la sentencia absolutoria o el sobreseimiento definitivo 
afirme la existencia del hecho punible que exige la norma civil el juez civil, 
                                                                                                                                
este Código, en una casa, departamento u oficina habitados, o en sus dependencias, o, si es de 
noche, en un local comercial o industrial y del que impida o trate de impedir la consumación de los 
delitos señalados en los artículos 141, 142, 361, 362, 365 bis, 390, 391, 433 y 436 de este Código. 
6º El que para evitar un mal ejecuta un hecho que produzca daño en la propiedad ajena, 
siempre que concurran las circunstancias siguientes: 
1a. Realidad o peligro inminente del mal que se trata de evitar. 
2a. Que sea mayor que el causado para evitarlo. 
3a. Que no haya otro medio practicable y menos perjudicial para impedirlo. 
7º El que con ocasión de ejecutar un acto lícito, con la debida diligencia, causa un mal por 
mero accidente. 
8º El que obra violentado por una fuerza irresistible o impulsado por un miedo 
insuperable. 
9º El que obra en cumplimiento de un deber o en el ejercicio legítimo de un derecho, 
autoridad, oficio o cargo. 
10º El que obra para evitar un mal grave para su persona o derecho o los de un tercero, 
siempre que concurran las circunstancias siguientes: 
Actualidad o inminencia del mal que se trata de evitar. 
Que no exista otro medio practicable y menos perjudicial para evitarlo. 
Que el mal causado no sea sustancialmente superior al que se evita. 
Que el sacrificio del bien amenazado por el mal no pueda ser razonablemente exigido al 
que lo aparta de sí o, en su caso, a aquel de quien se lo aparta siempre que ello estuviese o pudiese 
estar en conocimiento del que actúa. 
11º El que incurre en alguna omisión, hallándose impedido por causa legítima o 
insuperable. 
12º El que cometiere un cuasidelito, salvo en los casos expresamente penados por la ley. 
853 Por todos, Cfr. MOSQUERA RUIZ, Mario y MATURANA MIQUEL, Cristián, ob. 
cit., pp., p. 77. 
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aunque el acusado no sea castigado con una pena, se encuentra vinculado a 
dicha sentencia debiendo tener por configurada la causal que corresponda.  
En estos casos, sin embargo, cuando la ley contempla como supuesto de 
hecho de la norma civil la afirmación por parte del juez penal de un hecho con 
relevancia penal, lo que esta requiriendo es la afirmación de un hecho típico, 
antijurídico y culpable penado por la ley.  
Así por ejemplo, el art. 968 exige que el heredero haya cometido 
homicidio en contra del causante o un atentando grave contra su vida, bienes, 
honor o los de su cónyuge o descendientes. 
De este modo, si la sentencia penal descarta la tipicidad del hecho, la 
culpabilidad o la antijuricidad a nuestro juicio el juez civil no podrá tener por 
verificado el supuesto de hecho de la norma civil y deberá denegar la tutela 
solicitada.  
De allí que, a nuestro juicio, si concurre una causal de inculpabilidad o 
una causal de justificación que excluye la antijuricidad del tipo penal, el juez 
civil no podrá tener por cumplido el supuesto de hecho de la norma civil 
configurando, en este caso, la causal de indignidad.  
Pero ello no porque el sujeto no sea culpable o el hecho esté justificado 
penalmente y así lo haya declarado el un juez penal sino porque simplemente 
no se cumple con la valoración jurídico penal exigida por la norma civil. 
Lo anterior significa asimismo, en nuestro concepto, que el juez civil 
tampoco podrá, sin grave contravención de la norma civil y de lo establecido 
por la propia sentencia penal,  entrar a valorar los hechos desde un punto de 
vista civil prescindiendo de la declaración jurídico penal que la norma le exige. 
Así, por ejemplo, si la sentencia penal determinó que la muerte del 
causante o el atentado grave fueron fortuitos o bien que el acusado obró en 
legítima defensa, el juez civil no podría, en nuestro concepto, tener por 
configurada la causal de indignidad sosteniendo, por ejemplo, que si bien la 
actuación no fue culpable o dolosa desde el punto de vista penal sí lo fue desde 
el punto de vista civil o bien ignorar que hubo legítima defensa. 
Diferente es el caso, por el contrario, cuando ha operado una causal de 
inimputabilidad penal y se ha absuelto al acusado, por ejemplo, por ser menor 
de edad o bien cuando, habiéndose establecido la existencia del hecho punible 
y la participación, el proceso ha sido sobreseído por muerte del acusado o bien 
opera alguna excusa legal absolutoria conforme a lo dispuesto en el art. 489 
del CP.  
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En estos casos, a nuestro juicio, el pronunciamiento penal contiene 
todos los elementos del tipo penal que exige la norma civil a fin de que el juez 
civil pueda determinar o configurar la causal que corresponda. 
Como es posible observar, el tema es complejo y tanto las normas de 
vinculación del CPC como la interpretación que ha hecho de ellas la doctrina y 
la jurisprudencia no operan en materia de prejudicialidad con la automaticidad 
con que se han aplicado respecto de la acción civil ex delicto, siendo necesario 
atender a cada supuesto. 
En este último caso, el tema pasa por dilucidar, precisamente, si el juez 
civil se encuentra vinculado o no a la declaración de culpabilidad que ha 
efectuado el juez penal de manera tal que la determinación de la existencia de 
dolo o culpa deba o no ser realizada de la misma forma por ambas 
jurisdicciones, tema que ha generado controversia y se relaciona mas bien con 
la tercera hipótesis de prejudicialidad que examinaremos enseguida. 
Tratándose de las demás eximentes de responsabilidad, ciertamente, tal como 
lo dispone el propio art. 179, nº 1 el juez civil no se encontraría vinculado a 
ellas a efectos de decidir la pretensión indemnizatoria alegada. 
En estas hipótesis de prejudicialidad, en cambio, el tema pasa por 
determinar si de la sentencia absolutoria o sobreseimiento es posible afirmar o 
no la existencia del hecho típico, antijurídico y culpable que exige la norma 
civil  como presupuesto de hecho para anudar las consecuencias civiles que 
ella establece. 
De ser así, el juez civil podrá dar por verificado el supuesto de hecho de 
la norma y a partir de allí pronunciarse sobre la concesión o denegación de la 
tutela civil solicitada. En caso contrario, no cumpliéndose el presupuesto de 
hecho de la norma, deberá denegar la pretensión civil hecha valer, pero no 
porque el sujeto no sea culpable o el hecho esté justificado, sino simplemente 
porque la resolución penal no contiene la valoración jurídico penal que exige 
la norma civil. 
En definitiva, la sentencia penal actúa en estos casos como un hecho 
jurídico, independientemente de los hechos que hayan sido juzgados los cuales 
no entran en consideración para el juez civil.  
De allí que el juez civil no se encuentra vinculado a la declaración de 
culpabilidad o a la eximente de responsabilidad declarada por el juez penal por 
sí mismas sino en la medida que en virtud de ellas desaparece la tipicidad, la 
antijuricidad o la culpabilidad que exige el tipo penal invocado. 
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Por esta misma razón, esto es, en tanto la norma civil exige una 
calificación jurídico penal de los hechos, nunca el juez civil podrá entrar a 
valorar dicho hechos ni desde la perspectiva penal —en tanto carece de 
competencia para ello— ni tampoco desde la perspectiva civil. 
B) Causal nº 2 y 3: cuando se funden en no existir relación alguna entre el 
hecho que se persigue y la persona acusada, sin perjuicio de la 
responsabilidad civil que pueda afectarle por actos de terceros o por daños 
que resulten de accidentes; o en no existir indicio alguno en contra del 
acusado, no pudiendo en tal caso alegarse la cosa juzgada sino respecto de 
las personas que hayan intervenido en el proceso criminal. 
Finalmente, el art. 179 establece dos causales en que la sentencia 
absolutoria o el sobreseimiento producen cosa juzgada en materia civil 
relativas a la participación que el imputado ha tenido en los hechos. 
La primera de ellas, entendemos que se refiere a los casos en que ha 
resultado probado que la persona acusada no ha tenido participación alguna en 
el hecho punible, dejándose en todo caso a salvo su responsabilidad civil por 
actos de terceros o por accidentes cuando corresponda.  
En definitiva, esta causal comprende todos aquellos casos en que, no 
obstante encontrarse establecida y probada la existencia del hecho punible,  el 
tribunal no ha llegado a la convicción más allá de toda duda razonable de que 
el acusado ha tenido una participación culpable en éste como autor, cómplice o 
encubridor. 
La única causal de sobreseimiento que tendría correlativo con este 
numeral  es la contenida en el literal b) del art. 250 del NCPP y en el nº 3 del 
art. 408 del CPP referidos a los casos en que aparezca claramente establecida 
la inocencia del procesado o imputado. 
En general, la doctrina ha entendido que esta causal resulta del todo 
lógica por cuanto «si no hay conexión alguna entre el ilícito penal y la persona 
del acusado, como resulta del proceso penal, no cabe dar por establecida tal 
circunstancia en el proceso civil que se incoare para hacer efectiva la eventual 
responsabilidad civil de aquél»854. 
                                               
854 Cfr. HOYOS HENRECHSON, FRANCISCO, «Algunos aspectos de la cosa juzgada…», 
ob. cit. p. 351. En la misma línea Cfr. MOSQUERA RUIZ, MARIO y MATURANA MIQUEL, 
CRISTIÁN, Breves nociones acerca de la cosa juzgada, ob. cit., pp. 77 y 78. Cfr. CASARINO 
VITERBO, MARIO, Manual de Derecho procesal, t. III, ob. cit., pp. 143 y 144. 
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Otro sector, sin embargo, discrepa de esta norma estimando necesaria 
su derogación por cuanto ella importa extender esta exculpación a todo el 
sistema jurisdiccional sin considerar que la absolución penal «se puede basar 
únicamente en la duda razonable acerca de la participación del imputado en el 
hecho punible, parámetro probatorio superior al que se requiere para ser 
condenado civilmente, de modo que en la actualidad, considerando este 
cambio del sistema penal, no debiera impedirse que el perjudicado por el 
hecho pueda demandar la responsable la indemnización de los perjuicios 
sufrida, a pesar de que haya sido absuelto criminalmente»855. 
La segunda causal, ha generado mayores dudas en cuanto a su 
interpretación entendiéndose en general que ella se refiere a los casos en que la 
participación del acusado no ha resultado probada en el proceso penal. En este 
último caso, la propia ley restringe el efecto absoluto de la cosa juzgada penal 
estableciendo que ésta sólo puede alegarse respecto de las personas que han 
intervenido en el juicio criminal. Lo anterior, se debe a juicio de la doctrina a 
que sólo quienes han intervenido en el juicio criminal han estado en situación 
de rendir prueba856. 
Al igual que en el caso anterior, un sector doctrinario discrepa 
absolutamente de esta interpretación por considerar que con ella se está 
identificando en forma absoluta la responsabilidad penal con la civil y «no 
tiene por qué significar automáticamente que tampoco deba indemnizar los 
daños causados, lo que tendrá que ser analizado en un juicio destinado 
específicamente a ello, conforme a los procedimientos civiles y las reglas 
probatorias de este orden jurisdiccional»857. 
En nuestro concepto, tanto en materia de acción civil ex delicto como 
de prejudicialidad, cuando la no participación del acusado ha sido probada y 
establecida fehacientemente por la sentencia penal dicha declaración es 
ineludible para el juez civil no pudiendo contradecirla en su sentencia.  
En el ordenamiento español, la no participación del acusado se asimila 
a una inexistencia subjetiva del hecho punible cuyo establecimiento bajo la 
técnica y garantías del proceso penal es considerada por un determinado 
                                               
855 Cfr. CAROCCA, ALEX, «Efectos de las sentencias penales en los procesos civiles», 
ob. cit., p. 824. 
856 En esta línea, cfr. por todos HOYOS HENRECHSON, FRANCISCO, ob. cit. p. 351. En 
la misma línea Cfr. MOSQUERA RUIZ, MARIO y MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, ob. cit., pp. 
77 y 78. Cfr. CASARINO VITERBO, MARIO, t. III, ob. cit., p. 144. 
857 Cfr. CAROCCA, ALEX, ob. cit., p. 825. 
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ordenamiento como adecuada y suficiente para establecer su proyección al 
resto del sistema jurisdiccional (supra, Parte I, cap. 4º, II, 3, A).  
Con ello no sólo se evita la posible contradicción entre sentencias 
judiciales —impidiendo que el juez civil determine que el sujeto cometió el 
hecho pese a que el juez penal determinó que no fue así— y un bis in ídem 
inaceptable de los mismos hechos atentatorio contra el principio de seguridad 
jurídica, sino que además se evita que el sujeto absuelto por la sentencia se vea 
en la necesidad de tener que volver a probar su inocencia en juicios sucesivos 
diversos cada vez que sea demandado por los mismo hechos. 
Los casos de absolución por falta de prueba, en cambio, resultan más 
dudosos o  bien abiertamente se excluye la vinculación, tal como ocurre en 
España, considerándose que al no haber sido enjuiciados los hechos nada 
impide que sean probados en un proceso civil posterior bajo la técnica 
probatoria y de la valoración de la prueba que rige en el proceso civil858. 
En este último caso, estando de acuerdo con ello cuando se trata de la 
acción civil derivada del hecho punible caso en el que debería primar la  
libertad de los jueces civiles para valorar los hechos desde la perspectiva civil, 
en los supuestos de prejudicialidad examinados, sin embargo, consideramos 
que este criterio tampoco resulta aplicable. 
Cuando la norma civil considera como supuesto de hecho la existencia 
de una condena penal o la valoración jurídico penal de unos hechos como 
delito, la no participación del acusado que ha sido demandado en el juicio civil 
por falta de prueba no podrá ser suplida por el juez civil en el proceso posterior 
en tanto simplemente carece de competencia penal para establecer dicha 
participación y anudar las consecuencias penales que deriven de la misma.  
En este caso la sentencia penal le vincula pero, nuevamente, no porque 
no este probada la participación del sujeto sino porque la sentencia penal no 
contiene la afirmación subjetiva del hecho punible o de la condena que exige la 
norma civil. 
Volviendo al ejemplo de las causales de indignidad para suceder o de 
desheredamiento, si el juez penal estableció en su sentencia que el homicidio 
del causante fue causado por otra persona o bien que no pudo probarse la 
participación del acusado ni de persona alguna en el hecho sea como autor, 
cómplice o encubridor, el juez civil no podrá entrar contradecir dicha 
                                               
858 Con la jurisprudencia citada, cfr. Cfr. JUAN SÁNCHEZ, RICARDO, La 
responsabilidad civil en el proceso penal, ob. cit., pp. 448-450. 
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declaración, en el primer caso, ni declararla por su cuenta, en el segundo, 
aduciendo que tener pruebas suficientes para ello. 
Vemos de esta forma que nuevamente la eficacia de la sentencia penal 
en los términos establecidos en el CPC opera de forma diversa en materia de 
prejudicialidad por lo que al sostener, como ha hecho la doctrina, una 
derogación de esta norma no se están considerando los supuestos de 
prejudicialidad en los términos antes examinados. 
3. Casos en que la valoración se efectúa con aplicación de conceptos 
comunes al ámbito civil y penal. 
Finalmente, de acuerdo a la tipificación doctrinaria examinada, un 
tercer supuesto de prejudicialidad penal trascendente en el proceso civil puede 
presentarse en aquellos casos en que la valoración del hecho por parte del juez 
civil deba hacerse conforme a conceptos comunes como la culpabilidad, dolo, 
engaño, fraude, violencia, buena fe, simulación, entre otros. 
Se trata de casos en que la norma civil recurre a conceptos o elementos 
propios del derecho penal o que son comunes a ambos sectores, frente a lo 
cual, a juicio de la doctrina, la influencia decisiva dependerá de que el tribunal 
considere que el conocimiento o valoración de los hechos «puede ser más 
perfecta con la técnica del proceso penal que el civil»859. 
                                               
859 Cfr. ORTELLS RAMOS, MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV), ob. cit., p. 
640.  
En estos casos, sin embargo, no cabe confundir estos supuestos con aquellos en que el 
ordenamiento recurre a conceptos que por sí mismos no dan ni pueden dar lugar a un juicio 
principal o autónomo.  
Tal es el caso, por ejemplo, cuando un juez penal que investiga un delito de hurto, debe 
determinar si la cosa apropiada es mueble o inmueble. De dicha determinación, dependerá que el 
tipo penal sea el de hurto o el de usurpación. Ciertamente, no es posible iniciar un juicio civil 
declarativo con el objeto de que un juez civil declare el carácter mueble o inmueble de un 
determinado bien. En este caso, corresponderá al juez penal determinar el sentido y alcance de 
dicho término, con aplicación de las normas del derecho civil si corresponde, o bien dándole el 
alcance que la norma sustantiva penal ha querido darle como elemento específico del tipo penal.  
En Chile, el asunto ha generado discusión, por ejemplo, cuando se ha tratado de la 
sustracción o apropiación de cosas que conforme al derecho civil constituyen inmuebles por 
adherencia o destinación. Respecto a lo que debe entenderse por cosa mueble a efectos de este 
ilícito penal, cfr. ALESSANDRI RODRÍGUEZ, ARTURO, «Similitud del concepto de cosa mueble 
en el derecho civil y en el derecho penal», en TAVOLARI OLIVEROS, RAÚL (DIR.), Doctrinas 
esenciales, Derecho Civil. Bienes, Santiago, Ed. Jurídica de Chile, 2010, pp. 57-64 (Id. vLex: 
231602929). 
Cuestión diferente, por el contrario, es la determinación, en este mismo supuesto, de si la 
cosa mueble apropiada es o no ajena. En este caso, la determinación de la propiedad o ajenidad de 
la cosa como elemento del tipo penal sí que constituye una cuestión prejudicial de carácter civil, 
siendo necesario determinar si ella deberá ser resuelta por un juez civil o por el contrario, podrá 
hacerlo el juez penal. 
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Entre estos casos, podrían considerarse en el ordenamiento chileno el 
contemplado en el art. 968, nº 4 que establece como causal de indignidad el 
que por fuerza o dolo obtuvo alguna disposición testamentaria del difunto, o le 
impidió testar; o el art. 1208, nº 3 del CC que establece como causal de 
desheredamiento el haberse valido de fuerza o dolo para impedir testar al 
causante; los arts. 709 y 710 del CC relativos a la posesión violenta; el art. 
1007 del CC que establece la nulidad del testamento en el que de cualquier 
modo haya intervenido la fuerza, y en general todos aquellos casos en que la 
ley, a los efectos de establecer la nulidad del consentimiento como requisito de 
validez de los contratos recurre a conceptos como el error, la fuerza o el dolo o 
bien a afectos de considerar la existencia de buena fe, recurre a conceptos 
como el fraude (art. 706 del CC), etc. 
En todos ellos, en principio corresponde al juez civil la valoración —
desde el punto de vista civil— de la concurrencia de dichos vicios cuyo sentido 
y alcance, en muchos casos, es más amplio que en materia penal, pudiendo ser 
probados conforme al proceso respectivo sin necesidad de recurrir a la 
determinación de otro juez. Así, no obstante existir culpa, dolo o fraude civil, 
puede no existir a efectos penales y viceversa860. 
Desde esta perspectiva, debiera prevalecer la libertad e independencia 
del juez civil para ponderar los hechos desde la perspectiva y bajo la técnica 
probatoria y de valoración de los hechos que rigen el proceso civil. El 
problema se presenta, sin embargo, precisamente cuando existe un 
pronunciamiento penal ejecutoriado en el que el juez penal ha determinado la 
existencia o inexistencia de dolo o culpa, fuerza o simulación respecto de los 
mismos hechos que están siendo enjuiciados por el juez civil. 
                                               
860 Así por ejemplo, se declaró en SCS de 19 de junio de 1972, en TAVOLARI 
OLIVEROS, RAÚL (DIR.), Jurisprudencias  esenciales, Derecho Civil, t. I, Santiago, Ed. Jurídica 
de Chile, 2010, pp. 21-24  (Cita Westlaw Chile: J4575/1972, en un juicio penal en que los reos 
fueron acusados por el delito específico que contempla el nº 2 del art. 471 del Código Penal, esto 
es, “el que otorgare en perjuicio de otro un contrato simulado”, ilícito regulado en el título relativo 
a las estafas y otros engaños.  
A juicio de la Corte, este delito es «una figura penal propia de nuestro Código Punitivo, 
no se contemplan en su establecimiento únicamente elementos civiles, y así los hechos que 
configuran la simulación pueden perfectamente ser acreditados dentro del juicio criminal por los 
medios de prueba que la ley contempla para tal juicio. Por lo tanto, ninguna aplicación tiene al 
caso en estudio el inciso 1° del trascrito artículo 173 del Código Orgánico de Tribunales, ya que el 
elemento de carácter civil que pudiera estimarse necesario para dar por acreditado el delito puede 
ser probado por los medios de prueba del Código de Procedimiento Penal, como se ha dicho y no 
existe materia alguna civil para agravar o disminuir la pena, o para no estimar culpable al autor. 
Ninguna atingencia tienen con el caso de autos los incisos 2º y 3º del referido precepto y, tampoco 
existe, como se ha dicho, una cuestión civil de que debe conocer el juez del crimen, por lo que no 
tiene aplicación alguna su inciso. 4º y final». 
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Al efecto, cabe aplicar en consecuencia el régimen de vinculación que 
contempla el CPC debiendo distinguirse si se trata de una sentencia 
condenatoria o de una sentencia absolutoria o sobreseimiento.  
En el primer caso, el CPC establece la vinculación absoluta del juez 
civil a la sentencia penal en los términos antes examinados.  
Tratándose de una sentencia absolutoria o sobreseimiento, la regla es la 
inversa, esto es, éstas resoluciones no producen cosa juzgada en el proceso 
civil salvo que la sentencia declare la inexistencia del delito o cuasidelito o la 
no participación del acusado. En los demás casos, el juez civil se encuentra en 
libertad para valorar los hechos desde la perspectiva civil.  
 Con todo, en el ordenamiento chileno el tema no deja de ser complejo 
y no ha estado exento de controversia en ciertos casos en los que, por ejemplo, 
el juez penal ha valorado la existencia de una causal de justificación o bien ha 
determinado la no culpabilidad del acusado por haber existido, por ejemplo, 
caso fortuito o fuerza mayor. 
Si bien el art. 179, nº 1 excluye expresamente el efecto de cosa juzgada 
de la sentencia absolutoria basada en una causal eximente de responsabilidad 
penal de las contempladas en el art. 10 CP, la jurisprudencia chilena ha 
considerado, no obstante, que los jueces civiles se encuentran vinculados a la 
declaración contenida en una sentencia penal absolutoria basada en que el 
hecho fue casual o fortuito o bien cuando ha sido imputable exclusivamente a 
culpa o imprudencia de la víctima861.  
Este criterio ha sido sostenido, asimismo, por un amplio sector 
doctrinario considerando que la determinación del dolo o la culpa debiera ser 
juzgado de la misma manera por ambos órdenes jurisdiccionales862. 
                                               
861 Al efecto, la jurisprudencia ha sostenido que produce «cosa juzgada en materia civil 
los sobreseimientos que se fundan en que los hechos que dieron origen al sumario fueron 
enteramente casuales o se produjeron sin culpa de la persona que aparecía como inculpada en el 
proceso criminal». Cfr. SCAP de Valparaíso de 31 de mayo de 1911, en Gaceta de los Tribunales 
Nº 380, 1º sem., p. 663. En la misma línea SCS de 27 de octubre de 1941, en RDJ, t. XXXIX, sec. 
1ª, p. 298 y SCS de 8 de agosto de 1958, en RDJ, t. LV, sec. 2ª, p. 84.  
Sobre la culpa o imprudencia de la víctima, cfr. SCS de 8 de agosto de 1958, en RDJ, t. 
LV, sec. 2ª, p. 84 y, más recientemente, SCS de 11 de agosto de 2011, Sala Cuarta (Mixta), Rol Nº 
3351/2009 (Id. vLex: 333039198). 
862 Cfr. CASARINO VITERBO, MARIO, Manual de Derecho procesal, t. III, ob. cit., p. 
142 y BARROS BOURIE, ENRIQUE, Tratado de responsabilidad extracontractual, ob. cit., p. 966, 
en pie de página Nº 214. Este último autor excluye, con todo, los casos de responsabilidad objetiva 
o estricta.  
Para otros autores, tratándose de causales de inculpabilidad, es necesario distinguir «Si en 
virtud de ellas quedan excluidos absolutamente tanto el dolo como la culpa del autor, no habrá ni 
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Por otro lado, tratándose de las causales de justificación, como la 
legítima defensa, para un sector doctrinario, «en razón de que eliminan la 
antijuridicidad del hecho y por lo mismo su ilicitud, elemento indispensable 
para la responsabilidad civil, según se desprende del art. 2284 C.C., excluyen 
ambas clases de responsabilidad»863. 
En nuestro concepto, el art. 179 del CPC es categórico, sin embargo, en 
cuanto a excluir la cosa juzgada de la sentencia o sobreseimiento penal cuando 
se base en una causal eximente de responsabilidad criminal de manera tal que 
los jueces civiles se encuentran en libertad para valorar los hechos desde la 
perspectiva civil, aún cuando, por ejemplo, el juez penal haya apreciado la 
existencia de una causal de justificación.  
Siendo cierto lo anterior, sin embargo, sería una contradicción poco 
justificable, por ejemplo, que el juez penal haya establecido que el acusado 
obró en legítima defensa en un delito de lesiones y el juez civil, por el 
contrario, obligando al sujeto a probar nuevamente su inocencia en los hechos, 
estime que dicha causal no concurre o no resultó probada y determine con base 
en ello, la existencia de una causal de indignidad para suceder por haber 
cometido fuerza contra el testador.  
Por mucho que la apreciación de la antijuricidad de un hecho pueda ser 
diversa en materia civil y penal, no deja de ser cierto, como señala la doctrina, 
que una consideración unitaria del ordenamiento jurídico importa que «no hay 
una especial antijuridicidad penal. La antijuridicidad es una sola para el 
ordenamiento jurídico, de modo que aquello que para los efectos penales es 
antijurídico, lo es también para el derecho civil, comercial, etc., sin perjuicio 
de que haya muchos actos antijurídicos que no estén tipificados por la ley 
penal»864. 
Ahora bien, fuera de lo anterior, lo que resulta claro conforme lo 
dispone el art. 179 CPC es que en estos supuestos de prejudicialidad la 
sentencia absolutoria penal o el sobreseimiento vincula al juez civil respecto de 
la declaración de inexistencia del hecho como también, a nuestro juicio y 
aunque la norma no lo diga así, en cuanto a su existencia, siempre que ésta 
haya sido debidamente probada en el proceso penal respectivo.  
                                                                                                                                
responsabilidad penal ni responsabilidad civil. Salvo en los casos de responsabilidad objetiva». 
Cfr. CHOTZEN, PATRICIA, «Concepto de delito y cuasidelito penal y su diferencia con el civil», 
ob. cit., p. 71. 
863 Cfr. CHOTZEN, PATRICIA, ob. cit., p. 70. 
864 Cfr. GARRIDO MONTT, MARIO, Derecho Penal. Parte General, t. II, Santiago, Ed. 
Jurídica de Chile, 2005, pp. 133 y 134 
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Si bien es perfectamente posible que no existiendo culpa penal exista 
culpa civil y viceversa o bien que la antijuricidad sea apreciada de forma 
diversa en materia civil, lo que el juez civil  no puede hacer en caso alguno es 
desconocer o contradecir los hechos establecidos por el juez penal como 
fundamento  de la no culpabilidad o de la eximente de responsabilidad en que 
basa la absolución ni en general los hechos comunes al juicio civil y penal que 
hayan sido probados y establecidos por la sentencia penal. 
Desde esta perspectiva, en este caso la vinculación opera de forma 
similar a los supuestos de la acción civil ex delicto. Existen unos hechos 
comunes entre ambos procesos debiendo el juez civil determinar si puede o no 
prescindir de éstos para fallar el asunto civil. Pero lo que no podrá hacer es 
contradecir dicha declaración por impedirlo el art. 179 CPC865. 
B) Resolución de la materia prejudicial en vía no devolutiva. 
Nos queda por examinar, finalmente, los supuestos en que la cuestión 
prejudicial no ha sido resuelta como objeto de un proceso principal y 
autónomo sino que en vía no devolutiva por un órgano jurisdiccional distinto 
del tribunal competente ratione materiae, siendo necesario determinar la 
eficacia y proyección de dicha decisión respecto de un proceso civil posterior. 
Probablemente, este sea el aspecto en que mayores diferencias se 
aprecian con el ordenamiento español en tanto el sistema chileno, como regla 
general, no permite a los tribunales, ni a los solos efectos prejudiciales, el 
conocimiento de materias que no están dentro la órbita de competencia del 
respectivo órgano jurisdiccional. Y en los casos en que ello es permitido —
como ocurre en materia penal— no existe norma alguna que restrinja la 
eficacia de cosa juzgada de dicho pronunciamiento sino al contrario, pareciera 
que éste entra dentro de los límites objetivos de lo juzgado por el juez penal. 
De acuerdo a lo dispuesto en los arts. 6º, 7º, inc. 2º del CPR y los arts. 
7º, inc. º, 8º y 108 del COT, el legislador chileno establece como regla de 
principio, la prohibición de los órganos jurisdiccionales de avocarse, ni aún a 
los efectos de la decisión del asunto principal, al conocimiento de materias que 
estén atribuidas en razón de  la materia o de los demás elementos de la 
competencia absoluta a otro órgano u orden jurisdiccional. 
De este modo, el régimen devolutivo en el proceso civil es —o al 
menos debiera ser al tenor de dichas normas— la regla general en el 
                                               
865 Cfr. SCS de 30 de noviembre de 1921, en RDJ, t. XXI, sec. 1ª, p. 324. En la misma 
línea SCS de 17 de diciembre de 1948, en RDJ, t. XLVI, sec. 1ª, p. 233. 
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ordenamiento chileno, optando el legislador, como norma de principio, por la 
decisión de los asuntos en vía principal y con efecto de cosa juzgada por el 
tribunal competente, de manera tal que el riesgo de contradicción entre 
decisiones judiciales en estos ámbitos se reduce sustancialmente866.  
Tratándose de cuestiones prejudiciales penales, esta regla es absoluta en 
tanto nunca un juez civil podrá decidir un asunto de naturaleza penal cuyo 
conocimiento, sin excepciones, está atribuido a los tribunales penales de 
manera exclusiva y excluyente.  
La misma regla rige respecto de las cuestiones prejudiciales 
heterogéneas distintas de la penal, como puede ser un asunto de naturaleza 
laboral, de familia, tributaria, etc., las están entregadas mayormente al 
conocimiento de tribunales especiales. En este caso, no existiendo norma 
alguna que permita al juez civil su decisión con aplicación de las normas 
sustantivas que corresponda, revisten siempre el carácter de devolutivas 
debiendo el juez civil remitir su conocimiento para su decisión por el tribunal 
competente ratione materiae867.  
Tratándose de prejudicialidad civil en el proceso civil, la situación es 
diferente. En estos casos, no existiendo un problema de competencia absoluta, 
normalmente este tipo de cuestiones son solucionadas a través de instrumentos 
como la acumulación de acciones o procesos, o son introducidas por el 
demandado a través de sus excepciones o la reconvención o bien, finalmente, 
se confunden con las cuestiones de carácter incidental o accesorio pasando a 
integrar la órbita de competencia del juez civil en virtud de la regla de la 
extensión (art. 111 COT). 
                                               
866 El problema que se presenta aquí, sin embargo, es que tanto el régimen devolutivo, en 
el caso de la prejudicialidad heterogénea, como la eficacia positiva de la cosa juzgada en general, 
presentan deficiencias o omisiones en su regulación que no permiten en todos los casos un 
adecuado el tratamiento de la prejudicialidad. 
867 El problema que se presenta en estos casos es que el actual CPC no contempla un 
régimen suspensivo general que permita remitir el conocimiento del asunto al tribunal competente 
en razón de lo cual han sido las propias leyes sustantivas las que han contemplado mecanismos 
para su tratamiento recurriendo para ello, generalmente, a instrumentos distintos de la suspensión 
del proceso civil (supra, Parte II, cap. 2º, I. 2, B). 
En los demás casos, y a falta de un régimen devolutivo general, el juez civil deberá 
decidir el asunto con prescindencia de la cuestión o bien valorando los hechos desde la perspectiva 
civil, sin que puedan esperar la decisión del asunto por el tribunal competente. Desde esta 
perspectiva, el régimen no devolutivo tiene aplicación por defecto pero éste no significa que e juez 
civil pueda decidir el asunto conforme a las normas sustantivas que corresponda sino sólo su 
decisión desde la óptica civil (supra, Parte II, cap. 2º, II. 1). 
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De esta forma, generalmente la prejudicialidad homogénea en el 
proceso civil es tratada en vía no devolutiva por el propio juez civil llamado a 
decidir sobre el fondo del asunto. 
Fuera de lo anterior y saliendo ya del ámbito del proceso civil, existe un 
solo caso en que el legislador, excepcionalmente, contempla la vía no 
devolutiva como instrumento para el tratamiento de la prejudicialidad. Se trata 
de los supuestos de prejudicialidad civil en el proceso penal (arts. 173 y 174 
COT) antes examinados,  en los que se permite que el juez penal conozca y 
decida, con aplicación de las normas civiles que corresponda, ciertos asuntos 
civiles que son determinantes para el esclarecimiento del delito.  
De acuerdo con lo expuesto, el régimen no devolutivo en el 
ordenamiento chileno tiene un ámbito de aplicación bastante restringido 
reducido esencialmente a los supuestos de prejudicialidad homogénea en el 
proceso civil y de prejudicialidad civil en el proceso penal. 
A diferencia de España, sin embargo, la decisión de la materia 
prejudicial en vía no devolutiva no necesariamente va asociada a una 
restricción de los efectos de cosa juzgada, de manera tal que el riesgo de 
contradicción entre resoluciones judiciales no se plantea de la misma manera 
que ocurre en dicho ordenamiento. 
En lo esencial, como se ha visto, dichas diferencias tienen su origen en 
la diversa noción y ámbito objetivo de la cosa juzgada que siguen ambos 
ordenamientos, alejándose el sistema chileno —salvo en lo relativo a los 
límites subjetivos— de la tradicional idea romana de la cosa juzgada y su 
limitación a lo dispositivo del fallo recogida por el sistema español. 
En la actualidad, sin embargo, la posible extensión de la cosa juzgada a 
la fundamentación de la sentencia es una cuestión que ha venido siendo 
cuestionada por la jurisprudencia chilena y respecto de la cual existe bastante 
confusión868. No obstante ello, en materia de prejudicialidad, es posible 
                                               
868 Al efecto, la jurisprudencia chilena ha sostenido la inescindibilidad de la parte 
considerativa y resolutiva del fallo abarcando la cosa juzgada a ambos. Cfr. SCS de 2 de 
septiembre de 1992, RDJ, t. LXXXIX, sec. 3ª, p. 144. Asimismo, a propósito del examen de la 
cosa juzgada y la concurrencia de la triple identidad que exige el art. 177 CPC, ha sostenido que 
para «apreciar si existe identidad de cosa pedida debe estudiarse en conjunto la sentencia en que se 
apoya la cosa juzgada, ya que los considerandos que la informan hacen un solo todo, no siendo 
posible precisar el alcance de lo resolutivo sin tomar en cuenta el fundamento capital que 
determina lo dispositivo». Cfr. SCS de 16 de octubre de 1931, en RDJ, t. XXIX, sec. 1ª, p. 96. 
En sentido contrario, sin embargo, en reiterados fallos a propósito del examen del recurso 
de casación por vicio de ultra petita, la Corte Suprema ha sostenido que los fundamentos de la 
sentencia no tienen el carácter de resolución y que para acoger el recurso de casación por este 
vicio, sólo cabe examinar la decisión del juez “porque únicamente ésta tendrá autoridad de cosa 
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apreciar una clara una tendencia a sostener la eficacia vinculante de la decisión 
de un asunto prejudicial en vía no devolutiva o bien de evitar, en caso de duda, 
que dicha decisión se produzca impidiendo así una futura contradicción entre 
decisiones judiciales. 
Siguiendo lo anterior, y a modo de resumen de lo expuesto en los 
capítulos precedentes y a cuyo análisis más detallado nos remitimos (supra, 
Parte II, cap. 2º, II. 2 y 3), la situación en el ordenamiento chileno en esta 
materia es la siguiente: 
1. En primer lugar, a efectos de determinar la eficacia de la decisión de un 
asunto prejudicial en vía no devolutiva y su proyección a otros procesos, cabe 
hacer presente que el conocimiento incidental de una cuestión prejudicial civil 
quedará siempre cubierto por el efecto de cosa juzgada en la medida que dicha 
decisión haya sido realizada por el tribunal en virtud de una sentencia 
interlocutoria firme dictada en conformidad a lo dispuesto en los arts. 158, inc. 
3º y 175 del CPC. 
De acuerdo a lo establecido en el art. 158, sentencia interlocutoria es 
toda resolución que «falla un incidente del juicio, estableciendo derechos 
permanentes a favor de las partes». Por su parte, el art. 175 dispone que «Las 
sentencias definitivas o interlocutorias firmes producen la acción o la 
excepción de cosa juzgada».  
Aunque el ordenamiento chileno no contempla el efecto positivo o 
prejudicial de la cosa juzgada como categoría independiente, en conformidad a 
estas normas ciertamente la decisión de un asunto prejudicial por esta vía 
constituye una clara manifestación de dicho efecto y su proyección a todo 
proceso en el que se pretenda debatir lo ya decidido. 
Al efecto, y como requisito para que las sentencias interlocutorias 
desplieguen efecto de cosa juzgada, la jurisprudencia ha sostenido que la 
sentencia debe declarar un derecho de carácter sustantivo y no meramente 
procesal a favor de la parte litigante869. 
                                                                                                                                
juzgada y podría agraviar a la parte vencida al condenarla a una prestación mayor de la que fue 
materia de controversia, en tanto que los razonamientos en que se funda la decisión carecen de 
dicha autoridad y no perjudican a la parte vencida”. SCS de 12 de septiembre de 1984 y 30 de 
octubre de 1984, en RDJ, t. LXXXI, sec. 1ª, pp. 136 y 154; SCS de 18 de enero de 1988, RDJ, t. 
LXXXV, sec. 1ª, p. 12 y SCS de 31 de agosto de 1989, RDJ, t. LXXXVI, sec. 1ª, p. 112. 
869 En esta línea, la Corte Suprema ha declarado que «la procedencia de la cosa juzgada 
que se funda en una sentencia interlocutoria, es necesario que esta haya declarado en el juicio 
anterior un derecho de orden sustantivo y no meramente procesal a favor del litigante que en el 
nuevo pleito hace valer la excepción de cosa juzgada. Dicha sentencia dictada en un juicio anterior 
seguido entre las mismas partes puede servir de antecedente para invocar la cosa juzgada sólo 
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Desde este punto de vista, en la medida que la prejudicialidad 
constituye siempre una materia relativa al fondo del asunto —y no meramente 
procesal—que condiciona la decisión del tribunal sobre la pretensión principal, 
la decisión a que llegue el tribunal resolviendo el incidente será una sentencia 
interlocutoria que, por disposición expresa de la ley produce efecto de cosa 
juzgada material o sustancial una vez que esté firme y por tanto, no podrá se 
debatida posteriormente. 
Probablemente el caso más común de este tipo de cuestiones son los 
relativos a la impugnación incidental, durante el curso de un proceso civil, de 
documentos decisivos la decisión del asunto principal870. 
                                                                                                                                
cuando aquellas resolución establezca un derecho material o sustancial». Cfr. SCS de 1º de abril de 
1950, en RDJ, t. XLVII, sec. 1ª, p. 105. En la misma línea, SCS de 30 de junio de 1993, en RDJ, t. 
XC, sec. 1ª, p. 67. Así, se ha sostenido que «para alegar la acción o excepción de cosa juzgada 
debe invocarse una sentencia definitiva o interlocutoria firme, que declare un derecho a favor de 
quien la invoca, única forma de poder analizar si entre esta sentencia y la nueva que se dice 
opuesta, concurre la triple identidad». Cfr. SCS de 30 de junio de 1993, en RDJ, t. XC, sec. 1ª, p. 
67.  
Partiendo de lo anterior, la Corte ha sostenido que la «cosa juzgada es el efecto que 
produce las sentencias interlocutorias firmes, para que la parte en cuyo favor se ha declarado un 
derecho en juicio pueda pedir su cumplimiento y para impedir que la misma cuestión ya fallada 
sea nuevamente resuelta en el mismo juicio o en otro diverso. En tal caso la sentencia produce 
cosa juzgada, adquiriendo el carácter de inexpugnable e inalterable en el mismo juicio o en otro 
diverso». SCS de 7 de diciembre de 1981, en RDJ, t. LXXIX, sec. 1ª, p. 138.  
En la misma línea, la doctrina ha entendido que el efecto de cosa juzgada respecto de las 
sentencias interlocutorias exige «un pronunciamiento sobre el fondo del asunto o sobre alguna 
situación jurídica equiparable al pronunciamiento sobre el fondo». Cfr. ROMERO SEGUEL, 
ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso civil chileno, ob. cit., p. 23. 
A contrario sensu, en general la jurisprudencia ha entendido que las sentencias 
interlocutorias que resuelven cuestiones meramente procesales o no generan derechos permanentes 
a favor de las partes que deban entenderse juzgados, no producen efecto de cosa juzgada y por 
tanto, pueden ser modificadas posteriormente por la sentencia definitiva de primera o segunda 
instancia. Cfr. SCS de 17 de octubre de 1990, en RDJ, t. LIII, sec. 1ª, p. 66 y SCS de 30 de junio 
de 1993, en RDJ, t. XC , sec. 1ª, p. 67. 
Lo anterior, con excepción de las interlocutorias que se pronuncien sobre cuestiones 
relativas a los presupuestos procesales, como ocurre con las resoluciones que fallan una excepción 
dilatoria de incompetencia del tribunal. En este caso, se ha entendido que éstas no pueden 
renovarse como perentorias por oponerse a la cosa juzgada producida por el fallo ejecutoriado que 
la desechó. SCS, de 21 de noviembre de 1934, en RDJ, t. XXXII, sec. 1ª, p. 167. 
870 El ordenamiento chileno permite la impugnación de la prueba documental tanto por 
vía incidental como por vía principal a través de un proceso autónomo, sea civil o penal. En caso 
de hacerlo por vía incidental, la resolución que dicte el tribunal resolviendo el asunto será una 
sentencia interlocutoria que establece derechos permanentes a favor de las partes y por tanto 
produce efecto de cosa juzgada. De esta forma, la cuestión no podrá volver a ser discutida en un 
proceso diverso entre las mismas partes y de hacerlo, será procedente la excepción de cosa 
juzgada. En esta línea cfr. DUCCI CLARO, CARLOS, Derecho Civil, Parte General, ob. cit., pp. 
423; SANTA CRUZ SERRANO, VÍCTOR, «El instrumento público», ob. cit., pp. 365 y 370; 
CASARINO VITERBO, MARIO, Manual de Derecho procesal, t. IV, ob. cit., pp. 68 y 69 y 
RODRÍGUEZ PAPIC, IGNACIO, Procedimiento Civil, Juicio Ordinario de Mayor Cuantía, ob. cit., 
p. 148. 
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Siendo esto así, la cuestión, sin embargo, no ha estado exenta de 
problemas en la práctica. Las dificultades se han suscitado principalmente en 
aquellos casos en que habiendo sido decidida incidentalmente una cuestión 
prejudicial, posteriormente se inicia un juicio principal con el objeto de debatir 
el mismo asunto pero ahora en vía principal. 
Al efecto, a nuestro juicio de forma bastante discutible, la 
jurisprudencia —principalmente en razón del derecho de defensa de las 
partes— ha privilegiado la decisión de una determinada cuestión por vía 
principal, no obstante haber sido discutida y fallada en otro juicio anterior por 
vía incidental por sentencia interlocutoria871. 
                                               
871 Tal es el caso de la SCS de 9 de diciembre de 2013, Sala Primera (Civil), Rol Nº 
9252/2012 (c. 12º) (Id. vLex: 482312034).  
Se trató en este caso de una excepción de pago de lo no debido efectuado por un tercero 
con motivo de una medida precautoria de retención decretada por un tribunal y que se alegó en 
dicho juicio por vía incidental, siendo desestimada, y luego como pretensión principal en un juicio 
posterior. Alegada la incompetencia absoluta y relativa del tribunal que conoce del segundo juicio, 
la Corte rechazó dicha alegación considerando que la decisión acerca de dicho cuasicontrato de 
«amerita la substanciación de un juicio de lato conocimiento que, por sus rasgos, permitirá llegar a 
constar la existencia de tales presupuestos. Por lo mismo, no será en el marco de puras 
tramitaciones incidentales, en las que su promotor no es formalmente parte, donde pueda zanjarse 
una controversia como la que ahora se propone por vía principal. Esto es así no sólo porque la 
homologación de los juicios incidentales planteados por la demandante (…) a un juicio ordinario 
de pago de lo no debido no llegaría a satisfacer en plenitud las exigencias de la autoridad de cosa 
juzgada (…) sino porque, además, atentaría contra las exigencias del debido proceso y del derecho 
de defensa de los litigantes».  
Curiosamente y a nuestro juicio de forma cuestionable, la Corte considera en este caso 
que el tercero que intervino en el primer juicio como tercero independiente en conformidad al art. 
23 CPC no es formalmente parte. Sin embargo, dicha norma le otorga los mismos derechos y 
tratamiento que a éstas de manera tal que, si bien debe respetar lo obrado en juicio, podrá hacer las 
alegaciones y rendir las pruebas que estime conducentes así como interponer los recursos que sean 
procedentes respecto de cualquier sentencia definitiva o interlocutoria.  
Incluso más aún, la propia doctrina reconoce en este caso que a «diferencia de lo que 
ocurre con el coadyuvante, el interviniente principal deduce una nueva acción, dando lugar a una 
ampliación sobrevenida del objeto del proceso (una acumulación de acciones)». Cfr. ROMERO 
SEGUEL ALEJANDRO, Curso de derecho procesal civil, t. III, ob. cit., p. 22. 
De esta forma, se trata a nuestro juicio de una intervención principal en la que el tercero 
ha hecho valer una pretensión incompatible a la deducida por las partes y por tanto debe ser 
decidida con efectos de cosa juzgada por el tribunal. Sin embargo, la Corte sostiene que por haber 
sido objeto de decisiones incidentales, estás no satisfacen las exigencias de cosa juzgada. Ello, a 
nuestro juicio tampoco es efectivo en la medida que la naturaleza jurídica de la resolución judicial 
que se pronuncie sobre la misma sea una sentencia interlocutoria firme.  
En nuestro concepto, la corte, sin mayor base normativa y probablemente yendo incluso 
contra la cosa juzgada, ha querido simplemente privilegiar la discusión del asunto por vía principal 
como una forma de garantizar el derecho de defensa de las partes —el cual por lo demás no le esta 
negado en el primer proceso— y sin importar que la decisión del segundo tribunal pueda o no 
contradecir lo decidido por el primero.  
Como es posible observar, el problema en este caso es que el juicio principal ha sido 
iniciado en forma posterior por el propio tercero que vio denegada su pretensión en el primer 
juicio y como una forma, a nuestro juicio, de burlar la decisión del primer tribunal. Siendo 
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En sentido contrario, en otros casos ha fallado reafirmando el efecto de 
cosa juzgada de la cuestión prejudicial decidida durante el curso de un proceso 
civil impidiendo un nuevo debate en un juicio principal posterior872. 
2. Probablemente debido a lo anterior, y una de las razones por las cuales 
en la práctica este tipo de situaciones no se presentan con tanta frecuencia, es 
posible apreciar  una tendencia en la jurisprudencia —particularmente cuando 
la cuestión prejudicial dice relación con la alegación de cuestiones de fondo 
que rebasan un mera oposición a la pretensión principal exigiendo la 
declaración de un derecho a favor del demandado— a exigir su alegación por 
vía principal, sea a través de una reconvención o mediante la interposición de 
una acción independiente. 
Tal es el caso, por ejemplo, de la prescripción adquisitiva de un 
derecho real como el dominio o el de herencia, considerando que sólo puede 
hacerse valer por el demandado por vía de reconvención o en un juicio 
separado y no como excepción873. 
                                                                                                                                
conveniente y necesario proteger el derecho de defensa de las partes, lo cierto es que ello no puede 
importar pasar por alto la  decisión sobre un asunto que aunque incidental, pasó en autoridad de 
cosa juzgada, si bien en este caso ésta no fue alegada en el juicio. 
872 Tal fue el caso discutido en SCAP de Santiago 21 de septiembre de 1950 (c. 6º), en 
RDJ, t. XLVII, sec. 2ª, pp. 57-59. Se trató de un juicio por comodato precario deducido por el 
actor fundado en su dominio sobre el inmueble en el cual el demandado alegó igualmente derecho 
de propiedad sobre el bien, la cuestión fue resuelta durante el curso del juicio en el cual, 
finalmente, rechazó la demanda.  
Intentando el actor posteriormente una acción reivindicatoria sobre el mismo bien, la 
Corte acogió la excepción de cosa juzgada considerando que «la reproducción de un litigio sobre 
un mismo asunto o materia hace que se considere idéntico el objeto de ambos juicios y procede 
aceptar la excepción de cosa juzgada, aunque no haya identidad perfecta entre lo actualmente 
pedido y lo resuelto con anterioridad, porque las aparentes diferencias no excluyen la cosa 
juzgada, si de aceptarse la nueva petición en la sentencia resulta ésta incompatible con el fallo 
precedente».  
A nuestro juicio, el criterio de la Corte es acertado e importa simplemente la aplicación 
del efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada evitando una reiteración de juicios sobre un 
mismo asunto. En nuestro concepto, y en la medida que el derecho de defensa de las partes este 
suficientemente garantizado, no existe una razón de fondo para exigir la discusión de este tipo de 
asuntos en juicios diferentes. Sin embargo, como veremos, la jurisprudencia reciente ha 
modificado este criterio, señalando en los casos de precario que este procedimiento no es el 
adecuado para discutir las cuestiones relativas la dominio del inmueble, con lo cual deberán 
siempre plantearse en juicio ordinario de lato conocimiento. Además, fuera del precario pero en 
casos similares, la jurisprudencia ha aplicado un criterio contrario haciendo prevalecer un juicio 
principal en el que se discute la materia prejudicial iniciado posteriormente. 
873 Cfr. SCS de 29 de junio de 2006, Sala Primera (Civil), Rol Nº 345/2004 (c. 4º) (Id. 
vLex: 30907763). Para la Corte, lo anterior «tiene su fundamento en que la prescripción en virtud 
de la cual se adquieren las cosas ajenas se sustenta, por regla general, en hechos, títulos o 
antecedentes desligados e incluso contrapuestos con los que sirven de fundamento inmediato de la 
acción principal entablada y, por consiguiente, rebasa los márgenes de la relación procesal que 
tiene su origen en la demanda y que se desarrolla en los escritos fundamentales de la etapa de 
discusión. Consecuentemente, la alegación de prescripción adquisitiva intentada en autos no puede 
ser sino materia propia de una acción, que la persona que reviste la calidad de demandado debió 
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En la misma línea se ha fallado tratándose de un juicio de precario en 
el cual el demandado ha alegado al mismo tiempo el derecho de dominio 
respecto del bien. Al efecto se ha declarado que este tipo de procedimiento, por 
su carácter sumario, no es el adecuado para determinar la titularidad del 
derecho de dominio sobre el bien874. 
De esta forma, es posible observar en general, una reticencia de la 
jurisprudencia ha aceptar la alegación de cuestiones sustantivas de esta 
naturaleza tanto por vía incidental o incluso por vía de excepción o defensa por 
parte del demandado, privilegiando su decisión a través de un juicio principal. 
3. Conforme a lo expuesto, el conocimiento por vía no devolutiva de un 
asunto prejudicial en el marco de un proceso civil se realiza en principio con 
efecto de cosa juzgada, constituyendo un claro caso de manifestación de la 
cosa juzgada en su efecto positivo o prejudicial que vincula a todo juez de un 
proceso posterior.  
Ello es será así siempre en la medida que el asunto haya sido planteado 
incidentalmente y resuelto en virtud de sentencia interlocutoria firma. 
Cuando la cuestión prejudicial se ha planteado por acumulación inicial 
de acciones o a través de las excepciones o reconvención del demandado, la 
cuestión prejudicial pasa a formar parte del objeto del proceso principal de 
manera tal que el juez deberá decidirla en la sentencia definitiva con efecto de 
cosa juzgada. 
En lo que respecta a las excepciones del demandado, sin embargo, tal 
como señala la doctrina, la jurisprudencia ha sostenido posiciones contrarias 
                                                                                                                                
hacer valer por vía reconvencional, por cuanto de acogerse necesariamente lleva a efectuar una 
declaración en su favor y las excepciones, procesalmente, sólo tienen por objeto oponerse a la 
acción del actor y obtener su rechazo, sin que llegue a efectuarse declaraciones que lo beneficien. 
En efecto, un derecho puede tener por fundamento un hecho, que al ser reconocido por el Derecho 
da origen a un título constitutivo, el que sólo puede tener justificación dentro del proceso en una 
acción, que posibilitará acreditar todos sus elementos para llegar a obtener una declaración 
constitutiva por parte del tribunal, como ocurre con la prescripción como modo de adquirir un 
derecho real». 
874 Al efecto, en SCS de 19 de mayo de 1971 (Westlaw Chile: J4678/1971), en 
TAVOLARI OLIVEROS, RAÚL (DIR.), Jurisprudencias esenciales, t. II, ob. cit., pp. 33-36, la 
Corte ha considerado que para «que la acción de carácter sumario contemplada en el inciso 29 del 
artículo 2.195 del Código Civil pueda prosperar, es indispensable que la persona que la entable 
acredite su carácter de dueña de un inmueble determinado y que quien ocupe dicha propiedad sea 
un mero detentador; o sea, que la ocupe sin título alguno, por mera ignorancia o tolerancia del 
dueño. Dado su carácter sumario, este juicio no es el adecuado para resolver a quién pertenece un 
inmueble cuando ambas partes tienen o invocan título de dominio inscrito sobre él. La resolución 
de la litis en estas condiciones es propia de una demanda reivindicatoria, de lato conocimiento, y 
no de un juicio sumario de precario». 
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estimando en algunos casos que estas forman parte del debate y quedan 
cubiertas por la cosa juzgada. En otros casos, en cambio, ha negado dicho 
valor875.  
4. Cuando la cuestión prejudicial ha sido decidida en vía no devolutiva 
por un juez penal, si bien no existe norma expresa al respecto, la cuestión 
parece presentarse aún con mayor claridad. 
Al respecto, existe un único caso en el ordenamiento chileno en que es 
posible considerar la existencia de un régimen no devolutivo como verdadero 
instrumento para el tratamiento de la prejudicialidad. 
Se trata de los casos de prejudicialidad civil en el proceso penal en el 
cual, a efectos de decidir sobre el fondo del asunto, los jueces penales gozan de 
amplias atribuciones para resolver —con aplicación de las normas civiles que 
corresponda— determinados asuntos civiles prejudiciales determinantes para 
la decisión del conflicto penal876. 
                                               
875 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso civil chileno, 
ob. cit., pp. 22 y 23. 
En materia penal el régimen no devolutivo constituye la regla general y está concebido en 
términos bastante amplios por el legislador. Así, conforme a lo establecido en el inciso 1º del art. 
173 COT «Si en el juicio criminal se suscita cuestión sobre un hecho de carácter civil que sea uno 
de los elementos que la ley penal estime para definir el delito que se persigue, o para agravar o 
disminuir la pena, o para no estimar culpable al autor, el tribunal con competencia en lo criminal 
se pronunciará sobre tal hecho». 
Conforme al inciso final de esta misma disposición «En todo caso, la prueba y decisión de 
las cuestiones civiles que es llamado a juzgar el tribunal que conoce de los juicios criminales, se 
sujetarán a las disposiciones del derecho civil».  
El NCPP, establece una mayor precisión a efectos de la prueba de las acciones civiles y 
las cuestiones prejudiciales estableciendo en su art. 324 que «La prueba de las acciones civiles en 
el procedimiento criminal se sujetará a las normas civiles en cuanto a la determinación de  la parte 
que debiere probar y a las disposiciones de este Código en cuanto a su procedencia, oportunidad, 
forma de rendirla y apreciación de su fuerza probatoria. Lo previsto en este artículo se aplicará 
también a las cuestiones civiles a que se refiere el inciso primero del artículo 173 del Código 
Orgánico de Tribunales». 
Debido a la amplitud con que están concebidas estas atribuciones, para la doctrina chilena 
el conocimiento de este tipo de cuestiones, junto con la acción civil derivada del hecho punible, ha 
sido denominada o conocida por la como la competencia civil del juez penal. Cfr. COLOMBO, 
JUAN, La competencia, ob. cit., p. 515.  
Las excepciones a esta regla, esto es, la aplicación del régimen devolutivo para el 
conocimiento de la cuestión civil por el tribunal civil competente ratione materiae, están 
establecidas de manera acotada y taxativa en el art. 173, incisos 2° y 3° del COT en relación con 
los arts. 171 y 252, letra a) y 283 del NCPP y art. 4° del CPP, y el art. 174 del COT. Se trata en 
todos estos casos, de cuestiones de naturaleza civil que son de competencia exclusiva del juez civil 
y por tanto, no pueden ser resueltas por el juez penal que conoce del proceso el cual deberá 
suspender el curso del proceso hasta su decisión por el juez competente, la que le vinculará con 
efecto de cosa juzgada en su aspecto positivo o prejudicial. 
De esta manera, en general —y así lo ha entendido la jurisprudencia— cualquier cuestión 
de carácter civil que surja durante el curso del proceso penal y que no tenga tratamiento devolutivo 
expreso, cae dentro de la competencia de los jueces penales y hace improcedente la suspensión o 
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De acuerdo a este régimen, en el ordenamiento chileno existe una cierta 
preferencia del orden jurisdiccional penal para el conocimiento de este tipo de 
cuestiones y una clara opción del legislador para evitar suspensiones excesivas 
que puedan dilatar el curso del proceso y la decisión del conflicto penal877. 
Pues bien, bajo este contexto, si bien el régimen no devolutivo tiene 
plena aplicación en materia penal, este sistema presenta un matiz en el 
ordenamiento chileno en tanto el conocimiento de estas materias civiles por el 
juez penal —como puede ser la relativa al derecho de dominio sobre un bien 
en el marco de una investigación por un delito de hurto o robo— pareciera no 
ser meramente incidental o a los solos efectos prejudiciales.  
Por el contrario, la ley no sólo no restringe en norma alguna los efectos 
de la decisión del juez penal sino que todo el sistema pareciera discurrir sobre 
la base de un pronunciamiento definitivo otorgando valor de cosa juzgada 
material a la resolución de juez penal sobre el asunto civil, no obstante haberlo 
realizado a los solos efectos de determinar la existencia del delito, y/o la 
participación y la aplicación de la pena. 
                                                                                                                                
sobreseimiento del proceso penal. Cfr. SCAP de Concepción de 27 de agosto de 1926. En Gaceta 
de los Tribunales, Nº 155, 2º sem., 1926, p. 655; SCAP de la Serena de 28 de agosto de 2012, Rol 
Nº 258/2012 (Id. vLex: 396843446); SCAP de Santiago de 20 de junio de 2012, Rol Nº 1628/2012 
(Id. vLex:385086729) y SCS de 13 de julio de 2011, Segunda Sala (Penal), Rol Nº 8286/2010 (Id. 
vLex: 436822518). 
877 En materia penal, este fue el sentido que la Comisión revisora del Código de 
Procedimiento Penal quiso dar a la regulación de las cuestiones prejudiciales contenidas en los 
arts. 20 y 21 originales, los que posteriormente fueron trasladados al Código Orgánico de 
Tribunales en los actuales arts. 173 y 174. Durante la discusión, se destacó la idea de dar una 
especie de preferencia a la jurisdicción criminal para el conocimiento de todas las cuestiones de 
carácter civil cuya decisión sea indispensable para el pronunciamiento de la sentencia penal en 
razón de su ligazón con la cuestión penal, estimando preferible limitar las cuestiones prejudiciales 
civiles que paralizan o entorpecen la acción criminal a los casos taxativamente enumerados en los 
arts. 20 y 21 aprobados. Volveremos sobre esta discusión más adelante. Cfr. LAZO, SANTIAGO, 
Los Códigos Chilenos anotados. Código de Procedimiento Penal, ob. cit., pp. 54-60. 
Con todo, la Corte Suprema recientemente se ha encargado de precisar y acotar el 
ejercicio de estas atribuciones. Cfr. por todas, SCS de 6 de enero de 2014, Sala Segunda (Penal), 
Rol Nº 2918/2013 (c. 8º) (Id. vLex: 484959358).  
Al efecto, la Corte ha considerado, por un lado, que el objeto principal del proceso penal 
es conocer y juzgar una conducta penalmente ilícita, de manera tal que el juzgamiento civil 
relacionado con el hecho debe entenderse como algo excepcional. Lo anterior, sin embargo, no es 
obstáculo para acumular competencias cuando la ley o permite de manera clara y precisa para 
justificar la necesidad de que se discutan en un solo juicio los aspectos civiles del delito con la 
cuestión penal, supuestos que no fueron restringidos, sino por el contrario, ampliados por la 
reforma de la Ley Nº 18.857. 
De esta forma, si bien el sistema no devolutivo constituye la regla general en materia 
penal, por amplia que sea la competencia de los jueces penales para conocer de asunto civiles por 
vía no devolutiva, esta atribución hace excepción las reglas de la competencia absoluta en razón de 
la materia de manera tal que, junto con requerir siempre de norma expresa, no pueden ser 
interpretadas en forma extensiva o por analogía. 
  568 
Al respecto, si bien no existe norma positiva que establezca 
expresamente dicha eficacia, ésta parece deducirse de la amplitud misma con 
que esta concebido el sistema no devolutivo y la eficacia misma de la cosa 
juzgada penal que opera incluso con efecto erga omnes en los términos de los 
arts. 178, 179 y 180 CPC. 
De acuerdo a dichas disposiciones la vinculación del juez civil a la 
sentencia penal en el ordenamiento chileno opera en forma amplísima.  
Así, conforme lo establece el propio art. 180 CPC, el juez civil se 
encuentra vinculado no sólo a lo resuelto por el juez penal en la sentencia sino 
también respecto del establecimiento de los hechos que le sirven de necesario 
fundamento878.  
Esta norma, pone en entredicho en materia penal la propia doctrina 
sostenida por la jurisprudencia que restringe la cosa juzgada la parte resolutiva 
de la sentencia, la cual, al menos en lo que dice relación con las influencias 
recíprocas entre sentencias civiles y penales, no tendría cabida en este ámbito. 
En nuestra opinión, lo anterior cobra especial relevancia en materia de 
prejudicialidad en tanto significaría sostener que, como regla general, las 
decisiones prejudiciales realizadas por el juez penal en forma previa para poder 
arribar a la resolución del conflicto penal pasarían, asimismo, en autoridad de 
cosa juzgada vinculando al todo juez de un proceso posterior en el que se 
ventile el mismo asunto. La propia jurisprudencia, parece seguir, asimismo 
esta línea879. 
                                               
878 Al efecto, la propia jurisprudencia, en aplicación de esta norma, ha sostenido que el 
juez civil no sólo no puede poner en duda la existencia del hecho que constituye el delito ni la 
culpabilidad del condenado siendo obligatorio respetar las conclusiones establecidas en lo 
criminal, sino que además es obligatorio para el juez civil respetar «los hechos o antecedentes que 
han servido al juez para llegar a esas conclusiones». Cfr. SCS de 8 de enero de 1943, en RDJ, t. 
XL, sec. 1ª, p 394. 
879 Sobre la materia, la jurisprudencia parece reafirmar el efecto de cosa juzgada respecto 
de la decisión de la materia prejudicial al establecer que en «un proceso por hurto, es esencial que 
se establezca previamente a quien pertenecen las cosas que se dicen apropiadas por el inculpado, 
cuestión que debe resolver el juez del crimen, sujetándose en cuanto a la prueba y decisión a las 
disposiciones del derecho civil». Cfr. SCAP de Valdivia de 16 de octubre de 1908, en Gaceta de 
los Tribunales, t. II, s. 282, 1908, p. 495. 
Por su parte, a propósito de la alegación de la excepción de prescripción civil en causas 
criminales, en SCS de 12 de agosto de 1952, RDJ, t. XLIX, sec. 4ª, p. 224, la Corte ha resuelto que 
«los jueces no pueden dejar de considerarlas, sea para los efectos de la situación contemplada en el 
inciso 1º del artículo 173 del Código Orgánico de Tribunales, sea para decidir o no la suspensión 
del procedimiento, en la situación previstas en el artículo 174 de dicho cuerpo de leyes.  En 
consecuencia, adolece del vicio de casación en la forma la sentencia que condena al inculpado 
como autor del delito de usurpación de aguas sin entrar a analizar las excepciones alegadas por el 
reo en orden a su título legítimo para usar de las aguas emanado de la prescripción». La causal de 
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Ciertamente, la ventaja de este sistema es con ello se cierra la puerta a 
un segundo proceso civil posterior donde la cuestión pueda ser nuevamente 
debatida y decidida en un sentido diverso o contradictorio con la decisión del 
juez penal. 
Con todo, la atribución de eficacia de cosa juzgada a este tipo de 
pronunciamientos podría ser cuestionable, a nuestro juicio, desde el punto de 
vista del derecho de defensa de las partes en la medida que un conocimiento 
meramente incidental de un asunto civil en el contexto de un proceso penal 
probablemente no permitirá a las partes un debate adecuado y con la 
profundidad necesaria para zanjar un asunto de esta naturaleza. Mayor será 
este cuestionamiento de sostenerse la eficacia erga omnes de dicho 
pronunciamiento, tal como se le atribuye a la sentencia penal.  
Lo cierto, sin embargo, es que la ley no restringe en norma alguna los 
efectos de la decisión del juez penal y la propia jurisprudencia parece discurrir 
sobre la base de un pronunciamiento definitivo. 
Siendo esto así, estimamos con todo que la extensión de los efectos de 
cosa juzgada de dicha decisión a un eventual juicio civil en que se pretenda 
debatir lo mismo operará —por aplicación del art. 427, inciso 2° CPC— 
siempre que se trate de las mismas partes y no con efecto erga omnes como es 
el que se atribuye a la sentencia penal.  
Tratándose de la decisión de una cuestión prejudicial civil, el juez penal 
actúa con aplicación de las normas civiles que corresponda de manera tal que, 
en nuestro concepto, la triple identidad consagrada en el art. 177 CPC rige en 
plenitud en esta materia880. 
                                                                                                                                
casación es la contemplada en el nº 9 del art. 541 del CPP, en relación al nº 4, del art. 500 del 
mimo Código. En otras sentencias, sin embargo, la Corte declara improcedente el recurso de 
casación penal en contra de esta decisión de índole civil confiada «por excepción al conocimiento 
de la justicia criminal, puesto que la infracción del Nº 9 antes referida se refiere exclusivamente a 
las sentencias que dictadas en materia penal terminan los procesos condenando o absolviendo a los 
reos que sean responsables». Cfr. SCS de 26 de diciembre de 1924, en Gaceta de los Tribunales, 
2º sem., Nº 80, 1924, p. 428 y SCS de 4 de noviembre de 1959, en RDJ, t. LVI, sec. 4ª, p. 265. 
En la misma línea, en SCAP de la Serena, Rol Nº 258/2012, de 28 de agosto de 2012 (c. 
2º) (Id. vLex: 396843446), resolviendo un recurso de apelación contra la resolución que decretó el 
sobreseimiento temporal de un juicio penal por estafa, revocó la suspensión del procedimiento 
considerando que la nulidad absoluta de los contratos de compraventa y prenda agraria discutida 
en el juicio «son cuestiones de fondo que corresponden ser dilucidados en esta sede penal, por 
corresponder a elementos que aparecen tan íntimamente ligados al hecho punible, que resulta 
imposible apartar su decisión del presente proceso». 
880 En este caso, sin embargo, el riesgo de contradicción entre ambas resoluciones subsiste 
cuando las partes en uno y otro proceso sólo son parcialmente idénticas. 
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Sobre la materia, el PNCPC introduce innovaciones relevantes que 
vienen a modificar sustantivamente el régimen antes descrito. 
Por un lado, elimina en su art. 219 la referencia a la vinculación del 
juez civil a los hechos contenida en el art. 180 CPC y al mismo tiempo, al 
regular la extensión de la cosa juzgada, establece en el art. 218 que la «cosa 
juzgada se extiende al fallo que se pronuncie sobre las pretensiones y 
excepciones comprendidas en el proceso».  
Con ello, pareciera que la doctrina jurisprudencial antes señalada es 
acogida por el proyecto de nuevo código excluyendo con ello, como regla 
general para todo el ordenamiento, el efecto de cosa juzgada respecto de los 
considerandos o fundamentos de la sentencia y por ende, de los 
pronunciamientos prejudiciales. 
En nuestra opinión, siguiendo lo señalado por la doctrina española, una 
postura como esta no puede llegar ser sostenida en forma absoluta sino que 
debe ser analizada caso a caso con la precaución que exige la debida 
protección y garantía de los derechos de las partes y las consecuencias que, en 
orden al principio de coherencia de las resoluciones judiciales,  podrían derivar 
de una negación o restricción del efecto positivo o prejudicial de la cosa 
juzgada contenido, normalmente, en la motivación de la sentencia881. 
En nuestra opinión, sin duda alguna, por una cuestión de certeza y 
finalmente en virtud del propio principio de unidad de jurisdicción, es 
necesario que los asuntos prejudiciales, entre las mismas partes, sean decididos 
en forma definitiva en vía no devolutiva, lo cual evitará un posible bis in ídem 
sobre el mismo asunto y, a remolque de ello, una contradicción entre 
sentencias. Para que ello sea así, sin embargo, es imprescindible, tal como ha 
puesto de relieve la doctrina, que en dicho conocimiento la materia prejudicial 
sea discutida a través de un efectivo contradictorio, garantizándose en todo 
momento el derecho, el derecho de defensa de las partes. Y en todo caso, 
tratándose de terceros no intervinientes en el proceso penal, consideramos que 
debiera regir el límite subjetivo de la cosa juzgada consagrado en el art. 177 
CPC, no siendo posible extender la eficacia de dicha decisión respecto de 
terceros que no han participado. 
Al efecto, el PNCPC contiene una norma en este sentido dirigida a 
restringir los actuales efectos absolutos o erga omnes de la sentencia penal 
                                               
881 Cfr. por todos, TAPIA FERNÁNDEZ, ISABEL, El objeto del proceso. Alegaciones. 
Sentencia. Cosa juzgada, ob. cit., pp. 166-169 y en La cosa juzgada, ob. cit., pp. 68, 69, 178 y 
179. 
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respecto de procesos civiles posteriores conforme a los arts. 179 a 180 CPC, 
exigiendo que para que éstas produzcan cosa juzgada en un juicio civil es 
necesario que el demandado en dicho juico haya anticipado como interviniente 
en el proceso penal respectivo. 
El problema es que por loable que sea esta norma, tendrá una aplicación 
práctica casi nula por cuanto la actual configuración del sistema procesal penal 
chileno restringe la participación de terceros en el proceso penal a casos muy 
excepcionales. Por otro lado, aunque el tercero haya participado en el proceso 
penal, la restricción de los alcances de la cosa juzgada a lo resolutivo de la 
sentencia importará que las decisiones prejudiciales contenidas en la 
motivación de la sentencia tampoco podrán alcanzarle y el asunto podrá volver 
a ser discutido en un proceso posterior con la consecuente posibilidad de 
contradicción. 
En razón de lo anterior, a nuestro juicio el PNCPC, al tomar postura en 
esta materia en los términos antes señalados, no considera adecuadamente las 
consecuencias que esta restricción a los límites objetivos y el alcance de la 
cosa juzgada puede acarrear en materia de coherencia entre decisiones 
jurisdiccionales, rompiendo además, con lo que ha sido la tradición jurídica en 
el derecho chileno en esta materia. En definitiva, consideramos que la solución 
a este problema no pasa por establecer eficacia incidenter tantum a todos los 
pronunciamientos lógicos o prejudiciales al fallo como ocurre en España, sino 
por garantizar de mejor forma el derecho de contradicción y defensa de las 
partes. 
II. INSTRUMENTOS REPRESIVOS DE SOLUCIÓN FRENTE A LA 
EXISTENCIA DE SENTENCIAS CONTRADICTORIAS. 
Finalmente, queda por examinar los instrumentos que el ordenamiento 
jurídico chileno prevé a los efectos de corregir los problemas que suscita la 
prejudicialidad cuando la contradicción que se pretendía evitar a través de los 
instrumentos preventivos se ha producido, existiendo dos o más sentencias 
contrapuestas sobre la materia prejudicial. 
Adoptado un determinado régimen de prejudicialidad, el legislador 
debe contemplar los medios de impugnación idóneos a los efectos hacer valer 
la infracción de las normas que lo disciplinan así como mecanismo adecuados 
que permitan corregir una eventual contradicción entre resoluciones judiciales. 
En el ordenamiento chileno, el régimen devolutivo en el proceso civil 
esta reglado principalmente a propósito de la prejudicialidad penal en el 
proceso civil contemplándose la suspensión del proceso en dichos casos, en 
conformidad a lo dispuesto en el art. 167 CPC. 
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El problema que se suscita en este ámbito, dice relación con la 
interpretación que la jurisprudencia chilena ha sostenido sobre dicho precepto 
entendiendo, a nuestro juicio de forma errónea, que su quebrantamiento no está 
sancionado expresamente con la nulidad en tanto otorga a los tribunales una 
facultad y no les impone una obligación imperativa882. 
En materia penal, en cambio, la interpretación ha sido la contraria. No 
obstante ser una potestad del órgano penal en ciertos casos suspender o no el 
proceso por prejudicialidad civil, la jurisprudencia ha estimado que es 
obligatorio y ha acogido incluso recursos de queja sancionando a los jueces 
que no han resuelto en dicho sentido883. 
En nuestro concepto, en ambos casos concurriendo los requisitos 
legales ya examinados, el régimen devolutivo es obligatorio para el juez civil 
de manera tal que su infracción o quebrantamiento haría procedente su 
alegación a través de los diversos medios de impugnación que contempla el 
derecho chileno. Sin embargo, el actual sistema de impugnación y en especial 
el sistema recursivo para el control de garantías procesales no siempre da 
cobertura suficiente para corregir y dar una adecuada solución a los problemas 
que puede generar una aplicación infundada, errónea o arbitraria del sistema 
devolutivo (supra, Parte II, cap. 2º, I. 1, C). 
Tratándose de los demás supuestos de prejudicialidad —y salvo 
contados casos regulados en leyes especiales o en normas sustantivas como el 
Código Civil— en el ordenamiento chileno la posibilidad de suspensión del 
proceso civil no existe de manera tal que por imprescindible que sea para el 
juez civil la decisión de una cuestión civil o no penal que esta siendo conocida 
por otro órgano jurisdiccional, no puede paralizar el proceso en espera de dicha 
decisión. 
                                               
882 Cfr. SCS de 26 de marzo 1966, en RDJ, t. LXIII, sec. 1 ª, p. 66. Sobre la materia, sólo 
reiterar que no obstante el legislador es libre para decantarse por uno u otro sistema de ordenación 
de la prejudicialidad, lo que no es concebible, tal como afirma la doctrina española, es una 
habilitación genérica, una especie de norma procesal en blanco, para que el órgano jurisdiccional 
decida sobre el reenvío de una cuestión o bien afirme su conocimiento. Cfr. SENÉS MOTILLA, 
CARMEN, Las cuestiones prejudiciales en el sistema procesal español, ob. cit., p. 94. En opinión 
de esta autora, admitir esta posibilidad sería tanto como «situarse en las antípodas de la seguridad 
jurídica, tanto más importante en el contexto delimitador de las competencias jurisdiccionales que 
en cualquier otra institución jurídica». En este punto, la doctrina es coincidente en sostener que se 
trata de una atribución «cuyo ejercicio es debido en el supuesto legal» (Cfr. ORTELLS RAMOS, 
MANUEL, Derecho Procesal Civil (con AA.VV.), ob. cit., p. 638) y no de una «especie de 
facultativa prejudicialidad no devolutiva» (Cfr. DE LA OLIVA SANTOS, ANDRÉS, Derecho 
Procesal Penal (con AA.VV.), ob. cit., p. 252). 
883 Cfr. SCS de 13 de julio de 2011, Segunda Sala (Penal), Rol Nº 8286/2010 (Id. vLex: 
436822518). 
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Vemos así que el régimen devolutivo en el ordenamiento chileno es 
objeto de una regulación bastante acotada y precaria reducida prácticamente a 
los supuestos de prejudicialidad penal en el proceso civil y que además ha sido 
objeto de controversia en cuanto a las sanciones a su infracción, por lo que 
mayormente la prejudicialidad en el proceso civil es tratada a través de los 
demás instrumentos preventivos de solución antes examinados.  
En los demás casos, el sistema devolutivo simplemente no existe como 
instrumento para el tratamiento de la prejudicialidad no penal en razón de lo 
cual la ley ha recurrido a otros instrumentos preventivos o bien simplemente 
permite la tramitación paralela de procesos conexos. 
El riesgo de contradicción entre resoluciones judiciales en el 
ordenamiento chileno se produce, en consecuencia, en todos aquellos casos en 
que no han operado los instrumentos preventivos de solución como la 
suspensión del proceso civil, la acumulación de acciones o procesos y la 
vinculación o el efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada, sea porque no 
se contemplan en el ordenamiento; no se han hecho valer; no procede su 
aplicación o ésta ha sido realizada de manera incorrecta, errónea o infundada y 
no ha podido ser corregida a través de los medios de impugnación, o bien, 
finalmente, por haber concurrido un supuesto de prejudicialidad sobreviniente 
o desconocido al momento de dictar la sentencia. 
Cuando a remolque de lo anterior se dictan sentencias con contenido 
contradictorio y éstas han quedado firmes o ejecutoriadas, los remedios 
procesales que el ordenamiento chileno contempla al efecto son excepcionales 
y se reducen esencialmente a la denominada acción de revisión. 
Al efecto, cabe tener presente que como principio general imperante en 
el ordenamiento chileno, la jurisprudencia ha sostenido de manera sistemática 
y uniforme que la nulidad procesal debe alegarse in limine litis, esto es dentro 
y durante el curso del procedimiento en el que el vicio se ha producido, a 
través de los medios de impugnación y sistema recursivo que el ordenamiento 
pone a disposición de las partes.  
De esta forma, una vez que la sentencia que se dicta en el proceso 
adquiere autoridad de cosa juzgada, es improcedente la interposición de una 
acción de nulidad autónoma, como son las acciones civiles ordinarias para la 
invalidación de un acto o contrato, con el objeto de invalidar actuaciones 
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realizadas en otro proceso, no existiendo norma alguna en el ordenamiento que 
lo permita884. 
Esta restricción, a juicio de la jurisprudencia, incluye la acción de 
nulidad de derecho público fundada en los arts. 6º y 7º de la CPR, la cual si 
bien es procedente respecto de actos de la administración del Estado a través 
de la interposición de una demanda de nulidad que se tramita en juicio 
ordinario de lato conocimiento, dicha nulidad de derecho público no alcanza a 
las sentencias ni actos de naturaleza jurisdiccional885. Del mismo modo, se ha 
sostenido, como regla general, la improcedencia en contra de sentencias 
judiciales del denominado recurso de protección de garantías constitucionales 
consagrado en el art. 20 de la CPR886. 
                                               
884 Al efecto, se ha sostenido que «Los vicios que pueden ocurrir en los litigios sólo cabe 
remediarlos mediante los recursos procesales que las leyes establecen, que deben hacerse valer en 
el mismo juicio, en los términos y forma pertinentes, pues no existe disposición legal alguna que 
permita anular las actuaciones de otro procedimiento, cualquiera sea su naturaleza, por medio de 
otro juicio ordinario» Cfr. SCS de 2 de mayo de 1988, en RDJ, t. LXXXV, sec. 1ª, p. 67. En la 
misma línea, SCS de 4 de mayo de 1990, en RDJ, t. LXXXVII, sec. 1ª, p. 21;  SCS de 10 de julio 
de 2011, Sala Primera (Civil), Rol Nº 337/1998 (Id. vLex: 32301001) y SCS de 8 de septiembre de 
2011, Sala Primera (Civil), Rol Nº 968/2010 (Id. vLex: 333763710). 
885 A juicio de la jurisprudencia, las observaciones relativas a la «imposibilidad de deducir 
una acción de nulidad civil respecto de una sentencia u otro acto judicial en un juicio distinto de 
aquél en que fueron emitidas (…) son igualmente aplicables en el campo de la nulidad de derecho 
público, especialmente si se tiene presente lo expresado anteriormente, en cuanto a que no existe 
otra forma de invocar esta última clase de nulidad que la de iniciar un juicio ordinario sujeto a las 
reglas del Derecho Procesal Civil (…) el rechazo de la posibilidad de extender la nulidad de 
derecho público al ámbito jurisdiccional y el criterio de que en éste sólo pueden tener cabida las 
nulidades procesales, se conforma con la naturaleza propia de la función judicial y las 
características de las actuaciones que se llevan a cabo en su ejercicio y que hace que la institución 
de las nulidades procesales tenga una fisonomía propia y singular en el amplio campo de la teoría 
de nulidad de las actuaciones de los órganos estatales, que sanciona la infracción de las normas 
constitucionales conducentes al cabal cumplimiento del principio de legalidad que deben observar 
dichos organismos». Cfr. SCS de 10 de julio de 2011, Sala Primera (Civil), Rol Nº 337/1998 (c. 
14º y 16º) (Id. vLex: 32301001).  
En el juicio en cuestión, se presentó una acción de nulidad de derecho público en contra 
de una sentencia de la Corte Suprema que había acogido una acción de revisión por vulnerar la 
sentencia impugnada la cosa juzgada emanada de otro fallo, considerando que la Corte había 
incurrido en una grave infracción de los dispuesto en los arts. 6º y 7º de la CPR, solicitando a la 
misma Corte declarar su nulidad. Por las razones antes señaladas, la Corte declaró inadmisible la 
acción interpuesta. 
886 Dicho precepto establece una acción de rango constitucional en contra de todo acto 
arbitrario o ilegal que haya producido una privación, perturbación o amenaza en contra de alguna 
de las garantías constitucionales enumeradas en dicha norma.  
Al efecto, se ha sostenido que «ha sido jurisprudencia reiterada de esta Corte, (que) la 
acción de protección no representa un mecanismo jurídicamente idóneo para revisar resoluciones 
judiciales por existir en el sistema procesal medios eficaces para pretender semejante finalidad». 
Cfr. por todas SCS de 31 de agosto de 2010, Sala Tercera (Constitucional), Rol Nº 5040/2010 (Id. 
vLex: 226528087). En la misma línea, se ha sostenido que «la jurisprudencia reiterada de esta 
Corte se ha asentado el criterio general de que esta acción constitucional no procede en contra de 
resoluciones judiciales y que estando una controversia sometida al imperio del derecho no 
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La única excepción a esta regla expresamente contemplada por el 
ordenamiento chileno, tal como ha sostenido la propia jurisprudencia, es la 
acción de revisión de sentencias firmes contemplada en el art. 810 del CPC así 
como el incidente de nulidad de todo lo obrado que la ley pone a disposición 
del litigante rebelde cuando no ha podido obrar en el proceso por fuerza mayor 
o por no haber sido debidamente notificado, todo ello en conformidad a lo 
dispuesto en los arts. 79 y 80 CPC887. 
Fuera de estos casos, en consecuencia, lo resuelto por sentencia firme 
no puede ser revisado o modificado mediante el ejercicio de una acción o 
procedimiento autónomo incoado con dicha finalidad. Con todo, la propia 
jurisprudencia ha hecho excepción a este principio permitiendo en ciertos 
casos la modificación o invalidación de sentencias firmes por otras vías 
diferentes de la revisión. 
1. La revisión de sentencias firmes. 
La denominada acción de revisión se encuentra regulada en el art. 810 y 
ss. del CPC. Conforme a esta disposición:  
«La Corte Suprema de Justicia podrá rever una sentencia firme en los 
casos siguientes: 
1°. Si se ha fundado en documentos declarados falsos por sentencia 
ejecutoria, dictada con posterioridad a la sentencia que se trata de rever; 
                                                                                                                                
procede, entonces, otorgar amparo constitucional, toda vez que a los tribunales correspondientes 
les corresponde dirimir el conflicto planteado entre las partes». Cfr. SCS de 22 de mayo de 2014, 
Sala Tercera (Constitucional), Rol Nº 313/2014 (Id. vLex: 512621022). 
887 Cfr. SCS de 2 de mayo de 1988, en RDJ, t. LXXXV, sec. 1ª, p. 67; SCS de 4 de mayo 
de 1990, en RDJ, t. LXXXVII, sec. 1ª, p. 21 y SCS de 8 de septiembre de 2011, Sala Primera 
(Civil), Rol Nº 968/2010 (Id. vLex: 333763710). 
Respecto a la revisión, la jurisprudencia ha afirmado la constitucionalidad de esta acción 
como medio de impugnación contra sentencias firmes. Al efecto, se ha sostenido que «No es dable 
argumentar que si la prohibición constitucional de revivir procesos fenecidos importase un 
reconocimiento constitucional de la cosa juzgada, el recurso de revisión sería inconstitucional. Lo 
que se prohíbe es el acto posterior al proceso que autorice reabrirlo. La “revisión”, en cambio, se 
efectúa con arreglo a la ley anterior al fallo; es un recurso más dentro del procedimiento, como la 
apelación o la casación. El proceso no perece para este efecto mientras haya plazo pendiente para 
interponer el recurso, porque la revisión forma parte del estatuto jurídico con arreglo al cual se 
pronunció la sentencia». Cfr. SCS de 14 de mayo de 1955, en RDJ, t. LII, sec. 1ª, p. 99 y SCS de 9 
de mayo de 1958, en RDJ, t. LV, sec. 1ª, p. 71. 
En lo que respecta al incidente de nulidad, se ha sostenido que «No obstante lo anterior, 
los vicios de procedimiento que afectan y desconocen los derechos de un tercero absolutamente 
extraño al juicio, sin haber participado en ningún momento en su tramitación, constituye un simple 
acto jurídico susceptible de ser atacado, también, por la acción de nulidad del derecho civil 
sustantivo». Cfr. SCS de 2 de mayo de 1988, en RDJ, t. LXXXV, sec. 1ª, p. 67. 
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2°. Si pronunciada en virtud de pruebas de testigos, han sido éstos 
condenados por falso testimonio dado especialmente en las declaraciones que 
sirvieron de único fundamento a la sentencia; 
3°. Si la sentencia firme se ha ganado injustamente en virtud de 
cohecho, violencia u otra maquinación fraudulenta, cuya existencia haya sido 
declarada por sentencia de término; y 
4°. Si se ha pronunciado contra otra pasada en autoridad de cosa 
juzgada y que no se alegó en el juicio en que la sentencia firme recayó. 
El recurso de revisión no procede respecto de las sentencias 
pronunciadas por la Corte Suprema, conociendo en los recursos de casación o 
de revisión». 
En materia de prejudicialidad, son principalmente las causales nº 1, 2 y 
4 las que permitirían corregir una eventual contradicción entre sentencias 
judiciales, las que pueden reducirse o agruparse en dos supuestos: 
contradicción derivada de la declaración posterior de falsedad de determinados 
medios de prueba y la vulneración de la cosa juzgada emanada de una 
sentencia anterior  siempre que no haya sido alegada durante el curso del 
juicio. 
Al igual que ocurre en el ordenamiento español, el recurso o acción de 
revisión888 es un remedio procesal de carácter excepcional sujeto a fuertes 
restricciones en tanto importa la revisión de una sentencia firme o ejecutoriada 
pasada en autoridad de cosa juzgada889. De allí que su procedencia como 
medio para el tratamiento represivo de los problemas que suscita la 
prejudicialidad es bastante acotado. 
 
                                               
888 En cuanto a su naturaleza jurídica, la doctrina procesal nacional se encuentra conteste 
en sostener el carácter de acción de naturaleza declarativa y no de recurso en tanto tiene como 
presupuesto una sentencia firme. Cfr. PEREIRA ANABALÓN, HUGO, La cosa juzgada en el 
proceso civil, ob. cit., p. 241 y MOSQUERA RUIZ, MARIO y MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, 
Los recursos procesales, ob. cit., p. 573 574 
889 Al efecto la jurisprudencia ha sostenido que «Siendo la norma general en nuestra 
legislación el respeto a la cosa juzgada y el cumplimiento de lo resuelto en sentencia firme, las 
disposiciones sobre revisión de sentencias que han adquirido este carácter constituyen reglas de 
excepción, que tienen aplicación limitada a los casos taxativamente señaladas en ellos». Cfr. SCS 
de 12 de noviembre de 1952, en RDJ, t. XLIX, sec. 1ª, p. 390. En la misma línea, cfr. por todas 
SCS de 14 de mayo de 1955, en RDJ, t. LII, sec. 1ª, p. 99; SCS de 9 de mayo de 1958, en RDJ, t. 
LV, sec. 1ª, p. 71 y SCS de 5 de marzo de 2014, Sala Primera (Civil), Rol Nº 2290/2014 (Id. vLex: 
495974906). 
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1. En primer lugar, tal como dispone el encabezado del art. 810 CPC, la 
acción de revisión procede sólo en contra de sentencias firmes. La revisión, 
con todo no puede ser interpuesta contra sentencias dictadas por la Corte 
Suprema conociendo de recursos de casación o revisión890. 
Al efecto, y como la norma no distingue, se ha planteado la duda si la 
revisión tanto respecto de sentencias definitivas e interlocutorias firmes, únicas 
que en conformidad a lo dispuesto en el art. 177 CPC producen cosa juzgada, o 
sólo respecto de las primeras. 
Sobre la materia, la doctrina ha entendido que si bien el texto no 
distingue, puede inferirse que la ley ha considerado únicamente las sentencias 
definitivas «que por lo demás, son las que por antonomasia tienen la calidad de 
“sentencias”»891. 
La jurisprudencia, por su parte, pareciera seguir este criterio 
restringiendo la procedencia de esta acción sólo a la revisión de sentencias 
definitivas conforme a la definición establecida en el art. 158 CPC excluyendo, 
por tanto, toda otra resolución que no tenga dicho carácter892.  
Con ello, quedarían fuera de la revisión las sentencias interlocutorias 
pese a que ellas, de acuerdo al art. 177 CPC producen asimismo efecto de cosa 
juzgada material siempre que ellas se pronuncien sobre un derecho de carácter 
sustantivo y no meramente procesal893. 
Siguiendo lo anterior, toda sentencia interlocutoria a través de la cual el 
juez civil decida un asunto prejudicial por vía incidental, como la cuestión 
relativa a la falsedad o veracidad de un documento o la titularidad del derecho 
de dominio sobre un bien, no sería revisable directamente a través de esta 
acción con lo cual se impone una primera restricción al tratamiento de la 
prejudicialidad.  
Con todo, esta limitación podría ser salvada en la medida que el tribunal 
en su sentencia definitiva haya fallado tomando como base lo decidido 
                                               
890 Al efecto, la jurisprudencia ha entendido que esta restricción se aplica respecto de toda 
resolución dictada por la Corte Suprema incluidas las que dicta al conocer por ejemplo, de un 
recurso de queja. Cfr. SCS de 30 de octubre de 1963, en RDJ, t. LX, sec. 1ª, p. 317. 
891 Cfr. PEREIRA ANABALÓN, HUGO, La cosa juzgada en el proceso civil, ob. cit., p. 
241. 
892 Cfr. SCS de 6 de julio de 1951, en RDJ, t. XLVIII, sec. 1ª, p. 260. 
893 Cfr. SCS de 1º de abril de 1950, en RDJ, t. XLVII, sec. 1ª, p. 105; SCS de 30 de junio 
de 1993, en RDJ, t. XC, sec. 1ª, p. 67 y SCS de 30 de junio de 1993, en RDJ, t. XC, sec. 1ª, p. 67. 
En la misma línea, ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso civil chileno, 
ob. cit., p. 23. 
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incidentalmente, haciendo suyo el vicio en que habría incurrido la sentencia 
interlocutoria. 
En otros fallos, sin embargo, la jurisprudencia se ha limitado a señalar 
que la revisión procede contra toda resolución que tenga el carácter de 
“sentencia”, sin hacer distinción entre sentencias definitivas e interlocutorias 
con lo cual tal limitación no siempre ha sido considerada894. 
2. En lo que respecta a las causales de revisión relacionadas con la 
prejudicialidad, un primer grupo dice relación con la contradicción existente 
entre la sentencia que se pretende revisar con la declaración posterior de 
falsedad de documentos o de la prueba testimonial que se consideró en dicha 
sentencia.  
En ambos casos, como factor común a ambas causales, es necesario 
que la declaración de falsedad haya sido realizada por sentencia judicial firme 
dictada con posterioridad a la sentencia que se trata de rever895. 
Evidentemente, si la sentencia se dictó con anterioridad, lo que procede en este 
caso es alegar la cosa juzgada de dicha sentencia y la vinculación del juez a la 
misma. 
a)  Tratándose de la falsedad documental, el ordenamiento chileno 
permite que dicha declaración sea realizada tanto por vía incidental como por 
vía principal, en este último caso sea en una juicio civil o penal896. 
De esta forma, es perfectamente posible que se susciten supuestos de 
prejudicialidad por falsedad documental por la pendencia o tramitación 
posterior de un proceso penal −en el que se persiga alguno de los delitos de 
falsedad documental establecidos en los arts. 162 y ss. y en particular los arts. 
193 y 197 del Código Penal−, o bien por la de un juicio civil iniciado con el 
                                               
894 Cfr. SCS de 23 de julio de 2002, en RDJ, Nº 2, Julio 2002, p. 150 y SCS de 14 de 
mayo de 2002, en RDJ, Nº 2, julio 2002, pp. 94 y 95. 
895 Cfr. SCS de 7 de junio de 1982, en RDJ, t. LXXIX, sec. 3ª, p. 63 y SCS de 12 de 
marzo de 1964, en RDJ, t. LXI, sec. 1ª, p. 170. 
896 En esta línea, cfr. MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, Los medios de prueba, ob. cit., 
p. 37; DUCCI CLARO, CARLOS, Derecho Civil, Parte General, ob. cit., pp. 415-418; SANTA 
CRUZ SERRANO, VÍCTOR, «El instrumento público», ob. cit., pp. 363-395 (Id. vLex: 
232364789); CASARINO VITERBO, MARIO, Manual de Derecho procesal, t. IV, pp. 68 y 69 y 
RODRÍGUEZ PAPIC, IGNACIO, Procedimiento Civil, Juicio Ordinario de Mayor Cuantía, ob. cit., 
p. 148. En esta línea, asimismo, cfr. SCS de 26 de marzo de 1966, RDJ, LXIII, Nº 1, enero a 
marzo de 1966, p. 74 y 75. 
Con todo, parte de la doctrina entiende que la impugnación de un instrumento público por 
vía incidental sólo puede realizarse por falta de autenticidad del instrumento. Tratándose de la 
impugnación por nulidad o simulación o falsedad ideológica del mismo, ésta debe hacerse por vía 
principal, a través de un juicio de lato conocimiento. Cfr. MATURANA MIQUEL, CRISTIÁN, Los 
medios de prueba, ob. cit., p. 37. 
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objeto de resolver en vía principal la impugnación de un instrumento por 
nulidad, falta de autenticidad o por falsedad ideológica o simulación. 
En razón de lo anterior, y a diferencia de la falsedad testimonial, la 
jurisprudencia ha entendido que para la procedencia de la revisión por esta 
causal, es indiferente que el origen de la falsedad haya sido determinada por 
sentencia de naturaleza civil o criminal897. 
Ahora bien, en cuanto la procedencia de la revisión por esta causal, 
surge la duda en cuanto a si ella es aplicable en aquellos casos en que, estando 
los procesos en tramitación, haya existido una infracción o aplicación fallida 
del régimen de suspensión del proceso civil y a consecuencia de ello se dicten 
sentencias contradictorias.  
La diferencia radica en el conocimiento previo que ha tenido el juez 
de la sentencia que se revisa acerca de una posible declaración de falsedad de 
un documento decisivo que obra en el proceso pese a lo cual deniega la 
suspensión del proceso civil dictando sentencia sin esperar dicha decisión, 
siguiendo de ello una contradicción entre sentencias. 
A juicio de la doctrina, las causales del recurso de revisión dicen 
relación, necesariamente, con hechos nuevos o sobrevinientes «que no fueron 
o no pudieron ser valorados por el juez de la sentencia firme que se trata de 
rever», de manera tal que cualquier otro vicio interno debiera ser solucionado 
por los causes impugnatorios ordinarios que corresponda898. 
De sostenerse una interpretación como esta, tendríamos una segunda 
restricción al tratamiento de la prejudicialidad que haría imposible la corregir 
la contradicción entre sentencias por vía de revisión. 
En nuestro concepto, estando de acuerdo en que la revisión es un 
mecanismo extraordinario que no puede ser utilizado para corregir o suplir 
deficiencias propias del procedimiento, restringir la revisión por esta causal 
                                               
897 En esta línea, cfr. SCS de 7 de junio de 1982, en RDJ, t. LXXIX, sec. 3ª, p. 170. Al 
efecto, la Corte ha sostenido que «No es requisito que la falsedad emane de la comisión de un 
delito y que, como consecuencia, ella deba establecerse en un juicio criminal, sino que basta con 
que se trate de la afirmación de un hecho, positivo o negativo, contrario a la verdad o autenticidad, 
proveniente de error, ignorancia o cualquier otra causa, aunque no exista culpa o dolo de parte del 
agente. La ley no distingue acerca del origen de la falsedad, lo que impide discriminar entre la 
naturaleza, civil o criminal, de la sentencia que la declara (…). La falsedad de un documento 
puede alegarse por vía incidental y, también, por vía principal, deduciendo acción o excepción 
sobre esa falsedad, o como cuestión accesoria de un juicio en que lo pedido sea otra cosa. No es 
necesario un procedimiento criminal previo, puesto que no siempre la falsedad es producto de un 
delito». 
En sentido contrario, la doctrina a falta de mayores antecedentes doctrinarios y 
jurisprudenciales al respecto, considera que esta causal exige la declaración de falsedad 
exclusivamente por vía penal. Cfr. PEREIRA ANABALÓN, HUGO, La cosa juzgada en el proceso 
civil, ob. cit., pp. 248 y 249. 
898 Cfr. PEREIRA ANABALÓN, HUGO, ob. cit., p. 246. 
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sólo a la ocurrencia de hechos nuevos o sobrevinientes importa restringir en 
extremo su procedencia estableciendo un requisito que no esta contemplado en 
la ley.  
Al efecto, el art. 810, nº 1 sólo exige que la falsedad haya sido 
declarada por sentencia posterior; no que el juicio haya sido iniciado con 
posterioridad ni que ella proceda de hechos nuevos o sobrevinientes.  
Por esta razón, la propia jurisprudencia ha sostenido que es 
irrelevante, por ejemplo, que durante el curso del proceso el documento haya o 
no sido impugnado u objetado por las partes entendiendo que la procedencia 
de esta causal se satisface con la falsedad declarada por sentencia ejecutoriada 
dictada con posterioridad899. 
A nuestro juicio, el sólo hecho de haber pedido la suspensión del 
proceso civil por prejudicialidad penal y que ésta, por la razón que sea, haya 
sido denegada, no puede importar la improcedencia de la revisión cuando de 
ellos se sigue una contradicción entre resoluciones judiciales.  
Cuando el régimen devolutivo no ha operado como mecanismo 
preventivo, el ordenamiento jurídico debiera contemplar mecanismos que 
permitan corregir la discrepancia entre decisiones jurisdiccionales y la revisión 
es precisamente dicho instrumento.  
En sentido similar, se suscita la duda asimismo, en otro aspecto. 
Conforme a la regulación de esta causal, se observa que el legislador da 
primacía a la declaración posterior por sentencia firme, sea penal o civil, de la 
falsedad de un documento que fue considerado por el juez civil para resolver el 
asunto principal. 
Esto es así, con todo, siempre y cuando el juez de la sentencia que se 
revisa no se haya pronunciando incidentalmente acerca de la falsedad o 
veracidad del documento dictando al efecto una sentencia interlocutoria.  
Si el juez civil del primer proceso se pronunció incidentalmente sobre la 
falsedad del documento declarando por sentencia interlocutoria firme su 
veracidad y luego, en un proceso posterior se determina la falsedad del 
documento por otro juez, civil o penal, conociendo de la falsedad por vía 
principal, a nuestro juicio lo que procede en este caso es la revisión de la 
segunda por la causal nº 4, estos es, por infracción de la cosa juzgada.  
                                               
899 Al efecto, se ha señalado que «La circunstancia de que los recurrentes no objetaran el 
documento falso o formularan ninguna observación a su respecto, en el juicio respectivo, no 
obstante haberse agregado a los autos con citación, es del todo intrascendente, puesto que la 
revisión debe fundamentarse en la falsedad declarada en sentencia ejecutoriada dictada con 
posterioridad a la sentencia que se trata de rever». Cfr. SCS de 7 de junio de 1982, en RDJ, t. 
LXXIX, sec. 3ª, p. 170. 
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Con todo, lo que no resulta tan claro es si la declaración incidental de la 
veracidad o falsedad de un documento puede o no primar sobre la misma 
declaración realizada por otro juez pero ahora en vía principal. 
No hemos encontrado, sin embargo, mayor pronunciamiento de la 
jurisprudencia sobre estas cuestiones que permita dar luces sobre el criterio 
aplicable en esta materia en el ordenamiento chileno. 
Finalmente, en lo que respecta a la influencia que el documento 
declarado falso tiene en la sentencia, si bien el art. 810 no exige que el 
documento sea el único fundamento de la ésta —como sí lo exige cuando se 
trata de prueba testimonial— en nuestro concepto, y al igual que ocurre con la 
suspensión del proceso civil por esta causa, no cualquier cuestión relativa a la 
falsedad de un documento hace procedente revisión siendo necesario que se 
trate de prueba documental que sea decisiva para resolver sobre el fondo del 
asunto.  
Dicha influencia decisiva dice relación con el carácter imprescindible 
o necesario del documento a los efectos de conceder o denegar la tutela civil 
solicitada900. 
A nuestro juicio, en concordancia con lo dispuesto en el art. 167 CPC 
que permite la suspensión del proceso este es el sentido de la frase se haya 
“fundado en documentos declarados falsos” contenida en el art. 810, nº 1 CPC 
causal que es aún más explicitada en el  art. 223, nº 1 del PNCPC al establecer 
la procedencia de la revisión cuando se trate de la falsedad de un medio de 
prueba que constituya “fundamento decisivo” de la sentencia. 
En esta línea, la doctrina nacional ha sostenido que si bien la ley no 
exige que el fallo deba apoyarse únicamente en dicho documento falso, es 
necesario la existencia de una «relación causal entre la sentencia firme y el 
documento tachado de falso», siendo necesario que «la influencia del 
                                               
900 Lo anterior, significa que el hecho documentado debe ser uno de aquellos relevantes 
para la concesión de la tutela solicitada, entendiendo por tales, no sólo aquellos en que sirven para 
delimitar o identificar las respectivas pretensiones sino también los hechos constitutivos de la 
pretensión en tanto es respecto de estos donde, precisamente, con mayor virtualidad opera la 
prejudicialidad así con los hechos extintivos, impeditivos o excluyentes que alegue el demandado.  
Asimismo, resulta esencial que el hecho documentado en el que se funda la pretensión sea 
discutido y mantenga a lo largo del proceso su carácter controvertido y que el documento alegado 
por la parte como prueba de dicho hecho haya sido efectivamente aportado y no haya sido 
excluido del debate durante la tramitación del proceso. 
Concurriendo los requisitos anteriores, el juez debe constatar si la valoración de dicho 
documento es esencial o determinante, y por tanto, tiene influencia decisiva para la decisión del 
pleito, lo que pasará por establecer si dicho documento es el único medio de prueba existente a los 
efectos de dar por probado el hecho documentado o, por el contrario, el hecho puede ser probado 
con base en las demás alegaciones y pruebas que obran en el proceso. En este último evento, en 
nuestro concepto la falsedad pierde el carácter de prejudicial. 
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documento en la decisión de fallo impugnado (sea) relevante, aspecto que 
ponderará la Corte Suprema al dictar sentencia sobre la demanda de 
revisión»901. 
b) La segunda causal de revisión relativa a medios probatorios hace 
procedente esta acción cuando la sentencia se pronunció en virtud de prueba de 
testigos que fueron condenados posteriormente por falso testimonio, siempre 
que dichas declaraciones hayan servido de único fundamento a la sentencia 
que se pretende rever. 
Tanto la doctrina como la jurisprudencia han entendido que para la 
procedencia de esta causal es necesario que el falso testimonio haya sido 
declarado por sentencia firme dictada por un juez penal en la cual se condena a 
los testigos por el consiguiente delito regulado en los arts. 206 y ss. del Código 
Penal902. 
Asimismo, a diferencia de la causal anterior, es imprescindible que 
dicha declaración haya servido como único fundamento a la sentencia que se 
pretende rever y que la condena penal se haya efectuado «precisamente por las 
declaraciones testificales en que se fundó la sentencia impugnada»903. 
Probablemente por esta razón, son escasos los pronunciamientos en 
que se ha acogido la revisión de una sentencia por esta causal dado que son 
excepcionales los casos en que un juez civil se pronuncia sobre la tutela 
solicitada exclusivamente con base en la prueba testimonial. 
En el ordenamiento chileno, con anterioridad a la reforma de ley que 
introdujo el divorcio vincular en Chile el año 2000, los casos más 
significativos en que se dio lugar a la revisión de sentencias por este motivo 
fue en los juicios de nulidad de matrimonio fundados en la incompetencia del 
Oficial de Registro Civil que ofició el matrimonio, en razón de no 
                                               
901 Cfr. PEREIRA ANABALÓN, HUGO, ob. cit., p. 245. 
902 Ídem, p. 250 y SCS de 7 de junio de 1982, en RDJ, t. LXXIX, sec. 3ª, p. 170.  
Al efecto, cabe destacar que la configuración de este delito no exige que la declaración 
del testigo haya influido en el sentido favorable o negativo de la sentencia en la que incide la 
declaración. En razón de lo anterior, para la investigación de este delito no es necesario esperar 
que se dicte sentencia en el proceso que la declaración se ha efectuado. Al efecto, el Ministerio 
Público ha señalado que es perfectamente posible, si la Fiscalía cuenta con antecedentes 
suficientes, que se lleve adelante una investigación y juicio por falso testimonio en todas sus 
etapas, sin tener que esperar el término del proceso donde se ventiló la declaración mendaz. Cfr. 
Oficio Nº 344 de 5 de agosto de 2004 del Fiscal Nacional del Ministerio Público, que establece 
orientaciones con respecto al delito de falso testimonio, en Boletín del Ministerio Público, Nº 20, 
septiembre de 2004, pp. 216-220. 
903 Cfr. PEREIRA ANABALÓN, HUGO, ob. cit., p. 250 y SCS de 7 de junio de 1982, en 
RDJ, t. LXXIX, sec. 3ª, p. 170. 
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corresponder el domicilio de las partes a la competencia territorial de dicho 
funcionario.  
La falta de correspondencia del domicilio era probada normalmente 
mediante la presentación de testigos que declaraban en el juicio que a la fecha 
de celebración del matrimonio las partes tenían su domicilio en otra comuna 
diversa a la de celebración del vínculo.  
Si bien muchos de estos juicios —frente a la falta de divorcio 
vincular— se seguían de común acuerdo por las partes involucradas con el 
objeto de poder anular el vínculo matrimonial, en muchos otros casos ello no 
era así llevándose a cabo por los abogados en virtud de un mandato notarial a 
veces falsificado y sin verdadero conocimiento de la contraparte, presentando 
testigos falsos a fin de acreditar la incompetencia del Oficial de registro Civil. 
Anulado el matrimonio y descubierto esto por la contraparte, en 
numerosos casos la justicia penal acogió las querellas por falsedad testimonial 
y de instrumento público interpuestas. Con base en dichas falsedades, la Corte 
Suprema por su parte, dio lugar a la revisión de la sentencia que declaraba la 
nulidad de matrimonio acogiéndolas no sólo por concurrir las causales 1 y 2 
del art. 810 sino también con base en la causal nº 3, esto es, por haber sido 
obtenida la sentencia injustamente en virtud de una maquinación 
fraudulenta904. 
                                               
904 Al efecto, la Corte sostuvo que «Procede acoger el recurso de revisión y, por 
consiguiente, anular en todas sus partes la sentencia que declara nulo un matrimonio, si por 
sentencia ejecutoriada se condenó al marido de la recurrente —demandante en el juicio de 
nulidad— como autor del delito previsto y sancionado en el artículo 212 del Código Penal, y a los 
testigos que depusieron en el juicio y en cuyos dichos se fundamenta exclusivamente el fallo, 
como autores de falso testimonio». Cfr. SCS de 12 de marzo de 1964, en RDJ, t. LXI, sec. 1ª, p. 
170. En otros casos, se denegó el recurso por haber sido sobreseído temporalmente el proceso 
penal por falso testimonio o haber sido condenados solo dos testigos de los cuatro presentados. 
Cfr. SCS de 12 de noviembre de 1952, en RDJ, t. XLIX, sec. 1ª, p. 390 y SCS de 23 de marzo de 
1966, en RDJ, t. LIII, sec. 1ª, p. 55. 
Un caso paradigmático es el de la SCS de 28 de marzo de 1967, en RDJ, t. LXIV, sec. 1ª, 
p. 64, en el que se acogió el recurso de revisión por las causales 2 y 3 del art. 810 CPC. Al efecto, 
la Corte declaró que «Establecido que la demanda de nulidad de matrimonio —que se siguió en 
rebeldía de la demandada y que fue patrocinada por un abogado que se encuentra declarado reo y 
sobreseído temporalmente como reo rebelde por falsificación de instrumentos públicos y falso 
testimonio en numerosas causa de nulidad de matrimonio (…)— fue acogida debido a una prueba 
testimonial cuya falsedad es manifiesta, respecto de dos testigos que fueron condenados por el 
delito de falso testimonio por sentencia ejecutoriada, que otro de ellos, no obstante haberse 
comprobado el delito y su participación culpable, se sobreseyó definitivamente a su respecto 
únicamente porque la acción penal se encontraba prescrita debido a tiempo trascurrido y que el 
último testigo no ha podido ser habido y se presume que pueda ser una persona supuesta; y que el 
propio demandante reconoce que es posible que la demandada ignorara la existencia del juicio 
porque, a pesar de que la visitaba cada semana, no le informó nada sobre la acción de nulidad cuya 
tramitación fue entregada exclusivamente a la actividad del abogado y reo prófugo, debe 
concluirse que la sentencia de nulidad de matrimonio ha sido pronunciada en virtud de prueba de 
testigos que han sido condenados por falso testimonio y que la sentencia firme se ha ganado 
injustamente a virtud de una maquinación fraudulenta que aparece demostrada». 
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Finalmente, en cuanto a la amplitud de esta causal cabe destacar la 
incoherencia que presenta este numeral 2º con relación a los delitos que 
establece actualmente el Código Penal.  
El delito de falso testimonio consagrado en los arts. 206 y ss. del CP 
fue modificado por la Ley Nº 20.074 de 2005 con el objeto de introducir 
dentro del tipo penal a los peritos e intérpretes por falsedad en su informe o 
traducción. Con anterioridad a dicha modificación, la norma original sólo 
contemplaba la figura del falso testimonio, en razón de lo cual la falsedad de la 
prueba pericial era perseguida como un delito de prevaricación. 
Con todo, dicha ley no modificó el art. 810, nº 2 del CPC, lo que a 
nuestro juicio genera una clara incoherencia en el sistema. 
En virtud de esta modificación legal, los supuestos de prejudicialidad 
penal relativa a medios de prueba en el proceso civil son más amplios que los 
que contempla esta causal de revisión, la que guardaba coherencia con el 
antiguo tipo penal de falsedad pero no con la nueva normativa. 
Si bien a nuestro juicio —con la salvedad de la falsedad documental— 
estos supuestos de falsedad, incluida la testimonial, no hacen procedente la 
suspensión del proceso civil en espera de la decisión del juez penal debiendo 
prevalecer la libertad del juez civil de apreciar los medios de prueba conforme 
a las reglas generales905, en caso que, dictada sentencia en ambos procesos, se 
produzca una contradicción entre resoluciones judiciales la acción de revisión 
debiera ser procedente para corregir dicha inconsistencia, lo que sin embargo, 
en la actualidad no es posible.  
Esta situación viene a ser salvada por el PNCPC el cual, junto con 
modernizar y contemplar una completa reformulación de la denominada acción 
de revisión, establece su procedencia en el numeral 1 del art. 223, cuando 
«alguna de las pruebas que constituyeren fundamento decisivo de la resolución 
impugnada hubiere sido declarada falsa por otra sentencia firme».  
                                               
905 En aras de la celeridad del proceso civil, consideramos que la suspensión del proceso 
civil en estos supuestos no se justifica pues aun cuando exista sentencia condenatoria del juez 
penal, ésta no necesariamente influirá en el contenido de la sentencia civil, máxime cuando existen 
otros medios de prueba de igual o mayor valor probatorio en los que el juez pueda apoyar su 
decisión. Con todo, ciertamente no existe norma legal expresa que excluya la suspensión en estos 
casos y la jurisprudencia, en algunos casos antes examinados, la ha estimado procedente.  
Al respecto, la jurisprudencia, ha resuelto que «paralizado un juicio civil, mientras se falla 
una causa criminal por perjurio contra los testigos de dicho juicio, la sentencia condenatoria tiene 
que producir efectos en el referido juicio civil aunque comprenda un solo testigo». Cfr. SCAP de 
Iquique de 22 de mayo de 1923, en Gaceta de los Tribunales, Nº 57, 1º semestre, 1923, p. 414. Por 
ello, estimamos que la suspensión debiera restringirse, al menos, a los mismos términos que 
establece el nº 2, del art. 810 CPC, esto es, cuando la declaración de el o los testigos no sólo sea 
relevante sino que pueda constituir único fundamento de la sentencia 
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Se comprenden en esta causal, de este modo, la falsedad que afecte 
cualquier medio de prueba, incluso, a nuestro juicio, las de carácter civil, lo 
que es concordante con el nuevo sistema probatorio que consagra el PNCPC.  
Tratándose de falsedades penales, de esta manera, la norma tiene 
suficiente amplitud para abarcar los diferentes tipos penales que contempla el 
Código Penal y que puedan afectar medios de prueba presentados en un juicio 
civil. 
3. Nos resta examinar la causal nº 4 del art. 810 que hace procedente la 
revisión cuando la sentencia firme se ha pronunciado contra otra pasada en 
autoridad de cosa juzgada que no se alegó en el juicio. 
Al respecto, concordamos con la doctrina en cuanto a que no es 
necesario que entre las sentencias existan pronunciamientos contradictorios, 
excluyentes o incompatibles sino que basta la existencia de un bis in ídem para 
que la revisión sea acogida906. 
Respecto a la procedencia de esta causal, la jurisprudencia es conteste 
en sostener, como primer requisito, que la sentencia que se contradice debe ser 
de aquellas producen efecto de cosa juzgada material y no meramente formal, 
como ocurre con las sentencias dictadas, por ejemplo, en un recurso de 
protección (art. 20 CPR) o el auto de posesión efectiva, en tanto éstas pueden 
ser modificadas en un procedimiento posterior de otra naturaleza907.  
Asimismo, es necesario, en segundo lugar, que la cosa juzgada no haya 
sido alegada en el juicio en que recayó la sentencia que se revisa908.  
                                               
906 Tal como señala la doctrina, la Corte Suprema en reiterada jurisprudencia a propósito 
de la excepción de cosa juzgada ha entendido que es necesaria la coexistencia de decisiones 
incompatibles que pugnan una con la otra. Cfr. SCS de 11 de diciembre d 1937, en RDJ, t. XXXV, 
sec. 1ª, p. 238. Discrepando de dicha orientación, se ha sostenido que «no es relevante para la 
invocación de la excepción la pugna entre la sentencia firme que falló la demanda y la sentencia 
que fallare una nueva demanda; basta el pronunciamiento jurisdiccional firme sobre determinada 
materia litigiosa entre ciertos sujetos para que no deba sobrevenir otra cualquiera decisión sobre el 
mismo asunto (ne bis in ídem)». Cfr. PEREIRA ANABALÓN, HUGO, La cosa juzgada en el 
proceso civil, ob. cit., pp. 69 y 70. 
907 Al efecto, la Corte ha sostenido que «La cosa juzgada a que se refiere el artículo 810, 
Nº 4 del Código de Procedimiento Civil es la llamada cosa juzgada substancial o material, esto es, 
aquella que dice relación con la imposibilidad de efectuar un nuevo examen del litigio y de arribar 
a cualquier otra solución diferente sobre la misma relación jurídica respecto de las partes, ya sea 
que la decisión haya sido dictada por el mismo tribunal o por otro diverso». Cfr. SCS de 4 de abril 
de 2001, en RDJ, t. XCVIII, sec. 1ª, p. 68. En la misma línea, Cfr. SCS de 27 de septiembre de 
1954, en RDJ, t. LI, sec. 1ª, p. 453. 
908 A juicio de la doctrina, así como cabe anular una sentencia durante el curso de un 
juicio cuando la cosa juzgada ha sido oportunamente invocada, del mismo modo tiene cabida la 
anulación cuando no ha sido invocada por cuanto «es obvio que la existencia de varias sentencias 
dictadas entre las mismas partes y sobre el mismo asunto o materia lesiona el bien jurídico certeza 
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A juicio de la jurisprudencia, la alegación a que hace referencia esta 
norma y que genera la improcedencia de la revisión significa que la cosa 
juzgada no sólo debe haber sido formalmente alegada a través de alguna de las 
vías que contempla el ordenamiento jurídico sino que además, es necesario que 
el tribunal se haya pronunciado expresamente sobre la misma.  
De esta forma, si la parte la alegó formalmente pero no hubo 
pronunciamiento del tribunal, la acción de revisión es procedente. Lo mismo 
ocurre, cuando la parte, afirmando la existencia de una sentencia, no realiza 
una actividad de invocación formal de la cosa juzgada ni requiere un 
pronunciamiento expreso sobre la misma909. 
Ahora bien, dicho lo anterior, cabe destacar que toda la construcción 
doctrinaria y jurisprudencial respecto de esta causal de revisión está realizada 
en torno al efecto negativo o excluyente de la cosa juzgada exigiéndose, para 
su procedencia, que entre la sentencia que se revisa y la anterior cuya cosa 
juzgada se contradice, exista la triple identidad de sujeto, objeto y causa de 
pedir que establece el art. 177 CPC910. 
Probablemente, ello se debe al desconocimiento en el ordenamiento 
chileno del efecto positivo o prejudicial de la cosa juzgada lo cual no significa, 
sin embargo, que dicho efecto no exista. Por el contrario, la eficacia positiva 
de la cosa juzgada es reconocida en diversas normas por el ordenamiento 
chileno, como son los art. 427, inc. 2º911 y 92, nº 3 del CPC y ha sido 
                                                                                                                                
a que provee la cosa juzgada con tanta o mayor razón que si una sentencia no adquiriera jamás la 
calidad de firme y permaneciera siempre abierta en su impugnación mediante recurso». Cfr. 
PEREIRA ANABALÓN, HUGO, ob. cit., p. 252. 
909 En esta línea, Cfr. SCS de 12 de septiembre de 1989, en RDJ, t. LXXXVI, sec. 3ª, p. 
219 y SCS de 15 de julio de 2003, en RDJ, t. C, sec. 1ª, p. 116 a 119. 
910 Al efecto, la jurisprudencia ha sostenido que «El fundamento del recurso de revisión, 
cuando se basa en la causal 4ª del artículo 810 del Código de Procedimiento Civil, estriba en 
proteger la autoridad de cosa juzgada de las sentencias definitivas firmes, de suerte que será 
necesario, para su procedencia, la existencia de dos sentencias de esta naturaleza, contradictorias 
entre sí, dictadas en juicios distintos, que reúnan la triple identidad del artículo 177 del Código de 
Procedimiento Civil, posibilitando la ley la revisión del último fallo por estar en pugna con lo 
resuelto en el primero». Cfr. SCS de 4 de abril de 2011, Rol Nº 3474/2000 (Westlaw Chile: 
CL/JUR/261/2001). En la misma línea, Cfr. SCS de 17 de noviembre de 1997, en RDJ, t. XCIV, 
sec. 3ª, p. 193. 
La doctrina, por su parte, a propósito del examen de la cosa juzgada fraudulenta, ha 
señalado que el CPC permite también que «a través de la acción de revisión se haga valer el efecto 
negativo de la cosa juzgada, cuando no se alegó con anterioridad (art. 810, nº 4). Esta causal en 
principio no se fundamenta en la existencia de un fraude, sino en el deseo de evitar que se dicten 
decisiones contradictorias». Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso 
civil chileno, ob. cit., p. 37, pie de página nº 61. 
911 Para la doctrina esta disposición contiene una clara proyección de este tipo de eficacia 
al establecer que igual presunción de verdad «existirá a favor de los hechos declarados como 
verdaderos en otro juicio entre las mismas partes», con lo cual se regula claramente «el efecto que 
  587 
igualmente reconocida por la jurisprudencia a propósito, por ejemplo, de la 
denominada litispendencia por conexidad912. 
Vemos de esta forma que, si bien con diferente nomenclatura y no 
obstante la confusión existente derivada de la propia ubicación y tenor del art. 
427 CPC, la eficacia positiva o prejudicial de la cosa juzgada ha tenido 
reconocimiento y aplicación en el ordenamiento chileno a partir de las 
disposiciones antes mencionadas. 
Ciertamente, son numerosos los casos en que, sin concurrir la 
identidad objetiva que exige el art. 177 CPC, lo decidido por una sentencia en 
su conjunto actúa o se suscita como prejudicial en un proceso en tramitación 
condicionando el contenido de la sentencia que debe dictar otro tribunal 
resolviendo un asunto diferente, aunque conexo.  
Así ocurre por ejemplo, en el caso que se demande la restitución o 
reivindicación de un bien inmueble y en otro proceso se haya determinado la 
titularidad del derecho de dominio del que se reputa dueño; o el caso en que se 
solicita la partición de una herencia y en otro proceso se ha establecido la 
nulidad del testamento; o el caso en que se ha ejercido una acción de petición 
                                                                                                                                
una sentencia firme o ejecutoriada puede tener en una nueva decisión judicial». Cfr. ROMERO 
SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso civil chileno, ob. cit., pp. 95 y 96. 
912 El art. 92 N° 3 del CPC antes examinado, relativo a la acumulación de procesos, 
establece que la acumulación es procedente «En general, siempre que la sentencia que haya de 
pronunciarse en un juicio deba producir la excepción de cosa juzgada en otro». 
Es precisamente en virtud de esta norma —a través de la cual se ha justificado la 
denominada litispendencia impropia o por conexidad— que la jurisprudencia ha comenzado a 
diferenciar, si bien no con dicha nomenclatura, los efectos negativo y positivo de la cosa juzgada 
material.  
Al efecto, buscando un mecanismo que permita la suspensión de un proceso civil —hasta 
ahora inexistente en Chile— en espera de la decisión en otro juicio de una materia que se ha 
suscitado como prejudicial, la Corte Suprema chilena ha reconocido la existencia de una futura 
eficacia de la sentencia que opera no sólo cuando existe identidad total entre las acciones, 
excluyendo un segundo proceso en el que se pretenda discutir lo mismo, sino cuando su contenido 
es prejudicial a lo discutido en otro proceso propendiendo con ello a la coherencia entre las 
decisiones judiciales.  
Así, en una reciente sentencia reconoce la «denominada litispendencia por conexidad, 
asociada al caso en que, pese a no concurrir la referida triple identidad, existe entre los juicios una 
relación tal que, siguiendo los términos legales reglados en el numero 3 del artículo 92 del Código 
de Procedimiento Civil como hipótesis normativa del incidente de acumulación de autos, el fallo 
que se pronuncie en uno deba producir la excepción de cosa juzgada en otro». 
A juicio de la Corte, junto con impedir que «por medio del inicio de un nuevo juicio, se 
intente mejorar los eventuales defectos que se hubieran producido en el que ya estuviera pendiente 
(…) su finalidad última  se orienta a precaver el riesgo de que uno de esos pleitos pudiera llegar a 
terminar de manera incompatible o descoordinada con otro que se afinara primero, circunstancia 
que se incardina en forma directa con la autoridad de cosa juzgada que es, justamente, la 
excepción que emerge para el litigante que por segunda vez sea vea emplazado a raíz de la misma 
controversia ya zanjada». Cfr. SCS de 26 de marzo de 2013, Sala Primera (Civil), Rol Nº 
6621/2012, c. 6º, 7º y 8º (Id. vLex: 436082866). 
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de herencia y en otro juicio se ha determinado que el demandante no es 
heredero o se ha declarado la nulidad del testamento; o finalmente, los casos 
en que se demanda en un proceso la indemnización de perjuicios por 
incumplimiento de un contrato y en otro juicio se ha determinado la nulidad 
del mismo, etc.913. 
En la medida que se trate de las mismas partes, en todos estos casos la 
decisión realizada por sentencia firme sobre la materia o asunto que actúa 
como prejudicial en otro proceso quedaría cubierto por la eficacia directa de la 
sentencia a través de la función positiva o prejudicial de la cosa juzgada 
vinculando al juez del proceso en que ella incide.  
Conforme a lo anterior, en nuestro concepto, si las partes no alegaron 
durante el curso del juicio la cosa juzgada y el juez dicta sentencia revisando o 
contradiciendo lo fallado por la sentencia firme anterior, la acción de revisión 
es plenamente procedente aunque no concurra la triple identidad. 
Sobre la materia, sin embargo, no ha sido posible encontrar 
pronunciamiento expreso por parte de la jurisprudencia sobre esta materia en 
vía de revisión, si bien ha venido reconociendo implícitamente el efecto 
positivo o prejudicial en diversos fallos. 
Este vacío legal es salvado por el PNCPC al contemplar en forma 
expresa el efecto positivo o prejudicial de manera tal que no cabe duda que la 
revisión de sentencias, de aprobarse el proyecto en los términos antes 
estudiados, será procedente por infracción tanto del efecto negativo o 
excluyente como del positivo o prejudicial, cuando dicho efecto no ha sido 
alegado durante el curso del juicio. 
                                               
913 La propia doctrina reconoce en estos casos la eficacia positiva de la sentencia, la cual 
tendría soporte normativo en el art. 427, inc. 2º del CPC, precepto que regula claramente «el efecto 
que una sentencia firme o ejecutoriada puede tener en una nueva decisión judicial. Por ejemplo, si 
en un proceso anterior se reconoció la calidad de heredero, en la segunda acción deducida 
invocando dicha calidad (v.gr., para reivindicar una cosa), el tribunal que conoce de la segunda 
demanda no podrá desconocer ese hecho jurídico, que consta en una decisión con valor de cosa 
juzgada. De igual forma, si en un juicio de cumplimiento de contrato se declaró por sentencia su 
validez, la eficacia positiva o prejudicial impide que en un segundo proceso —entre las mismas 
partes— se cuestione nuevamente la eficacia del contrato, cuya validez viene dada por la sentencia 
anterior». Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso civil chileno, ob. 
cit., pp. 95 y 96.  
Por nuestra parte, en otro ejemplo visto anteriormente, resulta claro que si un juez civil ha 
declarado el derecho de dominio sobre un bien respecto de determinada persona, en un juicio 
reivindicatorio posterior entre las mismas partes no podrá volverse a discutir el derecho de 
propiedad sobre el mismo. 
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2. Otros medios represivos para el tratamiento de la prejudicialidad. 
Finalmente, nos referiremos brevemente a la posible existencia de otros 
mecanismos o instrumentos represivos para el tratamiento de la prejudicialidad 
que no obstante no estar previstos expresamente por el ordenamiento chileno 
con dicha finalidad, han sido o podrían ser utilizados con este objeto. 
Una vez ejecutoriada una sentencia y salvo el recurso de revisión antes 
examinado, el ordenamiento chileno prohíbe, como regla de principio, el inicio 
de un juicio posterior cuyo objeto sea la declaración de nulidad, sea civil o de 
derecho público, de sentencias o actos jurisdiccionales.  
Tampoco es procedente en contra de sentencias el recurso de protección 
de garantías constitucionales regulado en el art. 20 de la CPR, cuyo 
conocimiento es encomendado por la ley a la competencia de las Cortes de 
Apelaciones en primera instancia y la Corte Suprema en segunda.  
Finalmente, a diferencia del derecho español, el ordenamiento chileno 
tampoco contempla un recurso similar al de amparo en manos del Tribunal 
Constitucional, órgano que sólo conoce de la denominada acción de 
inaplicabilidad por inconstitucionalidad914, ni tampoco un cauce rescisorio de 
carácter general como el incidente de nulidad de actuaciones (art. 241.1 LOPJ) 
introducido por la LO 6/2007 (supra, Parte 1º, cap. 4, I. 2, C).  
En consecuencia, la invalidación de una sentencia sólo puede debe ser 
alegada y declarada durante el curso del juicio antes de que la sentencia que se 
                                               
914 Al efecto, el propio TC ha declarado expresamente que «este Tribunal ha resuelto, en 
reiteradas ocasiones, que la acción de inaplicabilidad no constituye un medio de impugnación 
de resoluciones judiciales (entre otras, sentencias roles N°s 493, 626, 1145, 1349, 2073, 2075).  
En efecto, la inaplicabilidad es un mecanismo de control concreto de constitucionalidad 
de la ley establecido por la Constitución Política de la República con el objeto de resolver si una 
disposición de jerarquía legal que puede ser derecho aplicable en un asunto pendiente de 
resolución por los tribunales ordinarios o especiales, produce o no en ese caso un efecto contrario a 
las normas constitucionales que son invocadas en el respectivo requerimiento; (…). Que, en el 
sentido consignado precedentemente, la sentencia de segunda instancia se encuentra dictada y en 
ese estado procesal la acción de inaplicabilidad formulada tendría por objetivo revertir lo resuelto 
por la Corte Suprema, tal y como se desprende del requerimiento y de la solicitud contenida en la 
parte final del tercer otrosí del libelo. A este respecto, esta Magistratura ha señalado 
reiteradamente que “la acción de inaplicabilidad es una vía procesal inidónea para 
impugnar resoluciones judiciales de tribunales ordinarios o especiales con la finalidad de revocar, 
enmendar, revisar, casar, o anular éstas; ya que la guarda del imperio de la ley en el conocimiento, 
juzgamiento y ejecución de lo juzgado en general y de la sustanciación en particular en las causas 
civiles y criminales corresponde exclusivamente a los tribunales creados por ley a través de las 
vías procesales previstas en las leyes de enjuiciamiento” (sentencias roles N°s 493, 1145, 1349, y 
2075), motivo por el cual concurre la causal de inadmisibilidad del Nº 6º del artículo 84 de la Ley 
Orgánica Constitucional de esta Magistratura, ya que el requerimiento impetrado, al referirse a 
actuaciones judiciales, carece de fundamento plausible». Cfr. STC, Rol Nº 2124-11 (cs. 10º y 11º). 
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dicte en el proceso quede firme. Una vez ejecutoriada, el único mecanismo 
legalmente previsto con el objeto de obtener su invalidación es la acción de 
revisión del art. 810 CPC antes examinada. 
No obstante lo anterior, en numerosos fallos la propia jurisprudencia ha 
hecho excepción a este principio acogiendo recursos de protección en ciertos 
casos en que se ha estimado que el juez que ha dictado la sentencia ha 
incurrido en una acción arbitraria o ilegal que ha causado una perturbación de 
garantías constitucionales o bien anulando un procedimiento en virtud de las 
facultades correctivas que concede el art. 84 CPC, no obstante encontrarse la 
sentencia firme.  
En materia de protección, ello ha sido así esencialmente cuando ha 
existido una incorrección en la tramitación del procedimiento y no existe otro 
medio procesal que permita corregir la conculcación de la garantía afectada o 
bien se han afectado los derechos de terceros que no han sido parte en el juicio, 
o incluso de las propias partes915. 
                                               
915 La procedencia del recurso de protección en contra de resoluciones judiciales ha sido y 
es un tema controvertido en el ordenamiento chileno no existiendo consenso sobre la materia en 
cuanto a los criterios de procedencia. Sobre el estado de esta cuestión, cfr. ampliamente SOTO 
KLOSS, EDUARDO, El recurso de protección, orígenes, doctrina y jurisprudencia, Santiago, Ed. 
Jurídica de Chile, 1982; ALDUNATE, EDUARDO «La protección al acecho: las consecuencias del 
abandono de las reglas de interpretación constitucional en el ámbito del Recurso de Protección», 
en Revista de Derecho, Universidad Católica de Valparaíso, Vol. XX-1999; GUZMÁN JORDÁN, 
JULIO, «Recurso de protección y resoluciones judiciales», articulo escrito para el Centro de 
Arbitraje y Mediación de Santiago (CAM), disponible en 
http://www.camsantiago.com/articulos_online/37_RECURSOSPROTECCION.pdf. 
Si bien la jurisprudencia ha negado, como regla de principio, la procedencia de esta 
acción como un medio de impugnación en contra de resoluciones judiciales, tal como se examina 
por GUZMÁN JORDÁN, en muchos otros casos se ha acogido la protección en ciertos supuestos 
relacionados esencialmente con infracciones al debido proceso y los derechos de terceros que no 
han intervenido en el juicio.  
Un caso paradigmático es el de la SCS de 28 de enero de 1994, Rol Nº 22.269, c. 9º, 11º y 
14º la cual revocó la sentencia de primera instancia dictada por la Corte de Apelaciones que había 
denegado la protección. El recurso se interpuso contra una resolución de un juez civil que ordenó 
la entrega material de un inmueble cuya inscripción había sido cancelada en un proceso anterior en 
el cual los reclamantes no fueron parte. 
Al efecto, la corte consideró que «indudablemente, las irregularidades procesales 
enunciadas en la motivación que antecede significa contravenir normas adjetivas precisas 
tendientes, en estos casos, a resguardar debidamente los derechos de terceros ajenos a una 
contienda judicial que, sin haber intervenido en ésta, les afecta, no obstante, lo decidido en ella por 
un tribunal; (…) Que el artículo 73 de la Constitución Política del Estado, y el artículo 1º del 
Código Orgánico de Tribunales consagran, como una de las bases esenciales del ejercicio de la 
jurisdicción contenciosa, la facultad de los tribunales, de hacer ejecutar lo que han juzgado, es 
decir el poder de hacer cumplir efectivamente lo resuelto en la sentencia, en alguna de las formas y 
con los medios que el ordenamiento jurídico contempla para cada caso. Mas, en el ejercicio de esta 
fundamental atribución, los tribunales deben proceder con estricta sujeción a las leyes, en especial 
las que regulan el proceso, contenido del principio de legalidad, propio de la organización de los 
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Como es posible observar, en muchos de estos casos se ha tratado de la 
eficacia refleja de una sentencia respecto de terceros titulares o que un tienen 
interés conexo con el discutido en un juicio entre partes, que no han 
intervenido en el juicio y, por tanto, no tuvieron posibilidad de defenderse en 
el mismo, considerando la Corte que con ello se ha producido una infracción al 
art. 19, nº 3 de la CPR que consagra el derecho al debido proceso. 
Bajo este criterio jurisprudencial, teniendo en consideración que la 
prejudicialidad se relaciona directamente con el derecho al debido proceso y de 
tutela judicial efectiva y el derecho a obtener una sentencia de fondo fundada 
en derecho y el de igualdad en la aplicación de la ley, no cabe descartar la 
procedencia de este remedio de carácter constitucional cuando la infracción del 
régimen de prejudicialidad conlleva una contradicción entre resoluciones 
judiciales que importa un bis in ídem sobre un asunto conexo916 que no ha 
podido ser corregida por los mecanismos legalmente previstos o bien de ella se 
                                                                                                                                
tribunales, contemplado, en lo que se refiere a normas de procedimiento, en el artículo 19 Nº3 de 
la Constitución Política de la República».  
Con base en lo anterior, la Corte concluye que «la resolución judicial antes señalada, es 
ilegal y contraria a derecho desde que, conforme a lo prevenido en el artículo 728 del Código 
Civil, la cancelación de una inscripción conservatoria que produzca el efecto de hacer cesar la 
posesión inscrita, sólo puede tener su origen, ya sea en la voluntad de las partes, o por una nueva 
inscripción en que el poseedor inscrito transfiere su derecho a otro, o bien, por decreto judicial. Y 
resulta claro, que la resolución judicial que indica esta norma, como uno de los modos para 
producir válidamente la cancelación, es, evidentemente, la que debe ser dictada en juicio de lato 
conocimiento, seguido contra el poseedor inscrito, y no, como en la especie ocurre, en la que 
proviene de una resolución pronunciada al margen de la ley, en la etapa de cumplimiento 
incidental de un fallo, derivado de una controversia ajena, a tal poseedor, en la cual no ha sido 
parte, ni ha sido notificado en forma alguna de las resoluciones judiciales dictadas en ella». 
En sentido similar, en SCS de 22 de mayo de 2014, Sala Tercera (Constitucional), Rol Nº 
313/2014 (Id. vLex: 512621022), la Corte acogió un recurso de protección en contra de una 
resolución judicial estimando al efecto que si bien como regla general la jurisprudencia ha sentado 
como criterio general que este recurso no procede contra resoluciones judiciales «los antedichos 
criterios sufren excepciones en los casos que, como en el de autos, los derechos de un tercero que 
no ha sido notificado han sido gravemente perjudicados. 
En efecto, el recurrente de protección celebró un contrato de concesión con el Fisco de 
Chile para el desarrollo del Proyecto Parque Eólico Taltal y se ha visto impedido de ejercer los 
derechos y de cumplir las obligaciones convenidas en ese contrato por la dictación de una 
resolución judicial recaída en un recurso de rectificación y enmienda de una sentencia ya 
ejecutoriada, que modifica el predio sirviente en la constitución de servidumbres mineras, 
considerando al efecto un título inscrito diferente al contemplado en la resolución enmendada, en 
circunstancias que al margen de la inscripción de dominio de este nuevo predio, de fs. 96 N°90 del 
año 2002 del Conservador de Bienes Raíces de Taltal aparece anotada la concesión onerosa 
respecto de la cual solicita amparo el recurrente de protección». 
En cuanto a la posible conculcación de garantías constitucionales de las partes, alguno 
fallos han considerado que la protección procede en estos casos igualmente atendido que la norma 
constitucional no distingue. En esta línea, cfr. SCAP de Santiago de 23 de marzo de 1992, Rol Nº 
2370/1991. 
916 El TC chileno ha reconocido expresamente la vigencia y rango constitucional de este 
principio. Cfr. STC, Rol Nº 1968-11 (cs. 40º y 41º). 
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deriva una conculcación de garantías constitucionales, sea de las partes o de 
terceros. 
En nuestro concepto, sin embargo, permitir la invalidación de 
sentencias firmes en estos supuestos a través de una acción cautelar de 
urgencia como es la protección, exige extremo cuidado en tanto con ello se 
puede poner en entredicho todo el sistema jurisdiccional y el valor de la 
seguridad y certeza jurídica que se pretende resguardar a través de la cosa 
juzgada. 
Fuera del recurso de protección, en otros casos la jurisprudencia ha 
procedido a la invalidación de sentencias con base en las facultades correctivas 
que concede el art. 84, inc. final CPC917, pese a encontrarse firmes, cuando se 
ha considerado que durante la tramitación del proceso se ha vulnerado el 
derecho a un debido proceso o ha existido una cosa juzgada injusta o aparente. 
De este último caso da cuenta la doctrina en la sentencia SCAP de 
Santiago de 24 de mayo de 2000918, en virtud de la cual se dejó sin efecto una 
sentencia firme por haber existido una cosa juzgada aparente al haber carecido 
la empresa demandante de existencia legal al momento de accionar en contra 
del fisco en un juicio en el que obtuvo una millonaria indemnización. 
A juicio de la doctrina, fuera de que este constituye prácticamente el 
único caso en que se ha declarado por un tribunal la existencia de cosa juzgada 
aparente en el ordenamiento chileno, en esta sentencia se realiza un control de 
un presupuesto procesal, en este caso relativo a la capacidad de las partes, una 
vez que la sentencia se encontraba firme y por tanto, ya había operado la 
eficacia de cosa juzgada. 
En definitiva, la Corte de apelaciones anula la sentencia a través de un 
incidente de nulidad procesal considerando que ello es posible a través de esta 
vía y no sólo de la acción de revisión de competencia de la Corte Suprema919. 
                                               
917 Conforme a esta disposición «El juez podrá corregir de oficio los errores que observe 
en la tramitación del proceso. Podrá asimismo tomar las medidas que tiendan a evitar la nulidad de 
los actos del procedimiento. No podrá, sin embargo, subsanar las actuaciones viciadas en razón de 
haberse realizado éstas fuera del plazo indicado por la ley». 
918 En RDJ, t. XCVII, sec. 2ª, pp. 16-20. 
919 Al efecto, sostiene la Corte en el c. 17º que «la necesidad de enmendar una sentencia 
injusta debe incluso sobreponerse al efecto de cosa juzgada, que tiene como justificación y fin la 
seguridad y estabilidad de los derechos. Por eso mismo, la posibilidad de corregir el error 
cometido en un fallo de esa clase no puede permanecer entregada a una interpretación demasiado 
restrictiva de la ley por el juez, ya que éste es público intérprete de la ley en los casos 
particulares». 
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Discrepando de la tesis sustentada por este fallo, a juicio de la doctrina 
una sentencia como esta «debilita considerablemente la institución de la cosa 
juzgada. Como se sabe, con el fin de conceder certeza jurídica a las sentencias 
ejecutoriadas, con la promulgación del Código de Procedimiento Civil el único 
remedio para denunciar la existencia de un fraude en el pronunciamiento de 
una sentencia es la acción de revisión, cuya competencia exclusiva la tiene la 
Corte Suprema. Admitir un camino diverso, como se hizo en este caso, 
significa volver a una situación que, no existe duda, en épocas pasadas se quiso 
superar»920. 
No podemos sino concordar con la doctrina en este punto. Una 
sentencia como esta, además, contradice abiertamente el principio general 
vigente en el ordenamiento chileno antes visto  en cuanto a que la nulidad 
procesal opera in limine litis no siendo posible, al menos de lege data, 
invalidar una sentencia firme por esta vía. 
Ciertamente las facultades correctivas que el art. 84 del CPC otorga a 
los tribuales son amplias y han sido frecuentemente utilizadas por los mismos. 
Con todo, la jurisprudencia ha declarado que dichas facultades encuentran su 
límite en la cosa juzgada en virtud de la cual, en definitiva, se convalida todo 
vicio procesal921. 
                                                                                                                                
En sentido similar, en un caso reciente, la propia Corte Suprema, en SCS de 17 de enero 
de 2008, Sala Cuarta (Especial), Rol Nº 5592-2006 (Westlaw Chile: CL/JUR/756/2008) anuló una 
sentencia firme dictada por un Tribunal de menores. 
Con todo, el caso presenta un matiz pues al haber sido dictada en materia de tuición, esta 
sentencia produce sólo cosa juzgada formal provisional y no sustancial o material. 
En el juicio, el Tribunal de Menores modificó el régimen de tuición al que estaba 
sometida una menor mediante una gestión que se resolvió sin que se haya emplazado al padre ni 
escuchado a la menor, no se recibió a prueba y no se aportaron aquéllas que justificaban la 
permanencia de la menor con la madre.  
En razón de lo anterior, la Corte «en resguardo del interés social comprometido y por 
existir un vicio que afecta la garantía asegurada por el inciso quinto del artículo 19 N° 3 de la 
Carta Fundamental, relativa a un justo y racional procedimiento, el que en la especie ha sido 
vulnerado, este Tribunal debe invalidar la sentencia dictada por el Juzgado de Menores de 
Santiago, retrotrayendo la causa al estado que se dirá en lo resolutivo de éste fallo» 
920 Cfr. ROMERO SEGUEL, ALEJANDRO, La cosa juzgada en el proceso civil chileno, 
ob. cit., pp. 39 y 40. 
921 En esta línea, la jurisprudencia ha declarado que la «nulidad procesal no puede ir 
contra el principio de la autoridad de cosa juzgada que alcanzan las sentencias firmes». Cfr. SCAP 
de Concepción de 18 de noviembre de 1965, en RDJ, t. LII, sec. 2ª, p. 174. 
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 CONCLUSIONES 
1. La prejudicialidad es un nexo jurídico de dependencia, subordinación o 
condicionamiento entre materias sustantivas del igual o diversa naturaleza que 
se presenta en el proceso como un antecedente lógico-jurídico controvertido 
susceptible de constituir por sí mismo objeto de un proceso autónomo —o ya 
resuelto por sentencia firme— con idoneidad para condicionar, a lo menos 
potencialmente, el sentido de la sentencia que se dicte sobre el fondo del 
asunto. La prejudicialidad se define, por tanto, siempre en función de la 
relevancia o trascendencia respecto de la cuestión de fondo. 
2. La eficacia de la prejudicialidad opera más allá de los límites objetivos 
y subjetivos de la cosa juzgada, constituyendo el fundamento de la eficacia 
colateral o refleja de la sentencia, la cual opera, asimismo, como un 
instrumento para el tratamiento de la prejudicialidad. 
3. Como fenómeno procesal, la prejudicialidad es un instituto abocado 
tendencialmente a preservar la coherencia de las decisiones judiciales que se 
pronuncien resolviendo sobre asuntos sustantivamente dependientes o 
condicionados evitando el dictado de sentencias contradictorias. 
La aparición y decisión previa de cualquier otro tipo de asuntos o 
cuestiones lógicas que, aun potencialmente autónomas, no suponga un riesgo 
de contradicción entre resoluciones judiciales, no cumplen con esa finalidad y 
por tanto no son prejudiciales, como ocurre con la cuestión prejudicial 
constitucional y la comunitaria. 
4. La prejudicialidad no constituye un problema orgánico sino 
esencialmente funcional. Desde un punto de vista orgánico, el conocimiento de 
la materia prejudicial no supone una extensión ni prórroga del ámbito 
competencial de los tribunales ni genera un conflicto de competencia 
engarzado con la garantía del derecho al juez natural. 
5. En el ámbito orgánico, la prejudicialidad se presenta como un problema 
de distribución y coordinación de la labor jurisdiccional frente a la realidad 
que supone la existencia de una pluralidad de órganos y órdenes 
jurisdiccionales especializados en función de la materia y de dualidad de vías e 
interferencias entre sus ámbitos competenciales a que ella da lugar, pero no 
tiene por objeto modificar dicha realidad ni evitar o reducir estas 
interferencias. 
6. La determinación del tribunal que debe conocer y decidir la materia 
prejudicial así como la eficacia de dicha decisión constituye una opción de 
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política legislativa que condiciona el tratamiento pero no define la 
prejudicialidad. 
7. La adopción de uno u otro sistema de ordenación de la prejudicialidad 
conlleva ventajas y desventajas en orden a la coherencia de las resoluciones 
judiciales que se dicten sobre asuntos prejudicialmente conexos. 
En este aspecto, se observa una diferencia fundamental entre los 
ordenamientos español y chileno dando preeminencia el primero al sistema no 
devolutivo de prejudicialidad asociado al conocimiento incidenter tantum de la 
materia prejudicial, lo que genera un mayor riesgo de contradicción entre 
resoluciones judiciales, sin que se contemplen mecanismos suficientes que 
permitan corregir dichas discrepancias.  
El ordenamiento chileno, por el contrario, no permite a los tribunales el 
conocimiento incidental de materias que no estén dentro de su órbita de 
competencia, dando aplicación preferente al sistema devolutivo. El sistema no 
devolutivo, por tanto,  constituye la regla excepcional en este ordenamiento y 
debe ser interpretado restrictivamente. 
8. Desde el punto de vista del objeto del proceso, por regla general, la 
prejudicialidad se presenta o surge en el proceso civil como una cuestión que 
está o queda fuera del asunto jurídico fundamental que se discute en el proceso 
y más concretamente el petitum, característica propia de las cuestiones 
prejudiciales en sentido estricto.  
Desde esta perspectiva, la potencial autonomía de la cuestión 
prejudicial no genera una concurrencia o pluralidad de objetos procesales ni 
supone el ejercicio de una pretensión. Para que ello ocurra, es necesario que las 
partes introduzcan la cuestión a través de alguno de los mecanismos que 
permitan su tratamiento como objeto principal de un proceso. 
9. La circunstancia que en un mismo petitum se planteen dos o más 
pretensiones prejudicialmente dependientes o condicionadas no excluye la 
prejudicialidad, sino que lo que varía es su tratamiento.  
Si se trata de una pretensión homogénea, habrá operado la acumulación 
inicial-sucesiva de pretensiones como instrumento para el tratamiento de la 
prejudicialidad a través del cual las partes buscan que dichas materias sean 
resueltas en forma definitiva y con efecto de cosa juzgada. Si la pretensión es 
de naturaleza heterogénea, a menos que la ley permita una acumulación 
heterogénea de pretensiones, ésta no podrá operar como instrumento 
preventivo para el tratamiento de la prejudicialidad por faltar un presupuesto 
esencial como es la jurisdicción en razón de la materia. 
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10. La prejudicialidad se presenta como un particular método de 
enjuiciamiento y fijación de los hechos en el proceso inserto dentro de la labor 
o proceso de razonamiento lógico del juez para arribar a la decisión sobre el 
fondo, pero no se trata de una mera cuestión fáctica. 
11. En tanto instrumento para la coherencia de la resoluciones judiciales, la 
prejudicialidad se conecta con la cuestión fundamental relativa a la eficacia de 
la resolución que decide una cuestión prejudicial condicionante, así como  la 
proyección o repercusión prejudicial de la sentencia que decide sobre una 
materia o relación jurídica condicionante respecto de un  proceso en el que está 
siendo discutida una materia condicionada o dependiente de aquella, sea entre 
las mismas partes o terceros. 
12. El conocimiento  incidenter tantum de un asunto prejudicial en España 
no es consecuencia del sistema no devolutivo sino de la restricción de la cosa 
juzgada a la parte dispositiva de la sentencia, restricción que ha sido 
cuestionada por la doctrina en ciertos supuestos de prejudicialidad al limitar la 
procedencia de la eficacia positiva o prejudicial de la cosa juzgada y dar lugar 
a  sentencias contradictorias.  
En el ordenamiento chileno, particularmente en materia penal, la cosa 
juzgada no abarca sólo lo dispositivo sino también los hechos en que se funda 
la sentencia penal y por tanto los pronunciamientos lógicos o prejudiciales 
realizados por el juez para arribar a la sentencia. En materia civil, la decisión 
incidental de asuntos prejudiciales tiene eficacia de cosa juzgada en la medida 
que sea decidido por sentencia interlocutoria firme. 
13. El sistema devolutivo y no devolutivo, la acumulación de acciones y 
procesos, la eficacia positiva o prejudicial de la cosa juzgada y la revisión de 
sentencias firmes no son manifestaciones de la prejudicialidad sino 
instrumentos para el tratamiento y solución de los problemas que ésta genera y 
cuya eficacia dependerá de los principios a que cada ordenamiento de 
prioridad y las limitaciones propias de su regulación procesal. 
14. El sistema devolutivo y no devolutivo de prejudicialidad vigente en 
Chile sólo permite un tratamiento parcial de esta problemática, reducido 
básicamente a los supuestos de prejudicialidad heterogénea de carácter penal 
en el proceso civil, sin hacerse cargo de las demás interferencias que pueden 
surgir durante el curso de un proceso civil incluidas aquellas de carácter 
homogéneo, interferencias que vienen en aumento con motivo de la creciente 
especialización de los tribunales ordinarios y la creación de tribunales 
especiales para el conocimiento de materias específicas, así como la 
diversificación de acciones y procedimientos para su conocimiento. 
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15. Por razones históricas la suspensión del proceso civil sólo se regula a 
propósito de la prejudicialidad penal, régimen de suspensión que, sin embargo, 
presenta problemas principalmente en lo que respecta a su régimen de 
infracción, situación que viene a ser mejorada por el NCPC aunque sólo 
parcialmente. 
16. El sistema no devolutivo no existe realmente como un sistema para el 
tratamiento de la prejudicialidad en la forma en que se concibe en el sistema 
español, en tanto, salvo en los casos de prejudicialidad civil en el proceso 
penal, importa simplemente la consideración y enjuiciamiento de las diversas 
materias por parte de cada tribunal desde sus respectivas ópticas de derecho 
sustantivo. Asimismo, en los casos en que opera, la decisión del asunto 
prejudicial no se produce incidenter tantum sino con eficacia de cosa juzgada. 
17. La acumulación de pretensiones, dentro de las limitaciones propias de 
su regulación procesal, constituye en el ordenamiento chileno un mecanismo 
eficaz para el tratamiento de la prejudicialidad homogénea si lo que se quiere, 
en definitiva, es que la cuestión sea resuelta con carácter definitivo y efecto de 
cosa juzgada. El mecanismo propio para hacerla valer es a través de la 
acumulación inicial-sucesiva de pretensiones, la que ha sido reconocida y tiene 
plena aplicación en este ordenamiento. 
De aprobarse el PNCPC, la acumulación de pretensiones adquirirá 
mayor importancia como instrumento para el tratamiento de la prejudicialidad,  
al contemplarse mayores restricciones para la procedencia de la acumulación 
de procesos. 
18.  La acumulación de procesos es un instrumento de particular eficacia 
para el tratamiento de la prejudicialidad homogénea en el proceso civil chileno 
operando como un mecanismo anticipatorio del efecto positivo o prejudicial de 
la cosa juzgada así como de los posibles efectos reflejos de la  sentencia. 
Asimismo, fuera de la regulación del CPC es el principal instrumento al que ha 
recurrido el legislador para el tratamiento de la prejudicialidad en materias 
específicas como ocurre en materia concursal —donde se permitía incluso la 
acumulación de materias heterogéneas— y de expropiación de bienes. 
No obstante, la regulación de sus causales requieren de una reforma que 
permita salvar la oscuridad y confusión que ha existido en su interpretación y 
aplicación. El PNCPC, si bien mayormente cumple con dicho objetivo, 
establece importantes restricciones para su procedencia lo que limita aún más 
su aplicación como instrumento de solución a los problemas de la 
prejudicialidad. 
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19. En ausencia de la acumulación y de un régimen general de suspensión 
del proceso civil, la jurisprudencia ha recurrido a la litispendencia impropia 
para el tratamiento de la prejudicialidad, instrumento que, sin embargo, no ha 
cumplido con dicha finalidad debido a la contradictoria y confusa aplicación 
práctica que ha tenido. 
20. Pese a su desconocimiento como categoría independiente, el efecto 
positivo o prejudicial de la cosa juzgada civil y penal, e incluso la eficacia 
indirecta o refleja de la sentencia como instrumentos para el tratamiento de la 
prejudicialidad en el proceso civil, operan en el ordenamiento chileno con un 
radio de acción bastante amplio y eficaz al momento de evitar el 
pronunciamiento de decisiones contradictorias. 
Los problemas dicen relación principalmente con la posible afectación 
de los derechos de terceros que no han participado en el juicio existiendo una 
clara tendencia en la jurisprudencia ha ampliar los efectos de la sentencia en 
estos casos.  
A falta de norma expresa, cuestión menos clara, es la eficacia positiva 
de la sentencia civil respecto de otros procesos no penales y viceversa. Con 
todo, la creciente creación de tribunales especiales ha hecho necesaria una 
mayor regulación de las relaciones entre los tribunales civiles y estas 
judicaturas especiales para lo cual se ha ido incluso más allá del efecto positivo 
o prejudicial regulándose verdaderas hipótesis de eficacia refleja de la 
sentencia. En estos casos, sin embargo, se establece la vinculación del juez 
civil a sentencias no penales pero no al revés.  
21. Frente a la existencia de sentencias firmes contradictorias, los 
remedios procesales que el ordenamiento chileno contempla para corregir 
dichas discrepancias son excepcionales y se reducen esencialmente a la 
denominada acción de revisión, la cual sin embargo, opera de forma muy 
limitada.  
A falta de otros mecanismos específicos y de un cauce rescisorio de 
carácter general, como el incidente de nulidad recientemente incorporado por 
el derecho español, la jurisprudencia ha venido admitiendo la utilización de 
otros medios como el recurso de protección o el uso de las facultades 
correctivas del art. 84 CPC, los que sin embargo, no resultan idóneos para la 
consecución de este objetivo, generando más problemas que soluciones. 
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